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3£  pesetas  en  rústica  y  »•  en  pasta  en  la  Península,  y  »•  y  4WI  respec- 
tivamente en  Ultramar. 
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Un  tomo  en  8.°  (edición  de  bolsillo),  encuadernado  en  tela,  A  pesetas. 

£1  mismo  Código  con  las  leyes  complementarias,  nuevas  reglas  de  pro- 
cedimiento y  un  minucioso  índice  alfabético,  uíi  tomo  de  1.000  páginas, 
'  encuadernada  en  tela,  •  pesetas  en  Madrid  y  •  eñ  provincias,  franco  de 
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ADVERTENCIA 


Deseosos  de  terminar  lo  antes  posible  esta  extensa  publicación,  y 
creyendo,  á  primera  vista,  que  podríamos  incluir  en  un  tomo,  si- 
quiera fuese  más  voluminoso  qué  de  ordinario,  los  Códigos  y  leyes 
principales  de  Suiza  y  Austria,  habíamos  anunciado  que  contendría 
el  presente  volumen  las  Instituciones  de  ambos  Estados;  pero  al  poner 
en  práctica  nuestro  pensamiento,  según  avanzábamos  en  la  selección 
de  las  disposiciones  y  Cuerpos  legales  más  importantes,  íbamos  com- 
prendiendo —  y  hemos  acabado  por  convencernos  — que  era  de  todo 
punto  irrealizable  nuestro  propósito,  si  había  de  responder  la  compi- 
lación legal  de  dichos  Estados  al  pensamiento  que  nos  ha  movido  á 
acometer  la  difícil  empresa  cuya  realización  tantos  esfuerzos  y  sacri- 
ficios nos  cuesta. 

En  efecto,  al  estudiar  detenidamente  la  Legislación  de  la  Confe- 
deración Helvética,  hemos  hallado  infinidad  de  excelentes  disposi- 
ciones que  pueden  servir  de  modelo  en  su  clase  y  que  no  hemos  po- 
dido resistirá  la  tentación  de  reproducirlas,  que  nos  hemos  visto  obli- 
gados á  modificar  en  este  punto  el  plan  primitivo. 

Prescindiendo  de  los  Cuerpos  legales  ordinarios  que  era  de  rú- 
brica incluir,  y  entre  los  que  se  encuentra  el  célebre  Código  federal 
de  las  obligaciones,  esa  verdadera  joya  jurídica,  modelo  acabado  en 
su  género,  consideramos  como  verdaderas  obras  maestras  la  ley  de 
persecución  por  deudas  y  quiebras,  la  del  matrimonio  y  Registro 
civil,  la  de  responsabilidad  de  las  Autoridades  y  funcionarios  públi- 
cos, la  de  responsabilidad  civil  de  los  fabricantes  por  las  desgracias 
personales,  etc.,  y  otras  muchas  cuya  traducción  insertamos. 

Esto  en  cuanto  á  la  legislación  federal  ó  general. 

Respecto  de  las  legislaciones  cantonales,  á  pesar  de  que  la  ne- 
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cesidad  de  no  hacer  interminable  esta  publicación  nos  obligaba  á  ser 
muy  parcos,  ¿cómo  era  posible  dejar  de  incluir  modelos  de  constitu- 
ciones y  leyes  políticas  de  Cantones  pertenecientes  cada  cual  á  una  de 
las  tres  distintas  razas  que  constituyen  el  feliz  conjunto  de  la  nación 
suiza?  ¿Cómo  prescindir  de  la  publicación  de  Códigos  tan  perfectos 
como  el  civil  de  Zurich,  ese  inapreciable  trabajo  del  inmortal 
Bluntschli,  en  que  tan  admirablemente  condensa  y  aplica  los  princi- 
pios del  derecho  civil  germánico? 

Estas  han  sido  las  principales  razones  que  nos  han  movido  y  aun 
obligado  á  modificar  nuestro  plan  anterior  y  á  dividir  este  tomo  sólo 
en  dos  partes,  á  saber:  1.a  Instituciones  jurídicas  generales  ó  nacio^ 
nales  de  Suiza;  2.a  Modelos  de  Instituciones  Cantonales  y  municipa- 
les, dejando  para  el  tomo  siguiente  las  de  Austria  y  los  pueblos  del 
Oriente  de  Europa. 
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INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  ORGÁNICAS  DE  SUIZA 

CONSTITUCIÓN  FEDERAL 

INTRODUCCIÓN 


1.  —  Indicaciones  geográficas  y  etno- 
gráficas 

Es  la  Confederación  suiza  ó  helvética 
una  nación  enclavada  casi  en  el  centro 
de  Europa,  y  cuyos  confines  son:  por 
el  N.,  el  imperio  de  Alemania;  por  el 
S.,  el  reino  de  Italia;  por  el  E.,  el  im- 
perio de  Austria;  y  por  el  O.,  la  repú- 
blica francesa.  Su  extensión  es  próxi- 
mamente 41.128  kilómetros  (unas  1.322 
leguas  cuadradas),  y  su  población  unos 
2.7O0.000  habitantes.  Hasta  1848  alter- 
naron como  capitales  de  la  nación  ó 
residencia  del  gobierno  republicano  fe- 


deral las  tres  ciudades  de  Berna,  Zu- 
rich y  Lucerna,  pero  desde  aquella  fe- 
cha, por  razones  que  no  son  ahora  del 
caso,  se  determinó  que  lo  fuese  cons- 
tante y  definitivamente  la  primera  de 
las  mencionadas  ciudades.  El  país  está 
dividido  en  veintidós  Estados  regiona- 
les ó  cantones  (subdivididos  general- 
mente en  distritos,  circuios  y  munici- 
pios), cuyas  capitales,  extensión  super- 
ficial, población  y  religión  respectivas 
se  verán  en  el  cuadro  siguiente,  toma- 
do de  la  Estadística  de  1870,  y  que  ha 
sufrido  pocas  alteraciones  en  las  dos 
décadas  desde  entonces  transcurridas: 


Cantones 

Capitales 

Extensión 

Población 

28  i. 786  h. 

504 . 765 

132.338 
16.107 
47.705 
26.116 
35.150 
20.993 

110.832 
74.703 

101.887 
37.721 
60.635 

191.015 
91.782 

198  873 
93 . 300 

119  619 

231  700 
90 . 887 
97.284 
93.239 

Católicos 

Protestantes 

Uri 

Untervalden  . . 

Glaris 

Zug 

Scíiaffhouse. . . 

Thurgovia  . .   . 

Vaud 

Neufchatel 

Lucerna 

Zug 

1.723  k. 
6.889 
1.501 
1.076 

908 

765 

691 

239 
1.669 

785 

458 

300 

420 
2.019 
7.185 
1.405 

988 
2.836 
3  223 
5.247 

808 

283 

17.942 
66.015 

128.338 

16  018 

47.047 

25.687 

6.888 

20  082 

•    93.951 

62.072 

22 . 546 

3  051 

14  078 

116.060 
39.843 
89.180 
23.454 

119.349 
17.592 
95.963 
11.315 
47 . 868 

1.084^309 

263  730 

436  304 

3.823 

80 

647 

4^4 

28 . 238 

878 

16.819 

12.448 

77.980 

34 . 466 

46.293 

74 . 573 

51.887 

107.703 

69.221 

194 

211.686 

900 

84 . 334 

43.639 

1.566.317 

Friburgo 

Basilea .. 

Scíiaffhouse. . 

Saint  Gall.. . . 
Frauenfeld... 
Sión 

Neufchatel... 
Ginebra 

To 

TALES  

41.418 

2.669.147 
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Poco  habremos  de  decir  respecto  de 
la  constitución  física  del  país.  ¿Quién 
no  ha  oído  hablar  de  ese  enorme  maci- 
zo denominado  los  Alpes,  do  sus  altísi- 
mas crestas  cubiertas  de  perpetuas 
nieves,  de  sus  grandes  ventisqueros, 
de  esas  extensas  sábanas  de  hielo  lla- 
madas glaciers,  que  dan  origen  á  mu- 
chos de  los  principales  ríos  que  surcan 
la  superficie  de  nuestro  continente,— 
tales  como  el  Danubio,  el  Rhín,  el  Ró- 
dano y  el  Pó,— de  sus  hermosos  lagos, 
de  sus  profundos  y  pintorescos  valles, 
separados  por  elevadas  montañas  y 
regados  por  numerosos  y  abundantes 
arroyos,  de  la  gran  variedad  de  su  cli- 
ma, casi  cálido  en  la  parte  del  Sur,  en 
donde  el  termómetro  sube  hasta  32°, 
templado  en  las  faldas  y  valles  de  los 
Alpes,  y  glacial  en  la  cumbre  de  estas 
montañas,  donde  el  termómetro  des- 
ciende hasta  32°  bajo  cero? 

El  aspecto  agreste  que  por  punto  ge- 
neral presenta  el  país,  su  clima  y  de- 
más condiciones  físicas  que,  como  es 
sabido,  influyen  tanto  en  el  hombre, 
sobre  todo  en  determinadas  circunstan- 
cias (1),  han  comunicado,  por  decirlo 
así,  á  los  habitantes,  un  carácter  enér- 
gico, un  amor  á  la  libertad  y  á  la  inde- 


(1)  Llamamos  la  atención  del  lector,  subra- 
yando las  palabras,  porque,  sin  negar  nosotros  la 
decisiva  influencia  que  el  clima  y  la  naturaleza 
del  suelo  han  ejercido  en  la  formación  de  las 
nacionalidades,  en  la  constitución  política  y  so- 
cial, y  hasta  en  el  carácter  y  costumbres  de  los 
pueblos,  creemos  que  esta  influencia  no  es  nece- 
saria ni  perpetua,  y  que,  si  bien  explica,  no 
condiciona  en  absoluto  dicha  constitución  y  ca- 
rácter, antes  por  el  contrario,  cuando  la  sociedad 
se  encuentra  en  cierto  grado  do  cultura  bastante 
adelantado,  pueden  los  pueblos  sobreponerse,  y 
se  sobreponen  de  hecho  á  las  condiciones  y  natu- 
raleza del  país  en  que  se  establecen.  Así,  por 
ejemplo,  la  uniformidad  y  lo  poco  accidentado   | 


pendencia,  y  un  valor  tan  extraordina- 
rio, que  las  grandes  naciones  que  han 
logrado  alguna  vez  dominarlos,  aunque 
transitoriamente,  han  necesitado  para 
conseguirlo  emplear  todas  sus  fuerzas 
y  verter  torrentes  de  sangre.  La  rudeza 
de  su  carácter,  unida  al  saludable  in- 
flujo que  las  instituciones  libres  ejer- 
cen en  los  pueblos  que  por  ellas  se  ri- 
gen, ha  contribuido  á  que  éste,  á  pesar 
de  ser  uno  de  los  de  cultura  más  gene- 
ral y  adelantada,  no  haya  perdido  su 
antiguo  valor  y  se  conserve  indepen- 
diente de  las  grandes  potencias  de  que 
se  encuentra  rodeado. 

Una  de  las  cosas  que  más  llaman  la 
atención  de  los  estadistas,  es  la  de  que 
tengan  un  amor  patrio  tan  arraigado 
y  defiendan  con  tanto  ardor  su  mutua 
independencia,  hombres  que,  en  reali- 
dad, pertenecen  á  diversas  razas,  ha- 
blan distinta  lengua  y  profesan  religión 
diferente;  pues,  como  todos  sabemos, 
en  unos  cantones  predomina  el  elemen- 
to alemán,  en  otros  el  italiano,  y  en  al- 
gunos el  francés,  y  no  pocos  son  mix- 
tos, como  veremos  en  el  párrafo  si- 
guiente, al  ocuparnos  del  modo  cómo 
esta  nación  se  ha  ido  formando.  Esto 
sólo  se  explica,  ó  por  la  firme  convic- 
ción de  que  con  su  fraccionamiento 


del  terreno  podrán  explicar  la  fundación  de  las 
grandes  monarquías  asiáticas  y  la  variedad  de 
Estados  nacionales  y  confederaciones  de  Estados 
en  que  se  hallaba  dividida  la  Península  helénica; 
pero  ni  los  Estados  Unidos  de  América  han  ne- 
cesitado esta  variedad  para  constituirse  en  repú- 
blica federal,  ni  otras  muchas  naciones  han  deja- 
do de  ser  unitarias  por  más  que  su  suelo  sea  ac- 
cidentado. Esto  quiere  decir  que  el  elemento  in- 
telectual ó  moral  del  hombre,  cuando  está  conve- 
nientemente desarrollado,  se  impone  siempre  al 
elemento  físico,  por  más  que  éste  conserve  siem- 
pre cierta  influencia,  y  la  ejerza  decisiva  en  de- 
terminadas circunstancias. 
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perderían  tarde  ó  temprano  su  indepen- 
dencia, su  libertad  y  su  bienestar  mo- 
ral y  material,  6  porque  las  bienhecho- 
ras instituciones  federales  de  que  go- 
zan hace  ya  muchos  siglos,  á  pesar 
de  que  parezca  que  debiera  suceder  lo 
contrario,  son  lazos  de  unión  más  fuer- 
tes que  los  vínculos  de  la  raza,  de  la 
lengua,  de  la  religión,  y  de  la  centrali- 
zación política  y  administrativa  de  los 
gobiernos  unitarios. 

2.— Precedentes  históricos 

{Origen  y  vicisitudes  de  este  pueblo) 

Poco  se  sabe  acerca  del  origen  de  las 
antiguas  tribus  helvéticas.  De  todo  Jo 
que  sobre  esto  refieren  los  historiado- 
res, puede  inferirse  que  proceden  de  la 
raza  gala  ó  céltica,  algunas  de  cuyas 
tribus,  en  tiempo  de  las  grandes  emi- 
graciones asiáticas,  debieron  fijarse 
en  el  extenso  valle  situado  entre  las 
cordilleras  del  Jura  y  de  los  Alpes. 

Cuando  Roma,  después  de  haber  con- 
seguido ya  dominar  la  mayor  parte  del 
mundo  conocido  por  los  antiguos,  se 
propuso  subyugar  á  los  rudos  monta- 
ñeses alpestres,  no  lo  consiguió  sino 
á  costa  de  encarnizados  combates,  vi- 
niendo á  formar  la  Helvecia  parte  de 
una  provincia  romana;  pero  no  llega- 
ron jamás  á  romanizarse  sus  habitan- 
tes, como  lo  verificaron  otros  pueblos, 
tales  como  los  de  España,  Italia,  etc. 

En  tiempo  de  las  grandes  invasiones 
de  los  bárbaros  del  Norte  fué  sometido 
el  actual  territorio  suizo  por  el  pueblo 
de  los  alemanes  y  por  el  de  los  lombar- 
dos y  burguiñones.  Unido  después  por 
Cario  Magno  al  poderoso  imperio  de 
los  francos,  quedó  entregado,  cuando 
murió  este  cél  bre  guerrero,  á  la  ambi- 
ción de  algunos  grandes  señores,  que, 


queriendo  hacerse  independientes,  sos- 
tuvieron constantes  guerras  con  dife- 
rentes reyes  y  emperadores. 

A  mediados  del  siglo  XI  fué  agrega- 
do este  país  al  imperio  de  Alemania, 
bajo  Conrado  el  Sálico.  Los  empera- 
dores confiaron  su  administración  á 
los  duques  de  Zehringen,  que  favore- 
cieron mucho  la  agricultura  y  el  co- 
mercio, fundaron  muchas  ciudades, 
entre  otras  Berna  y  Friburgo,  y  conclu- 
yeron con  las  disensiones  intestinas; 
pero  al  extinguirse  esta  familia,  á  prin- 
cipios del  siglo  XIII,  renacieron  otra 
vez  las  ambiciones  y  los  desórdenes. 
Aprovechándose  la  nobleza  helvética 
de  la  gran  distancia  á  que  se  hallaba 
de  la  residencia  de  los  emperadores, 
recobró  su  independencia,  aunque  bajo 
la  soberanía  nominal  de  aquéllos,  y 
amenazó  la' libertad  de  los  habitantes 
de  las  ciudades  (burgueses),  hasta  el 
punto  de  verse  obligados  á  unirse  los 
de  Berna,  Basilea  y  Zurich  para  defen- 
der su  independencia  contra  la  tiranía 
de  los  nobles.  Cuando  á  fines  del  si- 
glo XIII  fué  elevado  á  la  dignidad  im- 
perial el  conde  Rodolfo  de  Habsburgo, 
fué  ya  omnipotente  en  Helvecia  esta 
casa,  sometiendo  por  completo  á  la  de 
Kiburgo  y  Saboya,  sus  rivales.  Pero  si 
Rodolfo,  reconociendo  los  servicios  que 
le  habían  prestado  los  suizos  en  sus 
guerras,  respetó  y  hasta  aumentó  las 
franquicias  de  algunos  cantones  de  la 
montaña,  su  hijo  Alberto  I  siguió  una 
conducta  enteramente  opuesta.  A  fines 
del  siglo  XIII  y  principios  del  XIV  in- 
tentó quitar  las  franquicias  á  dichos 
cantones  y  ciudades,  teniendo  que  ape- 
lar á  las  armas  para  vencer  la  resisten- 
cia que  le  opusieron;  y  si  bien  se  estre- 
lló su  empresa  contra  ios  muros  de 
Zurich  y  Berna,  consiguió,  sin  embar- 
go, someter  los  pequeños  Estados  de 
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Uri,  Schwitz  y  Untervalden.  Entonces 
fué  cuando  las  vejaciones  y  la  cruel  ti- 
ranía de  Hermann  Gessler,  que  los  go- 
bernaba en  nombre  del  Emperador, 
dieron  lugar  á  la  formación  de  la  Liga 
helvética.  En  la  noche  del  7  de  Noviem- 
bre de  1307,  reunidos  aquellos  tres  hé- 
roes inmortales,  Stauffacher,  Furst  y 
Melchthal,  cada  cual  con  diez  amigos 
de  su  más  absoluta  confianza,  juraron 
concluir  con  la  tiranía  de  Austria.  Este 
juramento  puede  decirse  que  engendró 
la  República  helvética.  El  día  1.°  de 
Enero  del  año  1308  estalló  una  insu- 
rrección general  de  los  tres  cantones 
antes  mencionados,  siendo  arrasadas 
las  fortalezas  y  muertos  ó  expulsados 
los  bailios  ó  gobernadores,  conviniendo 
los  habitantes  de  los  tres  cantones  en 
formar  una  Liga  solemne  por  diez  años. 
La  muerte  de  Alberto  en  las  orillas  del 
Reuss,  y  la  gran  derrota  de  su  hijo 
Leopoldo  en  los  desfiladeros  de  Mor- 
garten,  consolidaron  la  unión  de  los 
confederados,  que  concluyeron  aquel 
mismo  año  (1315)  una  Liga  perpetua,  á 
la  que  se  unieron:  Lucerna,  en  1332; 
Zurich  y  Glaris,  en  1351;  Zug,  en  1352, 
y  Berna  en  1353.  Estos  ocho  cantones 
han  conservado  el  nombre  de  los  ocho 
ancianos,  y  numerosos  privilegios  has- 
ta 1798. 

Durante  medio  siglo  consiguieron 
los  confederados  mantener  la  paz  en- 
tre sí  y  con  sus  vecinos;  pero  á  fines 
del  siglo  XIV  estalló  la  guerra  con  Aus- 
tria y  con  el  cantón  de  Zurich,  que 
abandonó  la  Liga  y  se  pasó  á  las 
filas  del  imperio.  En  esta  guerra  enar- 
bolaron  los  otros  cantones  la  bandera 
blanca  y  roja,  que  eran  los  colores  del 
de  Schwytz,  y  tomaron  todos  el  nombre 
de  sumos.  Durante  el  siglo  XV,  sostu- 
vieron también  sangrientas  guerras 
contra  los  duques  de  Borgoña  y  el  Del- 


fín Luis  (después  Luis  Xt),  saliendo  en 
casi  todas  victoriosos  y  adquiriendo  el 
territorio  de  Thurgovia,  Vaud,  Friburgo 
y  Soleura,  extendiéndose  por  toda  Eu- 
ropa su  fama  de  bravos  soldados.  A 
fines  del  siglo  XV,  no  habiendo  renun- 
ciado la  casa  de  Austria  á  su  pretendi- 
do derecho  sobre  los  cantones  suizos, 
y  negándose  éstos  á  reconocerlos,  les 
declaró  de  nuevo  la  guerra  el  empera- 
dor Maximiliano.  Ocho  victorias  con- 
seguidas en  ocho  meses  sobre  el  Empe- 
rador y  la  Liga  suaba  obligaron  á  aquél 
á  firmar  el  tratado  de  Basilea  en  1499, 
desistiendo  Maximiliano  de  sus  preten- 
siones. Desde  cuya  fecha  data  la  inde- 
pendencia real  y  completa  de  Suiza. 

En  1501  entraron  á  formar  parte  de  la 
Confederación  los  cantones  de  Basilea 
y  Schaffhouse,  y  el  de  Appenzel  en  1513, 
elevándose  á  13  el  número  de  aquéllos. 
Tantos  y  tan  brillantes  triunfos  infun- 
dieron á  los  suizos  tales  ánimos  y  les 
hicieron  adquirir  tal  confianza  en  sus 
propias  fuerzas,  que  declaron  Ja  guerra 
á  Francia  y  á  varios  Estados  italianos, 
consiguiendo  importantes  victorias  y 
ajustando  una  paz  honrosa. 

Mas  cuando  debía  comenzar  para 
Suiza  una  era  de  prosperidad  y  de  gran- 
deza, ocurrió  la  reforma  religiosa  que 
vino  á  turbar  la  paz  en  toda  Europa, 
siendo  tales  los  trastornos  y  las  luchas 
interiores  y  exteriores  en  que  se  vio 
envuelta  la  Confederación,  que  llegó  á 
su  mayor  grado  de  postración,  y  estuvo 
expuesta  á  perder  gran  parte  de  su 
territorio;  hasta  que  por  fin  el  tratado 
de  Westfalia,  en  1648,  reconoció  solem- 
nemente á  Suiza  como  nación  indepen- 
diente. Desde  1648  hasta  1798  sólo  hubo 
algunos  trastornos  y  guerras  civiles 
promovidas  generalmente  por  causas 
religiosas;  pero  en  esta  última  fecha  la 
invadieron  los  franceses,  y  disolvien- 
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do  la  antigua  Confederación,  fundaron 
una  república  unitaria  con  el  nombre 
de  Heloeeia,  dividiendo  todo  el  país  en 
18  cantones,  uniendo  á  Francia  los  de 
Ginebra,  Basilea,  Mulhouse  y  Neufcha- 
tel. —  Napoleón  restableció  después  la 
antigua  Confederación  de  los  13  canto- 
nes, añadiendo  á  éstos  otros  seis;  y,  á 
su  calda,  les  agregó  el  Congreso  de 
Viena  los  tres  de  que  se  había  apodera- 
do Francia,  reuniéndose  de  este  modo 
los  22  cantones  que  forman  en  la  ac- 
tualidad la  Confederación.  Empero  no 
vaya  á  creerse  que  su  Constitución  era 
completamente  democrática,  pues  no 
llegó  á  este  grado  de  perfección  hasta 
después  de  la  revolución  francesa  de 
1830,  de  las  agitaciones  cantonales  de 
1840,  1841, 1846,  y  la  guerra  del  Sonder- 
bund,  que  trajo  consigo  la  revisión  del 
acta  de  1815  y  la  proclamación  de  la 
Constitución  democrática  de  1848,  re- 
formada por  la  de  1874,  que  es  por  la 
que  en  la  actualidad  se  rige  el  país,  ha- 
biendo sido  rechazada  por  una  inmen- 
sa mayoría  en  31  de  Octubre  de  1881  la 
proposición  de  revisión  propuesta  por 
algunos  descontentos. 

Tales  son,  referidos  á  grandes  ras- 
gos, los  principales  acontecimientos 
del  Estado  federal  más  antiguo  de  los 
tiempos  modernos. 

3.—  Indicaciones  históricas  acerca  de 
la  Constitución  ó  pacto  federal  de  la 
nación  suiza. 

Como  todos  sabemos  y  podrá  obser- 
var el  lector  al  examinar  el  texto  de  la 
Constitución  nacional  suiza,  el  Gobier- 
no de  este  país  es  hoy  democrático  fe- 
deral. Desde  1848,  fecha  en  que  se  con- 
signaron en  su  Constitución  casi  todos 
los  progresos  de  la  democracia  moder- 


na (1),  ha  sabido  esta  pequeña  región 
dar  á  las  grandes  naciones  de  Europa 
el  ejemplo  de  un  pueblo  libre,  gober- 
nándose por  sí  mismo,  progresando 
constantemente  en  todas  las  relaciones 
de  la  vida,  sin  entrar  en  estos  progre- 
sos más  que  tres  factores  principales, 
á  saber:  la  libertad,  la  laboriosidad  y 
moralidad,  y  la  tranquilidad  y  confian- 
za del  pueblo  en  su  propia  virtud  y  en 
la  de  sus  instituciones;  ejemplo  de  que 
no  han  sabido  aprovecharse  por  cierto 
las  demás  naciones  de  nuestro  conti- 
nente. 

Echemos  una  ojeada  histórica,  si- 
quiera sea  muy  rápida,  sobre  el  modo 
como  ha  venido  progresando  la  cons- 
titución de  Suiza  hasta  convertirse  en 
una  democracia  federal,  con  su  indiso- 
luble unidad  nacional  sobre,  pero  no 
contra  la  variedad  que  exigen  las  diver- 
sas costumbres,  las  instituciones  par- 
ticulares, y  la  distinta  manera  de  ser 
de  cada  Estado  regional  ó  cantón. 

Cuando  á  principios  del  siglo  XIV 
comenzaron  á  hacerse  independientes 
algunos  cantones,  y  á  confederarse, 
uníalos,  más  que  el  sentimiento  de  la 
común  nacionalidad,  el  de  la  común 
defensa  contra  la  tiranía  de  los  empe- 
radores; y  la  especie  de  Asambleas  for- 
madas por  los  diputados  enviados  de 
tiempo  en  tiempo  por  los  cantones,  en 
nada  se  parecían  á  la  moderna  Asam- 
blea Nacional  ni  á  la  de  los  Estados,  y 
sus  discusiones  versaban  sobre  asun- 
tos muy  limitados,  reduciéndose  prin- 


(1)  A  pesar  de  su  gobierno  confederativo,  ha 
sufrido,  durandte  muchos  siglos,  el  pueblo  suizo, 
ni  más  ni  menos  qurt  los  demás  del  continente 
europeo,  el  pesado  yugo  de  la  aristocracia  y  el 
feudalismo,  y  su  Gobierno  puede  asegurarse  que 
no  ha  sido  la  fiel  y  justa  representación  del  pue- 
blo, en  el  sentido  que  hoy  se  da  á  esta  palabra, 
hasta  después  de  la  fecha  indicada  en  el  texto. 
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cipalmente  á  las  medidas  que  debían 
tomar  para  asegurar  la  defensa  de  su 
mutua  independencia.  Pero  la  reunión 
de  dichas  Asambleas  no  se  regularizó 
hasta  fines  del  siglo  XV,  y  dieron  indu- 
dablemente origen  á  la  Dieta,  pues,  en 
un  principio,  se  limitaban  los  cantones 
á  hacer  pactos  y  establecer  condicio- 
nes de  unión  que  sólo  duraban  diez  ó 
más  años.  Cuando  más  tarde  entraron 
nuevos  cantones  en  el  pacto  federal,  y 
aumentaron  los  lazos  de  unión  y  se 
desarrolló  el  poder  de  la  Confederación 
helvética,  los  asuntos  comunes  fueron 
también  más  y  de  mucha  mayor  im- 
portancia. Entonces  se  decidió  que  la 
Dieta  se  reuniría  todos  los  años,  co- 
rrespondiendo el  derecho  de  convoca- 
toria al  cantón  de  Zurich,  cuyo  primer 
diputado  debía  presidir  la  Asamblea. 
Las  sesiones  duraban,  por  regla  gene- 
ral, seis  semanas,  y  el  punto  de  re- 
unión, que  se  había  fijado  primeramen- 
te en  Badén  (Argovia),  se  trasladó,  en 
1712,  á  Frauenfeld  (Thurgovia).  Cada 
cantón  enviaba  dos  diputados,  cuyas 
principales  atribuciones  eran  ya  en 
esta  época,  velar  por  la  seguridad  del 
pacto  federal,  por  la  integridad  del  te- 
rritorio, y  por  la  unión  intima  de  los 
diferentes  cantones.  Conocía  además, 
sin  apelación,  de  todas  las  cuestiones 
que  surgían  entre  los  cantones,  y  de 
todas  las  apelaciones  en  ciertos  asun- 
tos civiles  y  criminales,  y  revisaba 
las  cuentas  de  los  bailios.  La  Dieta 
no  era,  en  suma,  todavía  otra  cosa 
que  un  lazo  de  unión  entre  los  diferen- 
tes cantones,  de  los  que  cada  cual  te- 
nía su  gobierno  distinto  y  sus  leyes 
par  iculares. 

Esta  institución  fué  respetable  du- 
rante algún  tiempo  por  su  sencillez,  su 
elevación  de  miras  y  la  equidad  de  sus 
juicios;  pero  no  tardaron    en   surgir 


mezquinos  odios  y  rencores  que  vinie- 
ron á  turbar  su  majestuoso  curso,  rei- 
nando la  intriga  donde  sólo  debía  rei- 
nar la  legalidad.  Preparábase  poco  á 
poco  la  disolución,  cuando  la  revolu- 
ción francesa  de  1789  vino  á  dar  un 
golpe  mortal  al  partido  federal  suizo. 
La  República  francesa  destruyó  la  Con- 
federación y  formó  la  República  helvé- 
tica, reemplazando  la  Dieta  con  dos 
Cámaras.  Napoleón  I  restableció  des- 
pués la  federación,  con  un  fin  político; 
pero  en  vez  de  restablecer  la  Dieta  con 
los  mismos  miembros  y  las  mismas 
atribuciones  que  antes  tenía,  dividió 
aquélla,  en  18Q3,  en  diecinueve  canto- 
nes, con  una  Dietacuyos  miembros  sólo 
podían  votar  con  arreglo  al  mandato 
imperativo  de  sus  comitentes.  Cada 
cantón  tenía  un  voto;  pero  los  seis  más 
grandes  tenían  voto  doble.  La  Dieta 
debía  reunirse  todos  los  años  en  la  ca- 
pital de  uno  de  los  cantones  de  Fribur- 
go,  Soleura,  Basilea,  Zurich  y  Lucerna. 
Las  sesiones  debían  durar  un  mes  y 
ser  presididas  por  el  burgomaestre 
(Landamann)  de  la  ciudad  en  que  se 
verificaban.  Las  resoluciones  de  cierta 
importancia  habían  de  tomarse  por 
una  mayoría  de  tres  cuartas  partes  de 
los  votantes. 

Las  principales  atribuciones  de  la 
Dieta  eran  concluir  tratados  de  paz,  de 
alianza  y  de  comercio,  declarar  la  gue- 
rra, fijar  el  contingente  del  ejército, 
nombrar  el  general  en  jefe,  determinar 
los  pesos  y  el  título  que  debían  llevar 
las  monedas.  En  1833  se  proclamó  que 
los  debates  serían  públicos,  y  en  1837 
se  introdujeron  nuevas  modificaciones 
en  la  Constitución.  Cada  cantón  envia- 
ba un  diputado  y  no  tenía  más  que  un 
voto;  y  en  las  cuesciones  graves  era 
necesaria  una  mayoría  de  dos  terceras 
partes  de  los  votantes. 
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La  Dieta  debía  reunirse  en  Zurich, 
en  Berna  y  en  Lucerna,  alternativa- 
mente, y  durante  dos  años  en  cada  ciu- 
dad. Las  deliberaciones  eran  públicas 
y  debían  verificarse  en  Julio  y  Agosto 
El  descontento  del  pueblo,  y  el  movi- 
miento insurreccional  que  dio  lugar  á 
la  guerra  del  Sonderbund,  mostró  la 
necesidad  de  una  nueva  Constitución 
que  estuviese  á  la  altura  de  lo  que  exi- 
gía el  espíritu  de  los  tiempos  modernos. 
La  Constitución  democrática  de  1848, 
revisada  y  modificada  en  1874,  ha  dado 
á  Suiza  los  lazos  de  unión  que  le  falta- 
ban para  constituir  un  organismo  poli- 
tico,  una  democracia  autonomista,  si 
no  perfecta,  por  lo  menos  lo  suficiente 
para  satisfacer  casi  todas  las  exigen- 
cias de  un  pueblo  libre  en  la  época  mo- 
derna (1). 

4. — Indicaciones  generales  y  criticas 
acerca  de  esta  Constitución 

Hagamos  ahora  algunas  indicacio- 
nes previas  acerca  de  los  principios  y 
puntos  capitales  de  esta  Constitución, 
indicando  luego  sus  ventajas  y  su  prin- 
cipal defecto. 

En  cuanto  á  las  disposiciones  gene- 
rales de  la  vigente  Constitución  suiza, 
debemos  indicar  como  principales  las 
siguientes: 


(1)  Desde  1798  ha  tenido  Suiza  seis  Constitu- 
ciones: la  de  12  de  Abril  de  1798,  que  convirtió 
la  Confederación  en  un  Estado  completamente 
unitario;  la  de  20  de  Mayo  de  1802,  que  consa- 
graba también  el  principio  del  unitarismo,  pero 
sobre  bases  menos  absolutas;  el  acta  de  media- 
ción de  19  de  Febrero  de  1803,  que  establecía  una 
Confederación  de  Estados  con  una  especie  de 
presidente  á  su  cabeza;  el  acta  é  pacto  federal  de 
1815;  la  de  18  de  Septiembre  de  1848,  y  la  vigen- 
te de  19  de  Abril  de  1874. 


Consigna,  en  primer  lugar,  que  la 
unión  de  los  veintidós  cantones  ó  Esta- 
dos regionales  que  forman  la  Confede- 
ración, tiene  por  objeto  asegurar  la  in- 
dependencia de  la  patria  común  contra 
el  extranjero,  mantener  el  orden  y 
tranquilidad  en  el  interior  y  proteger 
los  derechos  y  la  libertad  de  los  ciuda- 
danos. Cada  cantón  conserva  la  sobe- 
ranía  y  se  rige,  en  los  asuntos  propios, 
por  una  Constitución  particular;  pero 
no  debe  contener  nada  contrario  á  las 
disposiciones  de  la  Constitución  nacio- 
nal ó  pacto  federal,  que  constituye  el 
derecho  público,  reconoce  como  forma 
de  gobierno  la  republicana,  y  puede  ser 
revisada  y  modificada. 

Los  cantones  no  pueden  en  modo  al- 
guno celebrar  entre  sí  tratados  sobre 
asuntos  políticos;  pero  sí  en  materias 
administrativas,  judiciales,  etc.,  con 
tal  que  no  contengan  nada  contrario  á 
los  derechos  de  los  otros  cantones  ni 
al  pacto  ó  Constitución  federal.  Sólo  á 
la  Confederación  corresponde  el  dere- 
cho de  hacer  alianzas,  declarar  la  gue- 
rra y  estipular  tratados  de  paz  con  los 
países  extranjeros.  La  autoridad  fede- 
ral no  puede  mantener  ejército  perma- 
nente. Ningún  individuo  que  desempe- 
ñe funciones  del  Estado  puede  recibir 
de  un  Gobierno  extranjero  pensión, 
sueldo,  regalo,  título  ni  condecoración 
alguna.  Las  diferencias  que  surjan  en- 
tre los  cantones  deberán  someterse  á 
la  decisión  del  Tribunal  federal. 

En  virtud  del  pacto  federal,  todos  los 
suizos  son  iguales  ante  la  ley,  y  todo 
ciudadano  de  un  cantón  puede  estable- 
cerse donde  bien  le  parezca  y  ejercer 
sus  derechos  políticos.  Nadie  puede  ser 
obligado  á  formar  parte  de  una  asocia- 
ción religiosa,  ni  á  recibir  una  enseñan- 
za religiosa  determinada,  ni  ser  casti- 
gado con  una  pena  cualquiera  por  cau- 
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ea  de  sus  opiniones  en  esta  materia,  asi 
como  ningún  ciudad  ano  puede,  bajo  pre- 
texto de  religión,  sustraerse  at  cumpli- 
miento de  un  deber  cívico.  Nadie  puede, 
por  último,  ser  obligado  á  pagar  im- 
puestos con  los  cuales  se  atienda  al 
mantenimiento  de  un  culto  a  que  no 
pertenezca.  Existe  una  completa  liber- 
tad de  la  prensa  y  de  cultos,  y  el  dere- 
cho de  petición,  de  reunión  y  de  asocia- 
ción, sin  otras  restricciones  que  las  que 
se  refieren  al  orden  público,  á  las  bue- 
nas costumbres  y  á  la  seguridad  del  Es- 
tado. Como  contraria  á  esta  última  ha 
sido  expulsada  la  orden  de  los  jesuítas, 
y  las  sociedades  que  le  estaban  afilia- 
das, cuya  interdicción  puede  extender- 
se, por  decreto  federal,  á  todas  las  órde- 
nes religiosas  que  turben  la  paz  públi- 
ca, y  á  los  extranjeros  que  comprome- 
tan la  seguridad  interior  ó  exterior  del 
Estado.  La  diferencia  de  religión  no  se 
considerará  como  impedimento  para  el 
matrimonio. 

Sigue  después  la  determinación  de 
los  derechos  que,  como  tal,  tiene  la 
Confederación  en  lo  que  se  refiere  á  la 
construcción  y  explotación  de  vías  pú- 
blicas, á  los  obreros  que  trabajan  en 
industrias  insalubres  ó  peligrosas,  al 
trabajo  de  los  niños,  á  la  ejecución  de 
las  obras  públicas  de  interés  genera!, 
a  la  selvicultura,  pesca  y  caza,  á  la  vi- 
gilancia de  los  diques  y  de  los  bosques, 
á  la  repoblación  de  los  montes,  etcéte- 
ra, etc. 

Pasa  luego  á  determinar  las  autori- 
dades ó  poderes  de  la  Confederación, 
que  pueden  reducirse  á  tres:  1.°,  Asam- 
blea federal,  compuesta  de  dos  Cáma- 
ras {la  Nacional  y  la  de  los  Estados), 
que  forman  el  Poder  legislativo;  2.",  el 
Consejo  federal  ó  Poder  ejecutivo;  3.°, 
el  Tribunal  federal,  que,  aunque  sus 
funciones  son  limitadísimas  en  cierto 


sentido,  puede   considerarse  como  el 
Poder  judicial  de  la  Confederación. 

Como  las  atribuciones  y  deberes  de 
cada  cual  de  estos  poderes  del  Estado 
están  concreta  y  taxativamente  mar- 
cados en  la  Constitución,  sólo  haremos 
aquí  dos  indicaciones  que  allí  no  se  ex- 
presan, á  saber:  1.",  el  sueldo  que  dis- 
frutan los  diputados  de  la  Asamblea 
federal,  que  consiste  en  una  indemni- 
zación de  14  francos  diarios;  2.',  res- 
pecto á  la  elección  de  los  44  diputados 
que  componen  la  Asamblea  de  los  Es- 
tados {dos  por  cada  cantón),  se  hace 
de  tres  modos  diferentes,  á  saber:  en 
los  cantones  que  han  conservado  el  ré- 
gimen representativo  (Priburgo,  Gine- 
bra, Tessino,  etc.),  la  elección  se  hace 
por  mayoría  en  el  Gran  Consejo  regio- 
nal; en  los  cantones  pequeños,  en  don- 
de el  pueblo  se  reúne  todos  los  años  en 
Asamblea  general,  esta  Asamblea  es 
la  que  elige  los  miembros  de  la  Cáma- 
ra de  los  Estados;  por  último,  en  otros 
cantones  (Basilea,  Zurich,  Thurgovia, 
etcétera),  la  votación  se  verifica  en  la 
forma  ordinaria  de  nuestras  eleccio- 
nes, os  decir,  por  colegios  municipales, 
etcétera. 

Pocas  palabras  cabe  que  digamos 
acerca  de  las  ventajas  y  de  los  defectos 
de  la  Constitución  actual  de  la  Confe- 
deración helvética.  Sus  efectos  dicen 
más  que  nosotros,  por  mucho  que  nos 
esforzásemos.  Bajo  el  punto  de  vista 
moral,  desde  la  proclamación  de  la 
Constitución  de  1848,  los  suizos  son  el 
pueblo  más  trabajador,  más  instruido, 
más  honrado  y  virtuoso  de  la  tierra. 
Bajo  el  punto  de  vista  económico,  bas- 
te decir  que  ni  siquiera  apela  el  Go- 
bierno á  la  contribución  directa  que, 
en  caso  necesario,  puede  imponerse  á 
los  cantones.  Sólo  de  los  productos  de 
las  Aduanas,  de  los  Correos  y  Telégra- 
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fos,  del  estanco  de  la  pólvora,  y  de  las 
rentas  de  las  propiedades  nacionales, 
el  presupuesto  de  ingresos  excede  ge- 
neralmente al  de  gastos.  En  los  presu- 
puestos desde  1862  á  1876,  ocho  años 
hubo  excedente  en  el  de  ingresos,  y 
seis  han  estado  nivelados. 

En  cuanto  á  la  vida  social  y  política, 
el  orden  público  interior  ^  exterior,  la 
libertad,  la  paz  y  tranquilidad  más  com- 
pleta reinan  en  aquellos  profundos  y 
pintorescos  valles. 

Nótanse,  sin  embargo,  algunos  luna- 
res que  afean  una  Constitución  que, 
por  punto  general,  es  tan  excelente,  y 
entre  otros,  el  que  se  refiere  á  no  reco- 
nocerse en  ella  el  derecho  á  la  vida,  ó 
sea  el  no  haber  mantenido  la  abolición 
de  la  pena  de  muerte.  Consignada  esta 
abolición  en  la  Constitución  de  1874,  ha 
cometido  el  pueblo  suizo  en  1878  la  tor- 
peza de  revisar  y  modificar  en  sentido 
reaccionario  el  art.  65,  en  el  que  se  es- 
tablecía la  abolición;  y  esto,  á  pesar 
del  parecer  contrario  de  la  Asamblea 
federal,  que  aconsejó  al  pueblo  dejase 
en  pie  el  articulo  tal  como  se  hallaba 
redactado. 

No  terminaremos  estas  lineas  sin  de- 
dicar algunas  palabras  á  deshacer  el 
error  en  que  están  muchos  politicos  al 
afirmar  como  una  tendencia  antifede- 
ral el  movimiento  de  concentración  que 
viene  observándose  en  Suiza  desde 
fines  del  siglo  pasado.  Esto,  en  vez  de 


deponer  contra  las  modernas  doctrinas 
democrático-autonomistas,  viene  pre- 
cisamente á  apoyarlas  y  vigorizarlas, 
puesto  que  el  verdadero  concepto  de  fe- 
deración dista  mucho  del  que  algunos 
tienen  formado.  Las  naciones  que  en 
adelante  hayan  de  regirse  por  esta  for- 
ma de  gobierno,  no  han  de  considerar- 
se como  meros  agregados  de  partes 
completamente  independientes  y  sin  la- 
zos íntimos  y  naturales  que  las  unan 
entre  sí  y  con  el  todo;  antes  al  contra- 
rio, debiendo  aplicarse  esta  forma  de 
gobierno  á  naciones  formadas,  consti- 
tuirán éstas  un  cuerpo  perfectamente 
organizado,  que,  dejando  á  cada  órga- 
no su  libre  movimiento  y  desarrollo  en 
su  esfera  propia  de  acción,  atenderá  en 
primer  término  á  las  leyes  de  la  vida 
del  todo,  y  á  la  perfecta  harmonía  de 
las  funciones  de  la  vida  de  cada  órga- 
no con  las  de  los  otros,  y  con  las  gene- 
rales del  organismo.  Suiza  no  hace, 
pues,  sino  seguir  el  progreso  moderno 
de  la  idea  democrática  federal. 

En  tiempos  pasados,  ó  la  unidad  ha- 
bía de  sobreponerse,  y  absorber  y  ma- 
tar toda  variedad,  ó  ésta  había  de  pre- 
dominar en  absoluto,  no  dejando  paso 
ala  unidad,  que  tenía  menos  de  real 
que  de  ficticia;  los  tiempos  modernos 
son  época  de  harmonía,  y  nadie  ve  ya 
en  la  variedad  ni  en  la  unidad  bien  en- 
tendidas, cosa  alguna  que  las  haga  en- 
tre sí  contrarias  ni  contradictorias. 


Tomo  Vlll. — Instituciones  jurídiCa-Sí 


TEXTO  DE  LA  CONSTITUCIÓN  FEDERAL  SUIZA 


CAPÍTULO    PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Artículo  1.°  Los  pueblos  de  los  vein- 
tidós cantones  soberanos  de  Suiza  uni- 
dos por  la  presente  alianza,  á  saber: 
Zurich,  Berna,  Lucerna,  Uri,  Schwytz, 
Untervalden  (Alto  y  Bajo),  Glaris,  Zug, 
Friburgo,  Soleura,  Basilea,  Schaffhou- 
se,  Appenzel,  Saint  Gall,  Grisones, 
Argovia,  Thurgovia,  Tessino,  Vaud, 
Valais,  Neufchatel  y  Ginebra,  forman  la 
Confederación  suiza* 

Art.  2.°  La  Confederación  tiene  por 
objeto  asegurar  la  independencia  de  la 
patria  contra  el  extranjero,  mantener 
la  tranquilidad  y  el  ord«n  en  el  interior, 
proteger  la  libertad  y  los  derechos  de 
los  confederados,  y  aumentar  su  pros- 
peridad. 

Art.  3.°  Los  cantones  son  soberanos 
en  todo  aquello  que  su  soberanía  no  se 
halle  limitada  por  la  Constitución  fede- 
ral, y,  como  tales,  ejercerán  todos  los 
derechos  que  no  hayan  delegado  en  el 
poder  federal. 

Art.  4.°  Todos  los  suizos  son  iguales 
ante  la  ley.  No  hay  en  Suiza  subditos, 
privilegios  de  lugar,  de  nacimiento  ni 
de  persona  ó  familia. 

Art.  5.°  La  Confederación  garantiza 
á  los  cantones  su  territorio,  su  sobera- 
nía en  los  límites  fijados  por  el  art.  3.°, 


sus  Constituciones,  la  libertad  y  los  de- 
rechos del  pueblo,  los  derechos  consti- 
tucionales de  los  ciudadanos,  asi  como 
los  derechos  y  las  atribuciones  que  el 
pueblo  haya  confiado  á  las  autori- 
dades. 

Art.  6.°  Los  cantones  están  obliga- 
dos á  pedir  á  la  Confederación  la  ga- 
rantía de  sus  Constituciones. 

Esta  garantía  se  concederá  con  las 
condiciones  siguientes: 

a)  Que  estas  Constituciones  no  con- 
tengan nada  contrario  á  las  disposicio- 
nes de  la  Constitución  federal; 

b)  Que  aseguren  el  ejercicio  de  los 
derechos  políticos  con  arreglo  á  las 
formas  republicanas,  representativas  ó 
democráticas; 

e)  Que  hayan  sido  aceptadas  por  el 
pueblo  y  que  puedan  ser  revisadas 
cuando  lo  exija  la  mayoría  absoluta  de 
los  ciudadanos. 

Art.  7.°  Está  prohibida  toda  alianza 
particular  y  todo  tratado  de  índole  po- 
lítica entre  los  cantones. 

En  cambio,  tendrán  éstos  el  derecho 
de  celebrar  entre  sí  convenios  sobre 
asuntos  de  legislación,  de  administra- 
ción ó  de  justicia;  pero  aun  en  este 
caso  deberán  elevarlos  á  conocimiento 
de  la  autoridad  federal,  la  cual,  si  estos 
convenios  contienen  alguna  cosa  con- 
traria á  la  Confederación  ó  á  los  dere- 
chos de  los  demás  cantones,  estará  au- 
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torizada  para  impedir  su  ejecución.  En 
caso  contrario,  los  cantones  contra- 
tantes estarán  autorizados  á  reclamar 
para  su  ejecución  la  cooperación  de  las 
autoridades  federales. 

Art.  8.°  Sólo  la  Confederación  ten- 
drá derecho  á  declarar  la  guerra  y  ajus- 
tar  la  paz,  así  como  también  á  hacer 
con  los  Estados  extranjeros  alianzas  y 
tratados,  principalmente  tratados  adua- 
neros y  de  comercio. 

Art.  9.°  Sólo  por  excepción  conser- 
varán los  cantones  el  derecho  de  con- 
cluir, con  los  Estados  extranjeros,  tra- 
tados sobre  objetos  concernientes  á  la 
economía  pública  y  á  las  relaciones  de 
vecindad  y  de  policía;  pero  estos  trata- 
dos no  deberán  contener  cosa  alguna 
contraria  á  la  Confederación  ó  á  los 
derechos  de  los  demás  cantones  (1). 

Art.  10.  Las  relaciones  oficiales  en- 
tre los  cantones  y  los  Gobiernos  extran- 
jeros ó  sus  representantes,  se  efectua- 
rán por  conducto  del  Consejo  federal. 

Sin  embargo,  podrán  los  cantones 
mantener  correspondencia  directa  con 
las  autoridades  inferiores  y  los  emplea- 
dos de  un  Estado  extranjero,  cuando  se 
trate  de  los  objetos  mencionados  en  el 
artículo  precedente. 

Art.  11.  No  podrán  celebrar  capitu- 
laciones militares. 

Art.  12.  Los  órganos  y  miembros  de 
las  autoridades  federales,  los  funciona- 
rios civiles  y  militares  de  la  Confedera- 
ción y  los  representantes  ó  comisarios 
federales  no  podrán  recibir  de  un  Go- 
bierno extranjero  pensiones  6  sueldos, 
títulos,  presentes  ni  condecoraciones. 

Si  estuviesen  ya  en  posesión  de  pen- 
siones, títulos  ó  condecoraciones,  de- 


(1)  En  este  artículo  se  introduce  una  ligera 
variante.  La  Constitución  de  1848  decía:  «Sin 
embargo,  los  cantones  conservarán,»  etc.,  ele. 


berá  renunciar  á  disfrutar  aquéllas  y  á 
usar  sus  títulos  y  condecoraciones  du- 
rante el  tiempo  que  desempeñen  sus 
funciones.  Sin  embargo,  los  empleados 
inferiores  podrán  ser  autorizados  por 
el  Consejo  federal  para  recibir  sus  pen- 
siones. 

No  podrán  usarse  en  el  ejército  fede- 
ral condecoraciones  ni  títulos  concedi- 
dos por  un  Gobierno  extranjero. 

Está  prohibido  á  todo  oficial,  sub-ofi- 
cial  ó  soldado,  aceptar  esta  clase  de 
distinciones  (1). 

Art.  13.  La  Confederación  no  tiene 
derecho  á  sostener  ejército  perma- 
nente. 

Ningún  cantón  ó  semicantón  podrá 
tener  más  de  300  hombres  de  tropa  per- 
manente, sin  la  autorización  del  Poder 
federal,  no  incluyéndose  en  este  núme- 
ro á  los  gendarmes. 

Art.  14.  Cuando  surjan  diferencias 
entre  los  cantones,  se  abstendrán  los 
Estados  de  apelar  á  las  vías  de  hecho 
y  de  hacer  armamentos,  y  se  somete- 
rán á  la  decisión  que  se  tome  sobre 
estas  diferencias,  con  arreglo  á  las 
prescripciones  federales. 

Art.  15.  En  caso  de  peligro  repenti- 
no procedente  del  exterior,  deberá  pe- 
dir el  Gobierno  del  cantón  amenazado 
el  auxilio  de  los  Estados  confederados 
y  dar  inmediatamente  aviso  á  la  auto- 
ridad federal;  todo  sin  perjuicio  de  las 
disposiciones  que  pueda  tomar  por  sí 
mismo.  Los  cantones  requeridos  están 
obligados  á  prestar  dicho  auxilio,  y  los 
gastos  serán  de  cuenta  de  la  Confede- 
ración. 

Art.  16.  En  caso  de  trastornos  inte- 
riores, ó  cuando  el  peligro  proceda  de 
otro  cantón,  el  Gobierno  del    cantón 


(1)     Los  dos  últimos  párrafos  de  este  artículo 
no  existían  en  el  texto  do  la  Constitución  du  18-1*. 
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amenazado  deberá,  avisar  inmediata- 
mente al  Consejo  federal,  á  fin  de  que 
pueda  tomar  las  medidas  necesarias, 
dentro  de  los  límites  de  su  competencia 
(art.  102,  números  3, 10  y  11)  ó  convocar 
la  Asamblea  federal.  Cuando  el  caso 
fuese  urgente,  está  el  Gobierno  autori- 
zado, dando  parte  inmediatamente  al 
Consejo  federal,  para  pedir  auxilio  á  los 
demás  Estados  confederados,  que  es- 
tarán obligados  asimismo  á  prestár- 
selo. 

Cuando  no  se  halle  el  Gobierno  en 
situación  de  pedir  auxilio,  podrá  la  au- 
toridad federal  competente  intervenir 
sin  aquella  condición,  y  estará  obliga- 
da á  hacerlo  cuando  los  trastornos 
comprometan  la  seguridad  de  Suiza. 

En  caso  de  intervención,  las  autori- 
dades federales  serán  las  encargadas 
de  velar  por  la  observancia  de  las  dis- 
posiciones prescritas  por  el  art.  5.° 

Los  gastos  serán  sufragados  por  el 
cantón  que  ha  pedido  auxilio  ú  ocasio- 
nado la  intervención,  á  menos  que  la 
Asamblea  federal  decida  otra  cosa,  en 
consideración  á  circunstancias  parti- 
culares. 

Art.  17.  En  los  casos  mencionados 
en  los  artículos  precedentes,  todo  can- 
tón estará  obligado  á  permitir  el  libre 
paso  de  las  tropas.  Estas  serán  coloca- 
das inmediatamente  bajo  el  mando  fe- 
deral. 

Art.  18.  Todo  suizo  estará  obligado 
al  servicio  militar. 

Los  militares  que  en  el  servicio  fede- 
ral ó  á  consecuencia  de  éste  pierdan  la 
vida,  ó  la  salud,  de  un  modo  permanen- 
te, tendrán  derecho  á  que  los  socorra 
la  Confederación,  á  ellos  ó  su  familia, 
si  carecieren  de  bienes  de  fortuna. 

Todo  soldado  recibirá  gratuitamente 
los  primeros  efectos  de  armamento,  de 
equipo  y  de  vestuario.  El  arma  quedará 


en  poder  del  soldado  con  las  condicio- 
nes que  se  fijarán  por  la  legislación  fe- 
deral. 

La  Confederación  dictará  prescrip- 
ciones uniformes  sobre  la  tasa  de  exen- 
ción del  servicio  militar  (1). 

Art.  19.  El  ejército  federal  se  com- 
pondrá: 

a)  De  los  cuerpos  de  tropas  de  los 
cantones; 

b)  De  todos  los  suizos  que,  aun  no 
perteneciendo  á  estos  cuerpos,  estén 
obligados  al  servicio  militar. 

El  derecho  de  disponer  del  ejército, 
así  como  del  material  de  guerra,  perte- 
necerá á  la  Confederación. 

En  caso  de  peligro,  tendrá  también 
la  Confederación  derecho  á  disponer 
exclusiva  y  directamente  de  los  hom- 
bres no  incorporados  al  ejército  fede- 
ral, y  de  los  demás  recursos  militares 
de  los  cantones. 

Los  cantones  dispondrán  de  las  fuer- 
zas militares  de  su  territorio,  con  tal 
que  este  derecho  no  esté  limitado  por 


(1)  En  la  Constitución  de  1848,  no  tenía  este 
artículo  los  tres  últimos  párrafos. 

Estando  el  ejército  organizado  bajo  un  plan 
muy  distinto,  según  la  Constitución  antigua,  al 
que  lo  está  con  arroglo  á  la  presente,  se  hallaba 
en  ella  redactado  este  artículo  en  la  forma  si- 
guiente: cEl  ejército  federal,  formado  con  los 
contingentes  de  los  cantones,  se  compondrá: 

»aj  Del  núcleo  ó  ñor  (élite),  para  el  cual  sumi- 
nistrará cada  cantón  tres  soldados  por  cada  cien 
habitantes.  , 

%b)  Por  la  reserva,  que  equivaldrá  á  la  mitad 
del  contingente  anterior.  • 

Cuando  exista  un  peligro,  podrá  también  dispo- 
ner la  Confederación  de  la  segunda  reserva,  que 
se  compondrá  de  las  demás  fuerzas  militares  de 
los  cantones. 

La  escala  de  los  'contingentes  que  deberá  sumi- 
nistrar cada  cantón  se  someterá  á  una  revisión  de 
veinte  en  veinte  años» 
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la  Constitución   ó   las   leyes   federa- 
les (1). 

Art.  20.  Las  leyes  sobre  la  organi- 
zación del  ejército,  emanarán  de  la 
Confederación.  La  ejecución  de  las  le- 
yes militares  en  los  cantones  deberá 
efectuarse  por  las  autoridades  canto- 
nales, dentro  de  los  limites  que  se  fijen 


(1)  En  la  Constitución  de  1848  todas  las  dis- 
posiciones relativas  al  ejército  se  hallan  conteni- 
das en  los  artículos  1*7  al  20,  habiéndose  añadido 
en  la  presente  otros  dos  artículos  á  consecuencia 
de  los  cambios  á  que  antes  nos  hemos  referido. 
Véase  cómo  estaba  redactado  el  art.  20  en  la 
Constitución  antigua,  derogada  por  la  presente: 
«A  fin  de  introducir  en  el  ejército  federal  la  uni- 
formidad y  la  aptitud  necesarias,  se  establecen 
las  siguientes  bases: 

•  1.a  Una  ley  federal  determinará  la  organiza- 
ción general  del  ejército; 

>2.*    La  Confederación  se  encargará: 

»aj  De  la  instrucción  de  los  cuerpos  de  inge- 
nieros, artillería  y  caballería;  sin  embargo,  los 
cantones  encargados  de  estas  armas  suministra- 
rán los  caballos; 

•b)  De  formar  los  cuadros  de  instrucción  para 
las  demás  armas; 

•c)  De  la  instrucción  militar  superior  de  to- 
das ellas,  con  cuyo  objeto  se  establecerán  escue- 
las militares,  y  se  ordenará  la  reunión  de  tropas; 

»d)  De  suministrar  parte  del  material  de 
guerra. 

»La  centralización  de  la  instrucción  militar 
podrá,  en  caso  necesario,  ser  desarrollada  ulte- 
riormente por  la  legislación  federal; 

»3."  La  Confederación  vigilará  la  instrucción 
militar  de  la  infantería  y  de  los  carabineros,  así 
como  la  compra,  la  construcción  y  conservación 
del  material  de  guerra  que  los  cantones  deban 
suministrar  al  ejército  federal; 

>4."  Las  ordenanzas  militares  de  los  cantones 
no  deberán  contener  nada  contrario  á  la  organiza- 
ción general  del  ejército,  como  tampoco  á  sus 
obligaciones  federales,  á  cuyo  efecto  deberán  re- 
mitirse al  Consejo  federal  para  que  éste  las  exa- 
mine bajo  esta  relación; 

»5.'  Todos  I03  cuerpos  de  ejército  al  servicio 
de  la  Confederación  llevarán  la  bandera  federal.» 


por  la  legislación  federal,  bajo  la  vigi- 
lancia de  la  Confederación. 

La  instrucción  militar  en  su  conjun- 
to correrá  á  cargo  de  la  Confedera- 
ción, y  16  mismo  sucederá  respecto  del 
armamento. 

El  suministro  y  la  conservación  del 
vestuario  y  del  equipo  serán  de  la  com- 
petencia cantonal.  Sin  embargo,  los 
gastos  que  de  ello  resulten  deberán 
serles  abonados  por  la  Confederación, 
según  las  reglas  que  habrán  de  esta- 
blecerse por  la  legislación  (1). 

Art.  21.  Cuando  no  se  opongan  á 
ello  consideraciones  militares,  deberá 
formarse  cada  cuerpo  con  tropas  de  un 
mismo  cantón. 

La  composición  de  estos  cuerpos  de 
tropas,  el  cuidado  de  conservar  su  efec- 
tivo, el  nombramiento  y  la  promoción 
de  los  oficiales  de  estos  cuerpos,  corre- 
rán á  cargo  de  los  cantones  con  suje- 
ción á  las  prescripciones  generales  que 
les  transmita  la  Confederación. 

Art.  22.  Mediante  una  indemniza- 
ción equitativa,  tendrá  la  Confedera- 
ción derecho  á  servirse  y  á  adquirir  en 
propiedad  las  plazas  fuertes  y  edificios 
existentes  en  los  cantones  que  tengan 
un  destino  militar,  así  como  de  sus  ac- 
cesorios. 

Las  condiciones  de  la  indemnización 
serán  determinadas  per  la  legislación 
federal. 

Art.  23.  La  Confederación  podrá  or- 
denar á  sus  expensas  ó  activar  por  me- 
dio de  subsidios  los  trabajos  públicos 
que  interesen  á  Suiza  ó  á  una  parte 
considerable  del  país. 

.Con  este  objeto  podrá  ordenar  la  ex- 
propiación mediante  una  justa  indem- 
nización. La  legislación  federal  deter- 


(1)    Véase  el  art.  2.°  de  las  Disposiciones  tran- 
sitorias. 
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minará  las  disposiciones  ulteriores  so- 
bre esta  materia. 

La  Asamblea  federal  podrá  impedir 
las  construcciones  públicas  que  perju- 
diquen á  los  intereses  militares  de  la 
Confederación. 

Art.  24.  La  Confederación  tendrá  el 
derecho  de  alta  inspección  sobre  la  po- 
licía de  los  diques  y  de  los  bosques  en 
las  regiones  elevadas. 

Concurrirá  á  la  rectificación  y  al  en- 
cauzami£nto  de  los  torrentes,  así  como 
á  la  repoblación  de  los  montes  en  las 
regiones  en  donde  aquéllos  tienen  su 
origen.  Decretará  las  medidas  necesa- 
rias para  asegurar  la  conservación  de 
de  estas  obras  y  de  los  bosques  exis- 
tentes (1). 

Art.  25.  La  Confederación  tendrá 
derecho  á  dictar  disposiciones  legisla- 
tivas para  regular  el  ejercicio  de  la 
pesca  y  caza,  principalmente  con  el  fin 
de  conservar  la  caza  mayor  en  las  mon- 
tañas, así  como  á  proteger  las  aves  úti- 
les á  la  agricultura  y  á  la  selvicultura. 
Art.  26.  La  legislación  sobre  cons- 
trucción y  explotación  de  los  ferroca- 
rriles será  del  dominio  de  la  Confede- 
ración. 

Art.  27.  La  Confederación  tendrá 
derecho  á  crear,  además  de  la  Escuela 
politécnica  existente,  una  Universidad 
federal  y  otros  establecimientos  de  en- 
señanza superior,  ó  á  subvencionar  es- 
tablecimientos de  esta  clase. 

Los  cantones  proveerán  á  la  instruc- 
ción primaria,  quedeberá  ser  suficiente 
y  estar  colocada  exclusivamente  bajo 
la  dirección  de  la  autoridad  civil.  Esta 
enseñanza  será  obligatoria  y,  en  la  es- 
cuela pública,  gratuita. 
Las  escuelas  públicas  deberán  poder 


ser  frecuentadas  por  los  adictos  á  to- 
das las  confesiones  religiosas,  sin  que 
pueda  menoscabarse  en  lo  más  mínimo 
su  libertad  de  conciencia  ó  de  creencia. 

La  Confederación  tendrá  derecho  á 
tomar  las  medidas  necesarias  contra 
los  cantones  que  no  cumplan  estos  de- 
beres (1). 

Art.  28.  Todo  lo  concerniente  á  las 
Aduanas  dependerá  de  la  Confedera- 
ción. Ésta  podrá  percibir  derechos  de 
entrada  y  de  exportación. 

Art.  29.  La  percepción  del  derecho 
de  las  Aduanas  federales  se  ajustará  á 
los  principios  siguientes: 

1.°    Derechos  de  importación: 

a)  Las  materias  necesarias  á  la  in- 
dustria y  á  la  agricultura  del  país  ten- 
drán tarifas  lo  más  bajas  que  sea  po- 
sible; 


(1)    No  tiene  equivalente  en  la  Constitución 
antigua,  así  como  tampoco  los  dos  siguientes. 


(1)    Véase  el  art.  4.°  de  las  Disposiciones  tran- 
8itorias. 

La  Constitución  del  48  consideraba  lo  referen- 
te á  la  enseñanza  primaria  y  secundaria  como  de 
la  competencia  exclusiva  de  los  cantones,  pero 
amaestrado  sin  duda  por  la  experiencia,  ha  visto 
el  pueblo  suizo  que  podían  violarse  y  se  violaban 
de  hecho  algunos  de  los  derechos  fundamentales 
del  individuo  y  se  restringía  la  libertad  de  con- 
ciencia y  de  creencias,  y  ha  establecido,  con  ra- 
zón, las  reglas  generales  á  que  debe  estar  sujeta 
la  organización  de  la  enseñanza.  En  dicha  Cons- 
titución sólo  encontramos,  respecto  á  esta  mate- 
ria, lo  siguiente: 

«Art.  22.  La  Confederación  tiene  derecho  á 
establecer  una  universidad  y  una  Escuela  poli- 
técnica.» 

Como  sólo  se  había  establecido  ésta  á  la  fecha 
de  la  presente  Constitución,  se  ha  comenzado  á 
poner  por  obra  lo  dispuesto  en  el  presente  ar- 
tículo. 

No  se  crea,  sin  embargo,  que  en  este  país  no 
existen  universidades,  pues  las  hay  relativamen- 
te en  mayor  número  que  en  todos  los  demás  pue- 
blos, pero  no  son  nacionales. 
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b)  Lo  mismo  sucederá  respecto  de 
los  artículos  de  primera  necesidad; 

c)  Los  objetos  de  lujo  estarán  some- 
tidos á  tasas  muy  elevadas. 

A  no  surgir  grandes  obstáculos,  de- 
berán observarse  también  estos  prin- 
cipios cuando  se  concluyan  tratados  de 
comercio  con  el  extranjero  (1); 

2.°  Los  derechos  sobre  la  exporta- 
ción deberán  ser  lo  más  moderados  po- 
sible; 

3.°  La  legislación  de  Aduanas  con- 
tendrá disposiciones  propias  para  ase- 
gurar el  comercio  internacional  y  de 
los  grandes  mercados. 

Las  disposiciones  anteriores  no  se 
oponen  á  que  la  Confederación  tome 
temporalmente  medidas  excepcionales 
en  circunstancias  extraordinarias. 

Art.  30.  El  producto  de  las  Aduanas 
pertenecerá  á  la  Confederación. 

Las  indemnizaciones  pagadas  hasta 
el  presente  á  los  cantones  para  la  ad- 
quisición de  las  Aduanas,  los  derechos 
de  portazgo  y  pontazgo,  los  derechos  de 
Aduanas  cantonales  y  otros  emolumen- 
tos análogos,  quedan  suprimidos  (2). 

Los  cantones  de  Uri,  de  los  Grisones, 
del  Tessino  y  del  Valais  recibirán,  por 
excepción  y  á  consecuencia  de  sus  ca- 
minos alpestres  internacionales,  una 
indemnización  anual,  cuya  cifra,  te- 
niendo en  cuenta  todas  las  circunstan- 
cias, se  ha  ñjado  como  sigue: 


(1)  El  artículo  respectivo  de  la  Constitución 
de  1848  (el  25; ,  carecía  de  este  último  párrafo. 

(2)  El  art.  24  de  la  Constitución  de  1848,  su- 
primido en  la  presente,  establecía,  entre  otras  co- 
sas, que  la  Confederación  tenía  derecho  á  *upri. 
mir  las  Aduanas,  los  portazgos  y  pontazgos,  et- 
cétera, pertenecientes  á  los  cantones,  municipios 
ó  sociedades  particulares,  mediante  indemniza- 
ción correspondiente.  A  esto  se  refiere  el  párrafo 
que  anotamos. 


Uri 80.000  francos 

Los  Grisones 200.000      » 

El  Tessino 200.000      » 

Valais 50.000       » 

Los  cantones  de  Uri  y  del  Tessino  re- 
cibirán además  por  limpiar  las  nieves 
en  el  camino  del  San  Gotardo,  una  in- 
demnización anual  de  40.000  francos, 
hasta  que  este  camino  sea  reemplazado 
por  un  ferrocarril. 

Art.  31.  Queda  garantida  en  la  Con- 
federación la  libertad  de  comercio  y  de 
industria. 

Exceptúanse: 

a)  El  estanco  de  la  sal  y  de  la  pólvo- 
ra de  guerra,  las  Aduanas  federales, 
los  derechos  de  entrada  sobre  los  vinos 
y  demás  bebidas  alcohólicas,  como 
también  los  demás  derechos  de  consu- 
mo expresamente  reconocidos  por  la 
Confederación,  á  tenor  del  art.  32; 

b)  Las  medidas  de  policía  sanitaria 
contra  las  epidemias  y  las  epizootias; 

e)  Las  disposiciones  referentes  al 
ejercicio  de  las  profesiones  comercia- 
les é  industriales,  los  impuestos  que  á 
ella  se  refieren  y  la  policía  de  caminos. 

Estas  disposiciones  no  podrán  conte- 
ner nada  contrario  al  principio  de  liber- 
tad de  comercio  y  de  industria  (1). 

Art.  32.  Los  cantones  están  autori- 
zados para  percibir  derechos  de  entra- 
da sobre  los  vinos  y  otras  bebidas  es- 
pirituosas, previstas  en  el  art.  31,  le- 
tra a,  siempre  con  las  restricciones  si- 
guientes: 

a)  La  percepción  de  estos  derechos 
de  entrada  no  podrá  en  manera  alguna 
perjudicar  el  tránsito,  y  deberá  moles- 
tar lo  menos  posible  al  comercio,  que 


(1)  Este  artículo,  que  equivale  al  29  de  la 
Constitución  del  48,  se  diferencia  poco  de  aquél 
en  el  fondo,  aunque  bastante  en  la  forma. 
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no  podrá  ser  gravado  con  ninguna  otra 
tasa, 

b)  Si  los  objetos  importados  para  el 
consumo  vuelven  á  ser  exportados  del 
cantón,  deberán  devolvérselos  derechos 
deentradasin  que  resulten  otras  cargas; 

c)  Los  productos  de  origen  suizo  ten- 
drán una  tasa  inferior  á  los  de  origen 
extranjero; 

d)  Los  derechos  actuales  de  entrada 
sobre  los  vinos  y  demás  bebidas  espiri- 
tuosas de  origen  suizo,  no  podrán  su- 
birse por  los  cantones  donde  ya  exis- 
ten, ni  establecerse  en  aquéllos  en  que 
no  se  perciban  actualmente; 

é)  Las  leyes  y  decretos  de  los  can- 
tones sobre  la  percepción  de  los  dere- 
chos de  entrada  deberán  someterse, 
antes  de  ponerse  en  ejecución,  á  la 
aprobación  de  la  autoridad  federal,  á 
'fin  de  que  ésta  pueda  hacer  observar, 
en  caso  necesario,  las  disposiciones 
que  preceden. 

Todos  los  derechos  de  entrada  perci- 
bidos actualmente  por  los  cantones, 
asi  como  los  derechos  análogos  perci- 
bidos por  los  comunes  ó  municipios, 
deberán  desaparecer  sin  indemnización 
al  terminar  el  año  1890  (1). 

Art.  33.  Los  cantones  podrán  exigir 
pruebas  de  capacidad  á  aquellos  que 
quieran  ejercer  las  profesiones  libe- 
rales. 

La  legislación  federal  proveerá  para 
que  éstos  puedan  obtener  al  efecto  cer- 
tificaciones de  capacidad,  válidas  en 
toda  la  Confederación  (2). 


(1)  Equivale  al  art.  32  de  la  Constitución  del 
48,  excepto  este  último  párrafo  que  se  ha  agrega- 
do en  ésta,  y  que  á  la  fecha  en  que  escribimos 
esta  nota  debe  haberse  cumplimentado,  puesto 
que  nada  hemos  visto  publicado  en  contrario  en 
la  Colección  legislativa  de  este  país. 

(2)  Este  artículo  y  los  tres  siguientes  no  tie- 
nen equivalente  en  la  Constitución  de  1848. 


Art.  34.  La  Confederación  tiene  de- 
recho á  establecer  prescripciones  uni- 
formes sobre  el  trabajo  de  los  niños  en 
las  fábricas,  sobre  la  duración  del  que 
podrá  imponerse  en  ellas  álos  adultos, 
asi  como  sobre  la  protección  que  debe- 
rá dispensarse  á  los  obreros  contra  el 
ejercicio  de  industrias  insalubres  ó  pe- 
ligrosas. 

Las  operaciones  de  las  agencias  de 
emigración  y  de  las  empresas  de  segu- 
ros no  instituidas  por  el  Estado,  esta- 
rán sometidas  á  su  vigilancia  y  á  la  le- 
gislación federal. 

Art.  35.  Queda  prohibido  abrir  casas 
de  juego.  Las  que  en  la  actualidad 
existen  quedarán  cerradas  el  31  de  Di- 
ciembre de  1877. 

Las  concesiones  hechas  ó  renovadas 
desde  principios  de  1871  son  declaradas 
nulas. 

La  Confederación  podrá  también  to- 
mar las  medidas  necesarias  en  lo  con- 
cerniente á  loterías. 

Art.  36.  Los  Correos  y  Telégrafos  de 
toda  Suiza  son  del  dominio  federal. 

El  producto  de  los  Correos  y  Telégra- 
fos pertenecerá  al  Tesoro  de  la  Confe- 
deración. 

Las  tarifas  se  fijarán  con  arreglo  á 
los  mismos  principios,  y  tan  equitati- 
vamente como  sea  posible,  en  todos  los 
puntos  de  Suiza. 

Queda  garantida  la  inviolabilidad  del 
secreto  de  las  cartas  y  de  los  tele- 
gramas. 

Art.  37.  La  Confederación  ejercerá 
la  alta  inspección  sobre  los  caminos  y 
puentes,  cuya  conservación  le  interesa. 

Las  sumas  asignadas  á  los  cantones 
indicados  en  el  párrafo  3.°del  art,  30  por 
razón  de  sus  caminos  alpestres  inter- 
nacionales, serán  retenidas  por  la  au- 
toridad federal  si  dichos  caminos  no 
están  convenientemente  conservados. 
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Art.  38.  La  Confederación  ejercerá 
todos  los  derechos  anejos  al  estanco  de 
la  fabricación  de  moneda. 

Sólo  aquélla  tiene  derecho  á  acu- 
ñarla. 

La  Confederación  fijará  también  el 
sistema  monetario,  y  podrá  dictar,  si  há 
lugar  á  ello,  prescripciones  sobre  el 
valor  comparativo  de  las  monedas  ex- 
tranjeras (1). 

Art.  39.  La  Confederación  tendrá  el 
derecho  de-dictar,  por  vía  legislativa, 
prescripciones  generales  sobre  la  emi- 
sión y  el  reembolso  de  los  billetes  de 
Banco. 

No  puede,  sin  embargo,  crear  mono- 
polio alguno  para  la  emisión  de  estos 
billetes,  ni  decretar  el  curso  forzoso  de 
los  mismos. 

Art.  40.  La  Confederación  determi- 
nará el  sistema  de  las  pesas  y  medidas. 

Los  cantones  serán  los  encargados 
de  ejecutar,  bajo  la  vigilancia  de  la 
Confederación,  las  leyes  concernientes 
á  esta  materia  (2). 

Art.  41.  La  fabricación  y  venta  de  la 
pólvora  en  toda  Suiza  pertenecerá  ex- 
clusivamente á  la  Confederación. 

No  están  comprendidas  en  el  estanco 
de  la  pólvora  las  composiciones  mine- 
rales impropias  para  el  tiro. 

Art.  42.  Los  gastos  de  la  Confedera- 
ción se  cubrirán: 

a)  Con  el  producto  de  los  bienes  de 
la  Confederación; 

b)  Con  el  producto  de  Jas  Aduanas 
federales  percibido  en  lafrontera  suiza; 

e)    Con  el  de  los  Correos  y  Telégrafos; 
d)    Con  el  del  estanco  de  la  pólvora; 


(1)  Corresponde  al  86  de  la  Constitución  antes 
citada,  aunque  bastante  modificado,  sobre  todo 
en  la  forma. 

(2)  Esteartícub  no  tiene  equivalente  en  la 
Constitución  de  1848. 


e)  Con  la  mitad  del  producto  bruto 
de  la  tasa  sobre  las  exenciones  del  ser- 
vicio militar  que  perciban  los  cantones; 

J)  Con  la  contribución  de  los  canto- 
nes, que  arreglará  la  Cámara  federal, 
teniendo  en  cuenta  sobre  todo  su  ri- 
queza y  sus  recursos  imponibles. 

Art.  43.  Todo  ciudadano  de  un  can- 
tón es  ciudadano  suizo,  y  podrá  tomar 
parte,  en  el  lugar  de  su  domicilio,  en 
todas  las  elecciones  y  votaciones  en  ma- 
teria federal,  después  de  haber  justifica- 
do debidamente  su  cualidad  de  elector. 

Nadie  podrá  ejercer  derechos  políti- 
cos en  más  de  un  cantón. 

El  suizo  establecido  ó  residente  goza- 
rá en  el  lugar  de  su  domicilio  de  todos 
los  derechos  de  los  ciudadanos  del  can- 
tón, y,  como  éstos,  de  todos  los  dere- 
chos de  los  vecinos  del  municipio.  La 
participación  en  los  bienes  de  los  mu- 
nicipios y  de  las  corporaciones  y  el  de- 
recho de  voto  en  todos  los  asuntos  pu- 
ramente municipales,  estarán  exceptua- 
dos de  estos  derechos,  á  no  ser  que 
decida  otra  cosa  la  legislación  can- 
tonal. 

En  materia  cantonal  y  comunal  será 
elector  todo  aquel  que  lleve  tres  meses 
de  establecimiento  en  un  punto. 

Las  leyes  cantonales  sobre  el  esta- 
blecimiento y  sobre  los  derechos  elec- 
torales que  hayan  de  poseer  en  materia 
comunal  ó  municipal  los  ciudadanos 
establecidos,  estarán  sujetas  á  la  san- 
ción del  Consejo  federal  (1). 

Art.  44.  Ningún  cantón  podrá  arro- 
jar de  su  territorio  á  los  naturales,  ni 
privarles  del  derecho  de  origen  ó  ciu- 
dadanía. 

La  legislación  federal  determinará  las 
condiciones  con  que  los  extranjeros  po- 


(1)     Véase  en  los  Apéndices  el  art.  10  de  la  ley 
federal  de  28  de  Marzo  de  1877. 
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drán  ser  naturalizados,  asi  como  aqué- 
llas con  que  un  suizo  puede  renunciar 
á  su  nacionalidad  para  obtener  la  natu- 
ralización en  un  país  extranjero  (l). 

Art.  45.  Todo  ciudadano  suizo  ten- 
drá derecho  á  establecerse  en  un  punto 
cualquieradel  territorio  federal  median- 
te la  presentación  de  un  certificado  de 
origen  ó  de  otro  documento  análogo. 

El  permiso  para  el  establecimiento 
podrá  ser  negado  ó  retirado  excepcio- 
nalmente  á  aquéllos  que,  por  conse- 
cuencia de  una  sentencia  penal,  no  go- 
cen de  sus  derechos  civiles. 

También  podrá  serlo  á  aquéllos  que 
hayan  sido  castigados  reiteradas  veces 
por  delitos  graves,  á  aquéllos  que  en- 
tren de  un  modo  permanente  en  una 
casa  de  beneficencia  pública,  y  á  los 
que  su  municipio  ó  su  cantón  de  origen 
niegue  una  pensión  suficiente  después 
de  haber  sido  oficialmente  invitado  á 
concedérsela. 

En  los  cantones  en  donde  exista  la  be- 
neficencia domiciliaria  podrá  estar  su- 
bordinada la  autorización  de  estable- 
cerse en  ellos,  si  se  trata  de  los  que 
sean  extraños  al  cantón,  á  la  condición 
de  que  se  hallen  en  disposición  de  tra- 
bajar y  que  no  hayan  estado  en  su  anti- 
guo domicilio  en  el  cantón  de  origen,  de 
una  manera  permanente,  á  cargo  de  la 
beneficencia  pública. 

Toda  expulsión  por  causa  de  indigen- 
cia deberá  ser  ratificada  por  el  Gobier- 
no del  cantón  del  domicilio  y  comu- 
nicada previamente  al  del  cantón  de 
origen. 

El  cantón  en  que  un  suizo  establezca 
su  domicilio  no  podrá  exigir  de  él  una 
caución  ni  imponerle  ninguna  carga 


(l)     Véase  en  los  Apéndices  la  ley  federal  de 
3  de  Julio  de  1876. 


especial  para  obtener  el  permiso  de  es- 
tablecerse. 

Tampoco  podrán  los  municipios  im- 
poner á  los  suizos  domiciliados  en  su 
territorio  otras  contribuciones  que  las 
que  imponen  á  los  indígenas. 

Una  ley  federal  fijará  el  máximum  del 
emolumento  de  Cancillería  que  deberán 
pagarse  para  obtener  un  permiso  de  es- 
tablecimiento (1). 

Art.  46.  Las  personas  establecidas 
en  Suiza  estarán  sometida^,  por  regla 
general,  á  la  jurisdicción  y  á  las  leyes 
del  lugar  de  su  domicilio  en  lo  que  con- 
cierne á  las  relaciones  de  derecho  civil. 

La  legislación  federal  dictará  las  dis- 
posiciones necesarias  para  la  aplica- 
ción de  este'  principio  y  para  impedir 
que  un  ciudadano  pague  doble  im- 
puesto. 

Art.  47.  Una  ley  federal  determinará 
la  diferencia  entre  la  vecindad  y  la  re- 
sidencia, y  fijará  al  mismo  tiempo  las 
reglas  á  que  han  de  estar  sometidos  los 
suizos  residentes  en  cuanto  á  sus  dere- 
chos políticos  y  civiles  (2). 

Art.  48.  Una  ley  federal  determina- 
rá las  disposiciones  necesarias  para 
arreglar  lo  concerniente  á  los  gastos 
de  enfermedad  y  de  sepultura  de  los 
ciudadanos  pobres  de  un  cantón  que 
hayan  caído  enfermos  y  fallecido  en 
otro. 

Art.  49.  La  libertad  de  conciencia  y 
de  creencia  es  inviolable. 

No  podrá  obligarse  á  nadie  á  formar 
parte  de  una  comunión  religiosa,  á  re- 
cibir una  enseñanza  religiosa  determi- 


(1)  Este  artículo  y  la  mayor  parte  de  los  si- 
guientes 6  son  completamente  nuevos  6  modifican 
bastante,  en  su  forma  al  menos,  los  de  la  Consti- 
tución de  1848. 

(2)  Véase  en  los  Apéndices  la  ley  federal  de 
28  de  Marzo  de  1817. 
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nada,  á  realizar  un  acto  religioso,  ni 
se  puede  incurrir  en  penas  de  ninguna 
clase  por  causa  de  opiniones  religiosas. 

La  persona  que  ejerza  la  patria  po- 
testad ó  la  tutela  tendrá  derecho  á  dis- 
poner, conforme  á  lo  dicho,  de  la  edu- 
cación religiosa  de  los  niños  hasta  la 
edad  de  dieciséis  años  cumplidos 

El  ejercicio  de  los  derechos  civiles  ó 
políticos  no  podrá  ser  restringido  por 
prescripciones  ó  condiciones  religio- 
sas, cualquiera  que  éstas  sean  (1). 

Art.  50.  Nadie  podrá  eximirse  del 
cumplimiento  de  un  deber  cívico  por 
sus  opiniones  religiosas. 

Ningún  ciudadano  estará  obligado  á 
pagar  impuestos,  cuyo  producto  esté 
destinado  especialmente  á  los  gastos 
del  culto  de  una  comunión  religiosa  á 
que  no  pertenezca.  La  ejecución  ulte- 
rior de  este  principio  queda  reservada 
á  la  legislación  federal. 

Queda  garantizado  el  libre  ejercicio 
de  todos  los  cultos,  en  los  limites  com- 
patibles con  el  orden  público  y  las  bue- 
nas costumbres. 

Los  cantones  y  la  Confederación  po- 
drán tomar  las  medidas  necesarias 
para  el  mantenimiento  del  orden  públi- 
co y  de  la  paz  entre  los  miembros  de 
las  diversas  comuniones  religionas, 
así  como  también  contra  las  intrusio- 
nes de  las  autoridades  eclesiásticas  en 
los  derechos  de  los  ciudadanos  y  del 
Estado. 

Las  cuestiones  de  derecho  público  ó 
de  derecho  privado  á  que  dé  lugar  la 
creación  de  nuevas  comuniones  reli- 
giosas ó  las  disensiones  de  las  ya  exis- 
tentes podrán  elevarse,  por  vía  de  re- 


(1)  No  se  cumplen  con  todo  rigor  algunas  de 
las  prescripciones  de  este  artículo  y  del  siguien- 
te, aeg'ún  haremos  notar  más  adelante  al  trans- 
cribir las  Constituciones  de  algunos  cantones. 


curso,  ante  las  autoridades  federales 
competentes  (1). 

Art.  51.  La  Compañía  de  Jesús  y  las 
sociedades  á  ella  añliadas  no  podrán 
establecerse  en  ningún  punto  de  Suiza, 
quedando  prohibido  á  sus  miembros 
desempeñar  cualquier  función  en  la 
iglesia  ó  en  las  escuelas. 

Esta  prohibición  podrá  también  ex- 
tenderse, mediante  un  decreto  federal, 
á  otras  órdenes  religiosas,  cuya  acción 
sea  peligrosa  para  el  Estado  ó  turbe  la 
paz  entre  las  confesiones. 

Art.  52.  Queda  prohibido  fundar  nue- 
vos conventos  ú  órdenes  religiosas  y 
restablecer  los  que  hayan  sido  supri- 
midos. 

Art.  53.  El  Estado  civil  y  los  regis- 
tros que  con  él  se  relacionan  serán  de 
la  competencia  de  las  autoridades  ci- 
viles. La  Asamblea  federal  reglamen- 
tará lo  relativo  á  este  punto  mediante 
disposiciones  ulteriores  (2). 

También  corresponderá  á  las  autori- 
dades civiles  el  derecho  de  disponer  de 
los  cementerios,  debiendo  proveer  á 
que  toda  persona  que  fallezca  sea  en- 
terrada decentemente. 

Art.  54.  El  derecho  al  matrimonio 
estará  colocado  bajo  la  salvaguardia 
de  la  Confederación,  y  no  podrá  fun- 
darse impedimento  alguno  en  motivos 
confesionales,  en  la  indigencia  de  cual- 
quiera de  los  esposos,  en  su  conducta, 
ni  en  ninguna  otra  razón  de  policía. 

Será  reconocido  como  válido  en  toda 
la  Confederación  el  matrimonio  cele- 
brado en  un  cantón  ó  en  el  extranjero 
siempre  que  se  ajuste  á  la  legislación 
vigente  en  el  país  donde  haya  tenido 
efecto. 


(1)  Véase  lo  dicho  en  la  nota  anterior. 

(2)  Véase  en  el  Apéndice  correspondiente,  al 
final  de  esta  Constitución,  la  ley  de  24  de  Diciem- 
bre de  1874,  relativa  al  Regatero  civil. 
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La  mujer  adquiere  por  el  matrimo- 
nio el  derecho  de  ciudadanía  ó  de  ve- 
cindad de  su  marido. 

Los  hijos  naturales  quedarán  legiti- 
mados por  el  subsiguiente  matrimonio 
de  sus  padres. 

No  podrá  percibirse  derecho  alguno 
de  admisión  ni  de  otra  clase  análoga 
de  uno  á  otro  de  ambos  esposos. 

Art.  55.  Queda  garantida  la  libertad 
de  la  prensa. 

Sin  embargo,  las  leyes  cantonales 
dictarán  las  medidas  necesarias  para 
la  represión  de  los  abusos.  Estas  leyes 
estarán  sometidas  á  la  aprobación  del 
Consejo  federal. 

La  Confederación  podrá  también  fi- 
jar penas  para  reprimir  ios  abusos  di- 
rigidos contra  ella  ó  contra  sus  autori- 
dades. 

Art.  56.  Los  ciudadanos  tienen  de- 
recho á  formar  asociaciones,  con  tal 
que  en  el  ñn  ó  en  los  medios  que  éstas 
empleen  no  haya  nada  ilícito  ó  peligro- 
so para  el  Estado.  Las  leyes  cantona- 
les dictarán  las  medidas  necesarias 
para  la  represión  de  los  abusos. 

Art.  57.  Queda  garantido  el  derecho 
de  petición. 

Art.  58.  Nadie  podrá  ser  juzgado 
sino  por  su  Juez  natural.  De  consi- 
guiente, no  podrán  establecerse  tribu- 
nales extraordinarios . 

Queda  abolida  la  jurisdicción  ecle- 
siástica. 

Art.  59.  En  cuanto  á  las  reclama- 
ciones personales,  el  deudor  que  no 
sea  insolvente  y  tenga  su  residencia  en 
Suiza  deberá  ser  citado  ante  el  Juez  de 
su  domicilio.  En  su  consecuencia,  no 
podrán  ser  embargados  ó  secuestrados 
sus  bienes  fuera  del  cantón  donde  esté 
domiciliado  y  en  virtud  de  reclamacio- 
nes personales. 

Quedan  á  salvo  las  disposiciones  de 


los  tratados  internacionales  en  todo  lo 
concerniente  á  los  extranjeros. 

Queda  abolida  la  prisión  por  deudas. 

Art.  60.  Todos  los  cantones  están 
obligados  á  tratar  á  los  ciudadanos  de 
los  demás  Estados  confederados  como 
á  los  suyos  propios  en  materia  de  legis- 
lación y  en  todo  lo  concerniente  á  las 
cuestiones  y  procedimientos  jurídicos. 

Art.  61.  Las  sentencias  civiles  defi- 
nitivas pronunciadas  en  un  cantón  ten- 
drán fuerza  ejecutiva  en  toda  Suiza. 

Art.  62.  Queda  abolido  el  derecho 
sobre  la  exportación  (jus  detractas)  en 
el  interior  de  Suiza,  asi  como  el  dere- 
cho de  prelación  de  los  ciudadanos  de 
un  cantón  contra  los  de  otros  Estados 
confederados. 

Art.  63.  Habrá  libertad  de  transpor- 
te de  mercancías  respecto  de  los  países 
extranjeros,  á  condición  de  recipro- 
cidad. 

Art.  64.  La  facultad  de  legislar  so- 
bre la  capacidad  civil,  sobre  todas  las 
materias  del  derecho  que  se  refieren  al 
comercio  y  á  las  transacciones  móvil ia- 
rias  (derecho  de  las  obligaciones,  in- 
cluso el  comercial  y  el  de  cambio),  so- 
bre la  propiedad  literaria  y  artística, 
sobre  la  persecución  por  deudas  y  so  ■ 
bre  la  quiebra,  será  de  la  competencia 
de  la  Confederación. 

La  administración  de  justicia  queda 
á  cargo  de  los  cantones,  salvo  las  atri- 
buciones del  Tribunal  federal. 

Art.  65.  No  podrá  condenarse  á 
muerte  por  causa  de  delito  político  (1). 


(1)  Esti  artículo  ha  sido  revisado  y  modifi- 
cada la  forma  en  que  estaba  concebido  en  la  Cons- 
titución de  1874. 

En  esta  Constitución  se  establecía: 

«Art.  65.    Queda  abolida  la  pena  de  muerte. 

»Se  mantienen,  sin  embargo,  las  disposiciones 
del  Código  penal  militar  en  tiempo  de  guerra. 
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Quedan  abolidas  asimismo  las  penas 
corporales  ó  aflictivas. 

Art.  66.  La  legislación  federal  fijará 
los  limites  dentro  de  los  cuales  puede 
un  ciudadano  suizo  ser  privado  de  sus 
derechos  políticos. 

Art.  67.  La  Asamblea  federal  fijará 
las  disposiciones  sobre  la  extradición 
de  los  acusados  de  un  cantón  á  otro; 
sin  embargo,  no  es  obligatoria  por  los 
delitos  políticos  y  de  la  prensa. 

Art.  68.  Las  medidas  que  deban  to- 
marse para  residenciar  á  los  vagabun- 
dos ó  que  no  tengan  morada  fija  y  para 
impedir  nuevos  casos  de  este  género, 
deberán  arreglarse  por  una  ley  federal. 

Art.  69.  Las  leyes  concernientes  á 
las  medidas  de  policía  sanitaria  contra 
las  epidemias  y  las  epizootias  que  ofrez- 
can un  peligro  general,  serán  del  domi- 
nio de  la  Confederación. 

Art.  70.  La  Confederación  tendrá 
derecho  á  expulsar  del  territorio  á  los 
extranjeros  que  comprometan  la  segu- 
ridad interior  ó  exterior  de  Suiza 

CAPÍTULO  II 

Autoridades  federales 

I. —  Asamblea   federal 

Art.  71.  Salvo  siempre  los  derechos 
del  pueblo  y  de  los  cantones  (artículos 


•Quedan  abolidas  asimismo  las  penas  corpo- 
rales.» 

Con  él  se  había  derogado  el  54  de  la  Constitu- 
ción de  1848,  que  equivalía  al  párrafo  1.°  de  la 
reforma  hecha  por  la  revisión  de  1879. 

No  entramos  aquí  en  detalles  acerca  de  las 
causas  que  han  movido  al  pueblo  suizo  á  pedir  la 
revisión  del  mencionado  artículo  ó  sea  á  restable- 
cer la  pena  de  muerte.  Los  que  lo  deseen,  pueden 
consultar  los  Boletines  de  la  Revista  de  los  Tribu- 
nales, correspondientes  á  8  de  Abril  y  22  de  Ma-,  o 
de  18*79. 


89  y  121),  la  autoridad  suprema  de  la 
Confederación  la  ejercerá  la  Asamblea 
federal,  que  se  compondrá  de  dos  Sec- 
ciones, Cámaras  ó  Consejos,  á  saber: 

a)  La  Cámara  nacional. 

b)  La  Cámara  de  los  Estados. 

A. — Cámara  nacional 

Art.  72.  Formarán  la  Cámara  nacio- 
nal los  diputados  del  pueblo  suizo,  ele- 
gidos á  razón  de  uno  por  cada  veinte 
mil  habitantes.  Las  fracciones  que  ex- 
cedan de  diez  mil  almas  se  contarán 
por  veinte  mil. 

Cada  cantón  ó  semi-cantón  en  donde 
aquéllos  estén  divididos,  elegirá  por  ló- 
menos un  diputado. 

Art.  73*  Las  elecciones  para  la  Cá- 
mara nacional  serán  directas  y  tendrán 
lugar  en  los  colegios  electorales  federa- 
les, pero  éstos  no  podrán  formarse,  sin 
embargo,  agregando  partes  de  diferen- 
tes cantones. 

Art.  74.  Tendrá  derecho  á  tomar 
parte  en  las  elecciones  y  votaciones 
todo  suizo  de  edad  de  veinte  años  cum- 
plidos, siempre  que  no  esté  excluido  del 
derecho  activo  de  ciudadanía  por  la  le- 
gislación del  cantón  de  su  domicilio. 

Sin  embargo,  la  legislación  federal 
arreglará  de  un  modo  uniforme  el  ejer- 
cicio de  este  derecho. 

Art.  75.  Será  elegible  como  miembro 
de  la  Cámara  nacional  todo  ciudadano 
suizo  seglar  y  que  sea  elector  (1). 

Art.  76.    La  Cámara  nacional  será 


(1)  En  este  artículo,  que  equivale  al  64  de  la 
Constitución  de  1848,  se  ha  suprimido  el  párra- 
fo 2.°,  que  decía  así: 

«Los  suizos  que  hayan  venido  á  ser  ciudadanos 
mediante  la  naturalización,  sólo  serán  elegibles 
después  de  cinco  años  de  estar  en  posesión  del 
derecho  de  ciudadanía,» 
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elegida  por  tres  años  y  renovada  siem- 
pre en  su  totalidad. 

Art.  77.  Ni  los  diputados  de  la  Cáma- 
ra de  los  Estados,  ni  los  miembros  del 
Consejo  federal  ni  los  funcionarios  nom- 
brados por  éste  podrán  ser  á  la  vez 
miembros  de  la  Cámara  nacional. 

Art.  78.  La  Cámara  nacional  elegirá 
de  su  seno,  para  cada  legislatura  ordi- 
naria ó  extraordinaria,  un  Presidente 
y  un  Vicepresidente. 

El  individuo  que  haya  sido  Presidente 
en  una  legislatura  ordinaria,  no  podrá 
ya  en  la  siguiente  (ordinaria),  revestir 
este  cargo  ni  el  de  Vicepresidente. 

Tampoco  podrá  ser  el  mismo  indivi- 
viduo  Vicepresidente  en  dos  legislatu- 
ras ordinarias  consecutivas. 

Cuando  haya  empate  en  las  votacio- 
nes decidirá  el  voto  del  Presidente;  en 
las  elecciones  votará  como  los  demás 
miembros. 

Art.  79.  Los  miembros  de  la  Cámara 
nacional  serán  indemnizados  por  el 
Tesoro  federal. 

B.—  Cámara  de  los  Estados 

Art.  80.  La  Cámara  de  los  Estados 
se  compondrá  de  44  diputados  de  los 
cantones.  Cada  cantón  nombrará  dos 
representantes;  y  en  los  cantones  que 
estén  divididos,  cada  medio  Estado  ele- 
girá uno. 

Art.  81.  Los  miembros  de  la  Cámara 
nacional  y  del  Consejo  federal  no  po- 
drán ser  diputados  de  la  Camarade  los 
Estados. 

Art.  82.  La  Cámara  de  los  Estados 
eligirá  de  su  seno,  para  cada  legislatu- 
ra ordinaria  ó  extraordinaria,  un  Pre- 
sidente y  un  Vicepresidente. 

Ni  uno  ni  otro  podrán  ser  elegidos 
entre  los  diputados  del  cantón  en  que 
lo  haya  sido  el  Presidente  de  la  legisla- 


tura anterior  que  les  haya  precedido 
inmediatamente. 

Los  diputados  del  mismo  cantón  no 
podrán  revestir  tampoco  el  cargo  de 
Vicepresidente  durante  dos  legislatu- 
ras ordinarias  consecutivas. 

Cuando  haya  empate  en  las  votacio- 
nes decidirá  el  Presidente,  y  en  las  elec- 
ciones votará  como  los  demás  miem- 
bros. 

Art.  83.  Los  diputados  de  la  Cámara 
de  los  Estados  serán  indemnizados  por 
los  cantones. 

C.  —Atribuciones  de  la  Asamblea  federal 

Art.  84.  La  Cámara  nacional  y  la  de 
los  Estados  deliberarán  sobre  todos  los 
objetos  que,  según  la  presente  Consti- 
tución, son  de  la  competencia  de  la 
Confederación  y  no  se  atribuyen  á  otra 
autoridad  federal. 

Art.  85.  Los  asuntos  de  la  compe- 
tencia de  ambas  Cámaras,  ó  sea  de  la 
Asamblea  federal,  serán  principalmente 
los  siguientes: 

1.°  Las  leyes  sobre  la  organización 
y  el  modo  de  elegir  las  autoridades  fe- 
de  ral  es; 

2.°  Las  leyes  y  decretos  sobre  las 
materias  que  la  Constitución  coloca 
bajo  la  competencia  de  la  -Confedera- 
ción; 

3.°  El  sueldo  y  las  indemnizaciones 
de  los  miembros  de  las  Asambleas  y 
demás  autoridades.de  la  Confederación 
y  de  la  Cancillería  federal,  la  creación 
de  funciones  federales  permanentes  y 
la  ñjación  de  sueldos; 

4.°  La  elección  del  Consejo  federal, 
del  Tribunal  federal  y  del  Canciller, 
asi  como  del  general  en  jefe  del  ejérci- 
to federal.  La  legislación  federal  podrá 
atribuir  á  la  Asamblea  otros  derechos 
de  elección  ó  de  confirmación; 
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5.°  Las  alianzas  y  tratados  con  los 
Estados  extranjeros,  así  como  la  apro- 
bación de  los  tratados  de  los  cantones 
entre  si  y  con  dichos  Estados.  Sin  em- 
bargo, los  tratados  de  los  cantones  sólo 
se  presentarán  á  la  aprobación  de  la 
Asamblea  federal  cuando  el  Consejo 
federal  ó  un  tercer  cantón  reclame 
contra  estos  tratados; 

6.°  Las  medidas  para  la  seguridad 
exterior,  asi  como  para  el  manteni- 
miento de  la  independencia  y  neutrali- 
dad de  Suiza,  las  declaraciones  de  gue- 
rra y  la  conclusión  de  la  paz; 

7.°  La  garantía  de  las  Constitucio- 
nes y  del  territorio  de  los  cantones;  la 
intervención  á  consecuencia  de  esta 
garantía;  las  medidas  para  la  seguri- 
dad interior  de  Suiza,  y  para  el  mante- 
nimiento de  la  tranquilidad  y  del  orden; 
la  amnistía  y  la  gracia  de  indulto; 

8.°  Las  medidas  para  hacer  respetar 
la  Constitución  federal  y  asegurar  la 
garantía  de  las  Constituciones  canto- 
nales, asi  como  las  que  tengan  por  ob- 
jeto obligar  al  cumplimiento  de  los  de- 
beres federales; 

9.°  El  derecho  de  disponer  del  ejér- 
cito federal; 

10.  La  fijación  del  presupuesto 
anua],  la  aprobación  de  las  cuentas 
del  Estado  y  Jos  decretos  autorizando 
los  empréstitos; 

11.  La  alta  vigilancia  de  la  adminis- 
tración y  de  la  justicia  federa); 

12.  Las  reclamaciones  contra  las 
decisiones  del  Consejo  federal  relativas 
á  los  asuntos  administrativos  (art.  113); 

13.  Los  conflictos  de  competencia 
entre  Jas  autoridades  federales; 

14.  La  revisión  de  la  Constitución 
federal  (1). 


(1)    También  cate  artículo  está  completamente 
modificado  en  la  forma,  y  parte  en   el  fondo  con 


Art.  86.  Ambas  Cámaras  se  reuni- 
rán una  vez  al  año  en  legislatura  ordi- 
naria, el  día  fijado  por  el  reglamento. 

Art.  87.  Cada  Cámara  podrá  sólo 
deliberar  cuando  estén  reunidos  la  ma- 
yoría absoluta  de  sus  miembros. 

Art.  88.  En  la  Cámara  nacional  y  en 
la  de  los  Estados  se  adoptarán  los 
acuerdos  por  la  mayoría  absoluta  de 
los  votantes. 

Art.  89.  Las  leyes,  los  decretos  y  las 
órdenes  federales  han  de  darse  preci- 
samente con  la  conformidad  de  ambas 
Cámaras. 

Las  leyes  serán  sometidas  á  la  vota- 
ción del  pueblo,  si  se  hace  esta  exigen- 
cia por  30.000  ciudadanos  ó  por  ocho 
cantones.  Lo  mismo  sucederá  con  los 
decretos  que  tienen  cierta  transcenden- 
cia general  y  que  no  tienen  carácter  de 
urgencia  (1). 

Art.  90.  La  legislación  federal  de- 
terminará las  formalidades  que  han  de 
observarse  y  los  plazos  en  que  han  de 
efectuarse  las  elecciones  populares  (2). 

Art.  91.  Los  miembros  de  ambas  Cá- 
maras votarán  sin  instrucciones  ni 
mandato  imperativo. 

Art.  92.    Cada  Cámara  deliberará  se- 


reapecto  al  74  de  la  Constitución  de  1848,  al  que 
ha  venido  á  substituir.  Mas  como  quiera  que  en  la 
última  Constitución  se  ha  concretado  perfecta- 
mente la  materia  sobre  que  versan;  como  no  hay 
tampoco  diferencias  fundamentales  sino  en  algu- 
nos números,  y  no  creemos  conveniente  repro- 
ducir aquél  por  completo  por  la  extraordinaria 
extensión  que  adquiriría  esta  nota,  nos  limitare- 
mos á  hacer  aquí  estas  indicaciones. 

(1)  El  art.  78  de  la  Constitución  citad  a,  que  es 
al  que  corresponde  el  presente,  carece  de  este 
segundo  párrafo. 

(2)  Este  artículo  no  tiene  equivalente  en  la 
Constitución  de  1848,  si  bien  lo  en  él  dispuesto 
se  halla  virtualmente  incluido  en  el  74,  á  que  an* 
tes  nos  hemos  referido. 
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paradamente;  sin  embargo,  cuando  se 
trate  de  las  elecciones  mencionadas  en 
el  art.  85,  núm.  4,  de  conceder  la  gracia 
de  indulto  ó  de  resolver  un  conflicto  de 
competencia  (art.  85,  núm.  13),  se  re- 
unirán ambas  Cámaras  para  deliberar 
en  común  bajo  la  dirección  del  Presi- 
dente de  la  Cámara  nacional,  y  decidi- 
rá la  mayoría  de  los  miembros  votan- 
tes de  ambas  Cámaras. 

Art.  93.  La  iniciativa  pertenecerá  á 
cualquiera  de  las  dos  Cámaras,  y  aun 
á  cada  uno  de  sus  miembros. 

Los  cantones  podrán  ejercer  el  mis- 
mo derecho  por  medio  de  comunicacio- 
nes ó  representaciones. 

Art.  94.  Por  regla  general,  serán  pú- 
blicas las  discusiones  de  las  Cámaras. 

II.  -Consejo  federal 

Art.  95.  La  autoridad  directiva  y 
ejecutiva  superior  de  la  Confederación 
será  ejercida  por  un  Consejo  federal 
compuesto  de  siete  miembros. 

Art.  96.  Los  miembros  del  Consejo 
federal  serán  nombrados  por  tres  años 
por  las  Cámaras  reunidas,  y  elegidos 
entre  todos  los  ciudadanos  suizos  ele 
gibles  para  la  Cámara  nacional.  No  po- 
drá, sin  embargo,  elegirse  más  de  un 
miembro  del  Consejo  federal  en  el  mis- 
mo, cantón. 

El  Consejo  federal  será  renovado  en 
su  totalidad  después  de  haberlo  sido  la 
Cámara  nacional. 

Los  puestos  que  vacaren  en  el  inter- 
valo de  estos  tres  años  serán  reempla- 
zados, en  la  primera  legislatura  de  la 
Asamblea  federal,  por  el  resto  de  la  du- 
ración de  sus  funciones. 

Art.  97.    Los  miembros  del  Consejo 
federal  no  podrán,  durante  sus  funcio 
nes,  desempeñar  ningún  otro  empleo, 
ya  sea  en  la  Confederación,  ya  en  un 


cantón,  ni  seguir  otra  carrera  ó  ejercer 
profesión  alguna. 

Art.  98.  El  Consejo  federal  será  pre- 
sidido por  el  Presidente  de  la  Confede- 
ración. Habrá  además  un  Vicepresi- 
dente. 

El  Presidente  de  la  Confederación  y 
el  Vicepresidente  del  Consejo  federal, 
serán  nombrados  por  un  año  por  la 

« 

Asamblea  federal,  entre  los  miembros 
del  Consejo. 

El  Presidente  saliente  no  podrá  ser 
elegido  tal,  ni  tampoco  Vicepresidente 
para  el  año  inmediato. 

No  podrá  el  mismo  miembro  revestir 
el  cargo  de  Vicepresidente  durante  dos 
años  consecutivos. 

Art.  ¿9.  El  Presidente  de  la  Confe- 
deración y  los  miembros  del  Consejo 
federal  percibirán  un  sueIJo  anual  del 
Tesoro  federal. 

Art.  100.  El  Consejo  federal  sólo  po- 
drá deliberar  cuando  se  hallen  pre- 
sentes por  lo  menos  cuatro  de  sus 
miembros. 

Art.  101.  Los  miembros  del  Conse- 
jo federal  tendrán  voto  consultivo  en 
ambas  Cámaras,  así  como  el  derecho 
de  presentar  proposiciones  sobre  los 
asuntos  objeto  de  la  deliberación. 

Art.  102.    Las  atribuciones  y  las  obli- 
gaciones del  Consejo  federal,  en  los  lí- 
mites prescritos  por  la  presente  Cons- 
titución, serán  principalmente  las  si- 
guientes: 

1.°  Dirigir  los  asuntos  federales  con 
arreglo  á  las  leyes  y  decretos  de  la  Con- 
federación; 

2.°  Velar  por  la  observancia  de  las 
Constituciones,  de  las  leyes  y  decretos 
de  la  Confederación,  así  como  de  las 
prescripciones  de  los  convenios  fede- 
rales; tomar,  por  iniciativa  propia  ó  á 
instancia  de  parte,  las  medidas  nece- 
sarias para  hacerlas  observar,  cuando 
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el  recurso  no  sea  de  aquellos  que  de- 
ban ir  ante  el  Tribunal  federal,  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  113; 

3.°  Velar  por  que  sea  una  verdad  la 
garantía  de  las  Constituciones  canto- 
nales; 

4.°  Presentar  los  proyectos  de  ley 
ó  de  decreto  á  la  Asamblea  federal  y 
dar  previamente  su  parecer  acerca  de 
las  proposiciones  que  le  dirijan  las  Cá- 
maras ó  los  cantones; 

5.°  Proveer  á  la  ejecución  de  las  le- 
yes y  decretos  de  la  Confederación  y  á 
Iadelos  juicios  del  Tribunal  federal, 
asi  como  á  las  transacciones  ó  senten- 
cias arbitrales  sobre  las  cuestiones  sur- 
gidas entre  los  cantones; 

6.°  Hacer  los  nombramientos  que  no 
estén  encomendados  á  la  Asamblea  ó 
al  Tribunal  federal  ni  á  otra  autoridad 
alguna  (1); 

7.°  Examinar  los  tratados  de  los 
cantones  entre  si  ó  con  el  extranjero  y 
aprobarlos,  si  procede  (art.  85,  núme- 
ro 5.°); 

8.°  Velar  por  los  intereses  exterio- 
res de  la  Confederación,  particular- 
mente en  todo  aquello  que  se  reñera  á 
la  observancia  de  sus  relaciones  inter- 
nacionales, y  está  además  encargado, 
en  genera],  de  las  relaciones  exteriores; 

9.°  Velar  por  la  seguridad  exterior 
de  Suiza  y  por  el  mantenimiento  de  su 
independencia  y  de  su  neutralidad; 

10.  Velar  por  la  seguridad  interior 
de  la  Confederación  y  por  el  manteni- 
miento de  la  tranquilidad  y  del  orden; 

11.  En  caso  de  urgencia  y  cuando  no 


(1)  El  presente  número  ha  sido  ligeramente 
modificado  respecto  del  mismo  del  art.  90  de  la 
Constitución  citada,  cuyo  número  tenía  un  segun- 
do párrafo,  concebido  en  estos  términos: 

«Nombrar  los  encargados  de  las  misiones  diplo- 
máticas en  el  interior  y  en  el  exterior.!  - 
Tomo  VIII. — Instituciones  jurídicas 


estén  reunidas  las  Cámaras,  estará  au- 
torizado el  Consejo  federal  para  levan- 
tar las  tropas  necesarias  y  disponer  de 
ellas,  bajo  Ja  condición  de  convocar  in- 
mediatamente las  Cámaras,  si  el  nú- 
mero de  los  soldados  llamados  pasa  de 
dos  mil  hombres,  ó  si  permanecen  so- 
bre las  armas  más  de  tres  semanas; 

12.  Estará  encargado  d$  todo  lo  que 
se  reñera  á  la  milicia  federal,  asi  como 
de  todos  los  demás  ramos  de  la  Admi- 
nistración que  pertenezcan  á  la  Confe- 
deración; 

13.  Examinará  las  leyes  y  reglamen- 
tos cantonales  que  deban  ser  some- 
tidos á  su  aprobación;  ejercerá. la  vi- 
gilancia sobre  los  ramos  de  la  admi- 
nistración central  que  estén  sometidos 
á  su  comprobación  (1); 

14.  Administrará  las  rentas  de  la 
Confederación,  presentará  el  presu- 
puesto y. dará  cuenta  de  los  ingresos  y 
gastos  de  la  Confederación; 

15.  Vigilará  la  gestión  de  todos  los 
funcionarios  y  empleados  de  la  Admi- 
nistración federal; 

16.  Dará  cuenta  de  su  gestión  á  la 
Asamblea  en  cada  legislatura  ordina- 
ria, presentará  una  Memoria  sobre  la 
situación  de  la  Confederación,  tanto  en 
el  interior  como  en  el  exterior,  y  some- 
terá á  su  consideración  las  medidas 
que  crea  útiles  al  fomento  de  la  pros- 
peridad común. 

También  redactará  Memorias  espe- 
ciales cuando  lo  exija  la  Asamblea  fe- 
deral ó  una  de  sus  secciones. 

Art.  103.  Los  asuntos  del  Consejo 
federal  estarán  repartidos  por  departa- 
mentos entre  sus  miembros. 

Esta  distribución  sólo  tendrá  por  ob- 


(1)  Ligeramente  modificado  en  los  detalles 
respecto  del  mismo  número  del  art.  90  de  la  Cons- 
titución citada. 
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jeto  facilitar  el  examen  y  el  pronto  des- 
pacho de  los  negocios.  Las  decisiones 
emanarán  del  Consejo  federal  como 
autoridad. 

Art.  104.  El  Consejo  federal  y  sus 
diversos  departamentos  estarán  auto- 
rizados para  asesorarse  de  peritos  en 
asuntos  especiales. 

III.— Cancillería  federal 

Art.  105.  De  la  Secretarla  de  la 
Asamblea  y  de  la  del  Consejo  federal 
estará  encargada  una  Cancillería  fede- 
ral, al  frente  de  la  cual  se  hallará  el 
canciller  de  la  Confederación. 

El  canciller  será  elegido  por  la  Asam- 
blea federal  por  el  término  de  tres  años, 
al  mismo  tiempo  que  el  Consejo  federal. 

La  Cancillería  estará  bajo  la  vigilan- 
cia de  este  Consejo. 

Una  ley  federal  determinará  todo  lo 
que  se  reñera  á  la  organización  de  la 
Cancillería 

IV.— Tribunal  federal 

Art.  106.  Habrá  un  Tribunal  fede- 
ral para  la  administración  de  justicia 
en  materia  federal. 

Habrá,  además,  un  Jurado  para  todos 
los  asuntos  penales  (art.  112). 

Art.  107.  Los  miembros  y  los  suplen- 
tes del  Tribunal  federal  serán  nombra- 
dos por  la  Asamblea  federal,  que  pro- 
curará que  estén  representadas  en  él 
las  tres  lenguas  nacionales. 

La  ley  determinará  Ja  organización 
del  Tribunal  federal  y  de  sus  secciones, 
el  número  de  sus  miembros  y  suplen- 
tes, la  duración  de  sus  funciones,  y  el 
sueldo  (1). 


(1)  Este  artículo,  equivalente  al  96  de  la  Cons- 
titución de  1848,  está  completamente  modificado. 
Véase  los  términos  en  que  en  aquélla  se  halla  re- 
dactado: 


Art  108.  Podráser  nombrado  miem- 
bro del  Tribunal  federal  todo  ciudada- 
no suizo  elegible  para  la  Cámara  na- 
cional. 

Los  miembros  de  la  Asamblea  federal 
y  los  del  Consejo,  y  los  funcionarios 
nombrados  por  estas  autoridades,  no 
podrán  formar  al  mismo  tiempo  parte 
del  Tribunal  federal. 

Los  miembros  de  este  Tribunal,  du- 
rante sus  funciones,  no  podrán  desem- 
peñar ningún  otro  cargo  ó  empleo, sea 
al  servicio  de  la  Confederación,  sea  en 
un  cantón,  ni  seguir  otra  carrera  ó 
ejercer  profesión  alguna  (1). 

Art  109.  El  Tribunal  federal  orga- 
nizará su  Cancillería  y  nombrará  el 
personal  de  ésta. 

Art  110,  El  Tribunal  federal  cono- 
cerá de  las  diferencias  de  derecho  civil 
que  surjan: 

1.°  Entre  la  Confederación  y  los  can- 
tones; 

2.°  Entre  la  Confederación  de  un 
lado  y  las  corporaciones  ó  particulares 
de  otro,  cuando  estas  corporaciones  ó 
particulares  sean  parte  actora  ó  cuan- 
do el  litigio  tenga  el  grado  de  impor- 
tancia que  determinará  la  legislación 
federal; 

3.°    Entre  los  cantones; 

4.°  Entre  los  cantones  de  un  lado  y 
las  corporaciones   ó   particulares   de 


tLos  miembros  del  Tribunal  federal  y  sus  su- 
plentes ,  serán  nombrados  por  tres  años  por  la 
Asamblea  federal.  El  Tribunal  federal  será  reno- 
vado totalmente  después  de  cada  renovación  de 
la  Asamblea. 

»Los  puestos  que  vacaren  en  el  intervalo  de  ios 
tres  años,  serán  reemplazados  en  la  primera  legis- 
latura de  la  Asamblea  federal  por  el  resto  de  la 
duración  de  sus  funciones. » 

(1)  El  97  de  la  citada  Constitución,  que  es  el 
que  corresponde  al  presente,  carece  del  último 
párrafo. 
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otro,  cuando  una  de  las  partes  lo  exija 
y  el  litigio  alcance  la  importancia  que 
determinará  la  legislación  federal. 

Conocerá,  además,  de  las  diferencias 
concernientes  al  heimat-losat,  asi  como 
de  las  cuestiones  que  surjan  entre  los 
comunes  de  diferentes  cantones,  rela- 
tivas #1  derecho  de  ciudadanía  (1\ 

Art.  111  El  Tribunal  federal  estará 
obligado  á  juzgar  otras  cuestiones 
cuando  las  partes  convengan  en  some- 
terlas á  su  jurisdicción  y  el  objeto  del 
litigio  sea  de  la  importancia  que  se  de- 
terminará en  Ja  legislación  federa]  (2). 

Art  112  El  Tribunal  federal,  asisti- 
do del  Jurado  que  estatuirá  sobre  los 
hechos,  conocerá  en  materia  penal: 

1.°  De  los  delitos  de  alta  traición 
contra  la  Confederación,  y  de  insurrec- 
ción ó  de  violencia  contra  las  autori- 
dades federales; 

2  o  De  los  crímenes  y  de  los  delitos 
contra  el  derecho  de  gentes; 

3.°  De  los  crímenes  y  de  los  delitos 
políticos  que  sean  causa  ó  traigan  con- 
sigo trastornos  que  den  lugar  á  una 
intervención  federal  armada; 

4.°  De  los  casos  en  que  una  autori- 
dad federal  pida  para  el  juicio  penal 
funcionarios  nombrados  por  aquél. 

Art.  113.  El  Tribunal  federal  cono- 
cerá además: 

1 ,°  De  los  conflictos  de  competencia 
entre  las  autoridades  federales  de  un 
lado  y  las  autoridades  cantonales  de 
otro; 


(1)  Completamente  modiñcado  en  la  forma  y 
en  el  fondo,  respecto  del  101  de  la  Constitución 
citada,  con  lo  cual  ha  ganado  mucho  en  claridad 
y  concisión. 

(2}  Es  el  102  de  la  Constitución  de  1848,  su- 
primido un  párrafo  relativo  al  pago  de  costas. 

Los  112  y  113  están  completamente  modificados 
en  la  forma  y  en  el  fondo,  pero  son  tan  extensos 
que  harían  interminables  estas  notas. 


2  o  De  las  diferencias  entre  los  can- 
tones cuando  éstas  sean  del  dominio 
del  derecho  público; 

3  o  De  las  reclamaciones  por  viola- 
ción de  derechos  constitucionales  de  los 
ciudadanos,  así  como  de  las  reclama- 
ciones de  particulares  por  violación  de 
acuerdos  ó  tratados. 

Quedan  á  salvo  las  cuestiones  admi- 
nistrativas, que  se  determinarán  por  la 
legislación  federal. 

En  todos  Jos  casos  mencionados,  el 
Tribunal  federal  aplicará  las  leyes  vo- 
tadas por  la  Asamblea  federa]  y  los 
decretos  de  esta  Asamblea  que  tengan 
carácter  general.  También  se  ajustará 
á  los  tratados  que  la  Asamblea  federal 
haya  ratificado 

Art.  114.  Además  de  los  casos  men- 
cionados en  los  artículos  110, 112  y  113, 
la  legislación  federal  podrá  atribuir 
otros  asuntos  á  la  competencia  del  Tri- 
bunal federal. 

Podrá,  en  particular,  asignar  á  este 
Tribunal  atribuciones  que  tengan  por 
objeto  asegurar  la  aplicación  uniforme 
de  las  leyes  previstas  en  el  art.  64  (1). 

V. — Disposiciones  diversas 

Art.  115.  Todo  lo  concerniente  al 
punto  de  residencia  de  las  autoridades 
de  la  Confederación  será  objeto  de  la 
legislación  federal. 

Art.  116.  Las  tres  lenguas  principa- 
les habladas  en  Suiza,  el  alemán,  el 
francés  y  el  italiano,  serán  lenguas  na- 
cionales de  la  Confederación. 

Art.  1 17.  Los  funcionarios  de  la  Con- 
federación serán  responsables  de  su 


(1)  Equivale  al  106  de  la  Constitución  civil, 
pero  se  han  agregado  en  ésta  las  últimas  líneas. 
En  cambio  se  ha  suprimido,  porque  en  realidad 
era  de  carácter  transitorio,  el  art.  107. 
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gestión.  Una  ley  federal  determinará 
lo  que  á  esta  responsabilidad  se  refiere. 

CAPÍTULO  III 

Reoisión  de  la  Constitución  federal 

-  Art.  118,    La   Constitución   federal 
podrá  ser  revisada  en  todo  tiempo. 

Art.  119.  La  revisión  se  verificará 
en  la  forma  establecida  por  la  legisla- 
ción federal. 

Art.  120.  Cuando  una  de  las  Cáma- 
ras decrete  la  revisión  de  la  Constitu- 
ción federal,  y  la  otra  no  consienta  en 
ello,  ó  bien  cuando  cincuenta  mil  ciu- 
dadanos suizos,  en  el  pleno  goce  de  los 
derechos  civiles  y  políticos,  pidan  la 
revisión,  la  cuestión  de  si  la  Constitu- 
ción federal  debe  ó  no  ser  revisada,  ha- 
brá de  someterse  en  ambos  casos  á  la 
votación  del  pueblo  suizo,  que  dirá  sen- 
cillamente sí  ó  no. 

Si  la  mayoría  de  los  suizos  que  hayan 
tomado  parte  en  la  votación  se  haya 
pronunciado  por  la  afirmativa,  ambas 
Cámaras  serán  renovadas  para  proce- 
der á  la  revisión. 

Art.  121.  La  Constitución  federal  re- 
visada comenzará  á  regir  tan  luego 
como  haya  sido  aceptada  por  la  mayo- 
ría de  los  ciudadanos  suizos  que  hayan 
tomado  parte  en  la  votación  y  por  la 
mayoría  de  los  Estados. 

Para  el  efecto  de  esta  mayoría,  el 
voto  de  un  semicantón  se  contará  por 
medio  voto. 

El  resultado  de  la  votación  popular 
en  cada  cantón  será  considerado  como 
el  voto  del  Estado  (1). 


(1)  Este  artículo  equivale  al  art.  114  de  la 
Constitución  civil,  pero  se  le  han  añadido  los  dos 
últimos  párrafos. 


Disposiciones  transitorias  (1) 

Artículo  1.°  El  producto  de  los  Co- 
rreos y  Aduanas  se  distribuirá  con  arre- 
glo á  las  mismas  bases  que  en  la  actua- 
lidad, hasta  la  época  en  que  la  Confe- 
deración tome  efectivamente  á  su  car- 
go los  gastos  militares  sufragado^  has- 
ta hoy  por  los  cantones. 

La  legislación  federal  proveerá  ade- 
más para  que  los  perjuicios  que  en  su 
conjunto  puedan  traer  consigo  las  mo- 
dificaciones introducidas  en  los  artícu- 
los 20,  30,  36,  párrafo  2.°,  y  4.a  e,  al  Te- 
soro de  ciertos  cantones,  no  recaiga 
sobre  ellos  sino  gradualmente,  y  sólo 
alcance  su  cifra  total  después  de  algu- 
nos años. 

Los  cantones  que  al  ponerse  en  vigor 
el  art.  20  de  la  Constitución  no  hubie- 
ren cumplido  sus  obligaciones  milita- 
res impuestas  por  la  Constitución  an- 
tigua y  las  leyes  federales,  estarán 
obligados  á  cumplirlas  á  sus  expensas. 

Art.  2.°  Las  disposiciones  de  las  le- 
yes federales,  de  los  convenios  ó  de  las 
leyes  cantonales  contrarias  á  la  pre- 
sente Constitución,  cesarán  de  estar 
en  vigor  por  el  hecho  de  la  adopción  de 
ésta,  ó  de  la  promulgación  de  las  leyes 
á  que  se  refiere. 

Art.  3.°  Las  nuevas  disposiciones 
concernientes  á  la  organización  y  á  la 
competencia  del  Tribunal  federal,  no 
entrarán  en  vigor  hasta  después  de  la 
promulgación  de  las  leyes  federales  re- 
lativas á  este  punto. 

Art.  4.°  Se  concede  á  los  cantones 
un  plazo  de  cinco  años  para  introducir 


(1)  Todo  lo  preceptuado  en  estas  disposicio- 
nes, como  de  carácter  puramente  accidental,  es 
natural  que  sea  diferente  de  lo  dispuesto  por  las 
de  la  Constitución  con  que  venimos  comparando 
la  presente. 
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la  gratuidad  de  la  enseñanza  pública 
primaria  (art.  27). 

Art.  5.°  Las  personas  que  ejerzan 
una  profesión  liberal  y  que  antes  de  la 
promulgación  de  la  ley  federal,  previs- 
ta en  el  art.  33,  hayan  obtenido  un  cer- 
tificado ó  titulo  de  aptitud  de  un  cantón 
ó  de  una  autoridad  representando  va- 
rios cantones,  podrán  ejercer  esta  pro- 
fesión en  todo  el  territorio  de  la  Confe- 
deración. 

Así  lo  decreta  la  Cámara  nacional 
para  ser  sometido  á  la  votación  del  pue- 
blo suizo  y  de  los  cantones. 

Berna,  31  de  Enero  de  1874. 


El  Presidente, 
ZlEGLER. 


El  Secretario, 
SCHIESS. 


Así  lo  decreta  la  Cámara  de  los  Es- 
tados para  ser  sometido  á  la  votación 
del  pueblo  suizo  y  de  los  cantones. 

Berna,  31  de  Enero  de  1874. 


El  Presidente, 
A.  Kopp. 


El  Secretario, 
J.  L.  LUTSCHER. 


DECRETO  FEDERAL 

CONCERNIENTE  AL  RESULTADO  DE  LA  VO- 
TACIÓN 80BRE  EL  PROYECTO  DE  CONS- 
TITUCIÓN FEDERAL  REVISADA,  DEL  31  DE 
ENERO  DE  1874. 

(29  de  Mayo  de  1874} 

La  Asamblea  federal  de  la  Confede- 
ración suiza: 

Vistas  y  examinadas  las  actas  y  ex- 
pedientes de  la  votación  á  que  ha  pro- 
cedido el  pueblo  suizo  en  toda  la  Con- 


federación el  domingo  19  de  Abril  de 
1874,  sobre  el  proyecto  de  Constitución 
revisada,  de  31  de  Enero  de  1874; 

Después  de  conocer  las  declaracio- 
nes de  las  autoridades  cantonales  com- 
petentes, acerca  de  la  votación  de  los 
Estados; 

Visto  el  Mensaje  del  Consejo  federal, 
del  20  de  Mayo  de  1874,  d#l  cual  resulta 
lo  siguiente: 

a)  Que  relativamente  á  la  votación 
del  pueblo,  las  votaciones  del  19  de 
Abril  han  dado  por  resultado  ser  apro- 
bada y  adoptada  por  340.199  ciudada- 
nos y  rechazada  por  198.013  la  Constitu- 
ción revisada,  de  suerte  que  el  número 
de  aceptantes  es  superior  al  de  rehusan- 
tes en  142.186; 

b)  Que  relativamente  á  la  votación 
de  los  Estados,  han  formulado  votos 
particulares  los  cantones  siguientes: 

Uri 5  Mayo  1874. 

Untervalden  el  Bajo...      6  Abril     » 

Glaris 12Abril     » 

Grisones l.°Mayo    » 

Tessino 5  Marzo  » 

Ginebra 19  Abril     » 

Que  los  Estados  de  Glaris,  Grisones, 
Tessino  y  Ginebra,  se  han  pronunciado 
al  ñn  por  la  aceptación,  y  los  otros  dos 
por  rechazarla; 

Que  los  demás  Estados  han  declara- 
do que  consideraban  la  votación  popu- 
lar como  la  voluntad  del  Estado. 

Resulta,  pues,  que  el  proyecto  de 
Constitución  revisada  ha  sido  adopta- 
do por  14  1[2  Estados,  á  saber:  Zurich, 
Berna,  Glaris,  Soleura,  Basilea,  Schaf- 
fhouse,Appenzel— Rh.  extr.,  Saint  Gall, 
Grisones,  Argovia,  Thurgovia,  Tessino, 
Vaud,  Neufchatel  y  Ginebra,  y  ha  sido 
rechazado  por  71  [2  Estados,  á  saber: 
Lucerna,  Uri,  Schwytz,  Untervalden, 
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Zug,  Friburgo,  Appenzel-Rh.  int.  y  el 
Val  ais, 

Declara  lo  siguiente: 

1.°  La  Constitución  federal  revisada 
tal  como  se  encuentra  reformada  en  la 
ley  federal  del  31  de  Enero  de  1874,  ha 
sido  aceptada,  tanto  por  la  mayoría  de 
los  ciudanos  suizos  que  han  tomado 
parte  en  la  votación,  cuanto  por  la 
mayoría  de  los  cantones;  en  conse- 
cuencia, por  el  presente  decreto  es  de- 
clarada solemnemente  en  vigor  &  partir 
del  29  de  Mayo  de  1874; 

2.°  La  presente  declaración  será 
transmitida  al  Consejo  federal  para 
que  provea  á  que  se  le  dé  la  publicidad 
necesaria,  y  para  que  tome  las  medidas 
ulteriores  para  su  ejecución. 

Asi  ha  sido  decretado  por  la  Cámara 
nacional  en  Berna  á  28  de  Mayo  de  1874. 


El  Presidente, 
ZlBOLER. 


El  Secretaria, 
SCKIESS. 


Decretado  asi  por  la  Cámara  de  los 
Estados  en  Berna  á  29  de  Mayo  de  1874. 


El  Presidonte, 
A.  KOPP. 


El  Secretario, 
.  L.  LUTSCHER. 


El  Consejo  federal  decreta: 

El  anterior  decreto  federal,  junta- 
mente con  la  Constitución  federal,  de- 
berá insertarse  en  la  Recopilación  ofi- 
cial de  las  leyes  de  la  Confederación  y 
comunicarse  á  los  Gobiernos  cantona- 
les para  que  le  den  la  publicidad  conve- 
niente. 

Berna,  30  de  Mayo  de  1874. 

El  Presidenta  de  la  Confederación, 
SCBENK. 

El  Concillar  de  la  Confederación, 
SCHIESS. 

Advertencia.  Esta  versión  está  he- 
cha de  la  edición  trilingüe  publicada  en 
1880,  y  se  incluyen  en  ella  todas  las  re- 
formas hechas  hasta  el  día. 
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LEY  FEDERAL  DEL  3  DE  JULIO  DE  1876,  SOBRE  LA  NATURALIZACIÓN 

Y  RENUNCIA  DE  LA  NACIONALIDAD  SUIZA 
(ARTÍCULO    44    DE    LA    CONSTITUCIÓN    FEDERAL) 


I. — De  la  naturalización  suiza 

Artículo  1.°  El  extranjero  que  desee 
obtener  la  nacionalidad  suiza  (el  dere- 
cho de  ciudadanía  suiza),  deberá  pedir 
al  Consejo  federal  la  autorización  para 
hacerse  ciudadano  de  un  cantón  ó  de 
un  municipio. 

La  autorización  del  Consejo  federal 
deberá  pedirse  igualmente  por  conduc- 
to del  Gobierno  cantonal,  si  se  trata  de 
conceder  la  naturalización  á  título  de 
gracia  aun  extranjero. 

Art.  2.°  El  Consejo  federal  sólo  con- 
cederá esta  autorización  á  los  extran- 
jeros: 

1.°  Que  tengan  su  domicilio  en  Suiza 
con  más  de  dos  años  de  antelación; 

2.°  A  aquéllos  cuyas  relaciones  con 
el  Estado  á  que  pertenecen  sean  tales 
que  hagan  prever  que  su  admisión  á  la 
nacionalidad  suiza  no  entrañará  parala 
Confederación  ningún  perjuicio. 

Art.  3.°  La  naturalización  se  exten- 
derá á  la  mujer  del  extranjero  natura- 
lizado y  á  sus  hijos  menores  de  edad, 
si  no  hace  por  sí  mismo  una  excepción 
formal  en  vista  del  art.  8.°,  párrafo  se- 
gundo. 


Art.  4.°  Toda  decisión  concediendo 
á  un  extranjero  la  naturalización  can- 
tonal ó  comunal,  será  nula  si  no  va 
precedida  de  la  autorización  del  Con- 
sejo federal. 

De  todos  modos  la  nacionalidad  suiza 
sólo  se  adquirirá  cuando  la  autoriza- 
ción del  Consejo  federal  vaya  seguida 
de  la  naturalización  cantonal  y  comu- 
na], en  conformidad  con  las  leyes  del 
cantón. 

La  autorización  del  'Consejo  federal 
caducará,  si  no  se  hace  uso  de  ella,  en 
el  término  de  dos  años,  á  contar  desde 
el  día  en  que  haya  sido  concedida. 

Art.  5.°  Nadie  podrá  reclamar  ante 
un  Estado  extranjero,  en  el  cual  re- 
sida, los  derechos  y  la  protección  de- 
bidos á  la  cualidad  de  ciudadano  suizo, 
si  ha  conservado  la  nacionalidad  de 
este  Estado  independientemente  de  la 
nacionalidad  suiza. 

II.  — Be  la  renuncia  á  la  nacionalidad 

suiza 

Art.  6.°  Todo  ciudadano  suizo  podrá 
renunciar  á  su  nacionalidad,  debiendo 
al  efecto: 
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a)  No  tener  domicilio  en  Suiza; 

b)  Gozar  de  su  capacidad  civil,  se- 
gún las  leyes  del  paí s  en  que  resida; 

e)  Tener,  en  el  sentido  del  art.  8.°, 
párrafo  último,  una  nacionalidad  ex- 
tranjera, adquirida  ó  asegurada,  para 
él,  su  mujer  y  sus  hijos  menores  de 
edad. 

A»t.  7.°  La  declaración  de  renuncia 
á  la  nacionalidad  suiza  deberá  presen- 
tarse por  escrito,  con  los  documentos 
justificativos,  al  Gobierno  cantonal. 

Este  dará  conocimiento  á  las  autori- 
dades del  municipio  de  origen,  y  fijará 
un  plazo,  lo  más  de  cuatro  semanas, 
para  que  pueda  formularse  oposición, 
tanto  por  el  municipio  como  por  los 
demás  interesados. 

Si  el  derecho  de  renunciar  á  la  na- 
cionalidad suiza  fuese  impugnado,  el 
Tribunal  federal  estatuirá,  de  confor- 
midad con  los  artículos  61  á  63  de  la 
ley  sobre  organización  judicial  federal 
de  27  de  Junio  de  1874(1) 

Esta  renuncia,  que  entraña  la  pér- 
dida del  derecho  de  ciudadanía  suiza, 
comenzará  á  contarse  desde  el  momen- 
to de  la  notificación  ó  entrega  del  acta 
correspondiente,  al  que  la  haya  pedido. 

Art.  8.°  Si  se  hubieren  cumplido  las 
condiciones  mencionadas  en  el  art.  6.° 
y  no  se  hubiese  formulado  oposición, 
ó  si  ésta  fuere  desechada  por  el  tribu- 


(1)    Esta  ley  la  insertamos  más  adelante. 


nal,  la  autoridad  competente,  con  arre- 
glo á  la  ley  cantonal,  declarará  al  de- 
mandante libre  de  todo  lazo  con  la  na- 
cionalidad cantonal  y  comunal. 

La  liberación  se  extenderá  á  la  mu- 
jer y  á  los  hijos  menores  de  edad, 
cuando  vivan  en  una  misma  casa  y  no 
se  haya  hecho  excepción  formal  con 
respecto  á  ellos. 

Art.  9.°  La  viuda  ó  la  mujer  divor- 
ciada del  ciudadano  suizo  que  haya  re- 
nunciado á  su  nacionalidad,  y  los  hijos 
que  sean  todavía  menores  de  edad  en 
el  momento  de  esta  renuncia,  podrán 
pedir  al  Consejo  federal  ser  admitidos 
de  nuevo  á  la  nacionalidad  suiza.  Este 
derecho  caducará  transcurridos  diez 
años,  á  contar,  para  los  hijos,  desde 
su  mayor  edad,  y  para  la  mujer,  desde 
la  disolución  del  matrimonio. 

El  Consejo  federal  acordará  la  admi- 
sión si  los  solicitantes  hubieren  cum- 
plido las  condiciones  previstas  para  la 
naturalización  en  el  art.  2.°,  núm.  2.°, 
y  si  residen  en  Suiza. 

La  admisión  á  la  nacionalidad  suiza 
datará  del  envío  del  acta  que  se  redac- 
te, y  se  devolverá  en  toda  su  plenitud 
el  derecho  á  la  nacionalidad  comunal 
y  cantonal. 

Los  cantones  podrán  facilitar  ade- 
más la  vuelta  á  la  nacionalidad  suiza, 
salvo  lo  prescrito  en  el  art.  2.°,  núme- 
ro 2.°,  de  la  presente  ley. 
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II 

LEY  FEDERAL  DE  28  DE  MARZO  DE  1877,  RELATIVA 
Á  LOS  DERECHOS  POLÍTICOS  DE  LOS  SUIZOS  ESTABLECIDOS 
CON     RESIDENCIA,    Y    Á    LA    PÉRDIDA    DE    DICHOS    DERECHOS 

DE  LOS  CIUDADANOS  SUIZOS 
(ARTÍCULOS  45  Y  47  DE  LA  CONSTITUCIÓN  ) 


I. — Diferencia  entre  el  establecimien- 
to y  la  residencia;  permiso  para 
ambas. 

Artículo  1.°  Todo  ciudadano  suizo 
que  quiera  domiciliarse  en  un  munici- 
pio distinto  del  de  su  origen,  estará  obli- 
gado á  pedir  á  la  autoridad  que  deter- 
mine la  legislación  cantonal,  un  permi- 
so para  obtener  el  derecho  de  estable- 
cimiento ó  de  residencia,  á  su  elección. 

No  obstante,  deberá  obtener  permiso 
precisamente  para  el  establecimiento 
en  los  casos  siguientes: 

a)  Si  posee  una  propiedad  territo- 
rial en  el  municipio  en  donde  se  do- 
micilie; 

b)  Si  ejerce  por  su  propia  cuenta 
una  industria  ó  profesión; 

e)  Si  está  revestido  de  algún  empleo 
ó  desempeña  funciones  públicas,  ó  si 
está  empleado  en  puesto  fijo  en  una 
empresa  particular; 

d)  Si  tiene  casa  en  el  municipio; 

e)  Si  después  de  tener  cumplida  la 
edad  de  veinte  años,  ha  habitado  en  el 
mismo  sitio  por  más  de  un  año. 

Esta  última  condición  no  se  aplicará, 
sin  embargo,  á  los  estudiantes  y  cria- 
dos, ni  tampoco  á  los  obreros  y  apren- 
dices alojados  y  alimentados  por  su 
patrono. 

Será  lícito  á  los  cantones  no  hacer 
distinción  alguna  entre  los  suizos  resi- 


dentes y  los  establecidos,  y  considerar 
como  establecido  á  toda  persona  que 
tenga  su  domicilio  en  un  ayuntamiento. 

Art.  2.°  Aquél  que  reclame  un  per- 
miso para  establecimiento  ó  residencia, 
estará  obligado  á  presentar,  al  primer 
requerimiento,  su  acta  de  origen  ó  cual- 
quier otro  documento  de  legitimación 
equivalente. 

La  forma  de  las  actas  de  origen  y  los 
emolumentos  que  haya  que  pagar  por 
obtenerlas  se  fijarán  de  una  manera 
uniforme  por  el  Consejo  federal,  que 
designará  igualmente  los  documentos 
de  legitimación  que  deben  considerarse 
como  equivalentes  al  acta  de  origen. 

El  permiso  de  residencia  ó  estableci- 
miento deberá  mencionar  los  documen- 
tos de  legitimación  que  han  sido  depo- 
sitados, 

Art.  3.°  El  permiso  de  establecimien- 
to concedido  al  jefe  de  familia,  será  vá- 
lido para  todos  los  individuos  de  la  mis- 
ma que  vivan  en  su  compañía,  á  excep- 
ción de  aquéllos  que  ejerzan  una  indus- 
tria ó  profesión  por  su  propia  cuenta. 

Art.  4.°  Los  permisos  de  estableci- 
miento y  de  residencia  serán  expedi- 
dos por  tiempo  indeterminado. 

Se  considerarán  nulos  si  la  razón  en 
virtud  de  la  cual  se  han  expedido  ha 
cesado  de  existir  y  no  se  ha  renovado  á 
tiempo  ó  se  ha  reemplazado  por  otra. 

El  presente  articulo  no  será  aplica- 
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ble  en  ningún  caso  á  las  medidas  de 
policía  que  los  cantones  tengan  dere- 
cho á  adoptar  respecto  de  los  extran- 
jeros. 

Art.  5.°  Los  emolumentos  de  Canci- 
llería que  ha  de  pagar  un  ciudadano 
suizo  no  podrán  exceder  de  dos  francos 
por  el  permiso  de  establecimiento,  y  de 
50  céntimos  por  el  de  residencia.  En 
esta  cantidad  irán  comprendidos  los 
emolumentos  que  haya  que  pagar  por  es- 
tos permisos  al  Estado,  á  los  funciona- 
rios de  distrito  y  á  los  ayuntamientos. 

Los  emolumentos  citados  podrán  ser 
percibidos  á  cada  cambio  de  domicilio 
de  un  ayuntamiento  á  otro. 

Art.  6.°  Para  los  cambios  de  domi- 
cilio en  los  límites  del  territorio  canto- 
nal, los  cantones  estarán  autorizados 
para  disminuir  estas  tarifas  y  forma- 
lidades, y  aun  para  suprimirlas  entera- 
mente. 

Art.  7.°  Será  de  la  competencia  de 
los  cantones  el  fijar  los  plazos  en  los 
cuales  debe  pedirse  el  permiso  de  es- 
tablecimiento ó  residencia,  y  dictar  las 
disposiciones  penales  aplicables  á  la 
inobservancia  de  estos  plazos. 

Art.  8.°  No  se  podrán  negar  los  do- 
cumentos de  legitimación  á  un  ciuda- 
dano suizo  que  goce  de  sus  derechos 
civiles,  si  quiere  establecerse  ó  residir 
fuera  de  su  ayuntamiento  de  origen,  6 
cambiar  de  domicilio,  á  no  ser  que  haya 
sido  llamado  al  servicio  militar  ó  esté 
perseguido  criminalmente. 

II.— Derecho  de  voto  de  los  suizos  es- 
tablecidos ó  residentes 

A.— En  las  elecciones  y  votaciones  federales 

Art.  9  °  Todo  ciudadano  suizo  que 
tenga  la  edad  de  veinte  años  cumplidos 
y  que  además  no  esté  privado  de  sus 


derechos  políticos,  tendrá  el  de  tomar 
parte  en  las  elecciones  y  votaciones 
federales. 

La  aplicación  de  este  principio  será 
regulada  por  las  disposiciones  de  la  le- 
gislación federal  sobre  esta  materia. 


B.—En  las  elecciones  y  votaciones  cantonales  y 

comunales 


Art.  10.  El  derecho  devoto  en  mate- 
ria cantonal  y  comunal  estará  regula- 
do por  los  cantones,  que  deberán,  sin 
embargo,  adaptarse  á  los  principios  si- 
guientes: 

1.°  El  suizo  establecido  gozará  en 
el  lugar  de  su  domicilio  de  todos  los 
derechos  dalos  ciudadanos  del  cantón, 
y,  como  éstos,  de  todos  los  derechos 
dependientes  del  ayuntamiento.  La  par- 
ticipación en  los  bienes  comunales  ve- 
cinales y  de  las  corporaciones,  y  el  de- 
recho de  votar  en.lo  que  se  refiera  á  los 
intereses  puramente  vecinales,  están 
exceptuados  de  estos  derechos,  á  me- 
nos que  la  legislación  cantonal  decida 
lo  contrario. 

Tanto  en  materia  comunal  como  can- 
tonal, el  ciudadano  suizo  necesita  lle- 
var tres  meses  de  establecimiento  para 
adquirir  el  derecho  electoral. 

2.°  El  suizo  residente  tiene  los  mis- 
mos derechos  que  el  establecido;  mas 
para  gozar  del  derecho  electoral,  tanto 
en  materia  cantonal  como  comunal,  es 
preciso  que  lleve  un  año  de  residencia; 

3.°  Los  plazos  mencionados  empeza- 
rán á  contarse  desde  el  momento  en 
que  la  petición  de  permiso  para  el  esta- 
blecimiento ó  residencia  haya  sido  di- 
rigida á  la  autoridad  competente. 

Si  la  residencia  se  transforma  en  es- 
tablecimiento, el  plazo  legal  para  obte- 
ner el  derecho  electoral   en   materia 
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cantonal  ó  comunal  no  podrá  ser  de 
mas  de  un  año. 

La  legislación  cantonal  podrá  abre* 
viar  ó  suprimir  estos  plazos. 

Es  potestativo  en  los  cantones  tomar 
las  medidas  convenientes  para  preve- 
nir abusos,  en  particular  para  decidir 
que  cuando  un  ciudadano  traslada  su 
domicilio  del  radio  de  un  colegio  elec- 
toral á  otro,  no  podrá,  durante  cierto 
plazo,  ejercer  sus  derechos  electorales 
en  materia  cantonal,  en  las  elecciones 
que  tengan  lugar  por  colegios,  sino  en 
el  colegio  áque  antes  pertenecía. 

Las  disposiciones  de  esta  naturaleza 
deberán  ser  sometidas  á  la  aprobación 
del  Consejo  federal. 

Art.  11.  La  justiñcación  del  derecho 
de  elector  se  acreditará  con  la  presen- 
tación de  un  acta  certificando  la  cuali- 
dad de  ciudadano  suizo  y  la  edad  de 
veinte  años  cumplidos,  y  por  la  declara- 
ción escrita  del  elector,  de  que  no  está 
privado  por  ninguno  de  los  motivos  de 
exclusión  del  derecho  electoral  previs- 
tos en  el  art.  12  de  la  presente  ley. 

Esta  declaración  se  hará  de  un  modo 
uniforme,  previo  el  oportuno  procedi- 
miento, por  el  Consejo  federal. 

Las  legislaciones  cantonales  podrán 
prescindir  de  la  declaración  escrita  de 
ios  electores. 

Aquél  que  á  sabiendas  vote  sin  tener 
derecho  á  ello,  será  denunciado'  á  la 
autoridad  competente  y  castigado  á  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  el  Código  penal 
federal  del  4  de  Febrero  de  1853,  si  se 
trata  de  una  elección  ó  de  una  vo- 
tación federal,  y  á  tenor  de  la  legisla- 


ción cantonal,  si  se  trata  de  una  vota- 
ción ó  elección  cantonal  ó  comunal . 

Art.  12.  El  ciudadano  suizo  sólo  po- 
drá ser  privado  de  sus  derechos  políti- 
cos en  los  casos  siguientes: 

1.°  Por  sentencia  judicial  en  materia 
criminal  ó  correccional; 

2.°  En  caso  de  interdicción  por  pró- 
digo, demente  ó  imbécil; 

3.°  Por  causa  de  quiebra,  durante 
cinco  años  á  lo  sumo,  y  por  sentencia 
de  autoridad  competente. 

En  caso  de  falta  grave  del  quebrado, 
este  término  podrá  elevarse  hasta  diez 
años;  cuando  no  haya  habido  falta  por 
parte  del  quebrado,  éste  no  podrá  ser 
privado  de  sus  derechos  políticos; 

4.°  Por  causa  de  pobreza  y  asisten- 
cia pública,  mientras  duren. 

La  legislación  cantonal  podrá  supri- 
mir las  restricciones  al  derecho  electo- 
ral mencionadas  en  los  números  3.° 
y  4.°  de  este  articulo. 

III.  —  Disposiciones   finales  y  transi- 
torias 

Art.  13.  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  de  las  legislaciones  fede- 
ral y  cantonales  contrarias  á  la  pre- 
sente ley.  (Cita  después  las  principales.) 

Art.  14.  El  Consejo  federal  queda 
encargado,  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  la  ley  federal  del  14  de  Junio 
de  1874,  relativa  á  la  votación  popular 
sobre  leyes  y  decretos  federales,  de  pu- 
blicar la  presente  ley  y  fijar  la  época 
en  que  ha  de  entrar  en  vigor. 
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LEY  FEDERAL  DE  24  DE  DICIEMBRE  DE  1874,  RELATIVA 

AL    REGISTRO    CIVIL   (ARTÍCULO    53   Y    SIGUIENTES 

DE  LA  CONSTITUCIÓN  FEDERAL)  (1) 


A.— Disposici 


s  generales 


Artículo.  1.°  El  Registro  civil  y  las 
inscripciones  correspondientes  serán 
de  la  exclusiva  competencia  de  las  au- 
toridades civiles  en  todo  el  territorio  de 
la  Confederación. 

Los  oficiales  del  Registro  civil  debe- 
rán ser  laicos  y  los  únicos  que  tengan 
derecho  á  verificar  las  inscripciones  en 
los  registros  ya  extender  los  certifi- 
cados. 

Art.  2.°  Cada  oficial  del  Registro  ci- 
vil deberá  llevar,  conforme  á  los  formu- 
larios prescritos  por  el  Consejo  fede- 
ral, tres  libros  ó  registros  con  las  de- 
nominaciones siguientes: 

Registro  de  nacimientos; 

Registrode  defunciones; 

Registro  de  matrimonios. 

Estos  libros  serán  suministrados  por 
los  cantones  y  se  llevarán  por  dupli- 
cado. 

Al  finalizar  el  año  se  cerrarán  y  certi- 
ficarán con  el  visto  bueno  del  oficial  del 
Registro  civil;  uno  de  los  dos  ejempla- 
res quedará  en  poder  de  éste,  y  el  otro 
lo  remitirá,  en  el  término  de  diez  días, 
después  de  fin  de  año,  á  la  autoridad 
que  se  designe  en  cada  cantón,  para  su 
depósito  y  conservación  en  los  archi- 
vos correspondientes. 


(1)  Como  modelo  de  leyes  regionales  de  Re- 
gistro civil,  véase  la  que  máa  adelante  inserta- 
moa  relativa  n.1  santón  de  Ginebra. 


Las  inscripciones  hechas  en  el  pri- 
mer ejemplar,  después  de  haber  sido 
depositado  el  segundo,  deberán  ser  in- 
mediatamente comunicadas  en  copia 
certificada  con  el  conforme,  al  funcio- 
nario encargado  de  su  depósito,  y  trans- 
critas por  él  á  este  libro. 

Art.  3.°  La  dirección  de  los  distritos 
ylas  disposiciones  relativas  al  nombra- 
miento, «ratificaciones  ó  emolumentos 
de  los  oficiales  del  Registro  civil  serán 
de  la  competencia  de  los  cantones. 

La  demarcación  de  los  distritos  can- 
tonales deberá  comunicarse  al  Conse- 
jo federal  antes  de  ponerse  en  vigor 
la  presente  ley,  y  dar  cuenta  de  toda 
modificación  ulterior. 

Art.  4."  Todo  nacimiento,  defunción 
y  matrimonio  deberá  inscribirse  inme- 
diatamente en  el  distrito  en  que  hayan 
tenido  lugar. 

Art.  5."  Los  oficiales  del  Registro 
civil  estarán  encargados: 

a)  De  inscribir  en  los  libros  desti- 
nados al  efecto  los  nacimientos,  defun- 
ciones, proclamas  y  matrimonios  que 
hayan  tenido  lugar  en  su  distrito;  y  pro- 
ceder, tanto  á  la  publicación  de  las  pro- 
clamas, como  á  la  celebración  de  los 
matrimonios; 

b)  De  comunicar  de  oficio,  dentro 
del  término  de  ocho  dias,  á  los  oficia- 
les del  Registro  civil  suizos  del  lugar 
del  domicilio  y  del  pueblode  naturaleza, 
las  inscripciones  de  los  nacimientos, 
defunciones  ó  matrimonios  relativos  á 
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las  personas  que  hayan  estado  domi- 
ciliadas ó  procedan  de  otro  distrito; 

e)  De  inscribir  asimismo  en  las  sub- 
divisiones de  los  registros  de  naci- 
mientos, defunciones  y  matrimonios, 
las  comunicaciones  iguales  á  las  ante- 
riores relativas  á  los  nacimientos,  de- 
funciones y  matrimonios  procedentes 
de  otros  distritos  de  Suiza  ó  del  extran- 
jero, como  también  inscribir  los  divor- 
cios ó  declaraciones  de  nulidad  de  ma- 
trimonio pronunciadas  por  los  tribuna- 
les, siempre  que  éstas  se  reñeran  á  los 
habitantes  dependientes  de  su  jurisdic- 
ción; 

d)  De  expedir  certificaciones  de  es- 
tos registros,  á  petición  de  los  interesa- 
dos, mediante  el  pago  de  los  derechos 
correspondientes; 

e)  De  expedir  notas  estadísticas  y 
dar  noticias  á  las  autoridades  federales 
conforme  á  los  formularios  estableci- 
dos, mediante  una  indemnización  de- 
terminada por  el  Consejo  federal; 

/)  De  llevar  todos  los  demás  libros 
que  se  ordenen  por  las  leyes  ó  regla- 
mentos de  los  cantones,  y  de  expedir 
los  certificados  que  necesiten  las  admi- 
nistraciones cantonales  y  comunales. 

Art.  6.°  Las  actas  del  Registro  civil 
se  inscribirán  por  orden  de  fechas,  á 
continuación  unas  de  otras  y  sin  blan- 
cos, con  una  sola  numeración  correlati- 
va, que  terminará  á  la  conclusión  de 
cada  año. 

No  se  escribirá  nada  en  abreviatura 
y  ninguna  fecha  se  pondrá  en  cifra.  Las 
inscripciones,  raspaduras  y  anotacio- 
nes deberán  estar  salvadas  y  firmadas 
por  el  oficial  del  Registro  civil. 

Art.  7.°  No  podrá  ser  inscrito  en  el 
Registro  civil  aquél  que  en  el  acto  de 
solicitarlo  sea  extranjero. 

Los  apellidos  y  nombres  de  personas 
que  figuren  en  las  actas  deberán  estar 


inscritos  de  conformidad  con  las  actas 
de  nacimiento  y  demás  del  Registro  ci- 
vil, pudiendo  acompañarse  la  indica- 
ción de  la  profesión  ó  de  las  funciones 
que  la  persona  ejerza  ó  haya  ejercido. 

Art.  8.°  El  oficial  del  Registro  civil 
procederá  á  la  inscripción  de  las  actas 
en  los  registros  inmediatamente  des- 
pués de  hecha  la  declaración,  ó  de  la 
recepción  de  las  actas  ó  traslados  de 
los  fallos  que  le  hayan  sido  remitidos. 

Las  inscripciones  y  comunicaciones 
de  oficio  ordenadas  por  la  presente  ley, 
se  harán  sin  gastos. 

Los  demás  extractos  y  copias  estarán 
sujetos  á  derechos  de  expedición,  se- 
gún la  tarifa  establecida  en  cada  dis- 
trito por  los  Gobiernos  cantonales  y 
aprobada  por  el  Consejo  federal. 

Art.  9.°  Los  oficiales  del  Registro  ci- 
vil no  podrán  hacer  modificaciones  ni 
adiciones  en  las  actas  inscritas  en  los 
Registros. 

La  rectificación  de  las  actas  del  Re- 
gistro civil  sólo  podrán  ser  ordenadas 
por  los  tribunales  competentes. 

No  obstante,  cuando  haya  error  ma- 
nifiesto, la  autoridad  cantonal  encarga- 
da de  la  inspección  del  Registro  civil 
podrá  ordenar  la  rectificación  por  la 
vfa  administrativa. 

Deberá  hacerse  mención  sumaria,  al 
margen  de  la  inscripción,  de  todas  las 
decisiones  ó  sentencias  que  ordenen  la 
rectificación  de  un  acta  del  Registro 
civil. 

Art.  10.  Todas  las  piezas  justificati- 
vas que  sirvan  de  base  á  las  inscripcio- 
nes en  los  registros  de  nacimientos, 
defunciones  y  matrimonios,  deberán 
conservarse  por  el  oficial  del  Registro 
civil  y  clasificarse  cada  año  en  tres  se- 
riesdistintas,  de  conformidad  con  el 
artículo  2.°,  dentro  del  orden  de  nume- 
ración del  registro. 
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Art.  11 ,  Los  libros  del  Registro  ci- 
vil y  las  copias  expedidas,  testimonia- 
das con  su  visto  bueno  por  el  oficial 
del  Registro,  serán  documentos  autén- 
ticos, que  harán  plena  fe  en  cuanto  á 
su  contenido,  á  no  ser  que  con  el  trans- 
curso del  tiempo  se  pruebe  que  existe 
falsedad  ó  inexactitud  en  las  indicacio- 
nes ó  asertos  en  que  se  basa  la  inscrip- 
ción. 

Art.  12.  Los  oficiales  del  Registro 
civil  serán  responsables  del  cumpli- 
miento de  sus  deberes  ante  las  autori- 
dades cantonales,  quienes  les  darán  las 
instrucciones  necesarias  de  conformi- 
dad con  la  presente  ley. 

Los  Gobiernos  cantonales  están  obli- 
gados á  ordenar  inspecciones  anuales 
que  vigilen  la  gestión  de  los  oficiales 
del  Registro  civil,  y  de  dirigir  al  Con- 
sejo federal  un  informe  acerca  del  re- 
sultado de  estas  inspecciones. 

En  caso  de  irregularidades  ó  de  abu- 
sos, el  Consejo  federal  tendrá  el  dere- 
cho de  intervenir  y  ordenar  á  los  can- 
tones las  medidas  que  juzgue  necesa- 
rias. El  Consejo  federal  estará,  ade- 
más, autorizado  para  ordenar  que  se 
lleven  á  cabo  inspecciones  especiales. 

Art.  13.  El  Consejo  federal  estará  au- 
torizado á  dar,  cuando  lo  juzgue  útil,  á 
los  agentes  diplomáticos  y  consulares 
de  la  Confederación  en  el  extranjero, 
las  atribuciones  convenientes  para  la 
comprobación  de  nacimientos  y  defun- 
ciones de  los  suizos  que  se  hallen  en  el 
territorio  en  que  ejercen  su  jurisdicción, 
y  para  la  celebración  de  matrimonios 
entre  suizos,  y  entre  éstos  y  extran- 
jeros. 

Con  este  ñn  se  publicarán'  los  regla- 
mentos y  ordenanzas  necesarios  para 
la  base  de  la  presente  ley. 


B.— Disposiciones  especíalos  para  la  inscripción 
en  el  registro  de  nacimientos 

Art.  14.  Todo  nacimiento,  sea  éste 
prematuro  ó  después  del  sexto  mes  de 
la  preñez,  deberá  ser  declarado  verbal- 
mente,  en  el  término  de  tres  días,  al 
oficial  del  Registro  civil  del  distrito  en 
que  aquél  haya  tenido  efecto. 

Los  nacimientos  que  hayan  tenido 
lugar  en  los  establecimientos  públicos 
(casas  de  maternidad,  hospitales,  pri- 
siones, etc.),  serán  declarados  por  nota 
oficial  de  los  Directores  de  estos  esta- 
blecimientos. 

Art.  15.  Estarán  obligados  á  hacer 
la  declaración  de  nacimiento: 

1.°  El  padre  legitimo  ó  su  represen- 
tante con  poder  especial; 

2.°  La  comadrona  ó  el  médico  que 
asista  al  parto; 

3.°  Cualquiera  otra  persona  presen- 
te en  aquel  acto; 

4.°  La  persona  que  se  halle  en  la  vi- 
vienda ó  en  la  casa  donde  haya  tenido 
lugar  el  parto; 

5.°  La  madre,  tan  pronto  como  se 
halle  restablecida. 

Esta  obligación  estará  sucesivamen- 
te impuesta  á  las  personas  arriba  de- 
signadas, y  no  comenzará  más  que  en 
el  caso  de  que  aquéllas  que  le  preceden 
no  lo  hagan  ó  estén  imposibilitadas 
para  hacerlo. 

Art.  16.  La  inscripción  en  el  regis- 
tro de  nacimientos  deberá  contener: 

a)  El  lugar,  año,  mes,  dfa  y  hora 
del  nacimiento. 

En  el  caso  en  que  sobrevengan  dos  ó 
más  jemelos,  se  mencionará  é  indicará, 
lo  más  exactamente  posible,  el  momen- 
to del  nacimiento  sucesivo  de  cada  uno 
de  ellos; 

b)  Los  apellidos,  nombres  y  sexo 
del  recién  nacido; 
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Cuando  éste  nazca  muerto,  ó  fallezca 
antes  de  espirar  el  plazo  fijado  para  la 
declaración,  la  inscripción  no  conten- 
drá el  nombre; 

cj  Los  apellidos  y  nombres,  la  pro- 
fesión, pueblo  de  naturaleza  y  el  domi- 
cilio del  padre  y  la  madre,  si  el  recién- 
nacido  es  legítimo  ó  de  la  madre  sola 
mente,  si  lo  tuvo  fuera  de  matrimonio; 

d)  Los  apellidos,  nombres,  profe- 
sión, pueblo  de  naturaleza  y  domicilio 
del  declarante. 

Inmediatamente  después  de  la  decla- 
ración se  inscribirá  el  nacimiento  en 
el  registro  y  la  inscripción  será  firma- 
da por  el  declarante. 

Cuando  éste  no  sepa  ó  no  pueda  ha- 
cerlo, se  hará  especial  mención  de  este 
hecho  en  el  registro. 

Art.  17.  El  oficial  del  Registro  civil, 
cuando  las  indicaciones  de  la  declara- 
ción no  le  parezcan  dignas  de  fe,  toma- 
rá las  noticias  necesarias  y  no  proce- 
derá á  la  inscripción  hasta  que  esté 
seguro  de  la  exactitud  de  aquellas  in- 
dicaciones. 

Si  el  que  hace  la  declaración  no  es 
conocido,  necesitará  identificar  su  per- 
sona. 

Art.  18.  Las  modificaciones  que  so- 
brevengan en  el  Registro  civil  con  pos- 
terioridad á  la  inscripción  en  el  regis- 
tro de  nacimientos  (fijación  de  la  pa- 
ternidad de  un  hijo  natural  por  senten- 
cia ó  por  reconocimiento  voluntario, 
legitimación,  adopción,  etc.)  serán  por 
petición,  de  uno  de  los  interesados,  ins- 
critas en  el  margen  del  acta  de  naci- 
miento, cuando  los  hechos  sean  com- 
probados por  documentos  auténticos. 

En  el  caso  de  declaración  de  un  hijo 
natural  por  sentencia,  la  autoridad  ju- 
dicial deberá  avisar  al  oficial  del  Re- 
gistro civil  correspondiente. 

El  reconocimiento  de  un  hijo  natural 


en  la  declaración  de  nacimiento,  hecho 
por  el  mismo  que  reconoce  ser  el  padre, 
será  inscrito  en  el  registro  si  la  le- 
gislación cantonal  autoriza  este  reco- 
nocimiento. 

Art.  19.  Respecto  de  los  niños  halla- 
dos, la  autoridad  de  policía  del  munici- 
pio estará  obligada  á  indicar  para  la 
inscripción,  dentro  del  término  de  tres 
días  después  de  que  el  niño  haya  sido 
hallado: 

a)  El  lugar,  la  época  y  las  circuns- 
tancias en  las  cuales  el  niño  haya  sido 
hallado; 

b)  El  sexo  y  su  presunta  edad,  así 
como  las  señas  corporales  y  signos 
particulares  que  puedan  hacerle  reco- 
nocer; 

c)  La  clase  de  los  vestidos  y  otros 
objetos  encontrados  con  el  niño; 

d)  Los  nombres  con  que  se  le  ins- 
criba; 

e)  La  persona  en  casa  de  la  cual 
haya  sido  expuesto  el  niño. 


C— Disposiciones  especiales  para  la  inscripción 
en  los  registros  de  defunciones 

Art.  20.  Toda  defunción  deberá  ser 
anunciada  verbalmente  al  oficial  del 
Registro  civil  del  distrito,  dentro  del 
término  de  cuarenta  y  ocho  horas  lo 
más  tarde. 

Están  obligados  á  hacer  esta  decla- 
ración: el  jefe  de  la  familia,  la  viuda  ó 
el  más  próximo  pariente  del  difunto;  en 
su  defecto,  ó  en  caso  de  imposibilidad, 
el  dueño  de  la  habitación  ó  casa  en  que 
haya  tenido  lugar  la  defunción,  las  per- 
sonas que  estén  presentes  en  el  mo- 
mento de  la  defunción,  ó,  por  úl-timo, 
la  policía  local. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  13, 
14,  párrafo  2  °,  y  15,  último  párrafo,  se- 
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rán  igualmente  aplicables  &  las  decla- 
raciones de  defunciones. 

Art.  21.  No  podrá  efectuarse  inhu- 
mación alguna  sin  el  permiso  de  la  au- 
toridad de  policlalocal,  ni  antes  que  el 
fallecimiento  esté  inscrito  en  el  regis- 
tro correspondiente.  Si  la  inhumación 
ha  tenido  lugar  contra  lo  dispuesto  en 
esta  prescripción,  la  inscripción  sólo 
podrá,  hacerse  con  la  orden  de  la  auto- 
ridad encargada  de  la  vigilancia  del 
Registro  civil,  después  de  la  comproba- 
ción de  los  hechos. 

Art.  22.  El  registro  de  defunciones 
deberá  contener: 

a)  El  ano,  mes,  día,  hora  y  lugar  de 
la  defunción; 

b)  Los  apellidos,  nombres  y,  caso 
de  que  existan,  los  sobrenombres  del 
difunto  y  sus  parientes,  pueblo  de  su 
naturaleza  y  domicilio  (en  las  ciudades, 
la  calle  y  el  número  de  la  casa),  su  re- 
ligión, profesión  y  estado  civil  (soltero, 
casado,  viudo  ó  divorciado),  el  año, 
mes  y  día  de  su  nacimiento; 

c)  Los  apellidos,  nombres  y  profe- 
sión del  cónyuge  superviviente,  difunto 
ó  divorciado; 

d)  La  causa  de  su  fallecimiento,  cer- 
tificada por  el  médico  siempre  que  sea 


Inmediatamente  después  de  la  decla- 
ración se  inscribirá  la  defunción  en  el 
registro  y  la  inscripción  la  firmará  el 
declarante. 

Cuando  el  declarante  no  sepa  ó  no 
pueda  firmar,  se  hará  en  el  registro  es- 
pecial mención  de  este  hecho. 

Art.  23.  Cuando  á  una  persona  des- 
conocida se  la  encuentre  muerta  en  el 
distrito  del  Registro  civil,  la  declara- 
ción de  su  defunción  se  hará  por  la  po- 
licía comunal. 

Esta  inscripción  contendrá: 

a)    El  lugar,  época  y  circunstancias 


en  las  cuales  fué  encontrado  el  ca- 
dáver; 

b)  El  sexo  y  la  edad  presunta  del 
difunto; 

c)  Las  señas  corporales  y  signos 
particulares  que  puedan  hacerle  reco- 
nocer; 

d)  La  clase  de  sus  vestidos,  y  cuales 
quiera  otros  objetos  encontrados  en  el 
cadáver; 

e)  La  causa  probable  de  su  muerte. 

Los  nombres  y  el  pueblo  de  su  natu- 
raleza deberán  ser  inscritos  tan  pronto 
como  sean  conocidos. 

Art.  24.  Las  personas  desapareci- 
das, cuya  defunción  sea  reconocida  por 
el  juzgado,  serán  inscritas  en  el  regis- 
tro de  defunciones  con  la  nota  de  que 
esta  inscripción  tuvo  lugar  en  virtud  de 
declaración  de  muerte,  hecha  por  la  au- 
toridad competente. 

La  autoridad  que  declare  la  defun- 
ción deberá  ponerla  en  conocimiento 
del  oficial  del  Registro  civil  del  último 
domicilio  conocido  de  la  persona,  ó  al 
oficial  del  pueblo  de  su  naturaleza. 

D.— Disposiciones  especiales  relativas  á  ln  cele- 
bración de  matrimonio  j   modo  de  llevar  estos 

I.— De  las  cualidades  y  condiciones  ne- 
cesarias para  contraer  matrimonio 

Art.  25.  El  derecho  al  matrimonio 
se  halla  bajo  el  amparo  de  la  Confede- 
ración. 

No  podrá  fundarse  impedimento  para 
el  matrimonio  en  motivos  de  confesión, 
indigencia  de  cualquiera  de  los  espo- 
sos, en  su  conducta  ni  en  cualquier 
otro  motivo  de  policía. 

Será  reconocido  como  válido  en  toda 
la  Confederación  el  matrimonio  consu- 
mado en  un  cantón  ó  en  el  extranjero, 


LEYES  0RGÁNICA8  COMPLEMENTARIAS  DE  SUIZA 


49 


de  conformidad  con  la  legislación  vi- 
gente. 

La  mujer  adquiere  por  el  matrimonio 
el  derecho  de  ciudadanía  y  de  vecindad 
de  su  marido. 

Los  hijos  nacidos  antes  del  matrimo- 
nio quedarán  legitimados  por  el  subsi- 
guiente matrimonio  de  sus  padres. 

No  podrá  percibirse  ninguna  cuota  de 
admisión  ni  otra  tasa  análoga  de  cual- 
quiera de  los  esposos  (art.  54  de  la 
Constitución  federal). 

Art.  26.  Ningún  matrimonio  será  vá- 
lido sin  el  consentimiento  libre  de  los 
esposos.  La  violencia,  el  fraude  ó  el 
error  en  la  persona  de  uno  de  los  espo- 
sos excluirán  la  presunción  de  consen- 
timiento. 

Art.  27.  Para  contraer  matrimonio, 
el  hombre  deberá  tener  cumplida  la 
edad  de  dieciocho  años  y  la  mujer  la  de 
dieciséis. 

Las  personas  que  todavía  no  tengan 
veinte  años  cumplidos  no  podrán  con- 
traer matrimonio  sin  la  autorización 
de  sus  respectivos  parientes  (padre  ó 
madre),  que  ejerzan  la  patria  potestad. 
Si  hubieren  fallecido  ó  estuvieren  im- 
posibilitados para  manifestar  su  volun- 
tad,  será  necesario  el  consentimiento 
del  tutor.  Contra  la  negativa  de  éste 
podrán  los  interesados  interponer  re- 
curso ante  la  autoridad  tutelar  supe- 
rior. 

Art.  28.  El  matrimonio  está  prohi- 
bido: 

1.°  A  las  personas  que  ya  estén  ca- 
sadas; 

2.°  Por  causa  de  parentesco  ó  de  afi- 
nidad: 

a)  Entre  ascendientes  y  descendien- 
tes de  todos  los  grados,  hermanos  y 
hermanos  carnales,  consanguíneos  ó 
uterinos,  tío  y  sobrina,  tía  y  sobrino, 
sea  el  parentesco  legitimo  ó  natural; 
Tomo  VIII.—  Instituciones  jtjbídicas. 


b)  Entre  afines  en  linea  directa,  as- 
cendente ó  descendente,  padres  é  hijos 
adoptados; 

3.°    A  los  locos  y  á  los  imbéciles. 

Las  viudas,  las  mujeres  divorciadas, 
así  como  las  mujeres  cuyo  matrimonio 
hayasidodeclarado  nulo,  no  podrán  con- 
traer nuevo  matrimonio  antes  de  trans- 
curridos trescientos  dfas  á  contar  des- 
de la  disolución  de  aquél. 

II.—  De  las  formalidades  relativas  á  la 
celebración  del  matrimonio 

Art.  29.  A  toda  celebración  de  matri- 
monio dentro  del  territorio  de  la  Con- 
federación deberá  preceder  la  publica- 
ción de  las  promesas  de  matrimonio. 

Esta  publicación  se  hará  en  el  lugar 
del  domicilio  y  en  el  pueblo  de  la  natu- 
raleza de  cada  uno  de  los  contrayentes. 
Cuando  la  publicación  deba  tener  lugar 
en  el  extranjero  y  aquélla  sea  rechaza- 
da como  inútil  ó  inadmisible,  con  arre- 
glo á  las  leyes  del  país,  se  reemplazará 
la  publicación  con  un  certificado  expe- 
dido en  forma  auténtica. 

Art.  30.  Para  proceder  á  la  publica- 
ción de  la  promesa  de  matrimonio,  el 
oficia]  del  Registro  civil  hará  pre- 
sentar: 

a)  Las  actas  de  nacimiento  d  e  los 
dos  esposos; 

b)  Para  las  personas  que  no  hayan 
cumplido  los  veinte  años,  una  declara- 
ción de  consentimiento  de  los  que  ejer- 
zan la  patria  potestad  respectiva,  ó  del 
tutor,  ó,  por  último,  de  la  autoridad  tu- 
telar competente. 

Art.  31.  Si  de  las  declaraciones  y 
documentos  presentados  resultare  la 
prueba  de  que  se  han  cumplido  las  con- 
diciones prescritas,  el  oficial  del  Regis- 
tro civil  levantará  acta  de  la  promesa 
de  matrimonio,  procederá  á  su  publi- 
cación, y  la  transmitirá  después,  de  ofi. 
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ció,  á  los  oficiales  del  Registro  civil  sui- 
zos y  extranjeros  en  cuyos  distritos 
deba  tener  lugar  la  publicación,  de  con- 
formidad con  el  art.  29. 
.  Todas  estas  operaciones  se  harán  sin 
gastos  en  lo  que  se  refiera  á  los  oficia- 
les del  Registro  civil  suizos. 

Estos  estarán  obligados  á  dar  inme- 
diatamente curso  á  los  requerimientos 
que  les  dirijan  las  autoridades  extran- 
jeras para  el  matrimonio  de  ciudada- 
nos suizos  ó  de  sometidos  á  jurisdic- 
ción extranjera,  nacidos  ó  residentes 
en  Suiza. 

Si  el  futuro  esposo  fuere  extranjero 
en  Suiza,  la  publicación  no  se  hará  sin 
la  presentación  de  una  declaración  de 
las  autoridades  extranjeras  competen- 
tes, afirmando  que  el  matrimonio  será 
reconocido  con  todas  sus  consecuen- 
cias legales. 

Los  Gobiernos  cantonales  estarán  fa- 
cultados para  dispensar  de  esta  forma- 
lidad y  admitir,  en  defecto  de  la  decla- 
ración exigida,  cualquier  otra  justifica- 
ción que  consideren  suficiente. 

Art.  32.  El  acta  de  promesa  de  ma- 
trimonio contendrá: 

Los  apellidos  y  nombres,  profesión, 
domicilio  y  pueblo  de  naturaleza  de  los 
futuros  esposos  y  sus  padres;  para  las 
personas  viudas  ó  divorciadas,  los  ape- 
llidos y  nombres  de  su  cónyuge  ante- 
rior, y,  por  último,  el  plazo  fijado  para 
formular  las  oposiciones. 

Art.  33.  En  todo  el  territorio  de  la 
Confederación  esta  publicación  sehará 
por  el  oficial  del  Registro  civil  designa- 
do por  la  ley,  de  la  misma  manera  para 
todas  las  promesas  de  matrimonio,  por 
medio  de  edictos  ó  por  su  inserción  en 
el  periódico  oficial. 

Art.  34.  Las  oposiciones  al  matri- 
monio deberán  ser  presentadas  en  el 
plazo  de  diez  días  después  de  la  publi- 


cación de  las  promesas  de  matrimonio 
ante  los  oficiales  del  Registro  civil  que 
hayan  procedido  á  aquélla.  Cuarenta  y 
ocho  horas  después  de  la  terminación 
de  aquel  plazo,  los  oficiales  del  Regis- 
tro civil  que  hayan  procedido  á  la  pu- 
blicación, deberán  avisar  al  oficial  del 
domicilio  del  esposo,  si  ha  habido  ó  no 
oposición. 

Toda  oposición  que  no  esté  fundada 
en  cualquiera  de  los  motivos  previstos 
en  los  artículos  24,  27  y  28  de  la  presen- 
te ley,  deberá  rechazarse  de  oficio  y  no 
podrá  ser  tomada  en  consideración 

Art.  35.  Toda  oposición  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio  se  comunicará  al 
esposo  por  conducto  del  oficial  del  Re- 
gistro civil  de  su  domicilio;  el  esposo 
deberá  declarar,  en  el  término  de  diez 
días,  si  reconoce  ó  impugna  lo  bien  fun- 
dado de  esta  oposición.  En  este  último 
caso  la  declaración  del  esposo  se  co- 
municará al  oponente,  el  cual  deberá, 
en  el  término  de  otros  diez  días,  inten- 
tar la  acción  correspondiente  ante  el 
juzgado  competente  del  lugar  del  domi- 
cilio del  esposo,  ó,  si  éste  último  no  tie- 
ne domicilio  en  Suiza,  ante  el  juzgado 
competente  del  domicilio  en  que  se  en- 
cuentre. 

Si  la  acción  no  se  ha  intentado  en  el 
tiempo  prefijado,  se  dará  por  termina- 
da la  oposición. 

Art.  36.  Al  finalizar  el  plazo  de  ca- 
torce días  después  de  la  publicación  de 
las  promesas  de  matrimonio  en  el  do- 
micilio del  esposo,  el  oficial  del  Regis- 
tro civil  de  este  domicilio,  si  no  se  ha 
anunciado  oposición  alguna  ó  si  ésta  ha 
sido  rechazada  por  el  juzgado  compe- 
tente, librará  un  certificado  de  publica- 
ción haciendo  constar  que  la  publica- 
ción legal  ha  tenido  lugar  y  que  no 
existe  oposición  alguna  á  la  celebrar 
ción  del  matrimonio. 
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La  publicación  dejará  de  ser  válida 
si  en  el  espacio  de  seis  meses  no  se  hu- 
biere verificado  la  celebración  del  ma- 
trimonio. 

Art.  37.  Una  vez  presentado  el  cer- 
tificado de  publicación,  el  oficial  del 
Registro  civil  procederá  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio,  la  cual  tendrá  lu- 
gar, por  regla  general,  en  el  distrito  del 
domicilio  del  esposo. 

En  caso  de  peligro  de  muerte,  el  ofi- 
cial del  Registro  civil  podrá,  con  per- 
miso de  la  autoridad  cantonal  com- 
petente, proceder  á  la  celebración 
del  matrimonio,  sin  previa  publica- 
ción. 

Con  autorización  escrita  del  oficial 
del  Registro  civil  del  domicilio  del  es- 
poso, el  matrimonio  podrá  celebrarse 
ante  el  oficial  de  cualquier  otro  distrito 
en  el  territorio  de  la  Confederación.  En 
este  caso,  dicho  oficial  deberá  expedir 
inmediatamente  una  copia  del  acta  de 
matrimonio  para  su  inscripción  en  los 
registros  oficiales  del  domicilio  de  los 
contrayentes. 

Si  el  esposo  fuese  extranjero,  el  ma- 
trimonio no  podrá  celebrarse  sin  la 
presentación  de  una  declaración  de  la 
autoridad  extranjera  competente,  en  la 
que  se  haga  constar  que  aquél  será  re- 
conocido por  ella  con  todas  sus  conse- 
cuencia legales. 

Queda  á  salvo,  sin  embargo,  el  dere- 
cho de  dispensa  de  los  Gobiernos  can- 
tonales, previsto  en  el  art.  31,  último 
párrafo. 

Art.  38.  Para  la  celebración  de  los 
matrimonios  deberán  tenerse  destina- 
dos al  menos  dos  días  por  semana. 

El  matrimonio  tendrá  lugar  pública- 
mente cuando  se  celebrase  en  la  sala 
de  un  edificio  público. 

En  caso  de  enfermedad  grave  d  e  uno 
de  Jos  esposos,  comprobada  por  certi- 


ficado facultativo,  el  matrimonio  podrá 
celebrarse  en  casa  particular. 

En  todos  estos  casos  será  necesaria 
la  presencia  de  dos  testigos  mayores  de 
edad. 

Art.  39.  La  celebración  del  matri- 
monio se  verificará  de  la  siguiente  ma- 
nera: 

El  oficial  del  Registro  civil  pregunta- 
rá separadamente  á  cada  uno  de  los 
esposos: 

«N.  N ¿declaráis  querer  tomar  por 

e^bsa  á  N.  N ?» 

«N.  N ¿declaráis  querer  tomar  por 

esposo  á  N.  N ?» 

«En  virtud  de  la  declaración  que  los 
dos  acabáis  de  hacer,  os  declaro,  en 
nombre  de  la  ley,  unidos  por  el  vinculo 
del  matrimonio.» 

Inmediatamente  después  de  esta  de- 
claración se  inscribirá  el  matrimonio 
en  el  registro  y  será  firmada  por  los  es- 
posos y  testigos. 

Art.  40.  Sólo  podrá  tener  lugar  el 
matrimonio  religioso  después  de  haber 
sido  celebrado  legalmente  por  el  furr 
cionario  civil  y  previa  presentación  del 
correspondiente  certificado. 

Art.  41.  Los  esposos  tendrán  la  obli- 
gación de  declarar  al  oficial  del  Regis- 
tro civil  del  lugar  de  su  domicilio,  en  el 
acto  dala  celebración  del  matrimonio, 
ó  lo  más  tarde  en  el  término  de  treinta 
días,  los  hijos  que  tengan,  si  los  tuvie- 
ren, y  que  son  legitimados  por  este 
acto. 

No  obstante,  si  por  un  motivo  cual- 
quiera esta  declaración  no  se  inscribie- 
se, no  podrá  resultar  de  esta  omisión 
ningún  perjuicio  para  los  derechos  de 
los  hijos  nacidos  antes  de!  matrimonio 
ni  para  los  de  sus  descendientes. 

Art.  42.  El  registro  de  matrimonios 
deberá  contener: 

a)    Los  apellidos  y  nombres,  pueblo 
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de  naturaleza  y  del  domicilio,  profesión 
y  fecha  del  nacimiento  de  cada  uno  de 
los  esposos; 

b)  Los  apellidos  y  nombres,  profe- 
sión y  domicilio  de  sus  padres; 

e)  Los  apellidos  y  nombres  del  cón- 
yuge difunto  ó  divorciado,  cuando  uno 
de  los  esposos  ha  estado  casado,  así 
como  la  fecha  de  la  defunción  ó  del  di- 
vorcio; 

d)  La  fecha  de  la  publicación  de  la 
promesa  de  matrimonio; 

e)  La  fecha  de  la  celebración;     4^ 

f)  La  lista  de  documentos  deposi- 
tados; 

g)  Los  apellidos,  nombres  y  domici- 
lio de  los  testigos. 


E.— Disposiciones  relativas  al  divorcio,  nulidad 
del  matrimonio  é  inscripciones  que  se  han  de 
hacer  en  estos  casos. 


Art.  43.  Las  acciones  de  divorcio  y 
nulidad  de  matrimonio  deberán  incoarse 
ante  el  tribunal  del  domicilio  del  mari- 
do. Queda á  salvo  el  recurso  ante  el  Tri- 
bunal federal,  de  conformidad  con  el 
art.  29  de  la  ley  de  organización  judicial 
federal  del  21  de  Junio  de  1874. 

A  falta  de  domicilio  dentro  de  la  Con- 
federación, la  acción  podrá  intentarse 
en  el  lugar  de  la  residencia  ó  en  el  últi- 
mo domicilio  que  el  marido  haya  tenido 
en  Suiza. 

Art.  44.  Una  vez  intentada  la  acción 
(art.  43),  el  tribunal  permitirá  á  la  mu- 
jer, á  su  instancia,  vivir  separada  de  su 
marido,  y  adoptará,  en  general,  duran- 
te el  proceso,  las  medidas  necesarias 
para  el  sostenimiento  de  aquélla  y  de 
sus  hijos. 

Art.  45.  Cuando  los  dos  esposos  pi- 
dan el  divorcio,  el  tribunal  dictará  sen- 
tencia si  de  las  circunstancias  resulta-  1 


re  ser  imposible  la  continuación  del  ma 
trimonio. 

Art.  46.  A  instancia  de  uno  de  los 
dos  esposos  deberá  decretarse  el  di- 
vorcio: 

a)  Por  adulterio,  si  no  hubiesen 
transcurrido  más  de  seis  meses  des- 
pués que  el  esposo  ofendido  tuvo  de 
ello  conocimiento; 

b)  Por  atentado  á  la  vida,  por  sevi- 
cia ó  injurias  graves; 

e)  Por  haber  impuesto  al  otro  una 
condena  á  pena  infamante; 

d)  Por  abandono  malicioso,  cuando 
dure  más  de  dos  años,  ó  cuando  una 
notificación  judicial  fije  un  plazode  seis 
para  el  regreso  y  trascurran  sin  que 
se  haya  verificado; 

e)  Por  enajenación  mental,  cuando 
dure  más  de  tres  años  y  sea  declarada 
incurable. 

Art.  47.  Si  no  existiese  ninguna  de 
estas  causas  de  divorcio,  y  sin  embar- 
go, resultare  de  las  circunstancias  que 
el  lazo  conyugal  está  moral  mente  di- 
suelto, el  tribunal  podrá  decretar  el  di- 
vorcio ó  la  separación  de  cuerpos. 

Esta  separación  no  podrá  ser  decreta- 
da por  más  de  dos  años.  Si  transcurrido 
este  término  no  hubo  reconciliación  en- 
tre los  esposos,  la  demanda  de  divorcio 
podrá  ser  renovada  y  el  tribunal  en  este 
caso  decretará  el  divorcio  después  de 
haberlos  exhortado  en  vano  á  la  conci- 
liación. 

Art.  48.  En  caso  de  divorcio  por  cau- 
sa determinada,  el  esposo  contra  el 
cual  se  haya  pronunciado  no  podrá 
contraer  nuevo  matrimonio  hasta  trans- 
currido el  plazo  de  un  año  después  de 
dictada  la  sentencia. 

Este  plazo  podrá  alguna  vez  ampliar- 
se á  tres  ó  más  años  á  juicio  del  tri- 
bunal. 

Art.  49.    Los  efectos  ulteriores  del 
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divorcio  ó  de  la  separación  de  cuerpo 
en  cuanto  á  la  persona  de  los  esposos. 
á,  sus  bienes,  á  la  educación  é  instruc- 
ción de  los  hijos  y  á  Jas  indemnizacio- 
nes á  cargo  de  la  parte  culpable,  serán 
reglamentadlas  por  la  legislación  del 
cantón  á  cuya  jurisdicción  esté  some- 
tido el  marido. 

El  tribunal  proveerá  sobre  estas 
cuestiones  de  oficio  ó  á  instancia  de 
parte,  al  mismo  tiempo  que  sobre  la 
demanda  de  divorcio. 

Los  cantones  que  no  tengan  disposi- 
ciones legislativas  á  este  efecto,  están 
obligados  á  promulgarlas  en  el  término 
fijado  por  la  Constitución  federal. 

Art.  50.  El  matrimonio  contraído  sin 
el  consentimiento  libre  de  los  dos  espo- 
sos ó  de  uno  de  ellos,  por  violencia, 
fraude  ó  error  en  la  persona,  podrá  ser 
declarado  nulo  en  virtud  de  demanda 
de  la  parte  lesionada. 

La  acción  de  nulidad  no  será  admi- 
sible si  han  transcurrido  más  de  tres 
meses  desde  que  el  esposo  ha  adquirido 
su  plena  libertad  ó  reconocido  el  error. 

Art.  51.  El  pleito  sobre  nulidad  del 
matrimonio  deberá  seguirse  de  oficio, 
siempre  que  se  haya  celebrado  en  con- 
tradicción con  lo  dispuesto  en  el  art.  28, 
números  1.°,  2.°  y  3.° 

Art.  52.  El  matrimonio  celebrado 
entre  dos  esposos  que  no  tengan  toda- 
vía la  edad  fijada  en  el  art.  27,  ó  uno 
de  los  cuales  no  haya  llegado  á  dicha 
edad,  podrá  ser  declarado  nulo  á  ins- 
tancias del  padre,  de  la  madre  ó  del 
tutor. 

Sin  embargo,  esta  acción  de  nulidad 
no  deberá  admitirse: 

a)  Cuando  los  esposos  hayan  llega- 
do ala  edad  legal; 

b)  Cuando  la  mujer  se  halle  en 
cinta; 

c)  Cuando  el  padre,  la  madre  ó  el 


tutor  hayan  dado  su  consentimiento  pa- 
ra el  matrimonio. 

Art.  53.  La  nulidad  del  matrimonio 
celebrado  sin  el  consentimiento  de  los 
padres  ó  tutores  (art.  27,  párrafo  2  °)  y 
sin  que  las  publicaciones  prescritas  por 
la  ley  hayan  tenido  lugar,  sólo  podrá 
pedirse  por  aquéllos  cuyo  consenti- 
miento se  requiere»  y  solamente  cuan- 
do los  esposos  no  tengan  aun  la  edad 
legal. 

Art.  54.  Un  matrimonio  contraído 
en  el  extranjero  bajo  el  amparo  de  la 
legislación  que  allí  esté  en  vigor,  sólo 
podrá  declararse  nulo  cuando  la  nuli- 
dad resulte  al  mismo  tiempo  de  la  le- 
gislación extranjera  y  de  las  disposi- 
ciones de  la  presente  ley. 

Art.  55.  El  matrimonio  que  haya  si- 
do declarado  nulo  producirá,  sin  em- 
bargo, los  efectos  civiles  de  un  matri- 
monio legítimo,  tanto  con  respecto  á  los 
esposos  como  á  los  hijos  nacidos  ó  le- 
gitimados por  consecuencia  de  este  ma- 
trimonio, cuando  haya  sido  contraído 
de  buena  fe  por  ambas  partes. 

Si  la  buena  fe  existe  sólo  por  parte 
de  uno  de  los  esposos,  el  matrimonio 
sólo  producirá  los  efectos  civiles  de 
uno  legítimo  en  favor  de  este  esposo  y 
de  los  hijos. 

Por  último,  si  ninguno  de  los  esposos 
hubiese  procedido  de  buena  fe,  los  efec- 
tos civiles  aprovecharán  únicamente  á 
los  hijos,  del  mismo  modo  que  si  el 
matrimonio  fuera  válido. 

Art.  56.  En  cuanto  á  los  matrimo- 
nios celebrados  entre  extranjeros,  no 
podrá  admitirse  ninguna  acción  de  di- 
vorcio ó  de  nulidad  por  los  tribunales, 
*si  no  se  probare  que  el  Estado  de  don- 
de los  esposos  proceden  reconocerá  la 
sentencia  que  se  pronuncie. 

Art.  57.  Todas  las  sentencias  pronun- 
ciadas en  cuestiones  de  divorcio  ó  nuli- 
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dad  de  matrimonio.deberán  ser  transmi- 
tidas inmediatamente  por  el  tribunal 
que  las  dicte  á  los  oficiales  del  Registro 
civil  del  lugar  del  domicilio  y  del  de  ori- 
gen, y  anotadas  por  éstos  en  el  Registro 
al  margen  del  acta  de  matrimonio. 

F. — Disposiciones  penales 

Art  58.  Los  oñciales  del  Registro 
civil  serán  responsables,  para  con  las 
partes  interesadas,  de  todos  los  perjui- 
cios causados  por  su  negligencia  ó  por 
inobservancia  de  sus  .deberes. 

Art.  59.  Deberán  ser  perseguidos  y 
penados  de  oñcio  ó  por  querella  ante 
juez: 

1.°  Con  multa  que  podrá  elevarse 
hasta  100  francos,  aquéllos  que  no  ha- 
yan observado  las  disposiciones  de  los 
artículos  14, 15,  20  y  21,  relativas  á  las 
declaraciones  de  nacimientos  y  defun- 
ciones; 

2.°  Con  multa  que  podrá  elevarse 
hasta  300  francos,  los  oficiales  del  Re- 
gistro civil  que  hayan  infringido  los  de- 
beres impuestos  por  la  presente  ley,  así 
como  los  eclesiásticos  que  hayan  in- 
fringido las  disposiciones  del  art.  40. 
En  caso  de  reincidencia,  la  multa  será 
doble  y  el  funcionario  destituido. 

Los  eclesiásticos  serán  igualmente 
responsables  para  con  los  interesados 
de  las  consecuencias  civiles. 

Las  partes  interesadas  tendrán  el  de- 
recho á  recurrir  ante  el  Tribunal  fede- 
ral contra  las  decisiones  de  los  tribuna- 
les cantonales  respecto  á  la  aplicación 
de  las  disposiciones  del  presente  ar- 
tículo. 


O. — Disposiciones  finales 

Art.  60.  Los  reglamentos  cantonales 
dictados  para  la  mejor  ejecución  de  la 
presente  ley,  deberán  ser  sometidos  á 
la  aprobación  del  Consejo  federal. 

Art.  61.  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  el  1.°  de  Enero  de  1876,  salvo  lo 
prescrito  en  el  art.  89  de  la  Constitución 
federal  y  de  la  ley  federal  del  17  de  Ju- 
nio de  1874,  relativas  á  las  votaciones 
populares,  con  arreglo  á  las  leyes  y  de- 
cretos federales. 

Art.  62.    (Derogatorio.) 

H. — Disposiciones  transitorias 

Art.  63.  Las  separaciones  de  cuer- 
po, definitivas  ó  temporales,  decreta- 
das antes  de  entrar  en  vigor  la  presente 
ley,  podrán  dar  lugar  auna  acción  de  di- 
vorcio, si  las  causas  en  que  aquéllas 
tengan  su  fundamento  pudieran ,  según 
la  presente  ley,  motivar  aquél. 

Art.  64.  Los  cantones  tendrán  obli- 
gación de  proveer  á  los  funcionarios  ci- 
viles de  todos  los  libros  y  actas  relati- 
vas al  Registro  civil,  y  de  los  modelos 
de  estos  registros  y  actas,  mientras  sea 
necesario. 

Puesta  en  vigor  la  presente  ley,  los 
nuevos  oficiales  del  Registro  civil  serán 
los  únicos  autorizados  para  expedir  cer- 
tificados y  extractos  de  los  registros  de 
su  dependencia. 

Art.  65.  En  el  caso  de  que  los  regis- 
tros actuales,  relativos  á  las  personas, 
no  mencionen  más  que  el  bautismo  y  no 
el  nacimiento,  la  copia  de  la  partida 
bautismal  podrá  reemplazar  el  acta  de 
nacimiento  prevista  en  el  art.  3.°,  le- 
tra A. 
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IV 


LEY  FEDERAL  DE  27  DE  JUNIO  DE  1874, 
SOBRE    ORGANIZACIÓN    JUDICIAL    FEDERAL 


I. — Disposiciones  generales 

Extracto  (a) 

El  Tribunal  federal  se  compondrá  de 
nueve  miembros  titulares  y  nueve  su- 
plentes, nombrados  por  la  Asamblea 
federal  entre  los  elegibles  para  el  Con- 
sejo nacional  (artículos  1.°,  2.°  y  3.°). 

Existirá  incompatibilidad  entre  el 
ejercicio  de  esta  función  y  cualquier  otra 
profesión  (art.  4.°).  Los  miembros  del 
Tribunal  serán  nombrados  por  seis 
años;  el  Presidente  y  Vicepresidente 
por  dos  años;  el  Tribunal  nombrará  dos 
Secretarios  (artículos  6.°,  7.°  y  8.°). 

Las  decisiones  sólo  podrán  tomarse 
con  el  concurso  de  siete  miembros  al 
menos  (art.  10),  y  las  partes  tendrán  el 
derecho  de  recusación  en  los  casos  es- 
trictamente fijados,  donde  la  imparcia- 
lidad del  juez  pueda  ser  dudosa  (ar- 
ticulo 17).  Las  deliberaciones  serán  pú- 
blicas (art.  20). 

La  policía  de  la  Audiencia  pertenecerá 
al  Presidente,  que  podrá,  en  caso  de  re- 
sistencia, ordenar  ladetención  por  vein- 
ticuatro horas  (art.  22).  Cada  año  el 


(a)  Con  objeto  de  incluir  en  este  tomo  el  ma- 
yor número  posible  de  leyes  y  Códigos,  adopta- 
remos en  las  que  consideremos  de  menos  novedad 
6  importancia  general,  el  método  seguido  por 
algunos  publicistas  extranjeros,  de  extractar  las 
partes  generaljs  y  de  menos  interés,  si  bien  dan- 
do una  idea  clara  y  exacta  de  su  contenido,  y 
transcribiendo  literalmente  lo  que  nos  parezca 
más  digno  de  imitación  ó  de  ser  conocido  en  to- 
dos sus  detalles. 


Tribunal  dirigirá  á  la  Asamblea  federal 
una  Memoria  relativa  á  los  diversos 
ramos  de  la  administración  de  justicia 
(artículo  24). . 

II.— Administración  de  justicia  en  lo 

civil 

La  competencia  del  Tribunal  en  mate- 
ria civil  está  regulada  por  los  artículos 
siguientes: 

«Art.  27.  El  Tribunal  federal  conoce- 
rá de  las  cuestiones  de  derecho  civil: 

1.°  Entre  la  Confederación  y  uno  ó 
más  cantones; 

2.°  Entre  corporaciones  ó  particula- 
res como  demandantes  y  la  Confedera- 
ción como  demandada,  siempre  que  el 
capital  objeto  del  litigio  ascienda  á 3.000 
francos  por  lo  menos; 

3.°    Entre  los  cantones; 

4.*  Entre  éstos  de  una  parte  y  las 
corporaciones  ó  particulares  de  otra, 
cuando  el  capital  en  litigio  ascienda  á 
3.000  francos  por  lo  menos,  y  que  una 
de  las  partes  lo  pida. 

Conocerá,  además,  de  las  diferencias 
concernientes  al  heimat-losat ,  según 
la  ley  del  3  de  Diciembre  de  1850,  asi 
como  de  las  cuestiones  que  surjan  en- 
tre ayuntamientos  de  diferentes  canto- 
nes tocante  al  derecho  de  ciudadanía 
(art.  110  de  la  Constitución  federal). 

Art.  28.  El  Tribunal  federal  conoce- 
rá, además,  de  todas  las  cuestiones  que 
la  legislación  federal  declara  de  la  com- 
petencia de  aquél  por  leyes  especiales 
(art.  114  de  la  Constitución  federal). 
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El  Tribunal  federal  conocerá  particu- 
larmente, en  virtud  de  leyes  federales 
existentes: 

a)  De  las  contiendas  en  materia  de 
expropiación  para  construcción  de  fe- 
rrocarriles ó  para  otros  trabajos  de  uti- 
lidad pública,  á  los  cuales  la  Asamblea 
federal  declare  que  es  aplicable  la  ley 
federal  del  1.°  de  Mayo  de  1850,  y  se- 
gún las  disposiciones  de  esta  ley,  la 
del  18  de  Julio  de  1857; 

b)  De  los  divorcios  de  matrimonios 
mixtos^  por  la  aplicación  de  la  ley  fede- 
ral del  3  de  Febrero  de  1862; 

c)  De  todas  las  cuestiones  de  dere- 
cho privado  entre  la  Confederación  y 
una  compañía  de  ferrocarriles,  con 
arreglo  al  art.  39  de  la  ley  federal  de  23 
de  Diciembre  de  1872,  relativa  á  ferro- 
carriles, y  especialmente  de  las  accio- 
nes de  daños  y  perjuicios  previstos  en 
los  artículos  14,  19, 24  y  33  de  la  citada 

ley; 

d)  De  las  acciones  de  daños  y  per- 
juicios de  las  administraciones  de  ferro- 
carriles contra  los  particulares,  en  el 
caso  previsto  en  el  art.  15,  párrafo  2.°, 
de  la  referida  ley. 

e)  De  las  acciones  en  daños  y  per- 
juicios entre  las  administraciones  de 
ferrotarriles,  en  el  caso  previsto  en  el 
art.  30,  párrafo  3.a,  de  la  citada  ley; 

f)  De  todas  las  cuestiones  que  sur- 
jan con  ocasión  de  la  liquidación  for- 
zosa de  las  compañías  de  ferrocarriles, 
con  arreglo  á  lo  prescrito  en  la  ley  fe- 
deral del  24  de  Junio  de  1874  sobre  la 
materia. 

Art.  29.  En  las  causas  donde  se  tra- 
te de  la  aplicación  de  leyes  federales 
por  los  tribunales  cantonales,  y  cuan- 
do el  objeto  del  litigio  sea  de  un  valor 
menor  de  3.000  francos  ó  no  suscepti- 
ble de  estimación,  cada  parte  tendrá 
el  derecho  de  recurrir  al  Tribunal  fede- 


ral para  obtener  la  revocación  de  la 
sentencia  dictada  en  última  instancia 
por  el  tribunal  cantonal. 

Art.  30.    El  total  á  que  ascienda  el  ca- 
pital será  determinado  por  la  cantidad 
en  litigio  en  la  última  instancia  can 
tonal. 

Las  partes  podrán  convenir  que  en 
estos  litigios  la  sentencia  (en  el  fondo) 
de  primera  instancia  sea  sometida  di- 
rectamente al  Tribunal  federal  sin  recu- 
rrir á  la  segunda  instancia  cantonal. 

Art.  31.  El  Tribunal  federal  estará 
obligado  á  conocer,  además  de  los  li- 
tigios previstos  en  los  artículos  27  al  29: 

1.°  De  aquéllos  que  la  Constitución  6 
la  legislación  de  un  cantón  declaren  de 
e.ntemano  de  la  competencia  del  Tri- 
bunal federal.  Semejantes  disposicio- 
nes no  serán  válidas  sin  el  previo  acuer- 
do de  la  Asamblea  federal; 

2.°  De  aquéllos  que  se  le  sometan 
por  convenio  de  las  partes,  y  cuyo  ob- 
jeto ascienda  al  valor  de  3.000  francos 
por  lo  menos  (art.  3.*  de  la  Constitución 
federal.) 

III.  —  Administración  de   la  justicia 

penal 

Art.  32.  El  Tribunal,  asistido  del  Ju- 
rado, el  cual  estatuirá  sobre  los  hechos, 
conocerá  en  materia  penal: 

1 .°  De  los  casos  de  alta  traición  con- 
tra la  Confederación,  y  de  rebelión  ó 
violencia  contra  las  autoridades  fede- 
rales; 

2.°  De  los  crímenes  y  delitos  contra 
el  derecho  de  gentes; 

3.°  De  los  crímenes  y  delitos  políti- 
cos que  sean  causa  ó  consecuencia  de 
trastornos,  que  den  motivo  ú  ocasión  á 
una  intervención  federal  armada; 

4.°  De  los  hechos  sometidos  al  co- 
nocimiento de  funcionarios  nombrados 


■  w^  -"»- 


LEYES  ORGÁNICAS  COMPLEMENTARIAS  DE  SUIZA 


57 


por  el  Tribunal  federal  (art.  112,  núme- 
ro 4.°,  de  la  Constitución  federal). 

Las  disposiciones  ulteriores  relati- 
vas á  la  competencia  de  los  Tribuna- 
les federales  están  incluidas  en  Jos  ar- 
tículos 73  á  77  del  Código  penal  federal 
del  4  de  Febrero  de  1853  (1). 

*Art.  33.  El  Tribunal  federal  estará 
obligado  á  conocer,  además,  de  otros  ca- 
sos no  mencionados  en  el  art.  30,  si  la 
Constitución  ó  la  legislación  de  un  can- 
tón los  somete  á  la  competencia  de  es- 
te Tribuna],  y  si  la  Asamblea  federal  lo 
consiente.» 

Los  artículos  34  á  40  se  refieren  á  la 
organización  del  Tribunal  federal  cuan- 
do entiende  en  materia  penal.  Dicho 
Tribunal  se  divide  en  Sala  de  acusación, 
Sala  de  lo  criminal  y  Tribunal  de  casa- 
ción, designados  anualmente.  Los  jue- 
ces de  instrucción  están  colocados  ba- 
jo la  vigilancia  de  la  Sala  de  acusación, 
y  el  Procurador  general  será  nombrado 
para  cada  caso  especial  por  el  Consejo 
federal.  La  Sala  criminal  y  doce  jura- 
dos elegidos  en  los  cantones  por  el  pue- 
blo, y  sacados  á  la  suerte  en  la  lista 
del  distrito,  compondrán  losTribunales 
federales. 

En  cuanto  á  la  composición  del  Jura- 
do, incompatibilidades,  dispensas  y 
derecho  de  recusació  n,  conviene  que 
consignemos  textualmente  el  conteni- 
do de  los  artículos  41  al  51  en  que  se 
contienen,  y  que  dicen  así: 

aArt.  41 .  Podrá  ser  nombrado  jurado 
todo  suizo  que  tenga  el  derecho  de  vo- 
tar, según  el  art.  74  de  la  Constitución 
federal.  Estarán,  sin  embargo,  excep- 
tuados: 

1.°  Los  miembros  de  las  autoridades 
judiciales  cantonales  superiores,  todos 
los  Presidentes  délos  Tribunales,  jue- 


(1)    Que  insertamos  más  adela  ate 


ees  de  instrucción  y  representantes  del 
Ministerio  público,  así  como  todos  los 
funcionarios  federales  y  cantonales  del 
orden  administrativo;  no  comprendien- 
do los  empleados  municipales; 

2.°    Los  eclesiásticos; 

3.°  Los  empleados  en  las  cárceles  y 
prevenciones; 

4.°    Los  empleados  de  policía. 

Art.  42.  Todo  ciudadano  llamado  á 
desempeñar  las  funciones  de  jurado 
estará  obligado  á  aceptar.  Exceptúan  se: 

1.°  Todos  los  que  hayan  cumplido  la 
edad  de  sesenta  años; 

2.°  Aquéllos  cuyo  nombre  haya  figu- 
rado en  la  última  lista  de  jurados; 

3.°  Aquéllos  que  estén  imposibilita- 
dos para  desempeñar  las  funciones  de 
jurado  por  motivos  de  enfermedad  ó  do- 
lencia. 

Art.  43.  Las  cuestiones  relativas  á 
la  elegibilidad  paralas  funciones  de  ju- 
rado y  á  la  obligación  de  aceptarlas,  se- 
rán de  la  competencia  de  los  Gobiernos 
cantonales 

Estos  remitirán  las  listas  de  los  ju- 
rados de  los  cantones  al  Tribunal  fe- 
deral, quien  formará  las  de  distrito  y 
las  publicará  (art.  40). 

Los  nombres  de  los  jurados  que,  por 
una  causa  cualquiera,  hayan  perdido 
esta  cualidad,  ó  que  hayan  fallecido, 
serán  remitidos  por  el  Gobierno  can- 
tonal al  Tribunal  federal  para  que  sean 
borrados  de  la  lista. 

Art.  44.  Las  listas  de  jurados  serán 
renovadas  cada  seis  años.  El  Consejo 
federal  procurará  que  las  nuevas  listas 
sean  formadas  en  tiempo  útil. 

Art.  45.  Antes  de  la  apertura  de  ca- 
da reunión  de  los  Tribunales,  la  Sala  de 
lo  criminal  hará  depositar,  en  sesión 
pública,  en  una  urna,  los  nombres  de 
los  jurados  del  distrito  en  el  cual  ha- 
brán de  tener  lugar  ios  debates;  en  se- 
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guida  se  sacarán  de  allí,  á  la  suerte, 
cincuenta  y  cuatro  nombres,  que  se- 
rán leídos  y  apuntados. 

Las  copias  de  la  lista  especial  así  for- 
mada serán  inmediatamente  comuni- 
cadas al  Procurador  general,  designado 
por  el  Consejo  federal,  asi  como  al  acu- 
sado ó  á  su  defensor. 

Art.  46.  Cuando  se  someta  un  proceso 
á  los  Tribunales,  el  Procurador  general 
de  la  Confederación  y  el  acusado  po- 
drán recusar  cada  cual  veinte  jurados. 

Si  en  el  mismo  proceso  hubiere  varios 
acusados,  podrán  ejercer  conjuntamen- 
te las  recusaciones  ó  hacer  uso  de  su 
derecho  separadamente.  En  uno  ú  otro 
caso  no  podrán  traspasar  el  número  de 
recusaciones  que  se  permiten  á  un  solo 
acusado.  Si  los  acusados  no  se  pusie- 
ran de  acuerdo  para  hacer  conjunta- 
mente las  recusaciones,  ia  suerte  deci- 
dirá entre  ellos  en  qué  orden  ha  de  ha- 
cer cada  uno  las  que  le  correspondan. 
Los  jurados  que  de  esta  manera  sean 
recusados  por  uno  de  los  acusados,  lo 
serán  desde  luego  por  todos  los  demás, 
hasta  que  se  llegue  al  número  de  recu- 
saciones permitido. 

Art.  47.  Las  recusaciones  serán 
anunciadas,  verbalmente  ó  por  escrito, 
al  Presidente  de  la  Sala  de  lo  crimi- 
nal, dentro  de  los  catorce  días  siguien- 
tes al  de  la  recepción  de  la  copia  men- 
cionada en  el  art.  45.  Aquél  que  no 
haga  uso  de  su  derecho  en  el  plazo 
prescrito,  se  reputará  que  lo  ha  renun- 
ciado. 

Art.  48.-  Cuando  hayan  sido  recusa- 
dos cuarenta  jurados,  los  catorce  res- 
tantes serán  convocados  para  formar 
tribunal. 

Si  el  número  de  recusaciones  no  lle- 
gase á  cuarenta,  la  Sala  de  lo  criminal 
designará  por  la  suerte,  en  el  número 
de  jurados  no  recusados,  los  catorce 


que  deberán  ser  llamados  á  formar  tri- 
bunal. 

En  ambos  casos  la  suerte  designará 
igualmente  los  dos  jurados  que,  entre 
los  catorce,  deberán  unirse  al  Jurado 
para  funcionaren  calidad  de  suplentes. 

Art.  49.  Sin  embargo,  cuando  en  una 
reunión  de  los  Tribunales  haya  un  gran 
número  de  acusados  á  quien  juzgar,  ó 
por  cualquier  otro  motivo  grave,  el  Pre- 
sidente de  la  Sala  de  lo  criminal  podrá 
llamar  á  los  cincuenta  y  cuatro  jurados 
contenidos  en  la  lista  especial,  y  no  pro- 
cederá á  las  recusaciones  hasta  que 
vayan  á  comenzar  los  debates. 

Art.  50.  La  invitación  para  asistir  á 
los  Tribunales  será  dirigida  álos  Jura- 
dos por  lo  menos  seis  días  antes  de  la 
apertura  de  la  sesión. 

Art.  51.  La  Sala  de  lo  criminal  de- 
signará en  cada  caso  el  lugar  donde  los 
Tribunales  deben  reunirse.» 

En  los  casos  ordinarios,  los  crímenes 
ó  delitos  serán  juzgados  en  el  distrito 
del  tribunal  donde  se  hayan  cometido. 
Sin  embargo,  en  interés  de  una  justicia 
imparcial  ó  de  la  seguridad  pública,  po- 
drá hacerse  excepción  á  esta  regla. 

La  Sala  de  recusación  conocerá  de 
los  recursos  de  casación  de  las  deman- 
das de  revisión  y  de  rehabilitación  de 
los  condenados  por  error,  y  de  los  re- 
cursos contra  las  sentencias  de  los  tri- 
bunales cantonales  en  que  exista  algu- 
na transgresión  de  las  leyes  fiscales  fe- 
derales (art.  55). 

IV.  —  De   las   contiendas    de   derecho 

público 

El  Tribunal  federal  conocerá  de  los 
conflictos  de  competencia  entre  las  au- 
toridades federales  y  cantonales,  de  las 
diferencias  entre  los  cantones,  de  las 
demandas  de  extradición  y  de  los  re- 
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cursos  presentados  por  los  particulares, 
concernientes:  1.°,  á  la  violación  de  los 
derechos  que  les  están  garantidos  por  la 
legislación  federal  y  por  la  Constitución 
de  su  cantón,  y  2.°,  á  la  violación  de  las 
convenciones  y  tratados  internaciona- 
les ó  de  los  tratados  con  el  extranjero. 
En  esta  materia  el  Tribunal  juzgará  so- 


bre  instrucción  escrita  y  el  debate  oral 
será  excepcional  (artículos  56  á  63). 

Disposiciones   finales 

Los  dos  últimos  artículos,  64  y  65,  de- 
rogan las  leyes  anteriores  sobre  la 
materia  y  fijan  la  fecha  que  ha  de  en- 
trar en  vigor  la  nueva  ley. 


V 

LEY  FED  ERAL  SOBRE  LA  EMISIÓN  Y  CAMBIO  DE  BILLETES 

DE  BANCO,  DE  8  DE  MARZO  DE  1881 


La  Asamblea  federal  de  la  Confedera- 
ción suiza, 

En  ejecución  del  art.  39  de  la  Consti- 
tución federal  del  29  de  Mayo  de  1874; 

Visto  el  Mensaje  del  Consejo  federal 
del  9  de  Junio  de  1880, 

DECRETA 
Disposiciones  generales 

Artículo  1.°  La  emisión  de  billetes 
de  Banco  queda  autorizada,  para  el  te- 
rritorio de  la  Confederación  suiza,  de 
conformidad  con  las  disposiciones  si- 
guientes: 

Art.  2.°  Corresponde  al  Consejo  fe- 
deral autorizar  la  emisión  de  billetes 
de  Banco.  Esta  autorización  no  podrá 
ser  negada  cuando  se  demuestre  que  se 
han  llenado  Jas  condiciones  legales. 

Art.  3.°  La  Confederación  no  asumi- 
rá responsabilidad  alguna  por  los  bille- 
tes de  los  Bancos  de  emisión. 

Cada  Banco  será  el  responsable  de 
sus  propios  billetes. 

Art.  4.°  Abstracción  hecha  de  las 
obligaciones  estipuladas  en  el  art.  7.°, 
letra  E,  y  en  el  20,  nadie  estará  obliga- 


do á  aceptar  en  pago  los  billetes  de 
Banco. 

Art.  5.°  La  autorización  para  emitir 
billetes  de  Banco  no  creará  ningún  de- 
recho á  una  indemnización  en  favor  de 
los  Bancos  de  emisión,  para  el  caso  en 
que  el  derecho  de  emisión  sea  deroga- 
do en  todo  ó  en  parte  por  las  disposi- 
ciones constitucionales  ó  legales,  ó  res- 
tringido por  decreto  federal  (art.  9.°). 

Art.  6.°  Las  contiendas  de  derecho 
privado  que  resulten  de  la  emisión  de 
billetes  de  Banco,  serán  de  la  compe- 
tencia del  Tribunal  federal. 

Condiciones  para  la  emisión 

Art.  7.°  No  podrán  autorizarse  para 
emitir  billetes.de  Banco  más  que  á  los 
establecimientos  financieros: 

a)  Que  tengan  su  domicilio  princi- 
pal en  el  territorio  suizo  y  cuya  razón 
comercial  haya  sido  expresamente  au- 
torizada por  el  Consejo  federal; 

b)  Que  estén  legal  mente  constitui- 
dos como  establecimientos  cantonales 
6  como  sociedades  por  acciones; 

c)  Que  rindan  cuenta  pública  de  sus 
operaciones; 

d)  Que  posean  un  oapital  efectivo 


60 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


propio,  por  lo  menos  de  500.000  francos 
destinado  por  completo  y  exclusiva- 
mente á  la  garantía  de  sus  operaciones; 

e)  Que  se  obliguen  á  aceptar  en 
pago,  de  conformidad  con  el  art.  20,  los 
billetes  de  los  demás  Bancos  suizos  de 
emisión. 

Art.  8.°  El  importe  de  la  emisión  de 
un  Banco  no  podrá  exceder  del  doble 
del  capital  aportado  y  que  realmente 
exista  (art.  7.°,  letra  D). 

Art.  9.°  La  Asambla  federal  conser- 
vará el  derecho  de  fijar  en  todo  tiempo, 
y  según  las  circunstancias,  la  cifra  de 
la  emisión  total  en  Suiza,  y  determina- 
rá proporcionalmente  el  importe  de  la 
emisión  que  á cada  Banco  corresponda. 

Reserva  y  garantía 

Art.  10.  El  40  por  100  de  la  circula- 
ción efectiva  de  los  billetes  de  un  Ban- 
co, deberá  estar  constantemente  reser- 
vado en  una  caja  metálica,  administra- 
da distinta  é  independientemente  de  las 
demás  cajas  del  Banco  y  con  cuenta 
aparte. 

Esta  reserva  en  especie,  destinada 
exclusivamente  al  cambio  de  los  bille- 
tes, no  podrá  estar  afecta  al  servicio  de 
otras  operaciones  del  Banco,  y  servirá 
de  prenda  especial  á  los  portadores  de 
billetes. 

Art.  11.  Serán  admitidas  á  formar 
parte  de  esta  reserva: 

a)  Las  monedas  de  oro  y  plata  que 
tengan  curso  legal,  con  exclusión  de 
las  monedas  fraccionarias  de  plata; 

b)  Las  monedas  de  oro  que  tengan 
curso  legal  en  el  extranjero  y  estén  ta- 
rifadas  para  su  circulación  en  Suiza, 
siempre  que  esta  tarificación  sea  la  vi- 
gente. 

Art.  12.    El  60  por  100  restante  de  la 
emisión  deberá  estar  reservado: 
a)    O  por  el  depósito  de  títulos,  6  por 


la  garantía  del  cantón  en  cuyo  territo- 
rio se  halle  establecido  el  domicilio 
principal  del  Banco; 

b)  O  por  la  cartera  de  cambio,  á 
condición  de  que  el  Banco  limite  sus 
operaciones  según  lo  dispuesto  en  el 
artícuo  16. 

Art.  13.  El  depósito  se  hará  en  una 
caja  de  consignaciones  garantida  por 
el  cantón  en  el  cual  el  Banco  tenga  su 
domicilio. 

Los  títulos  deberán  ser  de  efectos 
públicos  federales,  cantonales  ó  ex- 
tranjeros que  tengan  curso  legal. 

El  Consejo  federal  decidirá  sobre  la 
admisión  de  estos  valores  y  determi- 
nará el  precio  por  el  cual  pueden  ser 
aceptados  en  depósito. 

El  Consejo  federal  tendrá  en  todo 
tiempo  el  derecho  de  exigir  que  el  va- 
lor del  depósito  esté  completo. 

Art.  14.  La  garantía  de  un  cantón 
será  suministrada  por  su  declaración 
al  Consejo  federal. 

Esta  autoridad  determinará  el  formu- 
lario de  estas  declaraciones,  sobre  la 
base  de  las  disposiciones  de  la  presen- 
te ley. 

Art.  15.  La  reserva  en  cartera  des- 
tinada igualmente  á  servir  de  garantía 
á  los  portadores  de  billetes  de  Banco, 
deberá  consistirjen  efecto  de]cambio,  á 
cuatro  meses  lo  más  de  vencimiento  y 
autorizados  por  lo  menos  con  dos  fir- 
mas de  personas  solventes,  de  las  cua- 
les una  esté  domiciliada  en  Suiza;  una 
garantía  suficiente  podrá  substituir  á 
una  de  las  dos  firmas. 

Serán  admitidos  á  formar  parte  de  es- 
ta cartera,  lo  mismo  que  los  efectos  de 
cambio,  los  billetes  de  los  demás  Ban- 
cos suizos  de  emisión,  los  cheques,  los 
certificados  de  depósito  de  Bancos  sui- 
zos acreditados,  pagaderos  á  los  ocho 
días,  los  bonos  del  Tesoro  y  obligacio- 
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nes  del  Estado  suizas,  reembolsablesen 
el  plazo  de  cuatro  meses,  y  los  cupones 
de  valores  de  la  misma  naturaleza  que 
venzan  igualmente  dentro  de  los  cuatro 
meses. 

Art.  16.  Queda  prohibido  a  los  Ban- 
cos de  emisión,  que  no  suministren  ni 
reserva,  ni  garantía  de  un  cantón: 

a)  Conceder  créditos  al  descubierto; 

b)  Comprar  y  vender  á  término  mer- 
caderías ó  títulos  por  su  propia  cuenta 
ó  por  la  de  tercero,  ó  salir  garante  en 
la  ejecución  de  transacciones  de  esta 
naturaleza; 

e)  Adquirir  inmuebles  que  no  estén 
destinados  al  servicio  de  su  adminis- 
tración; 

d)  Fundar  ó  explotar  empresas  in- 
dustriales y  comerciales,  excepto  el 
comercio  de  metales  preciosos; 

e)  Verificar  operaciones  de  seguros; 

f)  Emprender  por  su  cuenta  y  ries- 
go la  emisión  de  acciones  ó  de  emprés- 
titos, salvo  los  de  los  Estados  y  ayunta- 
mientos suizos; 

g)  Tener  una  participación  en  las 
casas  que  traten  en  los  negocios  pro- 
hibidos por  las  disposiciones  ante- 
riores. 

Importe  y  formulario  de  los  billetes 

Art.  17.  No  se  emitirán  billetes  de 
Banco  más  que  por  el  valor  de  50,  100, 
500 y  1.000  francos.  La  emisión  délos 
billetes  de  50  francos  no  podrá  exceder 
de  la  cuarta  parte  de  la  cifra  total  de 
emisión  de  un  Banco.. 

Art.  18.  La  Confederación  suminis- 
trará á  los  diferentes  Bancos  los  for- 
mularios de  billetes,  y  verificará  por  su 
cuenta  la  repartición  entre  ellos  (l). 


(1)    En  el  Reglamento  de  21   de  Diciembre  de 
1881  se  fijan  todos  los  formúlanos  á  que  se  re- 


Ei  formulario  uniforme,  que  el  Con 
sejo  federal  está  encargado  de  estable- 
cer, contendrá  la  designación  del  valor 
en  tres  idiomas  nacionalos.  La  serie 
del  texto  estará  escrita  en  una  de  las 
lenguas  nacionales,  á  elección  del  Ban- 
co que  haga  la  emisión. 

Los  billetes  de  los  diferentes  Bancos 
se  distinguirán  por  la  razón  social  y  las 
firmas;  las  diferentes  categorías  del  va- 
lor de  los  billetes  se  distinguirán  por  el 
tipo,  forma  y  color. 

Circulación  y  cambio 

Art.  19.  Los  Bancos  de  emisión,  sus 
sucursales  y  oficinas  de  reembolso  ó 
cambio,  deberán  estar  abiertas  al  pú- 
blico todos  los  días  durante  las  horas 
que  se  acostumbre  en  la  localidad,  ex- 
cepto el  domingo  y  los  días  feriados  re- 
conocidos por  el  Estado. 

Art.  20.  Todo  Banco  de  emisión  es- 
tará obligado,  lo  mismo  que  sus  sucur- 
sales, á  aceptar  en  todo  tiempo,  en  pago 
á  la  par,  sus  propios  billetes,  así  como 
los  de  los  demás  Bancos  suizos  de  emi- 
sión, mientras  éstos  cambien  puntual- 
mente sus  propios  billetes. 

Art.  21.  Todo  Banco  de  emisión  esta- 


fiere  esta  ley.  El  relativo  á  los  billetes  de  Banco 
dice  así: 

En  el  anverso.     El  Banco  N.  N..... 

Pagará  á  la  vista,  al  portador,  tantos  francos 
(50,  100,  500  ó  1.000). 

Valor  legal. 

Antefirmas  y  firmas. 

En  los  billetes,  dice,  se  consignará  además: 

a)  El  domicilio  del  Banco;  B),  la  designación 
de  la  serie  y  el  número  del  billete;  c),  á  la  dere- 
cha y  en  la  parte  superior,  la  letra  b  y  el  número 
de  orden  del  Banco;  d),  la  fecha  de  la  emisión. 

En  el  reverso.  Se  fijará  por  letra  en  las  tres 
lenguas  nacionales  el  valor  del  billete. 

Dimensiones.  El  de  50  francos,  10  por  16  cen- 
tímetros; el  de  100  francos,  11  por  17;  el  de  500 
francos,  12  por  19;  el  de  1.000  francos,  18  por  20 
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rá  obligado  á  cambiar,  á  la  par/ sus  bi- 
lletes en  monedas  que  tengan  curso  le- 
gal. Este  cambio  se  efectuará  á  la  vista 
en  la  caja  principal,  y  en  las  sucursa- 
les ó  cajas  de  cambio,  lo  más  tarde  dos 
días  después  de  la  presentación  del  bi- 
llete. Estos  Bancos  estarán,  además. 
Obligados  á  servir  gratuitamente  de  in- 
termediarios para  efectuar  el  cambio 
de  billetes  de  los  demás  Bancos  suizos 
de  emisión  en  el  plazo  de  tres  días,  á 
contar  desde  el  de  su  presentación. 

Los  domingos  y  los  días  feriados  re- 
conocidos por  el  Estado  no  se  contarán 
en  estos  plazos. 

Art.  22.  Todo  Banco  de  emisión  es- 
tará obligado  á  suministrar  á  la  prime- 
ra petición,  por  su  cuenta  y  riesgo,  el 
valor  de  los  billetes  que  otro  Banco  ha- 
ya aceptado  en  pago,  haya  cambiado  ó 
se  haya  encargado  de  cambiar:  este 
importe  deberá  suministrarse  al  Banco 
acreedor,  en  numerario  ó  en  sus  pro- 
pios billetes. 

Art.  23.  Las  convenciones  hechas 
entre  Bancos  para  regular  la  emisión 
en  común  ó  el  cambio  recíproco  de  bi- 
lletes, así  como  las  relaciones  que  de 
aquéllos  se  deducen,  deberán  someter- 
se á  la  ratificación  del  Consejo  federal. 

Todo  Banco  de  emisión  está  auto- 
rizado á  tomar  parte,  en  igualdad  de 
condiciones,  en  esta  clase  de  conven- 
ciones. 

Art.  24.  Los  billetes  de  Banco  dete- 
riorados no  podrán  ser  puestos  de  nue- 
vo en  circulación  por  el  Banco  que  los 
haya  emitido  ni  por  sus  sucursales  ó 
cajas  de  cambio. 

Todo  billete  deteriorado  deberá  ser 
reembolsado  integramen  te  por  el  Ban- 
co que  lo  haya  emitido,  siempre  que  el 
portador  presente  un  fragmento  mayor 
que  la  mitad,  ó  que  al  presentar  un 
fragmento  de  menos  dimensión  pruebe 


que  ha  sido  destruido  el  resto  del  bi- 
llete. 

No  se  concederá  indemnización  ni 
reembolso  alguno  por  el  billete  perdido 
ó  completamente  destruido. 

Art.  25.  El  Consejo  federal  podrá  li- 
brar, en  caso  de  fuerza  mayor,  y  mien- 
tras ésta  dure,  á  los  Bancos  de  emisión 
de  la  obligación  de  aceptar  en  pago  ó 
de  cambiar  los  billetes  de  otros  Ban- 
cos. Estará  obligado  á  dar  á  conocer 
su  decisión  á  la  Asamblea  federal,  en 
la  reunión  inmediata,  á  fin  de  que  pue- 
da tomar  sus  medidas  ulteriores  si  las 
considera  necesarias. 

Procedimiento  en  caso  de  falta  de  pago 

Art.  26.  En  el  caso  en  que  un  Banco 
de  emisión  no  cambie  sus  billetes  en 
tiempo  útil,  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  el  art.  21,  podrá  el  portador  del  bille- 
te hacer  constar  oficialmente,  mediante 
protesta,  la  falta  de  pago. 

Art.  27.  Cuando  un  Banco  de  emisión 
ó  una  de  sus  sucursales  esté  obligado, 
á  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  art.  21, 
á  servir  de  intermediario  para  efectuar 
el  cambio  de  billetes  de  otro  Banco,  lo 
estará  igualmente  á  proveer,  en  caso 
de  falta  de  pago,  á  que  se  extienda  in- 
mediatamente el  protesto. 

Art.  28.  El  notario  ó  funcionario  en- 
cargado del  protesto,  redactará  el  ori- 
ginal, fijando  en  él  su  nota  de  gastos; 
extenderá  inmediatamente  una  copia 
que  entregará  al  portador  del  billete, 
otra  para  el  Banco,  otra  al  Consejo  fe- 
deral, y,  eventualmente,  otra  al  Gobier- 
no del  cantón  garante. 

El  Consejo  federal  ordenará  la  publi- 
cación oficial  del  protesto. 

Art.  29.  El  portador  del  billete  pro- 
testado podrá  pedir  al  Tribunal  federal 
la  liquidación  forzosa  (quiebra)  del 
Banco  de  emisión  de  que  se  trata. 
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Salvo  cuando  circunstancias  extra- 
ordinarias justifiquen  un  plazo  más  lar- 
go, podrá  el  Tribunal  federal  fijar  al 
Banco  un  plazo  de  cinco  días,  dentro 
del  cual  deberá  reembolsar  ó  cambiar 
el  billete  protestado  con  los  gastos  de 
protesto  y  un  interés  de  demora  del  6 
por  100,  ó  indicar  en  su  caso  las  excep- 
ciones que  pretenda  oponer.  Se  prohi- 
birá al  Banco  poner  en  circulación  has- 
ta nueva  orden  sus  propios  billetes. 

Art.  30.  Cuando  á  consecuencia  del 
procedimiento  antes  indicado,  el  Tribu- 
nal federal  se  haya  visto  en  el  caso  de 
ordenar  la  liquidación  forzosa  de  un 
Banco  de  emisión,  ó  las  autoridades 
cantonales  competentes  hayan  decla- 
rado la  quiebra  de  uno  de  estos  Ban- 
cos por  cualquier  otra  deuda,  se  efec- 
tuará la  liquidación  con  arreglo  á  la 
legislación  vigente  en  materia  de 
quiebras,  salvo  las  modificaciones  si- 
guientes. 

Los  portadores  de  billetes,  represen- 
tados por  un  Comisario  designado  por 
el  Tribunal  federal,  tendrán  derecho 
para  hacerse  pagados  ante  todo  con  la 
reserva  metálica,  con  la  liquidación  de 
la  cartera  de  cambio,  y,  eventual  mente, 
con  la  de  títulos  depositados. 

Cuando  un  cantón  haya  garantido  la 
emisión  de  un  Banco  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  el- art.  14,  deberá  aportar  á 
la  masa  de  la  quiebra,  en  favor  de  los 
portadores  de  billetes,  el  valor  de  los 
que  haya  en  circulación  y  no  puedan 
ser  pagados  por  la  reserva  metálica,  y 
hasta  el  60  por  100  de  la  emisión. 

Si  existiere  mayor  descubierto,  los 
portadores  de  billetes  se  colocarán  des- 
pués de  los  créditos  garantidos  por  hi- 
poteca ó  por  prenda. 

La  liquidación  forzosa  de  Bancos  de 
emisión  que  tengan  el  carácter  de  Ban- 
co de  un  Estado,  se  llevará  á  cabo  por 


un  liquidador   designado   por   el  Tri- 
bunal federal. 

Art.  31.  El  total  de  los  billetes  de 
Banco  no  reclamado  al  terminar  la  li- 
quidación ingresará  en  la  Caja  federal, 
que  dispondrá  de  él  con  arreglo  al  ar- 
tículo 36. 

Art.  32.  Si  un  Banco  de  emisión  se 
declarase  en  quiebra  por  otros  motivos 
que  por  la  falta  de  cambio  de  sus  bille- 
tes, la  autoridad  cantonal  que  tenga  á 
su  cargo  la  cuestión  de  quiebras  debe- 
rá dar  parte  inmediatamente  al  Conse- 
jo federal  y  al  Tribunal  federal. 

Art.  33.  El  Tribunal  federal  resolve- 
rá las  cuestiones  que  puedan  surgir  en- 
tre el  Comisario  y  el  Banco,  el  Gobier- 
no cantonal,  la  autoridad  cantonal  en- 
cargada de  las  quiebras  ó  el  liquidador. 

Art.  34.  El  Banco  que  niegue  la  obli- 
gación de  cambiar  un  billete  por  consi- 
derarlo falso,  deberá  depositar  su  im- 
porte en  el  Tribunal  federal.  El  porta- 
dor del  billete  estará  obligado  á  hacer 
constar  la  falta  de  pago  mediante  el 
protesto,  y  á  incoar,  en  el  término  de 
ocho  días,  la  acción  contra  el  Banco  an- 
te el  Tribunal  federal,  presentando  el . 
billete  protestado  y  el  protesto.  En  caso 
de  que  no  cumpla  estas  condiciones,  se 
restituirá  al  Banco  la  suma  depositada. 
El  Tribunal  federal  fallará  urgente  y 
sumariamente  las  cuestiones  de  esta 
clase. 

Si  la  sentencia  declara  que  el  billete 
es  falso,  se  devolverá  al  Banco  la  suma 
depositada,  y  se  enviará  al  Consejo  fe- 
deral el  billete  falso.  Si  por  el  contrario 
la  sentencia  declara  que  el  billete  es  le- 
gitimo, se  entregará  el  depósito  al  de- 
mandante y  al  Banco  el  billete. 

Recogida  de  billetes 

Art.  35.    La  recogida  total  ó  parcial 


64 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  V  JURÍDICAS 


de  los  billetes  de  un  Banco  será  orde- 
nada por  el  Consejo  federal,  que  conti- 
nuará dictando,  por  vía  de  reglamento, 
las  disposiciones  ulteriores. 

Exceptúase  el  caso  de  quiebra,  en  el 
que  verificará  la  recogida  el  Comisario 
nombrado  por  el  Tribunal  federal. 

Art..  36.  Los  billetes  reembolsados 
por  un  Banco  a  consecuencia  de  su  re- 
cogida, serán  destruidos  bajo  la  ins- 
pección del  Gobierno  general. 

Después  de  espirar  el  plazo  fijado 
para  el  cambio  de  los  billetes  recogi- 
dos, el  Banco  que  lleve  á  cabo  esta  ope- 
ración deberá  remitir  á  la  Caja  federal 
una  lista  detallada  y  el  valor  en  espe- 
ciede  los  billetes  no  recogidos.  La  Caja 
federal  continuará  encargada,  durante 
un  plazo  de  treinta  años,  á  partir  del 
día  en  que  se  ordenó  la  recogida,  de 
cambiar  los  billetes  que  se  presenten. 
Después  de  este  plazo,  el  valor  de  los 
billetes  no  presentados  entrará  á  for- 
mar parte  de  los  fondos  de  inválidos 
suizos. 

Los  Bancos  de  emisión  no  podrán  po- 
ner en  circulación  los  billetes  retirados 
t  ni  están  obligados á aceptarlos  en  pago. 

Pérdida  del  derecho  de  emisión 

Art.  37.  Los  Bancos  contra  los  que 
haya  habido  necesidad  de  proceder 
para  su  declaración  de  quiebra  ó  liqui- 
dación forzosa  (art.  30),  perderán  por 
este  solo  hecho  su  derecho  de  emisión. 

Art.  38.  El  Consejo  federal  retirará 
la  autorización  para  emitir  billetes  á 
todo  Banco  que  no  reúna  las  condicio- 
nes propuestas  en  el  art.  7.° 

Cuando  el  capital  previsto  en  el  ar- 
tículo 8.°  haya  sufrido  una  disminución 
ó  la  Asamblea  federal  haya  votado  una 
reducción  de  la  emisión  total  en  Suiza 


(art.  9.°),  la  cifra  de  la  emisión  se  redu- 
cirá de  un  modo  proporcional. 

El  plazo  para  recurrir  ante  la  Asam- 
blea federa]  contra  los  decretos  del 
Consejo  federal,  relativos  á  la  retirada 
de  la  autorización  para  emitir  billetes 
ó  á  la  reducción  de  la  emisión  de  un 
Banco,  será  de  un  mes.  Sin  embargo, 
los  decretos  de  esta  naturaleza  serán 
inmediatamente  ejecutivos,  salvo  deci- 
sión contraria  del  Consejo  federal. 

Art.  39.  Sin  perjuicio  de  las  penas 
en  que  incurran  las  personas  culpables, 
podrá  el  Tribunal  federa),  á  propuesta 
del  Consejo  federal  ó  del  Gobierno  del 
cantón  en  que  el  Banco  ó  una  de  sus 
sucursales  tengan  su  domicilio,  dictar 
contra  el  Banco  la  pérdida  del  derecho 
de  emisión: 

a)  Cuando  haya  emitido  más  bille- 
tes que  los  permitidos  y  entregados  por 
la  Confederación,  ó  cuando  haya  emi- 
tido otros; 

b)  Cuando  su  reserva  metálica  sea 
menor  del  40  por  100  de  la  circulación; 

c)  Cuando  esté  comprobado  por  un 
segundo  protesto,  que  no  ha  cambiado 
sus  propios  billetes  dentro  del  plazo 
prescrito; 

d)  Cuando  continúe  confiando  la  vi- 
gilancia y  la  dirección  de  sus  negocios 
á  personas  que  hayan  incurrido  en  di- 
versas ocasiones  en  condenas  por  con- 
travenir á  la  presente  ley. 

Los  Bancos  podrán  repetir  contra  los 
culpables. 

Art.  40.  Los  Bancos  que  liquiden  ó 
que  renuncien  en  todo  ó  en  parte  á  su 
emisión  de  billetes,  ó  cuyo  capital  de 
fundación  haya  disminuido,  estarán 
obligados  á  participarlo  inmediatamen- 
te al  Consejo  federal. 

Art.  41.  En  los  casos  previstos  en 
los  artículos  38,  39  y  40,  fijará  el  Conse- 
jo federal  un  plazo  para  la  retirada  de 
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los  billetes.  Vigilará  de  la  manera  que 
crea  más  conveniente  para  que  la  re- 
serva metálica  prevista  en  los  artículos 
10  y  12  de  la  presente  ley  esté  afecta  al 
cambio  de  billetes. 

Vigilancia  de  la  Confederación 

Art.  42.  £1  Consejo  federal  tendrá  á 
su  cargo  la  vigilancia  de  los  negocios 
de  los  Bancos  de  emisión,  dentro  de  los 
limites  prescritos  por  la  presente  ley, 
y  tomará  al  efecto  las  medidas  necesa- 
rias. 

Art.  43.  El  Consejo  federal  dará  un 
formulario  uniforme,  con  arreglo  al 
cual  los  Bancos  de  emisión  estarán 
obligados  á  enviarle: 

a)  Cada  lunes  la  situación  de  la  se- 
man  a  preceden  te; 

6)  Hasta  el  15  de  cada  mes,  el  ba- 
lance del  mes  anterior; 

c)  Hasta  el  1.°  de  Abril  de  cada  año, 
cuenta  del  año  anterior. 

Estos  documentos  deberán  ser  com- 
probados, coleccionados  y  publicados 
por  el  Consejo  federal.  - 

El  Consejo  federal  podrá  pedir  que 
se  le  comunique  la  situación  diaria  de 
la  Caja. 

Art.  44.  Una  vez  por  año  al  me- 
nos, y  además  siempre  que  lo  juzgue 
oportuno,  hará  proceder  el  Consejo  fe- 
deral á  la  inspección  de  los  Bancos  de 
emisión;  esta  inspección  tendrá  por  ob- 
jeto comprobar  las  operaciones,  la  caja 
y  los  libros  de  los  Bancos,  en  todo  lo 
que  se  refiere  á  las  disposiciones  de  la 
presente  ley,  y  comprobar  si  las  reme- 
sas ó  datos  suministrados  están  confor- 
mes con  el  contenido  de  los  libros  y  con 
el  efectivo  de  los  valores  y  déla  caja. 

A  este  efecto,  estarán  obligados  los 
Bancos  á  presentar  al  Delegado  del 
Consejo  federal  sus  libros  y  el  efectivo 

Tomo  VII I.— Instituciones  jurídicas. 


de  los  valores,  y  á  darle  las  explicacio- 
nes necesarias  en  lo  concerniente  á  los 
billetes  de  Banco. 

El  Consejo  federal  deberá  ordenar 
que  se  compruebe  y  haga  un  arqueo, 
por  lo  menos  una  vez  al  año,  de  los 
valores  depositados  por  los  Bancos  de 
emisión  en  poder  de  los  cantones.  Esta 
comprobación  versará  sobre  el  estado 
de  este  depósito,  los  cambios  ocurridos 
y  las  variaciones  que  han  sobrevenido 
en  el  curso  de  estos  valores. 

Derechos  de  comprobación  é  impuestos 

Art.  45.  Los  Bancos  de  emisión  es- 
tarán obligados  á  pagar  á  la  Confede- 
ración una  tasa  anual  de  comprobación 
de  uní  por  1.000  sobre  la  cifra  total 
de  su  emisión;  la  tasa  que  deben  pagar 
á  los  cantones  como  derecho  de  custo- 
dia por  el  depósito  de  valores  previsto 
en  el  art.  13,  será  también  de  un  1 
por  1.00  sobre  el  total  de  dicho  depó- 
sito. 

Art.  46.  Los  cantones  no  podrán  per- 
cibir sobre  los  billetes  de  Banco  un  im- 
puesto que  exceda  del  6  por  1.000  de 
la  emisión. 

Si  un  Banco  de  emisión  tuviera  su- 
cursales ú  oficinas  en  diversos  canto- 
nes, la  parte  de  la  emisión  imponible 
por  cada  cantón  se  calculará  á  pro- 
rrata de  la  circulación  de  la  sucursal, 
comparada  con  la  total  del  Banco. 

Los  conflictos  se  resolverán  por  el 
Consejo  federal. 

En  los  limites  de  un  mismo  cantón 
serán  iguales  para  todos  los  Bancos  de 
emisión  los  impuestos  sobre  los  bi- 
lletes. 

Disposiciones  penales  y  multas 

Art.  47.  Todo  el  que  sin  autorización 
federal  emita  billetes  de  Banco  ú  otros 
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documentos  que  substituyan  al  numera- 
rio y  destinados  á  la  circulación,  se- 
rá condenado  á  un  año  de  prisión  co- 
mo mínimum  y  á  una  multa  del  quín- 
tuplo del  valor  representado  por  la 
emisión.  Esta  multa  ño  podrá  ser  infe- 
rior á  3.000  francos. 

Art.  48.  Las  autoridades  directoras 
responsables  (miembros  del  Consejo 
de  administración,  directores,  etc.),  y 
los  empleados  adscritos  á  la  gestión, 
(cajeros,  interventores,  contadores,  et- 
cétera) de  un  Banco  de  emisión,  incurri- 
rán, según  el  grado  de  inculpabilidad, 
en  la  pena  de  prisión  de  seis  meses  co- 
mo máximum,  y  en  una  multa  hasta 
de  3.000  francos: 

a)  Si  diesen  un  resumen  falso  ó  in- 
exacto de  la  situación  del  Banco,  en  los 
Balances  y  Memorias  que  deben  presen- 
tar al  Consejo  federal  ó  en  las  rese- 
ñas y  justificaciones  suministradas  por 
ellos  á  los  Delegados  de  la  Confedera- 
ción; 

b)  Si  se  negaren  á  someter  á  la  ins- 
pección de  estos  Delegados  los  libros 
relativos  á  los  billetes  de  Banco  y  el 
efectivo  de  los  valores  del  Banco,  ó  no 
suministraren  los  datos  que  se  les 
piden; 

c)  Si  contravinieren  á  las  prescrip- 
ciones relativas  á  la  reserva; 

d)  Si  hicieren  en  un  Banco  de  opera- 
ciones limitadas  (art.  12,  letra  B),  ó  de- 
jaren hacer  por  terceros,  por  cuenta  del 
Banco,  operaciones  prohibidas  por  el 
artículo  16; 

e)  Si  emitieren  más  billetes  de  los 
que  les  ha  permitido  el  Consejo  federal, 
ó  fracciones  no  autorizadas  por  la  ley; 

/)  Si  no  hicieren  al  Consejo  federal 
la  notificación  prescrita  en  el  art.  40. 

En  el  caso  en  que  al  hacer  una  liqui- 
dación forzosa  hubiera  disminuido  la 
reserva  metálica  contra  lo  prescrito 


por  la  ley,  aquéllos  á  quienes  deba  im- 
putarse el  hecho  estarán  personal  y 
solidariamente  obligados  para  con  los 
portadores  de  billetes  á  saldar  el  dé- 
ficit. 

Serán  igualmente  responsables  de  to- 
dos los  perjuicios  que  causen  á  los  por- 
tadores de  billetes  dedicándose  á  ope- 
raciones prohibidas  (art.  16). 

Art.  49.  Según  la  gravedad  de  las 
cosas,  someterá  el  Consejo  federal,  con 
arreglo  al  art.  114,  las  infracciones  pre- 
vistas en  los  artículos  47  y  48,  ora  al 
Tribunal  federal  con  arreglo  al  artícu- 
lo 114  de  la  Constitución  y  al  74  del  Có- 
digo penal  de  4  de  Febrero  de  1853,  ora 
á  los  Tribunales  cantonales  compe- 
tentes. 

Queda  á  salvo  en  este  último  caso  el 
derecho  de  recurrir  en  casación  ante  el 
Tribunal  federal,  según  se  prescribe  en 
el  art.  53  de  la  ley  de  organización  ju- 
dicial federal. 

El  total  de  las  multas  se  repartirá  por 
mitad  entre  la  Confederación  y  el  can- 
tón respectivo. 

Art.  50.  El  Consejo  federal  está  au- 
torizado para  imponer  á  los  adminis- 
tradores, directores  y  empleados  res- 
ponsables que  hayan  cometido  alguna 
falta,  una  multa  que  podrá  elevarse  en 
cada  caso  particular  á  50  francos  por 
día  de  retraso  en  el  envío  de  los  Balan- 
ces, Memorias,  etc.  (art.  43). 

Disposiciones  transitorias  y  finales 

.  Artículos  51  á54  inclusive.  (Todos  de 
carácter  transitorio  y  derogatorio.) 

Así  decretada  por  el  Consejo  de  los 
Estados. 

Berna,  8  de  Marzo  de  1881. 

El  Presidente, 

Sahli. 

El  Secretario, 
GlSI. 
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Asi    decretado   por  la  Cámara   na- 
cional. 
Berna,  8  de  Marzo  de  1881. 

El  Presidente, 

Dr.  C.  Burckhardt. 

El  Secretario, 
SCHIESS. 


El  Consejo  federal  decreta:  La  ley  fe- 
deral que  precede,  publicada  en  26  de 
Marzo  de  1881,  comenzará  á  regir  con 
arreglo  al  art.  89  de  la  Constitución,  y 
será  ejecutoria  á  partir  del  l.°de  Enero 
de  1882. 


Berna,  28  de  Junio  de  1881. 

En  nombre  del  Consejo  federal  suizo, 

El  Presidente  de  la  Confederación, 

•Droz. 


El  Canciller  Secretario  de  la  Confederación, 

SCHIESS. 


Los  reglamentos  parala  ejecución  de 
la  ley  anterior,  dictando  reglas,  dando 
formularios  para  los  billetes,  actas  de 
depósito,  etc..  etc.,  llevan  la  fecha  de  21 
de  Diciembre  de  1881. 


VI 


CAPACIDAD  CIVIL 
LEY    FEDERAL    DE    22    DE    JUNIO    DE    1881 


La  Asamblea  de  la  Confederación 
miza, 

Visto  el  Mensaje  del  Consejo  federal 
de  7  de  Noviembre  de  1879, 

DECRETA 

Artículo  1.°  Para  gozar  de  la  capa- 
cidad civil  es  necesario  ser  mayor  de 
edad. 

La  mayor  edad  se  fija,  para  ambos 
sexos,  en  los  veinte  años  cumplidos,  y 
se  adquiere,  además,  por  el  matri- 
monio. 

Art.  2.°  El  menor  de  edad  que  tenga 
dieciocho  años  cumplidos  podrá  ser 
emancipado.  La  emancipación  se  decla- 
rará por  la  autoridad  competente. 

El  derecho  cantonal  determinará  las 
demás  condiciones,  así  como  también 
las  formalidades  para  la  emancipación. 

Art.  3.°    Los  principios  vigentes  para 

os  contratos  hechos  por  menores  en 


materia  de  inmuebles,  tales  como  se 
consignan  en  los  artículos  30  y  32  á  34 
del  Código  federal  de  las  obligaciones, 
serán  igualmente  aplicables  á  los  de- 
más actos  jurídicos  realizados  por  los 
menores. 

Quedan  á  salvo  las  disposiciones  de 
las  leyes  cantonales  en  lo  concerniente 
á  la  capacidad  de  testar  perteneciente 
á  los  menores,  asi  como  los  derechos 
de  éstos  frente  á  las  personas  investi- 
das de  la  patria  potestad  ó  de  los  po- 
deres de  la  tutela. 

Art.  4.°  Las  personas  que  no  tengan 
conciencia  de  sus  actos  ó  que  estén 
privados  del  uso  de  la  razón,  serán  ab- 
solutamente incapaces  mientras  se  en- 
cuentren en  ese  estado. 

Art.  5.°  Las  leyes  cantonales  po- 
drán privar  de  la  capacidad  civil  par- 
cial ó  totalmente: 

1.°  A  los  pródigos  y  á  las  personas 
atacadas  de  enfermedades  mentales  ó 


68 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  T  JURÍDICAS 


físicas  que  las  hagan  incapaces  para 
administrar  sus  tienes,  asi  como  á  las 
personas  que  por  el  modo  como  admi- 
nistran su  fortuna  se-exponen,  ellas  ó 
su  familia,  á  caer  en  la  miseria; 

2.°  Las  personas  que  se  sometan 
voluntariamente  á  la  tutela  6  á  la  cu- 
ratela; 

3.°  Los  individuos  condenados  á  una 
pena  que  lleve  consigo  la  privación  de 
libertad,  mientras  dicha  pena  dure. 

Los  cantones  fijarán  el  procedimien- 
to que  deba  seguirse. 

Art.  6.°  Las  restricciones  impuestas 
á  la  capacidad  civil  en  los  números  1.° 
y  2.°  del  artículo  anterior,  no  podrán 
oponerse  á  terceros  de  buena  fe  sino 
desde  el  momento  en  que  se  hayan  he- 
cho públicas  por  noticia  inserta  en  un 
periódico  oficial  del  cantón  en  que  se 
haya  acordado  la  cúratela,  y  en  el  caso 
en  que,  en  esta  fecha,  la  persona  sujeta 
á  cúratela  esté  domiciliada  en  otro  can- 
tón, habrá  de  publicarse  también  en  el 
periódico  oficial  de  este  último. 

Desde  la  publicación  de  dicha  noticia 
6  edicto,  los  actos  jurídicos  llevados  á 
cabo  por  las  personas  cuya  capacidad 
haya  sido  restringida,  y  en  cuanto  la 
libre  ejecución  de  estos  actos  no  les 
esté  permitida  por  el  derecho  cantonal, 
producirán  los  efectos  que  el  Código  fe- 
deral de  las  obligaciones  (artículos  30 
y  32  al  34)  reconoce  á  los  contratos  con- 
cluidos por  personas  de  capacidad  li- 
mitada ó  restringida. 

Art.  7.°  La  capacidad  civil  de  la  mu- 
jer casada  se  regirá,  durante  el  matri- 
monio, por  el  derecho  cantonal,  salvo, 
en  cuanto  á  las  mujeres  comerciantes, 
las  disposiciones  del  art.  35  del  Código 
federal  de  las  obligaciones. 

Art.  8.°  Queda  prohibida  toda  res- 
tricción de  la  capacidad  civil  de  los 
mayores   de   edad,  por  otras  causas 


que  las  enunciadas  en  la  presente  ley. 

Exceptúanse  las  reglas  particulares 
del  derecho  cantonal  respecto  de  la  ca- 
pacidad en  materia  de  adopción. 

Art.  9.°  La  capacidad  exigida  para 
contraer  matrimonio  está  determinada 
por  la  ley  federal  relativa  al  estado  ci- 
vil y  al  matrimonio  (de  24  de  Diciembre 
de  1874). 

Art.  10.  Las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley  serán  aplicables  á  todos  los 
suizos,  ya  residan  en  el  territorio  de  la 
Confederación,  ya  habiten  en  el  extran- 
jero. 

La  capacidad  civil  de  los  extranjeros 
se  regirá  por  el  derecho  del  pais  á  que 
pertenezcan. 

Sin  embargo,  el  extranjero  que,  se- 
gún el  derecho  suizo,  tenga  capacidad 
civil,  se  obligará  válidamente  por  los 
compromisos  que  contraiga  en  Suiza, 
aunque  no  tenga  esta  capacidad  con 
arreglo  al  derecho  de  su  pais. 

Disposiciones  transitorias  y  finales 

Art.  11.  Hasta  que  comience  á  regir 
el  Código  federal  de  las  Obligaciones, 
continuará  vigente  el  derecho  cantonal 
en  la  materia  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículos 3.°,  6.°  y  7.° 

Art.  12.  Continuará  reconociéndose 
la  capacidad  adquirida  á  las  personas 
que  ya  la  tengan,  según  el  derecho  can- 
tonal, antes  de  entrar  en  vigor  la  pre- 
sente ley. 

Art.  13.  Desde  el  momento  en  que 
comience  á  regir  la  presente  ley,  que- 
darán derogadas  todas  las  disposicio- 
nes contrarias  del  derecho  cantonal 

Art.  14.  Con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes de  la  ley  federal  de  17  de  Junio  de 
1874,  queda  el  Consejo  federal  encarga- 
do de  la  publicación  de  la  presente  ley, 
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y  de  fijar  la  época  en  que  ha  de  entrar 
en  vigor. 

Decretado  asi  por  la  Cámara  na- 
cional. 

Berna,  18  de  Junio  de  1881. 

El  Presidente, 
A.    VE8SAZ. 

El  Secretario, 
SCHIESS. 


Decretado  así  por  la  Cámara  de  los 
Estados. 
Berna,  22  de  Junio  de  1881. 

El  Presidente, 

C.  Cappeler. 

El  Sedretario, 
SCHATZMANN. 


VII 


RESPONSABILIDAD    CIVIL    DE    LOS    FABRICANTES 
LEY  FEDERAL  DE  25  DE  JUNIO  DE  1881 


Artículo  1.°  Todo  aquel  que,  según 
la  definición  de  la  ley  federal  de  23  de 
Marzo  de  1877,  explote  una  fábrica  (fa- 
bricante), será  responsable,  en  los  lí- 
mites fijados  por  la  presente  ley,  del 
daño  ocasionado  á  un  empleado  ó  á  un 
obrero  que  sea  muerto  ó  herido  en  el 
local  de  la  fábrica  y  en  las  operaciones 
de  su  explotación,  cuando  el  accidente 
que  haya  producido  la  muerte  ó  las  he- 
ridas reconozca  por  causa  una  falta 
imputable  al  dueño,  á  un  mandatario, 
representante,  director  ó  vigilante,  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  2.°  Aunque  no  haya  habido  fal- 
ta de  su  parte,  será  responsable  el  fa- 
bricante del  daño  ocasionado  á  un  em- 
pleado ó  á  un  obrero  que  haya  sido 
muerto  ó  herido  en  el  local  de  la  fábri- 
ca y  en  las  operaciones  para  su  explo- 
tación, á  no  ser  que  pruebe  que  el  ac- 
cidente reconoce  por  causa  una  fuerza 
mayor,  ó  actos  criminales  imputables 
á  otras  personas  que  no  sean  las  men- 
cionadas en  el  art.  1.°,  ó  á  falta  propia 
del  mismo  que  haya  sido  muerto  ó  he- 
rido. 

Art.  3.°    En  las  industrias  que  el  Con- 


sejo federal,  en  cumplimiento  del  ar- 
tículo 5.°,  letra  D,  de  la  ley  sobre  el  tra- 
bajo en  las  fábricas,  designa  como  oca- 
sionadas á  graves  enfermedades,  será, 

• 

además,  responsable  el  fabricante  del 
daño  causado  á  un  empleado  ó  un  obre- 
ro por  una  de  dichas  enfermedades, 
cuando  se  compruebe  que  reconoce  por 
causa  exclusivamente  la  explotación  de 
la  fábrica. 

Art.  4.°  El  fabricante  tendrá  derecho 
á  repetir  contra  las  personas  cuya  fal- 
ta haya  traído  consigo  su  responsabi- 
lidad. 

Art.  5.°  La  responsabilidad  del  fa- 
bricante se  reducirá  equitativamente: 

a)  Si  la  muerte  ó  la  herida  (no  com- 
prendidos los  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo 3.°)  es  el.resultado  de  un  acciden- 
te fortuito; 

b)  Si  parte  dé  la  falta  que  ha  produ- 
cido el  accidente  (ó  la  enfermedad  en 
el  sentido  del  art.  3.°),  es  imputable  á  la 
víctima;  en  particular,  si  el  individuo 
que  ha  sufrido  el  accidente  ha  contra- 
venido alas  prescripciones  del  regla- 
mento de  la  fábrica,  ó  si  habiendo  des- 
cubierto, como  empleado  ú  obrero,  en  las 
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instalaciones  defectos  que  hayan  traí- 
do consigo  el  accidente,  no  han  dado  el 
correspondiente  aviso  á  uno  de  sus  su- 
periores ó  al  mismo  fabricante;  á  no 
ser  que  el  interesado  pueda  probar  que 
el  fabricante  ó  el  empleado  competente 
tenia  ya  conocimiento  de  aquel  estado 
de  cosas,  defectuoso  ó  peligroso; 

c)  Si  heridas  anteriormente  recibi- 
das por  la  victima  han  ejercido  influen- 
cia en  la  última  lesión  y  en  sus  conse- 
cuencias, ó  si  la  salud  del  empleado  es- 
taba ya  quebrantada  por  el  ejercicio 
anterior  de  su  profesión. 

Art.  6.°  La  indemnización  que  debe- 
rá concederse  como  reparación  del 
daño,  comprenderá: 

a)  En  caso  de  muerte  inmediata  ó 
que  sobrevenga  después  de  trata- 
miento: 

Toda  clase  de  gastos  hechos  para  in- 
tentar la  curación; 

El  perjuicio  sufrido  por  el  muerto  du- 
rante su  enfermedad  por  incapacidad 
total  ó  parcial  para  el  trabajo; 

Los  gastos  de  entierro  ó  funerales; 

El  perjuicio  causado  á  los  miembros 
de  la  familia  á  cuya  manutención  esta- 
ba obligado  el  difunto  en  el  momento 
de  su  muerte; 

Los  que  tienen  derecho  á  la  indemni- 
zación son:  el  esposo,  los  hijos  y  nietos, 
los  padres  y  abuelos,  los  hermanos  y 
las  hermanas; 

b)  En  caso  de  herida  ó  de  enfer- 
medad: 

Toda  clase  de  gasto  durante  ésta,  y 
los  cuidados  prodigados  para  la  cura- 
ción; 

El  perjuicio  sufrido  porel  herido  ó  en- 
fermo por  incapacidad  total  ó  parcial, 
duradera  ó  pasajera,  para  el  trabajo. 

El  Juez  fijará  la  cuota  de  esta  indem- 
nización! teniendo  en  cuenta  todas  las 
circunstancias  del  hecho;  pero,  aun  en 


los  casos  más  graves  (artículos  l.°y  3.°), 
no  podrá  señalar  una  suma  superior 
al  séxtuplo  del  salario  anual  del  em- 
pleado ó  del  obrero,  ni  que  exceda  de 
6.000  francos. 

El  juez  sólo  estará  obligado  á  señalar 
este  máximum  en  los  casos  en  que  la 
lesión  corporal  ó  la  muerte  de  la  vícti- 
ma haya  sido  causada,  por  un  acto  del 
fabricante,  susceptible  de  incoar  una 
acción  penal. 

Los  gastos  de  médico  y  medicinas,  de 
manutención  y  de  inhumación,  no  se 
incluirán  en  este  máximum. 

El  juez  podrá,  con  el  consentimiento 
de  los  interesados,  substituir  ai  pago  de 
un  capital  el  señalamiento  de  una  ren- 
ta anual  equivalente. 

Desde  la  fecha  de  la  sentencia  defini- 
tiva quedará  liberado  el  fabricante  de 
toda  obligación  respecto  de  reclamacio- 
nes ulteriores. 

Art.  7.°  Los  créditos  de  las  personas 
que  tengan  derecho  á  una  indemniza- 
ción contra  aquél  que  esté  obligado  á 
pagarla,  no  podrán  ser. cedidos  á  un 
tercero  ni  embargados  válidamente. 

Del  mismo  modo  los  derechos  á  la  in- 
demnización y  los  fondos  que  de  ésta 
procedan,  estarán  libres  de  todo  em- 
bargo ó  secuestro,  y  no  entrarán  en  la 
masa  de  la  quiebra  del  derecho-ha- 
biente. 

Art.  8.°  Cuando  en  el  momento  en 
que  deba  dictarse  la  sentencia  no  pue- 
dan apreciarse  todavía  con  exactitud 
las  consecuencias  de  una  enfermedad 
ó  de  una  herida,  podrá  el  juez,  por  ex- 
cepción, reservar  la  fijarión  de  una  can- 
tidad más  elevad  a  para  el  caso  de  muer- 
te ó  de  agravación  considerable  del  es  • 
tado  del  herido  ó  enfermo.  Sin  embar- 
go, el  total  de  las  indemnizaciones  con- 
cedidas no  podrá  exceder  de  los  límites 
fijados  en  el  art.  6.° 
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Esta  reserva  podrá  hacerse  expresa- 
mente por  el  juez  también  en  favor  del 
fabricante  é  implicar  una  reducción  de 
indemnización  cuando  las  consecuen- 
cias de  las  heridas  hayan  sido  menos 
graves  de  lo  que  podía  preverse. 

Art.  9.°  Cuando  el  empleado  ó  el 
obrero  muerto,  herido  ó  enfermo,  tenga 
derecho  á  un  seguro  contra  los  acci- 
dentes, en  una  caja  de  socorros  y  de 
enfermos,  ó  en  otras  instituciones  aná- 
logas, y  el  fabricante  haya  contribuido 
á  la  adquisición  de  este  derecho  me- 
diante el  pago  de  primas  ó  subvencio- 
nes, las  sumas  pagadas  por  estas  insti- 
tuciones al  herido,  al  enfermo  ó  á  los 
derecho-habientes  del  difunto,  se  dedu- 
cirán en  totalidad  de  la  indemnización 
si  la  participación  del  fabricante  no  ha 
sido  inferior  á  la  mitad  de  las  primas  y 
cotizaciones  pagadas. 

Por  el  contrario,  si  la  participación 
del  fabricante  ha  sido  inferior  á  la  mi- 
tad, sólo  se  deducirá  de  la  indemniza- 
ción la  parte  proporcional  adquirida 
por  estos  desembolsos. 

El  fabricante  sólo  tendrá  derecho  á 
esta  deducción  cuando  el  seguro  á  que 
haya  contribuido  comprenda  todos  los 
accidentes  y  todas  las  enfermedades. 

Art.  10.  Los  fabricantes  no  tendrán 
derecho,  por  arreglos  ó  por  convencio- 
nes hechas  con  sus  empleados  ú  obre- 
ros, ó  con  terceros  (salvo  el  caso  excep- 
tuado en  el  art.  9.°),  á  limitar  ó  excluir 
de  antemano  la  responsabilidad  civil, 
tal  como  se  establece  en  la  presente 
ley.  Cualquier  disposición  ó  convención 
en  contrario  no  tendrá  valor  jurídico 
alguno. 

Art.  11.  En  caso  de  cuestión,  será  de 
la  competencia  del  juez  cantonal  el  re- 
solver acerca  de  los  derechos  que  se 
deriven  de  la  presente  ley,  salvo  el  re- 
curso al  Tribunal  federal,  con  arreglo 


á  la  ley  sobre  organización  judicial  de 
la  Confederación. 

Art.  12.  Las  acciones  por  daños  y 
perjuicios  previstos  por  la  presente  ley 
prescribirán  al  año,  á  contar  del  día  del 
accidente  que  haya  ocasionado  la  muer- 
te ó  las  heridas,  ó  de  aquel  en  que  se 
haya  comprobado  oñcialmente  que  la 
enfermedad  es  una  afección  especial 
ocasionada  por  el  trabajo  ó  por  las  ope- 
raciones de  aquella  industria. 

Sin  embargo,  los  interesados  tendrán 
derecho,  aun  antes  de  incoada  la  ac- 
ción, á  hacer  constar  judicialmente  to- 
das las  circunstancias  de  hecho  relati- 
vas á  los  accidentes  ó  enfermedades  de 
que  se  trate. 

Art.  13.  También  se  aplicará  la  pres- 
cripción de  un  año  á  los  casos  previs- 
tos en  el  art.  8.°,  ó  sea  á  la  revisión  de 
la  sentencia.  Esta  correrá  desde  el  día 
en  que  se  haya  dictado  el  fallo. 

Art.  14.  En  caso  de  duda  de  si  un  es- 
tablecimiento que  no  figura  en  la  lista 
de  las  fábricas  debería  figurar  en  ella, 
y  de  si,  por  tanto,  un  accidente  ó  una 
enfermedad  contraída  en  el  estableci- 
miento deberán  ó  no  estar  sometidos  á 
las  disposiciones  de  la  presente  ley,  se- 
rá el  Consejo  federal  el  que  resuelva  en 
última  instancia,  después  de  oído  el  pa- 
recer del  Gobierno  cantonal  respectivo. 

Art.  15.  Quedan  derogadas  las  dis- 
posiciones del  art.  5.°  de  la  ley  de  23  de 
Marzo  de  1877,  excepto  la  letra  D  de  di- 
cho artículo,  y  todos  los  reglamentos  y 
leyes  cantonales  contrarios  á  la  pre- 
sente ley. 

Art.  16.  El  Consejo  federal  queda  en- 
cargado de  la  publicación  de  esta  ley,  y 
de  fijar  la  fecha  en  que  ha  de  comenzar 
á  regir. 

Berna,  24  de  Junio  de  1881. 

(Fué  publicada  en  9  de  Julio,  y  co- 
menzó á  regir  el  11  de  Octubre.) 


-.,-  r; 
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VIII 

RESPONSABILIDAD   DE    LAS   AUTORIDADES   Y    FUNCIONARIOS 

DE  LA  CONFEDERACIÓN 
LEY    DE    9    DE    DICIEMBRE   DE    1850 


La  Asamblea  federal  de  la  Confedera- 
ción suiza* 

En  ejecución  de  lo  preceptuado  en  el 
artículo  110  de  la  Constitución  fede- 
ral (1); 

Visto  el  proyecto  presentado  por  el 
Consejo  federal, 

DECRETA 
A.  — D¡sposicione8"generales 

Artículo  1.°  Los  crímenes  ó  delitos 
cometidos  por  los  miembros  de  la  Cá- 
mara nacional  ó  de  la  de  los  Estados 
en  lo  relativo  á  su  cargo  oficial,  caerán 
bajo  el  dominio  de  las  leyes  penales  de 
la  Confederación,  salvo  lo  prescrito  en 
el  art.  117  de  la  presente  ley. 

Las  infracciones  de  los  reglamentos 
se  corregirán,  á  tenor  de  los  mismos, 
por  la  autoridad  respectiva. 

Los  miembros  de  la  Cámara  nacional 
y  de  la  de  los  Estados  no  serán  respon- 
sables de  los  votos  que  emitan  en  la 
Asamblea,  y  no  podrán  jamás  ser  per- 
seguidos por  ellos. 

Art.  2.°  Los  miembros  de  las  auto- 
ridades federales  ejecutivas  ó  judicia- 
les, lo  mismo  que  los  demás  funciona- 
rios, serán  responsables  de  su  gestión, 


(])  Análogo  precepto  al  que  se  cita  contiene 
la  Constitución  vigente,  en  su  art.  1 17;  pero  no 
habiéndose  hecho,  que  sepamos,  innovación  algu- 
na fundamental,  c  0  ntinua  vigente  en  la  materia 
la  presente  ley. 


con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la 
presente  ley.  Lo  mismo  sucederá  res- 
pecto de  las  personas  provisionalmen- 
te investidas  de  dichas  funciones  ó  que 
las  desempeñen  temporalmente. 

Art.  3.°  La  participación  de  dichos 
miembros,  individualmente  considera- 
dos, en  los  actos  oficiales  de  una  auto- 
ridad, se  presumirá  efectiva,  salvo  prue- 
ba en  contrario. 

Los  referidos  miembros  no  estarán 
obligados  individual  y  solidariamente 
por  el  daño  causado,  sino  únicamente 
por  la  parte  y  porción  de  cada  uno. 

La  Confederación  estará  obligada  á 
indemnizar  lo  que  los  miembros  de  la 
autoridad  ó  corporaciones  no  puedan 
reparar  respecto  del  perjuicio  causado. 

Art.  4.°  La  responsabilidad  resulta- 
rá de  la  perpetración  de  los  delitos  en 
el  ejercicio  de  las  funciones,  así  como 
de  la  violación  de  la  Constitución  fe- 
deral, y  de  las  leyes  ó  de  los  reglamen- 
tos federales. 

Art.  5.°  La  responsabilidad  podrá 
dar  lugar  á  medidas  disciplinarias,  á 
una  acción  civil  ó  á  una  acción  cri- 
minal. 

Art  6.°  Las  leyes  penales  federales 
determinarán  los  caracteres  de  los  crí- 
menes y  delitos  de  los  funcionarios,  y 
fijarán  las  penas  que  deben  aplicarse. 
Esta  disposición  sólo  tendrá  efecto 
cuando  no  sean  aplicables  las  leyes 
penales  militares  de  la  Confederación. 

Art.  7.°  La  acción  civil  de  daños  y 
perjuicios  supondrá; 
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1.°  Un  acto  ó  una  omisión  ilegal  en 
el  sentido  del  ai  t.  4.°; 

2.°  Un  daño  real  ocasionado  por 
esta  acción  ú  omisión. 

Art.  8.°  La  ley  de  procedimiento  pe- 
nal determinará  lo  concerniente  al  de- 
recho que  la  parte  lesionada  tenga 
para  intervenir  en  el  proceso. 

Art.  9.°  La  prescripción  de  la  ac- 
ción criminal  será  la  misma  que  la 
fijada  por  la  ley  penal  federal  para  los 
crímenes  y  delitos  en  general. 

Art.  10.  La  acción  civil  se  prescri- 
birá para  la  Confederación: 

1.°  Después  de  transcurrido  un  año, 
á  partir  del  día  en  que  la  autoridad  que 
haya  de  decidir  sobre  si  una  acción 
puede  ó  no  intentarse  (artículos  32  y  42), 
haya  tenido  conocimiento  del  daño  cau- 
sado; 

2.°  Después  de  transcurridos  seis 
meses,  á  contar  de  la  fecha  en  que  se 
decidió  incoar  una  acción; 

3.°  Si  se  decidió  al  mismo  tiempo 
incoar  una  acción  criminal,  después 
del  transcurso  de  tres  meses,  á  partir 
de  la  fecha  de  la  sentencia  definitiva 
del  proceso. 

Art.  11.  La  acción  incoada  por  par- 
ticulares ó  por  corporaciones  contra 
los  funcionarios,  prescribirá: 

1.°  Cuando  la  parte  lesionada  no  se 
haya  querellado  al  Consejo  federal,  en 
el  plazo  de  un  año,  á  partir  del  día  en 
que  haya  tenido  conocimiento  del  per- 
juicio (art.  43); 

2.°  En  el  término  de  tres  meses,  á 
contar  del  momento  en  que  el  Consejo 
federal  se  haya  adherido  ó  haya  recha- 
zado la  persecución. 

El  tiempo  que  dure  cualquier  proce- 
dimiento criminal  que  pueda  influir  en 
el  éxito  de  la  acción  civil,  no  se  conta- 
rá para  la  prescripción;  el  tiempo  trans- 
currido desde  la  decisión  sobre  la  ad- 


misión de  la  acción  penal  hasta  la  sen- 
tencia definitiva,  cuando  la  acción  civil 
se  haya  incoado  en  tiempo  oportuno. 

Art.  12.  Las  acciones  civiles  prescri- 
birán siempre,  ya  correspondan  á  la 
Confederación,  ya  á  particulares  ó  á 
corporaciones,  á  los  cinco  años,  á  par- 
tir del  momento  en  que  se  ocasionó  el 
daño  ó  perjuicio. 

Art.  13.  Las  fianzas  de  los  funciona- 
rios sólo  podrán  ser  restituidas  después 
de  transcurridos,  á  partir  de  su  cesa- 
ción en  el  cargo,  todos  los  plazos  de 
prescripción  mencionados  en  la  pro- 
senté  ley  (artículos  10  y  12),  sin  que  se 
haya  intentado  acción  alguna. 

Art.  14.  Cuando  un  funcionario  per- 
seguido por  una  acción  penal  por  las 
autoridades  de  un  cantón  afirme  que  él 
ha  ordenado  ó  ejecutado  el  acto  de  que 
se  trata  en  virtud  de  sus  atribuciones, 
estará  obligado  á  dirigirse  inmediata- 
mente al  Consejo  federal.  Este  y  el  Go- 
bierno cantonal  debatirán  la  cuestión 
de  si  se  debe  admitir  la  competencia 
penal  de  la  Confederación  y  el  procedi- 
miento fijado  en  la  presente  ley,  ó  si 
deben  aplicársele  las  leyes  penales  del 
cantón.  En  caso  de  disentimiento,  lle- 
vará el  Consejo  federal  la  cuestión 
ante  la  Asamblea  federal,  con  arreglo 
al  párrafo  17  del  art.  74  de  la  Constitu- 
ción. 

Durante  este  tiempo  estará  en  sus- 
penso todo  procedimiento  contra  el 
funcionario,  salvo  las  medidas  de  segu- 
ridad necesarias  que  el  Gobierno  ca?  ito- 
nal  entienda  que  deben  tomarse  en  su 
propio  interés,  ó  á  petición  del  Consejo 
federal  en  interés  de  la  Confederación. 

Art.  15.  Podrá  seguirse  el  mismo 
procedimiento  cuando  un  funcionario 
federal  incurra  por  un  solo  y  mismo 
acto  en  la  responsabilidad  prevista  en 
los  artículos  4-°  y  6.°  de  la  presente  ley 
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i  infringido  al  mismo  tiempo  una 

nal  cantona!. 

aso  de  conflicto  entre  el  Consejo 
1  y  el  Gobierno  cantonal,  resol- 
a  Asamblea  federal  la  cuestión 
apetencia,  siguiendo  la  regla  de 
i,  falta  más  grave  determina  la 
í leticia,  y  que  la  másleve  sólo  de- 
lomarse  en  consideración  como 
istancia  agravante. 

16.  El  funcionario  federal  que 
versos  actos  infrinja  simultanea- 
leyes  federales  (artículos  4."  y  6.") 
is  penales  cantonales,  será  res- 
ble  bajo  el  punto  de  vista  penal, 
e  la  Confederación,  ya  ante  los 
íes. 

irden  en  que  deberá  precederse 
na  y  otra  parte  contra  este  fun- 
■io  se  determinará  por  el  primer 
e  persecución, 

.ntorklad  á  la  cual  se  entregue 
:imo  término  el  proceso,  podrá 
de  la  otra  que  tome  las  medidas 
uridad  convenientes. 

Disposiciones  especiales  sobro  el  modo 
de  proceder 

i  los  miembros  de  la  Cámara  oa- 
ional  y  de  la  de  los  Estados 

17.  Cuando  loa  miembros  de  la 
ra  nacional  ó  de  la  de  los  Estados 
cusados  de  un  crimen  ó  de  un 
en  lo  concerniente  á  su  cargo 

lio  1.°),  no  podrá  procederse  jú- 
nente sino  por  decisión  de  la 
blea  federal  en  la  forma  présen- 
los artículos  20  al  25.  En  este 
corresponderá  la  prioridad  del 
i  á  la  Cámara  de  que  forme  parte 
ilpado. 


II. — De  las  autoridades  y  de  los  Amelo- 
narlos elegidos  por  la  Asamblea  Ib- 

Art.  18.  Las  autoridades  j  los  fun- 
cionarios elegidos  por  la  Asamblea  fe- 
deral serán  responsables  respecto  de 
ésta  á  tenor  de  lo  prescrito  en  la  pre- 
sente ley.  Esta  Asamblea  sólo  podrá  or- 
denar una  persecución  judicial  contra 
las  autoridades  y  funcionarios  por  ella 
nombrados,  por  actos  ú  omisiones  que 
se  refieran  al  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes. Las  quejas  formuladas  á  este  pro- 
pósito deberán  dirigirse  á  la  Asamblea 
federal. 

Art.  19.  Cuando  uno  de  los  miem- 
bros del  Consejo  federal  cometa  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  un  crimen  ó 
un  delito,  estará  obligado  dicho  Conse- 
jo á  convocar  la  Asamblea  federal,  á 
no  ser  que  haya  de  reunirse  en  el  tér- 
mino de  un  mes.  También  el  Tribunal 
federal  estará  obligado  á  poner  inme- 
diatamente en  conocimiento  de)  Conse- 
jo federal  los  crímenes  ó  detitos  come- 
tidos por  los  miembros  numerarios  ó 
suplentes  del  Tribunal;  el  Consejo  so- 
meterá el  asunto  á  la  Asamblea  fede- 
ral en  la  reunión  más  próxima. 

Art.  20.  En  casos  análogos,  cuando 
se  presente  á  las  Cámaras  una  queja 
que  pueda  dar  lugar  á  un  procedimien- 
to criminal,  se  comunicará  ante  todo  á 
los  interesados  y  se  lijará  el  día  del  de- 
bate sobre  la  cuestión  previa  de  si  se  to- 
ma ó  no  en  consideración. 

La  decisión  sólo  se  dictará  después 
de  oídas  las  declaraciones  orales  ó  es- 
critas de  los  interesados. 

Art.  21.  Si  la  Cámara  nacional  ó  la 
de  los  Estados  decidiese  que  no  proce- 
de tomar  en  consideración  I»  proposi- 
ción ó  la  queja,  y  persiste  en  esta  deci- 
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sión,  se  considerará  terminada  la  cues-  1  de  esta  autoridad  que  sean  á  la  vez  in- 
tión.  dividuos  de  la  Cámara  nacional  ó  de  la 


Art.  22.  Si  ambas  Cámaras  acorda- 
sen que  se  tome  en  consideración, 
nombrará  cada  cual  de  ellas  por  suerte 
una  Comisión  encargada  de  examinar 
el  asunto.  Esta  Comisión  estará  obli- 
gada á  permitir  la  defensa  á  los  intere- 
sados y  practicar  de  oficio  los  actos  ne- 
cesarios para  el  descubrimiento  de  la 
verdad. 

Art.  23.  Las  conclusiones  de  la  co- 
misión deberán  recaer  sobre  los  puntos 
siguientes: 

a)    De  no  proceder  la  querella; 

6)  De  casar  el  fallo  objeto  de  la  que- 
rella; 

c)  De  amonestar  á  los  funcionarios 
que  hayan  faltado; 

d)  De  intentar  una  acción  civil  ó 
criminal. 

Estas  proposiciones  podrán  presen- 
tarse por  separado,  ó  reunidas  la  se- 
gunda y  la  tercera  y  la  segunda  y  la 
cuarta. 

Art.  24.  No  podrá  abrirse  la  delibe- 
ración sobre  el  dictamen  de  la  comi- 
sión hasta  seis  días  después  del  primer 
debate  (art.  20),  y  se  permitirá  á  los  in- 
teresados defenderse  verbaimente  ó  por 
escrito. 

El  dictamen  de  la  comisión  se  anun- 
ciará á  los  interesados  veinticuatro  ho- 
ras por  lo  menos  antes  de  la  delibera- 
ción. 

Art.  25.  Si  las  dos  Cámaras  ordena- 
sen la  apertura  de  la  acción  criminal, 
pasará  el  asunto  al  Tribunal  federal. 
Esta  decisión  llevará  consigo  la  sus- 
pensión de  los  funcionarios  inculpados, 
nombrándola  Asamblea  inmediatamen- 
te los  que  han  de  reemplazarlos. 

Art.  26.  En  caso  de  someter  el  asun- 
to al  Tribunal  federal,  serán  excluidos 
del  mismo  los  miembros  y  suplentes 


de  los  Estados. 

Art.  27.  La  Asamblea  federal,  cons- 
tituidaen  Consejo,  nombrará  un  Procu- 
rador especial  y  el  número  de  suplen- 
tes extraordinarios  que  sea  necesario 
para  estatuir  sobre  las  demandas  de  re- 
cusación, y,  llegado  el  caso,  juzgar  el 
asunto  principal.  Tomará  juramento  á 
estos  funcionarios. 

Art.  27.  La  Asamblea  federal  deberá 
tener  en  cuenta,  respecto  de  los  nom- 
bramientos, lo  prescrito  en  los  artícu- 
los 55  y  57  de  la  ley  sobre  organización 
judicial  federal,  concerniente  á  las  in 
capacidades  para  desempeñar  las  fun- 
ciones de  juez  y  los  motivos  de  recusa- 
ción. Las  personas  dependientes  de  la 
autoridad,  cuyos  miembros  sean  acusa- 
dos, no  podrán  tampoco  ser  elegidas. 

Art.  29.  En  los  casos  en  que  todos 
los  miembros  del  Tribunal  federal  sean 
acusados,  nombrará  la  Asamblea  fede- 
ral, á  tenor  de  lo  prescrito  en  los  dos 
artículos  anteriores,  un  Tribunal  espe- 
cial, al  que  se  conferirán  todas  las  atri- 
buciones del  Tribunal  federal. 

Art.  30.  El  modo  de  proceder  ante 
el  Tribunal  federal  será  el  prescrito 
por  la  ley  de  organización  judicial  y  la 
de  procedimiento  criminal. 

Art.  31.  La  sentencia  se  comunica- 
rá al  Consejo  federal  para  que  la  eleve 
á  conocimiento  de  la  Asamblea.  Si  la 
sentencia  es  absolutoria,  los  funciona- 
rios suspendidos  volverán  inmediata- 
mente al  ejercicio  de  sus  funciones;  si 
fuese  condenatoria,  estará  encargado 
de  la  ejecución  el  Consejo  federal. 

Art.  32.  Toda  acción  civil  incoada 
entre  funcionarios  nombrados  por  la 
Asamblea  federal,  y  basada  en  una 
gestión  ilegal,  deberá  incoarse  en  pri- 
mer término  ante  la  Asamblea  federal, 
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que  procederá  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  los  artículos  20  al  23. 

Art.  33.  Si  ambas  Cámaras  decidie- 
sen que  procede  la  demanda,  deberá 
remitirse  al  Tribunal  federal  para  que 
se  tramite  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
En  caso  contrario,  garantizará  la  Con- 
federación al  funcionario,  y  podrán  los 
querellantes  dirigir  contra  ella  su  ac- 
ción de  daños  y  perjuicios. 

Art.  34.  Si  la  Asamblea  federal  de- 
cretase que  el  Tribunal  federal  se  inhi- 
ba del  conocimiento  de  una  acción  ci- 
vil ,  nombrará  suplentes  extraordina- 
rios en  número  suficiente,  con  arreglo 
al  art.  27.  Si  el  negocio  se  refiriese  á 
intereses  de  la  Caja  federal,  podrá  la 
Asamblea  designar  un  defensor  ó  en- 
cargar al  Consejo  federal  su  elección. 

Art.  35.  Cuando  se  rechace  la  de- 
manda por  la  Asamblea  federal,  y  el 
querellante  quiera  seguir  la  acción  ci- 
vil contra  la  Confederación,  no  podrán 
formar  parte  del  Tribunal  los  miem- 
bros de  éste  que  lo  sean  á  la  vez  de 
cualquiera  de  las  dos  Cámaras,  debién- 
dose nombrar  para  reemplazarlos  su- 
plentes extraordinarios. 

Art.  36.  Son  aplicables  á  todos  los 
Jueces  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 56  y  57  de  la  ley  sobre  organización 
judicial  federal. 

III.—  De  los  demás  funcionarios  fede- 
rales 

Art.  37.  Cuando  algún  funcionario 
de  los  nombrados  por  el  Consejo  fede- 
ral se  hagan  culpables  de  negligencia 
continuada  y  no  cumplan  evidentemen- 
te sus  deberes  ó  cometan  reiteradas 
contravenciones,  aunque  de  poca  gra- 
vedad, podrá  el  Consejo  federal  dirigir- 
les reprensiones,  imponerles  una  mu> 


ta  hasta  de  cincuenta  francos,  ó  decre- 
tar su  suspensión  ó  su  destitución. 

Art.  38.  Todas  estas  penas  discipli- 
narias sólo  podrán  aplicarse  después 
de  una  investigación  previa  y  de  oir  á 
los  interesados. 

La  destitución  exigirá  un  decreto  mo- 
tivado, y  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  de  la  corporación  ó  tribunal 
de  que  se  trate.  ' 

Art.  39.  El  Tribunal  federal  estará 
investido,  respecto  de  los  funcionarios 
nombrados  por  él,  de  la  competencia 
mencionada  en  los  dos  artículos  ante- 
riores. 

Art.  40.  Los  crímenes  ó  delitos  gra- 
ves contra  las  leyes,  cometidos  por 
funcionarios,  si  están  previstos  en  la 
legislación  criminal  de  la  Confedera- 
ción, deberán  someterse  por  el  Consejo 
al  Tribunal  federal. 

Esta  medida  llevará  consigo  la  sus- 
pensión hasta  la  terminación  del  pro- 
ceso. 

Art.  41.  Las  acciones  criminales 
contra  funcionarios  respecto  al  ejerci- 
cio de  sus  funciones,  deberán  incoarse 
ante  el  Consejo  federal,  y  el  Tribunal 
federal  no  podrá  conocer  de  ellas  sino 
por  decisión  de  dicho  Consejo. 

Si  el  Consejo  federal  se  negare  á  so- 
meter la  cuestión  al  Tribunal  federal, 
podrá  el  querellante  apelar  de  esta  de- 
cisión ante  la  Asamblea  federal. 

Art.  42.  También  estará  obligado  el 
Consejo,  en  interés  de  la  Caja  federal, 
á  incoar  acciones  civiles  contra  los 
funcionarios  culpables  si  concurren  las 
condiciones  necesarias  para  ello  (ar- 
tículo 7.°). 

Art.  43.  Las  demás  acciones  civiles 
incoadas  por  causa  de  gestión  ilegal 
contra  los  funcionarios,  deberán  ser 
sometidas  en  primer  término  al  Conse- 
jo federal. 
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Si  este  Consejo  le  niega  su  adhesión, 
podrá  el  querellante  incoar  su  acción 
por  la  vía  civil  contra  el  funcionario 
acusado,  prestando  en  este  caso  cau- 
ción para  los  gastos  que  pueda  ocasio- 
nar la  acción.  Esta'  caución  deberá 
fijarla  el  Tribunal  federal. 


Art.  44.  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  en  i.°  de  Enero  de  1851. 

El  Consejo  federal  será  el  encargado 
de  su  ejecución. 

Así  decretada  por  la  Cámara  nació, 
nal  suiza. 

Berna,  7  de  Diciembre  de  1850. 


XX 

PERSECUCIÓN  POR  DEUDAS  Y  QUIEBRA 
LEY    FEDERAL    DE    11    DE    ABRIL    DE    1889 


La  Asamblea  federal  de  la  Confedera- 
ción suiza, 

Para  la  ejecución  del  art.  64  de  la 
Constitución  federal, 

DECRETA 
TITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES    GENERALES 

I. — Organización 

Artículo  1 .°  El  territorio  de  cada  can- 
tón formará  uno  ó  más  distritos  de  per- 
secución por  deudas  y  de  administra- 
ción de  quiebras. 

Los  cantones  determinarán  el  núme- 
ro y  la  extensión  de  estos  distritos. 

Los  distritos  de  quiebra  podrán  ser 
divididos  en  varios  de  persecución. 

Art.  2.°  En  cada  distrito  de  persecu- 
ción habrá  una  Oficina  pública  de  per- 
secuciones, que  estará  dirigida  por  un 
funcionario  director  (préposé). 

Un  substituto  reemplazará  al  Director 
cuando  sea  recusado  ó  esté  imposibili- 
tado para  dirigir  la  Oficina. 

La  organización  de  ésta  corresponde- 
rá á  los  cantones. 


Art.  3.°  En  cada  distrito  de  quiebra 
habrá  una  Oficina  pública  de  quiebras, 
cuya  organización  corresponderá  igual- 
mente á  los  cantones 

Art.  4.°  La  Oficina  de  persecuciones 
y  la  de  quiebras  podrán  estar  reunidas. 

Art  5.°  Los  Directores  y  los  funcio- 
narios de  la  Oficina  de  quiebras  serán 
responsables  del  daño  causado  por  su 
falta  ó  por  la  del  empleado  que  lo  sea 
por  nombramiento  de  aquéllos.  La  ac- 
ción se  incoará  ante  el  juez. 

La  misma  responsabilidad  alcanzará 
á  los  empleados  de  las  Oficinas  de  per- 
secuciones y  quiebras,  nombrados  por 
un  poder  público. 

Art  <¡».°  El  cantón  responderá  del 
daño  de  los  funcionarios  ó  empleados 
responsables  cuando  sus  fianzas  no 
sean  suficientes  para  repararlo. 

Tendrá  el  derecho  de  repetir  contra 
las  circunscripciones  electorales  á  que 
pertenezca  el  nombramiento  del  funcio- 
nario ó  empleado. 

Los  cantones  podrán  exigir  segurida- 
des á  los  funcionarios  y  empleados  de 
cuyas  gestiones  sean  responsables. 

Art.  7.°  La  acción  de  daños  y  perjui- 
cios prescribirá  al  año,  á  contar  desde 
el  día  en  que  la  parte  lesionada  tenga 
conocimiento  del  hecho,  y,  en  general, 
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á  los  diez  años,  á  contar  desde  el  día 
en  que  el  daño  se  produjo. 

Sin  embargo,  si  el  daño  fuese  resul- 
tado de  un  acto  punible  sometido  por 
la  legislación  penal  á  una  prescripción 
más  larga,  se  aplicará  á  la  acción  civil 
esta  misma  prescripción. 

Art.  8.°  Las  Oficinas  de  persecucio- 
nes y  de  quiebras  levantarán  acta  de 
sus  operaciones,  así  como  de  los  reque- 
rimientos y  declaraciones  que  reciban. 

Toda  persona  que  justifique  tener  in- 
terés, podrá  consultar  los  registros  y 
pedir  extractos. 

Las  actas  de  las  Oficinas  de  persecu- 
ción y  quiebras  harán  fe,  salvo  la  prue- 
ba en  contrario. 

Art.  9.°  Las  Oficinas  de  persecución 
y  quiebras  estarán  obligadas  á  consig- 
nar en  la  Caja  de  Depósitos  y  Consigna- 
ciones, las  cantidades,  valores  y  obje- 
tos preciosos  de  que  no  hayan  de  hacer 
uso  antes  de  tres  días. 

Art.  10.  Ningún  funcionario  ó  em- 
pleado podrá  actuar  en  su  Oficina  en 
los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  se  trate  desús  propios 
intereses; 

2.°  Cuando  se  trate  de  los  intereses 
de  su  mujer,  de  su  prometida,  de  sus 
padres  ó  afines  en  línea  recta  ascenden- 
te ó  descendente,  ó  en  línea  colateral, 
hasta  el  tercer  grado  inclusive; 

3.°  Cuando  se  trate  de  los  interesas 
de  una  persona  de  la  cual  sea  represen- 
tante legal,  mandatario  ó  empleado. 

El  Director  que  se  encuentre  en  uno 
de  los  anteriores  casos,  trasladará  in- 
mediatamente el  requerimiento  á  su 
sustituto,  dando  conocimiento  de  ello 
al  acreedor. 

Art.  11.  Queda  prohibido,  bajo  pena 
de  nulidad,  á  los  funcionarios  y  jemplea- 
dos  de  las  referidas  Oficinas,  concluir 
por  su  propia  cuenta,  sea  con  quien 


quiera,  un  negocio  que  tenga  relación 
con  el  crédito  objeto  de  la  persecución 
ó  la  cosa  que  se  halle  en  venta 

Art.  12.  La  Oficina  de  persecuciones 
estará  obligada  á  aceptar  los  pagos  he- 
chos por  cuenta  del  acreedor  que  per- 
sigue. 

El  deudor  quedará  liberado  por  estos 
pagos. 

Art.  13.  Cada  cantón  designará  una 
autoridad  de  vigilancia  para  la  Oficina 
de  persecución  y  quiebras. 

Los  cantones  podrán,  además,  insti- 
tuir autoridades  inferiores  de  vigilancia 
para  uno  ó  más  distritos. 

Art.  14.  La  autoridad  de  vigilancia 
inspeccionará  las  Oficinas,  al  menos 
una  vez  por  año. 

Dicha  autoridad  podrá  aplicar  al  fun- 
cionario ó  empleado  una  de  las  penas 
disciplinarias  siguientes: 

1.a    Reprensión; 

2.a    Multa  de  200  francos  á  lo  sumo; 

3.a  La  suspensión  por  seis  meses 
como  máximum; 

4.a    La  destitución. 

Art.  15.  El  Consejo  federal  ejercerá 
la  alta  vigilancia  en  materia  de  perse- 
cución y  quiebra,  y  proveerá  á  la  apli- 
cación uniforme  de  la  presente  ley. 

Publicará  los  reglamentos  y  ordenan- 
zas que  para  su  ejecución  sean  necesa- 
rios. 

Podrá  dar  las  instrucciones  á  las  au- 
toridades cantonales  de  vigilancia  y  pe- 
dirles sus  Memorias  anuales. 

Proveerá, en  particular,  á  que  las  Ofi- 
cinas de  persecuciones  puedan  tener 
un  estado  de  las  personas  sujetas  á  la 
persecución  por  la  vía  de  quiebra,  do- 
miciliadas en  su  distrito. 

Art.  16.  El  Consejo  federal  decreta- 
rá las  tarifas.  Las  piezas  relativas  á  la 
persecución  y  quiebra  estarán  exentas 
del  derecho  de  timbre. 
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Art.  17.  Salvo  en  el  caso  en  que  la 
ley  prescriba  la  vía  judicial,  podrá 
presentarse  la  querella  ante  la  autori- 
dad de  vigilancia  cuando  una  medida 
de  laOfícina  sea  contraria  á  la  ley  ó  no 
parezca  justificado  el  hecho. 

La  queja  deberá  producirse  en  el  tér- 
mino de  diez  días,  á  contar  de  aquel  en 
que  el  querellante  haya  tenido  conoci- 
miento de  la  medida. 

También  podrá  ser  producida  la  que- 
ja en  todo  tiempo  por  denegación  de 
justicia  ó  retardo  injustificado. 

Art.  18.  Toda  decisión  de  la  autori- 
dad inferior  podrá  ser  llevada  ante  la 
autoridad  cantonal  de  vigilancia,  den- 
tro de  los  diez  días  siguientes  al  de  su 
comunicación. 

Podrá  ser  producida  la  queja  en  todo 
tiempo  ante  la  referida  autoridad  con- 
tra la  autoridad  inferior,  por  denega- 
ción de  justicia  ó  retardo  injustificado. 

Art.  19.  Toda  decisión  tomada  por 
la  autoridad  cantonal  de  vigilancia  con- 
tra lo  prescrito  en  la  presente  ley,  po- 
drá ser  denunciada  al  Consejo  federal 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  al  de 
su  comunicación. 

Podrá  producirse  la  queja  en  todo 
tiempo  ante  el  Consejo  federal  contra 
la  autoridad  cantonal  por  denegación 
de  justicia  ó  retardo  injustificado. 

Art.  20.  En  materia  de  persecución 
por  efectos  de  cambio,  los  plazos  para 
la  querella  y  para  los  recursos  serán 
de  chico  días  solamente;  la  autoridad 
estará  obligada  á  estatuir  en  un  plazo 
de  la  misma  duración. 

Art.  21.  Cuando  una  queja  sea  reco- 
nocidamente fundada,  la  autoridad  anu- 
lará ó  rehará  la  resolución  á  que  se  re- 
fiera, y  ordenará  la  ejecución  de  las  ope- 
raciones que  el  funcionario  se  negó  in- 
debidamente á  practicar  ó  retardó  su 
cumplimiento. 


I 


Art.  22.  Los  cantonesdesignarán  las 
autoridades  judiciales  encargadas  de 
estatuir  en  las  materias  cuyo  conoci- 
miento atribuye  la  presente  ley  al  juez. 

Podrán  designar  un  solo  juez,  un  tri- 
bunal ó  una  sección  del  tribunal. 

Art.  23.  Los  cantones  designarán, 
además,  las  autoridades  encargadas  de 
las  atribuciones  siguientes: 

1.°  De  autorizar  el  secuestro  (artícu- 
los 271  á  281); 

2.°  De  decretar  la  expulsión  ó  des- 
haucio  de  un  inquilino  ó  colono  (artícu- 
lo 282); 

3.°  De  estatuir  en  materia  de  con- 
venio de  acreedores  y  deudores  (ar- 
tículos 293  á  317);  este  servicio  podrá  ser 
organizado  en  una  ó  en  dos  instancias. 

Estas  atribuciones  podrán  conferirse 
á  las  autoridades  del  orden  judicial  ó 
del  orden  administrativo. 

Art.  24.  Los  cantonesdesignarán  las 
Cajas  de  Depósitos  y  Consignaciones 
y  serán  responsables  de  ello. 

Art.  25.  Los  cantones  dictarán  las 
disposiciones  necesarias: 

1.°  Para  organizar  el  procedimiento 
civil  sumario.  En  los  pleitos  incoados 
en  esta  forma,  las  partes  deberán  ser 
citadas  en  breve  plazo  y  las  acciones 
evacuadas  por  última  instancia  canto- 
nal dentro  de  los  seis  meses  de  la  pre- 
sentación de  la  acción; 

2.°  Para  organizar  el  procedimiento 
sumario  en  materia  de  oposición  y  re- 
querimiento de  quiebra; 

3.°  Para  dar  sanción  penal  á  las  dis- 
posiciones de  la  presente  ley. 

Art.  26.  Salvo  las  disposiciones  de 
las  leyes  federales  sobre  derechos  po- 
líticos de  los  ciudadanos  (art.  66  de  la 
Constitución  federal),  pertenecerá  á  los 
cantones  el  determinar  las  consecuen- 
cias de  derecho  público  ligadas  con  el 
embargo  frustrado  y  á  la  quiebra. 
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Sin  embargo,  deberá  pronunciarse  la 

rehabilitación  si  no  llegare  á  decretar- 
se en  definitiva  la  quiebra,  ó  si  todos 
los  acreedores  que  hayan  perdido  han 
sido  pagados  ó  consienten  aquélla. 

Art.  27.  Los  cantones  podrán  orga- 
nizar la  profesión  de  agentes  de  nego- 
cios, especialmente  subordinar  su  ejer 
cicio  á  condiciones  de  capacidad  y  mo- 
ralidad, y  de  imponerá  los  agentes  la 
obligación  de  suministrar  seguridades 
y  lijar  sus  emolumentos. 

Nadie  podrá  ser  obligado  á  valerse  de 
estos  agentes.  Sus  emolumentos  no  po- 
drán correr  á  cargo  del  deudor. 

Art.  28.  Los  cantones  indicarán  al 
Consejo  federal  las  circunscripciones 
establecidas  para  el  servicio  de  las  per- 
secuciones y  de  las  quiebras,  la  orga- 
nización de  las  Oficinas,  las  autoridades 
instituidas  para  la  ejecución  de  la  pre- 
sente ley  y  los  nombres  de  los  directo- 
res, sustitutos  y  funcionarios  de  la  Ofi- 
cina de  quiebras. 

El  Consejo  federal  dará  á  estas  comu- 
nicaciones la  publicidad  necesaria. 

Art.  29.  Las  leyes  y  reglamentos  he- 
chos por  los  cantones  para  la  ejecución 
de  loa  artículos  13,  25, 27, 45  y  111,  serán 
sometidos  ala  aprobación  del  Consejo 
federal. 

Art.  30.  La  presente  ley  no  se  apli- 
cará: . 

1.°  A  la  liquidación  forzosa  de  los 
ferrocarriles; 

2."  A  la  liquidación  forzosa  de  los 
Bancos  de  emisión; 

3.a  A  la  ejecución  forzosa  contra  los 
cantones,  distritos  y  ayuntamientos, 
mientras  existan  sobre  la  materia  le- 
yes federales  ó  cantonales. 

n,—  Reglas  diversas 

Art.  31.  El  plazo  fijado  por  dias  no 
comprenderá  aquél  en  que  empiece. 


El  plazo  fijado  por  meses  ó  por  años 
concluirá  el  dia  que  corresponda  á 
aquél  del  cual  parte;  si  no  hay  dia  co- 
rrespondiente en  el  último  mes,  el  plazo 
concluirá  el  último  dia  de  dicho  mes. 

Cuando  el  último  dia  del  plazo  sea  do- 
mingo ú  otro  dia  legalmente  feriado,  el 
plazo  terminará  el  primer  dia  útil. 

El  plazo  se  reputará  finalizado  el  úl- 
timo día  á  las  seis  de  la  tarde. 

Art.  32.  Cuando  una  comunicación 
se  remita  por  correo,  el  plazo  se  repu- 
tará cumplido  si  el  envío  de  aquél  ha 
tenido  lugar  dentro  del  mismo. 

Art.  33.  Será  nulo  y  de  ningún  efecto 
todo  convenio  modificando  los  plazos 
de  la  presente  ley. 

Cuando  un  plazo  no  se  haya  observa- 
do, el  deudor  podrá  renunciará  utili- 
zarlo. 

Art.  34.  Las  comunicaciones  de  las 
Oficinas  se  harán  por  escrito;  se  efec- 
tuarán por  pliego  certificado  ó  por  en- 
trega directa  contra  recibo,  á  menos 
que  la  ley  disponga  lo  contrario. 

Art.  35.  Las  publicaciones  se  inser- 
tarán en  el  periódico  oficial  cantonal,  y, 
además,  en  el  periódico  federal  de  co- 
mercio, si  el  deudor  está  sujeto  á  la 
persecución  porlavia  de  quiebra.  En 
este  caso  la  inserción  en  el  periódico 
federal  hará  regla  para  el  cálculo  de  los 
plazos  y  para  las  consecuencias  de  la 
publicación. 

Si  las  circunstancias  lo  exigiesen,  la 
publicación  podrá  también  tener  lugar 
en  otros  periódicos  ó  por  pregón. 

Art.  36.  La  queja,  la  apelación  y  el 
recurso  no  suspenderán  la  decisión  á 
no  haberse  ordenado  asf  por  la  autori- 
dad llamada  á  estatuir  ó  por  su  presi- 
dente. Se  dará  inmediatamente  cuenta 
de  la  suspensión  á  las  partes. 

Art.  37.  La  palabra  hipoteea,  en  el 
sentido  de  la  presente  ley,  comprenderá 
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las  hipotecas  propiamente  dichas,  Gül- 
ten,  y  gravámenes  territoriales,  con  sus 
accesorios  (O.  211,  párrafos  1.°  y  3.°)  (1), 
asi  como  los  privilegios  especiales  so- 
bre ciertos  inmuebles. 

La  expresión  prenda  mobiliaria,  com- 
prenderá la  fianza,  el  derecho  de  pren- 
da sobre  un  crédito,  el  empeño  de  ga- 
nado por  inscripción  en  el  Registro  pú- 
blico (O.  210,  párrafo  3.°)  y  el  derecho 
de  retención. 

La  palabra  prenda,  empleada  sola, 
comprenderá  la  hipoteca  y  la  prenda 
mobiliaria. 

título  segundo 

DE  LA  PERSECUCIÓN  POR  DEUDAS 

I. — De  los  diversos  modos  de  persecu- 
ciones por  deudas 

Art.  38.  La  ejecución  forzosa  que 
tenga  por  objeto  una  cantidad  de  dine- 
ro ó  de  seguridades  que  deban  prestar- 
se, se  verificará  por  el  procedimiento 
de  la  persecución  por  deudas. 

La  persecución  comenzará  por  la  no- 
tificación del  mandamiento  de  pago. 
Continuará,  por  vía  de  embargo,  de 
realización  de  prenda  ó  de  quiebra. 

El  Director  determinará  la  forma  que 
deba  aplicarse. 

Art.  39.  La  persecución  se  continua- 
rá por  vía  de  quiebra,  sea  como  perse- 
cución ordinaria  por  vía  de  quiebra  (ar- 
tículos 159  á  174),  sea  como  persecución 
por  efectos  de  cambio  (artículos  177  á 
189),  cuando  el  deudor  esté  inscrito  en 
el  Registro  de  comercio  con  una  de  las 
cualidades  siguientes: 

1 ,°  Jefe  de  la  razón  social  (O.  865,  pá- 
rrafos 2.°  y  4.°); 

(1)    La  abreviatura  O.  alude  al  Código  federal 
e  las  Obligaciones. 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídicas. 


2.°  Socio  en  una  sociedad  colecti- 
va (O.  553); 

3°  Socio  indefinidamente  respon- 
sable en  una  sociedad  en  comandita 
(O.  591); 

4.°    Gerente  de  una  sociedad  en  co- 
mandita por  acciones  (O.  676); 
5.°    Como  sociedad  colectiva  (0. 552); 
6.°    Como    sociedad    en   comandita 
(O.  590); 

7.°    Como  sociedad  anónima  ó  en  co- 
mandita por  acciones  (O.  623  y  676); 
8.°    Como  asociación  (O.  678); 
9.°    Como  otra  sociedad  cualquiera. 
(O.  716). 

La  persecución  por  vía  de  quiebra 
tendrá  lugar  igualmente  contra  toda 
persona  que  se  haya  hecho  inscribir  en 
el  Registro  de  comercio  en  virtud  del  ar- 
tículo 865,  primer  párrafo,  del  Código 
de  Obligaciones. 

La  inscripción  llevará  la  fecha,  para 
el  modo  de  proceder,  del  día  siguiente 
al  de  la  publicación  en  el  periódico  fe- 
deral del  comercio. 

Art.  40.  Las  personas  que  estando 
inscritas  en  el  Registro  de  comercio 
sean  borradas  de  él,  quedarán  suje- 
tas á  la  persecución  por  vía  de  quiebra 
durante  los  seis  meses  siguientes  á  la 
publicación  de  su  baja  en  el  periódico 
federal  del  comercio. 

La  persecución,  para  la  cual  la  comu- 
nicación de  quiebra  ó  el  mandamiento 
de  pago  por  efectos  de  cambio  hayan 
sido  requeridos  antes  de  la  espiración 
de  este  plazo,  continuará  por  la  vía  de 
quiebra. 

Art.  41.  Cuando  la  persecución  ten- 
ga por  objeto  un  crédito  garantido  por 
prenda,  se  continuará  por  la  realiza- 
ción de  la  prenda  (artículos  151  á  158), 
aun  contra  los  deudores  sujetos  á  la 
persecución  por  vía  de  quiebra.  Queda 
á  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  177,  reía* 
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tivo  á  la  persecución  por  efectos  de 
cambio . 

La  persecución  que  tenga  por  objeto 
los  intereses  ó  anualidades  garantidas 
por  hipoteca  se  hará,  á  elección  del 
acreedor,  ya  por  vía  de  realización  de 
la  prenda,  ya  por  vía  de  embargo  ó  de 
quiebra,  según  cualidad  del  deudor, 

Art.  42.  En  los  demás  casos,  la  per- 
secución se  continuará  por  la  vía  de 
embargo  (artículos  88  á  150). 

Cuando  un  deudor  se  inscriba  en  el 
Registro  de  comercio,  los  embargos  pe- 
didos anteriormente  contra  él  serán 
también  ejecutados,  aunque  no  haya 
sido  declarado  en  quiebra. 

Art.  43.  La  persecución  por  impues- 
tos, contribuciones,  derechos,  emolu- 
mentos, multas  ú  otras  prestaciones  de 
derecho  público  debidas  á  una  caja  pú- 
blica ó  á  un  funcionario,  tendrá  siem- 
pre lugar  por  la  vía  de  embargo  ó  de 
realización  de  la  prenda. 

Art.  44.  La  realización  de  objetos 
confiscados  por  virtud  de  leyes  penales 
y  fiscales  de  la  Confederación  y  de  los 
cantones,  se  verificará  de  conformidad 
con  las  disposiciones  de  estas  leyes. 

Art.  45.  Los  cantones  podrán  dictar 
prescripciones  especiales  para  las  per- 
secuciones de  establecimientos  de  prés- 
tamos sobre  prendas. 

II. —Del  tribunal  competente  de  perse- 
cución 

Art.  46  El  tribunal  de  persecución 
será  el  del  domicilio  del  deudor. 

Las  personas  jurídicas  y  sociedades 
inscritas  en  el  Registro  de  comercio 
serán  perseguidas  en  su  domicilio  so- 
cial; las  personas  jurídicas  no  inscri- 
tas, en  el  domicilio  principal  de  su  ad- 
ministración. 

Art.  47.  Si  el  deudor  tiene  un  repre- 
sentante legal,  la  persecución  tendrá 


lugar  en  el  domicilio  de  este  último,  y 
en  él  se  le  notificarán  los  actos  de  per- 
secución . 

Si  el  representante  legal  no  estuviere 
todavía  nombrado,  la  persecución  ten- 
drá lugar  en  la  residencia  de  la  autori- 
dad á  la  cual  incumba  su  nombramien- 
to ó  el  cuidado  de  velar  provisionalmen- 
te por  los  intereses  del  deudor,  y  á  ésta 
le  serán  notificados  los  actos  de  per- 
secución. 

Sin  embargo,  cuando  se  trate  de  una 
deuda  contraída  en  el  ejercicio  de  una 
profesión  ó  industria  autorizada,  de 
conformidad  con  los  artículos  34  y  35 
del  Código  de  Obligaciones,  la  persecu- 
ción se  dirigirá  contra  el  deudor  en  el 
mismo  lugar  donde  él  ejerza  su  profe- 
sión ó  industria. 

Art.  48.  El  deudor  que  no  tenga  do- 
micilio fijo  podrá  ser  perseguido  en  el 
lugar  donde  se  encuentre. 

Art.  49.  Cuando,  á  tenor  del  derecho 
cantonal,  los  bienes  de  una  sucesión 
formen  una  masa  separada  que  deba 
estar  afecta  al  pago  de  acreedores  de  la 
sucesión,  la  persecución  se  intentará 
contra  ésta  en  el  lugar  donde  el  difunto 
podía  ser  perseguido  en  la  época  de  su 
defunción  y  en  la  forma  que  le  sea 
aplicable. 

Art.  50.  El  deudor  domiciliado  en  el 
extranjero  que  posea  un  establecimien- 
to en  Suiza,  podrá  ser  perseguido  por 
las  deudas  de  éste. 

El  deudor  domiciliado  en  el  extranje- 
ro que  tenga  elegido  domicilio  en  Suiza 
para  el  pago  de  una  obligación,  podrá 
ser  perseguido  por  esta  deuda. 

Art.  51.  Cuando  el  crédito  se  halle 
garantido  porprenda  mobiliaria,  la  per- 
secución se  hará,  ya  en  el  domicilio  del 
deudor,  ya  en  el  lugar  donde  se  en- 
cuentre la  prenda  ó  la  parte  de  prenda 
que  tenga  mayor  valor. 
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Cuando  el  crédito  esté  garantido  por 
hipoteca,  la  persecución  se  hará  en  el 
lugar  donde  el  inmueble  se  halle  situa- 
do; si  son  varios  los  inmuebles  y  están 
situados  en  diferentes  distritos,  en  el 
lugar  donde  se  halle  la  parte  de  mayor 
valor  de  aquéllos. 

Art.  52.  La  persecución  por  secues- 
tro tendrá  lugar  donde  el  objeto  secues- 
trado se  halle;  sin  embargo,  la  conmi- 
nación y  el  requerimiento  de  quiebra 
podrán  notificarse  solamente  por  el  tri- 
bunal ordinario. 

Art.  53.  Si  el  deudor  cambiase  de  do- 
micilio después  del  aviso  de  embargo, 
de  la  conminación  de  quiebra  ó  de  la 
notificación  del  mandamiento  de  pago 
por  efectos  de  cambio,  la  persecución 
se  continuará  en  el  mismo  domicilio. 

Art.  54.  La  quiebra  de  un  deudor  fu- 
gado será  declarada  en  el  lugar  de  su 
último  domicilio. 

Art.  55.  La  quiebra  no  podrá  abrirse 
al  mismo  tiempo  en  distintos  puntos 
de  Suiza.  Se  reputará  abierta  donde 
haya  sido  decretada  primeramente. 

III.  —  De  los  días  feriados  y  suspen- 
siones 

Art.  56.  Salvo  el  caso  de  secuestro 
ó  de  medidas  conservatorias  urgentes, 
no  podrá  procederse  á  ningún  acto  de 
persecución: 

1.°    Antes  de  las  ocho  de  la  mañana, 

« 

ni  después  de  las  siete  de  la  tarde; 

2.°  Los  domingos  y  días  legalmente 
feriados; 

3.°  Durante  las  ferias,  á  saber:  siete 
días  antes  y  después  de  Jas  fiestas  de 
Pascuas  de  Pentecostés,  de  la  fiesta 
nacional  y  de  Natividad;  salvo  el  caso 
de  persecución  por  efectos  de  cambio; 

4.°  Cuando  el  deudor  disfrute  del  be- 
neficio de  la  suspensión  (artículos  57 


á  62),  ó  de  una  prórroga  convenida  (ar- 
tículo 295). 

Art  57.  La  persecución  dirigida  con- 
tra un  ciudadano  que  se  halle  en  el  ser- 
vicio militar  federal  ó  cantonal,  ó  con- 
tra las  personas  por  él  representadas 
legalmente,  se  suspenderá  durante  el 
servicio. 

Esta  disposición  no  se  aplicará  álos 
militares  que  estén  en  el  servicio  en 
calidad  de  funcionarios,  instructores, 
etcétera. 

Art.  58.  La  persecución  dirigida  con- 
tra un  deudor  cuyo  cónyuge,  ascendien- 
te ó  descendiente,  por  consanguinidad 
ó  afinidad,  acabe  de  morir,  se  suspen- 
derá el  día  de  su  fallecimiento  y  duran- 
te los  cinco  días  siguientes. 

Art.  59.  La  persecución  por  deudas 
que  perjudique  una  herencia,  será  sus- 
pendida el  día  del  fallecimiento  y  los 
cinco  días  siguientes,  así  como  durante 
los  plazos  acordados  para  aceptar  ó  re- 
pudiar aquélla. 

La  persecución  comenzada  antes  del 
fallecimiento  se  continuará  contra  la 
sucesión  en  el  caso  del  art.  49. 

No  se  continuará  contra  el  heredero 
si  se  trata  de  la  realización  de  prenda, 
ó  si  en  una  persecución  por  la  vía  de 
embargo  han  transcurrido  los  plazos 
para  la  participación  previstos  en  los 
artículos  110  y  111. 

Art.  60.  Cuando  la  persecución  se 
dirija  contra  un  detenido  que  no  tenga 
representante,  el  Director  acordará  un 
plazo  para  nombrarle  uno,  á  menos  que 
la  autoridad  tutelar  se  lo  haya  nom- 
brado. La  persecución  quedará  en  sus- 
penso hasta  la  espiración  de  este  plazo. 

Art.  61.  En  caso  de  enfermedad  gra- 
ve del  deudor,  el  Director  podrá  suspen- 
der la  ejecución  durante  un  tiempo  de- 
terminado. 

Art.  62.    En  caso  de  epidemia,  cala- 
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midad  pública  ó  guerra,  las  persecucio- 
nes podrán  suspenderse  en  una  porción 
del  territorio  6  en  beneficio  de  cierta 
clase  de  personas.  Esta  medida  será  de- 
cretada por  el  Gobierno  cantonal  con 
el  asentimiento  del  Consejo  federal. 

Art.  63.  Los  plazos  no  cesarán  de 
correr  durante  los  días  feriados  y  de 
suspensión  de  las  persecuciones;  pero 
si  el  final  de  un  plazo  coincide  con  un 
dfa  de  aquéllos  ó  de  la  suspensión,  el 
plazo  se  prolongará  hasta  el  tercer  dia 
útil. 

IV. — De  la  notificación  de  los  actos  de 

persecución 

Art.  64.  Los  actos  de  persecución  se 
notificarán  al  deudor  en  su  morada  ó 
en  el  lugar  donde  ejerza  habitualmente 
su  profesión.  Si  se  hallase  ausente,  la 
notificación  se  hará  á  una  persona 
adulta  de  su  familia  ó  á  un  empleado. 

En  caso  de  necesidad,  aquélla  se  hará 
á  un  funcionario  del  ayuntamiento  ó  á 
un  agente  de  policía,  áfin  de  que  la  ha- 
gan llegar  al  deudor. 

Art.  65.  Cuando  la  persecución  se 
dirija  contra  una  persona  jurídica  ó  una 
sociedad,  los  actos  de  persecución  se- 
rán notificados  al  representante,  á 
saber: 

1.°  Al  Presidente  de  la  autoridad  eje- 
cutiva, si  se  trata  de  un  ayuntamiento, 
de  un  cantón  ó  de  la#  Confederación; 

2.°  A  un  miembro  de  la  Administra- 
ción ó  á  quien  la  represente,  si  se  trata 
de  una  sociedad  anónima,  de  una  aso- 
ciación ó  de  una  sociedad  inscrita  en  el 
Registro  de  comercio; 

3.°  Al  Presidente  de  la  Administra- 
ción ó  al  Gerente,  si  se  trata  de  cual- 
quiera otra  persona  jurídica; 

4.°    A  uno  de  los  socios  gerentes  ó  á 


quien  la  represente,  si  se  trata  de  una 
sociedad  colectiva  ó  en  comandita. 

Cuando  las  personas  arriba  mencio- 
nadas no  sean  encontradas  en  su  des- 
pacho, la  notificación  podrá  hacerse  á 
cualquier  otro  funcionario  ó  empleado. 

Art.  66.  Cuando  el  deudor  no  resida 
en  la  jurisdicción  del  tribunal  de  per- 
secución, las  notificaciones  se  remiti- 
rán á  la  persona  ó  serán  depositados  en 
el  lugar  que  tenga  indicado. 

A  falta  de  esta  indicación,  la  notifica- 
ción tendrá  lugar  por  conducto  de  la 
Oficina  del  domicilio  ó  por  correo. 

Cuando  el  deudor  resida  en  el  extran- 
jero, se  procederá  á  la  notificación  por 
conducto  de  las  autoridades  de  su  resi- 
dencia ó  por  correo. 

Si  el  deudor  no  tuviese  domicilio  co- 
nocido, la  notificación  se  hará  por  anun- 
cios 

En  los  casos  previstos  en  los  párra- 
fos 2.°,  3.°  y  4.°  del  presente  artículo,  el 
Director  podrá  prorrogar  los  plazos  se- 
gún las  circunstancias. 

V. — Del  requerimiento  de  persecución 

Art.  67.  El  requerimiento  de  perse- 
cución será  dirigido  ala  Oficina  por  es- 
crito ó  verbalmente. 

Contendrá: 

1.°  El  nombre  y  el  domicilio  del 
acreedor,  y  si  há  lugar,  el  de  su  man- 
datario; el  domicilio  elegido  en  Suiza, 
si  reside  en  el  extranjero.  A  falta  de  in- 
dicación especia],  la  Oficina  se  conside- 
rará como  el  domicilio  elegido; 

2.°  El  nombre  y  el  domicilio  del  deu- 
dor, y  caso  de  que  exista,  el  de  su  repre- 
sentante legal; 

3.°  El  importe  en  valores  suizos  del 
crédito  ó  seguridades  exigidas;  si  el 
crédito  devenga  interés,  la  tasa  y  el  dia 
del  cual  parten; 


LEYES  ORGÁNICAS  COMPLEMENTARIAS  DE  SUIZA 


85 


4.°  El  título  y  su  fecha;  á  falta  del 
titulo,  la  causa  ó  motivo  de  la  obliga- 
ción. 

£1  requerimiento  hecho  en  virtud  de 
un  crédito  garantido  por  prenda  debe- 
rá contener,  además,  las  indicaciones 
previstas  en  el  art.  151. 

Se  librará  gratuitamente  recibo  del 
requerimiento  al  acreedor  que  lo  pida. 

Art.  68.  Los  gastos  de  la  persecu- 
ción serán  de  cuenta  del  deudor.  El 
acreedor  hará  el  adelanto.  La  Oficina 
podrá  diferir  toda  operación  cuyos  gas- 
tos no  se  hayan  adelantado;  pero  debe 
avisar  al  acreedor. 

Este  podrá  sacar  previamente  los 
gastos  de  las  primeras  entregas  del 
deudor. 

VI. — Del  mandamiento  de  pago  y  de 

la  oposición 

Art.  69  En  el  requerimiento  de  per- 
secución redactará  la  Oficina  el  manda- 
miento de  pago. 

Este  acto  contendrá: 

1.°  Las  indicaciones  prescritas  para 
el  requerimiento  de  persecución; 

2.°  La  intimación  de  pagar  en  el  tér- 
mino de  veinte  días  el  importe  de  la 
deuda  y  las  costas,  ó,  cuando  la  perse- 
cución tenga  por  objeto  seguridades, 
suministrarlas  en  este  plazo; 

3.°  El  aviso  de  que  el  deudor  deberá 
formular  su  oposición  dentro  de  los  diez 
dias  siguientes  al  de  la  notificación,  si 
pretende  impugnar  toda  ó  parte  de  la 
deuda,  ó  el  derecho  del  acreedor  á 
ejercitar  las  persecuciones; 

4.°  La  advertencia  de  que  dejando  el 
deudor  de  obedecer  al  mandamiento  de 
pago  ó  de  formular  la  oposición,  segui- 
rá su  curso  el  procedimiento. 

Art.  70.  El  mandamiento  de  pago  se 
redactará  por  duplicado.  Un  ejemplar 


se  entregará  al  deudor  y  el  otro  al  acree- 
dor. Si  los  ejemplares  no  estuviesen 
conformes,  hará  fe  el  del  deudor. 

Cuando  los  co-deudores  sean  perse- 
guidos simultáneamente,  el  manda- 
miento de  pago  deberá  notificarse  á 
cualquiera  de  ellos,  aunque  varios  de 
éstos  estén  representados  por  la  misma 
persona. 

Art.  71.  El  mandamiento  de  pago 
será  notificado  al  deudor,  lo  más  tarde, 
al  siguiente  dia  del  requerimiento  de 
persecución. 

La  Oficina  que  reciba  varios  requeri- 
mientos contra  el  mismo  deudor,  debe- 
rá notificar  todos  los  mandamientos  de 
pago  en  el  mismo  tiempo. 

Ningún  requerimiento  podrá  ser  eje- 
cutado antes  que  otro  más  antiguo. 

Art.  72.  La  notificación  se  hará  por 
el  Director  ó  por  un  empleado  de  la  Ofi- 
cina, ó  por  correo,  en  la  forma  prescrita 
para  el  envío  de  documentos  judiciales 
en  el  reglamento  de  transportes. 

El  que  proceda  á  la  notificación  cer- 
tificará en  cada  ejemplar  el  dia  en  que 
aquélla  ha  tenido  lugar  y  la  persona  á 
la  cual  se  ha  entregado  el  pliego. 

Art.  73.  A  petición  del  deudor  será 
invitado  el  acreedor  á  depositar  en  la 
Oficina,  antes  de  espirar  el  plazo  de  la 
oposición,  el  original  ó  una  copia  autén- 
tica de  su  título. 

Si  el  acreedor  dejare  de  efectuar  este 
depósito,  no  por  eso  se  prorrogará  el 
plazo  de  oposición;  pero  el  juez  lo  ten- 
drá en  cuenta  en  su  caso  al  estatuir 
sobre  los  gastos  del  proceso. 

Art.  74.  El  deudor  que  pretenda  for- 
mular oposición  deberá  hacer  la  decla- 
ración en  la  Oficina,  verbalmente  ó  por 
escrito,  dentro  de  los  diez  días  siguien- 
tes al  de  la  notificación  del  mandamien- 
to de  pago. 

El  deudor  que  sólo  impugne  una  par- 
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te  de  la  deuda  deberá  indicar  exacta- 
mente Ja  cantidad  impugnada,  y  en  su 
defecto  la  oposición  se  tendrá  por  no 
intentada. 

A  petición  del  deudor,  se  le  dará  gra- 
tuitamente certificación  ó  recibo  de  ha- 
ber formulado  oposición. 

Art.  75.  El  oponente  que  haya  mo- 
tivado su  oposición  no  se  limitará  en 
la  defensa  á  los  medios  alegados  en 
aquélla. 

Art.  76.  La  oposición  se  consignará 
en  el  ejemplar  del  mandamiento  de 
pago  destinado  al  acreedor;  si  no  se  for- 
mulase oposición,  se  consignará  igual- 
mente este  hecho. 

Este  ejemplar  se  remitirá  al  acreedor 
inmediatamente  después  de  la  oposi- 
ción ó  de  la  terminación  del  plazo  para 
presentarla. 

Art.  77.  El  deudor  que,  sin  falta  de 
su  parte,  haya  estado  imposibilitado 
para  formular  la  oposición  dentro  del 
plazo  legal,  será  admitido  á  formularla 
hasta  la  realización  ó  la  declaración  de 
quiebra. 

En  este  caso  el  deudor  declarará  su 
oposición  ante  el  juez  dentro  del  térmi- 
no de  tres  días  á  contar  de  aquél  en  que 
el  impedimento  haya  cesado,  restable- 
ciendo ó  indicando  los  motivos  que 
justifiquen  su  retraso. 

El  juez  que  entienda  en  esta  oposi- 
ción podrá  ordenar  la  suspensión  de  la 
persecución,  y  estatuirá  sobre  la  admi- 
sión de  la  oposición  oídas  las  par- 
tes. 

Art.  78.  La  oposición  suspenderá  la 
persecución. 

Si  el  deudor  no  impugnare  más  que 
una  parte  de  la  deuda,  la  persecución 
podrá  continuar  por  la  cantidad  reco- 
nocida. 

Art.  79.  El  acreedor  á  cuya  perse- 
cución se  presente  oposición,  tratará 


por  el  procedimiento  ordinario  de  hacer 
reconocer  su  derecho. 

Art.  80.  Sin  embargo,  aquél  que  esté 
al  amparo  de  una  sentencia  ejecutoria 
podrá  requerir  del  juez  que  prescinda 
de  la  oposición. 

Estarán  asimilados  á  las  sentencias 
ejecutorias,  las  transaciones  ó  recono- 
cimientos pasados  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  así  como  dentro  de  los  límites 
del  territorio  cantonal,  los  decretos  y 
decisiones  de  la  autoridad  administra- 
tiva relativas  á  obligaciones  de  derecho 
público  (impuestos  etc.),  á  las  cua- 
les el  cantón  atribuirá  fuerza  ejecu- 
tiva. 

Art.  81.  Cuando  la  persecución  esté 
fundada  en  una  sentencia  ejecutoria 
dictada  por  una  autoridad  de  la  Confe- 
deración ó  del  cantón  en  el  cual  haya 
tenido  lugar  la  persecución,  el  juez  or- 
denará la  desestimación  de  la  oposición 
á  menos  que  el  oponente  pruebe  por 
medio  de  titulo  que  la  deuda  ha  sido 
extinguida  ó  que  ha  obtenido  una  pró- 
rroga con  posterioridad  á  la  sentencia, 
ó  que  utilice  la  prescripción. 

Si  la  sentencia  ejecutoria  se  hubiere 
dictado  en  otro  cantón,  el  oponente  po- 
drá además  discutir  la  competencia  del 
juez  que  la  ha  pronunciado  ó  alegar 
que  no  fué  regularmente  citado  ó  no 
estuvo  legalmente  representado. 

Si  la  sentencia  se  hubiere  dictado  en 
un  país  extranjero  con  el  que  exista  un 
convenio  sobre  ejecución  recíproca  de 
sentencias,  el  oponente  podrá  hacer 
valer  los  medios  exceptuados  en  el  con- 
venio. 

Art.  82.  El  acreedor  cuya  persecu- 
ción se  funde  en  un  reconocimiento  de 
deuda  comprobada  por  documento  pú- 
blico ó  privado,  podrá  pedir  la  desesti- 
mación provisional. 
El  juez  fallará  si  el  perseguido  no 
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justificase  durante  la  sesión  su  libera- 
ción. 

Art.  83.  Cuando  se  haya  acordado  la 
desestimación  provisional,  el  acreedor 
podrá,  transcurrido  el  plazo  del  pago  y 
según  la  cualidad  del  deudor,  requerir 
el  embargo  provisional  ó  pedir  al  juez 
que  se  proceda  á  formar  inventario 
con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  162. 

Por  su  parte  podrá  el  deudor,  en  el 
término  de  diez  días  á  contar  del  de  la 
desestimación,  intentar  en  el  tribunal 
de  persecución  una  acción  de  liberación 
de  deuda;  el  incidente  se  tramitará  en 
la  forma  ordinaria. 

Si  no  hiciese  uso  de  este  derecho,  ó  si 
se  denegase  su  petición,  serán  firmes  y 
definitivos  la  desestimación  y  el  em- 
bargo. 

Art.  84.  El  juez  estatuirá  sobre  la 
petición  de  desestimación  dentro  del 
término  de  cinco  días,  oídas  las  partes. 

Art.  85.  El  deudor  podrá  en  todo 
tiempo  requerir  del  juez  la  anulación 
ó  suspensión  de  la  persecución,  si  pro- 
base con  documentos  que  la  deuda  se 
ha  extinguido  en  capital,  intereses  y 
gastos,  ó  que  el  acreedor  le  ha  concedi- 
do una  prórroga. 

Art.  86.  El  que  haya  pagado  una 
cantidad  que  no  debía  después  de  una 
persecución  hecha  sin  oposición  ó  de 
una  providencia  acordando  la  desesti- 
mación de  aquélla,  tendrá  el  derecho  de 
repetirlo  dentro  del  año  por  la  vía  del 
procedimiento  ordinario. 

La  acción  se  presentará  ante  el  Tri- 
bunal de  la  persecución  ó  ante  el  del 
demandado,  á  elección  del  demandante. 

Queda  derogada  en  parte  el  art.  72 
del  Código  de  las  Obligaciones.  La 
prueba  de  que  la  cantidad  no  era  debi- 
da es  la  única  que  incumbe  al  deman- 
dante. 

Art.  87.    En  materia  de  realización  | 


de  prendas,  el  mandamiento  de  pago  se 
regirá  por  las  disposiciones  especiales 
de  los  artículos  151  á  153;  el  manda- 
miento de  pago  y  la  oposición  en  la 
quiebra  por  efectos  de  cambio  se  regi- 
rán por  las  disposiciones  especiales  de 
los  artículos  178  á  189. 

TÍTULO    TERCERO 

DE  LA   PERSECUCIÓN   POR  LA   VÍA  DE 

EMBARGO 

I.— Bel  embargo 

Art.  88.  Después  de  haber  espirado 
el  plazo  de  veinte  días  desde  la  notifi- 
cación del  mandamiento  de  pago,  po- 
drá pedir  el  acreedor  el  embargo. 

El  derecho  de  requerir  el  embargo 
durará  un  año,  á  contar  desde  la  notifi- 
cación del  mandamiento  de  pago.  Si 
se  hubiese  formulado  la  oposición,  no 
se  contará  el  tiempo  que  transcurra 
desde  la  presentación  de  la  acción  has- 
ta la  sentencia. 

Se  entregará  gratuitamente  al  acree- 
dor que  lo  solicite  un  recibo  de  su  re- 
querimiento de  embargo. 

Art.  89.  La  Oficina  procederá  al  em- 
bargo dentro  de  los  tres  días  después 
del  requerimiento,  ó  hará  que  se  proce- 
da á  él  por  la  Oficina  donde  se  encuen- 
tren los  bienes  que  han  de  embargarse. 

Art.  90.  Al  deudor  se  le  avisará  el 
embargo  la  víspera  lo  más  tarde.  El 
aviso  contendrá  las  disposiciones  del 
artículo  91. 

Art.  91.  El  deudor  estará  obligado, 
bajo  las  penas  que  procedan,  á  asistir 
al  embargo  ó  á  hacerse  representar, 
como  también  indicar  todos  los  bienes 
que  le  pertenezcan,  incluso  los  créditos 
y  otros  derechos,  aun  aquellos  de  que 
no  esté  en  posesión. 
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Al  requerimiento  del  funcionario 
estará  obligado  el  deudor  á  abrir  sus 
locales  y  muebles.  Si  hubiese  necesi- 
dad, podrá  pedirse  el  auxilio  de  la 
fuerza  pública. 

Art.  92.    No  podrán  embargarse: 

l."  Las  ropas  y  demás  efectos  per- 
sonales necesarios  para  dormir  el  deu- 
dor y  su  familia,  asi  como  los  objetos 
y  libros  del  culto; 

2."  Los  objetos  de  cocina  indispen- 
sables y  los  utensilios  más  necesarios 
del  ajuar; 

3."  Los  útiles,  instrumentos  y  libros 
necesarios  al  deudor  y  su  familia  para 
el  ejercicio  de  su  profesión; 

4.°  Una  vaca  de  leche,  ó  tres  cabras, 
ó  tres  carneros,  á  elección  del  deudor, 
con  los  forrajes  y  el  heno  para  un  mes, 
cuando  estos  animales  sean  indispen- 
sables para  la  manutención  del  deudor 
y  su  familia; 

5."  Los  géneros  alimenticios  y  el 
combustible  necesarios  al  deudor  y  su 
familia,  durante  dos  meses; 

6."  El  vestuario,  equipo,  armas,  ca- 
ballo y  sueldo  de  los  militares; 

7.°  Las  rentas  vitalicias  constitui- 
das, no  embargables  en  virtud  del  ar- 
ticulo 521  del  Código  de  Obligaciones; 

8."  Las  pensiones  de  los  ciudadanos 
que  se  hayan  inutilizado  en  el  servicio 
del  ejército  ó  de  la  policía  del  país,  las 
pensiones  concedidas  á  la  familia  del 
ciudadano  que  haya  perdido  la  vida  en 
uno  de  estos  servicios; 

9."  Los  subsidios  concedidos  por 
una  caja  ó  sociedad  de  socorros  en 
caso  de  enfermedad,  indigencia,  falle- 
cimiento, etc.; 

10.    Las  pensiones  y  capitales  debi- 
dos ó  dados  á  la  victima  ó  su  familia,  á 
'titulo  de  indemnización,  por  lesiones 
corporales  ó  por  privación  de  la  salud. 
Art.  93.    Los  salarios,  sueldos  y  de- 


más rentas  procedentes  de  empleos, 
los  usufructos  y  sus  productos,  los  ali- 
mentos, las  pensiones  por  retiro;  las 
rentas  pagadas  por  cajas  de  seguros  ó 
de  retiro,  no  podrán  ser  embargadas 
sin  hacer  deducción  de  aquella  parte 
que  el  Director  estime  necesaria  para  el 
deudor  y  su  familia. 

Art.  94.  Las  cosechas  pendientes  no 
podrán  ser  embargadas,  á  saber: 

1.°  En  los  prados,  antes  del  1.a  de 
Abril; 

2.a  En  los  campos,  antes  del  1."  de 
Junio; 

3."  En  los  viñedos,  antes  del  20  de 
Agosto. 

La  enajenación  hecha  por  el  deudor 
con  anterioridad  6  en  estasmismas  épo- 
cas, no  podrá  oponerse  al  ejecutante. 

Exceptúanse  los  derechos  atribuidos 
á  los  acreedores  hipotecarios  por  la  le- 
gislación cantonal. 

Art.  95.  El  embargo  se  hará  en  pri- 
mer término  sobre  los  bienes  muebles, 
incluso  los  créditos;  los  objetos  de  va- 
lor corriente  deben  embargarse  los  pri- 
meros, aquéllos  de  que  el  deudor  pueda 
prescindir  sin  dificultad,  con  preferen- 
cia á  aquellos  otros  de  los  cuales  le 
sea  más  difícil  privarse, 

Los  inmuebles  sólo  se  embargarán 
en  defecto  de  bienes  muebles  suficien- 
tes para  cubrir  el  crédito,  ó  cuando  el 
acreedor  y  el  deudor  lo  pidan. 

Serán  embargados  en  último  lugar 
lus  bienes  afectos  á  un  secuestro,  aqué- 
llos que  el  deudor  designe  como  perte- 
necientes á  terceros  y  aquéllos  que  los 
terceros  reclamen. 

El  deudora  quien  se  le  hayan  embar- 
gado los  forrajes,  podrá  exigir  que  se 
le  embargue  al  mismo  tiempo  el  núme- 
ro correspondiente  de  cabezas  de  ga- 
nado. 

En  general,  el  funcionario  que  proce- 
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da  al  embargo  deberá  conciliar,  en 
cuanto  sea  posible,  los  intereses  del 
acreedor  con  los  del  deudor. 

Art.  96.  Queda  prohibido  al  deudor, 
bajo  las  penas  que  procedan  en  dere- 
cho, el  disponer  de  los  bienes  embarga- 
dos sin  previo  permiso  del  Director.  El 
funcionario  encargado  de  practicar  el 
embargo  deberá  tener  en  cuenta  esta 
prescripción. 

Art.  97.  El  funcionario  tasará  los 
objetos  que  embargue.  Podrá  aseso- 
rarse para  ello  de  peritos. 

No  embargará  más  que  los  bienes 
necesarios  para  satisfacer  á  los  acree- 
dores ejecutantes,  por  capital,  intere- 
ses y  gastos. 

Art.  98.  Cuando  el  embargo  recaiga 
sobre  metálico,  billetes  de  Banco,  títu- 
los al  portador,  efectos  de  cambio  ú 
otros  títulos  transmisibles  por  endoso, 
objetos  de  oro  ó  plata  ú  otro  de  valor, 
serán  custodiados  por  la  Oficina  corres- 
pondiente. 

Los  demás  bienes  muebles  podrán 
dejarse  provisionalmente  en  poder  del 
deudor  ó  de  un  tercero,  con  la  obliga- 
ción de  exhibirlos  ó  mostrarlos  cuando 
se  le  exija. 

Sin  embargo,  si  el  acreedor  lo  pidie- 
re ó  el  Director  lo  juzgare  conveniente, 
estos  objetos  se  colocarán  igualmente 
bajo  la  custodia  de  la  oficina  ó  de  un 
tercero. 

La  Oficina  podrá  también  custodiar 
los  objetos  por  los  cuales  un  tercero  se 
encuentre  afianzado  á  titulo  de  prenda; 
pero  los  restituirá  si  la  realización  no 
ha  tenido  efecto. 

Art.  99.  Cuando  el  embargo  recaiga 
sobre  un  crédito  ú  otro  derecho  no 
comprobado  por  un  título  al  portador  ó 
transmisible  por  endoso,  el  Director  pre- 
vendrá al  tercer  deudor  que  en  lo  su- 
cesivo sólo  podrá  pagarse  en  la  Oficina. 


Art.  100.  La  Oficina  cuidará  de  la 
conservación  de  los  derechos  embarga- 
dos y  del  ingreso  de  créditos  ven- 
cidos. 

Art.  101.  La  Oficina  que  haya  em- 
bargado un  inmueble  avisará  al  funcio- 
nario encargado  del  Registro  de  la  pro- 
piedad é  hipotecas,  indicando  la  canti- 
dad por  la  cual  se  ha  efectuado  el  em- 
bargo. 

Este  aviso  será  inscrito  en  el  Regis- 
tro, dando  de  ello  cuenta  á  la  Oficina. 

Art.  102.  El  embargo  de  un  inmue- 
ble comprenderá  los  frutos  naturales  y 
civiles,  sin  perjuicio  de  ¡os  derechos 
atribuidos  á  los  acreedores  por  la  legis- 
lación cantonal. 

La  Oficina  cuidará  de  la  administra- 
ción y  cultivo  del  inmueble. 

Art.  103.  La  Oficina  procederá  á  la 
recolecciónde  frutos  (artículos94  y  102). 

Si  el  deudor  quedare  sin  recursos,  sa- 
cará del  capital  lo  necesario  para  su 
sostenimiento  y  el  de  su  familia. 

Art.  104.  Cuando  el  embargo  recaiga 
sobre  un  usufructo  ó  sobre  una  parte 
de  una  sucesión  pro  indivisa,  sociedad 
ó  comunidad,  la  Oficina  dará  aviso  del 
embargo  á  los  terceros  interesados. 

Art.  105.  El  acreedor  que  lo  haya  re- 
querido estará  obligado  á  hacer  el  an- 
ticipo de  los  gastos  para  la  conserva- 
ción de  los  bienes  embargados 

Art.  106.  Cuando  un  deudor  alegue 
que  un  objeto  que  se  encuentre  en  su 
poder  és  propiedad  ó  prenda  de  un  ter- 
cero, ó  cuando  este  tercero  reivindique 
un  derecho  de  propiedad  ó  prenda,  la 
Oficina  hará  de  ello  mención  en  el  acta 
de  embargo,  é  informará  á  las  partes  si 
ha  tenido  ya  lugar  la  notificación. 

La  Oficina  fijará  en  el  mismo  tiempo 
al  acreedor  y  al  deudor  un  plazo  de  diez 
días  para  dictaminar  sobre  la  reivindi- 
cación. 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


Si  no  diesen  contestación,  se  conside- 
rará que  admiten  la  reivindicación. 

Art.  107.  Cuando  el  acreedor  ó  el 
deudor  se  opongan  a  Ja  reivindicación, 
la  Oficina  invitará  á  los  terceros  para 
que  hagan  valer  en  justicia  su  derecho 
en  el  plazo  de  diez  días. 

El  juez  que  entienda  en  el  embargo 
suspenderá  la  persecución  hasta  juzgar 
la  cosa  en  cuanto  aquélla  se  refiera  al 
objeto  del  litigio.  Los  plazos  previstos 
en  el  art.  116  no  correrán  mientras  dure 
la  acción. 

El  tercero  que  no  haga  valer  su  ac- 
ción en  el  plazo  fijado,  se  le  reputará 
como  que  renuncia  á  su  pretensión. 

Si  no  ha  obrado  de  la  manera  antes 
indicada,  podrá  reivindicar  el  objeto 
embargado  ó  el  producto  de  su  realiza- 
ción hasta  la  distribución  de  los  fondos. 

Art.  108.  La  reivindicación  de  cosas 
robadas  ó  perdidas  están  reguladas  por 
los  artículos  206  y  207  del  Código  de 
Obligaciones.  La  venta  de  común  acuer- 
do verificada  por  la  Oficina  de  persecu- 
ciones, queda  asimilada  á  la  venta  pú- 
blica, señalada  en  el  art.  206  de  dicho 
Código. 

Art.  109.  Cuando  el  objeto  embar- 
gado no  se  halle  en  poder  de  un  deu- 
dor, pero  sí  en  el  de  un  tercero  que  pre- 
tende ser  su  propietario,  ó  se  prevale  de 
un  derecho  Me  prenda,  la  Oficina  fijará 
al  acreedor  "un  plazo  de  diez  días  para 
intentar  la  acción  correspondiente.  Si 
no  hace  uso  de  este  plazo,  se  reputará 
que  reconoce  el  derecho  del  tercero. 

Art.  110.  Los  acreedores  que  pidan 
el  embargo  en  los  treinta  días  después 
de  haberse  verificado  otro,  participa- 
rán del  mismo. 

La  Oficina  lo  completará  con  arreglo 
alas  peticiones,  hasta  donde  sea  no 
cesario,  para  pagar  á  los  acreedores  de 
la  misma  serie. 


Las  peticiones  hechas  después  de  los 
treinta  días  formarán  de  la  misma  ma- 
nera series  sucesivas,  para  las  cuales 
procederá  á  nuevos  embargos. 

Los  objetos  embargados  podrán  ser 
comprendidos  en  un  nuevo  embargo, 
siempre  que  su  producto  no  esté  afecto 
al  pago  de  los  acreedores  de  la  serie 
precedente. 

Art.  111.  Queda  reservado  á  los  can- 
tones el  admitir  los  créditos  que  resul- 
ten del  matrimonio,  patria  potestad,  tu- 
tela ó  cúratela  y  tomar  parte  en  el  em- 
bargo en  los  treinta  días,  sin  persecu- 
ción previa. 

Los  cantones  podrán  prolongar  el 
plazo  de  diez  días  en  favor  de  estos  cré- 
ditos. 

La  Oficina  hará  llegar  á  conocimien- 
to del  deudor  y  de  los  acreedores  las 
peticiones  de  participación,  y  les  fijará 
un  plazo  de  diez  dias  para  que  formulen 
la  oposición. 

Si  ésta  se  presenta,  el  participante  no 
será  admitido  más  que  á  titulo  provi- 
sional y  deberá  incoar  su  acción  en 
el  término  de  diez  días,  bajo  pena  de 
exclusión.  Las  actuaciones  se  tramita- 
rán sumariamente. 

Art.  112.  Se  levantará  acta  del  em- 
bargo. Esta  estará  firmada  por  el  fun- 
cionario ó  empleado  que  proceda  á  la 
operación;  contendrá  los  nombres  del 
acreedor  y  de)  deudor,  el  importe  del 
crédito,  el  día  y  hora  del  embargo,  los 
bienes  embargados  y  su  valor  estima- 
tivo, así  como  las  pretensiones  de  ter- 
ceras personas. 

Si  los  objetos  embargados  estuvieran 
ya  secuestrados,  el  derecho  de  partici- 
pación del  secuestrante  (art.  281)  será 
consignado  en  el  acta. 

Si  los  bienes  embargables  son  insufi- 
cientes ó  no  existieren,  se  hará  de  ello 
mención. 
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Art.  113.  Dentro  de  los  tres  días  si- 
guientes al  embargo  se  remitirá  copia 
del  acta  al  acreedor  y  al  deudor. 

Art.  114.  La  participación  de  nuevos 
acreedores  y  los  complementos  de  em- 
bargo serán  consignados  al  pie  del 
acta. 

Se  remitirá  al  participante  una  copia 
completa  de  ésta,  y  los  anteriores  em- 
bargantes y  el  deudor  recibirán  copia 
complementaria  de  aquélla. 

Art.  115.  Si  no  hubiere  bienes  em- 
bargables,  el  acta  de  embargo  valdrá 
como  acta  de  falta  de  bienes,  según  el 
sentido  del  art.  149. 

Tendrá  lugar  el  acta  de  falta  de  bie- 
nes provisional,  y  conferirá  al  acree- 
dor los  derechos  mencionados  en  los 
artículos  271,  núm.  5.°,  y  285,  cuando  los 
bienes  embargables  sean  insuficientes 
según  su  estimación. 

II. — Be  la  realización 

1. — Del  requerimiento  de  venta 

Art.  116.  El  acreedor  podrá  pedir  la 
venta  de  los  bienes  embargados  un 
mes  lo  más  pronto,  y  un  año  lo  más 
tarde  después  del  embargo,  si  se  trata 
de  bienes  muebles,  incluso  los  crédi- 
tos; y  seis  meses  y  dos  años  respecti- 
vamente, si  se  trata  de  inmuebles. 

Cuando  varios  acreedores  tengan 
participación  en  el  embargo,  los  plazos 
empezarán  á  contarse  desde  el  último 
requerimiento  de  aquél. 

Art.  117.  Cada  acreedor  podrá  pedir 
la  venta  por  la  serie  de  la  cual  for- 
me parte. 

Los  acreedores  podrán  asimismo  pe- 
dir la  venta  de  los  bienes  de  <nue  sólo 
hayan  embargado  el  mayor  valor  (ar- 
tículo 110,  párrafo  3.°). 

Art.  118.    El  acreedor  cuyo  embargo 


no  sea  más  que  provisional,  no  podrá 
pedir  la  venta.  Los  plazos  del  artícu- 
lo 116  no  transcurrirán  en  este  caso. 

Art.  119.  La  realización  se  verifica- 
rá de  conformidad  con  los  artículos 
122  á  143. 

Se  suspenderá  tan  pronto  como  el 
producto  alcance  el  importe  de  los  cré- 
ditos por  los  cuales  se  hizo  definitivo 
el  embargo.  La  realización  de  objetos 
embargados  provisionalmente  no  po- 
drá tener  lugar  más  que  en  los  casos 
mencionados  en  el  art.  124  ,  párrafo  2.° 

Art.  120.  La  Oficina  comunicará  al 
deudor  el  requerimiento  de  venta  den- 
tro del  término  de  tres  días. 

Art.  121.  La  persecución  cesa  si  el 
requerimiento  no  ha  sido  hecho  en  el 
plazo  legal,  ó  si,  retirado,  no  ha  sido 
renovado  en  este  plazo. 

2.— De  la  realización  de  muebles 

Art.  122.  Los  bienes  muebles,  inclu- 
so los  créditos,  serán  vendidos  por  la 
Oficina  diez  días  lo  más  pronto,  y  un 
mes  lo  más  tarde  después  del  requeri- 
miento de  venta. 

Las  cosechas  pendientes  no  podrán 
venderse  antes  de  la  madurez  sin  el 
consentimiento  del  deudor. 

Art.  123.  El  Director  podrá  diferir  la 
venta  tres  meses  lo  más,  á  condición 
de  que  el  deudor  se  obligue  á  entregar 
cada  mes  en  la  Oficina  una  cantidad 
que  no  podrá  ser  inferior  á  la  cuarta 
parte  de  la  deuda,  y  que  hará  efectiva 
inmediatamente  la  primera  entrega. 

La  prórroga  cesará  si  el  deudor  no 
cumpliere  exactamente  su  compromiso. 

Art.  124.  A  petición  del  deudor,  la 
venta  podrá  efectuarse  antes  de  que  el 
acreedor  tenga  el  derecho  de  reque- 
rirla. 

El  Director  podrá  proceder  en  todo 
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tiempo  á  la  venta  de  los  objetos  que 
sufran  en  su  conservación  depreciación 
rápida  ú  originen  dispendios. 

Art.  125.  La  venta  se  hará  en  públi- 
ca subasta.  A  ésta  precederá  un  anun- 
cio indicando  el  lugar,  día  y  hora  en 
que  aquélla  tendrá  efecto. 

La  publicidad  dada  á  este  anuncio  y 
el  modo,  lugar  y  día  de  la  venta,  serán 
determinados  por  el  Director  en  la  for- 
ma que  estime  más  favorable  para  los 
interesados.  No  es  de  rigor  la  inserción 
de  este  anuncio  en  el  periódico  oñcial. 

Si  el  deudor,  el  acreedor  y  los  terce- 
ros interesados  tienen  en  Suiza  resi- 
dencia conocida  ó  un  representante, 
se  les  notificará  con  tres  días  de  antici- 
pación, el  día,  hora  y  lugar  de  la 
venta. 

Art.  126.  El  objeto  puesto  en  venta 
será  adjudicado  después  de  pregonarlo 
tres  veces,  al  mejor  postor,  á  condición 
de  que  la  oferta  alcance  la  tasa  de  aquél 
y  sea  superior  á  la  suma  de  los  créditos 
garantidos  por  prenda  preferibles  á  la 
del  que  lo  persigue. 

A  falta  de  ofertas  suficientes,  el  Di- 
rector aplazará  la  venta  y  cesará  el 
compromiso  de  los  postores. 

Art.  127.  La  segunda  subasta  tendrá 
lugar  al  mes  siguiente  del  en  que  se 
celebre  la  primera.  Es  aplicable  el  ar- 
tículo 125. 

En  esta  segunda  subasta  el  objeto 
será  adjudicado  al  mejor  postor,  siem- 
pre que  la  oferta  sea  superior  á  la  suma 
de  créditos  garantidos  por  prenda,  pre- 
feribles á  la  del  que  lo  persigue. 

Si  no  hay  ninguna  oferta  suficiente, 
la  persecución  cesará  en  cuanto  al  ob- 
jeto puesto  en  venta. 

Art.  128.  Los  objetos  de  oro  y  plata 
no  podrán  ser  adjudicados  por  un  pre- 
cio inferior  al  de  su  valor  intrínseco. 

Art.  129.    La  ven  tase  hará  al  contado. 


Sin  embargo,  el  Director  podrá  con- 
ceder un  término  de  veinte  días  á  lo 
sumo 

En  ningún  caso  podrá  existir  la  libe- 
ración sin  previo  pago. 

Si  éste  no  se  ha  efectuado  dentro  del 
plazo,  la  Oficina  ordenará  una  nueva 
subasta,  á  la  cual  se  aplicará  el  artícu- 
lo 127,  párrafo  2.° 

El  precedente  adjudicatario  y  sus 
fianzas  estarán  obligados  por  el  menor 
valor  sobre  el  precio  de  la  primera  ven- 
ta, así  como  de  todo  otro  daño.  La  pér- 
dida del  interés  se  calculará  sobre  la 
tasa  de  un  5  por  100. 

Art.  130.  La  venta  podrá  tener  lugar 
de  común  acuerdo  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  Cuando  todos  los  interesados  ha- 
gan la  petición; 

2.°  Cuando  se  trate  de  un  valor  6  de 
cualquier  otro  objeto  que  se  cotice  en 
el  mercado  ó  en  la  Bolsa,  por  los  cua- 
les se  ofrezca  un  precio  equivalente  al 
del  día; 

3.°  Cuando  se  trate  de  objetos  de  oro 
ó  plata  que,  habiendo  sido  sacados  á 
subasta,  no  hayan  alcanzado  su  precio 
intrínseco  y  por  los  cuales  se  ha  ofre- 
cido este  precio; 

4.°  En  el  caso  previsto  por  el  articu- 
lo 124,  párrafo  2.° 

Art.  131.  Si  todos  los  acreedores  em- 
bargantes lo  pidiesen,  los  créditos  del 
deudor  no  cotizados  en  la  Bolsa  ó  en  el 
mercado  les  serán  dados  en  pago,  ó  á 
uno  de  ellos  por  su  cuenta,  por  su  va- 
lor nominal.  En  este  caso  los  acreedo- 
res quedarán  subrogados  en  los  dere- 
chos del  deudor,  hasta  la  concurrencia 
de  sus  créditos. 

En  las  mismas  condiciones,  los  em- 
bargantes ó  uno  de  ellos,  podrán  en- 
cargarse de  hacer  valer  contra  el  ter- 
cer deudor,  por  su  cuenta  y  riesgo,  y  sin 
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perjuicio  de  sus  derechos,  un  crédito  ó 
pretensión  del  embargado.  La  cantidad 
que  puedan  obtener  servirá,  en  este 
caso,  para  cubrir  en  primer  lugar  sus 
propios  créditos  y  gastos. 

Art.  132.  Cuando  se  trate  de  bienes 
no  especificados  en  los  artículos  prece- 
dentes, tales  como  el  usufructo,  una 
parte  en  una  sucesión  pro  indiviso,  una 
sociedad  ó  cualquier  otra  comunidad, 
el  Director  pedirá  á  la  autoridad  de  vi- 
gilancia que  fije  el  modo  de  la  realiza- 
ción. 

Después  de  consultar  á  los  interesa- 
dos, la  autoridad  podrá  ordenar  la  ven- 
ta en  subastas,  confiar  la  realización  á 
un  gerente  ó  tomar  cualquiera  otra  me- 
dida. 

3.— De  la  realización  de  inmuebles 

Art.  133.  Los  inmuebles  serán  ven- 
didos por  la  Oficina  en  subastas  públi- 
cas dentro  del  término  de  dos  meses,  á 
contar  desde  el  requerimiento  de  venta. 

Es  aplicable  el  art.  123. 

Art.  134.  La  Oficina  fijará  las  condi- 
ciones de  la  venta  según  costumbre 
del  pafs  y  de  la  manera  más  ventajosa. 

Las  condiciones  quedarán  deposita- 
das por  lo  menos  con  diez  días  de  anti- 
cipación á  las  subastas  en  el  despacho 
de  la  Oficina,  donde  todos  podrán  ente- 
rarse de  ellas. 

Art.  135.  Las  condiciones  de  la  venta 
indicarán  si  el  inmueble  se  vende  libre 
de  toda  carga,  ó  en  caso  contrario,  qué 
cargas  (hipotecas,  Gülten,  pensiones  y 
censos,  servidumbres,  etc.),  continua- 
rán gravando  el  inmueble  de  conformi- 
dad con  el  derecho  cantonal,  y  deberán 
ser  soportadas  por  el  adjudicatario. 

Las  condiciones  indicarán  los  gastos 
que  habrán  de  correr  á  cargo  de  éste. 

Art.  136.    La  venta  se  hará  al  conta- 


do ó  á  plazo;  éste  no  podrá  exceder  de 
seis  meses. 

El  cambio  de  propiedad  se  verificará 
inmediatamente  después  de  la  venta  en 
la  forma  prescrita  por  la  legislación 
cantonal. 

Art.  137.  Si  se  acordase  que  la  ven- 
ta sea  á  plazos,  el  pago  del  precio  con 
intereses  será  garantido  por  la  hipote- 
ca del  inmueble. 

Podrán  exigirse  algunas  otras  seguri- 
dades. En  este  caso  el  adjudicatario  no 
entrará  en  posesión  hasta  haberlas  su- 
ministrado y  el  inmueble  será  adminis- 
trado desde  luego  por  la  Oficina  por 
cuenta  y  riesgo  de  aquél. 

Art.  138.  La  venta  se  anunciará  por 
lo  menos  con  un  mes  de  anticipación. 
El  anuncio  contendrá: 

1.°  La  indicación  del  lugar,  diay  hora 
de  la  venta; 

2.°  La  indicación  de  la  fecha  desde 
la  cual  quedan  depositadas  las  condi- 
ciones de  la  venta; 

3.°  La  notificación  á  los  acreedores 
hipotecarios  y  demás  interesados  para 
que  manifiesten  en  la  Oficina,  en  el  pla- 
zo de  veinte  días,  sus  derechos  sobre  el 
inmueble,  especialmente  sus  reclama- 
ciones de  intereses  y  gastos;  á  falta  de 
ésto,  serán  excluidos  de  la  repartición 
siempre  que  sus  derechos  no  consten 
en  los  registros  públicos. 

Esta  notificación  se  dirigirá  también 
á  los  que  tengan  derecho  de  servidum- 
bres ó  usufructos,  si  de  ello  hay  necesi- 
dad según  la  legislación  cantonal. 

Art.  139.  Se  remitirá  un  ejemplar 
del  anuncio  al  acreedor,  al  deudor,  al 
tercer  propietario  del  inmueble  y  á  todo 
interesado  inscrito  en  los  registros  pú- 
blicos, con  tal  que  tengan  residencia 
conocida  ó  representante. 

Art.  140.  Antes  de  proceder  á  la  ven- 
ta, el  Director  indicará  el  estado  de  las 
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cargas  que  graven  la  propiedad  (hipo- 
tecas y  Gülten,  pensiones  y  censos,  usu- 
fructos, servidumbres,  etc.).  en  virtud 
de  los  que  arrojen  los  extractos  de  los 

registros  territoriales  (registros  de  hi- 
potecas, registros  de  cargas  sobre  in- 
muebles, etc.). 

La  Oficina  comunicará  este  estado  á 
los  acreedores  embargantes  y  at  deu- 
dor, y  les  señalará  un  plazo  de  diez  días 
para  formular  la  oposición.  Son  aplica- 
bles los  artículos  106  y  107. 

Procederá,  además,  á  una  tasación 
del  inmueble  y  la  comunicará  á  los 
acreedores  hipotecarios. 

Art.  141.  Se  adjudicará  el  inmueble, 
después  de  tres  pregones,  al  mejor  pos- 
tor, á  condición  de  que  la  oferta  alcan- 
ce el  precio  de  su  tasa  y  que  sea  supe- 
rior al  importe  de  los  créditos  garanti- 
zados por  el  inmueble  preferibles  al  del 
que  lo  persigue. 

Si  no-se  alcanzase  este  resultado,  el 
Director  aplazará  la  venta  y  Jos  rema- 
tantes cesarán  en  sus  compromisos. 

Art.  142.  La  segunda  subasta  tendrá 
lugar  dentro  de  los  dos  meses  siguien- 
tes. Son  aplicables  los  artículos  138  y 
139.  En  el  anuncio  se  dará  conocimien- 
to de  la  última  oferta. 

El  inmueble  se  adjudicará  al  mejor 
postor,  siempre  que  la  oferta  sea  supe- 
rior á  la  suma  de  créditos  hipotecarios 
preferibles  á  la  de  quien  lo  persigue. 

Si  no  se  hiciese  oferta  suficiente,  la 
persecución  cesará  en  cuanto  al  inmue- 
ble puesto  en  venta. 

Art.  143.  No  haciendo  el  adjudicata- 
rio el  pago  dentro  del  plazo,  se  revoca- 
rá e!  cambio  de  propiedad  y  la  Oficina 
ordenará  inmediatamente  nuevas  su- 
bastas. Es  aplicable  el  párrafo  2."  del 
articulo  142. 

El  precedente  adjudicatario  y  sus 
fianzas  estarán  obligadas  por  el  menor 


valor  sobre  el  precio  de  la  primera  ven- 
ta, asi  como  de  todo  otro  daño.  La  pér- 
dida del  interés  se  calculará  sobre  la 
tasa  de  un  5  por  100. 

4.— De  la  distribución  del  producto 

Art.  144.  La  distribución  del  pro- 
ducto tendrá  lugar  luego  que  todos  los 
bienes  comprendidos  en  el  embargo  se 
hayan  realizado. 

Las  distribuciones  provisionales  po- 
drán hacerse  en  todo  tiempo. 

Los  gastos  de  realización  y  distribu- 
ción se  separarán  previamente  del  pro- 
ducto de  la  venta. 

El  producto  neto  se  distribuirá  entre 
los  acreedores  hasta  la  concurrencia  de 
sus  créditos,  incluso  el  interés  corrien- 
te y  gastos  de  persecución. 

Los  dividendos  que  toquen  á  cada  in- 
teresado en  los  embargos  provisionales 
serán  depositados  en  la  Caja  de  Depó- 
sitos y  Consignaciones  hasta  nueva 
orden. 

Art.  145.  Cuando  el  producto  de  la 
venta  no  baste  para  cubrir  los  créditos, 
la  Oficina  completará  al  instante  el  em- 
bargo, sin  perjuicio  de  otros  posterio- 
res. Los  bienes  nuevamente  embarga- 
dos serán  vendidos  sin  nuevo  requeri- 
miento y  lo  más  rápidamente  posible. 
No  será  de  rigor  la  observancia  de 
plazos. 

Art.  146.  Cuando  el  producto  de  la 
venta  no  sea  suficiente  para  el  pago  In- 
tegro de  todos  los  acreedores,  la  Ofici- 
na formará  un  estado  de  graduación. 

Los  acreedores  serán  admitidos  en  la 
clase  á  la  cual  tengan  derecho,  de  con- 
formidad con  el  art.  219.  La  fecha  que 
regula  la  graduación  en  las  tres  prime- 
ras clases  será  la  del  requerimiento  de 
embargo. 

Art.  147.    El  estado  de  graduación 
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estará  depositado  en  el  despacho  de  la 
Oficina,  la  cual  expedirá  una  copia  á 
cada  interesado. 

Art.  148.  Dentro  de  los  diez  días  des- 
pués del  recibo  de  la  copia,  cada  acree- 
dor podrá  impugnar  el  estado  de  gra- 
duación por  medio  de  una  acción  in- 
coada por  los  interesados  ante  el  juez 
del  distrito  de  persecución. 

El  proceso  se  instruirá  en  forma  su- 
maria. 

Art.  149.  El  acreedor  embargante 
que  no  hayasido  pagado  íntegramente, 
recibirá  una  acta  de  carencia  de  bienes 
por  el  importe  no  pagado. 

Esta  acta  valdrá  como  reconocimien- 
to de  deuda,  según  el  sentido  del  artícu- 
lo82,  y  conferirá losderechos  menciona- 
dos en  los  artículos  271,  núm.  5.°,  y  285. 

El  acreedor  estará  dispensado  del 
mandamiento  de  pago  si  continúa  la 
persecución  dentro  de  los  seis  meses 
del  recibimiento  del  acta  de  carencia 
de  bienes. 

No  podrá  reclamar  al  deudor  intere 
res  por  el  crédito  consignado  en  dicha 
acta.  Los  fiadores  obligados  ú  otras 
personas  garantes  que  hayan  verifica- 
do el  pago  de  intereses,  no  podrán  exi- 
gir su  reembolso. 

La  deuda  no  prescribe  con  respecto 
al  deudor;  sus  herederos  podrán  invo- 
car la  prescripción,  si  el  acreedor  no 
hace  valer  sus  derechos  dentro  del  año 
de  la  adición  de  la  herencia. 

Art.  150.  El  acreedor  que  haya  co- 
brado íntegramente  está  obligado  á  re- 
mitir su  título  pagado  á  la  Oficina  para 
devolvérselo  al  deudor.  Queda  á  salvo 
lo  prescrito  por  el  derecho  cantonal  en 
todo  aquello  que  se  refiera  al  modo  de 
anular  los  títulos  hipotecarios. 

Cuando  el  crédito  fuere  reembolsado 
en  parte  solamente,  el  acreedor  conser- 
vará su  título;  pero  la  Oficina  pondrá  ó 


hará  poner  por  la  autoridad  competen- 
te una  nota  indicando  la  cantidad  por  la 
cual  queda  subsistente. 

La  Oficina  que  verifique  la  realiza- 
ción de  un  inmueble,  proveerá  á  las  can- 
celaciones y  cambios  de  hipotecas  y 
cargas  territoriales  en  los  registros  pú- 
blicos. 

TÍTULO  CUARTO 

DE  LA  PERSECUCIÓN  PARA  REALIZACIÓN  DE 

PRENDA 

Art.  151.  El  requerimiento  de  perse- 
cución hecho  en  virtud  de  un  crédito 
garantido  por  prenda  mobiliaria  ó  por 
hipoteca  contendrá,  además  de  las  in- 
dicaciones prescritas  en  el  art.  67,  el  ob- 
jeto de  la  prenda  y  el  nombre  del  terce- 
ro que  pueda  tenerla  constituida  ó  lle- 
gue á  ser  propietario  de  ella. 

El  acreedor  que  solicite  una  persecu- 
ción para  realización  de  una  prenda 
mobiliaria  estará  obligado  á  avisar 
al  acreedor  posterior,  si  lo  hubiere. 
(Cod.  Ob.  217.) 

Art.  152.  A  petición  del  actor,  la  Ofi- 
cina redactará  él  mandamiento  de  pa- 
go de  conformidad  con  el  art.  69,  salvo 
las  modificaciones  siguientes: 

1.°  El  plazo  del  pago  será  de  un  mes 
si  se  trata  de  una  prenda  mobiliaria,  y 
de  seis,  si  de  una  prenda  inmueble; 

2/  La  intimación  expresará  que  se- 
rá vendida  la  prenda  si  el  deudor  no 
obedeciese  el  mandamiento  de  pago  ó 
no  formulase  oposición. 

Art.  153.  El  mandamiento  de  pago 
se  redactará  en  la  forma  prescrita  en 
el  art.  70. 

Cuando  la  prenda  haya  sido  consti- 
tuida por  un  tercero  ó  éste  llegue  á  ser 
su  propietario,  se  le  entregará  un  ejem- 
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piar  del  mandamiento  de  pago,  si  su 
domicilio  fuera  conocido. 

Serán  además  aplicables  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  71  á  86,  relati- 
vas al  mandamiento  de  pago  y  á  la  opo- 
sición. 

Art.  154.  El  acreedor  podrá  pedir  la 
venta  de  la  prenda  mobiliaria  en  el  tér- 
mino  de  un  mes  lo  más  pronto  y  de  un 
año  lo  más  tarde,  y  de  la  prenda  in- 
mueble seis  meses  y  dos  años  respecti- 
vamente después  de  la  notificación  del 
mandamiento  de  pago.  Si  se  hubiese 
formulado  oposición,  no  se  contará  el 
tiempo  que  transcurra  desde  que  se  in- 
tente la  acción  hasta  que  se  dicte  el 
fallo. 

La  persecución  cesará  si  el  requeri- 
miento no  se  hiciere  dentro  del  plazo 
legal,  ó  si  una  vez  retirado,  no  se  repro- 
dujese en  este  plazo. 

Art.  155.  Los  artículos  97,  párrafo 
1.°,  102,  párrafo  2.°,  103,  106,  107, 108  y 
109,  serán  aplicables  á  la  prenda  cuya 
venta  se  pida. 

La  Oñcina  notificará  al  deudor,  dentro 
de  tres  días,  el  requerimiento  de  venta. 

Art.  156.  La  venta  de  la  prenda  ten- 
drá  lugar,  de  conformidad  con  los  ar- 
tículos 122  á  143.  Sin  embargo,  el  ar- 
tículo 135  sólo  será  aplicable  en  este 
sentido,  cuando  la  parte  del  precio  de 
la  venta  que  corresponda  á  cada  inte- 
resado deba  pagarse  en  especie  y  la 
inscripción  territorial  á  que  se  refiera 
esté  cancelada,  todo  salvo  pacto  en 
contrario. 

Art.  157.  Los  gastos  de  realización 
y  distribución  serán  de  carácter  prefe- 
rente sobre  el  producto  de  la  venta. 

El  producto  neto  se  distribuirá  entre 
los  acreedores  que  posean  la  prenda 
hasta  la  concurrencia  de  sus  créditos, 
incluso  el  interés  corriente  y  gastos  de 
persecución. 


Cuando  el  producto  no  alcance  para 
el  pago  íntegro  de  los  acreedores,  el  Di- 
rector determinará  la  clase  y  el  dividen- 
do que  corresponda  á  cada  uno  de  ellos, 
observando  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 219,  párrafos  2.°  y  3.° 

Son  aplicables  las  de  los  artículos 
147,  148  y  150. 

Art.  158.  Cuando  la  venta  de  la  pren- 
da no  haya  tenido  lugar  por  falta  de 
oferta  suficiente  (artículos  127,  párrafo 
2.°,  y  142,  párrafo  2.°),  ó  cuando  ei  pro- 
ducto no  alcance  para  pagar  al  acreedor 
que  persigue,  se  le  dará  á  este  último 
acta  de  ello. 

El  acreedor  que  pierda  podrá  proce- 
der por  la  vía  de  embargo  ó  de  quiebra, 
según  la  calidad  del  deudor,  á  no  ser 
que  la  deuda  se  repute  extinguida  se- 
gún la  legislación  hipotecaria  cantonal. 
Estará  dispensado  del  mandamiento  de 
pago  si  procede  dentro  de  un  mes. 

TÍTULO  QUINTO 

DE     LA     PERSECUCIÓN     POR     LA     VÍA     DE 

QUIEBRA 

I.— De  la  persecución  ordinaria  por  la 
via  de  quiebra 

Art.  159.  Al  finalizar  el  plazo  de 
veinte  días  después  de  la  notificación 
del  mandamiento  de  pago,  el  acreedor 
podrá  pedir  al  Director  que  se  conmi- 
ne al  deudor  con  la  declaración  de 
quiebra. 

Art.  160.  La  conminación  de  quiebra 
contendrá: 

1.°  Las  indicaciones  prescritas  para 
el  requerimiento  de  persecución; 

2.°  La  fecha  del  mandamiento  de 
pago; 

3.°  La  advertencia  de  que  el  acree- 
dor podrá  pedir  la  quiebra  en  el  térmi- 
no de  veinte  días; 
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4.°  El  aviso  de  que,  á  tenor  del  ar- 
ticulo 17,  el  deudor  podrá,  dentro  del 
término  de  diez df as,  presentar  su  queja 
á  la  autoridad  de  vigilancia,  si  estima- 
se no  estar  sujeto  á  la  persecución  por 
vía  de  quiebra. 

Además,  se  recordará  al  deudor  que 
la  ley  le  permite  proponer  un  convenio 
de  acreedores. 

Art.  161.  La  conminación  de  quie- 
bra será  notificada  al  deudor  dentro  de 
los  tres  dfas  siguientes  al  requeri- 
miento. 

La  Oficina  remitirá  inmediatamente 
después  un  duplicado  al  acreedor. 

La  notificación  tendrá  lugar  en  la  for- 
ma indicada  en  el  art.  72. 

Art.  162.  A  petición  del  acreedor,  el 
juez  de  la  quiebra  ordenará,  si  le  pare- 
ce necesaria  la  medida,  que  se  forme  el 
inventario  de  los  bienes  del  deudor. 

Art.  163.  LaOficina  formará  el  inven- 
tario. Este  no  podrá  hacerse  antes  de 
la  notificación  de  la  conminación  de 
quiebra. 

Serán  aplicables  por  analogía  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  90,  91  y  92. 

Art.  164.  El  deudor  estará  obligado, 
bajo  las  penas  que  procedan  en  dere  - 
cho,  ápresentar  en  cualquier  momento, 
en  especie  ó  en  metálico,  los  bienes  in- 
ventariados, á  excepción  de  aquél  los  que 
el  Director  le  haya  cedido  para  su 
manutención  y  la  de  su  familia. 

El  Director  cuidará  de  que  el  deudor 
cumpla  esta  disposición. 

Art.  165.  La  orden  de  formación  de 
inventario  será  revocada  por  el  Direc- 
tor si  los  acreedores  que  persiguen  lo 
consienten 

Los  efectos  del  inventario  cesarán  de 
pleno  derecho  cuatro  meses  después  de 
su  fecha. 

Art.  166.  Al  finalizar  el  plazo  de  vein- 
te días  de  la  notificación  de  conmina- 
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ción,  el  acreedor  podrá  requerir  del 
juez  la  declaración  de  quiebra,  y  unirá 
á  su  demanda  el  mandamiento  de  pago 
y  el  acta  de  conminación. 

El  derecho  á  pedir  la  declaración  de 
quiebra  prescribirá  al  año,  á  contar 
desde  la  notificación  del  mandamiento 
de  pago.  Si  se  hubiese  formulado  opo- 
sición, no  se  contará  el  tiempo  que  trans- 
curra desde  la  presentación  de  la  ac- 
ción hasta  que  sea  firme  la  sentencia. 

Art.  1Ó7.  El  acreedor  que  haya  reti- 
rado el  requerimiento  de  quiebra,  no 
podrá  producirlo  hasta  que  haya  trans- 
currido un  mes. 

Art.  168.  El  juez  que  entienda  en  el 
requerimiento  de  quiebra  avisará  á  las 
partes,  por  lo  menos  con  tres  dias  de 
antelación,  el  día  y  hora  de  la  audien  - 
cía.  Estas  podrán  estar  presentes  ó  ha- 
cerse representar. 

Art.  169.  El  acreedor  que  solicite  la 
declaración  de  quiebra  responderá  de 
los  gastos  hasta  la  primera  junta  de 
acreedores  (art.  235). 

El  juez  podrá  exigir  que  se  haga  el 
anticipo  correspondiente. 

Art.  170.  El  juez  podrá  ordenar  pre- 
viamente todas  las  medidas  conserva- 
torias que  estime  necesarias  en  interés 
de  los  acreedores. 

Art.  171.  El  juez  estatuirá  durante  la 
sesión  por  si  mismo  en  ausencia  de  las 
partes,  y  declarará  la  quiebra,  salvo  en 
los  casos  mencionados  en  los  artículos 
172  y  173. 

Art.  172.  El  juez  rechazará  la  peti- 
ción de  declaración  de  quiebra  en  los 
casos  siguientes: 

l.°  Cuando  la  autoridad  de  vigilan- 
cia haya  anulado  la  conminación; 

2.°  Cuando  el  juez  otorgue  el  bene- 
ficio del  art.  77  al  deudor  que  no  haya 
formulado  á  tiempo  la  oposición; 

3.°    Cuando  el  deudor  justifique  por 
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medio  de  título  que  el  crédito  ha  sido 
pagado  en  capital,  intereses  y  gastos,  ó 
que  el  acreedor  le  ha  concedido  una 
prórroga. 

Art.  173.  Cuando  la  autoridad  de  vi- 
gilancia, en  virtud  de  queja  recibida, 
haya  ordenado  la  suspensión  de  la  per- 
secución, el  juez  aplazará  su  decisión 
sobre  la  demanda  de  declaración  de 
quiebra. 

Si  estimase  él  mismo  que  el  deudor 
no  está  sujeto  á  la  persecución  por  vía 
de  quiebra,  ó  si  un  deudor  que  no  goce 
de  capacidad  civil  fuese  perseguido  de 
una  manera  irregular,  el  juez  aplazará 
igualmente  su  decisión  y  someterá  el 
caso  á  la  autoridad  de  vigilancia. 

Estatuirá  sobre  el  requerimiento  de 
quiebra  después  de  recibida  comunica- 
ción de  la  decisión  de  aquella  auto- 
ridad. 

Art.  174.  De  la  decisión  por  la  cual 
el  juez  declare  la  quiebra  ó  se  niegue  á 
declararla,  podrá  apelarse  ante  la  auto- 
ridad judicial  superior  en  el  término  de 
diez  días  á  contar  desde  su  comunica- 
ción. 

Si  esta  autoridad  suspendiese  la  eje- 
cución de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, ordenará  las  medidas  conserva- 
torias previstas  en  el  art.  170. 

Art.  175.  La  quiebra  se  abrirá  en  la 
fecha  que  se  consigne  en  la  sentencia. 

En  ésta  se  consignará  dicha  fecha. 

Art.  176.  Desde  el  momento  en  que 
sea  ejecutoria  la  declaración  de  quie- 
bra, se  comunicará  á  Ir  Oficina  de  quie- 
bras y  al  Registro  de  comercio. 

II. — De  la  persecución  por  efectos  de 

cambio 

Art.  177.  El  acreedor  que  proceda  en 
virtud  de  un  efecto  de  cambio  ó  de  un 
cheque  podrá,  desde  el  momento  que  el 


crédito  esté  garantido  por  una  prenda, 
pedir  la  persecución  por  efectos  de  cam- 
bio, cuando  el  deudor  esté  sujeto  á  la 
persecución  por  la  vía  de  quiebra. 

El  acreedor  unirá  á  su  demanda  el 
efecto  de  cambio  ó  el  cheque. 

Art.  178.  Después  de  comprobada  la 
existencia  de  las  condiciones  arriba  in- 
dicadas, la  Oficina  notificará  inmedia- 
tamente el  mandamiento  de  pago. 

Este  contendrá: 

1.°  Las  indicaciones  del  requeri- 
miento de  persecución; 

2.°  La  intimación  de  pago,  en  el  pla- 
zo de  cinco  días,  del  importe  del  crédito 
y  gastos,  ó  cuando  la  perst  cución  ten- 
ga por  objeto  seguridades  (Ob.  744  á  746 
y  748),  el  deber  de  suministrarlas  den- 
tro del  mismo  plazo; 

3.°  La  advertencia  de  que  el  deudor 
podrá  formular  oposición  en  el  mismo 
plazo,  indicando  por  escrito  á  la  Oficina 
sus  motivos,  y  que,  á  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  17  y  20,  tendrá 
igualmente  cinco  días  para  presentar  la 
queja  á  la  autoridad  de  vigilancia  si  es- 
timase que  se  ha  contravenido  á  las 
disposiciones  de  la  presente  ley; 

4.°  La  advertencia  de  que  el  deudor 
incurrirá  en  las  consecuencias  previs- 
tas en  el  art.  188,  si  no  obedeciese  el 
mandamiento  de  pago. 

Son  aplicables  los  artículos  70  y  72. 

Art.  179.  •  petición  del  deudor  se  le 
dará  gratuitamente  certificado  de  su 
oposición. 

Art.  180.  Esta  se  consignará  en  el  du- 
plicado del  mandamiento  del  pago  des- 
tinado al  acreedor;  si  aquélla  no  se  for- 
mulase, se  consignará  igualmente  esta 
circunstancia. 

La  Oficina  remitirá  este  duplicado  al 
acreedor  inmediatamente  después  de 
la  oposición  ó  de  la  espiración  del  plazo 
para  intentarla. 
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Art.  181.  La  Oficina  remitirá  inme- 
diatamente la  oposición  al  juez,  el  cual 
decidirá  sobre  su  admisión,  lo  más  tar- 
de en  el  plazo  de  cinco  días. 

El  juez  queda  en  libertad  de  oir  ó  no 
á  las  partes: 

Art.  182.  El  juez  declarará  admisi- 
ble la  oposición: 

1.°  Cuando  el  deudor  justifique  por 
título  que  el  portador  del  efecto  6  del 
cheque  está  pagado,  que  ha  consentido 
en  la  remisión  de  la  deuda  ó  concedido 
una  prórroga; 

2.°  Cuando  alegue  la  falsedad  del  tí- 
tulo y  su  dicho  parezca  verosímil; 

3.°  Cuando  el  deudor  presente  una 
excepción  admisible  en  materia  de  le- 
tra de  cambio,  y  aquélla  parezca  fun- 
dada; 

4.°  Cuando  alegue  cualquier  otro 
medio  admisible  en  virtud  del  art.  811 
del  Código  de  las  Obligaciones  y  su  di- 
cho parezca  verosímil.  En  este  caso,  el 
opositor  estará  obligado  á  depositar 
previamente  el  importe  del  efecto  en 
metálico  ó  otros  valores. 

Art  183.  Si  el  juez  rechazase  la  opo- 
sición, podrá  ordenar  las  medidas  con- 
servatorias que  sean  necesarias,  espe- 
cialmente la  formación  del  inventario, 
de  conformidad  con  los  artículos  162 
al  165. 

Podrá  también  exigir  que  el  acreedor 
suministre  seguridades.  (Cód.  Ob.,812.) 
Art.  184.    La  decisión  sobre  admisión 
do  la  oposición  se  comunicará  inmedia- 
tamente á  las  partes. 

Si  la  oposición  sólo  ha  sido  admitida 
mediante  depósito,  el  acreedor  será  in- 
vitado á  intentar  en  el  término  de  diez 
días  su  acción  de  pago.  Si  no  la  formu- 
lase en  este  plazo,  será  restituido  el  de- 
pósito. 

Art.  185.  Las  partes  podrán  recurrir 
al  Tribunal  cantonal  superior  contraía 


decisión  relativa  á  la  oposición  en  el 
plazo  de  cinco  días  después  de  la  comu- 
nicación. 

Art.  186.  Si  la  oposición  ha  sido  de- 
clarada admisible,  se  suspenderá  la 
persecución  y  el  acreedor  hará  valer 
su  derecho  por  la  vía  del  procedimiento 
ordinario. 

Art.  187.  Todo  el  que  haya  pagado 
una  suma  que  no  debía,  después  de  per- 
secuciones sin  oposición,  tendrá  el  de- 
recho de  repetirla,  de  conformidad  con 
el  art.  86.  Lo  mismo  sucederá  si  hubie- 
se pagado  después  de  oposición  decla- 
rada no  admisible. 

Art.  188.  Si  el  deudor  que  no  se  opo- 
ne ó  cuya  oposición  ha  sido  rechazada, 
no  obedeciese  al  mandamiento  de  pago, 
el  acreedor  podrá  pedir  la  declaración 
de  quiebra  por  la  simple  presentación 
de  su  titulo,  del  mandamiento  de  pago 
y,  en  su  caso,  de  la  sentencia  desechan- 
do la  oposición. 

El  derecho  de  pedir  la  declaración  de 
quiebra  prescribirá  al  mes  de  la  noti- 
ficación del  mandamiento  de  pago.  Si 
se  ha  formulado  oposición,  no  se  con- 
tará el  tiempo  que  transcurra  hasta  la 
sentencia,  ó  en  su  caso,  desde  que  se 
intenta  la  acción  hasta  la  sentencia  de- 
finitiva. 

Art.  189.  El  juez  declarará  la  quie- 
bra, sin  oir  á  las  partes,  en  los  tres  días 
siguientes  al  del  requerimiento. 

Son  aplicables  los  artículos  169,  170, 
173,  175  y  176. 


III. — De  los  casos  de  quiebra  sin  perse- 
cución previa 

Art.  190.  El  acreedor  podrá  pedir  la 
declaración  de  quiebra  sin  persecución 
previa: 

1.°  Si  el  deudor  no  tuviese  residen- 
cia conocida,  si  se  ha  fugado  con  la  in- 


i 


100 


INSTITVCIONE8  POLÍTICAB  Y  JURtDICA8 


tención  de  sustraerse  al  cumplim  iento  de 
sus  obligaciones,  si  ha  cometido  ó  in- 
tentado defraudar  los  derechos  de  sus 
acreedores  ó  ha  ocultado  stjs  bienes 
durante  el  curso  de  una  persecución 
por  vía  de  embargo  dirigida  contra  ól; 

2.°  Si  el  deudor  jsujeto  á  la  perse- 
cución por  vía  de  quiebraha  suspendido 
sus  pagos; 

3.°    En  el  caso  del  art.  309. 

El  deudor  que  tenga  residencia  ó  un 
representante  en  Suiza,  será  citado 
para  breve  plazo  ante  el  juez  para  ser 
oido. 

Art.  191.  Podrá  el  mismo  deudor  pe- 
dir su  declaración  de  quiebra  declarán- 
dose insolvente. 

Art.  192.  La  quiebra  de  sociedades 
anónimas  y  de  asociaciones  podrá  ser 
declarada  sin  persecución  previa  en  los 
casos  previstos  en  los  artículos  657 
y  704  del  Código  de  las  Obligaciones. 

Art.  193.  Las  herencias  repudiadas 
serán  liquidadas  por  la  Oficina  de  quie- 
bras. Son  aplicables  á  esta  materia  las 
disposiciones  del  título  séptimo. 

Art.  194.  Los  artículos  169, 170,  174, 
175  y  176  serán  aplicables  á  las  quie- 
bras sin  persecución  previa.  Sin  em- 
bargo, la  comunicación  al  Registro  de 
comercio  (art.  176),  no  tendrá  lugar  si 
el  deudor  no  está  sujeto  á  la  persecu- 
ción por  la  vía  de  quiebra. 

IV.— De  la  revocación  de  la  quiebra 

Art.  195.  El  juez  acordará  la  revo- 
cación de  la  quiebra  y  reintegrará  al 
deudor  en  la  libre  disposición  de  sus 
bienes,  cuando  éste  presente  una  decla- 
ración de  todos  los  acreedores  justi- 
ficando que  retira  su  acción,  como  tam- 
bién cuando  haya  tenido  lugar  la  apro- 
bación de  un  convenio. 

La  revocación  podrá  decretarse  des-  | 


de  la  conclusión  del  plazo  para  las  ac- 
ciones hasta  la  clausura  de  la  quiebra. 

La  revocación  se  hará  pública. 

Art.  196.  Cuando  una  herencia  se  en- 
cuentre en  liquidación,  de  conformidad 
con  el  art.  193,  y  se  presente  antes  de 
la  clausura  uno  que  tenga  derecho  y  de- 
clare que  la  acepta,  decretará  el  juez  la 
liquidación  á  condición  de  que  el  here- 
dero dé  seguridades  para  el  pago  de  las 
deudas. 

título  sexto 

DE  LOS  EFECT08  JURÍDIC08  DE  LA  QUIEBRA 

I. — De  los  efectos  de  la  quiebra  en 
cnanto  á  los  bienes  del  deudor 

Art.  197.  Todos  los  bienes  embarga- 
bles  del  quebrado,  en  el  momento  de  la 
apertura  de  la  quiebra,  formarán  una 
sola  masa,  cualquiera  que  sea  el  lugar 
donde  se  encuentren,  y  estarán  afectos 
al  pago  de  los  acreedores. 

Los  bienes  que  vengan  por  herencia 
ó  por  casualidad  al  quebrado  hasta  la 
clausura  de  la  quiebra,  ingresarán  en 
la  masa. 

Art.  198.  Entrarán  igualmente  en  la 
masa  los  bienes  sobre  los  cuales  exista 
una  prenda,  salvo  los  derechos  de  pre- 
ferencia del  acreedor  pignoraticio. 

Art.  199.  Los  bienes  embargados  no 
realizados  en  el  momento  de  la  apertu- 
ra de  quiebra  y  los  bienes  secuestrados 
entrarán  en  la  masa. 

El  producto  de  los  bienes  realizados 
será  distribuido  de  conformidad  con  los 
artículos  144  á  150,  y  el  excedente  se 
agregará  á  la  masa. 

Art.  200.  La  masa  comprenderá,  ade- 
más, todo  aquello  que  pueda  ser  objeto 
de  una  acción  revocatoria  de  conformi- 
dad con  los  artículos  214  y  285  á  292. 
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Art.  201.  Los  títulos  al  portador  y 
valores  á  la  orden  transmitidos  al  que- 
brado para  el  ingreso  solamente  ó  como 
garantía  de  pagos  especialmente  desig- 
nados, podrán  ser  reclamados  por  el 
que  tenga  derecho. 

Art.  202.  Cuando  el  quebrado  haya 
vendido  una  casa  perteneciente  á  otro 
y  no  haya  recibido  el  precio  antes  de  la 
apertura  de  la  quiebra,  el  propietario 
tendrá  el  derecho  de  exigir  la  cesión 
del  crédito  contra  el  comprador  ó  la 
restitución  del  precio,  si  ha  sido  agre- 
gado á  la  masa,  todo  contra  el  reem- 
bolso de  lo  que  pueda  deberse  á  aquél 
por  dicha  cosa. 

Art.  203.  Las  cosas  vendidas  y  expe- 
didas, cuyo  deudor  no  haya  tomado  po- 
sesión antes  de  la  declaración  de  quie- 
bra, podrán  ser  reivindicadas  por  el 
deudor,  á  menos  que  la  masa  le  haya 
hecho  entrega  del  precio. 

La  reivindicación  no  podrá  ejercerse 
si  antes  de  la  publicación  de  la  quiebra 
las  cosas  han  sido  vendidas  ó  dadas  en 
prenda  á  un  tercero  de  buena  fe,  contra 
conocimiento  ó  carta  de  cargo. 

Art  204.  Serán  nulos  respecto  de  los 
acreedores  todos  los  actos  por  los  cua- 
les el  deudor  haya  dispuesto,  después 
de  la  apertura  de  la  quiebra,  de  los 
bienes  perteneciences  á  la  masa. 

Sin  embargo,  si  antes  de  la  publica- 
ción de  la  quiebra,  el  deudor  hubiese 
pagado  el  vencimiento  de  una  letra  de 
cambio  suscrita  por  él  ó  una  letra  de 
cambio  girada  contra  él,  el  pago  será 
válido  con  tal  que  el  portador  del  efec- 
to no  tenga  conocimiento  alguno  de  la 
quiebra  y  que  pueda,  en  caso  de  dene- 
gación de  pago,  ejercer  útilmente  con- 
tra terceros  el  recurso  admitido  en  ma- 
teria de  letra  de  cambio. 

Art.  205.  A  partir  de  la  apertura  de 
la  quiebra,  el  deudor  no  podrá  recibir 


ningún  pago.  Cualquier  pago  que  se  le 
haga  sólo  será  liberado,  con  respecto 
de  los  acreedores  del  quebrado,  hasta 
la  concurrencia  de  la  suma  ó  valor  que 
exista  en  la  masa. 

Sin  embargo,  el  deudor  del  quebrado 
que  haya  pagado  á  éste  antes  de  la  pu- 
blicación de  la  quiebra  será  liberado, 
á  no  ser  que  haya  tenido  conocimiento 
de  ésta. 

Art.  206.  Cesarán  las  persecuciones 
dirigidas  contra  el  deudor  y  no  podrá 
incoarse  ninguna  durante  la  liquida- 
ción de  la  quiebra. 

Art.  207.  Salvo  caso  de  urgencia,  los 
pleitos  civiles  intentados  por  el  deudor 
ó  contra  él  serán  suspendidos  y  no  po- 
drán continuarse  hasta  los  diez  días  si- 
guientes á  la  segunda  reunión  de  acree- 
dores (art.  252). 

Esta  disposición  no  se  aplicará  á  las 
acciones  de  daños  y  perjuicios,  por 
causa  de  injurias  ó  lesiones,  ni  á  las 
cuestiones  en  materia  de  matrimonio, 
estado  civil  ó  alimentos. 

La  prescripción  quedará  interrumpi- 
da durante  la  suspensión  de  instancia. 

II.—  De  los  efectos  de  la  quiebra  en 
cuanto  &  los  derechos  de  los  acree- 
dores. 

Art.  203.  La  apertura  de  la  quiebra 
hará  exigibles  las  deudas  del  quebra- 
do. El  interés  corriente  hasta  el  día  de 
la  apertura  y  los  gastos  se  unirán  al 
capital. 

Los  créditos  no  vencidos  que  no  de- 
venguen interés  serán  reducidos  con 
descuento  de  un  5  por  100. 

Art.  209.  La  apertura  de  la  quiebra 
suspenderá,  con  respecto  al  quebrado, 
el  curso  de  los  intereses  de  todo  crédito 
no  garantido  por  prenda. 

Art.  210.    Cuando  un  crédito  esté  su- 


Y  JURÍDICAS 

10  podrán  compensarse  con  Jo  que 
:ba  por  la  sociedad  ó  asociación. 
l.  314.  La  compensación  podrá  ser 
gnada  cuando  el  deudor  del  que- 
o  haya  adquirido,  antes  de  la  apar- 
de  la  quiebra,  pero  teniendo  cono- 
mto  de  la  insolvencia  de  su  acree- 
un  crédito  contra  él  con  la  idea  de 
jrarse  ó  de  procurar  á  un  tercero, 
medio  de  la  compensación,  una 
ija  en  perjuicio  de  la  masa. 
t.  215.  Las  Danzas  del  quebrado 
i  admitidas  en  el  pasivo,  aunque  la 
a  no  esté  vencida. 

maBa  se  subrogará  en  los  dere- 
del  acreedor  contra  el  deudor  prin- 

y  los  co-obligados  del  quebrado 
a  la  concurrencia  del  dividendo 
do  por  ella).  (0. 504.)  En  caso  de 
jra  del  deudor  principal  ó  de  un 
)ligado,  serán  aplicables  los  ar- 
os 216  y  217. 

t.  216.  Cuando  varias  personas 
;adas  por  la  misma  deuda  se  en- 
tren simultáneamente  en  estado  de 
ora,  el  acreedor  podrá  hacer  va- 
)do  su  crédito  en  cada  una  de  las 
bras. 

los  dividendos  reunidos  fuesen  su- 
)res  al  importe  del  crédito,  el  exce- 
e  será  devuelto  &  las  masas  que 
.ii  pagado  más  de  la  parte  por  la 

el  quebrado  estuviese  comprome- 
con  respecto  á  sus  co-obligados. 
.s  diversas  masas  no  tendrán  recur- 
!as  unas  contra  las  otras  por  los  di 
ndos  que  hayan  pagado,  en  tanto 
el  importe  de  éstos  no  supere  la 
idad  debida  al  acreedor, 
•t.  217.  Cuando  un  co-obligado  del 
jrado  haya  entregado  parte  de  la 
la,  ésta  será,  sin  embargo,  admitida 
isivo,  cuando  el  mismo  co-obligadn 
enga  medio  de  recurrir  contra  el 
irado. 
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El  derecho  de  presentarse  como  acree- 
dor de  la  quiebra  pertenecerá  al  acree- 
dor y  al  co-obligado. 

El  acreedor  percibirá  el  dividendo 
hasta  la  concurrencia  de  su  reclama- 
ción; el  excedente  pasará  al  co-obliga- 
do por  lo  que  á  su  derecho  correspon- 
da y  el  resto  á  la  masa. 

Art.  218.  Cuando  una  sociedad  co- 
lectiva y  un  asociado  se  encuentren  si- 
multáneamente en  quiebra,  los  acree- 
dores de  la  sociedad  no  podrán  hacer 
valer  en  la  quiebra  del  asociado  más 
que  la  cantidad  que  pierden  en  la  quie- 
bra de  la  sociedad. 

Los  artículos  216  y  217  son  aplicables 
al  pago  de  este  saldo  por  los  diferentes 
asociados. 

Si  uno  de  1  s  asociados  quiebra  sin 
que  haya  quebrado  la  sociedad,  los 
acreedores  de  ésta  serán  admitidos  al 
pasivo  por  el  importe  integro  de  sus 
créditos,  y  la  masa  del  asociado  se  sub- 
rogará como  queda  dicho  en  el  art.  215. 

Art.  219.  Los  acreedores  garantidos 
por  prenda  serán  colocados  con  prefe- 
rencia sobre  el  producto  délas  prendas. 

Cuando  un  crédito  esté  garantido  por 
varias  prendas,  el  producto  se  imputará 
proporciona] mente  sobre  la  deuda. 

El  orden  de  acreedores  hipotecarios 
se  fijará  por  la  legislación  de  los  can- 
tones; pertenecerá  igualmente  á  ella 
determinar  en  qué  medida  los  intereses 
utilizarán  la  prelación  conferida  por  la 
prenda. 

Los  créditos  no  garantidos,  así  como 
los  que  lo  están,  que  no  hayan  sido  cu- 
biertos por  la  prenda,  serán  colocados 
por  el  orden  siguiente  sobre  el  produc- 
to de  los  bienes  de  la  masa: 


Primera  clase 


el  año  que  precede  á  la  apertura  de  la 
quiebra; 

b)  Los  sueldos  de  los  dependientes  y 
empleados  de  oficina  por  los  seis  me- 
ses que  preceden  á  la  apertura  de  la 
quiebra; 

c)  Los  salarios  de  los  obreros  que 
trabajan  á  jornal  fijo  ó  á  destajo,  de 
los  obreros  de  fábrica  y  otras  personas 
que  trabajan  por  día  ó  por  semana,  por 
los  tres  últimos  meses  antes  de  la  aper- 
tura de  la  quiebra; 

d)  Los  gastos  de  funeral. 

Segunda  clase 

a)  Los  créditos  de  las  personas  cuya 
fortuna  se  encuentre  colocada  bajo  la 
administración  del  deudor  en  virtud  de 
la  tutela  ó  patria  potestad,  por  el  im- 
porte de  la  que  se  les  deba  por  este 
concepto . 

Estos  créditos  sólo  serán  admitidos 
por  privilegio  si  la  quiebra  ha  sido  de- 
clarada durante  el  ejercicio  de  la  tutela 
ó  patria  potestad,  ó  en  el  año  siguiente. 
No  se  computará  la  duración  de  un 
proceso  ó  de  una  persecución; 

b)  Los  créditos  de  cajas  de  obreros 
por  el  importe  debido  por  el  patrón. 

Tercera  clase 

Los  créditos  de  los  médicos  reconoci- 
dos por  el  Estado,  de  los  farmacéuticos 
y  de  las  comadronas,  asi  como  los  gas. 
tos  hechos  para  cuidar  al  deudor  ó  á 
los  suyos,  todo  por  el  año  que  preceda 
á  la  apertura  de  la  quiebra. 

Cuarta  clase 


*) 


El  crédito  que  la  mujer  del  quebrado 
tenga  el  derecho  de  hacer  valer  por  pri- 
Las  soldadas  de  loi  criados  por  !  vilegio,  á  tenor  de  la  legislación  canto 
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nal,  por  el  capital  aportado  al  matri- 
monio ó  adquirido  durante  él  por  he- 
rencia ó  donación  de  tercero,  con  tal 
que,  en  virtud  del  régimen  matrimo- 
nial, estos  bienes  hayan  venido  á  ser 
propiedad  del  marido  ó  se  hallen  colo- 
cados bajo  su  administración. 

Sin  embargo,  el  crédito  privilegiado 
no  podrá  exceder  de  la  mitad  de  los  bie- 
nes aportados. 

El  valor  de  los  bienes  que  la  mujer 
tenga  el  derecho  de  recuperar  en  espe- 
cie y  la  cantidad  que  ella  obtenga  en 
virtud  de  la  hipoteca  legal,  serán  impu- 
tados sobre  su  crédito  privilegiado. 

Quinta  clase 

Todos  los  demás  créditos,  incluso  el 
saldo  de  lo  que  corresponda  á  la  mujer. 

Art.  220.  Los  acreedores  de  cada 
clase  tendrán  iguales  derechos. 

En  tanto  que  los  acreedores  de  una 
clase  precedente  no  estén  completamen- 
te pagados,  no  percibirán  nada  las  cla- 
ses siguientes. 

TÍTULO  SÉPTIMO 

DE  LA  LIQUIDACIÓN  DE  LA  QUIEBRA 

I.— Formación  de  la  masa 

Art.  221.  Tan  pronto  como  la  Oficina 
haya  recibido  la  comunicación  de  la 
apertura  de  la  quiebra,  procederá  al  in- 
ventario de  los  bienes  del  quebrado  y 
tomará  las  medidas  necesarias  para  su 
conservación. 

Si  los  bienes  se  encontrasen  en  otro 
distrito,  la  Oficina  de  éste  estará  obli- 
gada á  prestar  su  concurso. 

Art.  222.  El  quebrado  estará  obliga- 
do, bajo  las  penas  que  procedan  en  de- 


recho, á  indicar  sus  bienes  á  la  Oficina 
y  ponerlos  á  su  disposición. 

Si  el  deudor  se  hubiese  muerto  ó  fu- 
gado, esta  obligación  incumbirá  á  todas 
las  personas  adultas  que  hiciesen  vida 
común  con  él. 

La  Oficina  advertirá  á  los  interesados 
su  obligación  de  cumplir  esta  prescrip- 
ción. 

Art.  223.  La  Oficina  cerrará  y  sellará 
los  almacenes,  depósitos  de  mercan- 
cías, talleres,  despachos,  etc.,  á  menos 
que  estos  establecimientos  puedan  ser 
administrados  bajo  una  inspección  di- 
recta hasta  la  primera  junta  de  acree- 
dores. 

Tomará  bajo  su  custodia  el  dinero 
contante,  los  valores,  libros  de  contabi- 
lidad, libros  de  almacén  y  documentos 
de  alguna  importancia. 

En  cuanto  á  los  demás  bienes,  los  se- 
llará hasta  el  inventario.  Los  sellos  po- 
drán continuar  si  la  Oficina  lo  estima 
necesario. 

Proveerá  á  la  custodia  de  los  objetos 
que  se  encuentren  fuera  de  los  locales 
utilizados  por  el  quebrado. 

Art.  224.  La  Oficina  dejará  á  disposi- 
ción del  quebrado  los  bienes  enumera- 
dos en  el  art.  92.  Se  incluirán,  sin  em- 
bargo, en  el  inventario. 

Art.  225.  Serán  incluidos  igualmen- 
te en  el  inventario  los  objetos  indica- 
dos como  si  fuesen  de  la  propiedad  de 
terceras  personas  ó  reclamados  por 
terceros.  El  inventario  mencionará  es- 
tas reivindicaciones. 

Art.  226.  Los  derechos  de  terceros 
sobre  los  inmuebles  del  quebrado  com- 
probados por  los  registros  públicos  se- 
rán anotados  de  oficio  en  el  inventario. 

Art.  227.  Se  tasarán  todos  los  obje- 
tos incluidos  en  el  inventario. 

Art.  228.  La  Oficina  someterá  el  in  • 
ventario  al  quebrado  y  le  invitará  á  que 
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declare  si  lo  reconoce  como  exacto  y 
completo. 

Su  respuesta  se  escribirá  en  el  inven- 
tario y  será  firmada  por  éi. 

Art.  *29.  El  quebrado  estará  obliga- 
do, bajo  las  penas  que  procedan  en  de- 
recho, á  quedar  á  la  disposición  de  la 
Administración  de  Ja  masa  mientras 
dure  la  liquidación  á  menos  que  esté 
expresamente  dispensado  de  ello.  En 
caso  de  necesidad,  será  obligado  por 
la  fuerza  pública  á  presentarse. 

La  Administración  podrá  señalarle 
una  pensión  módica,  especialmente  si 
lo  retiene  en  su  poder. 

Fijará  el  tiempo  durante  el  cual  el 
quebrado  y  su  familia  podrán  continuar 
ocupando  su  vivienda. 

Art.  230.  Cuando  no  se  encuentren 
bienes  pertenecientes  á  la  masa,  la  Ofi- 
cina informará  al  juez  que  haya  orde- 
nado la  declaración  de  quiebra,  y  éste 
decretará  la  suspensión  de  Ja  liquida- 
ción. 

La  Oficina  publicará  esta  medida.  En 
la  publicación  se  expresará  que  la  quie- 
bra será  cerrada  si  los  acreedores  no 
hacen  la  reclamación  en  el  término  de 
diez  días  á  contar  de  la  aplicación  del 
procedimiento  en  materia  de  quiebra, 
y  no  anticipan  los  gastos. 

n.  —  Llamamientos  &  los  acreedores 

Art.  231.  Cuando  la  Oficina  estime 
que  el  producto  de  los  bienes  inventa- 
riados no  es  suficiente  para  cubrir  los 
gastos  de  la  liquidación,  avisará  al  juez 
que  haya  decretado  la  quiebra. 

Si  el  juez  opinase  lo  mismo,  la  Ofi- 
cina procederá  á  la  liquidación  suma- 
ria, á  no  ser  que  algún  acreedor  pida, 
antes  de  la  distribución  del  capital, 
que  la  liquidación  tenga  lugar  en  la 


forma  ordinaria  y  haga  el  anticipo  de 
los  gastos. 

En  caso  de  liquidación  sumaria,  la 
Oficina  invitará  por  medio  de  anuncio 
á  los  acreedores  á  que  presenten  sus 
reclamaciones  en  el  plazo  de  veinte 
dfas.  Realizará  los  bienes  en  las  mejo- 
res condiciones  posibles  en  interés  de 
los  acreedores,  distribuirá  el  producto 
sin  más  formalidades,  y  se  publicará  la 
clausura  de  la  liquidación. 

En  los  demás  casos,  se  procederá  en 
la  forma  ordinaria  de  conformidad  con 
los  artículos  siguientes. 

Art.  232.  Cuando  la  liquidación  ten- 
ga lugar  en  la  forma  ordinaria,  Ja  Ofici- 
na publicará  la  apertura  de  la  quiebra. 

La  publicación  contendrá: 

1.°  La  designación  del  quebrado  y 
de  su  domicilio,  asi  como  la  indicación 
de  la  fecha  de  apertura  de  la  quiebra; 

2.°  El  requerimiento  á  los  acreedo- 
res y  á  aquéllos  que  tengan  reivindica- 
ciones que  ejercer,  para  que  presenten 
sus  créditos  ó  reivindicaciones  en  la  Ofi- 
cina, dentro  del  mes  déla  publicación,  y 
sus  medios  de  prueba  (títulos,  copias 
de  libros,  etc.),  originales  ó  copias  au- 
ténticas; para  los  acreedores  domicilia- 
dos fuera  de  Europa,  la  Oficina  podrá 
prorrogar  el  plazo; 

3.°    La  intimación  á  los  deudores  del 
quebrado  de  presentarse,  bajo  las  pe- 
nas que  procedan  en  derecho,  en  el  mis 
mo  plazo; 

4.°  El  requerimiento  á  aquéllos  que 
detenten  los  bienes  del  quebrado,  por 
cualquier  titulo,  para  que  los  pongan  á 
disposición  de  Ja  Oficina  en  el  mismo 
plazo,  reservándose  todos  los  derechos, 
faltando  á  lo  cual  incurrirán  en  las  pe- 
nas previstas  por  la  ley,  y  serán  priva- 
dos de  su  derecho  de  preferencia,  salvo 
excusa  suficiente; 

5.°    La  convocatoria  de  la  primera 
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junta  de  acreedores,  la  cual  tendrá  lu- 
gar lo  más  tarde  dentro  de  los  diez 
días  después  de  la  publicación,  y  en  ella 
se  expresará  que  tienen  derecho  á  asis- 
tir los  co-deudores,  fiadores  y  otros  ga- 
rantes del  quebrado. 

Art.  233.  La  Oficina  enviará  un  ejem- 
plar del  edicto  ó  anuncio  á  todos  los 
acreedores  conocidos;  pero  sin  que  sea 
obligatorio  que  vaya  certificado. 

Art.  234.  Cuando  se  trate  de  la  liqui- 
dación de  una  herencia  repudiada  y 
la  renuncia  de  los  herederos  haya  ido 
precedida  de  un  llamamiento  hecho  á 
los  acreedores  en  virtud  del  derecho 
sobre  las  sucesiones,  el  plazo  para  pre- 
sentarse se  reducirá  á  diez  días  y  los 
acreedores  que  ya  se  hubiesen  presen- 
tado estarán  dispensados  de  hacerlo  de 
nuevo. 

III. —Administración  de  la  masa 

Art.  235.  La  primera  junta  de  acree- 
dores será  presidida  por  un  funciona- 
rio de  la  Oficina,  que  en  unión  de  dos 
acreedores  formarán  la  Mesa  de  la 
junta. 

Si  se  presentasen  personas  á  las  cua- 
les no  se  hubiese  convocado,  la  Mesa 
decidirá  acerca  de  su  admisión  en  las 
deliberaciones  y  acuerdos. 

La  junta  estará  válidamente  cons- 
tituida cuando  los  acreedores  presen- 
tes ó  representados  formen  al  menos 
la  cuarta  parte  de  los   conocidos. 

Si  fuesen  cuatro,  6  menos  de  cuatro, 
deberán  estar  presentes  la  mitad  de  los 
acreedores. 

Los  acuerdos  se  tomarán  por  mayo- 
ría absoluta.  En  caso  de  empate,  deci- 
dirá el  Presidente.  La  Mesa  decidirá  las 
cuestiones  relativas  al  recuento  de 
votos. 

Art.  236.    Si  la  junta  no  pudiera  cons- 


tituirse, se  levantará  acta  de  ello.  En 
este  caso,  la  Oficina  administrará  la  ma- 
sa y  procederá  á  la  liquidación  hasta  la 
segunda  junta  de  acreedores. 

Art.  237.  Si  la  junta  se  constituyese, 
la  Oficina  le  comunicará  los  informes 
necesarios  respecto  del  inventario  y  la 
masa. 

La  junta  decidirá  si  la  liquidación  ha- 
brá de  confiarse  á  la  Oficina  de  quie- 
bras ó  á  una  Administración  especial 
compuesta  de  una  ó  varias  personas 
de  su  elección. 

En  ambos  casos,  podrá  designar  en- 
tre sus  miembros  una  Comisión  de  vi- 
gilancia y  le  conferirá  las  atribuciones 
que  juzgue  oportunas,  con  especialidad 
las  siguientes: 

1.a  Vigilar  la  administración  de  la 
masa,  dar  su  parecer  cuando  se  le  pida 
y  oponerse  á  toda  medida  que  le  pa- 
rezca contraria  á  los  intereses  da  los 
acreedores; 

2.a  Autorizar  la  continuación  del  co- 
mercio ó  de  la  industria  del  quebrado  y 
regular  sus  condiciones; 

3.a  Ratificar  las  cuentas,  autorizar 
á  la  Administración  para  pie  i  car,  tran- 
sigir ó  concluir  un  contrato; 

4.a  Impugnar  los  crédit  <s  admitidos 
por  la  Administración; 

5.a  Autorizar  los  dividendos  durante 
el  curso  de  la  liquidación. 

Art.  238.  La  junta  podrá  tomar  re- 
soluciones de  carácter  urgente,  espe- 
cialmente en  lo  que  c  ncierne  á  la  con- 
tinuación de  la  industria  ó  del  comer- 
cio del  quebrado,  apertura  de  sus  talle- 
res, almacenes  ó  despachos,  1  s  pleitos 
pendientes  y  las  ventas  hechas  de  co- 
mún acuerdo. 

Si  el  quebrado  prjpusiese  un  conve- 
nio, los  acreedores  podrán  suspender 
la  liquidación. 

Art.  239.    De  las  decisiones  de  la  jun- 
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ta  podrá  apelar  todo  acreedor  ante  la 
autoridad  de  vigilancia,  en  el  término 
de  cinco  dias.  * 

Esta  decidirá  por  procedimiento  su- 
mario, después  de  oir  á  la  Oficina,  y,  si 
lo  juzgare  necesario,  al  querellante  y 
acreedores  que  hiciesen  la  petición. 

Art.  240.  La  Administración  se  en- 
cargará de  los  intereses  de  la  masa, 
proveerá  á  su  liquidación  y  representa- 
rá en  juicio  á  la  masa. 

Art.  241.  Son  aplicables  á  la  Admi- 
nistración especial  las  disposiciones  de 
lt  s  artículos  5.°,  6.°,  párrafos  1.°  y  2.°, 
í).°,  11, 13, 17  y  19,  relativos  á  la  Oficina 
de  quiebras. 

Art.  242.  La  Administración  decidirá 
si  los  objetos  reivindicados  por  terce- 
ros deberán  ó  no  serles  entregados. 

Asignará  á  aquél  cuyo  derecho  im- 
pugne, un  plazo  de  diez  dias  para  incoar 
su  acción.  Los  terceros  que  dejen  trans- 
currir el  plazo  se  entenderá  que  han  re- 
nunciado á  su  reivindicación. 

Ait.  243.  La  Administración  hará 
efectivos  los  créditos  líquidos  de  la  ma- 
sa, aun  por  la  vía  de  persecución  si  fue- 
re necesario. 

Los  objetos  sujetos  á  depreciación  ó 
cuya  conservación  sea  costosa,  serán 
vendidos  sin  demora;  los  valores  y  ob- 
jetos cotizables  en  la  Bolsa  ó  en  el 
mercado  podrán  también  realizarse  in- 
mediatamente. 

Los  demás  bienes  no  se  venderán 
hasta  después  de  la  segunda  junta  de 
los  acreedores. 

IV.— Comprobación  de  créditos  y  su  co- 
locación 

Art  244.  Después  de  la  espiración 
del  plazo  fijado  para  las  presentacio- 
nes, la  Administración  examinará  las 
reclamaciones,  hará  las  comprobacio- 


nes necesarias,  y  consultará  al  quebra- 
do sobre  cada  crédito. 

Art.  245.  La  Administración  decidirá 
sobre  la  admisión  ó  no  admisión  al  pa- 
sivo, sin  que  sea  obligatorio  prestar  fe 
á  las  declaraciones  del  quebrado. 

Art.  246.  Los  créditos  inscritos  en 
el  Registro  hipotecario  ó  territorial,  se- 
rán admitidos  con  el  interés  corriente, 
aun  aquéllos  que  no  hayan  sido  presen- 
tados. 

Art.  247.  En  los  veinte  días  siguien- 
tes al  de  la  espiración  del  plazo  para 
las  presentaciones,  la  Administración 
formará  el  estado  de  colocación,  de  con- 
formidad con  las  disposiciones  de  los 
artículos  219  y  ;20.  Si  existiese  una  Co- 
misión de  vigilancia  deberá  sometérse- 
le el  estado  ó  lista  de  acreedores,  y  ten- 
drá tres  días  para  modificarlo. 

Si  fuese  necesario,  podrán  prorrogar- 
se los  plazos  por  la  autoridad  de  vigi- 
lancia. 

Art.  248.  El  estado  de  colocación  in- 
dicará los  créditos  que  hayan  sido  des- 
echados y  los  motivos  de  esta  medida. 

Art.  249.  El  estado  de  colocación  de- 
berá ser  depositado  en  la  Oficina. 

La  Admistración  avisará  á  los  acree- 
dores por  medio  de  anuncios  ó  edctos. 

Los  acreedores  cuyos  créditos  hayan 
sido  rechazados  en  todo  ó  en  parte,  ó 
que  no  se  los  haya  admitido  en  la  cla- 
se que  ellos  pretendían  se  les  colocase, 
serán  notificados  directamente. 

Art.  250.  El  oponente  estará  obliga- 
do á  intentar  su  acción  ante  el  juez  que 
haya  declarado  la  quiebra,  en  el  térmi- 
no de  diez  días,  á  contar  del  anuncio  del 
depósito. 

Cuando  el  oponente  alegue  que  su  re- 
clamación ha  sido  desechada,  ó  redu- 
cida injustamente,  ó  que  no  ha  sido  co- 
locado en  la  clase  que  él  solicitó,  la  ac- 
ción se  incoará  contra  la*  masa*  Si  im- 
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pugnase  un  crédito  ó  su  clase,  dirigirá 
la  acción  contra  el  acreedor. 

Cuando  la  acción  de  eliminación  de 
un  crédito  ó  de  modificación  de  clase 
esté  reconocida  como  fundada,  el  divi- 
dendo que  corresponda  á  este  crédito 
será  devuelto  al  oponente,  hasta  la  con- 
currencia de  su  reclamación,  incluso 
los  gastos  del  litigio  y  la  demasía  dis- 
tribuida con  arreglo  al  estado  de  colo- 
cación rectificado. 

El  pleito  se  instará  por  procedimien- 
to sumario. 

Art.  251.  Las  presentaciones  retrasa- 
das serán  admitidas  hasta  la  clausura 
de  la  quiebra. 

Los  gastos  ocasionados  por  el  retra- 
so serán  de  cuenta  del  acreedor,  el  cual 
podrá  ser  apremiado  para  hacer  el  an- 
ticipo. 

No  tendrá  derecho  á  las  distribucio- 
nes que  se  hayan  ordenado  antes  de  su 
presentación. 

Si  la  Administración  admitiese  la  re- 
clamación, procederá  á  la  rectificación 
de  la  colocación  y  avisará  á  los  acree- 
dores por  medio  de  un  anuncio. 

Es  aplicable  á  esta  materia  lo  dis- 
puesto en  el  art.  250. 

V. —-Liquidación  de  la  masa 

Art.  252.  Después  de  haber  procedi- 
do á  la  comprobación  de  los  créditos, 
la  Administración  convocará  la  segun- 
da junta  ó  reunión  de  acreedores,  á  la 
que  serán  llamados  aquellos  á  los  cua- 
les se  hayan  admitido  en  todo  ó  en  parte 
sus  reclamaciones.  La  convocatoria  se 
hará  con  veinte  días  de  anticipación  por 
lo  menos. 

Si  há  lugar  á  deliberar  sobre  una  pe- 
tición de  convenio,  lo  indicará  la  con- 
vocatoria. 

La  Asamblea  estará  presidida  por  un 


funcionario  de  la  Administración.  Es 
aplicable  por  analogía  el  art.  245,  pá- 
rrafos 3.°  y  4.° 

Art.  253.  La  Administración  presen- 
tará á  la  junta  un  informe  completo  so- 
bre la  marcha  de  la  liquidación  y  so- 
bré el  estado  del  activo  y  del  pasivo. 

La  junta  decidirá  si  confirma  en  sus 
funciones  á  la  Administración  y  á  los 
miembros  de  la  Comisión  de  vigilancia, 
y  tomará  como  soberana  todas  las  de- 
cisiones que  juzgue  necesarias  en  inte- 
rés de  la  masa. 

Art.  254.  Si  no  pudiera  constituirse 
la  junta,  se  levantará  acta  de  ello,  y  la 
Administración  y  la  Comisión  de  vigi- 
lancia continuarán  en  funciones  hasta 
la  clausura  de  la  liquidación. 

Art.  255.  Podrán  convocarse  nuevas 
reuniones  si  la  mayoría  délos  acreedo- 
res ó  la  Comisión  de  vigilancia  lo  pidie- 
sen, ó  si  la  Administración  lo  juzgare 
necesario. 

Art.  256.  Los  bienes  pertenecientes 
á  la  masa  serán  vendidos  bajo  la  vigi- 
lancia de  la  Administración  en  subas- 
ta pública,  ó  de  común  acuerdo  si  los 
acreedores  lo  juzgasen  preferible. 

Los  objetos  sobre  los  cuales  existe 
algún  derecho  de  prenda  sólo  podrán 
venderse  en  esta  última  forma  con  el 
asentimiento  de  los  acreedores  por  es- 
te concepto. 

Art.  257.  El  anuncio  de  la  venta  in- 
dicará el  lugar,  día  y  hora  de  las  su- 
bastas. 

Si  se  tratase  de  inmuebles,  se  publi- 
cará, por  lo  menos,  con  un  mes  de  anti- 
cipación, é  indicará  el  día  desde  el 
cual  estarán  depositadas  en  la  Oficina 
de  quiebras  las  condiciones  de  la  venta. 

Cada  acreedor  hipotecario  recibirá 
un  ejemplar  del  anuncio,  y  se  le  comu- 
nicará al  mismo  tiempo  el  precio  de  ta- 
sación. 


LEYES  ORGÁNICAS  COMPLEMENTARIAS  DE  SUIZA 


109 


Art.  258.  Los  bienes  muebles  serán 
adjudicados,  después  de  tres  pregones, 
al  mejor  postor. 

Lo  mismo  sucederá  respecto  de  los 
inmuebles,  con  tal  que  la  oferta  no  sea 
inferior  al  precio  de  tasación.  A  falta 
de  oferta  suficiente,  se  aplazará  láven- 
la, cesando  toda  obligación  de  los  qqp 
hayan  tomado  parte  en  la  subasta. 

A  la  segunda  venta,  que  tendrá  lugar 
dos  meses  después  de  la  primera,  el 
inmueble  será  definitivamente  adjudi- 
cado al  mejor  postor,  siendo  aplicable 
á  todo  esto  lo  dispuesto  en  el  art.  257. 
El  anuncio  hará  mención  de  que  es  la 
última  subasta. 

Art.  259.  Son  aplicables  á  las  condi- 
dicionesdela  venta  los  artículos  128, 
129, 134,  135, 136, 137  y  143;  las  funcio- 
nes atribuidas  á  la  Oficina  serán  ejerci- 
das por  la  Administración  de  laquiebra. 

Art.  260.  Si  la  masa  renunciase  á 
hacer  valer  un  derecho  ó  crédito,  hará 
c  esión  de  él  á  los  acreedores  que  lo 
pidan. 

El  producto,  deducidos  los  gastos,  se 
destinará  á  satisfacer  los  créditos  de 
los  cesionarios  por  orden  de  su  coloca- 
ción, y  el  excedente  se  agregará  á  Ja 
masa. 

VI.— Distribución  de  los  fondos 

Art.  261.  Cuando  el  producto  de  los 
bienes  vendidos  se  haya  cobrado  y  el 
estado  de  colocación  sea  definitivo,  la 
Administración  formará  el  estado  de 
distribución  de  los  fondos  y  la  cuenta 
final. 

Art.  262.  Los  gastos  ocasionados 
por  la  apertura  de  la  quiebra  y  la  li- 
quidación se  sacarán  previamente  del 
fondo. 

El  producto  de  los  bienes  afectos  á 
un  derecho  de  prenda  sólo  soportarán 


los  gastos  de  administración  y  realiza- 
ción de  prenda. 

Art.  263.  El  estado  de  distribución  y 
la  cuenta  final  quedarán  depositados 
en  el  despacho  de  la  Oficina  durante 
diez  dias. 

El  depósito  se  pondrá  en  conocimien- 
to de  lo?  acreedores,  y.  se  remitirá  á 
cada  cual  una  copia  relativa  á  su  cuota 
ó  dividendo. 

Art.  264.  Al  finalizar  el  plazo  de  de- 
pósito, la  Administración  procederá  á 
la  distribución  de  los  fondos. 

Son  aplicables  á  esta  materia,  por 
analogía,  las  disposiciones  del  art.  150. 

Los  dividendos  que  correspondan  á 
cada  acreedor  subordinado  á  una  con- 
dición suspensiva  ó  á  un  término  in- 
cierto, se  depositarán  en  la  Caja  de  De- 
pósitos y  Consignaciones. 

Art.  265.  Hecha  la  distribución,  la 
Administración  remitirá  ácada  acree- 
dor que  no  haya  sido  pagado  por  ente- 
ro, un  acta  de  insuficiencia  de  bienes 
por  el  total  no  pagado.  El  acta  hará 
mención  de  si  el  quebrado  ha  recono- 
cido ó  impugnado  el  crédito.  En  el  pri- 
mer caso,  valdrá  como  reconocimien- 
to de  deuda  en  el  sentido  del  art.  82. 

El  acta  de  insuficiencia  de  bienes 
conferirá  los  derechos  mencionados  en 
el  art.  149.  Sin  embargo,  sólo  podrá  pe- 
dirse nueva  persecución  cuando  el  deu- 
dor venga  á  mejor  fortuna. 

En  caso  de  impugnación,  el  juez  deci- 
dirá por  procedimiento  sumario. 

Art.  266.  Podrá  procederse  á  las  dis- 
tribuciones provisionales  después  de 
la  espiración  del  plazo  de  oposición. 

Art.  267.  Los  créditos  que  no  hayan 
participado  de  la  liquidación  serán  asi- 
milados á  las  actas  de  insuficiencia  de 
bienes. 
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VII.—  Clausura  de  la  quiebra 

Art.  268.  Después  de  la  distribución, 
la  Administración  presentará  un  infor- 
me final  al  juez  que  haya  declarado  la 
quiebra. 

Este  decretará  la  clausura  «después 
de  haber  comprobado  que  la  liquida- 
ción se  ha  terminado. 

Si  entendiese  que  la  Administración 
de  la  quiebra  podía  dar  lugar  á  obser- 
vaciones, dará  parte  á  la  autoridad  de 
vigilancia. 

La  Oficina  publicará  la  clausura. 

Art.  269.  Cuando  cerrada  la  quiebra 
se  descubra  que  existen  bienes  que  no 
han  entrado  en  la  liquidación,  la  Ofici- 
na tomará  posesión  de  ellos,  los  reali- 
zará y  distribuirá  el  precio,  sin  otra 
formalidad,  entre  los  acreedores  que  no 
hayan  sido  satisfechos  por  completo, 
por  el  orden  de  su  colocación. 

Lo  mismo  sucederá  respecto  de  los 
depósitos  disponibles. 

Si  se  tratase  de  un  derecho  dudoso, 
la  Oficina  avisará  á  los  acreedores  por 
anuncio  ó  por  carta,  y  se  procederá  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  art.  260. 

Art.  270.  La  quiebra  deberá  liqui- 
darse en  el  plazo  de  seis  días,  á  partir 
de  su  apertura. 

La  autoridad  de  vigilancia  podrá  pro- 
rrogar el  plazo  si  fuere  necesario. 

TÍTULO  OCTAVO 

DEL    SECUESTRO 

Art.  271.  El  acreedor  de  una  deuda 
vencida  no  garantida  por  prenda  podrá 
pedir  el  secuestro  de  los  bienes  del  deu- 
dor en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  el  deudor  no  tenga  domi- 
cilio fijo; 


2.°  Cuando,  con  intención  de  sus- 
traerse á  sus  compromisos,  ocultase 
sus  bienes,  se  fugase  ó  preparase  su 
fuga; 

3.°  Cuando  esté  de  paso  ó  sea  de  los 
mercaderes  ambulantes  que  frecuentan 
las  ferias  y  mercados,  si  el  crédito  es 
inmediatamente  exigible  por  su  natu- 
raleza; 

4.°    Cuando  no  habite  en  Suiza; 

5.°  Cuando  el  acreedor  posea  contra 
el  deudor  un  acta  de  insuficiencia  de 
bienes,  provisional  ó  definitiva. 

En  los  casos  enunciados  en  los  nú- 
meros 1.°  y  2.°,  el  secuestro  podrá  pe- 
dirse por  una  deuda  no  vencida,  y  hará 
el  crédito  exigí  ble  con  respecto  al 
deudor. 

Quedan  á  salvo  las  disposiciones  de 
los  tratados. 

Art.  272.  El  secuestro  será  decreta- 
do por  la  autoridad  competente  del  lu- 
gar donde  radiquen  los  bienes.  El  acree- 
dor está  obligado  á  justificar  su  crédito 
y  la  procedencia  del  secuestro. 

Art.  273.  El  acreedor  responderá  de 
los  daños  que  el  secuestro  pueda  oca- 
sionar, y  se  le  podrá  obligar  á  suminis- 
trar seguridades. 

La  acción  de  daños  y  perjuicios  debe- 
rá incoarse  aute  el  tribunal  del  se- 
cuestro. 

Art.  274.  La  autoridad  encargará  de 
la  ejecución  al  Director  ó  á  cualquier 
otro  funcionario  6  empleado,  y  le  en- 
tregará al  efecto  un  mandamiento  de 
secuestro. 

Este  mandamiento  contendrá: 

1.°  El  nombre  y  domicilio  del  acree- 
dor, el  de  su  representante  en  su  caso, 
y  el  del  deudor; 

2.°  El  crédito  por  el  cual  se  verifica 
el  secuestro; 

3.°    La  razón  de  éste; 

4.°    Los  objetos  que  se  secuestren; 
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5.°  La  nota  de  que  el  acreedor  res- 
ponderá del  daño  y  la  indicación  de  las 
seguridades  que  debe  suministrar. 

Art.  275.  La  ejecución  del  secuestro 
tendrá  lugar  siguiendo  las  formalida- 
des prescritas  para  el  embargo  en  los 
artículos  91  á  109. 

Art.  276.  Se  levantará  acta  del  se- 
cuestro al  pie  del  mandamiento. 

El  acta  contendrá  la  designación  de 
los  objetos  y  de  su  valor,  y  será  remiti- 
da inmediatamente  á  la  Oficina  de  per- 
secuciones. 

Esta  remitirá  copia  al  acreedor  y  al 
deudor  en  el  térmiso  de  tres  días. 

Art.  277.  Los  bienes  secuestrados 
quedarán  en  posesión  del  deudor,  con 
la  obligación  de  representarlos,  en  me- 
tálico ó  en  valores,  y  de  suministrar  á 
este  efecto  seguridades,  por  depósito  ó 
por  fianza  solidaria  de  una  persona  sol- 
vente, domiciliada  en  el  distrito. 

Art.  273.  El  acreedor  que  haya  veri- 
ficado un  secuestro  sin  persecución  ó 
acción  previa,  estará  obligado  á  pedir 
la  persecución  dentro  de  los  diez  días 
después  de  la  recepción  del  acta. 

En  caso  de  oposición,  el  acreedor  in- 
tentará la  acción  de  desembargo  ó  de 
reconocimiento  de  la  deuda  en  los  diez 
días  después  de  haber  recibido  el  aviso. 

Si  el  desembargo  fuere  declarado  in- 
admisible, el  acreedor  estará  obligado 
á  incoar  su  acción  en  los  diez  días  si- 
guientes á  la  comunicación  de  esta  de- 
cisión. 

Si  la  acción  para  el  reconocimiento 
de  la  deuda  estuviere  ya  pendiente  en 
el  momento  del  secuestro,  el  acreedor 
pedirá  la  persecución  dentro  de  los  diez 
días  siguientes  al  de  la  comunicación 
de  la  sentencia. 

Los  efectos  del  secuestro  cesarán 
cuando  el  acreedor  deje  transcurrir  los 
plazos  que  le  fueren  indicados,  cuando 


retire  6  deje  fenecer  su  acción  ó  su  per- 
secución y  cuando  sea  denegada  su  ac- 
ción. 

Art.  279.  Contra  el  mandamiento  de 
secuestro  no  procederá  recurso  al- 
guno. 

El  deudor  que  impugne  el  caso  de  se- 
cuestro estará  obligado  á  intentar  su 
acción  ante  el  Tribunal  competente  en 
los  cinco  días  siguientes  al  de  la  re- 
cepción del  acta.  El  procedimiento  será 
sumario,  y  en  el  intervalo  se  suspende- 
rán los  plazos  mencionados  en  el  ar- 
tículo 278. 

Art.  280.  Si  no  se  hubiese  formulado 
oposición,  ó  si  ésta  fuere  desechada, 
continuará  la  persecución  por  la  vía  de 
embargo  ó  de  quiebra,  según  la  cuali- 
dad del  deudor. 

Art.  281.  Cuando  los  objetos  secues- 
trados vengan  á  ser  embargados  por 
otro  acreedor  antes  que  el  secuestran- 
te lo  haga  en  los  plazos  fijados  para 
efectuar  el  embargo,  este  último  pedirá, 
y  procede  de  pleno  derecho  en  el  em- 
bargo á  título  provisional. 

Los  gastos  del  secuestro  se  sacarán 
con  preferencia  del  precio  de  venta. 

El  secuestro  no  crea  otros  derechos 
de  preferencia. 

TITULO  NOVENO 

DISPOSICIONES    PARTICULARES  SOBRE  AL- 
QUILERES Y  ARRIENDOS 

Art.  282.  Cuando  la  persecución  ten- 
ga por  objeto  alquileres  ó  arrenda- 
mientos, el  mandamiento  de  pago  enun- 
ciará, si  el  acreedor  lo  pidiese,  el  aviso 
conminatorio  previsto  en  los  artículos 
287y3l2  del  Código  de  las  Obligaciones, 
y  la  indicación  de  que  podrá  pedirse  el 
desahucio  del  deudor  a  la  autoridad 
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competente  después  de  transcurrido  el 
plazo  legal. 

En  el  caso  en  que  el  art.  287  antes  ci- 
tado autoriza  al  arrendador  á  rescindir 
el  contrato  después  de  la  conclusión  de 
un  plazo  de  seis  días,  el  término  para 
la  oposición  se  reducirá  á  tres  dias. 

Art.  283.  El  arrendador  podrá  pedir 
de  la  Oficina,  aun  sin  persecución  pre- 
via, que  le  proteja  provisionalmente  en 
su  derecho  de  retención.  (Obligaciones 
294,  295  y  297.) 

Podrá  también,  si  hubiere  peligro  en 
la  demora,  pedir  el  auxilio  de  la  fuerza 
pública  ó  de  las  autoridades  comu- 
nales. 

La  Oficina  formará  inventario  de  los 
objetos  sometidos  al  derecho  de  reten- 
ción, y  señalará  al  arrendador  un  pla- 
zo para  pedir  la  persecución  de  realiza- 
ción de  prendas. 

Art.  284.  Los  objetos  arrebatados 
clandestinamente  ó  con  violencia,  po- 
drán ser  recobrados  con  el  auxilio  de  la 
fuerza  pública,  dentro  de  los  diez  dias 
de  su  desaparición.  Quedan  reservados 
los  derechos  de  los  terceros  de  buena 
fe.  En  caso  de  impugnación,  el  juez  de- 
cidirá por  el  procedimiento  sumario. 

TÍTULO  DÉCIMO 

DE  LA  ACCIÓN  REVOCATORIA 

Art.  285.  La  acción  revocatoria  ten- 
drá por  objeto  provocar  la  nulidad  de 
los  actos  enumerados  en  los  artículos 
286  á  288. 

Corresponderá: 

1.°  A  todo  acreedor  portador  de  una 
acta  de  insuficiencia  de  bienes  provisio- 
nal ó  definitiva; 

2.°  A  la  Administración  de  la  quie- 
bra ó  á  los  acreedores    individualmen- 


te, en  los  casos  de  los  artículos  260  y 
269,  párrafo  3.° 

Art.  286.  Todas  las  donaciones  y  dis- 
posiciones á  titulo  gratuito,  á  excep- 
ción de  los  presentes  ó  regalos  usua- 
les, serán  nulas  si  han  sido  hechas  en 
los  seis  meses  anteriores  al  embargo 
ó  la  declaración  de  quiebra. 

Serán  asimilados  á  las  donaciones: 

1.°  Los  actos  por  los  cuales  el  deu- 
dor haya  aceptado  un  precio  notable- 
mente inferior  al  valor  de  su  presta- 
ción; 

2.°  Los  actos  en  virtud  de  los  cuales 
el  deudor  haya  constituido  en  su  favor 
ó  en  el  de  un  tercero  una  renta  vitalicia 
ó  un  usufructo. 

Art.  287.  Serán  igualmente  nulos  los 
actos  siguientes,  cuando  hayan  sido 
efectuados  por  un  deudor  insolvente  en 
los  seis  meses  anteriores  al  embargo  ó 
declaración  de  la  quiebra: 

1.°  Toda  prenda  constituida  para  ga- 
rantir una  deuda  existente,  salvo  el 
caso  en  que  el  deudor  se  hubiese  obli- 
gado anteriormente  á  suministrar  una 
garantía; 

2.°  Todo  pago  verificado  en  cual- 
quier otra  forma  que  no  sea  en  nume- 
rario ó  valores  usuales; 

3.°    Todo  pago  de  deuda  no  vencida. 

La  acción  revocatoria  no  será  admi- 
sible cuando  aquel  que  se  haya  aprove- 
chado del  acto  pruebe  que  ignoraba  la 
situación  del  deudor. 

Art.  288.  Serán,  por  último,  nulos, 
cualquiera  que  sea  su  fecha,  todos  los 
actos  efectuados  por  el  deudor  con  in- 
tención de  perjudicar  á  sus  acreedores 
ó  de  favorecer  á  algunos  de  ellos,  con 
su  connivencia,  en  detrimento  de  otros. 

Art.  289.  El  juez  decidirá  libremen- 
te, teniendo  en  cuenta  la$  circunstan- 
cias, acerca  de  las  cuestiones  que  se 
derivan  de  los  artículos  286  al  288. 
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Art.  290.  La  acción  revocatoria  se 
ejercitará  contra  las  personas  que  ha- 
yan tratado  con  el  deudor  ó  que  hayan 
sido  pagadas  por  él,  contra  sus  herede- 
ros ywierceros^ie  mala  fe»  No  perjudi- 
cará los  derechos  de  los  terceros  de 
buena  fe. 

Art.  291.  Aquel  que  se  haya  aprove- 
chado de  un  acto  nulo,  estará  obligado 
á  la  restitución.  El  que  haya  recibido 
dinero  de  él  lo  restituirá,  con  tal  que  la 
cosa  se  encuentre  todavía  en  poder  del 
deudor,  ó  que  el  mismo  se  haya  enri- 
quecido con  ello.  La  demasía  no  podrá 
ser  reclamada  al  deudor  sino  á  titulo 
de  crédito. 

El  acreedor  que  haya  restituido  Jo 
que  se  le  haya  pagado  en  virtud  de 
un  acto  nulo,  volverá  á  recobrar  sus  de- 
rechos. 

El  donatario  de  buena  fe  sólo  estará 
obligado  á  restitución  por  el  importe  de 
aquello  en  que  se  haya  enriquecido. 

Art.  292.  La  acción  revocatoria  pres- 
cribirá á  los  cinco  años,  á  contar  del 
acto  vicioso. 

título  undécimo 

DEL  CONVENIO  DE  ACREED0RE8 

Art.  293.  El  deudor  que  tenga  inten- 
ción de  obtener  el  beneficio  del  conve- 
nio de  acreedores  dirigirá  á  la  autori- 
dad competente  un  proyecto  de  conve- 
nio, al  cual  irá  unido  un  balance  deta- 
llado y  un  estado  de  sus  libros,  si  tiene 
obligación  de  llevarlos.  (Ob.  877.) 

El  proyecto  de  convenio  estará  auto- 
rizado con  la  firma  de  un  número  de 
acreedores  que  formen  la  mayoría  y 
que  representen  más  de  la  mitad  de  los 
créditos.  Los  crédkos  garantidos  por 
prenda  ó  privilegiados ,  así  como  los 
Tomo  V III.—  Instituciones  jurídicas. 


de  la  mujer  del  deudor,  no  se  contarán 
ni  respecto  de  las  personas  ni  de  sus 
créditos. 

La  firma  del  acreedor  no  equivaldrá 
<á  su  adhesión  al  convenio. 

Art.  294.  Después  de  haber  oído  al 
deudor,  la  autoridad  decidirá  sobre  si 
debe  ó  no  tomar  en  consideración  la 
demanda,  teniendo  en  cuenta  su  situa- 
ción, el  estado  de  su  contabilidad,  su 
lealtad  en  los  negocios  y  las  causas  que 
le  impidieron  satisfacer  sus  compro- 
misos. 

En  los  cantones  que  tengan  institui- 
das dos  instancias  en  materia  de  con- 
venio de  acreedores,  podrá  recurrirse 
ante  la  autoridad  superior  dentro  de  los 
diez  días  siguientes  de  la  notificación. 

Art.  295.  Si  la  demanda  fuese  toma- 
da en  consideración,  la  autoridad  con- 
cederá al  deudor  un  plazo  de  dos  me- 
ses, y  nombrará  al  mismo  tiempo  un 
Comisario,  pudiendo  serlo  el  Director  ó 
un  funcionario  de  la  quiebra. 

El  Comisario  vigilará  los  actos  del 
deudor  y  ejercerá  las  atribuciones  es- 
pecificadas en  los  artículos  298  y  si- 
guientes. 

Serán  aplicables  al  Comisario  ios  ar- 
tículos 8.°,  11  y  17. 

A  propuesta  de  éste  podrá  prolon- 
garse la  prórroga  dos  ó  más  meses. 

Art.  296.  La  prórroga  se  hará  públi- 
ca y  se  comunicará  á  la  Oficina  de  per- 
secuciones. 

Art.  297.  Mientras  dure  la  prórroga 
no  podrá  dirigirse  persecución  alguna 
contra  el  deudor,  quedando  en  suspen- 
so toda  clase  de  prescripciones. 

Art.  298.  El  deudor  podrá  continuar 
sus  negocios  bajo  la  vigilancia  del  Co- 
misario. Sin  embargo,  le  estará  prohi- 
bido, á  partir  de  la  publicación  de  la 
prórroga  y  bajo  pena  de  nulidad,  ena- 
jenar ó  hipotecar  un  inmueble,  co;is- 
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tituir  una  prenda,  prestar  fianza  y  dis- 
poner á  titulo  gratuito. 

Si  el  deudor  contraviniese  á  esta  dis- 
posición ó  á  las  instrucciones  del  Co- 
misario, la  «autoTridád  competente  po-# 
drá,  por  informe  del  mismo,  revocarla 
prórroga  después  de  oír  al  deudor.  Son 
aplicables  á  esta  materia  los  artícu- 
los 307  y  308. 

Art.  299.  Inmediatamente  después 
de  su  designación,  el  Comisario  forma- 
rá el  inventario  de  los  bienes  del  deu- 
dor y  procederá  á  su  estimación. 

Art.  300.  El  Comisario  invitará  á  los 
acreedores,  por  medio  de  anuncio,  á 
que  manifiesten  sus  créditos  en  el  tér- 
mino de  veinte  días,  bajo  pena  de  ser 
excluidos  de  las  deliberaciones  relati- 
vas al  convenio. 

El  Comisario  convocará  al  mismo 
tiempo  á  los  acreedores  para  deliberar 
sobre  el  convenio,  advirtiéndoles  que 
pueden  examinar  los  documentos  du- 
rante los  diez  días  que  precedan  á  la 
junta.  Esta  sólo  podrá  tener  lugar  un 
mes,  lo  más  pronto,  después  del  anun- 
cio. 

Art.  301.  El  Comisario  invitará  al 
deudor  á  que  diga  lo  que  sepa  acerca 
de  los  créditos  presentados. 

Art.  302.  El  Comisario  presidirá  la 
junta  de  acreedores  y  presentará  un  in- 
forme sobre  la  situación  del  deudor. 

Este  estará  obligado  á  asistir  á  la 
junta  para  suministrar  los  datos  nece- 
sarios. 

El  convenio  será  firmado  durante  la 
sesión. 

Las  adhesiones  podrán  recibirse  du- 
rante los  diez  días  siguientes. 

Art.  303.  El  acreedor  que  no  se  haya 
adherido  al  convenio  conservará  todos 
sus  derechos  contra  los  co-obligados, 
fiadores  y  garantes  del  deudor. 

Lo  mismo  sucederá  á  aquel  que  se 


adhiera,  con  tal  que  los  haya  informa- 
do, por  lo  menos  con  diez  días  de  anti- 
cipación, del  día  y  lugar  de  la  junta, 
ofreciendo  cederles  sus  derechos  con 
tal  que  le  paguen  lo  que  «e  le  adeuda. 

El  acreedor  podrá  también,  sin  per- 
juicio de  su  recurso,  autorizarlos  á 
asistir  á  las  deliberaciones  y  someter- 
se á  su  decisión. 

Art.  304.  Al  terminar  el  décimo  día 
después  de  la  asamblea,  el  Comisario 
remitirá  á  la  autoridad  competente  to- 
das las  piezas  relativas  al  convenio, 
con  su  parecer  motivado  sobre  la  cues- 
tión de  si  el  convenio  ha  sido  aceptado 
y  si  há  lugar  á  su  aprobación . 

La  autoridad  resolverá  por  procedi- 
miento sumario. 

La  audiencia  será  anunciada  por 
edicto.  Se  participará  á  los  oponen- 
tes que  pueden  presentarse  para  hacer 
valer  sus  medios  de  oposición. 

Art.  305.  El  convenio  será  aceptado 
cuando  los  que  lo  hayan  firmado  for- 
men una  mayoría  de  dos  terceras  par- 
tes de  acreedores  y  representen  los  dos 
tercios  de  las  cantidades  debidas. 

Los  acreedores  privilegiados  y  la  mu- 
jer del  deudor  no  se  contarán  ni  en  el 
número  de  las  personas,  ni  en  el  de  los 
créditos;  los  garantidos  por  prenda 
sólo  se  contarán  por  el  importe  repu- 
tado no  garantido,  según  dictamen  del 
Comisario. 

La  autoridad  decidirá  en  qué  medida 
los  créditos  impugnados  ó  subordina- 
dos á  una  condición  suspensiva  ó  á  un 
término  incierto  deben  tenerse  en  cuen- 
ta; todo  salvo  las  sentencias  que  pue- 
dan dictarse  ulteriormente. 

Art.  30G.  La  aprobación  del  conve- 
nio estará  subordinada  á  las  condicio- 
nes siguientes: 

l.1  Que  el  deudor  no  haya  cometido, 
en  perjuicio  de  sus  acreedores,  ningún 
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acto  desleal  ó  de  imprevisión  excesiva; 

2.a  Que  la  cantidad  ofrecida  esté  en 
proporción  con  los  recursos  del  deu- 
dor; la  autoridad  podrá  tomar  en  con- 
sideración los  bienes  que  pueda  adqui- 
rir por  herencia; 

3.a  Por  último,  que  la  ejecución  del 
convenio  y  el  pago  íntegro  de  los  acree- 
dores privilegiados  reconocidos  estén 
suficientemente  garantidos,  salvo  re- 
nuncia expresa  por  parte  de  éstos. 

Art.  307.  En  los  cantones  que  ten- 
gan instituidas  dos  instancias  en  mate- 
ria de  convenio  de  acreedores,  podrá  re- 
currirse  contra  la  sentencia  de  aproba- 
ción ante  la  autoridad  superior  en  los 
diez  días  siguientes  al  de  su  comunica- 
ción. 

Art.  308.  El  juicio  será  público  y  se 
comunicará  el  fallo  á  la  Oficina  des- 
pués que  haya  llegado  á  ser  ejecutivo. 

Los  efectos  de  la  prórroga  cesarán  á 
partir  de  su  publicación. 

Art.  309.  Cuando  el  convenio  no  ha- 
ya sido  aprobado  ó  la  prórroga  haya 
sido  revocada,  el  deudor  sujeto  á  per- 
secución por  vía  de  quiebra  deberá  ser 
inmediatamente  declarado  en  quiebra, 
si  un  acreedor  lo  pidiese  dentro  del 
término  de  diez  días. 

Art.  310.  Aprobado  el  convenio,  la 
autoridad  señalará  á  los  acreedores 
cuyas  reclamaciones  sean  impugnadas, 
un  plazo  perentorio  para  incoar  la  ac- 
ción. 

Art.  311.  El  convenio  aprobado  será 
obligatorio  para  todos  los  acreedores, 
á  excepción  de  los  pignoraticios  hasta 
la  concurrenciadel  precio  de  su  prenda. 

Art.  312.  La  aprobación  del  conve- 
nio hará  cesar  los  embargos  cuyo  ob- 
jeto no  haya  sido  realizado  antes  de  la 
prórroga  convenida. 

Art.  313.  Los  dividendos  que  perte- 
nezcan á  los  créditos  impugnados  se- 


rán colocados  por  el  deudor  en  la  Caja 
de  Depósitos  y  Consignaciones  hasta 
que  el  fallo  sea  firme,  si  la  autoridad 
competente  lo  ordenase. 

Art.  314.  Será  nula  de  pleno  derecho 
toda  promesa  hecha  por  el  deudor  á 
uno  de  sus  acreedores  en  las  estipula- 
ciones del  convenio  de  acreedores. 

Art.  315.  Todo  acreedor  respecto  del 
cual  el  convenio  no  haya  sido  ejecuta- 
do, podrá  pedir  la  revocación  por  la 
autoridad  competente  en  lo  que  le  con 
cierne,  siempre  conservando  los  dere- 
chos nuevos  adquiridos  en  virtud  del 
convenio. 

Es  aplicable  por  analogía  el  articu- 
lo 307. 

Art.  316.  Todo  acreedor  podrá  pedir 
también  la  revocación  de  un  convenio 
hecho  de  mala  fe. 

Son  aplicables  por  analogía  los  ar 
tículos  307,  308  y  309. 

Art.  317.  Cuando  el  deudor,  declara- 
do en  quiebra,  proponga  un  convenio, 
la  Administración  de  la  quiebra  lo  so- 
meterá con  su  previo  aviso  á  los  acree- 
dores, que  deliberarán  al  reunirse  la 
segunda  junta  lo  más  tarde 

Son  aplicables  por  analogía  los  ar- 
tículos 302  al  307  y  310  á  316.  La  Admi- 
nistración gozará  de  las  funciones  atri- 
buidas al  Comisario. 

El  fallo  relativo  al  convenio  de  acree- 
dores será  comunicado  á  la  Adminis- 
tración; en  caso  de  aprobación,  ésta 
pedirá  la  revocación  de  la  quiebra  al 
juez  que  la  haya  decretado. 

TÍTULO  DUODÉCIMO 

DISPOSICIONES   TRANSITORIAS 

Art.  318.  La  presente  ley  entrará  en 
vigor  el  1.°  de  Enero  de  1892.  Sin  em- 
bargo, el  art.  333  entrará  en  vigor  al 
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insertarse  la  ley  en  la  Colección  de 
leyes  de  la  Confederación. 

Tan  pronto  como  entre  en  vigor  la 
presente  ley,  las  disposiciones  contra- 
rias del  derecho  federal,  de  las  legisla- 
ciones cantonales  y  de  los  convenios 
quedarán  derogadas,  salvo  las  excep- 
ciones que  resulten  con  arreglo  a  los 
artículos  siguientes: 

Art.  319.  No  se  regirán  por  la  pre- 
sente ley: 

1.°  Las  persecuciones  empezadas 
hasta  el  1.°  de  Enero  de  1892,  contal 
que,  antes  de  esta  fecha,  se  haya  efec- 
tuado un  embargo  ó  pedido  una  reali- 
zación de  prenda. 

Para  el  cantón  de  Thurgovia,  todo 
derecho  de  prenda  general,  obtenido 
por  vía  de  persecución  y  anterior  al 
1.°  de  Enero  de  1892,  se  convertirá  en 
un  derecho  de  prenda  especial  en  el 
momento  del  primer  embargo  efectua- 
do contra  el  deudor  bajo  el  régimen  de 
la  nueva  ley.  A  este  efecto  se  designará 
inmediatamente  un  número  suficiente 
de  objetos  determinados  en  beneficio 
del  crédito  garantido  por  la  prenda  ge- 
neral para  formar  en  lo  sucesivo  la 
única  garantía  del  dueño  de  este  cré- 
dito; 

2.°  Los  secuestros  que  hayan  sido 
autorizados  antes  del  1.°  de  Enero 
de  1892; 

3.°  Las  quiebras  sobre  las  cuales 
haya  recaído  un  fallo  de  la  autoridad 
competente  antes  del  1.°  de  Enero  de 
1892,  así  como  las  cesiones  de  bienes 
declaradas  por  el  deudor  antes  de  esta 
fecha.  El  art.  195  de  la  presente  ley  será 
aplicable  á  la  revocación  de  estas  quie- 
bras y  cesiones  de  bienes; 

4.°    Las  herencias  repudiadas  cuya 
liquidación  haya  sido  ordenada  antes 
del  1.°  de  Enero  de  1892. 
Las  persecuciones,  secuestros,  quie- 


bras, cesiones  de  bienes  y  liquidacio- 
nes de  herencias  consignadas  en  los 
números  1.°  al  4.°  del  presente  artículo, 
seguirán  su  curso  de  conformidad  con 
el  derecho  cantonal.  Pero  ninguna 
quiebra  podrá  ser  declarada  ni  efec- 
tuado ningún  embargo  complementario 
con  aplicación  de  este  derecho. 

Los  acreedores  que,  á  tenor  de  la  ley 
cantonal,  deben  ser  admitidos  á  hacer 
valer  sus  derechos  de  preferencia  ó  de 
participación  sobre  los  bienes  embar- 
gados, ya  por  la  vía  de  intervención, 
ya  por  la  de  un  embargo  distinto,  po- 
drán ejercer  su  derecho  en  la  forma 
prescrita  por  la  ley  cantonal. 

Art.  320.  Bajo  pena  de  caducidad, 
las  persecuciones  y  secuestros  men- 
cionados en  el  art.  319,  números  1.°  v 
2.°,  deberán  liquidarse  en  el  plazo  do 
un  año,  á  partir  del  1.°  de  Enero  de 
1892,  cuando  estas  operaciones  recai- 
gan sobre  muebles,  y  en  el  de  tres  años, 
á  contar  de  esta  fecha,  cuando  recai- 
gan sobre  inmuebles.  La  duración  de 
los  pleitos  que  interrumpan  el  curso 
de  la  persecución  no  se  contará  en 
estos  plazos.  Terminado  el  de  tres 
años,  no  podrá  ejercitarse  derecho  de 
redención  ni  de  retracto  ó  de  puja  sobre 
los  inmuebles  que  hayan  sido  abjeto  de 
la  persecución. 

Será  lícito  á  los  cantones  abreviar 
estos  plazos. 

Art.  321.  Las  quiebras,  cesiones  de 
bienes  y  herencias  repudiadas,  men- 
cionadas en  el  art.  319,  números  3.°  y 
4.°,  serán  liquidadas  hasta  el  1.°  de 
Enero  de  1895.  La  autoridad  de  vigilan- 
cia podrá  prolongar  este  plazo  en  caso 
de  necesidad. 

Si,  á  tenor  del  derecho  cantonal,  no 
fuese  ejecutoria  de  pleno  derecho  una 
declaración  de  quiebra  decretada  antes 
del  1.°  de  Enero  de  1892,  sino  á  petición 
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del  acreedor,  éste  deberá  hacerse  an- 
tes del  1.°  de  Febrero  de  1892,  en  defec- 
to de  lo  cual  se  reputará  como  no 
hecha  la  declaración  de  quiebra 

Art.  322.  Los  mandamientos  de  pago 
6  actos  equivalentes  notificados  al  deu- 
dor antes  del  1.°  de  Enero  de  1892  equi- 
valdrán al  mandamiento  de  pago  pres- 
crito por  la  presente  ley,  con  tal  que 
concedan  un  plazo  para  la  oposi- 
ción. 

El  acreedor  sólo  podrá  continuar  la 
persecución  después  que  hayan  termi- 
nado los  plazos  concedidos  al  deudor 
por  el  derecho  cantonal.  Si  estos  plazos 
fuesen  más  cortos  que  los  de  la  ley  fe- 
deral, deberán  observarse  los  marca- 
dos por  ésta. 

Será,  sin  embargo,  lícito  al  acreedor 
abandonar  la  antigua  persecución  y 
comenzar  una  nueva,  de  conformidad 
con  la  presente  ley. 

Los  cantones  designarán  en  sus  dis- 
posiciones transitorias  el  acto  de  per- 
secución que  corresponda,  según  su 
legislación,  al  mandamiento  de  pago 
de  la  presente  ley. 

Art.  323.  Los  litigios  sobre  persecu- 
ción incoados  antes  del  1.°  de  Enero 
de  1892  continuarán  rigiéndose  por  el 
derecho  cantonal,  aunque  la  persecu- 
ción no  estuviere  comprendida  en  los 
casos  señalados  por  el  número  1.° 
del  art.  319. 

Art.  324.  Todos  los  actos  de  perse- 
cución verificados-  por  el  acreedor  con 
posterioridad  á  la  notificación  del  man- 
damiento de  pago,  tales  como  las  peti- 
ciones de  embargo,  adquisición  de  un 
derecho  de  prenda  general,  conmina- 
ciones de  quiebra,  peticiones.de  quie- 
bra, etc.,  serán  reputados  como  no 
efectuados  si,  en  1.°  de  Enero  de  1892, 
no  se  hubiese  llegado  en  la  persecución 
á  una  de  las  medidas  de  ejecución  men- 


cionadas en  los  números  1.°  y  3.°  del 
artículo  319. 

Sin  embargo,  si  un  acto  de  este  gé- 
nero diese  por  resultado  prohibir  al 
deudor  disponer  libremente  de  sus  bie- 
nes, esta  prohibición  quedará  en  vigor 
hasta  el  31  de  Marzo  de  1892  lo  más 
tarde. 

Cuando  la  aplicación  del  presente  ar 
tlculo  produzca  el  resultado,  en  el  cantón 
de  Thurgovia,de  anular  una  petición  de 
quiebra  motivada  por  un  llamamiento 
á  los  acreedores  (Gl&ubigerruff),  des- 
pués de  la  cesión  de  un  objeto  dado  en 
prenda  (Pfandheimschlag)  ó  de  venta 
forzosa  (Betreibungsgant)  sin  resultado 
suficiente,  dicha  cesión  se  reputará 
como  no  hecha,  y  del  mismo  modo  el 
llamamiento  á  los  acreedores,  después 
de  la  venta  forzosa,  será  reemplazado 
por  nuevas  subastas,  en  las  cuales  se 
procederá  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  142,  párrafos  2.°  y  3.°,  de  Ja 
presente  ley. 

Art.  325.  Cuando  una  persecución 
por  un  efecto  de  cambio,  comenzada 
antes  del  1.°  de  Enero  de  1892,  no  esté 
sometida  al  derecho  cantonal,  á  tenor 
del  art.  319,  núm.  Io,  no  podrá  conti- 
nuar en  virtud  de  la  presente  ley  como 
persecución  ordinaria.  El  acreedor  que 
pretenda  proceder  por  la  vía  do  perse- 
cución por  efectos  de  cambio,  estará 
obligado  á  pedir  un  nuevo  mandamien- 
to de  pago. 

Sin  embargo,  si  el  deudor  hubiere 
verificado  el  depósito  del  importe  de  la 
deuda,  este  depósito  deberá  mantener- 
se, en  uno  como  en  otro  caso,  á  condi- 
ción de  que  el  acreedor  intente,  lo  más 
tarde  el  20  de  Enero  de  1892,  la  acción 
prevista  en  el  art.  184  de  la  presente 
ley. 

Art.  326.  Cuando  un  acreedor  sea 
declarado  en  quiebra  después  del  31  de 
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Diciembre  de  1891,  la  cuestión  de  sa- 
ber si  ésta  anulará  ó  no  los  derechos 
adquiridos  antes  de  esta  fecha,  por  me- 
dio de  un  embargo  ó  de  un  secuestro, 
será  regulada  por  el  derecho  cantonal. 

Art.  327.  En  el  cantón  de  Berna,  los 
créditos  en  cuyo  beneficio  haya  sido 
constituida,  antes  del  1.°  de  Enero  de 
1892,  una  obligación  ó  una  hipoteca 
con  prenda  de  todos  los  bienes  del  deu- 
dor, y  lo  mismo  en  el  cantón  de  Soleu- 
ra,  los  créditos  que,  hasta  esta  fecha, 
se  regían  por  el  derecho  soleurense 
sobre  la  Handsehrift  podrán,  en  todas 
las  quiebras  abiertas  ó  embargos  prac- 
ticados antes  del  1.°  de  Enero  de  1900,  de 
los  cuales  participarán,  ser  colocadas 
en  una  clase  especial,  entre  la  4.a  y 
la  5.a,  especialmente  las  que  hayan 
sido  anotadas  antes  del  1.°  de  Enero 
de  1893  en  un  registro  público.  En  el 
cantón  de  Soleura  los  protocolos  de 
notarios  colocados  bajo  la  inspección 
del  Estado,  estarán  asimilados  á  los 
registros  públicos. 

La  clase  en  que  hayan  de  figurar 
será  determinada  por  el  derecho  can- 
tonal. 

Se  colocarán  igualmente  en  esta  cla- 
se intermedia,  tanto  en  caso  de  quie- 
bra Como  en  el  de  embargo,  los  acree- 
dores que,  según  la  legislación  del  can- 
tón de  Schaffhouse,  hayan  adquirido  un 
privilegio  antes  de  la  entrada  en  vigor 
de  la  presente  ley  por  el  hecho  de  ha- 
ber notificado  el  acto  de  persecución 
llamado  Auffallswarnung  (conmina- 
ción de  quiebra);  y  lo  mismo,  en  todas 
las  quiebras  abiertas  ó  embargos  prac- 
ticados en  el  cantón  de  Saint  Gall  antes 
del  1.°  de  Enero  de  1893,  los  créditos  en 
favor  de  los  cuales  los  muebles  ó  in- 
muebles hayan  sido  embargados  bajo 
el  régimen  del  derecho  cantona],  en 
cantidad  insuficiente  parala  parte  del 


crédito  que  no  haya  sido  cubierta  con 
el  producto  del  embargo. 

Art.  328.  Cuando  un  acreedor  haya 
sufrido  antes  del  1.°  de  Enero  de  1892 
una  pérdida  en  un  embargo  ó  en  una 
quiebra,  y  á  tenor  del  derecho  cantonal 
continúe  siendo  acreedor  por  el  impor- 
te no  pagado,  su  crédito  valdrá  des- 
pués del  1.°  de  Enero  de  1892  como  acta 
de  deficiencia  de  bienes  en  el  sentido  de 
la  presente  ley. 

Art.  329.  Los  cantones  cuya  legisla- 
ción no  autorice  la  adjudicación  de  in- 
muebles, si  las  subastas  no  alcanzasen 
un  precio  mínimo,  tendrán  derecho  á 
mantener  esta  disposición  hasta  el 
1.°  de  Enero  de  1900. 

Art.  330.  Las  prescripciones  de  la 
presente  ley  en  materia  de  convenio 
sólo  se  aplicarán  á  los  convenios  que 
se  pidan  después  del  31  de  Diciembre 
de  1891.  Las  peticiones  de  convenio 
formuladas  anteriormente  serán  regi- 
das por  el  derecho  cantonal;  sin  em- 
bargo, en  cuanto  á  la  fijación  de  la  ma- 
yoría requerida  para  la  aceptación,  re- 
girá el  art.  305  de  la  presente  ley  des- 
de 1.°  de  Enero  de  1892. 

En  lo  concerniente  á  la  revocación, 
total  ó  parcial  de  un  convenio,  serán 
aplicables  los"artículos  315  y  316  de  la 
presente  ley,  siempre  que  el  convenio 
haya  sido  concluido  bajo  el  régimen 
del  derecho  cantonal. 

Los  deudores  que,  en  1.°  de  Enero  de 
1892,  se  hallen  en  estado  de  quiebra  ó 
cuyos  bienes  se  encuentren  en  dicha 
época  amenazados  de  embargo  ó  de  se- 
cuestro, no  podrán  formular  una  peti- 
ción de  convenio  de  acreedores,  á  no 
estar  autorizados  por  el  derecho  can- 
tonal. 

Art.  331.  La  acción  revocatoria,  tal 
como  se  halla  prevista  en  los  artículos 
285  á  292  de  la  presente  ley,  podrá  tam- 


LEYES  ORGÁNICAS  COMPLEMENTARIAS  DE  SUIZA 


110 


uión  dirigirse  contra  actos  anteriores 
al  1.°  de  Enero  de  1892,  si  estos  actos 
han  sido  ya  declarados  revocables  por 
el  derecho  cantonal,  y  si  no  hubieren 
prescrito  en  virtud  de  este  derecho. 

Si  el  juez  tuviere  duda  sobre  la  época 
en  que  se  haya  efectuado  un  acto,  la 
presunción  estará  -  n  favor  de  la  apli- 
cación de  la  presente  ley. 

Art.  332.  Las  persecuciones,  secues- 
tros, quiebras  y  liquidaciones  de  he- 
rencias que,  á  tenor  del  art.  319,  conti- 
núen rigiéndose  por  el  derecho  canto- 
nal, serán  tramitadas  por  las  Oficinas  y 
funcionarios  correspondientes. 

Será,  sin  embargo,  lícito  á  los  canto- 
nes transferir  todas  ó  parte  de  las  atri- 
buciones en  cuestión  á  las  autoridades 
y  funcionarios  nuevos  que  entren  en 
funciones  el  l.°de  Enero  de  1892. 

Las  autoridades  y  funcionarios  sa- 
lientes darán  á  sus  sucesores  las  ins- 
trucciones necesarias  para  la  tramita- 
ción de  los  negocios. 

Art.  333.  Los  cantones  estarán  obli- 
gados á  someter  al  Consejo  federal,  an- 
tes del  1.°  de  Julio  de  1891,  las  leyes  ó 
reglamentos  previstos  en  los  artículos 
320,  322,  327,  329,  330  y  332  de  la  presen- 
te ley. 

Deberán  en  el  mismo  tiempo,  hacer 
al  Consejo  federal  las  indicaciones  pres- 
critas en  el  art.  28  ,  y  someter  á  su 
aprobación  las  leyes  y  reglamentos 
previstos  en  los  artículos  13,  25,  27,  45 
y  111.  La  notificación  de  los  nombres 
de  los  funcionarios  y  de  la  constitución 
de  las  autoridades  á  las  cuales  incum- 
birá la  ejecución  de  Ja  presente  ley, 
tendrá  lugar  lo  más  tarde  el  31  de  Oc- 
tubre de  1891. 

Arl  334.  Las  cuestiones  con  motivo 
de  i;t  aplicación  del  derecho  cantonal  y 


de  la  ley  federal  podrán,  en  los  plazos 
previstos  en  los  artículos  1?  al  20  de  la 
presente  ley,  ser  elevados  por  vía  de 
recurso  ante  las  autoridades  cantona- 
les de  vigilancia  y  ante  el  Consejo  fe- 
deral. 

Art.  335.  El  Consejo  federal  queda 
encargado,  de  conformidad  con  las  dis- 
posiciones de  la  ley  federal  del  17  de 
Junio  de  1874,  relativa  á  la  votación  po- 
pular sobre  leyes  federales,  de  publicar 
la  presente  ley. 

Así  decretado  por  la  Cámara  de  los 
Estados. 

Berna,  10  de  Abril  de  1889. 

El  Presidente, 
SCHOCH. 

El  Secretario, 
SCHATZMANN. 

Así    decretado    por  la  Cámara    na- 
cional. 
Berna,  11  de  Abril  de  1889. 

El  Presidente, 
E.     RüFFY. 

El  Secretario, 
RlNGIER. 

El  Consejo  federal  decreta: 
La  anterior  ley  federal  se  insertará 
en  el  periódico  federal. 
Berna,  24  de  Abril  de  1889. 
A  nombre  del  Consejo  federal  suizo, 

El  Presidente  de  la  Confederación, 

Hammer. 

El  Canciller  de  la  Confederación, 
RWSGJER. 

Nota.  Fecha  de  la  publicación:  4  de 
Mayo  de  1889. 

Plazo  de  oposición:  2  de  Agosto 
de  1889. 


CÓDIGO  PENAL  FEDERAL  DE  SUIZA 


(4  DE  FEBRERO  DE  1853) 


La  Asamblea  federal  de  la  Confedera- 
ción suiza, 

Visto  el  proyecto  presentado  por  el 
Consejo  federal, 

DECRETA 

PRIMERA  PARTE 

Disposiciones  generales 

TÍTULO  PRIMERO 

DE  LAS  PENAS  T  DE  SUS  EFECTOS 

Artículo  1.°  Las  penas  establecidas 
en  el  presente  Código  serán  aplicables, 
salvo  las  excepciones  especialmente 
consignadas,  á  los  actos  punibles  co- 
metidos en  territorio  suizo. 

Los  crímenes  y  delitos  cometidos  en 
territorio  extranjero,  á  los  cuales  serán 
aplicables  las  disposiciones  del  presen- 
te Código,  son  los  previstos  en  los  ar- 
tículos 36  al  40,  45,  61  y  65 

Art.  2.°  Las  penas  aplicables  á  los 
crímenes  y  delitos  previstos  en  la  se- 
gunda parte  del  presente  Código,  son: 

a)  La  reclusión; 

b)  La  prisión; 

c)  El  destierro; 

d)  La  destitución; 


e)  La  privación  de  los  derechos  polí- 
ticos; 

/)    La  multa  hasta  10.000  francos. 

Art.  3.°  La  pena  de  reclusión  consis- 
te en  la  detención  del  condenado  en 
una  casa  de  fuerza,  en  la  que  se  le  obli- 
gará á  ocuparse  en  los  trabajos  conve- 
nientes. 

La  pena  de  reclusión  llevará  siempre 
consigo  la  privación  de  los  derechos 
políticos  durante  un  tiempo  determina- 
do por  el  juez. 

Los  efectos  civiles  de  la  reclusión  se 
regirán  por  las  leyes  del  país  de  origen 
del  condenado. 

La  condena  á  la  pena  de  reclusión  se 
impondrá  al  menos  por  un  año,  y  por 
treinta  como  máximum. 

La  reclusión  perpetua  sólo  se  impon- 
drá en  los  casos  expresamente  deter- 
minados por  la  ley. 

Art.  4.°  La  pena  de  prisión  consiste 
en  encerrar  al  condenado  en  una  pri- 
sión ó  en  una  cárcel  correccional. 

Queda  prohibido  agravar  la  privación 
de  la  libertad  con  otros  sufrimientos 
que  puedan  imponerse  al  preso. 

La  duración  de  la  prisión  no  podrá 
exceder  de  seis  años. 

Cuando  la  prisión  deba  substituir  á  la 
pena  de  reclusión,  se  aumentará  aqué- 
lla en  una  mitad;  en  caso  contrario,  ste 
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disniinuírá  la  duración  en  una  tercera 
parte. 

La  destitución  y  la  privación  de  los 
deroGhos  políticos  podrán  imponerse 
acumulados  á  la  prisión,  aunque  la  ley 
no  imponga  expresamente  las  dos  pri- 
meras penas. 

Art.  5.°  Consiste  el  destierro  en  la 
prohibición  de  permanecer  y  de  volver 
á  entrar  en  el  territorio  de  la  Confede- 
ración. 

No  lleva  consigo  la  pérdida  de  los 
derechos  de  ciudadanía  ni  de  vecindad. 

No  podrá  imponerle  á  los  ciudada- 
nos suizos  por  más  de  diez  años. 

No  deberá  jamás  aplicarse  á  crimi- 
nales peligrosos  ni  en  caso  de  reinci- 
dencia. 

El  destierro  sólo  se  impondrá  con- 
juntamente con  una  pena  privativa  de 
libertad  ó  con  la  de  destitución. 

Por  lo  demás,  queda  al  arbitrio  del 
juez  el  decidir  si  debe,  y  en  qué  casos, 
imponerse  la  pena  de  destierro,  salvo 
cuando  se  trate  de  un  delito  contra  el 
que  la  ley  imponga  una  multa.  Pero  en 
todos  los  casos  en  que  se  trate  de  im- 
poner la  pena  de  destierro,  deberá  exis- 
tir la  probabilidad  de  que  el  condena- 
do ha  de  poder,  por  medios  legítimos, 
proveerá  su  subsistencia  fuera  del  país. 

Art.  6.°  La  sentencia  de  destitución 
impondrá  al  mismo  tiempo  la  incapa 
cidad  para  ocupar  cualquier  empleo  ó 
cargo  público  durante  un  tiempo  que 
determinará  dicha  sentencia,  y  que 
puede  variar  de  dos  á  diez  años. 

Art.  7/  Todo  individuo  condenado  á 
la  pena  de  privación  de  los  derechos 
políticos  quedará  inhabilitado  para 
ejercer  el  derecho  electoral  activo  ó 
pasivo  que  le  confieran  la  Constitución 
y  las  leyes  federales  ó  cantonales,  y 
para  desempeñar  cualquier  cargo  pú- 
blico. 


En  caso  de  reclusión,  podrá  ser  per- 
petua esta  pena;  en  caso  de  prisión,  no 
podrá  exceder  en  más  de  diez  años  á  la 
duración  de  aquélla. 

Art.  8.°  En  caso  de  condena  á  una 
multa,  si  ésta  no  pudiera  hacerse  efec- 
tiva en  el  plazo  de  tres  meses,  ó  si  el 
condenado  fuere  insolvente,  será  con- 
mutada esta  pena  por  la  de  prisión. 

Cada  día  de  prisión  equivaldrá  á  cin 
co  francos  de  multa, 

Art.  9.°  Los  crímenes  y  delitos  co- 
munes sometidos  al  Tribunal  federal 
de  Assises,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  art.  76,  serán  juzga- 
dos con  arreglo  á  las  leyes  penales 
del  cantón  en  que  se  hayan  cometido. 

El  Tribunal  de  Assises  podrá  aplicar 
en  este  caso  todas  las  penas  que  po- 
drían imponer  los  tribunales  del  can- 
tón, inclusa  la  de  muerte.  No  podrán, 
sin  embargo,  imponer  en  ningún  caso 
un  castigo  corporal  cualquiera  ni  la  ex- 
posición á  la  vergüenza  pública.  Estas 
penas  serán  reemplazadas  por  una  pri- 
vación de  libertad  de  una  duración  de- 
terminada, según  los  casos. 

Art.  10.  Independientemente  de  la 
pena  quedará  obligado  el  culpable  á 
reparar  el  perjuicio  que  resulte  de  la 
acción  ú  omisión  penada  por  la  ley. 

TÍTULO  SEGUNDO 

DEL    DOLO   Y    DE   LA    FALTA 

Art.  11.  Las  penas  establecidas  en 
la  parte  especial  del  presente  Código 
sólo  seián  aplicables  cuando  en  las 
acciones  ú  omisiones  punibles  haya 
habido  dolo,  á  menos  que  se  prescriba 
expresamente  la  contraria. 

Art  12.  El  que  haya  causado  un 
daño  sin  intención  dolosa,  pero  que 
haya  ocasionado  ó  provocado  su  exis- 
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tencia  con  su  falta,  sólo  será  castigado 
en  el  caso  en  que  se  consigne  expresa- 
mente en  la  parte  especial  del  presente 
Código. 

TÍTULO  TERCERO 

DE  LOS  CRÍMENES  Ó  DELITOS  CONSUMADOS 
Y  DK   LA  TENTATIVA 

Art.  13.  Se  reputará  consumado  el 
crimen  ó  delito  cuando  concurran  todas 
las  circunstancias  que  los  constituyen 
según  la  ley. 

Art.  14.  Habrá  tentativa  de  crimen 
ó  de  delito  cuando  la  persona  que  haya 
concebido  el  designio  de  cometerlo 
haya  realizado  un  acto  exterior  que 
pueda  considerarse  por  lo  menos  como 
un  principio  de  ejecución  de  dicho  cri- 
men ó  delito. 

Art.  15.  El  máximum  de  la  pena  de 
la  tentativa  será  la  mitad  de  la  estable- 
cida contra  el  crimen  ó  delito  consu- 
mado, si  ésta  fuere  divisible.  También 
podrá  aplicarse  una  clase  de  pena  más 
suave,  pero  prolongando  proporcional- 
mente  la  duración  de  la  misma. 

Si  el  crimen  consumado  se  castigase 
con  la  pena  de  reclusión  perpetua,  la 
tentativa  sólo  se  castigará  con  reclu- 
sión que  no  exceda  de  quince  años. 

Art.  16.  Para  determinar  la  pena 
que  deberá  aplicarse  á  la  tentativa,  ten- 
drá el  juez  principalmente  en  cuenta  la 
parte  realizada  del  acto  punible,  el  mo- 
tivo que  ha  impedido  su  consumación, 
el  grado  de  perseverancia  del  delin- 
cuente, y,  por  último,  el  peligro  más  ó 
menos  inminente  que  haya  corrido  el 
derecho  amenazado. 

Cuanto  mayor  sea  la  espontaneidad 
y  prontitud  en  la  resolución  tomada 
por  el  acusado  de  renunciar  á  la  trans- 
gresión de  la  ley  penal,  siguiendo  su 


propia  convicción,  sin  ser  detenido  por 
obstáculos  exteriores  ó  por  circunstan- 
cias fortuitas,  en  la  ejecución  de  su 
proyecto  primitivo,  más  motivos  exis- 
tirán para  disminuir  la  pena  y  aun  para 
absolver  al  acusado.  Sin  embargo,  si  la 
tentativa  constituye  por  sí  misma  una 
infracción  de  la  ley,  se  aplicará,  por  lo 
menos,  la  pena  correspondiente  á  esta 
infracción. 

Art.  17.  Cuando  la  ley  establezca 
pena  especial  contra  Ja  tentativa  de 
ciertos  crímenes  ó  delitos,  deberá  im- 
ponerse aquélla. 

TÍTULO  CUARTO 

DEL  AUTOR  Y   DE   LOS   CÓMPLICES 

Art.  18.  Serán  punibles  todos  aqué- 
llos que  tomen  parte  en  un  crimen  ó 
delito,  ya  como  autores,  ya  como  cóm- 
plices ó  como  encubridores  tfauteurs). 

Art.  19.  Se  reputará  autor  al  que 
con  su  hecho  propio  ú  obligando  á 
otras  personas,  sea  la  causa  principal 
de  un  crimen  ó  de  un  delito,  é  incurrirá 
en  la  pena  establecida  contra  los  mis- 
mos. 

Art.  20.  Cuando  un  crimen  ó  delito 
se  haya  cometido  por  dos  ó  más  indi- 
viduos, después  de  haberse  concertado 
para  ello  (complot),  se  les  considerará 
á  todos  como  autores. 

Art.  21.  Se  reputará  cómplice  al  que 
facilite  á  sabiendas  la  perpetración  de 
un  crimen  ó  delito,  ya  por  medio  de 
consejos,  \a  por  medio  de  actos,  por 
ejemplu:  dando  instrucciones  sobre  el 
modo  de  ejecutarlo,  suministrando  me- 
dios para  cometerlo,  separando  los  obs- 
táculos que  á  ello  se  opongan  ó  prome- 
tiendo de  antemano  prestar  auxilio,  des- 
pués que  el  acto  se  haya  realizado. 

Art.  22.    El  cómplice  será  castigado 


124 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


con  arreglo  á  las  disposiciones  legales 
aplicables  al  autor,  salvo  los  casos  en 
que  este  Código  disponga  otra  cosa,  y 
con  las  restricciones  siguientes: 

a)  Si  la  pena  aplicable  al  autor  prin- 
cipal fuera  la  de  reclusión  perpetua,  se 
impondrán  al  cómplice  quince  años 
como  máximum; 

b)  Si  la  pena  aplicable  al  autor  prin- 
cipal fuese  divisible,  será  castigado  el 
cómplice  con  tres  cuartas  partes  de  la 
pena  como  máximum  y  con  la  cuarta 
parte  como  mínimum. 

Art.  23.  Se  reputará  encubrid or(fau- 
teur)  al  que,  una  vez  consumado  el  cri- 
men ó  delito,  auxilie  á  sabiendas  al  au- 
tor, sin  haberse  concertado  previamente 
con  él,  ya  sea,  por  ejemplo,  ocultando 
los  objetos  obtenidos  por  medio  del  cri- 
men ó  delito,  ya  haciendo  uso  de  ellos, 
ya  auxiliando  al  autor  para  librarse 
de  la  pena  de  que  esté  amenazado. 

Art.  24.  La  pena  del  encubridor  se 
regulará  por  la  del  autor,  reduciéndose, 
sin  embargo,  á  menos  de  la  mitad  si 
fuera  divisible,  y  no  pudiendo  exceder 
en  ningún  caso  de  seis  años  de  reclu- 
sión. 

Art.  25.  Cuando  la  duración  de  la 
reclusión  en  que  el  autor  haya  incurri- 
do sea  tal  que  los  cómplices  ó  encubri- 
dores debieran  ser  condenados  á  me- 
nos de  un  año  de  reclusión,  con  arreglo 
á  los  artículos  22  y  24,  deberá  imponér- 
seles la  pena  de  prisión  más  ó  menos 
larga. 

Art.  26.  Los  autores,  cómplices  y  en- 
cubridores estarán  solidariamente  obli- 
gados á  la  reparación  del  perjuicio.  Sin 
embargo,  la  sentencia  determinará  la 
parte  de  cada  uno  en  razón  de  su  cul- 
pabilidad y  de  su  participación  en  el 
crimen  ó  delito. 


TITULO  V 

DE  LA   IMPUTABILIDAD 

* 

Art.  27.  Las  acciones  ú  omisiones 
contra  las  que  el  presente  Código  esta- 
blece penas,  no  serán  punibles  cuando 
en  el  momento  de  ejecutarlas  estuviere 
el  agente  privado  del  uso  de  su  razón  ó 
de  su  libre  voluntad,  sin  que  sea  por  su 
culpa. 

A  esta  categoría  corresponden  en 
particular  los  casos  de  furor,  de  demen- 
cia, etc. 

Art.  28.  No  será  punible  el  acto  ilíci- 
to cometido  por  un  funcionario  ó  em- 
pleado, á  consecuencia  de  una  orden 
formal  y  competente  relativa  á  funcio- 
nes ó  servicios  públicos,  que  emane  de 
la  autoridad  ó  funcionario  á  que  aquél 
esté  subordinado. 

En  cambio  será  responsable  la  au- 
toridad ó  el  funcionario,  de  la  orden 
dada  y  de  su  ejecución. 

Art.  29.  Tampoco  será  punible  el 
acto  ilícito  cometido  en  los  casos  de  le- 
gítima defensa  para  proteger  su  propia 
persona,  su  vida,  su  propiedad,  su  liber- 
tad, ó  la  persona,  la  vida,  la  propiedad 
ó  la  libertad  de  su  prójimo. 

Art.  30.  No  podrá  imponerse  conde- 
na alguna  contra  los  niños  que  no  ten- 
gan doce  años  cumplidos.  Lo  mismo 
sucederá  respecto  de  los  jóvenes  meno- 
res de  dieciséis  años  que,  en  el  caso  de 
que  se  trata,  no  hayan  obrado  con  el 
discernimiento  que  se  requiere.  Si  el 
inculpado  menor  de  dieciséis  años  hu- 
biese obrado  con  discernimiento,  se 
considerará,  sin  embargo,  su  edad 
como  circunstancia  atenuante. 
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TÍTULO  VI 

DE  LA  APLICACIÓN  DE  LA  PENA,  DE  LAS 
CIRCUNSTANCIAS  ATENUANTES  Y  AGRA- 
VANTES Y  DE  LA  CONMUTACIÓN  DE  LAS 

PENAS. 

Art.  31.  Al  aplicar  el  juez  la  pena 
dentro  de  los  limites  legales,  la  fijará 
más  rigurosamente: 

a)  Por  razón  de  1  a  cuantía  y  de  lo  irre- 
parable del  daño  causado  ó  que  hubie- 
ra podido  serlo  por  el  acto  que  la  ley 
castiga; 

6)  Por  el  número  y  la  importancia 
de  los  deberes  infringidos  por  el  acto 
punible;  si,  por  ejemplo,  la  parte  lesio- 
nada carecía  de  medios  de  defensa,  si 
ha  habido  abuso  de  confianza,  etc.; 

c)  Según  el  grado  de  perseverancia, 
de  audacia  ó  de  astucia  revelado  en  los 
preparativos  y  en  la  consumación  del 
delito; 

d)  Por  razón  del  número  de  conde- 
nas en  que  el  inculpado  haya  incurrido 
por  crímenes  ó  delitos  que  revelen  la 
misma  tendencia  culpable; 

e)  Según  la  dificultad  que  haya  para 
prevenirse  contra  el  crimen  ó  delito.  Se 
debe,  pues,  considerar  especialmente 
como  circunstancia  agravante  la  de 
que  el  crimen  ó  delito  se  haya  cometi- 
do por  muchos  individuos  puestos  pre- 
viamente de  acuerdo  (complot),  en  cuyo 
caso  serán  los  más  delincuentes  los 
autores  y  los  jefes. 

Art.  32.  La  culpabilidad  de  un  cri- 
men ó  de  un  delito  será  atenuada  den- 
tro de  los  limites  legales: 

a)  Cuando  inmediatamente  después 
de  cometido  el  crimen  ó  delito,  dé  el 
acusado  muestras  de  verdadero  arre- 
pentimiento por  actos  que  puedan  pre- 
venir, en  todo  ó  en  parte,  las  consecuen-  I 


cias  perjudiciales  de  su  acción,  por 
ejemplo,  indemnizando  completa  y  vo- 
luntariamente á  la  parte  lesionada,  de- 
nunciándose á  si  mismo,  etc.; 

b)  Cuando  por  consecuencia  de  cir- 
cunstancias ó  de  fuerza  mayor,  no  ha- 
ya gozado  completamente  el  inculpa- 
do de  su  libertad  de  acción;  pero  la 
embriaguez,  cuando  proceda  de  falta 
del  acusado,  no  se  considerará,  por  re- 
gla general,  como  circunstancia  ate- 
nuante; 

c)  Cuando  el  acusado  no  haya  cum- 
plido aún  la  edad  de  dieciséis  años. 

Art.  33.  Si  se  tratase  de  fallar  en 
una  misma  sentencia  sobre  varios  crí- 
menes ó  delitos  cometidos  por  el  mis- 
mo individuo  y  aún  no  castigados,  se 
le  aplicará  la  pena  del  crimen  ó  delito 
más  grave,  considerando  los  demás 
crímenes  ó  delitos  como  circunstancias 
especialmente  agravantes. 

En  este  caso,  si  la  pena  fuese  suscep- 
tible de  aumento,  podrá  el  juez  elevarla 
en  la  mitad  del  máximum  establecido 
por  la  ley,  y  llegado  el  caso,  convertir 
la  pena  de  prisión  en  la  de  reclusión, 
con  una  reducción  proporcional  en  la 
duración  de  la  misma. 

TÍTULO  VII 

DE  LA   EXTINCIÓN    DE  LA    PENALIDAD  POR 

PRESCRIPCIÓN 

Art.  34.    Prescribirá  Ja  acción  penal: 

a)  Por  el  transcurso  de  quince  años 
si  el  crimen  lleva  consigo  la  pena  de 
reclusión  perpetua; 

b)  Por  el  transcurso  de  diez  años  si 
el  crimen  ó  delito  fuere  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  temporal; 

c)  Por  el  transcurso  de  tres  años  en 
todos  los  demás  casos. 

Cuando  se  trate  de  un  crimen  ó  deli- 
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to  consumado,  el  tiempo  requerido  para 
la  prescripción  de  las  penas  correrá 
desde  el  día  en  que  el  crimen  ó  delito 
se  repute  consumado;  en  el  caso  en  que 
se  componga  de  una  serie  de  actos,  co- 
rrerá desde  el  día  en  que  se  haya  reali- 
zado el  último;  cuando  se  trate  de  ten- 
tativa, correrá  desde  el  día  en  que  se 
haya  efectuado  el  último  acto  que  la 
constituya,  y  en  caso  de  defraude,  de 
falsedad  ó  de  malversación,  á  partir 
del  día  en  que  el  crimen  se  haya  descu- 
bierto. Sin  embargo,  si  hubieren  co- 
menzado las  actuaciones,  el  tiempo  de 
la  prescripción  sólo  correrá  desde  el 
día  en  que  hayan  tenido  lugar  las  úl- 
timas. 

Art.  35.  En  lo  concerniente  á  la 
prescripción  de  la  pena,  se  observarán 
las  reglas  siguientes: 

a)  La  pena  de  reclusión  perpetua 
prescribirá  á  los  treinta  años; 

b)  La  reclusión  temporal,  la  prisión, 
el  destierro  y  la  privación  de  derechos 
políticos  por  tiempo  determinado,  pres- 
cribirán después  de  transcurrir  el  doble 
de  la  duración  de  la  pena  impuesta,  ó, 
si  se  hubiere  ya  cumplido  parte  de  la 
pena,  prescribirá  al  transcurrir  doble 
tiempo  del  que  quedaba. 

En  lo  concerniente  á  multas  que  no 
puedan  hacerse  efectivas,  el  tiempo  exi- 
gido para  la  prescripción  correrá  desde 
el  día  en  que  se  haya  impuesto  la  pena 
de  prisión  á  que  se  refiere  el  art.  8." 
Sin  embargo,  el  tiempo  exigido  para  la 
prescripción  no  podrá  nunca  ser  menor 
de  cinco  años  ni  exceder  de  veinti- 
cinco; 

c)  El  tiempo  exigido  para  la  pres- 
cripción comenzará  á  contarse  desde 
el  día  en  que  haya  podido  comenzar  á 
ejecutarselasentencia,  ó  si  la  ejecución 
había  ya  comenzado,  desde  el  día  en 
que  se  haya  interrumpido. 


SEGUNDA  PARTE 

De  las  dioersas  especies  de  crímenes  y 

delitos 

título  primero 

DE  LOS  CRÍMENES  Y  DELITOS  CONTRA  LA 
SEGURIDAD  EXTERIOR  Y  LA  TRANQUILI- 
DAD ÜE  LA  CONFEDERACIÓN. 

Art.  36.  Todo  suizo  que  en  una  gue- 
rra contra  la  Conferación  tome  las  ar- 
mas contra  su  patria,  será  castigado 
con  la  pena  de  reclusión  por  diez  años 
como  mínimum,  hasta  reclusión  per- 
petua. 

Art.  37.  Con  la  misma  pena  será 
castigado  todo  ciudadano  ó  habitante 
de  Suiza  que  intente  poner  la  Confede- 
ración ó  parte  de  su  territorio  en  poder 
del  enemigo  ó  bajo  la  dependencia  de 
una  potencia  extranjera;  que  procure 
separar  de  Suiza  un  cantón  en  todo  ó 
en  parte;  que  comprometa  á  una  poten- 
cia extranjera  á  cometer  actos  hostiles 
contra  una  parte  del  territorio,  ó  á 
inmiscuirse  en  sus  asuntos  interiores 
de  un  modo  peligroso  para  la  Confede- 
ración; ó  que,  después  de  haber  estalla- 
do una  guerra,  favorezca  intenclonal- 
mente  con  actos  ú  omisiones  las  miras 
del  enemigo. 

Art.  38.  Será  castigado  con  la  pena 
de  reclusión  el  que  intencionalmente 
varíe  ó  haga  inciertas  las  fronteras  de 
Suiza,  ó  que  sustrayendo,  destruyendo 
ó  falsificando  documentos,  ó  cometien- 
do otros  actos  ilícitos,  favorezca  inten- 
cionalmente los  intereses  de  un  Estado 
extranjero  con  perjuicio  de  la  Confede- 
ración, ó  le  auxilie  en  una  empresa  de 
este  genero. 

Art.  39.    Todo  el  que  viole  el  territo- 
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rio  suizo  ó  cometa,  respecto  de  Suiza, 
otros  actos  contrarios  al  derecho  de 
gentes,  ó  favorezca  de  un  modo  cual- 
quiera actos  de  esta  Índole,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  prisión  y  multa,  y 
con  la  de  reclusión  en  los  casos  graves. 
Art.  40.  En  los  cases  en  que  con- 
curra un  crimen  ó  delito  común,  tal 
como  el  robo,  el  incendio,  etc.,  con  uno 
de  los  actos  punibles  mencionados  en 
los  artículos  anteriores,  se  considerará 
como  agravante  esta  circunstancia. 
-Los  culpables  bajo  estos  dos  aspec- 
tos serán  castigados  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  el  art.  33. 

TÍTULO  SEGUNDO 

DE  LOS  CRÍMENES  Y  DELITOS  CONTRA  LOS 
ESTADOS  EXTRANJEROS 

Art."  41.  El  que  viole  un  territorio  ex- 
tranjero ó  cometa  cualquier  otro  acto 
contrario  al  derecho  de  gentes,  será 
castigado  con  la  pena  de  prisión  ó  con 
multa. 

Art.  42.  El  ultraje  público  contrauna 
nación  extranjeraósu  soberano,  ó  con- 
tra un  Gobierno  extranjero,  será  casti- 
gado con  multa  hasta  de  2.000  francos, 
acumulándose,  en  los  casos  graves,  con 
la  pena  de  seis  meses  de  prisión  como 
máximum.  Sin  embargo,  las  actuacio- 
nes sólo  podrán  incoarse  á  instancia 
del  Gobierno  extranjero,  siempre  que 
haya  reciprocidad  respecto  de  la  Con- 
federación 

Art.  43.  El  ultraje  ó  los  malos  tra- 
tamientos inferidos  al  representante  de 
una  potencia  extranjera,  acreditado 
cerca  de  la  Confederación,  serán  casti- 
gados con  la  pena  de  dos  años  de  pri- 
sión como  máximum,  y  multa  que  po- 
drá elevarse  hasta  2.000  francos. 

Art.  44.    El  procedimiento  y  el  fallo 


en  los  casos  previstos  en  los  tres  ar- 
tículos anteriores,  sólo  tendrán  lugar 
previa  decisión  del  Consejo  federal,  con 
arreglo  al  art.  4.°  de  la  ley  de  procedi- 
miento criminal  de  27  de  Agosto  de  1851. 

TÍTULO  TERCERO 

DE  LOS  CRÍMENES  Y  DELITOS  CONTRA  EL 
ORDEN  CONSTITUCIONAL  Y  LA  SEGURI- 
DAD INTERIOR. 

Art.  45.  El  que  tome  parte  en  una 
empresa  que  tenga  por  objeto,  ora  des- 
truir á  viva  fuerza  la  Constitución  y  el 
orden  de  cosas  existentes,  ora  arrojar 
ó  disolver  con  violencia  las  autorida- 
des federales  ó  parte  de  ellas,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  reclusión. 

Art.  46.  El  que  tome  parte  en  un  al- 
boroto ó  manifieste  por  vías  de  hecho 
la  intención  de  resistir  las  órdenes  de 
una  autoridad  federal,  de  obligar  á  to- 
mar ó  de  impedir  que  se  tome  una  deci- 
sión, á  vengarse  de  un*  funcionario  fe- 
deral ó  de  un  miembro  de  la  autoridad 
como  tal,  será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  y  multa,  y  con  la  de  reclu- 
sión en  los  casos  graves. 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  que 
tomen  parte  en  un  motín  que  tenga  por 
objeto  impedir  la  ejecución  de  las  leyes 
federales,  las  elecciones,  las  votacio- 
nes ú  otras  operaciones  prescritas  por 
las  leyes. 

Art.  47.  El  que  emplee  la  violencia 
para  impedir  la  ejecución  de  las  leyes 
federales,  á  que  se  proceda  á  las  elec- 
ciones, votaciones  ú  otras  operaciones 
prescritas  por  las  leyes  de  la  Confede- 
ración, para  oponer  obstáculos  á  la 
ejecución  de  las  órdenes  oficiales  que, 
emanadas  de  una  autoridad  federal,  ó 
para  forzar  ó  impedir,  ora  á  una  auto- 
ridad, ora  á  un  funcionario  de  la  Con- 
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federación,  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, será  castigado  con  la  pena  de  pri- 
sión y  multa. 

Con  la  misma  pena  será  castigado  el 
que  se  vengue  por  un  acto  oficial  con- 
tra un  representante  de  la  autoridad 
ó  un  representante  de  la  Confedera- 
ción. 

Art.  48.  El  que  públicamente  provo- 
que con  palabras,  escritos  ó  figuras  (di- 
bujos, grabados,  pinturas),  á  cometer 
cualquiera  de  los  actos  previstos  en  los 
artículos  45  y  46,  será  castigado  con 
arreglo  á  las  disposiciones  relativas  á 
la  tentativa,  aunque  la  provocación  no 
haya  producido  efecto  alguno. 

Art.  49.  Será  castigado  con  una 
multa,  á  la  que  en  los  casos  graves  po- 
drá agregarse  la  prisión  hasta  por  dos 
años: 

a)  El  que  procure  influir  en  el  re- 
sultado de  una  elección  ó  en  cualquier 
otra  operación  prescrita  por  las  leyes 
federales,  arrebatando  ó  falsificando 
papeletas  verdaderas,  colocando  en  su 
lugar  otras  falsas; 

b)  El  que  procure  ejercer  influencia 
sobre  los  ciudadanos  que  tomen  parte 
en  la  operación,  ya  sea  con  dádivas, 
con  promesas  ó  con  amenazas; 

e)  El  que  en  una  ocasión  análoga 
acepte  esas  dádivas  ó  cualquier  bene- 
ficio; 

d)  El  que,  sin  tener  derecho  para 
ello,  tome  parte  en  una  elección  ó  en 
otra  operación  cualquiera. 

Art.  50.  El  que  favorezca  con  arti- 
ficio ó  violencia  la  evasión  de  una  per- 
sona detenida  por  orden  de  un  funcio- 
nario ó  de  una  autoridad  federal,  ó  el 
que  emplee  los  mismos  medios  para 
hacer  que  fracase  la  ejecución  del  man- 
damiento de  prisión  que  proceda  de 
una  autoridad  federal,  será  castigado 
con  multa,  y  además,  en  los  casos  más 


graves,  con  dos  años  de  prisión  como 
máximum. 

Art.  51.  En  caso  de  concurrencia  de 
un  crimen  ó  delito  común  en  uno  de 
los  actos  mencionados  en  los  artícu- 
los 45  á  50,  se  procederá  en  cada  caso 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 40. 

Art.  52.  Cuando  uno  de  los  actos 
mencionados  en  los  artículos  45  al  50 
se  dirija  contra  una  Constitución  can- 
tonal garantida  por  la  Confederación, 
ó  contra  una  autoridad  ó  funcionario 
de  un  cantón,  ó  cuando  se  refiera  á  las 
elecciones,  votaciones  ú  otras  opera- 
ciones prescritas  por  la  legislación 
cantonal,  se  aplicarán  por  analogía  las 
disposiciones  de  estos  artículos,  si  los 
actos  en  ellos  previstos  han  sido  causa 
de  perturbaciones  y  trastornos  que  ha- 
yan traído  consigo  la  intervención  ar- 
mada de  la  Confederación. 

TÍTULO  CUARTO 

DE  LOS  CRÍMENES  Y  DELITOS  COMETIDOS 
POK  FUNCIONARIOS  DE  LA  CONFEDERA- 
CIÓN EN  EL  EJERCICIO  DE  SUS  CARGOS. 

Art.  53.  Será  condenado  á  multa, 
y  además,  en  los  casos  mencionados 
en  las  letras  a,  d  y  e,  á  prisión  que,  en 
los  previstos  en  las  letras  a  ye,  podrá 
convertirse  en  reclusión,  si  el  lucro  in- 
debido se  eleva  á  más  de  1.000  francos, 
todo  funcionario  ó  empleado  de  la  Con- 
federación que  se  halle  en  uno  de  ios 
casos  siguientes: 

a)  Si  por  cumplir  sus  deberes  acep- 
ta dinero  ú  otro  beneficio  que  no  le  co- 
rresponda, ó  si  percibe  tasas,  emolu- 
mentos ú  otras  rentas  que  excedan  de 
la  tarifa  legal; 

b)  Si  ejerce  ó  hace  que  otros  ejer- 
zan por  cuenta  suya  una  profesión  con* 
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traria  á  alguna  ley  6  reglamento  que 
la  declare  incompatible  con  sus  funcio- 
nes ó  con  su  empleo; 

e)  Si  revela  á  cualquier  otro  decla- 
raciones orales  ó  el  contenido  de  docu- 
mentos de  que  haya  tenido  conoci- 
miento por  razón  de  sus  funciones  ó  de 
su  empleo,  y  cuyo  secreto  le  esté  pres- 
crito; 

d)  Si  por  exceso  ó  abuso  de  atribu- 
ciones ó  de  autoridad  ataca  ó  menos- 
caba la  libertad  ó  los  derechos  de  un 
ciudadano,  se  arroga  atribuciones  que 
no  son  de  su  competencia  ó  ataca  los 
derechos  garantidos  por  el  art.  5.°  de  la 
Constitución  federal; 

e)  Si  pública  ó  secretamente,  direc- 
ta ó  indirectamente,  toma  parte  en  los 
asuntos  jurídicos  ó  de  interés,  cuya 
negociación,  resolución  ó  vigilancia  co- 
rresponde a  su  cargo,  solo  ó  en  unión 
de  otros  funcionarios,  ó  si  de  ello  saca 
ventaja; 

/)  Si  viola  intencionadamente  los 
deberes  inherentes  á  su  cargo. 

Están  comprendidos  en  el  número  de 
funcionarios  federales á  quienes  se  apli- 
carán estas  disposiciones:  el  Consejo  fe- 
deral y  los  individuos  que  lo  componen, 
los  representantes  y  los  Comisarios  fe- 
derales, así  como  también  los  militares 
que  estén  al  servicio  de  la  Administra- 
ción militar  de  la  Confederación. 

Art.  54.  Será  destituido,  y  en  casos 
graves  podrá  ser  además  condenado  á 
multa  ó  á  prisión,  todo  funcionario  ó 
empleado  de  la  Administración  de  Co- 
rreos: 

a)  Que  sustraiga  una  carta  ó  un  pa- 
quete ó  pliego  cualquiera; 

b)  Que,  valiéndose  de  cualquier  me- 
dio, se  entere  del  contenido  de  una  car- 
ta ó  de  un  pliego  cerrado; 

c)  Que  facilite  á  cualquiera  el  medio 
de  sustraer  uno  de  dichos  objetos  con- 
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fiados  al  correo  ó  de  enterarse  de  su 
contenido; 

d)  Que  haga  saber  á  un  tercero  que 
dos  personas  mantienen  corresponden- 
cia por  medio  del  correo. 

Art.  55 .  En  la  misma  pena  incurrirá 
todo  funcionario  ó  empleado  de  la  Ad- 
ministración de  Correos  ó  de  Telégra- 
fos que  comunique  el  contenido  de  un 
despacho  telegráfico  á  persona  distinta 
de  aquélla  á  quien  vaya  destinado. 

Art.  56.  Todo  funcionario  ó  emplea- 
do de  la  Confederación»  todo  jurado  ó 
testigo  llamado  en  interés  de  la  justicia 
federal  que  acepte  un  donativo,  prome- 
sa ó  beneficio  de  cualquier  clase  para 
determinar  su  modo  de  obrar,  ya  como 
funcionario  ó  empleado,  ya  como  jura- 
do ó  testigo,  será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  y  multa. 

El  que  haga  estas  promesas  ó  dona- 
tivos será  castigado  como  cómplice. 

Art.  57.  Todo  funcionario  ó  emplea- 
do de  la  Confederación  que,  faltando  á 
sus  deberes,  cause  un  perjuicio  consi- 
derable ú  ocasione  una  perturbación  en 
un  ramo  del  servicio,  incurrirá  en  mul- 
ta, pudiendo  ser  destituido  en  los  casos 
graves. 

Art.  58.  Cuando  un  funcionario  ó 
empleado  federal  cometa,  respecto  de 
la  Confederación,  uno  de  los  actos  pre- 
vistos en  los  artículos  36  al  50,  ó  un  cri- 
men ó  delito  común,  se  considerará  su 
posición  oficial  como  circunstancia 
agravante. 

TÍTULO  QUINTO 

DE  LOS   CRÍMENES  Y  DELITOS  CONTRA  LOS 
FUNCIONARIOS  DE  LA  CONFEDERACIÓN 

Art.  59.    El  insulto  ó  la  difamación 

pública  proferido  contra  la  Asamblea 

ederal  ó  una  de  sus  secciones,  contra 
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el  Consejo  federal,  contra  el  Tribunal 
federal  ó  un  miembro  de  estas  autori- 
dades,  ó  contra  un  representante  ó  Co- 
misario federal  en  el  ejercicio  de  sus 
respectivas  funciones  ó  en  relación  con 
éstas,  será  castigado  con  multa  que 
podrá  elevarse  hasta  2.000  francos.  En 
los  casos  graves  podrá  acumularse  la 
multa  á  la  pena  de  prisión  hasta  de  seis 
meses. 

Sin  embargo,  sólo  se  incoará  el  pro 
cedimiento   en    estos   diversos   casos 
á  instancia  de  la  autoridad  ó  de  la  per- 
sona ofendida. 

Art.  60.  Será  castigada,  como  se  in- 
dica en  el  artículo  anterior,  toda  deten- 
ción que  se  ordene  contraviniendo  á  lo 
prescrito  en  los  artículos  2.°  y  3.°  do 
la  ley  de  23  de  Diciembre  de  1851,  rela- 
tiva á  las  garantías  políticas  y  de  po- 
licía. 

TÍTULO  SEXTO 

D.SPOS  CIONE8  DIVERSAS 

Art.  61.  El  que  falsifique  documentos 
federales  ó  los  destruya  sin  tener  dere- 
cho á  ello,  redacte  piezas  falsas,  bajo 
el  nombre,  la  firma  ó  el  sello  de  una 
autoridad  ó  de  un  funcionario  de  la 
Confederación,  ó  á  sabiendas  haga  uso 
de  dichos  documentos,  será  castigado 
con  la  pena  de  reclusión,  y,  en  los  casos 
menos  graves ,  con  la  de  prisión  y 
multa. 

Art.  62.  El  que  ante  una  autoridad 
federal  declare  en  falso,  y  especialmen- 
te el  que  acuse  de  un  crimen  ó  delito  á 
un  inocente,  no  obstante  su  intima  con- 
vicción de  la  falsedad  de  la  declara- 
ción, incurrirá  en  la  pena  de  prisión  y 
multa. 

Sin  embargo,  si  el  acusado  fuese  con- 
denado á  la  pena  de  reclusión  ó  á  la  de 
muerte  por  consecuencia  de  estas  de- 


claraciones falsas  hechas  con  conocí* 
miento  de  causa,  el  testigo  falso  que 
baya  declarado  contra  aquél  podrá  ser 
condenado  á  reclusión  perpetua. 

Art.  63.  El  quebrantamiento  del  des- 
tierro impuesto  por  una  autoridad  ju- 
dicial de  la  Confederación  será  casti- 
gado con  multa,  que,  en  los  casos  gra- 
ves, podrá  acumularse  ala  pena  de 
prisión  hasta  dos  años. 

A  la  misma  pena  será  condenado: 

a)  Todo  extranjero  que,  con  arreglo 
al  art.  57  de  la  Constitución  federal, 
haya  sido  expulsado  por  una  medida 
de  policía  y  vuelva  á  entrar  sin  permi- 
so de  la  autoridad  competente; 

b)  El  que  haga  uso  de  documentos 
falsos  de  legitimación  cerca  de  una  au- 
toridad federal  ó  de  uno  de  sus  repre- 
sentantes ó  Comisarlos. 

Art.  64.  El  que  ayude  á  sabiendas  á 
sustraer  á  la  acción  de  la  autoridad  á 
un  extranjero  expulsado  que  se  halle 
en  uno  de  los  casos  prescritos  en  el  ar- 
ticulo 57  de  la  Constitución  federal,  in- 
currirá en  multa  que  podrá  elevarse 
hasta  500  francos. 

Art.  65  El  que  aliste  ciudadanos 
suizos  para  un  servicio  militar  extran- 
jero prohibido,  será  condenado  á  la 
pena  de  prisión  y  multa. 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  em- 
pleados de  las  oficinas  de  alistamiento 
establecidas  fuera  de  Suiza,  con  objeto 
de  eludir  dicha  prohibición. 

Art.  66.  Los  actos  por  los  cuales  se 
impida  ó  interrumpa  el  uso  de  los  telé- 
grafos, tales  como  la  destrucción  ó  de- 
terioro del  hilo  conductor  y  de  los  apa- 
ratos ú  otros  accesorios,  la  comunica- 
ción de  dicho  hilo  con  cuerpos  hetero- 
géneos, los  impedimentos  puestos  á  los 
telegrafistas  y  otros  actos  análogos, 
serán  castigados  con  la  pena  de  pri- 
sión hasta  de  un  año  y  con  multa;  y  si 
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por  consecuencia  de  la  perturbación 
fuese  gravemente  herida  una  persona 
ó  resultase  un  perjuicio  considerable, 
la  pena  será  de  tres  años  de  reclusión 
como  máximum. 

Art.  67.  En  lo  concerniente  á  los  ac- 
tos que  perjudiquen  á  los  correos  ó  á  los 
ferrocarriles,  ó  que  expongan  á  esta 
clase  de  peligros,  deberán  aplicarse 
las  siguientes  disposiciones: 

a)  El  que  por  un  acto  cualquiera  in- 
tencional exponga  á  un  peligro  grave  á 
las  personas  ó  mercancías  transporta- 
das en  un  vehículo  ó  en  un  buque  que 
haga  el  servicio  postal,  ó  en  un  ferro- 
carril, será  condenado  á  la  pena  de 
prisión,  y,  en  el  caso  en  que  haya  sido 
gravemente  herida  alguna  persona  ó  se 
haya  causado  un  perjuicio  considera- 
ble, á  la  pena  de  reclusión; 

b)  El  que  por  imprudencia,  por 
negligencia  ó  por  la  inobservancia  de 
los  deberes  de  su  cargo  haya  sido  cau- 
sa de  un  grave  peligro,  será  condena- 
do á  la  pena  de  un  año  de  prisión  con 
multa,  y,  en  caso  de  perjuicio  conside- 
rable, á  la  pena  de  prisión  por  tres 
años  como  máximum,  además  de  la 
multa. 

Art.  68.  Los  funcionarios  ó  emplea- 
dos de  Correos,  Telégrafos,  ferrocarri- 
les y  vapores,  que  se  hagan  culpables 
de  uno  de  los  actos  previstos  en  los  ar- 
tículos 66  y  67,  letra  a,  serán  además 

destituidos. 
En  los  casos  previstos  en  el  art.  67, 

letra  6,  podrán  imponerse  también  la 

destitución  si  la  falta  fuese  grave. 

TÍTULO  SÉPTIMO 

¡>E  IOS   DELITOS    COMETIDOS    POR    MEDIO 
DE  LA    PRENSA  Ó   OTROS    ANÁLOGOS 

Art.  61.    Cuando  se  trate  de  delitos 
^metidos  por  medio  de  la  prensa,  será 


responsable,  en  primer  término,  el  au- 
tor del  impreso.  Sin  embargo,  si  la  pu- 
blicación y  distribución  de  ejemplares 
se  hubiese  efectuado  sin  su  conoci- 
miento ó  contra  su  voluntad,  ó  no  pu- 
diese descubrirse  fácilmente  al  autor  ó 
se  hallase  fuera  de  la  Confederación, 
será  responsable  el  editor,  á  falta  de 
éste  el  librero,  y  en  defecto  de  todos  el 
impresor. 

Art.  70.  El  editor  ó  el  librero  res- 
ponderán subsidiariamente  de  los  gas- 
tos del  proceso  y  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  no  pueda  indemnizar  el  autor, 
pudiendo  aquél  ejercitar  su  acción  con- 
tra el  último. 

Art.  71.  En  caso  de  delito  de  impren- 
ta, podrá  el  juez  ordenar  la  publicación 
de  la  sentencia  á  expensas  del  conde- 
nado. 

Art.  72.  Las  prescripciones  de  los 
tres  artículos  anteriores  serán  también 
aplicables  á  los  delitos  cometidos  con 
el  auxilio  del  grabado,  de  la  litografía 
ú  otros  medios  análogos. 

TÍTULO  SUPLEMENTARIO 

DISPOSICIONES  RELATIVAS  Á  LA  COMPE- 
TENCIA 

Art.  73.  Conocerán  exclusivamente 
los  Assises  de  la  Confederación: 

a)  Del  delito  de  alta  traición  respec- 
to de  la  Confederación  (artículos  36  á  38 
y  45); 

b)  De  la  insurrección  y  de  los  actos 
de  violencia  contra  las  autoridades  fe- 
derales (artículos  46  á  50); 

c)  De  los  crímenes  y  delitos  contra 
el  derecho  de  gentes  (artículos  39,  41 
¿43); 

d)  De  los  crímenes  y  delitos  políticos 
que  hayan  sido  causa  ó  consecuencia 
de  trastornos  que  hayan  traído  consigo 
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una  intervención  armada  de  la  Confe- 
deración (art.  52). 

Art.  74.  La  persecución  de  los  demás 
crímenes  y  delitos  previstos  en  el  pre- 
sente Código  estarán,  por  regla  general, 
á  cargo  de  Jas  autoridades  cantonales. 
Sin  embargo,  el  Consejo  federal  podrá 
también  hacer  que  se  les  persiga  por  el 
procedimiento  federal,  y  que  se  senten- 
cien por  los  Assises  federales.  En  todos 
los  casos  deberán  aplicarse  las  disposi- 
ciones del  presente  Código  por  los  tri- 
bunales que  entiendan  en  el  asunto.  La 
Asamblea  federal  se  reserva  siempre  el 

ejercicio  del  derecho  de  gracia. 

Art.  75.  Los  crímenes  y  delitos  co- 
munes cometidos  por  funcionarios  ó 
empleados  de  la  Confederación  en  sus 
cargos  oficiales,  serán  juzgados  con 
arreglo  á  las  leyes  y  por  las  autorida- 
des del  cantón  en  que  el  crimen  ó  deli- 
to se  haya  cometido. 

Art.  76.  Cuando  un  individuo  sea 
acusado  de  varios  crímenes  ó  delitos 
conexos,  de  los  cuales  unos  sean  de  la 
competencia  de  las  autoridades  federa- 
les y  otros  de  las  cantonales,  tendrán 
los  Assises  federales  la  facultad  de  juz- 
gar al  mismo  tiempo  acerca  de  estos 
últimos,  ó  someterlos  á  los  tribunales 
competentes  del  cantón. 

Art.  77.    (Establece  varias  excepcio- 


nes, con  referencia  á  leyes  anteriores, 
que  no  insertamos.) 

Art.  78.  El  presente  Código  comen- 
zará á  regir  en  1.°  de  Mayo  de  1853. 

El  Consejo  federal  queda  encargado 
de  su  ejecución. 

Así  decretado  por  la  Cámara  nacio- 
nal suiza  en  Berna,  á  3  de  Febrero 
de  1853. 

En  nombre  de  la  Cámara  nacional 
suiza, 


El  Presidente, 
HUNGERBUHLER. 


Ei  Secretario, 
SCHIESS. 


Así  decretado  por  la  Cámara  de  los 
Estados. 
Berna,  4  de  Febrero  de  1853. 


El  Presidente, 
BR'ATTE. 


El  Secretario, 

Kern  Germann. 


(Sigue  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo 
ó  Consejo  federal,  que  ordena  publi- 
carlo en  el  Diario  oficial,  y  lleva  la  fe- 
cha del  6  de  Abril  de  1853,  y  va  firmado 
por  Nceff,  Presidente  de  la  Confedera- 
ción.) 
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(DE  14  DE  JUNIO  DE  1881) 


La  Asamblea  federal  de  la  Confede- 
ración suiza, 

En  ejecución  del  art,  64  de  la  Consti- 
tución federal, 

DEGRETA 

título  primero 

CONSTITUCIÓN  DE  LAS  OBLIGACIONES 

I.  — Obligaciones  resultantes  de  un 

contrato 

De  la  celebración  de  los  contratos 

Artículo  1.°  Sólo  habrá  contrato 
cuando  las  partes  hayan  manifestado 
de  una  manera  conforme  su  recíproca 
voluntad,  manifestación  que  podrá  ser 
expresa  ó  tácita.  (Véanse  los  artículos 
2.°,  8.°,  18,  23  y  393)  (2). 

Art.  2.°  Si  las  partes  se  hubieren 
puesto  de  acuerdo  sobre  todos  los  pun- 


(1)  Traducción  de  D.  Luciano  Gisbert. 

(2)  Para  evitar  repeticiones,  advertimos  que 
los  números  puestos  entre  paréntesis  al  final  de 
un  artículo  ó  párrafo,  indican  los  artículos  que 
tienen  con  el  de  que  se  trata  alguna  relación 
más  ó  menos  directa. 

Donde  dice  Cap.  civ.  se  alude  á  los  artículos  de 
la  ley  sobre  Capacidad  civil,  inserta  en  los  Apén- 
dices. 


tus  esenciales,  se  presumirá  que  han 
querido  obligarse  definitivamente,  aun- 
que hayan  hecho  reservas  acerca  de  al- 
gunos puntos  secundarios. 

Si  no  llegasen  á  ponerse  de  acuerdo 
acerca  de  estos  puntos  secundarios,  el 
juez  los  resolverá  teniendo  en  cuenta 
la  naturaleza  del  asunto. 

Por  las  presentes  disposiciones  no  se 
prejuzgan  las  prescripciones  relativas 
á  la  forma  de  los  contratos  (1,  9  y  16). 

Art.  3.°  Todo  el  que  proponga  á  otro 
la  celebración  de  un  contrato  fijándole 
un  plazo  para  aceptarlo,  está  ligado 
por  su  oferta  hasta  la  espiración  del 
mismo,  y  quedará  desligado  si  no  hu- 
biere recibido  la  aceptación  antes  del 
término  fijado  (4  y  8). 

Art.  4.°  Guando  se  haya  hecho  el 
ofrecimiento  á  una  persona  presente 
sin  fijación  de  plazo  para  aceptarlo,  su 
autor  quedará  liberado  si  no  fuere 
aceptado  en  el  acto  (3,  5  al  8). 

Art.  5.°  Si  se  hubiere  hecho  la  ofer- 
ta sin  fijar  plazo  á  una  persona  que  no 
estuviere  presente,  su  autor  quedará  li- 
gado hasta  el  momento  en  que  pueda 
esperarse  la  llegada  de  la  contestación, 
si  ésta  so  hubiera  remitido  á  tiempo  y 
regularmente,  y  tendrá  derecho  á  esta 
blecer  que  él  destinatario  recibió  la 
oferta  á  su  debido  tiempo. 
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Si  la  aceptación  expedida  á  tiempo 
llegase  tarde  al  autor  de  la  oferta  y 
éste  pretendiere  no  estar  ya  ligado,  de- 
berá ponerlo  inmediatamente,  so  pena 
de  daños  y  perjuicios,  en  conocimiento 
del  aceptante. 

Cuando  el  autor  de  la  oferta,  por  ra- 
zón de  la  naturaleza  especial  del  asun 
to  propuesto,  no  deba  esperar  una  res- 
puesta expresa,  se  reputará  celebrado 
el  contrato  si  no  se  hubiere  rechazado 
la  oferta  en  un  plazo  conveniente  (1,  3, 
6  á  8  y  393). 

Art.  6.°  No  estará  ligado  el  autor  de 
la  oferta  cuando  acerca  de  ésta  haya 
hecho  reservas  formales  (por  ejemplo 
la  agregación  de  las  palabras  «sin  com- 
promiso»), ó  si  su  intención  de  no  com- 
prometerse resulta  necesariamente,  ya 
de  las  circunstancias,  ya  de  la  natura- 
leza especial  del  negocio  propuesto 
(3,  5,  7,  8). 

Art.  7.°  Se  considerará  que  la  ofer- 
ta es  nula  y  de  ningún  valor  si  el  anun- 
cio de  que  se  retira  hubiese  llegado  á 
la  otra  parte  antes  ó  al  mismo  tiempo 
que  la  oferta. 

Del  mismo  modo  se  considerará  que 
es  nula  y  de  ningún  valor  la  aceptación 
si  el  anuncio  de  que  se  retira  llega  á 
manos  del  autor  de  la  oferta  antes  ó  al 
mismo  tiempo  que  la  aceptación  (3, 6,8). 

Art.  8.°  Cuando  se  celebre  un  con- 
trato entre  ausentes,  surtirá  sus  efec- 
tos desde  el  momento  en  que  la  acepta- 
ción haya  sido  expedida 

Cuando  no  sea  necesaria  la  acepta- 
ción expresa,  comenzarán  los  efectos 
del  contrato  desde  el  momento  en  que 
se  reciba  la  oferta  no  rechazada  (3,  7). 

Forma  de  los  contratos 

Art.  9.°  Sólo  en  virtud  de  especial 
prescripción  de  la  ley  estarán  los  con- 


tratos sometidos,  desde  el  punto  de 
vista  de  su  validez,  á  una  forma  parti- 
cular. 

A  falta  de  disposición  respecto  del 
alcance  y  efectos  de  la  forma  prescri- 
ta, sólo  será  válido  el  contrato  si  dicha 
forma  se  ha  observado  (10, 16, 140, 184, 
215,  275,  297,  491,  518,  615,  618,  679,  722, 
725,  729,  730,  739,  824). 

Art.  10.  El  derecho  cantonal  regula- 
rá la  forma  de  las  donaciones  y  la  de 
los  contratos  relativos  á  los  derechos 
reales  sobre  inmuebles  (9,  141,  231). 

Art.  11.  Cuando  exija  la  ley  que  un 
contrato  se  haga  por  escrito,  se  aplica- 
rá también  esta  disposición  á  toda  mo- 
dificación del  mismo,  excepto  las  es- 
tipulaciones complementarias  acceso- 
rias que  no  estén  en  contradicción  con 
la  escritura  (9,  12  al  14). 

Art.  12.  El  contrato  para  el  cual  la 
ley  prescriba  la  forma  escrita,  deberá 
llevar  la  ñrma  de  todas  las  personas  á 
quienes  imponga  obligaciones. 

Salvo  disposición  contraria  de  la  ley, 
el  cambio  de  cartas  y  aun  de  telegra- 
mas valdrá  como  forma  escrita,  con 
tal  que  los  despachos  originales  lleven 
las  ñrmas  de  las  personas  que  se  obli- 
gan (9, 11, 13,  14,  878). 

Art.  13.  Si  una  persona  no  pudiera 
firmar,  se  sustituirá  su  firma  con  una 
señal  hecha  á  mano,  debidamente  le- 
galizada, ó  por  un  testimonio  auténti- 
co (11,  12,14,820). 

Art.  14.  Cuando  hayan  convenido 
las  partes  dar  una  forma  especial  al 
contrato,  aunque  no  la  prescriba  la  ley, 
se  presumirá  que  las  partes  no  han 
querido  ligarse,  sino  á  partir  del  cum- 
plimiento de  aquella  formalidad. 

Si  se  tratase  de  la  forma  escrita,  sin 
otra  indicación  más  precisa,  regirán 
los  artículos  12  y  13  (9,  12,  13). 

Art.  15.    Será   válido    el    reconoci- 
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miento  de  una  deuda  aun  cuando  no  se 
haya  expresado  la  causa  de  la  obliga- 
ción (722, 825). 

Art.  16.  Para  apreciar  la  forma  y 
las  cláusulas  de  un  contrato  deberá 
buscarse  la  intención  común  de  las 
partes>  sin  fijarse  en  las  denominacio- 
nes ó  en  las  expresiones  inexactas  de 
que  se  hayan  servido,  ya  por  error,  ya 
para  ocultar  la  verdadera  naturaleza 
del  convenio  (simulación). 

El  deudor  no  podrá  oponer  la  excep- 
ción déla  simulación  contra  el  tercero 
de  buena  fe  que  tenga  un  reconoci- 
miento escrito  de  la  deuda  (2, 189). 

Del  objeto  de  los  contratos 

Art.  17.  No  podrá  tener  por  objeto 
un  contrato  una  cosa  imposible,  ilícita 
ó  contraria  á  las  buenas  costumbres 
(75,177,181,710). 

Causas  que  vician  los  contratos 

Art.  18.  No  obligará  el  contrato  á 
la  parte  que  al  firmarlo  estuviese  en  un 
error  esencial  (1, 19  á  23,  28). 

Art.  19.  Será  esencial  el  error,  prin- 
cipalmente en  los  casos  siguientes: 

1.°  Cuando  una  de  las  partes  quería 
hacer  un  contrato  distinto  del  que  ha 
declarado  consentir; 

2.°  Cuando  la  parte  que  alega  el 
error  pretendía  cosa  distinta  que  la 
otra  parte; 

3.°  Cuando  las  cualidades  de  la  cosa 
sobre  las  cuales  ha  habido  error  son 
de  tal  importancia  que  la  cosa,  según 
las  tenga  ó  no,  pertenezca  en  el  comer- 
cio á  una  clase  de  mercadería  ó  á  otra 
completamente  diferente; 

4.°  Cuando  la  obligación  contraída 
por  una  de  las  partes  sea  notablemen- 
te más  extensa  ó  la  contraída  para  con 


ella  mucho  menos  extensa  de  lo  que 
ella  quisiera  en  realidad  (18,  89). 

Art.  20.  El  error  en  la  persona  con 
quien  sé  contrata  no  será  esencial, 
sino  cuando  uno  se  haya  comprometi- 
do principalmente  en  consideración  á 
dicha  persona  (18,  19). 

Art.  21.  No  invalidará  el  contrato  el 
error  que  no  sea  esencial,  como  suce- 
derá, principalmente,  cuando  recaiga 
sobre  los  motivos  del  contrato  valor 
de  la  cosa  objeto  del  convenio  ó  sobre 
la  solvencia  de  la  otra  parte  (18,  22,  24). 

Art.  22.  No  invalidarán  el  contrato 
simples  errores  de  cálculo,  pero  debe- 
rán corregirse  (21). 

Art.  23.  La  parte  que  se  prevalga  de 
su  error  para  sustraerse  á  los  efectos 
del  contrato  será  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios,  si  proviniese  el 
error  de  su  propia  falta,  á  no  ser  que  la 
otra  parte  haya  conocido  ó  debido  co- 
nocer el  error  (50). 

Art.  24.  La  parte  que  haya  sido  in- 
ducida á  contratar  por  dolo  de  la  otra 
parte  no  estará  obligada  aun  cuando 
su  error  no  fuese  esencial  (1,  19,  21, 
25,  28). 

Art.  25.  Si  fuese  un  tercero  el  que 
hubiere  llevado  á  cabo  el  dolo,  la  parte 
víctima  de  él  quedará  obligada,  á  no 
ser  que  en  el  momento  de  firmar  el 
contrato  la  otra  parte  haya  conocido 
ó  debido  conocer  el  engaño  (24). 

Art.  26.  Si  bajo  el  imperio  de  un  te- 
morfundado  que  sin  derecho  le  hubie- 
se inspirado  la  otra  parte  ó  un  tercero, 
hubiese  firmado  el  contrato  una  de  las 
partes,  ésta  no  quedará  obligada  (1, 
27, 28). 

Art.  27.  Se  reputará  fundado  el  te- 
mor cuando  la  parte  amenazada  deba 
creer  que,  según  las  circunstancias, 
amenazaba  un  peligro  grave  é  inmi- 
nente á  ella  misma  ó  á  uno  de  sus  alie- 
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gados,  en  su  vida,  su  persona,  su  ho- 
nor ó  sus  bienes. 

No  podrá  tomarse  en  consideración 
el  temor  de  ver  invocar  un  derecho, 
sino  cuando  se  haya  abusado  de  la  si- 
tuación critica  de  la  parte  amenaza- 
da para  arrancarle  ventajas  excesi- 
vas (26). 

Art.  28.  El  contrato  viciado  por 
error  ó  dolo,  ó  celebrado  bajo  el  impe- 
rio de  un  temor  fundado,  se  tendrá  por 
ratificado  cuando  la  parte  á  quien 
no  obliga  haya  dejado  transcurrir  un 
año  sin  notificar  á  la  otra  su  resolución 
de  no  mantener  el  contrato,  ó  sin  repe- 
tir lo  que  ya  le  hubiera  pagado;  correrá 
el  plazo  de  un  año  desde  el  descubri- 
miento del  error  ó  dolo,  y  desde  el  mo- 
mento en  que  se  haya  disipado  el 
temor. 

La  parte  que  haya  ratificado  un  con- 
trato defectuoso  por  dolo  ó  lo  haya  fir- 
mado bajo  el  imperio  de  un  temor  fun- 
dado, conservará,  sin  embargo,  si  hu- 
biere lugar  á  ello,  la  facultad  de  pedir 
daños  y  perjuicios  (18,  24,26,  883). 

De  la  capacidad  que  se  requiere 
para  contratar 

Art.  29.  Podrán  contratar  válida- 
mente las  personas  de  ambos  sexos, 
mayores  de  edad,  cuando  no  estén  pri- 
vadas de  la  capacidad  civil  (72: ;  Capa- 
cidad civil,  1,  2,  10,  12). 

Art.  30.  No  podrán  obligarse  ni  re- 
nunciar á  sus  derechos,  sino  con  el  con- 
sentimiento de  sus  representantes  le- 
gales, los  menores  ni  los  mayores  pri- 
vados de  la  capacidad  de  contratar. 

No  necesitarán  dicho  consentimiento 
para  intervenir  en  un  contrato  que  sólo 
tenga  por  objeto  conferirles  un  dere- 
cho ó  liberarlos  de  una  obligación 
(32  á  34;  Cap.  civ.,  3  á  6,  8). 


Art.  31.  Estarán  absolutamente  in- 
capacitadas para  contratar  las  perso- 
nas que  no  tengan  conciencia  de  sus 
actos  ó  que  estén  privadas  del  uso  de 
la  razón,  mientras  se  encuentren  en 
dicho  estado  (Cap.  civ.,  4). 

Art.  32.  Podrá  ratificarse  el  contrato 
hecho  sin  el  consentimiento  que  se  re- 
quiere, ya  por  el  representante  legal, 
ya  por  el  mismo  contratante,  si  éste 
hubiese  adquirido  de  nuevo  la  capaci- 
dad durante  este  intervalo. 

Dejará  de  estar  ligada  la  otra  parte 
si  el  contrato  no  se  ratificase  durante 
un  plazo  conveniente  fijado  por  la  mis- 
ma, ó,  á  petición  suya,  por  la  autoridad 
competente  (30,  31,  492;  Cap.  civ.,  3). 

Art.  33.  A  falta  de  ratificación  cada 
parte  podrá  hacerse  restituir  lo  que  ya 
hubiere  pagado. 

Sin  embargo,  la  parte  que  no  estu- 
viere ligada  por  el  contrato  sólo  estará 
obligada  por  el  beneficio  ya  realizado 
ó  existente  aún  al  hacer  la  repetición, 
ó  del  que  existiría  si  no  se  hubiese 
deshecho  de  él  de  mala  fe. 

Si  no  siéndolo  se  hubiese  presentado 
como  capaz,  será  responsable,  ante  la 
parte  inducida  á  error,  del  perjuicio 
que  le  haya  ocasionado  (32,  50;  Capaci- 
dad civil,  3). 

Art.  34.  El  que  no  teniendo  plena 
capacidad  para  contratar,  ejerza  sólo, 
con  autorización  expresa  de  su  repre- 
sentante legal,  una  profesión  ó  indus- 
tria, se  obligará  con  todos  sus  bienes 
en  los  negocios  que  caigan  dentro  del 
ejercicio  regular  de  dicha  profesión  ó 
industria  (30,  35;  Cap.  civ.,  3). 

Art.  35.  La  casada  que  ejerza  inde- 
pendientemente, con  autorización  ex- 
presa ó  tácita  de  su  marido,  una  profe- 
sión ó  una  industria,  se  obligará,  en  la 
medida  indicada  en  el  artículo  anterior, 
cualesquiera  que  sean  los  derechos  de 
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disfrute  ó  administración  atribuidos  al 
marido  sobre  los  bienes  de  su  mujer. 

Obligará  también,  ya  á  su  marido  si, 
según  el  derecho  cantonal,  los  bienes 
de  ía  casada  pasan  á  éste,  ya  á  la  co- 
munidad si  los  esposos  se  hubiesen 
casado  bajo  el  régimen  de  la  de  bienes. 

El  derecho  cantonal  podrá  imponer 
al  marido  una  mayor  responsabilidad 
(30  34;  Cap.  civ.,  7). 

De  los  contratos  celebrados  por  repre- 
sentantes 

Art.  36.  Cuando  se  celebre  un  con- 
trato por  un  representante  debidamen- 
te autorizado,  en  nombre  de  otra  per- 
sona, vendrá  á  ser  acreedor  ó  deudor 
el  representado  y  no  el  representante 
(37,  399,  563,  598,  654,  698). 

Art.  37.  Si  al  firmarse  un  contrato 
no  se  hubiera  dado  á  conocer  el  repre- 
sentante como  tal,  no  vendrá  á  ser  di- 
rectamente acreedor  ni  deudor  el  re- 
presentado, sino  en  el  caso  en  que  el 
otro  contratante  debiera  inferir  de  las 
circunstancias  que  existía  una  relación 
de  representación;  siendo  precisa,  en 
el  caso  contrario,  una  cesión  del  crédi- 
to ó  una  aceptación  de  la  deuda,  he- 
chas de  conformidad  con  las  prescrip- 
ciones porque  se  rigen  estos  actos  (36). 

Art.  38.  El  poder  de  contratar  por 
otro,  cuando  se  desprende  ya  de  rela- 
ciones de  familia  ó  de  sucesión,  ya  del 
derecho  público,  será  regulado  por  el 
derecho  cantonal  6  por  las  disposicio- 
nes especiales  del  derecho  federal  (76). 

Art.  39.  Cuando  el  poder  se  base  en 
un  contrato,  se  determinarán  su  natu- 
raleza y  extensión  por  lo  pactado  ex- 
presa ó  tácitamente  entre  el  represen- 
tado y  el  representante. 

No  se  prejuzgarán  las  prescripciones 
del  presente  Código  que  determinan  las 


atribuciones  legales  de  los  administra- 
dores de  sociedades  y  de  los  apodera- 
dos y  demás  representantes  ó  manda- 
tarios comerciales  (394,  395,  423,  426, 
429,  560,  561,  598,  654,  699,  700). 

Art.  40.  Siempre  tendrá  el  poder- 
dante el  derecho  de  limitar  ó  revocar 
los  poderes  que  haya  conferido,  sin 
perjuicio  de  las  reclamaciones  que  el 
mandatario  pueda  tener  que  formular 
contra  él  en  virtud  del  contrato. 

Será  nula  toda  renuncia  á  este  dere- 
cho hecha  de  antemano  por  el  poder- 
dante (41,  13,45,402). 

Art.  41.  Cuando  el  representante 
haya  dado  á  conocer,  ya  en  términos 
expresos,  ya  por  sus  actos,  los  poderes 
que  haya  conferido,  no  podrá  oponer 
contra  terceros  de  buena  fe  la  revoca- 
ción total  ó  parcial  de  los  mismos  sino 
cuando  haya  dado  asimismo  conoci- 
miento de  dicha  revocación  (40). 

Art.  42.  Los  poderes  que  resulten 
de  un  contrato  se  extinguirán  con  la 
muerte,  pérdida  de  la  capacidad  y  con 
la  quiebra  del  poderdante  ó  del  manda- 
tario. Cuando  emanen  de  una  persona 
moral  ó  de  una  sociedad  inscrita  en  el 
Registro  de  comercio,  terminarán  al 
mismo  tiempo  que  dicha  persona  mo- 
ral ó  dicha  sociedad. 

Con  esto  no  se  perjudicarán  en  nada 
los  derechos  recíprocos  de  ambas  par- 
tes (43,  44,  403). 

Art  13.  El  mandatario  que  haya 
sido  provisto  de  un  documento  en  que 
se  hagan  constar  sus  poderes,  estará 
obligado,  cuando  cesen  aquéllos,  á  res- 
tituirlo ó  á  efectuar  su  depósito  en  el 
juzgado  ó  tribunal. 

Si  el  mandante  ó  sus  derecho-ha- 
bientes no  cuidasen  de  obligarle  á  ello, 
responderán  á  los  terceros  de  buena  fe 
del  perjuicio  que  resulte  de  esta  omi- 
sión (40, 42,  50). 
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Art  44.  Mientras  el  mandatario  no 
tenga  conocimiento  de  la  extinción  de 
sus  poderes,  el  mandante  ó  sus  dere- 
cho-habientes continuarán  siendo  por 
sus  actos  acreedores  ó  deudores  como 
si  aún  existiesen  los  poderes. 

Lo  contrario  sucederá  si  la  otra  par- 
te hubiese  sabido  que  hablan  cesa- 
do (404). 

Art.  45.  Se  aplicarán  las  disposicio- 
nes especiales  del  presente  Código  en 
lo  concerniente  á  la  extinción  de  los 
poderes  de  los  administradores  de  so- 
ciedades, de  los  apoderados  y  demás 
representantes  ó  mandatarios  comer- 
ciales (428,  539,  555,  594,  647,  650,  660 
y  708). 

Art.  46.  Cuando  una  persona  con- 
trate sin  mandato  en  nombre  de  terce- 
ro, éste  no  será  acreedor  ó  deudor  si 
no  ratifica  dicho  contrato  (47,  49,  473, 
474,  821). 

Art.  47.  La  otra  parte  tendrá  dere- 
cho á  exigir  que  declare  el  represen- 
tado, en  un  plazo  razonable,  si  ratifica 
ó  no  el  contrato,  y  dejará  de  estar  li- 
gada, 6  falta  de  dicha  ratificación,  den- 
tro de  esle  plazo  (46,  48,  49). 

Art.  48.  Si  se  denegase  tácita  ó  ex- 
presamente la  ratificación,  la  otra  par- 
te podrá  proceder  contra  el  gerente 
por  daños  y  perjuicios,  á  no  ser  que 
haya  sabido  ó  debido  saber,  según  las 
circunstancias,  que  carecía  de  poderes 
(46,  48,  50,  127). 

Art.  49.  Podrá  intentarse  siempre 
una  acción  por  causa  de  enriquecimien- 
to ilegítimo  (46  á  48  y  70  á  75). 

II.— Obligaciones  que  resoltan  de  ac- 
tos ilícitos 

Art.  50.  Todo  el  que  sin  derecho  cau- 
se daño  á  otro,  ya  intencionalmente, 
ya  por  descuido  ó  negligencia  ó  por  im- 


prudencia, estará  obligado  á  repararlo 
(51  á69, 113). 

Art.  51.  El  juez  determinará,  según 
las  circunstancias  y  con  arreglo  á  la 
gravedad  de  la  falta,  la  naturaleza  é 
importancia  de  la  indemnización. 

Si  hubiese  igualmente  Taita  imputa- 
ble á  la  parte  lesionada,  el  juez  podrá 
reducir  proporciónalo)  en  te  los  daños  y 
perj  jlcios  ó  no  concederá  ningunos  (50, 
52  4  56). 

Art.  52-  En  caso  de  muerte  de  algún 
hombre,  los  daños  y  perjuicios  com- 
prenderán los  gastos  hechos,  y  princi- 
palmente los  de  inhumación. 

Si  no  hubiese  sobrevenido  inmediata- 
mente la  muerte,  comprenderán  par- 
ticularmente los  gastos  de  curación, 
asi  como  el  perjuicio  causado  por  inca- 
pacidad para  trabajar. 

Cuando  porla  defunción  queden  otras 
personas  privadas  de  su  sostén,  habrá 
asimismo  lugar  á  la  indemnización  por 
dicha  pérdida  (51,  54). 

Art.  íj3.  En  caso  de  lesión  corporal, 
tendrá  derecho  la  persona  lesionada  al 
reembolso  de  los  gastos  y  á  los  daños 
y  perjuicios  que  resulten  de  la  imposi- 
bilidad total  ó  parcial  para  el  trabajo 

Si  hubiere  sido  mutilada  ó  desfigura- 
da de  manera  que  comprometa  su  por- 
venir, podrá  también  concederle  el  juez 
una  indemnización  por  este  perjuicio 
(51,  54). 

Art.  54.  En  caso  de  lesión  corporal 
ó  de  muerte  de  un  hombre,  podrá  el 
jue/,  teniendo  en  cuenta  circunstancias 
particulares,  principalmente  si  hubiese 
intención  ó  negligencia  grave,  conce- 
der una  cantidad  equitativa  á  la  victi- 
ma ó  á  su  familia,  independientemente 
de  la  reparación  de  los  daños  compro- 
bados (51,  53). 

Art.  55  Si  alguno  hubiese  sido  lesio- 
nado por  otros  actos  ilícitos  que  impli- 
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quen  un  grave  ataque  á  su  situación 
persona],  el  juez  podrá  conceder  una 
indemnización  equitativa,  aun  cuando 
no  pudiera  acreditarse  ningún  daño 
material  (50,  51). 

Art.  56.  En  caso  de  legitima  defensa 
eesará  la  obligación  de  reparar  el  daño 
que  se  hubiese  causado  (50,  59). 

Art.  57.  El  que  por  su  propia  culpa 
perdiere  momentáneamente  la  concien- 
cia de  sus  actos,  será  responsable  de 
los  daños  que  cause  durante  ese  esta- 
do (50,  59). 

Art.  58.  Si  lo  exigiese  la  equidad, 
podrá  el  juez,  por  excepción,  condenar 
á  una  persona,  aun  siendo  irresponsa- 
ble, á  la  reparación  total  ó  parcial  del 
perjuicio  que  haya  causado  (56,  50). 

Art.  59.  No  obligarán  al  juez  en  la 
apreciación  de  los  casos  previstos  en 
los  artículos  56,  57  y  58,  las  disposicio- 
nes del  derecho  criminal  en  materia  de 
imputabilidad  ni  la  irresponsabilidad 
declarada  en  lo  penal. 

Art.  60.  Cuando  varios  individuos 
hayan  causado  juntos  un  daño,  estarán 
solidariamente  obligados  á  repararlo, 
sin  que  pueda  distinguirse  entre  el  ins- 
tigador, el  principal  autor  y  el  cóm- 
plice. 

Será  de  la  competencia  del  juez  apre- 
ciar si  el  que  ha  pagado  podrá  ó  no 
ejercitar,  y  dentro  de  qué  límites,  un 
recurso  contra  sus  co-obligados. 

Sólo  será  responsable  de  los  daños 
el  encubridor  de!  delito  perpetrado 
cuando  haya  recibido  parte  en  la  ga- 
nancia ó  causado  un  perjuicio  por  el 
hecho  de  su  cooperación  (162,  623,  667, 
671,  673,  674,  714). 

Art.  61.  Aquel  á  quien  incumba  le- 
galmente  la  vigilancia  de  una  persona 
de  su  casa,  será  responsable  del  daño 
causado  por  ella,  á  no  ser  que  justifi- 
que que  ha  ejercido  esta  vigilancia  en 


la  forma  acostumbrada  y  con  la  aten- 
ción exigida  por  las  circunstancias 
(50,  63). 

Art.  62.  El  maestro  ó  patrón  será 
responsable  del  daño  causado  por  sus 
obreros  ó  empleados  en  la  realización 
de  su  trabajo,  á  no  ser  que  justifi- 
que que  ha  tomado  todas  las  precau- 
ciones necesarias  para  evitar  ese  daño. 

Estarán  sujetas  á  igual  responsabi- 
lidad las  personas  morales  que  ejerzan 
una  industria  (50,  63,  64,  115,  351,  459). 

Art.  63.  Las  personas  que,  según 
los  términos  de  los  artículos  61  y  62, 
sean  responsables  del  daño,  podrán 
repetir  contra  su  autor  en  cuanto  pue- 
da ser  declarado  responsable  de  sus 
actos  (50,  61,  62). 

Art.  64.  Las  leyes  federales  6  canto- 
nales podrán  derogar  las  disposiciones 
del  presente  capítulo  en  lo  relativo  á  la 
responsabilidad  en  que  incurran  los 
empleados  ó  funcionarios  públicos  por 
razón  de  los  perjuicios  que  causen  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Sin  embargo,  las  leyes  cantonales  no 
podrán  derogar  estas  disposiciones 
cuando  se  trate  de  actos  de  empleados 
ó  funcionarios  públicos  que  se  refieran 
al  ejercicio  de  alguna  industria  (50, 
62,  63). 

(Véase  la  ley  federal  de  9  de  Diciem- 
bre de  1850  sobre  la  responsabilidad  de 
las  autoridades  y  funcionarios  de  la 
Confederación.) 

Art.  65.  En  caso  de  daños  causados 
por  un  animal ,  será  responsable  la 
persona  en  cuyo  poder  esté,  á  no  ser 
que  justifique  haberlo  guardado  y  vigi- 
lado con  el  debido  cuidado,  y  salvo  su 
recurso  si  el  animal  ha  sido  excitado 
por  un  tercero  ó  por  un  animal  perte- 
neciente á  otro  (50,  64). 

Art.  66.  El  dueño  de  un  terreno  ten- 
drá derecho  á  apoderarse  de  los  anima 
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les  pertenecientes  á  otro  que  causen 
daños  en  él,  y  á  retenerlos  en  garantía 
de  la  indemnización  que  pueda  corres- 
ponderle;  en  casos  graves,  estará  tam- 
bién autorizado  á  matarlos  si  no  pudie- 
re defenderse  de  otro  modo. 

Pero  estará  obligado  á  avisar  sin  de- 
mora al  propietario  de  los  animales,  y 
si  no  lo  conociere,  á  adoptar  las  medi- 
das necesarias  para  encontrarlo  (65). 

Art.  67.  El  propietario  de  un  edificio 
ó  de  otra  obra  cualquiera  será  respon- 
sable del  daño  causado  por  no  haber 
hecho  los  reparos  necesarios,  ó  por  vi- 
cios de  construcción;  salvo  en  este  últi- 
mo caso  su  recurso  contra  el  construc- 
tor, según  los  términos  del  art.  362  (50, 
357,  360). 

Art.  68.  El  que  estuviere  amenazado 
de  un  daño  procedente  del  edificio  ó  de 
la  obra  de  otro,  tendrá  el  derecho  de 
obligar  al  propietario  á  adoptar  las  me- 
didas necesarias  para  evitar  el  peligro; 
sin  perjuicio  de  los  reglamentos  de  po- 
licía respecto  de  la  protección  de  las 
personas  y  de  las  propiedades  (67). 

Art.  69.  Prescribirá  la  acción  por 
daños  y  perjuicios  al  año,  contado  des- 
de el  día  en  que  la  parte  lesionada  haya 
tenido  conocimiento  del  daño  y  de  la 
persona  autor  del  mismo,  y  siempre  á 
los  diez  años  de  cometido  el  hecho  per- 
judicial. 

Pero  si  los  daños  y  perjuicios  provi- 
nieren de  un  acto  punible  sometido  por 
la  legislación  penal  á  una  prescripción 
de  mayor  duración,  se  aplicará  la  mis- 
ma prescripción  á  la  acción  civil  (146, 
883) 

III.— Obligaciones  que  resultan  del  en- 
riquecimiento ilícito 

Art  70.  El  que  sin  legítima  causa  se 
enriqueciere  á  expensas  de  otro,  estará 
obligado  á  la  restitución  (71,  75). 


Art.  71.  Habrá  particularmente  obli 
gación  de  restituir  lo  que  se  haya  reci- 
bido sin  derecho,  en  virtud  de  una  con- 
dición que  no  se  haya  realizado  ó  de 
una  causa  que  haya  dejado  de  existir 
(49,  70,  72,  75,  506,  813) 

Art.  72.  El  que  hubiere  pagado  vo- 
luntariamente lo  que  no  debía,  no  po- 
drá repetirlo  sino  á  condición  de  pro- 
bar que  lo  ha  hecho  por  error,  conside- 
rándose deudor  (1). 

No   podrá    repetirse  por  lo  que    se 
haya  pagado  para  saldar  una  deuda 
prescrita  ó  para  cumplir  un  deber  mo 
ral  (70,  71,  73,  75,  514). 

Art.  73.  El  que  hubiere  recibido  lo 
que  no  se  Je  adeuda,  sólo  estará  obli- 
gado á  restituir  la  parte  de  beneficio 
que  exista  aún  en  su  poder  al  entablar 
el  recurso  ó  del  que  se  haya  liberado 
de  mala  fe. 

Deberá  restitución  plena  y  completa 
si  procedía  ya  de  mala  fe  cuando  reci- 
bió lo  que  no  se  le  adeudaba  (74). 

Art.  74.  Tendrá  por  su  parte  dere- 
cho al  reintegro  de  sus  gastos  necesa- 
rios ó  útiles.  No  obstante,  si  procedía 
ya  de  mala  fe  al  recibirlo,  no  se  le 
reembolsarán  los  gastos  útiles  sino  por 
el  importe  del  mayor  valor  existente 
aún  al  hacer  la  restitución. 

En  cuanto  á  las  obras  de  simple  or- 
nato, tendrá  la  facultad  de  retirarlas  si 
puede  hacerlo  sin  perjudicar  la  cosa  y 
si  el  demandante  no  prefiere  abonarle 
su  valor  (73). 

Art.  75.  No  habrá  Jugar  á  repetir 
por  lo  que  se  hubiere  dado  para  lo- 
grar un  fin  ilícito  ó  inmoral  (17,  177, 
181,  514). 


(1)  Kste  artículo  ha  sido  modificado  por  la  \e\ 
federal  de  11  de  Abril  de  1889  (art.  86),  sobre  la 
persecución  por  deudas  y  la  quiebra. 
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IV.— Obligaciones  resultantes  de  otras 

causas 

Art.  76.  Las  obligaciones  que  tengan 
su  origen  en  las  relaciones  de  familia 
ó  de  sucesión,  ó  se  funden  en  los  prin- 
cipios del  derecho  público,  se  regirán, 
en  cuanto  á  su  formación,  por  el  dere- 
cho cantonal  ó  por  las  disposiciones 
especiales  del  derecho  federal  (38). 

TÍTULO  SEGUNDO 

EFECTOS  DE  LAS  OBLIGACIONES 

I. —  Ejecución  de  las  obligaciones. — 
Principios  generales.  Lugar  y  épo- 
ca de  la  ejecución. 

Art.  77.  No  estará  obligado  el  deu- 
dor a  ejecutar  la  obligación  por  sí  mis- 
mo, sino  en  el  caso  en  que  el  acreedor 
tenga  interés  en  que  no  lo  sea  por  otra 
persona  (175,  339,  351,  396). 

Art.  78.  El  acreedor  podrá  rechazar 
un  pago  parcial,  cuando  la  deuda  sea 
líquida  y  exigible  en  totalidad. 

Si  el  acreedor  quisiere  admitir  un 
pago  parcial,  el  deudor  no  podrá  dene- 
gar el  pago  de  la  parte  de  la  deuda  por 
él  reconocida  (757). 

Art.  79.  Cuando  sea  indivisible  la 
obligación  y  haya  varios  acreedores  ó 
varios  deudores,  cada  acreedor  podrá 
exigir  la  ejecución  de  la  totalidad,  y  ca- 
da deudor  estará  obligado  á  pagar  el 
total.  A  no  ser  que  resulte  lo  contrario 
de  las  circunstancias,  el  deudor  que 
haya  pagado  podrá  repetir  contra  sus 
deudores  por  sus  partes  y  porciones 
respectivas. 

En  este  caso  quedará  subrogado  en 
los  derechos  del  acreedor  (80,  162,  170). 

Art.  80.    Si  la  obligación  indivisible 


se  convirtiese  en  una  divisible,  por 
ejemplo,  si  se  resolviese  en  la  de  daños 
y  perjuicios,  sólo  tendrá  acción  cada 
acreedor  y  sólo  estará  obligado  cada 
deudor  por  su  parte  y  porción  respec- 
tiva (79). 

Art.  81.  Cuando  la  cosa  debida  sólo 
esté  determinada  por  su  especie,  co- 
rresponderá la  elección  al  deudor,  si  no 
resulta  lo  contrario  del  contrato,  pero 
no  podrá  ofrecer  una  cosa  que  no  sea 
de  calidad  mediana  ó  superior  (82). 

Art.  82.  Cuando  recaiga  la  obliga- 
ción sobre  varios  objetos,  de  tal  suerte 
que  sólo  pueda  obligarse  al  deudor  á 
entregar  uno  ú  otro,  corresponderá  la 
elección  á  éste,  si  no  resulta  lo  contra- 
rio del  contrato  (81). 

Art.  83.  El  deudor  obligado  á  pagar 
intereses  cuyo  tanto  no  esté  fijado  ni 
por  el  convenio  ni  por  la  ley  ó  el  uso, 
los  abonará  á  razón  del  5  por  100 
anual. 

Corresponderá  á  la  legislación  can- 
tonal dichas  .disposiciones  contra  los 
abusos  en  cuestiones  de  interés  con- 
vencional (119,  331,  337). 

Art.  84.  El  lugar  donde  deba  cum- 
plirse la  obligación  se  determinará,  en 
primer  término,  por  la  voluntad  expre- 
sa ó  presunta  de  las  partes. 

Si  hubiere  dudas,  se  observarán  las 
reglas  siguientes: 

1.*  Cuando  se  trate  de  una  suma  de 
dinero,  se  efectuará  el  pago  en  el  punto 
donde  el  acreedor  tenga  su  domicilio  al 
hacerlo  efectivo; 

2.a  Cuando  recaiga  la  obligación  so- 
bre una  cosa  determinada,  deberá  ha- 
cerse su  entrega  en  el  punto  en  que  se 
hallaba  al  celebrarse  el  contrato; 

3.*  Todas  las  demás  obligaciones 
deberán  cumplirse  en  el  punto  donde  el 
deudor  tuviera  su  domicilio,  al  con- 
traer la  obligación. 
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Todo  salvo  las  disposiciones  de  la 
ley  en  ciertos  casos  especiales  (85,  818). 

Art.  85.  Si  debiendo  pagarse  la  obli- 
gación en  el  domicilio  del  acreedor  se 
agravase  notablemente  su  ejecución 
por  el  hecho  de  haber  éste  cambiado 
de  domicilio  desde  que  aquélla  se  con- 
trajo, el  pago  podrá  hacerse  válida- 
mente en  su  primitivo  domicilio  (84). 

Art.  86.  A  falta  de  término  estipula- 
do ó  propio  de  la  índole  del  asunto  po- 
drá hacerse  valer  ó  cumplir  inmediata- 
mente la  obligación  (230,  260,  265,  286, 
307,  327,  336,  478). 

Art.  87.  Fijado  el  término  para  el 
cumplimiento  al  comienzo  ó  al  fin  de 
un  mes,  se  entenderá  del  primero  ó  del 
último  día  del  mismo. 

Fijado  para  mediados  de  un  mes,  se 
entenderá  el  quince  de  dicho  mes  (749). 

Art.  88.  Cuando  una  obligación  deba 
pagarse,  transcurrido  cierto  plazo  con- 
tado desde  su  constitución,  el  término 
para  el  pago  se  entenderá  como  sigue: 

1.°  Si  el  plazo  se  hubiese  fijado  por 
días,  vencerá  la  deuda  el  último  del 
plazo,  pero  en  este  cómputo  no  se  ten- 
drá en  cuenta  el  en  que  se  hizo  el  con- 
trato. Si  el  plazo  fuere  de  ocho  ó  de 
quince  días,  no  se  entenderá  una  ó  dos 
semanas,  sino  ocho  ó  quince  días  com- 
pletos; 

2.°  Si  se  hubiese  fijado  el  plazo  por 
semanas,  vencerá  la  deuda  el  día  de  la 
última  semana  que  por  su  nombre  co- 
rresponda al  en  que  se  hizo  el  con- 
trato; 

3.°  Si  se  hubiese  fijado  el  plazo  por 
meses  ó  por  un  período  de  tiempo  que 
comprenda  varios  meses  (año,  semes- 
tre, trimestre),  vencerá  la  deuda  el  día 
del  último  mes  que  por  su  fecha  co- 
rresponda al  en  que  se  firmó  el  contra- 
to: si  no  hubiera  día  correspondiente 
en  el  último  mes,  se  cumplirá  la  obliga- 


ción el  último  día  del  mismo*  La  ex- 
presión «medio  mes»  equivaldrá  á  un 
plazo  de  quince  días.  Si  el  plazo  fuere 
de  uno  ó  más  meses  y  medio,  los  quin- 
ce días  se  contarán  en  el  último  lugar 
(89,  75.1). 

Art.  89.  Se  aplicarán  las  mismas 
reglas  en  el  caso  en  que  el  plazo  corra, 
no  desde  el  día  de  la  firma  del  contrato, 
sino  desde  otra  época  cualquiera  (88). 

Art.  90.  Si  cayese  el  vencimiento  en 
domingo  ó  en  otro  día  legalmente  fe- 
riado en  el  punto  del  pago,  quedará 
aplazado  de  pleno  derecho,  salvo  pacto 
en  contrario,  hasta  el  primer  día  no 
feriado  siguiente  (91,  819). 

Art.  91.  Cuando  deba  cumplirse  una 
obligación  dentro  de  cierto  tiempo,  es- 
tará obligado  el  deudor  á  satisfacerla 
antes  de  la  espiración  del  plazo  fijado. 
Si  el  último  día  del  plazo  fuese  domin- 
go ú  otro  día  legalmente  feriado  en  el 
punto  del  pago,  se  aplazará,  salvo  pac 
to  en  contrario,  hasta  el  primer  día  no 
feriado  siguiente  (90,  819). 

Art.  92.  Deberá  efectuarse  y  aceptar- 
se el  pago  el  día  del  vencimiento  du- 
rante las  horas  habituales  consagradas 
á  los  negocios. 

Art.  93.  En  caso  de  prórroga  del 
plazo  convenido  para  el  cumplimiento, 
correrá  el  nuevo  plazo,  salvo  pacto  en 
contrario,  desde  el  primer  día  siguien- 
te al  de  la  espiración  del  plazo  ante- 
rior (153). 

Art.  94.  El  deudor  podrá  cumplir  la 
obligación  aun  antes  del  vencimiento, 
á  no  ser  que  resulte  la  intención  con- 
traria de  las  partes,  ya  de  las  cláusu- 
las ó  de  la  naturaleza  del  contrato,  ya 
de  las  circunstancias,  pero  no  tendrá 
derecho  á  hacer  descuento  alguno  si 
no  estuviese  autorizado  para  ello  por 
el  convenio  ó  por  los  usos  del  comer- 
cio (760). 
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Art.  95.  El  que  quisiere  exigir  la 
ejecución  de  un  contrato  bilateral,  de- 
berá haber  cumplido  ú  ofrecido  cum- 
plir su  propia  obligación,  excepto  en  el 
caso  en  que,  según  las  clásulas  ó  la 
naturaleza  del  contrato,  tenga  en  su 
favor  un  plazo  dado  (96  230,  260,  265). 

Art.  96.  Si  alguna  de  las  partes  fue- 
se declarada  en  quiebra  ó  suspendiese 
sus  pagos,  la  otra  podrá  negarse  á  su 
ejecución  hasta  que  se  le  haya  dado 
una  fianza  para  la  ejecución  de  la  obli- 
gación contraída  en  su  provecho  (95, 
288, 315, 322,  390). 

Del  pago.— Del  domicilio  del  acreedor.— 
De  la  consignación. 

Art.  97.  El  pago  de  una  deuda,  con- 
sistente en  una  cantidad  de  dinero,  de- 
berá efectuarse  en  moneda  del  pais. 

Si  el  contrato  indicase  una  moneda 
que  no  tenga  curso  en  el  lugar  del  pago*, 
éste  podrá  hacerse  en  moneda  del  pais 
al  cambio  del  día  del  vencimiento,  á  no 
ser  que  se  haya  estipulado  la  ejecución 
literal  del  contrato  por  medio  de  las 
palabras  «valor  efectivo»  ú  otras  aná- 
logas (98,  756). 

Art.  98.  El  acreedor  de  una  cantidad 
de  dinero  no  estará  obligado  á  aceptar 
billetes  de  Banco  ó  papel-moneda  en 
vez  de  metálico  (97). 

Art.  99.  El  deudor  no  podrá  imputar 
un  pago  parcial  sobre  el  capital,  sino 
cuando  no  esté  retrasado  en  los  intere- 
ses ó  gastos  (78, 100, 101). 

Art.  100.  Si  el  acreedor  hubiese  reci- 
bido fianza,  prenda  ú  otras  seguridades 
poruña  parte  del  crédito,  el  deudor  no 
tendrá  el  derecho  de  imputar  un  pago 
parcial  sobre  la  parte  asegurada  del 
crédito  (99,  101). 

Art.  101.    El  deudor  que  tuviere  que 


pagar  varias  deudas  al  mismo  acree- 
dor, tendrá  derecho  á  declarar,  al  ha- 
cer el  pago,  cuál  es  la  que  quiere 
saldar. 

A  falta  de  declaración  de  su  parte, 
se  imputará  el  pago  á  la  deuda  que  el 
acreedor  designe  en  el  recibo,  á  no  ser 
que  el  deudor  rechace  dicha  imputación 
en  el  mismo  momento  en  que  se  le  en- 
tregue el  recibo. 

Cuándo  la  rechace  ó  cuando  el  re- 
cibo no  indique  imputación  alguna,  se 
imputará  el  pago  á  la  deuda  vencida;  si 
hubiere  varias  vencidas,  á  la  que  hu- 
biere dado  lugar  primero  á  los  apre- 
mios contra  el  deudor;  si  no  hubiere 
habido  apremios,  á  la  que  primero  hu- 
biere vencido;  si  hubiere  vencido  al 
mismo  tiempo,  se  hará  la  imputación 
proporcionalmente;  por  último,  si  no 
hubiere  vencido  ninguna,  se  hará  la 
imputación  á  la  deuda  que  menos  ga- 
rantías presente  para  el  acreedor  (99 
y  100). 

Art.  102.  El  deudor  que  pague  ten- 
drá derecho  á  exigir  un  recibo,  y  si  se 
hubiere  extinguido  completamente,  la 
entrega  ó  anulación  del  titulo. 

Si  el  pago  no  fuese  Íntegro  ó  si  el  ti- 
tulo confiriese  otros  derechos  al  acree- 
dor, el  deudor  sólo  podrá  exigir  recibo 
y  hacer  que  se  mencione  el  pago  en  el 
título  (104,  105,  758,  848). 

Art.  103.  Cuando  se  deban  intereses 
ú  otros  réditos  periódicos,  el  acreedor 
que  dé  recibo  por  un  plazo,  sin  formu- 
lar reservas,  se  presumirá  que  ha  reci- 
bido los  plazos  anteriores. 

Si  diere  recibo  del  capital,  se  presu- 
mirá que  ha  cobrado  los  intereses  (129 
y  151). 

Art.  104.  La  devolución  del  título  al 
deudor,  hará  presumir  la  extinción  de 
la  deuda  (102,  105,  140). 

Art.  105.    Si  el  acreedor  afirmase  ha- 
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ber  perdido  su  título,  el  deudor  que  pa- 
gue podrá  obligarle  á  entregarle  una 
declaración  auténtica  ó  debidamente  le- 
galizada, haciendo  constar  la  anulación 
del  título  y  la  extinción  de  la  deuda 

No  se  prejuzgan  por  el  presente  ar- 
tículo las  disposiciones  acerca  de  la 
anulación  de  las  letras  de  cambio,  tí- 
tulos á  la  orden  ó  al  portador,  ni  se  de- 
rogan las  disposiciones  de  las  leyes 
cantonales  sobre  el  modo  de  extinción 
délos  créditos  hipotecarios  (102,  104, 
793,  800,  844,  848,  858,  901). 

Art.  106.  Estará  en  mora  el  acree- 
dor cuando  se  niegue,  sin  motivo  legíti- 
mo, á  aceptar  lo  que  le  fuere  ofrecido 
en  debida  forma  en  cumplimiento  del 
contrato  ó  á  efectuar  los  actos  prepa- 
ratorios que  le  incumben,  y  sin  los 
cuales  no  puede  ejecutar  su  obligación 
el  deudor  (107, 109). 

Art.  107.  Cuando  el  acreedor  esté  en 
mora  ó  cuando  por  cualquiera  otra  ra- 
zón no  pueda  hacerse  el  pago  al  acree- 
dor ó  á  la  persona  que  lo  represente,  el 
deudor  tendrá  derecho  á  consignar  la 
cosa  debida,  por  cuenta  y  riesgo  del 
acreedor,  y  liberarse  de  este  modo  de 
su  obligación. 

El  juez  del  lugar  del  pago  decidirá 
dónde  debe  hacerse  el  depósito;  sin  em- 
bargo, las  mercaderías  podrán,  sin  de- 
cisión del  juez,  depositarse  en  un  al- 
macén (106,  108,  109,  188,  759). 

Art.  108.  Si  la  cosa  adeudada  no 
fuese  susceptible  de  depósito,  si  estu- 
viese sujeta  á  menoscabo  ó  exigiese 
gastos  de  conservación,  podrá  el  deu- 
dor, después  de  la  intimación  y  con  au- 
torización del  juez,  venderla  pública- 
mente y  depositar  su  importe. 

Si  la  cosa  se  cotizase  en  Bolsa  ó  si 
tuviere  precio  corriente,  no  será  nece- 
saria la  venta  pública,  pudiendo  auto- 
rizarla el  juez  aun  sin  previa  intima- 


ción (106,  107,  248,  431,  443,  454,  455 
y  463). 

Art.  109.  El  deudor  tendrá  derecho 
á  retirar  el  depósito  mientras  el  acree- 
dor no  haya  declarado  que  lo  acepta,  ó 
cuando  no  haya  tenido  por  consecuen- 
cia la  extinción  de  una  hipoteca  ó  la 
restitución  de  una  prenda. 

Renacerá  el  crédito  con  todas  sus 
consecuencias  desde  el  momento  en 
que  se  retire  el  depósito  (106,  108). 

II. — Consecuencias  de   la  inejecución 
de  las  obligaciones 

Art.  110.  Cuando  no  pueda  el  acree- 
dor lograr  la  ejecución  de  la  obliga 
ción,  ó  sólo  pueda  conseguirlo  imper- 
fectamente, el  deudor  será  responsable 
de  los  daños  y  perjuicios,  si  no  prue- 
ba que  no  puede  imputársele  falta  al- 
,gun&(50,  111,  125). 

Art.  111.  Toda  obligación  de  hacer 
se  resolverá  en  otra  de  daños  y  perjui- 
cios, en  caso  de  inejecución  imputable 
al  deudor;  pero  el  acreedor  podrá  ser 
autorizado  á  hacer  ejecutar  la  obliga- 
ción por  cuenta  de  deudor  (110). 

Art.  112.  El  que  contraviniere  á  una 
obligación  de  no  hacer,  será  responsa- 
ble de  los  daños  y  perjuicios  por  el  me- 
ro hecho  de  la  contravención.  Por  otra 
parte,  el  exreedor  tendrá  derecho  de 
exigir  que  se  considere  nulo  lo  que  se 
haya  hecho  contraviniendo  al  compro- 
miso, y  podrá  hacerse  autorizar  para 
efectuar  dicha  anulación  por  cuenta 
del  deudor  (110). 

Art.  113.  En  general,  el  deudor  será 
responsable  de  cualquier  falta,  respon- 
sabilidad que  será  mayor  ó  menor  se- 
gún la  índole  particular  del  contrato, 
y  se  apreciará  principalmente  con  me- 
nos rigor  cuando  el  contrato  no  tenga 
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por  objeto  dar  alguna  ventaja  al  deu- 
dor (51, 110, 112, 114,  47 »). 

Art.  114.  Será  nula  toda  estipula- 
ción que  tienda  á  liberar  de  antemano 
a)  deudor  de  la  responsabilidad  en  que 
incurriría  en  caso  de  dolo  ó  falta  grave. 
También  podrá  el  juez,  según  las  cir- 
cunstancias, tener  por  nula  una  cláu- 
sula que  libere  de  antemano  de  toda 
responsabilidad  al  deudor  en  caso  de 
falta  leve,  si  el  acreedor,  cuando  haya 
renunciado  á  buscar  al  deudor,  estu- 
tuvicse  á  su  servicio,  ó  si  la  respon- 
sabilidad resultase  del  ejercicio  de 
una  industria  concedida  por  la  autori- 
dad (113). 

Art.  115.  El  deudor  responderá  de 
la  fa'ta  cometida  por  los  miembros  de 
su  familia  que  estén  colocados  bajo  su 
autoridad,  por  sus  empleados  y  por  sus 
obreros.  Las  personas  morales  que 
ejerzan  una  industria  responderán  asi- 
mismo de  las  faltas  cometidas  por  sus 
representantes,  empleados  y  obreros 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  em- 
pleos. 

£1  deudor  podrá  librarse  total  ó  par- 
cialmente, mediante  un  convenio  pre- 
vio, de  la  responsabilidad  en  que  incu- 
rra pur  razón  de  la  falta  de  las  susodi- 
chas personas.  Pero  si  el  acreedor, 
cuando  haya  renunciado  á  buscar  al 
deudor,  estuviese  á  su  servicio,  ó  si  la 
responsabilidad  resultase  del  ejercicio 
de  una  industria  concedida  por  la  au- 
toridad, el  deudor  sólo  podrá  eximirse 
convencionalmente  de  la  responsabili- 
dad que  resulte  de  una  falta  leve  (62, 
63,  351,  459) 

Art.  116.  Los  daños  y  perjuicios  de 
que  responda  el  deudor  comprenderán 
en  todo  caso  el  perjuicio  que  haya  po- 
dido preverse  al  hacer  el  contrato, 
corno  consecuencia  inmediata  de  la 
falta  de  cumplimiento  ó  del  cumplí- 
Tomo  VIH.—  Instituciones  jurídica*». 


miento  imperfecto  de  dicho  contrato. 

Corresponderá  al  juez  evaluar  los 
daños,  teniendo  en  cuenta  las  circuns- 
tancias. 

En  caso  de  falla  grave,  le  correspon- 
derá asimismo  apreciar  si  há  lugar  á 
conceder  mayores  daños  y  perjuicios 
que  los  determinados  en  el  primer  apar- 
te del  presente  artículo  (51,  118,  121). 

Art.  117.  El  deudor  de  un  crédito 
vencido  quedará  constituido  en  mora 
por  la  intimación  del  acreedor. 

Cuando  se  haya  fijado  de  común 
acuerdo  el  dia  del  pago,  ó  por  una  de 
las  partes  en  virtud  de  un  derecho  á 
ella  reservado  y  por  medio  de  un  aviso 
en  debida  forma,  incurrirá  en  mora  el 
deudor  por  la  mera  espiración  de  dicho 
dia  (119,  125). 

Art.  118.  El  deudor  que  estuviere  en 
mora  responderá  hasta  del  caso  for- 
tuito. 

Podrá  sustraerse  á  eata  responsabi- 
lidad probando  que  ha  incurrido  en 
mora  sin  culpa  alguna  suya,  ó  que  el 
caso  fortuito  habría  alcanzado  á  la  cosa 
debida  aun  cuando  la  ejecución  se  hu- 
biere llevado  á  cabo  á  su  debido  tiem- 
po (117). 

Art.  1 19.  Cuando  se  trate  del  pago 
de  una  suma  de  dinero,  el  deudor  que 
estuviere  en  mora  deberá  los  intere- 
ses moratorios  al  5  por  100  anual,  aun 
cuando  se  hubiere  fijado  un  tanto  por 
ciento  inferior  como  intereses  conven- 
cionales. 

Si  el  contrato  estipulase,  directamen- 
te ó  en  forma  de  provisión  periódica  de 
banca,  un  interés  superior  al  5  por  100, 
podrá  exigirse  también  este  interés 
más  elevado  al  deudor  constituido  en 
mora. 

Entre  comerciantes  podrán  calcular- 
se los  intereses  moratorios  al  tanto 
por  ciento  del  descuento,  cuando  éste  sea 
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superior  al  5  por  lfO  en  la  localidad 
donde  deba  hacerse  el  pago  (83,  117, 
120, 121). 

Art.  120.  Cuando  el  deudor  esté  en 
mora  én  el  pago  de  los  intereses  ó  de 
los  atraeos,  ó  de  una  cantidad  de  que 
haya  hecho  donación,  sólo  adeudará 
los  intereses  m oratorios  desde  el  día 
de  la  persecución  ó  de  la  demanda  en 
juicio. 

Todas  las  estipulaciones  contrarias 
se  apreciarán  según  las  reglas  concer- 
nientes á  la  cláusula  penal  (117,  119, 
179¿  182). 

Art.  121.  En  el  caso  en  que  el  daño 
que  sufra  el  acreedor  exceda  de  la  suma 
representada  por  los  intereses  morato- 
rios,  el  deudor  estará  obligado  á  repa- 
rarlo, si  se  prueba  que  ha  habido  culpa 
de  parte  suya  (116,  119). 

Art  122.  Cuando  una  de  las  partes, 
en  un  contrato  bilateral,  esté  constitui- 
da en  mora,  lawtra parte  tendráderecho 
áñ jarle  ó  á  hacer  que  le  ñje  la  autoridad 
competente  un  plazo  conveniente,  pre- 
viniéndole que  de  no  cumplir  su  obliga- 
ción quedará  rescindido  el  contrato  á  la 
espiración  del  plazo  (123, 125). 

Art.  123.  Si  según  la  intención  de 
las  partes  resultase  del  contrato  que  la 
obligación  debia  ejecutarse  en  una  épo- 
ca determinada,  no  antes  ni  después,  ó 
en  un  plazo  fijado,  la  parte  respecto  de 
la  cual  no  se  haya  satisfecho  la  obliga- 
ción en  la  época  convenida  ó  en  el  pla- 
zo debido  podrá  separarse  del  contrato 
sin  otra  formalidad  alguna  (117,  122, 
124,  125). 

Art.  124.  En  los  casos  previstos  en 
los  artículos  122  y  123,  la  parte  que  se 
separe  del  contrato  podrá  exigir  la  res- 
titución de  lo  que  hubiere  pagado,  y 
además  los  daños  y  perjuicios  si  justi- 
fica que  la  otra  parte  está  en  mora  (113, 
122,  t?3). 


Art.  125.  Cuando  por  efecto  déla  mo- 
rosidad del  deudor  haya  quedado  sin 
utilidad  la  obligación  para  el  acreedor, 
podrá  éste  negarse  á  su  ejecución  por 
parte  del  deudor,  retener  lo  que  él  por 
la  suya  debí  a  abonarle,  ó  repetir  contra 
éste  si  ya  lo  ha  abonado,  y  pedir  ade- 
más dan  os  y  perjuicios,  si  justifica  que 
el  deudor  está  en  mora  (113, 122, 124). 

III.—  Del  efecto  de   las   obligaciones 
respecto  de  terceros 

Art.  126.  El  tercero  que  pague  ai 
acreedor  se  subrogará  legal  mente  has- 
ta donde  corresponda  en  los  derechos 
de  este  último: 

1.°  Cuando  rescate  una  fianza  dada 
por  él  para  una  deuda  ajena; 

2.°  Cuando  siendo  él  mismo  acree- 
dor pignoraticio,  pague  otro  crédito 
afianzado  con  su  prenda; 

3.°  Cuando  el  acreedor  haya  sido 
advertido  por  el  deudor  de  que  el  terce- 
ro que  paga  debe  ocupar  su  puesto  (79, 
168, 504,  781). 

Art.  127.  El  que  prometa  el  cumpli- 
miento de  una  obligación  por  un  terce- 
ro, será  responsable  de  daños  y  per- 
juicios en  caso  de  inejecución  por  par- 
te de  dicho  tercero  (48, 113). 

Art.  128.  El  que  obrando  por  su  pro- 
pia cuenta,  haya  estipulado  una  obli- 
gación en  favor  de  un  tercero,  tendrá 
derecho  á  exigir  su  cumplimiento  en 
provecho  de  éste. 

El  tercero  6  sus  derecho-habientes 
podrán  también  reclamar  personal- 
mente la  ejecución  cuando  tal  haya 
sido  la  intención  de  las  partes.  Si  en 
este  caso  declarase  el  tercero  al  deu- 
dor que  quiere  usar  de  su  derecho,  ya 
no  dependerá  del  acreedor  el  liberar  al 
deudor  (135). 
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TÍTULO  TERCERO 

DE  LA  EXTINCIÓN   DE    LA8   OBLIGACIONES 

I.— Disposiciones  generales 

Art.  129.  Cuando  se  extinga  la  obli- 
gación principal  por  el  pago  ó  por  otro 
medio  cualquiera,  se  extinguirán  asi- 
mismo los  afianzamientos,  derechos 
de  prenda  y  otros  accesorios. 

Los  intereses  devengados  anterior- 
mente tampoco  podrán  ser  reclamados 
si  no  se  han  hecho  acerca  de  esto  re- 
servas expresas  ó  no  resultan  implíci- 
tamente de  las  circunstancias  (103,  151 
y  501). 

Art.  130.  No  se  prejuzgan  por  las 
disposiciones  que  siguen  las  que  con- 
ciernen especialmente  á  las  letras  de 
cambio  y  á  los  títulos  á  la  orden  ó  al 
portador,  ni  se  derogan  las  disposicio- 
nes relativas  á  los  créditos  hipoteca- 
rios (813). 

II.  -De  la  compensación 

Art.  131.  Cuando  dos  personas  sean 
deudoras,  una  respecto  de  otra,  de  su- 
mas de. dinero  ú  otras  cosas  fungibles 
•  e  igual  especie,  cada  cual  podrá  com- 
pensar su  deuda  con  su  crédito,  si  am- 
bas deudas  hubiesen  vencido. 

El  deudor  podrá  oponer  la  compen- 
sación aun  cuando  esté  en  cuestión  su 
crédito  (132,  139,571,007). 

Art.  132.  No  podrán  extinguirse  por 
compensación  contra  la  voluntad  del 
acreedor: 

1.°  Los  créditos  que  tengan  por  ob- 
jeto, ya  la  restitución  de  una  cosa  de- 
positada, sustraída  sin  derecho  ó  rete- 
nida por  dolo,  ya  daños  y  perjuicios  de- 
bidos por  razón  de  una  cosa  análoga; 


2.°  Los  créditos  cuya  naturaleza  es- 
pecial exija  el  pago  en  efectivo  al  acree- 
dor, tal  como  un  crédito  alimenticio, 
un  salario  no  embargable  y  otros  cré- 
ditos análogos; 

3.°  Los  créditos  del  Estado  y  los  mu- 
nicipales fundados  en  el  derecho  públi- 
co (131,  571,  607). 

Art.  133.  El  que  siendo  deudor  venga 
á  ser  acreedor  posteriormente  á  la  no- 
tificación del  embargo  hecho  por  un 
tercero,  no  podrá  oponer  la  compensa- 
ción en  perjuicio  del  embargante  (131). 

Art.  134.  El  fiador  podrá  compensar 
lo  que  se  debe  con  lo  debido  por  el 
acreedor  al  deudor  principal;  pero  és- 
te no  podrá  compensar  lo  que  debe 
con  lo  debido  por  el  acreedor  al  fiador 
(131,505). 

Art.  135.  El  que  se  haya  obligado  en 
favor  de  tercero,  no  podrá  compensar 
esta  deuda  con  lo  que  le  deba  el  otro 
contratante  (128, 131). 

Art.  136.  Los  acreedores  tendrán 
derecho,  en  la  quiebra  de  un  deudor,  á 
compensar  sus  créditos,  aun  cuando  no 
hayan  vencido,  con  los  que  pueda  tener 
contra  ellos  el  quebrado.  No  será  admi- 
sible, sin  embargo,  la  compensación: 

1.°  Cuando  un  deudor  del  quebrado 
no  adquiera  un  crédito  contra  él  sino 
con  posterioridad  á  la  apertura  de  la 
quiebra; 

2.°  Cuando  un  acreedor  del  quebra- 
do venga  á  ser  deudor  del  mismo  ó  de 
la  masa  después  de  la  apertura  de  la 
quiebra. 

En  caso  de  quiebra  de  una  sociedad 
anónima,  los  pagos  atrasados  por  las 
acciones  no  podrán  compensarse  con 
créditos  contra  la  sociedad.  Del  mismo 
modo  las  obligaciones  al  portador  ó  los 
cupones  no  podrán  compensarse  con  lo 
adeudado  á  la  sociedad  (131,  137,  571, 
607,  634). 
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Art.  137.  Podrá,  cuestionarse  la  com- 
pensación cuando  un  deudor  del  que- 
brado haya  adquirido,  antes  de  la  aper- 
tura de  la  quiebra,  pero  cuando  ya  te- 
nia conocimiento  de  la  insolvencia  de 
su  acreedor,  un  crédito  contra  él  con  el 
objeto  de  adquirir  6  suministrar  con  la 
compensación  alguna  ventaja  á  un  ter- 
cero con  perjuicio  de  la  masa.  El  juez 
fallará  libremente,  teniendo  en  cuenta 
las  circunstancias  (131, 136,  889). 

Art.  138.  Sólo  tendrá  lugar  la  com- 
pensación cuando  el  deudor  dé  á  cono- 
cer al  acreedor  su  intención  de  hacer 
uso  del  derecho  de  oponerla.  Se  repu- 
tarán entonces  extinguidas  ambas  deu- 
das, hasta  el  valor  del  importe  de  la 
más  pequeña,  desde  el  momento  en  que 
sean  susceptibles  de  compensarse. 

No  se  derogan  con  el  presente  articu- 
lo los  usos  particulares  del  comercio 
en  materia  de  cuentas  corrientes  (131 
y  139). 

Art  139.  El  deudor  podrá  renunciar 
de  antemano  á  la  compensación. 

Se  reputará  que  ha  renunciado  á  ella 
cuando  sabiendo  que  él  mismo  es  acree- 
dor se  compromete  á  pagar  en  efec- 
tivo (138). 

III.— De    la  anulación  y  remisión  de 

una  deuda.  -l>u  la  novación.—  Dfi  la 
confusión. 

Art.  140.  No  se  necesita  forma  algu- 
na especial  para  anular  ó  reducir  con- 
vencional mente  un  crédito  aun  cuando 
por  la  ley  ó  por  la  voluntad  de  las  par- 
tes no  haya  podido  nacer  la  obligación 
sino  bajo  ciertas  condiciones  de  forma 
(9, 104). 

Art.  141.  La  remisión  de  una  deuda 
á  titulo  de  donación,  se  regirá  por  el 
derecho  cantonal  (10), 

Ait.  142.     Había  novación: 


1."  Cuando  el  deudor  contraiga  con 
su  acreedor  nueva  deuda  que  susti- 
tuya á  la  antigua,  quedando  ésta  extin- 
guida; 

2.°  Cuando  se  sustituya  un  nuevo 
deudor  al  antiguo,  quedando  éste  libe- 
rado; 

3."  Cuando  se  sustituya  un  nuevo 
acreedor  al  antiguo  con  el  cual  esté  li- 
berado el  deudor  (143). 

Art.  143.  No  se  presumirá  la  nova- 
ción, siendo  preciso  que  resulte  clara- 
mente de  la  escritura  la  voluntad  de 
llevarla  á  cabo  (142). 

Art.  144.  Cuando  las  calidades  de 
acreedor  y  deudor  se  hallen  reunidas 
en  la  misma  persona,  quedará  extin- 
guida la  obligación  por  confusión. 

Pero  renacerá  la  obligación,  si  llega- 
ra á  cesar  la  confusión. 

IV.— De  la  Imposibilidad  de  ejecutar 
la  obligación 

Art.  145.  Se  extinguirá  la  obliga- 
ción, cuando  sea  imposible  cumplirla  á 
consecuencia  de  circunstancias  no  im- 
putables al  deudor. 

En  los  contratos  bilaterales,  el  deu- 
dor liberado  de  este  modo  estará  obli- 
gado á  restituir  lo  que  ya  hubiere  reci- 
bido de  la  otra  parte,  y  ya  no  podrá  re- 
c'amar  lo  que  aun  le  deba,  salvo  los  ca 
sos  en  que  los  riesgos  sean  de  cuenta 
del  acreedor  desde  antes  del  cumplí 
miento  de  la  obligación  (367). 

V. — De  la  prescripción 

Art.  146.  Prescribirán  las  acciones  á 
los  diez  años  cuando  la  ley  no  haya  es- 
tablecido una  prescripción  más  breve. 

No  prescribirá  la  acción  cuando  un 
crédito  esté  afianzado  por  una  prenda. 

No  estarán   sometidas  á  lo  precep- 
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tuado  en  la  presente  ley,  la  prescrip- 
ción de  las  acciones  hipotecarias  y 
otras  regidas  poc  el  derecho  cantonal 
(153,  154,  883,  885). 

Art.  147.  Prescribirán  á  los  cinco 
años: 

1.°  Los  alquileres  y  arriendos,  los 
intereses  de  los  capitales  y  demás  ré- 
ditos periódicos; 

2.°  Las  acciones  por  suministro  de 
víveres,  por  pensión  alimenticia  y  por 
gastos  de  alojamiento  ó  posada; 

3.°  Las  acciones  de  los  artesanos, 
por  su  trabajo;  do  los  comerciantes  al 
por  menor,  por  sus  remesas;  de  los  mé- 
dicos y  demás  personas  que  ejerzan  el 
arte  de  curar,  por  sus  cuidados;  de  los 
abogados,  procuradores  y  notarios,  por 
sus  servicios  profesionales;  de  los  em- 
pleados, criados,  jornaleros  y  obreros 
de  fábrica,  por  sus  sueldos  ó  salarios 
(153,  154,  883). 

Árt.  148.  No  podrán  modificarse  por 
convenio  los  plazos  de  prescripción 
fijados  en  el  presente  capitulo  (159). 

Art.  149.  Correrá  la  prescripción 
desde  el  momento  en  que  el  crédito 
sea  exigible.  Si  la  exigibilidad  de  un 
crédito  estuviese  subordinada  á  un 
aviso  previo,  correrá  la  prescripción 
desde  el  primer  día  en  que  pudo  darse 
dicho  aviso. 

Art  150.  Para  el  cómputo  de  los 
plazos  de  prescripción  se  aplicarán  las 
disposiciones  de  los  artículos  87  á  91,  y 
en  particular  no  deberá  contarse  el  día 
en  que  comienza  á  correr  la  prescrip 
ción,  y  ésta  no  se  habrá  cumplido  sino 
después  que  haya  transcurrido  el  últi- 
mo día  sin  haber  sido  utilizado  (87,  91). 

Art.  151.  La  prescripción  del  crédito 
principa]  implicará  la  de  los  intereses 
y  demás  créditos  accesorios  (103,   129 

y  152). 

Art.  152.    En  materia  de  rentas  vita- 


licias y  demás  tributos  periódicos  aná- 
logos, correrá  la  prescripción,  respecto 
al  derecho  mismo  de  exigir  su  abono, 
desde  el  dia  del  vencimiento  del  primer 
plazo  que  haya  quedado  sin  pagar. 

La  prescripción  de  este  crédito  impli 
cara  la  de  los  atrasos  (151). 

Art.  153.  No  correrá  la  prescripción 
y  se  suspenderá  si  hubiese  comen- 
zado á  correr: 

1.°  Para  los  créditos  de  los  hijos 
contra  sus  padres  mientras  dure  la  pa- 
tria potestad; 

2.°  Para  los  créditos  de  los  pupilos 
contra  su  tutor  ó  contra  la  autoridad 
tutelar,  mientras  dure  la  tutela; 

3.°  Para  los  créditos  que  uno  de  los 
esposos  tenga  contra  el  otro,  mientras 
subsista  el  matrimonio; 

4.°  Para  los  créditos  de  los  criados 
contra  sus  amos,  mientras  se  hallen  á 
su  servicio; 

5.°  Mientras  sea  el  deudor  usufruc- 
tuario del  crédito; 

6.°  Mientras  sea  imposible  hacer  va- 
ler el  crédito  ante  un  tribunal  suizo. 

Comenzará  á  correr  la  prescripción, 
ó  continuará  su  curso,  desde  la  espira- 
ción del  día  en  que  cesen  las  causas  in- 
dicadas en  el  presente  artículo  (146 
y  147). 

Art.  154.  Quedará  interrumpida  la 
prescripción: 

1.°  Cuando  el  deudor  reconozca  la 
deuda,  principalmente  pagando  interés 
ó  cantidades  á  cuenta,  dando  prenda  ó 
suministrando  fianza; 

2.°  Cuando  el  acreedor  haga  valer 
sus  derechos,  ya  por  vía  de  acción  ó  de 
excepción  ante  un  tribunal  6  ante  arbi- 
tros, ya  por  presentación  ó  interven- 
ción en  una  quiebra. 

La  citación  á  juicio  de  conciliación 
equivaldrá  á  una  acción  judicial  (146, 
147,  155,  158.  806,  883). 
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Art.  155.  Interrumpida  la  prescrip- 
ción respecto  á  uno  de  los  deudores 
solidarios  6  de  uno  de  los  codeudores 
de  una  deuda  indivisible,  lo  estará  tam- 
bién contra  todos  los  demás.  Interrum- 
pida la  prescripción  para  el  deudor 
principa),  lo  estará  también  contra  la 
fianza,  pero  la  interrumpida  para  ésta 
no  lo  estará  por  ese  solo  hecho  contra 
el  deudor  principal  (154,  156,  159,  808) 

Art.  156.  Comenzará  á  correr  un 
nuevo  plazo  de  prescripción  desde  la 
interrupción  déla  primera. 

Si  se  hubiere  reconocido  una  deuda 
por  documento  público  ó  privado,  el 
nuevo  plazo  de  prescripción  será  siem- 
pre de  diez  años  (154, 155, 157,  158,  807). 

Art.  157.  Interrumpida  la  prescrip- 
ción á  consecuencia  de  una  acción  ó  de 
una  excepción,  volverá  á  comenzará 
correr  durante  la  instancia,  acontar  de 
cada  acto  jurídico  de  las  partes  y  de 
cada  providencia  ó  resolución  del  juez. 

Si  la  interrupción  resultase  de  ac- 
tuaciones judiciales,  volverá  á  correr  á 
contar  de  cada  acto  de  persecución. 

Si  la  interrupción  resultase  de  la  pre- 
sentación ó  da  la  intervención  en  una 
quiebra,  volverá  á  comenzar  á  correr 
la  prescripción  desde  el  momento  en 
que,  con  arreglo  á  la  legislación  sobre 
quiebras,  sea  posible  hacer  valer  de 
nuevo  el  crédito  (154, 156,  158). 

Art.  158.  Si  la  acción  ó  excepción 
fuesen  denegadas  por  causa  de  incom- 
petencia del  juez  que  conoce  de  la  mis- 
ma, ó  por  razón  de  un  vicio  de  forma 
susceptible  de  ser  reparado,  ó  porque 
era  prematura,  en  el  caso  en  que  du- 
rante el  intervalo  hubiese  espirado  el 
plazo  de  prescripción,  disfrutará  el 
acreedor  de  un  plazo  suplementario  de 
sesenta  días  para  hacer  valer  sus  de- 
rechos (154,  157). 

Art.    159.    Podrá    renunciarse    á    la 


prescripción  adquirida.  Sí  esta  renun- 
cia se  hiciere  por  uno  de  los  deudores 
solidarios  ó  por  uno  de  los  co-deudores 
de  una  deuda  indivisible,  no  podrá  opo- 
nerse á  los  demás;  del  mismo  modo  la 
renuncia  hecha  por  el  deudor  principal 
no  podrá  oponerse  al  fiador  (148, 155). 

Art.  160  El  juez  no  podrá  suplir  de 
oficio  el  medio  que  resulte  de  la  pres- 
cripción. 

Art.  161.  Se  regirá  por  el  derecho 
cantonal  la  extinción  de  los  créditos 
por  falta  de  presentación  ó  de  interven- 
ción en  caso  de  invitación  oficial  y  pú- 
blica. 

TITULO  CUARTO 

MODALIDADES    DE    LAS   OBLIGACIONES 

L— Obligaciones  solidarios 
Solidaridad  entre  toa  deudores 

Art.  162.  Habrá  solidaridad  entre  va- 
rios deudores  cuando  declaren  que 
quieren  obligarse  á  una  misma  cosa, 
de  manera  que  cada  uno  responda  ante 
el  acreedor  del  total  cumplimiento  de 
la  obligación. 

A  falta  de  esta  declaración,  sólo  exis- 
tirá la  solidaridad  en  los  casos  deter- 
minados por  la  ley  (60,  79, 163,  168,  321, 
401,  481,  495,  544,  564,  565,  623,  667,  671, 
673,  674,  689,  714,  717,  808). 

Art.  163.  El  acreedor  podrá  exigir,  á 
su  elección,  de  todos  los  deudores  soli- 
darios ó  de  uno  de  ellos,  el  pago  del  to- 
tal ó  sólo  de  una  parte  del  crédito;  pero 
aun  en  este  último  caso  quedarán  obli- 
gados todos  los  deudores  hasta  la  com- 
pleta extinción  de  la  obligación  (79, 162, 
495,  496,  808). 

Art.  164.  El  codeudor  solidario  no 
podrá  oponer  contra  el  acreedor  otras 
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excepciones  que  Jas  que  resulten,  ya  de 
sus  relaciones  personales  con  él,  ya  de 
la  causa  ó  del  objeto  de  la  misma  obli- 
gación solidaria. 

Será  responsable  ante  sus  co-obliga- 
dos  si  no  hiciere  valer  las  excepciones 
comunes  á  todos  ellos  (162,  165,  505 
y  811). 

Art.  165.  Ningún  deudor  solidario 
podrá  agravar  la  posición  de  los  demás 
con  su  situación  personal  (164,  500). 

Art.  166.  Si  alguno  de  los  deudores 
extinguiese  total  ó  parcialmente  la  deu- 
da por  vía  de  pago  ó  de  compensación, 
quedarán  liberados  los  demás  por  la 
porción  extinguida. 

Cuando,  por  el  contrario,  quede  per- 
sonalmente liberado  uno  de  los  deudo- 
res sin  que  haya  sido  pagada  la  deuda, 
esto  no  aprovechará  á  los  demás  sino 
en  la  medida  que  lo  impliquen  las  cir- 
cunstancias ó  la  naturaleza  de  la  obli- 
gación (162,  168). 

Art.  167.  En  la  quiebra  de  todos  los 
deudores  solidarios,  el  acreedor  podrá 
hacer  valer  todo  su  crédito. 

Se  computará  el  dividendo  á  que  ten- 
ga derecho  según  el  importe  del  crédi- 
to, pero  no  podrá  recibir  en  total  una 
cantidad  superior  á  dicho  importe  (8i0). 

Art.  168.  Si  no  resultare  lo  contrario 
de  las  relaciones  de  derecho  existente 
entre  los  co-deudores  solidarios,  podrá 
cada  cual  tomar  por  su  cuenta  una 
parte  igual  del  pago  hecho  al  acreedor. 

Lo  que  no  pudiese  ser  recuperado  de 
alguno  de  ellos,  se  repartirá  por  partes 
iguales  entre  todos  los  demás. 

£1  deudor  solidario  que  pueda  utilizar 
algún  recurso  se  subrogará  en  todos 
los  derechos  del  acreedor  por  el  valor 
de  lo  que  le  hubiere  pagado. 

Si  el  acreedor  hubiere  mejorado  la 
condición  de  algún  co-deudor  con  de- 
trimento de  los  demás,  soportará  per- 


sonalmente las  consecuencias  de  este 
acto  (79, 126,  504). 

Solidaridad  entre  acreedores 

Art.  169.  Habrá  solidaridad  entre  va- 
rios acreedores  cuando  el  deudor  decla- 
re que  quiere  dar  á  todos  ellos  el  dere- 
cho de  exigir  el  pago  del  total  del  eré" 
dito. 

A  falta  de  esta  declaración,  sólo  exis- 
tirá solidaridad  en  los  casos  determi- 
nados por  la  ley  (79, 170). 

Art.  170.  El  pago  hecho  en  njanos  de 
uno  de  los  acreedores  solidarios  libera- 
rá al  deudor  respecto  de  todos. 

Será  potestativo  en  el  deudor  el  pa- 
gar á  cualquiera  de  dichos  acreedores 
mientras  no  haya  sido  prevenido  por 
las  diligencias  de  alguno  de  ellos  (169). 

II . — Obligaciones  condicionales 

Art.  171.  Será  condicional  la  obliga- 
ción cuando  su  formación  esté  subordi- 
nada á  un  acontecimiento  incierto,  y 
sólo  surtirá  efectos  desde  el  momento 
en  que  se  cumpla  la  condición,  á  no  ser 
que  las  partes  hayan  manifestado  su 
intención  en  contrario  (172,  177). 

Art.  172.  Mientras  no  se  haya  cum- 
plido la  condición,  deberá  abstenerse  el 
deudor  de  todo  acto  que  pueda  impedir 
que  sea  debidamente  cumplida  la  obli- 
gación. 

El  acreedor  cuyos  derechos  condicio- 
nales estén  en  peligro,  podrá  tomar  las 
mismas  medidas  conservatorias  que  si 
fuera  un  crédito  puro  y  simple  (171). 

Art.  173.  Si  antes  del  cumplimiento 
de  la  condición  se  hubiere  entregado  lo 
prometido  al  acreedor,  podrá,  cuando 
se  cumpla  la  condición,  conservar  los 
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frutos  que  hubiere  cobrado  durante  el 
intervalo,  pero  deberá  restituirlos  si  la 
condición  no  se  cumpliese  (171). 

Art.  174.  Cuando  se  haya  subordina- 
do la  resolución  de  la  obligación  á  un 
suceso  incierto,  cesará  la  obligación  de 
surtir  efectos  desde  el  momento  en  que 
se  cumpla  la  condición. 

En  principio  no  tendrá  efecto  re- 
troactivo (171). 

Art.  175.  Si  la  condición  consistiese 
en  que  una  de  las  partes  haga  algo,  sin 
que  sea  esencial  que  lo  haga  por  sí  mis- 
ma, podrá  su  heredero  cumplir  la  con- 
dición en  su  puesto  y  lugar  (77,  339,  351 
y  396). 

Art.  176.  Se  reputará  cumplida  la 
condición  cuando  alguna  parte  haya 
impedido  de  mala  fe  su  cumplimien- 
to (171). 

Art.  177.  Cuando  tenga  por  objeto  la 
condición  estipulada  provocar  actos  ilí- 
citos ó  inmorales,  será  nula  y  de  nin- 
gún efecto  la  obligación  que  de  ella  de- 
penda (17,  181). 

III.— De  las  arras,  de  la  señal  y  de  la 
cláusula  penal 

Art.  178.  En  general,  se  reputará 
que  se  dan  las  arras  en  prueba  de  haber 
celebrado  un  contrato  y  no  á  titulo  de 
señal. 

Salvo  uso  ó  pacto  en  contrario,  el 
que  haya  recibido  arras  las  conserva- 
rá sin  tener  que  imputarlas  á  su  cré- 
dito. 

Cuando  se  haya  dado  una  señal,  se 
entenderá  que  cada  parte  puede  renun- 
ciar al  contrato,  el  que  haya  dado  la 
cantidad,  perdiéndola,  y  el  que  la  hu- 
biese recibido  devolviéndola  duplicada. 

Art.  179.  Cuando  se  haya  estipulado 
una  pena  para  el  caso  en  que  el  contra- 
to no  llegue  á  ejecutarse,  el  acreedor 


podrá  pedir,  á  elección  suya,  la  ejecu- 
ción de  la  obligación  principal  ó  la  de 
ia  pena  convenida. 

Cuando  se  haya  estipulado  la  pena 
para  el  caso  en  que  no  se  ejecute  el 
contrato  en  el  tiempo  y  en  el  lugar  de- 
terminado por  las  partes,  el  acreedor 
podrá  pedir  al  mismo  tiempo  la  ejecu- 
ción del  contrato  y  la  pena.  Si  no  pre- 
senta sus  observaciones  al  ejecutarse 
el  contrato,  se  presumirá  que  ha  renun- 
ciado ala  pena. 

Siempre  tendrá  el  deudor  derecho  á 
probar  que  mediante  el  pago  de  lo  que 
se  haya  estipulado  como  pena,  es  libre 
de  renunciar  al  contrato  (120,  180,  182). 

Art.  180.  Incurrirá  en  la  pena,  aun 
cuando  no  haya  experimentado  ningún 
perjuicio  el  acreedor. 

Si  el  importe  del  daño  experimentado 
fuese  superior  al  de  la  pena,  el  acree- 
dor no  podrá  pedir  una  indemnización 
mayor,  sino  probando  que  el  deudor  ha 
cometido  una  falta  (113,  116,  179,  181 

y  1*2). 

Art.  181.  No  podrá  exigirse  la  pena 
estipulada  cuando  tenga  por  objeto  san- 
cionar una  obligación  ilícita  ó  contra- 
ria á  las  buenas  costumbres,  ni  cuan- 
do se  haga  imposible  el  cumplimiento 
de  la  obligación  por  culpa  del  acreedor, 
por  caso  fortuito  que  alcance  al  acree- 
dor ó  por  caso  de  fuerza  mayor  (17, 110, 
113,  118,  177,  179,  180,182). 

Art.  182.  Las  partes  serán  libres  de 
estipular  la  pena  que  mejor  les  parez- 
ca, pe  o  el  juez  tendrá  derecho  á  miti- 
gar las  que  le  parezcan  excesivas  (116, 
179,  181). 
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TÍTULO  QUINTO 

DE   LA    CESIÓN     Ó    TRANSFERENCIA    DE 

CRÉDITO 

Art.  183.  El  acreedor  podrá  ceder  su 
crédito  á  un  tercero  aun  sin  el  consen- 
timiento del  deudor,  excepto  en  los  ca- 
sos en  que  la  ley,  un  convenio  ó  la  na- 
turaleza especial  del  crédito  le  impidan 
hacerlo  (184  198). 

Art.  184.  No  estará  sujeta  á  condi- 
ción alguna  de  forma  la  validez  de  la 
cesión. 

Pero  no  podrá  oponerse  contra  terce- 
ros la  transferencia,  principalmente  en 
caso  de  quiebra  del  cedente,  sino  cuan- 
do se  haga  constar  por  escritura  (9,  11, 
13,  185). 

Art.  185.  Cuando  se  opere  la  trans- 
ferencia en  virtud  de  la  ley  ó  de  un  jui- 
cio, podrá  oponerse  contra  terceros  sin 
ninguna  formalidad  y  aun  independien- 
temente de  toda  manifestación  de  vo- 
luntad por  parte  del  acreedor  primitivo 
(181, 195>. 

Art.  186.  Si  se  hubiesen  hecho  va- 
rias cesiones  de  un  mismo  crédito,  ten- 
drá la  preferencia  la  cesión  comproba- 
da por  el  titulo  de  más  antigüedad  (20  »)• 

Art.  187.  Quedará  válidamente  libe- 
rado el  deudor,  si  antes  que  se  haya 
puesto  en  su  conocimiento  la  cesión 
por  el  cedente  ó  por  el  cesionario,  rea- 
liza de  buena  fe  el  pago  al  acreedor  pri- 
mitivo, ó,  en  caso  de  cesiones  múltiples, 
lo efctúa aun  cesionario  sobre  el  cual 
tenga  otra  persona  un  derecho  de  pre- 
ferencia (196). 

Art.  188.  El  deudor  de  un  crédito  cu- 
ya propiedad  sea  litigiosa,  podrá  ne- 
garse al  pago  y  liberarse  depositando 
judicialmente  su  importe.  Si  pagase,  á 


pesar  de  tener  conocimiento  del  litigio, 
lo  hará  por  su  cuenta  y  riesgo. 

Si  hubiere  pleito  pendiente  y  estuvie- 
se vencido  el  crédito,  cada  parte  podrá 
obligar  al  deudor  á  hacer  el  depositó 
de  la  cantidad  adeudada  (107). 

Art.  189.  El  deudor  podrá  oponer 
contra  el  cesionario,  como  hubiera  po- 
dido oponerlas  contra  el  cedente,  las 
excepciones  que  le  competían  en  el  mo- 
mento en  que  tuvo  conocimiento  de  la 
cesión. 

Se  aplicará,  respecto  á  la  excepción 
de  simulación,  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo  16,  aparte  segundo  (16,  192,  195, 
409,811,843,847). 

Art.  190.  La  cesión  de  un  crédito 
comprenderá  los  privilegios  y  demás 
derechos  accesorios,  á  excepción  de 
los  que  correspondan  exclusivamente 
á  la  persona  del  cedente. 

Se  presumirá  que  los  intereses  atra- 
sados han  sido  cedidos  con  el  crédito 
principal  (129). 

Art.  191.  El  cedente  estará  obligado 
á  entregar  al  cesionario  una  escritura 
de  cesión,  así  como  el  título  de  su  cré- 
dito, y  á  suministrarle  los  medios  de 
prueba  existentes  y  los  informes  nece- 
sarios para  que  pueda  hacer  valer  el 
crédito  (192). 

Art.  192.  Cuando  se  haga  la  cesión  á 
título  oneroso,  el  cedente  será  respon- 
sable de  la  existencia  del  crédito  en  el 
momento  de  la  cesión. 

Sólo  responderá  de  la  solvencia  del 
deudor  cuando  se  haya  comprometido 
á  ello. 

Cuando  la  cesión  se  haga  á  título  gra- 
tuito, el  cedente  no  será  responsable  de 
la  existencia  del  crédito  (189, 191,  193 
y  195). 

Art.  193.  Si  se  hubiese  hecho  una  ce- 
sión á  titulo  de  pago,  pero  sin  indica- 
ción de  la  cantidad  que  debe  descontar* 


rr  -,t 


154 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


se,  el  cesionario  estará  obligado  á  im- 
putar á  su  crédito  lo  que  efectivamente 
reciba  del  deudor  ó  lo  que  de  él  hubiere 
podido  recibir  haciendo  las  diligencias 
necesarias  (192). 

Art.  194.  El  cedente  obligado  por  ga- 
rantía no  lo  estará  para  con  el  cesiona- 
rio sino  por  valor  de  la  cantidad  que  ha- 
ya recibido  por  razón  del  traspaso,  por 
principal  é  intereses.  Pero  deberá  reem- 
bolsar, además,  los  gastos  de  la  cesión 
y  de  las  diligencias  infructuosas  contra 
el  deudor  (19?,  241). 

Art.  195.  Cuando  se  efectúe  el  tras- 
paso en  virtud  de  una  disposición  legal, 
el  acreedor  primitivo  no  será  responsa- 
ble ni  de  la  existencia  del  crédito  ni  de 
la  solvencia  del  deudor  (185,  192). 

Art.  196.  El  crédito  que  esté  bajo  la 
acción  de  un  embargo,  no  podrá  ya  ser 
cedido  válidamente  á  contar  del  mo- 
mento en  que  haya  tenido  el  acreedor 
conocimiento  de  dicho  embargo.  Pero 
será  válido  el  pago  si  el  deudor  lo  hu- 
biere hecho  de  buena  fe  y  antes  de  ha- 
ber tenido  conocimiento  del  embargo 
(183, 187). 

Art.  197.  Se  aplicarán  las  reglas  es- 
peciales del  presente  Código  al  endoso 
de  las  letras  de  cambio  y  de  los  títulos 
á  la  orden  ó  al  portador  (727,  735,  827, 
836,  838,  843). 

Art.  198.  Tampoco  se  derogará  con 
los  artículos  que  preceden  las  disposi- 
ciones de  las  legislaciones  cantonales 
relativas  á  la  cesión  de  los  créditos  hi- 
potecarios (105, 130,  414). 


TÍTULO   SEXTO 

DERECHOS    REALES    SOBRE    BIENES    MUE- 
BLES 

I.— De  la  transmisión  de  la  propiedad 

mueble 

Art.  199.  Para  la  transmisión  de  la 
propiedad  mobiliaria  por  consecuencia 
de  un  convenio,  es  preciso  que  se  haya 
puesto  al  adquirente  en  posesión  del 
objeto  (200,  209 j. 

Art.  200.  Se  reputará  que  el  adqui- 
rente ha  tomado  posesión: 

1.°  Cuando  le  ha  sido  entregado  el 
objeto; 

2.°  Cuando  se  le  han  entregado  los 
medios  de  disponer  del  objeto  con  ex- 
clusión de  toda  otra  persona  (199,  201, 
203,  209). 

Art.  201.  Si  la  cosa  estuviese  en  ma- 
nos de  un  tercero,  se  reputará  que  el 
adquirente  ha  sido  puesto  en  posesión 
de  ella  cuando  el  que  la  enajena  ha 
dado  orden  al  tercero  de  que  en  ade- 
lante la  conserve  por  cuenta  del  adqui- 
rente (200). 

Art.  202.  Por  excepción,  el  que  ena- 
jene una  cosa  podrá,  aun  sin  deshacer- 
se de  ella,  transmitir  su  posesión  al  ad- 
quirente cuando  la  conserve  en  su  po- 
der en  virtud  de  un  convenio  especial, 
por  ejemplo,  en  virtud  de  un  contrato 
de  alquiler. 

No  producirá  efecto  dicha  toma  de 
posesión  respecto  de  terceros,  si  tiene 
por  objeto  lesionarlos;  el  juez  fallará 
libremente  sobre  este  punto,  teniendo 
en  cuenta  las  circunstancias  (200,  889). 

Art.  203.    Cuando  la  cosa  deba  remi- 
tirse á  otra  localidad,  se  reputará  que 
el  adquirente  ha  sido  puesto  en  pose- 
|  sión  de  ella  en  cuanto  se  haya  hecho 
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cargo  de  la  misma  personalmente  ó  por 
medio  de  un  representante  (200). 

Art.  204.  Serán  para  el  adquirente,  á 
do  ser  que  se  deduzca  alguna  excep- 
ción de  las  circunstancias  ó  de  un  con- 
venio especial,  los  beneficios  y  riesgos 
de  la  cosa  acontar  de  la  celebración 
del  contrato  de  enajenación;  si  la  cosa 
enajenada  sólo  ha  sido  determinada 
en  cuanto  á  su  especie,  será  preciso, 
además,  que  se  haya  convertido  en 
cuerpo  cierto,  y  si  debiere  ser  remitida 
á  otra  localidad,  que  el  enajenante  se 
baya  desprendido  de  ella  con  este  ob- 
jeto. 

En  el  caso  en  que  el  contrato  sea  con- 
dicional, sólo  será  de  cuenta  y  riesgo 
del  adquirente  la  pérdida  de  la  cosa  á 
contar  del  cumplimiento  de  la  condi- 
ción (171). 

Art.  205.  Salvo  las  disposiciones  re- 
lativas á  las  cosas  perdidas  ó  robadas, 
será  propietario  de  ellas  el  adquirente 
de  buena  fe  aun  cuando  no  lo  fuese  el 
que  la  haya  enajenado. 

Bajo  las  mismas  condiciones  perde- 
rán los  terceros  los  demás  derechos 
reales  que  pudieran  corresponderles  so- 
bre la  cosa  (199,  206,  209). 

Art.  206.  Podrán  reivindicarse  los 
objetos  perdidos  ó  robados  contra  cual- 
quier detentador,  durante  cinco  años 
contados  desde  el  día  de  la  pérdida  ó 
robo. 

Si  se  hubieren  adquirido  de  buena  fe 
cosas  perdidas  ó  robadas  en  un  merca- 
do ó  en  una  venta  pública,  ó  de  un  mer- 
cader que  venda  objetos  análogos,  el 
detentador  no  estará  obligado  á  des- 
hacerse de  ellas  sino  previo  el  reembol- 
so de  lo  que  por  las  mismas  haya  paga- 
do (205,  207,  208,  213,  227,  294). 

Art.  207.  El  adquirente  de  mala  fe 
estará  siempre  obligado  á  restituir  la 
cosa,  ó  si  se  hubiese  deshecho  de  ella, 


á  reembolsar  su  valor;  será,  además, 
responsable  de  cualquiera  disminución 
de  valor  que  provenga  de  culpa  suya, 
todo  sin  perjuicio  de  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  si  hubiere  lugar 
á  ello  (205,  206,  208,  790). 

Art.  208.  Salvo  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo anterior,  no  podrán  reivindi- 
carse: 

1.°  Los  billetes  de  Banco  ni  los  cu- 
pones vencidos; 

2.°  Los  títulos  al  portador  recibidos 
como  contravalores  y  de  buena  fe  en 
un  país  en  el  que  la  ley  no  admita  la 
reivindicación  (207,  258). 

Art.  209.  Cuando  las  mercaderías 
estén  representadas  por  un  resguardo 
de  depósito,  carta  de  porte  ú  otros  do- 
cumentos análogos,  se  reputará  propie- 
tario de  dichas  mercancías  al  que  haya 
adquirido  su  título  de  buena  fe.  Pero  si 
surgiere  algún  conflicto  con  un  tercero 
que  haya  llegado  á  ser  también  de  bue- 
na fe  poseedor  de  las  mismas  merca- 
derías, éste  deberá  ser  preferido  en 
cuanto  al  derecho  de  propiedad  ó  á  los 
demás  derechos  reales  de  que  se  pre- 
valga (186, 199). 

II.— Del  derecho  de  prenda  y  del  de 

retención 

Derecho  de  prenda  (gaje) 

Art.  210.  No  podrá  establecerse  el 
derecho  de  prenda  sobre  muebles  cor- 
porales ó  sobre  títulos  al  portador  sino 
por  medio  de  consignación,  es  decir, 
por  entrega  del  objeto  al  acreedor  pig- 
noraticio  ó  á  su  representante. 

No  se  reputará  hecha  la  entrega  mien- 
tras el  objeto  esté  en  manos  del  que 
constituye  la  prenda. 

No  obstante,  corresponderá  á  la  le- 
gislación cantonal  el  autorizar  el  em- 
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peño  del  ganado  por  el  mero  hecho  de 
una  inscripción  en  los  registros  públi- 
cos (211,  223,  884, 886,  895  \ 

Art.  211.  No  se  derogan  tampoco  las 
prescripciones  de  las  leyes  cantonales 
en  virtud  de  las  cuales  puedan  ser  hi- 
potecados objetos  muebles,  como  ac- 
cesorios de  un  inmueble,  al  mismo 
tiempo  y  en  las  mismas  formas  que  di- 
cho inmueble. 

Si  un  objeto  hubiese  sido  á  la  vez  hi- 
potecado en  estas  condiciones  y  dado 
en  prenda  para  garantía  de  otro  crédi- 
to, deberá  ser  preferido  el  acreedor  pig- 
noraticio, á  no  ser  que  haya  conocido 
ó  debido  conocer,  según  las  circunstan- 
cias, al  constituirse  la  fianza,  la  exis- 
tencia de  la  hipoteca.  A  la  legislación 
cantonal  corresponderá  determinar  lo 
que  debe  considerarse  como  accesorio 
de  un  inmueble  (210). 

Art.  212.  Las  mercaderías  represen- 
tadas por  títulos  susceptibles  de  endo- 
so, como  resguardos  de  depósito,  car- 
tas deporte  ú  otros  documentos  análo- 
gos, podrán  darse  en  prenda  por  la 
simple  entrega  al  acreedor  pignorati- 
cio del  título  endosado  á  su  favor. 

Si  se  hubiere  creado,  independiente- 
mente del  resguardo  de  depósito,  un 
título  especial  de  fianza  (warrant),  bas- 
tará la  entrega  de  este  título  endosado 
para  constituir  la  prenda,  con  tal  que 
estén  también  indicados  en  el  resguar- 
do la  cantidad  garantizada  y  su  venci- 
miento (210). 

Art.  213.  Cuando  se  haya  constituí- 
do  fianza  de  una  persona  con  muebles 
corporales  ó  con  títulos  al  portador,  de 
los  cuales  no  tenía  derecho  á  disponer 
para  este  objeto,  no  por  eso  dejará  el 
acreedor  pignoraticio  de  buena  fe  de 
adquirir  derecho  sobre  el  objeto,  salvo 
lo  dispuesto  en  el  art.  206  (206). 

Art  214.    La  prenda  que  tenga  por 


objeto  efectos  de  cambio  ú  otros  títu- 
los transmisibles  por  endoso,  no  que- 
dará constituida  sino  por  la  entrega  del 
título  endosado  al  acreedor  pignorati- 
cio (210,  215,  219). 

Art.  215.  Sólo  quedará  constituida  la 
prenda  que  tenga  por  objeto  otro  crédi- 
to: cuando  el  deudor  haya  sido  avisado; 
cuando  el  titulo  de  su  crédito,  si  lo  hu- 
biere, haya  sido  entregado  al  acreedor 
pignoraticio,  y  cuando  se  haya  hecho 
constar  por  escrito  el  compromiso  con- 
traído (9,  214,  219). 

Art.  216.  Si  el  crédito  dado  en  pren- 
da devengase  intereses,  el  acreedor 
pignoraticio  sólo  tendrá  derecho,  salvo 
estipulación  expresa,  á  los  intereses 
corrientes. 

La  misma  regla  se  aplicará  á  todos 
los  demás  productos  (dividendos)  pe- 
riódicos del  crédito  empeñado. 

Por  excepción,  el  derecho  del  acree- 
dor pignoraticio  se  extenderá  á  los  in- 
tereses y  demás  productos  periódicos 
cuando  estén  representados  por  cupo- 
nes que  puedan  desprenderse  del  título 
principal  y  le  hayan  sido,  sin  embargo, 
entregados  al  mismo  tiempo  que  aquél; 
pero  salvo  pacto  en  contrario,  los  cupo- 
nes deberán  entregarse  al  deudor  á  me- 
dida que  vayan  venciendo. 

Art.  217.  Podrá  darse  el  mismo  ob- 
jeto ó  crédito  en  prenda  de  un  segundo 
crédito,  á  condición  de  que  el  primer 
acreedor  provisto  de  prenda  reciba  avi- 
so de  ello  y  sea  invitado  á  entregarla, 
previo  el  pago  de  su  propio  crédito,  á  di- 
cho segundo  acreedor  y  no  al  deu- 
dor (210). 

Art.  218.  A  su  vez,  el  acreedor  pig- 
noraticio no  podrá  empeñar  el  objeto 
que  constituya  la  prenda  sino  con  el 
consentimiento  del  que  lo  haya  pigno- 
rado (220). 

Art.  219.    Perderá   su    privilegio    el 
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acreedor  pignoraticio  cuando  consienta 
en  dejar  el  objeto  en  poder  del  que  haya 
constituido  la  prenda  (210,  885). 

Art.  220.  El  acreedor  pignoraticio 
responderá  del  daño  que  resulte  de  la 
pérdida  ó  deterioro  de  la  prenda,  á  no 
ser  que  pruebe  que  el  daño  no  le  es  im- 
putable. 

Si  por  su  propio  motivo  hubiere  ena- 
jenado ó  empeñado  la  prenda,  respon- 
derá del  valor  integro  de  ésta,  sin  per- 
juicio de  otros  daños  é  intereses  si  hu- 
biere lugar  á  ello  (50,  218). 

Art.  221.  No  estará  obligado  el  acree- 
dor pignoraticio  á  restituir  todo  ó  parte 
de  la  prenda  mientras  no  le  haya  sido 
pagado  totalmente  el  crédito  añanzado 
(222,  223). 

Art.  222.  Será  nula  toda  cláusula 
quo  autorice  al  acreedor  á  apropiarse 
de  la  prenda  en  caso  de  falta  de  pago 
(221,  223,  884). 

Art.  223.  Se  regirá  la  realización  de 
la  prenda  por  las  leyes  de  la  localidad 
donde  se  halle  el  objeto  (221,  222). 

Del  derecho  de  retención 

Art.  224.  Fuera  de  los  casos  expre- 
samente previstos  por  la  ley,  gozará  e  1 
acreedor,  cuando  haya  vencido  su  cré- 
dito, del  derecho  de  retención  délos  bie- 
nes muebles  y  de  los  títulos  que  se  en- 
cuentren á  su  disposición  por  consenti- 
miento del  deudor,  con  tal  que  haya 
alguna  conexión  entre  el  crédito  y  el 
objeto  retenido. 

Bastará,  entre  comerciantes,  para 
que  haya  conexión,  que  el  crédito  y  la 
posesión  resulten  de  sus  relaciones  en 
los  negocios  (225, 229,  294,  295,  297,  442, 
461,  487). 

Art.  225.  No  podrá  ejercerse  el  dere- 
cho de  retención  con  menosprecio  de  las 
instrucciones  dadas  por  el  deudor,  ya 


al  hacer  la  entrega  del  objeto,  ya  antes, 
ni  en  contra  del  compromiso  contraído 
por  el  acreedor  de  emplear  el  objeto 
en  un  determinado  uso  (226). 

Art.  226.  Si  el  deudor  estuviese  en 
quiebra,  ó  si  hubiera  suspendido  sus 
pagos,  podrá  ejercerse  el  derecho  de 
retención  aun  para  la  garantía  de  un 
crédito  no  vencido. 

Tampoco  se  aplicará  en  ese  caso  el 
artículo  225  cuando  la  quiebra  ó  la  sus- 
pensión de  pagos  no  haya  tenido  lugar 
ó  no  haya  sido  conocida  del  acreedor 
sino  después  de  la  entrega  del  objeto  ó 
después  del  empeño  (225). 

Art.  227.  Si  el  deudor  hubiere  entre- 
gado al  acreedor,  dándolo  como  suyo, 
un  objeto  perteneciente  á  un  tercero, 
no  podrá  oponerse  el  derecho  de  reten- 
ción contra  dicho  tercero  sino  cuando 
el  acreedor  lo  haya  recibido  de  buena 
fe;  sin  perjuicio  del  derecho  de  reivin- 
dicación que  compete  al  propietario  en 
caso  de  pérdida  ó  robo  (206;. 

Art.  22d.  Cuando  el  acreedor  no  ha- 
ya recibido  el  pago  ni  garantía  suficien- 
te, podrá  perseguir,  mediante  aviso  pre- 
vio al  deudor,  la  realización  de  su  dere- 
cho de  retención,  como  un  acreedor 
pignoraticio. 

También  podrá  darse  el  aviso  aun 
después  de  la  declaración  de  quiebra 
del  deudor. 

Equivaldrá  al  aviso  la  notificación 
del  derecho  de  retención  hecha  á  la 
masa  (222,  223,  226> 

título  séptimo 

DE  LA   VENTA   Y   DEL  CAMBIO 

I.  —Disposiciones  g  enerales 

Art.  229.  La  venta  es  un  contrato 
por  el  cual  el  vendedor  se  obliga  á  en* 


158 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  V  JURÍDICAS 


tregar  al  comprador  la  propiedad  y  el 
disfrute  de  un  objeto,  mediante  un  pre- 
cio que  el  comprador  se  compromete  á 
pagarle  (¿30,  271). 

Art.  230.  Salvo  uso  ó  pacto  en  con- 
trario, el  vendedor  y  el  comprador  es- 
tán obligados  á  cumplir  simultánea- 
mente sus  respectivas  obligaciones  (86, 
260,  265). 

Art.  231.  La  venta  de  inmuebles  se 
regirá  por  el  derecho  cantonal. 

Corresponderá  asimismo  á  la  legisla- 
ción cantonal  el  restringir  y  hasta  su- 
primir completamente  el  derecho  de 
perseguir  en  juicio  el  pago  de  los  cré- 
ditos que  resulten  de  la  venta  al  por 
menor  de  bebidas  espirituosas,  incluso 
los  gastos  de  posada  ,10). 

II. — Obligaciones  del  vendedor 

De  la  entrega 

Art.  232.  Salvo  uso  ó  pacto  en  con- 
trario, los  gastos  de  la  entrega  y  prin- 
cipalmente los  de  medición  y  peso  se- 
rán de  cuenta  del  vendedor,  los  de  es- 
critura y  los  de  saca  de  cuenta  del  com- 
prador (233). 

Art.  233.  Salvo  uso  ó  pacto  en  con- 
trario, los  gastos  de  porte  serán  de 
cuenta  del  comprador  si  el  objeto  ven- 
dido debe  ser  remitido  á  otra  localidad 
que  la  de  la  ejecución  del  contrato. 

Se  presumirá  que  el  vendedor  ha  to- 
mado por  su  cuenta  los  gastos  de  trans- 
porte si  se  ha  estipulado  que  la  entrega 
se  hará  franca  de  porte.  Salvo  uso  ó 
pacto  en  contrario,  socomprenderán  en 
los  gastos  de  transporte  en  este  caso 
los  derechos  de  salida,  tránsito  y  en- 
trada cobrados  durante  éste,  pero  no 
los  de  consumo  cobrados  al  recibir  el 
objeto  (232). 

Art.  234.    En  materia  de  comercio, 


cuando  el  convenio  ñje  un  plazo  para 
la  entrega,  se  presumirá  que  el  com- 
prador tiene  el  derecho  de  renunciar  al 
contrato,  sin  otras  formalidades,  desde 
el  momento  mismo  en  que  el  vendedor 
incurra  en  mora. 

Si  el  comprador  prefiriere  exigir  la 
entrega,  deberá  ponerlo  en  conocimien- 
to del  vendedor  inmediatamente  des- 
pués del  vencimiento  del  plazo;  de  lo 
contrario,  no  podrá  ya  reclamar  la  eje- 
cución del  contrato,  sino  sólo  daños  y 
perjuicios,  si  hubiere  lugar  á  ello  (122, 
125,  263,  264). 

De  la  garantía  en  caso  de  evieción 

Art.  235.  El  vendedor,  estará  obliga- 
do á  garantir  al  comprador  la  evieción 
de  la  totalidad  ó  de  parte  de  lo  vendido 
en  virtud  de  un  derecho  que  tuviera  ya 
un  tercero  en  el  momento  de  hacerla 
venta  (229,  236,  242). 

Art.  236.  Si  el  comprador  conoce  al 
hacer  el  contrato  los  riesgos  de  evie- 
ción, sólo  estará  obligado  el  vendedor 
á  la  garantía  que  expresamente  hu- 
biere prometido  (235,  237). 

Art.  237.  Será  nula  toda  cláusula 
que  suprima  6  restrinja  la  obligación 
de  garantía,  si  el  vendedor  hubiere  di- 
simulado adrede  el  derecho  que  com- 
petía al  tercero  (114,  235,  236). 

Art.  238.  El  vendedor  sujeto  á  ga- 
rantía que  fuere  citado  de  evieción  por 
el  comprador  amenazado  en  sus  dere- 
chos, estará  obligado,  según  las  cir- 
cunstancias y  de  conformidad  con  las 
leyes  de  Enjuiciamiento,  á  ayudar  al 
comprador  ó  á  tomar  su  defensa. 

Si  el  llamamiento  á  los  autos  se  hu- 
biere hecho  en  tiempo  hábil,  la  senten- 
cia dictada  contra  el  comprador  podrá 
oponerse  contra  el  vendedor,  á  no  ser 
que  pruebe  que  es  consecuencia  del 
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dolo  6  de  falta  grave  del  comprador 
(239, 240). 

Art.  239.  Cuando  no  haya  sido  cita- 
do de  evicción  el  vendedor  que  le  sea 
imputable  esta  omisión,  quedará  libe- 
rado de  su  obligación  de  garantía  siem- 
pre que  pruebe  que  el  litigio  hubiera 
podido  tener  un  resultado  más  favora- 
ble si  se  hubiere  hecho  á  tiempo  la  ci- 
tación (238,  240). 

Art.  240.  Habrá  lugar  á  la  garantía, 
aun  cuando  haya  reconocido  el  com- 
prador el  derecho  de  un  tercero  sin  es- 
perar una  decisión  judicial  ó  haya 
aceptado  un  compromiso,  con  tal  que 
haya  avisado  al  vendedor  en  tiempo 
hábil,  y  le  haya  invitado  en  vano  á  to- 
mar su  defensa  (238, 239). 

Art.  241.  En  caso  de  evicción  total, 
se  reputará  rescindida  la  venta,  y  el 
comprador  á  quien  se  deba  la  garantía 
tendrá  derecho  á  reclamar  del  ven- 
dedor: 

1.'  La  restitución  del  precio  abona- 
do, con  los  intereses,  deduciendo  los 
frutos  que  hubiere  cobrado  6  dejado 
de  cobrar  por  descuido,  así  como  las 
demás  ventajas  de  que  se  hubiere  apro- 
vechado; 

2.°  Sus  impensas,  cuando  no  pueda 
hacerse  indemnizar  por  el  tercero  que 
ie  despoja; 

3.°  Todos  los  gastos  del  proceso, 
tanto  judiciales  como  extrajudiciales, 
á  excepción  de  los  que  hubiese  evitado 
llamando  á  los  autos  al  vendedor; 

4.°  Todos  los  demás  daños  y  perjui- 
cios que  resulten  directamente  de  la 
evicción. 

Si  el  vendedor  estuviese  en  mora,  po- 
drá ser  responsable,  de  conformidad 
con  el  art.  116,  de  mayores  daños  y  per- 
juicios (116, 242). 

Art.  242.  En  caso  de  evicción  par- 
cial, ó  cuando  la  cosa  esté  gravada  con 


una  carga  real  de  que  sea  fiador  el  ven- 
dedor, el  comprador  no  podrá  pedir  la 
rescisión  del  contrato,  y  sólo  tendrá 
derecho  á  los  daños  y  perjuicios  que  le 
resulten  de  la  evicción. 

Podrá,  sin  embargo,  hacer  rescindir 
la  venta  cuando  sean  tales  las  circuns- 
tancias que  probablemente  no  hubiese 
comprado  si  hubiese  previsto  la  evic- 
ción parcial.  Entonces  deberá  devolver 
al  vendedor  la  parte  de  la  cosa  de  que 
no  haya  sido  despojado  con  sus  pro- 
ductos ó  aumentos.  Por  analogía  los 
daños  y  perjuicios  se  determinarán  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  artícu- 
lo 241. 

r 

De  la  evicción  por  causa  de  los  defectos 
de  la  cosa  vendida 

Art.  243.  Estará  el  vendedor  obliga- 
gado  á  garantir  al  comprador,  tanto 
por  razón  de  las  calidades  prometidas, 
como  por  razón  de  los  defectos  que  qui- 
tan al  objeto  su  valor  ó  su  utilidad  pre- 
vista, ó  las  disminuya  sensiblemente, 
siendo  responsable  de  ellos  aun  cuan- 
do los  ignore  (214,  259,  890). 

Art.  244.  Será  nula  toda  cláusula 
que  suprima  ó  restrinja  la  garantía  de 
evicción  y  saneamiento,  si  el  vendedor 
hubiese  ocultado  fraudulentamente  al 
comprador  los  defectos  del  objeto  (114, 
243,  245,  247,  259). 

Art.  245.  No  será  el  vendedor  res- 
ponsable de  los  defectos  de  que  el  com- 
prador tenía  conocimiento  al  efectuar- 
se la  venta.  Tampoco  lo  será  de  los  de- 
fectos que  el  comprador  hubiera  podido 
notar  por  sí  mismo  con  una  atención 
suficiente,  sino  cuando  le  haya  ase- 
gurado que  no  existían  (243,  244,  246 
y  247). 

Art.  246.  El  comprador  deberá  exa- 
minar el  estado  de  la  cosa  recibida  en 
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cuanto  pueda  hacerlo  según  la  marcha 
habitual  de  los  negocios,  y  si  descu- 
briese defectos  de  que  sea  responsable 
el  vendedor,  deberá  ponerlo  inmedia- 
tamente en  conocimiento  de  éste. 

Si  descuidase  hacerlo,  se  tendrá  por 
aceptada  la  cosa  vendida,  á  no  ser  que 
se  trate  de  defectos  que  el  comprador 
no  podía  descubrir  por  medio  de  los 
usuales  procedimientos  de  examen.  Si 
más  tarde  se  descubriesen  defectos  de 
esta  clase,  deberán  señalarse  inmedia- 
tamente, y  si  no  se  tendrá  por  acepta- 
da la  cusa,  á  pesar  de  dichos  defectos 
(243,  245,  247,  271). 

Art.  247.  El  vendedor  que  induzca  á 
error  á  sabiendas  al  comprador,  no  po- 
drá prevalerse  de  la  limitación  de  res- 
ponsabilidad indicada  en  el  articulo  an- 
terior (114,  243,  246,  259). 

Art.  248.  Cuando  el  comprador  pre- 
tenda que  el  objeto  remitido  desde  otra 
localidad  es  defectuoso,  deberá,  si  el 
vendedor  na  tiene  representantes  en  la 
plaza,  tomar  provisionalmente  medidas 
para  asegurar  su  conservación,  y  no 
podrá  devolverlas  al  vendedor  sin  lle- 
nar ciertas  formalidades. 

Deberá,  además,  hacer  constar  su  es- 
tado con  las  formalidades  debidas  y 
sin  demora,  so  pena  de  tener  que  pro- 
bar por  si  mismo  que  los  defectos  ale- 
gados existían  ya  cuando  se  recibió. 

Si  fuese  de  temer  que  se  deteriorase 
pronto  el  objeto,  tendrá  derecho  el 
comprador  y  aun  obligación  de  vender- 
lo cuando  lo  exija  el  interés  del  vende- 
dor, con  el  concurso  de  la  autoridad 
competente  de  la  localidad  donde  se 
encuentre;  y  deberá  poner  estos  hechos 
lo  antes  posible  en  conocimiento  del 
vendedor,  so  pena  de  todos  los  daños  y 
perjuicios  (434,  454,  455, 463). 

Art.  249.  Cuando  haya  lugar  al  sa- 
neamiento por  razón  de  los  defectos 


del  objeto,  el  comprador  tendrá  la  elec- 
ción entre  hacer  rescindir  la  venta  ó 
reclamar  por  la  acción  de  reducción  de 
precio  una  indemnización  por  el  menor 
valor  de  la  cosa  (250,  259). 

Art.  250.  Sin  embargo,  en  el  caso  en 
que  el  comprador  haya  pedido  la  resci- 
sión del  contrato,  podrá  el  juez,  si  es- 
tima que  esta  petición  no  está  justifi- 
cada por  las  circunstancias,  limitarse 
á  decretar  la  reducción  de  precio  (249, 
251  y  252). 

Art.  251.  Cuando  la  depreciación 
sea  igual  al  precio  de  la  venta,  el  com- 
prador no  podrá  pedir  más  que  la  res- 
cisión (249,  250,  252). 

Art.  252.  Si  la  venta  consistiese  en 
una  cantidad  determinada  de  cosas 
fungibles,  tendrá  el  comprador  la  elec- 
ción entre  pedir  la  rescisión  ó  la  reduc- 
ción de  precio  y  exigir  otras  cosas  ad- 
misibles de  la  misma  especie. 

Asimismo  podrá  el  vendedor,  si  no 
se  tratase  de  cosas  remitidas  desde 
otra  localidad,  liberarse  de  cualquiera 
reclamación  de  parte  del  comprador, 
entregándole  acto  continuo  cosas  ad- 
misibles de  la  misma  especie  é  indem- 
nizándole del  daño  que  pudiere  haber 
experimentado  (249,  251). 

Art.  253.  En  caso  de  rescisión  de  la 
venta,  el  comprador  estará  obligado  á 
devolver  la  cosa  al  vendedor  con  sus 
productos  y  aumentos,  y  éste,  por  su 
parte,  estará  obligado  á  restituir  al 
comprador  el  precio  pagado,  con  los  in- 
tereses, y  además  á  indemnizarle  del 
daño  que  directamente  le  resulte  por  la 
entrega  de  mercaderías  defectuosas. 
Por  analogía  se  aplicarán,  además,  las 
disposiciones  del  art.  241  (241,  254,  256). 

Art.  254.  Podrá  pedirse  la  rescisión 
aun  cuando  haya  perecido  la  cosa  de- 
fectuosa, ya  á  consecuencia  de  sus  de- 
fectos, ya  por  caso  fortuito;  pero  en 
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este  caso  el  comprador  no  estará  obli- 
gado á  devolver  sino  lo  que  quede  de  la 
cosa. 

Si  la  cosa  hubiese  perecido  por  culpa 
del  comprador  ó  la  hubiese  enajenado 
ó  transformado,  sólo  podrá  pedir  la  re- 
ducción de  precio  (253,  255,  256). 

Art.  255.  Cuando  la  venta  consista 
en  varias  cosas  á  la  vez  ó  en  un  con- 
junto de  piezas,  y  sólo  tengan  defectos 
algunas  de  ellas,  sólo  podrá  pedirse  la 
rescisión  respecto  de  las  últimas. 

Pero  en  el  caso  en  que  la  cosa  ó  la 
pieza  defectuosa  no  pueda  desprender- 
se de  las  que  son  admisibles  sin  perjui- 
cio notable  para  el  comprador  ó  para 
el  vendedor,  deberá  extenderse  la  res- 
cisión á  todo  lo  que  sea  objeto  de  la 
venta  (253,  254,  256). 

Art.  256.  La  rescisión  de  la  venta 
por  razón  de  los  defectos  de  la  cosa 
principal  implicará  la  de  la  venta  de  la 
cosa  accesoria,  aun  cuando  se  haya 
fijado  un  precio  distinto  para  la  última. 

Pero  si  sólo  fuese  defectuosa  la  cosa 
accesoria,  no  podrá  pedirse  la  resci- 
sión sino  con  relación  á  ésta  (253 
y  255). 

Art.  257.  Prescribirá  toda  acción  en 
garantía  por  razón  de  los  defectos  de 
la  cosa,  al  año,  contado  desde  que  se 
haya  hecho  la  entrega  al  comprador, 
aun  cuando  éste  no  haya  descubierto 
los  defectos  sino  más  tarde;  pero  no 
sucederá  lo  mismo  si  el  vendedor  hu- 
biese prometido  expresamente  su  ga- 
rantía durante  un  plazo  largo. 

Art.  258.  Si  no  se  hubiese  hecho  la 
notiñcación  prevista  en  el  art.  246  al 
vendedor  en  el  plazo  de  un  año,  contado 
desde  la  entrega,  no  podrá  ya  el  com- 
prador hacer  valer,  ni  aun  por  vía  de 
excepción,  el  saneamiento  debido  por 
razón  de  los  defectos  de  la  cosa.  Si  se 
hubiese  hecho  á  tiempo  la  notiñcación, 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídicas. 


gozará  de  las  excepciones  que  de  aquél 
resulten  (246,  257,  259). 

Art.  259.  £1  vendedor  no  podrá  invo- 
car las  disposiciones  de  los  artículos 
257  y  258  cuando  se  pruebe  que  á  sa- 
biendas ha  inducido  á  error  al  compra- 
dor (244,  247,  257,  258). 

m.—  Obligaciones  del  comprador 

Art.  260.  El  comprador  estará  obli- 
gado á  abonar  el  precio  de  conformi- 
dad con  las  cláusulas  del  contrato  y  á 
aceptar  la  cosa  vendida,  con  tal  que  le 
sea  ofrecida  en  las  condiciones  conve- 
nidas. Salvo  uso  ó  pacto  en  contrario, 
deberá  tener  lugar  inmediatamente  su 
recibo  (229,  230,  261,  266). 

Art.  261.  Si  el  comprador  hubiere 
hecho  un  pedido  en  ñrme,  pero  sin  in- 
dicación de  precio,  se  presumirá  que 
se  ha  cerrado  el  trato  al  precio  medio 
del  día  en  el  punto  de  su  ejecución  (262). 

Art.  262.  Cuando  se  calcule  el  pre- 
cio de  la  mercadería  por  el  peso,  se  de- 
ducirá el  del  embalaje  (tara);  salvo  los 
usos  particulares  del  comercio,  según 
los  que  el  precio  de  ciertas  mercaderías 
se  calcula  por  el  peso  bruto  ó  con  una 
deducción  fija  ó  de  un  tanto  por  cien- 
to (261). 

Art.  263.  Si  la  cosa  no  debiere  entre- 
garse sino  después  del  pago  del  precio 
ó  á  cambio  de  éste  y  estuviere  el  com- 
prador en  mora  por  dicho  pago,  podrá 
el  vendedor  desistir  del  contrato  sin 
otras  formalidades;  pero  estará  obliga- 
do á  avisar  inmediatamente  al  compra- 
dor, so  pena  de  daños  y  perjuicios  (122, 
125,  234,  264). 

Art.  264.  Cuando  la  cosa  haya  ve* 
nido  á  poder  del  comprador  antes  del 
pago  del  precio,  el  vendedor  no  podrá, 
por  razón  de  la  morosidad  de  aquél,  de- 
sistir del  contrato  y  repetir  contra  la 

n 


162 


Instituciones  eolíticas  y  jurídicas 


cosa,  sino  cuando  expresamente  se 
haya  reservado  este  derecho  (2G3). 

Ait.  265.  Salvo  pacto  en  contrario, 
será  exigible  el  precio  en  cuanto  la 
cosa  haya  pasado  á  poder  del  compra- 
dor (86,  236,  260). 

Art.  266.  Independientemente  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  117  sobre  la  falta 
resultante  sólo  del  vencimiento  del 
plazo,  devengará  intereses,  aun  sin 
previa  intimación,  el  precio  de  la  venta: 

1.°    Si  tal  fuere  la  costumbre; 

2.°  Si  el  comprador  pudiera  sacar 
frutos  ú  otros  productos  á  la  cosa  (117, 
119,  263,  264). 

IV. — De  algunas  clases  de  ventas 
particulares 

* 

Venta  por  muestras 

Art.  267.  En  la  venta  por  muestras, 
la  parte  á  quien  se  hayan  confiado 
no  estará  obligada  á  probar  la  identidad 
de  la  muestra  que  presenta  con  la  que 
ha  recibido,  y  será  creída  en  juicio  por 
su  afirmación  personal.  Lo  mismo  su- 
cederá cuando  desde  que  se  remitió 
haya  cambiado  de  forma  la  muestra, 
si  este  cambio  es  resultado  necesario 
del  examen  que  de  ella  se  haya  hecho. 

Siempre  tendrá  la  otra  parte  la  fa- 
cultad de  probar  que  no  hay  identi- 
dad (268). 

Art.  268.  Si  se  hubiere  deteriorado  la 
muestra  ó  si  hubiere  perecido  en  casa 
del  comprador,  pero  sin  culpa  de  éste, 
ya  no  tendrá  el  vendedor  que  probar 
que  la  cosa  es  conforme  con  la  mues- 
tra, sino  que  el  comprador  deberá  pro- 
bar lo  contrario  267). 

De  la  venta  por  ensayo  ó  por  examen 

Art.  269.    En  la  venta  por  ensayo  ó 


por  examen,  el  comprador  será  libre 
de  aceptar  ó  no  la  cosa. 

Mientras  no  sea  aceptada  la  cosa  se- 
guirá siendo  su  propietario  el  vende- 
dor, aun  cuando  haya  pasado  á  poder 
del  comprador  (171,  270,  271). 

Art.  270.  Cuando  deba  hacerse  el 
examen  en  casa  del  vendedor,  dejará 
éste  de  estar  ligado,  si  el  comprador  no 
hubiese  aceptado  la  cosa  en  el  plazo 
fijado  por  el  convenio  ó  por  la  costum- 
bre local.  A  falta  de  un  pazo  así  fijado, 
podrá  el  vendedor,  después  de  transcu- 
rrido un  plazo  prudencial,  intimar  al 
comprador  para  que  declare  si  acepta 
ó  no  la  cosa,  y  dejará  de  estar  ligado  si 
aquél  no  se  decide  inmediatamente  des- 
pués (122,  269,  271). 

Art.  271.  Cuando  se  haya  entregado 
la  cosa  al  comprador  antes  del  examen, 
se  reputará  perfecta  la  venta  si  no  de- 
clara que  no  acepta  la  cosa  ó  si  no  la 
devuelve  en  el  plazo  fijado  en  el  conve- 
nio ó  por  el  uso  local,  ó,  en  su  defecto, 
inmediatamente  después  de  la  intima- 
ción del  vendedor. 

Se  reputará  asimismo  perfecta  la 
venta  si  el  comprador  pagase  sin  re- 
serva todo  el  precio  ó  parte  de  él  ó  si 
dispusiese  de  la  cosa  de  otro  modo  que 
parezca  necesario  para  comprobar  su 
calidad  (246,  269,  270). 

V.—  Del  cambio 

Art.  272.  Por  analogía  se  aplicarán 
las  reglas  de  la  venta  al  contrato  de 
cambio,  teniendo  en  cuenta  que  cada 
uno  de  los  co-permutantes  debe  consi- 
derarse como  vendedor  respecto  á  la 
cosa  que  promete  y  como  comprador 
respecto  á  aquella  que  le  ha  sido  pro- 
metida (229,  271,  273). 

Art.  273.  El  co-permutante  que  sea 
despojado  de  la  cosa  por  él  recibida  ó 
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que  la  haya  devuelto  por  razón  de  sus 
defectos,  podrá  pedir  á  su  elección  da- 
ños y  perjuicios  ó  repetir  la  cosa  que 
haya  dado  (241,  249,  272). 

TITULO    OCTAVO 

DEL  ALQUILER  Ó  ARRIENDO  DE  LAS  COSAS 

I.— Del  arriendo  por  alquiler 

Art.  274.  El  arriendo  por  alquiler  es 
un  contrato  por  el  que  una  de  las  par- 
tes, el  arrendador,  se  obliga  á  dejar  el 
goce  de  una  cosa  á  la  otra  parte,  el 
arrendatario,  mediante  un  precio  ó  al- 
quiler que  éste  se  obliga  á  pagar  á 
aquél  (275,  295). 

Art.  275.  El  contrato  de  alquiler  no 
está  sujeto  á  forma  alguna  especial. 

Sin  embargo,  cuando  la  cosa  alqui- 
lada sea  un  inmueble  y  las  cláusulas 
convenidas  entre  las  partes  sean  con- 
trarias al  presente  Código,  sin  que  ha- 
yan sido  expresamente  reservadas  en 
él,  será  necesaria  la  forma  escrita  para 
dichas  cláusulas  (9, 11,  13). 

Art.  276.  El  arrendador  estará  obli- 
gado á  entregar  la  cosa  en  estado  ade- 
cuado al  uso  para  que  ha  sido  alquila- 
da, y  á  conservarla  en  ese  estado  mien- 
tras dure  el  contrato  (274,  277,  278). 

Art.  277.  Si  se  hubiese  entregado  la 
cosa  en  un  estado  impropio  para  el  uso 
para  que  fué  alquilada,  ó  cuyo  uso 
quede  notablemente  disminuido,  ten- 
drá derecho  el  arrendatario  á  desistir 
del  contrato,  de  conformidad  con  los 
artículos  122  á  125. 

Cuando  se  produzca  el  deterioro  du- 
rante el  tiempo  del  arriendo  sin  cul- 
pa del  arrendatario,  podrá  éste  exigir 
una  reducción  proporcional  del  alqui- 
ler, y  hasta  desistir  del  contrato  si  no 


se  repusiere  la  cosa  en  estado  conve- 
niente dentro  de  un  plazo  prudencial. 

Si  el  arrendador  estuviere  en  mora, 
tendrá  derecho,  además,  el  arrendata- 
rio á  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios (122, 125,  176,  278). 

Art.  278.  Si  durante  el  arriendo  exi- 
giese urgentes  composturas  la  cosa  al- 
quilada, el  arrendatario  deberá  sopor- 
tarlas, sin  perjuicio  de  los  derechos 
que  le  correspondan  en  virtud  del  ar- 
tículo anterior  (276,  277). 

Art.  279.  El  arrendatario  que  por  su 
propia  culpa  ó  de  resultas  de  un  acci- 
dente ocurrido  á  su  persona,  no  pueda 
servirse  de  la  cosa  alquilada  ó  sólo 
pueda  hacer  de  ella  un  uso  restringido, 
no  por  eso  dejará  de  estar  obligado  á 
pagar  el  alquiler  completo,  con  tal  que 
el  arrendador  haya  tenido  la  cosa  á  su 
disposición  para  el  uso  convenido;  sin 
perjuicio  de  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 292. 

Art.  280.  Si  un  tercero  hiciere  valer 
sobre  la  cosa  alquilada  un  derecho  in- 
compatible con  el  del  arrendatario,  es- 
tará obligado  el  arrendador,  previo  avi- 
so del  arrendatario,  á  tomar  parte  en 
el  litigio  á  favor  de  aquél,  y,  en  el  caso 
en  que  el  arrendatario  fuese  turbado 
en  su  goce,  tal  como  se  ha  determina- 
do en  el  contrato,  á  indemnizarle  del 
perjuicio  que  experimente. 

Art.  281.  Si  mientras  dure  el  arrien- 
do, enajenase  el  arrendador  la  cosa  al- 
quilada ó  le  fuese  quitada  á  consecuen- 
cia de  una  ejecución,  de  un  embargo  ó 
una  quiebra,  el  arrendatario  no  tendrá 
derecho  á  exigir  del  tercero  poseedor 
la  continuación  del  arriendo,  á  no  ser 
que  éste  se  halle  obligado  á  ello,  y  sólo 
podrá  exigir  del  arrendador  el  cumpli- 
miento del  contrato,  ó,  en  su  defecto, 
indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sin  embargo,  en  materia  de  arriendo 
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de  inmuebles,  el  tercero  adquirente  no 
podrá  expulsar  al  arrendatario  sino  á 
condición  de  observar  los  plazos  pres- 
critos en  el  art.  290,  números  1.°  y  2.°, 
á  no  ser  que  el  contrato  le  autorice  á 
rescindir  antes  el  arriendo. 

Con  el  presente  articulo  no  se  des- 
truyen los  efectos  particulares  de  la 
inscripción  del  arriendo  en  los  Regis- 
tros de  la  propiedad,  de  hipotecas  ú 
otros  análogos,  según  estén  regulados 
por  el  derecho  cantonal,  ni  las  disposi- 
ciones de  las  leyes  sobre  la  expropia- 
ción por  causa  de  utilidad  pública  (276 
y  290). 

Art.  282.  El  arrendatario  soportará 
las  cargas  é  impuestos  con  que  esté 
gravada  la  cosa  arrendada. 

Serán  de  cuenta  del  arrendatario  las 
obras  de  limpieza  y  reparación  necesa- 
rias para  el  uso  ordinario  de  la  cosa 
alquilada,  y  Jas  grandes  reparaciones 
de  cuenta  del  arrendador,  conformán- 
dose en  todo  á  los  usos  locales  (278 
y  284). 

Art.  283.  El  arrendatario  estará  obli- 
gado á  usar  de  la  cosa  como  buen  pa- 
dre de  familia. 

Podrá  el  arrendador  pedir  la  inme- 
diata rescisión  del  contrato  con  daños 
y  perjuicios,  si,  no  obstante  la  protesta 
de  su  parte,  emplease  el  arrendatario 
la  cosa  en  otro  uso  distinto  de  aquel 
para  que  ha  sido  alquilada  ó  si  por 
abuso  manifiesto  causare  á  la  cosa  un 
perjuicio  duradero  (284,  285). 

Art.  284.  Si  hubiere  que  proceder  á 
hacer  reparaciones  que  sean  de  cuenta 
del  arrendador,  ó  si  un  tercero  presen- 
tase pretensiones  sobre  la  cosa  alqui- 
lada, el  arrendatario  estará  obligado  á 
ponerlo  inmediatamente  en  conocimien- 
to del  arrendador,  so  pena  de  todos  los 
daños  y  perjuicios  (278, 280,  282). 

Art.  285.    El  inquilino  tendrá  derecho 


á  subarrendar  toda  la  cosa  alquilada  ó 
parte  de  ella,  con  tal  que  por  ello  no  re- 
sulte  ningún  cambio  perjudicial  para  el 
acreedor. 

El  inquilino  garantizará  al  arrenda- 
dor que  el  subinquilino  no  empleará  la 
cosa  sino  para  el  uso  autorizado  en  el 
arriendo  principal. 

El  arrendador  podrá  también  dirigir- 
se en  primer  término  al  subinquilino 
para  obligarle. 

La  cesión  del  arriendo  estará  asimi- 
lada al  subalquiler  (283, 295). 

Art.  286.  El  arrendatario  estará  obli- 
gado á  pagar  el  alquiler  en  lo$  plazos 
fijados  por  el  contrato  ó  por  el  mso 
local. 

Si  no  hubiere  fijado  plazo  alguno,  de 
berá  pagarse  el  alquiler  al  ñn  de  cada 
trimestre,  cuando  se  hayan  hecho  los 
contratos  expresa  ó  tácitamente  por 
uno  ó  más  años,  ó  por  uno  ó  más  se- 
mestres; á  fin  de  cada  mes,  cuando  los 
contratos  sean  de  menor  duración,  y  á 
más  tardar,  á  la  espiración  del  tiempo 
por  el  que  se  haya  hecho  el  contrato 
(274,  287,  288). 

Art.  287.  Cuando  durante  el  arrien- 
do se  atrase  el  arrendatario  en  el  pago 
de  un  plazo  vencido,  podrá  el  arrenda- 
dor señalarle  un  término  de  treinta 
dias  si  el  contrato  fuere  por  un  semes- 
tre ó  más,  ó  de  seis  dias  si  fuere  de 
menor  duración,  manifestándole  que 
transcurrido  dicho  término  quedará 
rescindido  el  contrato  por  falta  de 
pago. 

Correrá  el  plazo  desde  el  dia  en  que 
el  arrendatario  haya  recibido  el  aviso 
del  arrendador. 

Por  otra  parte,  el  arrendador  podrá 
pedir  daños  y  perjuicios,  si  hubiere  lu- 
gar á  ellos  (122,  286). 

Art.  288.  En  caso  de  quiebra  del 
arrendatario,  podrá  el  arrendador  res- 
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cindir  el  contrato,  á  no  ser  que  dentro 
de  un  plazo  conveniente  se  le  den  ga- 
rantías para  los  plazos  atrasados  y  los 
que  hayan  de  vencer  (96). 

Art.  289.  Cuando  ni  expresa  ni  táci- 
tamente se  haya  fijado  la  duración  del 
arriendo,  cada  parte  podrá  darlo  por 
terminado  despidiendo  á  la  otra  (200 
y  291). 

Art.  290.  Salvo  pacto  en  contrario,  se 
guardarán  los  plazos  siguientes  para  la 
despedida: 

1.°  Si  se  trata  de  cuartos  desamue- 
blados ó  de  oficinas,  talleres,  tiendas, 
almacenes,  bodegas,  granjas,  cuadras 
ú  otros  locales  análogos,  no  podrá  fi- 
jarse la  despedida  sino  para  el  venci- 
miento más  próximo  fijado*por  el  uso 
local,  y,  en  su  defecto,  para  el  fin  de 
un  plazo  de  seis  meses;  en  ambos  casos 
mediante  un  aviso  previo  de  tres  meses; 

2.°  Si  se  trata  de  cuartos  amuebla- 
dos, de  habitaciones  aisladas  ó  de  mue- 
bles de  un  cuarto,  no  podrá  fijarse  la 
despedida  sino  al  fin  de  un  plazo  men- 
sual, previo  un  aviso  con  dos  semanas 
de  anticipación; 

3.o  Si  se  trata  de  otros  objetos  mue- 
bles, podrá  fijarse  la  despedida  en  cual- 
quier tiempo,  previo  aviso  con  tres  días 
de  antelación. 

Art.  291.  Si  se  hubiese  hecho  el  con- 
trato por  tiempo  fijo  y  quedase  el 
arrendatario  á  la  espiración  de  dicho 
tiempo  disfrutando  de  la  cosa  alquila- 
da á  sabiendas  del  arrendador  y  sin 
oposición  por  su  parte,  se  reputará  re- 
novado el  contrato,  si  no  hubiese  pacto 
en  contrario,  por  tiempo  indetermina- 
do, salvo  el  derecho  de  cada  parte  para 
despedirse  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  art.  290,  números  1.°  al  3.° 
(289,  290,  891). 

Art.  292.  Podrán  rescindirse  los 
contratos  de  arriendo  de  inmuebles, 


cuya  duración  hayan  fijado  las  partes, 
por  cada  una  de  éstas,  antes  de  la  es- 
piración normal,  si  sobrevinieren  cir- 
cunstancias graves  que  hagan  intole- 
rable el  continuar  ejecutándolo ,  te- 
niendo éstas  la  obligación  de  observar 
los  plazos  prescritos  en  el  art.  290, 
números  1.°  y  2.°,  y  de  ofrecer  á  la  otra 
una  completa  compensación. 

Si  no  pudieren  ponerse  de  acuerdo 
las  partes  sobre  la  naturaleza  é  impor- 
tancia de  esta  compensación,  resolve- 
rá el  juez;  pero  nunca  podrá  ser  infe- 
rior la  indemnización,  ya  para  el  arren- 
dador, ya  para  el  arrendatario,  al  al- 
quiler de  un  semestre  cuando  se  haya 
hecho  el  contrato  por  año  ó  por  un  pe- 
ríodo mayor. 

Mientras  no  se  le  haya  abonado  la 
indemnización,  el  arrendatario  no  po- 
drá ser  obligado  á  abandonar  la  cosa 
alquilada  (279,  290). 

Art.  293.  En  caso  de  muerte  del 
arrendatario,  podrán  rescindir  los  con- 
tratos de  alquiler  por  un  año,  ó  más, 
en  el  término  más  próximo,  ya  por  sus 
herederos,  ya  por  el  arrendador,  previo 
aviso  dado  de  conformidad  con  el  ar- 
ticulo 270,  números  1.°  y  2.°  (290). 

Art.  294.  El  arrendador  de  un  in- 
mueble tendrá,  como  garantía  del  al- 
quiler del  año  transcurrido  y  del  co- 
rriente, un  derecho  de  retención  sobre 
los  muebles  existentes  en  los  lugares 
alquilados  y  que  sirvan  ya  para  el  de- 
corado, ya  para  el  uso  de  dichos  lu- 
gares. 

Este  derecho  no  obstará  para  la  rei- 
vindicación por  terceros  propietarios, 
según  el  art.  227,  de  los  objetos  robados 
ó  perdidos,  ó  de  aquéllos  que  el  arren- 
dador haya  sabido  ó  debido  saber  que 
no  pertenecían  al  arrendatario.  Tam- 
poco se  extenderá  á  las  cosas  que,  se- 
gún las  leyes  sobre  el  enjuiciamiento 
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por  deudas  y  pop  quiebras,  no  puedan 
ser  comprendidos  en  la  ejecución  for- 
zosa. 

Podrá  el  arrendador,  en  virtud  de  su 
derecho  de  retención  y  con  la  asisten- 
cia de  la  autoridad  competente,  obligar 
al  inquilino  que  quiera  mudarse  ó  lle- 
varse los  objetos  que  decoren  los  luga- 
res alquilados,  \  dejar  todos  los  mue- 
bles que  sean  necesarios  para  su  ga- 
rantía (224,  228,  295). 

Art.  295.  Se  extenderá  á  los  mue- 
bles traídos  por  el  subinquilino,  el  de- 
recho de  retención  del  arrendador  has- 
ta cubrir  el  valor  de  los  derechos  que 
tenga  el  inquilino  principal  contra  este 
último  (285,  294). 

II. — Del  contrato  de  arrendamiento 

Art.  296.  El  arrendamiento  es  un 
contrato  por  el  que  una  de  las  partes, 
el  arrendador,  se  obliga  á  dejar  gozar 
á  la  otra,  el  arrendatario,  de  un  in- 
mueble ó  de  un  derecho  productivo  (de- 
recho de  caza,  pesca,  fuerza  hidráuli- 
ca, explotación  de  una  industria,  etcé- 
tera), mediante  un  precio  ó  renta  que 
el  arrendatario  se  obliga  á  pagarle,  que 
podrá  consistir  en  dinero  ó  en  una  par- 
te alícuota  de  los  frutos  ó.  productos 
(colonato  parcelario,  aparcería)  (297 
y  320). 

Art.  297.  Por  analogía  serán  aplica- 
bles al  contrato  de  arrendamiento  los 
artículos  275,  277,  278,  280,  294  y  295. 

Art.  298.  El  arrendatario  que  por  su 
propia  culpa  ó  por  accidente  ocurrido 
á  su  persona,  no  pueda  servirse  de  la 
cosa  arrendada  ó  sólo  pueda  hacer  de 
ella  un  uso  restringido,  no  dejará  por 
eso  de  quedar  obligado  al  pago  de  la 
renta  completa,  con  tal  que  el  arren- 
dador haya  tenido  la  cosa  á  su  disposi- 
ción para  el  uso  convenido;  sin  perjui- 


cio, no  obstante,  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  310. 

Art.  299.  Si  estuviesen  comprendi- 
dos en  el  contrato  utensilios,  anima* 
les  ó  provisiones,  estará  obligada  cada 
parte  á  entregar  á  la  otra  un  inventa- 
rio detallado,  firmado  por  ella,  y  á 
prestarse  á  una  estimación  contradic- 
toria de  estos  objetos. 

Art.  300.  El  arrendador  estará  obli- 
gado á  entregar  la  cosa  al  arrendata- 
rio, así  como  los  objetos  muebles  com- 
prendidos en  el  arriendo,  en  estado  ade- 
cuado al  uso  y  á  la  explotación  previs- 
ta en  el  contrato  (296,  297,  301 ). 

Art.  301.  Si  durante  el  tiempo  del 
contrato  fueren  necesarias  grandes  re- 
paraciones? el  arrendador  estará  obli- 
gado á  ejecutarlas  por  su  cuenta  tan 
pronto  como  el  arrendatario  haya  pues- 
to en  su  conocimiento  la  necesidad  de 
llevarlas  á  cabo  (297,  300,  305). 

Art.  302.  El  arrendador  soportará 
las  cargas  é  impuestos  que  graven  la 
cosa  alquilada. 

Art.  303.  El  arrendatario  estará  obli- 
gado á  explotar  la  cosa  alquilada  como 
buen  padre  de  familia,  según  el  uso  á 
que  se  destina,  debiendo  mantenerla 
principalmente  en  buen  estado  de  pro- 
ducción. 

No  tendrá  derecho  á  introducir  en  el 
modo  de  explotación  existente  cambio 
alguno  esencial,  cuyos  efectos  puedan 
extenderse  más  allá  de  la  duración  del 
contrato  (304,  305). 

Art.  304-  El  arrendatario  deberá  cui-# 
dar  de  la  buena  conservación  de  la  cosa 
arrendada. 

De  conformidad  con  los  usos  locales, 
estará  obligado  á  hacer  las  pequeñas 
reparaciones,  y  principalmente  si  se 
trata  de  una  finca  rural,  de  la  conser- 
vación usual  de  los  caminos,  pasos, 
fosos,  diques,  vallas  y  setos,  techum- 
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bres,  acueductos,  etc.;  además  deberá 
sustituir  los  utensilios  y  útiles  de  poco 
valor  que  se  hayan  gastado  por  vetus- 
tez ó  por  el  uso  (301,  3«»3). 

Art.  305.  Si  se  hiciesen  necesarias 
grandes  reparaciones  ó  si  un  tercero 
tuviere  pretensiones  á  la  cosa  alquila- 
da, estará  obligado  el  arrendatario  á 
avisar  inmediatamente  al  arrendador 
so  pena  de  todos  los  daiios  y  perjui- 
cios (297,  301,  303). 

Art.  306.  El  arrendatario  no  tendrá 
derecho  á  subarrendar  la  cosa  sin  el 
consentimiento  del  arrendador.  Será, 
sin  embargo,  libre  de  subarrendar  lo- 
cales aislados  dependientes  de  ella,  con 
tal  que  por  ello  no  resulte  ningún  cam- 
bio perjudicial  para  el  arrendador. 

En  cuanto  estén  permitidos  el  sub- 
arriendo y  el  subalquiler,  se  aplicarán 
por  analogía  los  apartes  2.°  y  3.°  del  ar- 
tículo 285  (297). 

Art.  307.  El  arrendador  estará  obli- 
gado á  pagar  el  precio  del  arriendo  en 
los  plazos  fijados  por  el  contrato  6  por 
los  usos  locales.  Si  no  hubiere  fijado 
plazo  alguno,  se  pagará  el  arrenda- 
miento á  la  espiración  de  cada  año  de 
contrato  ó,  á  más  tardar,  á  la  del  tiem- 
po por  que  se  hizo  éste  (296,  308,  312 
y  315). 

Art.  308.  El  arrendatario  de  una  fin- 
ca rural  podrá  exigir  un  descuento  pro- 
porcional al  del  precio  del  arrendamien. 
to  si  de  resultas  de  accidentes  extraor- 
dinarios se  hubiese  disminuido  consi- 
derablemente el  rendimiento  normal 
de  la  finca. 

Sin  embargo,  no  teñera  derecho  al 
descuento  si  hubiese  lugar  á  admitir 
que  la  eventualidad  de  tales  accidentes 
se  tuvo  en  cuenta  al  fijar  el  arrenda- 
miento, ó  si  el  daño  estuviese  cubier- 
to por  un  seguro  (207). 

Art.  309.     Cada  parte,  salvo  uso  ó 


pacto  en  contrario,  tendrá  derecho  á 
despedirse,  á.  condición  de  hacerlo  por 
lo  menos  con  seis  meses  de  anticipa? 
ción.  Si  el  contrato  de  arriendo  fuese 
relativo  á  una  finca  rural,  sólo  podrá 
efectuarse  la  despedida  para  la  fiesta  de 
San  Martín,  y  respecto  á  los  demás  ob- 
jetos, en  cualquiera  época  del  año  (311). 

Art.  310.  Si  se  hubiere  hecho  el  con- 
trato por  un  número  determinado  de 
años  y  sobrevinieren  circunstancias 
graves  que  hagan  intolerable  su  conti- 
nuación para  alguna  parte,  ésta  podrá 
despedirse  antes  de  la  espiración  del 
tiempo  convenido,  con  tal  que  observe 
el  plazo  de  seis  meses  prescrito  en  el 
articulo  309  y  ofrezca  á  la  otra  parte 
una  completa  compensación. 

Si  no  pudiesen  ponerse  de  acuerdo 
las  partes  sobre  la  naturaleza  ó  la  im- 
portancia de  esta  compensación,  resol- 
verá el  juez.  En  ningún  caso  podrá  la 
indemnización  ser  inferior  al  arrenda- 
miento de  un  año. 

No  podrá  obligarse  al  arrendatario  á 
dejar  la  cosa  arrendada  mientras  no  se 
le  haya  abonado  la  indemnización  (298 
y  309). 

Art.  311.  Si  se  hubiese  hecho  el  con- 
trato por  un  tiempo  fijo  y  quedase  el 
arrendatario  á  la  espiración  de  éste 
disfrutando  de  la  cosa  alquilada,  á  sa- 
biendas del  arrendador  y  sin  oposición 
por  su  parte,  salvo  pacto  en  contrario, 
continuará  surtiendo  sus  efectos  el  con- 
trato durante  un  año;  y  pasado  este  pri- 
mer año,  durante  otro,  y  así  sucesiva- 
mente hasta  que  á  consecuencia  de  un 
aviso  de  despedida,  dado  con  seis  me- 
ses de  anticipación,  se  rescindirá  el 
contrato  al  fin  del  año  corriente  á  la 
sazón  (309, 891). 

Art.  312.  Si  el  arrendatario  no  paga- 
se el  arrendamiento  á  su  vencimiento, 
el  arrendador  podrá  concederle  un  pía- 
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zode  sesenta  días,  manifestándole  que 
se  rescindirá  el  contrato,  por  falta  de 
pago,  á  la  espiración  de  dichos  sesen- 
ta días. 

Correrá  el  plazo  desde  el  día  en  que 
el  arrendatario  haya  recibido  el  aviso 
del  arrendador. 

No  tendrá  derecho  el  arrendatario, 
cuando  se  trate  de  una  finca  rural,  á 
los  frutos  todavía  pendientes  al  rescin- 
dir el  contrato;  pero  los  gastos  de  cul- 
tivo correspondientes  deberán  reem- 
bolsársele al  tanto  fijado  por  el  juez, 
salvo  imputación  del  arrendamiento 
corriente  (122,  307). 

Art.  313.  Tendrá  derecho  el  arren- 
dador á  rescindir  el  contrato  si  contra- 
viniere el  arrendatario  de  manera  gra- 
ve á  las  obligaciones  que  le  imponen 
los  artículos  303  y  304,  y  si  no  obstan- 
te la  intimación  no  cumpliese  en  un 
plazo  prudencial  Ajado  por  el  arren- 
dador. 

Asimismo  se  aplicarán,  en  este  caso, 
las  disposiciones  del  art.  312,  apar- 
te 3.°,  relativas  á  los  frutos  y  á  los  gas- 
tos de  cultivo  (122,  312). 

Art.  314.  Si  durante  el  tiempo  del 
contrato  enajenase  el  arrendador  la 
cosa  arrendada  ó  le  fuere  arrebatada  á 
consecuencia  de  ejecución  forzosa,  de 
embargo  ó  de  quiebra,  no  tendrá  el 
arrendatario  derecho  á  exigir  del  ter- 
cero adquirente  la  continuación  del 
convenio,  á  no  ser  que  éste  se  haya 
obligado  á  ello,  pudiendo  sólo  exigir 
del  arrendador  la  ejecución  del  contra- 
to, ó  en  su  defecto  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios. 

Pero  el  nuevo  adquirente,  á  no  ser 
que  el  contrato  permita  rescindir  el 
arriendo  antes,  deberá  observar,  al  dar 
el  aviso  de  despedida,  el  plazo  de  seis 
meses,  prescrito  en  el  art.  309. 

Se  aplicará  asimismo  al  contrato  de 


arriendo  la  reserva  mencionada  en  el 
aparte  3.°  del  art.  281. 

Art.  315.  En  caso  de  quiebra  del 
arrendatario,  tendrá  fin  el  arriendo  des- 
de el  momento  en  que  tenga  lugar  la 
apertura  de  la  quiebra,  y  serán  aplica- 
bles, en  este  caso,  las  disposiciones  del 
articulo  312,  aparte  3.° 

Pero  si  se  hubiesen  dado  suñcientes 
garantías  al  arrendador  por  el  alquiler 
corriente  y  por  el  importe  del  inventa- 
rio, estará  obligado  á  dejar  subsistir  el 
arriendo  hasta  el  ñn  del  año  de  alquiler 
(96,  307,  312). 

Art.  316.  En  caso  de  fallecimiento 
del  arrendatario,  tendrán  derecho  sus 
herederos  y  el  arrendador,  respectiva- 
mente, á  dar  el  aviso  de  despedida,  ob- 
servando el  plazo  de  seis  meses  pres- 
crito en  el  art.  309. 

Art.  317.  Concluido  el  arriendo,  es- 
tará obligado  el  arrendatario  á  restituir 
la  finca  arrendada  con  todos  los  obje- 
tos contenidos  en  el  inventario  en  el 
estado  en  que  se  encuentren. 

Deberá  indemnizar  al  arrendador  por 
los  deterioros  que  hubiera  podido  evi- 
tar cuidando  de  la  cosa  conveniente- 
mente. 

No  tendrá  derecho  á  recompensa  al- 
guna por  las  mejoras  que  no  sean  re- 
sultado de  los  cuidados  que  tenia  con 
la  cosa  (299,  318,  319). 

Art.  318.  Si  al  entrar  á  disfrutar  la 
cosa  se  hubiesen  estimado  los  objetos 
contenidos  en  el  inventario,  el  arrenda- 
tario saliente  estará  obligado  á  resti- 
tuirlos de  la  misma  especie  y  valor  ó  á 
abonar  los  deterioros. 

No  dteberá  indemnización  alguna  por 
los  objetos  respecto  de  los  cuales  prue- 
be que  se  han  destruido  por  culpa  del 
arrendador  ó  por  caso  de  fuerza  mayor. 

Tendrá  derecho  á  recompensa  por  el 
aumento  de  valor  que  resulte  de  sus 
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desembolsos  y  de  su  trabajo  (299,  317). 

Art.  319.  El  arrendatario  saliente 
deberá  dejar  en  la  finca  la  paja  y  abo- 
nos del  último  año;  y  tendrá  derecho  á 
indemnización  por  el  aumento  si  no  hu- 
biese recibido  tanto  al  entrar  á  disfrutar 
la  finca  (317). 

Art.  320.  El  arrendamiento  de  gana- 
do, bajo  sus  diversas  formas,  cuando 
no  se  refiera  á  un  contrato  de  arriendo, 
estará  sometido  al  derecho  cantonal  y 
á  los  usos  locales. 

TITULO  NOVENO 

DEL  PRÉSTAMO  DE  USO  Ó  COMODATO 

Art.  321.  El  préstamo  de  uso  ó  co- 
modato es  un  contrato  por  el  que  el 
prestador  se  obliga  á  entregar  un  obje- 
to al  prestatario  para  que  se  sirva  de  él 
gratuitamente,  con  obligación  de  devol- 
verlo después  de  haberse  servido  del 
mismo  (322,  328). 

Art.  322.  El  prestatario  no  podrá  em- 
plear lo  prestado  sino  para  el  uso  de- 
terminado en  el  contrato,  ó,  en  su  de- 
fecto, por  su  naturaleza  ó  por  sudes- 
tino. 

Tampoco  tendrá  derecho  á  autorizar 
á  un  tercero  para  que  se  sirva  de  ello. 

El  prestatario  que  infrinja  estas  re- 
glas responderá  hasta  del  caso  fortuito, 
si  no  prueba  que  el  objeto  se  habría  de- 
teriorado igualmente  si  las  hubiese  ob- 
servado. 

Art.  323.  El  prestatario  soportará 
ios  gastos  ordinarios  de  conservación, 
especialmente  los  de  alimentación  de 
los  animales  prestados. 

Pero  podrá  repetir  los  gastos  extra- 
ordinarios que  se  haya  visto  obligado  á 
hacer  en  interés  del  prestador  (322). 

Art.  324.  Si  varios  hubiesen  tomado 
prestado  conjuntamente  el  mismo  ob- 


jeto, serán  solidariamente  responsa- 
bles ante  el  prestador  (162,  322). 

Art.  325.  Cuando  no  se  haya  fijado 
convencional  mente  la  duración  del  con- 
trato, terminará  el  préstamo  por  uso  en 
cuanto  el  prestatario  haya  hecho  del 
objeto  el  uso  convenido  ó  á  la  espira- 
ción del  tiempo  en  que  pudo  hacerlo 
(326,  328). 

Art.  326.  El  prestador  podrá  recla- 
mar el  objeto  antes  de  la  espiración  del 
contrato  si  el  prestatario  hiciese  de  él 
un  uso  contrario  á  lo  pactado,  si  lo  de- 
teriorase ó  si  autorizase  á  un  tercero  á 
servirse  de  él,  ó,  por  último,  si  ocurrie- 
se que  el  prestador  tuviese  urgente  é 
imprevista  necesidad  del  objeto  (322, 
325,  327). 

Art.  327.  Si  no  se  hubiese  hecho  el 
préstamo,  ni  por  tiempo  determinado, 
ni  con  cierto  fin,  el  prestador  podrá  re- 
clamar el  objeto  cuando  mejor  le  pa- 
rezca (325,  326). 

Art.  323.  El  préstamo  de  uso  termi- 
nará con  la  muerte  del  prestatario 
(325). 

TITULO  DÉCIMO 

DEL  PRÉ8TAMO  DE  CONSUMO  Ó  PRÉSTAMO 

SIMPLE 

Art.  329.  El  préstamo  de  consumo 
es  un  contrato  por  el  cual  el  prestador 
se  obliga  á  transferir  al  prestatario  la 
propiedad  de  una  cantidad  de  dinero  ú 
otras  cosas  fungibles,  comprometién- 
dose el  último  á  devolver  otro  tanto  en 
especie  y  calidad  (330,  337). 

Art.  330.  En  materias  no  comercia- 
les no  podrá  el  prestador  reclamar  in- 
tereses sino  en  virtud  de  cláusula  ex- 
presa del  contrato;  pero  en  materia  co- 
mercial, se  adeudarán  de  pleno  dere- 
cho (334,  337). 

Art.  331.    Si  tardare  el  prestador  en 
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entregar  el  objeto  ó  en  aceptarlo  el 
prestatario,  prescribirá  el  derecho  de  la 
otra  parte  para  obligarle  á  los  seis  me- 
ses de  haber  caído  en  mora  (122,  146 
y  883). 

Art.  332.  De  conformidad  con  el  ar- 
tículo 96,  podrá  negarse  el  prestador  á 
entregar  la  cosa  prometida  si,  desde 
que  se  celebró  el  contrato,  hubiese  que- 
brado el  prestatario  ó  hubiere  suspen- 
dido sus  pagos. 

El  mismo  derecho  tendrá,  en  caso  de 
quiebra  ó  suspensión  de  pagos  anterio- 
res al  contrato,  si  sólo  hubiere  tenido 
conocimiento  de  ella  después  de  haber- 
se comprometido. 

Art.  333.  Cuando  consista  el  présta- 
mo en  cierta  cantidad  de  dinero,  y  en 
vez  del  numerario  efectivo  reciba  el 
prestatario  papel  ó  mercaderías,  se 
evaluará  la  cantidad  prestada  según  el 
curso  ó  precio  del  mercado  con  el  tiem- 
po y  lugar  de  la  entrega. 

Será  nulo  todo  pacto  en  contrario. 

Art.  334.  Si  no  se  hubiese  ñjado  el 
tanto  del  interés  en  el  contrato,  se  con- 
siderará hecho  el  préstamo  al  tanto 
usual  para  los  préstamos  de  igual  na- 
turaleza, en  el  tiempo  y  lugar  donde  se 
hizo  el  de  que  se  trate  (83,  330,  335,  337). 

Art.  335.  No  podrá  convenirse  de 
antemano  que  se  añadan  los  intereses 
al  capital  y  produzcan  intereses  tam- 
bién. 

Pero  no  se  aplicará  esta  prohibi- 
ción á  los  casos  en  que,  de  conformi- 
dad con  las  reglas  del  comercio,  sea 
costumbre  contar  los  intereses  de  los 
intereses,  por  ejemplo,  en  materia  de 
cuentas  corrientes  y  otras  operaciones 
análogas  (Cajas  de  Ahorros,  rentas,  et- 
cétera) (330,  321,337). 

Art.  333.  Si  no  fijase  el  contrato  tér- 
mino de  restitución,  plazo  de  aviso,  ni 
pbligase  al  prestatario  á  devolver    la 


cosa  á  la  primera  reclamación,  el  pres- 
tatario dispondrá  de  seis  semanas  pa- 
ra restituirla,  contadas  desde  la  pri- 
mera reclamación  del  prestamista  (36). 
Art.  337.  En  nada  se  derogan  las 
disposiciones  del  derecho  cantonal  so- 
bre los  préstamos  hipotecarios  y  sobre 
el  máximum  del  tanto  del  interés  lícito 
en  esta  materia. 

TITULO  D  ÉCIMOPRIMERO 

DEL   ALQUILER  DE  SERVICIOS 

Art.  338.  El  alquiler  de  servicios  es 
un  contrato  en  virtud  del  cual  una  de 
las  partes  se  obliga  con  la  otra  á  pres- 
tar ciertos  servicios  mediante  remune- 
ración. 

Se  deberá  remuneración,  aun  á  falta 
de  estipulación  expresa,  cuando  el  que 
se  haya  hecho  prometer  los  servicios, 
teniendo  en  cuenta  las  circunstancias, 
no  pudiera  susponer  que  fuesen  gratui- 
tos (333,  849). 

Art.  339.  El  que  hubiere  prometido 
servicios  deberá  prestarlos  personal- 
mente, si  no  resultase  lo  contrario  del 
convenio  ó  de  las  circunstancias  (77, 
175, 347). 

Art.  340.  Salvo  los  casos  en  que 
prescriban  los  usos  ó  el  convenio  el 
pago  anticipado  ó  periódico,  no  se 
adeudará  la  remuneración  sino  des- 
pués que  se  hayan  prestado  los  servi- 
cios (338,  341). 

Art.  341.  El  que  haya  contratado  sus 
servicios  á  largo  plazo  no  perderá  sus 
derechos  á  la  remuneración  cuando  se 
halle  imposibilitado  para  cumplir  con 
su  obligación,  durante  un  tiempo  rela- 
tivamente corto  y  sin  culpa  suya,  por 
causa  de  enfermedad,  servicio  militar 
ú  otros  análogos. 

Cuando  viva  el  que  haya  contratado 
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sus  servicios  en  la  casa  de  su  amo  y 
contraiga  sin  culpa  suya  una  enferme- 
dad pasajera,  el  amo  deberá  suminis- 
trarle por  su  propia  cuenta  todos  los 
cuidados  y  auxilios  médicos  necesa- 
rios (338,  340). 

Art.  342.  Cuando  se  hayan  contra- 
tado los  servicios  por  un  año  ó  por  un 
plazo  fijo  más  corto,  se  reputará  reno- 
vado por  el  mismo  tiempo  si  se  prolon- 
gasen los  servicios  sin  oposición  de 
una  ni  otra  parte,  después  de  la  época 
convenida.  Se  reputará  renovado  por 
olro  año  cuando  el  tiempo  primitivo 
sea  de  mavor  duración. 

En  el  caso  en  que,  según  el  convenio 
ó  los  usos  locales,  no  pueda  rescindir- 
se el  contrato  sin  previo  aviso,  se  re- 
putará renovado  si  ninguna  de  las  dos 
partes  hubiere  dado  este  aviso  (343, 
345, 891). 

Art.  343.  Cuando  no  se  haya  deter- 
minado la  duración  del  contrato  ni  por 
el  convenio  ni  por  el  objeto  en  vista  del 
cual  se  prometieron  los  servicios,  po- 
drá cada  parte  renunciar  al  contrato, 
guardando  los  plazos  fijados  por  la  ley 
ó  por  el  uso. 

A  falta  de  ley  ó  de  uso  podrá  rescin- 
dirse el  contrato  á  fines  de  cada  trimes- 
tre del  año  civil  (31  de  Marzo,  30  de  Ju- 
nio, 30  de  Septiembre  y  31  de  Diciembre) 
mediante  aviso  dado  con  seis  semanas 
de  anticipación,  por  lo  menos. 

Si  no  hubiesen  comenzado  los  servi- 
cios exactamente  con  el  trimestre,  po- 
drá darse  el  aviso  de  despedida  por  pri- 
mera vez  para  fines  del  siguiente  tri- 
mestre (344,  345). 

Art.  344.  Cuando  se  trate  de  obreros 
ó  de  criados  y  no  existan  convenios 
ni  usos  locales  contrarios,  se  conside- 
rarán las  dos  primeras  semanas  de  ser- 
vicios como  tiempo  de  ensayo  en  el  sen- 
tido de  que,  durante  este  plazo  ó  á  su 


espiración,  cada  parte  podrá  rescin- 
dir el  contrato,  previo  un  simple  aviso 
con  tres  días  de  anticipación  por  lo  me- 
nos (342,  343,  345). 

Art.  345.  El  contrato  celebrado  por 
toda  la  vida  de  una  de  las  partes  ó  por 
un  tiempo  que,  según  todas  las  probabi- 
lidades, se  extendería  aún  más  allá,  po- 
drá rescindirse  en  cualquier  tiempo  y 
sin  indemnización  por  la  parte  que  ha- 
ya contratado  sus  servicios,  previo  avi- 
so con  seis  meses  de  anticipación  (342 
y  344). 

Art.  346.  Si  hubiere  motivos  justos, 
podrán  las  partes  pedirla  rescisión  del 
c  ntrato  antes  del  término  fijado. 

Corresponderá  al  juez  apreciar  si 
realmente  hay  tales  motivos. 

Si  consistiesen  los  motivos  invoca- 
dos por  alguna  de  las  partes  en  la  inob- 
servancia por  la  otra  de  las  cláusulas 
del  contrato,  estaráésta  obligada  á  re- 
parar completamente  el  daño. 

Además,  incumbirá  al  juez  el  regular, 
como  lo  entienda,  según  las  circunstan- 
cias y  los  usos  locales,  las  consecuen- 
cias pecuniarias  de  la  rescisión  antici- 
pada del  contrato  (50, 113). 

Art.  347.  Terminará  el  alquiler  de 
servicios  con  la  muerte  del  que  los  ha- 
ya contratado;  pero  no  terminarán  con 
la  muerte  del  amo,  sino  cuando  se  ha- 
ya celebrado  el  contrato  principalmen- 
te por  razón  de  su  persona  (339). 

Art.  348.  También  se  aplicarán  las 
disposiciones  del  presente  título  á  los 
contratos  relativos  á  trabajos  que  su- 
pongan conocimientos  profesionales*, 
talentos  artísticos  ó  una  cultura  cientí- 
fica (profesiones  liberales),  y  se  lleven 
á  cabo  mediante  el  pago  de  honorarios, 
tácita  ó  expresamente  convenidos  (338 
y  347). 

Art.  349.  Dichas  disposiciones  no  de- 
rogarán: 
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1.°    El  derecho  público  de  la  Confe- 
deración ni  el  de  los  cantones  en  lo 
concerniente  á  los  empleados  y  funcio 
narios  públicos; 

2.°  La  legislación  federal  sobre  el 
trabajo  en  las  fábricas. 

(Véase  en  el  ñnal  la  ley  federal  relati- 
va al  trabajo  en  las  fábricas  de  23  de 
Marzo  de  1877). 

TITULO  DÉCIMOSEGUNDO 

DEL  ALQUILER  DE  OBRAS 
POR  PRESUPUESTO  Ó  POR  CONTRATA 

Art.  350.  El  alquiler  de  obra  por  pre- 
supuesto ó  por  contrata  es  un  contrato 
en  virtud  del  cual  una  de  las  partes,  el 
contratista,  se  compromete  á  hacer  una 
obra  mediante  un  precio  que  el  otro,  el 
propietario,  se  obliga  á  pagarle  (351 
y  371). 

Art.  351.  El  contratista  estará  obli- 
gado á  ejecutar  personalmente  la  obra, 
ó  por  lo  menos  á  mandarla  hacer  bajo 
su  dirección  personal. 

No  habrá  más  excepción  que  cuando 
por  la  naturaleza  del  asunto  no  sea 
cuestión  de  importancia  las  aptitudes 
personales  del  contratista.  Por  lo  de- 
más responderá  el  contratista,  aun  en 
este  caso,  de  todas  las  faltas  cometidas 
por  aquéllos  á  quienes  encargue  el  tra- 
bajo (77,  111,  175,  371). 

Art.  352.  Cuando  el  contratista  su- 
ministre los  materiales,  será  responsa- 
ble, ante  el  propietario,  de  la  buena  ca- 
lidad de  éstos  y  deberá  darle  además 
la  garantía  prevista  en  los  artículos 
235  á  242. 

Si  el  propietario  suministrase  los  ma- 
teriales, el  contratista  deberá  emplear- 
los con  cuidado  y  economía,  dar  cuen- 
ta de  los  que  haya  empleado  y  restituir 
los  que  le  queden  (235,  242». 


Art.  353.  Salvo  uso  ó  pacto  en  con- 
trario, corresponderá  al  contratista  el 
procurarse  por  su  cuenta  los  medios, 
máquinas  y  herramientas  que  exija  la 
construcción  de  la  obra. 

Art.  354.  Si  el  contratista  no  comen- 
zase á  tiempo  las  obras,  si  demorase 
su  ejecución  en  contra  de  cláusulas  del 
contrato,  ó  si,  no  siendo  culpa  del  pro- 
pietario, estuviese  tan  atrasado  que, 
según  todas  las  previsiones,  no  pueda 
terminarlas  á  tiempo,  tendrá  derecho 
el  propietario  á  proceder  contra  él  de 
conformidad  con  los  artículos  122  á  124, 
sin  esperar  el  tiempo  ñjado  para  la  en- 
trega (355). 

Art.  355.  En  caso  de  que  durante  el 
curso  de  las  obras,  fuese  evidente  que 
por  culpa  del  contratista  se  han  ejecu- 
tando éstas  de  una  manera  defectuosa  ó 
contraria  al  convenio,  el  dueño  podrá 
fijar  ó  hacer  que  fijen  al  contratista  un 
plazo  conveniente,  previniéndole  que,  si 
dentro  de  este  plazo  no  cumpliere,  se 
confiarán  á  un  tercero  las  reparaciones 
que  haya  que  hacer  ó  la  continuación 
délas  obras,  por  cuenta  y  riesgo  del 
contratista  (122,  124,  355,  358). 

Art.  356.  Si  en  el  transcurso  de  los 
trabajos  se  reconociese  que  los  mate- 
riales suministrados  ó  el  terreno  de 
signado  por  el  propietario  no  llenan  las 
condiciones  exigidas,  ó  si  sobreviniere 
cualquier  hecho  de  tal  naturaleza  que 
comprometa  la  ejecución  regular  ó 
puntual  de  la  obra,  el  contratista  debe- 
rá poner  estos  hechos  inmediatamente 
en  conocimiento  del  propietario,  so  pe- 
na de  sufrir  él  mismo  las  consecuen 
cias  (368). 

Art.  357.  Entregada  la  obra,  el  due- 
ño deberá  examinar  su  estado  dentro 
del  plazo  usual  y  señalar  al  contratista 
los  defectos  si  los  hubiere. 

Las  partes  tendrán  derecho  á  pedir 
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que,  por  su  cuenta,  sea  examinada  la 
obra  por  peritos  y  que  se  levante  acta 
de  lo  que  éstos  hayan  observado  (358, 
y  362). 

Art.  358.  Cuando  la  obra  sea  tan  de- 
fectuosa ó  tan  poco  conforme  con  las 
condiciones  del  contrato  que  no  pueda 
hacer  uso  de  ella  el  propietario,  ó  por 
lo  menos  no  pueda  ser  obligado  á  acep- 
tarla, tendrá  derecho  á  rechazarla  y 
aun  á  pedir  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  si  el  contratista  estuviese  en 
falta. 

Cuando  sean  de  menor  importancia 
las  faltas  de  la  obra  ó  las  infracciones 
del  contrato,  el  propietario  tendrá  de- 
recho á  reducir  el  precio  en  proporción 
á  la  depreciación,  ó  á  obligar  al  con- 
tratista á  reparar  las  obras  por  su  cuen- 
ta, si  puede  hacerlo  sin  gastos  excesi- 
vos, y  tendrá,  además,  derecho  á  pedir 
daños  y  perjuicios  si  el  contratista  es- 
tuviese constituido  en  mora. 

Cuando  se  trate  de  obras  hechas  en 
terrenos  del  propietario,  y  por  razón  de 
su  naturaleza  implicase  gastos  excesi- 
vos el  retirarlas,  el  propietario  no  ten- 
drá más  que  los  derechos  mencionados 
en  el  segundo  aparte  del  presente  ar- 
ticulo (355,  357, 359,  362). 

Art.  359.  No  podrá  el  propietario  in- 
vocar los  derechos  que  le  concede  el  ar- 
tículo anterior  cuando  le  sea  personal- 
mente imputable  la  defectuosa  ejecu- 
ción de  las  obras,  ya  por  razón  de  las 
órdenes  que  haya  dado  en  contra  de  las 
instrucciones  formales  del  contratista, 
}a  por  otra  causa  cualquiera  (358). 

Art.  360.  Quedará  completamente 
libre  de  toda  responsabilidad  el  contra- 
tista en  cuanto  el  propietario  haya  re- 
cibido expresa  ó  tácitamente  la  obra,  á 
no  ser  que  se  trate  de  defectos  que  no 
podían  notarse  á  primera  vista  al  ha- 
cer la  comprobación  debida  y  al  recibir 


Ja  obra,  ó  que  se  los  haya  ocultado 
fraudulentamente  el  contratista  (357, 
358,  361). 

Art.  361.    Habrá    aceptación    tácita 
cuando  el  dueño  omita  el  examinar  el 
estado  de  la,  obra^y  el  avisa/  aj  contra-, 
tista,  como  prescribe  el  art.  357,  aparte 
primero.     " 

Si  sólo  se  manifestasen  más  tarde  los 
defectos,  el  dueño  estará  obligado  á  se- 
ñalarlos al  contratista  en  cuanto  tenga 
conocimiento  de  ellos,  pues  si  no  se  re- 
putará que  ha  aceptado  la  obra  con  di- 
chos defectos  (359,  360), 

Art.  362.  Prescribirán  los  derechos 
que  competen  al  dueño  por  razón  de  los 
defectos  de  las  obras,  según  las  mis- 
mas reglas  que  los  derechos  correspon- 
dientes al  comprador,  de  conformidad 
con  los  artículos  257  á  259. 

Empero  la  acción  del  propietario  que 
haya  encargado  la  construcción,  sólo 
prescribirá  á  los  cinco  años,  contados 
desde  su  recepción  (146,  257,  259,  352, 
358,883). 

Art.  363.  El  precio  de  la  obra  será 
pagadero  al  hacer  la  entrega. 

Si  hubieren  convenido  hacer  entregas 
y  pagos  parciales,  6erá  pagadero  el  pre- 
cio correspondiente  á  cada  parte  de  la 
obra  al  hacer  la  entrega  de  dicha  parte 
(364,  366). 

Art.  364.  Cuando  se  haya  fijado  de 
antemano  el  precio  de  la  obra  por  un 
tanto  alzado,  el  contratista  estará  obli- 
gado á  hacer  la  obra  por  la  cantidad 
fijada. 

El  contratista  no  podrá  exigir  au- 
mento alguno  alegando  que  la  obra  ha 
exigido  más  trabajos  ó  más  gastos  de 
lo  que  se  había  previsto. 

No  obstante,  si  la  ejecución  déla  obra 
estuviese  detenida  ó  se  hubiese  hecho 
excesivamente  difícil  por  circunstan- 
cias extraordinarias,  imposibles  de  pre- 
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ver,  y  no  hubiese  tomado  el  contratista 
esta  eventualidad  por  so  cuenta,  tendrá 
el  juez  la  facultad  de  conceder,  bien  un 
aumento  sobre  el  precio  estipulado, 
bien  la  rescisión  del  contrato. 

Siempre  tendrá  el  propietario  obliga- 
ción de  pagar  el  precio  integro,  aun 
cuando  la  obra  haya  exigido  menos 
trabajo  de  lo  que  se  preveía  (363). 

Art.  365.  Si  no  se  hubiese  fijado  el 
precio  de  antemano,  ó  si  sólo  se  hubie- 
se fijado  aproximadamente,  deberá 
fijarse  con  arreglo  al  valor  del  trabajo 
(363,  366). 

Art.  366.  Cuando  sin  culpa  del  due- 
ño pasen  de  una  manera  excesiva  los 
gastos  de  lo  presupuestado  y  pactado 
con  el  contratista,  tendrá  derecho  el 
dueño  á  rescindir  el  contrato,  lo  mismo 
durante  que  después  de  la  ejecución  de 
los  trabajos. 

Si  se  tratase  de  construcciones  levan- 
tadas sobre  terrenos  del  propietario, 
podrá  éste  pedir  una  rebaja  en  el  pre- 
cio de  los  trabajos,  ó  si  no  se  hubiese 
terminado  la  construcción,  á  prohibir 
su  continuación  al  contratista  y  á  re- 
nunciar al  contrato,  pagando  una  in- 
demnización equitativa  por  los  trabajos 
ejecutados  (365). 

Art.  367.  Si  antes  de  ser  entregada 
se  destruyese  la  obra  por  caso  fortuito, 
el  contratista  no  podrá  exigir  el  precio 
de  su  trabajo  ni  el  reintegro  de  sus  gas- 
tos, á  no  ser  que  el  propietario  hubiese 
incurrido  en  mora  en  recibirla. 

En  este  caso,  la  pérdida  de  los  mate- 
riales quedará  á  cargo  de  la  parte  que 
los  haya  suministrado  (145,  368). 

Art.  368.  Si  la  obra  hubiese  perecido 
á  consecuencia  de  un  defecto  de  los 
materiales  suministrados  por  el  pro 
pietario  ó  del  modo  prescrito  para  su 
ejecución  por  el  propietario,  sin  que  el 
contratista  haya  descuidado  el  cumplir 


las  obligaciones  que  le  incumben  con 
arreglo  á  los  términos  del  art.  356,  el 
contratista  podrá  reclamar  el  precio 
del  trabajo  efectuado  y  el  reembolso  de 
los  gastos  no  comprendidos  en  dicho 
precio. 

Tendrá  derecho,  además,  el  contra- 
tista, cuando  haya  culpa  por  parte  del 
propietario,  á  la  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios,  de  conformidad  con 
el  art.  116,  y  especialmente  podrá  pe- 
dir la  bonificación  de  la  ganancia  de 
que  haya  sido  privado  (356,  367). 

Art.  369.  Mientras  no  se  haya  termi- 
nado la  obra,  en  cualquier  tiempo  po- 
drá el  propietario  renunciar  al  contra- 
to, pagando  el  trabajo  efectuado  é  in- 
demnizando completamente  al  contra- 
tista (371). 

Art.  370.  Si  se  hiciese  imposible  la 
ejecución  de  las  obras  á  consecuencia 
de  un  caso  fortuito  .ocurrido  en  casa 
del  propietario,  el  contratista  tendrá 
derecho  al  precio  del  trabajo  efectuado 
y  al  reembolso  de  los  gastos  no  com- 
prendidos en  dicho  precio. 

Si  por  culpa  del  propietario  no  hu- 
biere podido  ejecutarse  la  obra,  podrá, 
además,  el  contratista,  reclamar  daños 
y  perjuicios  (368). 

Art.  371.  Cuando  fallezca  el  contra- 
tista, ó  sin  culpa  suya  se  incapacite 
para  terminar  la  obra,  quedará  rescin- 
dido el  contrato  si  al  hacerlo  se  tuvie- 
ron especialmente  en  cuenta  las  apti- 
tudes personales  del  contratista 

El  propietario  estará  obligado  á  acep- 
tar la  parte  de  la  obra  que  se  haya 
ejecutado,  si  puede  serle  útil,  y  á  pa- 
gar su  precio  proporcionalmente  (351, 
y  309). 
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título  decimotercero 

DEL  CONTRATO  DE  EDICIÓN 

Art.  372.  Es  el  de  edición  un  contra* 
to  por  el  cual  el  autor  de  una  obra  lite- 
raria ó  artística,  ó  sus  causa-habientes, 
se  comprometen  á  entregardicha  obra 
á  un  editor,  comprometiéndose  éste  por 
su  parte  á  publicarla,  es  decir,  á  repro- 
ducirla en  número  más  ó  menos  consi- 
derable de  ejemplares  y  á  propagarla 
entre  el  público  (373,  391). 

Art.  373.  Si  no  hubiese  estipulacio- 
nes contrarias,  el  contrato  transmitirá 
al  editor  el  ejercicio  del  derecho  de  au- 
tor mientras  dure  la  ejecución  del  con- 
trato y  en  todo  lo  que  éste  lo  exija  (374, 
375,  382). 

Art.  374.  El  que  cede  la  obra  que  de- 
be publicarse  deberá  tener,  en  el  mo- 
mento en  que  se  hace  el  contrato,  el  de- 
recho de  disponer  de  ella  para  ese  ob- 
jeto, siendo  garante  de  dicha  circuns- 
tancia ante  el  editor. 

Si  se  hubiese  cedido  ya  toda  la  obra 
ó  parte  de  ella  á  otro  editor,  ó  si  tuviese 
conocimiento  de  que  se  ha  publicado 
en  cualquiera  otra  forma,  estará  obliga- 
do á  declararlo  antes  de  firmar  el  con- 
trato (373). 

Art.  375.  Mientras  no  se  hayan  ago- 
tado las  ediciones  que  el  editor  tenga 
derecho  á  hacer,  ni  el  autor  ni  sus 
causa-habientes  podrán  disponer  de  la 
totalidad  de  la  obra  ni  de  ninguna  par- 
te de  la  misma  (373,  377). 

Art.  376.  Los  autores  de  artículos  de 
periódicos  y  otros  trabajos  de  los  de 
corta  extensióu  insertos  en  revistas,  ó 
sus  causa-habientes,  podrán  siempre 
reproducirlos  en  otras  publicaciones. 

Los  trabajos  que  formen  parte  de  una 
obra  colectiva  y  los  artículos  de  revista 


de  mayor  extensión,  no  podrán  ser  re- 
producidos por  ellos  antes  de  haber 
transcurrido  un  plazo  de  tres  meses, 
contados  desde  el  momento  en  que  ter- 
minó su  publicación. 

Art.  377.  Si  en  el  contrato  no.se  hu- 
biese precisado  el  número  de  ediciones 
que  deben  hacerse,  el  editor  sólo  ten- 
drá derecho  á  publicar  una. 

A  falta  de  convenio,  será  libre  el  edi- 
tor de  fijar  el  número  de  ejemplares  de 
cada  edición,  pero  estará  obligado,  si 
lo  exigiese  el  autor,  á  mandar  imprimir 
por  lo  menos  un  número  suficiente  de 
ejemplares  para  dar  á  la  obra  la  debi- 
da publicidad;  y  terminada  la  primera 
tirada,  ya  no  podrá  hacer  otros  nuevos 
(378,  380,  391). 

Art.  378.  El  editor  estará  obligado  á 
reproducir  la  obra  bajo  una  forma  ade- 
cuada á  su  importancia,  sin  abreviar, 
adicionar  ó  modificar  cosa  alguna  que 
no  haya  sido  consentida  por  la  otra 
parte. 

Deberá  publicarlos  anuncios  necesa- 
rios y  tomar  las  medidas  habituales 
para  asegurar  la  venta. 

El  editor  fijará  los  precios,  sin  que 
pueda,  sin  embargo,  subirlos  hasta  el 
punto  de  dificultar  la  venta  de  la  obra 
(377). 

Art.  379.  Mientras  se  lo  permitan 
sus  facultades,  conservará  el  autor  el 
derecho  de  introducir  en  su  obra  las 
correcciones  y  mejoras  que  juzgue  ne- 
cesarias, y  si  con  esto  impusiere  gastos 
imprevistos  al  editor,  deberá  indemni- 
zarle. 

No  podrá  el  editor  hacer  una  nueva 
edición  ó  una  nueva  tirada  sin  haber 
puesto  previamente  al  autor  en  condi- 
ciones de  poder  hacer  las  modificacio- 
nes que  juzgue  oportunas. 

Este  será  un  derecho  personal  del 
autor,  que  no  pasará  á  sus  herederos. 
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Conservará,  además,  el  editor  la  fa- 
cultad de  oponerse  á  los  cambios  que 
perjudiquen  sus  intereses  comerciales 
ó  su  honor,  ó  que  aumenten  su  respon- 
sabilidad. 

Art.  380.  Si  el  convenio  diese  al  edi- 
tor el  derecho  de  publicar  varias  edi- 
ciones ó  todas  las  de  una  obra,  y  des- 
cuidase el  publicar  una  nueva  cuando 
se  haya  agotado  la  última,  el  autor  ó 
sus  causa-habientes  podrán  hacer  que 
les  fije  el  juez  un  plazo  para  publicar  la 
nueva  edición,  y  si  no  lo  hiciere  dentro 
de  este  plazo,  perderá  el  editor  sus  de- 
rechos (122,  377,  379). 

Art.  381.  El  editor  que  haya  adquiri- 
do el  derecho  de  publicar  diferentes 
obras  de  un  mismo  autor,  no  por  eso 
tendrá  el  de  hacerlo  de  todas  á  la 
vez. 

Asimismo  el  derecho  de  publicarlas 
todas  juntas,  es  decir,  de  hacer  una  edi- 
ción de  las  obras  completas  de  un  au- 
tor ó  de  toda  una  clase  de  sus  obras 
tampoco  implicará  para  el  editor  el  de 
publicar  separadamente  las  diversas 
obras  que  en  ella  figuren. 

Art.  382.  Salvo  pacto  en  contrario 
con  el  editor,  se  reservará  al  autor  ó  á 
sus  causa-habientes  el  derecho  de  tra- 
ducción (373). 

Art.  383.  Se  reputará  que  el  que  dé 
una  obra  para  que  hagan  de  ella  una 
edición,  tiene  derecho  á  honorarios, 
aun  á  falta  de  pacto  expreso,  cuando 
las  circunstancias  no  permitan  suponer 
que  haya  querido  renunciar  á  toda  re- 
muneración. El  juez  fijará,  previo  dic- 
tamen de  peritos,  el  importe  de  los  ho- 
norarios (384,  38S). 

Art.  384.  Si  el  editor  tuviese  derecho 
para  publicar  varias  ediciones,  las  es- 
tipulaciones relativas  á  los  honorarios 
y,  en  general,  las  diversas  condiciones 
fijadas  para  la  primera,  se  presumirán 


aplicables  á  todas  las  siguientes  (383, 
385,  388,  391). 

Art.  385.  Serán  exigibles  los  hono- 
rarios en  cuanto  la  obra  entera— ó, si  se 
publica  por  partes  separadas  (volumen, 
cuaderno,  pliegos)— en  cuanto  se  haya 
impreso  cada  parte  y  esté  dispuesta  pa- 
ra la  venta  (383, 384). 

Art.  386.  Cuando  la  cuestión  de  los 
honorarios  dependa  en  todo  ó  en  parte 
del  resultado  de  la  venta,  estará  obliga- 
do el  editor  á  establecer,  según  costum- 
bre, su  cuenta  de  venta  y  á  justificarla 
(383, 384). 

Art.  387.  Cuando  después  de  entre- 
gada la  obra  al  editor  perezca  ésta  por 
case  fortuito,  no  por  eso  dejará  de  es- 
tar obligado  el  editor  al  pago  de  los  ho- 
norarios. 

Pero  si  el  autor  tuviese  otro  ejemplar 
de  la  obra  destruida  deberá  ponerlo  á 
disposición  del  editor,  quedando  obli- 
gado á  rehacerla  si  pudiere  conseguirlo 
sin  mucho  trabajo,  mediante  justa  in- 
demnización en  ambos  casos  (383, 388). 

Art.  388.  Si  pereciese  por  caso  for- 
tuito toda  la  edición  preparada  por  el 
editor,  ó  parte  de  ella,  antes  de  poner- 
se á  lamenta,  tendrá  el  editor  derecho 
para  rehacer,  por  su  cuenta,  los  ejem- 
plares destruidos  sin  que  puedan  recla- 
mar el  autor  y  sus  causa-habientes 
nuevos  honorarios  (387). 

Art.  389.  Se  extinguirá  el  contrato 
por  la  muerte  del  autor  antes  de  la  ter- 
minación de  la  obra  ó  cuando  que- 
de incapacitado  ó  se  halle  sin  culpa  su- 
ya en  la  imposibilidad  de  terminarla. 

Sin  embargo,  en  los  casos  excepcio- 
nales en  que  parezca  posible  y  equita- 
tiva la  continuación  integra  del  contra- 
to ó  de  parte  de  él,  tendrá  el  juez  facul- 
tades para  decretarla  y  presclibir  las 
medidas  necesarias. 

Art.  390.    En  caso  de  quiebra  del  edi- 
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tor,  podrán  el  autor  ó  sus  causa-ha- 
bientes entregar  la  obra  á  otro  editor, 
á  no  ser  que  reciban  garantías  para  el 
cumplimiento  de  las  ulteriores  obliga- 
ciones del  quebrado  (96). 

Art.  391.  Cuando  uno  ó  varios  auto- 
res se  comprometan  á  hacer  una  obra 
según  un  plan  suministrado  por  el  edi- 
tor, sólo  tendrán  derecho  á  los  honora- 
rios estipulados,  y  el  editor  gozará  de 
un  derecho  de  publicación  ilimitado  (377 
y  384). 

título  decimocuarto 

DEL  MANDATO 

I. — Del  mandato  propiamente  dicho 

Art.  392.  Es  el  mandato  un  contratp 
por  el  cual  el  mandatario  que  lo  acepta 
se  obliga  á  dirigir  el  asunto  de  que  se 
encarga  según  la  voluntad  del  man- 
dante. 

£1  mandatario  sólo  tendrá  derecho  á 
remuneración  (provisión  de  fondos,  ho- 
norarios) cuando  el  uso  ó  el  contrato  se 
la  aseguren  (393,  405). 

Art.  393.  Salvo  el  caso  en  que  se 
rehuse  inmediatamente,  se  reputará 
aceptado  cuando  se  reñera  á  asuntos 
para  cuya  gestión  tenga  el  mandatario 
capacidad  oficial  ó  entren  en  el  ejerci- 
cio de  su  profesión,  ó  respecto  de  las 
que  haya  hecho  públicos  ofrecimien- 
tos (1,5). 

Art.  394.  A  falta  de  estipulación  ex- 
presa, quedará  determinada  la  exten- 
sión del  mandato  por  la  naturaleza  del 
asunto  á  que  se  refiera. 

Sin  poderes  expresos  no  podrá  el 
mandatario  entablar  pleitos,  transigir, 
comprometer,  suscribir  compromisos 
de  cambio,  enajenar  ni  gravar  inmue- 
bles, ni  hacer  donaciones. 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídica*. 


Se  resolverá,  con  arreglo  á  las  leyes 
federales  ó  cantonales  de  procedimien- 
to, la  cuestión  de  saber  si  necesita  du- 
rante el  curso  de  una  instancia  pode- 
res especiales  para  llevar  á  cabo  cier- 
tos actos  ó  hacer  ciertas  declaraciones 
en  nombre  del  mandante  (39,  395,  396). 

Art.  395.  El  mandatario  que  haya  re- 
cibido instrucciones  precisas  no  podrá 
separarse  de  ellas  sino  cuando  las  cir- 
cunstancias no  le  permitan  tomar  el 
parecer  del  mandante  y  cuando  haya 
lugar  á  creer  que  éste  habria  autoriza- 
do una  derogación  si  hubiese  conocido 
el  estado  del  asunto. 

Fuera  de  estos  casos,  cuando  el  man- 
datario desempeñe  su  mandato  en  con- 
diciones más  desfavorables  que  las  que 
le  fueron  prescritas,  no  se  reputará 
cumplido  el  mandato  sino  cuando  el 
mandatario  se  haga  cargo  del  perjuicio 
(46,  394,  396). 

Art.  396.  Será  responsable  el  man- 
datario ante  el  mandante  de  la  buena  y 
fiel  ejecución  del  mandato  de  que  ha 
sido  investido,  y  estará  obligado  á  eje- 
cutarlo personalmente,  á  no  ser  que 
esté  autorizado  para  transmitirlo  á  un 
tercero,  ó  que  á  ello  le  obliguen  las 
circunstancias  (77,  395,  397,  398,  401). 

Art.  397.  El  mandatario  responderá, 
como  si  fueran  suyos,  de  los  actos  de 
aquél  por  quien  debidamente  se  haya 
hecho  sustituir. 

Si  hubiere  recibido  poderes  para  ha- 
cerse sustituir  por  alguno,  sólo  respon- 
derá del  cuidado  con  que  haya  elegido 
al  submandatario  y  formulado  sus  ins- 
trucciones. 

En  ambos  casos  podrá  el  mandante 
hacer  valer  directamente  contra  la  per- 
sona por  quien  se  haya  hecho  sustituir 
el  mandatario,  los  derechos  que  compe* 
tan  á  éste  contra  aquélla  (396). 

Art.  398.    A  petición  del  mandante, 
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estará,  obligado  el  mandatario  A  darle 
cuenta  en  cualquier  tiempo  de  su  ges- 
tión y  de  todo  lo  que  haya  recibido  en 
virtud  de  dicha  gestión  por  cualquier 
concepto  que  sea,  y  adeudara  el  interés 
délas  cantidades  de  que  resulte  deu- 
dor (396). 

Art.  399.  Cuandoel  mandatario  haya 
adquirido  en  su  propio  nombre,  por 
cuenta  del  mandante,  créditos  contra 
terceros,  serán  dichos  créditos  propie- 
dad del  mandante  en  cuanto  haya  cum- 
plido por  su  parte  sus  diversas  obliga- 
ciones con  el  mandatario. 

Igual  derecho  podrá  hacer  valer  con- 
tra la  masa  si  quebrase  éste. 

Asimismo  tendrá  derecho  el  mandan- 
te á  reivindicar,  en  caso  de  quiebra 
del  mandatario,  los  objetos  muebles 
adquiridos  por  éste  en  su  propio  nom- 
bre, pero  por  cuenta  del  mandante,  sal- 
vo que  la  masa  haga  valer  su  derecho 
de  retención,  que  evenlualmente  sea  de 
competencia  del  mandatario  (3¡i,  37), 

Art.  400.  El  mandante  deberá  reem- 
bolsar al  mandatario  en  capital  é  inte- 
reses los  anticipos  y  gastos  que  haya 
hecho  éste  para  la  ejecución  del  man- 
dato, y  cumplir,  para  descargo  del  man- 
datario, las  obligaciones  contraídas 
por  él. 

También  deberá  indemnizarle  del 
perjuicio  ocasionado  por  el  cumpli- 
miento del  mandato,  á  no  ser  que  prue- 
be que  dicho  perjuicio  no  pueda  impu- 
társele como  falta  (50,  401). 

Art.  401.  Cuando  haya  sido  consli- 
tuldo  el  mandatario  por  varias  perso- 
nas para  un  negocio  común,  serán  és- 
tas solidariamente  responsables  ante 
él  del  cumplimiento  de  todas  las  obli- 
gaciones que  se  desprendan  del  man- 
dato. 

Cuando  varias  personas  hayan  acep- 
tado conjuntamente  un  mandato,  serán 


solidariamente  responsables  de  su  eje- 
cución y  sólo  podrán  obligar  al  man- 
dante los  actos  realizados  conjunta- 
mente por  ellas  (163,  396,  398,  400) 

Art.  402.  El  mandato  podrá  ser  re- 
vocado 6  renunciado  en  todo  tiempo. 
_  Sin  embargo,  la  parte  que  renuncia 
fuera  de  tiempo  deberá  indemnizarais 
otra  del  perjuicio  que  le  cause  (40,  113 
y  428). 

Art.  403.  Terminará  el  mandato  con 
la  muerte,  incapacidad  ó  quiebra  del 
mandante  ó  del  mandatario,  á  no  ser 
que  se  haya  convenido  lo  contrario  ó 
resulte  de  la  misma  naturaleza  de) 
asunto. 

Sin  embargo,  siempre  que  la  extin- 
ción del  mandato  ponga  en  peligro  los 
intereses  del  mandante,  estaránobliga- 
dps  el  mandatario,  sus  herederos  ó  su 
representante  á  continuar  la  gestión 
del  asunto  hasta  que  el  mandante,  sus 
herederos  ó  su  representante  estén  en 
disposición  decontinuarla  por  sí  mis- 
mos (412,  428). 

Art.  104.  Respecto  de  las  operacio- 
nes realizadas  por  el  mandatario  ames 
de  haber  tenido  conocimiento  de  la 
revocación  ó  extinción  del  mandato,  el 
mandante  ó  sus  herederos  estarán  obli- 
gados para  con  el  mandatario  como  si 
el  mandato  existiera  todavía  (14). 

Art.  405.  El  que  se  comprometa  á 
llevar  á  cabo  la  celebración  de  un  con- 
trato sin  estar  de  una  manera  perma- 
nente al  servicio  de  una  ú  otra  parte, 
estará  sometido  á  las  disposiciones  del 
presente  capitulo. 

Quedan  en  vigor  las  reglas  especia- 
les de  las  legislaciones  cantonales  so- 
bre agentes  de  cambio,  corredores  ú 
otras  personas  que  por  profesión  sir- 
van de  intermediarios  en  los  asuntos 
(392,  404). 
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II. — De  la  asignación  ó  delegación 

Art.  406.  La  asignación  ó  delegación 
es  un  contrato  por  el  cual  el  asignante 
encarga  al  asignado  que  pague  al  asig- 
natario cierta  cantidad  de  dinero  que 
éste  está  autorizado  á  cobrar  en  su  pro- 
pio nombre  (407,  414). 

Art.  407.  Cuando  tenga  por  objeto 
la  asignación  extinguir  una  deuda  con- 
traída por  el  asignante  respecto  del 
asignatario,  sólo  quedará  extinguida 
dicha  deuda  cuando  el  asignado  haya 
efectuado  el  pago. 

Sin  embargo,  el  acreedor  que  haya 
aceptado  la  asignación  no  podrá  vol- 
ver contra  el  asignante  sino  cuando 
habiendo  exigido  el  pago  al  asignado, 
no  haya  pod.do  obtenerlo  en  la  época 
fijada  en  la  asignación  (408). 

Art.  408.  El  acreedor  que  reciba  de 
su  deudor  una  delegación  y  no  quiera 
aceptarla,  deberá  avisar  sin  demora  al 
deudor,  so  pena  de  estar  á  los  daños  y 
perjuicios.  . 

Serán  además  aplicables  al  asignata- 
rio los  artículos  392  y  393  (392,  3tf3,  407). 

Art.  409.  El  asignado  que  haya  noti- 
ficado su  aceptación  al  asignatario 
sin  formular  ninguna  reserva,  quedará 
obligado  al  pago  respecto  de  él,  pudien- 
do  sólo  oponerle  las  excepciones  que 
resulten  de  sus  relaciones  personales  ó 
del  contenido  de  la  delegación,  pero 
con  exclusión  de  las  que  deriven  de  sus 
relaciones  con  el  asignante  (189,  410 
y  411). 

Art.  410.  Si  el  asignado  fuere  deu- 
dor del  asignante,  no  podrá  negarse  á 
aceptar  la  delegación  por  valor  del  im- 
porte de  su  deuda,  siempre  que  con  es- 
to no  empeore  su  situación. 

Pero,  aun  en  este  caso,  no  estará 
obligado  á  declarar  su  aceptación  con 


anterioridad  al  pago  si  no  se  hubiese 
convenido  formalmente  lo  contrario  en- 
tre él  y  el  asignante. 

Art.  411.  Si  el  asignado  se  negase  á 
hacer  el  pago  que  le  pide  el  asignata- 
rio, ó  si  declarase  de  antemano  que 
no  pagará,  el  asignatario  deberá  avi- 
sar inmediatamente  al  asignante,  so 
pena  de  daños  y  perjuicios  (409,  410). 

Art.  412.  El  asignante  podrá  revo- 
car la  asignación  respecto  del  asigna- 
tario, con  tal  que  no  la  haya  extendido 
en  interés  de"  este  último,  y,  sobre  todo, 
para  pagarle  alguna  deuda. 

Respecto  del  asignado,  podrá  revo- 
carla siempre  que  éste  no  haya  notifi- 
cado su  aceptación  al  asignatario. 

La  declaración  de  quiebra  del  asig- 
nante implicará  la  revocación  (402,403). 

Art.  413.  La  asignación  que  haya 
sido  redactada  al  portador  se  regirá 
por  las  disposiciones  del  presente  ca- 
pítulo; pues  todo  portador  tiene  para  el 
asignado  la  cualidad  de  asignatario,  y 
las  relaciones  entre  el  asignante  y  el 
asignatario  no  se  establecen  sino  entre 
cada  cedente  y  su  cesionario  respec- 
tivo. 

Respecto  de  los  cheques  se  aplicarán 
las  disposiciones  especiales  del  títu- 
lo XXX  (406,  412,  830,  837). 

Art.  414.  En  nada  se  derogan  con 
las  disposiciones  del  presente  capítulo 
las  reglas  del  derecho  cantonal  concer- 
niente á  la  delegación  de  los  créditos 
hipotecarios. 

III. — De  la  carta  de  crédito 

Art.  415.  Estará  sometida  á  las  re- 
glas concernientes  á  la  asignación  la 
carta  de  crédito  por  la  que  el  destina- 
tario se  encarga,  con  fijación  de  un  má- 
ximum ó  sin  ella,  de  entregar  á  una 
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persona  dada  los  valores  que  ésta  le 
pida  (406,  413,  416,  417). 

Art.  416.  Si  no  se  hubiere  fijado  má- 
ximum alguno  y  el  portador  hiciese  pe- 
didos exagerados  en  desproporción  evi- 
dente con  la  respectiva  posición  de  los 
interesados,  el  destinatario  deberá  avi- 
sar á  su  corresponsal  y  suspender  los 
pagos  hasta  que  haya  recibido  instruc- 
ciones (415). 

Art.  417.  No  se  considerará  acepta- 
da, en  el  sentido  del  art.  409,  la  asigna- 
ción contenida  en  una  carta  de  crédito, 
sino  cuando  en  la  aceptación  se  enun- 
cie una  cantidad  determinada  (409). 

IV.— De  la  orden  de  crédito 

Art.  418.  Cuando  una  persona  haya 
recibido  y  aceptado  la  orden  ó  manda- 
to de  abrir  ó  renovar  en  su  propio  nom- 
bre y  por  su  propia  cuenta  un  crédito  á 
un  tercero  bajo  las  responsabilidades 
del  mandante,  éste  responderá  de  la 
deuda  del  autorizado  (eredité)  como  en 
una  caución,  siempre  que  el  mandata- 
rio ó  persona  que  acredita  no  haya  tras- 
pasado su  mandato. 

Sin  embargo,  no  incurrirá  en  esta 
responsabilidad  el  mandante,  sino  á 
condición  de  que  se  haya  dado  la  orden 
por  escrito  (419,  421,  499,  500). 

Art.  419.  El  mandante  podrá  alegar 
contra  el  que  da  el  crédito  el  hecho  que 
el  autorizado  es  personalmente  incapaz 
de  obligarse  (418). 

Art.  420.  Dejará  de  ser  responsable 
de  la  deuda  cuando  el  que  acredita 
haya  concedido  por  sí  plazos  al  autori- 
zado ó  haya  descuidado  perseguirle  de 
conformidad  con  las  instrucciones  que 
haya  recibido  (418). 

Art.  421.  Se  regirán  las  relaciones 
jurídicas  entre  el  mandante  y  el  autori- 
zado por  las  disposiciones  relativas  á 


las  relaciones  que  existan  entre  el  fia- 
dor y  el  deudor  principal  (418,  504,  511). 

TÍTULO  DECIMOQUINTO 

.  DE  LOS  APODERADOS,  REPRESENTANTES 
Ó  MANDATARIOS  COMERCIALES  Y  DE  LOS 
VIAJANTES   DE  COMERCIO. 

Art.  422.  Es  apoderado  la  persona 
que  expresamente  ó  de  hecho  ha  reci- 
bido del  jefe  de  una  casa  de  comercio, 
de  una  fábrica  ó  de  cualquier  otro  es- 
tablecimiento fundado  en  forma  comer- 
cial, autorización  para  dirigir  por  él 
sus  negocios  y  á  firmar  por  poder  sir- 
viéndose de  la  fianza  de  la  casa. 

El  jefe  de  la  casa  deberá  cuidar  de 
hacer  la  inscripción  del  poder  otorga- 
do en  los  Registros  de  comercio;  pero 
quedará  ligado  aun  antes  de  la  inscrip- 
ción, por  los  actos  de  su  apoderado. 

Cuando  se  trate  de  otra  clase  de  es- 
tablecimientos ó  de  negocios,  sólo  que- 
dará constituido  en  apoderado  por  via 
de  inscripción  en  los  Registros  de  co- 
mercio. 

Hasta  que  tenga  lugar  dicha  inscrip- 
ción sólo  serán  aplicables  las  disposi- 
ciones generales  concernientes  á  la  re- 
presentación (423,  425,  427,  428,  892) 

Art.  423.  Se  reputará,  respecto  de 
terceros  de  buena  fe,  que  el  apoderado 
tiene  facultades  para  firmar  compro- 
misos de  cambio  por  el  jefe  de  la  casa 
y  á  llevar  á  cabo  todos  los  actos  corres- 
pondientes al  fin  del  comercio  ó  de  la 
empresa. 

Si  no  hubiere  recibido  poder  especial, 
el  apoderado  no  podrá  gravar  ni  enaje- 
nar inmuebles. 

Respecto  de  los  terceros  de  buena  fe 
no  podrá  oponerse  ninguna  otra  res- 
tricción á  sus  poderes  (39, 422,  424). 

Art.  424.    El  poder  podrá  otorgarse  á 
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varias  personas  á  condición  de  que  fir- 
men conjuntamente  (poder  colectivo). 
En  este  caso  no  será  válida  la  firma  de 
cada  una  sino  en  cuanto  vaya  acompa- 
ñada de  las  demás  (422,  423). 

Art.  425.  Deberá  inscribirse  en  los 
Registros  de  comercio  la  revocación  del 
poder  aun  cuando  no  se  haya  hecho  ia 
inscripción  al  otorgarlo. 

No  podráoponerse  la  revocación  con- 
tra terceros  de  buena  fe  mientras  no 
kse  haya  inscrito  y  publicado  (40,  41 
y  428). 

Art.  426.  Es  representante  ó  manda- 
tario comercial  la  persona  que  sin  te- 
ner la  cualidad  de  apoderado,  está  en- 
cargada de  representar  al  jefe  de  algu- 
no de  los  establecimientos  enumerados 
en  el  art.  422,  aparte  primero,  ya  para 
todos  los  asuntos  que  constituyan  el 
objeto  de  su  comercio  ó  empresa,  ya 
para  ciertas  operaciones  especialmente 
determinadas. 

Se  extenderán  sus  poderes  á  todos 
los  actos  que  correspondan  habitual- 
mente  á  dicho  comercio  ó  empresa  ó  á 
sus  operaciones. 

Sin  embargo,  el  mandatario  comer- 
cia] no  podrá  firmar  compromisos  de 
cambio,  contratar  préstamos  ni  soste- 
ner pleitos,  sino  en  virtud  de  autoriza- 
ción especial  (39,  427,  428,  892). 

Art.  427.  El  apoderado  y  el  manda- 
tario comercial  que  tenga  la  dirección 
de  toda  la  casa  ó  esté  al  servicio  del 
establecimiento,  no  podrán,  sin  autori- 
zación de  éste,  efectuar  por  su  cuenta 
personal  ni  por  la  de  tercero,  operacio- 
nes comprendidas  en  la  clase  de  nego- 
cios de  la  casa. 

Si  contravinieren  á  esta  disposición, 
tendrá  el  jefe  contra  ellos  una  acción 
por  daños  y  perjuicios,  pudiendo  tam- 
bién exigir  que  las  operaciones  reali- 
zadas de  este  modo  sean  consideradas 


como  llevadas  á  cabo  por  su  cuenta  (¿0 
y  113). 

Art.  428.  Serán  revocables  en  cual- 
quier tiempo  el  poder  y  el  mandato  co- 
mercial, sin  perjuicio  de  los  derechos 
que  resulten  del  alquiler  de  servicios. 

La  muerte  del  jefe  de  la  casa  no  pro- 
ducirá la  caducidad  del  poder  ni  del 
mandato  comercial  (40,  42,  45,  402,  403 
y  425). 

Art.  429.  Se  reputará  que  los  viajan- 
tes de  comercio  que  hagan  negocios 
por  cuenta  de  un  establecimiento  deter- 
minado fuera  del  punto  donde  éste  se 
halle  situado,  tienen  los  poderes  nece- 
sarios para  cobrar  el  importe  de  las 
ventas  hechas  pon  ellos  en  nombre  del 
jefe  del  establecimiento,  para  dar  el 
descargo  del  mismo  ó  para  conceder 
prórrogas  al  deudor.  Si  se  hubiere  he- 
cho alguna  restricción  á  sus  poderes, 
ésta  no  podrá  oponerse  contra  los  ter- 
ceros que  no  hayan  tenido  conocimien- 
to de  ella. 

TITULO   DECIMOSEXTO 

DEL    CONTRATO    DE  COMISIÓN 

Art.  430.  Es  comisionista  el  que  se 
encarga  de  efectuar  en  su  propio  nom- 
bre, pero  por  cuenta  del  comitente,  la 
compra  ó  venta  de  cosas  muebles  ó  de 
títulos  mediante  un  derecho  de  comi- 
sión ó  de  provisión  (431,  448). 

Art.  431.  Serán  aplicables  al  contra- 
to de  comisión  las  reglas  del  mandato, 
salvo  las  derogaciones  que  resulten 
del  presente  título  (392,  404). 

Art.  432.  El  comisionista  deberá  te- 
ner al  comitente  al  corriente  de  sus  ac 
tos,  y  particularmente  informarle  in- 
mediatamente de  la  ejecución  de  la  co- 
misión. 

No  estará  obligado  á  asegurar  las 
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mercaderías  sino  cuando  el  comitente 
le  haya  dado  orden  de  hacerlo. 

Art.  433.  Si  la  mercadería  expedida 
en  comisión  para  ser  vendida  se  halla- 
se en  un  estado  visiblemente  defectuo- 
so, el  comisionista  deberá  reservarse  el 
derecho  de  recurso  contra  el  porteador, 
hacer  constar  las  averías,  asegurar  lo 
mejor  que  pueda  la  conservación  de  la 
cosa,  y,  en  fin,  avisar  sin  demora  al  co- 
mitente. 

Si  no  lo  hiciere,  responderá  del  per- 
juicio causado  por  su  negligencia  (434, 
458,  459). 

Art.  434.  Cuando  sea  de  temer  que 
se  deterioren  pronto  las  mercaderías 
expedidas  para  ser  vendidas,  tendrá 
derecho  el  comisionista,  y  hasta  la  obli- 
gación si  lo  exigiese  el  interés  del  comi- 
tente, de  mandarlas  vender,  con  asis- 
tencia de  la  autoridad  competente  de  la 
localidad  donde  se  encuentre  (248,  433 
y  455). 

Art.  435.  El  comisionista  que  haya 
vendido  á  un  precio  inferior  al  míni- 
mum fijado  por  el  comitente,  será  res- 
ponsable ante  éste  de  la  diferencia  si 
no  prueba  que  al  venderla  ha  evitado  al 
comitente  un  daño  y  que  las  circuns- 
tancias no  le  han  permitido  tomar  sus 
órdenes  (395,  436). 

Art.  436.  El  comisionista  que  com- 
pre á  un  precio  más  bajo  ó  venda  más 
caro  de  lo  indicado  en  las  órdenes  del 
comitente,  no  podrá  aprovecharse  de  la 
diferencia,  sino  que  deberá  ponérsela 
en  cuenta  á  este  último  (435). 

Art.  437.  El  comisionista  obrará  por 
su  cuenta  y  riesgo  si  hiciere  crédito  ó  si 
anticipase  fondos  á  un  tercero  sin  el 
consentimiento  del  comitente. 

No  obstante,  si  no  hubiere  instruc- 
ciones del  comitente  en  contrario,  po- 
drá el  comisionista  vender  á  crédito,  si 
éste  es  el  uso  del  comercio  en  el  punto 


donde  se  lleva  á  cabo  la  venta  (438). 

Art.  438  Salvo  el  caso  en  que  el  co- 
misionista dé  á  crédito,  sin  tener  dere- 
cho para  ello,  no  será  responsable  del 
pago  ni  del  cumplimiento  de  las  demás 
obligaciones  que  incumban  á  aquellos 
con  quienes  haya  tratado,  sino  cuando 
haya  expresamente  asumido  esta  res- 
ponsabilidad, ó  si  tal  fuere  el  uso  del 
comercio  en  el  punto  donde  esté  esta- 
blecido. 

El  comisionista  que  salga  fiador  de 
aquel  con  quien  trata,  tendrá  derecho 
á  una  comisión  especial  (ducroíre:  co- 
misión de  garantía)  (192,  437). 

Art.  439.  El  comisionista  tendrá  de- 
recho al  reintegro,  con  intereses,  de  to- 
dos los  gastos,  anticipos  y  desembol- 
sos que  haya  hecho  relativos  de  la  ope- 
ración de  que  esté  encargado. 

Podrá  también  poner  en  cuenta  una 
indemnización  por  almacenaje  y  por 
los  medios  de  transporte,  pero  no  el  sa- 
lario de  sus  empleados  (400,  440,  441). 

Art.  44  \  Se  adeudará  la  provisión 
al  comisionista  cuando  haya  llevado  á 
cabo  la  operación  de  que  estaba  encar- 
gado. 

Por  los  negocios  que  no  hayan  podi- 
do ejecutarse,  el  comisionista  sólo  po- 
drá reclamar  una  indemnización  por 
razón  de  sus  gestiones,  según  el  uso  de 
la  plaza  (430,  441,  445). 

Art.  441.  Si  el  comisionista  se  hubie- 
se hecho  culpable  por  actos  de  mala  fe 
con  el  comitente,  perderá  todo  derecho 
á  la  provisión,  principalmente  si  hubie- 
se puesto  en  cuenta  un  precio  superior 
al  de  la  compra  ó  inferior  al  de  la  venta. 

En  estos  dos  últimos  casos  tendrá, 
además,  el  comitente  derecho  para  ejer- 
citar una  acción  contra  el  comisionista, 
como  comprador  ó  como  vendedor(440>- 

Art.  442.  El  comisionista  tendrá  so- 
bre las  mercaderías  en  comisión  ó  so- 
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bre  el  precio  que  se  haya  realizado,  el 
derecho  de  retención  definido  en  el  ar- 
ticulo 224. 

Serán  aplicables  á  los  créditos  adqui- 
ridos por  cuenta  del  comitente  las  dis- 
posiciones del  art.  399,  aparte  primero 
(224,  228,  399,  413). 

Art.  413.  Cuando  no  habiendo  podi- 
do venderse  la  mercancía  ó  habiendo 
sido  revocada  la  orden  de  venta  por  el 
comitente,  tarde  éste  indebidamente»en 
volverla  á  recibir  ó  en  disponer  de  ella, 
el  comisionista  podrá  pedir,  ante  los 
tribunales,  que  se  vendan  en  pública 
subasta  ante  la  autoridad  competente 
de  la  localidad  donde  se  halle. 

Si  el  comitente  no  estuviese  presente 
ni  representado  en  la  plaza,  podrá  au- 
torizarse la  venta  sin  que  haya  sido 
oído;  pero  deberá  mandársele  un  avi- 
so previamente,  á  no  ser  que  se  trate 
de  cosas  expuestas  á  rápida  deprecia- 
ción (442). 

Art.  444.  El  comisionista  encargado 
de  comprar  ó  vender  mercaderías,  efec- 
tos de  comercio  ó  títulos  cuyo  precio 
se  cotice  en  Bolsa  ó  esté  fijado  su  pre- 
cio corriente,  si  no  tuviere  órdenes 
contrarias  del  comitente  podrá  entre- 
gar por  sí  mismo,  como  vendedor,  la 
cosa  que  debía  comprar,  ó  conservar 
como  comprador  la  que  debía  vender. 

En  tal  caso,  el  comisionista  deberá 
dar  cuenta  del  precio  con  arreglo  á  la 
cotización  en  Bolsa,  ó  según  el  precio 
corriente  al  tiempo  de  cumplirse  el 
mandato  (445,  447). 

Art.  415.  Si  el  comisionista  hiciere 
uso  de  la  facultad  que  le  concede  el  ar- 
tículo anterior,  tendrá  derecho  á  la 
provisión  ordinaria,  y  podrá  poner  en 
cuenta  los  gastos  de  costumbre  en  ma- 
teria de  comisión,  quedando,  por  lo  de- 
más asimilada  la  operación  á  una  ven- 
ta (440,  444). 


Art.  440.  Cuando  el  comisionista,  en 
el  caso  previsto  en  el  art.  444,  anuncie 
al  comitente  el  cumplimiento  del  man- 
dato sin  designarle  otra  persona  como 
comprador  ó  vendedor,  se  considerará 
que  ha  asumido  personalmente  las 
obligaciones  que  incumben  respectiva- 
mente á  uno  ó  á  otro  (444,  445). 

Art.  447.  Si  el  comitente  hubiese  re- 
vocado el  mandato  y  hubiese  llegado  la 
revocación  á  poder  del  comisionista  an- 
tes que  éste  haya  mandado  el  aviso  de 
haber  cumplido  dicho  mandato,  ya  no 
será  admitido  el  comisionista  á  poner- 
se personalmente  como  comprador  ó 
vendedor  (402,  404,  444,  446). 

Art.  448.  El  comisionista  expedidor 
ó  agente  de  transporte  que,  mediante 
salario  y  en  su  propio  nombre,  se  en- 
carga de  expedir  ó  reexpedir  mercan- 
cías por  cuenta  de  su  comitente,  será 
considerado  como  traginero,  y  como  tal 
sometido  á  las  disposiciones  del  títu- 
lo XVíl  (449,  468). 

TÍTULO  DECIMOSÉPTIMO 

DEL  CONTRATO  DE  TRAN8PORTE  6  DE   LOS 
TRAGINEROS  POR  TIERRA  Y  POR  AGUA 

Art.  449.  Es  traginero  ó  porteador 
el  que  se  encarga  de  efectuar  el  trans- 
porte de  las  cosas  mediante  pago  ó  sa- 
lario (450,  468). 

Art.  4501  El  contrato  de  transporte 
se  regirá  por  las  reglas  del  mandato, 
salvo  las  derogaciones  que  resulten  del 
presente  título  (392,  404,  451,  468). 

Art  451.  El  remitente  deberá  indi- 
car exactamente  al  porteador  las  señas 
del  destinatario  y  el  lugar  donde  debe 
hacer  la  entrega,  el  número,  forma  del 
embalaje,  peso  y  contenido  de  los  bul- 
tos, valor  de  los  objetos,  plazo  de  la  en- 
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trega  y  la  vía  por  donde  haya  de  hacer- 
se el  transporte. 

El  daño  que  resulte  por  la  falta  ó 
inexactitud  de  estas  indicaciones  será 
de  cuenta  del  remitente  (452). 

Art.  452.  El  remitente  deberá  cuidar 
de  que  esté  convenientemente  embala- 
da la  mercadería,  siendo  responsable 
de  las  averias  que  provengan  de  los 
defectos  de  embalaje  no  aparentes.  Por 
su  parte,  el  porteador  será  responsable 
de  las  averias  que  provengan  de  los 
defectos  de  embalaje  aparentes,  si  hu- 
biere aceptado  sin  reservas  las  merca- 
derías (451,  458,  459). 

Art.  453.  El  remitente  tendrá  dere- 
cho á  retirar  las  mercaderías  mientras 
estén  en  poder  del  porteador,  indemni- 
zándole de  sus  desembolsos  y  de  los 
perjuicios  que  el  retirarlas  le  ocasione. 

Por  excepción  no  podrá  ejercerse  este 
derecho: 

1.°  Cuando  la  carta  de  porte  haya 
sido  extendida  por  el  remitente  y  en- 
viada al  destinatario  por  el  porteador; 

2.°  Guando  el  remitente  haya  exi- 
gido y  obtenido  del  porteador  un  recibo 
y  no  pueda  aquél  restituirlo; 

3.°  Cuando  el  porteador  haya  man- 
dado por  escrito  aviso  de  la  llegada  de 
la  mercadería  al  destinatario,  á  ñn  de 
que  éste  la  retire; 

4.°  Cuando  el  destinatario,  después 
de  la  llegada  de  la  mercadería  al  punto 
de  su  destino,  haya  exigido  su  entrega. 

El  porteador  en  estos  casos  deberá 
conformarse  únicamente  á  las  instruc- 
ciones del  destinatario.  Pero  en  el  caso 
previsto  en  el  número  2.%  no  deberá 
hacerlo  antes  de  la  llegada  de  la  mer- 
cadería al  punto  de  su  destino,  sino 
cuando  se  haya  remitido  el  recibo  ó 
resguardo  al  destinatario  (460). 

Art.  454.  Cuando  no  se  acepte  la 
mercadería  ó  cuando  los  gastos  y  de- 


más reclamaciones  con  que  esté  gra- 
vada no  hayan  sido  pagados,  ó,  por  úl- 
timo, cuando  no  pueda  encontrarse  al 
destinatario,  el  porteador  deberá  avi- 
sar al  remitente  y  guardar  provisional- 
mente la  mercadería  en  depósito  ó  de- 
positarla en  casa  de  un  tercero  por 
cuenta  y  riesgo  del  remitente. 

Si  el  remitente  ó  el  destinatario  no 
dispusiesen  de  la  mercadería  en  un 
plazo  prudencial,  podrá  el  porteador 
hacer  que  se  venda  por  cuenta  de  quien 
en  derecho  corresponda,  con  asistencia 
de  la  autoridad  competente  de  la  loca- 
lidad donde  se  encuentre,  de  conformi- 
dad con  el  art.  413  (455,  456). 

Art.  455.  Si  la  mercadería  estuviese 
expuesta  á  fácil  deterioro  ó  si  su  valor 
presunto  no  cubriese  los  gastos  con 
que  está  gravada,  el  porteador  deberá 
hacer  constar  oficialmente,  sin  demo- 
ra, dichas  circunstancias,  pudiendo 
después  hacer  vender  la  mercadería, 
como  queda  dicho  en  el  artículo  ante- 
rior. 

En  lo  posible  deberá  informarse  pre- 
viamente á  los  interesados  de  la  orden 
de  venta  (248,  434,  454,  456). 

Art.  456.  El  porteador,  al  ejercer  los 
derechos  que  le  confieren  los  artículos 
454  y  455,  deberá  cuidar  lo  mejor  que 
pueda  de  los  presuntos  intereses  del 
propietario,  y  en  caso  de  comprobada 
negligencia,  será  responsable  de  daños 
y  perjuicios  (113,  454,  455). 

Art.  457.  Si  la  mercadería  se  des- 
truyere ó  se  perdiere,  el  porteador 
adeudará  todo  su  valor,  á  no  ser  que 
pruebe  que  la  pérdida  ó  destrucción  re 
sultán,  ya  de  la  misma  naturaleza  del 
objeto  transportado,  ya  de  un  caso  de 
fuerza  mayor,  ya  de  falta  imputable 
al  remitente  ó  al  destinatario,  ya  de 
las  instrucciones  dadas  por  uno  ú  otro. 

Todo   esto    salvo   las  convenciones 
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fijando  daños  y  perjuicios  superiores  ó 
inferiores  al  valor  total  de  la  mercade- 
ría (113). 

Art.  458.  Será  responsable  el  por- 
teador, bajo  las  mismas  condiciones  y 
reservas,  de  cualquier  daño  que  resul- 
te de  la  entrega  retrasada,  de  la  averia 
ó  de  la  destrucción  parcial  déla  merca  • 
deria. 

Si  no  hubiere  convenio  especial,  la 
indemnización  no  podrá  ser  superior  á 
la  que  se  concederá  en  el  caso  de  pér- 
dida total  (452,  459,  462,  464,  468). . 

Art.  459.  El  porteador  responderá  de 
todos  los  accidentes  que  hayan  sobre- 
venido y  de  todas  las  faltas  cometidas 
durante  el  transporte,  bien  cuando 
haya  efectuado  él  mismo  el  transpor- 
te hasta  el  punto  de  destino,  ó  cuando 
haya  encargado  á  otro  que  lo  efec- 
túe; bajo  reserva,  en  este  último  caso, 
de  su  recurso  contra  aquél  á  quien 
haya  remitido  la  mercadería  (115,  458, 
462,464,468). 

Art.  460.  Inmediatamente  después 
de  la  llegada  de  la  mercadería,  el  por- 
teador deberá  avisar  al  destinatario 
(461,463). 

Art.  461.  Cuando  el  destinatario  se 
niegue  á  pagar  las  reclamaciones  con 
que  está  gravada  una  mercadería,  no 
podrá  negársele  Ja  entrega  si  deposita 
judicialmente  la  suma  denegada,  que 
hará  las  veces  de  la  mercadería  desde 
el  punto  de  vista  del  derecho  de  reten- 
ción que  corresponde  al  porteador  (224, 
228,  463). 

Art.  462.  Salvo  en  los  casos  de  dolo 
6  de  falta  grave,  la  aceptación,  sin  re- 
serva, de  la  mercadería  y  el  pago  del 
importe  del  transporte,  extinguirán 
cualquier  acción  contra  el  portea- 
dor. 

Será,  además,  responsable  el  por- 
teador de  las  averias  no  aparentes  si 


el  destinatario  las  hiciere  constar  en  el 
plazo  en  que,  según  las  circunstancias, 
podía  ó  debía  hacer  la  comprobación  y 
si  avisare  al  porteador  inmediatamen- 
te después  de  haberlas  comprobado. 
No  obstante,  dicho  aviso  deberá  darse 
á  más  tardar  en  los  ocho  días  siguien- 
tes ala  entrega  (114,  458,  459). 

Art.  463.  Siempre  que  haya  litigio,  y 
á  petición  de  una  de  las  partes,  podrá 
la  autoridad  competente  del  punto  don- 
de se  hallen  las  mercaderías  ordenar 
que  se  depositen  en  poder  de  tercero,  ó 
si  fuere  menester  que  se  vendan,  des- 
pués de  haber  hecho  constaren  el  últi- 
mo caso  el  estado  déla  mercadería.  Po- 
drá prevenirse  la  venta  por  el  pago  ó 
consignación  del  importe  de  las  de- 
mandas garantidas  por  las  mercade- 
rías (461). 

Art.  464.  Las  acciones  por  daños  y 
perjuicios  contra  el  porteador  pres- 
cribirán al  año  contado  en  caso  de  des- 
trucción', pérdida  ó  retraso,  desde  el 
día  en  que  debió  tener  lugar  la  entrega, 
y,  en  caso  de  avería,  desde  el  día  en 
que  la  mercadería  se  entregó  al  desti- 
natario. 

Por  vía  de  excepción  siempre  podrán 
hacer  valer  el  destinatario  v  el  remi- 
tente  su  derecho  contra  el  porteador, 
con  tal  que  la  reclamación  se  haya  for- 
mulado en  el  plazo  de  un  año  y  no  se 
haya  extinguido  la  acción  en  virtud  del 
artículo  462. 

No  se  aplicarán  las  presentes  disposi- 
ciones á  los  casos  de  doló  ó  falta  grave 
del  porteador  (146,  458,  459,  462,  883) 

Art.  465.  No  podrán  las  empresas  do 
transportes  cuya  explotación  esté  su- 
bordinada á  la  autorización  del  Estado, 
desligarse  anticipadamente,  por  me- 
dio de  reglamentos  ó  de  convenios  par- 
ticulares, de  todas  ó  de  parte  de  la 
aplicación  de  las  disposiciones  legales 
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sobre  la  responsabilidad  de  los  portea- 
dores. 

Se  admitirán,  sin  embargo,  respecto 
de  estos  convenios  particulares,  en  la 
medida  en  que  permita  el  presente  tí- 
tulo, derogar  dichas  disposiciones  (466). 

Art.  466.  Los  transportes  por  correo 
y  por  caminos  de  hierro  estarán  some- 
tidos á  las  leyes  especiales  sobre  la 
materia  (465)  (1). 

Art.  467.  El  porteador  ó  el  comisio- 
nista de  transportes  que  emplee  un  fe- 
rrocarril para  efectuar  el  transporte  de 
que  se  haya  encargado,  ó  que  coopere 
á  efectuar  un  transporte  por  un  ferro- 
carril, estará  sometido  á  las  disposi- 
ciones especiales  que  rigen  los  trans- 
portes por  este  medio,  sin  perjuicio, 
no  obstante,  de  los  convenios  contra- 
rios que  puedan  intervenir  entre  el  por- 
teador ó  comisionista  de  transporte  y 
el  comitente. 

El  presente  artículo  no  será  aplicable 
á  los  camioneros  (459,  468). 

Art.  468.  El  comisionista  de  trans- 
portes que  emplee  el  ferrocarril  para 
efectuar  uno  de  aquéllos,  no  podrá  elu- 
dir su  responsabilidad  por  falta  de  re- 
curso contra  la  Compañía,  si  por  su 
propia  culpa  se  hubiere  perdido  dicho 
recurso  (459,467). 

TÍTULO    DECIMOCTAVO 

DE  LA  GESTIÓN  DE  NEGOCIOS 

Art.  469.    El  que  sin  mandato  admi- 


(l)  Acerca  de  esta  materia  se  han  publicado: 
la  ley  federal  sobre  la  regalía  de  las  diligencias, 
de  2  de  Junio  de  1849;  el  reglamento  de  trans- 
portes revisado  pura  los  correas  suizos,  de  10  de 
Agosto  de  1876;  ia  ley  federal  sobre  transportes 
por  ferrocarril,  de  20  de  Marzo  de  1875,  y  el  re- 
glamento de  transportes  de  los  ferrocarriles  sui- 
zos, aprobado  el  9  de  Junio  de  1876. 


nistre  un  asunto  ajeno,  estará  obliga- 
do á  hacerlo  de  conformidad  con  los 
intereses  y  las  intenciones  probables 
del  principal  (470,  474). 

Art.  470.  El  ge/ente  será  responsa- 
ble de  cualquier  descuido,  pero  deberá 
apreciarse  con  menos  rigor  su  respon- 
sabilidad cuando  haya  tratado  de  evi- 
tar un  daño  de  que  el  principal  estaba 
amenazado. 

Si  hubiese  emprendido  la  gestión  del 
asunto  contra  la  voluntad  del  principal, 
manifestada  en  términos  expresos  ó  de 
otro  modo,  será  responsable  hasta  de 
los  casos  fortuitos,  á  no  ser  que  pruebe 
que  habrían  sobrevenido  aun  sin  su 
inmixtión  (50,  113,  469). 

Art.  471.  Si  el  gerente  estuviere  in- 
capacitado para  obligarse  por  contra- 
to, sólo  será  responsable  de  su  gestión 
hasta  el  valor  de  lo  que  haya  redunda- 
do en  su  provecho,  ó  de  cuyo  beneficio 
se  haya  desprendido  de  mala  fe. 

Podrá  ser  mayor  su  responsabilidad 
en  el  caso  en  que  se  haya  hecho  culpa- 
ble de  actos  ilícitos  (33,  469,470). 

Art.  472.  Si  el  interés  del  principal 
exigía  que  se  emprendiese  la  gestión, 
éste  deberá  reembolsar  al  gerente,  en 
capital  é  intereses,  todos  sus  gastos 
útiles  ó  necesarios,  justificados  por  las 
circunstancias,  y  á  hacer  su  descargo 
en  la  misma  medida  de  todos  los  com  - 
promisos  que  haya  adquirido. 

Podrá  invocar  esta  disposición  el  ge- 
rente que  haya  consagrado  los  cuida- 
dos debidos  á  su  gestión,  aun  cuando 
no  se  hayan  obtenido  los  beneficios  que 
esperaba. 

Respecto  de  los  gastos  por  los  cuales 
no  pueda  repetir,  tendrá  el  gerente  el 
derecho  de  preferencia  mencionado  en 
el  artículo  74,  aparte  2.°  (400,  473). 

Art.  473.  Si  no  se  hubiese  emprendi- 
do el  negocio  en  interés  del  principal, 
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no  por  eso  dejará  éste  de  tener  derecho 
á  apropiarse  las  ventajas  que  resulten. 

Pero  no  estará  obligado  á  indemni- 
zar 6  garantizar  al  gerente  por  valor 
de  lo  que  haya  resultado  en  su  propio 
provecho  (472). 

Art.  474.  Si  los  actos  del  gerente  hu- 
biesen sido  ratificados  por  el  principal, 
se  aplicarán  las  reglas  del  mandato 
(392,  404). 

TÍTULO  DECIMONOVENO 

DEL  DEPÓSITO 

Art.  475.  El  depósito  es  un  contrato 
en  virtud  del  cual  el  depositario  se  obli- 
ga, para  con  el  depositante,  á  recibir  un 
objeto  mueble  que  éste  le  confía  y  á 
guardarlo  en  sitio  seguro. 

No  podrá  el  depositario  exigir  remu- 
neración sino  cuando  la  haya  expresa- 
mente estipulado,  ó  si  son  tales  las  cir- 
cunstancias que  necesariamente  debía 
haberse  previsto  una  remuneración 
(476, 488). 

Art.  476.  Sin  permiso  del  depositan- 
te no  podrá  el  depositan-)  servirse  del 
objeto  depositado. 

Si  infringiese  esta  regla,  deberá  abo- 
nar ai  depositante  una  justa  indemni- 
zación, y  responderá,  a«lemás,  del  caso 
fortuito,  á  no  ser  que  pruebe  que  la 
cosa  se  habría. deteriorado  ó  destruido 
del  mismo  modo,  aunque  no  se  hubiere 
servido  de  ella  (113,  481,  4S4,  485). 

Art.  477.  El  depositante^stará  obli- 
gado á  indemnizar  al  depositario  del 
daño  ocasionado  por  el  depósito,  si  no 
probase  que  dicho  daño  no  le  es  impu- 
table en  modo  alguno.  Asimismo  le  de- 
berá el  reembolso  de  gastos  que  haya 
hecho  necesarios  la  ejecución  del  con- 
trato (50). 

Art.  478.    En  cualquier  tiempo  podrá 


el  depositante  reclamar  la  cosa  deposi- 
tada, con  sus  aumentos,  aun  cuando  se 
haya  fijado  un  plazo  para  la  duración 
del  depósito,  pero  con  obligación  de 
reembolsar  al  depositario  los  gastos 
que  por  él  haya  hecho,  en  considera- 
ción del  plazo  convenido  (86,  479). 

Art.  479.  El  depositario  no  podrá  de- 
volver el  depósito  antes  del  término 
convenido,  á  no  ser  que  circunstancias 
imprevistas  lo  pongan  en  estado  de  no 
poderlo  conservar  más  tiempo  sin  peli- 
gro para  la  cosa  ó  sin  perjuicio  para 
el  mismo. 

A  falta  de  término  fijo,  podrá  res- 
tituirlo en  cualquier  tiempo  (478). 

Art.  480.  Se  efectuará  la  restitución 
por  cuenta  y  riesgo  del  depositante  y 
en  el  sitio  mismo  en  que  debió  estar 
guardado  el  objeto  (84). 

Art.  481.  Cuando  conjuntamente  ha- 
yan recibido  varias  personas  el  depósi- 
to, serán  solidarias  (162,  476). 

Art.  482.  Si  un  tercero  pretendiese 
ser  propietario  de  la  cosa  depositada, 
no  por  eso  dejará  de  estar  obligado  el 
depositario  á  restituirla  al  depositante, 
mientras  no  haya  sido  judicialmente 
embargada  ó  no  haya  presentado  el 
tercero  su  demanda  de  reivindicación. 

En  caso  de  embargo  ó  de  reivindica- 
ción, deberá  avisar  inmediatamente  al 
depositante  (478,  483). 

Art.  483.  Cuando  dos  ó  más  perso- 
nas depositen,  con  objeto  de  garantir 
sus  derechos,  en  poder  de  tercero,  una 
cosa  litigiosa  ó  contenciosa,  el  deposi- 
tario no  podrá  restituirla  sino  con  con- 
sentimiento de  todas  las  partes  ó  por 
orden  del  juez  (482). 

Art.  484.  Si  se  hubiere  convenido 
expresa  ó  tácitamente  que  el  deposita- 
rio de  una  cantidad  de  dinero  estará 
obligado  á  restituirla,  no  las  mismas 
i  especies,  sino  solamente  la  misma  can- 
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tidad,  serán  de  su  cuenta  todos  los  be- 
neficios y  riesgos. 

Se  presumirá  que  hay  convenio  táci- 
to en  el  sentido  del  presente  artículo, 
cuando  se  haya  entregado  la  suma  sin 
estar  lacrada  y  sin  estar  cerrada  (476 
.Y  485). 

Art.  485.  Si  el  depósito  consistiese 
en  otras  cosas  fungibles  ó  en  títulos, 
no  podrá  deducirse  de  las  circunstan- 
cias dicho  convenio.  El  depositario  no 
tendrá  derecho  á  disponer  de  la  cosa 
depositada  sino  cuando  haya  sido  ex- 
presamente autorizado  para  ello  por  el 
depositante  (476,  484). 

Art.  486.  Los  fondistas  y  posaderos 
serán  responsables  de  cualquier  dete- 
rioro, destrucción  ó  sustracción  de  efec- 
tos que  lleven  los  viajeros  que  paren 
en  sus  casas,  á  no  ser  que  prueben  que 
el  daño  es  imputable,  ya  al  mismo  via- 
jero, ya  á  alguna  de  las  personas  que 
le  acompañan  ó  estén  á  su  servicio,  ó 
resultado  de  un  acontecimiento  de  fuer- 
za mayor  ó  de  la  misma  naturaleza  de 
la  cosa  depositada. 

Se  admitirá  principalmente  que  el 
viajero  ha  incurrido  en  falta  cuando 
descuide  el  confiar  á  la  'custodia  del 
fondista  las  cantidades  considerables 
de  dinero  ú  otros  objetos  de  mucho  va- 
lor. Pero  aun  en  este  caso  será  respon- 
sable el  fondista,  tanto  de  su  propia 
culpa,  como  de  la  de  las  personas  que 
están  á  su  servicio  (115, 487,  488). 

Art,  487.  No  podrá  eximirse  el  fon- 
dista de  la  responsabilidad  definida  en 
el  artículo  anterior  declarando  por  vía 
de  anuncios  puestos  en  su  hotel,  que 
quiere  eludirla  ó  hacerla  depender  de 
condiciones  especiales  (486). 

Art.  488.  Los  que  tengan  cuadras 
públicas,  de  conformidad  con  los  ar- 
tículos 486  y  487,  seráu  responsables  de 
los  animales,  coches,  arreos  y  demás 


accesorios  que  se  hayan  depositado  en 
ellos  ó  hayan  sido  recibidos  por  ellos  ó 
por  sus  dependientes  (486,  487). 

TÍTULO   VEINTE 

DE   LA   FIANZA 

I.— De  la  naturaleza  y  forma  de  la 
fianza;  sus  diversas  clases 

Art.  489.  Es  la  fianza  un  contrato, 
en  virtud  del  cual  una  persona  se  com- 
promete con  el  acreedor  á  satisfacer 
una  obligación  si  el  deudor  no  lo  hace 
por  sí  mismo  (490,  511,  895). 

Art.  490.  Podrá  salir  fiador  de  otro 
todo  el  que,  según  el  presente  Código, 
tenga  capacidad  para  obligarse  por 
contrato  (29,  31). 

Art.  491 .  El  contrato  de  garantía  de- 
berá hacerse  por  escrito  para  ser  váli- 
do (9,  11,  13). 

Art.  492.  La  fianza  no  puede  existir 
sino  sobre  una  obligación  válida. 

Podrá  afianzarse  una  obligación  futu- 
ra ó  condiciona]  para  el  caso  en  que 
surta  efecto. 

La  deuda  resultante  de  un  contrato 
que,  por  error  ó  incapacidad,  no  obli- 
gue al  deudor  principal,  podrá  ser  vá- 
lidamente afianzado,  si  el  fiador,  al 
comprometerse,  conocía  el  vicio  de  que 
el  contrato  adolecía  por  razón  del  deu- 
dor principal  (171). 

Art.  493.  No  podrá  exigirse  el  pago 
al  simple  fiídor  sino  cuando  el  deudor 
principal  esté  en  quiebra,  si  las  dili- 
gencias incoadas  contra  él  han  resul- 
tado infructuosas  sin  culpa  del  acree- 
dor, ó  si  no  puede  ejercitarse  acción  en 
Suiza  contra  el  deudor. 

Sin  embargo,  esta  regla  no  se  apli- 
cará á  los  casos  previstos  en  el  tercer 
aparte  del  art.  492  (494,  498). 
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Art.  494.  Cuando  antes  de  la  ñanza 
ó  al  mismo  tiempo  haya  recibido  el 
acreedor  una  hipoteca  6  una  prenda  en 
garantía  de  la  obligación,  el  ñador  sim- 
ple podrá  exigir  que  primero  se  pague 
con  las  cosas  dadas  como  garantía,  á 
no  ser  que  el  deudor  principal  esté  en 
quiebra  ó  que  la  hipoteca  ó  prenda  no 
pueda  realizarse  sin  quiebra  (493) 

Art.  495.  Cuando  el  fiador  se  obligue 
con  el  deudor  principal  tomando  la  ca- 
lificación de  ñador  solidario,  ó  cual- 
quiera otra  equivalente,  podrá  perse- 
guirlo el  acreedor  antes  de  dirigirse  al 
deudor  principal  y  á  hacerse  pagar  con 
las  cosas  dadas  como  garantía,  siendo 
además  aplicables  las  disposiciones 
del  presente  título  aun  á  este  caso  es- 
pecial (79,  162,  163,  496). 

Art.  496.  Cuando  varias  personas 
hayan  garantizado  conjuntamente  una 
misma  deuda,  estará  cada  cual  obliga- 
da por  su  parte  como  fiador  simple  y 
como  co-fiador  por  la  de  los  demás. 

Si  los  fiadores  se  hubiesen  obligado 
solidariamente,  ya  con  el  deudor  prin- 
cipal, de  conformidad  con  el  art.  495,  ya 
entre  sí,  cada  uno  responderá  de  toda 
la  deuda,  pero  podrá  repetir  contra  los 
otros  por  sus  partes  y  porciones  (168, 
493,  495,  497). 

Art.  497.  El  fiador  sustituto  ó  fiador 
de  fiador  garantiza  al  acreedor  el  com- 
promiso de  la  sanción,  del  mismo  mudo 
que  el  fiador  garantiza  el  del  deudor 
principal  (493,  496) 

Art  498.  El  segundo  fiador  será  fia- 
dor respecto  del  primero  que  haya  pa- 
gado, del.  recurso  que  corresponde  á 
éste  contra  el  deudor  principal  (504). 

II.— Efectos  de  la  fianza 

Art.  499.  El  fiador  responderá  del 
importe  de  la  deuda  principal,  así  como 


de  las  diligencias  judiciales  contra  la 
falta  ó  la  morosidad  del  deudor. 

No  adeudará  las  costas  de  las  dili- 
gencias ó  acciones  dirigidas  contra  el 
deudor  principal,  sino  cuando  hayan 
sido  puestas  en  condiciones  en  tiempo 
oportuno  para  evitarlas  pagando  al 
acreedor. 

Cuando  se  hayan  estipulado  intere- 
ses responderá  el  fiador,  salvo  conve- 
nio en  contrario,  de  los  intereses  co- 
rrientes y  de  los  devengados  correspon- 
dientes á  un  año  (500) . 

Art.  500.  No  podrá  obligarse  al  fia- 
dor á  pagar  antes  del  término  fijado 
para  el  pago  de  la  deuda  principal,  aun 
cuando  de  resultas  de  quiebra  del  deu- 
dor se  haya  adelantado  el  vencimiento. 

Si  no  fuere  exigible  la  deuda  princi- 
pal sino  mediante  un  aviso  previo,  de- 
berá darse  también  al  fiador  dicho 
aviso. 

El  plazo  para  el  aviso  correrá  para 
el  fiador  desde  el  día  en  que  se  le  haya 
comunicado. 

III. —Extinción  de  la  fianza 

Art.  501.  El  fiador  quedará  liberado 
con  la  extinción  de  la  deuda  princi- 
pal (129). 

Art.  502.  El  fiador  que  sólo  se  haya 
obligado  por  un  tiempo  limitado,  que- 
dará liberado  si  el  acreedor  no  comien- 
za las  diligencias  judiciales  en  las  cua- 
tro semanas  siguientes  á  la  espiración 
del  tiempo  fijado  y  si  no  las  continúa 
sin  interrupción  notable  (503). 

Art.  503.  Si  se  hubiere  prestado  la 
fianza  por  tiempo  indeterminado,  podrá 
el  fiador,  al  vencimiento  de  la  deuda 
principal,  exigir  del  acreedor  que  co- 
mience las  diligencias  judiciales  den- 
tro del  plazo  de  cuatro  semanas  y  que 
las  continúe  sin  interrupción. 
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Si  se  tratase  de  una  deuda  cuyo  ven- 
cimiento puede  determinarse  por  medio 
de  un  aviso  del  acreedor,  tendrá  dere- 
cho el  fiador,  un  año  después  de  haber-  % 
se  obligado  para  con  éste,  á  exigir  que 
le  pase  dicho  aviso,  y  que,  Jlegado  el 
vencimiento,  se  dé  comienzo  á  las  dili- 
gencias como  queda  dicho. 

Si  el  acreedor  no  defiriere  á  esta 
intimación ,  quedará  liberado  el  fia- 
dor (502). 

IV.— Del  recurso  del  fiador 

Art.  504.  El  flacjor  que  haya  pagado 
se  subrogará  en  los  derechos  del  acree- 
dor por  valor  de  lo  que  le  haya  pagado, 
sin  perjuicio  de  las  acciones  y  excep- 
ciones que  nazcan  de  las  relaciones  de 
derecho  que  puedan  existir  entre  el  fia- 
dor y  el  deudur  principal  (79,  126,  168). 

Art.  505.  Excepto  en  los  casos  pre- 
vistos en  el  art.  492,  aparte  3.°,  el  fiador 
tendrá  el  derecho  y  la  obligación  de 
formular  contra  el  acreedor  todas  las 
excepciones  que  correspondan  al  deu- 
dor principal. 

El  fiador  que  descuide  el  formular 
estas  oposiciones,  perderá  su  derecho 
cuando  estas  excepciones  hayan  podi- 
do dispensarle  de  pagar,  si  no  prueba 
que  las  ignoraba  sin  culpa  por  su  parto 
(164,  492,  504). 

Art.  506.  Asimismo  perderá  el  fiador 
su  derecho  si  por  no  haber  avisado  al 
deudor  del  pago  que  ha  efectuado  pa- 
gase éste  por  segunda  vez,  pudiendo 
sólo  ejercitar  contra  el  acreedor  una 
acción  de  restitución  de  aquello  con 
que    ilegalmente    se    ha    enriquecido 

(70,  75). 

Art.  507.  El  acreedor  deberá  entre- 
gar al  fiador  que  le  pague  los  títulos  y 
demás  documentos  que  puedan  autori- 
zarle á  ejercitar  su  recurso,  asi  como  las 


prendas  de  garantía  de  que  esté  en  po- 
sesión. Si  estuviese  garantida  la  deuda 
con  una  hipoteca,  el  acreedar  deberá 
llenar  las  formalidades  prescritas  por 
la  ley  cantonal  para  la  liquidación  del 
derechoJüpotecario  (102,  508,  510). 

Art.  508.  El  acreedor  no  podrá,  sin 
hacerse  responsable  ante  el  fiador,  ni 
disminuir  con  perjuicio  de  éste  las  se- 
guridades que  garantizaban  la  deuda 
en  el  momento  en  que  se  dio  la  fianza 
ó  que  haya  obtenido  del  deudor  princi- 
pal con  posterioridad,  ni  deshacerse  de 
los  medios  de  prueba  que  estén  á  su 
disposición  (507,  509,  510). 

Art.  509.  Vencida  la  deuda,  en  cual- 
quier tiempo  podrá  el  fiador  obligar  al 
acreedor  á  aceptar  el  pago  de  su  im- 
porte ó  á  renunciar  á  la  fianza. 

Si  el  acreedor  no  aceptase  el  pago  ó 
se  negase  á  transmitirle  seguridades  de 
que  disfruta,  quedará  de  pleno  derecho 
liberado  el  fiador  (507,  508,  510). 

Art.  510.  Si  el  deudor  principal  que- 
brase, estará  obligado  el  acreedor  á. 
presentar  su  crédito  en  la  quiebra,  sin 
perjuicio  de  su  derecho  de  perseguir  al 
fiador  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los 
artículos  493  y  500. 

Deberá  también  poner  la  quiebra  en 
conocimiento  del  fiador  en  cuanto  él 
mismo  lo  sepa,  so  pena  de  perder  su 
derecho  contra  éste  hasta  el  valor  del 
perjuicio  que  de  dicho  descuido  resulte 
(493,  500,  507,  509). 

Art.  511.  El  fiador  podrá  exigir  segu- 
ridades del  deudor  principal: 

1.°  Cuando  falte  á  los  compromisos 
contraídos  con  él,  principalmente  á  la 
obligación  de  liberar  la  fianza  dentro  de 
un  plazo  dado; 

2.°    Cuando  haya  incurrido  en  mora; 

3.°  Cuando  por  razón  de  las  pérdi- 
das que  haya  experimentado  en  su  for- 
tuna ó  á  consecuencia  de  una  falta  co- 
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metida  por  él,  corra  el  fiador  riesgos 
bastante  mayores  que  cuando  se  obli- 
gó (96). 

título  veintiuno 

DEL  JUEGO    Y.    DE    LA    APUESTA 

Art.  512.  El  juego  y  la  apuesta  no 
darán  lugar  á  acción  alguna  judicial. 

Lo  mismo  sucederá  con  los  anticipos 
ó  préstamos  hechos  á  sabiendas  para 
un  juego  ó  una  apuesta  y  con  los  de 
compra-ventas  á  plazos  sobre  mercade- 
rías ó  valores  de  Bolsa  que  presenten 
los  caracteres  de  juego  ó  apuesta  (513 
y  516). 

Art.  513.  E!  pago  de  un  reconoci- 
miento de  deuda  ó  de  una  obligación 
suscrita  á  título  de  saldo  por  el  autor 
del  juego  ó  de  la  apuesta,  no  podrá  per- 
seguirse en  juicio  aun  cuando  este  últi- 
mo esté  separado  de  dicho  documento. 

No  obstante,  el  presente  artículo  no 
deroga  las  reglas  especiales  sobre  le- 
tras de  cambio  (512,  808,  813). 

Art.  514.  No  podrá  repetirse  lo  que 
se  haya  pagado  voluntariamente  sino 
cuando  haya  impedido  el  cumplimien- 
to regular  del  contrato  un  caso  for- 
tuito ó  los  mismos  actos  de  la  otra 
parte,  ó  cuando  ésta  se  haya  hecho  cul- 
pable de  dolo  (72,  75,  512,  513). 

Art.  515.  Las  loterías  y  sorteos  sólo 
darán  lugar  á  una  acción  judicial,  ácon- 
dición  de  que  estén  debidamente  autori- 
zadas. 

A  falta  de  autorización,  se  aplicará 
por  analogía  lo  dispuesto  en  el  art.  514 
(512,  514,  516). 

Art.  516.  Respecto  de  las  loterías  y 
sorteos  autorizados  en  el  extranjero, 
no  concede  la  ley  protección  alguna  en 
Suiza,  ano  ser  que  la  autoridad  com- 


petente haya  permitido  la  venta  de  los 
billetes  (515). 

TÍTULO  VEINTIDÓS 

DEL  CONTRATO   DE    RENTA  VITALICIA 

Art.  517.  Podrá  constituirse  la  renta 
vitalicia  en  cabeza  del  acreedor,  del 
deudor  ó  de  un  tercero. 

A  falta  de  estipulación  concreta  se 
presumirá  constituida  en  cabeza  del 
acreedor. 

Salvo  convenio  en  contrario,  la  renta 
constituida  en  cabeza  del  deudor  ó  en 
la  de  un  tercero  pasará  á  los  herederos 
del  acreedor  (518,  523). 

Art.  518.  No  será  válido  el  contrato 
de  renta  vitalicia  sino  cuando  se  haya 
hecho  por  escrito,  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  10  (9,  13). 

Art.  519.  Salvo  pacto  en  contrario, 
la  renta  vitalicia  será  pagadera  por  se- 
mestres anticipados. 

Si  la  persona  en  cuya  cabeza  se  ha 
constituido  falleciere  antes  de  que  haya 
transcurrido  el  plazo  por  el  cual  se  paga 
anticipadamente  la  renta,  el  deudor 
abonará  todo  el  plazo. 

Art.  520.  Si  no  hubiere  pacto  en  con- 
trario, el  acreedor  podrá  ceder  á  otro 
sus  derechos  (183). 

Art.  521.  El  que  á  Ututo  gratuito 
constituya  una  renta  en  favor  de  ter- 
cero, tendrá  el  derecho  de  estipular  al 
mismo  tiempo,  que  dicho  tercero  no  po- 
drá ser  despojado  de  ella  por  sus  acree- 
dores, ni  por  efecto  de  diligencias  judi- 
ciales, ni  por  vía  de  embargo,  ni  en  caso 
de  quiebra  (128,  132). 

Art.  522.  Si  el  deudor  quebrare,  el 
acreedor  podrá  hacer  valer  sus  dere- 
chos reclamando  un  capital  equivalen- 
te al  que  exigiría,  al  abrirse  la  quiebra, 
la  constitución  de  una  renta  igual  en 
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una  Compañía  de  seguros  sólidamente 
establecida. 

Art.  523.  Las  disposiciones  concer- 
nientes al  contrato  de  alimentos  vitali- 
cios quedan  reservadas  al  derecho 
cantonal. 

TITULO  VEINTITRÉS 

DE  LA  SOCIEDAD  SIMPLE 

I.— De  la  naturaleza  de  la  sociedad 

simple 

Art.  524.  La  sociedad  es  un  contrato 
por  el  cual  dos  ó  más  personas  acuer- 
dan unir  sus  esfuerzos  ó  sus  recursos 
con  objeto  de  lograr  un  fin  común. 

La  sociedad  es  simple  en  el  sentido 
del  presente  título,  cuando  no  presente 
los  caracteres  especiales  de  las  socie- 
dades y  asociaciones  regidas  por  los 
títulos  XXIV  al  XXVIII  (525,  552). 

II.— De  las  relaciones  de  los  socios 

entre  si 

Art.  525.  A  falta  de  estipulaciones 
contrarias  en  el  contrato  de  sociedad, 
las  relaciones  de  los  socios  entre  si  se 
determinarán  por  lo  prescrito  en  los 
artículos  siguientes. 

No  obstante,  deberán  siempre  tener- 
se en  cuenta  las  disposiciones  de  los 
artículos  539  y  541  (526,  542). 

Art.  526.  Todos  los  socios  deberán 
aportar  algo. 

No  será  necesario  que  lo  aportado 
sea  de  la  misma  naturaleza  y  valor,  pu- 
diendo  los  socios  aportar  dinero  ó  cré- 
ditos ú  otros  bienes,  ó  su  industria  (527 
y  528). 

Art.  527.    Salvo  acuerdo  en  contra- 


rio, las  aportaciones  deberán  ser  igua- 
les y  de  la  naturaleza  é  importancia  que 
exija  el  fin  de  la  sociedad  (526, 528). 

Art.  528.  En  lo  que  concierne  á  los 
riesgos  y  á  la  garantía  á  que  están  su- 
jetos todos  los  socios,  se  aplicarán  por 
analogía  las  reglas  del  arrendamiento 
cuando  consista  la  aportación  en  el  dis- 
frute de  una  cosa,  y  las  de  la  venta 
cuando  haya  puesto  en  la  sociedad  la 
propiedad  de  la  cosa  (235,  259,  276,  277, 
280,  290,  300,  526,  527). 

Art.  529.  Cada  socio  estará  obligado 
á  repartir  con  sus  consocios  toda  ga- 
nancia que  por  su  naturaleza  deba  co- 
rresponder á  la  sociedad  (530, 531). 

Art.  530.  Podrá  estipularse  que  las 
partes  de  los  socios  en  los  beneficios  ó 
pérdidas  sean  desiguales. 

A  falta  de  estipulación,  todos  los  so- 
cios deberán  tener  partes  iguales  en 
los  beneficios  y  en  las  pérdidas,  cual- 
quiera que  sea  la  naturaleza  ó  el  valor 
de  su  aportación. 

Si  el  convenio  fijase  solamente  la  par- 
te en  los  beneficios  ó  en  las  pérdidas, 
se  reputará  hecha  á  la  vez  dicha  deter- 
minación para  los  beneficios  y  pérdi- 
das (529,  531). 

Art.  531.  Podrá  estipularse  válida- 
mente que  el  asociado  que  aporte  su 
industria  estará  dispensado  de  contri- 
buir á  las  pérdidas  aunque  tome  parte 
en  los  beneficios  (529, 530). 

Art.  532.  No  podrán  tomarse  los 
acuerdos  de  la  sociedad  sino  con  el  con- 
sentimiento de  todos  los  socios. 

Si  con  arreglo  al  contrato  es  la  ma- 
yoría la  que  resuelve,  se  contará  ésta 
con  arreglo  al  número  de  personas  (533 
y  535). 

Art.  533.  Todos  los  socios  tendrán 
el  derecho  de  administrar,  á  no  ser  que 
el  contrato  ó  un  acuerdo  de  la  sociedad 
le  hayan  conferido  exclusivamente  uno 
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ó  varios  de  los  mismos  ó  á  terceros  (532, 
534,535). 

Art.  534.  Cuando  corresponda  á  to- 
dos los  socios  ó  á  algunos  de  ellos,  el 
derecho  de  administrar,  podrán  obrar 
todos  estos  administradores  sin  el  con- 
curso  de  los  demás,  salvo  el  derecho  de 
cada  socio  administrador  de  oponerse 
á  la  operación  antes  que  se  consume 
(533,  535). 

Art.  535.  Será  necesario  el  consenti- 
miento de  todos  los  socios  para  nom- 
brar apoderado  general  ó  para  realizar 
actos  que  no  entren  en  las  operaciones 
ordinarias  de  la  sociedad,  á  no  ser  que 
haya  peligro  en  la  demora  (532,  534). 

Art.  536.  Ningún  socio  podrá  hacer 
negocios  por  su  cuenta  personal  que 
puedan  paralizar  ó  dificultar  la  gestión 
ú  operaciones  de  la  sociedad  (538). 

Art.  537.  Si  algún  socio  hubiere  he- 
cho gastos  ó  contraído  obligaciones 
para  los  negocios  de  la  sociedad,  se 
quedarán  los  demás  socios  obligados 
por  los  mismos  y  deberán  también  in- 
demnizarle de  las  pérdidas  que  directa- 
mente resulten  de  su  gestión  ó  de  los 
riesgos  inseparables  de  ella. 

El  socio  que  hiciere  un  anticipo  de 
fondos  á  la  sociedad,  podrá  exigirle  in- 
tereses á  contar  desde  el  dia  en  que  lo 
hizo 

Pero  no  tendrá  derecho  á  indemniza- 
ción alguna  por  las  molestias  que  se 
hubiere  tomado  (538). 

Art.  538.  Todos  los  asociados  debe- 
rán poner  en  los  negocios  de  la  socie- 
dad la  diligencia  y  los  cuidados  que  ha- 
bitúa] mente  ponen  en  los  suyos  propios. 

Cada  cual  será  responsable  ante  sus 
consocios  de  los  daños  que  por  su  cul- 
pa les  hubiere  causado,  sin  poder  com- 
pensar dichos  daños  con  los  beneficios 
que  su  industria  les  haya  producido  en 
otros  negocios  (113,  536,  527). 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídicas. 


Art.  539.  No  podrá  revocarse  ni  res- 
tringirse sin  justa  causa  por  los  demás 
consocios  el  poder  de  administrar 
conferido  por  el  contrato  de  sociedad  á 
uno  de  ellos. 

Si  hubiere  justa  causa,  podrá  llevar- 
se á  cabo  la  revocación  por  cualquiera 
de  los  otros  socios,  no  obstante  las 
disposiciones  de  la  escritura  de  so- 
ciedad. 

Se  considerará  principalmente  como 
justa  causa  el  hecho  de  haber  faltado 
gravemente  el  socio  administrador  á 
sus  deberes  ó  de  haberse  incapacitado 
para  desempeñar  convenientemente 
sus  funciones  (45,  525,  540). 

Art.  540  Se  regirán  por  las  reglas 
del  mandato,  á  no  ser  que  dispongan 
otra  cosa  el  presente  título  ó  la  escri- 
tura de  sociedad,  las  relaciones  entre 
los  socios  administradores  y  los  demás. 

Cuando  algún  asociado  obre  por 
cuenta  de  la  sociedad  sin  estar  encar- 
gado de  la  administración,  ó  cuando 
algún  administrador  traspase  sus  po- 
deres, se  aplicarán  las  reglas  de  la  ges- 
tión de  negocios  (392,  404,  469,  474). 

Art.  541.  Cualquier  socio,  aun  no 
siendo  administrador,  tendrá  derecho 
á  informarse  personalmente  acerca  de 
la  marcha  de  los  negocios  sociales,  á 
examinar  los  libros  y  los  documentos 
concernientes  á  la  sociedad,  y  á  for- 
mar, en  vista  de  estos  datos  y  para  su 
uso  particular,  un  estado  ó  balance  de 
la  situación  financiera  de  la  sociedad. 

Será  nula  toda  cláusula  en  contrario 
(525,  542). 

Art.  542.  Ningún  asociado  podrá  in- 
troducir á  otro  en  Ja  sociedad  sin  el 
consentimiento  de  los  demás  socios. 

Cuando  por  sí  mismo  interese  algún 
socio  á  un  tercero  en  su  participación 
en  la  sociedad  ó  cuando  le  ceda  su  par- 
te no  se  convertirá  por  ese  hecho  en 
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socio  de  los  demás  asociados;  y  parti- 
cularmente no  adquirirá  el  derecho  ga- 
rantizado por  el  articulo  anterior. 

III.— De  las  reía  clones  de  los  socios 
con  terceros 

Art.  543.  El  asociado  que  trate  con 
un  tercero  por  cuenta  de  la  sociedad, 
pero  en  su  nombre  personal,  será  el 
único  acreedor  ó  deudor  de  dicho  ter- 
cero. 

Cuando  un  socio  trate  con  un  terce- 
ro en  nombre  de  la  sociedad  ó  de  todos 
los  asociados,  sólo  vendrán  á  ser  acree- 
dores ó  deudores  los  demás  socios  del 
tercero,  de  conformidad  con  las  reglas 
relativas  á  la  representación. 

Se  presumirá  que  un  socio  no  tiene 
derecho  de  obligar  respecto  de  un  ter- 
cero á  la  sociedad  ó  á  todos  sus  con- 
socios, aun  cuando  esté  encargado  de 
administrar  (36,  37,  533,  535,  544). 

Art  544.  La  propiedad  adquirida  en 
nombre  de  la  sociedad  ó  transferida  á 
ella,  pertenecerá  indivisamente  á  todos 
los  asociados. 

Si  se  hubiesen  adquirido  créditos  en 
nombre  de  la  sociedad  ó  se  hubieren 
transmitido  á  esta  última,  cada  socio 
será  acreedor  del  deudor  por  su  parte 
y  porción. 

Serán  solidariamente  responsables  los 
socios  de  los  compromisos  que  hayan 
contraído  en  común  respecto  de  terce- 
ros, ya  por  si  mismos,  ya,  según  el  ar- 
tículo anterior,  apartes  2.°  y  3.°,  por 
conducto  de  un  representante,  salvo 
acuerdo  contrario  con  los  terceros 
(162,  543). 

IV.— De  la  disolución  de  la  sociedad 

Art.  545.    Cesará  la  sociedad: 

l.°    Por  haber  terminado  el  negocio 


en  vista  del  cual  se  haya  formado  ó 
por  imposibilidad  de  llevarlo  acabo; 

2.°  Por  fallecimiento  de  uno  de  los 
socios,  á  no  ser  que  con  anterioridad 
se  haya  convenido  que  continuada  la 
sociedad  con  sus  herederos; 

3.°  Por  quiebra  ó  interdicción  de 
algún  asociado; 

4.°  Por  voluntad  unánime  de  los 
asociados; 

5.°  Por  espiración  del  tiempo  por  el 
cual  se  constituyó  la  sociedad,  á  no  ser 
que  los  asociados  la  continúen  tácita- 
mente, considerándose  en  este  caso 
que  la  sociedad  será  en  adelante  de  du- 
ración ilimitada; 

6.°  Por  voluntad  de  no  continuar  en 
la  sociedad  expresada  por  uno  de  los 
socios  si  este  derecho  de  renuncia  ha 
sido  reservado  por  el  contrato  ó  si  la 
sociedad  se  ha  formado,  ya  por  una  du- 
ración ilimitada,  ya  por  toda  la  vida  de 
uno  de  los  socios; 

7.°  Por  sentencia  dictada  en  el  caso 
del  art.  547  (546,  551,  891;. 

Art.  546.  Cuando  se  haya  formado 
una  sociedad  por  tiempo  ilimitado  ó  por 
toda  la  vida  de  uno  de  los  socios,  podrá 
provocar  cada  cual  de  las  partes  su  di- 
solución, á  condición  de  notificar  su 
voluntad  á  las  otras,  por  lo  menos  con 
seis  meses  de  anticipación. 

Será  además  preciso  que  la  renuncia 
sea  de  buena  fe  y  que  no  esté  hecha 
fuera  de  tiempo.  En  particular,  si  las 
cuentas  se  liquidan  por  años  no  podrá 
pedirse  la  disolución  de  la  sociedad  si- 
no para  el  fln  de  un  ejercicio  anual  (545 
y  547). 

Art.  547.  No  obstante,  si  hubiese 
justas  causas,  podrá  pedirse  la  disolu- 
ción antes  del  término  fijado  por  el  con- 
trato ó  en  los  casos  previstos  en  el  ar- 
ticulo anterior,  sin  previa  renuncia 
(545,  546). 
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Art.  518.  En  la  liquidación  á  que  de- 
ben proceder  los  socios  entre  sí  des- 
pués de  la  disolución  de  la  sociedad,  el 
socio  que  hubiere  aportado  algo  en  ple- 
na propiedad  no  lo  recobrará,  pero  ten- 
drá derecho  al  precio  por  el  cual  fué 
aceptada. 

Si  no  se  hubiere  determinado  este 
precio,  se  hará  la  restitución  con  arre- 
glo al  valor  que  el  objeto  tenia  al  ha- 
cer la  aportación  (528). 

Art.  549.  Si  después  de  liquidar  las 
deudas  sociales,  después  del  reembolso 
de  los  gastos  y  anticipos  hechos  por 
algún  socio  y  después  de  la  restitución 
de  las  aportaciones  quedase  un  exce- 
dente, contituirá  éste  un  beneñcio  que 
se  repartirá  entre  los  socios. 

Si  después  del  pago  de  las  deudas, 
gastos  y  anticipos,  no  fuese  suficiente 
el  activo  de  la  sociedad  para  reembol- 
sar las  aportaciones,  la  diferencia  cons- 
tituirá una  pérdida  que  se  repartirá  en- 
tre los  socios  (549,  531). 

Art.  550.  La  liquidación  que  sigue  á 
la  disolución  de  la  sociedad  deberá  ha- 
cerse en  común  por  todos  Jos  socios, 
inclusos  los  que  hayan  sido  excluidos 
de  la  administración  de  los  asuntos  so- 
ciales. 

Pero  si  el  contrato  de  sociedad  se  re- 
fería sólo  á  ciertos  asuntos  de  índole 
esencial,  que  uno  de  los  socios  debía 
gestionar  en  su  propio  nombre  por 
cuenta  de  la  sociedad,  dicho  socio  de- 
berá, aun  después  de  la  disolución,  ter- 
minarlos él  solo  y  rendir  cuenta  de  ellos 
á  sus  consocios  (548,  549). 

Art.  551.  La  disolución  de  la  socie- 
dad no  modiñcará  en  modo  alguno  los 
compromisos  contraídos  con  terceros 
(543,  544;. 


TÍTULO  VEINTICUATRO 

DE   LA   SOCIEDAD  EN   NOMBRE    COLECTIVO 

I.— Naturaleza  y  formación  de  esta 

sociedad 

Art.  552.  Es  sociedad  colectiva  ó  en 
nombre  colectivo  la  que  constituyen 
dos  ó  más  personas  con  objeto  de  co- 
merciar, explotar  una  fábrica  ó  de  ejer- 
cer en  forma  comercial  una  industria 
cualquiera,  bajo  una  razón  social  y  sin 
limitar  su  responsabilidad,  de  confor- 
midad con  los  títulos  siguientes. 

Estarán  obligados  los  miembros  de 
una  sociedad  de  esta  índole  á  hacerla 
inscribir  en  el  Registro  de  comercio  co- 
mo sociedad  en  nombre  colectivo. 

Cualquier  clase  de  sociedad  podrá 
convertirse  en  colectiva,  aun  cuando 
tenga  otro  fin  que  los  antes  indicados, 
á  condición  de  hacerse  inscribir  como 
tal  en  el  Registro  de  comercio  (553, 
589,  869,  871,  872). 

Art.  553.  Deberá  hacerse  la  inscrip- 
ción en  la  localidad  donde  se  halle  es- 
tablecida la  sociedad,  é  indicar: 

1.°  El  nombre  y  domicilio  de  cada 
socio; 

2.°  La  razón  social  y  lugar  donde  se 
halle  establecida  la  sociedad; 

3.°  La  fecha  en  que  comienza  la  so- 
ciedad; 

4.°  Cuando  sehayaconvenido  en  que 
solo  representen  á  la  sociedad  uno  ó 
varios  socios,  el  ó  los  que  hayan  sido 
designados  con  este  objeto,  y,  si  fuese 
menester,  la  circunstancia  de  que  sólo 
conjuntamente  pueden  ejercitar  este 
derecho  (552,  554,  869,  871, 872). 

Art.  554.  Las  solicitudes  presenta* 
das  con  motivo  de  la  inscripción  de  los 
enunciados  del  artículo ,  anterior,  nú 
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meros  l.°á  4.°,  ó  de  las  modificaciones 
ulteriores  que  puedan  traer  consigo, 
deberán  estar  firmadas  por  todos  los 
socios  personalmente  en  presencia  del 
funcionario  encargado  del  registro  ó 
debidamente  legalizadas. 

Deberán  transcribirse  íntegramente 
en  el  registro. 

Los  socios  encargados  de  represen- 
tar la  sociedad  pondrán  personalmente 
la  firma  social  y  su  propia  firma  en 
presencia  del  funcionario  encargado 
del  registro,  ó  se  las  entregarán  debi- 
damente legalizadas  (552,  553). 

II. — Be  las  relaciones  de  los  socios 

entre  si 

Art.  555.  Las  relaciones  de  los  so- 
cios entre  sí  quedarán  determinadas 
en  primer  lugar  por  el  contrato  de  so- 
ciedad . 

A  falta  de  estipulaciones  acerca  de 
esto,  habrá  lugar  á  aplicar  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  526  á  542  sobre 
las  sociedades  simples,  salvo  las  modi- 
ficaciones que  resulten  de  los  artículos 
siguientes  (526,  542,  556,  558). 

Art.  556.  Al  fin  de  cada  ejercicio 
anual  se  formará  un  inventario  y  un 
balance  del  haber  social  sobre  cuya 
base  se  fijarán  las  ganancias  ó  pérdi- 
das del  año  y  la  parte  de  cada  socio. 

Se  aumentarán  los  beneficios  de  cada 
socio  con  el  interés  de  4  por  100  de  su 
parte  en  el  activo  social  y  con  los  ho- 
norarios de  su  trabajo  si  se  hubieren 
estipulado. 

Cuando  se  trate  de  determinar  los 
beneficios  ó  las  pérdidas,  se  considera- 
rán como  deuda  de  la  sociedad  los  in  - 
tereses  y  honorarios  (555, 557). 

Art.  557.  Todos  los  socios  tendrán 
el  derecho  de  retirar  de  la  caja  social 


los  beneficios,  intereses  y  honorarios 
del  año  transcurrido. 

Si  no  hicieren  uso  de  este  derecho, 
quedará  aumentada  su  aportación  con 
la  cantidad  á  que  asciendan,  á  no  ser 
que  á  ello  se  opongan  sus  consocios. 

Si  pérdidas  anteriores  hubiesen  dis- 
minuido la  aportación  de  algúu  socio, 
no  podrá  éste  retirar  su  parte  en  los 
beneficios  hasta  que  quede  reconstitui- 
da su  aportación. 

Salvo  este  caso,  no  podrá  obligarse 
á  ningún  socio  á  completar  su  aporta- 
ción reducida  por  pérdidas,  ni  tampoco 
estará  nunca  obligado  á  elevarla  á  una 
cifra  superior  á  la  fijada]  por  el  contra- 
to (555,  556). 

Art.  558.  Sin  consentimiento  de  los 
demás,  ningún  socio  podrá  hacer  por 
su  cuenta  ó  por  la  de  tercero  negocios 
de  la  misma  índole  que  los  de  la  socie- 
dad ni  interesarse  como  socio  bajo 
nombre  colectivo  ó  comanditario  en 
una  empresa  análoga  (536,  555). 

III.— Relaciones  de  la  sociedad  con 

terceros 

Art.  559.  Bajo  su  razón  social,  la  so- 
ciedad, bajo  nombre  colectivo,  podrá 
ser  acreedora  y  deudora,  comparecer 
en  juicio  y  adquirir  derechos  de  propie- 
dad y  otros  derechos  reales  aun  sobre 
inmuebles  (560,  571,  573). 

Art.  560.  Si  el  Registro  del  comercio 
no  contuviese  ninguna  mención  con- 
traria relativamente  á  los  poderes  de 
los  socios,  los  terceros  podrán  partir 
del  principio  de  que  cada  socio  tiene  el 
derecho  de  obrar  en  nombre  de  la  so- 
ciedad (39,  561,  563). 

Art.  561.  Todos  los  socios  autoriza- 
dos para  representar  á  la  sociedad  ten- 
drán derecho  á  hacer,  en  nombre  de 
ésta,  todos  los  actos  jurídicos  y  todos 
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los  negocios  que  se  relacionen  con  el 
fin  de  la  sociedad. 

Será  nula  y  de  ningún  efecto,  respec- 
to de  terceros  de  buena  fe,  toda  cláusu- 
la que  limite  sus  poderes. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que,  con  arre- 
glo á  la  inscripción  hecha  en  el  Regis- 
tro de  comercio,  sólo  pueda  comprome- 
terse la  sociedad  con  la  firma  colectiva 
de  varios  socios  (560,  562,  563). 

Art.  562.  El  nombramiento  de  apo- 
derado exigirá  el  consentimiento  de  to- 
dos los  socios  gerentes.  Pero  cada  cual 
podrá,  respecto  de  terceros,  revocar 
válidamente  el  poder  otorgado  (428,  560 
y  561). 

Art.  563.  Vendrá  á  ser  acreedora  ó 
deudora  la  sociedad  por  los  actos  lle- 
vados á  cabo  en  su  nombre  por  un  so- 
cio autorizado  para  representarla,  im- 
portando poco  que  se  hayan  llevado  á 
cabo  dichos  actos  expresamente  en 
nombre  de  la  sociedad,  ó  que  sólo  se 
.  deduzca  de  las  circunstancias  la  inten- 
ción de  obrar  en  su  nombre  (36, 37, 560 
y  561). 

Art.  564.  Serán  responsables  los  so- 
cios solidariamente  y  con  todos  sus  bie- 
nes, de  las  obligaciones  de  la  sociedad. 

Será  nula  y  de  ningún  efecto,  respec- 
to de  terceros,  toda  cláusula  contraria. 

No  obstante,  no  podrá  perseguirse  á 
un  socio  personalmente  por  razón  de 
una  deuda  social  sino  cuando  haya 
sido  disuelta  la  sociedad  ó  cuando  haya 
sido  objeto  de  procedimientos  que  no 
hayan  producido  resultados  (162,  565, 
568,  571). 

Art.  565.  El  que  entre  como  socio 
bajo  nombre  colectivo  en  una  sociedad 
de  esta  índole,  se  obligará  solidaria- 
mente aun  por  las  deudas  de  la  socie- 
dad anteriores  á  su  entrada,  haya  ó  no 
sufrido  modificación  la  razón  social. 

Será  nula  y  de  ningún  valor  ni  efec- 


to, respecto  de  terceros,  toda  cláusula 
contraria  (162,  564). 

Art.  566.  En  caso  de  quiebra  de  la 
sociedad  bajo  nombre  colectivo,  se  pa- 
gará á  los  acreedores  de  ésta  con  sus 
bienes,  con  exclusión  de  los  acreedo- 
res personales  de  los  diferentes  socios 
(567,  571,  897). 

Art.  567.  No  serán  admitidos  los  so- 
cios bajo  nombre  colectivo  á  concurrir 
en  la  quiebra  de  la  sociedad  por  el  im- 
porte de  sus  aportaciones;  pero  podrán 
hacer  valer,  lo  mismo  que  los  demás 
acreedoies,  los  créditos  que  tengan 
contra  la  sociedad  por  cualquier  otro 
concepto  (566). 

Art.  568.  Cuando  sean  insuficientes 
los  bienes  de  la  sociedad  para  pagar 
completamente  á  sus  acreedores,  ten. 
drán  éstos  derecho  de  perseguir  el  pago 
del  saldo  de  sus  créditos  contra  los  bie- 
nes personales  de  cada  uno  de  los  so- 
cios en  concurrencia  con  los  acreedo- 
res particulares  de  los  mismos  (564, 
566,  569,  571). 

Art.  569.  Los  acreedores  persona- 
les de  un  socio  no  tendrán  acción  algu- 
na para  hacerse  pagar  ó  para  obtener 
garantías  sobre  los  bienes,  créditos  ó 
derechos  incluidos  en  el  activo  social. 

No  podrán  proceder  á  un  embargo  ó 
á  cualquier  otro  acto  ejecutivo  más  que 
sobre  los  intereses,  honorarios  ó  bene- 
ficios á  que  tenga  derecho  en  la  socie- 
dad su  deudor  ó  sobre  la  parte  que  le 
corresponda  en  la  liquidación  (566,  568, 
570,571,574). 

Art.  570-  El  acreedor  personal  que 
tenga  un  derecho  de  preferencia  sobre 
los  bienes  de  alguno  de  los  asociados, 
sólo  podrá  hacerlo  valer  en  el  sentido 
del  aparte  segundo  del  articulo  anterior 
(566,  569). 

Art.  571.  El  deudor  de  la  sociedad 
no  podrá  oponer  la  compensación  de  lo 
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que  le  debe  personalmente  uno  de  los 
socios. 

Tampoco  podrá  oponer  uno  de  los  so- 
cios la  compensación  de  lo  que  su 
acreedor  deba  á  la  sociedad. 

Sin  embargo,  en  los  casos  previstos 
en  el  art.  564,  aparte  tercero,  el  acree- 
dor de  la  sociedad  que  sea  al  mismo 
tiempo  deudor  de  uno  de  los  socios,  po- 
drá oponer  la  compensación  á  este  úl- 
timo (131,  566,  570). 

IV. — De  la  disolución  de  la  sociedad  y 
de  la  retirada  de  algunos  asociados 

Art.  572.  La  sociedad  colectiva  que- 
dará disuelta  por  la  quiebra. 
-  Por  lo  demás,  se  aplicarán  á  la  socie- 
dad, bajo  nombre  colectivo,  las  reglas 
establecidas  para  la  simple  en  los  ar- 
tículos 545  á  551,  en  lo  que  no  sean  mo- 
dificadas por  las  disposiciones  de  los 
artículos  siguientes  (573,  579,  891). 

Art.  573.  Podrá  declararse  en  quie- 
bra á  la  sociedad  bajo  nombre  colecti- 
vo, aun  después  de  la  disolución,  mien- 
tras no  se  haya  terminado  la  reparti- 
ción. 

La  quiebra  de  la  sociedad  no  impli- 
cará de  pleno  derecho  la  quiebra  perso- 
nal de  los  asociados. 

Del  mismo  modo  la  quiebra  de  un  so- 
cio tampoco  implicará  de  pleno  dere- 
cho la  de  la  sociedad  (559,  566,  571). 

Art.  574.  El  acreedor  de  uno  de  los 
socios  que  en  vano  haya  perseguido  á 
éste  en  sus  bienes  personales  y  haya 
hecho  proceder,  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  art.  569,  aparte  segundo,  al 
embargo  ó  á  cualquier  otro  acto  ejecu- 
tivo sobre  la  parte  que  corresponda 
á  su  deudor  en  la  liquidación,  podrá, 
previo  aviso  dado  por  lo  menos  con  seis 
meses  de  anticipación,  exigir  la  disolu- 


ción de  la  sociedad,  sea  ésta  de  dura- 
ción limitada  ó  ilimitada. 

Pero  mientras  no  se  haya  llevado  á 
cabo  la  disolución,  la  sociedad  y  los 
demás  socios  podrán,  pagando  al  acree- 
dor, evitar  los  efectos  de  dicho  aviso 
(569,  572,  577). 

Art.  575.  Si  se  hubiere  convenido 
antes  de  la  disolución  que,  no  obstante 
la  retirada  de  uno  ó  más  socios,  conti- 
núe la  sociedad  entre  los  demás,  sólo 
cesará  ésta  respecto  de  los  socios  sa- 
lientes y  continuará  entre  los  otros 
con  los  mismos  derechos  y  con  las  mis- 
mas obligaciones  (572,  579). 

Art.  576.  Cuando  el  motivo  en  vir- 
tud del  cual  pueda  pedirse  la  disolución, 
según  los  términos  del  art.  547,  se  refie- 
ra esencialmente  á  la  persona  de  uno 
de  los  socios,  á  instancia  de  todos  los 
demás,  podrá  acordarse  la  exclusión  de 
este  socio  (577,  579). 

Art.  577.  Si  fuese  declarado  en  quie- 
bra algún  socio,  ó  si  uno  de  los  acree- 
dores personales  de  cualquiera  de  ellos 
hiciese  uso  del  derecho  que  le  reconoce 
el  art.  574,  los  demás  socios  podrán 
decidir  que  aquél  debe  retirarse,  y  le 
reembolsarán  en  dinero  su  parte  en 
el  haber  social. 

Si  la  sociedad  se  compusiere  de  sólo 
dos  socios,  el  que  no  hubiere  dado  lu- 
gar á  la  disolución  podrá  de  la  misma 
manera  pagar  á  su  consocio  y  conti- 
nuar los  negocios  por  su  cuenta  perso- 
nal, tomando  á  su  cargo  la  totalidad 
del  activo  y  del  pasivo  (573, 574, 576, 578 
y  579). 

Art  578.  Lo  mismo  podrá  acordar 
el  juez,  cuando  haya  habido  para  pedir 
la  disolución,  otro  motivo  que  se  refie- 
ra esencialmente  á  la  persona  de  uno 
de  los  socios  (576,  577,  579). 

Art.  579.  La  disolución  de  la  socie- 
dad, la  retirada  ó  la  exclusión  de  un 
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socio,  asi  como  la  continuación  de  los 
negocios  por  uno  de  aquéllos,  deberán 
inscribirse  en  el  Registro  de  comercio. 
Deberá  hacerse  dicha  inscripción  aun 
en  el  caso  de  que  la  sociedad  haya  ce- 
sado por  haber  transcurrido  el  tiempo 
por  el  cual  se  habia  constituido  (861 
y  872). 

V. — De  la  liquidación  de  la  sociedad 

Art.  580.  Si  la  sociedad  se  disolviere 
y  no  fuere  por  quiebra,  continuarán  los 
socios  gerentes,  salvo  impedimento  per- 
sonal, representando  en  calidad  de  li- 
quidadores á  la  sociedad  disuelta. 

No  obstante,  tendrán  todos  los  socios 
derecho  á  pedir  que  se  nombren  otros 
liquidadores,  designándolos  el  juez  en 
caso  de  desacuerdo. 

Deberá  inscribirse  en  el  Registro  de 
comercio  el  nombramiento  de  los  liqui- 
dadores si  tuviese  por  objeto  modificar 
la  representación  de  la  sociedad  (581 
y  584). 

Art.  581.  Los  herederos  de  un  socio 
deberán  hacerse  representar  en  la  li- 
quidación por  un  mandatario  común 
(580), 

Art.  582.  La  misión  de  los  liquidado- 
res consiste  en  terminar  los  negocios 
corrientes,  cumplir  los  compromisos, 
hacer  ingresar  los  créditos  de  la  di- 
suelia  sociedad  y  realizar  el  activo  so- 
cial. Procederán  en  nombre  de  la  socie- 
dad y  podrán  litigar,  transigir  y  com- 
prometerse por  ella. 

También  podrán  los  liquidadores  em- 
prender nuevas  operaciones  con  el  fin 
de  terminar  otras  antiguas  aún  pen- 
dientes. 

No  podrá  hacerse  la  venta  de  inmue- 
bles  salvo  el  unánime  consentimiento 
de  todos  los  socios,  sino  en  pública  su- 
basta (583,  584). 


Art.  583.  Se  distribuirán  provisional- 
mente entre  los  socios  los  capitales  que 
no  tengan  empleo  durante  la  liquida- 
ción. 

Los  liquidadores  retendrán  las  can- 
tidades necesarias  para  pagar  las  deu- 
das que  no  hayan  vencido  aún  y  para 
hacer  frente  á  las  pretensiones  de  los 
socios  al  saldar  sus  respectivas  cuen- 
tas (582,  584). 

Art.  584.  Los  liquidadores  deberán 
establecer  el  saldo  definitivo  de  cuen- 
tas de  los  socios  entre  sí. 

Si  esta  liquidación  diere  lugar  á  cues- 
tiones, resolverá  el  juez  (582,  583). 

VI.— De  la  prescripción  de  las  accio- 
nes contra  los  socios 

Art.  585.  Las  acciones  contra  un  so- 
cio por  razón  de  deudas  déla  sociedad, 
prescribirán  á  los  cinco  años,  conta- 
dos, ya  desde  la  disolución  de  la  misma, 
ya  desde  la  retirada  ó  la  exclusión  de 
dicho  socio,  á  no  ser,  sin  embargo,  que 
el  crédito,  por  su  índole,  esté  sometido 
á  una  prescripción  más  breve. 

Esta  prescripción  no  será  aplicable  á 
las  acciones  de  los  socios  unos  contra 
otros  (146,  586,  589,  883). 

Art.  586.  Comenzará  acorrer  la  pres- 
cripción desde  el  día  en  que  se  inscri- 
bió en  el  Registro  de  comercio  la  diso- 
lución de  la  sociedad  ó  la  retirada  ó  ex- 
clusión de  un  socio. 

Si  sólo  con  posterioridad  á  dicha  ins- 
cripción se  hubiere  hecho  exigible  el 
crédito,  comenzará  á  correr  la  pres- 
cripción desde  el  momento  de  su  exigi- 
bilidad  (149,  535). 

Art.  587.  Cuando  aún  queden  bienes 
de  la  sociedad  sin  repartir,  no  podrá 
oponerse  la  prescripción  por  cinco  años 
contra  el  acreedor  que  sólo  ejerza  sus 
derechos  sobre  dichos  bienes. 
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ue  ee  haya  encargado  de 
s  negocios  tomando  á  su 
ivo  y  el  pasivo,  no  podrá 
escripción  de  cinco  años 

La  prescripción  en  favor 
;  se  haya  retirado  de  ta  so- 
a  sido  excluido  de  la  mis- 
il a  interrumpida  por  actos 
vados  é  cabo  contra  la  so- 
aya  continuado  existiendo 
)  socio  (155,  585). 
Antes  déla  espiración  del 
¡cn'pción,  no  quedará  libe- 
i  saliente  ó  excluido  de  la 
iad  que  le  corresponda  por 
aciales,  sino  por  renuncia 
resunta  de  los  acreedores 


LO    VEINTICINCO 

JCTEDAD  EN  COMANDITA 

formación   de  la  sociedad 

Es  sociedad  en  comandita 
ue  dos  ó  más  personas  se 
ina  misma  razón  social, 
ejercer  alguna  de  las  pro- 
idustrias  mencionados  en 
ipnrte  primero,  y  cuando 
■s  una  de  ellas  sea  ilimita- 
=ponsal>le,  mientras  á  las 
mandilarías,  no  se  extien- 
isabilidad  sino  por  valor  de 
ion  determinada  (coman- 

bros  de  una  sociedad  de 
starán  obligados  á  hacerla 
el  Registro  de  comercio 
ad  en  comandita. 

i  sociedad  podrá  conver- 
nanditaria  aun  cuando  se 
n  objeto  distinto  de   los  in- 


dicados en  el  art.  552,  aparte  primero, 
á  condición  de  hacerse  inscribir  como 
tal  en  el  Registro  de  comercio  552,  591, 
«1 1 ,  870,  872). 

Art  591.  Deberá  hacerse  la  inscrip- 
ción en  la  localidad  donde  se  halle  es 
tablee-ida  la  sociedad,  e  indicar: 

1*  El  nombre  y  domicilio  de  cada 
socio  indefinidamente  responsable; 

2."  El  nombre  y  domicilio  de  cada 
socio  comanditario  y  el  importe  de  su 
aportación; 

3."  La  razón  social  y  el  lugar  donde 
se  halle  establecida  la  sociedad; 

4."  La  fecha  en  que  comienza  la  so- 
ciedad (590,  592,  870, 872). 

Art.  592.  Las  solicitudes  presenta- 
das para  la  inscripción  de  los  enuncia- 
dos mencionados  en  el  artículo  ante- 
rior, números.  l.°al  4.°  y  de  las  modifi- 
caciones ulterioresque  puedan  introdu- 
cirse, deberán  estar,  ó  firmadas  perso- 
nalmente por  todos  los  socios,  aun  por 
los  menos  comanditarios,  en  presencia 
del  funcionario  encargado  del  Registro 
ó  debidamente  legalizadas. 

Deberán  transcribirse  Integramente 
en  el  Registro. 

Los  socios  indefinidamente  respon- 
sables, que  estén  encargados  de  repre- 
sentar ta  sociedad,  pondrán  personal- 
mente la  firma  y  la  suya  propia  en  pre- 
sencia del  funcionario  encardado  del 
Registro  ó  se  las  entregarán  debida- 
mente legalizadas  (590,  591). 

Art.  593.  Cuando  haya  varios  socios 
ilimitadamente  responsables,  será  la 
sociedad  respecto  de  ellos  al  mismo 
tiempo  sociedad  bajo  nombre  colecti- 
vo (555,  571). 

II.  -De  las  relaciones  de  loa  socios 
entre  si 

Art.  594.  Las  relaciones  de  los  so- 
cios entre  si  quedarán  determinadas, 
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en  primer  lugar,  por  el  contrato  de  so- 
ciedad. 

A  falta  de  estipulaciones  acerca  de 
este  punto,  habrá  lugar  á  aplicar  las 
disposiciones  de  los  artículos  526  a  542  y 
556  á  558,  que  rigen  las  sociedades  bajo 
nombre  colectivo,  salvo  las  modifica- 
ciones que  resulten  de  los  artículos  si- 
guientes (526,  542,  556,  558,  595,  596). 

Art.  595.  La  sociedad  será  dirigida 
por  el  socio  ó  socios  indefinidamente 
responsables. 

El  comanditario  no  tendrá  derecho 
ni  obligación  de  administrar  los  nego- 
cios de  la  sociedad. 

Tampoco  podrá  oponerse  á  los  actos 
de  la  gerencia  (594,  596). 

Art.  596.  El  comanditario  no  será 
responsable  de  las  pérdidas  sino  por 
valor  de  los  fondos  que  haya  puesto  ó 
debido  poner  en  la  sociedad. 

Además,  el  juez  fijará  su  parte  alí- 
cuota en  los  beneficios  ó  en  las  pérdi- 
das, si  no  lo  hubiere  sido  por  las  mis- 
mas partes  (594,  595). 

III. — De  las  relaciones  de   los    socios 

con  terceros 

Art.  597.  Bajo  su  razón  social,  la  so- 
ciedad comanditaria  podrá  ser  aeree 
dora  y  deudora,  comparecer  en  juicio 
y  adquirir  derechos  de  propiedad  y 
otros  reales  aun  sobre  inmuebles  (598, 
609, 601). 

Art.  598.  Representarán  la  sociedad 
en  comandita  los  socios  indefinida- 
mente responsables. 

Se  regulará  la  extensión  de  sus  po- 
deres por  las  disposiciones  relativas  á 
las  sociedades  bajo  nombre  colectivo. 

El  comanditario  que  hiciere  negocios 
por  la  sociedad  sin  declarar  expresa- 
mente que  sólo  obra  en  calidad  de  apo 
derado  ó  de  mandatario,  será  respon- 


sable de  las  obligaciones  que  resulten 
de  los  negocios  hechos  en  esta  forma, 
como  si  fuera  un  socio  indefinidamen- 
te responsable  (3 ),  560,  563,  599,  600). 

Art.  599.  Cuando  no  se  haya  inscrito 
la  sociedad  en  comandita,  será  respon- 
sable cada  comanditarlo  para  con  ter- 
ceros como  un  socio  ilimitadamente 
responsable,  de  las  obligaciones  que  la 
sociedad  haya  contraído  con  anterio- 
ridad á  la  inscripción,  á  no  ser  que 
pruebe  que  dichos  terceros  tenían  co- 
nocimiento de  su  condición  de  mero 
comanditario  (598,  6  0). 

Art.  600.  Será  responsable  ante  los 
acreedores  de  la  sociedad  como  un  so- 
cio bajo  nombre  colectivo,  el  comandi- 
tario cuyo  nombre  figure  en  la  razón 
social  (564,  565,  598,  599). 

Art.  601.  No  podrá  ser  perseguido 
personalmente  el  socio  indefinidamen- 
te responsable  por  una  deuda  social 
sino  cuando  haya  sido  disuelta  la  so- 
ciedad ó  cuando  haya  sido  objeto  de  di- 
ligencias judiciales  infructuosas  (609). 

Art.  602.  El  comanditario  estará 
obligado  para  con  los  terceros  por  va- 
lor de  la  suma  inscrita  en  el  Registro 
de  comercio;  y  por  mayor  cantidad  si 
hubiere  declarado  á  terceros,  por  cir- 
culares ó  de  otro  cualquier  modo,  una 
comandita  más  elevada  (603,  604,606). 

Art.  603.  Los  acreedores  de  la  so- 
ciedad no  tendrán,  mientras  subsista, 
ninguna  acción  directa  contra  el  co- 
manditario. 

Cuando  la  sociedad  termine  de  otro 
modo  que  por  quiebra,  sólo  tendrán 
una  acción  directa  contra  el  comandi- 
tario por  el  importe  de  la  comandita 
que  no  haya  sido  desembolsado  ó  haya 
sido  retirado. 

Si  la  sociedad  quebrase,  sólo  podrán 
pedirlos  acreedores  que  se  haga  entre- 
ga á  la  masa  del  importe  de  la  coman- 
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dita  no  desembolsado  ó  retirado  (602 
y  610.) 

Art.  604.  Si  por  convenio  con  los  so- 
cios indefinidamente  responsables  ó 
por  descuentos  anticipados  del  activo 
social,  hubiese  disminuido  el  comandi- 
tario el  importe' de  la  comandita  que 
tiene  inscrita  ó  declarada  de  otro  modo 
cualquiera,  no  podrá  oponerse  esta 
reducción  contra  terceros  sino  cuando 
haya  sido  inscrita  en  el  Registro  de  co- 
mercio, y  debidamente  publicada,  de 
conformidad  con  el  art.  862. 

Las  obligaciones  contraidas  por  la 
sociedad  antes  de  esta  publicación, 
quedarán  garantidas  por  el  importe  in- 
tegro de  la  comandita  original  (6  -2, 603, 
605,  862). 

Art.  605.  Sólo  podrán  abonarse  inte- 
reses al  comanditario  cuando  no  resul- 
te de  ello  disminución  alguna  del  capi- 
tal de  su  comandita. 

El  comanditario  no  podrá  cobrar  in 
tereses  ni  beneficios  mientras  no  se  ha- 
ya reconstituido  el  capital  de  la  coman- 
dita disminuido  por  pérdidas. 

Si  contra  lo  dispuesto  anteriormente 
se  hubieren  efectuado  algunos  pagos, 
será  responsable  el  comanditario  de  las 
obligaciones  de  la  sociedad  por  valor 
de  las  cantidades  que  le  hayan  sido 
abonadas. 

Sin  embargo,  no  podrá  obligarse  al 
comanditario  á  restituir  los  intereses 
y  beneficios  quo  haya  recibido  de  bue- 
na fe,  sobre  la  base  de  un  balance  he- 
cho en  debida  forma  (604). 

Art.  (5)6.  El  que  entre  como  coman- 
ditario en  una  sociedad  colectiva  ó  en 
comandita  ya  existente,  será  responsa- 
ble, á  prorrata  de  su  participación,  de 
las  obligaciones  contraídas  con  ante- 
rioridad, haya  sufrido  ó  no  modifica- 
ción la  razón  social. 

Será  nula  y  de  ningún  efecto  respec- 


to de  terceros  toda  cláusula  en  contra- 
rio (602). 

Art.  607.  Serán  también  aplicables 
á  la  sociedad  en  comandita  los  artícu- 
los 569  á  571. 

Sin  embargo,  el  acreedor  de  la  socie- 
dad que  fuere  al  mismo  tiempo  deudor 
particular  del  comanditario,  sólo  po- 
drá oponer  la  compensación  contra  éste 
en  las  condiciones  previstas  en  el  ar- 
tículo 603,  aparte  segundo  (5'i9, 571,  608, 
610,  897). 

Art.  608.  En  la  quiebra  de  la  socie- 
dad en  comandita  se  pagará  á  los  acree- 
dores con  sus  bienes  con  exclusión  de 
los  acreedores  personales  de  los  dife- 
rentes socios. 

Formará  parte  de  dichos  bienes  el 
importe  de  la  comandita  (607,  609,  610). 

Art.  609.  Cuando  sea  insuficiente  el 
haber  social  para  pagar  completamen- 
te á  los  acreedores,  tendrán  éstos  dere- 
cho á  perseguir  el  pago  de  lo  que  se  les 
resta  á  deber  contra  los  bienes  perso- 
nales de  cada  uno  de  los  asociados  in- 
definidamente responsables,  en  concu- 
rrencia con  los  acreedores  particulares 
de  éstos  (607,  6  '8,  610). 

Art.  610.  No  disfrutarán  en  la  quie- 
bra del  comanditario  los  acreedores 
de  la  sociedad,  ni  ésta  ó  su  masa,  de 
derecho  alguno  de  preferencia  sobre 
los  acreedores  particulares  del  primero 
(607,  609). 

IV.— Disolución  y  liquidación  de  la 
sociedad;  prescripción  de  las  acciones 

Art.  611.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  572  á  589  serán  aplicables  á 
la  disolución  y  liquidación  de  las  so- 
ciedades en  comandita,  así  como  á  la 
prescripción  de  las  acciones  contra  los 
socios. 

No  obstante,  la  sociedad  no  se  disol- 
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verá  por  el  fallecimiento,  quiebra  ó  in- 
terdicción de  un  comanditario  (572,  589 
y  893), 

TITULO  VEINTISÉIS 

DE  LA  SOCIEDAD  ANÓNIMA  Ó  SOCIEDAD  POR 

ACCIONES 

I.  —Disposiciones  generales 

Art.  612.  Sociedad  anónima  ó  por 
acciones  es  aquella  que  se  forma  bajo 
una  razón  social  que  no  enuncia  los 
nombres  de  los  asociados,  cuyo  capi- 
tal, determinado  de  antemano,  está  di- 
vidido en  acciones  y  cuyas  deudas  sólo 
están  garantidas  por  el  haoer  social, 
sin  que  sean  personalmente  responsa- 
bles de  ellas  los  asociados  (613, 675,  873). 

Art.  613.  Las  disposiciones  siguien- 
tes no  serán  aplicables  á  los  estableci- 
mientos (Bancos,  cajas  de  seguro,  etc.) 
fundados  por  leyes  cantonales  especia- 
les y  administradas  con  participación 
de  las  autoridades  constituidas,  cuan- 
do se  declare  el  estado  subsidiariamen- 
te responsable  délas  deudas  de  la  so- 
ciedad y  aun  cuando  en  totalidad  ó  en 
parte  haya  sido  dividido  en  acciones 
el  capital  necesario  y  suministrado  por 
particulares  (899). 

Art.  614.  Las  acciones  podrán  ser  al 
portador  ó  nominativas,  pero  serán  in- 
divisibles. 

Mientras  dure  la  sociedad  no  podrá 
aumentarse  ni  disminuirse  el  valor  no- 
minal de  las  acciones,  si  dicha  modifi- 
cación influye  en  el  valor  nominal  del 
capital  acciones,  salvo  las  disposicio- 
nes del  artículo  670  (636,  638, 670). 

Art.  615.  JLa  creación  de  la  sociedad 
y  las  disposiciones  de  los  estatutos  de- 
berán hacerse  constar  por  documento 
público  ó  firmado  por  todos  los  accio- 
nistas, 


Sólo  serán  válidas  las  suscripciones 
de  acciones  hechas  por  declaración  es- 
crita ateniéndose  á  los  estatutos  (9, 11, 
13,  616,  618,  621,  624). 

Art.  616.  Los  estatutos  deberán  de- 
terminar principalmente: 

1.°  La  razón  social  y  el  domicilio  de 
la  sociedad; 

2.°    El  objeto  de  la  empresa; 

3.°  La  duración  de  la  empresa,  si 
ésta  estuviere  restringida  á  tiempo  li- 
mitado; 

4.°  El  importe  del  capital  social  y  el 
de  cada  acción; 

5.°  La  índole  de  las  acciones  si  son 
al  portador  ó  nominativas;  el  número 
de  cada  una  de  las  dos  clases  si  se  hu- 
biere fijado,  y  el  modo  de  su  conver- 
sión si  fuere  admitida; 

6.°  Los  órganos  encargados  de  la 
administración  é  intervención; 

7.°  El  número  de  acciones  que  de- 
berán depositar  los  miembros  de  la  ad- 
ministración; 

8.°  Las  disposiciones  relativas  á  la 
convocatoria  para  la  Asamblea  gene- 
ral, al  derecho  de  votar  de  los  accionis- 
tas y  al  modo  de  deliberar; 

9.°  Las  cuestiones  que  no  podrán  re- 
solverse por  simple  mayoría  de  los  ac- 
cionistas presentes,  sino  sólo  por  mayo- 
ría más  numerosa  ó  en  otras  condi- 
ciones; 

10.  La  forma  en  que  deberá  estable- 
cerse y  examinarse  el  balance,  así  co- 
mo las  reglas  prescritas  para  calcular  y 
distribuir  los  beneficios; 

11.  La  forma  en  que  deberán  hacer- 
se las  publicaciones  que  emanen  de  la 
sociedad  (615,  619,  621, 622,  898). 

Art.  617.  Todas  las  suscripciones  de 
acciones  se  harán  bajo  la  condición 
tácita  de  que  efectivamente  se  consti- 
tuirá la  sociedad  anónima. 

Si  una  suscripción  de  acciones  estu- 
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viere  subordinada  á  otra  condición 
cualquiera  no  podrá  tenerse  esto  en 
cuenta  al  hacer  la  comprobación  ó  ba- 
lance del  capital  social,  sino  cuando  es- 
té cubierta  por  otra  suscripción  hecha 
eventual  mente  para  el  caso  en  que  di- 
cha condición  no  se  cumpla  (615 
y  618). 

Art.  618.  Después  de  la  clausura  de 
la  suscripción,  deberá  una  asamblea 
general  de  accionistas,  en  vista  de  los 
documentos  justificativos  que  le  pre- 
senten, hacer  constar,  por  una  deci- 
sión, que  se  ha  cubierto  todo  el  capital 
y  que  se  ha  hecho  el  desembolso  de  la 
quinta  parte  por  lo  menos  de  cada  ac- 
ción; salvo  el  caso  en  que  todos  los  ac- 
cionistas hayan  firmado  los  estatutos, 
mencionando  que  se  han  cumplido  to- 
das estas  condiciones. 

Este  acuerdo  será  objeto  de  un  docu- 
mento público  ó  firmado  por  todos  los 
que  hayan  tomado  parte  en  el  acto  (9, 
11,  13,615,617,  620). 

Art.  619.  Cuando  un  accionista  haga 
una  aportación  cualquiera  que  no  sea 
en  dinero,  comprendida  en  el  capital 
social,  ó  cuando  la  proyectada  sociedad 
deba  tomará  su  cargo  ciertos  estable- 
cimientos ú  otros  bienes,  los  estatutos 
deberán  indicar  con  toda  exactitud  el 
precio  por  el  cual  acepta  estas  aporta- 
ciones, establecimientos  y  bienes,  ó  el 
número  de  acciones  dado  en  pago  de 
los  mismos.  Asimismo  deberá  deter- 
minarse en  los  estatutos  cualquier  ven- 
taja particular  en  favor  de  un  accionis- 
ta ó  de  otra  persona  que  haya  tomado 
parte  en  la  creación  de  la  sociedad. 

Las  disposiciones  de  esta  Índole,  con- 
tenidas en  los  estatutos,  deberán  ser 
aprobadas  por  acuerdo  tomado  por  ma- 
yoría en  asamblea  general,  convocada 
después  de  suscrito  el  capital  social. 

Cada  suscritor  de  acciones  presente 


ó  debidamente  representado,  sólo  ten- 
drá un  voto  en  esta  asamblea. 

La  mayoría  deberá  componerse  de 
la  cuarta  parte  por  lo  menos  del  total 
de  los  accionistas,  y  representar  otra 
cuarta  parte  del  capital  social.  Ni  ten- 
drá derecho  de  votar  el  asociado  cuya 
aportación  ó  cuyas  ventajas  se  dis- 
cutan. 

El  acuerdo  deberá  ser  objeto  de  un 
documento  público  ó  firmado  por  todos 
los  que  á  él  se  hayan  adherido  (620 
y  648). 

Art.  620.  En  los  casos  indicados  en 
los  artículos  618  y  619,  se  convocará  la 
asamblea  general  en  la  forma  prevista 
por  los  estatutos  (618,  619). 

Art.  621.  Deberá  entregarse  al  fun- 
cionario encargado  del  Registro  de  co- 
mercio, en  la  circunscripción  donde  se 
halle  establecida  la  sociedad,  el  origi- 
nal de  los  estatutos  ó  copia  legalizada 
en  forma;  debiendo  inscribirse  aqué- 
llas en  el  Registro  y  publicarse  en  ex- 
tracto. 

El  extracto  deberá  indicar: 

1.°    La  fecha  de  los  estatutos; 

2.°  La  razón  social  y  domicilio  de  la 
sociedad; 

3.°  El  objeto  y  duración  de  la  em- 
presa; 

4.°  El  importe  del  capital  social  y 
de  cada  acción; 

5.°  La  índole  de  las  acciones,  nomi- 
nativas ó  al  portador; 

6.°  La  forma  en  que  deberán  hacer- 
se las  publicaciones  que  emanen  de  la 
sociedad. 

Si  los  estatutos  determinasen  el  modo 
como  la  administración  ha  de  dar  & 
conocer  sus  decisiones  y  firmar  por 
la  sociedad,  también  deberá  hacerse 
pública  esta  disposición  (022,  624 
y  873;. 

Art.  622.    Deberán  acompañar  á  la 
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solicitud  de  inscripción  los  documentos 
siguientes: 

1.°  La  certificación  de  que  se  ha  cu- 
bierto totalmente  el  capital  social  con 
las  suscripciones; 

2.°  La  certificación  de  haberse  des- 
embolsado efectivamente  por  lo  menos 
la  quinta  parte  del  importe  suscrito  por 
cada  accionista; 

3.°  Los  documentos  que  establecen 
el  nombramiento  de  los  administrado- 
res y  de  los  interventores; 

4.°  Si  hubiere  lugar,  el  acta,  redac- 
tada en  debida  forma,  haciendo  cons. 
tar  los  acuerdos  tomados  por  la  asam- 
blea general,  de  conformidad  con  los 
artículos  018  y  619. 

La  solicitud  de  inscripción  deberá 
firmarse  en  presencia  del  funcionario 
encargado  del  Registro  de  comercio 
por  todos  los  miembros  de  la  adminis- 
tración, ó  venir  debidamente  legalizada. 
El  original  ó  la  copia  certificada  de  los 
documentos  unidos  á  la  solicitud  de 
inscripción  quedará  depositada  en  la 
oficina  (618,  619,  621,  623,  624). 

Art.  623.  Sólo  por  la  inscripción  en 
el  Registro  de  comercio  adquirirá  per- 
sonalidad civil  la  sociedad  anónima. 

Serán  nulas  las  acciones  emitidas 
antes  de  esta  inscripción,  y  los  que  las 
hayan  emitido  serán  solidariamente 
responsables  para  con  los  portadores 
de  estos  títulos  del  daño  que  la  emisión 
les  haya  causado. 

Los  que  antes  de  su  inscripción  hayan 
obrado  en  nombre  de  la  sociedad,  serán 
personal  y  solidariamente  responsa- 
bles. 

No  obstante,  las  obligaciones  que  se 
hayan  contraído  expresamente  así  en 
nombre  de  la  sociedad  anónima  en  for- 
mación y  no  entren  en  las  disposicio- 
nes del  art.  619,  podrán  aceptarse  por 
ésta  después  de  su  constitución,  en  los 


tres  meses  siguientes,  contados  desde 
su  inscripción  en  el  Registro  de  comer- 
cio. En  este  caso,  el  acreedor  estará 
obligado  á  reconocer  la  sociedad  como 
su  único  deudor  (162,  619,  621,  622,  624.) 

Art.  624.  Si  tuviere  sucursales  la  so- 
ciedad en  otros  distritos,  deberán  ins- 
cribirse en  el  Registro  de  la  localMad 
donde  estén  establecidas,  con  referen- 
cia á  la  inscripción  del  establecimiento 
principal. 

La  petición  de  inscripción  se  hará  por 
la  Dirección  de  la  sucursal  (621,  623 
y  865) 

Art. 625.  La  sociedad  anónima,  como 
tal,  tendrá  sus  derechos  y  obligaciones 
propios;  podrá  adquirir  derechos  de 
propiedad  y  otros  reales,  aun  sobre  in- 
muebles, y  podrá  comparecer  en  juicio. 

Por  negocios  de  alguna  sucursal  po- 
drá también  ser  citada  ante  los  tri- 
bunales de  que  dependa  dicha  sucur- 
sal (623). 

Art.  626.  Deberá  ser  objeto  de  una 
escritura  pública,  ó  llevar  la  firma  de 
todos  los  que  la  hayan  votado,  toda  de- 
cisión de  la  asamblea  general  relativa 
á  la  continuación  de  la  sociedad,  á  la 
reducción  del  capital  acciones  ó  á  su 
aumento  por  vía  de  nueva  emisión,  ó  á 
otra  cualquiera  modificación  de  los  es- 
tatutos. 

El  acuerdo  deberá  inscribirse  en  el 
Registro  de  comercio  y  publicarse  co- 
mo los  primitivos  estatutos. 

No  surtirá  efecto  alguno  mientras  no 
haya  sido  inscrita  en  el  Registro  de  co- 
mercio del  distrito  donde  se  halle  esta- 
blecida la  sociedad  (9,  11,  13,621,  622 
y  861). 

Art.  627.  La  asamblea  general  no 
podrá  privar,  por  voto  de  la  mayoría,  á 
los  accionistas  de  los  derechos  adqui- 
ridos. 

Si  no  hubiere  en  los  estatutos  dispo- 
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mediatamente  para  cualquiera  otra 
nueva  enajenación. 

En  los  dos  últimos  casos  las  accio- 
nes de  que  se  hubiere  hecho  propieta- 
ria la  sociedad,  deberán  volverse  á  ven- 
der en  el  más  breve  plazo  posible,  de- 
biendo mencionarse  estas  adquisicio- 
nes y  reventas  en  la  Memoria  anual. 

No  podrán  ser  representadas  en  las 
asambleas  generales  las  acciones  res- 
caladas  por  la  sociedad  (670). 

II.— De  los    derechos  y  obligaciones 
de  los  accionistas 

Art.  629.  Todos  los  accionistas  ten- 
drán derecho,  mientras  dure  la  socie- 
dad,  á  una  parte  proporcional  de  los 
beneficios  netos,  siempre  que,  con  arre- 
glo á  los  estatutos,  haya  lugar  á  repar- 
tirlos entre  los  accionistas. 

Al  disolverse  la  sociedad  tendrá  de- 
recho á  una  parle  proporcional  en  el 
resullado  de  la  liquidación. 

Los  accionistas  no  tendrán  derecho 
á  reclamar  la  restitución  ni  antes  de 
la  disolución  de  la  sociedad  ni  al  disol- 
verse esta  {630,  632). 

Arl.  630.  No  podrá  pagarse  intere- 
ses por  el  capital  acción;  los  dividen- 
dos y  tantos  por  ciento  sólo  podrán  pa- 
garse con  el  beneficio  neto  establecido 
por  el  balance  anual. 

Sin  embargo,  podrán  convenirse  in- 
tereses de  un  tanto  por  ciento  determi- 
nado por  el  tiempo  que  exija,  según  los 
estatutos,  la  preparación  de  la  empre- 
sa hasta  el  comienzo  de  la  explotación 
normal  (629,  631,  632). 

Art  631.  Solóse  fijará  el  dividendo 
después  de  efectuadas  las  deducciones 
estalulorias  en  favor  de  los  fondos  de 
reserva. 

Si  lo  exigiese  la  consolidación  de  la 
empresa,  tendrá  derecho  la  asamblea 
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general,  antes  de  toda  distribución  de 
dividendos!  á  constituir  reservas,  fue- 
ra de  las  deducciones  previstas  por  los 
estatutos  (629,  630,  632). 

Art.  632.  En  ningún  caso  estarán 
obligados  los  accionistas  á  devolver 
los  dividendos  ó  intereses  que  hayan 
cobrado  de  buena  fe  (629,  631). 

Art.  633.  Los  accionistas  no  estarán 
obligados  á  contribuir  por  más  de]  im- 
porte estatutorio  de  sus  acciones,  á 
cumplir  con  los  compromisos  de  la  so- 
ciedad y  á  la  realización  del  objeto  de 
la  empresa. 

Art.  634.  Si  un  accionista  no  hiciese 
en  tiempo  oportuno  el  desembolso  del 
importe  de  su  acción,  adeudará  de  ple- 
no derecho  intereses  de  demora. 

Los  estatutos  podrán  fijar  penas  con- 
vencionales contra  los  accionistas  que 
no  efectúen  en- los  plazos  fijados  el  des- 
embolso de  todo  ó  parte  del  importe 
de  las  acciones  que  hayan  suscrito,  y 
hasta  podrán  declarar  que  los  morosos 
perderán  sus  derechos  de  suscritores, 
y  que  se  tengan  por  adquiridos  por  la 
sociedad  los  desembolsos  parciales 
efectuados  por  ellos. 

La  sociedad  tendrá  derecho  de  emitir 
nuevas  acciones  en  sustitución  de  las 
anuladas  en  esa  forma  (119,  136,  635). 

Art.  635.  No  podrá  declararse  que 
un  accionista  queda  privado  de  sus  de- 
rechos si  no  han  sido  publicados  los 
avisos  para  efectuar  los  desembolsos, 
por  lo  menos  tres  veces  en  los  periódi- 
cos designados  con  este  objeto,  prece- 
diendo la  última  inserción  cuatro  sema- 
nas por  lo  menos  al  término  fatal  fijado 
para  los  desembolsos. 

Si  las  acciones  fueren  nominativas 
y  transmisibles  sólo  por  vía  de  inscrip 
ción  en  el  libro    de  las  acciones,  de- 
berá darse  directamente  por  tres  veces 
el  aviso  de  la  demanda  de  fondos  á 


cada  accionista  por  comunicación  es- 
pecial (cartas  certificadas).  No  será  ne- 
cesaria, en  este  caso,  la  publicación  en 
los  periódicos  (634). 

Art.  636.  Sólo  podrán  emitirse  las 
acciones,  promesas  ó  títulos  provisio- 
nales al  portador  cuando  se  haya  efec- 
tuado el  desembolso  del  50  por  100  del 
valor  nominal. 

El  suscritor  de  una  acción  quedará 
obligado  en  absoluto  hasta  tanto  que 
haya  desembolsado  íntegro  el  50  por 
100  del  valor  nominal,  aun  cuando  haya 
transmitido  sus  derechos  á  tercero  y 
éste  asumida  por  él  la  obligación  de 

pagar. 

Sólo  podrá  liberarse  personalmente 
el  suscritor,  aun  después  del  desembol 
so  del  50  por  100  del  valor  nominal  do  la 
acción,  cuando  expresamente  lo  permi 
tan  los  estatutos  primitivos  (637,  63S). 

Art.  637.  Si  las  acciones  fuesen  no- 
minativas, deberán  inscribirse  en  el 
libro  de  las  acciones  de  la  sociedad 
el  nombre  y  domicilio  del  accionista. 

Salvo  disposición  en  contrario  de  los 
estatutos,  las  acciones  nominativas  se- 
rán transmisibles. 

Podrá  hacerse  la  transmisión  por  vía 
de  endoso. 

El  que  adquiera  una  acción  nomina- 
tiva deberá  hacer  inscribir  la  transfe- 
rencia en  los  libros  de  la  sociedad  y 
presentar  con  este  objeto  el  título  y 
justificar  la  cesión  de  que  se  prevale. 

Sólo  se  considerarán  como  accionis- 
tas respecto  de  la  sociedad,  aquéllos 
cuyos  nombres  estén  inscritos  en  el 
libro  de  las  acciones. 

La  sociedad  tendrá  derecho,  pero  no 
obligación,  de  comprobar  los  derechos 
del  portador  del  título. 

Mientras  una  acción  esté  sólo  par- 
cialmente liberada,  el  accionista  que  la 
transmita  quedará  obligado  al  pago  del 
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saldo,  á  no  ser  que  acepte  la  sociedad 
en  su  lugar  al  cesionario  y  releve  de 
sus  compromisos  al  cedente.  Pero  aun 
en  este  último  caso  quedará  el  suscri- 
tor  primitivo  responsable  de  los  pagos 
no  efectuados  por  el  valor  nominal  de 
la  acción,  si  quebrase  la  sociedad  en  el 
año  siguiente  á  la  liberación  por  él  ob- 
tenida (636,  638). 

Art.  638.  Mientras  no  estén  comple- 
tamente liberadas  las  acciones  al  por- 
tador ó  nominativas,  deberá  indicarse 
con  claridad  en  todos  los  títulos  el  im- 
porte de  los  pagos  efectivamente  satis- 
fechos. Asimismo  deberán  consignarse 
con  toda  claridad  en  todas  las  publica- 
ciones oficiales  de  la  sociedad  (anun- 
cios, circulares,  Memorias,  etc.),  en 
que  se  haga  mención  del  capital  accio- 
nes, qué  proporción  de  dicho  capital  se 
ha  hecho  efectiva  (636,  637). 

Art.  639.  La  asamblea  general  ejer- 
cerá, en  nombre  de  la  totalidad  de  los 
accionistas,  los  derechos  que  se  les 
atribuyan  en  los  negocios  sociales, 
principalmente  en  todo  lo  concerniente 
á  la  dirección  déla  empresa,  la  compro- 
bación del  balance,  el  cómputo  de  los  be- 
neficios y  las  proposiciones  relativas  á 
losdividendos(640,641,643,648,659y662). 

Art  640.  Los  accionistas  ejercerán 
en  la  asamblea  general  su  derecho  de 
votar  proporcionalmente  al  número  de 
acciones  que  posean. 

Tendrán  derecho  á  un  voto  todos  los 
accionistas  aun  cuando  sólo  posean 
una  acción. 

La  sociedad  podrá  limitar  en  sus  es- 
tatutos el  número  de  votos  del  portador 
de  varias  acciones. 

En  ningún  caso  podrá  reunir  un  sólo 
accionista  en  su  poder  más  de  Ja  quinta 
parte  de  los  votos  que  estén  represen- 
tados en  la  asamblea  general  (619,  64S 

y 


Art.  641.  Deberá  ponerse  á  disposi- 
ción de  los  accionistas,  á  más  tardar 
ocho  días  antes  de  la  reunión  de  la 
asamblea  general,  el  balance  y  la  cuen- 
ta de  ganancias  y  pérdidas,  con  la  Me- 
moria de  los  Comisarios  interventores. 

Si  hubiere  acciones  al  portador,  de- 
berá insertarse  el  aviso  de  que  dichos 
documentos  están  á  su  disposición,  en 
los  periódicos  designados  al  efecto. 

Respecto  de  los  propietarios  de  ac- 
ciones nominativas  que  se  hallen  ins- 
critos en  el  libro  de  acciones,  se  les  pa 
sará  aviso  directamente  y  contra-reci- 
bo, ó  por  carta  certificada. 

Los  accionistas  tendrán  derecho  á 
llamar  la  atención  de  los  inspectores 
sobre  los  puntos  dudosos  y  á  pedir  las 
explicaciones  necesarias. 

Sólo  por  acuerdo  de  la  asamblea  ge- 
neral, de  laadministración  ó  por  orden 
judicial, y  á  condición  de  que  no  se  com 
prometa  sin  necesidad  el  secreto  de  los 
negocios,  podrán  ser  autorizados  á 
examinar  los  libros  y  la  correspon- 
dencia. 

No  podrán  suprimirse  ni  restringirse 
estos  derechos  de  los  accionistas,  ni 
por  los  estatutos  ni  por  acuerdo  de  la 
asamblea  general  (655,  656,  660). 

III.— De  los  órganos  y  poderes  de  la 
sociedad  anónima 

Art.  642.  Toda  sociedad  anónima 
tendrá  necesariamente  los  órganos  y 
poderes  siguientes: 

1.°  La  asamblea  general  de  los  ac- 
cionistas; 

2.°    Un  Consejo  de  administración; 

3.°    Inspectores.  (643,  663). 

De  la  asamblea  general 

Art.  643.  La  asamblea  general  de 
los  accionistas  constituirá  el  poder  su 
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premo  de  la  sociedad  anónima  (639, 644 
y  648). 

Art.  644.  La  administración,  y  en 
caso  de  necesidad  los  Interventores, 
convocarán  la  asamblea  general. 

Todos  los  años  se  reunirán  una  vez 
los  accionistas  en  asamblea  general 
ordinaria,  en  los  seis  meses  después  de 
quedar  cerrado  el  ejercicio,  para  exa- 
minar el  balance,  votar  sobre  el  resul- 
tado del  ejercicio  y  fijar  el  dividendo. 

Serán  nulos  los  acuerdos  que  sobre 
estos  puntos  tome  la  asamblea  si  pre- 
viamente no  hubiere  recibido  la  Me- 
moria ó  balance  de  los  Inspectores. 

Por  otra  parte,  sólo  la  asamblea  ten- 
drá las  atribuciones  siguientes: 

1.°  El  derecho  de  nombrar  los  Admi- 
nistradores y  los  Inspectores; 

2.°  El  derecho  de  votar  los  estatutos 
y  las  modificacionas  que  en  ellos  se  in- 
troduzcan; 

3.°  El  derecho  de  estatuir  sobre  to- 
das las  cuestiones  que  le  estén  reser- 
vadas por  la  ley  ó  por  los  estatutos. 

Se  convocarán  las  asambleas  gene- 
rales extraordinarias  tan  á  menudo 
como  sea  necesario  (639,  643,  645,  648, 
657,  659,  661). 

Art. 645.  Deberá,  además,  convocar- 
se la  asamblea  general  á  peticición  de 
uno  ó  más  accionistas,  á  condición  de 
que  sus  acciones  representen  juntas, 
por  lo  menos  la  décima  parte  del  capi- 
tal social.  Esta  petición  deberá  ir  fir- 
mada por  ellos  é  indicar  el  objeto  de 
la  convocatoria  (644,  646). 

Art  646.  Se  convocará  la  asamblea 
general  en  la  forma  que  determinen  Jos 
estatutos. 

Se  indicará  siempre  en  la  convoca- 
toria la  orden  del  dia  de  la  reunión.  No 

• 

podrá  tomarse  acuerdo  alguno  sobre 
asuntos  que  no  figuren  en  la  orden  del 
día,  como  no  sea  sobre  la  proposición 
Tomo  VIII.  —  Instituciones  jurídica*. 


presentada  durante  la  sesión  de  convo- 
car una  asamblea  general  extraordi- 
naria. 

No  será  necesario  que  se  hayan 
anunciado  con  anticipación  las  propo- 
siones  y  deliberaciones  que  no  deban 
ir  seguidas  de  votación  (644,  645). 

Art.  647.  Siempre  tendrá  derecho  la 
asamblea  general  á  revocar  los  nom- 
bramientos de  los  Administradores  y 
de  los  Inspectores  mencionados  en  el 
artículo  644,  núm.  1.°,  así  como  á  todos 
los  demás  mandatarios  y  apoderados 
que  haya  instituido,  con  la  obligación, 
por  su  parte,  de  ajustarse  á  las  pres- 
cripciones del  art.  646,  y  salvo  las  in- 
demnizaciones que  se  deban  á  las  per- 
sonas destituidas  (45,  644,  646). 

Art.  648.  Salvo  disposición  en  con- 
trario de  la  ley  ó  de  los  estatutos,  to- 
mará la  asamblea  general  sus  acuer- 
dos y  hará  sus  nombramientos  por  ma- 
yoría absoluta  de  los  votos  correspon- 
dientes á  las  acciones  representadas 
(619,  627,  640). 

De  la  administración 

Art.  649.  La  administración  de  la 
sociedad  sólo  podrá  confiarse  á  accio- 
nistas. Si  fuesen  llamadas  á  ella  perso- 
nas que  no  sean  accionistas,  no  podrán 
tomar  posesión  de  sus  cargos  sino  des- 
pués de  haber  adquirido  dicha  cuali- 
dad haciéndose  de  acciones. 

La  administración  podrá  componer- 
se de  uno  ó  más  miembros. 

Los  miembros  de  la  administración 
se  elegirán  por  seis  años  á  lo  sumo,  y, 
salvo  disposiciones  en  contrario  de  los 
estatutos,  serán  reelegibles. 

Para  el  primer  período  trienal  podrán 
ser  designados  por  los  estatutos  sin  ne- 
cesitar la  confirmación  de  la  junta  ge- 
neral (650,  658). 
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Art.  650.  Los  estatutos  podrán  pres- 
cribir á  la  administración  que  confíe 
la  dirección  de  los  asuntos  sociales  ó 
de  algunos  de  ellos,  ya  á  uno  ó  á  varios 
de  sus  miembros,  ya  á  otra  ú  otras  per- 
sonas extrañas  á  la  sociedad,  si  fuese 
necesario. 

Los  Comisarios,  Directores  y  Apo- 
derados designados  por  la  administra- 
ción podrán  ser  destituidos  por  ésta  en 
todo  tiempo,  salvo  indemnización,  si 
hubiere  lugar  á  ella  (649). 

Art.  651.  Salvo  disposición  en  con- 
trario de  los  estatutos,  sólo  estará  váli- 
damente representada  la  sociedad  para 
con  terceros  y  podrá  comprometerse 
por  la  firma  de  sus  Administradores 
cuando  éstos  hayan  obrado  y  firmado 
colectivamente  (39,  652,  654). 

Art.  652.  Los  que  firmen  por  la  so- 
ciedad deberán  añadir  su  firma  perso- 
nal á  la  razón  social  ó  á  la  denomina- 
ción de  la  administración  (651, 653). 

Art.  653.  Toda  persona  autorizada 
para  obligar  á  la  sociedad  con  su  fir- 
ma estará  ásu  vez  obligada  á  hacerla 
inscribir  enel  Registro  de  comercio,  pre- 
sentando el  documento  en  que  le  con- 
fiera este  derecho. 

Las  mismas  formalidades  deberán 
observarse  en  todo  cambio  que  sobre- 
venga en  el  derecho  á  firmar  (621,  651, 
652,  861). 

Art.  654.  La  sociedad  será  responsa- 
ble de  los  actos  llevados  á  cabo  en  los 
límites  de  su  mandato  por  aquéllos  que 
la  representen. 

No  podrán  restringirse  válidamente 
respecto  de  terceros  de  buena  fe  las 
atribuciones  de  estos  representantes 
en  cuanto  á  la  extensión  de  ciertas 
operaciones  ó  en  cuanto  á  la  época  ó 
al  punto  donde  deban  obrar.  Sin  em- 
bargo, será  lícito  obligarlos  á  no  firmar 
sino  colectivamente,  y  el  derecho  de  re- 


presentación conferido  á  los  Directores 
de  una  sucursal  con  distinto  domicilio 
podrá  ser  limitado  á  la  gestión  de  los 
asuntos  concernientes  á  dicha  sucur- 
sal (651,  898). 

Art.  655.  La  administración  deberá 
cuidar  de  que  se  lleven  los  libros  nece- 
sarios y  someter  á  los  accionistas  en  el 
plazo  legal  el  balance  del  ejercicio  an- 
terior. 

Los  que  tomen  parte  en  la  gestión 
por  cualquier  concepto  que  sea,  no  ten- 
drán voto  deliberativo  cuando  se  trate 
de  dar  descargos  á  la  administración 
por  su  gestión,  ó  de  rendición  de 
cuentas. 

No  se  aplicará  esta  regla  á  las  per- 
sonas que  se  limiten  á  vigilar  la  gestión 
(639,  641,  656). 

Art.  656.  Deberá  formarse  el  balan- 
ce de  manera  bastante  clara  y  fácil  de 
comprender  para  que  puedan  los  accio- 
nistas hacerse  cargo,  lo  más  exacta- 
mente posible,  de  la  verdadera  situa- 
ción de  la  fortuna  de  la  sociedad. # 

Deberán  observarse  principalmente 
las  siguientes  reglas: 

1.a  Deberán  incluirse  íntegramente 
todos  los  gastos  de  creación,  organiza- 
ción y  administración  en  los  gastos  del 
año.  Podrán  repartirse  por  excepción 
los  gastos  de  organización  previstos 
por  los  estatutos  ó  por  los  acuerdos  de 
la  junta  general,  ya  para  la  instalación 
primitiva,  ya  para  una  nueva  sec- 
ción de  negocios,  ya,  en  fin,  para  ex- 
tender las  operaciones,  en  un  perío- 
do de  cinco  años  á  lo  sumo,  á  condi- 
ción de  que  figure  en  los  gastos  de  cada 
año  por  lo  menos  la  parte  correspon- 
diente á  dicho  ejercicio; 

2.a  Los  inmuebles,  edificios  y  máqui- 
nas deberán  evaluarse  á  lo  sumo  en  el 
precio  de  adquisición  y  deduciendo  la 
amortización    correspondiente    según 
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las  circunstancias.  Si  estuvieren  ase- 
gurados, se  indicará,  además,  la  canti- 
dad en  que  lo  estén; 

3.a  Los  valores  cotizables  no  podrán 
evaluarse  en  más  de  su  cotización  me- 
dia durante  el  mes  que  precede  á  la  fe- 
cha del  balance; 

4.a  Las  provisiones  de  mercaderías 
no  podrán  estimarse  en  más  de  su  va- 
lor de  compra,  y  si  este  valor  fuese  su- 
perior al  precio  corriente  en  más  de 
este  último  precio; 

5.a  Deberá  indicarse  el  importe  to- 
tal de  los  valores  dudosos  y  de  las 
amortizaciones  correspondientes; 

6.a  Deberán  inscribirse  en  el  pasivo 
el  capital  social  y  los  fondos  de  reser- 
va ó  de  renovación; 

7.a  Se  incluirán  las  obligaciones  emi- 
tidas por  la  sociedad  con  el  valor  inte- 
gro por  que  deben  ser  reembolsadas. 
Pero  podrá  hacerse  figurar  en  el  activo 
la  diferencia  entre  el  precio  de  emisión 
y  el  tanto  por  ciento  del  reembolso,  dis. 
minuyéndola  todos  los  años,  hasta  el 
día  del  vencimiento  en  la  cantidad  ne- 
cesaria para  la  amortización  (655). 

Art.  657.  Cuando  del  último  balance 
resulte  que  se  ha  reducido  en  la  mitad 
el  capital  social,  deberá  la  administra- 
ción convocar  inmediatamente  lajunta 
general  y  darle  á  conocer  la  situación. 

En  cuanto  el  activo  no  cubra  ya  las 
deudas  de  la  sociedad,  estará  obligada 
la  administración  á  pasar  aviso  al  juez 
competente  con  el  fin  de  que  se  declare 
en  quiébrala  sociedad. 

A  petición  de  los  acreedores  ó  de  un 
curador  nombrado  para  velar  por  los 
intereses  comunes  de  ciertas  clases  de 
acreedores,  tendrá  derecho  el  juez  á 
aplazar  la  declaración  de  quiebra  y  á 
tomar  provisionalmente  otras  medidas 
encaminadas  á  conservar  el  activo  (644 
y  664). 


Art.  658.  Durante  todo  el  tiempo  que 
duren  sus  funciones,  estarán  obligados 
los  miembros  de  la  administración  á 
depositar  el  número  de  acciones  de  la 
sociedad  fijado  por  los  estatutos  (640). 

De  la  inspección 

Art.  659.  La  asamblea  general  de- 
signará uno  ó  varios  Comisarios  Ins- 
pectores, nombrados  entre  los  indivi- 
duos de  la  sociedad  ó  fuera  de  ella  y  en- 
cargados de  redactar  y  someterle  una 
Memoria  sobre  el  balance  y  las  cuen- 
tas presentadas  por  la  administración 
(639,  660,  663). 

Art.  660.  Los  Comisarios  Inspecto- 
res tendrán  el  derecho  de  exigirla  pre- 
sentación de  los  libros  con  los  docu- 
mentos correspondientes  y  de  compro- 
bar el  estado  de  la  caja  (659,  662). 

Art.  661.  La  junta  general  tendrá 
siempre  el  derecho  de  nombrar  Comi- 
sarios especíeles  6  peritos  para  enca- 
minar toda  la  gestión  ó  parte  de  la  mis- 
ma (639). 

Art.  662.    Los  estatutos  podrán  con- 
tener, además,  otras  disposiciones  so 
bre  la  organización  de  la  inspección  y 
ampliar  las  atribuciones  y  los  deberes 
de  los  Inspectores  (659,  660, 663). 

Art.  663.  No  podrá  hacerse  la  pri- 
mera elección  de  los  Inspectores,  cua- 
lesquiera que  sean,  por  más  de  un  año, 
ni  las  ulteriores  para  más  de  cinco  (659). 

IV.— De  la  disolución  de  la  sociedad 

Art.  664.  Se  disolverá  la  sociedad 
anónima: 

1.°  Por  la  espiración  del  tiempo  fija- 
do en  los  estatutos; 

2.°  Por  acuerdo  de  la  junta  general, 
que  se  hará  constar  en  documento  pú- 
blico ó  firmado  por  todos  los  accionis- 
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tas  que  se  bayan  adherido  al  mismo; 

3.°    Por  quiebra  de  la  sociedad. 

Serán  también  aplicables  las  disposi- 
ciones del  presente  capítulo  á  cualquie- 
ra otra  forma  de  disolución  (665,  669). 

Art.  665.  Salvo  el  caso  de  quiebra, 
deberá  inscribirse  la  disolución  de  la 
sociedad  en  el  Registro  de  comercio  por 
iniciativa  de  la  administración,  y  debe- 
rá publicarse  por  tres  veces  en  los  pe- 
riódicos designados  para  las  publica- 
ciones de  la  sociedad,  intimando  á  los 
acreedores  para  que  presenten  sus  cré- 
ditos (664,  861,  866). 

Art.  666.  Se  hará  la  liquidación  por 
cuenta  de  la  administración,  á  no  ser 
que  los  estatutos  ú  otras  disposiciones 
déla  junta  general  hayan  designado 
otros  liquidadores. 

Serán  aplicables  alas  sociedades  anó- 
nimas las  disposiciones  del  título  XXIV 
relativas  á  las  inscripciones  y  publica- 
ciones, así  como  á  las  atribuciones  de 
los  liquidadores,  con  la  única  reserva 
de  que  las  medidas  de  publicidad  debe- 
rán tomarse  á  petición  de  la  adminis- 
tración. 

Siempre  podrán  revocarse  los  pode- 
res de  los  liquidadores  por  la  mayoría 
de  los  accionistas  ó  por  auto  dictado  á 
petición  de  uno  ó  más  accionistas  (579, 
584,  667,  668). 

Art.  667.  Se  repartirá  el  activo  de  la 
disuelta  sociedad  después  de  pagar  las 
deudas  entre  los  accionistas  á  prorrata 
de  sus  acciones. 

No  podrá  tener  lugar  este  reparto 
sino  después  de  transcurrido  el  plazo 
de  un  año,  contado  desde  la  tercera  in- 
serción hecha  en  los  periódicos  desig- 
nados al  efecto. 

Deberán  invitarse  por  comunicación 
especial  (carta  certificada)  á  los  acree- 
dores cuyo  nombre  sea  conocido  por 
los  libros  ó  en  otra  forma,  para  que 


presenten  sus  créditos.  Si  éstos  descui- 
dasen hacerlo,  deberá  depositarse  judi- 
cialmente el  importe  de  sus  créditos. 

Habrá  lugar  también  al  depósito  en 
lo  que  se  refiera  á  los  negocios  pen- 
dientes y  páralos  créditos  litigiosos,  á 
no  ser  que  el  reparto  del  activo  se.  haya 
aplazado  hasta  la  liquidación  ó  que  se 
den  garantías  suficientes  á  los  acree- 
dores. 

Los  miembros  de  la  administración 
y  los  liquidadores  que  falten  á  estas 
disposiciones,  estarán  personal  y  soli- 
dariamiente  obligados  con  los  acreedo- 
res á  restituir  los  pagos  hechos  indebi- 
damente (162,  666,  668). 

Art.  668.  Deberán  depositarse  los  li- 
bros de  la  disuelta  sociedad  en  un  lu- 
gar seguro,  designado  por  el  funciona- 
rio encargado  del  registro,  para  con- 
servarlos allí  durante  diez  años  (878). 

Art.  669.  Si  por  razón  de  su  fusión 
con  otra  sociedad  anónima,  se  disolvie- 
re  una  sociedad  por  acciones,  se  apli- 
carán las  siguientes  disposiciones: 

l.1  Deberá  administrarse  separada- 
mente el  activo  de  la  sociedad  que  se 
disuelve  hasta  que  se  haya  pagado  á 
sus  acreedores  ó  hayan  éstos  recibido 
garantías; 

2.a  Los  tribunales  competentes  has- 
ta entonces  seguirán  siéndolo  mien- 
tras dure  la  administración  separada, 
pero  no  por  eso  dejará  ésta  de  pertene- 
cer á  la  nueva  sociedad; 

3.a  Los  Administradores  déla  nueva 
sociedad  serán  personal  y  solidaria- 
mente responsables  ante  los  acreedo- 
res de  mantener  separadas  las  dos  ad- 
ministraciones; 

4.a  Deberá  publicarse  la  disolución 
de  la  sociedad  por  vía  de  inscripción  en 
el  Registro  de  comercio; 

5.a  Podrá  aplazarse  la  intimación 
pública  á  los  acreedores  de  la  disuelta 
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sociedad.  No  obstante,  los  bienes  de 
ambas  sociedades  no  podrán  confun- 
dirse antes  del  momento  en  que  la  ley 
permita  el  reparto  entre  los  accionistas 
del  activo  de  una  sociedad  anónima  di- 
suelta (627). 

Art.  670.  Sólo  por  acuerdo  de  la 
asamblea  general  podrá  tener  lugar  el 
reintegro  del  capital  social  ó  su  reduc- 
ción. 

Dicho  reintegro  ó  reducción  sólo  po- 
drán efectuarse  de  conformidad  con 
las  reglas  prescritas  para  el  reparto 
del  activo  en  caso  de  disolución. 

Serán  personal  y  solidariamente  res- 
ponsables ante  los  acreedores  de  la  so- 
ciedad los  miembros  de  la  administra- 
ción que  falten  á  esta  disposición. 

Lo  que  precede  no  será  aplicable  al 
caso  de  amortización  de  acciones  re- 
servada por  los  estatutos  de  que  trata 
el  art.  628,  aparte  1.°  (162,  628,  667). 

V.—  De  la  responsabilidad 

Art.  671.  Los  que  hayan  cooperado  á 
la  formación  de  una  sociedad  anónima 
serán  responsables,  ya  ante  la  socie- 
dad, ya  ante  cada  accionista  ó  acree- 
dor, del  daño  que  le  hubieren  causado: 

1.°  Formulando  ó  propalando  á  sa- 
biendas en  circulares  ó  prospectos  co- 
sas falsas; 

2.°  Contribuyendo  á  sabiendas  á  di- 
simular ó  á  ocultar  en  los  estatutos 
aportaciones  ó  transmisiones  de  bienes 
ó  ventajas  concedidas  á  ciertos  accio- 
nistas ó  á  otras  personas  en  contra  del 
artículo  619,  aparte  1.°; 

3.°  Contribuyendo  á  sabiendas  á  ha- 
cer inscribir  la  sociedad  en  el  Registro 
de  comercio,  en  virtud  de  un  atestado 
6  de  un  documento  que  contenga  aser- 
tos falsos  (671,  675). 

Art.  672.    Si  una  sociedad  anónima 


ya  constituida  emitiere  acciones  ü  obli- 
gaciones por  su  cuenta  ó  por  la  de  ter- 
ceros, serán  todos  los  que  hayan  coope- 
rado á  la  emisión  responsables,  para 
con  los  accionistas  ú  obligacionistas, 
del  perjuicio  que  proceda  de  haber 
aquéllos  publicado  á  sabiendas  ó  dis- 
tribuido circulares  ó  prospectos  que 
contengan  asertos  falsos  (671  y  675). 

Art.  673.  Los  miembros  de  la  admi- 
nistración y  los  Inspectores  serán  soli- 
dariamente responsables  ante  la  socie- 
dad de  los  daños  que  le  causen  violan- 
do ó  descuidando  sus  deberes  (162, 
674,  675). 

Art.  674.  Los  miembros  de  la  admi- 
nistración y  los  Inspectores  serán  soli- 
dariamente responsables  para  con  cada 
accionista  ó  acreedor  de  la  sociedad  de 
todos  los  daños  que  les  hayan  causado 
faltando  voluntariamente  á  los  deberes 
que  sus  respectivas  funciones  les  im- 
ponían (162,  673,  675). 

Art.  675.  Cuando  los  que  pudieran 
ser  llevados  ante  los  tribunales,  por  da- 
ños y  perjuicios,  en  virtud  de  los  ar- 
tículos 671,  672  y  674,  hayan  sido  libera- 
dos por  acuerdo  de  la  junta  general  de 
su  responsabilidad,  sólo  podrá  oponer- 
se esta  decisión  á  un  accionista  cuando 
éste  se  haya  adherido  á  ella  ó  no  haya 
formulado  oposición  alguna  en  los  seis 
meses,  contados  desde  el  momento  en 
que  tuvo  conocimiento  de  ella,  ó  si  hu- 
biere comprado  acciones  con  posterio- 
ridad á  la  decisión  y  con  pleno  conoci- 
miento de  causa. 

Sólo  podrán  hacer  valer  los  acreedo- 
res de  la  sociedad  los  derechos  que  les 
confieren  estos  mismos  articules  des- 
pués de  la  declaración  de  quiebra  de  la 
sociedad,  á  no  ser  que  sus  créditos  re- 
sulten de  títulos  al  portador  (671,  672, 
674,  883). 
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VI. — De  las  sociedades  en  comandita 

por  acciones 

Art.  676.  Si  se  dividiere  en  acciones 
el  capital  de  la  comandita,  esta  socie- 
dad, llamada  sociedad  en  comandita 
por  acciones,  se  regirá  por  las  disposi- 
ciones del  presente  título,  salvo  las  si- 
guientes modificaciones: 

1.a  Los  socios  indefinidamente  res- 
ponsSbles  formarán  por  sí  solos  y  en 
todo  tiempo  la  gerencia  que  represente 
la  sociedad  en  materia  judicial  y  extra- 
judicial; 

2.a  Los  gerentes  serán  solidariamen- 
te responsables  y  con  todos  sus  bienes 
para  con  los  acreedores  de  la  sociedad, 
como  lo  son  los  socios  indefinidamente 
responsables  en  una  sociedad  en  co- 
mandita ordinaria; 

3.a  Sólo  podrán  ser  revocados  los 
poderes  de  los  gerentes  en  los  casos  y 
en  las  condiciones  en  que  sea  admitida 
dicha  revocación  respecto  de  los  so- 
cios gerentes  en  las  sociedades  bajo 
nombre  colectivo; 

4.a  Los  gerentes  estarán  obligados  á 
depositar  el  número  de. acciones  de  la 
sociedad  previsto  por  los  estatutos,  y 
no  podrán  enagenarlas  mientras  conti- 
núen siendo  responsables  ante  la  so- 
ciedad; 

5.a  La  sociedad  en  comandita  por 
acciones  deberá  tener  un  Consejo  de 
vigilancia,  quepodrá  exigir,  en  nombre 
de  la  sociedad  á  los  gerentes,  cuentas 
de  su  administración,  y  aun  llevarlos 
ante  los  tribunales.  El  Consejo  de  vigi- 
lan ia  tendrá  el  derecho,  cuando  su 
propia  responsabilidad  esté  en  juego  ó 
cuando  haya  dolo,  á  llevar  ante  los  tri- 
bunales á  los  gerentes,  aun  en  contra 
de  un  acuerdo  formal  de  la  junta  ge- 
neral; 


6.a  La  junta  general  podrá  designar 
los  mandatarios  encargados  de  proce- 
der judicialmente  en  nombre  de  la  so- 
ciedad contra  los  gerentes  ó  los  miem- 
bros del  Consejo  de  vigilancia. 

7.a  Acabará  la  sociedad  en  coman- 
dita por  acciones  cuando  por  falleci- 
miento, retirada  ó  pérdida  de  su  capa- 
cidad jurídica  dejen  de  estar  todos  los 
gerentes  en  condiciones  de  continuar 
los  negocios;  debiendo  notificarse  la  di- 
solución al  funcionario  encargado  de! 
Registro  (612,  675,  677). 

Art.  677.  Cuando  se  haya  dividido  el 
capital  de  la  comandita  en  partes  que 
representen  los  derechos  de  los  dife- 
rentes comanditarios,  pero  sin  que  ten- 
gan el  carácter  de  acciones,  ó  si  se  les 
hubiese  declarado  intransferibles,  ha- 
brá lugar  á  aplicar  las  disposiciones 
del  título  que  trata  de  las  sociedades 
en  comandita  y  no  las  del  presente  tí- 
tulo (590,  611,676). 

TITULO  VEINTISIETE 

DE  LAS   ASOCIACIONES 

I. — De   la   formación    de    las    asocia- 
ciones 

Art.  678.  Toda  reunión  de  personas 
que,  sin  constituir  una  de  las  socieda- 
des definidas  en  los  títulos  XXIV 
al  XXVI  persiga  un  fin  económico  ó 
financiero  común,  deberá  para  formar 
una  asociación  con  derecho  á  la  perso- 
nalidad civil,  hacerse  inscribir  en  el 
Registro  de  comercio,  de  conformidad 
con  las  disposiciones  que  siguen  (679 

y  «82). 

Art.  679.    Los  estatutos  de  la  asocia- 
ción (acta  constitutiva)  deberán  exten 
derse  por  escrito  y  llevar  la  firma  de 
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siete  socios  por  lo  menos  (9,  11,  13, 
680,  682,  710). 

Art.  680.  Se  inscribirá  la  asociación 
en  el  Registro  de  comercio  del  punto 
donde  tenga  su  residencia. 

Sólo  podrá  hacerse  la  inscripción  de- 
positando en  poder  del  funcionario  en- 
cargado del  Registro  los  estatutos  con 
las  Armas  exigidas  en  el  articulo  ante- 
rior, los  cuales  deberán  estar  legaliza- 
dos, y  los  firmantes  tendrán  obligación 
de  indicar  sus  nombres  y  sus  domici- 
lios. Será,  además,  indispensable  que 
los  estatutos  contengan  disposiciones 
concernientes: 

1.°  A  la  denominación  (razón  social) 
de  la'asociación; 

2.°  Al  domicilio  de  la  asociación  y 
de  sus  sucursales; 

3.°    Al  fin  de  la  asociación; 

4.°  A  las  condiciones  que  se  exijan 
para  la  admisión  y  retirada  de  los  so- 
cios; 

5.°  A  la  índole  y  el  valor  de  los  divi- 
dendos pasivos  ó  aportaciones  de  los 
socios; 

6.°  A  la  forma  en  que  la  asociación 
está  organizada,  dirigida  y  representa- 
da, y  cómo  deberá  firmarse  en  su  nom- 
bre; 

7.°  El  cómputo  y  reparto  de  las  ga- 
nancias, si  la  asociación  tuviere  un  fin 
lucrativo  (678,  679,  681,  68?,  873,  898). 

Art.  681.  Los  estatutos  deberán  pu- 
blicarse íntegramente  ó  en  extracto  en 
el  periódico  oficial  del  comercio.  El  ex- 
tracto deberá  contener  los  enunciados 
enumerados  en  el  artículo  anterior,  y 
además  los  nombres  y  domicilios  de 
las  personas  designadas  para  obrar  en 
nombre  de  la  asociación,  así  como  la 
mención,  si  hubiere  lugar  á  ello,  de 
que  los  socios  estarán  exentos  de  toda 
responsabilidad  individual  (680,  688). 

Art.  68?.    Salvo  disposición  contraria 


de  los  estatutos,  éstos  sólo  podrán  mo- 
dificarse con  el  consentimiento  unáni- 
me de  los  socios.  Toda  modificación 
deberá  inscribirse  en  el  Registro  de  co- 
mercio y  publicarse  en  la  misma  forma 
que  los  estatutos  primitivos  (680,  C81 
y  861). 

II.—  De  los   derechos  y  obligaciones 

de  los  socios 

Art.  683.  Salvo  disposición  contra- 
ria de  los  estatutos,  la  asociación  po- 
drá siempre  admitir  nuevos  miei»bros. 

Para  formar  parte  de  ella  bastará  so- 
licitarlo por  escrito  (690). 

Art.  684.  Todo  socio  tendrá  el  dere- 
cho de  retirarse  de  la  asociación  mien- 
tras no  se  haya  acordado  la  disolución. 

Los  estatutos  no  podrán  suprimir 
este  derecho,  y  ni  podrá  nadie  compro- 
meterse de  antemano  á  no  hacer  uso 
de  él. 

Cuando  los  estatutos  no  contengan 
disposiciones  acerca  de  estos  puntos, 
sólo  podrán  retirarse  al  fin  de  un  ejer- 
cicio anual  y  mediante  aviso  con  cua- 
tro semanas  de  anticipación  por  lo  me- 
nos (687,  691,  693,  702). 

Art.  685.  Si  hubiere  justas  causas, 
podrá  el  juez  dictar  la  exclusión  de  un 
socio,  á  petición  de  otro  socio  cual- 
quiera, aun  cuando  los  estatutos  no 
prevean  el  caso  ó  contengan  disposi- 
ciones en  contra  (687,  691,  693,  702). 

Art.  6815.  Salvo  disposición  contra- 
ria de  los  estatutos,  se  perderá  la  con- 
dición de  socio  con  la  muerte  (637,  691, 
693  y  702). 

Art.  687.  Los  estatutos  determina- 
rán los  derechos  que  sobre  los  bienes 
de  la  asociación  puedan  tener  los  so- 
cios salientes  ó  sus  herederos.  A  falta 
de  disposiciones  en  contrario,  el  socio 
saliente  ó  sus  herederos  tendrán  dere- 
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cbo  á  una  parle  igual  del  haber  social, 
en  el  caso  en  que,  disolviéndose  la  aso- 
ciación en  el  año  que  siga  á  la  salida 
ó  muerte  del  socio,  se  proceda  al  re- 
parto del  aclivo  (684,  68(1). 

Art.  6S8.  Los  estatutos  podrán  exi- 
mir de  toda  responsabilidad  á  los  so- 
cios respeclo  de  los  compromisos  de  la 
asociación,  y  declarar  que  dichos  com- 
promisos quedarán  garantizados  úni- 
camente con  los  bienes  de  la  asocia- 
ción. 

Esia disposición  délos  estatutos  de- 
berá publicarse  en  el  periódico  oficial 
del  comer  io,  y,  heclio  esto,  no  podrán 
ser  perseguidos  individualmente  los  so- 
cios por  deudas  de  la  asociación  (681 
y  689). 

Art.  689,  Si  no  hubiese  en  los  esta- 
tutos disposición  alguna  de  la  que  se 
desprenda  dicha  exención,  ó  si  no  se 
hubiese  publicado  dicha  disposición 
con  las  formalidades  debidas,  los  so- 
cios quedarán  solidariamente  obliga- 
dos y  con  todos  sus  bienes.  Sólo  esta- 
rán obligados  subsidiariamente  por  lo 
demás,  en  el  sentido  que  son  sólo  res- 
ponsables de  las  pérdidas  experimen- 
tadas por  los  acreedores  en  la  quiebra 
de  la  asociación  (1C2,  688,690,  693,  702). 

Art.  690.  El  que  entre  en  una  aso- 
ciación cuyos  miembros  sean  personal- 
mente responsables,  se  obliga  como  los 
demás  socios  por  todos  los  compromi- 
sos, aun  los  contraídos  antes  de  su  en- 
trada. 

Todo  acuerdo  en  contrario  será  nulo 
respecio  de  terceros  (683,  689). 

Art.  691.  Cuando  un  socio  personal- 
mente obligado  deje  de  formar  parte 
de  la  asociación  por  fallecimiento  ó  por 
otra  causa  cualquiera,  no  por  eso  deja- 
rá de  ser  responsable  él  ó  sus  herede- 
ros de  los  compromisos  contraidos  an- 
teriormente si  la  asociación  quebrase 


en  los  dos  años  siguientes  á  la  inscrip- 
ción de  su  salida  en  el  Registro  de  co- 
mercio (689,  692,  693). 

Art.  692.  Tesará  la  obligación  per- 
sonal hasta  para  la  totalidad  de  los 
socios  cuando  habiéndose  inscrito  la 
disolución  de  la  asociación  en  el  Regis- 
tro de  comercio,  no  se  declare  la  quie- 
bra en  los  dos  años  siguientes  á  la  ins- 
cripción (691,  693). 

Art.  693.  Toda  acción  fundada  en  la 
obligación  personal  de  los  socios,  si  no 
se  hubiere  extinguido  ya  con  arreglo  á 
los  términos  de  los  artículos  691,  602, 
prescribirá  al  año  contado  desde  el  día 
en  que  terminaron  las  operaciones  de 
quiebra  (146,  691,  692,  883). 

Art.  694.  Los  acreedores  personales 
de  un  socio  no  tendrán  acción  alguna 
sobre  los  bienes,  créditos  ó  derechos 
pertenecientes  á  la  asociación,  para 
hacerse  pagar  ó  para  obtener  garan- 
tías. No  podrán  proceder  á  un  embar- 
go ó  á  otro  acto  ejecutivo  sino  contra 
lo  que  se  adeude  al  socio  por  dividen 
dos  é  intereses,  y  contra  la  parte  quo 
Je  corresponda  en  el  activo  en  caso  de 
liquidación. 

III. — Dalos  árganos  y  poderes  de   la 
asociación 

Art.  695.  Todas  las  asociaciones  de- 
berán tener  una  dirección  para  que  la 
represente  en  juicio  y  en  sus  relacio- 
nes con  terceros, 

La  dirección  podrá  componerse  de 
una  ó  más  personas,  socios  ó  no,  re- 
munerados ó  gratuitos  (606,  708). 

Art.  606.  Los  miembros  de  la  direc- 
ción deberán  hacerse  inscribir  en  el 
Registro  de  comercio  inmediatamente 
después  de  su  nombramiento. 

los  miembros  autorizados  para  fir- 
mar en  nombre  de  la  asociación  debe- 
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rán  poner  su  firma  en  presencia  de  la 
autoridad  competente  ó  remitirle  dicha 
firma  debidamente  legalizada  (695, 697). 

Art.  697.  La  dirección  deberá  obrar 
y  firmar  con  arreglo  á  las  formalidades 
prescritas  en  los  estatutos. 

Salvo  acuerdo  contrario  en  los  esta- 
tutos, será  necesario  la  firma  de  todos 
los  miembros  de  la  dirección  ó  de  sus 
representantes  (695,  696). 

Art.  698.  La  asociación  se  hará 
acreedora  ó  deudora  por  los  actos  rea- 
lizados en  su  nombre  por  la  dirección, 
importando  poco  que  se  hayan  llevado 
á  cabo  dichos  actos  expresamente  en 
nombre  de  la  sociedad,  6  resulte  de  las 
circunstancias  la  intención  de  obrar  en 
representación  de  la  misma  (36,  37). 

Art.  699.  Respecto  de  la  asociación, 
los  poderes  de  la  dirección  serán  defi- 
nidos  por  los  estatutos  y  los  acuerdos 
de  la  asociación 

Salvo  disposición  en  contrario,  se  re- 
putará que  la  dirección  tiene  el  dere- 
cho de  ejecutar  todos  los  actos  inhe- 
rentes al  fin  de  la  asociación  (39,  700). 

Art.  700.  Se  reputará  respecto  de 
terceros  que  la  dirección  tiene  el  dere- 
cho de  llevar  á  cabo,  en  nombre  de  la 
asociación,  todos  los  actos  jurídic  >s  ú 
otros  que  entren  en  la  esfera  de  acción 
de  la  sociedad. 

No  podrán  oponerse  contra  terceros 
de  buena  fe  las  restricciones  que  se 
hagan  á  este  derecho. 

Art.  701.  La  dirección  será  respon- 
sable de  que  se  lleven  los  libros  con  las 
formalidades  debidas ,  así  como  las 
actas  en  que  se  hagan  constar  los 
acuerdos  tomados  por  los  diversos  po- 
deres de  la  asociación  (703). 

Art.  702.  Cuando  los  socios  sean 
personalmente  responsables  de  las  deu- 
das de  la  sociedad,  la  dirección  deberá 
remitir  al  funcionario  encargado  del 


Registro  un  estado  de  todos  los  miem- 
bros y  notificarle,  en  el  plazo  de  tres 
meses  á  más  tardar,  las  salidas  ó  las 
nuevas  admisiones.  Cualquiera  podrá 
examinar  la  lista  de  los  socios  trans- 
crita al  Registro  de  comercio. 

Por  otra  parte,  todo  socio  saliente  ó 
excluido  y  los  herederos  de  un  socio 
fallecido,  tendrán  el  derecho  de  hacer 
inscribir  en  el  Registro,  sin  valerse  de 
la  dirección,  la  salida,  la  exclusión  ó  el 
fallecimiento;  pero  el  funcionario  en» 
cargado  del  Registro  deberá  ponerlo 
inmediatamente  en  conocimiento  de  la 
dirección  (684,  686,  689). 

Art.  703.  Si  la  asociación  tuviese  un 
fin  lucrativo,  la  dirección  estará  obli- 
gada á  publicar  las  cuentas  y  balances 
de  cada  ejercicio  anual,  á  más  tardar 
en  los  seis'meses  siguientes  á  la  clau- 
sura de  dicho  ejercicio  (701). 

Art.  704.  Cuando  resulte  probado 
que  el  activo  de  la  asociación  no  cubre 
ya  las  deudas,  la  dirección  ó  los  liqui- 
dadores estarán  obligados  á  suspender 
inmediatamente  los  pagos  y  á  dar  parte 
de  ello  al  juez  competente  á  fin  de  que 
se  declare  la  quiebra. 

Sin  embargo,  á  petición  de  los  acree- 
dores ó  de  un  curador  nombrado  para 
cuidar  de  sus  intereses,  tendrá  el  juez 
el  derecho  de  aplazar  la  declaración  de 
quiebra  y  tomar  provisionalmente  otras 
medidas  que  tiendan  á  la  conservación 
del  activo  (709,  712,  714). 

Art.  705.  La  asociación  podrá  agre- 
gar á  la  dirección  un  comité,  ya  para 
vigilar  la  gestión  (comité  de  vigilan- 
cia), ya  para  tomar  parte  en  ciertos 
actos  importantes  (comité  de  adminis- 
tración), pudiendo  encargar  también  la 
inspección  de  la  gestión  á  uno  ó  más 
peritos. 

Los  miembros  deMa  dirección  y  de 
los  comités,  asi  como  los  apoderados 
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de  la  sociedad,  no  tendrán  voto  delibe- 
rativo cuando  se  examinen  los  asuntos 
cuya  dirección  ó  vigilancia  les  haya  es- 
tado confiada  (706  708). 

Art.  706.  Convocará  la  junta  gene- 
ral la  dirección  ó  cualquiera  de  los  po- 
deres sociales  á  quienes  confieran  este 
derecho  los  estatutos  (comité  de  vigi- 
lancia, etc.). 

Deberá  convocarse  la  asamblea  ge- 
neral siempre  que  lo  pidan  por  lo  me- 
nos la  décima  parte  de  los  socios,  ó  si 
el  número  de  los  miembros  fuese  infe- 
rior á  30,  por  tres  de  ellos  por  lo  menos 
(705,  707). 

Art.  707.  Salvo  disposición  en  con- 
trario de  los  estatutos,  tendrán  voto  en 
la  junta  general  todos  los  socios,  y  los 
acuerdos  se  tomarán  por  mayoría  ab- 
soluta de  votantes. 

Art.  708.  La  asamblea  general  po- 
drá siempre  destituir  á  los  miembros 
de  la  directiva  y  del  comité  de  vigilan- 
cia si  los  estatutos  no  contienen  dispo- 
siciones especiales  sobre  la  destitución, 
ó  si  no  la  prohiben  completamente, 
salvo  indemnización  por  daños  y  per- 
juicios, si  hubiere    lugar  á  ella. 

En  todos  los  casos,  y  aun  cuando  los 
estatutos  prohiban  la  revocación  ó  des- 
titución, podrá  el  juez,  á  petición  de 
uno  ó  más  socios,  decretar  la  destitu- 
ción de  los  miembros  de  la  direción  que 
falten  á  los  deberes  de  su  cargo  ó  no 
estén  en  condiciones  de  cumplirlos,  y 
mandar  que  por  el  poder  competente  de 
la  asociación  se  proceda  á  nueva  elec- 
ción y  se  tomen  las  medidas  necesa- 
rias para  sustituirlos  provisionalmen- 
te (45). 

IV.— De  la  disolución  y  de  la  liqui- 
dación 

Art.  709.    Se  disolverá  la  asociación; 


1.°  En  virtud  de  acuerdo  del  poder 
social  competente,  según  los  estatutos, 
para  ello  (asamblea  general,  comité  de 
vigilancia,  etc.); 

2.°  Por  haber  transcurrido  el  tiempo 
fijado  por  los  estatutos,  si  expresamen- 
te no  se  hubiere  prorrogado  la  asocia- 
ción ó  no  continuare  de  hecho  subsis- 
tiendo; 

3.°  Por  la  declaración  de  quiebra  de 
la  asociación 

También  podrán  establecer  los  esta- 
tutos otras  causas  de  disolución  (704, 
710,891). 

Art.  710.  Podrá,  además,  declararse 
disuelta  por  sentencia  judicial,  á  peti- 
ción de  un  socio,  de  un  acreedor  ó  de 
la  autoridad -competente: 

1/  Cuando  el  fin  de  la  asociación  ó 
los  medios  que  emplee  sean  contrarios 
á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres; 

2.°  Cuando  por  razón  del  número 
insuficiente  de  los  miembros  de  la  aso- 
ciación ó  por  cualquiera  otra  causa  sea 
imposible  constituir  legalmente  la  di- 
rección ó  los  demás  poderes  sociales 
(17,  679,  709). 

Art.  711.  El  juez  que  declare  la  quie- 
bra deberá  ponerla  de  oficio  en  conoci- 
miento del  funcionario  encargado  del 
Registro  de  comercio,  para  que  se  haga 
mención  en  él  de  la  disolución  de  la 
asociación. 

Cuando  la  asociación  no  haya  sido  di- 
suelta por  quiebra  se  inscribirá  la  diso- 
lución en  el  Registro  de  comercio  por 
declaración  de  la  dirección,  y  si  ya  no 
existiese,  por  la  del  juez.  Los  poderes 
competentes»(asamblea  general,  comi- 
té de  vigilancia,  etc.),  ó  en  su  defecto  el 
juez,  deberán  proceder  al  mismo  tiem- 
po al  nombramiento  de  los  liquidado- 
res (712,  713, 861). 

Art.  712.  Si  los  liquidadores  no  estu- 
viesen en  el  caso  de  hacer  declarar  la 
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quiebra  por  aplicación  del  art.  704,  de- 
berán invitar  á  los  acreedores  por  con- 
ducto del  periódico  oficial  para  que 
presenten  sus  créditos. 

Los  acreedores  cuyos  nombres  sean 
conocidos  por  los  libros  de  la  asocia- 
ción ó  por  cualquiera  otro  medio,  de- 
berán, además,  ser  invitados  á  hacerlo 
por  comunicación  especial  (cartas  cer- 
tificadas) (704,  711,  713). 

Art.  713.  Se  repartirá,  después  del 
pago  de  las  deudas,  el  activo  neto  de  la 
asociación  entre  los  socios  que  for- 
men parte  de  la  asociación  al  disol- 
verla, ó  se  hayan  retirado  durante  el 
último  año,  á  no  ser,  sin  embargo,  que 
los  estatutos  ó  reglamentos  constituti- 
vos especiales  determinen  otra  cosa. 

Sólo  podrá  hacerse  este  reparto  seis 
meses  después  del  día  en  que  se  haya 
publicado  en  el  periódico  oficial  del  co- 
mercio la  intimación  á  los  acreedores. 

Todas  las  partidas  recaudadas  por 
los  liquidadores  durante  el  intervalo, 
deberán  depositarse  en  una  caja  pú- 
blica del  cantón. 

Cuando  haya  acreedores,  conocidos 
de  los  liquidadores,  que  no  presenten 
sus  créditos  antes  del  reparto,  deberá 
dejarse  en  depósito  durante  tres  años 
la  parte  del  activo  que  les  correspon- 
da (712). 

Art.  714.  Los  miembros  de  la  direc- 
ción y  los  liquidadores  serán  personal 
y  solidariamente  responsables  ante  los 
socios  y  ante  los  acreedores  de  la  aso- 
ciación de'todos  los  daños  que  puedan 
resultar  de  la  violación  de  los  artículos 
704,  712  y  713(162,  715. 

Art.  715.  Se  regulará  la  responsa- 
bilidad de  los  miembros  de  la  direc- 
ción, de!  comité  de  vigilancia  y  de  la 
misma  asociación,  por  los  artículos  62, 
113  y  115(714). 


TITULO    VEINTIOCHO 

DE  OTRAS  SOCIEDADES 

Art.  716.  Las  sociedades  que  tengan 
un  fin  científico,  artístico,  religioso, 
benéfico,  recreativo  ó  cualquier  otro 
fin  intelectual  ó  moral,  podrán  adqui- 
rir personalidad  civil  haciéndose  ins- 
cribir en  el  Registro  de  comercio,  aun 
en  el  caso  en  que  no  hayan  tenido  has- 
ta ahora  esta  facultad  con  arreglo  á  la 
legislación  cantonal. 

En  este  caso  la  inscripción  y  la  publi- 
cación en  el  periódico  oficial  del  comer- 
cio deberán  contener  indicaciones  pre- 
cisas acerca  del  nombre,  domicilio,  fin 
y  organización  de  la  sociedad,  y  hacer 
especial  mención  de  la  manera  como 
estará  dirigida  y  representada. 

Salvo  disposición  contraria  en  los  es- 
tatutos ó  en  otros  reglamentos  consti- 
tutivos, podrá  la  junta  general,  al  di- 
solverse estas  asociaciones,  acordar 
por  mayoría  que  no  se  reparta  el  acti- 
vo entre  los  socios,  sino  que  se  entregue 
á  un  establecimiento  público  reconoci- 
do del  cantón  ó  de  la  Confederación  que 
tenga  el  mismo  ó  análogo  fin. 

Cuando  se  decrete  la  disolución  por 
sentencia  judicial  por  razón  del  carác- 
ter ilícito  ó  inmoral  del  fin  que  la  socie- 
dad persiga  ó  de  los  medios* de  que  se 
sirve,  el  juez  tendrá  derecho  á  determi- 
nar en  la  forma  que  queda  dicho  el  em- 
pleo del  activo,  si  los  estatutos  no  dis- 
pusieren otra  cosa,  y  tendrá  obligación 
de  hacerlo  cuando  persiga  la  asocia- 
ción un  fin  de  utilidad  pública  (717,  718). 

Art.  717.  Las  sociedades  que  tenien- 
do un  fin  económico  ó  financiero  no  se 
hayan  hecho  inscribir  en  el  Registro 
de  comercio,  y  las  que  teniendo  un  fin 
intelectual  ó  moral  no  estén  reconocí  - 
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das  como  personas  morales  por  el  de- 
recho cantonal  ni  inscritas  en  el  Re- 
gistro Je  comercio,  no  gozarán  de  la 
personalidad  civil. 

Las  escrituras  hechas  con  terceros 
en  nombre  de  estas  sociedades,  obliga- 
rán personal  y  solidariamente  á  los  que 
las  hayan  hecho,  salvo  su  recurso  con- 
tra los  demás  miembros  de  la  sociedad 
(162,  716). 

Art.  718.  No  se  derogan  en  nada  las 
disposiciones  que,  en  virtud  de  los 
principios  de  derecho  público  federal  6 
cantonal,  restringen  ó  prohiben  cier- 
tas clases  de  asociaciones. 

Art.  719.  El  derecho  cantonal  regu- 
lará lo  concerniente  á  la  creación  y  si- 
tuación de  las  corporaciones  de  dere- 
cho público,  fundaciones  y  demás  per- 
gonag  morales. 

TITULO  VEINTINUEVE 

DE  LA  LETRA   DE  CAMBIO 

I.— De  La  capacidad  para  obligarse  por 
letra  de  cambio 

Art.  720.  Toda  persona  con  capaci- 
dad para  obligarse  por  contralo  la  ten- 
drá para  obligarse  por  letra  de  cambio. 

Sin  embargo,  las  disposiciones  del 
arifculo  812  del  présenle  Código  y  las 
especiales  de  otras  leyes  federales  ó 
cantonales  concernientes  á  la  ejecu- 
ción y  las  diligencias  judiciales  en  ma- 
teria de  letras  de  cambio,  serán  exclu- 
sivamente aplicables  á  las  personas  y 
sociedades  inscritas  en  el  Registro  de 
comercio  (29,  721,  812,  9)1). 

Art.  721.  Si  una  letra  de  cambio  lle- 
vase la  firma  de  uno  ó  más  incapacita- 
dos, no  por  eso  dejarán  de  ser  respon- 
sables de  sus  obligaciones  los  demás 
firmantes  (720). 


II.— De  la  forma  de  la  letra  de  cambio 

Art.  722.  La  letra  de  cambio  deberá 
contener  las  indicaciones  esenciales 
que  siguen: 

1.a  Mención  expresa,  en  el  texto  de 
la  misma,  de  que  es  una  letra  «de  cam- 
bio» (WecAsel,  cambíate); 

2.a  Indicación  en  el  texto  y  con  todas 
sus  letras  de  la  suma  que  debe  abo- 
narse; 

3.a  El  nombre  ó  la  razón  comercial 
de  la  persona  á  quien  ó  á  cuya  orden 
debe  ser  pagada  (el  tomador); 

A.1  Indicación  de  la  época  del  pago, 
debiendo  indicarse  un  solo  y  único 
vencimiento  por  toda  la  suma,  y  no 
pudiendo  serlo  más  que  por  una  de  las 
siguientes  maneras: 

En  dia  fijo; 

A  la  vista  (á  su  presentación)  ó  á 
cierto  plazo  vista; 

A  cierto  plazo  fecha; 

A  tal  feria  ó  mercado  (letra  de  cam- 
bio pagadera  en  feria  ó  mercado); 

5.*  La  firma  de)  librador,  es  decir, 
su  nombre  ó  su  razón  mercantil; 

6.a  La  indicación  del  lugar,  día,  mes 
y  año  en  que  se  creó  la  letra; 

7.'  El  nombre  ó  la  razón  comercial 
de  la  persona  que  debe  pagarla  (el  gi- 
rad o). 

8.*  I.a  indicación  del  lugar  donde 
debe  efectuarse  el  pago;  á  falta  de  in- 
dicación especial,  la  localidad  designa- 
da al  lado  del  nombre  ó  de  la  razón  co- 
mercial del  girado,  se  reputará  que  es 
la  del  pago,  y  al  mismo  tiempo  el  do- 
micilio del  girado  (9,  11,  12,  15,  725 
y  820). 

Art.  723.  Si  la  suma  por  pagar  estu- 
viere escrita  con  todas  sus  letras  más 
de  una  vez  y  hubiere  diferencia,  se 
atendrán  á  la  más  pequeña  (722). 
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Art.  724.  Él  librador  podrá  designar, 
se  á  si  propio  como  tomador  (letra  de 
cambio  á  su  propia  orden). 

También  podrá  designarse  á  si  mis- 
mo como  girado,  con  tal  que  el  pago 
deba  hacerse  en  otro  lugar  que  el  en 
que  se  gira  la  letra  (letra  de  cambio 
contra  si  mismo)  (722). 

Art.  725.  La  letra  en  que  falte  algu- 
na de  las  condiciones  esenciales  arriba 
mencionadas,  no  creará  ninguna  de  las 
obligaciones  especiales  que  resultan  de 
la  letra  de  cambio. 

Lo  mismo  sucederá  con  las  declara- 
ciones consignadas  en  dicha  letra  (en- 
dosos, aceptación,  aval). 

Se  reputará  no  escrita  cualquiera 
promesa  de  interés  hecha  en  una  letra 
de  cambio  (722,820). 

III. — De  las  obligaciones  del  librador 

Art.  726.  El  librador  responderá,  se- 
gún las  reglas  particulares  en  materia 
de  letras  de  cambio,  de  la  aceptación  y 
del  pago  de  la  letra  (739,  748,  755,  772 
y  808). 

IV.— Del  endoso 

Art.  727.  El  tomador  podrá  por  en- 
doso transmitir  la  letra  de  cambio  aun 
tercero. 

Pero  si  el  librador  hubiese  prohibido 
la  transmisión  insertando  en  ella  las 
palabras  «no  á  la  orden»  ú  otras  equi- 
valentes, el  endoso  no  será  válido  como 
operación  de  cambio  (183,  728,  735). 

Art.  728.  El  endoso  transmitirá  to- 
dos los  derechos  que  emanen  de  la  le- 
tra de  cambio,  principalmente  la  facul- 
tad de  traspasarla  á  la  orden  de  otra 
persona.  La  letra  de  cambio  podrá  en- 
dosarse válidamente  aun  al  librador,  al 
girado,  al  aceptante,  á  un  endosante 


anterior,  y  éstos  podrán  transmitirla 
por  nuevos  endosos  (727,  735,  755,  790). 

Art.  729.  El  endoso  deberá  escri- 
birse en  la  letra  de  cambio  ó  en  una 
copia  de  la  letra,  ó  en  una  hoja  aneja  á 
la  letra  ó  á  su  copia  (prolongación) 
(9,11,12,184,730,731,820). 

Art.  730.  Será  válido  el  endoso,  aun 
cuando  el  endosante  se  haya  limitado  á 
escribir  su  nombre  ó  su  razón  comer- 
cial en  el  respaldo  de  la  letra  de  cam- 
bio, ó  de  la  copia  ó  de  la  prolongación 
(endoso  en  blanco)  (729,  731). 

Art.  731.  Todo  portador  de  una  letra 
de  cambio  tendrá  derecho  para  llenar 
los  endosos  en  blanco,  pero  podrá  en- 
dosarla aun  sin  haberlos  llenado  (729, 
730  y  755). 

Art.  732.  El  endosante  estará  obli- 
gado, según  las  reglas  particulares  en 
materia  de  letras  de  cambio,  á  garanti- 
zar á  todo  portador  subsiguiente  la 
aceptación  y  pago  de  la  letra,  á  no  ser 
que  haya  añadido  á  su  endoso  las  si- 
guientes palabras:  «sin  garantía,»  sin 
obligación»  ú  otra  reserva  análoga,  en 
cuyo  caso  no  será  responsable  como 
endosante  (733,  734,  739,  748,  755,  772 
y  808). 

Art.  733.  El  endosante  que  haya 
prohibido  la  transmisión  con  las  pala- 
bras «no  á  la  orden»  ú  otra  expresión 
equivalente,  estará  á  salvo  de  cual- 
quier recurso  por  parte  de  aquellos  á 
quienes  se  haya  endosado  la  letra  á 
pesar  de  esta  prohibición  (732). 

Art.  734.  El  portador  de  una  letra  de 
cambio  endosada  después  del  término 
fijado  para  el  protesto  por  falta  de  pa- 
go, podrá  perseguir  al  girado  que  la 
haya  aceptado ,  y  ejercer  su  recurso 
contra  los  que  hayan  endosado  la  letra 
con  posterioridad  al  mismo  plazo. 

Si  esta  letra  fuese  aceptada,  deberá 
exigirse  el  pago  dentro  Je  tres  anos, 
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contados  después  de  su  vencimiento; 
si  no  lo  fuere  en  el  año  contado  desde 
el  primer  endoso  tardío,  como  para  las 
letras  de  cambio  á  la  vista. 

Respecto  del  portador  á  quien  sólo  se 
haya  endosado  la  letra  después  de  ha 
ber  sido  protestada  por  falta  de  pago, 
no  podrá  ejercer  más  que  los  derechos 
de  su  endosante  contra  el  aceptante,  el 
librador  y  los  endosantes  anteriores  al 
protesto;  en  este  caso,  el  endosante  no 
será  responsable,  según  las  reglas  es- 
peciales en  materia  de  letras  de  cam- 
bio (732). 

Art.  735.  El  endoso  que  lleve  la  men- 
ción «para  el  cobro»  «como  apoderado» 
ú  otra  fórmula  que  implique  mandato, 
no  transmitirá  la  propiedad  de  la  letra 
de  cambio;  pero  dará  derecho  para  co- 
brar su  importe,  hacerla  protestar, 
perseguir  en  juicio  el  pago  de  la  canti- 
dad adeudada  y  á  cobrar  las  especies 
consignadas. 

El  portador,  mero  mandatario,  podrá 
transmitir  sus  poderes  á  un  tercero 
mediante  un  nuevo  endoso  equivalente 
á  un  poder. 

Pero  no  podrá  negociar  la  letra  de 
cambio  por  endoso  propiamente  dicho, 
aun  cuando  el  endoso  equivalente  á  un 
poder  contenga  las  palabras  «ó  á  su 
orden»  (728). 

V. — De  la  presentación  ó  la 
aceptación 

Art.  736.  El  portador  de  una  letra  de 
cambio  tendrá  el  derecho  de  presentar 
inmediatamente  á  la  aceptación  del  gi- 
rado, y  á  falta  de  aceptación,  en  el  pla- 
zo de  veinticuatro  horas,  á  hacer  la 
protesta,  siendo  nulo  cualquier  con- 
venio en  contra  como  obligación  de 
cambio. 

No  hay  excepción  más  que  para  las 


letras  de  cambio  pagaderas  en  feria  ó 
mercado,  las  cuales  no  podrán  presen- 
tarse á  la  aceptación  y  protestarse  en 
caso  de  negativa,  sino  en  la  época  fija- 
da por  la  ley  del  lugar  donde  se  celebre 
la  feria  ó  mercado. 

La  mera  detención  de  la  letra  de  cam- 
bio conferirá  el  derecho  de  presentarla 
y  hacerla  protestar  por  falta  de  acepta- 
ción, pero  no  el  derecho  de  consentir 
en  que  se  retire  (se  tache)  ó  se  restrin- 
ja una  aceptación  ya  consignada  (737 
y  738). 

Art.  737.  Estará  obligado  el  porta- 
dor á  presentar  la  letra  de  cambio  á  la 
aceptación  sólo  en  el  caso  en  que  sea 
pagadera  á  cierto  plazo  vista. 

Las  letras  de  cambio  de  esta  clase 
deberán  presentarse  á  la  aceptación  de 
conformidad  con  las  indicaciones  par- 
ticulares que  contenga,  y  á  falta  de  in- 
dicaciones, en  el  plazo  de  un  año,  con- 
tado desde  su  fecha,  so  pena  de  perder 
el  recurso  especial  atribuido  en  mate- 
ria de  letra  de  cambio  contra  los  endo- 
santes y  el  librador, 

Si  el  endosante  de  una  letra  de  cam- 
bio de  esta  clase  hubiere  indicado  en  su 
endoso  un  plazo  para  la  presentación  y 
no  tuviere  ésta  lugar  dentro  de  este  pla- 
zo, quedará  liberado  de  todas  las  obli- 
gaciones que  nazcan  de  la  letra  de  cam- 
bio (736,  738). 

Art.  738.  Si  no  pudiere  obtenerse  la 
aceptación  de  una  letra  de  cambio  gi- 
rada á  cierto  plazo  vista,  ó  si  el  girado 
se  negase  á  fechar  su  aceptación,  el 
portador  deberá  hacer  constar,  por  pro- 
testo hecho  antes  de  la  espiración  del 
plazo,  que  á  su  tiempo  presentó  la  letra, 
so  pena  de  perder  el  recurso  que  le 
c  mpete  en  virtud  de  las  reglas  espe- 
ciales de  la  materia  contra  los  endo- 
santes y  el  librador. 

Se  reputará  en  este  caso  que  la  fech  a 
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del  protesto  es  la  de  la  aceptación. 
Si  no  hubiese  habido  protesto,  se  cal- 
culará el  vencimiento  de  la  letra  de 
cambio,  respecto  del  aceptante  que  no 
haya  fechado  su  aceptación,  contada 
desde  el  último  día  del  plazo  de  la  pre- 
sentación (736,  737). 

VI.  —De  la  aceptación 

Art.  739.  La  aceptación  de  la  letra 
de  cambio  deberá  hacerse  por  escrito 
en  la  misma  letra. 

Toda  declaración  escrita  en  la  letra 
de  cambio  y  ñrmada  por  el  girado, 
equivaldrá  á  una  aceptación  pura  y 
simple  si  no  contiene  expresamente 
que  el  girado  se  niega  á  aceptarla  ó 
que  sólo  acepta  bajo  ciertas  restric- 
ciones. 

Habrá  igualmente  aceptación  pura  y 
simple  cuaqdo  el  girado  escriba,  sin 
adición  alguna,  su  nombre  ó  su  razón 
comercial  en  el  anverso  de  la  letra  de 
cambio  (9, 11, 12,  740,  743,  820). 

Art.  740.  Hecha  la  aceptación,  no  po- 
drá retirarse  ni  restringirse  en  lo  que 
quiera  que  fuere,  aun  cuando  el  girado 
no  haya  devuelto  todavía  al  portador 
la  letra  de  cambio  presentada  por  éste. 

Si  el  propietario  de  la  letra  de  cam- 
bio hubiese  consentido  en  que  se  retire 
(se  tache)  ó  se  restrinja  Ja  aceptación, 
sólo  podrá  oponer  el  aceptante  dicho 
consentimiento  contra  el  que  lo  haya 
dado  y  no  contra  los  demás  interesa- 
dos (739,  741). 

Art.  741.  El  girado  podrá  restringir 
su  aceptación  á  una  parte  de  la  suma 
consignada  en  la  letra  de  cambio. 

Si  se  acompañase  la  aceptación  con 
otras  restricciones,  se  reputará  no 
aceptada  la  letra  de  cambio;  será  res- 
ponsable, sin  embargo,  el  aceptante, 
dentro  de  los  límites  de  su  aceptación, 


de  las  diversas  obligaciones  que  nacen 
de  la  letra  (739,  740). 

Art.  742.  Ei  girado  estará  obligado 
por  la  aceptación,  y  según  las  reglas 
especiales  en  materia  de  letras  de  cam- 
bio, á  pagar,  cuando  venza,  la  suma 
que  haya  aceptado. 

Se  obligará,  además,  aun  para  con  el 
librador,  á  cumplir  las  diversas  obliga- 
ciones que  nazcan  de  la  letra  de 
cambio. 

Pero  no  tendrá  contra  el  librador  las 
acciones  que  de  ella  nacen  (755,  761 
y  808). 

Art.  743.  Cuando  designe  la  letra  de 
cambio  un  punto  de  pago  distinto  del 
domicilio  del  girado  (letra  de  cambio  á 
domicilio), deberá  éste,  á  su  aceptación, 
indicar  en  ella  la  persona  que  en  dicho 
punto  debe  pagarla,  á  no  ser  que  esta 
indicación  resulte  de  dicho  documento. 

A  falta  de  indicación,  se  entenderá 
que  el  girado  quiere  abonar  por  sí  mis- 
mo la  letra  de  cambio  en  la  localidad 
designada  para  el  pago. 

En  la  letra  de  cambio  á  domicilio,  el 
librador  podrá  imponer  al  portador  la 
obligación  de  presentarla  á  la  acepta- 
ción. 

El  portador  que  no  cumpla  con  di- 
cha orden,  perderá  su  recurso  contra 
el  librador  y  los  endosantes  (739,  764). 

VII. — Del  recurso  para  obtener  una 

garantía 

Del  resurso  por  falta  de  aceptación 

Art.  744.  En  caso  de  denegación  de 
aceptación  ó  en  el  de  aceptación  con- 
dicional ó  parcial,  los  endosantes  y 
el  librador  se  obligarán,  de  conformi- 
dad con  las  reglas  especiales  en  mate- 
ria de  letras  de  cambio,  á  suministrar, 
á  cambio  de  la  entrega  del  protesto  por 
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falta  de  aceptación,  una  garantía  sufi- 
ciente para  asegurar  el  pago,  al  venci- 
miento, del  importe  de  la  letra  ó  de  la 
fracción  no  aceptada  de  dicho  importe, 
y  el  reintegro  de  los  gastos  que  resul- 
ten de  la  faila  de  aceptación. 

Pero  los  endosantes  v  el  librador 
tendrán  el  derecho  de  depositar  la 
suma  adeudada  por  su  cuenta,  ya  judi- 
cialmente, ya  en  casa  de  un  magistra- 
do ó  en  un  establecimiento  autorizado 
para  admitir  depósitos  (745,  747). 

Art.  745.  El  tomador,  los  endosan- 
tes y  el  portador  que  tengan  en  su  po- 
der el  protesto  por  falla  de  aceptación, 
tendrán  derecho  &  exigir  una  garantía 
del  librador  y  de  los  endosantes  prece- 
dentes, y  á  recurrir  contra  ellos,  con 
este  objeto,  á  los  medios  de  ejecución 
ó  de  procedimiento  particulares  sobre 
esta  materia. 

El  demandante  de  garantías  no  esta- 
rá ligado  por  el  orden  de  los  endosos 
ni  por  la  elección  que  haya  hecho  en 
primer  lugar  entre  los  garantes. 

No  estará  obligado  á  presentar  la 
letra  de  cambio  ni  á  justificar  que  á  su 
vez  suministra  el  mismo  garantías  á 
Jos  endosanles  que  le  siguen  (744,  746 
y  747). 

Art.  746.  La  seguridad  suministrada 
no  sólo  garantizará  al  que  la  haya  ob- 
tenido, sino  también  á  los  que  sigan  al 
librador  ó  al  endosante  de  quien  pro- 
venga, si  de  él  exigen  una  garantía. 

No  podrán  exigir  otra  más  amplia 
sino  en  cuanto  tengan  que  hacer  valer 
otras  objeciones  fundadas  contra  la 
naturaleza  ó  la  cuantía  de  la  que  se  ha- 
ya dado  (744,  745,  747). 

Art.  747.  No  habrá  lugar  á  mante- 
ner la  seguridad  dada: 

1.°  Cuando  la  letra  de  cambio  haya 
eiJo  aceptada  por  la  totalidad; 

ü."    Cuando  el  que  haya  dado  la  ga- 


rantía no  haya  sido  perseguido  para  el 
pago  en  el  plazo  de  un  año,  contado 
desde  el  vencimiento  de  la  letra  de 
cambio; 

3.°  Cuando  la  letra  de  cambio  haya 
sido  pagada  ó  haya  perdido  su  carác- 
ter y  sus  efectos  de  letra  de  cambio 
(744,  746). 

Del  recurso  por  razón  de  la  solvencia 
Insuficiente  del  aceptante 

Art.  748.  Si  la  letra  de  cambio  ha 
sido  aceptada  en  totalidad  ó  en  parte, 
sólo  podrán  ya  pedirse  garantías  por 
la  cantidad  aceptada  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  Cuando  el  aceptante  sea  decla- 
rado en  estado  de  quiebra  ó  haya  he- 
cho cesión  de  sus  bienes; 

2.°  Cuando  haya  suspendido  sus 
pagos; 

3.°  Cuando  con  posterioridad  á  la 
fecha  en  que  se  giró  la  letra  de  cambio 
se  haya  seguido  algún  procedimiento 
contra  él  por  el  pago  de  una  deuda 
cualquiera  y  haya  quedado  sin  pagar, 
en  todo  ó  en  parte,  de  dicha  deud  a. 

En  estos  diversos  casos,  si  el  acep- 
tante no  ofrece  garantias,  y  por  consi- 
guiente se  formula  protesto,  y  resulta 
de  éste  que  es  imposible  obtener  la 
aceptación  de  las  personas  eventual- 
mente  designadas  en  la  letra  de  cam- 
bio para  pagarla  «en  caso  de  necesi- 
dad i,  cualquiera  de  los  endosantes,  y 
el  portador,  podrán  exigir,  á  cambio  de 
la  entrega  del  protesto,  una  garantía 
denlos  endosantes  anteriores,  así  como 
del  librador. 

La  mera  detención  de  la  letra  de 
cambio  equivale  á  un  poder  para  exi- 
gir garantías  del  aceptante  en  los  ca- 
sos enunciados  en  el  presente  articu- 
lo, números  1.",  2."  y  3.",  y  para  mandar 
levantar  acta  de  protesto  si  no  se  diere, 


CÓDIGO    FEDERAL   DE    LAS    OBLIGACIONES 


225 


En  los  casos  enunciados  en  los  nú- 
meros 2.°  y  3.°,  el  portador  de  la  letra 
de  cambio  que  justifique  su  propiedad, 
podrá  también,  para  obtener  garantías, 
recurrir  contra  el  aceptante  por  me- 
dios de  ejecución  ó  de  procedimientos 
especiales  en  materia  de  obligaciones 
por  letras  de  cambio  (744, 747). 

vm. — Del  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones que  resaltan  da  la  letra  de 
cambio. 

Del  vencimiento 

Art.  749.  La  letra  de  cambio  paga- 
dera en  determinado  día,  vencerá  en 
dicho  día. 

La  letra  de  cambio  pagadera  á  prin- 
cipio ó  á  fin  de  mes,  vencerá  el  prime- 
ro ó  el  último  día  del  mes. 

La  letra  de  cambio  pagadera  á  me- 
diados de  mes,  vencerá  el  15  del  mis- 
mo (87). 

Art.  750.  La  letra  de  cambio  á  la 
vista  vencerá  el  día  de  su  presenta- 
ción. 

La  presentación  deberá  hacerse  de 
conformidad  con  las  indicaciones  enun- 
ciadas en  la  letra,  y,  á  falta  de  éstas, 
en  el  plazo  de  un  año,  contado  desde 
su  fecha,  so  pena  para  el  portador  de 
perder  el  recurso  especial  que  le  co- 
rresponde en  virtud  de  la  letra  de  cam- 
bio contra  los  endosantes  y  el  librador. 

El  endosante  de  una  letra  de  cambio 
á  la  vista  que  haya  indicado  en  su  en- 
doso un  plazo  determinado  para  la  pre- 
sentación, quedará  liberado  de  las  obli- 
gaciones especiales  que  resultan  de  la 
letra  de  cambio  si  no  se  hubiere  hecho 
la  presentación  en  dicho  plazo. 

Respecto  de  las  letras  de  cambio  pa- 
gaderas á  la  vista  que  hayan  sido  acep- 
tadas sin  indicación  de  fecha,  y  cuya 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídica*. 


presentación  no  se  haya  hecho  constar 
por  un  protesto,  se  considerarán  venci- 
das el  último  día  del  plazo  de  presen- 
tación (86). 

Art.  751.  El  vencimiento  de  las  le- 
tras de  cambio  pagaderas  á  cierto  pla- 
zo, vista  ó  fecha,  quedará  ñjado  como 
sigue: 

1.°  Si  estuviere  fijado  el  plazo  por 
días,  vencerá  la  letra  el  último  dia  del 
plazo;  no  se  contará  en  el  cómputo  el 
dia  de  la  fecha  que  lleva  si  fuere  á  tan- 
tos días  fecha,  ni  el  en  que  haya  sido 
presentada  á  la  aceptación,  si  fuere  á 
tantos  días  vista;  si  el  plazo  fuere  de 
ocho  ó  de  quince  días,  se  entenderá  no 
una  ó  dos  semanas,  sino  ocho  ó  quince 
cabales; 

2.°  Si  se  hubiese  fijado  el  plazo  por 
semanas,  vencerá  la  letra  el  dia  de  la 
semana  de  pago  que,  por  su  nombre, 
corresponda  al  de  su  creación  ó  pre- 
sentación; 

3.°  Si  el  plazo  se  hubiese  fijado  por 
meses  ó  por  un  período  de  tiempo  que 
comprenda  varios  meses  (año,  semes- 
tre, trimestre),  vencerá  la  letra  el  día 
del  mes  de  pago  que  por  su  número  co- 
rresponda al  en  que  se  extendió  ó  pre- 
sentó la  letra  de  cambio,  y  si  no  lo  hu- 
biese, vencerá  el  último  día  de  dicho 

mes. 

La  frase  «medio  mes»  equivale  á  un 
plazo  de  quince  días.  Si  la  letra  fuese 
pagadera  á  uno  ó  varios  meses  y  me- 
dio, deberán  contarse  los  quince  días 
en  último  término  (88,  89). 

Art.  752.    No  habrá  plazos  de  favor. 

Art.  753.  Si  una  letra  de  cambio,  pa- 
gadera en  Suiza  á  cierto  plazo  fecha  y 
girada  desde  un  país  donde  esté  en  uso 
el  antiguo  sistema,  no  declarase  estar 
fechada  con  arreglo  al  nuevo  sistema, 
ó  si  la  fecha  estuviese  expresada  bajo 
ambas  formas,  se  calculará  el  venci- 
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miento  tomando  como  punto  de  partida 
el  día  que  en  el  nuevo  calendario  co- 
rresponda al  dia  del  giro,  según  el  an- 
tiguo sistema. 

Art.  754.  Las  letras  de  cambio  pa- 
gaderas por  ferias  ó  mercados,  vence- 
rán el  dia  fijado  para  el  pago  por  la  ley 
de  la  localidad  donde  se  celebra  la  fe- 
ria ó  mercado,  y,  á  falta  de  esta  fija- 
ción, el  día  anterior  á  la  clausura  de  di- 
cha feria  ó  mercado. 

Si  la  feria  ó  mercado  no  durase  más 
que  un  día,  éste  será  el  del  venci- 
miento. 

Del  pago 

Art.  755.  El  portador  de  una  letra  de 
cambio  justificará  su  propiedad  por 
una  serie  no  interrumpida  de  endosos 
descendentes  hasta  él. 

Por  consiguiente,  el  primer  endoso 
deberá  llevar  la  firma  con  el  nombre 
del  tomador,  y  cada  uno  de  los  endosos 
siguientes  el  nombre  de  la  persona  de- 
signada por  el  endoso  inmediatamente 
anterior. 

Si  á  un  endoso  en  blanco  siguiere 
otro,  habrá  lugar  á  admitir  que  el  fir- 
mante del  último  endoso  adquirió  la 
letra  por  endoso  en  blanco. 

Cuando  se  trate  de  comprobar  los 
derechos  de  propiedad  del  portador,  se 
reputarán  no  escritos  los  endosos  ta- 
chados ó  anulados. 

El  que  paga  no  está  obligado  á  com- 
probar la  autenticidad  de  los  endosos 
(728,  730,  731,  790). 

Art.  756.  Cuando  se  haya  estipulado 
que  la  letra  de  cambio  sea  pagadera 
en  monedas  que  no  tengan  curso  en  el 
lugar  del  pago  ó  en  una  moneda  de 
cuenta,  podrá  hacerse  el  pago  en  mo- 
neda del  país,  al  curso  existente  el  día 
del  vencimiento,  á  no  ser  que  el  libra- 


dor haya  prescrito  expresamente,  con 
las  palabras  «valor  efectivo»  ó  con  otra 
fórmula  análoga,  que  se  hiciese  el  pago 
en  la  moneda  indicada  en  la  letra  de 
cambio  (97). 

Art.  757.  El  portador  de  una  letra 
de  cambio  no  podrá  negarse  al  pago 
parcial  que  se  le  ofrezca,  aun  cuando 
se  haya  aceptado  por  toda  la  suma  (78). 

Art.  758.  El  deudor  de  la  letra  de 
cambio  sólo  está  obligado  á  pagarla  á 
cambio  de  la  entrega  de  la  letra  con  el 
recibí  puesto. 

Si  hiciese  un  pago  parcial,  sólo  podrá 
exigir  que  se  mencione  éste  en  la  letra 
y  se  le  dé  recibo  del  mismo  en  una 
copia  de  aquélla  (102,  104). 

Art.  759.  Si  no  se  exigiere  el  pago  al 
vencimiento  de  la  letra  de  cambio,  po- 
drá el  aceptante,  transcurrido  el  plazo 
para  el  protesto  por  falta  de  pago,  con- 
signar su  importe  por  cuenta  y  riesgo 
del  portador,  ya  judicialmente,  ya  en 
casa  de  un  magistrado,  ya  en  un  esta- 
blecimiento autorizado  para  recibir  de- 
pósitos. No  será  necesario  citar  al  por- 
tador (107,  109,791,799). 

Art.  760.  No  podrá  obligarse  al  por- 
tador de  una  letra  de  cambio  á  recibir 
su  importe  antes  del  vencimiento,  y  si 
dicho  pago  se  hiciere  con  anticipación, 
será  por  cuenta  y  riesgos  del  que  lo 
efectúe  (761). 

Art.  761.  Si  el  portador  de  la  letra 
de  cambio  hubiere  concedido  una  pró- 
rroga del  vencimiento,  perderá  sus  de- 
rechos contra  los  endosantes  anterio- 
res que  no  lo  hayan  consentido  (760). 

IX. — Del  recurso  por  falta  de  pago 

Art.  762.  Para  que  pueda  ejercerse 
un  recurso  por  falta  de  pago  contra  el 
librador  y  los  endosantes,  será  pre- 
ciso: 
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1.°  Que  la  letra  de  cambio  haya  sido 
presentada  al  cobro; 

2/  Que  dicha  presentación  y  la  falta 
de  pago  se  hayan  hecho  constar  por  un 
protesto  hecho  en  tiempo  oportuno. 

No  podrá  hacerse  el  protesto  en  el 
mismo  día  del  vencimiento,  pero  debe- 
rá hacerse,  á  más  tardar,  el  segundo 
día,  no  feriado,  después  de  haber  ven- 
cido (763,  773). 

Art.  763.  La  orden  de  no  hacer  pro- 
testo («sin  protesto,»  «sin  gastos,»  et- 
cétera), dispensará  del  protesto,  pero 
no  de  la  obligación  de  presentar  la  le- 
tra á  su  debido  tiempo. 

Incumbirá  al  firmante  de  quien  ema- 
ne la  orden  el  probar  la  falta  de  presen- 
tación en  tiempo  oportuno. 

Esta  orden  no  eximirá  de  la  obliga- 
ción de  reintegrar  los  gastos  de  pro- 
testo (762). 

Art.  764.  La  letra  de  cambio  á  do- 
micilio deberá  presentarse  al  cobro  á 
la  persona  designada  en  la  letra  ó,  en 
su  defecto,  al  mismo  girado,  en  el  lu- 
gar del  domicilio  elegido,  en  el  que  de- 
berá hacerse  el  protesto  por  falta  de 
pago. 

Cuando  la  persona  designada  no  sea 
el  mismo  girado  y  no  se  haya  hecho  el 
protesto  en  el  plazo  legal,  no  tendrá 
derecho  el  portador  á  ninguna  acción 
especial  resultante  de  la  letra  de  cam- 
bio, no  sólo  contra  los  endosantes  y  el 
librador,  sino  tampoco  contra  el  acep- 
tante (743,  762,  765). 

Art.  765.  Salvo  el  caso  previsto  en 
el  art.  764,  aparte  2.°,  no  estará  obliga- 
do el  portador,  para  conservar  su  re- 
curso especial  contra  el  aceptante,  ni 
á  presentar  la  letra  á  su  vencimiento 
ni  á  mandar  levantar  el  protesto  (762 
y  764). 

Art.  766.  Todo  el  que  esté  obligado 
al  pago  de  una  letra  de  cambio  tendrá 


el  derecho  de  exigir  del  portador,  á 
cambio  del  pago  del  capital,  de  los  in- 
tereses y  de  los  gastos,  la  entrega  de 
la  letra  de  cambio  con  el  recibí  puesto 
y  del  protesto  por  falta  de  pago  (102, 
104,  758,  772). 

Art.  767.  El. portador  de  una  letra  de 
cambio  protestada  por  faltadepago,  po- 
drá ejercer  al  mismo  tiempo  su  recurso 
contra  todos  los  que  estén  obligados  ásu 
pago  ó  sólo  contra  uno  ó  varios  de  ellos, 
sin  que  pierda  por  eso  su  derecho  con- 
tra aquellos  á  quienes  no  se  haya  diri- 
gido en  primer  término  ni  esté  obliga- 
do á  seguir  el  orden  de  los  endosos  (772 
y  808). 

Art.  768.  El  portador  que  ejerza  su 
recurso  después  de  haber  hecho  pro- 
testar la  letra  por  falta  de  pago,  sólo 
podrá  reclamar: 

1 .°  La  cantidad  enunciada  en  la  letra 
de  cambio  con  los  intereses  al  6  por  100 
anual,  contados  desde  el  vencimiento; 

2.°  Los  gastos  de  protesto  y  demás 
desembolsos; 

3.°  Una  comisión  de  un  tercio  por 
ciento. 

Si  el  deudor  contra  quien  se  ejerce  el 
recurso  no  residiere  en  la  localidad 
donde  es  pagadera  la  letra  de  cambio, 
dichas  cantidades  deberán  pagarse  á  la 
cotización  del  cambio  de  una  letra  á  la 
vista  girada  desde  la  localidad  donde 
debía  efectuarse  el  pago  ó  la  del  domi- 
cilio del  deudor. 

A  falta  de  cotización  en  la  primera 
de  dichas  localidades  contra  la  segun- 
da, se  hará  el  pago  con  arreglo  á  la  co- 
tización de  la  plaza  más  próxima  del 
domicilio  del  deudor. 

La  cotización  deberá  ñjarse  á  peti- 
ción del  deudor  por  medio  de  un  Bole- 
tín oficial  ó  por  certificación  de  un  co- 
rredor ó  agente  de  cambio,  ó,  á  falta  de 
Boletín  ó  de  tal  certificación,  por  la  de* 
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claración  de  dos  comerciantes  (769, 
y  770). 

Art.  769.  El  endosante  que  haya 
reembolsado  el  importe  de  la  letra  de 
cambio  ó  la  haya  recibido  en  retorno, 
tendrá  derecho  á  reclamar  contra  cual- 
quier endósame  anterior  ó  del  librador: 

1.°  La  suma  que  haya  abonado  ó  qi  e 
se  le  haya  cargado  en  cuenta  por  retor- 
no, con  los  intereses  á  6  por  100  anual, 
desde  el  día  del  pago; 

2."  Los  gastos  que  le  hayan  ocasio- 
nado; 

3."    Una  comisión  de  2  por  1.000. 

Si  el  deudor  contra  quien  se  ejercita 
el  recurso  no  residiere  en  la  misma  lo- 
calidad que  el  acreedor,  dichas  canti- 
dades deberán  ser  abonadas  al  precio 
de  cotización  del  cambio  de  una  letra  á 
la  vista  girada  desde  el  domicilio  del 
acreedor  al  del  deudor, 

A  falta  de  cotización  en  la  primera  de 
dichas  localidades  sobre  la  otra,  se 
liará  el  pago  al  precio  de  cotización  del 
cambio  de  la  plaza  más  próxima  del  do- 
micilio del  deudor. 

Deberá  establecerse  la  cotización  en 
la  forma  prescrita  en  el  art.  768  (768 
y  770). 

Art.  770.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  768 y  769,  números  l.°y  3.",  no 
privarán  al  demandante  de  garantía, 
que  ejerza  su  recurso  en  el  extranjero, 
de  las  ventajas  mayores  que  puedan 
serle  concedidas  en  la  plaza  extranjera 
(768,  769). 

Art.  771.  El  acreedor  que  ejerza  su 
recurso  podrá  girar  contra  el  deudor 
otra  letra  de  cambio  por  el  importe  de 
SU  crédito. 

En  este  caso  añadirá  el  corretaje  por 
la  negociación  de  la  resaca  y  los 
gastos  de  timbre,  si  hubiere  lugar  á 
ello. 

La  resaca  deberé  ser  á  la  vista  y  di- 


rectamente girada  contra  el  deudor 
(767,  770). 

Art.  772.  La  persona  contra  quien  Be 
ejerza  el  recurso  no  estará  obligada  al 
pago  sino  contra  la  entrega  de  la  letra 
de  cambio,  del  protesto  y  de  una  cuen- 
ta de  resaca  con  el  recibi  puesto;  la  le- 
tra de  cambio  no  deberá  presentar  nin- 
guna alteración  de  naturaleza  tal  que 
pueda  comprometer  el  derecho  de  ulte- 
rior recurso  del  deudor  (766,  767,  773 
y  810). 

Art.  773.  El  endosante  que  haya  pa- 
gado á  uno  de  aquellos  á  quienes  debia 
garantizar,  podrá  anular  su  propio  en- 
doso y  los  de  los  endosantes  qne  le  si- 
gan (772). 

X.— De  la  intervención 

De  la  aceptación  por  intervención  (por 

honor) 

Art.  774.  Cuando  una  letra  dé  cam- 
bio protestada  por  falta  de  pago  indi- 
que para  abonarla  «en  caso  de  necesi- 
dad» á  una  persona  domiciliada  en  la 
localidad  donde  sea  pagadera,  no  podrá 
exigir  garantías  el  portador  sino  des- 
pués de  haber  presentado  la  letra  á  la 
aceptación  de  dicha  persona. 

Si  se  hubieren  indicado  á  varias  per- 
sonas para  pagar  «en  caso  de  necesi- 
dad,» deberá  dirigir  en  primer  tugará 
aquella  que  pagando  efectúe  más  libe- 
raciones (775,  779). 

Art.  775,  El  portador  podrá  rechazar 
la  aceptación  por  intervención  de  cual- 
quier persona  que  no  esié  indicada  en 
la  letra  de  cambio  como  debiendo  pa- 
garla en  «caso  de  necesidad»  (774). 

Art.  776.  El  aceptante  por  interven- 
ción deberá  hacerse  entregar  contra 
reembolso  de  los  gastos  el  protesto  por 
falta  de  aceptación,  y  hacer  constar  su 
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propia  aceptación  en  un  pliega  unido 
al  protesto. 

Estará  obligado  á  notificar  su  inter- 
vención á  aquel  por  quien  haya  inter- 
venido, en  pliego  acompañado  del  pro- 
testo y  remitido  por  correo  en  los  dos 
días  siguientes  al  del  protesto. 

Si  omitiere  hacerlo,  responderá  del 
perjuicio  que  causare  su  negligen- 
cia (774). 

Art.  777.  Cuando  el  aceptante  por 
intervención  omita  indicar  en  su  acep- 
tación por  quién  ha  intervenido,  se  re- 
putará que  lo  hace  por  el  librador  (774 
y  778). 

Art.  778.  El  aceptante  por  interven- 
ción estará  obligado  para  con  el  porta- 
dor y  todos  los  endosantes  posteriores 
ala  persona  por  quien  interviene,  por 
las  obligaciones  especiales  en  materia 
de  letras  de  cambio. 

Dejará  de  estar  obligado  si  no  le  fue- 
re presentada  al  cobro  la  letra  de  cam- 
bio, á  más  tardar,  el  segundo  dia  no 
feriado  después  del  del  vencimiento. 

No  podrá  hecerse  constar  la  presen- 
tación en  tiempo  oportuno  sino  por  un 
protesto  (742,  755,  761,  777). 

Art.  779.  Cuando  haya  sido  aceptada 
la  letra  de  cambio  por  una  persona  in- 
dicada como  debiendo  pagarla  «en  caso 
de  necesidad»  ó  por  otro  cualquiera  que 
intervenga  por  honor,  no  tendrán  dere- 
cho á  pedir  garantías,  ni  el  portador  ni 
los  endosantes  posteriores  á  aquel  por 
quien  se  interviene. 

Pero  corresponderá  este  derecho  á 
aquel  para  quien  se  hace  la  interven- 
ción, asi  como  á  los  endosantes  ante- 
riores (744,  748,  774). 

Del  pago  por  intervención  (por  honor) 

Art.  780.  Cuando  indique  la  letra  de 
cambio  no  pagada  por  el  librado  ó  la 


copia  de  ésta,  que  debe  pagarla  «en 
caso  de  necesidad,»  ó  como  aceptantes 
por  intervención  á  personas  domicilia 
das  en  la  localidad  donde  es  pagadera, 
estará  obligado  el  portadora  presentar 
la  letra  á  todas  estas  personas  el  se- 
gundo dia  no  feriado,  á  más  tardar» 
después  del  en  que  venció,  y  hacer  que 
se  consigne  el  resultado  de  la  presenta- 
ción en  el  protesto  por  falta  de  pago,  ó 
en  el  pliego  que  unirá  al  mismo. 

Si  dejare  de  hacerlo,  perderá  su  re- 
curso contra  el  que  haya  designado  pa- . 
gadores  «en  caso  de  necesidad»  contra 
aquel  por  quien  se  interviene  y  contra 
los  subsiguientes  endosantes. 

El  portador  que  rechace  el  pago  ofre- 
cido por  otro  interviniente,  perderá  su 
recurso  contra  los  endosantes  que  vie- 
nen después  de  la  persona  para  quien 
se  ha  ofrecido  el  pago  (781,  782). 

Art.  781.  El  pagador  por  interven- 
ción deberá  hacerse  entregar  la  letra 
de  cambio  y  el  protesto  por  falta  de 
pago,  contra  el  reembolso  de  los  gas- 
tos. Estará  obligado  á  notificar  el  pago 
á  aquel  por  quien  haya  intervenido,  en 
letra  acompañada  del  protesto  y  remi- 
tida por  correo  en  los  dos  días  siguien- 
tes al  del  protesto.  Si  omitiese  el  hacer- 
lo, responderá  del  perjuicio  causado 
por  su  negligencia. 

El  pagador  por  intervención  se  sub- 
rogará en  los  derechos  del  portador 
contra  aquel  por  quien  haya  hecho  el 
pago,  contra  los  endosantes  anteriores, 
el  librador  y  el  aceptante  (126, 168,  758, 
766  y  780). 

Art.  782.  Si  varias  personas  ofrecie- 
ren pagar  por  intervención,  deberá  pre- 
ferirse aquella  que  pagando  efectúe 
más  liberaciones. 

Si  alguno  de  los  que  intervengan  pa- 
gase, aun  cuando  examinando  la  letra 
de  cambio  ó  el  protesto  haya  podido 
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ver  que  otra  persona  preferible  por  es- 
te concepto  estaba  dispuesta  á  pagar, 
no  tendrá  recurso  contra  aquellos  en- 
dosantes que  el  otro  pago  hubiera  libe- 
rado (780). 

XI.—  De  las  letras  duplicadas  y  de  sus 

copias 

De  las  letras  duplicadas 

Art.  783.  El  librador  estará  obliga- 
do á  entregar  al  tomador,  á  petición  de 
éste,  varios  ejemplares  idénticos  de  la 
letra  de  cambio. 

Dichos  ejemplares  deberán  designar- 
se en  su  contexto  como  «primera,  se- 
gunda, tercera,  etc.,  de  cambio,»  sin 
cuyo  requisito  se  consideran  cada  una 
como  una  letra  de  cambio  distinta  (úni- 
ca de  cambio). 

Todo  aquel  á  quien  estuviere  endosa- 
da la  letra  de  cambio,  podrá  también 
exigir  otra  duplicada. 

A  este  efecto,  deberá  dirigirse  á  su 
inmediato  endosante,  el  cual  hará  lo 
mismo  respecto  del  suyo,  y  de  este 
modo  se  continuará  de  endosante  en  en- 
dosante hasta  que  llegue  la  petición  al 
librador. 

Cada  uno  de  los  sucesivos  portado- 
res podrá  exigir  del  endosante  que 
le  precede,  que  los  endosos  anteriores 
sean  reproducidos  en  la  letra  duplica- 
da (784,  786). 

Art.  784.  El  pago  de  un  ejemplar  de 
la  letra  de  cambio  anulará  todas  las 
restantes. 

Quedan,  sin  embargo,  responsables 
en  virtud  de  los  demás  ejemplares: 

1.°  El  endosante  que  no  haya  endo- 
sado á  la  misma  persona  los  diversos 
ejemplares  de  la  letra  y  todos  los  sub- 
siguientes endosantes  cuya  ñrma  figure 
en  los  ejemplares  no  retirados  al  ha- 


cerse  el   pago,  por  razón  de  sus  en- 
dosos; 

2.°    El  aceptante  que  haya  puesto  su 
aceptación  en  varios  ejemplares  de  la 
misma  letra,  por  razón  de  las   acepta 
ciones  que  figuren  en  los  ejemplares  no 
retirados  al  efectuar  el  pago  (783). 

Art.  785.  El  que  hubiere  mandado 
un  ejemplar  de  la  letra  de  cambio  á  la 
aceptación,  deberá  indicar  en  los  demás 
en  poder  de  quién  se  encuentra  dicho 
ejemplar. 

No  obstante,  la  omisión  de  esta  indi- 
cación no  invalidará  la  letra  de  cambio 
como  tal. 

El  que  tuviese  el  ejemplar  remitido 
para  su  aceptación,  estará  obligado  á 
remitirlo  á  aquel  que  justifique  por  en- 
doso, ó  de  otra  manera,  que  tiene  dere- 
cho de  recibirlo  (783,  786). 

Art.  786.  El  portador  de  una  letra 
duplicada  que  indique  en  poder  de  quién 
se  encuentra  el  ejemplar  mandado  á  la 
aceptación,  no  podrá  ejercer  su  recur- 
so por  falta  de  aceptación  ó  de  pago, 
antes  de  haber  hecho  constar  por  me- 
dio de  protesto: 

1.°  Que  no  le  ha  sido  entregado,  por 
el  que  lo  tenia,  el  ejemplar  mandado  á 
la  aceptación; 

2.°  Que  no  ha  podido  obtenerse  con 
la  presentación  de  la  letra  duplicada, 
la  aceptación  ó  el  pago  (783,  785,  789). 

De  las  copias 

Art.  787.  Las  copias  de  las  letras  de 
cambio  deberán  reproducir  éstas,  los 
endosos  y  los  diversos  enunciados  que 
contengan,  con  la  mención  «hasta  aqui 
es  copia»  ú  otra  equivalente. 

La  copia  deberá  indicar  en  poder  de 
quién  se  encuentra  el  original  de  la  le- 
tra mandada  \  la  aceptación  ó  remiti- 
da en  depósito. 
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No  quitará,  sin  embargo,  la  omisión 
de  dicha  indicación  su  valor  de  letra 
de  cambio  á  la  copia  revestida  de  en- 
dosos originales  (788,  789). 

Art.  788.  El  endoso  original  que  se 
halle  en  una  copia  obligará  al  endosan- 
te lo  mismo  que  si  se  hubiese  puesto 
en  la  letra  de  cambio  (787,  789). 

Art.  789.  El  que  tuviere  el  original 
de  la  letra  de  cambio  estará  obligado 
á.  entregar  al  portador  una  copia  que 
contenga  uno  ó  varios  endosos  origi- 
nales, si  éste  justificase  por  endoso  ó 
de  otra  manera  que  tiene  derecho  á  re- 
cibirla. 

Si  el  tenedor  no  le  entregase  el  origi- 
nal, el  portador  de  la  copia  deberá  ha- 
cer constar  la  negativa  por  medio  de 
protesto  prescrito  en  el  art.  786,  núme- 
ro 1.°,  antes  de  poder  ejercer,  bien  el 
recurso  de  garantía,  bien  después  del 
vencimiento  indicado  en  la  copia  el  re- 
curso por  falta  de  pago  contra  los  fir- 
mantes de  los  endosos  originales  que 
contengan  la  copia  (786,  788). 

XII.—  De  la  pérdida  de  las  letras  de 

cambio 

Art.  790,  No  podrá  obligarse  al  po- 
seedor de  una  letra  de  cambio  que  jus- 
tifique su  propiedad  de  conformidad  con 
las  disposiciones  del  art.  755,  á  devol- 
ver ó  reembolsar  la  cantidad  que  haya 
obtenido  negociándola,  sino  cuando  ha- 
ya adquirido  la  letra  de  mala  fe  ó  ha- 
ciéndose culpable  de  falta  grave  (207, 
728,  755). 

Art.  791.  El  que  de  un  modo  cual- 
quiera haya  perdido  una  letra  de  cam- 
bio, podrá  solicitar  que  el  juez  compe- 
tente dicte  una  providencia  prohibien- 
do al  librado  que  pague  la  letra  y  auto- 
rizando á  éste  para  que  deposite,  cuan- 
do llegue  el  vencimiento,  su  importe  ju- 


dicialmente, ó  en  poder  de  un  magistra- 
do ó  en  un  establecimiento  facultado 
para  recibir  depósitos  (105,  792,  800). 

Art.  792.  Si  el  nuevo  adquirente  de 
la  letra  de  cambio  fuere  conocido,  el 
solicitante  estará  obligado  á  deman- 
darlo para  la  restitución  en  un  plazo 
que  fijará  el  juez,  sin  cuyo  requisito 
quedará  Levantada  la  prohibición  hecha 
al  librado  (791,  800). 

Art.  793.  Si  no  fuere  conocido  el  po- 
seedor de  la  letra,  se  procederá  por 
vía  de  anulación  de  ésta  (791,  794,  799). 

Art.  794.  El  que  solicite  la  anulación 
deberá  presentar  copia  de  la  letra  ó  por 
lo  menos  indicar  su  contenido  esencial, 
y  deberá,  además,  justificar  que  ha  po- 
seído el  título  y  que  se  le  ha  extravia- 
do (793). 

Art.  795.  Hechas  estas  justificacio- 
nes, citará  el  juez  por  medio  de  anun- 
cios al  poseedor  desconocido  para  que 
presente  la  letra  en  un  plazo  determi» 
nado,  so  pena  de  la  anulación  del  título 
(793,  794,  796,  799). 

Art.  796.  El  plazo  para  la  presenta- 
ción de  la  letra  perdida  deberá  ser  de 
tres  meses  por  lo  menos  y  de  un  año  á 
lo  sumo. 

Comenzará  A  correr  este  plazo,  res- 
pecto de  ¡as  letras  vencidas,  desde  el 
día  en  que  el  primer  anuncio  se  publi- 
có, y  respecto  de  las  que  no  hubieren 
vencido,  sólo  desde  el  día  de  su  venci- 
miento. 

Podrá  reducirse  el  plazo  de  tres  me- 
ses para  las  letras  vencidas,  que  hayan 
prescrito  antes  de  la  espiración  de  este 
plazo  (795,  797). 

Art.  797.  La  intimación  de  presentar 
la  letra  deberá  publicarse  tres  veces  en 
el  periódico  oficial  del  comercio. 

El  juez  podrá  prescribir,  además,  to- 
das aquellas  medidas  de  publicidad  que 
crea  útiles  (795,  796). 
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Art.  "798.  Si  no  se  hubiese  presenta- 
do la  letra  al  juez,  éste  decretará  su 
anulación  (795,  797,  799). 

Art.  799.  Si  la  letra  fuese  aceptada, 
el  juez  que  entienda  en  la  demanda  po- 
,  drá  mandar  al  aceptante,  antes  de  de- 
cretar la  anulación,  que  éste  deposite 
el  importe  de  la  letra  y  hasta  que  la 
pague  si  el  demandante  suministra  ga- 
rantía suficiente  (759,  791,  798). 

Art.  800.  Si  se  presentase  la  letra 
antes  qué  se  decrete  la  anulación,  se 
fijará  un  plazo  prudencial  al  demandan- 
te para  que  entable  su  acción  de  resti- 
tución, y  si  no  lo  hiciese  dentro  de  este 
plazo,  se  restituirá  la  letra  presentada 
al  nuevo  adquiriente  y  se  levantará  la 
prohibición  de  pagar  hecha  al  librado 
(791, 792). 

XIII.— De  las  falsedades  y  alteracio- 
nes en  materia  de  letras  de  cambio 

Art.  801.  Cuando  una  letra  de  cam- 
bio lleve  firmas  falsas  ó  falsificadas,  no 
por  eso  dejarán  las  firmas  verdaderas 
de  surtir  los  efectos  especiales  inheren- 
tes á  esta  clase  de  títulos  (802). 

Art.  802.  Si  alguno  de  los  enuncia- 
dos de  la  letra  (suma,  vencimiento,  etc. ) 
hubiere  sido  alterado  con  posterioridad 
á  su  creación  y  emisión,  todos  los  que 
la  hayan  firmado  después  de  dicha  al- 
teración (endosantes,  aceptantes,  etc.) 
quedarán  obligados  en  los  términos  de 
la  letra  así  alterada. 

En  el  caso  en  que  no  pueda  probarse 
si  una  firma  se  ha  puesto  antes  ó  des- 
pués de  la  modificación,  se  reputará 
que  lo  ha  sido  antes  (801). 

XIV.— De  la  prescripción  en  materia 
de  letras  de  cambio 

Art.  803.  La  acción  que  se  despren- 
de de  la  letra  contra  el  aceptante  pres- 


cribirá á  los  tres  años,  contados  desde 
el  día  del  vencimiento. 

Si  se  hubiere  prorrogado  la  letra,  co- 
menzará á  correr  la  prescripción  desde 
la  espiración  de  la  prórroga  (146,  804, 
807,  883). 

Art.  804.  El  recurso  del  portador 
contra  el  librador  y  los  demás  fiadores 
prescribirá: 

1.°  Al  mes,  si  la  letra  fuese  pagade- 
ra en  Suiza; 

•  2.°  A  los  tres  meses,  si  fuese  paga 
dera  en  Europa,  á  excepción  de  Islan- 
dia  y  de  las  islas  Feroe,  ó  en  las  comar- 
cas del  Asia  y  de  África,  situadas  en  el 
litoral  del  Mediterráneo  y  Mar  Negro  ó 
en  las  islas  de  estos  dos  mares; 

3.°  A  los  doce  meses,  si  fuese  paga- 
dera en  cualquier  otro  país  fuera  de  Eu- 
ropa, en  Islandia  é  islas  Feroe. 

La  prescripción  contra  el  portador 
correrá  desde  el  día  del  protesto  (146, 
803,  805, 807,  883). 

Art.  805.  El  recurso  del  endosante 
contra  el  librador  y  demás  fiadores 
prescribirá: 

1.°  Al  mes,  si  el  acreeedor  que  ejer- 
cita el  recurso  reside  en  Suiza; 

2.°  A  los  tres  meses,  si  reside  en  Eu- 
ropa, á  excepción  de  Islandia  é  islas 
Feroe,  ó  en  las  comarcas  de  Asia  y  Áfri- 
ca situadas  en  el  litoral  del  Mediterrá- 
neo y  Mar  Negro,  ó  en  las  islas  de  di- 
chos mares; 

3.°  A  los  doce  meses,  si  residiere  en 
cualquier  otro  país  situado  fuera  de 
Europa,  en  Islandia  ó  en  las  islas 
Feroe. 

Comenzará  á  correr  la  prescripción 
contra  el  endosante  desde  el  día  en  que 
haya  pagado  la  letra  ó  la  haya  recibido 
en  retorno;  pero  si  se  hubiere  entablado 
contra  él  alguna  acción  ó  instruido  di- 
ligencias, comenzará  á  correr  la  pres- 
cripción desde  el  día  en  que  se  le  noti- 
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ficó  la  citación  ó  de  la  primera  diligen- 
cia (146,  803,  804,  806,  807,  883). 

Art.  806.  Sólo  se  interrumpirá  la 
prescripción  por  una  diligencia,  por 
una  acción  judicial  ó  por  la  presenta- 
ción en  la  quiebra  del  deudor;  pero  esta 
interrupción  sólo  surtirá  efecto  respec- 
to del  deudor  contra  quien  se  ejercita 
el  recurso. 

Sin  embargo,  la  denuncia  de  instan- 
cia presentada  por  el  demandado  ó  por 
la  persona  perseguida  equivale,  bajo 
este  concepto,  á  una  acción  judicial  ó  á 
una  persecución  directa  (154, 155,  803, 
805  y  807). 

Art.  807.  Cuando  sea  interrumpida 
la  prescripción  mencionada  en  los  ar- 
tículos que  preceden,  comenzará  á  co- 
rrer un  nuevo  plazo  trienal,  que  se  con- 
tará desde  el  acto  de  la  interrupción 
(156,  803,  806). 

XV.— De  las  acciones  que  resoltan  de 
la  letra  de  cambio 

Art.  808.  Bl  librador,  el  aceptante  y 
los  endosantes  de  una  letra  de  cambio 
estarán  obligados  para  con  el  porta- 
dor, según  las  reglas  especiales  en  ma. 
teria  de  letras  de  cambio. 

Sucederá  lo  mismo  con  toda  persona 
que  haya  unido  su  firma  á  la  de  uno  de 
aquéllos  en  el  original  ó  en  una  copia 
de  la  letra,  aun  cuando  sea  sólo  como 
caución  (donante  de  aval). 

Estarán  obligados  por  todo  lo  que  se 
deba  al  portador  por  razón  de  la  ineje- 
cución del  compromiso  de  cambio. 

El  portador  podrá  perseguir  indivi- 
dualmente á  cada  uno  de  los  deudores 
por  la  totalidad  de  su  crédito,  teniendo 
derecho  de  elegir  al  que  quiera  perse- 
guir primero  (163,  726,  732,  742,  767,  809 
y  901). 

Art.  809.    El  recurso  del  donante  de 


aval  contra  la  persona  que  haya  sido 
garantizada  por  él  ó  contra  cada  uno 
de  los  que  hayan  garantizado  la  misma 
deuda,  si  los  hubiere,  se  regirá  por  las 
disposiciones  relativas  á  la  fianza  (504, 
511,  808). 

Art.  810.  En  caso  de  quiebra  de  uno 
ó  más  fiadores,  el  que  tuviere  derecho 
para  ejercitar  un  recurso  contra  ellos, 
tendrá  el  de  intervenir  en  cada  quiebra 
por  la  totalidad  de  su  crédito  en  capi- 
tal, intereses  y  accesorias. 

Las  diversas  masas  no  tendrán  re- 
curso unacontra  otra  por  los  dividendos 
que  hayan  pagado  mientras  no  pase  la 
suma  total  de  éstos  de  la  cantidad  que 
se  adeuda  al  recurrente. 

Cuando  pase  de  esta  cantidad,  volve- 
rá el  remanente  á  las  masas  que  hayan 
pagado  dividendos  en  el  orden  de  sus 
recursos  de  unos  contra  otros,  contan- 
do desde  el  último  endosante,  y  hasta 
la  concurrencia  de  sus  respectivos 
pagos. 

Se  entregarán  la  letra,  el  protesto,  la 
cuenta  de  retorno  y  todos  los  demás  do- 
cumentos á  la  masa  del  último  endo- 
sante que  con  su  dividendo  haya  com- 
pletado el  pago  al  acreedor,  á  fin  de  que 
dicha  masa  pueda  ejercer  su  recurso 
contra  los  obligados  anteriores  y  con- 
tra el  aceptante  si  lo  hubiere  (167,  772). 

Art.  811.  En  materia  de  letra  de  cam- 
bio los  deudores  no  podrán  oponer  cada 
uno  más  que  las  excepciones  especia- 
les de  esta  materia  ó  las  que  directa- 
mente tenga  contra  el  acreedor  que 
ejercita  el  recurso  (164,  189). 

Art.  812.  Si  el  juez  estimase  que  los 
hechos  que  se  invocan  en  apoyo  de  ex- 
cepciones autorizadas  por  el  art.  811, 
no  son  dignos  de  fe,  deberá  ordenar  la 
ejecución  provisional  inmediata,  me- 
diante caución  si  hubiere  lugar  á  ello 
(720,  811,  901). 
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Art.  813.  Las  obligaciones  que  naz- 
can de  la  letra  de  cambio  se  extingui- 
rán por  prescripción  ó  por  inobservan- 
cia de  alguna  de  las  formalidades  ó  de 
alguno  de  los  plazos  á  los  cuales  haya 
subordinado  su  existencia,  aun  cuando 
resulte  la  prescripción  ó  pérdida  del  de- 
recho de  un  acontecimiento  ocasionado 
por  fuerza  mayor,  y  no  sea  im  putable 
ninguna  falta  al  acreedor. 

Quedarán,  sin  embargo,  obligados  el 
aceptante  y  el  librador,  aun  después  de 
haber  sido  liberados  por  prescripción  ó 
por  pérdida  de  derechos,  por  las  vias 
civiles  ordinarias  ante  el  portador  has- 
ta el  valor  del  beneficio  que  hayan  rea- 
lizado ásus  expensas. 

Podrá  ejercitarse  una  acción  de  res- 
titución de  igual  naturaleza,  en  los  mis- 
mos limites,  contra  el  librado,  contra 
el  tercero  en  cuyo  domicilio  era  paga- 
dera la  letra  de  cambio  y  contra  aquel 
por  cuya  cuenta  se  haya  girado  la  letra 
(70,  75,  803,  805). 

XVI.— Del  protesto 

Art.  814.  El  protesto  deberá  hacerse 
por  ministerio  de  notario  ó  de  otro  fun- 
cionario público  con  facultades  para 
ello,  no  siendo  necesaria  la  presencia 
de  testigos  ni  de  notario  (815,  819  y  901). 

Art.  815.  El  escrito  de  protesto  de- 
berá contener: 

1.°  La  transcripción  literal  de  la 
letra  de  cambio  ó  de  su  copia,  y  de 
todos  los  endosos  y  observaciones  que 
contenga; 

2.°  El  nombre  ó  razón  comercial  de 
aquéllos  por  y  contra  quienes  se  ex- 
tienda el  protesto; 

3.°  La  intimación  hecha  á  aquel  con- 
tra quien  se  extienda  el  protesto,  su 
respuesta  ó  mención  de  que  no  hadado 


ninguna  ó  que  no  ha  podido  ser  ha- 
bido; 

4.°  Indicación  del  lugar,  día,  mes  y 
año  en  que  se  haya  hecho  dicha  inti- 
mación ó  intentado  en  vano; 

5.°  En  caso  de  aceptación  ó  de  pago 
por  intervención,  mención  de  aquellos 
por  quienes  y  para  quienes  se  haya 
ofrecido  y  efectuado  la  intervención,  y 
como  lo  ha  sido; 

6.°  Firma  del  que  haya  extendido  el 
acta  (814). 

Art.  816.  Cuando  la  ejecución  de 
una  obligación  nacida  de  una  letra  de 
cambio  deba  reclamarse  por  varias 
personas,  bastará  un  solo  protesto  que 
contenga  las  intimaciones  dirigidas  á 
estas  diversas  personas  (815). 

Art.  817.  Los  protestos  deberán 
transcribirse  en  totalidad  día  por  día  y 
por  orden  de  fechas  en  un  registro  es- 
pecial, foliado  en  ambas  páginas  (814 
y  815). 

XVII.—  Del  tiempo  y  lagar  donde  debe 
nacerse  la  presentación  y  demás  ac- 
tos relativos  &  la  letra  de  cambio. 

Art.  818.  La  presentación  para  la 
aceptación  ó  el  cobro,  el  protesto,  la 
petición  de  un  duplicado  y  todos  los 
demás  actos  que  deben  hacerse  cerca 
de  una  persona  determinada,  deberán 
efectuarse  en  las  oficinas  de  ésta,  y,  en 
su  defecto,  en  su  domicilio. 

No  podrán  practicarse  dichas  diligen- 
cias en  otro  lugar,  en  la  Bolsa  por 
ejemplo,  sino  con  el  consentimiento  de 
ambas  partes. 

Sólo  se  reputará  que  una  persona  no 
tiene  oficinas  ni  domicilio  conocido 
cuando  los  informes  tomados  con  este 
motivo  cerca  de  la  policía  ó  en  las  ofi- 
cinas de  Correos  de  la  localidad  por  el 
que  ha  hecho  el  protesto,  hayan  sido 
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infructuosas,  circunstancia  que  deberá 
mencionarse  en  el  acta  (84,  743,  764). 

Art.  819.  La  letra  de  cambio  que 
venza  en  domingo  ú  otro  día  feriado  re- 
conocido por  el  Estado,  será  pagadera 
el  primer  día  no  feriado  siguiente. 

Del  mismo  modo  todas  las  demás  di- 
ligencias relativas  á  la  letra  de  cambio, 
como  una  petición  de  duplicado,  la  pre- 
sentación á  la  aceptación,  etc.,  sólo  po- 
drán hacerse  en  día  no  feriado. 

Si  el  plazo  de  rigor  fijado  para  el 
cumplimiento  de  alguno  de  dichos  ac- 
tos cayese  en  domingo  ó  en  día  feriado 
reconocido  por  el  Estado,  se  llevará  á 
cabo  el  primer  día  no  feriado  siguiente 

La  misma  regla  se  aplicará  al  pro- 
testo (90,  91). 

XVIII.  —  De  las  firmas  defectuosas 

Art.  820.  Los  compromisos  que  figu- 
ren en  una  letra  de  cambio  y  á  título 
de  firma  lleven,  en  vez  del  nombre  del 
suscritor,  una  cruz  ó  cualquier  signo 
análogo,  no  producirán  ninguno  de  los 
efectos  especiales  en  materia  de  letras 
de  cambio  aun  cuando  hayan  sido  lega- 
lizados ó  certificados  por  un  notario 
dichos  signos  (13,  722,  725). 

Art.  821.  El  que  sin  poder  suficiente 
firme  en  nombre  de  tercero  un  compro- 
miso que  figure  en  una  letra  de  cambio, 
quedará  personalmente  obligado,  como 
lo  estaría  el  supuesto  poderdante,  si 
hubiese  conferido  el  mandato. 

Esta  disposición  será  aplicable  á  los 
tutores  y  demás  representantes  para 
Jos  compromisos  que  contraigan  por  le- 
tra de  cambio  traspasando  sus  pode- 
res (46). 


XIX.— De  la  aplicación  de    las  leyes 

extranjeras 

Art.  822  Respecto  de  los  extranje- 
ros, se  determinará  la  capacidad  para 
obligarse  por  letra  de  cambio,  por  las 
leyes  del  país  á  que  pertenecen. 

Sin  embargo,  el  extranjero  que,  se- 
gún el  derecho  suizo,  tenga  capacidad 
para  obligarse  por  letra  de  cambio,  po- 
drá hacerlo  válidamente  en  Suiza,  aun 
cuando  no  la  tenga  con  arreglo  al  de- 
recho de  su  país. 

Respecto  de  la  capacidad  de  los  sui- 
zos, quedará  regulada  en  el  presente 
Código,  importando  poco  que  residan 
en  el  país  ó  en  el  extranjero  (29,  35, 
823,  824,  cap.  X). 

Art.  823.  Las  condiciones  esencia- 
les de  la  letra  de  cambio  girada  en  país 
extranjero,  así  como  cualquier  com- 
promiso de  cambio  firmado  en  dicho 
país,  se  determinarán  por  la  ley  de  la 
localidad  donde  se  haya  extendido  el 
documento. 

Pero  si  los  compromisos  de  cambio 
firmados  en  país  extranjero  conforma- 
sen con  las  disposiciones  de  la  ley  sui- 
za, la  circunstancia  de  ser  irregulares 
con  arreglo  á  la  ley  extranjera  no  anu- 
lará el  valor  legal  de  los  subsiguientes 
compromisos  inscritos  en  Suiza  en  la 
letra  de  cambio. 

Del  mismo  modo  los  compromisos 
de  cambio  suscritos  en  el  extranjero 
por  un  suizo  en  favor  de  otro  suizo  en- 
gendrarán las  diversas  obligaciones 
especiales  en  materia  de  letras  de  cam- 
bio, siempre  que  estén  conformes  con 
las  disposiciones  de  la  ley  suiza  (770, 
822  y  824). 

Art.  824.  En  cuanto  á  la  forma  de 
los  actos  que  se  requieren  para  el  ejer- 
cicio ó  conservación  en  una  plaza  ex- 


^r-v- 


236 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  V  JURÍDICAS 


tranjera  de  los  derechos  que  nazcan 
del  contrato  de  cambio,  será  determi- 
nada por  la  ley  vigente  en  dicha  pla- 
za (822,  823). 

XX.— Del  billete  de  cambio 

Art.  825.  El  billete  de  cambio  debe- 
rá contener  los  siguientes  enunciados 
esenciales: 

1.°  Mención  expresa,  en  el  mismo 
texto,  de  que  el  billete  es  «de  cambio» 
( Wechsel,  cambíale)) 

2.°  Indicación,  en  el  texto  y  con  to- 
das su  letras,  de  la  cantidad  que  debe 
pagarse; 

3.°  El  nombre  ó  razón  comercial  de 
la  persona  á  quien  ó  á  cuya  orden  pro- 
mete pagar  el  que  suscribe; 

4.°  Indicación  de  la  época  del  pago, 
de  conformidad  con  las  disposiciones 
del  art.  722,  núm.  4.°; 

5.°  La  firma  del  suscritor,  es  de- 
cir, su  nombre  ó  la  razón  comercial; 

6.°  Indicación  del  lugar,  día,  mes  y 
año  en  que  se  extiende  el  billete  (9, 11, 
12,  15,  722,  826). 

Art.  826.  A  falta  de  indicación  espe- 
cial, se  reputará  que  la  localidad  don- 
de se  suscribió  el  billete  de  cambio  es 
la  del  pago  y  al  mismo  tiempo  el  domi- 
cilio del  suscritor  (722,  825). 

Art.  827  Las  siguientes  disposicio- 
nes del  presente  Código,  relativas  á  la 
letra  de  cambio,  se  aplicarán  también 
al  billete  de  cambio: 

1.°  Los  artículos  720  y  721  acerca  de 
la  capacidad  para  obligarse  por  letra 
de  cambio; 

2.°  Los  artículos  723  y  725  sobre  la 
forma  de  la  letra  de  cambio; 

3.°  Los  artículos  727  á  735  sobre  el 
endoso; 

4.°  Los  artículos  737  y  738  sobre  la 
presentación  de  la  letra  de  cambio  á 


cierto  plazo  vista,  con  la  diferencia  que 
el  billete  de  cambio  debe  presentarse 
al  suscritor  para  que  compruebe  la  fe- 
cha de  la  presentación,  y  que  la  falta  de 
presentación  en  el  plazo  fijado  libera 
sólo  á  los  endosantes  y  no  al  suscritor; 

5.°  El  art.  748  concerniente  á  la  fa- 
cultad de  exigir  una  garantía,  con  la 
diferencia  que  se  aplicará  á  dicho  ar- 
tículo cuando  sea  dudosa  la  solvencia 
del  suscritor  y  no  pueda  exigírsele  una 
seguridad  por  vía  de  acción  ó  diligen- 
cias judiciales,  sino  en  el  caso  previsto 
en  el  art.  748,  núm.  3.°; 

6.°  Los  artículos  749  á  761  sobre  el 
pago  ó  el  derecho  de  depositar  el  im- 
porte de  la  letra  vencida;  pero  podrá 
hacerse  el  depósito  por  el  suscritor, 
y  la  falta  de  presentación  en  el  plazo 
fijado  en  el  art.  750  liberará  sólo  á  los 
endosantes,  quedando  obligado  el  sus- 
critor, mientras  no  haya  cumplido  la 
prescripción,  que  comenzará  á  correr 
desde  la  espiración  del  plazo  de  presen- 
tación; 

7.°  Los  artículos  762  y  763,  así  como 
los  artículos  766  á  773,  sobre  el  recur- 
so por  falta  de  pago  contra  los  endo- 
santes; 

8.°  Los  artículos  774,  aparte  2.°,  775 
y  778  á  782  sobre  aceptación  ó  pago  por 
intervención;  sin  embargo,  el  portador 
no  estará  obligado  á  aceptar  el  compro- 
miso de  la  persona  indicada  como  paga- 
dor «en  caso  de  necesidad,»  sino  cuando 
haya  duda  acerca  de  la  solvencia  del 
suscritor.  Salvo  declaración  expresa, 
la  aceptación  por  intervención  de  un 
billete  de  cambio  endosado  se  reputará 
hecha  en  beneficio  del  primer  endo- 
sante; 

9.o  Los  artículos  787  á  789  sobre  las 
copias; 

10.  Los  artículos  790  á  802  sobre  le- 
tras de  cambio  perdidas,  falsas  ó  alte- 
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radas,  con  la  diferencia  de  que,  en  el 
caso  del  art.  799,  el  depósito  ó  el  pago 
deberá  hacerlo  el  suscritor  del  billete; 

11.  Los  artículos  804  á  812  y  814  á 
824  concernientes  á  los  principios  ge- 
nerales de  la  prescripción  en  materia 
de  letras  de  cambio,  la  prescripción 
del  recurso  contra  los  endosantes,  las 
acciones  del  acreedor,  el  protesto,  la 
localidad  y  la  época  en  que  debe  hacer- 
se la  presentación  y  demás  actos  rela- 
tivos á  la  letra  de  cambio,  las  firmas 
defectuosas,  y,  por  último,  las  legisla- 
ciones extranjeras; 

12.  El  art.  813;  pero  si  se  tratare  de 
billetes  de  cambio  endosados,  el  sus- 
critor, y  lo  mismo  el  primer  endosan- 
te, quedarán  obligados  por  la  vía  civil 
ordinaria  para  con  el  portador,  hasta 
el  total  del  beneficio  que  hayan  obtenido 
á  sus  expensas. 

Art..  828.  El  billete  de  cambio  debe- 
rá presentarse  á  la  aceptación  de  la 
persona  designada  en  él,  ó  á  falta  de 
designación,  al  mismo  suscritor  en  la 
localidad  designada  como  domicilio 
suyo,  en  el  que,  en  su  caso,  deberá  ha- 
cerse el  protesto  por  falta  de  pago. 

Cuando  Ja  persona  designada  no  sea 
el  mismo  suscritor  y  no  se  haya  hecho 
el  protesto  en  el  plazo  legal,  perderá  el 
portador  su  derecho  de  recurso,  no  sólo 
contra  los  endosantes,  sino  también 
contra  el  suscritor  del  billete. 

Salvo  este  caso,  no  estará  obliga- 
do el  portador  para  conservar  su  dere- 
cho contra  el  suscritor,  ni  á  presentar 
el  billete  á  su  vencimiento  ni  á  hacerlo 
protestar  (743,  761,  765). 

Art.  829.  Prescribirán  á  ios  tres 
años,  contados  desde  su  vencimiento, 
las  acciones  contra  el  suscritor  de  un 
billete  de  cambio  que  resulten  del  títu- 
lo por  su  naturaleza  especial. 

Si  se  hubiere  prorrogado  el  plazo, 


comenzará  á   correr   la   prescripción 
desde  la  espiración  déla  prórroga  (803). 

TITULO  TREINTA 

DEL  CHEQUE 

Art.  830.  El  cheque  deberá  contener 
los  siguientes  enunciados  esenciales: 

1.°    La  calificación  de  «cheque»; 

2.°  Indicación,  en  letra,  de  la  canti- 
dad que  se  ha  de  pagar; 

3.°  La  firma  del  librador,  es  decir, 
su  nombre  ó  su  razón  comercial; 

4.°  La  fecha,  con  indicación  del  mes 
y  del  día,  también  en  letra; 

5.°  El  nombre  ó  razón  comercial  de 
la  persona  que  debe  pagar  (el  librado); 

6.°  Indicación  del  punto  donde  debe 
efectuarse  el  pago;  el  punto  designado 
al  lado  del  nombre  ó  de  la  razón  co- 
mercial del  girado,  se  reputará  que  es 
á  la  vez  en  materia  de  letras  de  cambio 
el  punto  en  que  se  ha  de  hacer  el  pago 
y  el  domicilio  del  librado  (413,  831,  837). 

Art.  831.  Sólo  podrá  expedirse  el 
cheque  cuando  tenga  derecho  el  libra- 
dor á  disponer  inmediatamente  en  casa 
del  librado  de  la  suma  indicada  (837). 

Art.  832.  Podrá  expedirse  el  cheque 
al  portador  en  favor  de  una  persona 
dada  ó  á  la  orden  de  ésta 

Si  el  cheque  no  indicare  á  quién  debe 
hacerse  el  pago,  se  supondrá  que  es  al 
mismo  portador  (830). 

Art.  833.  El  cheque  será  pagadero  á 
su  presentación,  aun  cuando  indique 
otro  vencimiento  ó  no  indique  ningu- 
no (834,  835). 

Art.  834.  No  será  necesario  presen- 
tar los  cheques  á  la  aceptación  ni  acep- 
tarlos. 

El  plazo  para  presentarlos  al  cobro 
será  de  cinco  días,  si  el  cheque  se  hu- 
biere girado  en  la  misma  plaza,  y  de 
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ocho  días  si  se  hubiere  girado  de  una 
plaza  á  otra  (833, 835). 

Art.  835.  Perderá  su  recurso  contra 
los  endosantes  el  portador  de  un  che- 
que que  no  exija  el  pago  dentro  de  di- 
cho plazo;  lo  perderá  también  contra 
el  librador  en  la  medida  en  que  por  fal- 
ta de  presentación  haya  éste  experi- 
mentado algún  perjuicio  por  culpa  del 
librado  (833,  834). 

Art.  836.  Serán  también  aplicables 
á  los  cheques  las  disposiciones  relati- 
vas á  la  letra  de  cambio,  en  todo  lo  que 
no  sean  contrarias  á  las  del  presente 
título  (720,  824). 

Art.  837.  El  librador  que  expide  un 
cheque  sin  tener  en  casa  del  librado 
garantías  para  la  suma  indicada,  esta- 
rá obligado  á  abonar  al  portador  el 
5  por  100  sobre  el  importe  del  cheque, 
además  de  los  daños  y  perjuicios,  si 
los  hubiere  (831). 

TÍTULO    TREINTA  Y  UNO 

DE    OTROS    BILLETES    Y    MANDATOS   Á   LA 

ORDEN 

I.— De  los  billetes  y  delegaciones  á 
la  orden,  análogos  á  los  efectos  de 
cambio. 

Art.  838.  Salvo  las  excepciones  enun- 
ciadas en  los  artículos  840  y  842,  esta- 
rán asimilados  á  los  billetes  de  cambio 
los  billetes  á  la  orden,  promesas  de 
pago  que  sin  llevar  en  su  texto  las  pa- 
labras de  cambio  se  hayan  extendido 
sin  embargo  expresamente  á  la  orden, 
y  respondan  en  lo  demás  á  las  diver- 
sas condiciones  esenciales  que  exige  el 
articulo  825  para  los  billetes  de  cam- 
bio (825,  840,  842). 

Art.  839.     Salvo    las    excepciones 
enunciadas  en  los  artículos  841  y  842, 


estarán  asimiladas  á  las  letras  de  cam- 
bio las  delegaciones  ó  asignaciones 
que,  sin  llevar  en  su  texto  las  palabras 
«de  cambio»  y  sin  estar  calificadas 
como  cheques,  se  hayan  expedido  sin 
embargo  expresamente  á  la  orden,  y 
respondan  en  lo  demás  á  las  diversas 
condiciones  esenciales  que  exige  el  ar- 
tículo 722  para  las  letras  de  cambio. 

Art.  840.  No  regirán  para  los  bille- 
tes á  la  orden,  definidos  en  el  art.  838, 
las  disposiciones  concernientes  al  re- 
curso para  obtener  una  seguridad,  la 
aceptación  y  el  pago  por  intervención, 
que  con  arreglo  al  art.  827,  números  5." 
y  8.°,  se  aplican  á  los  billetes  de  cam- 
bio (827  y  838). 

Art.  841.  No  habrá  necesidad  de  pre- 
sentar á  la  aceptación  las  delegaciones 
á  la  orden  definidas  en  el  art.  839.  El 
asignado  á  quien  se  presente  una  no 
estará  obligado  á  declarar  si  la  acepta 
ó  no;  y  á  falta  de  aceptación  ó  declara- 
ción por  su  parte,  el  portador  no  ten- 
drá derecho  ni  para  protestarla  ni  para 
ejercitar  recurso  alguno  judicial. 

Si  el  asignado  aceptase  voluntaria- 
mente, quedará  obligado  como  si  se 
tratase  de  una  letra  de  cambio;  pero 
no  podrán  invocar  el  beneficio  del  ar- 
tículo 748,  ni  el  primer  portador,  ni 
aquellos  á  quienes  se  haya  endosado 
la  delegación  (748,  839). 

Art.  842.  Las  disposiciones  del  ar- 
tículo 812  del  presente  Código,  lo  mis- 
mo que  las  disposiciones  particulares 
de  las  leves  federales  ó  cantonales  so- 
bre  procedimientos  ó  vías  ejecutivas  en 
materia  de  letras  de  cambio,  no  se  apli- 
carán á  las  reclamaciones  que  se  apo- 
yen en  títulos  que  no  lleven  las  pala- 
bras «de  cambio»  ó  «cheques»  (812,  833 
y  839). 
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II.— De  otros  títulos  transferibles  por 

endoso 

Art.  843.  Todo  título  por  el  cual  se 
comprometa  el  suscritor  á  entregar 
en  un  lugar  y  tiempo  dados  cierta  can- 
tidad de  dinero  ó  de  cosas  tangibles, 
podrá  ser  transmitido  por  endoso,  si  se 
ha  extendido  expresamente  á  la  orden. 

No  podrá  oponer  el  deudor  más  ex- 
cepciones que  las  que  resulten  del  mis- 
mo título  ó  las  que  tenga  directamente 
contra  el  demandante. 

Sólo  estará  obligado  al  pago  median- 
te la  entrega  del  titulo  á  la  orden  con 
el  recibí  puesto  en  regla  (K'2,  811,  844 
y  845). 

Art.  844.  Los  títulos  á  la  orden  men- 
cionados en  el  precedente  artículo  y 
todos  los  demás  títulos  transmisibles 
por  endoso  (certificados  de  depósito, 
icarrants,  papeletas  de  cargamento,  et- 
cétera), estarán  sometidos  á  las  dispo- 
siciones relativas  á  las  letras  de  cam- 
bio, en  lo  que  concierne  á  la  forma  del 
endoso,  la  justificación  del  derecho  de 
propiedad  del  portador,  la  acumulación 
y  la  acción  en  restitución. 

Estará,  sin  embargo ,  sometida  la 
anulación  de  las  acciones  transmisibles 
por  endoso  á  Jas  disposiciones  que  ri- 
gen los  títulos  al  portador,  si  los  esta- 
tutos de  la  sociedad  no  prescriben  un 
modo  de  proceder  especial  (727,  731, 
755,  790,  800,  843,  845,  848,  857). 

Art.  845.  Las  disposiciones  relativas 
al  recurso  ejercitado  en  virtud  de  una 
letra  de  cambio,  no  serán  aplicables  á 
los  títulos  á  la  orden  ú  otros  documen- 
tos transmisibles  por  endoso,  cuando 
no  reúnan  las  condiciones  exigidas  pa- 
ra las  letras  de  cambio,  cheques  ó  bi- 
lletes análogos  de  que  trata  el  capítulo 
primero  del  presente  titulo. 


Los  recursos  judiciales  en  materia 
de  warrants  quedarán  sometidos  á  la 
legislación  cantonal  (843,  844). 

TtTULO  TREINTA  Y  DOS 

Délos  Ututos  al  portador 

Art.  846.  El  poseedor  de  un  título, 
que  por  estipulación  sea  pagadero  al 
portador,  se  considerará  con  derecho 
á  reclamar  su  pago. 

Pero  no  podrá  el  deudor  pagar  váli- 
damente cuando  se  lo  hayan  prohibido 
las  autoridades  judiciales  ó  de  policía 
(184,  208). 

Art.  847.  Sólo  podrá  oponer  el  deudor 
contra  la  demanda  fundada  en  un  títu- 
lo al  portador,  las  excepciones  de  la 
nulidad  del  título  ó  resultantes  de  su 
propio  texto  (189). 

Art.  848.  No  estará  obligado  el  deu- 
dor á  pagar  al  portador,  sino  mediante 
entrega  del  título,  á  no  ser  que  se  ha- 
ya decretado  su  anulación  (102,  104, 105, 
849,858,901). 

Art.  849.  En  caso  de  pérdida  de  tí- 
tulos al  portador  provistos  de  su  hoja 
de  cupones,  ó  de  un  talón  para  la  reno* 
vación  de  las  hojas  de  cupones,  ó  con- 
cediendo al  portador  del  título  el  dere- 
cho de  cobrar  por  sí  mismo  sus  réditos 
periódicos  (intereses,  dividendos,  atra- 
sos, etc.),  habrá  lugar  para  que  se  pro- 
nuncie la  anulación  del  título  ó  proce- 
der de  conformidad  con  las  disposicio- 
nes que  siguen  (848,  850,  *58). 

Art.  £50.  El  demandante  estará  obli- 
gado á,  probar  ante  el  juez  del  domici- 
lio del  demandado  que  ha  poseído  el  tí- 
tulo y  que  se  le  ha  extraviado. 

Cuando  sólo  haya  perdido  la  hoja  de 
cupones  ó  el  talón  correspondiente  á 
su  título,  no  necesitará  presentar  en 
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apoyo  de  su  demanda  de  anulación  más 
que  el  mismo  título  (849). 

Art.  851.  Si  el  juez  considerase  dig- 
nos de  fe  los  alegatos  del  demandante 
relativos  á  la  posesión  y  pérdida  del 
título,  invitará,  por  aviso  público,  al  de- 
tentador desconocido  para  que  presen- 
te dicho  titulo  en  el  plazo  de  tres  años 
por  lo  menos,  contados  desde  la  prime- 
ra publicación,  so  pena  de  que  se  decre- 
tará su  anulación. 

A  petición  del  demandante,  el  juez 
podrá  prohibir  al  deudor  del  título  que 
abone  su  importe,  so  pena  de  pagar 
dos  veces. 

Si  se  tratase  de  la  anulación  de  hojas 
de  cupones,  se  aplicarán,  respecto  de 
los  cupones  que  deban  vencer  durante 
el  curso  del  expediente,  las  reglas  pres- 
critas en  el  art.  857  (850,  852). 

Art.  852.  La  orden  de  presentar  el 
título  deberá  publicarse  tres  veces  en  el 
periódico  oficial  del  comercio. 

El  juez  podrá,  además,  prescribir  to- 
das las  medidas  de  publicidad  que  crea 
útiles  (850, 851). 

Art.  853.  Si,  á  consecuencia  de  esta 
publicación,  se  presentare  el  título  per- 
dido, se  fijará  un  plazo  prudencial  pa- 
ra que  el  demandante  pueda  compro- 
bar su  identidad  y  autenticidad,  y  for- 
mular las  •conclusiones  que  le  parez- 
can necesarias,  especialmente  para  ob- 
tener medidas  provisionales  para  el 
procedimiento  de  reivindicación  penal. 

Si  durante  este  plazo  no  se  formula- 
se conclusión  alguna  con  objeto  de 
provocar  ulteriores  acuerdos  de  su 
parte,  el  juez  ordenará  que  se  restitu- 
ya el  título  presentado,  levantará  la 
prohibición  y  desestimará  la  demanda 
de  anulación  (851,  852). 

Art.  854.  Cuando  haya  transcurrido 
el  plazo  fijado  en  la  intimación  sin  que 
se  haya  presentado  el  título,  el  juez 


podrá  decretar  su  anulación  ó  dictar 
otras  medidas,  si  fuere  necesario  (851, 
852,  855,  856). 

Art.  855.  Se  hará  pública  inmedia- 
tamente la  anulación  de  un  titulo  al 
portador,  por  vía  de  inserciones  en  el 
periódico  oficial  del  comercio  y  todos 
los  demás  medios  que  el  juez  estime 
convenientes  (854,  856). 

Art.  856.  Pronunciada  la  anulación, 
el  que  la  haya  solicitado  tendrá  derecho 
á  exigir  que  se  le  entregue,  á  sus  ex- 
pensas, otro  título  y,  según  las  cir- 
cunstancias, otra  hoja  de  cupones,  ó, 
por  último,  que  se  le  pague,  si  el  título 
hubiere  vencido  (854,  855). 

Art.  857.  Cuando  los  documentos 
perdidos  sean  cupones  aislados  ú  otros 
documentos  al  portador  que  no  den  á 
éste  derecho  para  cobrar  por  sí  mis- 
mo sus  intereses  periódicos  y  no  es- 
tén provistos  de  hojas  de  cupones 
ni  de  talón,  el  juez  del  domicilio  del 
deudor,  á  petición  de  la  persona  que 
pruebe  que  ha  poseído  y  perdido  el  do- 
cumento, podrá  ordenar  que  se  deposi- 
te judicialmente  la  cantidad  que  debe 
pagarse,  bien  inmediatamente,  bien  á 
su  vencimiento,  según  que  haya  venci- 
do ó  no,  para  entregarla  al  demandan- 
te después  de  la  espiración  del  plazo  de 
prescripción,  si  hasta  esa  época  no  se 
hubiere  presentado  ningún  derecho- 
habiente  (147,  852). 

Art.  858.  Cuando  se  trate  de  billetes 
de  Banco  ú  otros  títulos  al  portador 
análogos,  emitidos  en  gran  cantidad, 
pagaderos  á  la  vista  y  que  representen 
por  sí  mismos  un  valor  determinado 
(bonos  del  Tesoro  del  Estado,  de  los 
municipios,  etc.),  no  se  podrá,  en  caso 
de  pérdida,  ni  hacer  que  se  pronuncie 
su  anulación,  ni  seguir  el  procedimien- 
to trazado  por  el  art.  857  (208,  857). 
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TITULO  TREINTA  T  TRES 

DEL  REGI8TRO  DEL  COMERCIO,  DE  LA8  RA- 
ZONES COMERCIALES  Y  OTRAS,  Y  DÉLOS 
LIBROS  DE  CONTABILIDAD. 

I.— Del  Registro  de  comercio 

Art.  859.  Se  llevará  en  cada  cantón 
un  Registro  de  comercio,  en  el  que  de- 
berán hacerse  las  inscripciones  pres- 
critas en  el  presente  Código  ó  en  otras 
leyes  federales. 

La  legislación  cantonal  designará  los 
funcionarios  encargados  de  llevar  y  de 
inspeccionar  el  Registro  de  comercio. 

Todo  cantón  podrá  instituir  registros 
especiales  para  distritos,  y  encargar  á 
funcionarios  especiales  para  que  los 
lleven  y  los  inspeccionen  (861, 893,  894). 

Art.  860.  El  que  haya  omitido  hacer 
una  inscripción  á  que  esté  obligado, 
será  responsable  de  todos  los  daños 
que  puedan  resultar  de  esta  omisión 
(50,  864). 

Art.  861.  Estará  igualmente  someti- 
da á  la  inscripción  toda  modiñcación 
relativa  á  los  hechos  cuya  inscripción 
en  el  Registro  de  comercio  ordene 
la  ley. 

Si  se  hubiere  hecho  esta  inscripción 
suplementaria,  no  podrán  alegar  que 
ignoraban  dicha  modificación  los  ter- 
ceros contra  quienes  pueda  oponerse, 
según  el  art.  863. 

Si  se  hubiere  omitido  la  inscripción, 
el  que  se  prevalga  de  una  modificación 
que  le  concierna  deberá  probar,  para 
poder  oponerla  contra  un  tercero,  que 
éste  tuvo  conocimiento  de  ella  por  otro 
conducto  (859,  863). 

Art.  862.  Las  inscripciones  del  Re- 
gistro de  comercio  deberán  publicarse 

TOM#  VIII.— INSTITÜCIONR»  JURÍDICA*. 


íntegramente  y  sin  demora  en  el  perió- 
dico oficial  del  comercio. 

La  publicación  parcial  ó  por  extracto 
sólo  será  admisible  en  los  casos  expre- 
samente previstos  por  la  ley. 

El  funcionario  destinado  al  Registro 
estará  de  oficio  encargado  de  cuidar  de 
esta  inserción  y  de  tomar  las  medidas 
necesarias  contra  los  que  se  retrasen 
(863,  893). 

Art.  863.  No  podrán  oponerse  con- 
tra terceros  las  inscripciones  en  el  Re- 
gistro de  comercio  sino  desde  el  mo- 
mento en  que  aquéllos  hayan  podido 
tener  conocimiento  de  ellas  por  la  pu- 
blicación oficial  que  de  las  mismas  se 
haya  hecho. 

Sin  embargo,  no  se  derogan  por  el 
presente  articulo  las  disposiciones  es- 
peciales en  virtud  de  las  que  la  mera 
inscripción  en  el  Registro  surtirá  efec- 
tos inmediatamente  respecto  de  terce- 
ros (861,  862). 

Art.  864.  Cuando,  con  arreglo  á  la 
ley,  los  interesados  estén  obligados  á 
proceder  por  sí  mismos  ó  hacer  ia  ins- 
cripción, el  encargado  del  Registro  de- 
berá condenar  de  oficio  á  los  contra- 
ventores á  una  multa  de  10  á  500  fran- 
cos (860). 

n.  —  De  las   razones   comerciales    y 
otras  análogas 

Art.  865.  Todo  el  que  tenga  capaci- 
dad para  obligarse  por  contrato,  tendrá 
derecho  para  hacerse  inscribir  en  el 
Registro  de  comercio  de  la  localidad 
donde  resida. 

El  que  bajo  una  razón  comercial  ejer- 
za algún  comercio,  profesión  ó  indus- 
tria, tendrá  derecho  á  hacer  que  se 
inscriba  dicha  razón  en  el  Registro  de 
comercio  de  la  localidad  donde  tenga 
su  establecimiento  principal. 
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Si  tuviere  alguna  sucursal  en  otra  lo- 
calidad, podrá  asimismo  hacer  inscri- 
bir en  ella  su  razón  comercial,  después 
que  lo  haya  sido  en  donde  tiene  su  prin- 
cipal establecimiento. 

Todo  el  que  se  dedique  al  comercio, 
explote  una  fábrica  ó  ejerza  en  forma 
comercial  cualquiera  industria,  estará 
obligado  á  hacerse  inscribir  en  el  Re- 
gistro de  comercio  de  la  localidad  don- 
de tenga  su  establecimiento  principal, 
y  si  tuviere  alguna  sucursal  en  otra  lo- 
calidad, también  deberá  hacerse  la  ins- 
cripción en  ésta  (860,  864,  866,  894 
y  902) 

Art.  866.  Cuando  deje  de  existir  la 
casa  á  que  se  reñere  la  inscripción,  de- 
berá pedirse  la  anulación  de  ésta  por 
el  antiguo  jefe  ó  por  sus  herederos,  si 
hubiere  fallecido. 

Cuando  se  haya  cedido  á  tercero,  co- 
rresponderá también  á  su  jefe  pedir  su 
anulación  (861). 

Art.  867.  El  que  estuviere  sólo  al 
frente  de  una  casa  sin  tener,  ni  asocia- 
dos bajo  nombre  colectivo,  ni  coman- 
ditarios, sólo  podrá  tomar  como  razón 
sus  apellidos,  con  ó  sin  sus  nombres. 

No  podrá  añadirle  mención  alguna 
que  haga  presumir  la  existencia  de  una 
sociedad;  pero  le  será  lícito  agregarle 
otras  indicaciones  que  designen  con 
mayor  precisión  su  persona  ó  la  Índole 
de  sus  negocios  (868,  874, 876). 

Art.  868.  Cuando  una  razón  social 
se  haya  inscrito  en  el  Registro  de  co- 
mercio, no  podrá  otro  jefe  de  casa  ha- 
cer uso  de  ella  en  la  misma  localidad, 
aun  cuando  lleve  personalmente  el 
nombre  que  constituya  dicha  razón.  En 
este  caso  estará  obligado  á  hacer  á  su 
nombre  alguna  adición  que  lo  distinga 
claramente  de  la  razón  ya  inscrita  (867, 
873,  876). 

Art.  869.    La  razón  de  una  sociedad 


bajo  nombre  colectivo  deberá  contener 
los  nombres  de  todos  los  socios,  ó,  por 
lo  menos  el  de  uno  de  ellos,  con  una 
adición  que  indique  la  existencia  de 
una  sociedad  (552, 553,  871, 872). 

Art.  870.  La  razón  de  una  sociedad 
en  comandita  deberá  contener  por  lo 
menos  el  nombre  de  uno  de  los  socios 
indefinidamente  responsables,  con  una 
adición  que  indique  la  existencia  de 
una  sociedad  (590,  591,  600,  871, 872). 

Art.  871.  La  razón  de  una  sociedad 
bajo  nombre  Colectivo  ó  en  comandita 
no  deberá  contener  ningún  nombre 
que  no  sea  de  los  socios  indefinidamen- 
te responsables.  Ninguna  sociedad 
bajo  nombre  colectivo  ó  en  comandita 
podrá  tomar  la  calificación  de  socie- 
dad por  acciones,  aun  cuando  el  capi- 
tal social  esté  total  ó  parcialmente  di- 
vidido en  esta  forma  (869,  870,  872). 

Art.  872.  Cuando  un  asociado  cuyo 
nombre  figure  en  la  razón  de  una  socie- 
dad con  nombre  colectivo  ó  en  coman- 
dita, deje  de  formar  parte  de  dicha  so- 
ciedad, no  podrá  conservarse  su  nom- 
bre en  la  razón  social,  aunque  sea  coa 
su  consentimiento  ó  con  el  de  sus  he- 
rederos (600,  869, 871). 

Art.  873.  Las  sociedades  anónimas 
y  las  asociaciones  son  libres  de  elegir 
como  quieran  su  razón  social,  con  la 
sola  obligación  de  adoptar  una  desig- 
nación que  las  distinga  perfectamente 
de  todas  las  demás  razones  ya  inscri- 
tas, y  que  no  contenga  el  nombre  de 
una  persona  viva  (612,  616,  678,  680,  868 
y  876). 

Art.  874.  El  que  por  adquisición  ó 
de  otra  manera  sucediere  á  un  estable- 
cimiento ya  existente,  estará  sometido 
á  las  disposiciones  que  preceden  sobre 
la  razón  comercial.  Podrá  indicar,  sin 
embargo,  en  su  razón  á  quién  sucede, 
si  estuviere  expresamente  autorizado 
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para  ello  por  su  autor  6  por  sus  here- 
deros (865,  873). 

Art.  875.  De  oficio  deberá  exigir  el 
funcionario  encargado  del  Registro  que 
se  conformen  los  interesados  con  las 
disposiciones  que  preceden  sobre  la 
inscripción,  la  cancelación  ó  cambio 
de  razón  comercial  (865,  874). 

Art.  876.  En  cuanto  se  haya  inscrito 
la  razón  comercial  de  un  particular  ó 
de  una  sociedad  en  el  Registro  de  co- 
mercio, y  se  haya  publicado  en  el  pe- 
riódico oficial  del  mismo  de  conformi- 
dad con  las  prescripciones  del  presente 
título,  nadie  tendrá  ya  derecho  á  ser- 
virse de  él. 

Aquél  en  cuyo  perjuicio  se  sirviere 
indebidamente  un  tercero  de  dicha  ra- 
zón, podrá  hacer  que  se  le  prohiba  su 
uso  y  demandarle  daños  y  perjuicios. 

La  legislación  federal  promulgará,  si 
fuere  menester,  ulteriores  disposicio- 
nes?, con  el  ñn  de  asegurar  la  protec- 
ción de  los  derechos  que  se  refieren  al 
uso  de  una  razón  comercial  (868,  873 
y  893. 

III.—  De  los  libros  de  contabilidad 

Art.  877.  Todo  el  que  tenga  obliga- 
ción de  hacerse  inscribir  en  el  Regis- 
tro de  comercio,  estará  obligado  ade- 
más á  llevar  libros  de  contabilidad  con 
las  formalidades  debidas,  é  indicando 
la  situación  de  su  fortuna,  asi  como  la 
de  sus  deudas  y  créditos  que  se  rela- 
cionen con  sus  negocios  profesionales 
(655,  668,  701,  878,  880,  903). 

Art.  878.  Todo  el  que  estuviere  obli- 
gado á  llevar  libros,  deberá  conservar- 
los durante  diez  años,  contados  desde 
la  primera  inscripción  que  se  haya  he- 
cho en  ellos. 

Asimismo  deberán  conservarse  du- 
rante el  mismo  período  de  tiempo,  con- 


tado desde  su  llegada,  las  cartas  y  te- 
legramas recibidos  (12,  668,  877,  879 
y  880). 

Art.  879.  En  caso  de  discordia  acer- 
ca de  la  explotación  de  un  comercio  ó 
de  una  industria,  las  personas  obliga- 
das á  llevar  libros  podrán  serlo  tam- 
bién á  presentarlos,  asi  como  las  car- 
tas y  telegramas  que  hayan  recibido 
(12,  877,  878,  880,  903). 

Art.  880.  El  derecho  de  imponer  pe- 
nas á  los  que  contravengan  á  las  obli- 
gaciones á  que  se  refieren  los  artículos 
877  y  878,  queda  reservado  á  la  legisla- 
ción cantonal. 

TITULO  TREINTA  Y  CUATRO 

DISPOSICIONES    TRANSITORIAS 

Art.  881.  El  presente  Código  entrará 
en  vigor  el  1.°  de  Enero  de  1883.  Quedan 
derogadas  todas  las  disposiciones  con- 
trarias, tanto  del  derecho  federal  como 
de  las  legislaciones  cantonales,  salvo 
las  excepciones  que  resulten  de  los  ar- 
tículos siguientes  (882,  904). 

Art.  882.  Los  efectos  jurídicos  de  los 
actos  anteriores  al  1.*  de  Enero  de  1883 
seguirán  rigiéndose,  aun  después  de 
esta  fecha,  por  las  disposiciones  del 
derecho  federal  ó  cantonal  bajo  las 
cuales  se  llevaron  á  cabo  dichos  actos. 

Por  consiguiente,  con  relación  á  su 
fuerza  obligatoria  y  á  sus  efectos,  los 
actos  realizados  antes  de  1.°  de  Enero 
de  1883  quedarán  sometidos,  aun  con 
posterioridad  á  esta  fecha,  á  la  ley  vi- 
gente en  la  época  en  que  se  realizaron. 

Por  el  contrario,  los  hechos  poste- 
riores al  1.°  de  Enero  de  1883,  especial- 
mente la  transmisión  ó  la  extinción  de 
las  obligaciones  contraídas  antes  de 
esta  fecha,  se  regirán  por  el  presente 
Código. 
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Respecto  de  los  plazos  que  no  hubie- 
ren cumplido  en  1.°  de  Enero  de  1883, 
se  aplicarán  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 883  (883,  885,  887,  891,  892,  894, 
895,  897,  899,  901,  904). 

Art.  883.  En  los  casos  en  que  el  pre- 
sente Código  introduce  un  plazo  de 
cinco  ó  más  años,  se  tendrá  en  cuenta 
el  tiempo  transcurrido  para  las  pres- 
cripciones que  hayan  comenzado  antes 
de  1.°  de  Enero  de  1883;  pero  la  pres- 
cripción, en  esta  hipótesis,  no  se  con- 
siderará cumplida  sino  cuando  hayan 
transcurrido  dos  años  por  lo  menos 
desde  1.°  de  Enero  de  1883. 

Los  plazos  más  cortos  ñjados  por  el 
presente  Código  en  materia  de  pres- 
cripción y  sus  análogas,  no  comenza- 
rán á  correr  hasta  1 .°  de  Enero  de  1883. 

Se  regirá  exclusivamente  la  interrup- 
ción de  la  prescripción  desde  1.°  de 
Enero  de  1883  por  las  disposiciones  del 
presente  Código  (28,  69,  146,  147, 154, 
257,  259,  331,  362,  464,  585,  589,  611,  675, 
693,  803,  805,  829). 

Art.  884.  Los  efectos  del  empeño, 
los  derechos  y  obligaciones  del  acree- 
dor prestamista,  del  que  ha  constituido 
la  prenda,  y  del  deudor,  se  determina- 
rán desde  1.°  de  Enero  de  1883  por  las 
disposiciones  del  presente  Código,  aun 
cuando  se  haya  hecho  el  empeño  con 
anterioridad. 

Quedará  sin  efectos  desde  1.°  de  Ene- 
ro de  1883  toda  cláusula  que,  con  ante- 
rioridad á  esta  fecha,  haya  autorizado 
válidamente  al  acreedor  para  apropiar- 
se el  objeto  empeñado  (210,  223). 

Art.  885.  Toda  garantía  mobiliaria 
dada  en  provecho  del  acreedor  con  an- 
terioridad al  1.°  de  Enero  de  1883,  sin 
que  haya  habido  transmisión  de  pose- 
sión en  su  favor  y  existente  todavía  en 
dicha  fecha,  se  extinguirá,  si  las  leyes 
cantonales  no  hubieren  fijado  más  bre- 


ve plazo,  seis  meses  después  del  venci- 
miento del  crédito,  y  para  los  que  .ha- 
yan vencido  con  anterioridad  ai  1.°  de 
Enero  de  1883,  el  1.°  de  Julio  de  di- 
cho año. 

Si  se  tratare  de  créditos  cuyo  venci- 
miento estuviere  subordinado  á  un 
aviso  previo,  correrán  los  seis  meses 
desde  el  primer  día  en  el  que  pueda 
darse  dicho  aviso. 

Se  interrumpirá  esta  prescripción 
con  la  introducción  de  alguna  diligen- 
cia judicial  que  tienda  á  realizar  la 
prenda  empeñada,  si  se  siguiere  esta 
acción  sin  providencia  alguna  (210,  214, 
215  y  219). 

Art.  886.  Las  disposiciones  del  pre- 
sente Código  sobre  empeños  no  se  apli- 
carán al  derecho  de  prenda  judicial; 
hasta  la  promulgación  de  una  ley  fede- 
ral sobre  las  persecuciones  por  deudas 
y  sobre  las  quiebras,  continuarán  rigién- 
dose por  la  legislación  cantonal  (1). 

Art.  887.  Los  derechos  de  retención 
reconocidos  por  el  presente  Código,  se 
extenderán  igualmente  á  los  objetos 
que  antes  de  l.°de  Enero  de  1883  se  ha- 
llaban en  poder  del  acreedor. 

Podrá  prevalerse  de  ellas  hasta  por 
razón  de  créditos  nacidos  antes  de  1.° 
de  Enero  de  1883. 

Los  derechos  de  retención  que  hayan 
comenzado  á  existir  con  anterioridad 
á  esta  fecha  se  regirán,  en  cuanto  á 
sus  efectos,  por  el  presente  Código  (224, 
228,  294,  295,  297,  442,  443,  461). 

Art.  888.  Continuarán  en  vigor  las 
disposiciones  de  la  ley  federal  de  1.°  de 
Julio  de  1875  acerca  de  la  responsabili- 
dad de  las  empresas  de  ferrocarriles  y 
de  barcos  de  vapor.  No  se  derogan  ni 
se  prejuzga  nada  en  contra  de  las  leyes 


( l)    Véase  la  inserta  en  la  pág.  77  y  sigs. 
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federales  especiales  sobre  la  responsa- 
bilidad que  resulte  del  trabajo  en  las 
fábricas. 

Art.  889.  Hasta  que  se  adopte  una 
ley  federal  sobre  la  persecución  por 
deudas  y  quiebra,  el  derecho  de  atacar 
los  actos  llevados  á  cabo  por  un  deudor 
con  fraude  délos  derechos  de  sus  acree- 
dores continuará  rigiéndose  por  la  le- 
gislación cantonal  (137,  202)  (1). 

Art.  890.  En  el  comercio  de  ganados 
(caballos,  asnos,  mulos,  ganado  vacu- 
no, carneros,  cabras  y  cerdos)  se  apli- 
carán en  materia,  de  vicios  redhibito- 
rios  y  hasta  la  prom  ulgación  de  una  ley 
federal  sobre  dicha  materia,  ya  las 
leyes  cantonales,  ya  el  concordato  vi- 
gente (2). 

Art.  891.  En  caso  de  tácita  prolon- 
gación de  un  contrato  de  alquiler,  de 
servicios,  de  sociedad  ó  de  asociación 
firmados  antes  de  1.°  de  Enero  de  1883, 
se  aplicarán  á  dichos  contratos  las  dis- 
posicionesdel  presente  Código  (291,311, 
342,  545,  572,  709). 

Art.  892.  El  apoderado  y  el  represen- 
tante ó  mandatario  comercial  empeña- 
rán con  los  actos  posteriores  al  1.°  de 
Enero  de  1883  la  responsabilidad  del 
jefe  de  la  casa,  de  conformidad  con  las 
disposiciones  del  presente  Código,  aun 
cuando  Iqs  poderes  de  que  estén  in- 
vestidos se  les  hayan  otorgado  con  an- 
terioridad á  esta  fecha  (422,  428). 


(1)  Véase  la  de  11  de  Abril  de  1889,  inserta  en 
la  pág.  11  y  sigs. 

(2)  El  concordato  mencionado  en  el  presente 
artículo  se  firmó  el  5  de  Agosto  de  1852  por  los 
cantones  de  Zurich,  Berna,  Zug,  Friburgo,  So- 
leara, Argovia,  y  Neufchatel.  Los  de  Basi lea- 
Campiña,  Vaud,  Basilea-Ciudad,Thurgovia,  Saint 
Gall,  Schwytz,  Appenzel  (R.  I.  y  R.  E  )  y  Valais, 
se  han  adherido  posteriormente,  pero  por  otra 
parte  se  han  retirado  en  1881  Friburgo  y  Berna. 


Art.  893.  La  organización,  la  inspec- 
ción y  el  modo  de  llevar  los  Registros 
de  comercio,  el  procedimiento  que  de- 
berá seguirse  en  materia  de  inscripcio- 
nes, los  emolumentos  que  deberán  abo- 
narse, los  recursos  que  procedan,  asi 
como  la  organización  del  periódico  ofi- 
cial del  comercio  serán  objeto,  por  par- 
te del  Consejo  federal,  de  un  reglamen- 
to que  entrará  en  vigor  al  mismo  tiem- 
po que  el  presente  Código  (859,  862,  894). 

Art.  894.  Los  hechos  y  circunstancias 
que  según  el  presente  Código  estén  so- 
metidos á  las  formalidades  de  la  ins- 
cripción en  el  Registro  de  comercio  de- 
berán anotarse  en  él,  aun  cuando  re- 
monten á  una  época  anterior  al  1.°  de 
Enero  de  1883.  Se  concederá  con  este 
motivo  un  plazo  de  tres  meses,  hasta 
el  31  de  Marzo  inclusive  de  1883  (859 
y  893). 

Art.  895.  Aun  cuando  una  caución 
concedida  ó  una  prenda  constituida  en 
garantía  de  préstamo  antes  del  1.°  de 
Enero  de  1883,  se  refiera  á  un  crédito 
anterior  á  dicho  día,  no  por  eso  dejará 
de  determinarse  la  existencia  y  los 
efectos  de  esta  caución  ó  de  este  em- 
peño por  las  disposiciones  del  presente 
Código  (210,  223,  489,  511). 

Art.  896.  Continuarán  en  vigor,  has- 
ta que  se  promulgue  una  ley  federal  so- 
bre el  contrato  de  seguro,  las  disposi- 
ciones especiales  que  puedan  existir 
sobre  esto  en  el  derecho  cantonal. 

Art.  897.  Las  disposiciones  del  pre- 
sente Código  sobre  los  derechos  de  los 
acreedores  en  la  quiebra  de  una  socie- 
dad ó  de  un  asociado,  no  serán  aplica- 
bles á  las  quiebras  decretadas  antes  de 
1.°  de  Enero  de  1883. 

Pero  si  se  hubiere  abierto  la  quiebra 
con  posterioridad  á  esta  fecha,  las  res- 
pectivas relaciones  de  los  acreedores 
se  regirán  por  la  nueva  legislación,  lo 
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comandita  ó  anónimas,  no  serán  apli- 
cables á  los  establecimientos  (Bancos, 
Cajas  de  seguros,  etc.)  que  se  hayan 
creado  con  anterioridad  al  l.°de  Enero 
de  1883  por  leyes  cantonales  especiales 
y  estén  administrados  con  el  concurso 
de  autoridades  constituidas  (613). 

Art.  900.  No  se  deroga  por  el  pre- 
sente Código  la  ley  federal  de  24  de  Ju- 
nio de  1874  sobre  la  hipoteca  y  la  liqui- 
dación forzosa  de  los  ferrocarriles. 

Art.  901.  La  responsabilidad  que  re- 
sulte de  poner  una  firma  en  una  letra 
de  cambio  y  la  admisión  de  la  ejecu- 
ción según  las  reglas  especiales  en 
materia  de  letras  de  cambio,  se  apre- 
ciarán según  la  ley  vigente  en  la  época 
en  que  se  puso  la  firma. 

Por  el  contrario,  desde  1."  de  Enero 
de  1883,  la  forma  del  protesto  y  el  pro- 
cedimiento, á  fin  de  anular  títulos  al 
portador,  estarán  sometidos  en  todos 
los  casos  á  las  reglas  trazadas  por  el 
presente  Código  (720,  808.  812,  814,  817, 
848,  858). 

Art.  902.  Las  razones  comerciales 
existentes  en  1."  de  Enero  de  1883,  que 
no  estén  conformes  con  las  disposicio- 
nes del  presente  Código,  podrán  ser 
mantenidas  sin  modificación  hasta  31 
de  Diciembre  de  1892.  Pero  si  una  ra- 
zón experimentase  un  cambio  cualquie- 
ra antes  de  dicha  época,  deberá  poner- 
se inmediatamente  en  harmonía  con  el 
Código  (865,  876). 

Art.  903.  Desde  1.'  de  Enero  de  1883 
entrarán  en  vigor,  aun  para  los  jefes 
de  casas  existentes  ya  en  esta  fecha, 
las  disposiciones  del  presente  Código 
relativas  Ala  obligación  de  llevar  y  pre- 
sentar al  juez  libros  de  contabilidad 
(877,  880). 

Art.  904 .  Si  el  juez  estuviere  en  duda 
acerca  de  la  época  en  que  se  realizó  un 
hecho  (por  ejemplo,  cuando  se  trate  de 
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un  endoso  en  blanco),  la  persecución 
se  interpretará  en  favor  de  la  aplica- 
ción del  presente  Código  (882). 

Decretado  así  por  la  Cámara  de  los 
Estados. 

Berna,  10  de  Junio  de  1881. 

El  Presidente, 

Cappeler. 

El  Secretario , 
SCHATZMANN. 

Decretado   asi    por  la  Cámara   na- 
cional. 
Berna,  14  de  Julio  de  1881. 

El  Presidente, 

A.  Vessaz. 

El  Secretario, 
SCHIESS. 


El  Consejo  federal  acuerda: 

La  ley  federal  que  precede,  publicada 
el  18  de  Junio  de  1881,  entrará  en  vigor 
en  virtud  del  art.  89  de  la  Constitución 
federal  y  será  ejecutoria  desde  1.°  de 
Enero  de  1883. 

Berna,  30  de  Septiembre  de  1881. 

En  nombre  del  Consejo  federal, 

El  Presidente  de  la  Confederación, 

Droz. 

El  Secretario, 
SCHIESS. 


EL  TRABAJO  EN  LAS  FÁBRICAS 


LEY  FEDERAL  DE  23  DE  MARZO  DE  1877  (ART.  349  DEL  CÓDIGO 

FEDERAL  DE  LAS  OBLIGACIONES 


La  Asamblea  federal  de  la  Confede- 
ración suiza, 

Teniendo  presente  el  artículo  34  de 
la  Constitución  federal  y  el  Mensaje  del 
Consejo  federal  del  6  de  Diciembre 
de  1875, 

DECRETA  LO  SIGUIENTE 
I.— Disposiciones  generales 

Artículo  1.°  Todo  establecimiento  in- 
dustrial en  el  cual  se  hallen  ocupados  si- 
multánea y  regularmente  un  número 
más  6  menos  considerable  de  obreros, 
fuera  de  su  domicilio  y  en  local  cerra- 
do, será  considerado  como  fábrica  y 
estará  sujeto  á  las  prescripciones  de 
la  presente  ley. 

Cuando  haya  duda  respecto  á  la  cues- 
tión de  saber  si  un  establecimiento 
industrial  debe,  ó  no,  ser  coloca- 
do en  la  categoría  de  fábrica,  el  Con- 
sejo federal  decidirá  en  última  instan- 
cia, previo  dictamen  del  Gobierno  can- 
tonal. 

Art.  2.°  Los  talleres,  máquinas  y  ar- 
tefactos deberán  estar  en  todas  las  fá- 
bricas establecidos  y  colocados  de  mo- 


do que  garanticen  en  lo  posible  la  salud 
y  vida  de  los  obreros. 

Se  tendrá  especial  cuidado  de  que  los 
talleres  estén  bien  alumbrados  durante 
las  horas  de  trabajo,  que  la  atmósfera 
esté,  en  lo  posible,  limpiadel  polvo  que 
se  forma,  y  que  el  aire  se  renueve  cons- 
tantemente en  medida  proporcional  al 
número  de  obreros,  aparatos  de  alum- 
brado y  emanaciones  deletéreas  que 
puedan  producirse. 

Se  renovarán  cuidadosamente  las 
partes  de  máquinas  y  correas  de  trans- 
misión que  ofrezcan  peligro  para  los 
obreros. 

Se  tomarán,  en  general,  para  prote- 
ger la  salud  de  los  obreros  y  evitar  ac- 
cidentes, todas  las  medidas  cuya  opor- 
tunidad haya  demostrado  la  experien- 
cia y  que  permitan  aplicar  los  progre- 
sos de  la  ciencia  y  las  condiciones  en 
que  la  industria  se  encuentre. 

Art.  3.°  Toda  persona  que  quiera  es- 
tablecer y  explotar  una  fábrica  ó  trans- 
formar otra  ya  establecida,  participará 
su  intención  al  Gobierno  cantonal,  in- 
dicando la  naturaleza  de  la  explotación 
que  proyecta.  Presentará,  además,  á 
ñn  de  que  la  autoridad  pueda  conven- 
cerse de  que  han"  sido  observadas,  en 


;•  ry% 


250 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICA8 


todos  sus  puntos,  las  prescripciones 
de  la  presente  ley,  el  plano  de  la  cons- 
trucción y  distribución  interior  del 
local. 

Ninguna  fábrica  podrá  abrirse  ó  po- 
nerse en  explotación  sin  expresa  auto- 
rización del  Gobierno.  Si  la  naturaleza 
de  la  industria  ofreciese  peligros  excep- 
cionales para  la  salud  y  vida  de  los 
obreros  ó  de  la  población  vecina,  la 
autoridad  no  concederá  autorización 
sin  formular  antes  las  reformas  que 
juzgue  útiles. 

Si  durante  la  explotación  de  una  fá- 
brica se  notase  que  presenta  inconve- 
nientes que  comprometan  la  salud  y 
vida  de  los  obreros  ó  de  la  población 
vecina,  la  autoridad  hará  cosar  este  es- 
tado de  cosas,  para  lo  cual  Ajará  un 
plazo  perentorio,  ó  si  las  circunstan- 
cias lo  exigiesen,  suspenderá  la  autori- 
zación para  la  explotación  de  la  misma. 

El  Consejo  federal  dirimirá  las  cues- 
tiones que  se  susciten  entre  los  Gobier- 
nos cantonales  y  los  fabricantes. 

El  Consejo  federal  dictará  las  dispo- 
siciones generales  y  reglamentos  espe- 
ciales que  reclame  la  aplicación  uni- 
forme del  presente  artículo.  Quedan  en 
vigor,  en  todo  lo  que  contradigan  las 
reglas  de  la  presente  ley,  las  leyes  can- 
tonales relativas  á  la  policía  de  las 
construcciones. 

Art.  4.°  El  propietario  de  una  fábri- 
ca queda  obligado  á  poner  inmediata- 
mente en  conocimiento  de  la  autoridad 
loca]  competente  todos  los  casos  de 
lesiones  graves  ó  muerte  violenta  acae- 
cidos en  su  establecimiento.  Esta  auto- 
ridad procederá  de  oficio  á  una  infor- 
mación sobre  las  causas  y  consecuen- 
cias del  accidente,  dando  cuenta  al  Go- 
bierno cantonal. 

Art.  5.°  Una  ley  federal  decretará 
las  disposiciones  necesarias  relativas 


á  la  responsabilidad  que  resulte  de  la 
explotación  de  las  fábricas  (a). 

En  atención  á  esto,  el  juez  llamado  á 
entender  en  la  causa  tendrá  presente 
los  principios  siguientes: 

a)  El  propietario  de  la  fábrica  será 
responsable  de  los  daños  causados  si 
un  mandatario,  representante,  direc- 
tor ó  vigilante  de  la  fábrica  hubiese,  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  ocasiona- 
do por  su  falta  las  lesiones  corporales 
ó  la  muerte  de  un  empleado  ú  obrero; 

b)  El  propietario  de  la  fábrica  será 
igualmente  responsable  de  estos  daños, 
aunque  no  hubiere  falta  especial  por 
parte  de  sus  mandatarios,  representan- 
tes, directores  ó  vigilantes,  cuando  la 
explotación  de  la  fábrica  haya  ocasio- 
nado las  lesiones  ó  la  muerte  de  un 
obrero  ó  empleado,  á  menos  que  se 
probase  que  el  accidente  fué  debido  á 
un  caso  de  fuerza  mayor,  ó  que  haya 
sido  por  culpa  de  la  misma  victima.  Si 
ésta  ha  sido  en  parte  la  causa  del  acci- 
dente, la  responsabilidad  del  fabrican- 
te, en  cuanto  á  los  daños  y  perjuicios, 
se  reducirá  en  una  justa  proporción; 

c)  Las  acciones  de  daños  y  perjui- 
cios prescribirán  á  los  dos  años,  á  con- 
tar desde  el  dfa  en  que  el  accidente  ha 
tenido  lugar; 

d)  El  Consejo  federal  designará  ade- 
más aquellas  industrias  cuyo  ejercicio 
es  lo  suficiente  para  engendrar  ciertas 
enfermedades  graves,  á  las  cuales  se 
extenderá  la  responsabilidad  prevista 
para  los  accidentes. 

Por  lo  demás,  hasta  que  esté  en  vigor 
la  ley  relativa  á  la  responsabilidad,  el 
juez  competente  decidirá  sobre  la  cues- 
tión de  daños  y  perjuicios,  teniendo  en 


(a)  Véanse  las  páginas  69  y  siguientes,  en  don- 
de insertamos  la  ley  á  que  este  artículo  se  re- 
fiere. 
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cuenta  las  circunstancias  y  según  su 
libre  apreciación. 

Art.  6.°  Los  fabricantes  deberán 
llevar,  siguiendo  un  modelo  formado 
por  el  Consejo  federal,  un  estado  exac- 
to de  los  obreros  que  trabajen  en  sus 
establecimientos. 

Art.  7.°  Los  fabricantes  estarán  obli- 
gados á  establecer  un  reglamento  re- 
lativo á  la  organización  del  trabajo, 
policía  de  la  fábrica,  condiciones  para 
la  admisión^  y  salida  y  pago  de  sala- 
rios. 

Si  el  reglamento  impusiese  multas, 
éstas  no  podrán  exceder  de  la  mitad  del 
salario  de  un  día. 

El  producto  de  las  multas  se  emplea- 
rá en  beneficio  de  los  obreros  y  princi- 
palmente en  cajas  de  socorros. 

No  se  considerarán  como  multas  las 
deducciones  de  sueldo  por  trabajo  de- 
fectuoso ó  deterioro  de  primeras  ma- 
terias. 

Los  fabricantes  deberán  cuidar,  ade- 
más, de  la  conservación  de  las  buenas 
costumbres  y  respeto  á  las  convenien- 
cias en  los  talleres  donde  estén  traba- 
jando individuos  de  ambos  sexos. 

Art.  8.°  Se  someterán  á  la  aproba- 
ción del  Gobierno  cantonal  el  regla- 
mento de  la  fábrica  y  las  modificacio- 
nes que  en  él  hayan  de  introducirse, 
cuidando  aquél  de  no  consentir  aque- 
llas que  sean  contrarias  á  las  disposi- 
ciones de  la  ley. 

Los  obreros  serán  llamados  á  emitir 
su  opinión  acerca  de  las  prescripciones 
á.  ellos  concernientes,  antes  que  éstas 
hayan  recibido  la  ratificación  de  la  au- 
toridad. 

Una  vez  aprobado  el  reglamento  de 
la  fábrica,  obligará  al  fabricante  y  al 
obrero.  Toda  infracción  por  parte  del 
primero  caerá  bajo  las  disposiciones 
del  art.  19  de  la  presente  ley. 


Si  la  aplicación  del  reglamento  de  la 
fábrica  diese  lugar  á  abusos,  el  Gobier- 
no cantonal  podrá  ordenar  la  revisión. 

El  reglamento  de  la  fábrica,  provisto 
de  la  aprobación  del  Gobierno  canto- 
nal, se  imprimirá  en  gruesos  caracte- 
res y  se  fijará  en  un  sitio  del  estableci- 
miento donde  sea  bien  visible.  Cada 
obrero  recibirá  un  ejemplar  al  ser  ad- 
mitido en  la  fábrica. 

Art.  9.°  A  no  ser  que  un  convenio 
por  escrito  decidiese  lo  contrario,  el 
contrato  celebrado  entre  el  fabrican- 
te y  el  obrero  podrá  terminar  después 
de  un  aviso  con  la  anticipación  de  ca- 
torce días  por  lo  menos,  respecto  del 
cual  cada  parte  podrá  tomar  la  inicia- 
tiva el  día  del  pago  ó  el  sábado.  A  no 
ser  que  surjan  dificultades  especiales, 
el  obrero  que  trabaje  á  destajo  deberá 
siempre  terminar  la  obra  comenzada. 
El  contrato  no  podrá  ser  rescindido 
un  ¿lateralmente  antes  de  este  término 
por  parte  del  patrono,  á  no  ser  que  el 
obrero  demostrase  incapacidad  para  el 
trabajo  comenzado  ó  se  hiciese  culpa- 
ble de  una  grave  infracción  del  regla- 
mento de  la  fábrica.  El  obrero  no  po- 
drá rescindirlo  á  no  ser  que  el  patrono 
no  cumpliese  sus  obligaciones  con  res- 
pecto á  él,  le  tratase  de  un  modo  con- 
trario á  la  ley  6  al  contrato,  ó  tolerase 
que  otro  cualquiera  lo  tratara  de  aquel 
modo. 

Las  cuestiones  que  puedan  suscitar- 
se con  respecto  á  la  rescisión  del  con- 
trato ó  á  diferentes  puntos  del  mismo, 
serán  dirimidas  por  el  juez  compe- 
tente. 

Art  10.  Los  fabricantes  estarán 
obligados  á  pagar  á  sus  obreros,  por  lo 
menos  cada  quince  días,  al  contado,  en 
monedas  de  curso  legal  y  en  la  fá- 
brica. 

Los  convenios  especiales  entre  pa 
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tronos  y  obreros  y  los  reglamentos  de 
fábrica,  podrán  también  determinar 
que  el  pago  se  verifique  por  mensuali- 
dades. 

La  parte  del  salario  llevada  á  cuenta 
nueva  el  día  del  pago  no  excederá  al 
salario  de  la  última  semana.  Se  fijarán, 
de  común  acuerdo  por  los  interesados, 
en  el  trabajo  á  destajo,  las  condiciones 
de  pago  hasta  el  recibo  de  la  obra. 

Queda  prohibido  hacer,  sobre  el  sa- 
lario de  los  obreros,  una  retención  para 
un  ñn  especial,  si  esta  retención  no 
fuese  resultado  de  un  convenio  entre  el 
obrero  y  el  patrono. 

Art.  11.  La  duración  del  trabajo  re- 
gular de  una  jornada  no  excederá  de 
once  horas.  Se  reducirá  á  diez  la  vis- 
pera  de  los  domingos  y  días  feriados. 
Esta  duración  del  trabajo  estará  com- 
prendida entre  las  cinco  de  la  mañana 
y  ocho  de  la  tarde  en  los  meses  de  Ju- 
nio, Julio  y  Agosto,  y  entre  las  seis  y 
las  ocho  respectivamente,  el  resto  del 
año. 

Las  horas  de  trabajo  se  regularán 
por  el  reloj  público,  y  se  notificarán  á 
la  autoridad  local. 

Cuando  se  trate  de  industrias  insalu- 
bres, ó  bien  cuando  las  condiciones  de 
explotación  ó  procedimientos  emplea- 
dos sean  de  tal  naturaleza  que  un  tra- 
bajo de  once  horas  fuese  perjudicial  á 
la  salud  y  vida  de  los  obreros,  el  Con- 
sejo federal  reducirá,  según  las  necesi- 
dades, la  duración  normal  del  trabajo 
cotidiano  hasta  que  se  demuestre  que 
no  existen  ya  los  daños  que  hubiesen 
motivado  esta  reducción. 

Las  peticiones  de  autorización  para 
prolongar  de  una  manera  excepcional 
ó  pasajera  la  duración  de  una  jornada 
serán  dirigidas  á  las  autoridades  com- 
petentes del  distrito  ó,  cuando  éstas  no 
existieren,  á  las  autoridades  locales,  si 


la  prolongación  no  debiere  durar  más 
de  dos  semanas;  en  caso  contrario,  se 
dirigirán  al  Gobierno  cantonal. 

Se  concederá  á  los  obreros,  en  la 
mitad  de  la  jornada  de  trabajo,  un  des- 
canso, para  que  coman,  de  una  hora 
por  lo  menos.  Se  pondrán  gratuitamen- 
te á  la  disposición  de  los  obreros  que 
hagan  traer  su  comida  á  las  fábricas, 
los  locales  convenientes,  abrigados  en 
invierno  y  fuera  de  aquéllos  en  que  se 
ejecute  el  trabajo. 

Art.  12.  No  se  aplicarán  las  disposi- 
ciones del  art.  11  á  las  obras  acceso- 
rias que  deban  preceder  ó  seguir  al 
trabajo  de  fabricación  propiamente  di- 
cho, y  que  sean  ejecutados  por  hom- 
bres y  mujeres  solteras  mayores  de 
dieciocho  años. 

Art.  13.  No  se  admitirá  más  que  por 
una  excepción,  y  los  obreros  no  podrán 
ser  empleados,  á  no  ser  que  lo  consien- 
tan de  buena  voluntad,  en  los  trabajos 
de  noche,  es  decir,  entre  las  ocho  de  la 
noche  y  cinco  ó  seií  de  la  mañana  (ar- 
tículo 11). 

En  los  casos  en  que  no  se  trate  de 
una  reparación  urgente,  que  necesite 
un  trabajo  excepcional  dé  noche  duran- 
te una  sola  vez,  será  necesario  el  per- 
miso de  la  autoridad;  si  este  trabajo 
hubiere  de  prolongarlo  por  dos  sema- 
nas, sólo  podrá  autorizarlo  el  Gobierno 
cantonal. 

Sin  embargo,  podrá  tener  lugar  el 
trabajo  regular  de  noche  en  ios  ramos 
de  fabricación  que,  por  su  naturaleza, 
exijan  una  constante  explotación. 

Los  fabricantes  que  estimen  estar  al 
amparo  de  esta  disposición  tendrán 
que  justificar  ante  el  Consejo  federal 
que  su  industria  necesita  este  género 
de  explotación. Al  mismo  tiempo,  le  so- 
meterán á  su  aprobación  un  reglamen- 
to que  contendrá  la  repartición  del  tra- 
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bajo  y  el  número  de  horas  del  mismo 
que  corresponda  á  cada  obrero,  núme- 
ro que  no  podrá,  en  ningún  caso,  ex- 
ceder de  once  horas  dentro  de  las  vein- 
ticuatro para  cada  uno. 

Podrá  retirarse  ó  modificarse  la  au- 
torización si  variasen  las  circunstan- 
cias. 

Art.  14.  Salvo  caso  de  absoluta  ne- 
cesidad, queda  prohibido  el  trabajo  en 
los  domingos,  excepto  en  aquellos  es- 
tablecimientos que,  por  su  naturaleza, 
exigiesen  un  trabajo  continuo,  y  á  los 
cuales  el  Consejo  federal  haya  concedi- 
do la  autorización  prevista  en  el  ar- 
tículo 13.  Aun  en  los  establecimientos 
de  esta  clase,  deberá  tener  cada  obre- 
ro un  domingo  libre  por  dos  de  tra- 
bajo. 

La  legislación  cantonal  tendrá  el  de- 
recho de  determinar  los  demás  días 
festivos  durante  los  cuales  quede  pro- 
hibido, como  en  los  domingos,  el  tra- 
bajo en  las  fábricas.  Estos  días  festi- 
vos no  podrán  exceder  de  ocho  al  año. 

Sin  embargo,  la  legislación  cantonal 
no  podrá  declararlos  obligatorios  más 
que  para  aquellos  miembros  que  co- 
mulguen en  la  religión  que  celebre  es- 
tas fiestas. 

El  obrero  que  se  negare  á  trabajar  en 
un  día  de  fiesta  religiosa  no  compren- 
dido en  los  ocho  indicados  anterior- 
mente, no  podrá  multársele  por  este 
hecho.    " 

II.  —  Trabajo  de  las  mujeres   en  las 

fábricas 

Art.  15.  No  podrá  en  ningún  caso 
emplearse  á  las  mujeres  en  los  traba- 
jos de  noche  ó  del  domingo. 

Cuando  tengan  que  cuidar  su  casa, 
tendrán  libertad  para  abandonar  la 
obra  media  hora  antes  del  descanso,  si 


éste  no  durase  por  lo  menos  hora  y 
media.  Antes  y  después  de  sus  partos, 
se  les  reservará  un  plazo  de  ocho  se- 
manas, durante  el  cual  no  podrá  ad- 
mitirse á  las  mujeres  al  trabajo  de  las 
fábricas.  No  se  admitirán  de  nuevo  en 
las  fábricas  sin  que  antes  hayan  sumi- 
nistrado la  prueba  de  que  han  trans- 
currido seis  semanas  por  lo  menos 
desde  su  alumbramiento. 

El  Consejo  federal  designará  los  ra- 
mos de  industria  en  los  cuales  no  po- 
drán admitirse  á  trabajar  las  mujeres 
que  se  hallen  en  cinta. 

No  podrá  emplearse  á  las  mujeres  en 
la  limpieza  de  los  motores  en  movi- 
miento, correas  de  transmisión  y  má- 
quinas peligrosas. 

III.—  Trabajo  de  niños  en  las  fábricas 

Art.  16.  No  podrán  ser  empleados 
en  el  trabajo  de  las  fábricas  los  niños 
que  no  hayan  cumplido  los  catorce 
años. 

Para  los  jóvenes  que  hayan  cumplido 
quince  años  hasta  los  dieciséis,  el  tiem- 
po reservado  para  la  enseñanza  escolar 
y  religiosa  y  el  del  trabajo  en  la  fábrica 
reunido,  no  excederá  de  once  horas.  La 
enseñanza  escolar  y  religiosa  no  debe* 
rá  sacrificarse  al  trabajo  en  la  fábrica. 

Queda  prohibido  hacer  trabajar  de 
noche  ó  el  domingo  á  los  jóvenes  me- 
nores de  dieciocho  años.  En  las  in- 
dustrias para  las  cuales  el  Consejo  fe- 
deral haya  reconocido,  en  virtud  del 
artículo  13,  la  necesidad  del  trabajo 
continuo,  esta  autoridad  podrá,  sin  em- 
bargo, autorizar  la  admisión  en  estas 
industrias  de  jóvenes  de  catorce  á  die- 
ciocho años  de  edad,  si  se  demostrase 
que  es  indispensable  el  empleo  al  mis- 
mo tiempo  de  éstos,  y  sobre  todo  si  eso 
fuese  beneficioso  para  un  buen  apren» 
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dizaje.  En  estos  casos,  el  Consejo  fede- 
ral ñ jará,  sin  embargo,  para  estos  jó- 
venes, la  duración  del  trabajo  de  noche 
menor  que  la  normal  de  once  horas; 
los  hará  alternar  y  emplear  sucesiva- 
mente, y,  después  de  haber  examinado 
escrupulosamente  el  estado  de  cosas, 
subordinará  en  general  su  autorización 
á  todas  las  prescripciones  y  garantías 
necesarias  en  interés  de  los  niños  y  de 
su  salud. 

El  Consejo  federal  queda  autorizado 
para  designar  los  ramos  de  industria 
en  los  cuales  estará  absolutamente  pro- 
hibido hacer  trabajar  á  los  niños. 

El  fabricante  no  podrá  alegar  como 
excusa  su  ignorancia  respecto  á  la 
edad  de  sus  obreros,  ni  de  la  enseñan- 
za que  tengan  que  seguir. 

IV.— Disposiciones  ejecutivas  y  penales 

Art.  17.  La  ejecución  de  la  presente 
ley,  que  se  aplicará  igualmente  á  las 
fábricas  existentes  que  á  las  que  se 
establezcan  en  lo  sucesivo,  asi  como  la 
aplicación  de  las  medidas  y  prescrip- 
ciones que  emanen  del  Consejo  federal, 
de  conformidad  con  la  ley,  será  de  la 
competencia  de  las  autoridades  canto- 
nales, que,  á  este  efecto,  se  harán  re- 
presentar de  la  manera  que  juzguen 
conveniente. 

Los  Gobiernos  cantonales  harán  lle- 
gar al  Consejo  federal  un  estado  de  las 
fábricas  existentes  en  su  territorio,  asi 
como  de  las  que  puedan  establecerse 
ó  cerrarse;  suministrarán,  según  las 
prescripciones  que  les  sean  transmiti- 
das por  el  Consejo  federal,  los  datos 
estadísticos  sobre  los  diferentes  puntos 
que  sean  objeto  de  la  presente  ley. 

Los  Gobiernos  dirigirán  igualmente 
al  Consejo  federal,  al  final  de  cada  año, 
un  informe  detallado  sobre  su  activi- 


dad, bajo  el  punto  de  vista  de  la  ejecu- 
ción de  la  ley,  sobre  las  experiencias 
que  hayan  podido  hacer  con  este  obje- 
to, sobre  los  efectos  déla  ley,  etc. 

El  Consejo  federal  tomará  decisiones 
ulteriores  respecto  del  modo  de  proce- 
der en  esta  materia. 

Suministrarán  en  todo  tiempo  al  Con- 
sejo federal,  al  Ministerio  designado 
por  él  ó  á  los  funcionarios  competen- 
tes, todas  las  noticias  que  puedan  pe- 
dírseles. 

Art.  18.  El  Consejo  federal  ejercerá 
su  inspección  sobre  la  ejecución  de  la 
presente  ley.  Designará,  con  este  obje- 
to, Inspectores  permanentes  y  determi- 
nará sus  obligaciones  y  atribuciones. 
Podrá,  además,  si  lo  juzgase  necesa- 
rio, ordenar  inspecciones  especiales 
sobre  ciertas  industrias  ó  fábricas. 
Con  este  objeto  pedirá  á  la  Asamblea 
federal  los  créditos  necesarios. 

Art.  19.  Sin  perjuicio  de  la  respon- 
sabilidad civil,  toda  infracción  á  las 
prescripciones  de  la  presente  ley  ó  á 
órdenes  escritas  de  la  autoridad  com- 
petente, será  castigada,  por  los  tribu- 
nales, con  multas  de  5  á  500  francos. 

En  caso  de  reincidencia,  será  permi- 
tido á  los  tribunales  decretar,  indepen- 
dientemente de  la  multa,  una  prisión 
que  podrá  durar  tres  meses. 

V.—  Disposiciones  finales 

Art.  20.  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  de  las  leyes  y  ordenanzas 
cantonales  que  estén  en  contradicción 
con  la  presente  ley. 

Art.  21.  Queda  encargado  el  Conse- 
jo federal,  de  conformidad  con  las  dis- 
posiciones de  la  ley  federal  de  17  de 
Junio  de  1874,  relativa  á  votación  popu- 
lar sobre  leyes  y  decretos  federales,  de 
publicar  la  presente  ley  y  fijar  la  época 
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en  que  deba  entrar  en  vigor  alguna  de 
estas  disposiciones. 

Así  lo  ha  decretado  la  Cámara  de  los 
Estados. 

Berna,  19  de  Marzo  de  1877. 


El  Presidente, 

Nagel. 


El  Secretario, 
J.  L.  LÜTSCHER. 


Así  lo  ha  decretado  la  Cámara  na- 
cional. 
Berna,  23  de  Marzo  de  1877. 


El  Presidente. 

Apli. 


El  Secretario, 
SCHIES8. 


El  Consejo  federal  decreta:  La  ley  fe-  » 


deral  preinserta,  publicada  el  25  de 
Abril  de  1877,  será  puesta  en  vigor,  en 
virtud  de  la  votación  popular  de  21  de 
Octubre  de  1877,  y  tendrá  fuerza  de  ley 
desde  el  1.°  de  Enero  de  1878,  á  reser- 
va, sin  embargo,  de  la  disposición 
del  art.  16,  párrafo  l.n,  que  dice  así: 

«No  podrán  ser  empleados  en  el  tra- 
bajo de  las  fábricas  los  niños  que  no 
hayan  cumplido  los  catorce  años.» 

No  será  aplicable  hasta  el  l.°de  Abril 
de  1878  para  los  niños  que  hayan  sido 
desde  luego  empleados  en  una  fábrica 
antes  del  1.°  de  Enero  de  1878. 

Berna,  3  de  Diciembre  de  1877. 

A  nombre  del  Consejo  federal  suizo, 

El  Presidente  de  la  Confederación, 

Dr.  J.  Heer 

El  Canciller  de  la  Confederación, 
SCHIESS. 
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LEY  FEDERAL  DE  27  DE  AGOSTO  DE  1851 


La  Asamblea  federal  de  la  Confedera- 
ción suiza, 

Para  la  ejecución  del  art.  107,  letras 
e  y  d  de  la  Constitución  federal  (1), 

Con  el  objeto  de  fijar  por  disposicio- 
nes legislativas,  el^procedimiento  cri- 
minal federal,  de  conformidad  con  las 
prescripciones  del  art.  87  de  la  ley  de  5 
de  Junio  de  1849,  relativa  á  la  organi- 
zación federal; 

Visto  el  proyecto  presentado  por  el 
Consejo  federal, 

DECRETA 
TÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Artículo  1.°  No  podrá  imponerse 
pena  alguna  sino  por  autoridad  compe- 
tente, en  virtud  de  una  ley  y  con  las 
formalidades  legales  correspondientes. 

Art.  2.°  Toda  infracción  de  las  leyes 
penales  de  la  Confederación,  cometida 
en  el  territorio  suizo,  será  perseguida 
por  la  vía  criminal  en  nombre  de  la 
Confederación. 


(1)    Como  de  carácter  [transitorio,  no  ha  sido 
reproducido  en  la  de  1874  este  artículo  de  la  Cons- 
titución de  1848. 
Tomo  VIII.—  Institución rs  jurídicas. 


Las  infracciones  cometidas  fuera  del 
territorio  suizo  sólo  serán  perseguidas 
en  los  casos  previstos  especialmente 
por  la  ley. 

Art.  3.°  La  persecución  criminal  per- 
tenecerá exclusivamente  á  las  autori- 
dades y  funcionarios  encargados  de 
ello  por  la  ley. 

Art.  4.°  En  caso  de  delitos  políticos, 
no  podrá  comenzarse  la  persecución 
sin  que  haya  recaldo  antes  una  deci- 
sión del  Consejo  federal. 

En  caso  de  delitos  comunes,  el  Pro- 
curador general  conocerá  de  ellos  por 
iniciativa  propia,  ó  intervendrá  á  peti- 
ción del  Consejo  federal. 

Quedan  á  salvo,  respecto  de  este  pun- 
to, las  disposiciones  de  la  ley  sobre  la 
responsabilidad. 

Art.  5.°  Las  persecuciones  decreta- 
das por  el  juez  de  instrucción  (art.  19), 
sólo  podrán  suspenderse  por  la  autori- 
dad ejecutiva. 

Art.  6.°  El  Ministerio  público  fede- 
ral, representado  por  el  Procurador  ge- 
neral ó  por  los  Procuradores  de  distri- 
to, será  el  órgano  del  Consejo  federal 
cerca  de  las  autoridades  judiciales. 

El  Ministerio  público  estará  bajo  ia 
vigilancia  y  dirección  del  Consejo  fede- 
ral. 
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Art.  7.°  Las  cuestiones  relativas  a  la 
recusación  de  jueces  y  funcionarios 
pertenecerán  al  Ministerio  público  y  se- 
rán reguladas  por  los  artículos  56  y  63 
de  la  ley  del  5  de  Junio  de  1849,  sobre  la 
organización  judicial  federal  (1). 

Art.  8.°  Ninguna  persona  absuelta 
por  sentencia  Arme  podrá  ser  de  nuevo 
perseguida  criminalmente  por  el  mis- 
mo hecho,  a  menos  que  se  hayan  em- 
pleado medios  criminales  para  obtener 
la  absolución. 

Art.  9.°  Según  costumbre,  la  ins- 
trucción y  los  debates  se  harán  en  el 
idioma  del  distrito  donde  se  haya  co- 
metido el  delito,  y  en  el  cual,  general- 
mente, deberá  constituirse  el  tribunal. 

Art.  10.  Las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley  no  son  aplicables  á  los  delitos 
militares  (2). 

TlTÜLO   SEGUNDO 

DE   LA    POLICÍA    JUDICIAL 

Art.  11.  La  policía  judicial  investi- 
gará los  delitos  que  sean  de  la  jurisdic- 
ción de  la  justicia  criminal  federal, 
reunirá  las  pruebas  y  entregará  los  cul- 
pables á  la  autoridad  judicial. 

Art.  12.  La  policía  judicial  se  ejer- 
cerá bajo  la  vigilancia  y  dirección  del 
Consejo  federal,  y,  en  primer  término, 
del  Departamento  de  justicia  y  policía: 

a)  Por  el  Ministerio  público  de  la 
Confederación  y  el  de  los  cantones; 

b)  Por  los  funcionarios  y  agentes  de 
la  policía  de  la  Confederación  y  de  los 
cantones; 

(1)  La  vigente  es  1»  de  21  de  Junio  de  1814, 
cuyo  eitracto  insertamos  en  las  paginas  55  y  si- 
guientes. 

(2)  Respecto  de  esta  materia  existe  la  ley 
de  2T  de  Agosto  do  1851,  que  consta  de  44<J  ar- 
tículos. 


e)  Por  los  funcionarios  y  empleados 
de  las  Administraciones  federales  y 
cantonales,  cada  cual  en  su  esfera  de 
acción. 

Art.  13.  Los  funcionarios  y  demás 
agentes  déla  Confederación  ó  de  poli- 
cía cantonal  que  descubran  una  con- 
travención á  las  leyes  federales,  toma- 
rán inmediatamente  las  medidas  de 
precaución  necesarias,  á  fin  de  impe- 
dir que  se  pierdan  las  huellas  del  deli- 
to, de  reunir  los  indicios  suficientes 
para  descubrir  los  autores  y  de  asegu- 
rar, en  caso  de  necesidad,  la  persona 
de  los  culpables. 

Art.  14,  Los  funcionarios  y  agentes 
de  la  policía  de  la  Confederación  darán 
cuenta  inmediatamente  al  Ministerio 
público  federal,  así  como  á  la  autoridad 
competente  del  cantón  donde  el  hecho 
punible  haya  sido  descubierto. 

Los  funcionarios  y  agentes  de  la  po- 
licía cantonal  informarán  inmediata- 
mente á  la  autoridad  competente  del 
cantón  y  ésta  al  Ministerio  público  fe- 
deral. 

Este  dará  cuenta  al  Consejo  federal  y 
procederá  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  4."  Cuando  se  trate  de  delitos 
políticos,  quedará  en  suspenso  el  pro- 
cedimiento hasta  la  decisión  del  Con- 
sejo federal,  á  no  ser  que  la  dilación 
pueda  traer  consigo  la  desaparición  de 
las  huellas  del  delito  ó  la  del  culpable. 
En  este  caso  el  Ministerio  público  man- 
dará adoptar  provisionalmente  las  me- 
didas necesarias. 

Art.  15.  Los  objetos  aprehendidos 
por  la  policía  debeián  indicarse  de  una 
manera  detallada  al  Ministerio  público 
federal,  y  se  le  remitirán  si  lo  pidiese. 

Art.  16.  Después  de  las  pesquisas  ju- 
diciales ordenadas  por  razón  de  un 
delito,  los  individuos  detenidos  provi- 
sionalmente como  autores  presunto 
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serán  enviados  ante  el  juez  de  instruc- 
ción por  el  Ministerio  público  federal. 

En  caso  contrario  serán  inmediata- 
mente puestos  en  libertad,  á  no  ser 
que  [deban  quedar  detenidos  por  otras 
causas. 

Los  acusados  de  algún  delito  que  se 
hallen  detenidos,  deberán  ser  entrega- 
dos al  juez  de  instrucción  federal  ó  á  la 
autoridad  judicial  cantonal,  cuarenta  y 
ocho  horas,  lo  más  tarde,  después  de 
la  entrega  de  los  autos  al  Ministerio  pú- 
blico federal. 

TÍTULO  TERCERO 

DEL  SUMARIO 

Art.  17.  El  sumario  tendrá  por  ob- 
jeto: 

a)  La  comprobación  del  hecho  y  de 
su  presunto  autor,  hasta  un  punto  tal 
de  probabilidad,  que  éste  pueda  ser 
llevado  ante  el  tribunal  para  su  acu- 
sación; 

6)  La  reunión  y  preparación  de  los 
medios  de  prueba,  siempre  que  sea  ne- 
cesaria para  no  interrumpir  la  marcha 
de  los  debates  ante  el  tribunal. 

Art.  18.  El  sumario  será  secreto  y 
dirigido  por  el  juez  de  instrucción. 

Art.  19.  El  juez  de  instrucción  sólo 
comenzará  sus  funciones  á  instancia 
del  Ministerio  público  federal. 

Una  vez  incoado  el  proceso,  seguirán 
su  curso  las  actuaciones  de  conformi- 
dad con  las  disposiciones  de  la  presen- 
te ley. 

Art.  20.  El  juez  de  instrucción  se  co- 
locará bajo  la  vigilancia  de  la  Sala  de 
acusación. 

Esta  podrá  darle  órdenes  formales, 
ya  á  instancia  del  Ministerio  público 
federal,  ya  á  petición  del  acusado,  ya 
de  oficio. 


Art.  21.  El  Ministerio  público  diri- 
girá al  juez  de  instrucción  ó  á  la  Sala 
de  acusación,  todos  los  requerimientos 
que  juzgue  necesarios. 

Art.  22.  El  Ministerio  público  toma- 
rá vista  de  todas  las  piezas  del  suma- 
rio y  asistirá  á  las  diligencias  del  juez 
de  instrucción,  siempre  que  lo  estim  e 
necesario. 

Art.  23.  El  juez  de  instrucción  esta- 
rá investido  del  poder  necesario  para 
entender  en  los  autos  durante  el  su- 
mario. 

Recibirá  del  Ministerio  público  los 
informes  y  explicaciones  concernientes 
al  delito  y  al  acusado. 

Nombrará  los  peritos  y  se  personará 
en  los  lugares,  si  fuese  necesario,  dic- 
tará las  comparecencias,  órdenes  de 
conducción  y  arresto,  tanto  contra  los 
acusados  como  contra  otras  personas ; 
las  interrogará  sin  hacerles  prestar 
juramento;  hará  presentar  todos  los 
objetos  que  puedan  servir  de  medio  de 
prueba  y  los  pondrá  bajo  secuestro, 
cuando  llegue  el  caso. 

Procederá,  si  lo  juzga  necesario,  6 
hará  proceder  por  otro  funcionario 
competente,  á  una  visita  domiciliaria 
en  casa  del  acusado  ó  de  otras  per- 
sonas. 

Podrá  ordenar  la  prisión  preventiva 
del  acusado  durante  el  sumario.  En  los 
casos  de  delitos  menos  graves,  podrá 
otorgar  la  libertad  provisional  al  acu- 
sado; si  se  tratase  de  delitos  graves  no 
podrá  otorgársela  sin  previo  acuerdo 
del  Ministerio  público  federal. 

Vigilará  y  visitará  las  prisiones  y 
dará  al  Alcaide  las  órdenes  sobre  la 
manera  como  deben  ser  tratados  v  cus- 
todiados  los  presos  cuyo  proceso  esté 
pendiente. 

En  general,  tomará  todas  las  medi- 
das que  juzgue  útiles  para  el  esclare- 
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cimiento  de  la  verdad,  evitando  en  lo 
posible  todo  loque  pueda  entrañar  di- 
laciones y  gastos. 

Art.  24.  Las  prescripciones  siguien- 
tes se  observarán  en  cuanto  á  las  prue- 
bas en  el  sumario: 

a)  Cada  testigo  será,  antes  de  su  in- 
terrogatorio, exhortado  á  decir  la  ver- 
dad en  todo  lo  que  se  le  pregunte  y  á 
no  ocultar  nada  de  lo  que  tenga  cono- 
cimiento en  el  proceso;  debiendo  lla- 
mar su  atención  acerca  del  juramento 
que  ha  de  ser  llamado  á  prestar  más 
tarde; 

b)  El  acusado  será  oído  en  ausencia 
de  los  testigos;  éstos  serán  interroga- 
dos separadamente  y  en  ausencia  de 
aquél; 

c)  El  careo  entre  los  testigos  ó  en- 
tre éstos  y  el  acusado  sólo  tendrá  lu- 
gar en  el  caso  en  que  se  trate  de  com- 
probar la  identidad  de  las  personas; 

d)  Si  el  acusado  se  obstinase  en  no 
responder  á  las  preguntas  que  se  le  di- 
rijan, el  sumario  se  continuará  sin  ha- 
cer caso  de  esta  resistencia; 

e)  Las  preguntas  dirigidas  al  acusa- 
do, así  como  sus  respuestas,  deberán, 
en  lo  posible,  ser  transcritas  al  pie  de 
la  letra.  El  interrogatorio  será  firmado 
por  el  acusado;  si  lo  rehusase  se  hará 
mención  de  las  causas; 

J)  En  cuanto  á  los  testigos,  bastará 
con  tomar  nota  de  lo  más  esencial  de 
sus  declaraciones. 

Art.  25.  La  Sala  de  acusación  podrá 
ratificar  ó  modificar  todas  las  medidas 
tomadas  por  el  juez  de  instrucción,  ú 
ordenar  que  se  adopten  otras  nuevas. 
Sin  embargo,  no  cambiará  sus  decisio- 
nes sino  después  de  oir  al  Ministerio 
público  federal  y  al  acusado. 

Art.  26.  Las  prisiones  estarán  colo- 
cadas bajo  la  vigilancia  de  los  funcio- 
narios del  Ministerio  público  federal, 


los  cuales  tendrán  entrada  libre  y  po- 
drán ordenar  todas  las  medidas  que 
juzguen  necesarias  en  interés  de  'a  se- 
guridad. 

Art.  27.  Se  agregará  al  juez  de  ins- 
trucción un  Escribano  que  hará  el  ex- 
tracto y  levantará  acta  de  todas  las 
actuaciones  y  diligencias.  El  juez  de 
instrucción  designará  los  hugieres  y 
demás  empleados  necesarios  para  el 
servicio. 

Art.  28.  El  sumario  quedará  termi- 
nado cuando  se  haya  conseguido  el  ob- 
jeto mencionado  en  el  art.  17,  ó  cuando 
los  medios  de  prueba  se  hayan  ago- 
tado. 

TÍTULO  CUARTO 

DE  LA  ELEVACIÓN   Á  PLENARIO 

Art.  29.  Luego  que  el  juez  de  ins- 
trucción estime  que  el  sumario  se  ha- 
lla terminado,  remitirá  los  autos  al  Mi- 
nisterio público. 

Si  el  juez  de  instrucción  estimase  que 
no  há  lugar  á  la  continuación  del  pro- 
ceso, informará  de  ello  al  Ministerio 
público  mediante  aviso  previo. 

Si  el  juez  de  instrucción  y  el  Minis- 
terio público  estuviesen  de  acuerdo, 
podrá  decretarse  inmediatamente  la 
persecución  por  delitos  comunes;  cuan- 
do se  trate  de  delitos  políticos  deberán 
pedirse  instrucciones  al  Consejo  fe- 
deral. 

Art.  30.  Cuando  el  Ministerio  públi- 
co no  esté  de  acuerdo  con  el  juez  de 
instrucción  sobre  la  continuación  de 
las  actuaciones,  remitirá  al  Presiden- 
te de  la  Sala  de  acusación  los  autos, 
acompañando  por  escrito  sus  conclu- 
siones motivadas.  El  Presidente  con- 
vocará inmediatamente  la  Sala. 

Art.  31.    La  Sala  de  acusación  deli- 
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berará  y  pronunciará  su  fallo  por  ma- 
yoría de  votos  y  á  puerta  cerrada. 

Decidirá,  si  á  ello  hubiese  lugar,  so- 
bre la  acusación,  y  examinará  al  mis- 
mo tiempo  la  cuestión  de  competencia 
y  la  existencia  de  los  caracteres  cons- 
titutivos del  delito. 

No  se  admitirá  la  acusación,  si  los 
indicios  contra  el  acusado  fuesen  de 
tal  naturaleza  que  dejen  prever  la  in- 
utilidad de  los  debates  ante  el  Tribunal. 

Art.  32.  No  será  fundado  el  auto  de 
la  elevación  á  plenario,  el  cual  con- 
tendrá: 

a)  La  fecha; 

b)  La  designación  de  los  jueces  que 
lo  han  instruido; 

c)  La  designación  del  funcionario 
que  haya  desempeñado  el  cargo  del 
Ministerio  público  federal; 

d)  La  indicación  de  los  nombres  y 
apellidos,  edad,  estado  ó  profesión, 
pueblo  de  naturaleza  y  domicilio  del 
acusado,  así  como  los  nombres  y  ape- 
llidos de  sus  padres; 

e)  El  objeto  de  la  acusación; 

f)  Las  conclusiones  del  Ministerio 
público  federal; 

g)  La  elevación  á  plenario  y  la  dili- 
gencia remitiéndolo  á  la  Sala; 

h)  La  indicación  del  distrito  y  del 
lugar  donde  se  ha  de  constituir  el  tri- 
bunal; 

i)  El  mandamiento  de  prisión,  si 
fuese  necesario; 

k)  La  designación  de  la  prisión  don- 
de el  acusado  deba  ser  trasladado  ó 
detenido; 

l)  En  caso  de  que  el  proceso  haya 
de  someterse  á  una  Sala  ó  sección  del 
tribunal  distinta  de  la  del  lugar  donde 
se  haya  cometido  el  delito,  la  mención 
de  que  esta  disposición  se  ha  tomado 
después  de  un  acuerdo  especial. 

Art.  33.    Bastará   un   solo    decreto 


para  el  caso  de  que  el  acusado  lo  sea 
por  diferentes  delitos  cometidos  en  di- 
versas épocas  y  en  distintos  lugares. 

Bastará,  igualmente,  un  solo  decreto 
cuando  se  trate  de  delitos  conexos  co- 
metidos por  difetentes  personas. 

Art.  34.  Si  la  Sala  de  acusación  de- 
cretase la  elevación  á  plenario  y  la  re- 
misión ante  el  tribunal,  ordenará,  á  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  el  art.  33  de  la 
ley  sobre  organización  judicial  federal, 
la  formación  de  la  lista  especial  de  ju- 
rados. 

Art.  35.  El  acta  de  acusación  desig- 
nará con  brevedad  y  precisión: 

a)    La  persona  del  acusado; 

ó)  Los  actos  ú  omisiones  que  se  le 
atribuyan; 

c)  La  calidad  en  que  ha  obrado  y  las 
intenciones  que  le  han  movido  á  ello, 
asi  como  las  demás  circunstancias  que 
estén  ligadas  al  acto  ú  omisión,  en 
cuanto  constituyan  parte  de  los  carac- 
teres legales  del  delito,  y  cuidando  de 
no  omitir  ninguna  circunstancia  agra- 
vante ó  atenuante; 

d)  Los  artículos  de  la  ley  que  casti- 
guen el  hecho  imputado. 

Toda  acusación  subsidiaria,  redacta- 
da en  la  misma  forma,  podrá  formu- 
larse para  el  caso  en  que  se  deseche  la 
acusación  principal. 

Esta  acta  subsidiaria  no  deberá  ser 
motivada,  ni  consignarse  en  ella  nada 
alusivo  al  hecho  ó  al  derecho. 

Art.  36.  La  acusación  de  haberse 
cometido  un  delito  intencionalmente  y 
con  premeditación,  comprenderá  táci- 
tamente la  de  haber  intentado,  ayuda- 
do ó  favorecido  este  delito,  ó  la  de  ha- 
berlo cometido  arrebatado  por  la  pa- 
sión ó  por  negligencia. 

En  general,  cuando  un  acto  punible 
pueda  ser  considerado  bajo  diferentes 
aspectos,  el  delito  menos  grave  estará 
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siempre  comprendido  tácitamente  en  el 
más  grave  y  los  debates  deberán  colo- 
carse en  este  sentido  si  el  Ministerio 
público  ó  el  defensor  lo  pidieren. 

Art.  37.  El  Ministerio  público  fede- 
ral remitirá,  en  el  término  de  tres  días, 
á  contar  de  aquel  en  que  las  recibió,  al 
Presidente  del  tribunal  llamado  á  fallar 
el  proceso,  las  actuaciones  del  sumario, 
acompañadas  de  todas  las  piezas,  así 
como  el  auto  de  remisión  y  el  acta  de 
acusación . 

Art.  38.  El  Ministerio  público  fede- 
ral cuidará  de  que  al  mismo  tiempo 
sean  comunicadas  al  acusado  el  acta 
de  acusación  y  la  providencia  de  remi- 
sión. 

Art.  39.  Si  la  Sala  de  acusación  con- 
siderase que  no  existe  delito  ó  que  los 
indicios  son  absolutamente  insuficien- 
tes, decidirá  que  no  há  lugar  á  la  per- 
secución, y  ordenará  la  libertad  del  acu- 
sado, á  no  ser  que  éste  se  halle  deteni- 
do por  otra  causa. 

Decretará,  si  há  lugar  á  ello,  una  in- 
demnización conveniente  en  favor  del 
acusado  puesto  en  libertad. 

La  Sala  de  acusación  fundará  el  auto 
por  el  cual  desestime  la  elevación  á  ple- 
nario. 

Art.  40.  Si  el  delito  no  fuese  de  la 
competencia  federal,  la  Sala  enviará  al 
acusado,  con  los  autos  sumariales,  ante 
el  Gobierno  cantonal  competente. 

Art.  41.  El  acusado  á  cuya  persecu- 
ción se  haya  opuesto  la  Sala  de  acusa- 
ción, no  podrá  ser  perseguido  nueva- 
mente por  el  mismo  hecho,  á  no  ser 
que  se  descubran  nuevos  indicios  con- 
tra éi. 

Se  considerarán  como  nuevos  indi- 
cios todos  los  hechos  comprobados  por 
medios  suficientes  que  no  hayan  sido 
sometidos  al  examen  de  la  Sala  de  acu- 
sación, y  de  tal  naturaleza,  que  sirvan, 


ya  para  corroborar  las  pruebas  que 
esta  Sala  haya  considerado  demasiado 
débiles,  ya  para  dar  al  proceso  un 
nuevo  giro,  con  el  fin  de  descubrir  la 
verdad. 

La  Sala  de  acusación,  á  propuesta 
del  Ministerio  público  federal,  y,  en 
su  caso,  después  de  haber  ordenado 
las  diligencias  complementarias,  deci- 
dirá, á  puertas  cerradas,  si  los  nuevos 
indicios  son  de  tal  naturaleza  que  mo- 
tiven la  continuación  del  sumario. 

La  Sala  de  acusación  no  necesita  fun- 
dar ampliamente  esta  decisión. 

Art.  42.  Las  providencias  de  la  Sala 
de  acusación  se  comunicarán  al  Minis- 
terio público  federal,  el  cual  dará  cono- 
cimiento de  ellas  al  acusado. 

TÍTULO  QUINTO 

DE    LOS    DEBATES    DEL     JUÍCIO 
(De  la  instrucción  principal) 

A . — Disposiciones  generales 

Art.  43.  El  tribunal  se  compondrá 
del  Presidente  y  otros  dos  jueces,  que 
reunidos  formarán  la  Sala  de  lo  crimi- 
nal (tribunal  de  derecho),  y  de  doce  ju- 
rados, con  sus  dos  suplentes,  que  forma- 
rán el  tribunal  de  hecho,  de  conformi- 
dad con  la  ley  sobre  organización  judi- 
cial federal. 

Art.  44.  Este  tribunal  se  constituirá 
en  el  distrito  judicial  federal  y  en  la  lo- 
calidad fijada  en  el  decreto  de  elevación 
á  plenario  y  de  remisión. 

Tendrá  lugar  en  la  época  fijada  por 
el  Presidente. 

Art.  45.  Podrá,  sin  embargo,  el  tri- 
bunal, á  petición  del  Ministerio  público 
federal  ó  del  acusado,  pero  siempre 
después  de  haber  oído  á  las  partes,  or- 
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denar,  si  para  ello  existieran  motivos 
graves,  que  se  aplace  la  vista  del  pro- 
ceso para  cualquier  otra  sesión,  la 
cual  tendrá  lugar  dentro  del  plazo  más 
breve  posible. 

Art.  46.  Si  á  consecuencia  de  recu- 
saciones ó  impedimentos  no  pudiera 
completarse  el  tribunal  de  derecho  por 
los  tres  jueces  ó  los  tres  suplentes  nom- 
brados por  el  Tribunal  federal,  el  juez 
ó  suplente  no  recusado,  que  sea  el  pri- 
mero por  orden  de  nombramiento,  lla- 
mará á  uno  ó  dos  jueces  ó  suplentes 
del  Tribunal  federal. 

En  este  caso  podrá  llamarse  á  un 
miembro  de  cualquiera  autoridad  judi- 
cial cantonal  en  calidad  de  suplente  ex- 
traordinario. 

Art.  47.  Las  funciones  del  Ministe- 
rio público  federal  y  del  escribano  cer- 
ca del  tribunal  están  determinadas  en 
la  ley  sobre  organización  judicial  fe- 
deral. 

El  Presidente  del  tribunal  designará 
los  hujieres  necesarios  y  el  personal 
de  servicio. 

Art.  48.  Las  sesiones  del  tribunal 
serán  públicas;  los  debates  orales. 

Los  jueces  de  la  Sala  de  lo  criminal 
deliberarán  y  votarán  en  sesión  pú- 
blica. 

B.  —Diligencias  preliminares 

Art.  49.  Luego  que  el  Presidente  del 
tribunal  de  derecho  haya  recibido  co- 
municación del  auto  de  la  elevación  á 
plenario,  así  como  de  las  piezas  men- 
cionadas en  el  art.  37,  preparará  la  cau- 
sa y  proveerá  á  todos  los  actos  prepa- 
ratorios de  los  debates  ante  el  tribunal. 

Depositará  en  la  secretaría  del  tribu- 
nal las  piezas  del  sumario  y  demás 
medios  de  prueba,  donde  las  partes  in- 


teresadas podrán  tomar  vista  de  ellas, 
sin  poder  sacarlas  de  allí. 

Se  requerirá  al  acusado  para  que  bus- 
que un  defensor,  y  se  informará  á  este 
último  de  la  elección  hecha  por  el  acu- 
sado. En  caso  necesario,  designará  el 
mismo  tribunal  el  defensor. 

Fijará  el  día  y  la  hora  de  la  apertura 
de  los  debates,  los  cuales  tendrán  lu- 
gar lo  más  pronto  posible. 

Estas  disposiciones  se  comunicarán 
al  Ministerio  público  federal,  al  acusa- 
do y  á  la  parte  civil,  si  la  hubiese;  se 
publicarán  en  el  periódico  federal,  así 
como  en  el  oficial  del  cantón  donde  ha- 
ya de  funcionar  el  tribunal. 

Procederá  á  la  recusación  de  los  ju- 
rados, de  conformidad  con  la  ley  de  or- 
ganización judicial  federal,  y  convoca- 
rá, para  el  día  de  los  debates,  los  doce 
jurados  que  hayan  de  formar  el  tribunal 
de  hecho,  así  como  los  dos  suplentes. 

Procederá  á  la  recusación  y  reempla- 
zo de  los  jueces  de  la  Sala  de  lo  crimi- 
nal, si  fuese  necesario,  y  los  convoca- 
rá parala  sesión  correspondiente. 

Citará  ante  el  tribunal  á  los  peritos 
que  hubiesen  funcionado  en  el  suma- 
rio; citará,  igualmente,  á  los  testigos  se- 
gún la  lista  que  el  Ministerio  público 
federal  y  el  acusado  hayan  presentado 
en  la  escribanía. 

El  acusado  ó  su  defensor  estarán  obli- 
gados á  indicar,  al  menos  sumariamen- 
te, los  puntos  sobre  los  cuales  deberán 
ser  oídos  sus  testigos. 

Si  á  pesar  de  esto  el  Presidente  esti- 
mase que  el  acusado  presenta  exce- 
sivo número  de  testigos,  ó  que  cual- 
quiera de  ellos  no  se  halla  en  estado 
de  llevar  bastante  luz  á  los  debates, 
no  citará  más  que  á  aquellos  cuya 
declaración  le  parezca  útil.  En  este  caso 
informará  de  ello  al  acusado,  y  éste  ci- 
tará ó    hará  citar  á  los  demás  testigos 
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por  el  Presidente,    previo  el  anticipo 
de  los  gastos,  ó  los  citará  él  mismo. 

El  Presidente  podrá  siempre  citar 
testigos  que  no  hayan  sido  designados 
por  las  partes  y  peritos  que  no  hayan 
sido  nombrados  por  el  juez  de  instruc- 
ción. 

Proveerá,  en  general,  á  todo  aque- 
llo que  tienda  á  esclarecer,  facilitar  y 
acelerar  los  debates. 

Art.  50.  El  Presidente  del  tribunal 
ejercerá  la  vigilancia  é  inspección  de  la 
prisión  en  la  cual  se  halle  el. acusado; 
tendrá  los  mismos  poderes  que  el  juez 
de  instrucción  tenía  durante  el  curso 
del  sumario. 

El  defensor  podrá  conferenciar  libre- 
mente en  la  prisión  con  el  acusado. 

El  Ministerio  público  federal  tendrá, 
en  lo  que  concierne  á  la  prisión,  los  de- 
rechos que  le  atribuye  el  art.  26. 

Art.  51.  El  local  del  tribunal  deberá 
estar  dispuesto  de  tal  manera  que  el 
Presidente  pueda  dominar  fácilmente 
la  concurrencia,  y  que  los  jurados  ten- 
gan á  la  vista  al  acusado  y  los  tes- 
tigos. 

C.—De  los  debates  ante  el  tribunal 

A.— -En  general 

Art.  52.  En  el  día  fijado  para  la  ce- 
lebración del  juicio,  se  constituirá  el 
tribunal  en  sesión  pública.  El  Presiden- 
te hará  conducir  allí  al  acusado  y  le 
preguntará  su  nombre,  apellidos  y  so- 
brenombres ó  apodos,  si  los  tuviere,  su 
edad,  estado,  profesión,  lugar  del  naci- 
miento y  domicilio. 

Art.  53.  El  Presidente  procederá  en 
seguida  á  llamar  por  sus  nombres  á  los 
doce  individuos  que  han  de  formar  el 
Jurado  y  á  los  suplentes.  Los  jurados 
se  colocarán,  por  orden  alfabético,  en 


asientos  separados  de  los  del  Ministe- 
rio fiscal,  de  los  testigos  y  del  público. 
Art.  54.  La  Sala  de  lo  criminal  pro- 
cederá contra  todo  jurado  que  haya 
faltado  á  su  deber,  ya  por  no  encontrar- 
se en  su  puesto  en  el  día  y  hora  señala- 
dos en  la  citación,  ya  mientras  dure  la 
sesión;  sino  existiesen  motivos  justos 
de  excusa,  le  impondrá  el  correctivo 
previsto  en  los  artículos  189y  siguientes. 
Art.  55.  Si  solamente  se  presenta- 
sen once  ó  diez  jurados,  ó  prestasen  ju- 
ramento, y  el  Ministerio  público  y  el 
acusado  se  conformasen  con  este  nú- 
mero, se  seguirá  adelante. 

Si  el  número  de  jurados  presentes 
fuese  menor  de  diez,  ó  si  el  Ministerio 
público  ó  el  acusado  exigiesen  la  pre- 
sencia de  los  doce,  no  incluyendo  los 
suplentes,  el  Presidente  completará  el 
número  de  doce  formando  un  suple- 
mento de  lista  en  triple  número  del  de 
los  jurados  que  hayan  faltado,  y  que  to- 
mará de  la  de  los  jurados  del  distrito 
donde  se  constituya  el  tribunal.  El  Mi- 
nisterio público  y  el  acusado  podrán  re- 
cusar cada  cual  la  tercera  parte  de  los 
que  figuren  en  la  lista  complementaria. 
Art.  56.  El  Presidente  leerá  á  los  ju- 
rados la  siguiente  fórmula  de  jura- 
mento: 

«¿Juráis  ante  Dios  y  ante  los  hombres 
examinar  con  lamas  escrupulosa  aten- 
ción los  cargos  producidos  contra  el 
acusado;  no  dejaros  guiar  en  vuestras 
funciones  por  el  interés,  debilidad,  te- 
mor, esperanza,  cariño  ú  odio;  no  ha- 
cer traición  á  los  intereses  de  la  socie- 
dad ni  álos  del  acusado;  decidir  única- 
mente en  los  debates  con  arreglo  á 
vuestra  conciencia  y  convicción,  con  la 
firmeza  é  imparcialidad  propias  de  un 
hombre  libre  y  honrado;  no  tener  con- 
versación con  nadie,  ano  ser  con  los  de- 
más jurados,  respecto  al  proceso,  has- 
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ta  después  de  pronunciar  el  veredicto; 
por  último,  guardar  el  secreto  referente 
al  voto  de  los  jurados?» 

Los  jurados  y  suplentes  llamados  in- 
dividualmente por  el  Presidente,  con- 
testarán alzándola  mano: 

«Lo  juro.» 

Si  cualquiera  de  los  jurados  pertene- 
ciese á  una  creencia  religiosa  que  prohi- 
ba el  juramento,  responderá: 

«Lo  prometo.» 

Durante  el  juramento,  los  jueces,  ju- 
rados y  asistentes  al  acto,  se  pondrán 
en  pie. 

Art.  57.  Si  un  jurado  rehusase  pres- 
tar el  juramento  ó  la  promesa  indica- 
da, el  Presidente  lo  sustituirá  por 
otro,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el 
articulo  55. 

La  Sala  de  lo  criminal  castigará,  ade- 
más, á  dicho  jurado  como  en  el  caso 
del  art.  54. 

Art.  58.  Después  que  todos  los  jura- 
dos hayan  prestado  juramento,  proce- 
derán, por  elección  y  por  mayoría  de 
votos,  al  nombramiento  de  su  Presi- 
dente. En  caso  de  empate,  decidirá  la 
suerte.  El  Presidente  de  la  Sala  hará  el 
escrutinio  de  las  papeletas. 

Art.  59.  Luego  que  se  haya  nombra- 
do el  Presidente  del  Jurado,  declarará 
el  de  la  Sala  abiertos  los  debates. 

Art.  60.  El  Secretario  leerá  en  pri- 
mer lugar  el  acta  de  acusación. 

Art  61.  Las  cuestiones  prejudicia- 
les, dado  caso  que  existan,  se  tratarán 
antes  que  la  cuestión  principal  y  se  de- 
cidirán por  un  solo  decreto.  La  Sala  de 
lo  criminal  resolverá  los  incidentes  que 
surjan  durante  el  curso  de  los  debates, 
después  de  haber  oido  al  Ministerio  pú- 
blico y  al  acusado. 

Art.  62.  Una  vez  comenzados  los  de- 
bates continuarán  sin  interrupción,  á 
no  ser  que  la  ley  disponga  lo  contrario. 


Sin  embargo,  podrá  el  Presidente 
suspender  por  breves  momentos  los 
debates,  si  lo  juzgare  necesario  por 
causa  de  la  fatiga  de  los  jueces,  jura- 
dos, Ministerio  público,  testigos,  acu- 
sados ó  sus  defensores. 

Art.  63.  El  Presidente  del  tribunal 
ejercerá  la  policía  de  la  audiencia  y 
dispondrá  para  este  efecto  de  la  fuerza 
necesaria. 

Art.  64.  La  Sala  de  lo  criminal  po- 
drá expulsar  de  la  audiencia  á  todos 
aquéllos  que  pronuncien  palabras  in- 
convenientes ó  causen  desorden  de 
cualquier  manera,  y,  según  la  gravedad 
del  caso,  aplicarles  una  pena  que  no 
podrá  exceder  de  100  francos  de  multa 
ó  veinte  días  de  prisión. 

Si  los  desórdenes  degenerasen  en  de- 
litos más  graves,  el  Presidente  hará 
levantar  acta  y  arrestar  al  culpable,  y 
enviará  el  acta,  según  las  circunstan- 
cias, ó  al  Ministerio  público,  á  ñn  de 
que  abra  una  información,  ó  ala  auto- 
ridad cantonal  competente. 

Art.  65.  Si  el  acusado,  con  su  con- 
ducta, hiciere  imposibles  los  debates  en 
su  presencia,  la  Sala  de  lo  criminal  po- 
drá, por  sí  ó  á  petición  del  Ministerio 
público,  ordenar  que  se  retire  al  acu- 
sado y  que  los  debates  continúen  en  su 
ausencia. 

El  defensor  continuará  tomando  par- 
te en  los  debates. 

Esta  disposición  podrá  adoptarse  en 
cualquier  momento. 

Art.  66.  El  Presidente  del  Tribunal 
dirigirá  los  debates. 

Estará  investido  de  la  autoridad  ne- 
cesaria para  adoptar  todas  las  disposi- 
ciones que  crea  útiles  para  el  descu- 
brimiento de  la  verdad. 

Podrá,  durante  el  curso  de  los  deba- 
tes, citar  é  interrogar  á  todas  las  per- 
sonas ó  reunir  todos   los  medios  de 
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prueba  que  le  parezcan  utilizables  para 
contribuir  al  esclarecimiento  de  la  cau- 
sa. Podrá  con  eBte  objeto  dirigir  cita- 
ciones, decretar  mandamientos  de 
arresto  y  ordenar  las  visitas  domicilia- 
rias que  estime  necesarias.  Deberá 
descartar  todo  aquello  que  pueda  pro- 
longar los  debates  sin  esperanza  de 
mejor  resultado. 

B.  —Examen  de  los  testigos  y  del  licuando 

Art.  67.  Los  testigos  estarán  en  la 
habitación  que  se  les  designe,  y  sólo 
podrán  salir  de  ella  para  prestar  su  de- 
claración. 

El  Presidente  podrá  adoptar  las  me- 
didas de  precaución  necesarias  para 
impedir  que  los  testigos  se  concierten 
en  loque  se  refiere  at  delito  y  al  acu- 
sado antes  de  prestar  su  declaración. 

Art.  68.  El  Presidente  preguntará  á 
los  testigos,  antes  que  sean  interroga- 
dos, sus  nombres  y  apellidos,  edad,  es- 
tado, profesión,  lugar  de  nacimiento  y 
domicilio;  si  conocían  al  acusado  antes 
de  cometer  el  delito  mencionado  en  el 
acta  de  acusación,  sí  son  parientes  ó 
añnes,  y,  por  último,  en  qué  relaciones 
se  encuentran  con  él. 

Art.  69.  El  Presidente  exhortará  á 
los  testigos  á  decir  verdad  y  les  adver- 
tirá que  puede  llegar  el  caso  de  con- 
firmar  por   juramento    sus    declara- 

Los  testigos  declararán  verbalmente. 

Art.  70.  El  Ministerio  público  fede- 
ral interrogará  á  los  testigos  que  haya 
designado  y  por  el  orden  que  juzgue 
conveniente.  Después  de  cada  interro- 
gatorio, el  defensor  tendrá  derecho  de 
dirigir  preguntas  á  los  testigos  en  in- 
terés de  la  defensa. 

Art.  71.  El  defensor,  y  en  su  caso 
el  mismo  acusado,  interrogará  en  se- 


guida á  los  testigos  que  baya  desig- 
nado. 

El  Ministerio  público  tendrá  por  su 
parte  el  derecho  de  completar  estos  in- 
terrogatorios. 

Art.  72.  El  Presidente  vigilará  el  in- 
terrogatorio de  los  testigos  y  los  prote- 
gerá contra  toda  pregunta  inconve- 
niente ó  capciosa.  Tendré,  derecho,  por 
propia  iniciativa  ó  á  petición  de  un 
juez  ó  jurado,  á  dirigir  preguntas  á  los 
testigos,  ya  durante,  ya  después  del  in- 
terrogatorio. Los  jueces,  asi  como  los 
jurados,  podrán  dirigir  á  todo  testigo, 
cuya  declaración  esté  completamente 
terminada,  las  preguntas  que  juzguen 
convenientes. 

Art.  73.  El  Presidente  cuidará  de 
que  nadie  Influya  sobre  los  testigos  al 
prestar  su  declaración,  por  señas  ni  de 
ninguna  otra  manera. 

Art.  74.  Después  de  cada  declara- 
ción, el  Presidente,  si  lo  pidiese  un 
juez,  un  jurado  ó  una  de  las  partes, 
hará  prestar  juramento  al  testigo  con 
arreglo  á  la  fórmula  siguiente: 

«¿Juráis  haber  respondido  con  verdad 
á  todas  las  preguntas  que  como  testigo 
se  os  han  dirigido,  y  no  haber  ocultado 
cosa  alguna?  Si  asi  lo  hiciereis  que 
Dios  os  ayude.» 

Después  de  haber  leído  esta  fórmula 
el  Presidente,  el  testigo,  puesto  en  pie, 
y  con  la  mano  levantada,  responderá; 

«Lo  juro.» 

Si  el  testigo  perteneciese  á  una  creen- 
cia religiosa  que  prohiba  el  juramento, 
responderá: 

«Lo  prometo. b 

Art.  75.  No  podrán  ser  obligados  A 
declarar: 

a)  Los  ascendientes  ó  descendientes 
legítimos,  adoptivos  ó  naturales  del 
acusado,  sus  hermanos  y  hermanas  y 
afines  en  el  mismo  grados 
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6)  El  marido  ó  la  mujer,  aun  cuan- 
do estén  separados  legalmente  ó  divor- 
ciados; 

c)  Los  eclesiásticos,  por  aquello  que 
les  haya  sido  confiado  bajo  el  secreto 
de  confesión  ó  en  su  calidad  de  minis- 
tros de  la  religión; 

d)  Los  hombres  de  negocios,  los 
médicos,  cirujanos,  etc.,  por  lo  que  se 
les  haya  confiado  en  el  ejercicio  de  su 
profesión. 

Art.  76.  No  prestarán  juramento  las 
personas  indicadas  en  el  artículo  ante- 
rior, ni  tampoco: 

a)  Las  que  todavía  no  hayan  cum- 
plido la  edad  de  dieciséis  años; 

b)  Las  que  hayan  sido  privadas  de 
sus  derechos  civiles  en  virtud  de  sen- 
tencia penal. 

Art.  77.  Todo  testigo  que  se  niegue 
á  declarar,  á  prestar  juramento  ó  á 
afirmar  que  ha  dicho  la  verdad,  será 
condenado  por  la  Sala  de  lo  criminal  á 
una  multa  de  50  á  500  francos  ó  á  pri- 
sión de  diez  á  cien  días. 

Art.  78.  No  podrán  asistir  á  los  de- 
bates aquellos  testigos  que  todavía  no 
hayan  declarado. 

Art.  79.  Podrán  ser  careados  aque- 
llos testigos  cuyas  declaraciones  hayan 
sido  contradictorias. 

Art.  80.  La  Sala  de  lo  criminal  po- 
drá autorizar  á  los  testigos  á  que 
abandonen  la  audiencia  antes  de  la 
conclusión  de  ios  debates. 

Art.  81.  Luego  que  se  hayan  presta- 
do todas  las  declaraciones,  el  acusa- 
do podrá  pedir  que  los  testigos  que  de- 
signe nomina] mente  se  retiren  de  la 
sala  de  audiencia  y  que  cualquiera  de 
ellos  sea  introducido  para  ser  nueva- 
mente interrogado,  ya  aisladamente,  ya 
en  presencia  de  los  demás  testigos. 
Tendrán  la  misma  facultad  los  jueces, 
los  jurados  y  el  Ministerio  público. 


Art.  82.  Cuando  existan  indicios  gra- 
ves de  que  un  testigo  haya  declarado 
en  falso,  la  Sala  de  lo  criminal  (tri- 
bunal de  derecho)  podrá,  á  petición  de 
parte  ó  de  oficio,  arrestar  inmediata- 
mente al  testigo  y  someterlo  á  la  au- 
toridad competente  con  los  autos  y  el 
acta  que  se  levante. 

Art.  83.  Los  peritos  cuyos  dictáme- 
nes escritos  ó  declaraciones  consigna- 
das en  el  acta  se  encuentren  en  los  au- 
tos ó  que  deban  ser  oídos  ante  el  tribu- 
nal, serán  citados  y  retribuidos  como 
los  testigos. 

Art.  84.  El  Ministerio  público  inte- 
rrogará al  acusado.  Las  disposiciones 
del  art.  72  serán  también  aplicables  á 
este  interrogatorio  y  declaración. 

Art.  85.  Si  el  acusado  rehusase  res- 
ponder á  todas  ó  á  algunas  de  las  pre- 
guntas, no  deberá  ejercerse,  violencia 
contra  él  y  continuarán  los  deba- 
tes. 

El  Presidente  hará  observar  al  acu- 
sado que  su  denegación  podrá  ser  in- 
terpretada en  contra  suya. 

Art.  86.  Podrán  dirigirse  todavía, 
después  del  interrogatorio  del  acusado, 
nuevas  preguntas  á  los  testigos. 

Art.  87.    Los  objetos  que  se  hayan 
unido  á  los  autos  como  indicios  ó  co- 
mo instrumentos  del  delito,  estarán  á 
la  vista  mientras  duren  los  debates . 

Art.  88.  No  podrán  ser  leídas  ni  co- 
municadas á  los  jurados  las  piezas  del 
sumario. 

Se  admitirán,  sin  embargo,  las  si- 
guientes excepciones: 

a)  Cuando  un  testigo  ó  un  perito 
esté  imposibilitado  para  comparecer 
ante  el  tribunal,  podrá  darse  lectura  de 
ladeclaración  ó  del  informe  que  se  haya 
prestado  en  el  sumario; 

b)  Estará  permitido  presentar  al  acu- 
sado las  declaraciones  que  haya  pres- 
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tado  en  el  sumario  y  pedirle  su  aclara- 
ción. 


C— Clausura  de  los  debates  y  redacción  de  pre- 
guntas 

Art.  89.  Terminado  el  interrogatorio 
de  los  testigos  y  del  acusado,  el  Minis- 
terio público  formulará  la  acusación. 
El  defensor  hará  en  seguida  uso  de  la 
palabra,  y  después  el  Presidente  pre- 
guntará al  acusado  si  tiene  algo  que 
añadir  en  su  defensa. 

El  Ministerio  público  tendrá  el  dere- 
cho de  replicar  y  el  defensor  el  de  res- 
ponder á  la  réplica. 

Art.  90.  El  Presidente  preguntará, 
por  último,  al  acusado  si  tiene  que  aña- 
dir algo  en  su  defensa.  Después  de  la 
contestación  del  acusado,  el  Presidente 
decretará  la  clausura  de  los  debates. 

Art.  91.  El  Ministerio  público  y  el 
defensor  estarán  obligados,  cuando 
crean  notar  cualquier  vicio  en  el  proce- 
dimiento, vicio  de  tal  naturaleza  que 
pueda  motivar  la  acusación,  á  llamar 
sobre  este  punto  la  atención  del  Presi- 
dente, y  éste  adoptará,  con  tal  objeto, 
las  disposiciones  necesarias,  ó  hará  re. 
caer  sobre  ello  una  decisión  del  tri- 
bunal. 

Art.  92.  El  Presidente  hará  presente 
á  los  jurados  la  misión  que  tienen  que 
cumplir,  y  formulará,  de  conformidad 
con  los  artículos  siguientes,  las  pre- 
guntas á  las  cuales  deberá  responder 
el  Jurado. 

Art.  93.  Las  preguntas  deberán  abar- 
car todos  los  hechos  comprendidos  en 
el  acta  de  acusación.  Estarán  hechas 
de  tal  modo  que  no  tengan  más  res- 
puesta que  la  de  sí  6  nó. 

Art  94.  Cuando  haya  varios  acusa- 
dos, las  preguntas  se  harán  separada- 


mente para  cada  uno  de  ellos;  si  fueren 
varios  los  delitos  que  se  imputaren  al 
acusado,  las  preguntas  relativas  á  los 
diferentes  fundamentos  de  la  acusación 
deberán  ser  distintas. 

Art.  95.  El  acto  ó  la  omisión  que  sea 
objeto  de  la  acusación,  la  calidad  del 
acusado,  la  intención  y  las  demás  cir- 
cunstancias que  acompañen  al  acto,  y 
sin  las  cuales  no  reuniría  los  caracte- 
res de  delito,  deberán  ser  objeto  de  una 
sola  pregunta. 

Art.  96.  Toda  circunstancia  que  no 
tenga  más  consecuencia  que  la  de  de- 
terminar la  existencia  de  una  especie 
particular  de  delito,  ó  que  traiga  con- 
sigo un  grado  máximo  ó  mínimo  dife- 
rente, ó  cualquier  otra  pena,  deberá 
ser  objeto  de  una  pregunta  particular. 

Sólo  habrá  lugar  á  responder  á  la 
pregunta  cuando  la  culpabilidad  haya 
sido  reconocida  por  el  hecho  principal. 

Art.  97.  Si  el  acusado  fuere  menor 
de  dieciséis  años,  se  deberá  hacer  la 
pregunta  de  si 

«¿Ha  obrado  con  discernimiento?» 

Art.  98.  El  Jurado  no  estará  llama- 
do á  responder  sobre  la  existencia  de 
circunstancias  que  sólo  puedan  ejer- 
cer influencia  con  respecto  á  la  ca- 
lidad de  la  pena  dentro  de  los  límites 
fijados  por  la  ley  (circunstancias  gene- 
rales, atenuantes  ó  agravantes),  ó  so- 
bre la  pregunta  de  si  la  infracción  atri- 
buida al  acusado  es  particularmente 
leve  ó  grave,  aunque  en  este  último 
caso  la  respuesta  autorizará  al  juez  á 
traspasar  el  máximum  de  la  pena  ó  á 
descender  del  mínimum.  Esta  aprecia- 
ción pertenecerá  exclusivamente  al 
juez, 

Art.  99.  La  acusación  subsidiaria 
(art.  35)  será  objeto  de  preguntas  sub- 
sidiarias, á  las  cuales  nada  contestará 
más  que  cuando  el  acusado  sea  decía- 
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rado  no  culpable  en  cuanto  á  la  acusa- 
ción prineipal. 

Art.  100.  Cuando  resulte  de  los  de- 
bates que  el  acusado  ha  cometido  un  de- 
lito por  el  cual  no  ha  sido  perseguido 
en  el  acta  de  acusación,  el  Ministerio 
público  deberá  formular,  si  há  lugar  á 
ello,  una  nueva  acta  de  acusación  y  un 
nuevo  sumario. 

A  petición  del  Ministerio  público  ó 
del  defensor,  el  tribunal  de  derecho  con 
cederá  el  plazo  necesario  á  fin  de  pre- 
parar los  debates  relativos  á  esta  nue- 
va acusación. 

Art.  101.  Si  el  defensor  sostuviese 
que  el  hecho  objeto  de  la  acusación 
no  es  punible,  por  haberlo  cometido  el 
acusado  sin  discernimiento  ó  en  defen- 
sa propia,  ó  que  este  hecho  debe  ser 
considerado  bajo  un  concepto  distinto, 
deberá  hacer  ai  Jurado  una  pregunta 
particular  sobre  este  punto. 

Art.  102.  El  Presidente  redactará  por 
escrito  las  preguntas  y  dará  lectura  de 
ellas.  El  Ministerio  público  y  el  acusa- 
do ó  su  defensor  podrán  hacer  obser- 
vaciones sobre  la  redacción  de  las  pre- 
guntas. En  caso  de  contienda  decidirá 
la  Sala  de  lo  crimin  al . 

D.— Del  veredicto  del  Jurado 

Art.  103.  El  Presidente  remitirá  al 
jefe  del  Jurado  las  preguntas  escritas, 
sin  ninguna  otra  pieza  del  proceso.  Los 
jurados  se  retirarán  entonces  á  otra  sa- 
la para  deliberar.  El  Presidente  del  Ju- 
rado deberá  ante  todo  dar  lectura  de  la 
siguiente  instrucción: 

«La ley  no  pide  cuenta  á  los  jurados 
de  los  motivos  de  su  convicción.  No 
les  prescribe  reglas  de  las  cuales  de- 
ban hacer  depender  la  plenitud  y  su- 
ficiencia de  una  prueba.  La  ley  no  les 
dice  de  ningún  modo:  Tendréis  per  ver- 


dadero todo  hecho  certificado  por  tal  nú- 
mero de  testigos-,  la  ley  no  les  dice  tam- 
poco: Tendréis  por  verdadero  aquello 
que  esté  establecido  por  tal  acta,  por  ta- 
les piezas  ó  por  tantos  testigos,  ó  por 
tantos  indicios.  La  ley  les  prescribe 
únicamente  interrogar  su  conciencia  y 
formar  en  silencio  y  en  el  recogimien- 
to la  opinión  sobre  ellos  y  las  pruebas 
aducidas  en  pro  ó  en  contra  del  acusa- 
do. La  ley  no  les  hace  más  que  esta  so- 
la pregunta  que  lo  comprende  todo: 
¿Cuál  es  vuestra  intima  convicción?» 

Art.  104.  Los  jurados  no  deberán 
abandonar  la  sala  de  deliberación  an- 
tes de  haber  votado  y  formulado  el  ve- 
redicto. 

El  Presidente  del  tribunal  cuidará  de 
que  los  jurados  no  se  comuniquen  con 
nadie  durante  la  deliberación  sin  per- 
miso suyo  por  escrito,  y  mandará  que 
se  guarden  las  puertas  de  la  sala  de 
los  jurados. 

La  Sala  de  lo  criminal  podrá  casti- 
gar al  jurado  que  contravenga  á  es- 
tas disposiciones,  con  una  multa  de  50 
francos  á  lo  sumo. 

Art.  105.  El  Presidente  del  Jurado 
dará  lectura  de  las  preguntas  escritas; 
hará  deliberar  y  votar  á  los  jurados  su- 
cesivamente sobre  cada  una  de  ellas  y 
por  el  orden  en  que  hayan  sido  colo- 
cadas. 

Art.  106.  Si  el  jurado  estimase  tener 
necesidad  de  una  explicación  ó  noticia 
sobre  una  pregunta  que  no  le  parezca 
clara,  volverá  á  entrar  en  la  sala  de  au- 
diencia; el  Presidente  dará  las  expli- 
caciones y  podrá,  si  há  lugar,  formular 
nuevas  preguntas. 

Art.  107.  El  Jurado  estará  completo 
para  tomar  una  determinación,  cual- 
quiera que  sea  el  número  de  jurados,  y 
éstos  deberán  haber  asistido  sin  inte- 
rrupción á  los  debates. 
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Art.  108.  Toda  declaración  del  Jura- 
do deberá  ser  aprobada  por  mayoría  de 
votos. 

Cuando  haya  doce  jurados,  la  mayo- 
ría necesaria  será  de  diez  votos;  cuan- 
do haya  menos  de  doce  jurados,  será 
igual  al  número  de  jurados  presentes 
menos  dos. 

Art.  109.  Terminada  la  deliberación 
volverán  los  jurados  á  la  sala  de  sesio- 
nes y  ocuparán  sus  respectivos  puestos- 

Art.  110.  Volverá  á  ser  introducido 
el  acusado,  y  el  Presidente  pedirá  á  los 
jurados  el  resultado  de  su  deliberación. 

Art.  111.  El  Presidente  del  Jurado  se 
pondrá  en  pie  y  dará  lectura  del  vere- 
dicto en  los  términos  siguientes: 

•  La  opinión  del  Jurado  respecto  á  la 
primera  pregunta  (dará  lectura  de  ella) 
es  si  ó  nú,  ele. 

«Respecto  á  la  segunda  pregunta  (da- 
rá igualmente  lectura  de  ella.)  es  sí  ó  nó, 
etcétera.» 

Art.  112.  E!  veredicto  será  firmado 
por  el  Presidente  del  Jurado,  quien  lo 
entregará  al  Presidente  en  presencia 
de  los  jueces,  jurados,  representantes 
del  Ministerio  público  federal  y  del  acu- 
sado. 

Art.  113.  Si  las  respuestas  del  Jura- 
do no  fuesen  bastante  claras  para  que 
pueda  inferirse  con  precisión  la  exis- 
tencia de  los  hechos  que  deban  motivar 
la  aplicación  de  la  ley  penal,  la  Sala  de 
lo  criminal  podrá,  á  propuesta  de  las 
parles  principales,  ó  de  oficio,  someter 
oirá  vez  las  preguntas  á  los  jurados, 
los  cuales  entrarán  de  nuevo  en  la  sala 
de  deliberación,  después  de  haber  reci- 
bido nuevas  explicaciones  del  Presi- 
dente. 


Art.  114.    Cuando  haya  recaído  so- 
bre el  acusado  veredicto  de  inculpabili- 


dad, el  Presidente  de  la  Sala  de  lo  cri- 
minal lo  absolverá  y  ordenará  la  liber- 
tad de  aquél,  á  no  ser  que  esté  detenida 
por  otra  causa. 

Art.  115.  Cuando  haya  recaldo  ve- 
redicto de  culpabilidad,  el  Ministerio 
público  federal  pedirá  la  aplicación  de 
la  ley  y  dará,  si  á  ello  hubiese  lugar. 
sus  conclusiones  sobre  daños  y  perjui- 
cios, con  cuyo  motivo  podrá  hacer  tam 
bien  uso  de  la  palabra  la  parte  lesio- 
nada. 

Art.  116.  El  acusado  y  su  defensor 
no  podrán  sostener  que  el  hecho  es 
falso,  sino  solamente  que  el  delito  no 
está  calificado  por  la  ley,  ó  que  no 
debe  ser  aplicada  la  pena  solicitada  por 
el  Ministerio  público. 

Art.  117.  El  acusado  será  absuelto, 
si  el  hecho  por  el  cual  ha  sido  decía 
rado  culpable  no  estuviese  penado  por 
ley  alguna. 

En  caso  contrario,  la  Sala  de  lo  cri- 
minal (tribunal  de  derecho)  impondrá 
la  pena  establecida  por  la  ley  y  decidirá 
sobre  los  daños  y  perjuicios,  costas  y 
demás  accesorios. 

Art.  118.  El  tribunal  no  se  someten. 
¿las conclusiones  del  Ministerio  públi- 
co; impondrá  la  pena  dentro  de  los  li- 
mites de  la  ley,  después  de  apreciar 
exactamente  el  hecho  en  general  y  las 
circunstancias  atenuantes  ó  agravan- 
tes on  particular. 

Art.  1 19.  Si  no  existiesen  causas  su- 
ficientes para  decidir  respecto  á  los  da- 
ños y  perjuicios,  ó  si  el  Ministerio  pú- 
blico ó  la  parte  lesionada  han  reser- 
vado su  acción  para  ante  el  tribunal 
civil,  se  someterá  á  éste  la  cuestión. 

Art.  120.  La  condenación  á  una  pe- 
na implica  siempre  la  condena  á  los 
gastos  del  proceso  y  la  detención  pre- 
ventiva. 

Art.  121.    El  acusado  que  haya  sido 
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absuelto  no  podrá  ser  condenado  al  pa- 
go de  las  costas  siempre  que  no  las  ha- 
ya ocasionado  voluntariamente  por  un 
hecho  propio. 

Art.  122.  La  absolución  no  entraña- 
rá necesariamente  el  pago  de  daños  y 
perjuicios.  El  tribunal  podrá,  sin  em- 
bargo, conceder  al  acusado  una  indem- 
nización por  sus  desembolsos  y  demás 
daños,  sobre  todo  en  el  caso  en  que 
durante  el  sumario  y  los  debates  no 
haya  ocasionado  gastos  inútiles. 

Art.  123.  Para  que  recaiga  senten- 
cia, es  necesario  que  la  Sala  de  lo  cri- 
minal esté  completa  y  que  todos  los 
jueces  hayan  asistido  sin  interrupción 
á  los  debates  y  al  pronunciamiento  del 
veredicto  del  Jurado. 

Art.  124.  La  sentencia  se  dictará  por 
mayoría  de  votos. 

Art.  125.  El  Secretario  redactará  la 
sentencia  bajo  la  dirección  del  Presi- 
dente. Si  hubiese  condena  deberá  con- 
tener: 

a)    La  fecha; 

6)  La  indicación  del  distrito  y  del  lu- 
gar en  que  se  ha  constituido  el  tri- 
bunal; 

c)  La  nota  del  auto  de  elevación  á 

plenario  y  del  envío  del  proceso; 

d)  Los  nombres  del  Presidente  y  jue- 
ces ó  suplentes  que  hayan  constituido 
la  Sala  de  lo  criminal; 

e)  El  nombre  del  funcionario  que 
haya  desempeñado  las  funciones  del 
Ministerio  público; 

f)  Los  nombres,  apellidos  y  apodos, 
si  los  tiene,  edad,  estado,  profesión, 
pueblo  de  naturaleza  y  domicilio  del 
acusado; 

g)  El  nombre  del  defensor; 

h)  La  indicación  del  delito  por  que 
se  persigue  al  acusado; 

i)  La  designación  de  la  parte  lesio- 
nada y  su  abogado; 


k)    Las  preguntas  hechas  al  Jurado; 

l)    Las  respuestas  del  mismo; 

m)  Las  conclusiones  del  Ministerio 
público,  del  acusado  ó  su  defensor  y 
de  la  parte  lesionada; 

n)  El  texto  de  la  ley  «en  el  ouabse 
funda  la  sentencia; 

o)    Los  fundamentos  de  derecho; 

p)  La  parte  propiamente  dispositiva 
sobre  la  pena,  la  resolución  sobre  las 
costas,  daños  y  perjuicios  y  demás  in- 
demnizaciones civiles; 

q)  La  indicación  del  cantón  y  lugar 
donde  deba  ejecutarse  la  sentencia; 

r)  La  declaración  de  que  el  Jurado 
se  componía  del  número  que  marca  la 
ley; 

8)  El  número  de  votos  por  el  cual  se 
ha  dictado  la  sentencia  de  la  Sala  de  lo 
criminal. 

Art.  126.  Si  la  sentencia  fuese  abso- 
lutoria, comprenderá  los  puntos  indi- 
cados en  el  artículo  anterior  en  las  le- 
tras a  á  l  inclusive  y  en  la  letra  r,  y 
además  las  indicaciones  siguientes: 

a)  La  absolución  del  acusado; 

b)  La  parte  dispositiva  que  contiene 
la  declaración  relativa  á  las  costas,  da- 
ños y  perjuicios  é  indemnizaciones  ci- 
viles; 

e)  La  declaración  de  que  el  acusado 
ha  sido  puesto  en  libertad,  si  ésta  ha 
tenido  efecto,  ó  que  continúa  detenido 
por  otra  causa. 

Art.  127.  Inmediatamente  después 
de  pronunciada  la  sentencia,  el  Presi- 
dente, en  sesión  pública,  dará  lectura 
de  ella  al  acusado,  en  presencia  del 
Ministerio  público  y  del  defensor,  é  in- 
dicará á  las  partes  que  pueden  inter- 
poner el  recurso  de  casación  dentro  del 
término  de  diez  días. 
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F.— Del  acta 

Art.  128.  El  Secretario  redactará  un 
acta  sumaria  de  las  sesiones  con  obje- 
to áe  «probar  «1  cumplimiento  de  las 
formalidades  prescritas  por  la  ley. 

El  acta  mencionará  todas  las  diligen- 
cias y  deliberaciones  importantes. 

Contendrá  el  texto  íntegro  de  la  sen- 
tencia. 

Indicará,  además,  algunos  puntos  es- 
peciales, tales  como  los  nombres  de  los 
jurados  y  sus  suplentes,  los  nombres 
y  apellidos,  edad,  estado,  profesión, 
pueblo  de  naturaleza  y  domicilio  de  los 
testigos  y  peritos,  los  documentos  pre- 
sentados y  objetos  depositados. 

Art.  129.  El  acta  no  mencionará  las 
respuestas  del  acusado  ni  las  declara- 
ciones de  los  testigos. 

Sin  embargo,  si  un  testigo  fuese  acu- 
sado de  falso  testimonio  (art.  82),  se  le- 
vantará acta  del  hecho  y  de  las  circuns- 
tancias que  con  él  se  relacionen. 

TÍTULO  SEXTO 

DE  LA  REBELDÍA 

Art.  130.  Si  el  acusado  ó  individuo 
sospechoso  se  hubiese  fugado  ó  no  se 
encontrase  en  el  distrito  del  tribunal, 
se  harán  las  diligencias  necesarias 
para  que  sea  habido,  y  el  sumario  con- 
tinuará como  si  estuviera  presente. 

En  atención  á  la  ausencia  del  acusa- 
do, los  interrogatorios  de  los  testigos, 
en  caso  de  rebeldía,  serán  consigna- 
das íntegramente  por  escrito,  y  en  ge- 
neral los  autos  serán  lo  más  completos 
posible. 

Art.  131.  Terminado  el  sumario,  la 
Sala  de  lo  criminal  dictará,  á  instan- 
cia del  Ministerio  público  federal,  un 


auto  de  elevación  á  plenario  contra  el 
acusado,  citándolo  para^comparecer 
en  término  fijo;  esta  citación  se  inser- 
tará en  los  periódicos  públicos. 

Art.  132.  Si  el  acusado  fuese  habido 
ó  se  presentase,  será  .conducido  en  la 
forma  ordinaria  ante  el  tribunal. 

Art.  133.  Si  el  acusado  no  se  presen- 
tase, la  Sala  de  lo  criminal  sentenciará 
sin  el  concurso  de  los  jurados,  con  arre- 
glo á  los  datos  del  sumario.  Declarará 
al  acusado  culpable  y  pronunciará  un 
veredicto  condenatorio,  ú  ordenará  la 
suspensión  de  todo  procedimiento  y  el 
depósito  provisional  de  los  autos  en  los 
archivos. 

La  suspensión  se  ordenará  cuando 
el  tribunal  no  encuentre  causas  sufi- 
cientes para  condenar  al  acusado  re- 
belde. 

Art.  134.  La  sentencia  en  rebeldía 
se  insertará  en  los  periódicos  públicos 
y  será  ejecutada  en  cuanto  sea  posible. 

Si  el  condenado  fuese  habido  ó  se 
presentare  espontáneamente,  la  sen- 
tencia en  rebeldía  será,  á  petición  su- 
ya, devuelta  por  la  Sala  de  lo  criminal 
y  se  procederá  contra  aquél  en  la  for- 
ma ordinaria. 

TÍTULO    SÉPTIMO 

DÉLA   CASACIÓN 

Art.  135.  Sólo  habrá  lugar  á  la  ca- 
sación de  las  sentencias  de  la  Sala  de 
lo  criminal  cuando  se  hayan  infringido 
las  formas  esenciales  del  juicio. 

El  recurso  de  casación  sólo  podrá  te- 
ner lugar  después  de  la  sentencia  del 
tribunal  y  será  tramitado  por  las  vías 
ordinarias. 

Si  por  acuerdo  de  la  Sala  se  manifes- 
tase que  no  há  lugar  á  la  acusación,  el 
Ministerio  público  deberá,  en  el  térmi- 
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no  de  diez  días,  presentar  por  escrito 
su  recurso  de  casación  al  Secretario  de 
la  Sala  de  lo  criminal.  Este,  en  el  tér- 
mino de  tres  días,  remitirá  al  Presiden- 
te del  Tribunal  de  casación  el  recurso 
con  las  actas  y  las  piezas  del  proceso, 
á  las  cuales  se  atendrá  el  Presidente 
del  referido  tribunal  para  decidir. 

Art.  136.  Si  después  de  pronuncia- 
da la  sentencia  una  de  las  partes  ó  las 
dos  quisieran  recurrir  en  casación, 
deberán  presentar  sus  recursos  en  la 
secretaría  del  tribunal,  en  el  término 
de  diez  días,  no  comprendiendo  en  di- 
cho término  el  día  en  que  se  haya  dic- 
tado la  sentencia. 

El  recurso  de  casación  contendrá  to- 
dos los  motivos  en  que  se  funde.  Esta- 
rá firmado  por  la  parte  recurrente  y  vi- 
sado por  el  secretario,  quien  certifica- 
rá la  fecha  del  depósito  y  en  el  término 
de  tres  días  expedirá  una  copia  á  la 
parte  contraria. 

La  parte  civil  sólo  podrá  interponer 
recurso  de  casación  en  lo  que  á  la  in- 
demnización civil  se  refiere. 

Art.  137.  Cuando  el  acusado  se  halle 
arrestado,  se  trasladará  el  Escribano  á 
la  prisión  para  recibir  el  recurso  de  ca- 
sación, si  fuese  requerido  por  un  parien- 
te del  acusado,  por  su  defensor  ó  por  el 
Alcaide,  que  no  podrá  negarse  á  aten- 
der esta  petición. 

Art.  138.  El  Secretario  remitirá  el  re- 
curso al  Presidente  del  Tribunal  de  ca- 
sación con  las  actas  y  las  piezas  del  su- 
mario en  el  término  de  tres  días,  á  con- 
tar desde  aquel  en  que  haya  recibido  el 
recurso. 

Art.  139.  Al  recibir  las  piezas,  el 
Presidente  del  Tribunal  de  casación 
fijará  el  día  de  la  vista  en  el  plazo  más 
próximo  que  las  circunstancias  per- 
mitan. 

Art.  140.    El  Secretario  del  Tribunal 
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de  casación  notificará  por  escrito  al 
Ministerio  público,  acusado,  defensor  y 
parte  civil,  si  la  hubiere,  el  día  fijado 
para  la  celebración  de  la  vista. 

Art.  141.  Las  partes  dirigirán  al  Pre- 
sidente del  Tribunal  de  casación  sus 
demandas  de  recusación  contra  los  jue- 
ces de  este  Tribunal  en  el  término  de 
diez  días,  el  cual  les  fijará  al  mismo 
tiempo  el  día  de  la  celebración  de  la 
vista. 

Art.  142.  El  Presidente  del  Tribunal 
de  casación,  lo  mismo  que  el  Procura- 
dor general,  tendrán,  en  lo  relativo  á  la 
prisión,  los  poderes  mencionados  en 
los  artículos  26  y  50. 

Art.  143.  En  el  día  señalado  para  la 
vista,  se  constituirá  en  sesión  pública 
el  Tribunal  de  casación  para  resolver 
el  recurso. 

El  Procurador  general,  el  acusado,  si 
estuviere  en  libertad,  su  defensor  y  la 
parte  civil,  podrán  presentarse  perso- 
nalmente ante  el  tribunal  ó  manifes- 
tar por  escrito  sus  razones. 

No  podrá  presentarse  el  acusado  que 
esté  preso.- 

Art.  144.  El  Presidente  cuidará  del 
orden  durante  la  audiencia,  á  cuvo  ob- 
jeto  dispondrá  de  la  fuerza  necesaria. 
El  Tribunal  de  casación  estará  investi- 
do de  los  mismos  poderes  que  el  art.  64 
confiere  á  la  Sala  de  lo  criminal. 

Art.  145.  El  Secretario  dará  lectura 
del  recurso  de  casación  y  de  los  autos 
contra  los  cuales  se  haya  interpuesto, 
así  como  de  las  demás  piezas  que  el 
tribunal  juzgue  conveniente  darla. 

Art.  146.  Terminada  la  lectura  de 
las  diversas  piezas,  el  Presidente  con- 
cederá la  palabra  al  recurrente  y  de* 
más  partes. 

Art.  147.  Después  de  oir  las  defen- 
sas, pasará  el  tribunal  á  deliberar  so* 
bre  el  recurso. 
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TITULO  OCTAVO 

DE  LA   REVISIÓN   DE  SENTENCIA 

Art.  159.  Podrá  pedirse  la  revisión 
de  una  sentencia  dictada  por  el  tri- 
bunal: . 

a)  Cuando  haya  sido  reconocida 
como  falsa  una  declaración  de  tal  na- 
turaleza que  haya  influido  en  la  sen- 
tencia; 

b)  Cuando  después  de  la  sentencia 
se  haya  declarado  falsa  por  otra  sen- 
tencia pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  una  prueba  presentada  contra 
el  acusado; 

c)  Cuando  después  de  la  primera  sen- 
tencia se  haya  dictado  otra  incompati- 
ble con  la  primera; 

d)  Cuando  se  reconozca  y  decrete 
por  sentencia  que  un  juez  ó  jurado  ha 
sido  corrompido. 

Art.  160.  Podrán  pedir  la  revisión  de 
una  sentencia: 

a)    El  Ministerio  público; 

6)  El  condenado,  su  viuda,  sus  pa- 
dres ó  sus  herederos  si  hubiese  falle- 
cido. 

Art.  161.  Se  dirigirá  al  Presidente 
del  Tribunal  de  casación  la  demanda 
de  revisión  con  las  pruebas  en  su  apo- 
yo. El  Presidente  y  el  actuario  proce- 
derán con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los 
artículos  138  á  140. 

Se  observarán  en  las  demandas  de 
revisión,  en  cuanto  sean  aplicables,  las 
mismas  formalidades  que  para  la  casa- 
ción establecen  los  artículos  142  á  147. 

Art.  162.  El  tribunal,  antes  de  admi- 
tir ó  rechazar  la  demanda  de  revisión, 
podrá  nombrar  un  juez  de  instrucción 
encargado  de  examinar  los  hechos 
aducidos  en  apoyo  de  la  demanda  y  de 
emitir  informe.  * 


Art.  163.  Si  esta  demanda  tuviese 
fundamento  y  el  acusado  viviese  teda- 
vía,  el  Tribunal  de  casación  remitirá 
la  causa  ante  un  tribunal  dederecho  en 
el  estado  en  que  se  encuentre  después 
del  auto  de  elevación  á  plenario. 

El  Presidente  del  Tribunal  de  casa- 
ción comunicará  este  auto  á  todas  las 
partes  interesadas,  por  lo  menos  con 
dos  semanas  de  anticipación  á  la  aper- 
tura de  los  debates. 

Art..  164.  Si  por  nueva  sentencia  del 
tribunal  fuese  el  condenado  reconocido 
inocente,  quedará  anulada  con  todas 
sus  consecuencias  la  primera  senten- 
cia. Si,  por  el  contrario,  reconociese  su 
culpabilidad,  quedará  en  vigor  con  to- 
das sus  consecuencias  y  efectos  la  pri- 
mera. Si  á  una  sentencia  absolutoria 
siguiese  una  condenatoria,  se  proce- 
derá con  arreglo  á  los  artículos  14  y 
siguientes. 

Art.  165.  Si  el  condenado,  en  favor 
del  cual  se  hubiese  pedido  la  revisión, 
falleciese,  el  Tribunal  de  casación  de- 
cidirá sin  enviar  la  causa  ante  otro  tri- 
bunal. 

Si  se  reconociese  la  inocencia  del 
condenado  se  anulará  la  sentencia  y 
aquél  será  rehabilitado. 

Art.  166.  Las  costas  correrán  á  car- 
go del  demandante  que  pierda  la  revi- 
sión 

Arl.  167.    Se  publicarán  las  senten 
cias  de!  tribunal  de  derecho  y  las  deci* 
siones  del  Tribunal  de  casación  por  las 
cuales  se  declare  nula  una  sentencia. 

Art.  168.  No  podrá  reproducirse  en 
un  mismo  asunto  ninguna  demanda  de 
revisión  que  haya  sido  rechazada  una 
vez. 

No  habrá  recurso  alguno  contra  las 
sentencias  de  revisión. 
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TITULO  NOVENO 


DEL  INDULTO 


Art.  169.  Toda  condena  pronuncia- 
da por  un  tribunal  de  derecho  ó  por  el 
Tribunal  de  casación,  dará  lugar  al  re- 
curso de  gracia. 

Art.  170.  El  recurso  de  gracia  no 
producirá  efecto  suspensivo,  á  no  ser 
en  los  casos  de  pena  de  muerte. 

Art.  171.  Los  jurados,  la  Sala  de  lo 
criminal  ó  el  tribunal  que  haya  pro- 
nunciado la  sentencia,  podrán  reco- 
mendar el  indulto. 

Art.  172.  La  petición  de  indulto  se 
formulará  en  súplica  dirigida  al  Con- 
sejo federal. 

Este,  después  de  haber  oído  al  juez 
de  instrucción  y  funcionario  del  Minis- 
terio público  federal  que  hayan  enten- 
dido en  el  proceso,  remitirá  la  deman- 
da con  su  dictamen  á  la  Asamblea  fe- 
deral. 

El  Consejo  federal  podrá,  por  sí  solo, 
proponer  el  indulto. 

Art.  173.  En  materia  de  indulto  no 
será  necesario  fundar  los  decretos. 

Art.  174.  El  indulto  tendrá  por  efec- 
to la  revocación  total  ó  parcial  de  la 
pena. 

No  ejercerá  influencia  alguna  sobre 
las  consecuencias  civiles  que  entrañen 
el  delito  ó  la  sentencia. 

título  décimo 

DE  LA  REHABILITACIÓN 

Art.  175.  Podrá  ser  rehabilitado  todo 
condenado  á  una  pena  que  lleve  consigo 
privación  total  ó  parcial  de  los  dere- 
hos  civiles. 

La  rehabilitación  hará  cesar  la  inca- 


pacidad que  resulte  de  la  privación  de 
los  derechos  civiles,  así  como  la  que 
proceda  de  la  destitución  de  un  cargo 
público  ó  de  la  prohibición  del  ejercicio 
de  una  industria  ó  profesión. 

Art.  176.  Se  concederá  la  rehabilita- 
ción si  el  condenado  observase  buena 
conducta  después  de  haber  sufrido  la 
pena. 

Art.  177.  No  podrá  formularse  la  de- 
manda de  rehabilitación  hasta  que  ha- 
yan transcurrido  tres  años  después  de 
haber  extinguido  la  condena. 

Art.  178.  La  petición  se  dirigirá,  en 
forma  de  súplica,  al  Presidente  del  Tri- 
bunal de  casación  con  la  sentencia  y 
los  testimonios  que  certifiquen  la  buena 
conducta  del  recurrente. 

La  súplica  y  los  autos  serán  comuni- 
cados al  Ministerio  público  federal, 
quien  deberá  emitir  su  informe. 

Art.  179.  El  Tribunal  de  casación 
decidirá  en  la  primera  sesión  sobre  la 
súplica. 

Art.  180.  Si  la  demanda  fuese  recha- 
zada, el  recurrente  no  podrá,  hasta  den- 
tro de  dos  años,  presentar  otra  nueva. 

Art.  181.  Se  remitirá  al  Gobierno  del 
cantón  en  el  cual  resida  el  rehabilitado, 
una  copia  del  decreto  de  rehabilita- 
ción. 

Se  remitirá  igualmente  otra  copia  al 
rehabilitado,  quien  podrá  hacerla  pu- 
blicar en  los  periódicos  y  en  carteles 
en  las  localidades  que  juzgue  conve- 
nientes. 

Art.  182.  Los  gastos  serán  de  cuenta 
del  demandante.  Sin  embargo,  el  Tri- 
bunal podrá  dispensárselos  si  se  justi- 
ficase su  indigencia. 
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TÍTULO  DECIMOPRIMERO 

DB  LAS  COSTAS  PROCESALES  Y  PENAS  DIS- 
CIPLINARIAS 

Art.  183.  Las  costas  procesales  se- 
rán de  cuenta  del  acusado  condenado  é 
ingresarán  en  la  Caja  federal.  Los  cóm- 
plices serán  solidariamente  responsa- 
bles en  la  parte  que  la  sentencia  se- 
ñale. 

Art.  184.    Las  costas  consistirán: 

■ 

a)  En  todos  los  gastos  que  el  pro- 
ceso haya  ocasionado,  á  excepción  del 
sueldo  de  los  funcionarios  y  empleados 
federales; 

b)  En  un  recargo  de  justicia  que, 
para  el  tribunal  de  derecho,  consistirá 
en  cien  francos  por  lo  menos,  y  mil  á 
lo  sumo,  y  para  el  Tribunal  de  casación, 
cuarenta  y  cien  francos  respectivamen- 
te; el  tribunal  fijará  la  suma  según  la 
extensión  del  proceso. 

Art.  185.  Las  indemnizaciones  debi- 
das  á  los  testigos  y  peritos,  que  entran 
en  las  costas  (art.  184,  letra  á),  se 
calcularán  con  arreglo  á  la  tarifa  si- 
guiente: 

a)  Los  testigos  recibirán  tres  fran- 
cos por  cada  día  de  tiempo  perdido,  y 
además,  si  tuviesen  su  domicilio  á  una 
distancia  de  más  de  una  legua,  70  cén- 
timos por  legua  de  ida  y  de  vuelta; 

b)  Los  peritos  recibirán  la  misma 
indemnización  de  viaje  que  los  testigosj 
y  además  una  indemnización  fijada  por 
el  tribunal  por  su  comparecencia  y  tra- 
bajos. 

Art.  186.  El  Secretario  formará  una 
minuta  de  los  gastos  que  el  sumario  y 
juicio  hayan  ocasionado  y  lo  someterá 
al  tribunal.  Los  emolumentos  de  justi- 
cia se  fijarán  siempre  durante  la  sesión 


ó  en  el  momento  de  la  sentencia  (ar- 
tículo 184,  letra  b). 

Art.  187.  Si  los  gastos  no  pudieran 
fijarse  en  el  momento  de  pronunciarla 
sentencia,  se  hará  inmediatamente  des- 
pués. Si  el  tribunal  estuviese  todavía 
reunido,  se  someterá  la  cuenta  á  su 
aprobación,  y  si  no  á  la  del  Presidente. 

La  minuta  de  gastos  aprobada  se 
consignará  en  acta,  así  como  en  la  ex- 
pedición de  la  sentencia,  y  constituirá 
un  título  ejecutivo. 

Art.  188.  La  Caja  federal  sufragará 
los  gastos  de  ejecución  de  sentencia. 

Art.  189.  Todo  juez,  funcionario  ó 
empleado  de  la  Administración  de  jus- 
ticia penal  federal,  funcionario  del  Mi- 
nisterio público,  agente  de  policía  y  de 
la  fuerza  pública,  jurado,  testigo,  peri- 
to ó  tribunal  que  no  cumpla  con  los  de. 
beres  propios  de  su  cargo  y  no  pre- 
sente al  efecto  excusa  suficiente,  será 
condenado  durante  la  sesión  por  el 
juez,  sala  ó  tribunal  que  esté  en  funcio- 
nes, ó,  en  su  delecto,  por  la  autoridad 
judicial  que  lo  represente,  á  una  pena 
disciplinaria.  Esta  pena  podrá  elevarse 
á  una  multa  de  cien  francos  á  lo  sumo, 
si  la  presente  ley  no  dispusiese  otra  co- 
sa. En  caso  de  reincidencia  podrá  do- 
blarse la  pena,  y  no  cumpliéndola  podrá 
ser  condenado  por  el  juez  á  dos  días  de 
prisión  á  lo  sumo,  y  á  20  por  la  Sala  de 
lo  criminal  ó  por  el  Tribunal  federal. 

Sin  embargo,  si  la  contravención 
constituyese  un  delito  de  la  competen- 
cia del  tribunal,  reemplazará  la  perse- 
cución legal  al  castigo  disciplinario. 

Art.  190.  Los  individuos  á  quienes  se 
haya  reconocido  culpabilidad  en  los 
términos  del  artículo  anterior,  podrán, 
según  las  circunstancias,  ser  condena- 
dos por  vía  disciplinaria  ó  por  senten- 
cia criminal  al  pa^o  de  todo  ó  parte  de 
los  gastos  que  hayan  ocasionado. 
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Art.  191.  El  funcionario,  empleado, 
jurado,  testigo,  perito  ó  abogado  que 
haya  sido  condenado  á  una  pena  disci- 
plinaria y  no  hubiese  podido  presentar 
durante  la  sesión  su  excusa  motivada, 
podrá  presentarla  y  hacerla  valer  por 
escrito  ante  el  juez  y  Presidente  de  Sa- 
la ó.  tribunal  en  el  término  de  treinta 
días  después  que  la  decisión  haya  sido 
oficialmente  comunicada. 

Art.  192.  La  autoridad  que  haya  de- 
cretado la  pena  disciplinaria  decidirá 
sobre  el  recurso  en  la  sesión  siguiente, 
y  disminuirá  ó  anulará  la  pena  si  los 
motivos  de  excusa  le  pareciesen  sufi- 
cientes. 

En  el  caso  en  que  la  autoridad  que 
haya  decretado  la  pena  disciplinaria  no 
celebre  sesión  dentro  de  tres  meses,  el 
juez  ó  el  Presidente  de  dicha  Sala  remi- 
tirá el  recurso  con  su  informe  al  Presi- 
dente del  Tribunal  federal,  que  decidirá 
en  última  instancia. 

TÍTUJLO  DÉGIMOSEGUNDO 

DE  LA  EJECUCIÓN 

Art.  193.  Las  decisiones,  decretos  y 
sentencias  que  el  Tribunal  federal  ó 
una  de  sus  secciones  haya  dictado  en 
última  instancia  ó  que  hayan  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  los  man- 
damientos y  órdenes  de  las  autoridades 
judiciales,  del  juez  de  instrucción  y  del 
Ministerio  público,  serán  ejecutorias  en 
toda  la  Confederación. 

Art.  194,  Los  decretos  y  sentencias 
dictados  en  última  instancia  por  el  Tri- 
bunal federal  ó  una  de  sus  secciones, 
serán  inmediatamente  transmitidos  ai 
Consejo  federal,  que  cuidará  de  su  eje- 
cución, dando  para  ello  las  órdenes  y 
disposiciones  necesarias. 

El  Consejo  federal  cuidará  también, 


en  su  caso,  de  la  ejecución  de  los  man- 
damientos y  órdenes  de  las  autoridades 
y  funcionarios  mencionados  en  el  ar- 
tículo 193. 

Art.  195.  El  Tribunal  federal  y  sus 
secciones,  así  como  el  juez  de  instruc- 
ción, podrán  también,  en  los  asuntos 
criminales,  hacer  ejecutar  inmediata- 
mente sus  mandamientos  y  órdenes,  ya 
por  los  hujieres  ó  demás  empleados  es- 
pecialmente designados,  ya  por  los 
funcionarios  empleados  competentes 
de  los  cantones. 

Art.  196.  Los  funcionarios  y  emplea- 
dos que  estén  encargados  de  la  ejecu- 
ción de  los  mandamientos,  sentencias 
y  órdenes  de  la  Administración  de  jus- 
ticia federal,  así  como  de  las  demás  ór- 
denes de  la  autoridad  ejecutiva  compe- 
tente, estarán,  en  caso  de  urgencia, 
autorizados  para  proceder  á  las  pes- 
quisas y  visitas  domiciliarias,  llevar 
á  cabo  detenciones  y  requerir  el  auxilio 
de  la  fuerza  armada. 

Todo  funcionario  ó  agente.de  la  fuer- 
za pública  de  la  Confederación  ó  de  los 
cantones,  que  sea  requerido  por  es- 
crito ó  verbalmente,  estará  obligado  á 
prestar  el  auxilio  que  le  corresponda. 
Los  que  se  nieguen  incurrirán  en  la  pe- 
na establecida  en  las  leyes  federales,  ó, 
en  su  defecto,  en  las  legislaciones  can- 
tonales contra  aquéllos  que  no  obede- 
cieren ó  se  resistan  al  cumplimiento  de 
las  órdenes  de  la  autoridad. 

Art.  197.  La  ejecución  de  un  decreto 
ó  de  una  sentencia  que  lleve  en  sí  des- 
tierro, privación  de  libertad  ú  otra  pe- 
na más  grave,  se  suspenderá  en  los  si- 
guientes casos: 

a)  Cuando  el  condenado  se  encuen- 
tre en  estado  de  demencia,  certificada 
por  la  autoridad  cantonal  competente 
ó  por  peritos  designados  por  el  Conse- 
jo federal; 
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6)  Cuando  por  causa  de  enfermedad 
ó  de  embarazo,  certificado  como  en  el 
caso  anterior,  no  pueda  tener  lugar  la 
ejecución  sin  perjudicar  al  condenado, 
ó  á  la  condenada  y  su  hijo. 

Art.  198.  Las  penas  que  entrañen 
privación  de  libertad  serán  sufridas  en 
la  prisión  designada  en  la  sentencia. 

Art.  199.  Cuando  los  condenados  su- 
fran su  pena  de  prisión  en  un  estable- 
cimiento cantonal,  la  Caja  federal  abo- 
nará al  cantón  el  mantenimiento  de  los 
presos.  Si  estos  gastos  no  pudiesen  fi- 
jarse amigablemente  con  el  cantón  res- 
pectivo, los  fijará  el  tribunal  después 
de  una  simple  correspondencia. 

Los  detenidos  quedarán  sometidos  á 
las  leyes  del  lugar  donde  se  encuen- 
tren; el  Consejo  federal  podrá,  sin  em- 
bargo, ejercer  una  vigilancia  sobre  es- 
tos establecimientos,  de  acuerdo  con  el 
Gobierno  cantonal,  y,  caso  que  ocurra, 
prescribirá  las  medidas  que  juzgue  úti- 
les al  tratamiento  de  los  presos  de  la 
Confederación  y  á  la  seguridad  de  la 
prisión. 

Art.  200.  Si  la  pena  de  destierro  no 
pudiere  ejecutarse  en  todo  ó  en  parte, 
será  conmutada  de  derecho  en  prisión. 
La  duración  será  de  la  tercera  parte 
del  tiempo  fijado  para  el  destierro. 

Art.  201.  La  condena  á  penas  pecu- 
niarias se  ejecutará  en  virtud  de  las 
disposiciones  de  la  ley  sobre  Enjuicia- 
miento civil  federal. 

Art.  202.  La  confiscación  del  objeto 
del  delito,  de  los  que  de  él  provengan  ó 
del  que  haya  servido  para  cometerlo, 
ó  que  hayan  sido  destinados  para  su 
ejecución,  tendrá  lugar  por  la  vía  de 
embargo. 

Art.  203.  La  aplicación  de  las  demás 
penas  tendrá  lugar  según  las  instruc- 
ciones del  Departamento  federal  de  jus- 
ticia y  policía,  que  estará  encargado  de  | 


la  percepción  de  los  gastos  de  los  pro- 
cesos. 

Art.  204.  La  ejecución  de  las  senten- 
cias, en  lo  que  concierne  á  indemniza- 
ciones civiles,  tendrá  lugar  á  instancia 
de  la  parte  que  haya  obtenido  la  sen- 
tencia favorable. 

Art.  205.    Los  objetos  cuya  restitu- 
ción se  haya  ordenado,  se  entregarán 
por  el  actuario  al   propietario,  quien 
dará  su  correspondiente  recibo. 

Así  lo  ha  decretado  la  Cámara  de  los 
Estados. 

Berna,  27  de  Agosto  de  1851 . 

En  nombre  de  la  Cámara  de  los  Es- 
tados, 


El  Presidente, 
P.  MlGY. 


El  Secretario, 

N.  Von  Moos. 


Asi  lo  ha  decretado  la  Cámara  Na- 
cional. 
Berna,  27  de  Agosto  de  1851. 


El  Presidente, 

Staemphli. 


El  Secretario, 
SCHIESS. 


El  Consejo  federal  suizo, 

DECRETA 

Artículo  1.°  La  presente  ley  sobre 
enjuiciamiento  criminal  federal  entra- 
rá inmediatamente  en  vigor. 

Art.  2.°  Se  comunicará  á  todos  los 
Gobiernos  cantonales  para  que  la  pu- 
bliquen en  la  forma  acostumbrada  y  se 
insertará  en  el  periódico  oficial  de  la 
Confederación. 

Berna,  26  de  Diciembre  de  1851. 

A  nombre  del  Consejo  federal  suizo, 

El  Presidente  de  la  Confederación, 
J.  MUNZINGER. 

El  Canciller  de  la  Confederación, 
SCHIESS. 
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LEY  FEDERAL    DE    22    DE    NOVIEMBRE    DE   1850,  PUESTA 
EN    VIGOR    POR  DECRETO    DE  26    DE    JULIO    DE  1852,  Y  ADOPTADA 

DEFINITIVAMENTE  POR  OTRO  DECRETO 
DE  13  DE  JULIO  DE  1855 


La  Asamblea  federal  de  la  Confedera- 
ción Suiza, 

Para  la  ejecución  del  art.  107  de  la 
Constitución  federal, 

Con  objeto  de  fijar  legalmente  el  pro- 
cedimiento que  debe  seguirse  ante  el 
Tribunal  federal  en  las  cuestiones  civi- 
les, de  conformidad  con  el  art.  87  de  la 
ley  de  5  de  Junio  de  1849  sobre  orga- 
nización judicial  federal; 

Visto  el  proyecto  presentado  por  el 
Consejo  federal, 

DECRETA 
Disposiciones    generales 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Funciones  de  los  jueces 

Artículo  1.°  Los  Presidentes  de  los 
tribunales  y  jueces  de  instrucción, 
cuando  obren  aisladamente,  deberán 
seguir,  en  cuanto  sea  posible,  las  dis- 
posiciones de  la  presente  ley  relativas 
á  los  tribunales. 


Art.  2.°  El  tribunal  no  tomará  en 
consideración  los  hechos  que  no  estón 
mencionados  en  los  autos;  sin  embar- 
go, cuando  las  manifestaciones  ó  los  es- 
critos de  las  partes  sean  incompletos, 
vagos  ó  confusos,  podrá  tomar  de  ofi- 
cio las  medidas  necesarias  para  subsa- 
nar aquellos  defectos. 

Art.  3.°  El  tribunal  aplicará  de  ofi- 
cio el  derecho  federal. 

Los  demás  principios  de  derecho, 
cantonales  ó  locales,  en  que  las  partes 
se  funden,  deberán  ser  indicados  por 
éstas  y  justificarlo  si  fuese  necesario. 

Art.  4.°  El  tribunal  no  concederá  á 
una  parte,  ni  más  de  lo  que  ella  haya 
pedido,  ni  menos  de  lo  que  la  parte  con- 
traria haya  reconocido. 

CAPÍTULO  II 

De   las  partes 

I. — De  la  capacidad  para  intentar 
acciones   jurídicas 

Art.  5.°  Toda  persona  que  tenga  ca- 
pacidad civil  podrá  hacer  valer  sus  de- 
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rechos  ante  el  Tribunal  federal,  ya  co- 
mo demandante,  ya  como  demandado. 

II.—  Pleitos  colectivos 

Art.  6.°  Las  personas  que  en  común 
tengan  un  derecho  ó  una  obligación,  ó 
que  una  y  otra  dependan  de  un  solo  y 
mismo  acto  jurídico,  podrán  presen- 
tarse conjuntamente  como  demandan- 
tes ó  demandados. 

Art.  7.°  Cualquiera  de  las  partes  po- 
drá seguir  el  pleito  independientemen- 
te de  las  otras,  con  tal  que  no  esté  liga- 
da por  obligaciones  jurídicas  particu- 
lares. Sin  embargo,  deberán  obrar  en 
conjunto  en  lo  que  tengan  de  común 
en  la  demanda  y  en  la  contestación  ó 
defensa  (art.  53). 

Art.  8.°  El  demandado  (ó  los  deman- 
dados) no  podrá  alegar  la  improceden- 
cia del  hecho  de  que  la  demanda  no 
esté  formulada  á  nombre  de  todos  aqué- 
llos que  tengan  derecho  para  hacerlo, 
ó  cuando  todos  lo  co-obligados  no  fi- 
guren en  el  pleito;  pero  en  este  caso  de- 
berá el  juez,  en  el  momento  de  pronun- 
ciar la  sentencia,  dividir  la  continen- 
cia del  litigio,  ó,  si  esto  no  fuese  posible, 
añadir  á  la  sentencia  las  consiguien- 
tes reservas  en  favor  del  demanda- 
do ó,  por  último,  atendiendo  á  las  cir- 
cunstancias, rechazar  inmediatamen- 
te la  demanda. 

El  demandante  podrá,  en  tales  cir- 
cunstancias, incluir  en  el  pleito  los  co- 
obligados que  le  designe  el  demandado. 
Si  esto  sucediese,  ó  si  lograse  decidir  á 
las  demás  personas  que  tengan  para 
ello  derecho  á  asociarse  á  la  demanda, 
el  procedimiento  continuará  inmedia- 
tamente como  si  todas  estas  personas 
figurasen  en  el  pleito  desde  el  comien- 
zo del  mismo. 


III.  —  Participación  de  tercero  en  el 

pleito 

A. — Denuncia  de  instancia 

Art.  9.°  El  que  quiera  ejercitar  un 
recurso  contra  tercero,  en  caso  de  con- 
dena, podrá  dar  conocimiento  del  pleito 
por  mediación  del  juez,  indicando  pre- 
viamente los  motivos  del  recurso  por 
garantía  y  dejando  al  tercero  en  liber- 
tad de  tomar  parte  en  el  pleito  para 
sostenerlo. 

Art.  10.  Desde  el  momento  en  que  se 
haya  notificado  la  instancia  deberá  el 
tercero  ser  colocado  en  condiciones  de 
hacer  valer  todos  sus  medios  en  favor 
del  denunciante  para  la  demanda  ó 
para  la  defensa,  y  se  le  dará  al  efecto 
comunicación  de  todas  las  peticiones  y 
demás  piezas  y  diligencias  del  pleito. 
Esta  disposición  no  será  aplicable  cuan- 
do el  tercero  se  haya  formalmente  ne- 
gado á  tomar  parte  en  el  pleito. 

El  denunciante  sufragará  provisio- 
nalmente los  gastos  ocasionados, 

Art.  11.  El  denunciante  podrá,  cuan- 
do no  quiera  incoar  ó  continuar  el  plei- 
to, dar  conocimiento  al  denunciado  ó 
hacer  que  se  le  fije  por  el  juez  un  plazo 
para  que  declare  si  quiere  también  re- 
nunciar al  pleito  ó  continuarlo  por  su 
cuenta  y  riesgo. 

El  notificado  no  deberá  ser  conside- 
rado necesariamente  como  parte  ó 
como  parte  adjunta  al  denunciante, 
sino  por  el  mero  hecho  de  que  continúe 
el  pleito,  sino  solamente  como  reempla- 
zando al  denunciante. 

La  sentencia  se  pronunciará,  en  el 
asunto  principal,  nominalmente  contra 
el  denunciante,  y  el  denunciado  deberá 
solamente  pagar  las  mullas  disciplina- 
rias á  las  cuales  haya  sido  condenado, 
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así  como  los  gastos  y  costas  que  haya 
causado. 

Art.  12.  El  denunciado  podrá  denun- 
ciar á  su  vez,  de  conformidad  con  el  ar- 
tículo 9.°,  á  cualquiera  otra  persona 
que  quiera  llamar  en  garantía. 

Art.  13.  Toda  persona  amenazada  de 
la  posibilidad  de  un  recurso,  podrá  es- 
pontáneamente ofrecer  su  intervención 
á  ]a  parte  interesada.  Si  su  oferta  fuese 
aceptada,  deberá  ser  considerada  como 
la  persona  á  quien  el  pleito  haya  sido 
denunciado. 

Art.  14.  La  intervención  en  el  pleito 
no  equivaldrá  al  reconocimiento  de  la 
obligación  de  indemnizar,  ya  tenga  esta 
intervención  lugar  después  (art.  9.°)  ó 
sin  invitación  previa. 

Art.  15.  Las  relaciones  que  puedan 
existir  entre  el  denunciante  y  denun- 
ciado no  deberán  constituir  el  objeto 
de  la  deliberación  ó  sentencia,  salvo  el 
caso  en  que  la  parte  contraria  al  de- 
nunciante dispute  al  denunciado  el  de- 
recho de  intervenir  en  el  pleito. 

B.  —Intervención  accesoria 

Art.  16.  Un  tercero  cuyo  derecho  ú 
obligación  dependa  del  asunto  que  se 
litiga,  podrá  en  cualquier  estado  del 
pleito  asociarse  á  la  parte  que  corres- 
ponda. Deberá,  sin  embargo,  aceptar  el 
pleito  en  el  estado  en  que  lo  encuentre, 
constituyéndose  en  realidad  en  parte 
adjunta  á  aquella  que  lo  sostenga  (ar- 
tículo 7.°). 

C-— Intervención  principal 

Art.  17.  Todo  tercero  que  crea  tener 
un  derecho  superior  sobre  el  objeto  li- 
tigioso, excluyendo  total  ó  parcialmen- 
te á  las  dos  partes,  no  podrá  intervenir 
en  el  pleito;  pero  queda  en  libertad 


para  incoar  igualmente  la  acción  que 
corresponda. 

Art.  18.  El  tribunal  podrá,  según  lo 
juzgue  conveniente,  ordenar  que  los 
dos  asuntos  se  lleven  separada  ó  si- 
multáneamente hasta  la  conclusión  del 
procedimiento  principal.  En  todo  caso 
deberán  decidirse  ambas  demandas  en 
una  sola  sentencia. 

Art.  19.  El  juez  de  instrucción,  y 
posteriormente  el  mismo  tribunal,  juz- 
garán, durante  el  procedimiento  prepa- 
ratorio, las  contiendas  que  surjan  acer- 
ca de  la  manera  como  podrá  un  tercero 
tomar  parte  en  el  pleito,  si  por  inter- 
vención principal  ó  accesoria. 

IV.— Derechos  y  deberes  de  las  partes 

Art.  20.  Las  partes  podrán  consul- 
tar en  todo  tiempo  las  actuaciones  y 
documentos,  y  se  les  expedirán  copias 
á  su  instancia  y  á  sus  expensas. 

Todo  escrito  presentado  al  tribunal, 
asi  como  toda  orden  judicial,  deberá 
ser  comunicada  sin  demora  á  las 
partes. 

Estas  comunicaciones  tendrán  lugar 
en  la  misma  forma  prescrita  para  las 
citaciones  (artículos  56  á  58). 

Art.  21.  Las  partes  tendrán  igual  fa- 
cultad para  mostrarse  tales  en  todas 
las  deliberaciones. 

Art.  22.  Las  partes  deberán  obser- 
var en  sus  escritos  ó  manifestaciones 
el  respeto  debido  á  los  jueces,  y  guar- 
dar á  sus  adversarios  y  á  los  terceros 
los  miramientos  compatibles  con  la  de- 
fensa de  su  propio  derecho.  El  que  vio- 
le esta  prescripción,  niegue  ó  desnatu- 
ralice maliciosamente  la  verdad,  ata- 
que de  una  manera  inconveniente  á  su 
adversario,  ó  emplee  con  malicia  pro- 
cedimientos dilatorios ,  sufrirá  una 
pena  disciplinaria,  de  conformidad  con 
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el  art.  76  de  la  ley  de  Organización  ju- 
dicial federal. 

Art.  23.  Cada  parte  deberá  anticipar 
el  importe  de  los  gastos  ocasionados 
por  sus  actos,  y  ambas  el  valor  de  los 
causados  por  proposiciones  comunes  ó 
por  diligencias  practicadas  de  oficio  por 
el  tribunal. 

Las  partes  deberán  ser  invitadas  á 
efectuar  el  anticipo  bajo  pena  de  que 
no  se  procederá  á  practicar  la  diligen- 
cia cuyos  gastos  deban  ser  cubiertos  y 
en  detrimento  de  la  parte  que  debe  ha- 
cer dicho  anticipo. 

Art.  24.  La  parte  que  pierda  el  plei- 
to estará  obligada  á  reembolsar  á  la 
contraria  todos  los  gastos  ocasionados 
en  aquél. 

Se  repartirán  proporcionalmente  los 
gastos  cuando  la  sentencia  no  haga  es- 
pecial condenación  de  costas  ó  cuando 
una  parte  haya  restringido  espontánea- 
mente su  primitiva  demanda. 

Art.  25.  Cada  cual  de  las  partes,  an- 
tes de  comenzar  el  procedimiento  de- 
finitivo (artículos  170  y  siguientes),  re- 
mitirá al  Presidente  del  tribunal  y  á 
su  adversario,  una  nota  de  los  gastos, 
lo  más  detallada  posible,  con  los  docu- 
mentos que  le  sirvan  de  fundamento. 
La  cuestión  de  gastos  se  resolverá  y 
juzgará  al  mismo  tiempo  que  la  cues- 
tión principal. 

Art.  26.  El  demandante  que  no  tu- 
viese domicilio  fijo  en  la  Confederación 
ó  que  se  encuentre  en  estado  de  insol- 
vencia notoria,  podrá,  durante  todo  el 
curso  del  pleito,  ser  intimado  á  prestar 
toda  clase  de  garantías,  ora  consignan- 
do el  total,  ora  dando  prenda  ó  fianza, 
ya  por  el  impone  de  los  gastos  ocasio- 
nados en  el  tribunal,  ya  también  por 
petición  del  demandado,  para  los  gas- 
tos del  pleito.  La  autoridad  que  haya 
decretada  la  intimación,  bien  sea  el 


Presidente  del  tribunal,  bien  el  juez  de 
instrucción,  resolverá  sobre  la  validez 
de  dichas  garantías. 

El  procedimiento  quedará  en  suspen- 
so hasta  que  el  demandante  haya  sa- 
tisfecho lo  reclamado. 

Art.  27.  El  tribunal  podrá  acordar 
el  beneficio  de  pobreza  á  las  personas 
que  prueben  que  efectivamente  son  de- 
masiado pobres  para  poder  sufragar 
los  gastos  del  pleito.  Estas  personas 
estarán  libres  de  la  obligación  de  su- 
ministrar fianza  (art.  26),  y  los  gastos 
de  justicia  les  serán  perdonados,  en 
todo  ó  en  parte,  los  que  correspondan  á 
la  Caja  federal,  ó  á  un  funcionario  ó 
empleado  de  la  Confederación. 

El  tribunal  podrá  denegar  el  bene- 
ficio de  pobreza  cuando  resulte  de  la 
exposición  de  hechos  alegados  en  la 
demanda  que  el  pleito  carece  en  abso- 
luto de  fundamento  y  se  incoa  por  ca- 
pricho. 

Cuando  las  personas  que  hayan  go- 
zado del  beneficio  de  pobreza  se  encuen- 
tren más  tarde  en  estado  de  poder  su- 
fragar los  gastos  y  costas  que  se  les 
han  perdonado,  estarán  obligados  á  ve- 
rificar el  reembolso  de  los  mismos. 

CAPÍTULO  III 

De  las  personas  adjuntas  á  las  partes 

Art.  28.  Toda  persona  con  capacidad 
civil  podrá  dirigir  por  sí  misma  su 
pleito,  ó  hacerse  representar  por  otra 
persona  que  goce  de  igual  capacidad. 

Art.  29.  Disfrutarán  del  mismo  dere- 
cho las  personas  que,  como  tutores, 
consejeros,  curadores,  estén  suficiente- 
mente autorizadas  por  las  leyes  de  su 
cantón  para  pedir  en  justicia  en  repre- 
sentación de  otras  personas. 

Art.  30.    Las    personas    encargadas 
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de  un  pleito  á  nombre  de  una  autori- 
dad, corporación  ó  sociedad,  podrán 
también  hacerse  representar  por  me- 
dio de  mandatario. 

Art.  31.  No  podrán  varias  personas 
en  un  sólo  y  mismo  debate  tomar  la  pa- 
labra á  nombre  de  una  misma  parte. 

Art.  32.  El  que  quiera  hacer  por 
otros  actos  jurídicos,  deberá  justificar 
su  cualidad  por  medio  de  poder  por  es- 
crito. 

Art.  33.  El  poder  contendrá  una  de- 
signación suficiente  de  las  partes  del 
mandatario,  objeto  del  pleito,  tiempo  y 
lugar  en  el  cual  se  hizo  y  la  propia  fir- 
ma del  mandante.  Si  éste  no  supiese 
escribir  deberá  justificarse  su  voluntad 
por  acta  auténtica. 

Art.  34.  La  autenticidad  de  la  firma 
deberá  ser  certificada  de  conformidad 
con  las  disposiciones  de  las  leyes  de 
la  localidad.  Deberá  ir  adjunta  como 
atestiguando  la  ejecución  legal  dé  esta 
formalidad,  la  legalización  de  la  Can- 
cillería de  Estado  del  cantón,  ó  cuando 
el  poder  esté  otorgado  en  el  extranje- 
ro, la  legalización  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa superior  del  país.  Cuando 
el  mandante  sea  el  mandatario  de  una 
persona  incapaz  para  contratar  civil- 
mente, de  una  sociedad  ó  de  una  perso- 
na jurídica,  la  legalización  contendrá 
la  declaración  de  que  el  mandante  es- 
tá autorizado  por  las  leyes  del  país  pa- 
ra incoar  ó  sostener  el  pleito  en  repre- 
sentación de  la  parte  que  lo  haya  in- 
coado ó  lo  sostenga  realmente. 

Art.  35.  El  Gobierno  cantonal  auto- 
rizará al  mandatario  del  cantón  y  el 
Consejo  federal  al  de  la  Confederación. 
Las  representaciones  estarán  expedi- 
das bajo  el  sello  de  la  autoridad  res- 
pectiva y  firmadas  por  el  Presidente  y 
Secretario  correspondiente. 

Art.  36.    Durante  el  curso  del  pleito 


la  parte  contraria  podrá  exigir,  ó  el  juez 
ordenar  de  oficio,  la  exhibición  ó  recti- 
ficación del  poder. 

Art.  37.  El  poder  presentado  con 
posterioridad  deberá,  en  caso  de  duda, 
ser  considerado  como  una  aprobación 
de  los  actos  ya  realizados  por  el  man- 
datario en  el  pleito. 

Art.  38.  La  representación  general 
para  dirigir  un  pleito  llevará  consigo 
los  poderes  para  realizar  todos  los  ac- 
tos que  tengan  por  fin  la  solución  del 
asunto  por  la  vía  judicial;  no  autoriza- 
rá para  firmar  una  avenencia,  aceptar 
un  arbitraje,  modificar  la  demanda  (ar- 
tículo 47),  desistir  de  ella  ó  recibir 
pagos. 

Art.  39.  El  mandatario  no  podrá 
transmitir  la  representación,  á  menos 
que  no  le  esté  formalmente  concedido 
el  derecho  de  sustitución. 

Art.  40.  Los  actos  y  omisiones  del 
mandatario  obligarán  al  mandante  co- 
mo si  él  mismo  los  hubiese  hecho. 

Alcanzarán  únicamente  al  mandata- 
rio las  penas  disciplinarias  en  que  hu- 
biera incurrido. 

CAPÍTULO  IV 

Principios  generales  del  procedimiento 

I. — Prohibición  de  provocación  á 
formular  una  demanda 

Art.  41.  Nadie  podrá  ser  obligado 
á  hacer  valer  contra  su  voluntad,  ó  an- 
tes que  él  lo  quiera,  el  derecho  real  ó 
probable  que  le  corresponda. 

II.— Acumulación  de  autos 

Art.  42.  El  demandante  ó  el  deman- 
dado podrá  simultáneamente  y  en  el 
mismo  procedimiento  hacer  valer  va- 
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rías  demandas  contra  el  mismo  adver- 
sario, con  tal  que  el  tribunal  sea  com- 
petente con  respecto  á  cada  una  de 
ellas. 

Art.  43.  Cuando  varias  personas  no 
fuesen  partes  en  un  solo  y  mismo  plei- 
to (art.  6.°),  éstas  podrán,  sin  embargo, 
por  excepción  y  con  el  fln  de  disminuir 
los  gastos,  presentarse  unidas  como  de- 
mandantes ó  demandados  en  el  pleito, 
si  sus  demandas  ó  las  contrarias  se 
fundasen  en  el  mismo  hecho  y  fuesen 
los  mismos  los  fundamentos  de  de- 
recho. 

Exceptúase  la  disposición  de  la  ley 
sobre  heimathloses  (art.  9.°),  que  dero- 
ga el  presente  articulo. 

Art.  44.  En  los  dos  casos  menciona- 
dos en  los  artículos  42  y  43,  el  tribunal 
podrá,  por  razones  especiales,  ordenar 
en  cualquier  estado  del  pleito,  de  oficio 
ó  á  instancia  de  una  de  las  partes,  la 
separación  del  pleito. 

III.— Presentación  simultánea  de  los 
medios  de  la  demanda  y  defensa 

Art.  45.  Todos  los  medios  que  sir- 
van de  apoyo  á  la  demanda  ó  á  la  de- 
fensa deberán  presentarse  conjunta- 
mente. Los  medios  que  no  hayan  sido 
alegados  no  podrán  presentarse  pos- 
teriormente, á  no  ser  que  la  ley  autori- 
ce una  excepción. 

IV.— Modificación  de  la  demanda 

Art.  46.  Las  partes  no  podrán  modi- 
ficar posteriormente  en  detrimento  de 
su  adversario,  el  contenido  de  su  rela- 
to en  lo  que  á  los  hechos  se  refiera, 
sino  que  están  ligadas  ó  sujetas  á  la 
demanda  tal  como  haya  sido  formula- 
da desde  el  principio.  Podrá,  sin  em- 
bargo, en  todo  tiempo  ser  restringida 


ó  rectificada  solamente  en  las  faltas 
del  escrito  ó  por  error  de  cálculo. 

Art.  47.  Cada  cual  de  las  partes  po- 
drá, durante  el  curso  del  pleito,  mien- 
tras no  se  cierre  el  procedimiento  prin- 
cipa], pedir  una  vez  la  reforma. 

Art.  48.  La  reforma  destruirá  todo 
procedimiento  hasta  el  punto  indicado 
por  la  parte  que  la  reclame. 

Sin  embargo,  la  reforma  dejará  in- 
tactas las  siguientes  partes  del  pleito: 

a)  Los  compromisos  contraídos  por 
las  partes  entre  sí; 

6)  El  juramento  deferido  ó  referido 
en  cuanto  la  parte  contraria  se  haya 
declarado  pronta  á  aceptarlo; 

c)  Las  declaraciones  que  las  partes 
hayan  hecho  bajo  juramento; 

d)  Las  declaraciones  de  los  testigos 
y  los  informes  de  los  peritos. 

Art.  49.  El  que  pida  ó  introduzca  la 
reforma  deberá,  en  un  plazo  fijado  por 
el  juez,  reembolsar  á  su  contrario  los 
gastos  del  procedimiento  que  se  anule, 
y  comenzará  de  nuevo;  en  caso  contra- 
rio no  tendrá  efecto  la  reforma. 

El  juez  de  instrucción  se  hará  pre- 
sentar la  minuta  de  los  gastos  con  las 
piezas  necesarias  y  decidirá  las  con- 
tiendas que  puedan  suscitarse  en  esta 
materia,  después  de  haber  oído  á  las 
dos  partes  y  bajo  reserva  de  la  acción 
que  se  reclame  (art.  173). 


V. — De  la  fijación  de  plazo  en  el  proce- 
dimiento 

Art.  50.  Las  partes  deberán  proce- 
der en  las  actuaciones  que  les  incum- 
ban en  un  día  fijo,  ó  en  un  plazo  deter- 
minado. 
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A. — Días  fijos 

Art.  51.  El  juez  decretará,  de  oñcio 
ó  á  petición  de  una  de  las  partes,  la 
citación  para  comparecer  en  día  fijo. 

Las  partes  presentes  en  la  audiencia 
podrán  ser  citadas  verbalmente  para 
la  siguiente.  El  protocolo  del  tribunal 
hará  prueba  respecto  de  esta  citación. 

Toda  citación  que  no  sea  hecha  en  la 
audiencia  del  tribunal  deberá  hacerse 
por  escrito. 

Art.  52.  La  citación  deberá  indicar 
de  una  manera  exacta  la  autoridad  ju- 
dicial, las  partes,  el  procedimiento  que 
se  haya  de  seguir,  la  fecha  y  el  lugar 
de  la  comparecencia,  y  las  consecuen- 
cias que  sobrevendrán  si  no  se  compa- 
rece. La  citación  por  escrito  deberá, 
además,  estar  fechada  y  firmada  por  el 
secretario  de  la  autoridad  judicial  que 
la  ordene. 

Art.  53.  La  citación  será  dirigida  á 
la  misma  parte  ó  á  su  mandatario. 

Cuando  en  el  pleito  haya  varias  per- 
sonas, éstas  deberán  designar  un  man- 
datario común,  al  cual  serán  legitima- 
mente  remitidas  todas  las  citaciones  y 
comunicaciones;  toda  persona  que  re- 
sida fuera  de  la  Confederación  deberá 
designar  con  el  mismo  objeto  un  man- 
datario con  domicilio  en  Suiza. 

Art.  54.  Todo  cambio  de  domicilio, 
ya  de  las  partes,  ya  de  sus  mandata- 
rios, durante  el  curso  del  pleito,  de- 
berá ser  inmediatamente  puesto  en  co- 
nocimiento del  juez. 

Art.  55.  Toda  infracción  de  los  dos 
artículos  anteriores  será  castigada  con 
una  multa  disciplinaria  (art.  76  de  la 
ley  sobre  Organización  judicial  federal) 
y  podrá  entrañar,  según  -el  caso,  una 
condena  por  los  daños  y  perjuicios  oca 


sionados  á  la  parte  contraria  ó  á  la  Caja 
federal  en  reparación  del  daño  causado. 
Esta  disposición  no  excluirá  de  ningún 
modo  las  demás  consecuencias,  á  las 
cuales  quedan  sujetos  los  contravento- 
res, según  la  presente  ley. 

Art.  56.  Las  citaciones  serán  remi- 
tidas por  correo,  por  duplicado,  que- 
dándose con  una  el  destinatario  y  de- 
volviendo la  otra  á  la  autoridad  judi- 
cial. 

El  Consejo  federal  queda  autorizado 
para  publicar,  si  fuese  necesario,  un  re- 
glamento relativo  á  citaciones. 

Art.  57.  Cuando  la  citación  no  haya 
sido  recibida  ó  la  firma  del  duplicado 
haya  sido  denegada,  el  juez  invitará  á 
la  autoridad  cantonal  competente  para 
que  proceda  á  la  citación,  de  conformi- 
dad con  las  leyes  del  lugar. 

Esta  denegación  entrañará,  además 
de  las  costas,  una  multa  disciplinaria 
de  20  francos. 

Art.  58.  Las  citaciones  que,  por  un 
motivo  cualquiera,  no  puedan  ser  trans- 
mitidas á  la  persona  á  que  aquéllas 
conciernan,  deberán  insertarse  en  el 
periódico  oficial  del  cantón  respectivo 
y  en  otros  dos  periódicos  que  designa- 
rá la  autoridad  judicial.  Las  citaciones 
deberán,  además,  cuando  esto  sea  posi- 
ble, ser  fijadas  en  el  tablón  correspon- 
diente del  ayuntamiento  de  origen  del 
citado,  y  en  aquel  en  que  haya  vivido 
últimamente. 

Art.  59.  La  citación  no  será  válida 
si  la  persona  citada  no  tuviese  para 
cumplirla  un  plazo  de  ocho  días,  á  con- 
tar desde  la  última  publicación  de  la 
citación  (art.  58). 

Art.  60.  El  día  fijo  durará  desde  el 
momento  fijado  por  la  citación  hasta 
aquel  en  que  el  juez  levante  la  sesión. 

Art.  61.  La  parte  legalmente  citada 
que  no  compareciese  al  llamamiento  en 
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el  día  fijado  será  castigada  con  una 
multa  disciplinaria. 

Podrá,  sin  embargo,  comparecer  pos- 
teriormente mientras  la  sesión  no  ha- 
ya sido  levantada. 

Art.  62.  Si  las  dos  partes  no  compa- 
reciesen en  el  día  fijado,  el  juez  deberá 
condenarlas  á  pagar  los  daños  y  per- 
juicios á  la  Caja  federal  por  el  mal 
causado,  y  fijará  nuevo  día  para  la 
comparecencia,  excepto  en  el  caso  en 
que  hayan  hecho  un  arreglo  y  que  lo 
hayan  anunciado  lo  más  tarde  en  el 
día  fijado.  Si  sólo  una  de  las  partes  es- 
tuviese ausente,  la  que  comparezca  po- 
drá proceder  á  todos  los  actos  que  la 
parte  adversa  habría  tenido  el  derecho 
de  realizar. 

B.— De  los  plazos 

Art.  63.  La  ley  ó  el  juez  fijarán  los 
plazos  (plazos  legales  ó  judiciales). 

Art.  64.  En  el  cáloulo  de  los  plazos 
legales,  el  mes  se  contará  por  treinta 
días,  y  no  se  contará  el  día  del  suceso 
á  partir  del  cual  corra  el  plazo. 

En  el  último  día  del  plazo  podrá  pro- 
cederse  al  acto  de  que  se  trate  hasta 
las  seis  de  la  tarde. 

Art.  65.  Los  plazos  legales  sólo  po- 
drán prolongarse  de  común  acuerdo 
entre  las  partes. 

Aquélla  que  los  deje  espirar  perderá 
el  derecho  cuyo  ejercicio  esté  ligado 
por  la  ley  á  estos  mismos  plazos. 

Art.  66.  Los  plazos  judiciales  serán 
fijados  por  la  indicación  del  tiempo  en 
el  cual  espiren. 

Cuando  se  indique  el  último  día  y  no 
la  hora,  tendrá  lugar  la  aplicación  de 
la  disposición  del  art.  64,  párrafo  2.° 

Art.  67.  En  tanto  que  el  plazo  judi- 
cial no  haya  transcurrido,  el  juez  po- 
drá, por  motivos  importantes,  prolon- 


garlo á  petición  de  la  parte  interesada. 
Art.  68.  Cuando  una  parte  deje  es- 
pirar el  plazo  judicial,  el  juez  dará  cur- 
so á  las  consecuencias  que  estén  ex- 
presamente indicadas  para  este  caso, 
dentro  de  los  límites  déla  ley. 

C— Restitución  de  las  partes  en  el  caso  de  ter- 
minación de  los  días  fijados  ó  plazos 

Art.  69.  La  restitución  contra  la  es- 
piración de  los  plazos  podrá  tener  siem- 
pre lugar  co  n  el  consentimiento  de  la 
parte  adversa. 

Art.  70.  En  caso  de  oposición  de  la 
parte  contraria,  la  restitución  sólo  se- 
rá admisible  bajo  las  condiciones  si- 
guientes: 

a)  La  demanda  deberá  presentarse 
por  escrito  al  juez,  en  el  término  de 
diez  días,  á  contar  desde  el  momento  en 
que  se  haya  indicado  al  demandante 
las  consecuencias  que  podrán  traer 
consigo  su  negligencia  (artículos  62,  68 
y  23); 

6)  Los  actos  de  procedimiento  no 
efectuados,  tales  como  el  anticipo  de 
gastos  (art.  23),  la  prestación  de  fianza 
(art. 26),  etc.,  deberán  ejecutarse  al  mis- 
mo tiempo,  ó  por  lo  menos  suministrar 
la  prueba  de  que  han  sido  ejecutados 
durante  el  intervalo; 

c)  El  demandante  deberá  probar 
que  él  ó  su  mandatario  no  han  po- 
dido, por  causas  independientes  de  su 
voluntad,  comparecer  en  el  día  fija- 
do ó  proceder  en  el  plazo  indicado. 
Los  medios  de  prueba  se  unirán  á  la 
demanda,  ó,  cuando  esto  no  sea  posi- 
ble, se  indicarán  previamente  de  una 
manera  precisa  (artículos   158  y  159). 

Art.  71.  Si  la  parte  contraria  al  de- 
mandante persistiese  en  su  denegación, 
el  juez  citará  ante  si  á  las  dos  partes  y 
á  sus  testigos,  y,  después  de  haberlos 
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oído,  decidirá  acto  continuo  sobre  este 
incidente. 

Art.  72.  Sólo  habrá  lugar  á  la  resti- 
tución contra  el  plazo  de  diez  días  men- 
cionado en  el  art.  70,  en  el  caso  en  que 
el  demandante  no  haya  podido  aprove- 
charse de  él,  por  causas  independien- 
tes de  su  voluntad,  y  presente  sude- 
manda  en  el  término  de  diez  días,  á 
contar  desde  la  desaparición  de  dichas 
causas. 

D.— Días  feriados 

Art.  73.  No  se  celebrará  audiencia 
los  domingos  y  días  feriados. 

Si  un  plazo  terminase  en  uno  de  es- 
tos días,  podrá  todavía  procederse  vá- 
lidamente, en  el  siguiente,  al  acto  por 
el  cual  se  proceda. 

Sólo  se  considerarán  como  días  feria- 
dos aquéllos  que  estén  reconocidos  co- 
mo tales  por  las  leyes  del  lugar  en  que 
se  siga  el  procedimiento. 

E. —Suspensión  del  pleito 

Art.  74.  A  petición  común  de  las 
partes,  el  juez  podrá  suspender  el  cur- 
so del  pleito  por  un  tiempo  determina- 
do. La  suspensión  no  podrá  exceder  de 
seis  meses . 

La  demanda  de  suspensión  podrá 
ser  renovada  después  déla  espiración 
del  tiempo  fijado. 

Art.  75.  Cuando  una  parte  pierda  la 
capacidad  civil,  ó  cuando  sus  derechos 
pasen  á  otro  por  muerte  ó  insolvencia, 
se  concederá  un  plazo  á  los  tutores, 
herederos,  acreedores,  etc.,  para  que 
declaren  si  quieren  continuar  el  pleito 
ó  desistir  de  él. 


Tomo  VIII.—  Instituciones  jubídicas. 


VI.— Desistimiento 

Art.  75.  El  desistimiento  del  pleito 
producirá  los  .mismos  efectos  que  una 
sentencia  condenatoria  respecto  del 
que  haya  desistido.  El  que  desista  de- 
berá pagar  todos  los  gastos  y  costas 
judiciales,  si  las  partes  no  convinieren 
lo  contrario. 

Art.  77.  El  desistimiento  bajo  reser- 
va de  poder  incoar  más  tarde  el  mis- 
mo pleito  contra  lamismapersona,  sólo 
podrá  admitirse  en  el  caso  en  que  el 
demandado  declare  que  la  demanda  no 

■ 

está  todavía  fundada  en  aquel  momen- . 
to,  ó  bien  cuando  el  demandante  haga 
espontáneamente   la   misma  declara- 
ción, motivando  así  su  desistimiento 
condicional. 

Aun  en  este  caso,  el  que  desistiese 
deberá  indemnizar  á  la  parte  contraria 
todos  los  gastos  y  pagar  las  costas  ju- 
diciales. 

En  los  casos  mencionados  en  los  ar- 
tículos 76  y  77,  el  juezde  instrucción  se 
hará  presentar  una  minuta  de  los  gas- 
tos con  las  piezas  necesarias  en  su  apo- 
yo, y  decidirá,  después  de  haber  oído  á 
las  partes,  y  bajo  reserva  de  la  acción 
de  reclamar  de  conformidad  con  el  ar- 
tículo 171. 

Art.  78.  Las  contiendas  sobre  dere- 
chos cuya  libre  disposición  tengan  las 
partes,  podrán  ser  abandonadas  por 
ellas  temporal  ó  definitivamente,  por 
medio  de  una  transacción  á  su  vo- 
luntad. 

La  transacción  no  será  válida  si  no 
está  hecha  por  escrito  y  firmada  por  las 
partes  ó  por  sus  mandatarios,  provis- 
tos de  poder  especial  al  efecto  (art.  38). 

Toda  transacción  válida  tendrá  fuer- 
za de  sentencia. 

Salvo  pacto  en  contrario,  en  la  tran* 
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sacción  ambas  partes  sufragarán  en 
común  Jas  costas  judiciales. 

CAPÍTULO  V 

De  la  forma  de  las  audiencias 
del  tribunal 

Art.  79.  El  procedimiento  será  oral 
y  público  cuando  la  ley  no  exija  6  per- 
mita la  remisión  de  piezas  escritas. 

Art.  80.  El  juez  y  las  partes  podrán 
servirse,  á  su  voluntad,  de  cualquiera 
de  las  tres  lenguas  principales  de  Suiza 
(art.  109  de  la  Constitución  federal). 

Cuando  sea  necesario,  traducirá  un 
perito,  nombrado  por  el  juez,  las  piezas 
escritas. 

Art.  81.  Se  levantará  acta  de  las  de- 
liberaciones orales.  El  acta  se  escribi- 
rá durante  la  audiencia  y  en  presencia 
de  las  partes. 

Contendrá:  la  designación  del  lugar 
y  fecha  de  la  audiencia,  los  nombres 
de  las  personas  que  hayan  tomado  par- 
te en  cualquier  forma,  las  alegaciones 
de  hecho  importantes,  las  peticiones  de 
derecho  de  las  partes,  las  declaracio- 
nes de  testigos  y  peritos,  y  las  órdenes 
del  juez. 

Art.  82.  El  acta  firmada  por  ellas  se 
leerá  á  las  personas  que  hayan  inter- 
venido en  la  audiencia.  Si  cualquiera 
de  éstas  se  negase  á  firmarla,  se  hará 
mención  de  este  hecho  y  sus  causas. 

Art.  83.  Las  rectificaciones  de  hecho 
presentadas  á  la  lectura  del  acta  debe- 
rán insertarse  textualmente  á  continua- 
ción é  irán  seguidas  de  la  firma  de  la 
persona  ó  personas  que  las  presenten. 
Art.  84.  Si  se  suscitasen  dudas  des- 
pués de  la  lectura  del  acta  sobre  su 
exactitud  relativa  á  la  declaración  de 
un  testigo  ó  informe  de  un  perito,  de- 


berán reformarse  previa  nueva  declara- 
ción del  testigo  ó  perito. 

Las  rectificaciones  hechas  por  una 
parte  relativas  á  sus  propias  manifes- 
taciones deberán  insertarse  después  de 
la  firma  del  acta. 

El  acta  sólo  podrá  ser  modificada  por 
el  mismo  juez  en  lo  relativo  á  las  órde- 
nes judiciales. 

Una  vez  firmado  el  protocolo,  no  se 
admitirá  ninguna  modificación  sin  el 
consentimiento  de  ambas  partes. 

Art.  85.  Las  partes  ó  sus  mandata- 
rios firmarán  las  piezas  escritas,  las 
cuales  se  mencionarán  en  el  acta  y  en 
un  registro  especial. 

Las  partes  recibirán,  á  su  instancia, 
certificación  de  tode  lo  que  hayan  ma- 
nifestado. 

Art.  86.  Las  actas  que  se  hayan  per- 
dido deberán,  en  cuanto  sea  posible, 
ser  reemplazadas  por  medio  de  dupli- 
cados ó  copias  que  se  encuentren  en 
poder  de  las  partes.  Los  gastos  serán 
sufragados  por  el  que  haya  perdido  el 
acta. 

Art.  87.  Los  documentos  presenta- 
dos por  las  partes  no  podrán  entregár- 
seles á  ellas  ó  á  sus  mandatarios  has- 
ta la  terminación  del  pleito  y  previo  re- 
cibo. Durante  el  curso  del  pleito  el  juez 
sólo  podrá  ordenar  la  entrega  por  razo- 
nes especiales  y  tomando  las  medidas 
necesarias  para  evitar  cualquier  per- 
juicio. 

Art.  88.  Los  documentos  que  que- 
den después  de  la  conclusión  del  plei- 
to, los  recibos  de  los  entregados  y  el 
acta,  serán  reunidos  en  un  legajo  por 
orden  de  fechas  y  depositados  en  los 
archivos  federales. 
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PARTE  ESPECIAL 
TÍTULO  PRIMERO 

INCOACIÓN     DEL     PLEITO 

Art.  89.  La  demanda  se  hará  por  es- 
crito, y  deberá  designar  con  brevedad, 
pero  de  un  modo  preciso: 

a)  Las  partes; 

b)  Los  hechos  que  la  motiven  ó  que 
sean  relativos  á  la  legitimidad  de  las 
partes,  y  que  comprenda  los  principios 
de  derecho,  ya  extranjeros,  ya  canto- 
nales, ya  locales,  mencionados  en  el  ar- 
tículo 3.°; 

c)  El  objeto  de  la  demanda; 

d)  Cuando  sea  necesario,  el  valor 
del  objeto  litigioso  (art.  47,  números 
2.°  y  4.°  de  la  ley  de  Organización  judi- 
cial federal); 

e)  La  consignación  exacta  y  deta- 
llada de  los  medios  de  prueba  en  apoyo 
de  los  hechos  mencionados. 

Las  demandas  que  versen  sobre  cuen- 
tas deberán  ir  acompañadas  de  una 
cuenta  corriente  detallada. 

Art.  90.  En  las  cuestiones  entre  va- 
rios cantones  ó  entre  la  Confederación 
y  un  cantón,  la  demanda,  acompañada 
de  las  piezas  necesarias,  se  remitirá  al 
Presidente  del  Tribunal  federal  por  me- 
dio del  Consejo  federal.  En  todos  los 
demás  casos,  la  demanda  se  remitirá 
directamente  al  Presidente  del  Tribunal 
federal.  La  demanda  deberá  ir  acom- 
pañada de  un  duplicado  (copia)  que  se 
remitirá  al  demandado  por  el  Consejo 
federal  ó  respectivamente  por  el  Presi- 
dente del  Tribunal  federal. 

Art.  91.  El  envío  de  la  demanda  al 
demandado  le  autorizará  á  contestarla, 
siendo  responsable  de  toda  demora, 
suspendiendo  el  derecho  de  disponer  li- 


brementedel  objetolitigioso  é  interrum- 
piendo toda  prescripción  adquisitiva  ó 
liberatoria. 

Art  92.  El  demandado  tendrá  un 
plazo  de  tres  semanas,  á  contar  del  día 
en  que  recibió  la  demanda,  para  impug- 
nar ante  la  autoridad  que  se  la  remitió 
la  competencia  del  Tribunal  federal. 

Art.  93.  En  caso  de  divergencia  so- 
bre la  cuestión  de  competencia,  los  au- 
tos serán  devueltos  al  demandante,  que 
podrá  reclamar  la  decisión  de  la  Asam- 
blea federal. 

Art.  94.  Cuando  el  valor  del  objeto 
litigioso  pueda  influir  en  la  cuestión  de 
competencia  (art.  47  de  la  ley  de  Orga- 
nización judicial),  podrá  el  Presidente 
del  Tribunal  federal,  á  instancia  de 
una  de  las  partes,  mandar  tasar  el  va- 
lor del  objeto  por  peritos,  cuyo  informe 
será  sometido  á  la  Asamblea  federal. 

No  deberán  tenerse  en  euenta  las  cos- 
tas y  gastos  del  procedimiento. 

Art.  95.  Cuando  en  el  término  de 
tres  semanas  no  se  haya  negado  la 
competencia  del  Tribunal  federal  (ar- 
tículo 92)  ó  cuando  la  cuestión  se  haya 
resuelto  por  la  Asamblea  federal,  el 
Presidente  de  dicho  tribunal  encargará 
á  uno  de  los  magistrados  de  la  dirección 
del  procedimiento  preparatorio,  y  co- 
municará esta  designación  á  las  partes. 

Art.  96.  El  magistrado  instructor 
nombrará  su  secretario. 

TÍTULO  SEGUNDO 

PROCEDIMIENTO  PREPARATORIO 

Art.  97.  El  juez  de  instrucción  de- 
berá preparar  el  procedimiento,  ya 
Ajando  los  hechos  que  al  pleito  se  re- 
fieran, ya  reuniendo  la  prueba  de  ma- 
nera que  el  negocio  quede  en  estado  de 
ser  terminado  en  una  sola  audiencia 
por  el  tribunal. 
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CAPÍTULO    PRIMERO 

Fijación  de  los  hechos 

Art.  98.  El  juez  de  instrucción  seña- 
lará ante  toa  o  al  demandado  un  día  en 
el  cual  ó  hasta  el  cual  deberá: 

a)  Presentar  cualquier  demanda  in- 
cidental; 

b)  Declarar  formalmente  si  admite 
ó  no  la  demanda  principal  ó  inciden- 
tal del  demandante,  si  reconoce  ó  no 
los  hechos  alegados  por  éste  último  (ar- 

— tteulo  896); 

c)  Presentar  todos  sus  medios  de 
defensa  y  las  razones  de  hecho  en  que 
se  funde; 

d)  Indicar  de  una  manera  detallada 
y  precisa  Jas  pruebas  que  alegue  en 
pro  de  sus  medios; 

e)  Formular,  si  procede,  cualquier 
demanda  reconvencional. 

Art.  99.  La  espiración  del  día  fijado 
ó  del  plazo  señalado  llevará  consigo  las 
siguientes  consecuencias: 

a)  En  caso  de  morosidad  en  la  pre- 
sentación de  una  demanda  incidental 
ó  en  la  enunciación  de  un  medio  de  de- 
fensa, podrá  condenarse  al  demandado 
al  pago  de  los  gastos  ocasionados  y  á 
una  multa  disciplinaria; 

b)  Los  asertos  hechos  por  el  deman- 
dante y  que  no  hayan  sido  contestados 
dentro  del  plazo  ó  del  día  fijados  se 
tendrán  por  reconocidos; 

c)  Las  pruebas  que  no  se  hayan  ale- 
gado por  las  partes  ó  que  lo  hayan  sido 
de  un  modo  confuso,  deberán  recha- 
zarse, salvo  lo  prescrito  en  los  artícu- 
los 164  y  165; 

d)  No  podrá  formularse  ninguna 
demanda  reconvencional  después  del 
plazo  ó  del  día  Ajados. 

Art.  100.    El  demandante  estará  obli* 


gado  á  admitir  ó  rechazar,  en  el  día  ó 
dentro  del  plazo  que  se  le  fije,  los  he- 
chos que  sirvan  de  base  á  la  contesta- 
ción del  demandado,  debiendo  conside- 
rarse como  reconocidos  todos  aquéllos 
que  no  haya  impugnado  formalmente. 

Art.  101.  Cuando  el  demandante  pro- 
cure debilitar  con  una  réplica  un  ale- 
gato presentado  por  el  demandado, 
pero  sin  negar  aquél  en  sí  mismo,  po- 
drá dicho  demandado  explicarse  de  la 
manera  que  el  demandante  lo  haya 
efectuado  respecto  del  mismo  sobre  los 
hechos  que  sirvan  de  base  ala  réplica. 

Las  disposiciones  aplicables  á  la 
enunciación  de  los  medios  en  las  répli- 
cas, etc.,  lo  serán  respectivamente  a 
las  duplicas,  etc. 

Los  medios  de  prueba  en  apoyo  de 
las  réplicas,  duplicas,  etc.,  deberán 
presentarse  al  mismo  tiempo  lo  mis- 
mo que  para  la  demanda  y  la  contes- 
tación (art.  89  e,  98  d  y  89  c). 

Art.  102.  La  demanda  reconvencio- 
nal deberá,  por  regla  general,  trami- 
tarse por  un  procedimiento  especial  lo 
mismo  que  la  demanda  principal. 

Las  discusiones  orales  ante  el  juez 
de  instrucción  y  relativas,  ora  á  la  de- 
manda principal,  ora  á  la  reconvencio- 
nal, deberán  tener  lugar,  á  ser  posible, 
en  el  mismo  día. 

En  los  pleitos  sencillos  podrá  admi- 
tirse un  solo  procedimiento. 

CAPÍTULO  II 

Procedimiento  probatorio 

Art.  103.  Una  vez  establecida  la  dis- 
tinción entre  los  hechos  admitidos  y  los 
rechazados,  aplicará  el  juez  á  estos  úl- 
timos el  procedimiento  probatorio. 

Art.  101.  Se  considerará  como  reco- 
nocido todo  hecho  que  en  el  curso  del 
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pleito  haya  sido  afirmado  por  una  de 
las  partes  y  no  haya  sido  impugnado 
formalmente  por  la  otra. 

Las  restricciones  y  adiciones  hechas 
por  una  de  las  partes  á  la  confesión, 
no  deberán  estar  separadas  de  ésta, 
salvo  el  caso  en  que  constituyan  un  me- 
dio de  defensa. 

I. — Medios  de  prueba 

A.— La  confesión 

Art.  105.  La  confesión  hecha  cons- 
tar, aunque  sea  extrajudicial,  produci- 
rá los  mismos  efectos  que  la  declara- 
ción hecha  ante  el  tribunal,  cuando  lo 
haya  sido  en  términos  formales  y  á 
presencia  ó  con  relación  á  la  parte  ad- 
versa ó  á  su  representante  ó  mandata- 
rio, y  con  objeto  de  poner  fuera  de  duda 
un  hecho  determinado. 

Si  faltase  uno  de  estos  caracteres, 
apreciará  el  tribunal  libremente  la  de- 
claración extrajudicial. 

B.— Documentos 

Art.  106.  Los  documentos  hechos 
en  forma  legal  por  un  funcionario  que 
tenga  fe  pública,  en  Jos  asuntos  de  su 
competencia  y  en  los  limites  de  sus 
atribuciones,  constituirán  prueba  ple- 
na contra  cualquiera. 

Art.  107.  Los  documentos  privados 
harán  prueba  plena  contra  su  autor. 

Los  terceros  cuyos  derechos  estén 
subordinados  á  los  actos  del  actor  ó 
que  sean  dq  ellos  responsables  en  cual- 
quier otra  forma,  estarán  obligados 
por  su  firma,  á  no  ser  que  pueda  de- 
mostrarse como  probable  que  ha  habi- 
do en  ello  fraude  en  perjuicio  de  los 
terceros,  entre  el  actor  y  aquel  en  cuyo 
favor  se  haya  hecho  el  documento. 


Art.  108.  Por  regla  general,  el  docu- 
mento que  se  halla  en  poder  de  su  au- 
tor no  prueba  nada  en  favor  de  éste. 

Como  excepción  á  lo  aquí  dispuesto, 
apreciará  el  juez  libremente  la  fuerza 
probatoria  de  los  libros  llevados  con 
arreglo  á  la  ley. 

Art.  109.  Los  documentos  que  ema- 
nen de  tercero  merecerán  tanta  más 
conñanza  cuanto  más  imparciales  é 
irreprochables  sean  sus  autores,  y 
cuantos  se  hallen  más  en  estado  de  co- 
nocer los  hechos  de  que  se  trate. 

Sin  embargo,  las  declaraciones  por 
escrito  hechas  en  el  pleito  por  particu- 
lares que  hayan  pedido  ser  oídos  ver- 
balmente  no  producirán  efecto  alguno. 

Art.  110.  Deberá  presentarse  al  juez 
el  original  mismo  de  los  documentos. 

Tendrán  el  mismo  valor  que  el  ori- 
ginal: 

a)  La  copia  reconocida  por  las 
partes; 

b)  El  extracto  de  libros  ó  registros 
públicos  certificados  por  el  funcionario 
competente. 

Art.  111.  La  parte  que  formule  la 
prueba  y  que  no  pueda,  por  causas 
ajenas  á  su  voluntad,  presentar  el  do- 
cumento mismo,  podrá  reemplazarla 
por  una  copia  debidamente  visada  con 
tal  que  la  autenticidad  de  la  firma  no 
sea  impugnada  ó  que  se  demuestre  de 
un  modo  especial  é  indubitable. 

Art.  112.  Todo  documento  deberá 
presentarse  completo  y  acompañado 
de  los  demás  en  que  se  apoye. 

Art.  113.  La  autenticidad  de  un  do- 
cumento público  se  probará,  en  caso 
de  impugnación,  por  el  testimonio  de 
la  autoridad  competente. 

Art.  114.  Se  presumirá  la  autentici- 
dad de  un  documento  particular  que  se 
halle  por  espacio  de  diez  años,  por  lo 
menos,  en  los  archivos  públicos,  ó  cuya 
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fecha  y  carácter  especial  prueben  ó  in- 
diquen que  existe  probablemente  des- 
de hace  más  de  cuarenta  años. 

Las  copias  visadas  probarán,  bajo  el 
mismo  supuesto,  la  presunción  de  exis- 
tencia anterior  de  un  documento  idén- 
tico; las  copias  no  visadas  podrán,  en 
el  mismo  supuesto,  constituir  por  lo 
menos  un  indicio. 

Art.  115.  La  autenticidad  de  la  firma 
de  un  documento  particular  motivará 
la  presunción  jurídica  de  autenticidad 
délo  que  preceda  á  la  firma  y  á  la  fecha. 
Sin  embargo,  si  se  hubieren  introdu- 
cido modificaciones  en  estas  últimas 
partes  del  documento,  y  la  parte  ad- 
versa del  que  formule  la  prueba  no 
quisiera  reconocerlas,  deberá  tenerse 
en  consideración  el  texto  primitivo,  y 
si  no  pudiera  restablecerse  éste  de  un 
modo  cierto,  perderá  el  documento  su 
fuerza  probatoria. 

Art.  116.  La  autenticidad  de  un  do- 
cumento impugnado  deberá  estable- 
cerse: 

1.°  Por  la  prueba  del  reconocimien- 
to extrajudicial  hecha  por  la  parte  con- 
traria; 

2.°  Por  la  declaración  de  testigos 
que  hayan  asistido  á  la  firma  del  docu- 
mento; 

3.°  Si  se  tratase  de  documentos  que 
emanen  de  un  tercero,  por  el  recono- 
cimiento de  éste; 

4.°  Por  la  comparación  de  letras  ó 
escritos . 

Art.  117.  Si  no  hubiese  documentos 
para  la  comparación,  será  obligada, 
bajo  las  penas  que  procedan,  la  perso- 
na que  haya  escrito  el  documento  im- 
pugnado, á  escribir  algunas  líneas,  que 
se  le  dictarán  en  presencia  del  juez  y 
de  los  peritos. 

Art.  118.  Cada  parte  deberá  presen- 
tar, cuando  lo  exija  su  adversario,  los 


documentos  que  se  refieran  al  pleito  ó 
atestiguar  bajo  juramento  que  no  es- 
tán en  su  poder  ni  los  ha  entregado  á 
otra  intencionalmente  y  en  perjuicio 
de  la  parte  contraria,  y  que  ignora 
dónde  se  encuentran  en  aquel  mo- 
mento. 

Art.  119.  Los  terceros  estarán  obli- 
gados, bajo  pena  de  ser  tratados  como 
testigos  que  se  nieguen  á  prestar  ju- 
ramento, á  entregar  los  documentos 
que  tengan  en  su  poder  ó  á  indicar  el 
lugar  donde  se  hallen 

Esta  obligación  estará  sometida  á  las 
mismas  restricciones  que  la  de  decla- 
rar como  testigo. 

La  parte  que  se  apoye  en  un  docu- 
mento deberá  indemnizar  al  poseedor 
de  éste  bajo  todos  sus  aspectos,  y  ade- 
lantar provisionalmente  los  gastos  del 
procedimiento  que  puedan  ser  necesa- 
rios. 

Las  partes  del  documento  que  según 
la  declaración  jurada  del  poseedor  ó  la 
opinión  del  juez  no  se  refieran  al  plei- 
to no  deberán  ser  destruidas,  pero  sí 
pasadas  en  silencio. 

Art.  120.  Las  disposiciones  relativas 
á  los  documentos  escritos  serán  tam- 
bién aplicables,  en  cuanto  la  naturale- 
za de  las  cosas  lo  permita,  á  los  mo 
numentos  de  otro  género  (límites  de 
frontera,  piedras  y  medallas  conme- 
morativas, etc.). 

C— De  las  inspecciones   oculares  ó  examen  de 
lugares  y  de  informes  periciales 

Art.  121.  El  juez  podrá  trasladarse 
de  oficio,  ó  á  instancia  de  una  de  las 
partes,  al  lugar  donde  se  encuentren 
los  objetos  cuya  naturaleza  sea  impor- 
tante conocer  para  el  pleito  y  cuyo 
transporte  sea  difícil  ó  imposible. 

Art.  \22.    Deberá  levantarse  un  acta 


ENJUICIAMIENTO  CIVIL 


295 


detallada  de  esta  visita  á  los  lugares  ó 
inspección  ocular  y  de  todo  lo  que  con 
ella  se  relacione  (art.  81),  y  para  mayor 
claridad  deberán  unirse  á  ella  dibujos 
y  modelos  si  se  considerase  necesario. 

Art.  123.  Podrá  el  juez,  de  oficio  ó  á 
instancia  de  parte,  llamar  peritos  cuan- 
do se  trate  de  una  inspección  ocular  ó 
de  otros  hechos  cuyo  juicio  ó  aprecia- 
ción exijan  conocimientos  especiales. 
Los  peritos  serán  nombrados,  por  re- 
gla general,  en  número  de  tres,  á  no 
ser  que  las  partes  se  pongan  de  acuer- 
do para  designar  un  número  inferior. 

Art.  124.  El  juez  nombrará  los  peri- 
tos. No  será  nombrado  el  que  carezca 
de  los  conocimientos  necesarios  ó  ten- 
ga causa  legal  de  recusación. 

Art.  125.  Nadie  está  obligado  á  acep- 
tar las  funciones  de  peritos;  pero  una 
vez  aceptadas,  podrá  obligársele,  por 
medio  de  multas  disciplinarias  y  suce- 
sivas, mayores  cada  vez,  á  desempe- 
ñarlas debidamente. 

Art.  126.  El  mandato  de  los  peritos 
deberá  confiárseles  por  escrito  y  de 
una  manera  precisa.  Cuando  los  peri- 
tos no  hayan  prestado  ya  juramento 
por  razón  de  su  profesión,  podrá  exi- 
gírseles,  á  petición  de  una  de  las  par- 
tes, el  de  cumplir  á  conciencia  el  man- 
dato que  se  les  ha  confiado  y  no  obrar 
movidos  por  odio  ni  por  afecto  á  perso- 
na alguna. 

Art.  127.  Los  peritos  emitirán  su 
parecer  motivado,  ya  por  escrito,  ya 
por  actos  de  procedimientos,  ya  de  viva 
voz,  para  que  se  inserte  en  el  acta. 

El  tribunal  apreciará  libremente  este 
dictamen. 

Art.  128.  Si  el  tribunal  no  encontra- 
re en  el  dictamen  los  datos  y  aclara- 
ciones suficientes,  podrá  ordenar  que 
se  complete  por  los*  mismos  peritos,  ó 
nombrar  otros  nuevos. 


D.—  Testigos 

Art.  129.  No  deberá  oirse  á  los  tes- 
tigos sobre  hechos  que  carezcan  de 
importancia. 

Art.  130.  No  se  admitirá  la  prueba 
testifical  contra  el  texto  formal  de  un 
documento  hecho  por  los  interesados, 
en  un  negocio  jurídico. 

Podrá  hacerse  una  excepción  á  esta 
regla: 

a)  Para  demostrar  la  incapacidad 
de  obrar,  la  falta  de  consentimiento, 
el  fraude  y  la  violencia; 

b)  Para  reemplazar  un  documento 
hecho  posteriormente  para  el  mismo 
asunto  y  que  se  ha  perdido; 

c)  Para  completar  documentos  pos- 
teriores que  indiquen  que  ha  sido  mo- 
dificado el  primitivo. 

Art.  131.  El  juez  apreciará  libre- 
mente las  declaraciones  de  los  testigos 
y  el  grado  de  confianza  que  merez- 
can. 

Art.  132.  Son  incapaces  de  declarar 
como  testigos,  y  deben  por  consiguien- 
te ser  excluidos  de  oficio: 

1.°  Las  personas  que  se  hallen  en 
estado  de  imbecilidad  ó  de  enajenación 
mental; 

2*  Las  personas  desprovistas  de  los 
órganos  necesarios  para  la  apreciación 
de  los  hechos  en  cuestión  ó  para  su  co- 
municación; 

3.°  Los  niños  que  no  hayan  llegado 
á  la  edad  de  catorce  años. 

Deberán  ser  excluidos  á  instancia  de 
la  parte  contraria: 

1.°  Los  parientes  más  próximos  de 
sus  contrarios,  á  saber:  los  ascendien- 
tes, los  descendientes  y  sus  cónyuges; 
los  hermanos  y  hermanas,  los  cuñados 
y  las  cuñadas; 
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2.°  Las  personas  que  hayan  sido 
condenadas  por  un  delito. 

Art.  133.  Los  eclesiásticos,  los  mé- 
dicos, los  abogados  y  los  procuradores 
no  deberán  ser  oídos  acerca  de  los  se- 
cretos que  puedan  habérseles  confiado 
por  razón  del  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes ó  de  su  profesión. 

Art.  134.  El  testigo  que  sin  excusa 
legal  no  obedezca  á  la  citación  que  se 
le  haga,  deberá  ser  condenado  al  pago 
de  una  multa  disciplinaria  y  al  reem- 
bolso de  los  gastos  causados  por  su 
falta  de  asistencia,  pudiendo  dirigirle 
una  nueva  citación. 

Art.  135.  El  que  sin  motivo  legal  se 
niegue  á  declarar  ó  á  prestar  juramen- 
to como  testigo,  deberá  indemnizar  ala 
parte  que  haya  propuesto  la  prueba  por 
los  perjuicios  que  esto  la  cause.  Para 
calcular  el  total  de  aquéllos  partirá  el 
tribunal  de  la  presunción  de  que  la  de- 
claración negada  habría  sido  favorable 
al  que  lo  haya  propuesto. 

Art.  136.  No  estarán  obligados  á  de- 
clarar contra  una  parte,  y  están,  por 
consiguiente,  exceptuados  de  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  133  y  135: 

1.°  Los  parientes  próximos  de  esta 
parte,  á  saber:  los  ascendientes,  los 
descendientes  y  sus  cónyuges;  los  her- 
manos y  las  hermanas,  los  cuñados  y 
las  cuñadas; 

2.°  Las  personas  que  compromete- 
rían su  honor  ó  sus  derechos  con  sus 
propias  declaraciones. 

Art.  137.  Cada  testigo  recibirá  de 
antemano,  á  su  instancia,  la  indemni- 
zación á  que  tenga  derecho. 

Art.  138.  Para  el  examen  de  los  tes- 
tigos que  habiten  en  el  extranjero  se 
dirigirá  un  suplicatorio  al  tribunal  ex- 
tranjero competente. 

Los  demás  testigos  serán  oídos,  ya 
por  el  mismo  juez  de  instrucción,  ya 


á  instancia  de  este  magistrado,  por  el 
tribunal  competente  (el  del  domicilio 
del  testigo). 

Art.  139.  El  examen  tendrá  lugar,  en 
general,  en  el  punto  en  que  se  siga  el 
procedimiento  preparatorio  ó  en  el  que 
resida  el  tribunal  requerido. 

Los  testigos  que  por  motivos  graves 
se  hallen  impedidos  de  comparecer  ante 
el  juez,  podrán  ser  oídos  en  su  casa. 

Lo  mismo  se  procederá  cuando  sea 
ventajoso  para  la  inteligencia  de  las 
declaraciones  que  sean  examinados 
los  testigos  en  el  lugar  á  que  se  refieran 
sus  declaraciones. 

Art.  140.  Se  darán  á  las  partes  cuan- 
tas facilidades  sean  posibles  para  que 
puedan  asistir  al  examen  de  los  tes- 
tigos. 

Las  partes  tienen  derecho  á  indicar 
de  antemano  los  puntos  sobre  que 
deseen  obtener  explicaciones  por  parte 
de  los  testigos,  así  como  también  á  pe- 
dir que  se  les  hagan  otras  preguntas 
que  sean  consecuencia  de  las  primeras, 
pudiendo  el  juez  decidir  si  son  ó  no  ad- 
misibles las  últimas. 

Art.  141.  El  juez  advertirá  á  los  tes- 
tigos, por  la  lectura  de  la  fórmula  del 
juramento,  que  deben  afirmar  su  dicho 
bajo  esta  fórmula,  y  después  procederá 
al  examen  de  cada  testigo  por  separa- 
do y  en  ausencia  de  los  demás.  Nadie, 
salvo  el  juez  ó  el  Presidente  del  tribu- 
nal respectivamente,  podrá  dirigir  pre- 
guntas á  los  testigos. 

Art.  142.  Las  declaraciones  de  los 
testigos  se  consignarán  en  el  acta  con 
arreglo  á  su  tenor  sustancial,  se  leerán 
en  su  presencia  y  serán  firmadas  por 
ellos. 

Art.  143.  A  petición  de  las  partes,  y 
una  vez  terminado  el  interrogatorio, 
prestarán  los  testigos  el  siguiente  jura- 
mento: 
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«He  respondido  la  verdad  á  las  pre- 
guntas que  se  me  han  dirigido,  y  nada 
he  ocultado  de  cuanto  sabía.  Lo  juro 
ante  Dios,  que  todo  lo  sabe,  etc.» 

Cuando  según  la  religión  del  testigo 
esté  subordinada  á  ciertas  fórmulas 
exteriores  la  eficacia  del  juramento, 
deberán  observarse  estas  formas. 

Art.  144.  Para  las  personas  que  per- 
tenezcan á  una  secta  religiosa  en  que 
esté  prohibido  el  juramento,  será  éste 
reemplazado  por  una  afirmación  so- 
lemne equivalente  al  juramento  según 
aquellas  creencias. 

Art.  145.  Los  empleados  públicos 
podrán  declarar  por  escrito  cuando  sus 
declaraciones  se  funden  en  sus  actas 
ó  en  sus  actos,  y  no  tendrán  necesidad 
de  confirmarlos  por  medio  de  jura- 
mento. 

E. — Del  juramento  deferido 

Art.  146.  Cuando  se  trate  de  hechos 
importantes  impugnados  podrá  el  que 
propone  la  prueba  deferir  el  juramento 
á  su  contrario  si  no  tiene  otro  medio. 
Sin  embargo,  no  podrá  ser  nunca  ob- 
jeto de  juramento  la  imputación  de  un 
crimen  ó  delito;  tampoco  podrá  defe- 
rirse el  juramento  á  una  persona  ata- 
cada de  locura  ó  muda  ó  que  aún  no 
haya  cumplido  dieciséis  años. 

Art.  147.  El  que  haya  propuesto  la 
prueba  no  podrá  deferir  el  juramento 
á  una  tercera  persona,  sino  únicamen- 
te á  su  contrario,  y  éste  deberá  prestar 
el  juramento  por  si  mismo. 

Sin  embargo,  esta  regla  sufrirá  las  si- 
guientes excepciones: 

1/  El  que  propone  la  prueba  podrá, 
á  su  voluntad,  deferir  el  juramento  al 
tutor  ó  al  pupilo  con  tal  que  éste  tenga 
la  capacidad  necesaria  para  prestarlo; 

2.°    Cuando  se  trate  de  corporacio- 


nes, -el  que  proponga  la  prueba  desig- 
nará dos  individuos  de  la  corporación 
para  que  presten  juramento; 

3.°  Cuando  varios  individuos  estén 
interesados  en  el  mismo  negocio,  pres- 
tarán todos  juramento  (art.  7.°);  pero 
podrá  bastar  el  juramento  de  uno  solo 
en  caso  de  que  por  su  posición  obligue 
á  los  demás. 

Art.  148.  La  parte  á  quien  se  defiere 
el  juramento  podrá  prestarlo  ó  referirlo 
á  la  otra  parte  ó  proponer  la  prueba 
contraria. 

Si  no  hiciere  lo  uno  ni  lo  otro,  se  con- 
siderará aprobado  el  hecho  propuesto 
por  la  parte  contraria. 

Art.  149.  La  parte  que  deba  prestar 
juramento  (sea  deferido  ó  referido)  será 
oída  y  juramentada  del  mismo  modo 
que  los  testigos  (artículos  138  á  144).  No 
podrá  alegar  pretexto  alguno  de  igno- 
rancia en  lo  que  se  refiera  á  sus  pro- 
pias acciones,  y  si  lo  alegase  respecto 
de  otros  hechos,  deberá  jurar  además 
que  ha  procurado  investigar  la  verdad 
y  que  no  tiene  conocimiento  de  otros 
hechos  que  los  que  ha  indicado. 

Art.  150.  Los  hechos  sobre  que,  con 
tra  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
se  hubiere  expresado  la  parte  juramen- 
tada de  una  manera  obscura  ó  evasiva, 
deberán  considerarse  como  aseverados. 
En  todos  los  demás  casos  deberá  ad- 
mitirse el  derecho  como  verdadera  la 
declaración  hecha  bajo  juramento,  y 
estará  prohibida  la  prueba  en  con- 
trario. 

F.— De  la  prueba  compleja 

Art.  151.  La  prueba  que  se  funde 
únicamente  en  indicios  deberá  ser  li- 
bremente apreciada  por  el  juez,  aunque 
dentro  de  los  límites  délas  presuncio- 
nes establecidas  por  la  ley. 
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Art.  152.  Todo  indicio  deberá  fun- 
darse ó  apreciarse  conforme  á  las  mis- 
mas reglas  que  los  hechos  en  que  se 
basen  la  demanda  y  la  contestación. 

G.— Del  juramento  supletorio 

Art.  153.  Cuando  un  hecho  impor- 
tante é  impugnado  no  pueda  probarse 
de  un  modo  convincente  por  testigos,  por 
documentos  ni  por  indicios,  pero  que 
haya  adquirido  para  el  tribunal  cierto 
grado  de  verosimilitud,  podrá  el  mismo 
tribunal,  ya  de  oficio,  ya  á  instancia  de 
partes,  deferir  el  juramento  al  que  pro- 
ponga la  prueba  ó  á  su  contrario,  con 
objeto  de  suplir  ó  inutilizar  la  prueba 
comenzada. 

Art.  154.  El  juramento  se  prestará 
del  mismo  modo  que  el  deferido. 

H. — Disposiciones  generales 

Art.  155.  Ambas  partes  podrán  uti- 
lizar igualmente  todo  medio  de  prueba 
que  no  sólo  haya  sido  indicado,  sino 
también  desarrollado  realmente  en  las 
actuaciones. 

Art.  156.  Cuando  desaparezca  un  me- 
dio de  prueba  por  culpa  de  la  parte  con- 
traria, se  considerará  como  hecha  la 
prueba  ofrecida,  sin  que  esto  obste  á  la 
penalidad  en  que  haya  incurrido. 

n.—  Procedimiento  probatorio 

A.— Introducción  de  la  prueba 

Art.  157.  El  juez  fijará  ante  todo  un 
día  en  el  cual  ó  hasta  el  cual  podrán 
presentar  las  partes  todos  los  medios 
de  prueba  en  apoyo  de  sus  mismas  afir- 
maciones para  combatir  las  de  su  con- 
trario. 

Toda  negligencia  en  esta  materia  lle- 


vará consigo  la  exclusión  de  los  me- 
dios de  prueba  aportados  ó  propuestos 
demasiado  tarde. 

Art.  158.  El  que  haya  propuesto  la 
prueba  enviará  al  juez  los  documentos 
escritos  que  tenga  en  su  poder;  los  que 
se  hallen  en  poder  de  la  parte  contra- 
ria ó  de  un  tercero  lo  designará  de  un 
modo  tan  preciso  como  sea  posible,  y 
pedirá  al  juez  que  ordene  su  presen- 
tación. 

Este  accederá  inmediatamente  á  esta 
demanda,  fundándose  en  los  artícu- 
los 118  y  119  é  indicando  las  consecuen- 
cias de  la  negativa. 

Art.  159.  La  prueba  testifical  comen- 
zará por  la  denominación  precisa  de 
los  testigos  y  por  la  indicación  de  los 
hechos  sobre  que  han  de  ser  pregunta- 
dos. 

Art.  160.  El  que  pida  una  inspección 
ocular  ó  el  nombramiento  de  peritos, 
deberá  deferirse  á  este  medio  de  prue- 
ba é  indicar  el  objeto  del  mismo. 

Art.  161.  El  que  quiera  deferir  el  ju- 
ramento á  su  contrario,  deberá  desig- 
nar los  hechos  sobre  que  ha  de  versar 
aquél,  así  como  las  personas  que  ha- 
yan de  prestarlo. 

B.— Debate  previo 

Art.  162.  Después  de  la  espiración 
de  los  plazos  fijados  para  proponer  la 
prueba,  citará  el  juez  á  las  partes  bajo 
las  penas  mencionadas  en  los  artícu- 
los 62  y  166,  para  que  comparezcan 
ante  él  en  un  día  fijo,  á  fin  de  abrir  el 
debate  sobre  los  medios  de  prueba  pre- 
sentados ó  propuestos. 

Cuando  no  haya  designado  plazo  ni 
día  fijo  para  la  prueba,  el  debate  sobre 
los  medios  presentados  ó  propuestos 
podrá,  según  las  circunstancias,  tener 
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lugar  el  mismo  día  ó  aplazarlo  para 
otro  que  se  determinará. 

El  tercero  que  niegue  tener  una  pieza 
que  se  le  pida  ó  que  rehuse  entregarla, 
deberá  ser  también  citado  á  esta  au- 
diencia á  instancia  de  la  parte  intere- 
sada. 

Art.  163.  En  el  día  fijado  deberá 
cada  parte  emitir  su  parecer  acerca  de 
la  autenticidad  de  los  documentos  pre- 
sentados por  su  contrario;  éste  último 
podrá  comenzar  inmediatamente  la 
prueba  de  los  puntos  impugnados  (ar- 
tículos 113  á  116),  ó  hacer  que  se  le  fije 
un  plazo  para  ello. 

Art.  164.  Las  partes  deberán  expli- 
carse también  contradictoriamente  el 
día  fijado  respecto  de  los  puntos  sobre 
que  estén  en  desacuerdo  en  lo  relativo 
á  la  importancia  de  los  hechos  sobre 
que  verse  la  prueba  ó  á  la  admisibili- 
dad de  los  medios  de  prueba  indicados. 

En  cuanto  á  la  persona  de  los  testi- 
gos es  necesario  presentar,  no  sola- 
mente los  motivos  de  su  incapacidad, 
sino  enunciar  también  todas  las  circuns- 
tancias que  puedan  viciar  su  testimonio, 
y  si  fuere  necesario,  suministrar  inme- 
diatamente la  prueba  de  ella  ó  pedir 
por  lo  menos  un  plazo  para  suminis- 
trarla. 

El  que  proponga  la  prueba  podrá  re- 
nunciar á  los  testigos  recusados  y  re- 
emplazarlos por  otros,  si  probase  que 
le  ha  sido  imposible  designarlos  antes. 

Art.  165.  En  general,  el  que  haya 
perdido  un  medio  de  prueba  ya  pro- 
puesto podrá,  sin  embargo,  reempla- 
zarlo por  otro  en  este  estado  del  pro- 
cedimiento y  hacer  valer  antes  de  ter- 
minar el  período  preparatorio  los  me- 
dios de  prueba  que,  según  su  aserto, 
confirmado  por  juramento,  haya  des- 
cubierto después  de  espirar  el  plazo 
fijado  para  proponer  la  prueba. 


Art.  166.  El  que  no  señale  en  tiempo 
oportuno,  con  arreglo  al  artículo  prece- 
dente, los  vicios  de  forma  á  la  prueba 
presentada  ú  ofrecida  por  su  contrario, 
no  podrá  alegar  más  tarde  dichos  vi- 
cios. 

C— Admisión  de  la  prueba 

Art.  167.  El  juez,  indicando  sus  mo- 
tivos, designará  los  medios  de  prueba 
que  estime  admisibles  y  los  que  juzgue 
improcedentes. 

Los  medios  de  prueba  admitidos  se- 
rán consignados  inmediatamente  en  el 
acta  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los 

artículos  106  al  150. 
Sin  embargo,  no  podrá  prestarse  el 

juramento  por  una  de  las  partes  du- 
rante el  período  preparatorio,  sino  en 
el  caso  en  que  no  haya  cuestión  ni  so- 
bre la  legitimidad  de  este  medio  de 
prueba  en  sí  mismo,  ni  sobre  la  perso- 
na  de  aquel  á  quien  el  juramento  es 
deferido. 

D.— Prueba  para  lo  futuro  (a) 

Art.  168.  El  juez  de  instrucción  po- 
drá, á  petición  de  una  de  las  partes, 
llamar  á  los  testigos  ó  á  los  peritos  en 
cualquier  período  del  procedimiento 
ú  ordenar  una  inspección  ocular  para 
prevenir  la  pérdida  de  un  medio  do 
prueba. 

No  habrá  deliberación  alguna  sobre 
la  admisibilidad  de  la  prueba  ni  sobre 
los  medios  incoados.  Quedan  reserva- 
das, en  cambio,  las  excepciones  que 
aquel  que  proponga  la  prueba  podrá 
presentar  dentro  del  periodo  prepara- 
torio ordinario.  Por  lo  demás,  deberán 


(a)    Especie  de  información  adperpetuam. 
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seguirse  en  cuanto  sea  posible,  respec- 
to de  la  admisión  de  la  prueba,  las 
prescripciones  contenidas  en  los  ar- 
tículos que  preceden. 

Art.  169.  El  que  quiera  proponer 
una  prueba  para  lo  futuro  en  un  pleito 
que  aún  no  se  haya  incoado,  ó  para  el 
que  no  se  haya  designado  todavía  un 
juez  de  instrucción,  deberá  presentar 
la  demanda  correspondiente  á  la  auto- 
ridad judicial  competente  del  cantón. 

CAPÍTULO  111 

Fin  del  procedimiento  preparatorio 

Art.  170.  El  juez  deberá  declarar  el 
procedimiento  preparatorio  terminado 
en  cuanto  se  haya  conseguido  el  obje- 
to de  este  procedimiento  y  enviar  los 
autos  al  Presidente  del  tribunal. 

Art.  171.  El  Tribunal  federal  esta- 
tuirá sobre  las  reclamaciones  relativas 
á  las  medidas  adoptadas  por  el  juez  de 
instrucción.  Estas  reclamaciones  no 
tendrán  efecto  suspensivo  y  deberán 
presentarse  y  tratarse,  por  regla  gene- 
ral, al  principio  del  procedimiento  de- 
finitivo. 

TÍTULO  TERCERO 

PROCEDIMIENTO    PRINCIPAL 

Art.  172.  Los  actos  y  las  diligencias 
ordenadas  por  el  juez  de  instrucción 
servirán  de  base  al  procedimiento  prin- 
cipal. 

Art.  173.  Cualquiera  de  las  partes 
podrá  reclamar  el  suplemento  ó  la  rec- 
tificación de  estas  diligencias: 

1.a  Por  nuevos  medios  de  prueba, 
si  atestigua  por  medio  de  juramento 
que  los  ha  encontrado  después  de  ter- 
minado el  procedimiento  preparatorio; 


2.a  Por  los  medios  de  prueba  por  que 
el  juez  de  instrucción  ha  negado  la  ad- 
misión sin  motivos  suficientes; 

3.a  Por  la  rectificación  de  fallos  co- 
metidos por  el  juez  de  instrucción  en 
la  admisión  de  la  prueba; 

4.a  Por  la  anulación  de  ias  pruebas 
inadmisibles  bajo  el  punto  de  vista  de 
la  forma  y  que  el  juez  de  instrucción 
haya  hecho  insertar  en  el  acta  á  pesar 
de  una  oposición  fundada; 

5.a  Por  la  anulación  de  órdenes  que 
hayan  sido  dictadas  en  el  procedimien- 
to preparatorio  sin  perjuicio  de  la  par- 
te interesada  y  sin  motivos  suficientes. 

Art.  174.  Deberán  presentarse  las 
peticiones  de  esta  clase  al  Presidente 
del  Tribunal  federal  dentro  de  los  quin- 
ce días  á  partir  de  aquél  en  que  se  haya 
declarado  terminado  el  procedí  miento, 
y  lo  más  pronto  posible  si  se  trata  de 
presentar  medios  de  prueba  descubier- 
tos posteriormente. 

Los  medios  de  que  en  este  caso  se 
trata,  deberán  ir  unidos  á  la  petición, 
ó  si  esto  no  es  posible,  indicados  por 
lo  menos  (artículos  158  y  160). 

Art.  175.  El  Presidente  del  tribunal 
comunicará  la  petición  á  la  parte  con- 
traria, y  le  fijará  un  plazo  para  la  con- 
tra-prueba, si  procede. 

Art.  176.  Cuando  la  reclamación  de 
una  parte  verse  sobre  el  acta  de  inspec- 
ción ocular,  podrá  el  Presidente  del 
tribunal  delegar  uno  ó  dos  magistra- 
dos para  que  la  repitan  (artículos  121  y 
siguientes),  ó  bien  ordenar,  según  las 
circunstancias,  que  se  verifique  en  el 
lugar  de  la  inspección  el  debate  final. 

Art.  177.  Si  no  hubiese  obstáculos 
especiales,  deberá  darse  curso  á  toda 
petición  que  tenga  por  objeto  que  el 
Presidente  del  tribunal  nombre  peritos 
y  los  haga  comparecer  en  la  diligencia 
final,  á  que  cite  testigos  que  no  hayan 
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sido  oídos  ó  que  lo  hayan  sido  de  un 
modo  deficiente. 

Los  testigos  que  por  un  motivo  cual- 
quiera no  puedan  presentarse  ante  el 
Tribunal  federal,  deberán  ser  interro- 
gados por  el  tribunal  del  lugar  de  su 
domicilio,  cuyo  interrogatorio  se  orde- 
nará provisionalmente  por  el  Tribunal 
federal. 

Art.  178.  Las  demandas  y  peticio- 
nes que  tengan  por  objeto  completar  ó 
rectificar  el  procedimiento  preparato- 
rio, asi  como  las  cuestiones  sobre  la 
prestación  de  un  juramento  deferido  ó 
referido,  deberán  dilucidarse  ante  todo 
en  las  diligencias  finales  y  resolverse 
por  auto  motivado,  oídas  ambas  partes. 

Art.  179.  Las  pruebas  aportadas  des- 
pués y  que  el  tribunal  declare  admisi- 
bles, se  presentarán  inmediatamente  si 
fuese  posible.  En  caso  de  una  declara- 
ción contraria  deberá  despacharse  in- 
mediatamente á  los  testigos  ó  peritos 
citados. 

Art.  180.  En  seguida  se  procederá  á 
la  discusión  jurídica  del  litigio  en  toda 
su  extensión. 

Con  este  objeto  se  concederá  la  pala- 
bra dos  veces  á  cada  parte. 

Art.  181.  La  deliberación  y  la  data- 
ción  del  tribunal  será  pública. 

Art.  182.  El  Presidente  invitará  á 
los  individuos  del  tribunal  á  emitir  su 
opinión  y  él  hablará  el  último. 

Una  vez  terminada  esta  consulta  pre- 
via, podrá  pedir  la  palabra^cada  miem- 
bro del  tribunal. 

La  votación  tendrá  lugar  levantando 
las  manos,  y  si  hubiera  empate,  resol- 
verá el  voto  del  Presidente. 

Art.  183.  Se  votará  por  separado 
cada  punto  de  los  que  sean  objeto  del 
litigio. 

Las  cuestiones  deberán  plantearse 
de  tal  suerte,  que  la  primera  presenta- 


da sea  siempre  aquélla  por  la  que  se 
elimina  ó  propone  la  siguiente;  y  la 
cuestión  principal  deberá  resolverse 
antes  que  las  accesorias. 

Art.  184.  La  resolución  será  condi- 
cional cuando  el  resultado  «leí  pleito^de- 
penda  de  la  prestación  de  un  juramen- 
to supletorio;  y  deberá  determinar  en 
este  caso  cuál  será  la  consecuencia  de 
la  prestación  ó  de  la  no  prestación  de 
dicho  juramento,  tanto  respecto  de  los 
puntos  principales  como  de  los  acce- 
sorios. 

Después  de  la  prestación-  del  jura- 
mento ó  de  la  negativa  á  prestarlo,  cer- 
tificará el  tribunal  ó  el  juez  delegado 
para  recibir  el  juramento,  que  se  ha 
prestado  ó  no,  y  fallará  de  un  modo  ab- 
soluto el  litigio  que  solamente  lo  ha- 
bía sido  de  una  manera  condicional. 

Art.  185.  La  sentencia  deberá  con- 
tener: 

1.°  La  designación  del  tribunal,  de 
los  jueces  presentes  y  de  las  partes; 

2.°  Los  puntos  de  hecho  más  esen- 
ciales y  las  peticiones  de  las  partes  de 
un  modo  sumario; 

3.°    Los  motivos  en  que  se  apoye; 

4.°    La  resolución  ó  fallo; 

5.°  La  firma  del  Presidente  y  del  Se- 
cretario, con  indicación  del  lugar  y  de 
la  fecha  en  que  se  ha  dictado  y  el  sello 
del  tribunal. 

Art.  186.  La  sentencia  se  pronuncia- 
rá verbalmente,  entregándose  después 
á  las  partes  una  copia  escrita. 

Adquirirá  autoridad  de  cosa  juzgada 
desde  el  momento  en  que  se  haya  dic- 
tado. 

TÍTULO   CUARTO 

DE  LA  EJECUCIÓN 

Art.  187.  El  deudor  será  perseguido 
con  arreglo  á  las  leyes  del  cantón  en 
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que  habite  cuando  la  sentencia  lo  con- 
dene á  pagar  cierta  suma  ó  á  prestar 
fianza.  Si  el  deudor  se  refugiase  en  el 
extranjero,  estuviese  ausente  ó  se  ig- 
norase su  paradero,  deberá  embargar- 
se jn  mediatamente  su  patrimonio  por 
el  juez  del  lugar,  á  petición  de  la  parte 
interesada,  y  venderse  en  pública  su- 
basta hasta  cubrir  lo  reclamado.  Tam- 
bién deberá  tener  lugar  el  embargo 
cuando  el  deudor  presente  un  por  qué 
en  seguida  ú  oculte  la  existencia  de 
este  patrimonio. 

Art.  188.  La  parte  condenada  á  en- 
tregar ciertos  objetos,  tales  como  dine- 
ro, ó  á  realizar  ciertos  actos,  tendrá  un 
plazo,  que  no  podrá  exceder  de  un  mes, 
para  la  ejecución  de  la  sentencia,  plazo 
que  se  fijará  á  petición  de  la  parte  inte- 
resada, por  el  Gobierno  del  lugar  de  su 
domicilio  ó  por  el  de  aquel  en  que  se 
halle  el  objeto  litigioso. 

Art.  189.  La  parte  condenada  que  no 
se  someta  á  esta  medida  será  castiga- 
da por  desobediencia,  efectuándose  la 
ejecución  de  la  sentencia  á  sus  expen- 
sas por  el  Gobierno  cantonal. 

Si  los  objetos  que  deban  entregarse 
no  existen  ya,  ó  si  la  ejecución  de  la 
sentencia  no  pudiera  efectuarse  por 
otros  motivos,  se  embargará  el  patri- 
monio de  la  parte  condenada  hasta  la 
concurrencia  de  la  suma  necesaria 
para  garantir  los  intereses  de  la  par- 
te contraria,  remitiéndose  las  actua- 
ciones á  esta  última  para  que  pueda 
pedir  al  Tribunal  federal  que  convierta 

en  una  suma  equivalente  la  prestación 
ordenada. 

Art.  190.  Ninguna  autoridad  podrá 
impedir  la  ejecución  ni  prorrogar  el 
plazo,  á  no  ser  por  orden  del  Tribunal 
federal  ó  de  su  Presidente,  según  se  in- 
dica en  los  artículos  196  y  198,  ó  cuando 
se  deduzca  evidentemente  de  una  prue- 


ba escrita  que  ya  se  ha  efectuado  la 
ejecución. 

Art.  191.  Las  reolamaciones  sobre 
la  ejecución  defectuosa  de  las  senten- 
cias del  Tribunal  federal  se  presenta- 
rán al  Consejo  federal  para  que  dicte 
las  medidas  necesarias. 

El  Consejo  federal  podrá  también  ve- 
lar de  oficio  por  la  ejecución  de  estas 
sentencias. 

título  quinto 

A. — De  la  revisión 

Art.  192.  La  revisión  de  una  senten- 
cia civil  dictada  por  el  Tribunal  federal 
sólo  será  admisible  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  En  caso  de  anulación.  Habrá 
anulación: 

a)  Cuando  no  se  hayan  llenado  res- 
pecto de  la  composición  del  tribunal 
las  prescripciones  de  la  ley  sobre  la 
organización  judicial  federal; 

b)  Cuando  las  disposiciones  de  los 
artículos  2.°,  4.°  y  181  de  la  presente 
ley  no  se  hayan  observado; 

e)  Cuando  el  tribunal  no  haya  apre- 
ciado ó  lo  haya  verificado  de  una  ma- 
nera errónea  hechos  importantes  con- 
tenidos en  las  actuaciones; 

d)  Cuando  no  haya  estatuido  sobre 
ciertos  puntos  de  la  demanda  ó  de  la 
reconvención; 

2.°  Cuando  el  reclamante  encuentre 
pruebas  conciuyentes  cuya  presenta- 
ción le  haya  sido  imposible  durante  el 
anterior  procedimiento; 

3.°  Si  se  probase  por  medio  de  un 
proceso  criminal  que  uno  de  los  jueces 
de  los  que  han  tomado  parte  en  la  sen- 
tencia ha  sido  corrompido,  ó  que  la 
parte  contraria  al  apelante  ó  un  indi- 
viduo de  los  que  hayan  procedido  en  su 
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favor  ha  cometido  un  crimen  ó  delito 
para  obtener  la  sentencia  de  que  se 
trata. 

Art.  103  La  demanda  de  revisión  de- 
berá presentarse  ante  el  tribunal,  so 
pena  de  caducidad,  en  el  término  de  un 
mes,  á  contar  de  la  fecha  en  que  se  le 
entregue  la  copia  de  la  sentencia,  para 
los  casos  previstos  en  el  núm.  1.°  del 
artículo  anterior,  y  para  los  demás  en 
un  plazo  de  tres  meses,  á  contar  de  la 
fecha  del  descubrimiento  del  motivo  de 
revisión. 

Art.  194.  Después  de  un  plazo  de 
cinco  años,  sólo  podrá  pedirse  la  revi- 
sión por  los  casos  previstos  en  el  nú- 
mero 3.°  del  art.  192. 

Art.  195.  El  debate  oral  respecto  de 
la  admisión  de  la  demanda  de  revisión 
tendrá  lugar  ante  el  tribunal  que  haya 
dictado  la  sentencia.  Si  se  admitiese  la 
demanda  de  revisión,  podrá  el  deman- 
dante disponer  de  un  plazo  de  tres  me- 
ses para  incoar  su  demanda  deñnitiva 
y  de  restitución  contra  las  consecuen- 
cias de  la  primitiva  s  ntencia. 

Art.  196.  La  demanda  de  revisión  no 
suspenderá  la  ejecución  de  la  senten- 
cia impugnada,  á  no  ser  que  el  tribunal 
haya  dispuesto  otra  cosa  al  admitir  di- 
cha demanda. 


B.— De  la  interpretación  de  la  sentencia 

Art.  197.  El  tribunal  deberá  ordenar, 
á  petición  de  una  de  las  partes,  la  in- 
terpretación ó  la  rectificación  de  la  sen- 
tencia cuyas  disposiciones  sean  obscu- 
ras, incompletas,  ambiguas  ó  contra- 
dictorias, ó  que  haya  en  ellas  falta  de 
redacción  ó  errores  de  cálculo. 

Art.  198.  Deberá  comunicarse  la  de- 
manda á  la  parte  contraria  y  concedér- 
sele un  plazo  para  contestarla,  y  si  no 


lo  hiciese,  se  entenderá  que  la  con- 
siente. 

Acto  continuo  estatuirá  el  tribunal, 
teniendo  en  cuenta,  por  regla  general, 
los  documentos  presentados. 

No  habrá  nunca  lugar  á  un  debate 
oral. 

En  estos  casos  podrá  el  Presidente 
del  tribunal  suspender  provisionalmen- 
te la  ejecución  de  la  sentencia. 

título  sexto 

MEDIDAS    PROVISIONALES 

Art.  199.  Las  medidas  provisionales 
tendrán  por  objeto: 

a)  Proteger  la  posesión  amenazada; 

b)  Impedir  que  se  introduzcan  cam- 
bios en  el  objeto  litigioso; 

c)  Evitar  un  perjuicio  difícil  de  re- 
parar que  amenace  al  requirente. 

Las  medidas  provisionales  deberán 
ordenarse  por  el  juez  de  instrucción 
durante  el  procedimiento  preparatorio, 
ó  por  el  Tribunal  federal  antes  ó  des- 
pués de  dicho  procedimiento,  y,  si  el 
tribunal  no  está  reunido,  por  su  Presi- 
dente. 

Art.  200.  Las  medidas  provisionales 
sólo  tienen  por  objeto  mantener  el  esta- 
do de  cosas  existente,  y  no  deben,  por 
consiguiente,  ir  más  allá  de  lo  que  exi- 
ge la  misma  naturaleza. 

El  demandante  estará  obligado  á  su- 
ministrar seguridades  para  el  perjuicio 
que  pudiera  resultar  de  dichas  medí» 
das  á  aquel  contra  qnien  se  tomen. 

Art.  201.  Cuando  no  haya  peligro  en 
la  demora,  no  deberán  ordenarse  las 
medidas  provisionales  hasta  que  aquel 
contra  quien  se  dirigen  haya  contesta- 
do la  demanda. 

Art.  202.  Las  medidas  provisionales 
no  deberán  influir  en  la  decisión  del 
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pleito  ni  modificar  la  posición  jurídica 
de  las  partes.  Podrán  anularse  6  mo- 
llinearse en  cualquier  estado  del  pleito 
si  no  hay  peligro,  ó  si  las  circunstan- 
cias son  diferentes. 

■Las  medidas  provisionales  redacta- 
das por  el  juez  de  instrucción  ó  por  el 
Presidente  del  tribunal  deberán  ser  so- 


metidas en  la  primera  ocasión  á  la 
aprobación  del  tribunal.  Sin  embargo, 
no  podrá  reunfrsele  extraordinaria- 
mente con  este  objeto. 

Art.  203.  El  Consejo  federal  queda 
encargado  de  la  ejecución  de  la  presen- 
te  ley. 


LEY   FEDERAL 

SOBRE  LA  JUSTICIA  PENAL  PARA  LAS  TROPAS  FEDERALES 

DE  LA 

CONFEDERACIÓN    SUIZA 


LIBRO  PRIMERO 

CÓDIGO    PENAL   PARA    LAS     TROPAS    FEDERALES 


INTRODUCCIÓN 


Artículo  1.°  Estarán  sujetos  á  las 
disposiciones  de  este  Código: 

a)  Cuantos  se  hallen  prestando  el 
servicio  militar  federal  ó  cantonal,  ó 
formando  la  reserva  de  tropa,  al  servi- 
cio militar  federal  6  cantonal; 

6)  Los  militares  que,  no  prestando 
servicio,  vistan,  sin  embargo,  el  traje 
militar; 

e)    Los  voluntarios  admitidos  en  el  t 
ejército; 

d)  Las  demás  personas  que  sigan 
voluntariamente  á  las  tropas  y  que  es- 
tén con  ellas  en  relación  continua, 
como  los  criados  de  los  militares,  vi- 
vanderos, lavanderos,  etc.; 

e)  Las  personas  que  temporalmente 
vayan  con  el  ejército  para  actos  espe- 
ciales, tales  como  transportes  milita- 
res, servicio  de  correo,  panaderos,  car- 
niceros, almacenistas,  los  que  cuidan 
de  los  hospitales  militares,  etc.,  por  los 

Tomo  VIII.—  Instituciones  jurídicas. 


actos  relativos  al  servicio  de  sus  fun- 
ciones; 

/)  Los  que  separen  ó  procuren  sepa- 
rar á  los  militares  de  sus  deberes  como 
tales,  ó  que,  ya  en  Suiza,  ya  en  el  ex- 
tranjero, se  hagan  culpables  de  reclu- 
tamiento ó  de  espionaje  en  favor  del 
enemigo; 

g)  Los  que,  cuando  el  ejército  se 
halle  en  país  enemigo,  cometan  algún 
delito  contra  los  individuos  ú  objetos 
pertenecientes  al  ejército,  ó  contra  em- 
pleados militares; 

h)  El  individuo  sujeto  al  servicio  mi- 
litar, que  no  obedezca  la  orden  que  se 
le  dé,  conforme  á  los  reglamentos  vi- 
gentes, respecto  al  servicio,  según  se 
expresa  en  el  art.  97;  del  propio  modo 
que  todos  los  que,  estando  obligados  al 
servicio,  se  ausenten  para  sustraerse 
de  él;. 

i)    El  que  trate  de  sustraerse  al  ser- 
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vicio  militar  aparentando  alguna  enfer- 
medad ó  mutilándose,  como  también  el 
médico  que  á  sabiendas  expidiere  un 
certificado  falso  relativamente  á  la  sa- 
lud de  un  individuo  llamado  al  servicio 
militar,  con  objeto  de  sustraerle  del 
mismo,  según  se  expresa  eh  los  artícu- 
los 156  y  157; 
A-)  Los  prisioneros  de  guerra. 
Art.  2.°  Las  acciones  ú  omisiones 
punibles  que  cometan  los  militares  se- 
rán, ó  delitos  ó  faltas  de  disciplina. 

Las  acciones  ú  omisiones  que  no  se 
califiquen  de  delitos  ó  faltas  de  discipli- 
na en  este  Código,  no  serán  suscepti- 
bles de  pena,  y  por  lo  mismo  no  podrán 
imponérseles  ninguna  por  un  tribunal 
ó  por  un  superior  militar. 

Los  delitos  y  faltas  de  disciplina  no 
podrán  castigarse  con  otras  penas  que 
las  que  impone  el  presente  Código. 

Art.  3.°  El  militar  (ó  alguna  de  las 
personas  mencionadas  en  el  art.  1.°), 
reo  de  un  acto  no  previsto  en  el  presen- 
te Código,  pero  que  se  califique  de  deli- 
to por  el  derecho  común,  será  entrega- 
do á  los  tribunales  ordinarios  de  la  Con- 
federación ó  del  cantón  en  cuyo  cuerpo 
sirva,  ó,  si  no  pertenece  á  contingente 
alguno,  al  cantón  por  cuenta  del  cual  de- 
bía entrar  en  el  servicio,  ó  en  el  de  su 
domicilio  ordinario,  y,  á  falta  de  domi- 
cilio, en  el  de  su  residencia. 

PRIMERA    PARTE 

DE  LOS  DELITOS 


CAPÍTULO    PRIMERO 

Disposiciones  generales 

TÍTULO  PRIMERO 

DE    LAS    PENAS    Y    SUS    EFECTOS 

'   Art.  4.°    Las  penas  contra  los  delitos 
son: 


a)  La  muerte; 

b)  La  reclusión; 
e)    La  prisión; 
d)    El  destierro; 
é)    La  degradación; 
/)    La  destitución  ó  separación; 
g)    La  privación  de  los  derechos  po- 
líticos. 

Art.  5.°  La  pena  de  muerte  se  ejecu- 
tará por  las  armas  ó  por  la  guillotina 
(cuchilla).  El  modo  primero  será  la  re- 
gla genera],  que  se  practicará  cuando 
la  Jey  no  hable  expresamente  del  se- 
gundo. 

Art.  6.°  La  pena  de  reclusión  con- 
siste en  la  detención  del  reo  en  un  es- 
tablecimiento penitenciario,  en  el  cual 
se  le  obligará  á  ejecutar  los  trabajos 
convenientes. 

La  pena  de  reclusión  llevará  consigo 
la  degradación  y  la  privación  de  los  de- 
rechos políticos  durante  el  tiempo  que 
el  juez  determine.  Los  efectos  civiles 
de  la  reclusión  los  determinarán  las 
leyes  del  cantón  en  el  cual  haya  nacido 
el  reo. 

La  pena  de  reclusión  durará  cuando 
menos  un  año,  y  treinta  á  lo  sumo. 

Por  excepción  se  impondrá  la  reclu- 
sión como  pena  perpetua,  en  los  casos 
en  que  la  ley  lo  establezca  expresa- 
mente. 

Art.  7.°  La  pena  de  prisión  consiste 
en  tener  encarcelado  al  reo  en  una  pri- 
sión ó  casa  de  corrección. 

Está  prohibido  agravar  la  privación 
de  libertad  imponiendo  al  reo  cualquie- 
ra otra  mortificación. 

La  duración  de  la  pena  de  prisión  no 
podrá  exceder  de  seis  años. 

Cuando  deba  imponerse  la  pena  de 
prisión  en  lugar  de  la  de  reclusión  (ar- 
tículos 17  y  18),  deberá  aumentarse  la 
duración  de  la  pena  en  una  mitad.  En 
el  caso  inverso  (art.  31),  la  duración  de 
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Ja  pena  deberá  disminuirse  en  una  ter- 
cera parte. 

La  destitución  y  la  privación  de  los 
derechos  políticos  podrán  acumularse 
con  la  pena  de  prisión,  aun  cuando  la 
ley  no  lo  exprese. 

Art.  8.°  El  destierro  consiste  en  la 
prohibición  de  pisar  el  territorio  de  la 
Confederación. 

No  comprenderá  la  pérdida  de  los  de- 
rechos de  ciudadanía  ó  de  vecindad. 

No  podrá  imponerse  á  los  ciudada- 
nos suizos  por  un  tiempo  que  exceda 
de  diez  años.  No  deberá  imponerse  ja- 
más esta  pena  á  los  reos, peligrosos  ni 
á  los  reincidentes. 

El  destierro  deberá  imponerse  con 
una  pena  privativa  de  la  libertad  ó  con 
la  de  destitución. 

Queda  al  arbitrio  judicial  el  deter- 
minar los  casos  en  que  se  crea  conve- 
niente imponer  el  destierro. 

Sin  embargo,  deberá  haber  siempre 
probabilidad  de  que  el  condenado  pue- 
da sostenerse  decorosamente  fuera  del 
país.  El  quebrantamiento  del  destierro 
se  castigará  por  las  autoridades  civiles 
délos  lugares  en  que  se  aprehendiere 
al  desterrado. 

Art.  9.°  La  degradación  consiste 
en  la  pública  declaración  de  ser  el  de_ 
lincuente  indigno  de  servir  á  la  pa_ 
tria. 

Art.  10.  La  destitución  de  un  oficial, 
sargento,  cabo  ó  aventajado  (distingui- 
do), consiste  en  privarle  del  grado  de 
que  está  investido,  impidiéndole  usar 
las  insignias  del  mismo. 

El  oficial  destituido  no  podrá  obtener 
graduación  alguna,  salvo  el  caso  en 
que  sea  rehabilitado  (art.  432),  y  debe. 
rá  ser  expulsado  del  ejército. 

El  sargento,  cabo  ó  aventajado  des- 
tituido, continuará  sirviendo  como  sim- 
ple soldado,  á  menos  que  la  sentencia 


imponga  una  pena  que  le  incapacite 
para  el  servicio  militar. 

Art.  11.  La  privación  de  los  dere- 
chos políticos  producirá  la  incapaci- 
dad de  ejercer  los  derechos  electorales 
á  los  que  los  tengan,  según  la  Consti- 
tución ó  las  leyes  de  la  Confederación 
ó  su  cantón,  asi  como  del  desempeño 
de  un  empleo  público.  En  caso  de 
reclusión,  esta  pena  podrá  ser  perpe- 
tua; pero  en  el  de  prisión  no  deberá  ex- 
ceder de  diez  años,  además  de  lo  que 
haya  durado  la  referida  pena. 

Art.  12.  Independientemente  de  la 
pena,  el  reo  estará  obligado  á  la  indem- 
nización del  daño  causado  con  el  hecho 
punible. 

TÍTULO  SEGUNDO 

DE   LA    INTENCIÓN    Y    DE  LA   NEGLIGENCIA 

Art.  13.  Las  penas  establecidas  en 
la  parte  especial  de  este  Código  sólo 
serán  aplicables,  salvo  que  se  disponga 
otra  cosa,  cuando  las  infracciones  se 
hayan  cometido  con  intención  criminal. 

Art.  14.  El  daño  causado  sin  inten- 
ción, pero  sí  por  negligencia,  sólo  será 
punible  cuando  determinadamente  se 
prescriba  en  la  parte  especial  de  este 
Código. 

TITULO  TERCERO 

DE  LOS  HECHOS  CON8UMAD08  Y  DE  LA 
TENTATIVA 

Art.  15.  Habrá  delito  consumado,  en 
el  momento  en  que  se  hayan  reuni- 
do todas  las  circunstancias  que  pres- 
cribe la  ley  para  constituir  delito. 

Art.  16.  Habrá  tentativa  de  delito, 
cuando  alguno,  con  el  intento  de  come- 
terlo, haya  realizado  un  acto  exterior 
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que  pueda  considerarse  como  princi- 
pio de  ejecución. 

Art.  17.  La  pena  de  la  tentativa  será, 
en  su  máximum,  la  mitad  de  la  seña- 
lada para  el  crimen  consumado,  si  ésta 
es  divisible.  Podrá  imponerse  también 
un  género  de  pena  más  suave,  pero  au- 
mentando proporcional  mente  su  dura- 
ción (art.  7.°).  Si  el  crimen  consumado 
se  castigara  con  pena  de  muerte  ó  re- 
clusión temporal,  la  tentativa  se  casti- 
gará con  reclusión  por  un  tiempo  que 
no  podrá  exceder  de  quince  años. 

Art.  18.  Para  determinar  la  pena 
que  debe  imponerse  á  la  tentativa,  el 
juez  deberá  tomaren  consideración  el 
desarrollo  que  haya  tenido  la  acción 
criminal,  el  motivo  que  haya  impedido 
llevarla  á  efecto,  los  grados  de  perse- 
verancia del  delincuente  y  el  peligro  más 
ó  menos  inminente  en  que  se  hubiere 
hallado  el  derecho  amenazado.  Si  el  de- 
lincuente se  ha  detenido  por  su  propio 
impulso  y  no  por  obstáculos  y  circuns- 
tancias fortuitas  que  se  hayan  presen- 
tado, y  cuanto  más  pronto  haya  re- 
nunciado á  la  acción  criminal,  tanto 
más  deberá  moderarse,  según  el  caso, 
la  pena  y  hasta  dejar  del  todo  de  impo- 
nerla. Si,  no  obstante,  la  tentativa  fuese 
en  sí  misma  una  infracción,  deberá  im- 
ponerse siempre  la  pena  que  á  ésta  co- 
rresponda. 

Art.  19.  Cuando  la  ley  imponga  una 
pena  especial  para  la  tentativa  de  cier- 
tos delitos,  deberá  siempre  imponerse 
ésta. 

TITULO  CUARTO 

DEL   AUTOR   Y  DE  LOS  CÓMPLICES 
DE  UN  DELITO 

Art.  20.    Deberán  ser  castigados  los 


que  tomen  parte  en  la  ejecución  de  un 
delito  como  autores,  cómplices  ó  encu- 
bridores. 

Art.  21.  Se  considerará  autor,  al  que 
por  su  propio  impulso  ó  por  instigación 
ajena  sea  la  causa  principal  del  delito, 
é  incurrirá  en  la  pena  señalada  al  de- 
lito mismo. 

Art.  22.  Cuando  un  delito  se  haya 
cometido  por  una  ó  más  personas  que 
previamente  se  hubieren  puesto  de 
acuerdo,  deberán  considerarse  todas 
como  autores. 

Art.  23.  Se  considera  cómplice  al 
que  á  sabiendas  facilita  la  ejecución  de 
algún  delito,  ya  por  sus  consejos  ó  ya 
por  sus  actos;  por  ejemplo:  dando  ins- 
trucciones, facilitando  medios  para  co- 
meterlo, removiendo  los  obstáculos  que 
dificulten  su  ejecución,  ó  prometiendo 
prestar  cualquier  auxilio  después  que 
el  delito  se  haya  cometido. 

Art.  24.  Al  cómplice,  salvo  los  casos 
en  que  la  ley  disponga  expresamente 
otra  cosa,  se  le  castigará  con  la  misma 
pena  que  al  autor  principal  del  delito, 
con  las  modificaciones  siguientes: 

a)  Si  la  pena  que  corresponda  al 
autor  principal  fuera  la  de  muerte  ó  Ja 
de  reclusión  perpetua,  se  impondrá  al 
cómplice  la  pena  de  reclusión,  que  no 
exceda  de  veinte  años; 

b)  Si  la  pena  que  corresponda  al 
autor  principal  fuere  divisible,  se  debe- 
rán imponer  al  cómplice  las  tres  cuar- 
tas partes  á  lo  sumo,  ó  una  cuarta  par- 
te á  lo  menos,  de  la  misma  pena. 

Art.  25.  Se  califica  de  encubridor  al 
que,  una  vez  cometido  el  crimen,  auxi- 
lie con  pleno  conocimiento  al  autor, 
sin  estar  previamente  concertado  con 
él,  ya  sea,  por  ejemplo,  ocultando  las 
cosas  adquiridas  por  el  delito,  ya  em- 
pleándolas para  su  uso,  ya  vendiéndo- 
las á  los  demás,  ó  avudando  al  autor  á 
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sustraerse  de  la  pena  en  que  haya  in- 
currido. 

Art.  26.  La  pena  que  deba  imponer- 
se al  encubridor  se  regulará  por  la  co- 
rrespondiente al  autor.  Sin  embargo, 
cuando  la  pena  en  que  incurra  por  el 
delito  sea  divisible,  sólo  podrá  casti- 
garse al  encubridor  con  la  mitad  de  la 
misma;  pero  en  ningún  caso  la  pena 
correspondiente  al  encubridor  podrá 
exceder  de  seis  años. 

Art.  27.  Los  encubridores  y  Cómpli- 
ces deberán  ser  castigados  con  la  pena 
de  prisión,  prolongándose  proporcio- 
nalmente  la  duración  de  ésta  cuando  el 
autor  del  delito  incurra  en  la"  pena  de 
reclusión  por  término  tal,  que  dichos 
encubridores  y  cómplices,  á  tenor  de 
los  artículos  24  y  26,  debieran  ser  cas- 
tigados con  la  pena  de  reclusión,  por 
lo  menos,  por  un  año. 

Art.  28.  Los  autores,  encubridores 
y  cómplices,  están  obligados  solidaria- 
mente á  la  indemnización  del  daño  cau- 
sado. En  la  sentencia,  se  repartirá  en- 
tre ellos,  según  el  grado  de  participa- 
ción y  de  culpabilidad  que  hayan  teni- 
do en  el  hecho  de  que  se  trate. 

TÍTULO   QUINTO 

« 

DE    LA    IMPUTABILIDAD 

Art.  29.  Los  actos  y  omisiones  pe- 
nados por  «1  presente  Código,  no  debe- 
rán castigarse  cuando  el  que  los  come- 
ta se  halle,  sin  culpa  suya,  privado  de 
razón  ó  de  su  libre  voluntad. 

Se  comprenden  en  este  caso  la  locu- 
ra, la  demencia,  etc. 

Art.  30.  No  serán  punibles  los  actos 
ilícitos  en  sí,  ejecutados  por  orden  for- 
mal relativa  al  servicio,  dada  al  que  los 
llevó  á  cabo  por  alguno  de  sus  superio- 


res militares.  La  responsabilidad  pesa- 
rá sobre  el  superior. 

Art.  31.  No  será  punible  todo  acto 
ilícito  en  sí  misino,  cuando  se  cometa 
en  legítima  defensa  de  su  propia  perso- 
na, de  su  vida,  de  su  propiedad,  de  su 
libertad  ó  de  la  persona,  vida,  propie- 
dad ó  libertad.de  su  prójimo. 

TÍTULO  SEXTO 

DE  LA  APLICACIÓN  DE  LAS  PENAS,  DE  LAS 
CIRCUNSTANCIAS  ATENUANTES  Y  AGRA- 
VANTES Y  DE  LA  CONMUTACIÓN  DE  LAS 
PENAS. 

Art.  32.  Dentro  de  los  límites  de  la 
ley,  el  juez  deberá  aumentar  las  penas: 

a)  Según  la  importancia  del  daño 
causado  ó  del  que  pudo  causar  el  deli- 
to de  que  se  trate,  y  atendida  también 
la  dificultad  de  repararlo; 

6)  Según  el  número  y  la  importan- 
cia de  los  deberes  infringidos  con  el 
acto  de  que  se  trate;  por  ejemplo,  en  el 
caso  de  que  la  parte  perjudicada  care- 
ciese de  medios  de  defensa,  ó  cuando 
hubiese  mediado  abuso  de  confianza; 

e)  Según  el  grado  de  perseverancia, 
de  audacia  y  de  astucia  que  revele  la 
preparación  y  ejecución  del  acto; 

d)  Según  el  número  de  veces  que  el 
reo  haya  sido  castigado,  ya  por  un  de- 
lito semejante  ó  por  otro  cualquiera; 
la  reincidencia  debe  por  lo  mismo  con- 
siderarse siempre  como  circunstancia 
generalmente  agravante  de  todo  delito; 

e)  Según  la  dificultad  que  exista  para 
preservarse  del  delito;  por  lo  mismo 
deberá  considerarse  como  circunstan- 
cia agravante  el  hecho  de  haberse  co- 
metido por  muchos  individuos  á  la  vez, 
después  de  haberlo  previamente  conve- 
nido; en  este  caso,  los  autores  y  los  je- 
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TITULO    SÉPTIMO 

DISPOSICIONES    VARIAS 

Art.  36.    El  derecho  de  declarar  un 

territorio  país  enemigo  (art.  1.",  letra  g), 
pertenecerá  al  general,  ó  al  Consejo  fe- 
deral cuando  no  se  haya  hecho  nom- 
bramiento alguno  de  general  ó  éste  no 
estuviese  prestando  servicio. 

Art.  37.  Los  militares  vestidos  con  • 
su  uniforme  para  un  servicio  que  no 
esté  prescrito  ó  por  razón  de  una  festi- 
vidad, estarán  sujetos  A  las  disposicio- 
nes de  laley  relativas  á  los  militares 
que  prestan  un  servicio  de  instrucción. 

TÍTULO  OCTAVO 

DE    LA    EXTINCIÓN    DE    LA    ACCIÓN  PENAL 
Y  DE  LAS  PENAS  POR  LA  PRESCRIPCIÓN 

Art.  38.     La  acción  penal  prescribe: 
1."    Para  los  delitos  comunes: 

a)  Por.  el  transcurso  de  diez  años  si 
el  delito  se  castiga  con  pena  de  muerte 
ó  reclusión  perpetua; 

b)  Por  el  transcurso  de  cinco  años, 
si  el  delito  se  castiga  con  reclusión 
temporal; 

c)  Por  el  transcurso  dedos  anos  en 
todos  los  demás  casos. 

El  tiempo  que  se  requiere  para  la 
prescripción  principiaráácorrer  desde 
el  dia  en  que  se  haya  cometido  el  deli- 
to, y  en  los  casos  de  estafa  ó  falsedad, 
desde  el  día  en  que  se  haya  descubier- 
to. Sin  embargo,  si  se  hubiesen  prin- 
cipiado las  actuaciones,  el  término  no 
principiará  á  correr  sino  desde  la  últi- 
ma diligencia  que  se  haya  practicado. 

Se  consideran  como  delitos  comunes 
todos  los  actos  punibles  en  la  vida  ci- 
vil, independientes  de  la  posición  mili- 
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tar  del  autor,  tales  como  el  asesinato, 
el  robo,  el  hurto,  la  estafa,  etc; 

2.°  Los  delitos  puramente  militares, 
prescribirán  por  el  transcurso  de  un 
año,  desde  el  licénciamiento  del  cuerpo 
al  que  pertenecía  el  delincuente. 

Art.  39.  Para  la  prescripción  de  las 
penas  deberán  observarse  las  reglas 
siguientes: 

a)  La  pena  de  muerte  y  la  de  reclu- 
sión perpetua  prescribirán  á  los  treinta 
años.  Sin  embargo,  transcurridos  cin- 
co años,  ya  no  podrá  imponerse  la  pe- 
na de  muerte  y  se  conmutará  de  pleno 
derecho  por  la  de  reclusión  perpetua; 

b)  La  reclusión,  la  prisión  y  Ja  pér- 
dida de  los  derechos  civiles  por  un 
tiempo  determinado,  se  prescribirán 
por  un  transcurso  de  tiempo  doble  de 
la  duración  de  la  pena  que  se  le  hubie- 
re aplicado,  y  en  el  caso  de  que  se  hu- 
biere ya  sufrido  una  parte  de  la  pena, 
por  el  transcurso  de  tiempo  doble  del 
que  le  faltare  cumplir.  Sin«embargo,  el 
tiempo  que  se  requiere  para  la  pres- 
cripción, no  podrá  ser  menor  de  cinco 
años,  ni  exceder  de  veinticinco; 

c)  Las  demás  penas  no  prescriben; 

d)  El  tiempo  para  la  prescripción 
principiará  á  correr  desde  el  día  en  que 
ia  sentencia  sea  ejecutoria,  ó,  si  la 
ejecución  ha  principiado,  desde  el  día 
en  que  se  haya  interrumpido. 

Art.  40.  Los  delitos  cuyo  conoci- 
miento competa,  por  excepción,  á  los 
tribunales  civiles  de  los  cantones  (ar- 
tículo 3.°),  prescribirán  á  tenor  de  las 
disposiciones  legislativas  de  los  res- 
pectivos cantones. 


CAPÍTULO  II    ■ 
De  las  diferentes  especies  de  delitos 
TITULO  PRIMERO 

DE  LOS  DELITOS  CONTRA  LA  SEGURIDAD 
DE  LA  CONFEDERACIÓN,.  CONTRA  LA  DEL 
EJÉRCITO  Y  CONTRA  EL  ORDEN  CONSTI- 
TUCIONAL. 

Art.  41.  El  que  por  un  acto  ó  una 
omisión  favorezca  á  sabiendas  los  de- 
signios del  enemigo,  cometerá  una  trai- 
ción. 

Art.  42.  Son  especialmente  reos  de 
traición: 

a)  El  que  con  objeto  de  favorecer  al 
enemigo,  le  comunica  directa  ó  indirec- 
tamente, de  palabra  ó  por  escrito,  noti- 
cias sobre  el  estado  del  ejército,  el  de 
las  fortificaciones,  posiciones  ó  alma- 
cenes, ó  le  da  á  conocer  los  propósitos, 
las  expediciones  proyectadas  y  el  san- 
to ó  seña; 

b)  El  que  con  igual  propósito  comu- 
nica á  persona  que  no  debe  tener  co- 
nocimiento de  ello,  el  santo  ó  sefia  y 
las  órdenes  militares  secretas  ó  políti- 
cas que  se  le  hubieren  confiado; 

e)  El  que  se  procura  noticias  sobre 
los  asuntos  militares  ó  políticos  de  la 
Confederación  y  en  particular  de  lo  re- 
lativo á  las  tropas  que  estuvieren  frente 
al  enemigo,  con  el  objeto  de  transmitir 
las  noticias  al  enemigo  (espía); 

d)  El  comandante  que,  para  favore- 
cer al  enemigo,  le  abandone  ó  entregue 
un  puesto  que  se  le  haya  confiado,  ó  que 
á  sabiendas  deje  de  hacer  uso  de  los 
medios  de  defensa  que  tenga  á  su  dis- 
posición; 

e)  El  militar  y  especialmente  el  cen- 
tinela que,  próximo  al  enemigo,  y  con 
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el  objeto  de  favorecerle,  dé  una  consig- 
na ó  un  parte  falsos; 

/)  El  que  procure  que  caigan  en  po- 
der del  enemigo  planos  de  fortificacio- 
nes, armas,  piezas  de  artillería,  provi- 
siones ó  municiones  de  guerra; 

g)  El  que,  indicando  á  sabiendas 
falsos  caminos  á  la  tropa,  A  militares 
aislados,  á  ordenanzas,  á  transportes  ó 
correos  militares,  haga  que  caigan  en 
poder  del  enemigo,  ó  que  en  la  proxi- 
midad de  éste  y  con  objeto  de  favore- 
cerle, les  aparte  de  su  destino. 

Art.  43.  Si  la  traición  ha  sido  peli- 
grosa ó  ha  traído  consecuencias  per- 
judiciales, se  castigará  con  pena  de 
muerte,  por  las  armas  ó  por  la  guilloti- 
na, según  las  circunstancias;  en  los  de- 
más casos  la  pena  será  la  de  reclusión. 

Art.  44.  Se  castigará  con  prisión  de 
un  año  por  lo  menos,  ó  con  reclusión: 

a)  Al  que  cometa  un  acto  ó  tome 
parte  en  una  empresa,  con  el  objeto  de 
procurar  que  una  potencia  extranjera 
rompa  las  hostilidades  contra  la  Confe- 
deración; 

b)  Al  comandante  de  una  plaza  si- 
tiada, que  consienta  en  su  rendición 
sin  tomar  el  parecer,  ó  contra  la  volun- 
tad de  un  consejo  de  guerra,  al  cual 
necesariamente  deben  ser  llamados  los 
jefes  presentes  de  artillería  y  de  inge- 
nieros; 

c)  Al  comandante  que,  sin  orden  ó 
sin  necesidad,  cometa  ó  deje  cometer 
actos  de  hostilidad  contra  una  nación 
extranjera  con  la  cual  la  Confedera- 
ción se  halle  en  paz; 

d)  Al  comandante  que  continúe  las 
hostilidades  después  de  haber  tenido 
conocimiento  oficial  de  haberse  firma- 
do la  paz  ó  convenido  en  un  armisticio; 

é)  Al  comandante  de  un  puesto  pró- 
ximo al  enemigo,  que  no  comunique  al 
que  le  releve  los  descubrimientos  ú  ob- 


servaciones que  hubiere  hecho  por  sí 
mismo,  por  sus  patrullas  ó  de  cualquier 
otro  modo,  relativas  á  circunstancias 
esenciales  de  las  que  puede  depender 
la  seguridad  del  puesto;  del  propio  mo- 
do, el  militar  ó  empleado  en  el  ejército, 
que  teniendo  conocimiento  de  un  pro- 
yecto ó  de  una  disposición  importante 
del  enemigo,  no  diese  cuenta  á  su  supe- 
rior, pudiendo  hacerlo,  si  por  efecto  de 
estas  circunstancias,  la  seguridad  del 
puesto  hubiere  quedadocomprometida; 

f)  Al  comandante  de  un  destacamento 
ó  patrulla  que,  encargado  de  practicar 
un  reconocimiento,  deje  de  hacerlo  y 
dé  á  sabiendas  un  parte  falso  ó  incom- 
pleto, ó  no  dé  ninguno,  si  de  ello  resul- 
tase un  perjuicio  para  el  Estado  ó  para 
el  ejército; 

g)  Al  comandante  ó  empleado  militar 
que  no  mande  hacer  la  distribución  de 
víveres  ó  municiones  que  esté  á  su  car- 
go, ó  que  no  avise  con  la  anticipación 
debida  á  la  autoridad  competente,  la 
falta  de  estos  objetos,  ó  que  á  sabien- 
das compre,  mande  hacer  ó  distribuya 
víveres  ó  municiones  de  las  que  no 
pueda  hacerse  uso  alguno,  ó  que  de 
propósito  deje  que  se  deterioren,  si  el 
olvido  de  estos  deberes  compromete  la 
seguridad  del  ejército  ó  el  éxito  de  una 
empresa; 

h)  Al  que  sin  motivos  legítimos, 
efecto  de-  las  exigencias  de  la  guerra, 
destruya  obras  de  fortificación,  inutili- 
ce intencionalmente  piezas"  de  artille- 
ría, víveres  ó  municiones,  si  de  ello  re- 
sultase peligro  para  la  seguridad  del 
ejército  ó  de  alguno  de  sus  cuerpos; 

i)  Al  que  en  una  plaza  sitiada,  tome 
parte  en  un  complot  para  provocar  la 
rendición  de  la  misma  ú  obligar  á  una 
capitulación  contra  la  voluntad  del  co- 
mandante en  jefe  y  su  consejo  de 
guerra; 
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/)  Al  que  teniendo  conocimiento  de 
semejante  complot,  no  lo  denuncie,  se 
le  castigará  como  cómplice; 

k)  Al  que  estando  á  las  inmediacio- 
nes del  enemigo,  tuviera  conversacio- 
nes en  público  ó  diere  voces  para  pro- 
ducir el  espanto  y  el  desorden  entre  las 
tropas,  dando  lugar  á  que  huyan  y  al 
abandono  ó  deserción  de  una  plaza. 

Art.  45.  El  que  cometa  un  acto  con- 
trario al  derecho  internacional,  de  tal 
naturaleza  que  pueda  dar  lugar  á  justi- 
ficar las  hostilidades  de  una  nación  ex- 
tranjera contra  la  Confederación,  será 
castigado,  si  el  delito  no  puede  cali- 
ficarse de  traición,  con  la  pena  de  pri- 
sión cuando  menos  por  seis  meses,  y  si 
resultare  algún  peligro  ó  algún  daño, 
con  reclusión  por  cinco  años  á  lo  sumo. 

Art.  46.  El  que  tome  parte  eñ  un  he- 
cho, cuyo  objeto  fuere  destruir  violen- 
tamente la  Constitución  federal  ó  una 
Constitución  cantonal  garantida  por  la 
Confederación,  será  castigado  con  re- 
clusión. 

Art.  47.  El  que  intente  que  la  Con- 
federación, en  todo  ó  en  parte,  pase  al 
poder  ó  á  la  dependencia  de  una  nación 
extranjera,  será  castigado  con  reclu- 
sión, cuando  menos  por  diez  años. 

TÍTULO  SEGUNDO 

DE  LA  RBtvELIÓN   Y   DE  LA   CONSPIRACIÓN 

Art.  48.  Se  calificará  de  rebelión  la 
desobediencia  convenida  y  sostenida 
de  varios  individuos  armados  ó  des- 
armados á  $us  superiores  ó  á  las  órde- 
nes de  los  mismos. 

Se  considerará  también  como  rebe- 
lión, la  reunión  de  militares  con  el  ob- 
jeto de  resistir  á  la  autoridad  civil,  para 
obligarla  á  dar  una  orden  ó  ejercer  so- 
bre ella  un  acto  de  venganza. 


Art.  49.  Tendrá  lugar  la  rebelión  á 
mano  armada  cuando  se  produzca  por 
la  tropa  en  armas.  Hay  asimismo  rebe- 
lión á  mano  armada,  con  respecto  al 
oficial  que  tome  parte  en  la  misma,  des- 
envainando su  espada  ó  haciendo  uso 
de  cualquiera  otra  arma;  respecto  al 
sargento,  cabo  ó  soldado,  la  habrá 
igualmente  cuando  tomen  parte  en  la 
rebelión,  llevando  su  fusil  ó  tomán- 
dolo con  este  objeto,  ó  que,  al  efecto 
de  resistir,  tome  cualquier  otro  objeto 
con  el  que  pueda  causar  daño,  ó  des- 
envaine su  sable,  su  bayoneta,  etcétera, 
tanto  en  el  caso  de  que  accidentalmen- 
te los  lleve,  como  en  el  de  hacer  uso  de 
ellos. 

Art.  50.  Serán  también  considera- 
dos como  culpables  de  rebelión  y  casti- 
gados como  tales  los  que,  contra  la  or- 
den de  sus  superiores,  se  nieguen  á 
marchar,  á  atacar  ó  á  defenderse. 

Art.  51.  Los  autores  y  directores  de 
una  rebelión  á  mano  armada,  serán 
condenados  á  muerte  si  la  rebelión  tie- 
ne lugar  frente  ó  cerca  del  enemigo. 
En  los  demás  casos  se  castigará  con 
reclusión,  que  no  será  inferior  á  diez 
años. 

Los  que  hubiesen  tomado  parte  en  la 
rebelión  ó  la  hubiesen  favorecido  de 
una  manera  especialmente  activa,  su- 
frirán cinco  años  de  reclusión  á  lo  me- 
nos; los  demás  reos  sufrirán  pena  de 
prisión. 

Art.  52.  La  pena  por  el  delito  de  re- 
belión que  no  fuere  á  mano  armada, 
será: 

a)  Para  los  autores  y  los  directores, 
de  dos  años  de  prisión  á  lo  menos  y 
diez  de  reclusión  á  lo  sumo; 

6)  Para  los  demás  reos,  la  prisión  ó 
la  reclusión  hasta  cuatro  años.  Sin  em- 
bargo, en  los  casos  en  que  la  rebelión, 
aun  cuando  no  hubiere  sido  á  mano 
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armada,  haya  tenido  lugar  cerca  del 
enemigo,  se  haya  pasado  á  vias  de 
hecho  contra  algún  superior  ó  se  haya 
cometido  cualquier  otro  delito,  podrá 
doblarse  la  pena. 

Art.  53.  Cuando  no  pueda  descubrir- 
se á  los  autores  ó  á  los  directores  de 
una  rebelión,  el  superior  en  grado,  y  en 
caso  de  graduación  igual,  el  que  tenga 
más  años  de  servicio,  y  en  igualdad  de 
años  de  servicio,  el  mayor  de  edad  será 
castigado  siempre  como  autor  y  direc- 
tor, sin  que  no  obstante  pueda  impo- 
nérsele nunca  la  pena  de  muerte.  Cuan- 
do un  oficial,  sargento  ó  cabo  se  haya 
señalado  tomando  una  parte'  activa, 
será  castigado  como  director,  aun  cuan- 
do resultaren  reconocidos  otros  auto- 
res ó  directores. 

Art.  54.  Se  castigará,  como  si  hu- 
biese tomado  parte  activa  en  una  rebe- 
lión, al  oficial,  sargento  ó  cabo  que  de 
hecho  haya  tomado  parte  en  ella  y  que, 
amonestado  individualmente  para  obe- 
decer, no  lo  haya  hecho  (art.  47).  Lo 
mismo  se  entenderá  respecto  del  tam- 
bor ó  trompeta  que  sin  orden  de  un 
oficial,  para  contribuir  á  una  rebelión, 
haya  tocado  á  asamblea  (generala). 

Art.  55.  El  oficial,  sargento  ó  cabo, 
que  sin^tomar  de  hecho  parte  en  la  re- 
belión, no  hiciese  cuanto  esté  de  su 
parte  para  apaciguarla,  podrá  ser  con- 
denado simplemente  á  la  destitución  y 
también  á  esta  pena  con  cuatro  años 
de  prisión. 

Art.  56.  Cuando  una  compañia  ente- 
ra ú  otro  cualquier  cuerpo  de  tropas  se 
rebele,  el  comandante  en  jefe  podrá,  in- 
dependientemente del  castigo  de  los  au- 
tores, directores  y  demás  culpables, 
prohibir  á  este  cuerpo  de  tropas,  como 
castigo,  el  uso  de  una  ó  más  distincio- 
nes honoríficas  militares,  como,  por 
ejemplo,    de    tocar   una  determinada  | 


marcha,  de  desplegar  la  bandera,  de 
llevar  bayoneta  calada,  etc. 

Art.  57.  Cuando  sobrevenga  una 
reunión  tumultuosa,  los  superiores 
mandarán  que  se  disuelva.  Podrán 
también  interpelar  individualmente  á. 
algunos  de  los  que  formen  parte  de  la 
misma,  mandándoles  que  se  separen  y 
que  obedezcan. 

Si  la  reunión  no  se  disuelve  en  virtud 
de  esta  orden,  los  superiores  podrán 
usar  de  todos  los  medios  convenientes 
para  disolverla  por  la  fuerza. 

Conspiración 

Art.  58.  Se  considera  conspiración 
la  provocación  á  la  rebelión  ó  el  hecho 
de  convenirse  para  la  misma,  siempre 
que  no  se  haya  llevado  á  efecto. 

Art.  59.  Se  considerar^  igualmente 
como  reo  de  conspiración  al  que  delibe- 
radamente excite  á  otros  á  la  traición, 
á  la  deserción  ó  á  una  grave  insubordi- 
nación ó  quebrantamiento  de  los  debe- 
res del  servicio,  ó  que  públicamente  y 
en  contra  de  las  órdenes  de  sus  superio- 
res, pida  á  voces  dinero,  pan  ú  otros 
comestibles,  ó  que  se  le  exima  de  al- 
gún acto  del  servicio. 

Art.  60.  La  pena  por  el  delito  de 
conspiración  será: 

a)  La  de  reclusión  durante  seis  años 
á  lo  menos,  si  el  delito  se  hubiese  co- 
metido al  frente  del  enemigo; 

b)  La  de  prisión  de  dos  años  á  lo  me- 
nos ó  la  reclusión  durante  diez  años  á 
lo  sumo,  cuando  el  delito  se  hubiere  co- 
metido estando  sobre  las* armas,  aun 
cuando  no  al  frente  del  enemigo; 

c)  La  de  prisión  ¡por  seis  meses,  á  lo 
menos,  ó  de  reclusión  durante  cinco 
años,  á  lo  sumo,  en  todos  los  demás 
casos. 
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TITULO  TERCERO 

DE    LA    INSUBORDINACIÓN 

Art.  61.  Será  reo  de  insubordinación 
el  que  falte  al  respeto  que  debe  á  sus 
superiores  ó  á  la  autoridad  civil,  ó  no 
obedezca  la  orden  de  servicio  que  se  le 
dé  personalmente  ó  la  orden  de  una  au- 
toridad civil  en  asuntos  de  su  compe- 
tencia. 

Art.  62.  El  que  no  cumpla  la  orden 
relativa  al  servicio  que  se  le  haya  en- 
comendado personalmente,  ó  la  orden 
de  una  autoridad  civil  en  asuntos  de  su 
competencia,  en  los  casos  graves,  su- 
frirá la  pena  de  prisión  por  un  año  á  lo 
sumo,  si  el  delito  no  puede  calificarse 
de  rebelión. 

En  los  casos  menos  graves,  sufrirá 
una  pena  disciplinaria  (art.  166,  núme- 
ro 9.°). 

Art.  63.  El  que  por  sí  solo  resista, 
pública  y  obstinadamente,  una  orden 
del  servicio  que  se  le  haya  encargado 
personalmente,  será  castigado,  no  es- 
tando sobre  las  armas,  con  la  pena  de 
reclusión  de  uno  á  cuatro  años,  y  si  es- 
tuviere sobre  ellas,  con  la  de  reclusión 
de  dos  á  seis  años.  Si  mediaren  cir- 
cunstancias atenuantesó  si  el  delito  se 
cometiere  en  servicio  de  instrucción, 
podrá  aplicársele  la  pena  de  prisión 
.   de  dos  meses  á  dos  años. 

La  resistencia  con  violencia  á  lafe  ór- 
denes de  una  autoridad  civil  se  casti- 
gará con  prisión  de  seis  meses  á  lo  me- 
nos, ó  la  reclusión  durante  cuatro  años 
á  lo  sumo. 

Art.  64.  El  militar  que  al  frente  del 
enemigo  rehuse  obstinadamente  ata- 
carlo, defenderse  ó  cumplir  la  orden 
del  servicio  que  su  superior  le  haya 
dado,  será  condenado  á  muerte. 


Si  mediaren  circunstancias  atenúan* 
tes  se  impondrá,  en  vez  de  la  pena  de 
muerte,  la  de  reclusión. 

Art.  65.  El  que  en  un  acto  del  servi- 
cio insulte  ó  amenace,  de  cualquier 
modo  que  sea,  á  su  superior  militar, 
será  castigado,  en  los  casos  más  gra- 
ves, con  dos  años  de  reclusión  á  lo  su- 
mo. Si  el  hecho  hubiese  tenido  lugar 
fuera  del  servicio  ó  en  un  servicio  de 
instrucción,  se  impondrá  todo  lo  más 
un  año  de  prisión,  y,  en  los  casos  de 
poca  importancia,  podrá  imponerse 
simplemente  una  pena  disciplinaria. 

El  que  en  un  acto  del  servicio  pase  á 
vías  de  hecho  contra  su  superior  mili- 
tar, sufrirá  cinco  años  de  prisión  á  lo 
sumo. 

Si  el  hecho  hubiere  acontecido  fuera 
del  servicio  ó  en  un  servicio  de  instruc- 
ción, se  impondrá  la  pena  de  prisión 
por  tres  años  á  lo  sumo. 

El  que  intencionalmente,  pero  sin  ar- 
mas, cause  una  lesión  grave  á  su  supe- 
rior militar,  ó  bien  le  cause  otra  menos 
grave,  pero  con  armas,  será  castigado 
con  la  pena  de  dos  á  diez  años  de  re- 
clusión. 

Se  impondrá  pena  de  muerte  cuando 
la  lesión  grave,  sin  armas,  ó,  la  menos 
grave,  con  armas,  hubiese  tenido  lugar 
al  frente  del  enemigo  ó  en  el  acto  de 
prestar  un  servicio  importante,  y  se  hu- 
biese hecho  al  jefe  de  un  puesto,  de 
un  destacamento  ó  de  un  cuerpo,  ó  á 
cualquier  superior  militar,  ó  cuando 
cualquier  superior  militar  fuere  grave- 
mente herido  con  un  arma  en  cualquie- 
ra ocasión  que  sea. 

Si  en  el  hecho  concurren  circunstan- 
cias atenuantes  ó  ha  ocurrido  prestan- 
do un  servicio  de  instrucción,  la  pena 
será,  cuando  menos,  de  diez  años  de  re- 
clusión. 

Las  penas  de  que  se  hace  mérito  en 
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los  apartados  1.°,  2.°  y  3.°  de  este  artícu- 
lo se  impondrán,  en  el  caso  de  ofensas  ó 
ultrajes  hechos  a  un  empleado  civil  en 
el  ejercicio  ó  con  motivo  del  ejercicio 
de  sus  funciones. 

Art.  66.  El  que  resista  á  un  centine- 
la ó  á  una  patrulla  en  el  cumplimiento 
de  su  consigna,  será  castigado  á  tenor 
del  art.  63,  y  conforme  al  art.  65  si  hu- 
biesen mediado  insultos,  amenazas  ó 
pasádose  á  vías  de  hecho. 

Si  la  resistencia  fuere  de  muchos  á  la 
vez,  ó  si  fuere  combinada  6  sostenida, 
se  impondrá  la  pena  señalada  á  la  rebe- 
lión. 

Igual  pena  se  impondrá  á  los  delitos 
contra  una  salvaguardia,  tanto  si  los 
han  cometido  los  mismos  que  la  for- 
man sobre  el  objeto  de  la  salvaguar- 
dia, ó  los  unos  contra  los  otros,  ó  cua- 
lesquiera otras  personas  contra  la  sal- 
vaguardia (1). 

Art.  67.  El  jefe  de  un  puesto  que,  ha- 
llándose en  las  inmediaciones  del  ene- 
migo, cambie  la  consigna  que  haya  re- 
recibido  de  su  superior  sin  ponerlo  in- 
mediatamente en  su  conocimiento;  será 
castigado,  si  el  hecho  no  estuviese  com- 
prendido en  las  disposiciones  de  los 
artículos  41  y  44,  á  la  pena  de  prisión, 
cuando  más  por  dos  años. 

Art.  68.  El  oñcial  que  quebrante  el 
arresto  obligatorio,  sufrirá  la  pena  de 
un  mes  á  dos  años  de  prisión. 

TÍTULO  CUARTO 

DEL  QUEBRANTAMIENTO  DE  LOS  DEBERES 

DEL  SERVICIO 

Art.  69.    El  que  sin  suñciente  jus  ti  fi- 


fi) Llaman  así  al  soldado  ó  grupo  de  soldados 
á  quienes  se  colocan  en  una  casa,  establecimien- 
to, etc.,  para  librarlo  del  saqueo. 


cación  no  se  atenga  á  una  orden  gene- 
ra] del  servicio  ó  á  un  reglamento,  será 
reo  de  violación  de  los  deberes  del  ser- 
vicio.. 

Art.  70.  El  que  individualmente  y 
con  toda  intención  no  se  atenga  á  una 
orden  general  del  servicio  ó  á  un  regla- 
mento, será  castigado,  en  los  casos 
graves,  á  prisión  por  seis  meses,  y  en 
los  menos  graves,  á  una  pena  discipli- 
naria (art.  166,  núm.  5.°  al  27). 

Art.  71.  El  que  individualmente  re- 
sista públicamente  y  con  obstinación  el 
cumplimiento  de  una  orden  general  del 
servicio  ó  de  un  reglamento,  será  casti- 
gado, si  al  tiempo  de  resistirse  no  esta- 
ba armado,  con  prisión  ó  reclusión  por 
cuatro  años  á  lo  sumo,  y  si  estaba  ar- 
mado, con  prisión  ó  reclusión  de  dos  á 
seis  años.  Si  mediaren  circunstancias 
atenuantes,  se  impondrá  simplemente 
la  pena  de  prisión. 

Si  el  hecho  hubiere  ocurrido  en  el  ac- 
to de  un  servicio  de  instrucción,  el  cul- 
pable será  castigado  con  dos  años  de 
prisión  todo  lo  más,  y  si  el  hecho  fuere 
de  poca  importancia,  con  una  pena  dis- 
ciplinaria. 

Art.  72.  El  que,  hallándose  cerca  del 
enemigo  y  sin  causa  legítima  que  lo  ex- 
cuse, no  se  presente  en  su  puesto  al  to- 
que de  generala  ó  cuando  se  esté  com- 
batiendo, sufrirá  la  pena  de  prisión  por 
lo  menos  por  un  mes,  y,  en  caso  de  rein- 
cidencia, sufrirá  la  destitución,  la  pri- 
sión ó  la  reclusión  durante  un  año. 

A  distancia  del  enemigo  ó  prestando 
algún  servicio  activo  en  el  interior, 
este  delito  se  castigará  con  la  tercera 
parte  de  la  pena  arriba  fijada,  pero 
nunca  con  reclusión;  durante  el  servi- 
cio de  instrucción  se  impondrá  una 
pena  simplemente  disciplinaria. 

Art.  73.  El  oficial  que  no  se  encuen- 
tre en  su  puesto  cuando  deba  marchar 
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hacia  el  enemigo  ó  batirse,  ó  no  justifi- 
que su  ausencia  de  una  manera  satis- 
factoria, será  destituido  y  castigado 
con  prisión  de  tres  meses  á  tres  años; 
si  hubiere  obrado  de  esta  suerte  por  co- 
bardía, quedará  además  privado  de  sus 
derechos  políticos. 

El  sargento  ó  cabo  que  incurriere  en 
este  delito,  será  destituido  y  condenado 
á  prisión  de  dos  meses  á  dos  años. 

El  simple  soldado  será  condenado 
con  pena  de  prisión  por  igual  término. 

En  caso  de  reincidencia,  se  impondrá 
la  pena  de  prisión  hasta  dos  años. 

Art.  74.  Los  militares  de  un  cuerpo 
de  guardia,  de  una  escolta  ó  cualquier 
guardia  que  intencionadamente  deja- 
ren escapar  á  un  prisionero,  serán  cas- 
tigados, atendida  la  importancia  del 
prisionero  y  en  razón  al  conocimiento 
que  tuviesen  de  esta  importancia,  con 
la  prisión  ó  reclusión*  durante  un  tér- 
mino que  no  podrá  exceder  de  seis 
años. 

Si  la  evasión  hubiere  tenido  lugar  por 
cohecho,  la  pena  será  siempre  la  de  re- 
clusión. 

Si  la  evasión  hubiere  sido  efecto  de 
negligencia,  se  impondrá,  si  el  caso 
fuere  de  poca  gravedad,  pena  discipli- 
naria (art.  166,  núm.  24),  y  prisión  du- 
rante un  año  si  fuere  más  grave. 

Art.  75.  El  que  tome  á  su  cargo  una 
orden  del  servicio,  y  sin  razón  suficien- 
te no  la  cumpla  por  completo  ó  no  la 
cumpla  en  los  términos  que  se  le  han 
prescrito,  será  castigado,  según  la  im- 
portancia de  la  orden  y  las  circunstan- 
cias, con  prisión  todo  lo  más  hasta  seis 
meses  ó  con  una  simple  pena  de  disci- 
plina. 

Art.  76.  El  centinela  ó  cualquier  mi- 
litar que  estuviere  de  servicio,  que  ha- 
llándose en  las  inmediaciones  del  ene- 
migo obre  sin  motivo  suficiente  contra 


su  consigna,  será  castigado  con  la 
pena  de  prisión,  que  podrá  llegar  hasta 
cuatro  años,  ó  la  de  reclusión  á  lo  me- 
nos durante  dos  años,  salvo  el  caso  en 
que  deba  aplicarse  la  pena  señalada 
para  la  traición  (artículos  41  y  44). 

Art.  77.  El  centinela  ó  vigilante  que 
abandone  su  puesto,  sin  causa  legítima 
para  ello,  será  castigado: 

a)  Al  frente  del  enemigo,  con  pena 
de  muerte,  y  en  caso  de  que  media- 
ran circunstancias  atenuantes,  con  seis 
años  de  reclusión  por  lo  menos; 

6)  A  distancia  del  enemigo  ó  en  ac- 
tivo servicio  en  el  interior,  con  prisión 
de  un  mes  á  un  año; 

c)  En  un  servicio  de  instrucción,  con 
una  pena  disciplinaria  (art.  166,  núme- 
ro 28). 

Art.  78.  El  centinela  ó  vigilante  á 
quien  se  hallare  dormido,  será  casti- 
gado: 

a)  Al  frente  del  enemigo,  con  cinco 
años  de  reclusión  á  lo  sumo; 

b)  A  distancia  del  enemigo  ó  en  ac- 
tivo servicio  en  el  interior,  con  prisión 
todo  lo  más  de  un  año; 

c)  En  un  acto  de  servicio  de  instruc- 
ción, con  pena  disciplinaria  (art.  166, 
número  29). 

Art.  79.  El  militar  que  al  frente  del 
enemigo  abandone  el  puesto  que  se  le 
haya  confiado,  sin  necesidad  ó  sin 
orden  de  sus  superiores,  será  condena- 
do á  muerte  si  este  abandono  puede 
producir  graves  perjuicios.  Si  asi  no 
fuere,  se  le  impondrá  la  reclusión  de 
cuatro  á  quince  años. 

Art.  80.  El  militar  que  hallándose  en 
un  combate,  arroje  sus  armas  sin  mo- 
tivo legítimo;  el  artillero  que  abando- 
ne la  pieza;  el  soldado  del  tren  ó  con- 
ductor de  una  pieza  de  artillería,  de  un 
carro  de  municiones  ó  de  una  caja  mi- 
litar, que,  en  iguales  circunstancias  ó 
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3  al  frente  del  enemigo,  des- 
sus  caballos  y  abandone  el 
será  castigado  con  la  pena 
L>n  durante  seis  años  a  lo  su- 
■uanto  no  haya  incurrido  en 
prescritas  para  la  traición, 
irt.  42,  letra  /,  ó  el  art.  44,  le- 

El  oficial  que  hallándose  en 
.te  ó  al  frente  del  enemigo, 
ino  ó  varios  de  sus  subordi- 
prenden  la  fuga  ó  excitan  á 
ir,  tiene  derecho  á  matar  6  á 
:arálos  que  después  de  ha- 
ndado  en  alta  voz  que  vuel- 
deberes,  no  obedezcan. 
je  se  hubiesen  fugado  ó  exci- 
os  á  huir,  fueren  después  cap- 
serán  condenados  á  muerte 
ilación,  y  si  mediaren eircuns- 
enuantes,  serán  condenados, 
enos,  a  la  reclusión  por  diez 

El  que  teniendo  á  su  cargo 
ionamientode  un  cuerpo  de 
e  uno  á  más  militares,  omita 
as  y  en  perjuicio  de  alguien 
;n  todo  ó  en  parte,  las  debidas 
;s  y  su  entrega  á  quien  co- 
.,  á  pesar  de  tener  á  su  dispo- 

medios  para  hacerlo,  será 
según  fueren  los  perjuicios 
encías  del  hecho,  con  reclu- 
ite cuatro  años  á  lo  sumo,  ó 

dos  meses  por  lo  menos,  y 
.  la  destitución;  todo,  sin  per- 
a  malversación  y  d,e  la  trai- 
mbieren  mediado   en  el  he- 

El  empleado  en  el  ramo  de 
ación  ó  en  el  de  Sanidad  del 
]uc  en  el  cumplimiento  de  su 
e  hiciere  culpable  de  negli- 
xve,  así  como  todo  jefe  que 
íoticia  de  esta  negligencia  en 


daño  de  la  tropa  que  estuviere  á  sus 
órdenes,  no  ponga  inmediato  remedio 
ó  no  denuncie  et  hecho  á  la  autoridad, 
pudiendo  hacer  alguna  de  estas  cosas, 
será  castigado  con  prisión  de  uno  A 
seis  meses. 

S¡  á  la  negligencia  se  uniere  el  deseo 
de  obtener  un  beneficio  ilícito,  se  im- 
pondrá la  pena  de  la  malversación  ó  del 
fraude,  según  las  circunstancias. 

Si  esta  negligencia  fuese  causa  de  la 
pérdida  total  de  la  salud,  ó  de  la  muerte 
de  algún  subordinado,  podrá  imponer- 
se la  pena  de  seis  años  de  reclusión. 

Art.  84.  El  que  por  negligenciadeje 
que  se  echen  á  perder  6  se  deterio- 
ren las  provisiones  ó  el  material  de 
guerra  puesto  á  su  cuidado,  deberá  pa- 
gar el  daño  causado  y  sufrirá  la  prisión 
todo  lo  más  por  un  año. 

Si  el  daño  excede  de  1.000  francos  ó 
va  unido  á  una  infracción  grave,  la  pe- 
na será  la  de  prisión  hasta  dos  años  y 
la  destitución,  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  la  letra  g  del  art.  44,  cuando 
el  hecho  estuviere  comprendido  en 
aquella  disposición. 

Art.  85.  El  militar  que  tenga  conoci- 
miento de  un  proyecto  de  traición,  re- 
belión, sedición,  deserción,  recluta- 
miento, tentativa  para  conseguir  que 
los  militares  se  separen  de  su  deber, 
fuga,  muerte,  robo,  incendio,  destruc- 
ción de  -material  de  guerra  ó  provisio- 
nes, ó  exacciones,  deberá  dar  aviso  á  la 
autoridad  más  inmediata. 

El  que  deje  de  hacerlo,  será  castiga- 
do, si  no  tiene  razón  legitima  para  ello, 
y  si  el  delito  ha  llegado  á  efectuarse, 
con  prisión  por  término  de  dos  años  á 
lo  sumo. 

Quedan  exceptuados  de  la  obligación 
de  hacer  esta  denuncia,  los  parientes  ó 
afines  de  los  culpables,  en  línea  directa 
hasta  lo  infinito,  y  en  linea  colateral 
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hasta  el  grado  de  primos  hermanos  in- 
clusive. 

Art.  86.  El  militar  que,  requerido 
por  un  superior  ó  por  una  patrulla  para 
que  contribuya  á  la  detención  de  algu- 
no, no  obedezca,  será  castigado  con 
prisión  todo  lo  más  de  dos  años,  y  si 
el  caso  fuere  poco  grave,  con  pena  dis- 
ciplinaria (art.  166,  núm.  0.°). 

Art.  87.  El  que  use  de  una  manera 
injusta  de  la  autoridad  que  se  le  haya 
confiado,  y  sobre  todo,  si  se  excediere 
de  las  facultades  penales  que  le  corres- 
ponden, será  castigado  con  prisión, 
con  arrreglo  al  grado  de  culpabilidad 
y  al  mal  que  legítimamente  hubiere 
causado. 

En  los  casos  de  poca  importancia, 
se  impondrá  una  pena  disciplinaria  (ar- 
tículo 166,  núm.  36. 

Art.  88.  Ningún  oficial  ó  funciona- 
rio deberá  permitirse  agravar  ó  dul- 
cificar, en  el  modo  de  cumplirla,  la 
pena  establecida  por  la  ley,  ni  hacerla 
ejecutar  más  que  en  los  términos  que 
la  misma  prescriba.  El  que  quebrante 
esta  disposición,  será  castigado  con 
prisión,  que  no  podrá  exceder  de  un  año. 

En  los  casos  poco  importantes  se  im- 
pondrá una  pena  disciplinaria. 

Art.  89.  El  oficial,  sargento  ó  cabo 
destituido  ó  suspenso,  que  continúe  en 
el  uso  de  los  derechos  anexos  á  sus 
funciones,  después  de  habérsele  hecho 
saber  oficialmente  su  destitución  ó  sus. 
pensión,  será  castigado  con  prisión 
por  dos  meses  á  lo  sumo,- y  si  fuere  en 
servicio  de  instrucción,  con  pena  disci- 
plinaria (art.  16S,  números  25  y  26). 

Art.  90.  El  oficial  que  teniendo  or- 
den de  su  superior  competente  para  de. 
jar  un  mando,  no  obedezca  en  el  acto, 
será  destituido,  pudiendo  además  ser 
condenado  á  la  privación  de  sus  dere- 
chos políticos* 


Si  la  desobediencia  produjese  un  per- 
juicio grave,  el  culpable  sufrirá  además 
la  prisión  durante  seis  meses  á  lo  me- 
nos, ó  la  reclusión;  en  los  casos  más 
graves,  se  le  impondrá  la  pena  de 
muerte. 

Si  la  desobediencia  tuviese  lugar 
prestando  un  servicio  de  instrucción, 
se  castigará  disciplinariamente  con 
arreglo  al  art.  166. 

Art. 91 .  Nadiedeberá,  sin  permiso  de 
su  superior,  escribir  á  persona  alguna 
del  ejército  enemigo,  ó  que  él  sepa  que 
está  en  relación  con  el  enemigo,  aun 
cuando  el  contenido  del  escrito  sea  en- 
teramente inofensivo  y  no  haya  trai- 
ción. Esta  prohibición,  sin  embargo, 
no  alcanza  á  la  correspondencia  mili- 
tar que  tuviese  un  jefe,  por  los  deberes 
de  sú  cargo,  con  los  jefes  enemigos.  El 
quebrantamiento  de  este  precepto  se 
castigará  con  prisión,  cuya  duración 
dependerá  del  peligro  que  haya  podido 
producir  semejante  correspondencia. 

Art.  92.  El  militar  que  ostente  públi- 
camente los  distintivos  de  un  grado  que 
no  le  pertenezca,  ó  de  una  condecora- 
ción á  la  que  no  tenga  derecho,  sufrirá 
la  pena  de  prisión,  cuando  menos  por 
seis  meses;  en  los  casos  de  poca  im- 
portancia se  le  impondrá  una  pena  dis- 
ciplinaria (art.  166,  núm.  25). 

TÍTULO  QUINTO 

DE  LA  DESERCIÓN  Y   RECLUTAMIENTO 

De  la  deserción 

Art  93.  Se  considera  desertor  al  que, 
con  ánimo  de  abandonar  su  cuerpo,  se 
separa  de  él  ó  no  se  reúne  al  mismo 
después  de  una  ausencia  autorizada. 

Art.  94.  La  intención  culpable  de 
abandonar  su  cuerpo  se  presumirá,  sal- 
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vola  suficiente  justificación,  y  se  con- 
siderará consumada  la  deserción: 

a)  Por  el  militar  que  falte  a  su  lla- 
mamiento durante  veinticuatro  horas 
en  tas  inmediaciones  del  enemigo,  y 
durante  cuarenta  y  ocho  á  cierta  dis- 
tancia del  mismo  ó  estando  en  activo 
servicio  en  el  interior  Respecto  A  los 
oficiales,  equivale  á  esta  ausencia  el 
abandono  del  lugar  que  se  les  hubiese 
señalado  como  residencia; 

6}  Por  el  militar  que,  al  frente  del 
enemigo,  no  haya  vuelto  cuatro  dias 
después  del  término  de  su  licencia,  ú 
ocho  dias  después  á  cierta  distancia  del 
enemigo,  ó  hallándose  en  activo  servi- 
cio en  el  interior; 

e)  Por  el  militar  que,  en  tiempo  de 
guerra,  traspase  la  linea  fijada  por  or- 
den superior. 

Art.  95.  Independientemente  de  las 
circunstancias  agravantes  generales, 
há  lugar,  en  caso  de  deserción,  á  tomar 
en  cuenta  ias  siguientes: 

a)  Si  el  desertor  tenia  alguna  gra- 
duación; 

6)    Si  estaba  de  servicio; 

c)  Si  se  ha  llevado  sus  propias  ar- 
mas, caballo  y  equipo; 

d)  O  los  efectos  que  el  Estado  le  hu- 
biese confiado. 

Art.  96.     El  desertor  será  castigado: 

a)  Al  frente  dol  enemigo,  con  reclu- 
sión durante  quince  años  á  lo  sumo,  ysi 
se  pasa  al  enemigo, se  le  condenará  á 
muerte; 

6)  A  distancia  del  enemigo  ó  estan- 
do en  activo  servicio  en  el  interior,  con 
prisión  ó  con  reclusión,  todo  lo  más  por 
dos  años; 

c)  Prestando  un  servicio  de  instruc- 
ción, con  prisión  todo  lo  más  por  dos 
meses,  y  en  los  casos  de  poca  grave- 
dad, con  penas  disciplinarias  (art.  166, 
limero  1.°). 


Art.  97.  Se  castigará  como  desertor 
al  que,  llamado  al  servicio  militar,  no 
cumpla  la  orden  que  se  le  haya  dado 
para  presentarse,  con  arreglo  &  las  dis- 
posiciones vigentes,  ó  que  después  de 
haber  sido  declarado  apto  para  el  mis- 
mo, se  escape  para  sustraerse  al  ser- 
vicio. Este  delito,  en  el  servicio  de  ins- 
trucción, se  castigará  como  violación 
de  los  deberes  del  mismo  (art.  70),  ó 
como  falta  de  disciplina  (art,  166,  nú- 
mero 1."). 

Reclutamiento 

Art.  98.  El  que  reclute  para  el  ser- 
vicio de  una  nación  extranjera  á  indi- 
viduos que  se  hallen  en  la  lista  de  reem- 
plazo de  la  Confederación  ó  de  los  Can- 
tones, se  hace  reo  de  reclutamiento 
prohibido. 

La  pena  á  este  delito  será: 

a)  La  de  muerte,  si  en  tiempo  de 
guerra  se  reclutare  gente  para  el  servi- 
cio del  enemigo; 

b)  La  de  prisión  d  urante  un  año  á  lo 
menos  ó  la  reclusión  durante  seis  años 
alo  sumo,  si  se  trata  de  enganchar 
hombres  que  están  en  activo  servicio; 

e)  La  de  prisión  durante  seis  meses 
alo  menos,  ó  la  reclusión  durante  dos 
años  á  lo  sumo,  si  Be  hubiesen  recluta- 
do  individuos  que  se  hallaren  en  el  ser- 
vicio de  instnlcción; 

d)  La  de  prisión  de  un  mes  aun  ano, 
si  se  hubiesen  reclutado  individuos  que 
no  estuviesen  en  el  servicio  en  el  tiem- 
po en  que  se  hizo  la  recluta. 

TÍTULO  SEXTO 

DE  LA   MUERTE  VIOLENTA    (meUTtfe) 

Art.  99.  Es  reo  de  asesinato  el  que 
mata  con  intención  é  ilegalmente,  des- 
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pues  de  haberlo  premeditado,  ó  que  co- 
mete este  delito  con  reflexión. 

Art.  100.  El  asesinato  se  castigará 
con  pena  de  muerte,  por  decapitación. 

Art.  101.  Es  reo  de  homicidio  el  que, 
sin  premeditación  y  en  el  arrebato  de 
una  pasión,  resuelve  matar  á  otro  y  lo 
ejecuta. 

Se  considera  también  homicida  al 
que,  con  un  objeto  hostil,  pero  sin  in- 
tención de  matar,  hiere  á  otro  de  tal 
suerte  que  muere  después. 

Art.  102.  El  homicidio  se  castigará 
con  reclusión,  que  hasta  podrá  ser  per- 
petua. 

Art.  103.  El  homicidio  podrá  ser  cas- 
tigado con  pena  de  muerte,  por  decapi- 
tación, cuando  se  haya  cometido  para 
facilitar  otro  delito  ó  para  poderse  lle- 
var los  efectos  adquiridos  por  el  delito, 
ó  para  poder  evadirse  el  culpable. 

Art.  104.  Siempre  que  resulte  que  el 
autor  del  homicidio  no  tenia  más  áni- 
mo que  el  de  maltratar  á  la  persona 
agraviada,  y  que  la  muerte  resultó  con- 
tra su  voluntad,  la  pena  será  de  cinco 
años  de  prisión  á  lo  sumo. 

Art.  105.  Lo  propio  se  verificará 
cuando  el  homicidio  fuere  efecto  de  pro- 
vocación injusta  é  instantánea,  salvo  si 
el  hecho  puede  calificarse  de  homicidio 
cometido  en  legítima  defensa. 

Del  homicidio  por  imprudencia 
ó  por  negligencia 

Art.  106.  El  homicidio  cometido  por 
imprudencia  ó  negligencia,  sin  mala 
intención,  se  castigará,  según  sea  el 
grado  de  negligencia  ó  imprudencia  de 
su  autor,  con  prisión  de  un  mes  á  dos 
años. 

Del  homicidio  en  riña  tumultuaria 

Art.  107.  Cuando  alguno  fuere  ata- 
Tono  VIII. —Instituciones  jurídicas. 


cado  por  varios  individuos,  muriendo 
por  efecto  de  las  vías  de  hecho  de  que 
hubieren  usado  contra  él,  se  observa- 
rán las  reglas  siguientes: 

a)  El  que  hubiese  causado  herida 
mortal,  será  castigado  como  homicida, 
salvo  que  el  hecho  pueda  considerarse 
como  asesinato; 

6)  Si  la  muerte  fuere  consecuencia 
de  varias  heridas,  ninguna  de  las  cua- 
les separadamente  hubiere  sido  mortal, 
todos  los  autores  de  las  mencionadas 
heridas  serán  castigados  con  la  pena 
correspondiente  á  lesiones  corporales, 
calificadas  de  primer  grado  (art.  110); 

c)  Los  demás  culpables,  si  no  hu- 
biere méritos  para  considerarles  auto- 
res de  una  tentativa  de  asesinato  ú  ho- 
micidio, serán  castigados  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  respecto  de  las  lesiones 
corporales,  y  cuando  menos  á  dos  me- 
ses de  prisión. 

Del  duelo 

Art.  108.  Si  la  muerte  hubiese  sido 
causada  en  desafío  regular,  se  castiga- 
rá al  reo  con  prisión. 

TÍTULO   SÉPTIMO 

DE   LAS    LESIONES    CORPORALES  Y  DE  LAS 
VIOLENCIAS    CONTRA   LAS  PERSONAS 

Lesiones  corporales 

Art.  109.  Será  culpable  del  delito  de 
lesión  .corporal  el  que,  sin  intención 
de  matar,  pero  con  propósito  delibera- 
do y  sin  derecho,  cause  daño  á  Ja  per- 
sona ó  á  la  salud  de  otro,  por  un  ata- 
que violento,  por  malos  tratamientos, 
por  heridas  ó  lesiones. 

Cuando  la  lesión  se  haya  hecho  con 
ánimo  de  matar,  habrá  lugar,  indepen* 
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tiente  de  la  pena  que  correspon- 
lesión  consumada,  á  aplicar  los 
3s  16  y  siguientes,  sobre  la  ten- 
le  homicidio. 

iones  corporales  calificadas 
de  primer  grado 

110.  Cuando  por  efecto  de  !a  le- 
.  persona  lesionada  ha  quedado 
lamente  imposibilitada  para  de- 

á  los  trabajos  de  su  profesión, 
:  exista  la  probabilidad  de  resta- 
e,  ó  cuando  se  encontrase  por 
le  la  misma  privado  del  usd  de 
bra,  de  la  vista,  del  oído,  de  los 
izos,  de  las  dos  manos,  de  los 
s  ó  de  la  posibilidad  de  procrear, 
a  será  la  de  reclusión,  cuando 

por  cuatro  años. 

tiones  corporales  calificadas 
de  segundo  grado 

111.  Cuando  las  lesiones  no  se 
itren  comprendidas  en  ninguno 

casos  expresados  en  el  articulo 
)r,  pero: 

"uando  la  persona  lesionada  ha- 
idado  enferma  ó  imposibilitada 
ledicarse  á  los  trabajos  de  su 
:ód  ,  duraute  treinta  días  á  lo 

Cuando  quedare  por  el  resto  de 
i  mutilada  en  una  parte  de  su 
>,  desfigurada  ó  privada  del  ufo 
mo  de  sus  miembros;  ó 
toando  la  lesión  tenga  por  con- 
icia  un  perjuicio  perpetuo  en  la 
la  pena  será,  en  tales  casos,  de 
ños  de  reclusión  á  lo  sumo,  ó  de 
eses  de  prisión  por  lo  menos. 

1 12.  Si  la  lesión  ha  puesto  al  le- 
o  en  peligro  de  muerte,  se  casti- 
iin  atender  á  la  importancia  del 


mal  causado  ó  á  la  duración  de  la  en- 
fermedad, con  las  penas  establecidas 
en  el  articulo  anterior,  á  menos  que  el 
caso  estuviere  comprendido  en  la  dis- 
posición del  art,  110. 

Art.  113.  Las  lesiones  corporales  no 
comprendidas  en  los  artículos  anterio- 
res, se  castigarán  con  la  prisión  de  un 
año  á  lo  sumo  ó  con  penas  disciplina- 
rias (art.  166,  niim.  7.°). 

Art.  114.  Siempre  que  se  acredite 
que  el  autor  de  una  lesión  uo  quería 
pasar  más  que  á  vías  de  hecho  de  poca 
gravedad,  y  que  contra  su  voluntad  ha 
causado  una  lesión  grave,  ó  cuando  la 
lesión  sea  consecuencia  de  una  provo- 
cación instantánea  é  injusta,  la  pena 
por  la  lesión  corporal  de  primer  grado 
(art.  110)  podrá  reducirse  á  un  año  de 
prisión,  y  la  correspondiente  á  la  lesión 
de  segundo  grado  (art.  111),  6.  dos  me- 
ses de  igual  pena. 

De  las  lesiones  corporales  por  impruden- 
cia ó  negligencia 

Art.  115.  La  lesión  causada  por  im- 
prudencia ó  negligencia,  pero  sin  mala 
intención,  se  castigará  según  el  grado 
de  imprudencia  ó  negligencia  y  según 
la  gravedad  de  la  lesión,  con  prisión  de 
un  año  alo  sumo,  ó  con  una  pena  dis- 
ciplinaria. 

De  las  lesiones  corporales  por  efecto 
de  riña 

Art.  116.  Cuando  las  lesiones  corpo- 
rales sean  efecto  de  un  ataque  entre 
varias  personas: 

a)  Los  autores  y  cómplices  recono- 
cidos culpables  de  algunas  de  las  lesio- 
nes expresadas  en  los  artículos  109  al 
114,  y  art.  24;  y 

b)  Los  demás  individuos  que  hubie- 
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ren  tomado  parte  en  la  riña,  serán  cas- 
tigados con  pena  de  prisión. 

De  las  lesiones  corporales  ocasionadas 

en  duelo 

Art.  117.  Cuando  alguna  de  las  le- 
siones corporales  de  que  se  trata  en 
los  artículos  109,  110  y  111,  hubiere 
sido  causada  en  un  desafío  regular,  el 
autor  será  castigado  con  prisión  por 
dos  años  á  lo  sumo. 

De  la  violación 

Art.  118.    Es  reo  de  violación: 

a)  El  que  con  violencia  ó  amenazas 
graves  abusa  de  una  mujer; 

b)  El  que,  por  el  empleo  de  narcóti- 
cos ú  otros  medios,  deja  á  una  mujer 
incapaz  de  defenderse,  y  S3  aprovecha 
de  este  estado  para  abusar  de  ella; 

c)  El  que  comete  actos  atentatorios 
al  pudor  de  una  niña  menor  de  catorce 

años. 

Art.  119.    La  violación  se  castigará: 

a)  Con  la  pena  de  muerte,  por  deca- 
pitación, cuando  la  persona  violada  ha- 
ya muerto  á  consecuencia  del  crimen; 

6)  Con  la  reclusión ,  durante  diez 
años  á  lo  menos,  cuando  la  salud  de  la 
víctima  se  haya  notablemente  resenti- 
do, ó  cuando  varios  individuos  se  han 
ayudado  mutuamente  para  cometer  el 
.  delito; 

c)  Con  la  reclusión ,  durante  diez 
años  á  lo  menos,  cuando  no  concurra 
ninguna  de  estas  circunstancias  agra- 
vantes. 

Del  abuso  de  las  personas 

Art.  120.  El  que  se  aprovecha  del  es. 
tado  de  demencia,  imbecilidad  ó  insen- 
sibilidad de  una  mujer  para  abusar  de 


ella,  será  reo  del  delito  de  abuso  de  las 
personas. 

El  culpable  será  castigado  con  reclu- 
sión. 

Del  robo  con  violencia  de  una  persona 

y  del  rapto 

Art.  121 .  Comete  robo  con  violencia 
el  que  se  apodera  ilegalmente  de  un  in- 
dividuo, contra  su  voluntad,  por  fuerza 
ó  por  engaño,  ó  de  un  individuo  que  no 
haya  cumplido  quince  años,  aunque 
sea  con  su  consentimiento,  pero  sin  la 
autorización  de  sus  padres  ó  tutores,  te- 
niendo por  objeto  sustraerle  á  la  pro- 
tección del  Estado  ó  de  los  que  tienen 
sobre  él  un  poder  legítimo. 

Es  reo  de  rapto  el  que  comete  un  acto 
semejante  con  respecto  á  una  persona 
de  distinto  sexo,  para  abusar  de  ella, 
p?ra  obligarla  al  matrimonio  ó  para  en 
tregarla  á  otra  con  análogo  objeto. 

Art.  122.  El  robo  con  violencia  y  el 
rapto  se  castigarán  con  reclusión,  se- 
gún el  grado  de  peligro  que  haya  corri- 
do la  persona  robada,  ó  el  perjuicio 
que  se  le  haya  irrogado  por  ello,  y  se- 
gún el  tiempo  durante  el  cual  dicha  per- 
sona haya  estado  privada  de  libertad. 

1 

Del  secuestro  ilegal  de  personas 

Art.  123.  El  que  priva  ilegalmente  á 
una  persona  de  su  libertad,  ya  sea  en- 
cerrándola, ya  de  cualquier  otro  mo- 
do, se  hace  reo  del  delito  de  secuestro 
ilegal  de  personas,  salvo  el  caso  en  que 
no  constituya  otro  delito  más  grave. 

Este  delito  se  castigará: 

a)  Con  cinco  años  á  lo  menos  de  re- 
clusión, si  el  secuestro  ha  durado  más 
de  un  año;  * 

6)  Con  seis  meses  de  prisión  á  lo 
menos,  ó  de  cinco  años  de  reclusión  á 
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Jo  sumo,  si  el  secuestro  ha  durado  más 
de  diez  días,  sin  exceder  de  ún  año; 

c)  Con  dos  años  de  prisión  á  lo  su- 
mo, si  el  secuestro  ha  durado  diez  días 
ó  menos,  y  con  una  pena  disciplinaria 
en  los  casos  de  poca  gravedad  (artícu- 
lo 166,  núm.  18). 

De  la  violación  de  domicilio 

Art.  124.  El  que  se  introduce  ilegal- 
mente  en  domicilio  ajeno  ó  el  que  en  el 
domicilio  ajeno  ejecuta  actos  de  violen- 
cia contra  las  personas  ó  contra  las  co- 
sas, se  hace  reo  de  violación  de  domi- 
cilio, y  será  castigado,  si  el  hecho  no 
constituye  un  delito  más  grave,  con  pe- 
■  na  de  prisión.  En  los  casos  graves  po- 
drá imponerse  también  la  pena  de  re- 
clusión. 

TÍTULO  OCTAVO  * 

DEL   INCENDIO,   DESTRUCCIÓN   Y  DANOS 
CAUSADOS  EN  LA  PROPIEDAD  AJENA 

Art.  125.  El  que  con  ánimo  de  incen- 
diar pegue  fuego  á  un  almacén  público 
que  contenga  provisiones  de  boca  ó 
guerra  pertenecientes  al  Estado,  á  una 
%  casa  ó  á  cualquier  edificio  habitado,  ó  á 
objetos  ó  edificios  inmediatos  á  habita- 
ciones desde  los  cuales  pueda  fácilmen- 
te comunicarse  el  fuego  á  éstas,  será 
castigado,  si  el  incendio  ha  llegado  á 
tener  lugar,  con  la  pena  de  reclusión 
por  diez  años  á  reclusión  perpetua. 

Sin  embargo,  se  impondrá  pena  de 
muerte,  por  decapitación,  al  delincuen- 
te en  los  casos  siguientes: 

a)  Si  por  efecto  del  incendio  ocu- 
rriese alguna  muerte  ó  herida  grave; 

b)  Si  se  ha  pegado  fuego  á  una  ciu- 
dad ó  pueblo  por  varias  partes; 

c)  Si  el  objeto  del  incendio  ha  sido 


el  de  aprovecharse  del  desorden  para 
robar  ó  ejecutar  cualesquiera  otros  crí- 
menes graves. 

La  pena  de  muerte  por  decapitación 
podrá  también  imponerse: 

a)  Si  el  incendio  se  ha  ejecutado  de 
noche  ó  verificádose  en  términos  que 
se  haya  hecho  difícil  salvar  las  perso- 
nas ó  extinguir  el  incendio; 

b)  Si  se  ha  expuesto  á  gran  número 
de  individuos  á  un  peligro  personal. 

Art.  126.  El  que  intencionadamente 
prenda  fuego  á  propiedades  del  Estado 
ó  á  provisiones  de  guerra,  á  una  casa 
habitada,  á  edificios,  puentes,  lanchas, 
provisiones  de  madera,  bosques,  frutos 
recolectados  ó  no  recolectados,  ü  otros 
objetos  de  igual  naturaleza,  será  casti- 
gado con  reclusión  desde  diez  años 
hasta  reclusión  perpetua,  si  el  perjuicio 
ha  llegado  ó  excedido  de  cinco  mil  fran- 
cos. Cuando  el  perjuicio  sea  inferior  á 
esta  cantidad  ó  medien  en  el  hecho  cir- 
cunstancias especialmente  atenuantes, 
se  castigará  el  delito  de  incendio  con  re- 
clusión durante  quince  años  á  lo  sumo. 

Si  el  daño  que  ha  podido  causarse  ó 
se  ha  causado  no  llega  á  cien  francos, 
se  impondrá  al  delincuente  la  pena  de 
reclusión  durante  cinco  años  á  lo  sumo, 
ó  la  de  prisión,  si  mediaren  én  el  hecho 
circunstancias  atenuantes. 

Art.  127.  El  que  intencionadamente 
cause  una  inundación  rompiendo  di- 
ques, parapetos  ó  cualesquiera  cons- 
trucciones hidráulicas,  será  castigado 
con  las  mismas  penas  impuestas  rela- 
tivamente al  incendio. 

Art.  128.  La  explosión  de  un  edificio 
minado  se  castigará  también  como  un 
incendio  voluntario,  si  el  delito  se  hu- 
biere cometido  con  intención. 

Art.  129.  El  que  por  imprudencia  ó 
negligencia  cometiere  cualquiera  de 
los  actos  previstos  en  los  cuatro  artlcu- 
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los  anteriores,  sufrirá  la  prisión  de  un 
mes  á  dos  años,  según  fuere  el  grado 
de  imprudencia  ó  negligencia,  y  según 
la  importancia  del  daño  causado. 

Art.  130.  El  que  por  venganza,  ma- 
lignidad ó  malicia,  ó  por  otros  motivos 
ilícitos,  destruya  ó  cause  perjuicios  á 
la  propiedad  ajena,  será  castigado  con 
arreglo  á  las  disposiciones  relativas  á 
los  ladrones  (art.  131). 

Si  por  efecto  de  este  delito  se  ha  cau- 
sado alguna  muerte  ó  herida,  este  acto 
se  considerará  entonces  asesinato  ú 
homicidio  con  violencia,  según  las  cir- 
cunstancias. 

TtTULO  NOVENO 

DEL  HURTO,  ROBO,  EXAOCIÓN,  MERODEO 

Y  SAQUEO 

Art.  131.  El  que  se  apodera  de  una 
cosa  mueble,  que  sabe  que  pertenece  á 
otro,  con  el  objeto  de  apropiarse  de  ella 
ilegalmente  sin  el  consentimiento  del 
propietario,  pero  sin  ejercer  violencia 
contra  persona  alguna,  comete  un 
hurto. 

Art.  132.  Será  calificado  el  hurto,  en 
los  casos  siguientes: 

a)  Cuando  se  haya  cometido  con 
fractura,  esto  es,  abriendo  violentamen- 
te un  edificio,  una  habitación  ó  un  mue- 
ble, por  medio  de  roturas  ó  escalamien- 
to de  paredes  ó  techos  ú  otros  obstácu- 
los, ó  haciendo  uso  de  llaves  falsas; 

b)  Cuando  se  cometa  en  cosas  con- 
fiadas á  la  fe  pública,  que  por  su  natu- 
raleza no  puedan  cerrarse,  ó  que  por  la 
costumbre  general  no  se  cierren  nunca 
de  una  manera  completa; 

e)    Cuando  el  ladrón  estuviere  de  ser- 
vicio en  el  momento  del  hurto; 
d)    Cuando  el  delito  recaiga  en  obje- 


tos salvados  de  la  guerra,  del  fuego  ó 
de  la  inundación; 

é)  Cuando  el  hurto  se  haya  hecho  á 
un  compañero,  ó  en  la  casa  en  que  se 
hallaba  alojado,  ó  cuando  se  ha  hecho  á 
su  dueño; 

f)  Cuando  el  ladrón  se  haya  armado 
para  ejecutar  el  hurto. 

Art.  133.  El  hurto  calificado  se  cas- 
tigará: 

a)  Con  prisión  de  seis  meses  á  un 
año  ó  reclusión  durante  cuatro  años  á 
lo  sumo,  si  el  valor  de  la  cosa  hurtada 
no  excede  de  cuarenta  francos; 

b)  Con  reclusión  durante  seis  años 
á  lo  sumo,  si  el  valor  de  la  cosa  hurta- 
da pasa  de  cuarenta  francos  y  no  llega 
á  doscientos; 

c)  Con  reclusión  durante  veinte  años 
á  lo  sumo  si  el  valor  de  lo  robado  pasa 
de  doscientos  francos. 

La  reunión  de  varias  de  las  circuns- 
tancias calificativas  enumeradas  en  los 
artículos  anteriores,  deberá  conside- 
rarse como  un  motivo  de  agravación 
de  la  pena. 

Art.  134.  Es  hurto  simple,  el  que  no 
reúne  ninguna  de  las  circunstancias 
expresadas  en  el  árt.  132. 

Arti  135.  El  hurto  simple  se  casti- 
gará: 

a)  Con  prisión  de  un  año  á  lo  sumo, 
ó  reclusión  durante  dos  años  como 
máximum,  6i  el  valor  de  la  cosa  hur- 
tada no  excede  de  cuarenta  francos; 

b)  Con  reclusión  durante  tres  años 
á  lo  sumo  si  el  valor  de  lo  hurtado  exce- 
de de  cuarenta  francos,  pero  no  llega  á 
doscientos; 

c)  Con  reclusión  de  dos  á  diez  años, 
si  el  valor  de  lo  hurtado  pasa  de  dos- 
cientos francos. 

Art.  136.  Independientemente  de  las 
causas  generales  de  agravación  (ar- 
ticulo 132),  se  consideran  las  siguientes 
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como  especialmente  agravantes,  tanto 
del  hurto  calificado  como  del  simple: 

a)  Cuando  *el  hurto  sea  cometido  por 
varias  personas; 

b)  Cuando  se  haya  ejecutado  de 
noche. 

Del  robo 

Art.  137.  El  que  para  apoderarse  de 
una  cosa  mueble  ajena,  comete  violen- 
cia contra  una  persona,  ya  sea  pasan- 
do á  vías  de  hecho,  ya  amenazando  con 
un  peligro  inmediato  para  la  vida  ó  sa- 
lud de  la  misma,  será  culpable  de 
robo,  aun  cuando  no  haya  conseguido 
su  propósito, 

Art.  138.  El  robo  se  castiga  con  re- 
clusión. 

Art.  139.  El  robo  podrá  castigarse 
con  reclusión  perpetua,  si  ha  concurri- 
do en  el  hecho  alguna  de  las  circuns- 
tancias siguientes,  y  con  la  pena  de 
muerte,  por  decapitación  si  se  han  re- 
unido varias  de  ellas: 

a)  Si  el  ladrón  ha  penetrado  en  una 
habitación  con  fractura,  escalamiento, 
ó  de  noche; 

b)  Si  ha  procurado  evitar  ser  reco- 
nocido, por  ejemplo,  poniéndose  care- 
ta, ensuciándose  la  cara,  poniéndose 
barba  postiza,  etc.; 

c)  Si  para  cometer  el  robo  iba  arma- 
do, ó  si  ha  hecho  uso  de  sus  armas; 

d)  Si  el  robo  se  ha  cometido  en  un 
camino; 

e)  Si  el  delito  se  ha  cometido  por  va- 
rios individuos. 

Art.  140.  El  robo  se  castigará  con 
pena  de  muerte,  por  decapitación,  en 
los  casos  siguientes: 

a)  Cuando  se  haya  dado  tormento  á 
una  persona  para  obligarla  á  revelar 
dónde  tenía  ocultas  algunas  cosas; 

b)  Cuando  con  este  motivo  se  hayan 


causado  á  una  persona  las  lesiones  de 
que  se  hace  mérito  en  los  artículos  110 
y  111,  ó  haya  fallecido  á  causa  de  las 

vias  de  hecho. 

De  la  exacción 

Art.  141,  Comete  el  delito  de  exac- 
ción el  que,  independientemente  de  los 
casos  mencionados  en  el  art.  137,  obli- 
ga á  otro,  sea  pasando  á  vias  de  hecho 
ó  con  amenazas,  á  hacer  ó  dejar  de  ha- 
cer alguna  cosa,  con  el  objeto  de  pro- 
curarse á  si  propio  ó  á  otro  un  bene- 
ficio ilícito. 

Art.  142.  La  exacción  se  asimila  al 
robo  y  se  castigará  con  arreglo  á  las 
prescripciones  relativas  ai  mismo. 

Los  casos  de  poca  gravedad  podrán 
castigarse  con  prisión  de  uno  á  dos 
años. 

Del  merodeo  y  del  saqueo 

Art.  143.  El. que  en  pafs  enemigo 
tome  ilícitamente  vestidos,  abrigos,  ali- 
mentos ó  forrajes,  con  el  intento  de  des- 
tinarlos a  su  uso,  será  castigado,  como 
merodeador,  con  unapena  disciplinaria. 

Art.  144.  El  tomar  ilícitamente  otras 
cosas  en  pais  enemigo,  asi  como  las 
mismas  que  se  dejan  expresadas,  cuan- 
do se  verifique  con  intención  de  lucro, 
se  reputará  y  castigará  como  hurto. 

Art.  145.  Cuando  en  el  caso  de  me- 
rodeo 6  de  saqueo  se  maltrate  ó  hiera 
á  alguna  persona,  se  impondrán  á  este 
delito  las  penas  relativas  al  robo. 

Art.  146.  El  que  en  país  enemigo 
tome  sin  autorización  cosas  ajenas, 
será  castigado  como  el  reo  de  hurto  ó 
robo,  según  el  acto  haya  ido  ó  no  acom- 
pañado de  violencias  contra  alguna 
persona. 

Art.  147.    El  que  durante  el  combate. 
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ó  inmediatamente  después,  y  sin  auto- 
rización, desnude  ó  hurte  algo  á  un  ca- 
dáver en  el  campo  de  batalla,  será 
castigado  con  prisión.  Se  le  castigará 
como  ladrón,  si  el  muerto  pertenecía 
á  las  tropas  federales  ó  á  un  cuerpo 
aliado.    - 

Si  este  delito  se  ejecuta  en  un  herido, 
se  impondrá  la  misma  pena  de  prisión 
al  que  lo  haya  cometido,  y  si  el  he- 
rido pertenece  á  las  tropas  federales  ó 
á  un  cuerpo  aliado,  se  castigará  este 
delito  como  el  de  robo. 

La  pena  se  agravará  si  el  delincuen- 
te no  fuere  militar,  pero  estuviere,  sin 
embargo,  bajo  la  jurisdicción  de  guerra. 

Art.  148.  El  que  tome  una  cosa  que 
sabe  está  en  salvaguardia,  será  casti- 
gado como  si  efectuase  un  robo. 

Art.  149.  Eli  oficial  que  no  se  oponga 
á  un  saqueo  ó  destrucción  no  autori- 
zado, y  que  se  ejecute  en  su  presencia, 
6  que  si  no  puede  impedirlo,  no  lo  par- 
ticipe desde  luego  á  su  superior  in- 
mediato, será  castigado  con  destitu- 
ción, á  la  cual  podrá  añadirse,  según 
el  caso,  la  pena  de  prisión  durante 
un  año. 

título  décimo 

DE    LA     MALVERSACIÓN,     DE     LA    ESTAFA 
Y  DEL   FALSO  TESTIMONIO 

De  la  malversación 

Art.  150.  Cometen  el  delito  de  malver- 
sación: el  que,  teniendo  en  su  custodia 
ó  posesión  una  cosa  ajena,  se  la  apro- 
pia ilegalmente;  el  que  reteniendo  lo 
que  debe  entregar  á  otro  (art.  82),  lo  em- 
plea en  provecho  propio,  ó  el  que  con 
la  mira  de  un  lucro  sustrae  parte  ó  to- 
dos los  fondos  públicos  ú  otras  cosas 
que  se  le  han  confiado,  las  administra 


de  una  manera  infiel  ó  presenta  cuen- 
tas falsas. 

Art.  151.  Se  hace  especialmente  reo 
de  este  delito: 

a)  El  que  con  miras  interesadas 
pone  en  la  cuenta  de  suministros  un 
número  de  hombres  ó  de  caballos  su- 
perior al  efectivo; 

b)  El  que  enajena  ó  emplea  en  su 
propia  utilidad  ios  sueldos,  víveres, 
forrajes,  municiones  ó  utensilios  de 
guerra  cuya  guarda  ó  distribución  le 
está  confiada; 

e)  El  que,  de  acuerdo  con  los  provee- 
dores, distribuye  cosas  averiadas  ó  que 
en  vista  de  un  lucro  las  acepta  de  los 
proveedores; 

d)  El  que  en  un  contrato  con  provee- 
dores, por  regalo  ó  por  promesas,  fa- 
vorece á  uno  de  ellos; 

e)  El  que  en  la  distribución  de  sala- 
rios, víveres,  forrajes  ú  otras  cosas,  co- 
mete una  infidelidad,  de  cualquier  clase 
que  sea; 

/)  El  que  con  miras  interesadas  pre- 
senta cuentas  inexactas  sobre  los  gas- 
tos del  servicio; 

g)  El  sargento,  cabo  ó  soldado  que 
da  en  prenda  ó  vende  las  municiones, 
armas  ó  vestidos  que  se  le  han  confia- 
do, y  el  soldado  del  tren  que  vende  ó 
empeña  objetos  de  esta  clase  ó  forra- 
jes (art.  166,  núm.  2.°). 

Art.  152.  La  malversación  se  casti- 
ga como  hurto,  de  canformidad  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  135. 

De  la  estaja 

Art.  153.  Todo  engaño  cometido  con 
intención  y  en  perjuicio  de  ios  derechos 
de  otro,  se  considera  estafa. 

Art.  154.  La  simple  estafa  se  castiga 
como  el  hurto,  de  conformidad  coa  lo 
dispuesto  en  el  art.  135. 
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Se  consideran  y  castigan 
ia  calificadas: 

üsificación  de  documentos 
I  que  imite  ó  altere  docu- 

Estado,  erectos  públicos  ó 
tienen  en  el  Estado  valor  de 
5  públicos,  será  castigado 
5n;  y  la  duración  de  ia  pena 
roporcion  de  la  importancia 
tos  falsificados,  y  á  la  exten- 
año  que  el  delincuente  hu- 
isado  ó  se  propusiere  causar. 
o  de  la  falsificación  de  pa- 
ibretas  de  viaje,  hojas  de 
tas  del  servicio  y  demás  do- 
aflckles  que  sólo  son  relati- 
vos de  policía,  asi  como  por 
Jes  documentos,  el  juez  po- 
ir  la  reclusión  en  vez  de  la 

ícuente  hubiese  además  he- 
algún  sello  ó  timbre  falso, 
rara  este  hecho  como  cir- 
agravante; 
dsiñcación  de   documentos 

aga  un  documento  privado 
ó  altere  otro  existente,  aña- 
jue  ó  borre  alguna  disposi- 
tante,  sufrirá,  según  fuere 
ie¡a  del  documento,  la  pri- 
te  seis  meses  alo  menos,  ó 
urante  diez  años  á  lo  sumo; 
Isiflcación  de  efectos. 
Isiñque  alimentoso  bebidas 
á  la  venta  ó  distribución, 
ingredientes  que  sabe  son 
es  á  la  salud,  será  castigado 
ón. 

e  resultado  la  muerte  de  al- 
na, podrá  imponerse  la  pena 
por  decapitación, 
iñcación  ha  tenido  lugar  con 
iulentas,  pero  sin  tener  co- 
de  las  propiedades  perjudi- 


ciales &  la  salud,  de  los  ingredientes 
empleados,  se  impondrá  la  pena  de  re- 
clusión, cuyo  máximum  no  podrá  exce- 
der de  diez  años. 

Art.  156.  El  que  simula  un  defecto 
corporal  ó  se  mutile  él  mismo  para  sus- 
traerse al  servicio  militar,  será  casti- 
gado con  prisión  de  dos  años  á  lo  sumo. 

Art.  157.  Igual  pena  se  impondrá  al 
facultativo  que  diere  á  sabiendas  un 
certificado  falso  acerca  de  la  salud  del 
llamado  al  servicio  militar,  al  efecto  de 
librarlo  de  él,  ó  que  contribuya  con 
igual  objeto  á  simularle  un  defecto  cor- 
poral. 

Art.  158.  Cualquiera  otra  clase  de 
fraude  calificado,  no  mencionado  en  los 
artículos  anteriores,  será  castigado  eu 
la  forma  prescrita  en  el  art.  3.° 

Del  falso  testimonio 

Art.  159.  El  que  con  pleno  conoci- 
miento declare  en  falso  en  juicio,  será 
castigado,  según  la  importancia  del  he- 
cho, con  reclusión  durante  seis  años  á 
lo  sumo,  ó  con  prisión  en  los  casos 
menos  graves. 

Es  circunstancia  agravante  el  haber 
prestado  declaración  mediante  jura- 
mento. 

Art.  160.  Si  por  efecto  de  una  decla- 
ración falsa,  se  ha  impuesto  una  pena 
aun  inocente,  y  éste  la  ha  sufrido,  se 
impondrá  al  testigo  falso  la  misma 
pena  que  se  haya  impuesto  al  condena- 
do, si  fuere  superior  ala  señalada  en 
el  articulo  anterior. 

Art.  161.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 159  y  166  será  aplicable,  en  iguales 
circunstancias,  á  los  que  acusan  de  un 
delito  á  un  inocente  con  la  intención  de 
hacerle  castigar. 
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TÍTULO  DÉCIMOPRIMERO 

DE  LAS  OFENSAS  Y  ULTRAJES  AL  HONOR 

Art.  162.  Los  insultos  y  ofensas  leves 
se  castigarán  por  la  via  gubernativa 
(artículo  166,  núm.  17). 

Las  ofensas  al  honor  y  calumnias 
graves,  se  castigarán  con  prisión  de 
seis  meses  á  lo  sumo. 

No  se  comprenden  en  estas  disposi- 
ciones las  ofensas  de  un  inferior  á  su 
superior  (art.  65). 

Art.  163.  El  que  con  actos  y  en  pú- 
blico ofenda  el  pudor  de  una  mujer, 
será  castigado  con  prisión  durante  seis 
meses  á  lo  sumo. 

título  décimosegundo 

DE     LAS     OFENSAS    A     LA     RELIGIÓN 

Art.  164.  El  que  de  propósito  se  mofe 
de  objetos  de  veneración  ó  de  culto,  los 
destruya  en  todo  ó  en  parte  con  el  obje- 
to de  ofender;  el  que  turbe  con  mala  in- 
tención el  servicio  divino  ó  á  un  minis- 
tro de  la  religión  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  será  castigado  con  prisión 
de  un  año  á  lo  sumo;  en  los  casos  de 
poca  importancia,  se  le  impondrá  una 
pena  disciplinaria  (art.  166,  núm.  19). 

TÍTULO  DECIMOTERCERO 

DE  LAS  AMENAZAS 

Art.  165.  La  amenaza  de  un  delito,  si 
no  entra  ep  las  disposiciones  relativas 
á  la  insubordinación  (art.  65),  y  puede 
presumirse  que  ha  producido  inquietud 
en  la  persona  amenazada,  será  casti- 
gada con  prisión,  que  no  podrá  exceder 
de  un  año.  Si  el  caso  fuere  de  poca  im- 


portancia, podrá  imponerse  una  pena 
disciplinaria  (art.  166,  núm.  10). 

SEGUNDA    PARTE 

DE  LAS  FALTAS  DE  DISCIPLINA 


TÍTULO  PRIMERO 

ENUMERACIÓN  DE  LAS    FALTAS 
DE  DISCIPLINA 

Art.  166.  Se  consideran  faltas  de 
disciplina  todas  las  acciones  y  omisio- 
nes contrarias  á  los  reglamentos  gene- 
rales, á  las  órdenes  dadas  por  superio- 
res, ó  en  general  á  la  disciplina  militar. 

Esta  disposición  se  aplica  especial* 
mente: 

1.°  Al  abondono  sin  permiso  del 
servicio  de  instrucción,  salvo  el  caso 
en  que  se  hubiere  incurrido  en  una  pena 
mayor  (art.  96,  letra  c,  y  art.  97); 

2.°  El  retardo  ó  la  falta  de  asisten- 
cia á  los  ejercicios,  revistas,  inspeccio- 
nes ó  cualquiera  otro  servicio  que  se 
hubiere  ordenado  (artículos  62  y  70); 

3.°  El  retardo  en  presentarse  al  alo- 
jamiento ó  cuartel  ó  á  la  tienda  des- 
pués de  la  retreta  (artículos  62  y  70); 

4.°  La  falta  de  limpieza  ó  negligen- 
cia en  el  uniforme,  armamento  ú  obje- 
tos de  equipo  (artículos  62  y  70); 

5.°  Las  infracciones  á  las  disposi- 
ciones de  policía  ó  á  las  órdenes  que  se 
hubieren  dado;  la  violación  de  los  de- 
beres prescritos  por  los  Reglamentos 
de  policía  ó  por  el  Reglamento  sobre  el 
servicio  interior  de  las  tropas  federa- 
les, ó  por  las  leyes  y  Ordenanzas  can- 
tonales sobre  organización  del  ejérci- 
to, así  como  la  falta  de  cumplimiento 
de  una  orden  relativa  al  servicio,  si  la 
gravedad  del  caso  no  exige,  según  la 
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ley,  una  pena  más  grave  (artículos  62 
y  70); 

6.°  La  embriaguez  en  la  vía  pública, 
en  el  cuartel,  en  el  campo,  en  el  ejer- 
cicio ó  en  cualquier  acto  del  servicio; 

7.°  Las  riñas  ó  disputas  de  los  mili- 
tares entre  sí  ó  con  paisanos,  si  de  ellas 
no  resultare  ninguna  consecuencia  gra- 
ve, y  mientras  no  se  haya  hecho  uso 
de  armas  ni  de  cualquier  otro  instru- 
mento ($rt.  113); 

8.°  Las  heridas  poco  graves  causa- 
das por  negligencia  ó  imprudencia; 

9."  La  desobediencia  habitual  per- 
turbadora ó  .en  general  inconveniente 
hacia  un  superior  militar  ó  á  autorida- 
des ó  funcionarios  militares,  cuando 
este  acto  no  constituya  un  delito  espe- 
cial (artículos  61  y  86); 

10.  Las  amenazas  de  poca  importan- 
cia (art.  165); 

11.  Los  falsos  informes  dados  á  su- 
periores militares  relativos  al  servicio 
ó  á  la  disciplina  (art.  62); 

12.  La  negativa  de  decir  su  nombre, 
hecho  con  mala  intención,  cuando  un 
superior  requiera  formalmente  que  se 
le  manifieste. 

Lo  propio  acontecerá  cuando  se  dice 
un  nombre  falso  (art.  62); 

13.  El  quebrantamiento  de  una  pena 
disciplinaria  impuesta  (art.  62); 

14.  Las  relaciones  ilícitas  con  prisio- 
neros, especialmente  para  darles  de 
comer  y  de  beber  (art.  70); 

15.  La  conducta,  pretensiones  ó  exi- 
gencias indebidas  al  dueño  de  la  casa 
en  que  se  estuviere  alojado,  ó  hacia 
cualquiera  otra  persona  de  la  casa,  á 
menos  de  que  deba  imponerse  pena 
más  severa  (art.  141); 

16.  La  conducta  inconveniente  con 
inferiores,  con  iguales  ó  con  paisanos 
(artículo  87); 

17.  Los  insultos  leves  (art.  162); 


18.  El  secuestro  ilegal  en  los  casos 
do  poca  importancia  (art.  123,  letra  c); 

19.  Los  insultos  á  objetos  religiosos 
en  los  casos  de  poca  importancia  (ar- 
tículo 164); 

20.  Los  daños  causados  á  las  propie- 
dades ó  las  sustracciones  de  poca  im- 
portancia (artículos  130  y  131); 

21.  El  merodeo  (art.  143); 

m 

22.  El  dar  en  prenda  cualquier  ob- 
jeto conñado  al  soldado  para  su  uso, 
mientras  el  valor  del  mismo  no  sea  tal 
que  haga  considerar  este  acto  como  un 
delito;  lo  propio  debe  decirse  de  la  re- 
petición en  contraer  deudas  (art.  151, 
letra  g); 

23.  El  no  castigar  ó  no  dar  parte  de 
una  falta  cometida  por  un  subordinado 
(artículo  70); 

24.  La  negligencia  que  facilita  la 
evasión  de  un  prisionero  (art.  74); 

25.  El  usar  ilícitamente  distintivos 
ó  condecoraciones  (artículos  89  y  92); 

26.  El  abuso  ó  exceso  de  poder,  asi 
como  también  el  uso  de  atribuciones 
ilegales  en  casos  de  poca  importancia 
(artículos  87,  88,  89  y  123); 

27.  La  violación  de  una  orden  del 
día,  en  el  caso  de  que  no  constituya  de- 
lito (art.  70); 

28.  La  falta  de  cumplimiento  del  de- 
ber que  cometiere  un  centinela  ó  es- 
cucha en  el  servicio  de  instrucción  (ar- 
tículos 77  y  78); 

29.  La  desobediencia  aun  oñcial  du- 
rante el  servicio  de  instrucción  en  el 
caso  del  art.  89. 

TÍTULO  SEGUNDO 

3 

DE  LAS   PENAS  DE  DISCIPLINA 

Art.  167.  Las  penas  por  faltas  de  dis- 
ciplina serán  las  siguientes: 
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Art.  168.  A)  Para  los  simples  sol- 
dados: 

1.°  Los  trabajos  serviles  (Corvées). 
Esta  pena  consiste  en  hacer  en  el  cuar- 
tel, en  el  campo  6  acantonamiento,  un 
servicio  que  propiamente  no  está  com- 
prendido en  los  deberes  militares;  la 
duración  de  esta  pena  podrá  ser  de 
veinte  días; 

2.°  Los  ejercicios  y  guardias  de  cas- 
tigo. Esta  pena  consiste  en  obligar  al 
que  la  sufre  á  que,  además  de  su  servi- 
cio ordinario,  haga  otros  ejercicios  y 
guardias  extraordinarias;  esta  pena  de- 
berá imponerse  por  otro  corto  tiempo, 
dejando  entre  uno  y  otro  algún  des- 
canso. Las  guardias  de  castigo  no  pue- 
den imponerse  más  que  en  los  ejer- 
cicios de  instrucción,  como  pena  disci- 
plinaria. Impone  esta  pena  el  jefe  de 
puesto  en  ejercicio; 

3.°  La  consigna  (arresto).  Queda 
prohibido  al  que  la  sufre  salir  del  espa- 
cio que  se  le  señala,  bien  sea  en  el  cuar- 
tel ó  en  otra  parte;  debe,  sin  embargo, 
prestar  su  servicio.  La  duración  de 
esta  perfa  puede  ser  has* a  de  treinta 
días; 

4.°  El  arresto  en  la  sala  de  policía. 
La  duración  de  esta  pena  puede  ser 
basta  de  veinte  días; 

5.°  El  arresto  en  la  prisión,  hasta 
veinte  días  á  lo  sumo.  Puede,  además, 
dejarse  al  penado  á  pan  y  agua  durante 
la  mitad  de  este  tiempo,  de  modo,  sin 
embargo,  que  este  régimen  no  puede 
mponerse  sino  alternativamente,  ó  sea 
un  dfa  si  y  otro  no. 

Art.  169.  B)  Para  los  sargentos  y 
cabos: 

1.°  La  suspensión  del  grado  durante 
tres  días  á  lo  sumo.  El  que  sufra  esta 
pena  deja  de  ejercer  los  derechos  y 
disfrutar  las  ventajas  anejas  á  su  gra- 
do, sin  perder  las  insignias  distintivas; 


2.°    La  pérdida  del  grado. 

Las  penas  mencionadas  en  el  art.  168, 
números  3.°,  4.°  y  5.°,  pueden  imponerse 
también  á  los  sargentos  y  cabos,  pero 
no  las  señaladas  con  los  números  1.° 
y  2.°  del  mismo  artículo. 

Art.  170.  C)    Para  los  oficiales: 

1.°  El  simple  arresto.  El  oficial  no 
podrá  salir  del  cuartel,  salvo  exigirlo 
así  el  servicio.  Conserva  su  espada.  La 
duración  de  esta  pena  puede  ser  hagta 
de  treinta  días; 

2.°  El  arresto  de  rigor  en  el  cuartel. 
El  oficial  no  prestará  servicio  durante 
él,  y  se  le  quita  la  espada.  La  duración 
de  esfa  pena  podrá  ser  hasta  de  veinte 
días; 

3.°  El  arresto  forzoso  en  un  cuarto 
cerrado  ó  en  el  cuartel.  El  oficial  ten- 
drá un  centinela  delante  de  la  puerta  de 
su  cuarto  ó  delante  de  su  tienda.  La  du- 
ración de  esta  pena  podrá  ser  hasta  de 
veinte  días. 

Art.  171.  El  simple  arresto  ó  el  de 
rigor,  impuesto  á  un  oficial,  puede  ir 
acompañado  de  la  prohibición  de  reci- 
bir visitas. 

El  arresto  forzoso  lleva  siempre  con- 
sigo esta  prohibición. 

Art.  172.  En  las  marchas,  los  sim- 
ples soldados  y  los  sargentos  condena- 
dos á  arresto,  van  á  retaguardia  ó  con 
la  guardia  de  policía. 

Art.  173.  El  oficial  condenado  á  un 
simple  arresto  marchará  con  su  com- 
pañía. Si  el  arresto  es  de  rigor,  el  jefe 
del  cuerpo  resuelve  si  debe  marchar 
con  su  compañía  ó  á  retaguardia,  ó  con 
la  guardia  de  policía,  con  ó  sin  espada. 

TÍTULO  TERCERO 

DE  LA    COMPETENCIA    PENAL 

Art.  174.    Los  superiores   militares 
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castigarán  las  faltas  de  disciplina,  sal- 
vo la  excepción  prescrita  en  el  art.  169, 
referente  á  los  sargentos  y  cabos. 

Art.  175.  Los  cabos,  sargentos  y  fu- 
rrieles podrán  imponer  correctivos  tem- 
porales á  los  militares  que  estén  bajo 
sus  órdenes. 

Cuando  se  haya  comprobado  una  fal- 
ta de  disciplina,  deberán  dar  parte  ó 
arrestar  á  Jos  subordinados  que  resul- 
ten culpables.  Inmediatamente  darán 
cuenta  al  sargento  mayor  ó  al  oficial 
dé  la  compañía  que  esté  de  servicio. 

Art.  176.  Los  suboficiales,  ayudan- 
tes y  los  sargentos  mayores  tendrán 
el  derecho  de  imponer  las  siguientes 
penas: 

a)  Arresto  militar  por  tres  días; 

b)  Trabajos  serviles  (Coroéez)  du- 
rante tres  días; 

c)  Arrestos  ordinarios  hasta  dos 
días. 

Art.  177.  Los  tenientes  y  subtenien- 
tes tendrán,  con  respecto  á  los  sargen- 
tos, cabos  y  soldados,  la  siguiente  com- 
petencia penal: 

a)  Arresto  militar  hasta  cinco  días; 

b)  Trabajos  serviles  durante  cinco 
días; 

c)  Arrestos  ordinarios  hasta  tres 
días. 

Tendrán,  además.,  el  derecho  de  en- 
viar arrestados  á  los  oficiales  que  les 
sean  inferiores  en  grado  y  antigüedad, 
debiendo  avisar  inmediatamente  ai  co- 
mandante de  la  compañía. 

Art.  178.  Los  capitanes  y  comandan- 
tes de  compañía  tendrán  el  derecho  de 
decretar: 

1.°    Con  respecto  á  simples  soldados: 

a)  El  arresto  militar  hasta  ocho  días; 

b)  Trabajos  serviles  durante  ocho 
días; 

c)  Ejercicios  y  guardias  de  castigo 
durante  ocho  días; 


d)  Arresto  ordinario  hasta  seis  días; 

e)  Arrestos  forzados  por  cuatro 
días; 

2.°  Con  respecto  á  cabos  y  sargen- 
tos, independientemente  de  las  penas 
arriba  indicadas: 

La  suspensión  del  grado  durante 
ocho  días  á  lo  sumo;  sin  embargo,  el 
capitán  sólo  podrá  decretar  esta  pena 
contra  los  cabos  y  sargentos  de  su  com- 
pañía; 

3.°    Con  respecto  á  oficiales: 

Simples  arrestos  durante  ocho  días. 

Art.  179.  El  mayor  tendrá  la  misma 
competencia  que  el  capitán,  con  esta 
diferencia:  que  podrá  prolongar  cada 
pena  dos  días  é  imponer  á  los  oficiales 
tres  días  de  arresto  de  rigor  ó  de  arres- 
tos forzados. 

Art.  180.  La  competencia  de  los  te- 
nientes coroneles  y  de  los  comandan- 
tes de  un  batallón  ó  de  varias  compa- 
ñías diferirá  de  la  del  capitán,  en  que 
se  extiende  para  cada  pena  á  seis  días 
más;  y  con  respecto  á  los  oficiales, 
sus  subordinados,  hasta  catorce  días 
de  simple  arresto,  diez  de  arresto  rigu- 
roso y  siete  de  arresto  forzoso. 

Art.  181.  El  comandante  en  jefe,  jefe 
de  Estado  Mayor,  coroneles  federales, 
autoridades  militares  superiores  de  la 
Confederación  y  de  los  Cantones,  así 
como  los  inspectores  de  milicias,  po- 
drán indistintamente  condenar  á  cada 
una  de  las  penas  de  disciplina  conteni- 
das en  los  artículos  168  á  171. 

Art.  182.  Todo  oficial,  interinamente 
encargado  de  un  mando  que  pertenezca 
á  un  oficial  de  grado  superior,  ejercerá, 
mientras  dure  su  mando,  la  competen- 
cia del  oficial  á  quien  sustituya. 

Art.  183.  Todo  comandante  de  un 
destacamento,  cuyas  comunicaciones 
con  su  superior  estén  interrumpidas, 
ejercerá,  mientras  dure  este  estado  de 
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cosas,  la  competencia  del  grado  inme- 
diato superior. 

Art.  184.  Las  penas  disciplinarias 
podrán,  según  las  reglas  de  competen- 
cia arriba  indicadas,  ser  impuestas  por 
todo  superior  militar. 

Art.  185.  La  competencia  penal,  de- 
terminada en  el  presente  titulo,  se  re- 
fiere exclusivamente  á  las  faltas  de  dis- 
ciplina. En  ningún  caso  podrá  exceder 
la  pena  del  máximum  fijado.  Los  mili- 
tares condenados  á  una  pena  estarán 
también  obligados  á  la  reparación  de 
los  daños  causados. 

Art.  186.  Todo  superior  militar  de- 
berá bacer  uso  de  su  autoridad  con  res- 
pecto á  las  faltas  de  disciplina  que  se 
cometan  en  su  presencia,  aun  cuando 
el  culpable  no  se  halle  bajo  sus  órde- 
nes ni  pertenezca  á  su  mismo  cuerpo. 

Art.  187.  El  ejercicio  del  derecho  de 
castigar  por  faltas  de  disciplina,  se  re- 
gulará del  siguiente  modo  en  todo  lo 
que  concierne  á  los  no  combatientes: 

a)  Todo  funcionario  ó  empleado  de 
la  Administración  militar,  así  como 
todo  oficial  del  Cuerpo  jurídico  ó  de  Sa^ 
nidad  ejercerá,  por  aplicación  del  Có- 
digo penal  federal  y  salvo  las  modifica- 
ciones arriba  dichas  (art.  189),  según 
su  clase,  la  misma  competencia  que 
pertenezca  al  grado  que  corresponda á 
esta  clase,  con  respecto  á  todo  militar 
que  le  sea  inferior;  podrá,  por  otro  lado, 
ser  castigado  con  penas  disciplinarias 
por  los  militares  de  las  filas  que  sean 
superiores  en  clase; 

6)  Todos  los  individuos  que  no  for- 
men parte  integrante  del  ejército  ó  de 
un  cuerpo  particular,  de  un  destacamen- 
to, etc.,  y  que  no  estén  ligados  más  que 
por  un  servicio  temporal,  como  los  pro- 
veedores, carreteros,  barqueros,  obre- 
ros, etc.,  se  hallarán,  durante  el  tiempo 
que  estén  empleados,  bajo  las  órdenes 


inmediatas  del  oficial  encargado  de  di- 
rigir el  servicio  para  el  que  estos  indi- 
viduos hayan  sido  puestos  á  su  disposi- 
ción. En  su  consecuencia,  tendrá  el 
derecho  de  castigarlos,  llegado  el  caso, 
según  la  competencia  que  le  dé  su  gra- 
do ó  su  clase; 

e)  Las  disposiciones  indicadas  rela- 
tivas á  los  funcionarios  de  Administra- 
ción militar,  serán  aplicables  por  ana- 
logía á  los  oficiales  del  Cuerpo  jurídico 
y  del  de  Sanidad,  salvo  las  disposicio- 
nes especiales  referentes  á  la  compe- 
tencia de  los  jueces  superiores  y  audi- 
tores. 

Art.  188.  El  comandante  de  un  cuer- 
po ó  de  un  destacamento  tendrá  el  dere- 
cho de  castigar,  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones legales,  ya  á  un  jefe  de  un 
ramo  de  la  Administración  militar,  ya 
á  uno  ó  varios  de  sus  subordinados, 
por  faltas  en  materia  de  administra- 
ción, negligencia,  etc.,  por  las  cuales  se 
declare  culpable,  y  que  entrañen  per- 
juicio para  el  cuerpo  ó  destacamento; 
deberá  dar  conocimiento  inmediata- 
mente al  superior  inmediato  del  indivi- 
duo que  haya  incurrido  en  el  castigo. 

Los  oficiales  á  sus  órdenes,  cualquie- 
ra que  sea  su  grado,  no  deberán  en 
ningún  caso  castigar  al  empleado  de 
Administración  militar  por  faltas  co- 
metidas en  materia  de  administración, 
pero  deberán  elevar  sus  quejas  al  co- 
mandante del  cuerpo  ó  del  destacamen- 
to que  tenga  competencia. 

Art.  189.  Los  oficiales  no  podrán 
imponer  arrestos  á  los  militares  de 
otra  compañía  ó  de  otro  cuerpo  distin- 
to de  aquel  á  que  pertenezcan. 

Art.  190.  Los  cantones  podrán  esta- 
blecer penas  contra  las  infracciones  á 
sus  leyes  y  ordenanzas  sobre  organi- 
zación militar,  y  determinar  cuáles  son 
las  autoridades  competentes  para  de- 


is  que  hubiesen  impuesto,  al 
cuerpo  al  cual  pertenezca  el 
lo. 

15.  Los  oficiales  de  una  com- 
ió castiguen  a  un  individuo  de 
berán  informar  al  capitán  de 
sargentos  y  cabos  lo  harán  á 
¡nto  mayor. 

TITULO  QUINTO 

DE   LAS    RECLAMACIONES 

196.  Todo  subordinado,  aun 
se  crea  con  derecho  á  reclamar, 
acatar  las  ordenes  Ue  su  supe- 
implir  la  pena  disciplinaria  que 
sido  impuesta.  Podrá,  sin  em- 
■nientras  sufre  la  pena  ó  des- 
haberla sufrido  elevar  la  re- 
5n  al  jefe  superior  del  que  se  la 
puesto. 

Í7.  Este  jefe  oirá  á  las  dos  par- 
i  resultase  de  la  información 
superior  ha  castigado. injusta- 
iquél  impondrá  á  éste  una  pena 
onada;  si,  por  el  contrario,  no 
fundamento  la  queja,  podrá 
el  castigo  objeto  de  la  recla- 


TlTULO  ADICIONAL 

,A  COMPETENCIA  EN  LO  CIVIL 

Í8.  Los  tribunales  civiles  co- 
,  por  regla  general,  de  las  ac- 
iviles incoadas  contra  los  mili- 
to. Sin  embargo,  las  reclama- 
ue  no  excedan  de  25  francos  y 
emonten  á  ja  época  en  que  el 
ido  estaba  en  el  servicio,  aun- 
a  ya  mucho  tiempo  que  haya 
le  pertenecer  á  aquél,  podrán 
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da a  sentenciar  al  individuo  pertene- 
ciente á  su  jurisdicción. 

Art.  206.  Estas  disposiciones  no  afec- 
tarán a  las  personas  que  deban  ser 
otdas  como  testigos  en  la  causa;  en  es- 
tos casos,  todo  militar  estará  obligado 
á  comparecer  ante  el  juez  civil,  lo  mis- 
mo que  todo  paisano  lo  estará  también 
á  hacerlo  ante  el  tribunal  militar,  siem- 
pre que  la  citación  se  haya  hecho  legal- 
mente  (art.  401). 

Art.  207.  El  tribunal  establecido  para 
el  cuerpo  de  ejército  al  cual  pertenezca 
el  acusado  juzgará  los  delitos  (art.  216). 

Art.  208.  En  todos  los  casos  en  que 
el  artieulo  anterior  no  pueda  aplicarse, 
ó  cuando  deba  oponerse  una  excepción 
en  beneficio  de  un  juicio  ó  sentencia 
imparcial,  el  comandante  en  jefe  indi- 
cará el  tribunal  al  cual  deba  enviarse 
el  asunto. 

En  el  caso  en  que  varios  militares 
dependientes  de  distintos  tribunales 
sean  acusados  de  haber  tomado  parle 
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en  uñ  mismo  delito,  el  comandante  en 
jefe  designará  igualmente  el  tribunal 
que  deba  conocer  de  la  causa  en  su 
conjunto. 

En  caso  de  acusación  de  varios  deli- 
tos cometidos  por  una  misma  persona 
que  se  encuentre  bajo  diferentes  juris- 
dicciones militares,  el  tribunal  que  por 
orden  del  comandante  en  jefe  haya 
sido  encargado  de  conocer  en  uno  de 
ellos,  deberá  conocer  de  los  demás. 

Una  causa  pendiente  ante  un  tribu- 
nal militar  continuará  siendo  de  su 
competencia,  aun  cuando  la  subdivi- 
sión del  ejército  á  la  cual  pertenezca  el 
acusado  pase  á  ser  de  la  jurisdicción 
de  otro  tribunal. 

Art.  209.  Los  delitos  cometidos  du- 
rante el  servicio  federal,  pero  de  los 
cuales  no  haya  conocido  todavía  el  tri- 
bunal militar  federal  cuando  el  autor 
del  delito  haya  cumplido  este  servicio, 
serán  perseguidos  y  juzgados  por  los 
tribunales  militares  del  cantón  corres 
pondientes  al  arma  en  que  haya  servi- 
do, ó  si  no  perteneciese  á  ningún  con- 
tingente, por  aquéllos  del  cantón  en  el 
cual  tenga  su  domicilio,  ó,  en  defecto 
de  éste,  por  los  de  su  residencia  inme- 
diata antes  de  haber  entrado  en  el  ser- 
vicio federal. 

Si  hubiese  varios  acusados  pertene- 
cientes á  cuerpos  de  ejército  de  distin- 
tos cantones,  el  Consejo  federal  desig- 
nará el  cantón  que  deba  conocer  de  la 
causa. 

Art.  210.  Los  tribunales  militares 
cantonales  conocerán  además: 

a)  De  los  hechos  punibles  compren- 
didos en  las  disposiciones  de  las  le- 
tras /y  #del  art.  1.°,  y  concernientes 
á  tropas  cantonales; 

b)  De  los  hechos  punibles  cometidos 
por  personas  que  no  estén  en  el  servi- 
cio (artículos  156  y  157),  ó  que  estén  en 
Tomo  VIII.—  iNSTiTroiONF.s  jurídicas. 


el  servicio  cantonal,  ó  bien  que  perte- 
nezcan, según  el  sentido  del  art.  1.°,  le- 
tras c  á  e,  á  un  cuerpo  al  servicio  can- 
tonal, ó  que  se  encuentren  en  uno  de 
los  casos  previstos  en  el  art.  1.°,  le- 
tras b  v  h. 

Sin  embargo,  los  tribunales  militares 
federales  deberán,  con  arreglo  á  la  ley, 
conocer  de  los  delitos  cometidos  por 
un  oficial  del  Estado  Mayor  federal  en 
los  casos  previstos  en  el  art.  1.°,  le- 
tras b  y  h,  ó  por  cualquier  persona  su- 
jeta al  servicio  militar,  según  el  caso 
del  mismo  articulo,  letra  b,  si  la  infrac- 
ción hubiera  tenido  lugar  antes  de  ha- 
ber entrado  al  servicio  federal  ó  des- 
pués de  haber  cumplido  el  mismo. 

Art.  211.  En  materia  civil,  cuando 
la  autoridad  militar  pueda  ser  discutí 
da,  el  fuero  se  regulará  por  la  cali- 
dad del  demandado.  La  persona  del 
fuero  civil  deberá  perseguir  al  militar 
ante  la  autoridad  militar  (artículos  198 
y  siguientes)  y  viceversa,  el  militar  per* 
seguirá  al  paisano  ante  el  juez  civil. 

Las  cuestiones  civiles  en  causas  cri- 
minales serán,  por  regla  general,  diri- 
midas en  la  sentencia  penal;  debiendo, 
por  tanto,  tenerse  esto  en  cuenta  lo 
mismo  en  la  instrucción  que  en  el  pie- 
nario. 

Sin  embargo,  cuando  el  perjudicado 
lo  pida  expresamente,  ó  cuando  las 
reclamaciones  civiles  tengan  tal  com- 
plicación que  no  puedan  ser  discutidas 
sin  prolongar  considerablemente  el  pro- 
cedimiento, estas  reclamaciones  se  re- 
mitirán  á  los  tribunales  civiles. 
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CAPÍTULO  II 

De  la  organización  y   competencia 
de  las  autoridades  militares 

TITULO  PRIMERO 

DE    LOS    FUNCIONARIOS    DE    LA     POLICÍA 

JUDICIAL 

.  Art.  212.  La  orden  para  instruir  un 
sumario  en  averiguación  de  un  delito 
será  dada  por  el  comandante  á  que 
pertenezca  la  policía  judicial  del  incul- 
pado ó  del  cuerpo  al  cual  aquél  perte- 
nezca. 
Ejercerán  la  policía  judicial: 

a)  El  general,  sobre  todos  los  coro* 
neles  federales  colocados  bajo  sus  ór- 
denes inmediatas,  su  Estado  Mayor,  se- 
cretarios y  demás  empleados; 

b)  El  comandante  de  un  cuerpo  de 
ejército,  sobre  todos  los  coroneles  fede- 
rales á  sus  órdenes  inmediatas,  su  Es- 
tado Mayor,  secretarios  y  demás  em- 
pleados; 

c)  El  comandante  de  un  ramo  del 
Estado  Mayor,  sobre  el  respectivo  ramo; 
.  d)  El  comandante  de  una  división, 
sobre  los  comandantes  de  brigada  de 
su  división,  su  propio  Estado  Mayor, 
sus  secretarios  y  demás  empleados; 

e)  El  comandante  de  una  brigada, 
sobre  los  jefes  de  cuerpo  de  su  brigada, 
su  Estado  Mayor,  sus  secretarios  y  de- 
más empleados; 

f)  El  comandante  de  un  cuerpo  de 
tropas,  bajo  las  órdenes  inmediatas  del 
Estado  Mayor  de  una  brigada,  ó  del  Es- 
tado Mayor  general,  sobre  los  militares 
pertenecientes  á  este  cuerpo  de  tropas; 

g)  El  comandante  de  una  plaza  ó  de 
un  destacamento,  sobre  los  militares 
que  estén  bajo  sus  órdenes. 


Art.  213.  Cualquier  funcionario  de 
policía  judicial  de  un  grado  superior 
podrá, además,  ejercerlas  atribuciones 
de  policía  judicial  que  un  oficial  colo- 
cado bajo  sus  órdenes  haya  dejado  de 
cumplir. 

Art.  214.  Cuando  el  inculpado  no  se 
encuentre  ya  al  servicio  en  la  época  en 
que  el  delito  que  se  le  imputa  sea  de- 
nunciado, el  Consejo  federal  dará  la 
orden  para  la  instrucción  del  sumario. 
Podrá  igualmente  el  Consejo  federal 
ejercer  por  sí  mismo  las  atribuciones 
de  la  policía  judicial  con  respecto  á  la* 
tropas  que  estén  en  el  servicio  de  ins- 
trucción, ó  encargar  de  ello  aun  oficial 
ó  funcionario  civil. 

Art.  215.  Toda  instrucción  legal- 
mente  comenzada  podrá  ser  suspendi- 
da por  un  superior  del  funcionario  que 
haya  dado  orden  de  comenzarla;  pero 
no  por  el  mismo  funcionario,  cuando 
el  asunto  no  haya  sido  llevado  todavía 
ante  el  tribunal  militar. 

título  segundo 

ORGANIZACIÓN    Y    COMPETENCIA     DE      LOS 
TRIBUNALES  MILITARES 

Art.  216.  El  comandante  en  jefe  es- 
tablecerá por  lo  menos  tantos  tribu- 
nales como  brigadas  haya  en  el  ejér- 
cito. 

El  Consejo  federal  fijará  el  número 
de  tribunales  que  deban  establecerse 
para  las  tropas  que  se  hallen  en  el  ser- 
vicio federal  de  instrucción. 

La  orden  para  establecer  un  tribunal 
deberá  siempre  determinar  los  cuerpo- 
que  se  hallen  sometidos  á  su  jurisdic- 
ción, sin  perjuicio  de  los  cambios  qu»? 
puedan  sufrir  ulteriormente. 

Art.  217.  Todo  tribunal  militar  ord:- 
nario  se  compondrá  de  un  juez  Pre*i- 
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dente,  dos  jueces,  des  suplentes  y  ocho 
jurados.  Los  jurados  deberán  ser  doce, 
cuando  se  trate  de  imponer  la  pena  de 
muerte. 

Art.  218.  A  cada  tribunal  se  agre- 
gará un  secretario  y  un  auditor;  si  la 
aglomeración  extraordinaria  de  asun- 
tos lo  exigiere,  se  aumentará  el  núme- 
ro de  auditores,  así  como  el  de  emplea- 
dos en  la  secretaria. 

Art.  219.  Los  padres  y  parientes  en 
linea  directa,  sin  limitación  alguna,  y  en 
linea  colateral  hasta  el  grado  de  primo 
hermano  inclusive,  no  podrán  funcio- 
nar simultáneamente  en  el  mismo  tri- 
bunal como  juez  Presidente,  jueces  ó 
suplentes. 

No  podrán  funcionar,  ya  en  la  ins- 
trucción, ya  en  el  juicio,  como  juez 
Presidente,  juez,  auditor  ó  actuario, 
ningún  pariente  ó  afín  del  acusado  ó  le- 
sionado, en  uno  de  los  grados  arriba 
indicados,  ni  ningún  otro  individuo  que 
tenga  un  interés  personal  en  la  causa. 

I.— De  los  jueces  Presidentes 

Art.  220.  El  comandante  superior, 
á  propuesta  del  auditor  en  jefe,  nom- 
brará de  entre  los  oficiales  del  Cuerpo 
jurídico  militar  los  jueces  Presidentes. 
Estos  deberán  tener,  por  lo  menos,  la 
categoría  de  juez  superior. 

Art.  221.  Sólo  se  nombrará,  por  re- 
gla general,  un  juez  Presidente  para 
todos  los  tribunales  militares  de  una 
división.  El  juez  Presidente  será  llama- 
do al  servicio  al  mismo  tiempo  que  el 
Estado  Mayor  de  Ja  división,  y  segui- 
rá á  su  cuartel  general. 

Sin  embargo,  toda  brigada  que  entre 
al  servicio  federal  y  no  esté  agregada 
á  una  división,  deberá  tener  un  juez 
Presidente. 

Art.  222.    Las  sesiones  del  tribunal 


se  celebrarán  por  el  juez  Presidente,  á 
ser  posible,  en  el  sitio  más  próximo  al 
domicilio  de  los  jurados  y  testigos. 

Art.  223.  En  caso  de  impedimento, 
el  juez  Presidente  será  reemplazado, 
por  orden  del  comandante  en  jefe,  por 
un  auditor  que  no  haya  dirigido  el  su- 
mario, ó  por  el  juez  Presidente  de  cual- 
quier otro  tribunal. 

Art.  224.  El  juez  Presidente  deberá 
tener,  por  lo  menos,  la  categoría  que 
corresponda  al  grado  ó  categoría  del 
acusado;  de  lo  contrario,  deberá  ser 
reemplazado  por  un  oficial  del  Cuerpo 
jurídico  militar  (art.  223). 

Fuera  de  este  caso,  el  juez  Presiden- 
te no  podrá  ser  vuelto  á  llamar  ni  des- 
tituido, contra  su  voluntad,  hasta  des- 
pués de  la  disolución  del  tribunal. 

Art.  225.  El  Consejo  federal  nom- 
brará el  juez,  Presidente  para  las  tro- 
pas federales  que  estén  en  instrucción, 
y  lo  nombrará  para  que  actúe  durante 
el  tiempo  necesario. 

Art.  226.  El  juez  Presidente  recibi- 
rá, por  medio  del  jefe  del  Cuerpo  jurídi- 
co militar,  todas  las  órdenes  que  le 
conciernan  personalmente,  ó  que  sean 
relativas  al  tribunal. 

Reunirá  el  tribunal  cuando  lo  exijan 
los  asuntos,  lo  completará,  en  caso  ne- 
cesario, con  los  suplentes,  y  recibirá 
juramento  á  los  jurados. 

Vigilará  á  los  funcionarios  judiciales 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  sin 
que  de  ninguna  manera  pueda  restrin- 
gir su  libertad  de  juicio  en  las  causas 
en  que  entiendan. 

Ejercerá  sobre  las  personas  que  es- 
tén bajo  su  dirección,  los  derechos  y 
competencia  penal  de  la  autoridad  de 
la  policía  judicial  y,  en  caso  de  negli- 
gencia ó  de  violación  grave  de  sus  de* 
beres,  dará  cuenta  al  jefe  militar  com- 
petente. 
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Dirigirá  la  marcha  de  loa  asuntos  y 
todas  las  operaciones  que  se  hagan 
ante  el  tribunal;  ñjará  el  objeto  de  Jas 
deliberaciones  y  pondrá  á  votación  las 
cuestiones. 

Tendrá  la  policía  del  lugar  de  las  se- 
siones del  tribunal,  aun  con  respecto  á 
los  asistentes  que  no  formen  parte  del 
tribunal;  tendrá  bajo  sus  órdenes,  para 
el  sostenimiento  de  la  seguridad  y  del 
orden,  los  ordenanzas,  guardias  y  hu- 
jieres. 

Emanarán  de  él  las  citaciones,  asf 
como  las  comunicaciones  del  tribunal, 
ya  para  autoridades,  ya  para  particu- 
lares. 

Cuidará  de  que  la  secretarla  proceda 
con  orden,  exactitud  y  rapidez. 

II.— De  loa  jueces 

Art.  227.  El  comandante  superior 
designará  para  cada  tribunal,  directa- 
mente ó  por  delegación,  dos  jueces,  y 
para  cada  juez  un  suplente,  entre  los 
oficiales  de  las  tropas  que  estén  bajo 
la  jurisdicción  de  este  tribunal.  Esta 
designación  la  hará  el  Consejo  federal 
en  el  caso  previsto  en  el  art.  225. 

Los  jueces  tendrán  siempre  voto  con- 
sultivo y  deliberativo. 

No  podrán  los  juecesy  suplentes,  sin 
su  consentimiento,  ser  relevados  de 
sus  funciones  antes  de  la  disolución  del 
tribunal. 

III.— De  los  jurados 

Art.  228.  Para  cada  tribunal  militar 
ordinario  se  formará,  por  el  Estado 
Mayor  de  la  brigada,  una  lista  de  jura- 
dos elegidos  entre  los  cuerpos  del  ejér- 
cito y  Estados  Mayores  colocados  bajo 
la  jurisdicción  del  tribunal. 

Esta  lista  contendrá; 


a)  Los  nombres  de  todos  los  oficia- 
les, á  excepción  de  los  comandantes  de 
brigada  ó  cuerpos  de  ejército,  jefes  de 
Estado  Mayor,  jueces  ó  suplentes  (ar- 
ticulo 227)  y  oficiales  del  Cuerpo  jurídi- 
co militar; 

b)  Los  nombres  de  todos  los  sar- 
gentos; 

e)    Los  nombres  de  todos  los  cabos. 

Además,  el  capitán  de  cada  compa- 
ñía, de  75  hombres  por  lo  menos,  desig- 
nará por  sorteo  entre  los  demás  milita- 
res de  su  compañía  cuatro  individuos, 
y  en  laa  compañías  de  menos  de  75 
hombres,  dos  individuos,  cuyos  nom- 
bres se  unirán  á  la  lista  de  cabos. 

Para  proceder  al  sorteo,  el  coman 
dante  del  batallón  repartirá,  con  la 
mayor  igualdad  posible,  los  nombres 
de  los  músicos  y  de  las  clases  que  no 
sa  hallen  revestidas  con  grado  alguno. 

Art.  229.  Cuando  después  de  un  frac- 
cionamiento de  tropas  pase  un  cuerpo 
de  ejército  bajo  la  jurisdicción  de  otro 
tribunal  {art.  2l<5),  los  nombres  de  los 
jurados  tomados  en  este  cuerpo  serán 
trasladados  á  otra  lista. 

Art.  230.  Para  la  formación  del  Ju- 
rado en  cada  asunto,  el  juez  Presidente 
har4que  el  secretario  proceda  al  sor- 
teo en  sesión  pública,  eligiendo  14  nom- 
bres de  la  lista  de  oficiales  y  siete  de 
cada  una  de  las  otras  dos  listas. 

Deberán  descartarse  del  sorteo  los 
nombres  de  los  oficiales  que  hayan  co- 
nocido en  el  asunto  como  funcionarios 
de  la  policía  judicial  ó  que  hayan  emi- 
tido informe. 

Art.  231.  Cada  parte  podrá  recusar 
cuatro  oficiales,  dos  sargentos  y  dos 
cabos  ó  soldados.  Las  recusaciones  se 
harán  por  escrito  ó  verbalmente,  bo- 
rrando de  la  lista  (art.  230),  formada 
para  el  sorteo,  los  nombres  de  aquellos 
que  hayan  sido  recusados;  en  ningún 
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caso  se  harán  las  recusaciones  en  pre- 
sencia de  los  jurados. 

Art.  232.  Si  hubiese  varios  acusa- 
dos, podrán  concertarse  para  ejercer 
colectiva  ó  separadamente  el  derecho 
de  recusación.  En  uno  ú  otro  caso  no 
podrán  traspasar  el  número  de  recu- 
saciones fijado  para  un  solo  acusado. 

La  suerte  determinará,  si  á  ello  hu- 
biese lugar,  el  orden  por  el  cual  los 
acusados  ejercerán  sus  recusaciones. 

Los  jurados  recusados  por  uno  de  los 
acusados  lo  estarán  por  todos,  hasta 
que  el  número  de  recusaciones  esté 
completo. 

Art.  233.  El  juez  Presidente,  en  pre- 
sencia del  acusado  6  de  su  defensor, 
designará,  por  medio  de  sorteo  entre 
los  jurados  no  recusados,  cuatro  ofi- 
ciales, dos  sargentos  y  dos  cabos  ó  sol- 
dados, y  en  caso  de  que  haya  que  apli 
car  la  pena  de  muerte,  seis  oficiales, 
tres  sargentos  y  tres  cabos  ó  soldados, 
que  formarán  el  tribunal  sentenciador. 

Art.  234.  El  juez  Presidente  hará 
en  seguida  proceder  al  sorteo  en  la  lista 
grande  de  los  jurados  (art.  228),  de  los 
nombres  de  dos  oficiales,  un  sargento 
y  un  cabo  ó  soldado. 

Estos  jurados  serán  los  "suplentes  or- 
dinarios del  tribunal  que  entienda  en 
el  asunto. 

Art.  235.  El  oficial  superior  en  gra- 
do ó  categoría  será  el  Presidente  del 
Jurado.  En  caso  de  igualdad  de  grado, 
categoría  y  tiempo  de  servicio,  decidirá 
la  edad. 

Art.  236.  Deberá  concederse  á  los 
jurados  por  sus  superiores  el  permiso 
necesario  para  ir  al  lugar  donde  el  tri- 
bunal celebre  sus  sesiones,  para  tomar 
parte  en  los  debates  y  para  poder  vol- 
ver en  seguida  á  su  cuartel  (art.  277). 

No  se  concederá  á  los  jurados  ningu- 
na otra  exención  de  servicia. 


Art.  237.  Los  jurados  que  no  se  pre- 
sentasen en  la  audiencia  á  la  hora  fija- 
da y  no  justificasen  de  una  manera  sa- 
tisfactoria su  retraso,  serán  castigados 
por  el  tribunal  con  una  pena  disciplina- 
ria, que,  para  los  oficiales,  podrá  ele- 
varse á  catorce  días  de  arresto  forzo- 
so, y  para  los  cabos  y  soldados,  á  ca- 
torce días  de  prisión.  En  este  caso,  el 
juez  Presidente  dará  al  oficial  compe- 
tente de  policía  judicial  (art.  212)  cono- 
cimiento de  su  decisión  para  que  sea 
ejecutada. 

Art.  238.  Los  jurados  ausentes  se- 
rán reemplazados  por  los  suplentes  or- 
dinarios (art.  234).  En  caso  de  insufi- 
ciencia, se  nombrarán  de  la  siguiente 
manera.suplentes  extraordinarios  entre 
los  oficiales,  sargentos,  cabos  y  solda- 
dos que  se  encuentren  más  próximos. 

El  juez  Presidente  designará  para 
cada  Jurado  tres  suplentes  que  perte- 
nezcan á  la  misma  categoría  del  Jurado 
que  hayan  de  suplir;  cada  una  de  las 
partes  podrá  recusar  uno. 

La  suerte  designará,  si  hubiese  lugar 
á  ello,  aquel  de  los  suplentes  que  deba 
actuar  como  Jurado.  El  juez  Presidente 
no  podrá  poner  en  la  lista  de  los  suplen- 
tesextraordinarios  á  aquellos  que,  á  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  el  art.  19,  sean 
incompatibles  para  conocer  como  jue- 
ces en  el  asunto. 

Art.  239.  Los  jurados  votarán  libre- 
mente, según  su.  juramento  y  su  con 
ciencia.  No  deberán  dar  cuenta  anadie 
de  su  voto.  Sin  embargo,  quedarán, 
para  el  cumplimiento  de  los  deberes  de 
oficio,  bajo  las  órdenes  del  juez  Presi- 
dente, quien  podrá,  con  respecto  á 
ellos,  hacer  uso  de  la  competencia  que 
le  confiera  su  grado. 

Art.  240.  En  el  servicio  federal  de 
instrucción,  el  Jurado,  para  la  adminis- 
tración de  la  justicia,  se  formará,  según 
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las  disposiciones  arriba  indicadas,  de 
las  tropas  que  pertenezcan  á  la  juris- 
dicción de  cada  tribunal  (art.  216). 

La  lista  de  jurados  (art.  228)  conten- 
drá, por  lo  menos,  los  nombres  de  doce 
oficiales,  seis  sargentos,  seis  cabos  ó 
soldados,  y  en  cada  asunto  se  reducirá 
á  ocho,  y  en  caso  excepcional  á  doce 
jurados,  ya  para  suplir  las  recusacio- 
nes que  el  auditor  y  el  acusado  puedan 
hacer  en  número  igual,  ya  por  medio 
del  sorteo. 

Art.  241.  Cuando,  por  razón  del  corto 
número  de  hombres  que  estén  en  acti- 
vo servicio,  la  convocatoria  de  jurados 
cause  un  perjuicio  notable  en  el  mis- 
mo, ó  cuando  deba  establecerse  un  tri- 
bunal militar,  sin  que  haya  realmente 
tropas  en  el  servicio  activo  federal,  el 
Consejo  de  la  federación  podrá,  por 
medio  de  decreto,  designar  en  los  can- 
tones el  número  necesario  de  oficiales, 
sargentos,  etc.,  para  ejercer  las  funcio- 
nes de  jurados,  citándolos  para  el  pun- 
to donde  haya  de  constituirse  el  tri- 
bunal. 

IV. — De  los  secretarios 

Art.  242.  El  juez  Presidente,  previa 
propuesta  del  auditor,  nombrará  el  se- 
cretario. Este  deberá,  según  la  ley,  ser 
elegido  entre  los  militares  que  estén  en 
activo  servicio. 

Art.  243.  El  juez  Presidente,  previa 
aprobación  del  Consejo  federal,  fijará 
el  sueldo  del  secretario. 

V.— De  los  auditores 

Art.  244.  El  comandante  en  jefe,  di- 
rectamente ó  por  delegación,  nombra- 
rá, á  propuesta  del  auditor  general,  de 
éntrelos  oficiales  del  Cuerpo  jurídico 
militar,  un  auditor  para  cada  tribunal. 


El  auditor  entrará  en  servicio  al  mis- 
mo tiempo  que  el  Estado  Mayor  de  la 
brigada  á  la  cual  pertenezca  el  tribu- 
nal, y  terminado  aquél,  volverá  al 
cuartel. 

Art.  245.  El  auditor  ejercerá  las  fun- 
ciones de  fiscal. 

Formulará  sus  conclusiones  sobre 
los  incidentes  de  daños  y  perjuicios, 
que  deberá  decidir  el  juez  Presidente. 

Ejercerá  una  vigilancia  especial  so- 
bre los  detenidos  sujetos  á  sumario,  la 
forma  en  que  deba  efectuarse  su  pri- 
sión y  sobre  sus  necesidades,  así  como 
sobre  los  hujieres  y  carceleros.  A  falta 
de  órdenes  del  juez  Presidente,  los 
guardias  y  ordenanzas  de  tribunal,  ó  de 
las  prisiones,  obedecerán  las  del  au- 
ditor. 

Llevará  la  caja  y  las  cuentas  del  tri- 
bunal, v  tomará  las  medidas  necesa- 
rias  para  el  arreglo  del  local  y  material 
de  las  sesiones. 

En  todos  sus  actos  y  en  todos  sus  re- 
querimientos deberá  proceder  con  im- 
parcialidad, según  su  convicción,  el  de- 
recho y  la  verdad. 

Tendrá  necesidad  de  una  autoriza- 
ción especial  del  auditor  general  para 
formular  el  rfecurso  de  casación. 

El  secretario  deberá  ayudarle  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes.      ' 

Art.  246.  El  auditor  será  reemplaza- 
do, en  caso  de  necesidad,  por  otro  au- 
ditor ó  por  un  oficial. 

Art.  247.  El  auditor  deberá  tener, 
por  lo  menos,  la  misma  categoría  del 
acusado;  en  caso  contrario,  será  reem- 
plazado por  un  oficial  de  aquella  cate- 
goría (art.  246). 

Art.  248.  Son  aplicables  á  los  audi- 
tores las  disposiciones  del  art.  225. 
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TITULO  TERCERO 

DE    LA  ORGANIZACIÓN    Y    COMPETENCIA 
DEL  TRIBUNAL   DE  CASACIÓN 

Art.  249.  El  Tribunal  de  Casación  se 
compondrá  de  cinco  oficiales,  incluso 
el  Presidente,  de  los  cuales  tres  perte- 
necerán al  Cuerpo  jurídico  militar,  y 
de  tres  suplentes. 

ArU  250.  El  Consejo  federal  elegirá, 
para  cada  tres  años,  los  miembros  del 
tribunal,  y  de  entre  ellos  el  Presidente 
y  Vicepresidente,  así  como  los  tres  su- 
plentes. 

Art.  251.  El  Tribunal  de  Casación  re- 
gulará, á  propuesta  de  su  Presidente, 
lo  concerniente  á  su  secretaría  y  al  ser 
vicio  del  tribunal.  El  Presidente  toma- 
rá, con  carácter  provisional,  las  dispo- 
siciones convenientes.  El  Consejo  fede- 
ral suministrará  al  tribunal  los  orde- 
nanzas, guardias  y  escoltas  necesarios. 

Art.  252.  El  Presidente  convocará  al 
tribunal  en  la  villa  federal  tan  pronto 
como  una  sentencia  haya  sido  apelada. 

Art.  253.  El  Tribunal  de  Casación,  á 
petición  del  fiscal  ó  del  acusado,  deci- 
dirá si  la  sentencia  ó  el  procedimiento 
seguido  ante  el  tribunal  militar,  ó  am- 
bas cosas  á  la  vez,  deben  ser  anuladas 
en  todo  ó  en  parte,  y  si  la  causa  deberá 
devolverse  nuevamente  al  tribunal  que 
la  haya  juzgado,  ó  á  otro  nuevo. 

TÍTULO  CUARTO 

ORGANIZACIÓN  Y  COMPETENCIA  DE  LOS 
TRIBUNALES  MILITARES  EXTRAORDINA- 
RIOS. 

A.— Tribunal  militar  extraordinario 
para  un  cuerpo  aislado 

Art.  254.  Cuando  un  cuerpo  de  tro- 
pas, compuesto  por  lo  menos  de  seis 


compañías,  se  halle  fuera  de  toda  co- 
municación con  un  tribunal  militar,  y 
las  circunstancias  no  permitan  diferir 
la  persecución  y  sentencia  de  un  delito, 
el  comandante  de  este  cuerpo  podrá  es- 
tablecer para  estas  tropas  un  tribunal 
militar  extraordinario.  Este  tribunal 
será  disuelto  después  que  el  delito  haya 
sido  juzgado,  ó  desde  el  momento  en 
que  la  comunicación  se  haya  restable- 
cido, de  tal  suerte,  que  puedan  remi- 
tirse sin  inconveniente  alguno  al  tribu- 
nal ordinario  los  presos  que  existan. 
En  este  último  caso,  el  comandante  del 
cuerpo  de  tropas  remitirá  inmediata- 
mente el  acta  y  demás  piezas  del  pro- 
ceso al  comandante  en  jefe,  quien  to- 
mará las  disposiciones  necesarias,  ya 
para  la  continuación  del  procedimien- 
to, ya  para  la  libertad  de  los  detenidos. 

La  sentencia  dictada  por  el  tribunal 
militar  extraordinario  tendrá  el  mismo 
valor  que  si  lo  hubiese  sido  por  un  tri- 
bunal militar  ordinario. 

Art.  255.  Todo  tribunal  militar  ex- 
traordinario se'  compondrá  de  un  juez 
Presidente,  dos  jueces,  dos  suplentes, 
ocho,  ó  según  el  caso,  doce  jurados  (ar- 
tículo 217),  un  secretario  y  un  auditor. 

Art.  256.  El  comandante  del  cuerpo, 
que  no  podrá  en  ningún  caso  formar 
parte  del  tribunal,  nombrará  el  juez 
Presidente  y  el  auditor,  en  cuanto  sea 
posible,  entre  los  oficiales  del  Cuerpo 
jurídico  militar,  y  de  entre  los  demás 
oficiales,  los  jueces  y  suplentes. 

Formará  también  la  lista  de  los  jura- 
dos, según  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 228  y  siguientes. 

Art.  257.  El  j  uez  Presidente  nombra- 
rá el  secretario,  á  propuesta  del  auditor, 
y  él  mismo  designará  los  carceleros  ne- 
cesarios. 

El  juez  Presidente  requerirá  del  co- 
mandante del  cuerpo  incomunicado  los 
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ordenanzas,  guardias  y  escoltas  nece- 
sarios, los  cuales  estarán,  durante  este 
servicio,  á  las  órdenes  inmediatas  de 
aquél. 

Art.  258.  Después  de  su  juramento, 
los  funcionarios  nombrados  quedarán 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  hasta 
la  disolución  del  tribunal.  Sin  embargo, 
el  comandante  del  cuerpo  incomunica- 
do podrá  siempre,  á  petición  del  juez 
Presidente,  jueces  y  suplentes,  reem- 
plazarlos en  el  cargo;  lo  mismo  podrá 
hacer  con  el  auditor,  aun  cuando  éste 
no  lo  haya  solicitado. 

Art.  259.  La  competencia  del  tribu- 
nal militar  extraordinario  se  extenderá 
á  todas  las  personas  pertenecientes  á 
los  cuerpos  de  tropas  incomunicadas  y 
á  las  designadas  en  el  art.  1.° 

Art.  260.  Cuando  un  cuerpo  incomu- 
nicado, ó  un  destacamento,  no  cuente 
por  lo  menos  con  seis  compañías,  ex- 
ceptuados los  casos  de  extrema  urgen- 
cia, solamente  habrá  lugar  á  proceder 
á  la  instrucción  para  juzgar  los  delitos 
cometidos  sin  nombrar  el  tribunal  mi- 
litar; cuando  haya  acabado,  los  docu- 
mentos, así  como  los  individuos  que 
puedan  ser  arrestados,  estarán  guar- 
dados hasta  el  restablecimiento  de  las 
comunicaciones  con  un  tribunal  mili- 
tar (art.  254),  ó  hasta  que  el  cuerpo  in- 
comunicado haya  llegado  á  un  puuto 
en  que  pueda  ser  nombrado  un  tribunal 
militar. 


B 


.—Tribunal  militar  extraordinario  para  los  deli- 
tos cometidos  por  el  general,  jefe  de  Estado 
Mayor  general  y  comandantes  de  cuerpo  de 
ejército. 


Art.  261.  El  general,  jefe  de  Estado 
Mayor  general,  comandantes  de  cuerpo 
de  ejército,  división  ó  brigada,  serán, 
en  los  delitos  que  cometan,  juzgados 


por  un  tribunal  militar  extraordinario. 

Art.  262.  Este  tribunal  se  compon- 
drá de  un  juez  Presidente  y  de  ocho 
miembros,  á  saber:  de  cuatro  militares 
y  cuatro  paisanos.  La  elección  de  miem- 
bros del  tribunal,  que  ejercerán  á  la 
vez  las  funciones  de  jueces  y  jurados,  y 
que  prestarán  el  juramento  prescrito 
en  el  art.  279,  tendrá  lugar  en  la  forma 
siguiente,  según  las  disposiciones  dic- 
tadas por  el  Consejo  federal. 

Los  militares  serán  elegidos  por  sor- 
teo en  doble  número  entre  todos  los  co- 
roneles federales;  el  acusado  y  fiscal 
recusarán  dos  alternativamente.  Los 
paisanos  serán  escogidos  de  entre  to" 
dos  los  Presidentes  de  los  tribunales 
superiores  de  los  cantones,  de  tal  modo 
que  el  número  total  de  estos  Presiden- 
tes se  reduzca  á  cuatro,  por  las  recusa- 
ciones alternativas  del  acusado  prime- 
ro, y  después  del  fiscal. 

Al  entrar  las  tropas  en  campaña,  el 
Consejo  federal  elegirá  de  entre  los  ofi- 
ciales del  Cuerpo  jurídico  militar  el  juez 
Presidente  que  deba  funcionar  en  el 
tribunal  militar  extraordinario. 

Art.  263.  Los  dos  militares  y  los  dos 
paisanos,  recusados  en  último  lugar, 
serán  los  suplentes  del  tribunal,  salvo 
lo  previsto  en  el  art.  219.  Caso  necesa- 
rio, serán  llamados  en  orden  inverso  al 
de  su  recusación,  de  tal  modo  que  los 
militares  y  paisanos  que  deban  formar 
este  tribunal  sean  en  igual  número. 

Art.  264.  La  orden  de  abrir  la  ins- 
trucción y  la  dirección  de  ésta  serán  de 
la  competencia  del  comandante  en  jefe 
ó  del  Consejo  federal,  si  aquél  fuese  el 
ac.isado.  Nombrará,  con  este  objeto, 
los  comisarios  requeridos  para  ejercer 
las  funciones  de  auditor  y  acusador 
público. 

Art.  265.  El  comandante  en  jefe,  ó 
el  Consejo  federal,  si  aquél  ó  el  jefe  del 
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Estado  Mayor  general  fueren  los  acu- 
sados, decidirán  sobre  la  elevación  á 
plenario. 

Art.  266.  El  Tribunal  federal  cono- 
cerá de  los  recursos  do  casación  que  se 
formulen  contra  las  decisiones  del  tri- 
bunal militar  establecido  á  tenor  del  ar- 
tículo 262. 

El  Tribunal  federal  no  podrá  estatuir 
legalmente  sin  estar  completo. 

Si  no  recayeren  siete  votos  por  lo 
menos  en  favor  de  la  casación,  será  re- 
chazado el  recurso. 

Art.  267.  Las  disposiciones  del  pre- 
sente Código  serán  aplicables  en  gene- 
ral al  modo  de  proceder,  ya  del  tribu- 
nal militar  extraordinario,  ya  del  Tribu- 
nal de  Casación  (art.  266). 

Art.  268.  Cuando  el  Tribunal  federal 
decrete  la  casación  y  decida  al  mismo 
tiempo  que  la  causa  sea  llevada  ante 
otro  tribunal  (art.  253),  se  formará  un 
nuevo  tribunal  militar  extraordinario, 
según  las  disposiciones  de  los  artículos 
261  y  262.  No  podrán,  sin  embargo,  for- 
mar parte  de  este  nuevo  tribunal,  ni  los 
miembros  del  primero,  ni  los  del  Tribu- 
nal federal  (art.  266). 

TÍTULO  QUINTO 

ATRIBUCIONES  DEL  COMANDANTE  EN  JEFE 
Y    DEL    AUDITOR    GENERAL 

Art.  269.  El  comandante  en  jefe  ten- 
drá la  alta  vigilancia  general  sobre  la 
administración  de  justicia  con  respecto 
á  las  tropas  federales  que  estén  bajo  su 
mando.  No  podrá  intervenir,  ni  en  los 
actos  especiales  del  procedimiento,  ni 
en  las  operaciones  del  juicio. 

Art.  270.  Cuando  el  comandante  en 
jefe  no  esté  ya  de  servicio,  ó  sólo  mande 
una  división,  las  atribuciones  que  la 


ley  concede  pertenecerán  al  Consejo 
federal. 

Art.  271.  El  comandante  en  jefe  que 
tenga  categoría  de  general  federal  ten- 
drá, para  que  le  ayude,  un  auditor  ge- 
neral en  todos  los  asuntos  que  se  refie- 
ran á  la  administración  de  justicia.  Si 
sólo  tuviese  la  categoría  de  coronel  fe- 
deral, el  Consejo  de  la  federación  po- 
drá ponerle  como  adjunto  al  auditor 
general,  ó  á  propuesta  de  éste,  desig- 
narle otro  auditor  que  desempeñe  las 
funciones  de  auditor  de  Estado  Mayor. 

El  auditor  general  es  el  jefe  del  Cuer- 
po jurídico  militar,  y  será  nombrado 
por  el  Consejo  federal. 

Art.  272.  Todos  los  auditores  agre- 
gados á  los  tribunales  militares  de  tro- 
pas mandadas  por  un  comandante  en 
jefe,  estarán  bajo  la  dirección  del  audi- 
tor general  ó  del  de  Estado  Mayor. 
Este  funcionario  tendrá  corresponden- 
cia á  nombre  del  comandante  en  jefe  y 
bajo  su  propia  firma,  con  todas  las  au- 
toridades judiciales  respecto  á  los  obje- 
tos relativos  á  la  administración  de 
justicia;  hará  las  averiguaciones  preli- 
minares respecto  de  todos  los  asuntos 
de  esta  naturaleza  que  lleguen,  ya  á  su 
conocimiento,  ya  al  del  comandante  en 
jefe;  informará  á  éste  y  expedirá  las 
órdenes  ó  instruccciones  relativas  á 
asuntos  judiciales,  bajo  la  firma  del  co- 
mandante ó  de  la  del  jefe  del  Estado  Ma- 
yor genjral;  tomará  los  auxiliares  ne- 
cesarios para  su  despacho,  con  la  apro- 
bación del  comandante  en  jefe. 

Art.  273.  El  auditor  general  será 
reemplazado,  por  indicación  del  co- 
mandante en  jefe,  por  un  oficial  del 
Cuerpo  jurídico  militar. 

Art.  274.  El  comandante  en  jefe,  ó 
en  el  caso  en  que  él  mismo  fuese  el 
acusado,  el  Consejo  federal  deberá  dic- 
tar para  cada  sentencia  una  orden  de 
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ejecución.  Esta  atribución,  en  el  caso 
en  que  un  cuerpo  de  tropas  se  halle  in- 
comunicado, pertenecerá  al  comandan- 
te de  este  cuerpo. 

CAPÍTULO  III 

Disposiciones  generales  sobre  la  organi- 
zación y  competencia  de  las  autorida- 
des judiciales. 

Art.  275.  Toda  persona  que  perte- 
nezca al  ejército,  estará  obligada  á  obe- 
decer, cuando  sea  llamada  para  un 
cargo  ó  puesto  judicial  militar,  de  la 
misma  manera  que  cualquier  orden  re- 
lativa al  servicio. 

Art.  276.  Si  todos  los  funcionarios 
judiciales  no  comprendiesen  el  idioma 
del  acusado,  ó  si  este  último  no  com- 
prendiese el  de  aquéllos,  se  nombrará 
un  intérprete  para  la  causa,  el  cual 
prestará  el  juramento  correspondiente. 

Art.  277.  Todo  individuo  empleado 
cerca  de  una  autoridad  judicial  militar 
estará  exento  de  cualquier  otro  ser-, 
vicio  desde  el  instante  que  sea  llamado 
hasta  la  terminación  de  sus  funciones. 
Estará,  durante  este  tiempo,bajo  las  ór 
denes  exclusivas  del  juez  Presidente, 
pero  continuará  perteneciendo  á  su 
cuerpo,  del  cual  percibirá  el  sueldo  y  la 
bonificación  de  raciones. 

Art.  278.  Todo  militar  que,  de  cual- 
quier modo,  coopere  á  la  administra- 
ción de  justicia,  recibirá  una  indemni- 
zación de  viaje  fijada  por  el  regla- 
mento. 

Además  de  esta  indemnización,  del 
sueldo  y  de  las  raciones  (art.  277),  los 
oficiales,  desde  capitán  inclusive,  así 
como  los  sargentos,  cabos  y  soldados, 
recibirán  un  suplemento  de  sueldo  de 
dos  francos,  que  deberá  pagárseles,  así 


como  los  gastos  de  viaje,  lo  más  tarde 
inmediatamente  después  de  la  termi- 
nación de  sus  funciones. 

Art  279.  Los  jueces  Presidentes, 
jueces,  secretarios  y  auditores  que  de 
antemano  no  hubiesen  prestado  jura- 
mento como  oficiales  del  Cuerpo  jurídi- 
co militar,  prestarán  el  correspondien- 
te á  su  cargo  antes  de  entrar  en  fun- 
ciones. 

El  juez  Presidente  prestará  juramen- 
to ante  el  comandante  del  cuerpo  al 
cual  haya  sido  agregado*  ó  ante  un  ofi- 
cial delegado  á  este  efecto  por  aquél; 
los  jueces,  suplentes  y  auditores  harán 
lo  propio  ante  el  juez  Presidente,  y  el 
secretario  lo  prestará  ante  el  auditor. 

El  Consejo  federal  tomará  juramento 
al  Presidente  del  Tribunal  de  Casación, 
y  éste  se  lo  tomará  á  los  miembros  del 
referido  tribunal. 

Antes  del  juramento  se  leerá  en  voz 
alta  é  inteligible  la  fórmula  que  sigue, 
y  la  persona  que  deba  prestarlo,  puesta 
en  pie  y  con  la  mano  alzada,  dirá:  «Lo 
juro,»  ó  si  perteneciere  á  una  religión 
que  prohiba  el  juramento:  «Lo  pro- 
meto.» 

Cada  juramento  se  consignará  en  el 
registro  del  tribunal  ó  en  el  libro  de  ór- 
denes del  comandante  que  haya  recibi- 
do el  juramento. 

Fórmula  del  juramento 

La  fórmula  del  juramento  estará  con- 
cebida en  los  siguientes  términos: 

«¿Juráis  cumplirá  conciencia  los  de- 
beres y  obligaciones  de  vuestro  cargo, 
obrar  y  juzgar  sin  odio  ni  favor  para 
nadie,  y  hacer  todo  lo  que  exija  la  es- 
tricta obediencia  á  las  prescripciones 
de  la  ley,  la  escrupulosa  ejecución  del 
mandato  que  se  os  ha  confiado  y  el  sos- 
tenimiento de  la  disciplina,  de  suerte 
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que  podáis  responder  ante  Dios  y  vues- 
tra conciencia?» 

Art.  280.  El  juez  Presidente  estará 
encargado  de  todo  lo  relativo  al  arreglo 
del  loca]  donde  se  reúna  el  tribunal  mi- 
litar. 

Los  jurados  estarán  colocados  según 
su  orden  ó  categoría,  y  en  caso  de 
igualdad,  según  orden  alfabético. 

El  acusador,  lo  mismo  que  el  defen- 
sor, hablarán  en  pie;  el  acusado  debe- 
rá también  estar  en  pie  mientras  habla 
su  defensor,  á  menos  que  por  motivos 
particulares  le  permita  sentarse  el  juez 
Presidente. 

Art.  281.  Los  militares  que  formen 
parte  del  tribunal,  así  como  los  jura- 
dos, asistirán  á  las  sesiones  vestidos 
de  gala,  con  espada  ó  sable,  y  en  ellas 
permanecerán  descubiertos.  Los  paisa- 
nos que  formen  parte  de  un  tribunal 
extraordinario  (art.  262)  vestirán  traje 
negro,  llevarán  espada  y  sombrero  es- 
pecial (gancéj;  los  miembros  que  perte- 
nezcan al  Cuerpo  jurídico  vestirán  su 
uniforme. 

Art.  282.  El  juez  Presidente  cuidará 
de  la  tranquilidad  y  sostenimiento  del 
orden  en  todas  las  operaciones  que  ten- 
gan lugar  en  público.  Podrá,  si  se  hi- 
ciesen signos  de  aprobación  ó  desagra- 
do, ó  «urgiese  cualquier  otro  desorden, 
imponer  y  hacer  ejecutar  inmediata- 
mente (sea  contra  militares  ó  contra 
paisanos)  una  pena  disciplinaria,  ó 
mandar  arrestar  ó  expulsar  de  la  sala  á 
determinada  persona,  ó  bien,  por  últi- 
mo, mandar  desalojar  inmediatamente 
el  local  donde  se  celebran  las  sesiones. 

En  este  último  caso,  los  debates  de- 
berán suspenderse  hasta  que  se  acuer- 
de de  nuevo  la  entrada  del  público. 

Art.  283.  El  secretario  llevará  un  re- 
gistro exacto  de  todas  las  operaciones, 
decisiones  y  sentencias  del  tribunal  mi- 


litar, y  lo  someterá  al  examen  y  apro- 
bación del  tribunal.  Si  éste  no  debiere 
reunirse  en  los  dos  dias  siguientes,  so- 
meterá el  registro  con  este  fin  al  juez 
Presidente. 

Quedan  exceptuados  de  esta  disposi- 
ción los  interrogatorios,  álos  cuales  se 
procederá  durante  los  debates;  se  to- 
mará únicamente  nota  de  los  nombres 
del  que  intervenga  y  del  que  sufre  el 
interrogatorio. 

Todas  las  copias  que  se  expidan  de- 
berán, bajo  penas  de  disciplina,  ser  li- 
bradas sin  retraso  alguno.  Las  senten- 
cias y  misivas  deberán  ir  provistas  de 
la  firma  del  juez  Presidente  y  de  la  del 
secretario;  pero  los  simples  extractos 
del  registro  no  tienen  necesidad  de  lle- 
var más  que  la  de  este  último. 

El  registro  quedará  en  poder  del  juez 
Presidente;  después  de  la  disolución  del 
tribuna],  será  depositado  en  los  archi- 
vos federales. 

Art.  284.  La  Caja  del  tribunal  paga- 
rá, por  cuenta  de  la  Caja  de  administra- 
ción de  guerra,  las  indemnizaciones  de 
viaje  y  suplementos  de  sueldo  concedi- 
dos á  los  funcionarios  judiciales  (ar- 
tículo 278),  así  como  su  sueldo  y  boni- 
ficación de  raciones,  cuando  formen 
parte  del  Cuerpo  jurídico  militar,  ó  no 
pertenezcan  á  un  cuerpo  de  tropas  al 
servicio  activo  de  la  Confederación; 
además,  todos  los  gastos  de  los  tribu- 
nales para  su  organización  material, 
para  las  necesidades  del  despacho, 
para  indemnizaciones  de  testigos,  para 
el  sueldo  necesario  del  servicio  perma- 
nente de  las  autoridades  judiciales  y 
para  los  demás  asuntos  de  esta  natura- 
leza; por  último,  los  gastos  para  el  sos- 
tenimiento de  los  detenidos  La  Caja  de 
administración  de  guerra  percibirá,  en 
cambio,  las  costas  á  que  hayan  sido 
condenados  los  culpables. 
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Los  detenidos  tendrán  derecho  al 
sueldo  y  á  la  bonificación  de  raciones, 
según  su  grado,  hasta  la  sentencia  de- 
finitiva que  sea  ejecutiva,  y  estén  ente- 
ramente pagados,  hasta  su  libertad,  in- 
cluso los  días  de  viaje  que  tuviesen  que 
emplear  para  volver  á  sus  hogares.  Sin 
embargo,  la  paga  de  un  detenido  será 
retenida  por  los  gastos  judiciales,  y  se 
sacarán,  ante  todo,  de  esta  paga  los 
gastos  de  su  manutención  y  los  del 
procedimiento,  á  los  cuales  haya  sido 
condenado;  si  el  acusado  hubiera  paga- 
do, le  será  entregada  su  paga  después 
de  haber  deducido  de  ella  los  gastos  de 
su  manutención. 

£1  acusado  continuará,  hasta  el  mo- 
mento de  la  sentencia,  figurando  en  las 
listas  de  su  cuerpo,  y  su  sueldo,  deduc- 
ción hecha  del  préstamo  ó  socorro  ordi- 
nario, si  lo  necesita  para  su  sustento, 
será  simplemente  retenido  y  deposita- 
do en  la  Caja  del  tribunal. 

El  sustento  de  un  detenido  deberá 
ser,  hasta  después  de  la  orden  de  eje- 
cución de  su  sentencia,  el  ordinario  de 
un  militar  de  su  graduación. 

Art.  285.  Toda  sentencia  dictada  por 
un  oficial  en  materia  civil,  dentro  de 
los  límites  de  su  competencia,  y  toda 
sentencia  en  materia  criminal  revesti- 
da de  la  orden  de  ejecución  del  coman- 
dante en  jefe,  tendrá  autoridad  de  cosa 
juzgada,  no  tan  sólo  en  el  ejército,  sino 
también  en  toda  la  Confederación,  que- 
dando obligada  toda  autoridad  de  Suiza 
á  cooperar  á  su  ejecución  según  sus 
atribuciones. 

Art.  286.  El  Consejo  federal  queda 
encargado  de  velar  por  la  ejecución  de 
las  sentencias  penales  dictadas  por  los 
tribunales  militares  federales. 


CAPITULO  IV 

De  la  organización  del  Cuerpo  jurídico 

militar 

Art.  287.  Habrá  en  el  ejército  fede- 
ral, formando  parte  de  su  Estado  Ma- 
yor, un  Cuerpo  jurídico,  de  donde  po- 
drán ser  elegidos  para  la  administra- 
ción de  justicíalos  funcionarios  provis- 
tos de  los  conocimientos  especiales  ne- 
cesarios á  este  objeto. 

Art.  288.  El  Cuerpo  jurídico  militar 
se  compondrá: 

De  un  auditor  general  con  la  catego- 
ría de  coronel  federal  jefe  de  Estado 
Mayor; 

De  tres  funcionarios  con  la  categoría 
de  coroneles  federales; 

De  cinco  funcionarios  con  la  catego- 
ría de  tenientes  coroneles  en  el  Estado  , 
Mayor  federal; 

De  cinco  funcionarios  con  la  catego- 
ría de  comandantes  en  el  Estado  Mayor 
federal;  y 

De  treinta  funcionarios  con  la  cate- 
goría de  capitanes  en  el  Estado  Mayor 
federal. 

En  caso  de  necesidad  urgente,  podrá 
ser  aumentado  temporalmente  el  Cuer- 
po jurídico  por  una  decisión  del  Conse- 
jo federal. 

Art.  289.  Los  jurisconsultos  instruí- 
dos  y  prácticos  podrán  ser  llamados  á 
desempeñar  cualquier  función  en  el 
Cuerpo  jurídico  militar.  El  Consejo  fe- 
deral tomará,  de  la  manera  más  con- 
veniente, las  noticias  necesarias  para 
elegirlos  ó  presentarlos. 

Art.  290.  El  Consejo  federal  nombra- 
rá los  oficiales  del  Cuerpo  jurídico  mi- 
litar. 

Los  funcionarios  nombrados  para  un 
empleo  especial  sólo  podrán  ejercerlo 
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durante  tres  años,  pero  serán  siempre 
reelegibles. 

Art.  291.  Los  oficiales  del  Cuerpo 
jurídico  militar  prestarán  juramento 
ante  el  Consejo  federal  ó  ante  una  au- 
toridad por  éste  delegada  con  tal  ob- 
jeto. 

CAPÍTULO  V 

De  los  tribunales  militares  cantonales 

Art.  292.  Todo  tribunal  militar  can- 
tonal se  compondrá  de  uno  ó  varios 
jueces  y  de  ocho  á  doce  jurados.  Habrá 
en  cada  tribunal  un  auditor  y  un  se- 
cretario. Sin  embargo,  podrán  reunirse 
varios  cantones  para  establecer  un  tri- 
bunal militar  común. 

Art.  293.  La  lista  de  jurados  debe- 
rá formarse  antes  que  un  asunto  esté 
pendiente  ante  el  tribunal.  Deberá 
componerse  la  mitad  de  oficiales,  una 
cuarta  parte  de  sargentos,  y  la  otra  de 
cabos  y  soldados. 


El  que  no  haya  ejercido  el  cargo  de 
jurado  podrá  ser  llamado  á  estas  fun- 
ciones por  las  autoridades  militares  ó 
por  medio  de  sorteo. 

Art.  294.  La  lista  de  jurados  queda- 
rá reducida  al  número  requerido  para 
cada  caso  particular,  sea  por  recusa- 
ción, sea,  en  caso  de  necesidad,  por 
la  suerte. 

El  auditor  y  el  acusado  deberán  pro- 
ceder de  acuerdo  en  lo  concerniente  á 
las  recusaciones.  Cada  uno  de  ellos 
podrá  recusar,  por  lo  menos,  seis. 

Art.  295.  Cada  cantón  tendrá  un 
Tribunal  de  Casación.  También  podrán 
entenderse  varios  cantones  para  el  es- 
tablecimiento de  un  Tribunal  de  Casa- 
ción que  les  sea  común. 

Art.  296.  Correspoderán  al  Gobier- 
no cantonal  las  mismas  atribuciones 
que  corresponden  al  Consejo  federal  y 
al  comandante  en  jefe. 

Art.  297.  El  desarrollo  ulterior  de 
estas  disposiciones  pertenecerá  á  los 
cantones. 
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LIBRO  TERCERO 


DEL  PROCEDIMIENTO 


INTRODUCCIÓN 


Art.  298.  Todo  delito  previsto  por 
la  ley  penal,  deberá  perseguirse  y  cas- 
tigarse en  interés  de  la  seguridad  pú- 
blica, aun  cuando  no  hubiese  queja  ni 
denuncia  por  parte  de  los  individuos 
lesionados  en  su  propia  persona  ó  de 
los  que  hayan  sufrido  cualquier  perjui- 
cio. En  semejante  caso,  queda  prohibi- 
do á  todo  funcionario  militar,  bajo  su 
propia  responsabilidad,  todo  arreglo 
extrajudicial. 

Art.  299.  Quedan  exceptuados  de  la 
disposición  anterior  los  atentados  con- 
tra el  honcr.  No  podrá  entablarse  per- 
secución judicial  con  este  objeto  sin 
previa  queja  producida  por  el  ofendido, 
y,  en  este  caso,  se  procederá  de  igual 
manera  que  en  las  demás  causas. 

Art.  300.  Toda  queja  ó  denuncia  se 
producirá  ante  la  autoridad  de  policía 
judicial  (art.  212),  quien  deberá  proce- 
der á  las  primeras  diligencias  relativas 
á  cada  hecho  punible  (artículos  305  y 
siguientes). 

Art.  301.  Todo  oficial,  sargento  ó 
cabo  que  sorprenda,  cometiendo  una 
acción  punible,  á  uno  ó  varios  milita- 
res subordinados  suyos  en  categoría  ó 


grado,  ó  en  circunstancias  que  hagan 
temer  traten  de  cometerlo,  estará  obli- 
gado á  llamarlos  al  orden.  Si  no  obe- 
deciesen en  el  acto,  ó  si  la  ejecución 
del  hecho  hubiese  ya  comenzado,  ó  éste 
se  hubiese  cometido  ya,  deberá  asegu- 
rar sus  personas,  entregarlos  al  puesto 
más  cercano  ó  á  la  primera  patrulla 
para  que  sean  arrestados.  Podrá  reque- 
rir también  el  auxilio  de  paisanos  ó 
militares,  quienes  estarán  obligados  á 
obedecer  este  requerimiento. 

Cualquier  oficial,  sargento  ó  cabo  de 
las  tropas  de  la  Confederación  ejercerá 
este  derecho  con  respecto  á  sus  infe- 
riores en  categoría  ó  grado  de  todos  los 
cuerpos  de  tropas  federales,  siempre 
que  lleve  espada,  sable  ó  cualquier 
otra  insignia  que  haga  reconocer  su 
grado. 

La  patrulla  ó  el  puesto  que  hayan  re- 
cibido á  los  militares  detenidos,  debe- 
rán ponerlo  inmediatamente  en  cono- 
cimiento del  oficial  bajo  cuyas  órdenes 
se  encuentren. 

Art.  302.  Todo  militar  ó  paisano  ten- 
drá derecho  á  detener  á  todo  culpable 
que  cojan  en  flagrante  delito;  sin  em- 
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bargo,  el  militar  deberá  entregarlo  in- 
mediatamente, para  que  sea  arrestado, 
en  un  puesto  ó  patrulla,  quienes  darán 
conocimiento  al  oficial  bajo  cuyas  ór- 
denes se  encuentre  el  culpable.  Cuando 
un  militar  arreste  á  un  paisano,  deberá 
entregarlo  inmediatamente  á  la  autori- 
dad civil,  indicando  el  hecho  y  sus  cir- 
cunstancias. 

Art.  303.  Cuando  una  persona  arres- 
tada fuese  entregada,  ó  cuando  se  diri- 
ja una  denuncia  á  un  oficial  que  no  sea 
el  funcionario  de  la  policía  judicial  (ar- 
tículo 212)  á  cuya  jurisdicción  perte- 
nezca aquélla,  este  oficial  dará  cuenta 
inmediatamente  al  funcionario  compe- 
tente. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Del  sumario 

Art.  304.  El  sumario  tendrá  por  ob- 
jeto: 

a)  La  comprobación  del  hecho  y  de 
su  autor,  hasta  un  punto  de  probabili- 
dad tal,  que  aquél  pueda  ser  acubado; 

b)  La  reunión  previa  de  los  medios 
de  prueba  hasta  donde  sea  necesario 
para  no  interrumpir  la  marcha  de  los 
debates  ante  el  tribunal. 

Art.  305.  Dirigirá  el  sumario  el  fun- 
cionario de  la  policía  judicial  (art.  212) 
ó  el  oficial  que  aquél  delegue  á  este  ob- 
jeto. Deberá  abrirse  el  sumario  tan 
pronto  como  exista  la  certeza  de  que 
se  ha  cometido  un  delito. 

Art.  306.  La  instrucción  ó  el  suma- 
rio deberá  incoarse  en  cuanto  existan 
motivos  racionales  para  sospechar  que 
se  ha  cometido  un  delito. 

El  sumario  será  secreto. 

Art.  307.  Siempre  que  se  abra  un  su- 
mario, deberá  darse  cuenta  inmediata- 
mente al  auditor,  quien  tendrá  la  obli- 


gación de  asistir;  su  ausencia,  sin  em- 
bargo, no  suspenderá  los  diversos  ac- 
tos del  sumario. 

El  auditor  y  el  acusado  tendrán  el  de- 
recho de  dirigir  á  los  funcionarios  de 
la  policía  judicial  ó  á  sus  sustitutos  las 
peticiones  relativas  á  la  recepción  de 
medios  de  prueba  que  sirvan  tanto  para 
cargo  como  para  descargo. 

Art.  308.  En  los  casos  graves,  deberá 
estar  siempre  el  acusado  arrestado 
provisionalmente ;  en  los  no  graves, 
únicamente  lo  estará  cuando  haya  te- 
mor de  que  se  fugue.  El  funcionario  de 
la  policía  judicial  deberá  ser  inmedia- 
tamente informado  de  los  arrestos  que 
no  haya  ordenado  por  sí  mismo. 

Art.  309.  El  sumario  relativo  á  deli- 
tos en  los  cuales  estén  acusados  de 
complicidad  militares  y  paisanos,  podrá 
instruirse  en  unión  con  la  autoridad  ci- 
vil; de  lo  contrario,  ambas  autoridades 
deberán  comunicarse  mutuamente  las 
respectivas  diligencias  ó  piezas. 

Art.  310.  La  autoridad  encargada 
del  sumario  cuidará  con  prontitud,  ya 
por  medio  de  guardias,  ya  de  otra  cual- 
quier manera,  de  que  las  huellas  apa- 
rentes del  delito  no  sean  destruidas  por 
caso  fortuito  ó  intencionalmente.  Estas 
huellas  ó  rastros  deberán  consignarse 
inmediatamente  en  los  autos  mediante 
inspección  ocular  ó  informe  detallado. 

Art.  311.  Cuando  la  inspección  re- 
caiga sobre  objetos  para  cuj'a  justa 
apreciación  y  conocimiento  exacto  se 
requieran  conocimientos  y  experiencia 
especiales,  como,  por  ejemplo,  en  los 
casos  de  muerte,  heridas,  de  falsica- 
ción,  fractura  de  cerraduras,  aprecia- 
ción de  un  daño,  etc.,  la  autoridad  en- 
cargada del  sumario  deberá  asesorarse 
de  uno  ó  dos  peritos,  según  la  impor- 
tancia del  caso.  Si  hubiere  que  compro- 
bar la  existencia  de  heridas  graves  ó 
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hubiere  que  proceder  al  examen  ó  au- 
topsia de  un  cadáver,  deberá  llamar- 
se á  un  médico  militar,  y  si  éste  no  se 
encontrase  próximo,  á  uno  civil. 

Art.  312.  Los  peritos  emitirán  su  in- 
forme verbalmente  para  transcribirlo 
en  el  registro  ó  por  escrito,  según  lo 
desee  el  auditor.  En  el  primer  caso,  se- 
rán aplicables  las  disposiciones  relati- 
vas á  la  audición  de  testigos. 

Art.  313.  El  dictamen  facultativo  so- 
bre una  autopsia  deberá  contener: 

a)  La  indicación  de  la  posición  y  lu- 
gar en  que  la  autoridad  encargada  del 
sumario  encontró  el  cadáver; 

6)  La  indicación  del  tiempo  y  lugar 
en  que  se  hizo  la  autopsia; 

c)  La  descripción  del  cadáver  en 
cuanto  á  su  sexo,  edad,  conformación 
y  estatura; 

d)  La  descripción  del  estado  exte- 
rior é  interior  de  la  cabeza,  pecho  y 
vientre,  y  de  la  manera  como  ha  sido 
comprobado  este  estado,  así  como  el 
orden  con  que  se  haya  procedido  á  este 
examen; 

e)  El  dictamen  de  los  peritos  sobre 
la  naturaleza  de  las  lesiones  v  causas 
de  la  muerte,  con  los  fundamentos  de 
su  opinión. 

Art.  314.  No  podrá  inhumarse  el  ca- 
dáver hasta  después  que  el  auditor 
haya  visto  y  aprobado  el  informe  de  los 
peritos. 

Cuando  no  haya  podido  identificarse 
el  cadáver,  la  autoridad  encargada  del 
sumario  deberá  hacer,  antes  de  la  in- 
humación, toda  clase  de  diligencias 
para  identificarlo. 

Art.  315.  Los  peritos  serán  conside- 
rados como  testigos  en  lo  concerniente 
á  la  obligación  de  confirmar  por  jura- 
mento su  informe. 

Art.  316.  El  funcionario  de  la  policía 
judicial,  ó  el  que  le  sustituya,   tendrá 


derecho  á  ordenar  las  visitas  domici- 
liarias que  sean  precisas  en  casa  de  las 
personas  que  estén  sometidas  á  la  ju- 
risdicción militar  Cuando  estas  visitas 
deban  hacerse  en  casa  de  paisanos,  se- 
rán invitadas  para  ordenarlas  las  auto- 
ridades civiles  competentes,  que  las 
pondrán  en  ejecución. 

Art.  317.  Los  objetos  que  puedan  su- 
ministrar cualquier  indicio  sobre  la 
forma  en  que  el  delito  se  haya  cometi- 
do, como,  por  ejemplo,  los  instrumen- 
tos que  hayan  servido  para  cometerlo, 
el  vestido  agujereado  de  una  persona 
asesinada  y  demás  objetos  análogos, 
deberán  ser  secuestrados  inmediata- 
mente por  la  autoridad  que  instruya  el 
sumario,  á  fin  de  que  estos  medios  de 
prueba  puedan  ser  comparados  ron  los 
demás  indicios  y  sometidos  al  tribu- 
nal. 

Art.  318.  El  oficial  de  policía  judi- 
cial oirá  al  acusado  y  testigos  en  el  or- 
den que  le  parezca  más  conveniente. 

Toda  persona  de  quien  pueda  espe- 
rarse esclarecimiento  del  delito,  culpa- 
bilidad ó  inculpabilidad  del  acusado, 
deberá  ser  oída  como  testigo.  Todas 
las  circunstancias  que  determinen  el 
grado  de  credibilidad  de  cada  testigo  se 
consignarán  en  el  registro. 

Art.  319.  Todo  testigo,  antes  de  su 
interrogatorio,  será  invitado  á  decir  la 
verdad  en  todo  y  á  no  ocultar  nada  de 
lo  que  conozca  respecto  del  asunto,  y 
deberá  llamarse  su  atención  sobre  ei 
juramento  que  más  tarde  podrá  ser  lla- 
mado á  prestar. 

Art.  320.  El  acusado  deberá  ser  oído 
en  ausencia  de  los  testigos;  éstos  serán 
interrogados  uno  á  uno,  separadamen- 
te, y  en  ausencia  de  aquél. 

Art.  321.  Sólo  habrá  lugar  al  careo 
entre  testigos,  ó  entre  éstos  y  los  acu- 
sados, en  los  casos  en  que  se  trate  de 
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comprobar  la  identidad    de  las    per- 
sonas. 

Art.  322.  Las  preguntas  dirigidas  al 
acusado  y  á  los  testigos  deberán  ser 
precisas,  claras  y  no  capciosas. 

Si  el  acusado  se  resistiese  obstinada- 
mente á  contestar  á  las  preguntas  que 
le  fuesen  dirigidas,  se  continuará  el  su- 
mario, prescindiendo  de  esta  resis- 
tencia. 

Art.  323.  Se  llevará  un  libro  exacto 
y  continuado  de  la  audición  de  testigos 
y  acusados,  así  como  de  todas  las  de- 
más diligencias  del  sumario.  Las  pre- 
guntas dirigidas  al  acusado,  lo  mismo 
que  sus  respuestas,  deberán  transcri- 
birse, en  cuanto  sea 'posible,  palabra 
por  palabra.  Respecto  de  los  testigos, 
bastará  tomar  nota  de  lo  esencial  de 
sus  declaraciones;  se  leerá  la  declara- 
ción á  la  persona  que  haya  sido  inte- 
rrogada, la  cual  la  firmará,  una  vez 
conforme  con  su  exactitud. 

Art.  324.  El  sumario  deberá  hacerse 
con  la  mayor  rapidez  posible;  el  oficial 
de  policía  judicial  será  responsable  de 
todo  retraso  que  no  sea  justificado. 
Cuando  un  acusado  esté  arrestado,  de- 
berá ser  oído,  lo  más  tarde,  en  la  ma- 
ñana del  día  siguiente  á  su  arresto,  ex- 
cepción hecha  de  los  casos  de  fuerza 
mayor. 

Art.  325.  Una  vez  comenzado  el  su- 
mario, no  se  interrumpirá,  bajo  ningún 
pretexto,  salvo  durante  la  noche,  hasta 
que  esté  terminado.  Exceptúanse  de 
esta  regla  los  casos  de  obstáculos  ma- 
teriales, como  llamamiento  de  testigos 
ausentes,  etc.  Entonces  el  sumario  vol- 
verá á  continuarse  en  cuanto  sea  posi- 
ble, y  se  consignarán  en  los  autos  las 
'   causas  de  su  interrupción. 

Art.  326.  Quedará  terminado  el  su- 
mario cuando  se  haya  alcanzado  el  ob- 
jeto indicado  en  el  art.  304,  ó  cuando 
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los  medios  de  conseguirlo  se   hayan 
agotado. 

Art.  327.  Cuando  el  oficial  de  la  po- 
licía judicial  estime  que  se  halla  com- 
pleto el  sumario,  lo  remitirá  al  auditor. 

Art.  328.  El  auditor  podrá  completar 
el  sumario  que  le  haya  sido  remitido; 
en  este  caso  estará  obligado  á  seguir 
las  reglas  impuestas  para  los  oficiales 
de  policía  judicial,  y  además  á  agregar- 
se un  actuario  para  que  extienda  las 
diligencias,  y  un  oficial  como  testigo. 

Art.  329.  Cuando  no  haya  necesidad 
de  ampliar  el  sumario,  ó  cuando  ya  lo 
haya  sido  ,  el  auditor  transmitirá  ai 
juez  Presidente,  en  el  término  de  vein- 
ticuatro horas,  las  piezas  del  asunto  y 
el  acta  de  acusación  (art.  334).  Si  esti- 
mare que  no  há  lugar  á  la  acusación,  ó 
tuviere  dudas  respecto  á  ello,  transmi- 
tirá las  piezas  y  el  sumario  al  auditor 
general,  pidiéndole  su  parecer. 

Art.  330.  Cuando  el  auditor  general 
estime  igualmente  que  el  sumario  no 
suministra  bases  suficientes  para  la 
acusación,  ordenará  que  se  sobresea 
provisionalmente  el  asunto. 

El  auditor  transmitirá  esta  orden  al 
oficial  de  policía  judicial;  el  acusado, 
si  estuviese  detenido  preventivamente 
y  no  hubiese  lugar  á  detenerlo  por  otra 
causa,  será  puesto  en  libertad. 

Si  sobreviniesen  nuevos  cargos,  se 
continuará  el  sumario. 

Art.  331.  Cuando  el  auditor  general 
vea  que  existen  motivos  suficientes 
para  someter  al  acusado  al  tribunal, 
por  atribuírsele  uno  ó  varios  delitos, 
dará  al  auditor  las  órdenes  necesarias, 
quedando  este  último  obligado  á  ajus- 
tarse estrictamente  á  lo  ordenado. 

Art.  332.  Cuando  varias  personas 
estén  comprendidas  en  un  mismo  su- 
mario y  el  auditor  estime  que  deba  acu- 
sarse á  una  sola  de  ellas,  deberá  igual* 
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mente   dirigirse    al   auditor   general. 

Art.  333.  El  auditor  presentará  por 
escrito,  ante  el  tribunal  militar,  acta  de 
acusación  contra  todas  las  personas 
con  respecto  á  las  cuales  aparezcan  en 
el  sumario  motivos  suficientes  de  la 
participación  del  delito  objeto  de 
aquél. 

Art.  334.  En  el  acta  de  acusaeión  se 
consignará  con  brevedad  y  precisión: 

a)  La  persona  del  acusado; 

b)  Los  actos  ú  omisiones  que  se  le 
atribuyan; 

c)  La  calidad  ó  intención  con  que 
haya  obrado  el  acusado,  así  como  las 
demás  circunstancias  ligadas  al  acto  ú 
omisión,  en  lo  que  constituyan  parte 
de  los  caracteres  legales  del  delito, 
cuidando  de  no  omitir  todo  aquello  que 
sea  circunstancia  agravante  ó  atenuan- 
te (art.  32  y  siguientes,  y  art.  372); 

d)  Los  artículos  de  la  ley  que  casti- 
guen el  hecho  imputado. 

En  el  caso  en  que  se  desestime  la 
acusación  principal,  podrá  formularse 
otra  subsidiaria,  no  debiende  introdu- 
cirse en  ésta  ninguna  razón  en  su  apo- 
yo, ni  ningún  fundamento  de  hecho  ni 
de  derecho. 

Art.  335.  La  acusación  de  haber  sido 
el  autor  de  un  delito  consumado,  con 
mala  intención  y  premeditación,  lleva- 
rá en  sí  tácitamente  la  de  haber  inten- 
tado, ayudado  ó  favorecido  este  delito, 
ó  de  haberlo  cometido  arrastrado  por 
la  pasión  ó  por  negligencia;  en  general, 
cuando  un  hecho  punible  pueda  ser 
considerado  bajo  distintos  puntos  de 
vista,  el  delito  menos  grave  irá  com- 
prendido siempre  tácitamente  en  el 
más  grave. 

Art.  336.  El  auditor  remitirá  al  juez 
Presidente  (art.  329)  el  acta  de  acusa- 
ción,  así  como  las  piezas  del  proceso,  y 
enviará  al  acusado  una  copia  de  aqué  • 


Ha,  invitándole  al  mismo  á  que  elija  de- 
fensor. 

Art.  337.  El  acusado  tendrá  el  dere- 
cho dedesignar  por  defensor  ácualquier 
hombre  honrado,  sea  militar  ó  paisano. 
No  podrá,  sin  embargo,  por  razón  de 
la  persona  del  defensor,  retrasar  la 
marcha  del  procedimiento.  Si  la  distan- 
cia del  domicilio  del  defensor  elegido 
por  el  acusado,  ú  otros  motivos,  hicie- 
sen temer  un  retraso,  el  juez  Presiden- 
te, á  quien  el  auditor  deberá  informar 
inmediatamente  acerca  de  la  elección 
hecha  por  el  acusado,  le  invitará  á  que 
nombre  otro  defensor. 

CAPÍTULO  II 

Del  juicio  plenario  (debates  y  sentencia) 

Art.  338.  Si  el  acusado  no  tuviese 
todavía  defensor,  el  juez  Presidente  le 
nombrará,  ante  todo,  uno.  Todo  militar 
que  pertenezca  al  cuerpo  de  tropas,  para 
el  cual  se  haya  establecido  el  tribunal 
militar,  estará  obligado,  en  virtud  de 
su  deber  militar,  á  aceptar  el  nombra- 
miento de  defensor. 

Art.  339.  El  defensor  se  comunicará 
libremente  con  el  acusado  y  tendrá  el 
derecho  de  examinar  todas  las  piezas 
del  proceso. 

Art.  340.  El  juez  Presidente,  ó,  en  su 
nombre,  uno  de  los  jueces,  formará,  de 
conformidad  con  los  artículos  228  y  230, 
la  lista  reducida,  comprendiendo  los 
veinticuatro  jurados  y  cuatro  suplen- 
tes; la  comunicará  por  escrito  al  audi- 
tor y  acusado,  y  fijará  á  cada  una  de 
las  partes  un  plazo  de  seis  horas  por  lo 
menos,  y  de  veinticuatro  á  lo  sumo,  pa- 
ra que  ejerzan  el  derecho  de  recusa- 
ción que  les  concede  el  art.  231. 

El  actuario  consignará  en  el  registro 
las  recusaciones  que  se  hagan  verbal- 
mente. 
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Art.  341.  El  tribuna],  de  conformidad 
con  las  disposiciones  del  art.  233,  que- 
dará constituido  con  los  jurados  no  re- 
cusados. 

Art.  342.  El  auditor  y  defensor  de- 
berán dar  al  juez  Presidente  la  lista  de 
los  testigos  que  deban  comparecer.  El 
juez  Presidente,  si  fuese  necesario,  les 
fijará  con  tal  objeto  un  breve  plazo. 

Art.  343.  El  juez  Presidente  fijará  el 
dia  de  los  debates  y  dirigirá  las  oportu- 
nas citaciones  á  los  jueces  y  jurados  de- 
signados, á  tenor  de  los  artículos  233  y 
341,  jurados  suplentes  (art.  234),  audi- 
tor y  defensor,  así  como  á  todos  los 
testigos  indicados  por  el  acusador  ó  de- 
fensor, ó  que  ya  hayan  sido  oídos  du- 
rante el  sumario,  á  excepción,  respecto 
á  estos  últimos,  de  aquellos  de  los  cua- 
les no  pueda  esperarse  ningún  excla- 
recimiento. 

El  juez  Presidente  podrá  también  ci- 
tar de  oficio  á  las  personas  que  crea  se 
hallen  en  estado  de  dar  noticias  respec- 
to al  asunto  que  se  ventila. 

Art.  344.  Los  peritos  que  hayan  da- 
do su  parecer  por  escrito  ó  cuya  opi- 
nión esté  consignada  en  el  registro,  ó 
que  deban  además  ser  oídos  ante  el  tri- 
bunal, serán  citados  y  tratados  como 
testigos. 

Art.  345.  Se  dará  igualmente  cono- 
cimiento al  lesionado  del  dia  de  los  de- 
bates, á  fin  de  que  pueda  intervenir 
como  parte  civil,  si  á  ello  hubiere  lugar. 

Art.  346.  Los  debates  serán  públi- 
cos, salvo  la  deliberación  del  tribunal. 
Tendrán  lugar  aquéllos  en  un  local  es- 
pacioso, facilitándose,  en  lo  posible,  el 
acceso  á  las  tropas  que  estén  en  las 
inmediaciones.  Con  este  objeto  se  ha- 
rán las  necesarias  publicaciones,  y  el 
lugar  de  la  reunión  del  tribunal  se  in- 
dicará por  una  señal  bien  visible  du- 
rante el  tiempo  de  los  debates. 


Art.  347.  Los  debates  comenzarán 
por  la  mañana  temprano,  y  deberán, 
en  cuanto  sea  posible,  efectuarse  sin 
interrupción  y  terminarlos  en  el  mis- 
mo día  por  el  pronunciamiento  de 
sentencia.  Si  esto  no  fuese  posible,  la 
interrupción  tendrá  lugar  solamente 
durante  las  horas  de  la  noche.  Cuando 
cualquier  impedimento  exterior  insu- 
perable obligase  á  suspender  los  deba- 
tes por  uno  ó  más  días,  deberán  ser 
reanudados  lo  más  pronto  posible. 

Art.  348.  El  juez  Presidente  abrirá 
los  debates,  preguntando  al  acusado  el 
nombre,  edad,  profesión,  estado  y  do- 
micilio. 

Art.  349.  Acto  continuo  procederá 
al  llamamiento  de  los  jurados;  si  estu- 
viesen presentes  menos  de  ocho  ó  doce, 
según  los  casos,  el  juez  Presidente 
reemplazará  á  los  ausentes  con  los  ju- 
rados suplentes  ordinarios  de  la  misma 
categoría,  y,  en  caso  de  necesidad,  re- 
currirá á  los  suplentes  extraordinarios, 
de  conformidad  con  el  art.  238. 

Art.  350.  El  juez  Presidente  leerá  á 
los  jurados,  que  estarán  en  pie  y  en 
sus  puestos,  la  siguiente  fórmula  de 
juramento: 

«¿Juráis  ante  Dios  y  ante  los  hombres 
examinar,  con  la  más  escrupulosa  aten- 
ción, los  cargos  que  se  produzcan  con- 
tra el  acusado;  no  dejaros  guiar  en 
vuestras  funciones  por  el  interés,  debi- 
lidad, temor,  esperanza,  afección  ni 
odio;  no  hacer  traición  á  los  intereses 
de  la  sociedad  ni  á  los  del  acusado;  re- 
solver únicamente  según  los  debates, 
siguiendo  vuestra  conciencia  y  convic- 
ción, con  la  firmeza  é  imparcialidad 
dignas  de  todo  hombre  libre  y  honrado; 
no  conversar  con  nadie,  á  no  ser  con 
los  demás  jurados,  sobre  el  objeto  del 
proceso  hasta  después  de  haber  pro- 
nunciado el  veredicto,  y,  por  último* 
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guardar  el  secreto  sobre  los  votos  de 
los  jurados?» 

Cada  cual  de  los  jurados  llamados 
individualmente  por  el  juez  Presidente, 
con  la  mano  alzada  contestará:  Lo  Ju- 
ro. (Lo  prometo,  art.  279.) 

Todo  jurado  que  se  niegue  á  prestar 
juramento  ó  promesa,  será  castigado 
como  contumaz  y  reemplazado  por  un 
suplente. 

Art.  351.  Después  de  prestar  jura- 
mento los  jurados,  se  dará  lectura  al 
acta  de  acusación  (art.  334). 

Art.  352.  El  auditor  interrogará  á  los 
testigos  por  él  designados  y  por  el  or- 
den que  juzgue  conveniente.  Después 
de  cada  interrogatorio,  el  defensor  ten- 
drá el  derecho  de  dirigir  preguntas  á 
los  testigos  en  interés  de  su  defendido. 
Art.  353.  El  defensor,  y  en  caso  ex- 
cepcional el  mismo  acusado,  interroga- 
rá en  seguida  á  los  testigos  por  él  de- 
signados. 

El  auditor,  por  su  parte,  tendrá  el  de- 
recho de  completar  estos  interrogato- 
rios. 

Art.  354.  El  juez  Presidente  vigilará 
el  interrogatorio  de  los  testigos,  los 
protegerá  contra  toda  inconveniencia, 
y  les  advertirá,  si  necesario  fuese,  que 
se  les  puede  obligar  á  confirmar  su  de- 
claración por  juramento.  Tendrá  dere- 
cho, por  sí  ó  á  petición  de  un  juez  ó  ju- 
rado, á  dirigir  preguntas  á  los  testigos, 
ya  durante  la  declaración,  ya  después 
de  ella.  Los  jueces  y  jurados  podrán 
también  dirigir  á  los  testigos  cuya 
audición  esté  completamente  termina- 
da, las  preguntas  que  juzguen  conve- 
nientes. 

Art.  355.  Todo  testigo  capaz  de  apre- 
ciar la  importancia  del  juramento, 
prestará  después  de  su  interrogatorio, 
á  petición  de  una  de  las  partes,  de  un 
juez  ó  de  un  jurado,  el  siguiente: 


«¿Juráis  haber  respondido,  conforme 
con  la  verdad,  á  todas  las  preguntas 
que  se  os  han  dirigido  como  testigo,  y 
no  haber  ocultado  nada?  Si  así  lo  hicie- 
reis, que  Dios  os  proteja.» 

El  testigo  responderá  levantando  la 
mano  derecha:  Lo  juro.  (Lo  aseguro, 
articulo  279). 

Art.  356.  No  deberán  prestar  jura- 
mento: 

a)  Las  personas  que  todavía  no  ha- 
yan cumplido  dieciséis  años; 

b)  Las  personas  que  hayan  sido  pri- 
vadas de  sus  derechos  civiles. 

Art.  357.  No  podrán  asistir  á  los  de- 
bates las  personas  que  todavía  no  ha- 
yan sido  oídas  como  testigos. 

Art.  358.  Podrán  carearse  los  testi- 
gos cuyas  declaraciones  sean  contra- 
dictorias. 

Art.  359.  Ningún  testigo  deberá,  por 
regla  general,  ser  despedido  antes  de  la 
terminación  de  los  debates. 

Art.  360.  Después  de  cada  declara- 
ción, el  juez  Presidente  preguntará  al 
acusado  si  tiene  que  hacer  alguna  ob- 
servación á  lo  que  acaba  de  oir. 

Art.  361.  El  auditor  procederá  al  in- 
terrogatorio del  acusado;  siendo  apli- 
cables á  este  interrogatorio  las  dispo- 
siciones del  art.  354. 

Art.  362.  Si  el  acusado  rehusase 
responder  á  todas  ó  á  algunas  de  las 
preguntas,  no  deberá  ejercerse  con  res- 
pecto á  61  ninguna  violencia,  y  conti- 
nuarán los  debates.  El  juez  Presidente 
hará  presente  al  acusado  que  esta  con- 
ducta podrá  serle  perjudicial. 

Art.  363.  Podrán  todavía  dirigirse 
nuevas  preguntas  á  los  testigos,  des- 
pués del  interrogatorio  del  acusado. 

Art.  364.  Los  objetos  que  hayan  sido 
unidos  á  los  autos  como  indicios  ó  ins- 
trumentos del  delito,  estarán  á  la  vipta 
mientras  duren  los  debates. 
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Art.  365.  No  deberán  leerse  ni  co- 
municarse á  los  jurados  las  actas  de 
los  interrogatorios  que  el  acusado  y 
testigos  hayan  sufrido  durante  el  su- 
mario. 

Sin  embargo,  esta  regla  tendrá  las 
siguientes  excepciones: 

a)  Cuando  un  testigo  ó  perito  se 
halle  imposibilitado  de  comparecer 
ante  el  tribunal,  podrá  darse  lectura 
de  la  declaración  ó  dictamen  que  haya 
dado  en  el  sumario; 

b)  Se  permitirá  presentar  al  acusa- 
do las  declaraciones  que  haya  hecho 
en  el  sumario,  y  pedirle  con  este  objeto 
las  noticias  necesarias. 

Art.  366.  Terminado  el  interrogato- 
rio de  los  testigos  y  acusado,  emitirá 
su  informe  el  acusador.  Inmediatamen- 
te después  hará  uso  de  la  palabra  el 
defensor;  hecho  esto,  el  juez  Presiden- 
te dirá  al  acusado  si  tiene  alguna  cosa 
que  exponer  en  su  defensa.  El  auditor 
tendrá  el  de  replicar,  y  el  defensor  el 
de  contestar  á  la  réplica. 

Art.  367.  El  auditor  y  el  defensor 
estarán  obligados,  cuando  crean  notar 
algún  vicio  en  el  modo  de  proceder,  que 
sea  de  tal  naturaleza  que  motive  la  ca- 
sación, de  llamar  inmediatamente  so- 
bre ella  la  atención  del  juez  Presi- 
dente. Este  tomará,  con  tal  objeto,  los 
acuerdos  convenientes;  ó  provocará  un 
acuerdo  del  tribunal. 

El  juez  Presidente  recordará  á  los 
jurados  la  misión  que  tengan  que  lle- 
nar, y  redactará,  de  conformidad  con 
los  artículos  siguientes,  las  preguntas 
á  las  cuales  aquéllos  deban  responder. 

Art.  368.  Las  preguntas  deberán 
abrazar  todos  los  hechos  comprendidos 
en  el  acta  de  acusación  (art.  334).  Aqué- 
llas deberán  hacerse  en  una  forma  tal, 
que  pueda  responderse  si  ó  nó. 

Art.  369.    Cuando    sean  varios   los 


acusados,  deberán  hacerse  separada- 
mente las  preguntas  para  cada  uno  de 
ellos;  de  la  misma  manera,  si  á  un  acu- 
sado se  le  imputasen  varios  delitos,  de- 
berán ser  distintas  las  preguntas  rela- 
tivas á  los  diferentes  objetos  de  la  acu- 
sación. 

Art.  370.  Deberán  ser  objeto  de  una 
sola  pregunta  el  hecho  ú  omisión  obje- 
to de  la  acusación,  la  cualidad  del  acu- 
sado, la  intención  y  demás  circunstan- 
cias que  acompañan  al  acto  y  sin  las 
cuales  no  se  encontrasen  los  caracte- 
res del  delito. 

Art.  371.  Deberá  ser  objeto  de  una 
pregunta  particular  toda  circunstancia 
que  no  tenga  otra  consecuencia  que  la 
de  determinar  la  existencia  de  una  es- 
pecie particular  de  delito,  entrañar  un 
máximum  ó  mínimum  diferente,  ó  una 
ú  otra  pena. 

Sólo  habrá  lugar  á  responder  á  una 
pregunta  cuando  haya  sido  reconoci- 
da la  culpabilidad  sobre  el  hecho  prin- 
cipal. 

Art.  372.  El  jurado  no  será  llamado 
á  responder  sobre  la  existencia  de  cir- 
cunstancias que  no  puedan  tener  in- 
fluencia sobre  el  tanto  de  pena  en  los 
límites  fijados  por  la  ley  (circunstan- 
cias generales,  atenuantes  ó  agravan- 
tes), lo  mismo  que  sobre  la  pregunta 
sobre  si  la  infracción  atribuida  al  acu- 
sado es  leve  ó  grave,  aun  cuando  en 
este  último  caso  la  respuesta  autoriza- 
se al  juez  á  traspasar  el  máximum  de 
la  pena  ó  descender  del  mínimum.  Es- 
ta apreciación  pertenecerá  exclusiva- 
mente al  juez. 

Sin  embargo,  si  la  acusación  pidiese 
la  pena  de  muerte  y  la  aplicación  de 
esta  pena  pudiera  evitarse  por  circuns- 
tancias atenuantes,  deberá  hacerse  al 
Jurado  la  pregunta  de  si  existen  dichas 
circunstancias. 
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Art.  373.  La  acusación  subsidiaria 
(art.  334)  será  objeto  de  preguntas  sub- 
sidiarias,  á  las  cuales  no  habrá  lugar 
á  contestar  sino  cuando  el  acusado  haya 
sido  declarado  no  culpable  por  la  acu- 
sación principal. 

Art.  374.  Si  el  defensor  sostuviera, 
que  por  una  de  las  razones  prevenidas 
en  los  artículos  29  y  31  el  hecho,  que  es 
objeto  de  la  acusación,  no  es  punible  ó 
que  deben  considerarse  en  él  más  ate- 
nuantes, deberá  el  Jurado  resolver  so- 
bre este  particular. 

Art.  375.  El  juez  Presidente  no  po- 
drá poner  de  oficio  ninguna  pregunta 
que  no  resulte  del  acta  de  acusación  (ar- 
tículos 334  y  335)  ó  de  la  defensa  (374), 
si  ésta  no  fuese  relativa  á  la  existencia 
de  circunstancias  atenuantes,  según  el 
caso  previsto  en  el  art.  372,  párrafo  se- 
gundo, la  cual  deberá  observarse  bajo 
pena  de  nulidad. 

Art.  376.  Cuando  resulte  de  los  de- 
bates que  el  acusado  ha  cometido  un 
acto  punible,  del  cual  no  se  haya  trata- 
do en  el  acta  de  acusación,  el  auditor 
deberá  hacerlo  objeto  de  una  nueva 
acta  y  de  un  nuevo  sumario,  si  hubie- 
se lugar  á  ello. 

A  petición  del  auditor  ó  del  defensor, 
el  juez  Presidente  (el  tribunal)  acorda- 
rá el  plazo  necesario,  á  fin  de  preparar 
los  debates  relativos  á  este  nuevo  ob- 
jeto de  la  acusación. 

Art.  377.  El  juez  Presidente  hará  las 
preguntas  por  escrito  y  de  ellas  dará 
lectura  en  sesión  pública.  El  auditor  y 
el  acusado  ó  su  defensor,  podrán  hacer 
observaciones  sobre  las  preguntas.  En 
caso  de  cuestión,  decidirá  el  tribunal. 
Art.  378.  El  juez  Presidente  remitirá 
al  del  Jurado  (art.  235)  las  preguntas  es- 
critas sin  ninguna  otra  pieza  del  pro- 
ceso. Los  jurados  se  retirarán,  desde 
luego,  á  su  sala  de  deliberación.  El  Pre- 


sidente del  Jurado  deberá  ante  todo  dar 
lectura  á  la  instrucción  siguiente: 

«La  ley  no  pide  cuenta  á  los  jurados 
de  las  causas  de  su  convicción.  No  les 
prescribe  regla  alguna  de  la  cual  deban 
hacer  depender  la  plenitud  y  suficiencia 
de  una  prueba.  La  ley  no  les  dice:  Ten- 
dréis por  verdadero  todo  hecho  atesti- 
guado por  tal  ó  tal  número  de  testigos; 
no  les  dice  más  ni  menos:  No  tendréis 
por  verdadero  sino  aquello  que  esté  es- 
tablecido por  tal  acta,  por  tales  piezas  ó 
por  tantos  testigos  ó  por  tantos  indicios. 
La  ley  les  prescribe  únicamente  interro- 
gar su  conciencia  y  les  pide  la  impre- 
sión formada  en  el  silencio  y  recogi- 
miento sobre  aquellas  pruebas,  aporta- 
das por  ó  contra  el  acusado.  La  ley  no 
les  hace  más  que  esta  sola  pregunta, 
que  contiene  todo  el  cumplimiento  de 
su  deber:  ¿Cuál  es  vuestra  intima  con- 
vicción?» 

Art.  379.  Los  jurados  no  deberán  sa- 
lir de  la  sala  de  deliberaciones  antes  de 
haber  deliberado  y  decretado  su  vere- 
dicto. 

Toda  declaración  del  Jurado  deberá 
hacerse  por  mayoría  de  votos.  Cuando 
haya  doce  jurados,  la  mayoría  necesa- 
ria será  de  diez  votos;  cuando  sean  me- 
nos de  doce,  la  mayoría  será  igual  al  nú- 
mero de  jurados  presentes,  menos  dos. 

Art.  380.  Durante  la  deliberación  del 
Jurado  nadie  podrá  entrar  en  la  sala  de 
jurados  más  que  con  una  autorización 
escrita  del  Presidente. 

Art.  381.  El  juez  Presidente  deberá 
hacer  custodiar  las  salidas  de  la  sala 
de  jurados. 

Art.  382.  El  Presidente  del  Jurado 
dará  lectura  á  las  preguntas  escritas  y 
hará  deliberar  y  votar  á  los  jurados  su- 
cesivamente sobre  cada  una  de  ellas  en 
el  orden  en  que  hayan  sido  puestas. 

Los  jurados  emitirán  su  opinión  y 
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darán  su  voto  en  un  orden  inverso  á 
aquel  en  que  se  sienten  (art.  280).  El 
Presidente  del  Jurado  será  el  último  en 
votar. 

Art.  383.  Si  el  Jurado  estimase  tener 
necesidad  de  una  explicación  ó  esclare- 
cimiento sobre  una  pregunta  que  no 
les  pareciese  clara,  volverá  á  entrar  en 
la  audiencia;  el  juez  Presidente  les 
dará  las  explicaciones  que  pidan. 

Art.  384.  Terminada  la  deliberación 
y  votación,  los  jurados  volverán  á  en- 
trar en  la  sala  de  sesiones  y  ocuparán 
sus  respectivos  puestos. 

Art.  385.  Será  introducido  el  acusa- 
do, y  el  juez  Presidente  pedirá  á  los  ju- 
rados el  resultado  de  su  deliberación. 

Art.  386.  El  Presidente  del  Jurado 
se  levantará  v  dará  lectura  del  veré- 
dicto  del  jurado  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

La  declaración  del  Jurado  sobre  la 
primera  pregunta  (dará  lectura  de  ella) 
es:  si,  ó  nó;  sobre  la  segunda  (dará 
igualmente  lectura  de  ella):  si,  ó  nó, 
etcétera. 

Art.  387.  El  veredicto  será  firmado 
por  el  Presidente  del  Jurado,  quien  lo 
entregará,  en  presencia  de  los  jurados, 
al  juez  Presidente;  éste  hará  que  lo 
firme  el  actuario 

Art.  388.  Si  las  respuestas  del  Jura- 
do no  tuviesen  la  claridad  suficiente 
para  que  pueda  inferirse  con  precisión 
la  existencia  de  los  hechos  que  deban 
motivar  la  aplicación  de  la  ley  penal,  el 
tribunal  podrá,  á  propuesta  de  las  par- 
tes, ó  de  oficio,  enviar  otra  vez  las  pre- 
guntas á  los  jurados;  éstos  entrarán  de 
nuevo  en  la  sala  de  deliberaciones, 
después  de  haber  recibido  nuevas  ex- 
plicaciones del  juez  Presidente. 

Art.  389.  Cuando  el  acusado  haya 
sido  declarado  inocente,  el  juez  Pre- 
sidente pronunciará  su  absolución  y  or- 


denará su  libertad,  á  no  ser  que  se  ha- 
lle detenido  por  otra  causa. 

Art.  390.  Cuando  el  acusado  haya 
sido  declarado  culpable,  el  auditor  pe- 
dirá la  aplicación  de  la  ley,  y  (jará,  si  á 
ello  hubiere  lugar,  sus  conclusiones 
respecto  á  daños  y  perjuicios,  con  cuyo 
motivo  podrá  también  hacer  uso  de  la 
palabra  la  parte  lesionada. 

Art.  391.  El  acusado  y  su  defensor 
no  podrán  sostener  que  el  hecho  es  fal- 
so; pero  si  que  no  está  calificado  de  de- 
lito por  la  ley,  ó  que  la  pena  solicitada 
por  el  auditor  no  debe  aplicarse. 

Art.  392.  El  juez  Presidente  decreta- 
rá la  absolución  del  acusado,  si  el  he- 
cho por  el  cual  ha  sido  declarado  cul- 
pable no  estuviese  castigado  por  ley  al- 
guna. 

En  el  caso  contrario,  el  tribunal  im- 
pondrá la  pena  establecida  por  la  ley  y 
decidirá  sobre  las  costas,  daños  y  per- 
juicios y  demás  accesorias. 

Art.  393.  No  quedará  ligado  el  tribu- 
nal, bajo  ningún  concepto,  con  las 
conclusiones  del  acusador;  decretará  la 
pena  según  los  límites  de  la  ley,  des- 
pués de  una  apreciación  exacta  del  he- 
cho en  general,  y  en  particular  de  las 
circunstancias  atenuantes  ó  agravan- 
tes. 

Art.  394.  Cuando  el  acusado  haya 
sido  declarado  inocente  y  absuelto  del 
delito  que  se  le  atribula,  y  que  el  juez 
Presidente  ó  el  tribunal  encuentre  no 
obstante  que  se  ha  hecho  culpable  de 
una  falta  de  disciplina,  se  le  some- 
terá á  los  oficiales  de  la  policía  judicial 
competentes  para  que  decidan  sobre  el 
particular. 

Si  no  se  ordenase  esto,  el  individuo 
absuelto  no  podrá  ser  condenado  á  nin- 
guna pena  de  disciplina  por  el  hecho 
imputado. 

Art.  395.    Los  gastos  serán,  por  re- 
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gla  general,  de  cuenta  de  los  que  hayan 
sido  condenados  por  un  delito.  En  es- 
tos gastos,  sin  embargo,  no  se  inclui- 
rán las  indemnizaciones  á  testigos  y 
peritos.  El  condenado  podrá  también 
quedar  exento  de  todo  ó  parte  de  los 
gastos,  en  atención  á  consideraciones 
particulares. 

Deberán  pagarse  siempre  los  dere- 
chos de  copia  expedidos  á  petición  del 
acusado  ó  su  defensor.  fEn  cuanto  á 
los  gastos  de  manutención,  véase  el 
artículo  284.) 

Todo  testigo  que  no  esté  en  el  servi- 
cio activo,  recibirá  un  franco  por  legua 
de  viaje  y  otro  tanto  para  el  regreso, 
asi  como  una  indemnización  de  tres 
francos  por  cada  día  de  estancia. 

Todo  perito  recibirá  un  franco  por 
legua  de  camino  y  otro  tanto  para  el 
regreso.  Recibirá,  además,  una  indem- 
nización de  cuatro  á  doce  francos  dia- 
rios durante  su  estancia.  El  juez  Presi- 
dente fijará  esta  indemnización. 

Los  peritos  y  testigos  que  estén  en 
activo  servicio,  serán  indemnizados  de 
la  misma  manera  que  los  jurados  (ar- 
tículo 278). 

Las  copias  expedidas  para  el  acusa- 
do, ya  á  su  instancia,  ya  á  la  de  su  de- 
fensor, se  pagarán  á  razón  de  25  cénti- 
mos por  página  en  folio. 

Art.  396.  En  caso  de  absolución  del 
acusado,  los  gastos,  en  todo  ó  en  parte, 
podrán  quedar  á  cargo  de  la  parte  ci- 
vil, cuando  haya  provocado  el  proceso 
con  astucia  ó  mala  intención. 

Art.  397.  La  sentencia  del  tribunal 
militar  deberá  contener: 

a)  Una  introducción,  en  la  cual  es- 
tarán indicados  los  nombres  del  juez 
Presidente,  jueces  y  jurados,  con  la  de- 
signación de  su  categoría  y  del  pueblo 
de  su  naturaleza;  esta  introducción  in- 
dicará al  mismo  tiempo  el  nombre  y 


lugar  de  origen  del  auditor,  de  la  parte 
civil,  si  la  hubiese,  del  acusado  ó  acu- 
sados y  del  defensor; 

b)  Una  exposición  de  hechos,  indi- 
cando el  nombre  del  auditor  que  haya 
dirigido  el  sumario  y  el  momento  en  el 
cual  ha  sido  comenzado  y  en  el  que 
haya  sido  terminado,  así  como  un  re- 
sumen de  los  debates,  la  indicación  del 
sitio  en  que  han  tenido  lugar,  su  dura- 
ción, nombre  de  los  testigos  de  cargo  y 
descargo,  y  el  de  los  peritos  si  los  hu- 
biese, etc.; 

e)  La  indicación  de  las  conclusiones 
del  auditor  y  defensor; 

d)  La  declaración  de  culpabilidad  ó 
inculpabilidad; 

e)  La  cita  textual  de  los  artículos  de 
la  ley  aplicados; 

f)  La  parte  dispositiva,  propiamente 
dicha,  conteniendo  la  pena  ó  absolu- 
ción, la  reglamentación  de  los  perjui- 
cios civiles,  costas  y  demás  puntos 
accesorios; 

*  g)  Las  disposiciones  relativas  á  la 
notificación  de  la  sentencia; 

h)  Fecha  y  firmas  del  juez  Presiden- 
te y  del  actuario; 

i)  Un  apéndice,  certificando  que  el 
juez  Presidente  ha  hecho  á  las  partes  la 
notificación  prescrita  en  el  artículo  si- 
guiente. 

Art.  398.  Inmediatamente  después 
de  dictada  la  sentencia,  el  juez  Presi- 
dente dará  lectura  de  ella  en  sesión  pú- 
blica al  acusado,  en  presencia  del  audi- 
tor y  del  defensor.  Al  mismo  tiempo 
anunciará  á  ambas  partes  que  podrán, 
en  el  plazo  de  cuarenta  y  ocho  horas, 
hacer  llegar  por  escrito  al  juez  Presi- 
dente un  recurso  de  casación,  indican- 
do los  principales  motivos  sobre  los 
cuales  se  funden,  y  que  el  condenado, 
en  el  caso  de  que  la  casación  sea  re- 
chazada, así  como  en  el  caso  en  que  no 
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se  provea,  podrá  pedir  el  indulto  y 
deberá  transmitir  su  recurso  igualmen- 
te al  juez  Presidente  y  en  el  mismo 
plazo 

Art.  399.  Si  en  el  plazo  fijado  ante- 
riormente no  se  presentase  el  recurso 
de  casación,  la  sentencia  adquirirá  au- 
toridad de  cosa  juzgada  y  se  comuni- 
cará al  comandante  en  jefe  con  la  pe- 
tición de  indulto,  si  se  hubiese  presen- 
tado. 

CAPÍTULO  III 

Disposiciones  generales  sobre  la 
instrucción 

Art.  400.  Toda  autoridad  militar  fe- 
deral estará  obligada  á  hacer  justicia, 
dentro  de  los  limites  de  su  competen- 
cia, á  las  peticiones  escritas  de  las  au- 
toridades civiles  federales,  relativas  á 
la  administración  de  justicia  civil,  en 
cuanto  lo  permita  el  servicio  militar,  y 
siempre  que  el  requerimiento  no  sea 
contrario  á  los  principios  admitidos  so- 
bre la  separación  de  competencia  entre 
la  jurisdicción  civil  y  la  militar  (artícu- 
los 205  y  206). 

El  requerimiento,  sin  embargo,  debe- 
rá dirigirse  al  funcionario  de  policía 
judicial  á  cuya  jurisdicción  pertenezca 
la  persona  de  que  se  trate,  ó  á  uno  de 
sus  superiores  militares.  El  oficial  re- 
querido podrá  pedir,  con  este  objeto, 
órdenes  á  su  jefe  inmediato. 

Art.  401.  De  igual  modo,  toda  auto- 
ridad civil  estará  obligada  á  cumplir, 
en  los  límites  de  su  competencia,  los 
requerimientos  que  le  dirijan  por  es- 
crito, en  todo  lo  que  concierne  á  la  ad- 
ministración de  la  justicia  militar,  el 
comandante  en  jefe,  el  juez  Presidente 
ó  el  auditor  de  un  tribunal  militar,  ó 
cualquier  oficial  de  policía  judicial,  con 
tal  que  el  requerimiento  no  se  oponga 


á  los  principios  admitidos  respecto  á  la 
separación  de  la  competencia  de  am- 
bas jurisdicciones. 

El  funcionario  civil  podrá  también 
pedir  con  este  objeto  órdenes  á  su  su- 
perior inmediato. 

Art,  402.  Cualquier  citación  de  una 
autoridad  militar  dirigida  á  un  paisano 
deberá,  para  ser  válida,  estar  autori- 
zada por  el  juez  del  domicilio  de  la  per- 
sona á  quien  se  hace.  Toda  citación  di- 
rigida á  un  militar  deberá,  de  igual 
manera,  para  ser  válida,  recibir  auto- 
rización del  funcionario  de  policía  judi- 
cial bajo  cuyas  órdenes  aquél  se  en- 
cuentre, importando  poco  que  la  cita- 
ción proceda  de  una  autoridad  civil  ó 
militar. 

El  oficial  que  autorice  la  citación  de 
uno  de  sus  subordinados,  deberá  con- 
cederle al  mismo  tiempo  el  permiso  ne- 
cesario para  el  viaje  y  comparecencia; 
podrá  hacer  también  que  le  acompañe 
un  militar  de  grado  superior. 

La  autoridad  que  haga  la  citación, 
pedirá  por  escrito  la  autorización  al 
funcionario  competente.  Aquélla  debe- 
rá contener  claramente  el  objeto  para 
que  se  hace. 

Art.  403.  Cualquier  militar  ó  paisa- 
no estará  obligado,  bajo  su  responsabi- 
lidad personal,  á  obedecer  cualquier  ci- 
tación legal  que  se  les  haya  hecho  en 
la  forma  indicada. 

Cada  uno  de  ellos  estará  obligado  á 
responder  como  testigo  en  las  causas 
criminales»  quedan  exceptuadas  las 
personas  mencionadas  en  el  art.  404. 

Toda  persona  citada  legalmente  y 
que  no  compareciese  sin  justificar  con- 
venientemente su  ausencia,  será  inme- 
diatamente conducida  ante laautoridad 
que  la  haya  citado,  si  perteneciese  á  la 
jurisdicción  militar;  y  por  la  autoridad 
civil  si  á  ésta  correspondiese. 
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Cualquier  testigo  que  sin  causas  le- 
gitimas (art.  404)  se  niegue  á  responder 
á  las  preguntas  que  le  sean  dirigidas, 
pcdrá  ser  condenado  á  una  prisión  de 
tres  meses  todo  lo  más. 

Las  personas  á  las  cuales  el  interro- 
gatorio haya  causado  gastos  de  viajes 
ó  de  manutención,  recibirán  antes  de 
regresar  una  justa  indemnización. 

Art.  4C4.  No  podrán  ser  obligados  á 
declarar: 

a)  Los  ascendientes  ó  descendientes 
legítimos,  adoptivos  ó  naturales  del 
acusado,  sus  hermanos  y  primos  y  afi- 
nes en  el  mismo  grado; 

b)  El  marido  ó  la  mujer,  aun  cuando 
estén  separados  legalmente  ó  divor- 
ciados; 

c)  Los  sacerdotes  por  aquello  que 
les  ha  sido  confiado  bajo  el  secreto  de 
la  confesión  ó  en  su  cualidad  de  mi- 
nistros de  la  religión; 

d)  Los  hombres  de  negocios,  médi- 
cos y  cirujanos  en  aquello  que  se  les 
ha  confiado  en  el  ejercicio  de  sus  pro- 
fesiones respectivas. 

Art.  405.  El  actuario  formará  la  lis- 
ta de  los  gastos  que  el  condenado  deba 
pagar.  Su  reglamentación  pertenecerá 
al  juez  Presidente. 

Art,  406.  El  Gobierno  del  cantón  al 
cual  pertenezca  el  condenado  deberá 
percibir,  por  mediación  de  sus  emplea- 
dos, los  gastos  debidos  á  la  Caja  mili- 
tar federal,  así  como  las  indemnizacio- 
nes civiles  que  puedan  deberse,  y  todo 
á  expensas  del  condenado  ó  del  cantón. 

Art.  '107.  Todo  decreto  al  cual  el  co- 
mandante en  jefe  haya  puesto  la  orden 
de  ejecución,  deberá  transmitirlo,  en 
copia  auténtica,  al  Consejo  federal  y  al 
auditor  general,  comunicándola  aquél 
al  Gobierno  cantonal  del  condenado. 
El  documento  por  el  cual  tenga  lugar 
esta  comunicación  constituirá  el  título 


ejecutorio  para  la  percepción  de  los 
gastos  del  proceso  ó  las  indemnizacio- 
nes (art.  406). 

Art.  408.  Cuando  el  comandante  ge- 
neral haya  dado  la  orden  para  la  eje- 
cución de  un  decreto,  lo  remitirá  al 
juez  Presidente  en  unión  de  las  piezas 
que  puedan  enviársele.  Este  cuidará  de 
la  ejecución,  haciendo  que  6ea  entre- 
gado el  condenado  á  las  autoridades  á 
quienes  pertenezca  la  ejecución  de  la 
pena. 

Art.  409.  Cuando  el  acusado  ó  indi- 
viduo sospechoso  se  haya  fugado  ó  no 
se  encuentre  en  la  jurisdicción  del  tri- 
bunal militar,  se  harán  las  gestiones 
necesarias  para  capturarlo,  y  el  suma 
rio  se  continuará,  en  lo  posible,  bajo 
todos  ios  aspectos. 

Art.  410.  El  juez  Presidente,  asistido 
de  los  dos  jueces,  podrá,  basándose  en 
las  piezas  del  sumario,  declarar  al  acu- 
sado que  se  haya  fugado  culpable  del 
delito  que  se  le  haya  imputado  y  con- 
denarlo á  la  pena  que  la  ley  imponga. 
Tan  pronto  como  el  condenado  en  re- 
beldía sea  capturado  ó  se  presente  vo- 
luntariamente, la  sentencia  de  rebel- 
día, si  lo  pidiese,  será  anulada,  y  los 
debates  tendrán  lugar  ante  un  tribunal 
militar  ordinario.  En  ningún  caso  po- 
drá dictarse  sentencia  en  rebeldía  de- 
cretando la  absolución.  Si  el  tribunal 
no  estimase  suficientes,  para  pronun- 
ciar condena  contra  el  rebelde,  los  fun- 
damentos invocados,  deberá  suspender 
el  procedimiento  hasta  que  se  halle 
presente  el  acusado. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  casación 

Art.  411.  Cuando  una  de  las  partes, 
ó  ambas,  hayan  recurrido  en  casación, 
el  juez  Presidente  tomará  sin  demora 
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las  medidas  necesarias  para  suminis- 
trar al  Tribunal  de  Casación  todas  las 
piezas  y  el  registro. 

Art.  412.  El  Presidente  del  Tribunal 
de  Casación  fijará,  inmediatamente  des- 
pués de  haber  recibido  las  piezas,  un 
plazo  para  contestar  por  escrito  al  re- 
curso de  casación.  Al  mismo  tiempo  in- 
vitará al  juez  Presidente  para  que  emi- 
ta informe,  si  á  ello  hubiere  lugar,  y 
convocará  á  día  fijo  al  tribunal  para 
que  decida. 

Art.  413.    Tendrá  lugar  la  casación: 

a)  Por  causa  de  incompetencia  del 
tribunal  que  haya  juzgado  y  senten- 
ciado; 

b)  Por  atentar  gravemente  á  los  de- 
rechos de  la  defensa; 

c)  Por  violación  de  las  formas  le- 
gales, cuando  sea  probable  que  esta 
violación  haya  ejercido  una  influen- 
cia funesta  para  el  recurrente  en  el 
acto  del  juicio,  ya  con  respecto  á  la 
culpabilidad,  ya  á  la  pena; 

d)  Cuando  el  tribunal  haya  aprecia- 
do de  una  manera  inexacta  una  de  las 
respuestas  del  Jurado  sobre  un  punto 
que  deba  influir  en  la  sentencia; 

e)  Cuando  el  tribunal  no  haya  apli- 
cado la  ley  ó  haya  hecho  una  falsa 
aplicación  de  ella. 

Art.  414.  No  podrán  nunca  dar  lu- 
gar á  la  casación  la  toma  ó  no  en  con- 
sideración de  una  prueba,  así  como  la 
apreciación  de  los  demás  puntos  que 
influyan  en  la  decisión  de  culpabilidad 
ó  inculpabilidad. 

Art.  415.  lia  casación  anulará  tan 
sólo  la  sentencia  en  lo  que  respecta  al 
acusado,  por  ó  contra  el  cual  se  haya 
pedido,  ó  también  todo  ó  parte  del  pro- 
cedimiento. Este  último  caso  tendrá 
siempre  lugar  por  los  tres  primeros 
motivos  de  casación  enumerados  en  el 
artículo  413.  Por  el  contrario,  el  pri- 


mero tendrá  lugar  por  el  cuarto  y  quin- 
to motivo  de  casación  contenidos  en  el 
mismo  articulo. 

Art.  416.  El  fin  de  la  casación  será 
la  nulidad  del  vicio  que  la  haya  ocasio- 
nado, así  como  la  de  todas  las  conse- 
cuencias peligrosas  que  hayan  podido 
resultar.  Con  tal  motivo,  el  Tribunal  de 
Casación  deberá  calcular  y  expresar 
con  exactitud  en  cada  sentencia  que 
pronuncie,  hasta  qué  punto  quedarán 
anulados  la  sentencia  y  el  procedi- 
miento. 

Art.  417.  La  casación  propiamente 
dicha,  entrañará  siempre  la  sumisión 
del  asunto  á  un  tribunal  que  deberá  de- 
signarse en  la  sentencia  de  casación. 

Art.  418.  El  asunto  podrá  ser  remi- 
tido: 

a)  AI  tribunal  que  anteriormente 
haya  entendido  en  el  mismo; 

b)  A  otro  tribunal  militar  federal  ó 
cantonal; 

c)  A  los  ribunales  civiles  en  el  sen- 
tido del  art.  3.° 

Art.  419.  Cuando  la  casación  no  ten- 
ga lugar  por  causa  de  incompetencia, 
decidirá  el  Tribunal  de  Casación  si  los 
nuevos  debates  deberán  sor  ante  el  tri- 
bunal que  ya  ha  conocido  del  asunto  ó 
ante  otro  de  la  misma  categoría,  y  si 
podrán  formar  parte  de  él  los  mismos 
jueces  ó  cualquiera  de  ellos. 

Art.  420.  Si  el  delito  entrase  en  la 
competencia  de  los  tribunales  militares 
federales,  por  más  que  el  cuerpo  de  tro- 
pas al  que  pertenezca  el  acusado  no 
esté  ya  de  servicio  en  el  momento  de 
pronunciar  la  sentencia  de  casación, 
este  tribunal  podrá  remitir  el  asunto  á 
otro  tribunal  competente  por  analogía 
con  las  disposiciones  del  art.  209. 

Art.  421.  El  Tribunal  de  Casación  no 
decretará  el  envío  á  uno  de  los  tribuna- 
les designados  en  el  art,  418,  y  él  mis- 
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mo  reformará,  en  lugar  de  un  tribunal 
militar,  la  sentencia  en  la  cual  se  de- 
crete únicamente  la  nulidad  por  apli- 
cación falsa  de  la  ley  (art.  413,  letra  d). 

Art.  422.  La  sentencia  de  casación 
deberá  determinar  los  motivos  en  los 
cuales  se  funde. 

Art.  423.  El  Tribunal  de  Casación 
comunicará  la  sentencia  al  auditor  ge- 
neral para  que  éste  la  transmita  al  co- 
mandante en  jefe  y  al  juez  Presidente. 

Cuando  se  case  la  sentencia,  las  pie- 
zas del  proceso  serán  remitidas  al  au- 
ditor general,  á  fin  de  que  tome  las  me- 
didas necesarias  para  los  nuevos  deba- 
tes. Si  no  se  casare  la  sentencia,  las 
piezas  se  remitirán  al  juez  Prdsidente, 
quien  procederá  desde  luego  de  confor- 
midad con  el  art.  399. 

Art.  424.  Si  el  asunto  fuese  remitido 
á  un  tribunal  civil  (art.  418,  letra  e),  la 
sentencia  dictada  por  este  tribunal  po- 
drá ser  impugnada  con  los  fundamen- 
tos que  contenga  la  legislación  can- 
tonal. 

Art.  425.  Ambas  partes  podrán  re- 
currir en  casación  contra  la  sentencia 
del  nuevo  tribunal  militar,  de  igual 
manera  que  contra  la  primera  sen- 
tencia. 

CAPÍTULO  V 

Del  indulto  y  rehabilitación 

Art.  426.  Toda  condena  á  la  pena  de 
muerte,  reclusión,  prisión  ó  destierro, 
impuesta  por  un  tribunal  militar  fede- 
ral y  ejecutoria,  podrá  ser  conmutada 
ó  completamente  perdonada.  La  con- 
mutación tendrá  lugar,  ya  cambiando 
la  naturaleza  de  la  pena,  ya  abrevian- 
do la  duración  de  la  pena  privativa  de 
la  libertad. 

El  indulto  no  podrá  producir  efecto 


alguno  sobre  la  cuestión  de  intereses 
civiles. 

Art.  427.  El  comandante  en  jefe  ejer- 
cerá el  derecho  de  gracia  de  conformi- 
dad con  el  artículo  anterior.  No  podrá, 
sin  embargo,  decretar  el  indulto  hasta 
después  de  haber  deliberado  con  los 
tres  oficiales  de  mayor  graduación  des- 
pués de  él,  y  con  el  oficial  superior  del 
Cuerpo  jurídico  militar  presente  en  su 
cuartel  general,  y  cuando,  después  de 
esta  deliberación,  dos  de  los  cuatro  ofi- 
ciales hayan  votado  con  él  en  favor  del 
indulto. 

Cuando  se  trate  del  indulto  de  un  co- 
mandante en  jefe,  el  derecho  de  conce- 
derlo pertenecerá  exclusivamente  á  la 
Asamblea  federal. 

Art.  428.  Cuando  una  sentencia  haya 
sido  puesta  ya  en  ejecución  (art.  434), 
el  derecho  de  indulto  pertenecerá  á  la 
Asamblea  federal.  Esta,  sin  embargo, 
sólo  podrá  perdonar,  en  cuanto  á  las 
penas  privativas  de  libertad  (reclusión 
ó  prisión)  la  mitad  de  la  pena. 

Art.  429.  Todo  condenado  por  pri- 
mera vez  á  reclusión  que  haya  sufrido 
su  pena,  reducida  ó  no  por  el  indulto, 
podrá  ser  reintegrado  por  la  Asamblea 
federal  en  el  goce  de  sus  derechos  po- 
líticos 

Art.  430.  La  petición  de  indulto  no 
podrá  dirigirse  á  la  Asamblea  federal 
sinodespués  de  tres  años,  por  lo  me- 
nos, de  sufrir  la  pena  de  reclusión.  El 
recurrente  deberá  unir  á  su  petición  los 
certificados  procedentes  de  autorida- 
des competentes  que  justifiquen  su  bue- 
na conducta  desde  que  comenzó  á  cum- 
plir su  condena. 

Art.  431.  Toda  petición  de  rehabili 
tación  que  haya  sido  denegada  no  po- 
drá presentarse  hasta  después  de  ha- 
ber transcurrido  dos  años. 

Art.  432.    La  Asamblea  federal  po- 
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drá' también,  por  medio  de  un  decreto, 
reintegrar  en  sus  grados  á  un  oficial 
destituido  (art.  10). 

Art.  433.  El  indulto  ó  reabilitación 
de  los  individuos  condenados  por  los 
tribunales  militares  cantonales  emana- 
rá de  los  cantones. 

CAPÍTULO  VI 

De  la  ejecución  de  las  penas 

Art.  434.  Toda  sentencia  deberá  ir 
acompañada  de  la  orden  de  ejecución 
por  parte  del  comandante  en  jefe  (ar- 
tículo 274),  luego  que  haya  adquirido 
autoridad  de  cosa  juzgada,  y  no  se  ha- 
ya concedido  el  indulto. 

Sin  embargo,  antes  que  el  comandan- 
te en  jefe  pueda  dictar  la  orden  de  eje- 
cución de  una  sentencia  de  muerte,  de- 
berá reunir  á  los  tres  oficiales  que  le 
sigan  en  categoría  y  al  oficial  superior 
del  Cuerpo  jurídico  militar  que  se  ha- 
llen en  el  cuartel  general;  y  sólo  podrá 
dictarse  la  orden  de  ejecución  cuando 
dos  de  los  cuatro  oficiales  hayan  vota- 
do con  el  comandante  en  jefe  dicha 
ejecución. 

Si  tres  de  los  cuatro  oficiales  reuni- 
dos no  votasen  la  orden  de  ejecución, 
la  pena  capital  será  conmutada  por  la 
de  reclusión  perpetua. 

Art.  435.  Toda  sentencia  de  un  tri- 
bunal militar  ordinario  podrá,  por  ex- 
cepción, ser  ejecutada  inmediatamente 
después  de  haber  sido  dada,  sin  consi- 
deración á  los  recursos  de  casación  ó 
al  de  indulto,  si  el  comandante  en  jefe 
(ó  el  comandante  de  un  cuerpo  inco- 
municado), los  tres  oficiales  que  le  si- 
gan en  categoría  y  el  oficial  superior 
del  Cuerpo  jurídico  militar  de  su  cuar- 
tel general,  declarasen  unánimemente 
y  bajo  juramento  militar,  estando  re- 


unidos en  consejo  de  guerra,  que  el 
servicio  de  la  patria  exige  imperiosa- 
mente la  ejecución  de  la  sentencia  sin 
remisión  alguna.  Esta  declaración  de- 
berá unirse  á  la  sentencia  y  firmar- 
se por  todas  las  personas  arriba  indi- 
cadas. 

Art.  436.  Cuando  el  juez  Presidente 
haya  recibido  la  sentencia  acompaña- 
da de  la  orden  de  ejecución,  la  enviará 
al  comandante  que  haya  hecho  las  fun- 
ciones de  oficial  de  policía  judicial  del 
cuerpo  al  cual  pertenezca  el  acusado 
(articulo  212),  le  entregará  el  condena- 
do para  que  haga  publicar  la  condena 
de  la  manera  indicada  á  continuación 
y  la  ponga  en  ejecución. 

El  comandante  general  podrá,  sin 
embargo,  y  por  motivos  importantes, 
prescribir  otra  forma  cualquiera  para 
la  publicación  de  lá  sentencia  y  ha- 
cerla ejecutar  en  otro  lugar  distinto  de 
aquel  en  que  se  encuentre  la  tropa  de 
la  cual  forma  parte  el  condenado.  Dic- 
tará las  órdenes  oportunas  y  las  comu- 
nicará al  juez  Presidente.  Tendrá  el 
mismo  derecho  el  comandante  de  un 
cuerpo  incomunicado. 

Art.  437.  El  comandante  del  cuerpo 
deberá  hacer  publicar  y  ejecutar  la 
sentencia  en  el  término  de  veinticuatro 
horas. 

En  caso  de  circunstancias  extraor- 
dinarias, la  publicación  y  ejecución 
tendrán  lugar  inmediatamente. 

Art.  438.  La  publicación  de  las  sen- 
tencias que  impongan  la  pena  de  muer- 
te tendrá  lugar  de  la  siguiente  ma- 
nera: 

Todo  el  cuerpo  del  cual  forme  parte 
el  condenado  irá  con  las  armas  al  sitio 
de  la  ejecución  y  formará  cuadro  ce- 
rrado ó  abierto  por  uno  de  los  flancos. 
Si  el  cuerpo  no  contase  con  200  hom- 
bres, se  completará  este  número  to- 
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mando,  con  tal  objeto,  de  uno  ó  varios 
de  los  cuerpos  más  próximos,  los  hom- 
bres necesarios. 

Se  colocará  en  el  cuadro  una  mesa  y 
seis  sillas.  El  comandante  ocupará  el 
sitio  preferente  de  la  mesa,  teniendo  á 
su  izquierda  á  su  ayudante  mayor;  los 
tres  oficiales  de  mayor  graduación  del 
cuerpo  (á  excepción  del  que  mande  la 
fuerza'  y  el  capitán  de  la  compañía  á 
que  pertenezca  el  reo,  se  sentarán  en 
ambos  lados.  La  bandera  se  pondrá  so- 
bre la  mesa  con  la  lanza  hacia  fuera;  el 
comandante  sacará  su  espada  y  la  pon- 
drá sobre  la  bandera  en  forma  de  cruz. 

Por  orden  del  comandante,  el  reo,  sin 
ligaduras,  será  conducido  por  la  guar- 
dia ante  la  mesa,  bajo  la  vigilancia  del 
preboste  y  acompañado  de  un  sacerdo- 
te de  su  religión.  Cuando  entre  el  reo, 
la  tropa  terciará  las  armas  y  los  tam- 
bores batirán  marcha. 

El  comandante  ordenará  entonces  al 
ayudante  mayor  la  lectura  de  la  sen- 
tencia y  la  orden  de  ejecución;  la  tropa 
presentará  armas  durante  esta  lectura, 
que  tendrá  lugar  de  pie  y  en  alta  voz; 
seguirá  á  la  lectura  un  nuevo  pregón  ó 
bando;  la  tropa  volverá  á  terciar  las 
armas,  la  bandera  se  llevará  á  la  li- 
nea, el  comandante  se  pondrá  á  la  ca- 
beza de  la  fuerza,  los  cuatro  oficiales 
ocuparán  sus  puestos  en  la  línea  y  la 
sentencia  será  ejecutada  inmediata- 
mente. 

Art.  439.  Cuando  la  pena  de  muerte 
deba  ser  ejecutada  por  decapitación,  el 
ayudante  mayor  hará  que  el  piquete 
conduzca  al  reo  fuera  del  cuadro  ó 
hasta  la  extremidad  del  frente;  llamará 
al  ejecutor  y  le  entregará  el  reo.  La 
ejecución  tendrá  lugar  por  guillotina 
(cuchilla).  El  capitán  de  la  compañía 
del  reo,  ó  si  éste  no  formase  parte  de 
ninguna  compañía,  el  capitán  más  an- 


tiguo del  cuerpo,  asistirá  á  la  ejecución 
en  calidad  de  comisario.  Informará  in- 
mediatamente por  escrito  al  coman- 
dante; este  informe,  transmitido  por  él 
al  comandante  en  jefe,  se  remitirá  por 
conducto  de  éste  al  Consejo  federal. 

Protegerá  la  ejecución  un  destaca- 
mento suficiente. 

Si  la  decapitación  entrañase  grandes 
dificultades,  la  ejecución  tendrá  lugar 
por  medio  de  las  armas. 

La  pena  de  muerte  por  medio  de  las 
armas  será  ejecutada  de  la  siguiente 
manera: 

Si  el  batallón  ó  cuerpo  no  estuviese 
ya  reunido  en  el  sitio  de  la  ejecución  al 
tiempo  de  la  notificación  de  la  senten- 
cia, irá  inmediatamente  después  que  el 
reo  haya  llegado  custodiado  por  una 
escolta,  mandada  por  un  oficial  y  com- 
puesta de  24  hombres  y  los  sargentos  y 
cabos  necesarios:  esta  escolta  se  divi- 
dirá en  dos  secciones.  El  reo  marchará 
entre  ambas,  llevando  á  su  lado  un 
sacerdote,  delante  de  él  el  preboste  del 
cuerpo  y  detrás  otros  dos  prebostes  ó 
agentes  de  policía.  La  tropa  formará  en 
el  sitio  de  la  ejecución  en  orden  de  ba- 
talla ó  en  cuadro,  dejando  abierto  uno 
de  ios  lados  de  éste. 

El  reo  será  conducido  á  cuarenta  pa- 
sos ante  el  frente  ó  ante  el  lado  abierto 
del  cuadro;  se  le  hará  poner  de  rodillas. 
Le  vendará  los  ojos  el  preboste;  si  el 
reo  hiciese  resistencia,  se  le  atará  á,  un 
madero  clavado  en  el  suelo. 

Durante  este  tiempo,  el  ayudante  ma- 
yor hará  avanzar,  en  dos  filas,  á  12 
hombres  con  las  armadas  cargadas, 
pero  sin  bayoneta.  La  primera  fila,  con 
el  fusil  montado,  se  aproximará  á  seis 
pasos  de  distancia  del  reo;  la  segunda 
fila  quedará,  en  la  misma  posición,  dos 
pasos  más  atrás.  El  ayudante  mayor  se 
colocará  delante  de  la  primera  fila  ser 
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bre  la  derecha,  de  modo  que  puedan 
verle  los  seis  hombres.  Cuando  haya 
hecho  la  señal  para  que  se  retire  el 
sacerdote,  los  seis  hombres  de  la  pri- 
mera fila  apuntarán  sin  que  se  les 
mande,  los  dos  del  medio  á  la  frente  y 
los  demás  á  ambos  lados  del  pecho,  y 
cuando  el  ayudante  mayor  mande  fue- 
go, harán  en  seguida  la  descarga.  Si  el 
reo  diese  todavía  cualquier  señal  de 
vida,  se  hará  avanzar  los  seis  hombres 
de  la  segunda  fila,  que  dos  á  dos  le  ti- 
rarán á  la  cabeza,  hasta  que  aquél  que- 
de muerto.  Desde  el  momento  en  que  el 
condenado  sea  conducido  fuera  de  su 
escolta,  todos  los  tambores  batirán  un 
redoble. 

Una  guardia,  mandada  por  un  sar- 
gento, quedará  junto  al  cadáver,  que 
se  cubrirá  con  ramas  de  árbol  ó  con  un 
paño,  hasta  que  sea  levantado. 

Podrá  entregarse  el  cadáver  á  sus 
parientes,  si  lo  reclamasen,  pero  su 
inhumación  se  hará  sin  pompa  alguna. 

Si  en  el  momento  de  la  ejecución  de 
un  reo  no  se  hallase  ya  ninguna  tropa 
en  el  servicio,  el  cuerpo  al  que  perte- 
nezca el  reo  será,  en  todo  ó  en  parte, 
llamado  al  servicio  para  la  ejecución. 

Art.  440.  Cuando  la  sentencia  no 
imponga  la  pena  de  muerte  y  exista 
recurso  de  casación  ó  de  indulto,  la  de- 
cisión del  Tribunal  de  Casación  ó  la 
del  comandante  en  jefe  sobre  el  indul- 
to serán  notificadas  por  el  funcionario 
de  policía  judicial,  ó  si  no  estuviese  ya 
en  servicio,  por  el  juez  Presidente,  ó 
bien  por  uno  de  los  oficiales  ó  funcio- 
narios designados  por  este  último. 

Art.  441.  Toda  sentencia  condena- 
toria dictada  por  un  tribunal  militar 
federal  deberá,  por  las  órdenes  del  co- 
mandante de  brigada,  de  ser,  en  la  ape- 
lación principal,  puesta  en  conocimien- 
to de  todos  los  cuerpos  de  la  brigada  á 


la  cual  pertenezca  el  cuerpo  de  que 
forme  parte  «1  condenado.  Queda  á  sal- 
vo la  disposición  del  art.  442. 

Art.  442.  La  declaración  de  un  ofi- 
cial, sargento  ó  cabo,  se  comunicará 
únicamente  á  la  tropa  de  la  cual  for- 
me parte  el  militar  degradado;  esta  co- 
municación tendrá  lugar  en  el  momen- 
to de  la  apelación  principal.  El  coman- 
dante cuidará  de  que  el  condenado  de- 
ponga las  insignias  del  grado  de  que 
haya  estado  revestido,  pero  sin  darle 
publicidad  (art.  441). 

Todo  oficial  degradado  será  despedi- 
do del  ejército,  ó  sometido,  como  cual- 
quier militar  inferior,  á  sufrir  la  pena  á 
que  haya  podido  ser  condenado,  ade- 
más de  la  degradación. 

Art.  443.  Para  la  ejecución  de  la 
pena  de  reclusión  y  prisión,  será  con- 
ducido el  condenado,  después  de  la  pu- 
blicación de  la  sentencia,  al  lugar  en 
donde  deba  sufrir  la  pena. 

Un  reglamento  dispondrá  que  las  pe- 
nas privativas  de  libertad  sean  aplica- 
das, en  lo  posible,  de  igual  manera  en 
los  diversos  cantones. 

Art.  444.  Serán  de  cuenta  de  la  Con- 
federación ios  gastos  ocasionados  en 
la  ejecución  de  una  sentencia  dictada 
por  un  tribunal  militar  federal. 

Si  el  cantón  en  cuyo  contingente  es- 
tuviere el  condenado,  ó  si  no  pertene- 
ciese á  ningún  contingente,  en  el  terri- 
torio donde  tuviere  su  último  domici- 
lio, poseyese  establecimientos  penales 
convenientes,  este  cantón  estará  obli- 
gado, mediante  una  indemnización  de 
un  franco  por  día,  suministrada  por  la 
Caja  federal,  á  admitir  al  condenado 
en  el  establecimiento  que  la  sentencia 
designe.  Los  condenados  pertenecien- 
tes á  un  cantón  que  no  posea  estable- 
cimiento penal  suficiente  serán  coloca- 
dos en  otro  de  los  cantones,  previo  con- 
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venío  con  el  Consejo  federal.  Si  este 
convenio  no  pudiera  tener  lugar,  serán 
repartidos,  según  la  escala  militar  fe- 
deral, en  los  establecimientos  de  los 
cantones  que  sean  suficientes  y  en  los 
cuales  serán  admitidos  estos  condena- 
dos  mediante  una  equitativa  indemni- 
zación, que  suministrará  la  Caja  fede- 
ral (art.  284). 

Art.  445.  Cuando  una  sentencia,  eje- 
cutada antes  que  se  haya  decidido  so- 
bre el  recurso  de  casación,  sea  casa- 
da, la  ejecución,  si  todavía  durase  en 
este  momento,  será  suspendida. 

Art.  446.  Si  una  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  dictada  en 
virtud  de  nuevos  debates,  fuese  más  fa- 
vorable, al  individuo  anteriormente  con- 
denado, deberán  hacerse  desaparecer, 
en  lo  que  sea  posible,  las  consecuen- 
cias de  la  pena  excesiva  sufrida. 

Art.  447.  Si  esta  sentencia  fuese  com- 
pletamente absolutoria,  deberá  remitir- 
se el  original  al  acusado. 

Esta  sentencia  deberá  declarar  ex- 
presamente que  el  condenado  ha  sufri- 
do la  pena  sin  ser  culpable,  que  no  de- 
berá perjudicar  en  nada  á  su  honor  y 
que  será  defendido  de  quien  quiera  que 
sea,  so  pena  de  ser  castigado  como  cul- 
pable de  atentados  graves  contra  el 
honor,  si  se  le  reprochase  su  condena 
ó  la  pena  que  haya  sufrido.  Esta  se 
hará  pública,  no  sólo  á  todos  los  cuer- 
pos del  ejército  federal,  sino  también 
en  el  lugar  de  origen  y  domicilio  del 
militar  absuelto.  Este  será  indemniza- 
do por  la  pena  que  haya  sufrido  ino- 
centemente. 

Art.  448.  Cuando  el  militar  absuelto 
haya  sufrido  la  pena  de  degradación 
será  revestido,  en  presencia  de  la  guar- 
dia formada  por  el  comandante  de  ésta, 
de  las  insignias  de  su  grado  y  presen- 
tado á  la  tropa  como  militar  exento  de 


toda  tacha;  volverá  á  ocupar  en  segui- 
da su  categoría  en  el  cuerpo  á  que  per- 
tenecía. 

Art.  449.  Si  la  última  sentencia  no 
hiciese  más  que  disminuir  la  pena,  no 
habrá  lugar  á  decretar  la  indemniza- 
ción por  la  pena  más  rigurosa  que 
haya  sufrido,  la  cual,  sin  embargo,  no 
podrá  de  ningún  modo  perjudicar  al 
condenado. 

La  publicación  prescrita  en  el  ar- 
tículo 447,  no  tendrá  lugar  sino  cuando 
la  primer  sentencia  haya  decretado  la 
pena  de  muerte  ó  la  de  reclusión,  y  la 
última  imponga  solamente  la  prisión  ó 
una  pena  menor  todavía. 

Así  lo  ha  decretado  la  Cámara  de  los 
Estados  suizos. 

Berna,  27  de  Agosto  de  1851. 

A  nombre  de  la  Cámara  de  los  Esta- 
dos suizos, 

El  Presidente. 

é 

P.  MlGY. 

El  Secretario, 

N.  Von  Moos. 

Así  lo  ha  decretado  la  Cámara  na- 
cional suiza. 

Berna,  27  de  Agosto  de  1851. 

A  nombre  de  la  Cámara  nacional 
suiza, 

El  Presidente, 

Staempfli. 

El  Secretario, 
SCHIESS. 

El  Consejo  federal  suizo, 


DECRETA 

Artículo  1.°  El  presente  Código  pe- 
nal militar  entrará  inmediatamente  en 
vigor. 
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Art.  2.°  Se  comunicará  á  todos  los 
Gobiernos  cantonales  para  que  proce- 
dan á  su  publicación  en  la  forma  acos- 
tumbrada y  se  insertará  en  el  perió- 
dico oficial  de  la  Confederación. 

Berna,  23  de  Diciembre  de  1851. 


A  nombre  del  Consejo  federal, 

Kl  Presidente  de  la  Confederación, 
J.  MüNZINGER. 

El  Canciller  de  la  Confederación, 
SCHIESS. 


Tomo  VIII. —Instituciones  jurídicas. 
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PARTE  SEGUNDA 


PRINCIPALES  constituciones,  leyes  y  códigos 

CANTONALES 


SECCIÓN  PRIMERA 


PRINCIPALES  CONSTITUCIONES  REGIONALES 


CONSTITUCIÓN  DEL  CANTÓN  DE  BERNA 

Garantía  de  la  Constitución  del  cantón 
de  Berna,  del  31  de  Julio  de  1846 

E.  Berna.— Por  21  votos  de  los  Es- 
tados ha  recibido  la  garantía  federal 
en  27  de  Julio  de  1847  la  Constitución 
del  cantón  de  Berna,  tal  como  ha  sido 
promulgada  el  4  de  Agosto  de  1846, 
después  de  haber  sido  adoptada  por  el 
pueblo. 

EL  PUEBLO  BERNÉS 

Visto  el  proyecto  elaborado  por  la 
Asamblea  constituyente  convocada  es- 
pecialmente con  este  objeto; 

En  virtud  de  su  soberanía,  decreta  la 
Constitución  siguiente  para  el  cantón 
de  Berna: 


TITULO  PRIMERO 

SOBERANÍA,  DERECHO  DE  VOTAR,  ELEGIBI- 
LIDAD, ASAMBLEAS  POLÍTICAS  Y  ASAM- 
BLEAS ELECTORALES. 

Artículo  1.°  El  pueblo  bernés  forma 
en  su  indivisibilidad  territorial  actual, 
una  república  democrática  y  uno  de  los 
Estados  de  la  Confederación  suiza. 

Art.  2.°  La  soberanía  reside  en  el 
pueblo,  y  deberá  ejercerse  en  los  lími- 
tes fijados  por  la  Constitución: 

1.°  Directamente  por  los  ciudadanos 
activos  en  las  asambleas  políticas  y  en 
las  reuniones  electorales  (artículos  5.°, 
8.°,  47,  58  y  59); 

2.°  Indirectamente,  por  las  autori- 
dades establecidas  por  la  Constitución. 

Art.  3.°  El  derecho  de  votar  corres- 
ponde: 

a)  A  todos  los  ciudadanos  berneses 
que: 

1.°    Tengan  veinte  años  cumplidos; 

2.°  Estén  en  pI  goce  de  los  derechos 
civiles  y  políticos,  con  arreglo  á  las 
|  disposiciones  de  la  ley; 
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3.°  Se  hallen  domiciliados  en  el  te- 
rritorio del  cantón; 

b)  A  todos  los  ciudadanos  suizos 
que  posean  las  cualidades  enuncia- 
das anteriormente,  procedentes  de  un 
cantón  que  tenga  establecida  la  reci- 
procidad con  los  ciudadanos  berne- 
ses. 

Art.  4.°  Están  excluidos  del  derecho 
de  votar: 

1.°  Los  que  no  posean  las  cualidades 
exigidas  por  el  art.  3.°; 

2.°  Los  que  padezcan  enfermedades 
mentales; 

3.*  Los  mendigos,  con  arreglo  á  las 
condiciones  marcadas  taxativamente 
por  la  ley; 

4.°  Aquellos  áquienesesté prohibido 
frecuentar  las  tabernas; 

5.°  Los  que  ejerzan  derechos  políti- 
cos en  otro  cantón  ó  en  un  Estado  ex- 
tranjero. 

Art.  5.°  Los  ciudadanos  activos  do- 
miciliados en  una  parroquia,  forman 
una  asamblea  política. 

Las  parroquias  de  más  de  dos.mil  al- 
mas de  población,  podrán  ser  divididas 
por  la  ley  en  dos  ó  más  asambleas  po- 
líticas. ' 

Art.  6.°  Las  asambleas  políticas  se 
reunirán  para  votar: 

1.°  Las  reformas  de  la  Constitución 
del  Estado  (Revisión,  tít.  V); 

2  °  Las  reformas  de  la  Constitución 
federal; 

3.°  La  renovación  total  extraordina- 
ria del  Gran  Consejo,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 22; 

4.°  Los  asuntos  que  las  leyes  some- 
tan á  su  decisión. 

En  estas  votaciones,  decidirá  la  mayo- 
ría de  los  ciudadanos  que  voten  en  todo 
el  cantón. 

Art.  7.°  Para  las  elecciones  del  Gran 
Consejo  se    dividirá  el   territorio    del 


cantón  en  círculos  electorales,  lo  más 
iguales  que  sea  posible. 
.  Art.  8.°    Los  ciudadanos  activos  do- 
miciliados en  un  círculo  electoral,  for- 
marán una  asamblea  electoral. 

Art.  9.°  Las  asambleas  electorales 
elegirán  en  votación  secreta  para  el 
Gran  Consejo  un  diputado  por  cada 
2.000  habitantes  de  la  población  de  un 
círculo.  La  fracción  que  exceda  de  1.000 
almas,  dará  derecho  á  la  elección  de  un 
diputado. 

Un  empadronamiento,  que  se  verifi- 
cará cada  diez  años,  servirá  de  base  á 
estas  operaciones. 

Art.  10.  Es  elegible  para  el  Gran 
Consejo  todo  ciudadano  activo  del  can- 
tón que  tenga  veinticinco  años  cum- 
plidos. 

TÍTULO  SEGUNDO 

AUTORIDADES     DEL     ESTADO 

Principios  generales 

Art.  11.  Los  Poderes  administrativo 
y  judicial  estarán  separados  en  todos 
los  grados  de  la  administración  del  Es- 
tado. 

Art.  12.  No  podrán  reunirse  en  la 
misma  persona: 

1.°  Un  cargo  del  Poder  administra- 
tivo y  otro  del  judicial; 

2.°  Dos  cargos  del  orden  adminis- 
trativo ó  del  judicial,  uno  de  los  cuales 
esté  subordinado  ó  sea  superior  al 
otro. 

La  ley  determinará  los  demás  casos 
en  que  es  inadmisible  la  reunión  de  va- 
rios cargos  en  una  misma  persona. 

Art.  13.  No  podrán  ocupar  á  la  vez 
puestos  en  una  corporación  ó  autoridad 
cualquiera  del  Estado,  á  excepción  del 
Gran  Consejo: 
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1.°  Los  ascendientes  y  descendien- 
tes en  linea  recta; 

2.°     El  suegro  y  el  yerno; 

3.°  Los  hermanos  germanos  ni  los 
consanguíneos  ó  uterinos; 

4.°    Los  cuñados; 

5.°  El  tío  y  el  sobrino  consanguí- 
neos, t 

Los  parientes  en  los  grados  antes  in- 
dicados no  podrán  tampoco  ocupar  si- 
multáneamente dos  cargos  del  Poder 
administrativo  ó  judicial,  uno  de  los 
cuales  sea  superior  ó  subordinado  al 
otro  (art.  12,  núm.  2.°). 

La  disolución  del  matrimonio  no  evi- 
tará la  exclusión  por  causa  de  afinidad. 

Art.  14.  Todo  ciudadano  activo  que 
haya  cumplido  veinticinco  años  será 
elegible  para  los  cargos  del  Poder  ad- 
ministrativo y  judicial  designados  por 
la  Constitución.  Quedan  á  salvo  las 
disposiciones  especiales  de  los  artícu- 
los 34  y  60. 

Art.  15.  Ningún  empleo  podrá  con- 
ferirse vitaliciamente,  á  excepción  de 
los  cargos  eclesiásticos  y  los  de  la  ins- 
trucción pública. 

Art.  16.  Ningún  miembro  del  Gran 
Consejo,  funcionario  ó  empleado  del 
Estado  podrá  aceptar  de  otro  Estado 
pensión,  título  ni  presente  de  ninguna 
clase. 

Art.  17.  Toda  autoridad,  funcionario 
ó  empleado  será  responsable  de  los  ac- 
tos que  ejecute  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Las  reclamaciones  civiles  que  se  de- 
riven de  esta  responsabilidad  podrán 
ser  perseguidas  directamente  contra  el 
Estado  ante  los  tribunales.  Sin  embar- 
go, el  tribunal  no  deberá  declararse 
competente  para  el  procedimiento  con- 
tra el  Estado  hasta  que  el  demandante 
haya  justificado  que  hace  treinta  ó  más 
días  que  ha  dirigido  en  vano  sus  recla- 


•  maciones  á  la  autoridad  ejecutiva  su- 
perior. El  Estado  se  reserva  el  derecho 
de  repetir  contra  el  que  haya  incurrido 
en  falta. 

La  aplicación  ulterior  de  estos  prin- 
cipios corresponde  á  la  ley. 

Art.  18.  Ningún  funcionario  ó  em- 
pleado podrá  ser  destituido  sino  en  vir- 
tud de  una  decisión  judicial. 

La  autoridad  bajo  cuya  vigilancia  se 
halle  el  funcionario  ó  el  empleado,  tie- 
ne derecho  á  decretar  su  suspensión 
previa  y  á  proponer  su  destitución. 

La  ley  determinará  la  aplicación  ul- 
terior de  estos  principios. 

A.—  Gran  Consejo 

Art.  19.  El  Gran  Consejo  se  com- 
pondrá de  miembros  elegidos  por  las 
asambleas  electorales. 

Art.  20.  Serán  incompatibles  con  el 
cargo  de  miembro  del  Gran  Consejo 
todas  las  funciones  eclesiásticas  y  civi- 
les asalariadas  por  el  Estado,  ó  que 
sean  de  nombramiento  del  mismo,  así 
como  con  todo  servicio  en  un  Estado 
extranjero. 

La  incompatibilidad  no  se  extenderá 
á  los  sustitutos  de  los  funcionarios  ci- 
viles. 

Art.  21.  Por  regla  general,  se  reno- 
vará totalmente  el  Gran  Consejo  cada 
cuatro  años.  El  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones comenzará  en  1.°  de  Junio  y 
terminará  en  31  de  Mayo  del  cuarto 
año  siguiente. 

Las  elecciones  para  la  renovación 
deberán  verificarse  al  terminar  las  fun- 
ciones de  cada  legislatura. 

La  primera  legislatura  cesará  el  31 
de  Mayo  de  1850. 

Art.  22.  La  renovación  total  extra- 
ordinaria del  Gran  Consejo  deberá  te- 
ner lugar  cuando  así  se  pida  por  la 
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mayoría  de  los  ciudadanos  con  voto 
en  las  asambleas  políticas  (art.  6.°, 
número  3.°). 

Deberá  procederse  á  una  votación 
sobre  este  punto  cuando  lo  pidan,  en  la 
forma  que  la  ley  determina,  8.000  ciu- 
dadanos activos. 

Art.  23.  Los  puestos  que  vacaren  en 
el  Gran  Consejo  durante  una  legislatu- 
ra, se  proveerán  inmediatamente  por 
las  asambleas  electorales  á  que  corres- 
pondan las  vacantes. 

Art.  24.  Los  miembros  del  Gran 
Consejo  representan  á  todo  el  pueblo, 
y  no  sólo  á  los  círculos  ó  distritos  que 
los  hayan  elegido.  No  deberán  recibir 
en  manera  alguna  mandato  imperativo. 

Art.  25.  Por  asistir  á  las  sesiones  y 
por  los  gastos  de  viajes,  percibirán  di- 
chos miembros  una  indemnización  que 
determinará  la  ley. 

Art.  26.  El  Gran  Consejo  elegirá  de 
su  seno  cada  año  su  Presidente,  que 
no  será  reelegiblepara  el  año  siguiente. 

El  Presidente  del  Gran  Consejo  ten- 
drá derecho  á  enterarse  en  todo  tiem- 
po de  los  actos  del  Poder  ó  Consejo 
ejecutivo. 

Por  las  funciones  de  su  cargo  recibi- 
rá una  indemnización,  que  también  de- 
terminará la  ley. 

Art.  27.  Como  autoridad  suprema 
del  Estado,  tendrá  el  Gran  Consejo  las 
siguientes  atribuciones: 


I 


a)  La  redacción,  interpretación,  mo- 
dificación y  derogación  de  las  leyes  y 
de  las  ordenanzas  generales  de  carác- 
ter permanente; 

b)  La  redacción  de  la  organización 
militar  del  cantón  y  de  las  leyes  sobre 
la  organización  y  el  procedimiento  de 
los  tribunales  militares; 


c)  El  reparto  de  las  contribuciones 
y  de  los  impuestos; 

d)  La  formación  de  todas  las  tari- 
fas, particularmente  las  de  Correos,  y 
demás  emolumentos; 

e)  La  fijación  del  tamaño,  del  título 
y  de  la  ley  de  las  monedas  del  país,  de 
su  relación  con  jas  extranjeras,  así 
como  de  todas  las  disposiciones  con- 
cernientes á  la  prohibición  de  las  mo- 
nedas (1); 

f)  La  creación  de  todo  cargo  públi- 
co, y  la  determinación  del  sueldo  que 
han  de  disfrutar  los  empleados; 

g)  El  derecho  de  amnistía  y  de  in- 
dulto en  todas  las  causas  criminales, 
sin  excepción,  y  en  todos  los  castigos 
correccionales  y  de  policía,  cuando  el 
perdón  ó  la  conmutación  exceda  en  la 
cuarta  parte  á  la  pena; 

h)  El  derecho  de  conceder  la  natu- 
ralización; 

i)  Las  instrucciones  para  los  dipu- 
tados de  la  Dieta  federal,  y  la  emisión 
del  voto  del  Estado  para  las  declara- 
ciones de  guerra  y  los  tratados  de  paz; 

k)  La  conclusión  y  la  ratificación  de 
todos  los  tratados  del  Estado,  hasta 
donde  la  Constitución  federal  autorice 
para  ello  á  los  cantones. 


II 


La  alta  vigilancia  sobre  toda  la  ad- 
ministración del  Estado.  En  el  dominio 
de  esta  inspección  superior  están  in- 
cluidos: 

a)  El  derecho  de  conocer  de  todos 
los  actos  del  Consejo  ejecutivo,  de  exi- 
gir una  relación  ó  memoria  sobre  todos 


(1)  Este  precepto  no  debe  regir,  por  hallarse 
en  oposición  con  lo  prescrito  en  el  art.  38  de  la 
Constitución  nacional  6  federal  vigente,  y  tam- 
bién lo  estaba  con  el  art.  36  de  la  de  1848. 
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los  asuntos  de  su  administración  y  pe- 
dirle cuentas  de  su  gestión; 

b)  El  examen  y  la  aprobación  de  las 
cuentas  anuales  del  Estado  y  de  su  ad- 
ministración; 

c)  La  fijación  del  presupuesto  anual 
de  ingresos  y  gastos  aproximados  del 
Estado; 

d)  La  decisión  sobre  las  elecciones 
impugnadas  ó  viciadas  en  su  forma, 
que  emanen,  ora  de  las  asambleas  elec- 
torales, ora  del  Consejo  ejecutivo  ó  del 
Tribunal  Supremo; 

e)  La  decisión  de  las  cuestiones  en- 
tre las  autoridades  administrativas  ó 
judiciales  superiores. 


111 


a)  La  decisión  de  todos  los  asuntos 
que  ocasionen  un  gasto  de  más  de  5.000 
francos,  si  no  ha  sido  ya  antes  votado 
de  una  manera  general; 

b)  La  decisión  que  tienda  á  dismi- 
nuir los  bienes  del  Estado.  Para  la  va- 
lidez de  una  decisión  de  esta  naturaleza 
se  necesita  la  adhesión  de  la  mayoría 
de  todos  los  miembros  del  Gran  Conse- 
jo; en  semejante  caso,  serán  convoca- 
dos dichos  miembros  bajo  juramento; 

c)  Los  empréstitos  del  Estado  que 
no  se  descuenten  en  el  mismo  año  co- 
mo simples  anticipos; 

d)  La  situación  de  fondos  fuera  del 
cantón,  siempre  que  excedan  déla  su- 
ma de  10.000  francos  suizos,  y  todos  los 
préstamos  á  interés  que  exceda  del  4 
por  100; 

é)  La  ratificación  de  todos  los  con- 
tratos por  los  cuales  el  Estado  adquie- 
ra ó  enajene  una  propiedad  inmueble 
cuando,  en  el  primer  caso,  el  precio  de 
la  compra,  y  en  el  segundo  el  del  obje- 
to vendido,  excedan  de  5.000  francos 
suizos; 


f)  La  ratiñcación  de  todos,  los  con- 
tratos para  la  expendición  de  sal  y  de 
los  concernientes  al  servicio  de  co- 
rreos; 

g)  El  abono  de  todas  las  gratifica- 
ciones que  no  se  hallen  previstas  por 
la  ley. 


IV 


a)  Todas  las  elecciones  que  le  atri- 
buyan la  Constitución  ó  las  leyes; 

6)  El  nombramiento  de  los  emplea- 
dos á  quienes  pertenezca  el  ejercicio  de 
una  parte  del  poder  público  sobre  todo 
el  territorio  del  cantón; 

c)  El  nombramiento  definitivo  de) 
comandante  de  un  cuerpo  de  ejército, 
asi  como  el  de  todos  los  oficiales  de 
un  grado  superior  al  de  capitán; 

d)  El  nombramiento  de  los  diputa- 
dos para  la  Dieta  federal  (hoy  Cámara 
de  los  Estados). 

El  Gran  Consejo  hará,  por  votación 
secreta,  las  elecciones  que  le  competen 
según  la  Constitución. 

Art.  28.  El  Gran  Consejo  no  puede 
delegar  en  ninguna  otra  autoridad  las 
funciones  que  le  estén  especialmente 
encomendadas  por  la  Constitución. 

Art.  29.  Para  las  deliberaciones  y 
las  decisiones  del  Gran  Consejo  es  ne- 
cesaria, por  lo  menos,  la  presencia  de 
ochenta  miembros. 

Art.  30.  Todo  proyecto  de  ley,  antes 
de  su  discusión  definitiva,  deberá  po- 
nerse en  tiempo  en  conocimiento  del 
pueblo.  La  ley  determinará  la  forma  de 
esta-  publicación. 

Todo  proyecto  de  una  ley  permanen- 
te será  además  sometido  á  dos  debates 
ante  el  Gran  Consejo,  y  esto  de  tal  suer- 
te, que  haya  un  intervalo  de  tres  meses 
por  lo  menos  entre  el  primero  y  el  se* 
gundo. 
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Art.  31.  Todo  miembro  del  Gran 
Consejo  tendrá  derecho  á  exigir  por  es- 
crito que  se  delibere  sobre  un  asunto 
determinado. 

Tendrá  además  derecho  á  pedir,  en 
el  seno  del  Gran  Consejo,  explicacio- 
nes ó  datos  sobre  cualquier  asunto  re- 
lativo á  la  administración  del  Estado. 

Ningún  miembro  podrá  ser  objeto  de 
procedimientos  judiciales  por  sus  dis- 
cursos en  la  Asamblea  del  Gran  Con- 
sejo, y  sólo  será  responsable  ante  este 
cuerpo  político. 

Ningún  miembro  podrá,  durante  las 
sesiones,  ser  detenido  ó  sometido  á  un 
procedimiento  criminal— salvo  el  caso 
de  flagrante  delito— sino  con  la  autori- 
zación del  Gran  Consejo, 

Art.  32.  Las  sesiones  del  Gran  Con- 
sejo serán  públicas.  Podrán,  sin  em- 
bargo, y  por  excepción,  ser  secretas,  si 
así  lo  acuerda  previamente  la  Asam- 
blea, cuando  el  bien  del  Estado  exija 
el  secreto  momentáneo  de  una  discu- 
sión. 

Las  deliberaciones  del  Gran  Consejo, 
el  presupuesto  de  ingresos  y  gastos,  el 
estado  de  la  Hacienda,  asi  como  las 
cuestiones  del  Estado,  serán  comuni- 
cadas al  pueblo  por  extracto  lo  más 
completo  posible. 

Art.  33.  El  Gran  Consejo  se  reunirá 
ordinariamente  dos  veces  al  año,  y 
extraordinariamente  cuando  su  Presi- 
dente ó  el  Poder  ejecutivo  lo  crean  ne- 
cesario, ó  cuando  veinte  de  sus  miem- 
bros lo  pidan  por  escrito. 

La  convocatoria  para  las  sesiones  la 
hará  el  Presidente. 

El  Gran  Consejo  prorrogará  ó  cerra- 
rá sus  sesiones  según  lo  crea  conve- 
niente. 


B. — Autoridades   administrativas 

Art.  34.  El  Gran  Consejo  elegirá  un 
Consejo  ejecutivo  compuesto  de  nueve 
miembros,  que  deberán  poseer  las  dos 
lenguas  nacionales. 

Art.  35.  Después  de  cada  renovación 
total  del  Gran  Consejo  se  renovará 
también  totalmente  el  Consejo  ejecu- 
tivo. 

Los  puestos  que  hubiesen  vacado  en 
el  intervalo,  serán  inmediatamente  cu- 
biertos por  el  Gran  Consejo. 

Art.  36.  El  Gran  Consejo  elegirá  por 
un  año  el  Presidente  del  Consejo  eje- 
cutivo, entre  los  miembros  de  esta  au- 
toridad. 

El  Presidente  no  será  reelegible  para 
el  año  siguiente. 

Art.  37.  El  Consejo  ejecutivo  cuida- 
rá, dentro  de  los  limites  de  la  Consti- 
tución y  de  las  leyes,  del  buen  orden  de 
la  administración  superior. 

Art.  38.  Elegirá  todas  las  autorida- 
des y  los  empleados  que  le  estén  subor- 
dinados, cuyo  nombramiento  no  con- 
fieran la  Constitución  ó  las  leyes  á  otra 
autoridad  ó  á  otra  asamblea. 

Art.  39.  Ejecutará  todas  las  leyes, 
ordenanzas  y  decisiones  del  Gran  Con- 
sejo, asi  como  las  sentencias  que  ha- 
yan adquirido  la  autoridad  de  cosa 
juzgada. 

Art.  40.  Adoptará  las  medidas  nece- 
sarias para  el  mantenimiento  del  orden 
legal  y  velará  por  la  seguridad  del  Es- 
tado. 

En  los  casos  de  peligro  urgente  y  re- 
pentino podrá  ordenar  las  medidas  mi- 
litares provisionales  que  reclame  la  se- 
guridad pública;  pero  deberá  inmedia- 
tamente ponerlo  en  conocimiento  del 
Gran  Consejo  y  pedir  su  decisión  sobre 
las  medidas  que  se  deban  tomar  ulte- 
riormente. 


CONSTITUCIONES  CANTONALES.  -  BERNA 


377 


Art.  41.  Con  el  fin  de  prevenir  todo 
peligro  repentino  para  el  estado  sani- 
tario y  económico  del  país,  podrá  dic- 
tar las  órdenes  y  tomar  las  medidas  de 
precaución  necesarias  conminando  con 
multas.  Sin  embargo,  deberá  poner  in- 
mediatamente en  conocimiento  del 
Gran  Consejo  las  medidas  que  haya 
tomado,  y  esperar  que  esta  corpora- 
ción decida  definitivamente. 

Art.  42.  Conocerá,  en  última  instan- 
cia, de  todas  las  cuestiones  puramente 
administrativas  que  no  sean  de  la  com- 
petencia de  los  prefectos. 

Art.  43.  Discutirá  previamente  todas 
las  leyes  y  todos  los  asuntos,  así  los 
que  se  proponga  presentar  por  sí  mis- 
mo al  Gran  Consejo,  como  los  que  éste 
haya  sometido  á  su  deliberación. 

Art.  44.  Asistirá  á  las  sesiones  del 
Gran  Consejo,  dará  cuenta  de  todos  los 
asuntos  que  someta  á  sus  deliberacio- 
nes, ó  de  aquéllos  sobre  que  se  le  haya 
pedido  informe,  y  tendrá  derecho  á  pre- 
sentar proposiciones  sobre  todo  asunto 
que  se  discuta. 

El  mismo  derecho  tendrán  también 
individualmente  todos  sus  miembros. 

En  las  operaciones  electorales  y  en 
algunos  otros  casos,  cuando  el  Gran 
Consejo  lo  exija,  se  retirarán  los  miem- 
bros del  Consejo  ó  Poder  ejecutivo. 

Art.  45.  Dará  cuenta  anual  de  su 
administración  al  Gran  Consejo,  sin 
perjuicio  de  dársela  también  cuantas 
veces  éste  lo  exija. 

Art.  46.  Estarán  subordinados  al 
Consejo  ejecutivo,  para  el  examen  pre- 
vio de  los  negocios  y  la  ejecución  de 
las  órdenes  que  se  les  comuniquen,  las 
direcciones  siguientes,  entre  las  que  se 
distribuyen  los  ramos  principales  déla 
Administración : 

La  dirección  del  Interior; 

La  de  Justicia  y  de  Policía; 


La  de  Hacienda; 

La  de  Instrucción  pública; 

La  de  Asuntos  militares; 

La  de  Obras  públicas; 

Al  frente  de  cada  dirección  estará 
un  miembro  del  Consejo  ejecutivo. 

La  ley  determinará  la  organización 
ulterior  de  las  direcciones,  así  como 
los  cambios  eventuales  que  ocurran  en 
la  división  de  la  administración.  La  di- 
rección de  los  Asuntos  eclesiásticos  de- 
berá estar  separada  de  la  de  Instruc- 
ción pública. 

Art.  47.  El  Gran  Consejo  elegirá 
para  cada  distrito  un  prefecto  entre 
una  doble  propuesta  ó  presentación  de 
la  asamblea  electoral  del  distrito,  y 
otra  doble  propuesta  del  Consejo  eje- 
cutivo. 

La  duración  de  las  funciones  del 
prefecto  será  la  de  cuatro  años. 

Art.  48.  El  prefecto;  bajo  la  direc- 
ción del  Consejo  ejecutivo,  proveerá  á 
que  se  ejecuten  las  leyes  y  ordenanzas, 
así  como  también  á  la  administración 
y  á  la  policía  de  su  distrito. 

La  ley  determinará  sus  atribuciones 
de  una  manera  más  especial. 

Art.  49.  Todas  las  decisiones  en  ma- 
teria administrativa,  y  todos  los  decre- 
tos de  la  autoridad  de  este  ramo  con- 
cernientes á  los  particulares  ó  á  las 
corporaciones,  deberán  ser  motivados. 

C—  Autoridades  judiciales 

Art.  50.  La  administración  de  justi- 
cia en  materia  civil  y  criminal,  corres- 
ponderá únicamente  á  los  tribunales 
reconocidos  por  la  Constitución. 

Art.  51.  La  publicidad  y  los  debates 
orales  quedan  consagrados  en  princi- 
pio para  la  instrucción  de  todos  los 
asuntos  que  se  ventilen  ante  los  tribu- 
nales. Sólo  por  excepción,  cuando  lo 
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exijan  las  buenas  costumbres  y  en  vir- 
tud de  una  decisión  previa  del  tribunal, 
podrán  tener  lugar  los  debates  á  puerta 
cerrada. 

Todos  los  juicios  y  fallos  deberán  ser 
motivados. 

Art.  52.  No  puede  anularse  ninguna 
sentencia  judicial  por  la  autoridad  le- 
gislativa ni  por  una  autoridad  adminis- 
trativa. 

Art.  53  Se  establecerá  para  toda  la 
república  un  Tribunal  Supremo,  com- 
puesto á  lo  sumo  de  quince  miembros 
y  de  cuatro  suplentes. 

Art.  54.  Los  miembros  y  los  suplen- 
tes del  Tribunal  Supremo  serán  elegi- 
dos por  el  Gran  Concejo. 

La  duración  de  sus  funciones  será  de 
ocho  años. 

Saldrán  por  series  de  cuatro  en  cua- 
tro años. 

Art.  55.  El  Presidente  del  Tribunal 
Supremo  será  elegido  por  cuatro  años 
por  el  Gran  Consejo  entre  los  miem- 
bros de  este  tribunal. 

Art.  56.  Los  miembros  del  Tribunal 
Supremo  asistirán  á  las  sesiones  del 
Gran  Conseje  para  tomar  parte  en  la 
discusión  de  las  leyes,  cuando  sean  in- 
vitados por  dicho  Cuerpo. 

Art.  57.  Para  cada  distrito  jndicial 
de  primera  instancia  habrá  un  tribunal 
de  distrito  compuesto  de  un  Presi- 
dente, de  cuatro  jueces  y  de  dos  su- 
plentes. 

Art.  58.  El  Presidente  del  tribunal 
de  distrito  será  elegido  por  el  Gran 
Consejo  entre  una  doble  propuesta  de 
la  asamblea  electoral  del  distrito  judi- 
cial y  otra  doble  propuesta  de)  Tribunal 
Supremo. 

Art.  59.  Los  miembros  y  los  suplen- 
tes de  dicho  Tribunal  serán  elegidos 
por  la  asamblea  electoral  del  distrito 
judicial. 


Por  sus  funciones  recibirán  una  in- 
demnización que  determinará  la  ley. 

La  duración  de  las  funciones  del  Pre- 
sidente, de  los  miembros  y  de  los  su- 
plentes de  los  tribunales  de  distrito, 
será  de  cuatro  años. 

Art.  60.  Los  miembros  y  los  suplen- 
tes del  Tribunal  Supremo  deben  poseer 
las  dos  lenguas  nacionales:  deberán, 
además,  lo  mismo  que  los  Presidentes 
de  los  tribunales  de  distrito,  ser  peritos 
en  la  ciencia  del  derecho. 

Art.  61.  Se  conserva  la  institución 
de  los  jueces  de  paz. 

Art.  62.  La  ley  determinará  de  una 
manera  más  precisa  la  organización, 
las  funciones  y  la  competencia  del  Tri- 
bunal Supremo,  y,  en  su  caso,  de  las 
secciones,  de  los  tribunales  de  distrito, 
de  los  Presidentes  y  de  los  jueces  de 
paz. 

Se  reserva  á  la  ley  introducir,  en  la 
organización  de  la  justicia  en  lo  civil, 
las  alteraciones  que  se  consideren  ne- 
cesarias. 

Art.  63.  Se  establece  el  jurado,  que 
conocerá  de  los  asuntos  criminales,  y 
de  los  delitos  políticos  y  de  la  prensa. 

La  ley  podrá  conferir  al  Jurado  otras 
funciones  de  la  administración  de  la 
justicia  penal. 

La  ley  determinará  también  de  una 
manera  más  precisa  la  organización 
del  Jurado. 

Art.  64.  De  los  delitos  y  de  los  crí- 
menes cometidos  por  los  militares  en 
activo  servicio  conocerán  los  tribuna- 
les militares,  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones del  Código  penal  militar. 

Art.  65.  También  podrán  crearse 
Tribunales  de  Comercio  en  los  casos 
en  que  el  legislador  lo  crea  necesario. 
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TITULO  TERCERO 

COMUNES    (MUNICIPIOS) 

Art.  66.  Se  conserva  la  división  ac- 
tual del  territorio  del  Estado  en  parro- 
quias y  en  comunes. 

Esta  división  sólo  podrá  ser  alterada 
por  la  ley  y  previa  audiencia,  en  cada 
caso,  de  las  partes  interesadas. 

Art.  67.  Las  asambleas  comunales 
elegirán  todos  los  funcionarios  comu- 
nales. 

Art.  68.  El  Consejo  comunal  de  los 
habitantes  y  su  Presidente,  son  las  au- 
toridades ejecutivas  y  de  policía  de  la 
localidad. 

Art.  69.  La  Constitución  garantiza 
á  los  Comunes,  á  las  burguesías  y  á  las 
demás  corporaciones,  sus  bienes  como 
propiedad  particular,  es  decir,  que  les 
compete  exclusivamente  ia  administra- 
ción de  sus  bienes. 

El  producto  de  estos  bienes  continua- 
rádestinándoseácubrirsus  atenciones. 

Todos  los  bienes  de  corporación  es- 
tarán bajo  la  inspección  del  Estado. 
Esta  inspección  se  deberá  ejercer  de 
una  manera  uniforme  en  todo  el  terri- 
torio del  cantón. 

Art.  70.  La  ley  determinará  la  or- 
ganización especial  de  los  Comunes. 

Todos  los  reglamentos  comunales 
están  sujetos  á  la  aprobación  del  Es- 
tado, que  podrá,  por  motivos  particu- 
lares, pero  sólo  en  lo  que  concierne  á 
la  organización  de  las  autoridades,  per- 
mitir la  derogación  del  reglamento  co- 
munal. 


TÍTULO  CUARTO 

PRINCIPIOS  GENERALES   Y  GARANTÍAS 

Art.  71.  Todos  los  ciudadanos  son 
iguales  ante  la  ley. 

El  Estado  no  reconoce  privilegio  al- 
guno de  lugar,  de  nacimiento,  de  per- 
sona ó  de  familia. 

Tampoco  reconoce  título  alguno  de 
nobleza. 

Art.  72.  Queda  garantida  la  libertad 
individual. 

Nadie  puede  ser  arrestado  fuera  de 
los  casos  previstos  por  Ja  ley  y  con  las 
formalidades  prescritas. 

El  arresto  ilegal  da  derecho,  al  que 
de  él  es  objeto,  á  una  indemnización 
completa. 

Art.  73.  Está  prohibido  todo  rigor 
inútil  al  tiempo  del  arresto  ó  durante 
la  detención  de  una  persona  y  toda  cla- 
se de  violencia  para  obtener  una  con- 
fesión. 

Art.  74.  Nadie  podrá  ser  privado  de 
su  juez  natural. 

Art.  75.     El  domicilio  es  inviolable. 

Ningún  funcionario  público,  ni  nin- 
gún empleado  de  policía,  podrá  pene- 
trar en  una  casa  particular,  fuera  de 
los  casos  y  con  las  formalidades  que  la 
ley  prescribe. 

Está  permitida  la  resistencia  contra 
toda  tentativa  de  entrar  en  un  domici- 
lio sin  haber  llenado  estas  formalida- 
des. La  ley  dictará  disposiciones  espe- 
ciales á  este  propósito. 

Art.  76.  Queda  garantida  la  libertad 
de  comunicar  su  pensamiento  de  pala- 
bra, por  escrito,  por  la  prensa  y  por  los 
demás  medios  de  publicidad,  como  el 
grabado,  etc. 

La  ley  determinará  las  penas  en  que 
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incurrirán  los  que  abusen  de  esta  li- 
bertad. 

Queda  prohibida  la  censura  y  toda 
otra  medida  preventiva. 

Art.  77.  Queda  garantido  el  derecho 
de  petición. 

Art.  78.  No  pueden  ser  limitadas  ni 
prohibidas  las  asociaciones  y  reunio- 
nes públicas  que,  por  su  fin  ó  por  sus 
medios,  no  sean  ilegales. 

Art.  79.  Todo  ciudadano  está  autori- 
zado,  con  arreglo  á  las  prescripciones 
de  policía,  para  establecerse  en  cual- 
quier punto  del  territorio  de  la  repúbli- 
ca, sin  estar  sometido  á  otras  presta- 
ciones que  aquellas  á  que  estén  sujetos 
los  habitantes  de  la  misma  localidad. 

Todo  ciudadano  tiene  derecho  á  dedi- 
carse libremente  á  la  agricultura,  al 
comercio  y  á  la  industria,  con  sujeción 
á  las  disposiciones  legales  que  exige  el 
bien  genera),  los  derechos  adquiridos 
y  el  fomento  de  la  industria. 

Los  suizos  y  extranjeros  podrán  es- 
tablecerse en  el  territorio  de  la  repúbli- 
ca y  dedicarse  á  la  agricultura,  al  co- 
mercio v  á  la  industria,  si  en  los  Esta- 
dos  <ie  que  proceden  se  concede  el  mis- 
mo derecho  á  los  ciudadanos  berneses. 

Las  excepciones  sólo  pueden  ser  de- 
terminadas por  la  ley. 

Se  deberá  publicar,  cuanto  antes  sea 
posible,  un  reglamento  sobre  la  indus- 
tria. 

Art.  80.  Quedan  garantidos  los  dere- 
chos de  la  Iglesia  nacional  existente 
re'ormada,  é  igualmente  los  de  la  Igle- 
sia católica  romana,  en  los  municipios 
que  profesan  estas  religiones. 

El  ejercicio  de  todo  otro  culto  religio- 
s  está  permitido  dentro  de  los  límites 
que  permitan  las  buenas  costumbres  y 
el  orden  público.  La  ley  dictará  dispo- 
siciones especiales  sobre  esta  materia- 

Un  sínodo  eclesiástico  arreglará  los 


asuntos  interiores  de  la  Iglesia  evan- 
gélica reformada,  sin  perjuicio  del  de- 
recho de  sanción  que  compete  al  Esta- 
do. En  los  asuntos  eclesiásticos  exte- 
riores, el  sínodo  tiene  el  derecho  de 
proposición  y  de  previa  consulta. 

Una  comisión  eclesiástica,  compues- 
ta de  católicos,  tendrá  el  derecho  de  pro- 
poner y  de  ser  consultada  previamente 
en  todos  los  asuntos  de  la  Iglesia  cató- 
lica romana,  con  tal  que  t  éstos  entren 
en  el  dominio  de  las  autoridades  del  Es- 
tado. 

La  ley  determinará  la  organización 
del  sínodo  eclesiástico  y  la  de  la  comi- 
sión eclesiástica  católica. 

Art.  81.  Se  declara  libre  la  facultad 
de  enseñar,  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones legales  sobre  la  materia. 

Todo  profesor  deberá  dar  á  la  juven- 
tud que  le  esté  confiada,  el  grado  de 
instrucción  fijado  para  las  escuelas  pri- 
marias públicas. 

El  Estado  y  los  Comunes  tienen  la 
obligación  de  elevar  las  escuelas  popu- 
laros al  gradode  perfección  de  que  sean 
susceptibles.  La  ley  determinará  la  pro- 
porción en  que  los  Comunes  deben 
contribuir  á  los  gastos  de  éstas. 

La  enseñanza  superior  está  á  cargo 
del  Estado.  Una  corporación  escolar 
tendrá  el  derecho  de  proposición  y  de 
previa  consulta  en  todos  los  asuntos 
escolares  La  ley  determinará  la  orga- 
nización de  esa  corporación,  la  de  las 
escuelas  y  de  la  enseñanza  en  ge- 
neral. 

Art.  82.  Se  prohibe  á  toda  corpora- 
ción ú  orden  religiosa  extraña  al  can- 
tón, y  á  toda  sociedad  que  á  ella  esté 
afiliada,  establecerse  en  el  territorio  de 
la  república:  ningún  individuo  pertene- 
ciente á  una  de  estas  corporaciones, 
órdenes  ó  sociedades,  se  podrá  dedi- 
car á  la  enseñanza  en  el   territorio  de 
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la  república  sin  previa    autorización 
del  Gran  Consejo. 

Art.  83.  Toda  propiedad  es  invio- 
lable. 

Cuando  el  bien  general  exija  la  ce- 
sión del  todo  ó  parte  de  una  propiedad, 
esta  cesión  no  tendrá  lugar  sin  una 
indemnización  completa  y,  3i  es  posi- 
ble, previa.  La  cuestión  relativa  á  la 
legitimidad  de  la  indemnización  y  la 
fijación  de  su  importe,  son  de  la  com- 
petencia de  los  tribunales. 

El  Estado  está  obligado  á  responder 
ante  los  tribunales  á  toda  acción  enta- 
blada que  verse  sobre  la  propiedad  de 
un  objeto,  cualquiera  que  sea  la  cau- 
sa de  la  acción,  salvo  el  caso  en  que 
aquélla  sea  deducida  con  ocasión  de 
una  ley  dada  constitucionalmente. 

Art.  84.  Quedan  abolidas  las  presta- 
ciones personales  y  las  cargas  reales, 
legal  mente  suprimidas  ó  redimidas. 

En  lo  sucesivo,  ninguna  propiedad 
inmueble  podrá  ser  gravada  por  la 
ley,  por  contrato  ni  por  disposición  al- 
guna unilateral,  con  un  censo  ó  con 
una  renta  irredimible! 

Art.  85.  Con  el  objeto  de  proveer  á 
una  distribución  equitativa  de  las  car- 
gas públicas  y  colocar  bajo  un  pie  de 
igualdad  á  este  propósito  los  intereses 
de  las  diversas  partes  del  cantón,  se 
hará  una  reforma  en  la  cuestión  relati- 
va á  la  asistencia  de  los  pobres  y  en  el 
sistema  rentístico,  con  sujeción  á  las 
bases  siguientes: 


I 


a)  Queda  abolida  la  obligación  le- 
gal de  mantener  á  los  pobres.  La  apli- 
cación gradual  de  este  principio  es  de 
la  competencia  del  legislador; 

b)  Quedan  garantizados  los  bienes 
de  los  pobres,  y  su  administración  co- 


rre á  cargo  de  los  Comunes.  El  produc- 
to de  estos  bienes  se  empleará  con 
arreglo  á  su  fin  y  á  su  fundación,  bajo 
la  inspección  del  Estado,  que  cuidará 
también  de  que  los  pobres  no  sean  ex- 
cluidos del  disfrute  de  los  bienes  comu- 
nales; 

c)  Si  no  fuese  suficiente  el  producto 
de  los  bienes  de  los  pobres,  así  como  el 
de  otros  medios  afectos  á  este  objeto 
para  mantenerlos,  el  déficit,  hasta  que 
tenga  aplicación  el  principio  arriba  ci- 
tado, se  cubrirá  por  medio  de  contribu- 
ciones comunales  y  de  los  subsidios  del 
Estado.  Estos  últimos  consistirán,  se- 
gún los  recursos  de  los  Comunes,  en  la 
mitad,  por  lo  menos,  y  en  tres  cuartas 
partes,  á  lo  sumo,  del  déficit  existente. 
En  los  Comunes  en  que,  no  obstante 
los  subsidios  del  Estado,  las  contribu- 
ciones que  se  deban  percibir  para  los 
pobres  excedan  del  1  por  1.000,  el  Esta- 
do podrá  auxiliar  á  los  Comunes  me- 
diante subvenciones  extraordinarias. 
No  obstaríte,  las  subvenciones  que 
acuerde  el  Estado  en  virtud  del  presen- 
te artículo,  no  podrán  exceder  de  la 
suma  de  400.000  francos  al  año; 

d)  El  Estado  tendrá  derecho  á  regla- 
mentar el  empleo  de  las  contribuciones 
para  los  pobres  y  el  de  sus  propias  sub- 
venciones; también  podrá,  si  lo  cree 
conveniente,  dirigir  por  si  mismo  este 
empleo. 


II 


Quedan  abolidos  los  diezmos,  cen- 
sos, laudemios  y  otras  cargas  feu- 
dales, así  como  también  las  prestacio- 
nes derivadas  de  la  conversión  de  car- 
gas parecidas  en  la  parte  antigua  del 
cantón.  Los  deudores  pagarán  para 
este  fin  la  mitad  del  precio  de  reden* 
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ción  fijado  por  la  ley  de  20  de  Diciem- 
bre de  1845. 

El  Estado  abonará  á  los  propietarios 
particulares  y  poseedores  de  rentas  de 
esta  naturaleza  una  cantidad  igual  á  la 
que  aquéllos  percibían  de  los  deudores 
antes  de  dictarse  la  disposición  arriba 
citada,  relativa  a  la  redención. 

Por  los  diezmos,  censos,  laudemios  y 
primicias  redimidas  en  la  parte  anti- 
gua del  cantón,  el  importe  de  la  reden- 
ción será  restituido,  ó  se  hará  condo- 
nación por  el  Estado,  en  las  proporcio- 
nes siguientes: 

Por  las  redenciones  que  hayan  teni- 
do lugar  después  de  1.°  de  Enero  de 
1833,  de  la  mitad  del  precio  de  la  reden- 
ción; 

Por  las  que  se  hayan  efectuado  des- 
pués de  2  de  Julio  de  1803  hasta  el  31  de 
Diciembre  de  1832,  en  la  proporción  de 
un  tercio  de  precio  de  la  redención; 

Para  las  redenciones  que  se  verifica- 
ron antes  del  2  de  Julio  de  1803,  la  res- 
titución  ó  condonación  consistirá  en  la 
cuarta  parte  del  importe  de  la  reden- 
ción. 

La  ley  determinará  el  modo  de  pagar 
el  precio  de  la  redención,  el  de  las  in- 
demnizaciones á  los  propietarios  par- 
ticulares y  el  de  las  restituciones. 


III 


La  parte  nueva  del  cantón  conserva, 
en  principio,  su  legislación  y  adminis- 
tración particular  para  los  pobres,  é 
igualmente  su  sistema  de  impuestos. 
El  aumento  de  gastos  hechos  para  los 
pobres  en  la  parte  antigua  del  cantón, 
no  se  hará  extensivo  á  la  nueva. 

El  impuesto  de  la  parte  nueva  del 
cantón  guardará  relación  equitativa 
con  los  impuestos  y  rentas  de  la  parte 


antigua  del  mismo,  á  que  son   equiva- 
lentes. 

Se  establecerá  para  todo  el  cantón 
un  Banco  Hipotecario  y  de  amortiza 
ción. 

Una  suma  de  tres  millones  de  fran- 
cos suizos,  y  que,  según  las  circunstan- 
cias, podrá  elevarse  hasta  cinco,  sumi- 
mistrados  por  este  Banco,  será  coloca- 
da con  preferencia  en  los  distritos  de 
Oberhaslen,  Interlaken,  Frutigen,  Bas- 
Simmenthal,  Haut-Simmenthal  y  Ges- 
senay  al  5  por  100  de  interés  al  año,  del 
que  el  1  1[2  por  100  se  destinará  á  la 
amortización  del  capital.  Esta  institu- 
ción queda  garantida,  por  el  término  de 
treinta  años,  en  los  distritos  mencio- 
nados 

Art.  86.  Los  nuevos  impuestos,  ne- 
cesarios para  hacer  frente  á  los  gastos 
del  Estado,  deberán  ser  repartidos,  en 
cuanto  sea  posible,  de  una  manera 
igual,  sobre  la  fortuna  y  las  rentas. 

Art.  87.  Todo  ciudadano  suizo,  do- 
miciliado en  el  territorio  de  la  repúbli- 
ca, está  obligado,  según  sus  fuerzas, 
al  servicio  militar. 

No  se  podrá  establecer  cuerpo  algu- 
no de  tropas  permanentes. 

No  se  podrá  concluir  capitulación 
militar  con  ningún  Estado  extranjero. 

Art.  88.  Las  lenguas  alemana  y  fran- 
cesa quedan  reconocidas  como  lenguas 
nacionales. 

Todas  las  leyes,  ordenanzas  y  dispo- 
siciones que  encierren  un  interés  ge- 
neral, serán  publicadas  en  los  dos  idio- 
mas en  la  parte  francesa  del  cantón. 
El  texto  alemán  se  considera  como  ori- 
ginal. 

Serán  traducidas  al  francés  las  leves 
y  ordenananzas  que  no  estén  destina- 
das á  la  parte  francesa  del  cantón,  así 
como  también  los  decretos,  decisiones 
y  sentencias  que  procedan  de  las  auto- 
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ridades  superiores  y  que  interesen  á 
los  particulares  6  corporaciones  de  esta 
parte  del  cantón. 

Art.  89.  Se  conserva  en  principio,  á 
reserva  de  revisión,  el  Código  civil,  el 
de  Comercio  y  el  penal  francés,  en  la 
parte  del  cantón  en  que  estos  Códigos 
están  actualmente  vigentes. 

TÍTULO  QUINTO 

REVISIÓN  DE  LA  CONSTITUCIÓN 

Art.  90  La  revisión  de  la  Constitu- 
ción podrá  pedirse: 

1.°    Por  el  Gran  Consejo; 

2.°  Por  8.000  ciudadanos  activos, 
por  lo  menos,  en  la  forma  que  determi- 
nará la  ley. 

Art.  91.  Tan  pronto  como  se  pida  la 
revisión,  el  Gran  Consejo  deberá  so- 
meter á  la  decisión  de  las  asambleas 
políticas  las  cuestiones  siguientes: 

1.°  ¿Debe  ser  revisada  la  Constitu- 
ción? y  caso  afirmativo: 

2.°  ¿Esta  revisión  debe  ser  hecha 
por  el  Gran  Consejo  ó  por  una  Asam- 
blea constituyente? 

Art.  92.  Si  la  mayoría  de  los  votan- 
tes se  pronuncia  por  la  revisión  por  el 
Gran  Consejo,  este  cuerpo  seguirá  para 
la  deliberación  sobre  el  proyecto  de 
Constitución  el  mismo  procedimiento 
señalado  para  la  deliberación  sobre  un 
proyecto  de  ley  general  (art.  30). 

Art.  93.  Si  la  mayoría  de  los  votan- 
tes se  pronuncia  por  la  revisión  por 
una  Asamblea  constituyente,  el  Gran 
Consejo  tomará  en  seguida  las  medidas 
necesarias  para  la  elección  de  ésta. 

Art.  94.  Cada  círculo  electoral,  tal 
como  se  halla  establecido  para  las  elec- 
ciones del  Gran  Consejo  (art.  7.°),  ele- 
girá por  cada  3.000  almas  de  su  pobla- 
ción un  miembro   para  la  Asamblea 


constituyente;  la  fracción  que  exceda 
de  1.500  almas  tendrá  también  derecho 
á  la  elección  de  un  miembro. 

Art.  95.  El  proyecto  de  Constitución, 
después  de  discutido  por  el  Gran  Con- 
sejo ó  por  la  Asamblea  constituyente, 
será  sometido  á  las  asambleas  políti- 
cas para  que  éstas  lo  aprueben  ó  re- 
chacen en  definitiva. 

TÍTULO  SEXTO 

DISPOSICIONES  PIÑALES 

Art.  96.  La  Constitución  es  la  ley 
suprema  del  Estado.  No  puede  ser  apli- 
cada ni  promulgada  ley  alguna,  orde- 
nanza ni  decreto,  que  se  halle  en  con- 
tradicción con  ella. 

Art.  97  El  primer  deber  de  las  auto- 
ridades del  Estado  es  la  ejecución  de 
la  Constitución  y  la  aplicación  de  sus 
principios  en  el  dominio  de  la  legisla- 
ción y  de  la  administración. 

Art.  98.  Las  autoridades  del  Estado 
tienen  el  deber  de  revisar  ó  promulgar 
sin  dilación  las  leyes  siguientes: 

1.a    El  Código  de  procedimiento  civil; 

2.'  El  Código  sobre  la  persecución 
por  deudas  y  sobre  la  excusión  de 
bienes; 

3.'  El  Código  de  procedimiento 
penal; 

4.9  La  ley  del  Notariado  y  el  régi- 
men hipotecario;  en  particular  la  abo- 
lición de  los  tribunales  inferiores; 

5.a  Las  leyes  sobre  los  emolumentos 
en  materia  de  procedimiento  civil  y 
criminal,  y  del  Notariado; 

6.a  La  ley  sobre  la  organización 
eclesiástica; 

7.a  La  ley  sobre  la  organización  de 
la  enseñanza; 

8.a    Las  leyes  relativas  á  los  pobres; 

9.a    La  ley  sobre  la  ejecución  de  la 
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liquidación  de  los  diezmos  y  de   los 
censos; 

10.  La  ley  sobre  el  establecimiento 
de  un  Banco  Hipotecario; 

11.  La  ley  sobre  los  derechos  de 
traslación  de  dominio; 

12.  La  ley  sobre  la  reducción  de  los 
,  derechos  del  registro  en  el  Jura; 

13.  La  ordenanza  sobre  la  industria; 

14.  La  ley  sobre  las  constituciones 
comunales  (Tellwesen); 

15.  La  ley  sobre  los  asuntos  milita- 
res (Constitución  militar); 

16.  La  ley  sobre  las  posadas  y  otros 
establecimientos  análogos. 

La  revisión  ó  promulgación  de  las 
leyes  comprendidas  en  los  números 
del  1.°  al  5.°  inclusive,  debe  tener  lu- 
gar, á  más  tardar,  en  1.°  de  Enero 
de  1848. 

Art.  99.  Al  entrar  en  funciones  los 
miembros  de  las  corporaciones  ó  auto- 
ridades del  Estado,  los  funcionarios  y 
empleados  prestarán  el  siguiente  jura- 
mento: 

«.Prometo  (ó  juro)  respetar  los  dere- 
chos y  las  libertades  del  pueblo  y  de  los 
ciudadanos,  observar  estrictamente  la 
Constitución  y  las  leyes  constituciona- 
les, y  cumplir  fiel  y  concienzudamente 
los  deberes  de  mi  cargo. 

»¡Dios  no  me  asista  si  en  esto  hay 
dolo  ni  fraude!» 

Asi  lo  ha  deliberado  definitivamente 
la  Asamblea  constituyente. 

Berna,  13  de  Julio  de  1846. 

En  nombre  de  la  Asamblea  constitu- 
yente, 

Kl  Presidente, 

Alex  Funk. 


Los  Secretarios, 

Miov,  Staempfli,  Rével,  K  stler. 


LEY  TRANSITORIA 

El  pueblo  bernés, 

Queriendo  reglamentar  la  transición 
de  las  formas  actuales  á  las  que  se 
prescriben  en  la  nueva  Constitución; 

Visto  el  proyecto  discutido  y  votado 
por  la  Asamblea  constituyente; 

En  virtud  de  su  soberanía, 

DECRETA 

Artículo  1.°  La  Comisión  constitu- 
yente examinará  los  expedientes  de  las 
asambleas  políticas  que  le  fueren  trans- 
mitidos referentes  á  la  votación  sobre 
la  aceptación  ó  no  aceptación  de  la 
Constitución;  también  publicará  el  re- 
sultado de  esta  votación,  y  la  promul- 
gará, si  fuere  aceptada  (art.  3.°  y  15  de 
la  Ordenanza  referente  á  la  votación 
sobre  la  aceptación  ó  no  aceptación  de 
Ja  Constitución). 

Art.  2.°  Inmediatamente  después,  se 
procederá  á  las  elecciones  del  Gran 
Consejo,  convocando  al  efecto  las  asam- 
bleas políticas  para  el  domingo  16  de 
Agosto  de  1846. 

Una  ordenanza  especial,  promulgada 
por  la  Asamblea  constituyente,  fijará 
provisionalmente  la  circunscripción  de 
los  círculos  electorales  y  el  procedi- 
miento que  ha  de  seguirse  para  las 
elecciones. 

Art.  3.°  La  Comisión  constituyente 
examinará  previamente  los  expedientes 
de  las  elecciones ,  y  convocará  los 
miembros  del  nuevo  Gran  Consejo,  que 
se  reunirá  en  Berna  el  jueves,  21  de 
Agosto  de  1846,  en  el  Palacio  de  la  ciu- 
dad (Salón  de  sesiones  de  la  Dieta).  La 
Comisión  emitirá  su  informe  sobre  la 
validez  de  las  elecciones. 

La  misma  Comisión  preparará  tam- 
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bien  los  proyectos  de  ley  y  los  asuntos 
de  que  el  Gran  Consejo  se  haya  de  ocu- 
par inmediatamente. 

Art.  4.°  Abrirá  y  presidirá  la  Asam- 
blea el  miembro  de  más  edad  de  los 
presentes,  en  su  cualidad  de  tal;  desig- 
nará también  dos  escrutadores  y  dos 
secretarios  interinos.  Acto  seguido,  la 
Asamblea  elegirá  un  Presidente  inte- 
rino. 

Art.  5.°  La  Asamblea  continuará  sus 
tareas  llamando  nominal  mente  y  to- 
mando juramento  á  sus  miembros;  en 
seguida  discutirá  su  Reglamento  y  pro- 
cederá al  nombramiento  de  Presidente 
del  Gran  Consejo,  de  los  miembros  del 
Consejo  ejecutivo  y  de  su  Presidente, 
así  como  también  al  de  los  directores. 

Art.  6.°  El  Presidente  del  Gran  Con- 
sejo anunciará  en  seguida  al  Gobierno 
actual  que  se  halla  constituido  el  nuevo 
Gobierno  con  arreglo  á  la  Constitución, 
y  que  está  dispuesto  á  encargarse  de  Ja 
administración  del  Estado. 

La  Comisión  constituyente  quedará 
disuelta  tan  pronto  como  se  hayan  cons- 
tituido el  Gran  Consejo  y  el  Consejo 
ejecutivo. 

Art.  7.°  Terminadas  estas  operacio- 
nes, el  nuevo  Gran  Consejo  se  reunirá 
con  el  nuevo  Consejo  ejecutivo  en  el 
Salón  de  Sesiones  del  Palacio  de  la  ciu- 
dad, tomará  posesión  de  la  administra- 
ción pública,  y  anunciará  al  pueblo  por 
medio  de  una  proclama  su  entrada  en 
funciones. 

Art.  8.°  Continuarán  vigentes  hasta 
que  sean  derogadas  ó  modificadas,  to- 
das las  leyes  y  ordenanzas  que  no  se 
opongan  á  las  disposiciones  de  la  Cons- 
titución. 

Art.  9.°  Al  ponerse  en  vigor  la  nue- 
va Constitución,  todos  los  funciona- 
rios públicos  quedan  sujetos  á  reelec- 
ción. Sin  embargo,  los  funcionarios  ac- 
Tomo  VIII.  —Instituciones  jurídicas. 


tuales  continuarán  ejerciendo  sus  fun- 
ciones hasta  que  sean  reemplazados, 
con  la  misma  responsabilidad  personal 
que  hasta  el  presente. 

Art.  10.  Hasta  que  otra  cosa  se  dis- 
ponga por  una  ley,  el  nuevo  Consejo 
ejecutivo  y  los  directores  estarán  in- 
vestidos de  las  mismas  atribuciones 
oficiales  que  hasta  el  presente  han  te- 
nido el  Consejo  ejecutivo  y  los  depar- 
tamentos, salvo  las  reservadas  al  Gran 
Consejo,  como  de  su  competencia,  sin 
que  puedan  delegarlas. 

Art.  11.  Tanto  el  art.  30  como  el  ter- 
cer párrafo  del  79  de  la  Constitución 
no  tendrán  fuerza  de  ley  hasta  un  año 
después  de  haber  sido  aceptada  la 
Constitución  por  el  pueblo. 

Art.  12.  El  Gran  Consejo  publicará, 
antes  de  1.*  de  Enero  de  1848,  Jas  leyes 
necesarias  para  poner  en  ejecución 
la  nueva  organización  constitucional. 
Transcurrido  este  plazo,  dejará  de  te- 
ner fuerza  de  ley  el  art.  10  de  la  pre- 
sente. 

Así  ha  sido  acordado  por  la  Asam- 
blea constituyente. 

Berna,  13  de  Julio  de  1846. 

En  nombre  de  la  Asamblea  consti- 
tuyente, 

El  Presidente, 

Alex   Funk. 

Loa  Secretarios, 

Migy,    Staempfli,     Rével,    Kistler. 

La  Comisión  constituyente  del  eantón 
de  Berna, 

Después  de  haber  examinado  las  ac- 
tas de  la  votación  sobre  la  aceptación 
ó  no  aceptación  de  la  nueva  Constitu- 
ción y  de  la  ley  transitoria, 

En  virtud  del  artículo  1.°  de  esta  ley, 
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PROCLAMA  POR  LAS  PRESENTES 

Que  treinta  y  cinco  mil  trescientos 
treinta  y  seis  ciudadanos  han  tomado 
parte  en  la  votación  que  tuvo  lugar  con 
objeto  de  aceptar  ó  rechazar  la  nueva 
Constitución  y  la  ley  transitoria,  y  que 
34.079  han  votado  aceptándola  y  1.257 
rechazándola. 

En  su  consecuencia,  la  nueva  Cons- 
titución es  aceptada  por  el  pueblo  ber- 
nés,  y  se  pone  en  vigor,  así  como  tam- 
bién la  ley  transitoria. 

Esta  Constitución  lleva  la  fecha  de  13 
de  Julio  de  1846. 

La  presente  ordenanza  de  promulga- 
ción será  impresa  en  las  dos  lenguas, 
publicada  en  la  forma  acostumbrada  y 
puesta  á  continuación  de  la  Constitu- 
ción y  de  la  ley  transitoria. 

Dada  en  Berna  á  4  de  Agosto  de  1846. 

En  nombre  de  la  Comisión  consti- 
tuyente, 

El  Presidente, 
OCHSENBEIN. 

El  Secretario, 

Staempfli. 

Por  proclamación  de  19  de  Mayo  de 
1809,  el  Gran  Consejo  del  cantón  de 
Berna  sometió  al  pueblo  la  siguiente 
ley,  relativa  á  la  ejecución  del  art.  6.°, 
número  4.°,  de  la  Constitución. 

PROCLAMA 

El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Berna  al 
pueblo  bernés 

Queridos  conciudadanos: 
El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Ber- 
na ha  adoptado  en  segundo  debate,  en 


su  sesión  de  19  de  Mayo  de  1869,  un 
proyecto  de  ley  sobre  la  ejecución  del 
artículo  6.°,  núm.  4.°,  de  nuestra  Cons- 
titución, y  ha  resuelto  al  mismo  tiem- 
po someterlo  á  la  discusión  soberana 
del  pueblo  bernés,  el  4  de  Julio  pró- 
ximo. Nosotros  consideramos,  queri- 
dos conciudadanos,  como  un  deber  di- 
rigiros algunas  palabras  para  que. fijéis 
vuestra  atención  en  la  gran  importan- 
cia que  esta  discusión  encierra  y  os 
recomendamos  que  aceptéis  esta  ley. 

Es  verdad  que  en  realidad  no  se  tra- 
ta más  que  de  poner  en  ejecución  un 
precepto  constitucional  promulgado  y 
vigente  hace  ya  veintitrés  años;  sin 
embargó,  no  debemos  ocultaros  que 
constituye  el  progreso  más  grande  que 
el  pueblo  bernés  ha  realizado  después 
del  año  1846,  en  el  desenvolvimiento  de 
sus  instituciones  democráticas. 

De  hoy  más  el  pueblo  bernés  será 
llamado  á  tomar  parte  directamente  en 
la  legislación  y  en  la  administración, 
de  que  hasta  el  presente  han  conocido 
exclusivamente  las  autoridades  cons- 
tituidas. En  lo  sucesivo  no  conoceréis 
ni  observaréis  otras  leyes  que  las  que 
os  deis  vosotros  mismos.  Es  decir,  que 
conoceréis  definitivamente  de  todas 
las  graves  cuestiones  de  administra- 
ción y  de  Hacienda,  y  que  no  pagaréis 
otros  impuestos  que  los  que  hayan  ob- 
tenido vuestra  expresa  aprobación,  y 
cuya  inversión  podréis  comprobar. 

Queridos  conciudadanos,  al  recomen- 
daros que  aceptéis  esta  ley,  lo  hace- 
mos plenamente  convencidos  de  que  en 
una  república  democrática,  la  primera 
y  principal  condición  para  que  las  au- 
toridades gobiernen  y  administren  con 
buen  éxito,  es  la  confianza  que  el  pue- 
blo  debe  tener  en  ellas. 

Asimismo  estamos  íntimamente  per- 
suadidos de  que  con  la  ayuda  de  la  in- 
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troducción  de  la  legislación  por  el  pue- 
blo, esta  conñanza  se  vigorizará  de 
nuevo,  porque  la  desconfianza  desapa- 
rece y  no  se  puede  arraigar  en  un  Esta- 
do en  que  toda  contradicción  entre  el 
pueblo  y  los  poderes  constituidos  es 
imposible. 

Si  la  soberanía  del  pueblo  os  asegura 
y  garantiza  vuestros  derechos,  al  mis- 
mo tiempo  os  impone  deberes  que  cum- 
plir para  con  la  patria. 

Los  miembros  de  las  autoridades  su- 
periores del  país  tienen  la  obligación 
especial  de  instruir  é  ilustrar  á  sus 
conciudadanos  sobre  los  asuntos  so- 
metidos á  las  votaciones  populares. 

Los  que,  sin  tener  asiento  en  los  Con- 
sejos, se  hallan  por  su  educación  y  po- 
sición independiente  en  aptitud  .de  to- 
mar una  participación  activa  en  la 
vida  pública,  tienen  el  deber  de  comba- 
tir sin  temor  y  con  valor  las  preocupa- 
ciones existentes,  y  emplear  su  legíti- 
ma influencia  para  conseguir  un  verda- 
dero progreso. 

Enjln,  todos  los  ciudadanos  sin  excep- 
ción, se  hallan  en  el  deber  de  prestar 
su  concurso,  porque  un  Estado  repu- 
blicano no  puede  prosperar  sino  cuan- 
do los  ciudadanos  anteponen  el  bienes- 
tar general  al  interés  particular,  y  la 
historia  nos  enseña  que,  cuando  suce- 
de lo  contrario,  las  democracias  cami- 
nan á  Su  ruina. 

Queridos  conciudadanos,  la  institu- 
ción que  os  proponemos  no  es  una  in- 
novación en  el  cantón  de  Berna.  Tiene 
su  origen  en  la  historia  de  nuestro 
país.  Durante  los  pasados  siglos,  el 
pueblo  bernés  conocía  ya  de  los  asun- 
tos más  importantes  del  Estado  en  Jas 
asambleas  de  los  Comunes,  y  desde 
que  dejaron  de  reunirse  estos  comicios 
democráticos,  empezó  la  decadencia  de 
la  república  de  Berna.  La  generación 


presente,  que  ha  disfrutado  en  las  es- 
cuelas de  los  beneficios  de  una  instruc- 
ción más  adelantada,  ¿será  menos  inte- 
ligente y  celosa  del  bien  público  y  del 
interés  general?  ¿Faltará  tiempo á  nues- 
tro pueblo,  en  la  época  actual,  con  los 
múltiples  adelantos  que  facilitan  las 
relaciones,  para  dedicar  algunos  días  á 
deliberar  sobre  las  leyes  y  decretos  de 
que  depende  la  prosperidad  del  país?  ¿O 
consideraréis  justificados  los  temores 
de  los  que  pretenden  que,  en  las  vota- 
ciones populares,  prevalecerán  el  egoís- 
mo y  las  preocupaciones,  y  harán  im- 
posible todo  progreso  en  el  porvenir? 

La  contestación  á  esta  pregunta,  que- 
ridos conciudadanos,  os  la  dejamos  á 
vosotros  mismos. 

Si  vuestra  respuesta  ha  de  ser  afir- 
mativa, depositad  francamente  vuestro 
voto  con  un  nó  cuando  llegue  el  día  de 
la  votacióH. 

Mas  si  tenéis  mejor  concepto  del  pue- 
blo bernés,  y  tenéis  confianza  en  el  por- 
venir de  las  instituciones  democráticas 
de  nuestra  patria,  emitiréis  vuestro 
voto  con  un  si  espontáneo,  y  esforzaos 
en  demostrar,  con  hechos,  que  la  sobe- 
ranía del  pueblo  es  el  campo  más  á 
propósito  para  la  realización  de  toda 
clase  de  verdaderos  progresos.  El  día  4 
de  Julio  de  1869,  señalará  una  fecha 
memorable  en  la  historia  del  cantón  de 
Berna,  y  ejercerá  una  influencia  decisi- 
va en  Jos  destinos  y  futuro  desenvolvi- 
miento de  Suiza. 

Así  ha  sido  decretado  en  el  Palacio 
de  la  ciudad  en  19  de  Mayo  de  1869. 

El  Presidente, 

Staempfl  i. 

El  Secretario^ 
M.  DE  Sturler» 
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Ley  para  la  ejecución  del  articulo  6.°, 
número  4.°,  de  la  Constitución 

El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Ber- 
na, en  ejecución  del  art  é>.°,  núm,  4.°,  de 
la  Constatación, 

DECRETA 

Articulo  1.°  Todas  las  leyes  serán 
sometidas  al  pueblo  para  que  éste  emi- 
ta su  voto  aceptándolas  ó  rechazán- 
dolas. 

La  ley  designará  las  disposiciones 
cuya  ejecución  deba  ser  reglamenta- 
da por  un  decreto  del  Gran  Consejo 
ó  por  una  ordenanza  del  Consejo  eje- 
cutivo. 

Art.  2.°  Deberán  ser  sometidos  asi- 
mismo á  la  decisión  del  pueblo  los  de- 
cretos del  Gran  Consejo  que  tengan 
por  objeto  la  inversión  total  de  500.000 
francos  cuando  menos  para  un  mismo 
objeto. 

Art.  3.°  La  administración  de  la  Ha- 
cienda se  regirá  por  un  presupuesto 
que  estará  vigente  durante  un  período 
de  cuatro  años. 

Este  presupuesto  comprenderá  un 
plan  de  Hacienda  basado  sobre  los  com- 
promisos contraídos  en  virtud  de  leyes 
y  decretos,  así  como  también  sobre  las 
necesidades  de  la  Administración  pú- 
blica, y  tendrá  por  principio  conservar 
el  equilibrio  entre  los  ingresos  y  los 
gastos  y  atender  á  la  amortización  su- 
cesiva de  la  deuda.  En  su  consecuen- 
cia, el  presupuesto  comprenderá: 

1.°  Un  resumen  de  ios  gastos  anua- 
les de  la  administración  del  Estado; 

2.°  Un  plan  de  amortización  com- 
pleta de  la  Deuda  pública; 

3.°  Un  resumen  de  los  ingresos  or- 
dinarios anuales; 

4.°    El  repartimiento  del  impuesto. 

Este  presupuesto  será  sometido  al 


pueblo  para  que  lo  acepte  ó  rechace: 
será  revisado  el  primer  año  de  cada 
periodo  administrativo.  Además,  todo 
decreto  del  Gran  Consejo  que  modi- 
fique el  presupuesto  aprobado  deberá, 
para  ser  válido,  ir  precedido  de  una  re- 
visión del  mismo. 

El  presupuesto,  una  vez  aprobado  de- 
finitivamente, regirá  hasta  que  el  pue- 
blo acepte  el  presupuesto  revisado. 

Art.  4.°  La  votación  sobre  los  actos 
legislativos  decretados  durante  el  año 
y  que  deban  ser  sometidos  á  la  aproba- 
ción del  pueblo,  tendrá  lugar,  por  lo 
general,  en  el  primer  domingo  del  mes 
de  Mayo  de  cada  año,  y  extraordinaria- 
mente cuantas  veces  el  Gran  Consejo 
así  lo  acuerde. 

Tanto  las  leyes  (art.  1.°)  como  los  de- 
cretos mencionados  en  el  art.  2.°  y  el 
presupuesto  formado  en  virtud  del  ar- 
tículo 3.°,  no  tendrán  fuerza  de  ley  has- 
ta que  hayan  sido  aceptados  por  la  ma- 
yoría de  los  electores  del  cantón. 

Art.  5.°  La  presente  ley  será  someti- 
da al  pueblo  para  que  éste  la  acepte  ó 
rechace.  Caso  de  ser  aceptada,  empe- 
zará á  regir  en  1.°  de  Agosto  de  1809. 
El  presupuesto  de  1870  será  también  de- 
cretado en  la  forma  acostumbrada 
hasta  este  día. 

Dada  en  Berna  á  19  de  Mayo  de  18(59. 

El  Presidente, 

Staempfli. 

El  Secretario, 
M.  DE  Sturlek. 

En  la  votación  de  4  de,  Julio  de  1868, 
la  ley  citada  (la  que  establece  el  refe- 
rendum) ha  sido  aprobada  por  32.075 
contra  22.089.  Sin  embargo,  no  se  con- 
sidera más  que  como  una  medida  eje- 
cutiva, y  por  consiguiente,  no  ha  sido 
sometida  á  la  aprobeción  de  la  Confe- 
deración. 


CONSTITUCIÓN  DEL  CANTÓN  DE  LOS  GRISONES 


VIGENTE    DESDE    1.°    DE    FEBRERO    DE     1854,    POR     DECRETO     DEL 
PEQUEÑO  CONSEJO,  FECHA  25  DE  ENERO  DE  1854 


Indicaciones  preliminares 

El  Gobierno  del  cantón  de  los  Griso- 
nes  había  ya  enviado  a  la  aprobación 
de  la  Confederación,  en  31  de  Junio  de 
1852,  una  Constitución,  formada  de  la 
que  tenía  el  cantón  en  1814  y  con  las 
variantes  introducidas  después. 

Las  comisiones  del  Consejo  nacio- 
nal y  del  de  Estado  presentaron  dificul- 
tades para  la  aprobación  de  esta  Cons- 
titución, principalmente  de  los  artícu- 
los 22  y  34,  y  tercer  tema  del  4.°  Estos 
artículos  rechazados  decían  así: 

«Art.  22.  En  las  demandas  contra 
el  cantón,  el  demandante,  lo  mismo 
que  el  Gobierno,  nombrará  cada  parte 
por  lo  menos  dos  jueces,  que  serán  re- 
levados de  prestar  juramento  al  Esta- 
do. Si  no  estuviesen  conformes  con  la 
sentencia  ni  tampoco  con  la  elección 
de  un  arbitro,  se  pedirá  al  Consejo  de 
la  Confederación  suiza  que  le  nombre 
de  fuera  del  cantón.  Esta  sentencia 
será  inapelable,  y  cuantas  tentativas 
se  hicieren  en  contra  serán  infruc- 
tuosas.» 


Contra  este  artículo  se  adujo  que  es- 
tatuía, sin  género  alguno  de  duda,  lo 
contrario  que  el  núm.  1.°,  letras  a  y  b, 
y  que  la  conclusión  del  art.  101  de  la 
Constitución  federal,  según  la  cual,  la 
sentencia  de  la  Confederación  es  bas- 
tante para  dirimir  las  contiendas  que 
no  sean  políticas  de  los  cantones  entre 
sí,  y  de  la  Confederación  contra  cual- 
quier cantón. 

El  antiguo  art.  34  decía: 

«Queda  reservado  al  poder  superior 
de  los  municipios,  el  mejorar,  aclarar, 
disminuir  ó  aumentar  la  presente 
Constitución. 

»Si  el  Gran  Consejo  presenta  alguna 
proposición  de  esta  clase,  se  aplazará 
hasta  la  reunión  inmediata  del  mismo 
por  la  comisión  del  Estado;  cualquier 
variación  que  se  haga  no  tendrá  valor 
si  no  fuese  votada  por  una  mayoría  de 
las  dos  terceras  partes  de  los  votantes.» 

Contra  esto  se  observó  que  estaba 
en  abierta  contradicción  con  la  Cons- 
titución federal,  porque  en  el  art.  6.°, 
letra  c,  de  la  misma,  se  dice  terminan- 
temente que  se  garantizarán  dichas 
Constituciones  cuando  hayan  sido  acep- 
tadas por  el  pueblo,  y  podrán  ser  revi- 
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sadas  cuando  la  mayoría  absoluta  de 
los  ciudadanos  lo  pida. 

Finalmente,  el  tercer  tema  desecha- 
do dei  art.  4.°,  decía  así: 

«Los  círculos  nombrarán  libremente 
de  entre  sus  ciudadanos  y  los  domici- 
liados en  el  cantón,  á  los  suizos  que 
sean  electores,  para  miembros  del 
Gran  Consejo  y  les  confiarán  plenos 
poderes.» 

Con  esta  determinación  contradecía 
terminantemente  la  comisión  del  Con- 
sejo de  los  Estados,  el   art.  48  de  la 
Constitución  federal,  según  la  que,  to- 
dos los  cantones  están  obligados  á  tra- 
tar á  los  ciudadanos  de  una  de  las  co- 
muniones  cristianas   procedentes   de 
otros  cantones  confederados,  como  si 
fuesen  del  mismo  cantón.  Pero  según 
un  artículo  rechazado,  podía  un  ciuda- 
dano del  cantón  de  los  Grisones  ser 
elegido  miembro  del  Gran  Consejo  lo 
mismo  en  el  cantón  en  que  tuviese  el 
derecho  de  ciudadanía  que  en  el   que 
sólo  estuviese  domiciliado,  mientras  el 
ciudadano  suizo  elector,  que  sólo  esté 
domiciliado,  podía  únicamente  ser  ele- 
gido para  dicho  Gran  Consejo  en  el 
cantón  de  su  residencia.    Por  consi- 
guiente, este  último  está  en  peor  con- 
dición con  respecto  á  este  importante 
derecho  político  que  el  ciudadano  del 
cantón  de  los  Grisones. 

Se  insistió  particularmente  en  que  la 
anterior  Constitución  no  se  había  lle- 
vado de  antemano  al  pueblo  para  su 
aprobación  en  todas  sus  partes.  (Véan- 
se, para  mayor  ilustración,  los  debates 
en  el  Diccionario  de  la  Federación  de 
1853,  tomo  I,  páginas  425  á  460.) 

En  definitiva,  fué  aplazada  para  épo- 
ca posterior  la  garantía  de  la  Constitu- 
ción de  1852,  por  un  decreto  federal  de 
3de Febrero  de  1853,  hasta  que  quedasen 
obviadas  las  dificultades  mencionadas. 


El  Gobierno  del  cantón  de  los  Griso- 
nes formuló  en  su  consecuencia,  en  1.° 
de  Noviembre  de  1853,  la  siguiente 
Constitución,  en  la  inteligencia  de  que 
sería  aceptada  por  la  mayoría  de  los 
electores  del  pueblo. 

Esta  Constitución  fué  sancionada  el 
16  de  Enero  de  1854. 

El  texto  primitivo  de  la  Constitución, 
igualmente  que  la  aclaración  del  Go- 
bierno de  los  Grisones,  fué  depositada 
en  el  Archivo  de  la  Confederación  en 
Octubre  de  1856. 

TEXTO  DE  LA  CONSTITUCIÓN 

I.— Soberanía  del  pueblo 

Artículo  1.°  El  Estado  libre  de  los 
Grisones  es,  de  conformidad  con  la 
Constitución  federal,  un  Estado  sobe- 
rano de  la  Confederación  suiza.  La  so- 
beranía del  mismo  reside  en  la  univer- 
salidad del  pueblo  y  se  manifiesta  por 
medio  de  las  disposiciones  legales  del 
mismo. 

Art.  2.°  Corresponde  al  pueblo  acep- 
tar ó  desechar  las  enmiendas  ó  refor- 
mas de  la  Constitución,  las  leyes  y  con- 
venios presentados  por  el  Gran  Conse- 
jo. Es;  pues,  necesario  su  consenti- 
miento, tanto  para  imponer  nuevas 
contribuciones  ó  gastos  como  para  au- 
mentar los  mismos. 

Las  nuevas  autoridades  del  cantón 
sólo  deberán  constituirse  conforme  á 
la  ley,  esto  es,  con  el  consentimiento 
del  pueblo. 

La  mayoría  absoluta  de  los  votantes 
decidirá  las  cuestiones  que  exijan  el 
voto  del  pueblo. 

II.— División  del  cantón 

Art.  3.°  El  cantón  se  divide,  según 
sus  relaciones  políticas,  judiciales  y 
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administrativas,  en  círculos,  distritos  y 
municipios. 

La  ley  determinará  las  particularida- 
des de  cada  uno  de  éstos. 

III.— Autoridades  políticas 
y  administrativas 

l.  —  Gran  Consejo 

Art.  4.°  El  Gran  Consejo  será  elegi- 
do directamente  por  los  distritos  con 
relación  al  número  de  sus  habitantes, 
de  entre  los  ciudadanos  suizos  que 
sean  electores  en  todo  el  territorio  del 
cantón. 

El  número  de  miembro»  y  los  corres- 
pondientes á  cada  distrito  serán  deter- 
minados por  la  ley. 

Los  miembros  desempeñarán  su  car- 
go durante  un  año  por  lo  menos,  pu- 
diendo  ser  reelegidos  á  su  salida. 

Los  miembros  del  Pequeño  Consejo 
asistirán  á  las  sesiones  del  Gran  Con- 
sejo con  voto  consultivo. 

El  Gran  Consejo  elegirá  todos  los 
años  libremente  un  Presidente  y  Vice- 
presidente enfre  los  miembros  de  la 
Asamblea,  y  formará  su  Cancillería. 

Art.  5.°  El  Gran  Consejo  nombrará 
las  autoridades  superiores  para  los 
cargos  que  se  refieren  al  orden  admi- 
nistrativo y  público  del  país,  y  formu- 
lará las  leyes  y  convenios  que  se  han 
de  presentar  á  la  aceptación  del  pue- 
blo. Tendrá  la  alta  inspección  para  la 
observancia  de  la  Constitución  y  cum- 
plimiento de  las  leyes  y  ordenanzas, 
igualmente  que  de  los  decretos  emana- 
dos de  las  autoridades  de  la  Confede- 
ración. 

Art.  6.°  El  Gran  Consejo  remitirá  á 
los  distritos  las  cuestiones  sobre  acep- 
tación ó  no  aceptación  de  los  puntos 


por  él  recapitulados  y  presentados  al 
pueblo,  clasificará  los  votos  emitidos, 
reuniéndolos,  para  ver  la  mayoría,  y 
hará  saber  el  resultado  de  los  mismos. 

Deberá  remitir  con  urgencia  la  cla- 
sificación y  publicación  al  pequeño 
Consejo  ó  á  la  Comisión  del  Estado. 

Art.  7.°  En  lo  que  la  Constitución  no 
determine,  el  Gran  Consejo  nombrará 
las  autoridades  inprescindibles  para 
la  administración  del  país,  y  determi- 
nará sus  atribuciones;  regulará  por  sí 
el  orden  necesario  de  los  asuntos  para 
todas  las  autoridades  y  empleados  del 
cantón  por  él  nombrados. 

Art.  8.°  El  Gran  Consejo  elegirá  el 
Pequeño  Consejo,  la  Comisión  de  Esta- 
do, los  tribunales  del  país,  el  Consejo 
de  Instrucción  pública,  el  de  Sanidad, 
los  diputados  para  el  Consejo  del  Esta- 
do federal,  el  juez  de  instrucción,  di- 
rector de  policía,  el  coronel  del  cantón 
y  los  comandantes  de  batallón. 

Todos  estos  nombramientos  se  harán 
entre  todos  los  habitantes  del  cantón, 
con  la  única  limitación  de  que,  en  la 
elección  del  Pequeño  Consejo,  se  ten- 
drá en  cuenta  el  número  proporcional 
de  los  que  profesan  la  religión  católica 
y  la  reformada,  que  comprende  la  ter- 
cera parte  de  aquélla  y  las  dos  terceras 
partes  de  ésta,  y  para  la  elección  de  los 
Consejos  de  los  Estados  y  del  de  ins- 
trucción, se  tendrá  en  cuenta  la  rela- 
ción reglamentaria  establecida  para 
las  dos  confesiones  religiosas. 

Art.  9.°  El  Gran  Consejo  determina- 
rá y  repartirá,  conforme  á  lo  estable- 
cido por  la  ley,  todas  las  cantidades 
que  ingresan  en  las  arcas  del  cantón 
procedentes  de  las  contribuciones, 
cuando  los  ingresos  no  cubran  los 
gastos. 

Art.  10.  El  Gran  Consejo,  como  juez 
universal,  decidirá  las  cuestiones  po- 
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Itticas  entre  los  municipios,  distritos  y 
círculos. 

Ejercerá  la  gracia  de  indulto  confor- 
me á  la  ley. 

Art.  11.  Los  miembros  del  Gran 
Consejo  votarán  según  su  leal  saber 
y  entender,  y  no  obedeciendo  á  instruc- 

Art.  12.  El  Gran  Consejo  será  con- 
vocado y  reunido  por  el  Pequeño  Con- 
sejo una  vez  al  año,  en  la  forma  esta- 
blecida; pero  también  será  convocado 
por  el  Pequeño  Consejo  á  reunión  ex- 
traordinaria en  caso  de  necesidad,  ó 
por  lo  menos  se  reunirán  la  mitad  de 
los  miembros  del  Gran  Consejo  en  re- 
presentación de  sus  comitentes. 

Después  de  cada  reunión,  el  Gran 
Consejo  remitirá  á  los  municipios  la 
relación  de  los  debates;  al  terminar 
sus  sesiones  ordinarias,  les  dará  inme- 
diatamente cuenta  de  los  ingresos  y 
gastos  y  estado  de  la  riqueza  del 
cantón. 

Art.  13.  Los  asuntos  de  índole  ex- 
clusivamente religiosa,  serán  tratados 
por  los  miembros  del  Gran  Consejo 
pertenecientes  á  las  respectivas  corau- 


2. -Comisión de  Estado 

Art.  14.  La  Comisión  de  Estado  se 
compondrá  del  Pequeño  Consejo,  de 
sus  suplentes  y  de  nueve  miembros 
más  que  serán  elegidos  anualmente 
por  el  Gran  Consejo. 

Art.  15.  Será  convocada  por  el  Pe- 
queño Consejo  en  la  forma  ordinaria 
para  la  deliberación  previa  de  los  asun- 
tos presentados  de  antemano  al  Gran 
Consejo,  y  cuantas  veces  se  crea  ne- 
cesario para  discutir  y  ultimar  los  asun 
los  de  gobierno  de  menos  importancia. 

Tambiün  será  convocada  cuando  se 


hagan  reclamaciones  al  Gobierno  por 
otros  cantones  pidiéndoles  ayuda  y 
fuerza  armada;  en  los  casos  en  que  la 
paz  del  cantón  esté  amenazada  en  el 
interior  ó  en  el  exterior,  y  principal- 
mente en  circunstancias  graves  y  apre- 
miantes en  que  el  Gran  Consejo  no 
pueda  reunirse  inmediatamente,  asi 
como  también  cuando  uno  de  los  miem- 
bros del  Pequeño  Consejo  pida  su  re- 
unión. 

Art.  16.  También  formulará  y  emi- 
tirá su  parecer  en  aquellos  proyectos 
de  ley  y  decretos  que  hayan  de  ir  al 
Gran  Consejo,  y  cuya  deliberación  pre- 
via le  haya  sido  encomendada  por  éste, 
ó  por  los  que  ha  tenido  por  convenien- 
te llevar. 

Art.  17.  De  todos  estos  trabajos  da- 
rá cuenta  al  Gran  Consejo. 

3.— Pequeño  Consejo 

Art.  18.  El  Pequeño  Consejo  se  com- 
pondrá de  tres  miembros  y  tendrá  tres 
representantes.  Estos  durarán  en  su 
cargo  un  año  y  serán  reelegibles  en  el 
segundo,  pero  no  podrán  ocupar  este 
puesto  por  más  de  dos  anos  consecuti- 
vos. No  cesarán  al  mismo  tiempo.  El 
Gran  Consejo  determinará  los  porme- 
nores respecto  de  este  punto. 

Cada  miembro  ocupará  la  presiden- 
cia del  Pequeño  Consejo  durante  cua- 
tro meses  del  año. 

Los  miembros  del  Pequeño  Consejo 
no  podrán  ocupar  á  un  mismo  tiempo 
dos  puestos  de  consejero  nacional  ó  de 
Estado. 

Art.  10.  AI  Pequeño  Consejo  corres- 
ponderá la  dirección  de  todos  los  asun- 
tos generales  del  Gobierno;  dirigirá  y 
vigilará  lodos  los  ramos  de  la  adminis- 
tración del  pais,  velará  por  el  cumpli- 
miento de  la  Constitución,  de  las  leyes, 
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de  los  decretos  y  órdenes  emanados 
del  Gran  Consejo  y  de  las  autoridades 
de  la  Confederación,  y  cuidará  de  la 
conservación  del  orden  y  seguridad 
pública. 

Art.  20.  En  las  cuestiones  entre  los 
distritos  y  municipios  en  asuntos  ad- 
ministrativos y  en  las  de  los  particula- 
res y  corporaciones  con  los  distritos  y 
municipios  en  materias  administrativas 
y  políticas,  se  recurrirá  al  Pequeño 
Consejo. 

Art.  21.  Nombrará  todas  las  autori- 
dades dentro  de  los  límites  señalados 
por  la  Constitución  federal  cerca  de  las 
naciones  extranjeras  y  celebrará  con 
ellas  convenios  y  gestionará  otros  in- 
tereses del  país. 

En  todos  los  casos  cuya  definitiva  de- 
terminación no  está  dentro  de  sus  fa- 
cultades, necesitará  la  ratificación  del 
Gran  Consejo  como  sanción  del  pueblo. 

Art.  23.  Decidirá  las  cuestiones  ci- 
viles; y  cuando  no  se  encuentre  ningún 
juez  im parcial  en  el  distrito  ó  círculo, 
después  de  reunidos  tres  de  los  distri- 
tos inmediatos,  resolverá  cuál  de  ellos 
es  competente  en  la  materia,  y  éste  en- 
tenderá en  la  cuestión  después  que 
cada  parte  haya  recusado  uno. 

Art.  24.  Tendrá  obligación,  cuando 
se  le  den  quejas  de  la  falta  de  cumpli- 
miento en  los  juicios  civiles  y  crimina- 
les, de  hacer  que  se  cumplan  á  costa 
del  juez  que  haya  sido  negligente. 

Tendrá  que  velar,  además,  por  que 
nadie  esté  fuera  de  la  ley. 

Art.  25.  Deberá  dar  cuenta  al  Gran 
Consejo  de  sus  funciones  y  de  toda  la 
administración  del  país  y  hacer  una 
memoria  anual  de  todo. 

'i.— Autoridades  de  distrito 

Art.  26.    Donde  existan  Consejos  par- 


ticulares de  distrito,  éstos  constituirán 
la  autoridad,  pero  donde  no  los  haya, 
los  jueces  tendrán  el  deber  de  cuidar 
de  los  asuntos  políticos  y  administra- 
tivos del  distrito  y  servir  de  autorida- 
des locales,  como  órganos  del  Go- 
bierno. 

IV . — Municipios 

Art.  27.  Todo  municipio  tiene  dere- 
cho á  administrar  por  sí  mismo  sus 
bienes  y  arreglar  todo  lo  concerniente 
á  la  policía.  Está  autorizado  para  for- 
mar ordenanzas,  las  cuales,  sin  em- 
bargo, no  podrán  ser  contrarias  á  las 
leyes  de  la  Confederación,  ni  del  can- 
tón, ni  al  derecho  de  propiedad  de  un 
tercero. 

Art.  28.  Las  corporaciones  munici- 
pales tienen  obligación  de  velar  por  la 
buena  administración  de  su  distrito, 
principalmente  en  lo  que  se  refiere  á 
los  pobres,  á  las  escuelas  y  á  las  igle- 
sias, nombrando  al  efecto  las  autori- 
dades y  empleados  que  sean  necesa- 
rios. 

Art.  29.  Toda  corporación  munici- 
pal deberá  dar  cuenta,  por  lo  menos 
cada  dos  años,  de  la  administración 
que  le  ha  sido  encomendada. 

Serán  objeto  de  una  ley  todas  las 
particularidades  sobre  la  formación  de 
los  municipios,  sobre  los  habitantes  y 
sobre  la  relación  de  las  corporaciones 
con  los  ciudadanos. 

V. — Autoridades  judiciales 

1.— Funciones  de  los  jueces  de  paz 

Art.  30.  Cada  distrito  nombrará  por 
dos  años  uno  ó  dos  jueces  de  paz  ade- 
más de  los  suplentes. 

La  ley  determinará  todo  lo  referente 
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á  la  elección  y  competencia   de   los 
mismos. 

2. — Tribunales  de  distrito 

Art.  31.  Cada  distrito  tendrá  un  tri- 
bunal propio.  Este  se  compondrá  de  un 
Presidente  (Landamrnann)  y  seis  ase- 
sores, y  tendrá,  por  lo  menos,  seis  su- 
plentes. Los  miembros  y  suplentes  se- 
rán elegidos  directamente  por  los  ha- 
bitantes de  cada  distrito  que  sean  elec- 
tores, por  tiempo  de  dos  años,  y  son 
siempre  reelegibles. 

La  ley  determina  la  competencia  de 
los  tribunales  de  distrito. 

3.—  Tribunales  de  circulo 

Art.  32.  Cada  círculo  tendrá  un  tri- 
bunal propio.  Este  se  compondrá  de  un 
Presidente  y  seis  asesores,  y  tiene  seis 
suplentes  ordinarios.  Los  miembros  y 
suplentes  serán  elegidos  libremente  de 
entre  los  habitantes  del  círculo  que 
sean  electores.  Sus  funciones  duran 
tres  años,  y  son  siempre  reelegibles. 

Una  ley  determinará  todos  los  por- 
menores referentes  á  la  elección  y 
competenciadelos  tribunales  decírculo. 

4.— Tribunal  del  cantón 

Art.  33.  El  Tribunal  del  cantón  se 
compondrá  de  un  Presidente  y  de  ocho 
asesores,  y  tendrá  ocho  suplentes  ordi- 
narios. Las  funciones  de  los  miembros 
y  suplentes  durarán  tres  años,  y  serán 
siempre  reelegibles. 

El  Gran  Consejo  designará  libremen- 
te el  Presidente  de  entre  los  miembros 
del  tribunal  del  cantón  por  igual  nú- 
mero de  años. 

La  ley  determinará  la  competencia 
de  este  tribunal. 


5.— Tribunal  arbitral  en  las  demandas 
contra  el  cantón 

Art.  34.  Para  entender  en  las  de- 
mandas contra  el  cantón,  siempre  que 
éstas  no  deban  llevarse  ante  el  Tribunal 
de  la  Confederación,  según  el  art.  101, 
número  1.°,  letras  a  y  b  de  la  Constitu- 
ción  federal,  nombrará  el  Pequeño  Con- 
sejo, en  representación  del  cantón,  y  lo 
mismo  el  demandante  por  su  parte,  dos 
ciudadanos  suizos  como  jueces  arbi- 
tros. Si  éstos  no  estuviesen  conformes 
en  la  sentencia  ni  en  la  elección  de  un 
tercer  arbitro,  se  acudirá  al  Consejo 
federal  para  que  designe  al  efecto  un 
ciudadano  suizo  de  fuera  del  cantón. 

6.— Tribunal  de  subastas 

Art.  35.  En  cada  distrito  el  tribunal 
del  mismo  formará  uno  ó  más  tribuna- 
les de  subastas  para  entender  en  el 
pago  de  deudas,  durando  sus  funciones 
dos  años. 

La  ley  determinará  todos  los  porme- 
nores referentes  á  la  competencia  y 
procedimientos  de  los  mismos. 

VI.—  Disposiciones  generales 

Art.  36.  El  derecho  electoral  empe- 
zará al  cumplir  los  diecisiete  años  de 
edad.  Para  las  eleccioaes  de  Consejo 
nacional  comenzará  el  citado  derecho 
á  los  veinte  años  de  edad,  con  arreglo 
al  art.  63  de  la  Constitución  federal. 
Para  poder  ser  elegido  autoridad  del 
Estado  se  necesita  tener  veintitrés 
años. 

Art.  37.  Carecerán  de  derecho  elec- 
toral.: 

a)    Los  que  estén  bajo  tutela; 
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b)  Los  que  hayan  cometido  faltas 
determinadas  por  la  ley; 

c)  Los  procesados  criminalmente. 

Los  que  estén  privados  de  sus  dere- 
chos civiles,  según  lo  dispuesto  por  la 
ley  ó  por  sentencias,  ó  los  que  estén  en 
suspenso  respecto  de  tal  derecho,  todo 
el  tiempo  que  dure  esta  suspensión. 

Los  que  no  sean  ciudadanos  de  la 
Confederación  suiza,  carecen  del  dere- 
cho electoral  para  asuntos  del  cantón, 
durante  el  primer  año  de  su  residencia. 

Art.  38.  Estarán  excluidos  de  todo 
cargo  público  los  que  estén  al  servicio 
del  extranjero,  tanto  en  lo  civil  como 
en  lo  militar. 

Art.  39.  Ningún  habitante  del  can- 
tón puede  sustraerse  al  juez  ordinario 
ni  ser  privado  de  él. 

Art.  40.  La  religión  reformada  y  la 
católica  quedan  reconocidas  como  reli- 
giones del  Estado,  y  se  garantiza  el  li- 
bre ejercicio  de  las  mismas,  igualmen- 
te que  el  de  otras  comuniones  cristia- 
nas reconocidas  en  la  Confederación. 

Art.  41.  Todo  ciudadano  cantonal  y 
todo  ciudadano  suizo  residente  en  el 
cantón,  mientras  la  legislación  federal 
no  disponga  otra  cosa,  estará  obligado 
al  servicio  militar  y  á  defender  la  pa- 
tria desde  los  diecisiete  años  hasta  los 
sesenta. 

Art.  42.  Se  garantiza  la  libre  emi- 
sión del  pensamiento.  El  abuso  se  cas- 
tigará con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  43.  Queda  asegurada  la  amorti- 
zación de  los  diezmos,  primicias  y  toda 
clase  de  cargas  feudales. 

Art.  44.  Queda  reservado  al  pueblo 
en  todo  tiempo  el  derecho  de  aclarar, 
variar,  ampliar  ó  restringir  la  presente 
Constitución,  previa  la  presentación  del 
proyecto  por  el  Gran  Consejo. 

Si  el  Gran  Consejo  declarase  como 
importante  un  proyecto  de  esta  clase, 


la  Comisión  de  Estado  emitirá  su  pare- 
cer ante  el  próximo  Gran  Consejo.  Sólo 
cuando  la  mayoría  de  los  miembros  del 
Gran  Consejo  pida  una  reforma  de  la 
Constitución  por  encargo  de  sus  co- 
mitentes, podrá  éste  entender  en  el 
asunto. 

Art.  45.  Por  la  presente  Constitución 
queda  derogada  la  de  11  de  Noviembre 
de  1814. 

Quedan  igualmente  derogadas  todas 
las  leyes,  ordenanzas  y  disposiciones 
contrarias  á  aquélla,  continuando  en 
vigor  las  que  no  se  opongan  á  la  misma. 

Decreto  federal  referente  á  la  garan- 
tía de  la  Constitución  del  cantón 
de  los  Grisones. 

(Del  16  de  Enero  de  1854) 

La  Asamblea  federal  de  la  Confede- 
ración suiza, 

Vista  la  nueva  Constitución  del  can- 
tón de  los  Grisones  del  24  de  Octubre 
de  1853,  y  la  relación  y  proposición  del 
Consejo  federal  suizo; 

* 

CONSIDERANDO 

1.°  Que  esta  Constitución,  según 
acuerdo  del  Gobierno  de  los  Grisones 
de  1.°  de  Diciembre,  y  con  arreglo  al 
decreto  del  Gran  Consejo  de  24  de  Oc- 
tubre de  1853,  fué  sometida  á  la  vota- 
ción del  pueblo  en  forma  legal  y  acep- 
tada por  la  mayoría  del  mismo; 

2.°  Que  no  contiene  nada  que  se 
oponga  á  la  Constitución  federal  suiza, 
y  que  garantiza  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos políticos,  según  la  forma  repu- 
blicana; 

3.°  Que  puede  ser  revisada  conforme 
á  las  disposiciones  aclaratorias  del  Go- 
bierno de  los  Grisones  de  16  de  Diciem- 


:-'**:•;  *ph 
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bre  de  1853,  cuando  la  mayoría  absolu- 
ta de  los  ciudadanos  lo  desee; 

4.°  Que  el  art.  44  de  la  Constitución, 
con  respecto  al  art.  6.°,  letra  e,  de  la 
Constitución  federal,  sólo  puede  ser  en- 
tendido en  el  sentido  de  que  el  Gran 
Consejo  debe  someter  al  pueblo  la  re- 
visión de  la  Constitución,  cuando  la 
mayoría  de  éste  lo  reclame; 

DECRETA 

Artículo  1.°  Se  concede  la  garantía 
federal  á  la  Constitución  del  cantón  de 
los  Grisones  de  24  de  Octubre  de  1853. 

Art.  2.°  El  Consejo  federal  de  Suiza 
queda  encargado  de  su  ejecución. 

Así  se  decretó  por  la  Cámara  nació 
nal  suiza. 

Berna,  14  de  Enero  de  1854. 

En  nombre  del  mismo, 


El  Presidente, 
J.    B.    PlODA. 

El  Se  ero  i  ario, 
SCHIESS. 

Así  se  decretó  por  el  Consejo  de  los 
Estados  de  Suiza. 


Berna,  16  de  Enero  de  1854. 
En  nombre  del  mismo, 


El  Preside  ule, 

J.  J.  Blumer 


El  Secretario, 

J.  Kern-German. 


Nosotros  el  Presidente  y  el  Pequeño 
Consejo  del  Estado  federal  de  los 
Grisones,  damos  fe: 

Que  la  anterior  Constitución  del  cau 
ton,  sometida  á  la  votación  del  pueblo 
por  mandato  del  Gran  Consejo  de  13  de 
Julio  de  1853,  aceptada  por  el  mismo, 
según  la  clasificación  de  votos,  por  58 
contra  9,  en  24  de  Octubre  del  mismo 
año,  fué  promulgada  el  25  de  Enero  de 
1854,  después  de  obtenida  la  garantía 
de  la  Confederación  por  decreto  de  14  y 
16  del  mismo,  y  puesta  en  vigor  el  l.°de 
Febrero  de  1854. 

Chur,  9  de  Octubre  de  1856. 

El  Presidente, 

Casp  Latour. 
En  nombre  del  Pequeño  Consejo, 

El  Director  de  la  Cancillería, 
J.  B.  TSCHARNER. 


CONSTITUCIÓN  DEL  CANTÓN  DE  FRIBURGO  ' 


En  nombre  de  Dios  Todopoderoso. 
El  pueblo  de  Friburgo  se  da  la  Cons 
titución  cuyo  tenor  es  el  siguiente: 

TtTULO  PRIMERO 

PRINCIPIOS    Y    GARANTÍAS 

Artículo  1.°  El  cantón  de  Friburgo 
es  un  Estado  soberano  que  forma  parte 
de  la  Confederación  suiza. 

La  soberanía  reside  en  la  universali- 
dad del  pueblo. 

La  soberanía  se  ejercerá  por  los  ciu- 
dadanos activos  del  cantón,  directa- 
mente en  las  asambleas  políticas  y  elec- 
torales, ó  en  su  nombre  por  los  poderes 
constitucionales,  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  la  Constitución  federal  y 
cantonal. 

La  forma  de  gobierno  es  la  democrá- 
tica representativa. 

Art.  2.°  La  religión  católica  apostó- 
lica y  romana  es  la  de  la  mayoría  del 
pueblo  friburgués;  queda  garantizado 
su  libre  ejercicio. 

Queda  asimismo  garantido  el  libre 
ejercicio  de  la  religión  evangélica  re- 
formada. 

Las  relaciones  entre  el  Estado  y  la 


(1)    Publicamos  esta  Constitución  como   una 
de  las  menos  avanzadas  de  la  Confederación. 


Iglesia  católica  en  los  asuntos  mixtos 
que  han  dado  ó  puedan  dar  lugar  á 
conflictos,  serán  determinadas  por  un 
concordato  que  se  celebrará  entre  am- 
bas autoridades. 

En  todo  aquello  que  se  refiera  á  la 
población  del  cantón  que  profesa  la  re- 
ligión formada,  habrá  autoridades  ecle- 
siásticas para  los  asuntos  religiosos, 
cuyas  atribuciones  determinarán  las 
leyes, 

Art.  3.°  Queda  garantida  la  libertad 
individual. 

Nadie  podrá  ser  arrestado  fuera  de 
los  casos  y  con  las  formalidades  que  la 
ley  prescribe . 

Art.  4.°    El  domicilio  es  inviolable. 

Ningún  agente  de  la  autoridad  puede 
penetrar  en  la  morada  de  un  ciudada- 
no, sino  en  los  casos  y  con  las  formali- 
dades que  la  ley  prescribe. 

Art.  5.°  Nadie  se  podrá  sustraer  á 
su  juez  natural. 

En  ningún  caso  se  podrán  establecer 
otros  tribunales  que  los  reconocidos 
por  la  Constitución. 

Art.  6.°  Queda  prohibido  todo  rigor 
inútil  al  verificarse  el  arresto  y  durante 
la  detención  de  una  persona,  así  como 
también  todo  medio  de  violencia  para 
conseguirla. 

Art.  7.°  No  puede  imponerse  pena 
alguna  sino  por  la  autoridad  competen* 
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te,  aplicando  una  ley  y  con  arreglo  á 
las  formalidades  por  ella  prescritas. 

Art.  8.°  No  se  podrá  imponer  la  pena 
de  muerte  por  causa  de  delitos  polí- 
ticos. 

Art.  9.°  Todos  los  ciudadanos  son 
iguales  ante  la  ley.  No  existe  en  el  can- 
tón privilegio  alguno  de  lugar,  de  naci- 
miento ó  de  familia. 

Art.  10.  Queda  garantida  Ja  libertad 
de  la  prensa,  el  derecho  de  petición  y 
el  de  asociación  en  los  límites  fijados 
por  la  Constitución  federal. 

Art.  11.  Quedan  igualmente  garan- 
tidos el  derecho  de  establecerse  libre- 
mente, el  de  comercio  é  industria,  con- 
forme á  la  Constitución  federal  y  con 
sujeción  á  las  prescripciones  de  la  ley. 

Art.  12.    La  propiedad  es  inviolable. 

Art.  13.  Ninguna  propiedad  inmue- 
ble puede  ser  gravada  con  un  censo 
perpetuo  é  irredimible. 

Art.  14  No  se  podrán  restablecer 
los  mayorazgos,  sustituciones  ni  fidei- 
comisos familiares. 

Art.  15.  Los  impuestos  serán  repar- 
tidos, en  lo  posible,  de  manera  que 
cada  ciudadano  contribuya  en  propor- 
ción de  sus  facultades  y  de  su  for- 
tuna. 

El  impuesto  directo  sólo  se  votará 
por  un  año.  En  el  empleo  de  las  rentas 
del  Estado  deberá  presidir  la  mayor 
economía,  y  la  Administración  deberá 
dirigir  sus  esfuerzos  con  preferencia  á 
nivelar  los  ingresos  y  los  gastos. 

-  Art.  16.  Todo  friburgués,  todo  suizo 
habitante  en  el  cantón  de  Friburgo, 
está  obligado,  en  la  medida  de  sus  fuer- 
zas y  facultades,  al  servicio  militar  fue- 
ra de  los  casos  de  exención  determina- 
dos por  la  ley. 

Art.  17.  El  Estado  ejercerá  la  alta 
inspección  sobre  la  educación  y  la  ins- 
trucción pública,  que  serán  organiza- 


das y  dirigidas  con  sentido  religioso  y 
patriótico. 

Queda  asegurado  al  clero  un  concur- 
so eficaz  en  esta  materia. 

Art.  18.  Se  declara  libre  la  facultad 
de  enseñar,  con  sujeción  alo  que  las 
leyes  prescriban. 

Art.  19.  La  instrucción  primaria  será 
gratuita,  y  los  gastos  que  ocasione  co- 
rrerán á  cargo  de  los  municipios. 

La  ley  determinará  los  casos  y  la 
proporción  en  que  el  Estado  ha  de  ayu- 
darles con  sus  subsidios. 

Todo  ciudadano  se  halla  en  el  deber 
de  dar  á  sus  hijos  ó  á  los  jóvenes  que 
le  estén  confiados,  una  instrucción 
cuando  menos  igual  ala  prescrita  para 
las  escuelas  primarias  públicas. 

Art.  20.  Los  gastos  que  ocasionen  al 
Estado  el  sostenimiento  del  culto  y  la 
instrucción  pública  sobre  los  productos 
de  las  fundaciones  existentes  á  la  sa- 
zón, serán  equitativamente  repartidos 
entre  las  dos  comuniones,  tomando  por 
base  la  cifra  de  la  población  indígena 
de  cada  cual  de  ella*. 

Art.  21 .  Las  leyes,  decretos  y  orde- 
nanzas deberán  publicarse  en  los  idio- 
ma francés  y  alemán.  El  texto  francés 
se  considerará  como  original. 

TÍTULO  SEGUNDO 

DIVISIÓN     TERRITORIAL 

Art.  22.  El  territorio  del  cantón  se 
divide: 

a)  En  círculos  electorales; 

b)  En  distritos  administrativos; 

c)  En  distritos  judiciales. 

La  ley  determinará  el  número  y  lími- 
tes de  estas  divisiones  territoriales,  y 
podrán  establecerse  otras  nuevas  si  se 
considera  necesario. 

Art.  23.    Los  distritos   administrad- 
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vos  se  dividirán  en  comunes  ó  muni- 
cipios. 

Ari.  24.  La  ciudad  de  Friburgo  es  la 
capital  del  cantón  y  la  residencia  de  las 
autoridades  Superiores. 

TtTULO  TERCERO 

CAPACIDAD  POLÍTICA  DE  LOS  CIUDADA- 
NOS.—ASAMBLEAS  POLÍTICAS  Y  ELECTO- 
RALES 

Art.  25.  Son  ciudadanos  activos,  es 
decir,  con  aptitud  legal  para  votar  en 
las  asambleas  políticas  y  electorales: 

1/  Todos  los  friburgueses  de  estado 
seglar: 

a)    Que  hayan  cumplido  veinte  años; 

6)  Que  estén  domiciliados  en  el  can- 
tón; 

c)  Que  se  hallen  en  el  goce  de  los 
derechos  civiles  y  políticos; 

2.°  Todos  los  suizos  domiciliados  en 
el  cantón  con  un  año  de  antelación,  que 
reúnan  las  mismas  condiciones  que  á 
los  naturales  se  exigen,  con  sujeción  á 
las  disposiciones  referentes  á  las  elec- 
ciones federales. 

Art.  26.    No  son  ciudadanos  activos: 

a)  Los  que  no  reúnan  las  cualida- 
des requeridas  por  las  letras  a  y  6  del 
artículo  anterior; 

b)  Los  que  por  sentencia  judicial  se 
hallen  privados  de  ios  derechos  civiles 
y  políticos; 

c)  Los  insolventes; 

d)  Los  condenados  á  la  pena  de  in- 
terdicción civil; 

e)  Los  que  hayan  recibido  legalmen- 
te  socorros  de  una  de  las  cajas  de  los 
pobres  para  si  ó  para  su  familia,  duran- 
te el  año  que  preceda  á  las  elecciones; 

f)  Aquellos  á  quienes  esté  prohibido 
frecuentar  las  tabernas; 

g)  Aquellos  que  notoriamente  se  ha- 


llen privados  de  las  facultades  intelec- 
tuales. 

Art.  27.  Los  ciudadanos  activos  se 
reunirán  en  asambleas  políticas  y  en 
asambleas  electorales. 

Art.  28.  Las  asambleas  políticas  es- 
tán llamadas  á  emitir  su  voto: 

1 .°  Sobre  la  aceptación  de  la  Consti- 
tución cantonal  y  sobre  las  modifica- 
ciones que  en  ella  se  introduzcan  por 
vía  de  revisión; 

2.o  Sobre  las  cuestiones  de  revisión 
de  la  Constitución  federal. 

Estas  asambleas  se  reunirán  con  ar- 
reglo á  lo  dispuesto  en  las  leyes  fede- 
rales referentes  al  particular. 

Art.  29.  Las  asambleas  electorales 
procederán: 

1.*  A  la  elección  de  los  diputados 
para  el  Gran  Consejo; 

2°  A  la  de  los  diputados  del  cantón 
para  el  Consejo  nacional; 

3.°    A  la  de  los  jurados  federales; 

4.°    A  la  de  los  jurados  cantonales. 

Estas  elecciones  se  verificarán  de 
conformidad  con  las  leyes  relativas  á 
la  materia. 

El  escrutinio  será  secreto. 

Art.  30.  Para  la  elección  de  los  di- 
putados al  Gran  Consejo,  los  ciudada- 
nos activos  domiciliados  en  un  círculo 
electoral  formarán  una  asamblea  elec- 
toral. 

Sin  embargo,  los  funcionarios  y  em- 
pleados públicos,  que  estén  obligados 
á  residir  en  un  municipio  en  que  no 
sean  más  que  residentes,  podrán  ejer-  • 
cer  el  derecho  electoral  en  el  círculo  á 
que  pertenezca  el  municipio  de  origen. 
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título  cuarto 

DE  LOS  PODERES  DEL  CANTÓN 

CAPÍTULO    PRIMERO 
Disposiciones  generales 

Art.  31.    Habrá  en  el  cantón: 

Un  Poder  legislativo; 

Otro  ejecutivo  y  administrativo, 

Y  otro  judicial. 

Habrá  una  completa  separación  en- 
tre los  tres  poderes,  según  los  límites 
determinados  por  la  ley. 

Art.  32.  Será  elegible  para  ejercer 
las  funciones  de  los  órdenes  legislati- 
vo, ejecutivo  y  judicial,  todo  ciudadano 
friburgués  que  tenga  veinticinco  años 
cumplidos. 

Se  exceptúan  las  disposiciones  lega- 
les que  se  establecen  en  los  casos  de 
incompatibilidad  y  de  acumulación. 

Art.  33.  No  podrán  ser  miembros, 
á  un  mismo  tiempo,  de  una  corpora- 
ción del  Estado,  á  excepción  del  Gran 
Consejo: 

a)    Los  parientes  en  línea  directa; 

6)    El  suegro  y  el  yerno; 

c)  Los  hermanos  carnales,  consan- 
guíneos y  uterinos; 

d)  El  tío  y  el  sobrino  carnal,  ora  sea 
por  consanguinidad,  ora  por  afinidad; 

é)    Los  primos  hermanos; 
•  /)    Los  cuñados. 

Art.  34.  La  duración  de  las  funcio- 
nes públicas  será  limitada.  En  princi- 
pio está  admitida  la  reelección  para 
los  mismos  cargos,  fuera  de  los  casos 
determinados  por  la  Constitución. 

Art.  35.  Queda  prohibido  á  los  fun- 
cionarios de  los  tres  órdenes  mencio- 
nados aceptar  de  un  Estado  extranjero, 
título,  condecoración,  pensión  6  regalo 


sin  previa  autorización  del  Gran  Con- 
sejo, so  pena  de  destitución. 

CAPÍTULO  II 
Del  Poder  legislativo 

Art.  36.  El  Poder  legislativo  residirá 
en  un  Gran  Consejo  compuesto  de  di- 
putados elegidos  por  las  asambleas 
electorales. 

Art.  37.  Las  asambleas  electorales 
nombrarán  un  diputado  por  cada  1.200 
almas  de  población.  La  fracción  de 
más  de  800  almas  dará  asimismo  dere- 
cho á  elegir  un  diputado. 

Art.  38.  El  Gran  Consejo  actual  sub- 
sistirá, tal  como  se  halle  constituido, 
durante  cinco  años,  ó  sea  hasta  el  7  de 
Diciembre  de  1801.  Las  vacantes  acci- 
dentales que  ocurran  en  este  intervalo 
se  cubrirán  del  modo  siguiente: 

Los  diputados  directos  serán  reem- 
plazados por  los  círculos  electorales 
que  los  hayan  elegido; 

Los  diputados  indirectos  lo  serán  por 
el  Gran  Consejo  mismo. 

Art.  39.  La  duración  de  cada  legis- 
latura será  de  cinco  años,  y  al  espirar 
éstos  sé  renovará  totalmente  el  Gran 
Consejo. 

Art.  40.  Las  vacantes  accidentales 
que  ocurran  en  el  tiempo  que  medie  de 
una  renovación  á  otra  se  cubrirán  en 
el  término  de  dos  meses. 

Art.  41.  El  Gran  Consejo  nombrará 
por  un  año  su  Presidente,  que  no  será 
reelegí  ble  para  el  siguiente. 

No  podrán  ser  elegidos  para  este  car- 
go los  miembros  del  Poder  ejecutivo. 

Art.  42.  El  Gran  Consejo  se  reunirá 
ordinariamente  el  primer  martes  de 
Mayo  y  el  segundo  de  Noviembre. 

Extraordinariamente  será  convocado; 
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a)  Cuantas  veces  el  Presidente  lo 
juzgue  necesario; 

b)  Cuando  lo  pida  el  Poder  ejecutivo; 

c)  Cuando  lo  pidan  veinte  de  sus 
miembros  mediante  solicitud  motiva- 
da, firmada  y  dirigida  al  Presidente. 

El  Presidente  hará  la  convocatoria 
extraordinaria  del  Gran  Consejo,  indi- 
cando los  asuntos  que  hayan  de  ser  ob- 
jeto de  sus  deliberaciones. 

Art.  43.  Para  tomar  acuerdo  el  Gran 
Consejo,  será  necesaria  la  presencia  de 
la  mavoría  absoluta  del  número  total 
de  sus  miembros. 

Art.  44.  Las  sesiones  del  Gran  Con- 
sejo serán  públicas;  podrán,  sin  em- 
bargo, celebrarse  á  puerta  cerrada, 
cuando  así  se  acuerde. 

Art.  45.  Las  atribuciones  del  Gran 
Consejo  son  las  siguientes: 

a)  Examinar  los  poderes  de  sus 
miembros; 

b)  Decretar  las  leyes;  la  iniciativa 
en  éstas  corresponde  al  Consejo  de  Es- 
tado y  á  cada  uno  de  los  miembros  del 
Gran  Consejo; 

c)  Invitar  al  Consejo  de  Estado  á 
presentarle  un  proyecto  de  ley;  si  dicha 
autoridad  no  respondiese  á  esta  invita- 
ción en  un  plazo  dado,  el  Gran  Consejo 
está  facultado  para  encomendar  á  una 
comisión  la  elaboración  del  proyecto; 

d)  Votar  los  impuestos,  decretar  los 
gastos,  los  empréstitos,  las  adquisicio- 
nes y  enagenaciones  del  dominio  públi- 
co, con  arreglo  á  las  prescripciones  de 
la  ley; 

é)  Decretar  el  presupuesto  del  Es- 
tado; 

/)  Fijar  el  sueldo  de  los  funciona- 
rios y  empleados  públicos,  salvo  el  de 
aquéllos  que  la  ley  reserva  al  Poder 
ejecutivo;  pedir  cuentas  anualmente  de 
la  administración  del  cantón;  recibir  y 
aprobarlas  del  Estado; 

Tomo  VIII.— Instituciones  jurídicas. 


g)  Nombrar  los  diputados  para  el 
Consejo  de  los  Estados  y  hacer  todos 
los  demás  nombramientos  que  le  com- 
peten, con  arreglo  á  la  Constitución  y 
á  las  leyes; 

h)  Ejercer  el  derecho  de  amnistía  é 
indulto; 

i)    Conceder  la  naturalización; 

j)  Decidir  las  competencias  de  atri- 
buciones entre  el  Poder  ejecutivo  y  el 
judicial; 

h)  Ejercer  la  soberanía  en  todo 
aquello  que  la  Constitución  no  confiera 
expresamente  á  otra  autoridad. 

Art.  46.  Los  diputados  por  el  Gran 
Consejo  representarán  al  cantón  y  no 
recibirán  mandato  imperativo. 

Art  47.  Ningún  diputado  del  Gran 
Consejo  podrá  ser  perseguido  por  las 
opiniones  que  haya  emitido  ante  esta 
Asamblea. 

Art.  48.  Los  diputados,  salvo  las  ex- 
cepciones que  la  ley  determine,  recibi- 
rán una  indemnización. 

CAPÍTULO  III 

Del  Poder  ejecutivo  y  administrativo 

Art.  49.  El  Poder  ejecutivo  y  admi- 
nistrativo será  ejercido  por  un  Consejo 
de  Estado  nombrado  por  el  Gran  Con- 
sejo. 

Art.  50.  El  Consejo  de  Estado  se 
compondrá  de  siete  miembros.  La  du- 
ración de  sus  funciones  será  de  cinco 
años. 

Después  de  cada  renovación  total  del 
Gran  Consejo,  se  renovará  también  to- 
talmente el  Consejo  de  Estado. 

Si  ocurriesen  vacantes  en  el  inter- 
valo, se  cubrirán  inmediatamente;  pero 
el  nombramiento  sólo  será  por  el  tiem- 
po que  falte  al  miembro  á  quien  susti- 
tuya. 
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Art.  51.  El  Presidente  del  Consejo 
de  Estado  será  nombrado  por  el  Gran 
Consejo  por  un  año. 

No  podrá  ser  reelegido  inmediata- 
mente. 

Art.  52.  Las  atribuciones  del  Conse- 
jo de  Estado  son  las  siguientes: 

a)  Hacer  que  se  ejecuten  las  leyes  y 
administrar  el  cantón; 

6)  Disponer  de  la  fuerza  armada 
para  la  seguridad  del  Estado  y  la  con- 
servación del  orden  público. 

Sin  embargo,  en  este  caso,  deberá  po- 
nerlo inmediatamente  en  conocimiento 
del  Presidente  del  Gran  Consejo,  y  al 
mismo  tiempo,  según  las  circunstan- 
cias, solicitar  que  sea  convocada  esta 
Asamblea; 

c)  Nombrar  y  separar  todas  las  au- 
toridades y  empleados  que  le  estén  su- 
bordinados, cuyo  nombramiento  no  sea 
de  las  atribuciones  de  otro  poder; 

d)  Presentar  al  Gran  Consejo  los 
proyectos  de  ley  que  crea  necesarios; 

é)  Estatuir  sobre  todas  las  cuestio- 
nes puramente  administrativas  que  no 
estén  reservadas  á  otra  autoridad; 

f)  Vigilar  la  administración  de  los 
Comunes  y  parroquias;  autorizar  la 
venta  ó  la  distribución  de  los  inmue- 
bles (los  bienes  afectos  á  los  beneficios 
eclesiásticos  no  se  hallan  comprendi- 
dos bajo  esta  letra); 

g)  Vigilar  y  dar  instrucciones  á 
las  autoridades  administrativas  inferio- 
res; 

h)  Vigilar  la  marcha  general  de  la 
administración  de  justicia; 

i)  Velar  por  el  libre  ejercicio  de  los 
cultos; 

j)  Presentar  anualmente  al  Gran 
Consejo  el  presupuesto  de  gastos  é  in- 
gresos; 

A*)  Mantener  las  relaciones  con  las 
autoridades  federales  y  cantonales  y 


las  del  exterior,  en  los  limites  que  pres- 
cribe la  Constitución  federal; 

l)  Acordar  las  extradiciones,  con  su- 
jeción á  los  tratados; 

m)  Emitir  informe  necesariamente 
en  todos  los  casos  en  que  el  Gran  Con- 
sejo se  lo  pida,  sobre  los  asuntos  que  se 
le  remitan. 

Art.  53.  El  Consejo  de  Estado  ren- 
dirá anualmente  al  Gran  Consejo  cuen- 
ta detallada  de  los  diversos  ramos  de 
su  administración. 

Esta  memoria,  que  se  imprimirá  y 
publicará,  deberá  estar  presentada,  á 
rnás  tardar,  para  la  reunión  de  Noviem- 
bre del  año  siguiente. 

El  Consejo  de  Estado  está  obligado 
á  rendir  cuentas  sobre  un  objeto  par- 
ticular de  su  administración,  cuantas 
veces  le  sean  exigidas  por  el  Gran  Con- 
sejo. 

El  Presidente  del  Gran  Consejo  ten- 
drá derecho,  en  todo  tiempo,  á  compro- 
bar los  actos  del  Poder  ejecutivo. 

Art.  54.  El  Consejo  de  Estado  estará 
representado  en  cada  distrito  por  un 
prefecto.  La  duración  de  sus  funciones 
será  de  cinco  años. 

Art.  55.  El  Consejo  de  Estado  estará 
representado  en  la  persecución  de  los 
crímenes  y  delitos  y  en  los  asuntos  fis- 
cales por  un  Ministerio  público. 

Su  organización  será  determinada 
por  la  ley. 

Art.  56.  Para  el  examen  previo  de 
los  negocios,  así  como  para  su  despa- 
cho, ei  Consejo  de  Estado  se  dividirá 
en  direcciones . 

Su  organización  será  objeto  de  una 
ley. 

Art.  57.  El  Consejo  de  Estado  será 
responsable  de  su  gestión.  La  ley  regu- 
lará esta  responsabilidad. 

Art.  58.  Cada  funcionario  ó  emplea- 
do público,  tanto  del  orden  ejecutivo 
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como  del  administrativo,  será  respon- 
sable de  sus  actos. 

Ninguno  de  los  funcionarios  de  los 
dos  órdenes  citados  podra  ser  destituí- 
do  sin  ser  previamente  oído,  y  en  vir- 
tud de  decisión  motivada  de  la  autori- 
dad que  lo  haya  nombrado. 

CAPÍTULO  IV 

Del  Poder  judicial 

Art.  59.  La  administración  de  justi- 
cia, tanto  en  lo  civil  y  criminal  como 
en  lo  contencioso,  estará  confiada  á  los 
tribunales  reconocidos  por  la  Constitu- 
ción . 

Art.  60.  Se  creará  un  Tribunal  can- 
tonal, compuesto  de  nueve  miembros  y 
nueve  suplentes,  nombrados  todos  in- 
dividualmente por  el  Gran  Consejo,  y  la 
duración  de  sus  funciones  será  de  ocho 
años. 

Art.  61.  La  mayoría,  tanto  de  los 
miembros  del  Gran  Consejo  como  de 
los  suplentes  del  Tribunal  cantonal,  de- 
berán ser  versados  en  las  lenguas  fran- 
cesa y  alemana. 

Art.  62.  El  Gran  Consejo  elegirá  por 
un  año  el  Presidente  del  Tribunal  can- 
tonal, 

Este  no  será  reelegióle  inmediata- 
mente. 

Art.  63.  El  Tribunal  cantonal  ejer- 
cerá las  funciones  de  Tribunal  de  Ca- 
sación en  tanto  que  aquéllas  no  sean 
conferidas  á  un  tribunal  especial. 

Se  le  reintegrará  las  funciones  de 
Sala  de  acusación,  que  serán  desem- 
peñadas por  una  comisión  de  tres 
miembros  de  su  seno.  Los  miembros  de 
estacomisión  no  podrán  tomar  parte  en 
las  deliberaciones  y  sentencias  en  los 
casos  en  que  hayan  intervenido  como 
Sala  de  acusación. 


Art.  64.  Sin  perjuicio  de  la  indepen- 
dencia de  los  tribunales  al  dictar  sus 
fallos,  el  Tribunal  cantonal  vigilará 
á  las  autoridades  judiciales  inferiores 
y  les  dará  instrucciones. 

Redactará  anualmente  uaa  Memoria 
detallada  de  todos  los  ramos  de  admi- 
nistración de  justicia,  que  deberá  ser 
presentada,  á  más  tardar,  para  la  se- 
sión de  Noviembre  del  siguiente  año. 

Art.  65.  En  cada  distrito  judicial  ha- 
brá un  tribunal. 

Cada  cual  de  estos  tribunales  se 
compondrá  de  un  Presidente,  de  cua- 
tro miembros  y  cuatro  suplentes  nom- 
brados individualmeute  por  ocho  años 
por  el  Tribunal  cantonal  y  por  el  Con- 
sejo de  Estado  reunidos. 

Art.  66.  En  cada  distrito  judicial  ha- 
brá uno  ó  más  jueces  de  paz. 

La  ley  determinará  la  jurisdicción 
y  atribuciones  de  estos  funcionarios. 

Art.  67.  La  ley  regulará  todo  lo  que 
se  refiere  á  la  administración  de  los 
asuntos  de  los  menores. 

Art.  68.  Los  negocios  comerciales 
estarán  sometidos  á  una  legislación  es- 
pecial. Se  podrán  crear  uno  ó  varios 
Tribunales  de  Comercio. 

Art.  69  Es  potestativa  la  institución 
del  Jurado: 

a)  En  materia  criminal; 

b)  Para  los  delitos  políticos; 

c)  Para  los  delitos  cometidos  por 
medio  de  la  imprenta. 

Art.  70.  Los  crímenes  y  los  delitos 
cometidos  por  militares  en  activo  ser* 
vicio  del  cantón,  serán  juzgados  con- 
forme á  la  ley  de  la  justicia  penal  mili- 
tar de  la  Confederación,  y  en  relación 
con  la  ley  cantonal. 

Art.  71,  Queda  consagrado  en  prin- 
cipio que  los  debates  serán  orales  y 
públicos  en  el  curso  de  los  procesos  de 
que  conozcan  los  tribunales» 
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Art.  72.  Para  que  la  sentencia  pro- 
nunciada por  un  tribunal  sea  válida, 
será  necesaria  la  presencia  de  todos 
sus  miembros,  á  excepción  del  Tribu- 
nal cantonal,  que  deberá  constar  por 
lo  menos  de  siete  miembros,  fuera  de 
los  casos  en  que  otra  cosa  se  determi- 
ne por  la  ley. 

Art.  73.  Se  podrá  exigir  á  los  fun- 
cionarios del  orden  judicial  responsa- 
bilidad de  sus  actos,  con  sujeción  á 
las  prescripciones  de  la  ley. 

Art.  74.  Ningún  funcionario  del  or- 
den judicial  podrá  ser  suspendido  ó 
destituido  sino  en  virtud  de  senten- 
cia, y  en  los  casos  previstos  en  la  ley. 

Art.  75.  La  ley  determinará  ulterior- 
mente la  organización,  atribuciones  y 
competencia  de  las  autoridades  judi- 
ciales. 

TITULO  QUINTO 

DE  LOS  COMUNES    (MUNICIPIOS) 

Art.  76.    En  cada  municipio  habrá: 

a)  Una  asamblea  municipal; 

b)  Un  consejo  municipal; 

c)  Un  síndico  que  presidirá  el  con- 
sejo municipal  y  la  asamblea,  y  que 
será  á  la  vez  el  representante  del  Go- 
bierno cerca  del  municipio. 

Art.  77.  Todos  los  municipios  esta- 
rán bajo  la  suprema  inspección  del 
Estado. 

Bajo  esta  inspección  administrarán 
libremente  todos  los  bienes  que  les  ga- 
rantiza el  art.  12  de  la  presente  Consti- 
tución. 

La  ley  reglamentará  todo  lo  que  ten- 
ga relación  con  la  organización  políti- 
ca y  administrativa  de  los  muncipios. 


TITULO  SEXTO 

REVISIÓN  DE  LA   CONSTITUCIÓN 

Art.  78.  La  Constitución  podrá  en 
todo  tiempo  ser  total  ó  parcialmente 
revisada. 

En  este  último  caso  deberán  desig- 
narse especialmente  los  artículos  cuya 
revisión  se  pida. 

Art.  79.  Tendrá  lugar  la  revisión 
total: 

1.°  Cuando  la  pidan  por  lo  menos 
6.000  ciudadanos  activos  en  la  forma 
que  determina  la  ley; 

2.°  Cuando  así  lo  acuerde  el  Gran 
Consejo. 

En  ambos  casos,  la  cuestión  de  saber 
si  la  Constitución  debe  ser  ó  no  revisa- 
da será  sometida  á  la  votación  del  pue- 
blo, y  si  la  mayoría  absoluta  de  los  ciu- 
dadanos activos  se  pronuncia  por  la 
afirmativa,  se  procederá  á  la  revisión 
en  la  forma  que  determinan  los  artícu- 
los siguientes. 

Art.  80.  La  revisión  total  será  ejecu- 
tada por  una  comisión  constituyente 
elegida  en  la  misma  forma  que  el  Gran 
Consejo. 

Art.  81.  Si  el  proyecto  de  Constitu- 
ción revisado  fuere  rechazado  por  la 
mayoría  de  los  ciudadanos  activos  que 
tomen  parte  en  la  votación,  la  misma 
Asamblea  constituyente  elaborará  un 
segundo  proyecto. 

Si  fuere  también  rechazado  este  se- 
gundo proyecto,  se  procederá  á  la  elec- 
ción de  una  nueva  Asamblea  constitu- 
yente. 

Art.  82.  La  revisión  parcial  se  lleva- 
rá á  cabo  por  el  Gran  Consejo. 

Los  artículos  que  hayan  de  ser  revi- 
sados serán  sometidos  á  dos  delibera- 
ciones con  un  intervalo  de  seis  meses. 
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El  proyecto  de  los  artículos  revisa- 
dos, después  de  aprobado  por  el  Gran 
Consejo,  será  sometido  á  la  aceptación 
del  pueblo,  que  procederá  á  su  votación 
un  mes  después,  cuando  menos,  de  la 
segunda  deliberación. 

Si  la  mayoría  de  los  ciudadanos  acti- 
vos que  tomen  parte  en  la  votación 
aceptan  el  proyecto  de  revisión,  los 
artículos  revisados  serán  promulga- 
dos y  formarán  parte  integrante  de  la 
Constitución. 

TITULO  SÉPTIMO 

DISPOSICIONES    TRANSITORIAS  Y    FINALES 

Art.  83.  La  presente  Constitución 
será  sometida  á  la  aceptación  del 
pueblo. 

Si  fuere  aceptada  por  la  mayoría  de 
los  ciudadanos  activos  que  tomen  parte 
en  la  votación,  será  inmediatamente 
promulgada  y  puesta  en  vigor. 

Si  fuere  rechazada,  será  sometida  á 
una  nueva  deliberación  del  Gran  Con- 
sejo, y  en  seguida  á  una  nueva  votación 
del  pueblo. 

Art.  84.  Después  de  puesta  en  vigor 
la  nueva  Constitución,  quedará  dero- 
gada la  de  4  de  Marzo  de  1848,  á  reser- 
va, sin  embargo,  de  las  disposiciones 
mencionadas  en  el  art.  38  de  la  presen- 
te Constitución. 

Art.  85.  Tan  pronto  como  sea  acep- 
tada la  Constitución  por  el  pueblo,  se 
procederá  al  nombramiento  de  las  au- 
toridades constitucionales,  que  empe- 
zarán inmediatamente  á  ejercer  sus 
funciones. 

Entre  tanto,  las  autoridades  que  exis- 
ten en  la  actualidad  continuarán  ejer- 
ciendo sus  funciones  hasta  que  sean 
reemplazadas. 

Art.  86.    Las  leyes  actuales  relativas 


á  la  organización  de  los  poderes  conti- 
nuarán vigentes  hasta  que  puedan  ser 
puestas  en  harmonía  con  la  presente 
Constitución. 

Así  ha  sido  discutida  y  aprobada  por 
el  Gran  Consejo  á  7  de  Mayo  de  1857. 

El  Presidente, 

H.  Charles. 

Los  Secretarios, 

Ch.  Vissaula,  ád.  Monnerat. 

El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Fri- 
burgo, 

Visto  el  informe  de  la  comisión  nom- 
brada para  el  escrutinio  de  los  votos 
emitidos  sobre  la  aceptación  de  la 
Constitución  el  24  de  Mayo  de  1857; 

DECLARA 

Que  de  quince  mil  seiscientos  diecisie- 
te ciudadanos  activos,  que  han  tomado 
parteen  la  votación  sobre  la  aceptación 
ó  no  aceptación  de  la  nueva  Constitu- 
ción, catorce  mil  trescientos  cincuenta  y 
cinco  han  votado  aceptándola,  y  mil 
doscientos  sesenta  y  dos  rechazándola. 

En  su  consecuencia  la  Constitución 
es,  á  tenor  del  art.  83,  aceptada  por  el 
pueblo  fri burgués,  y  empieza  á  regir. 

El  presente  decreto  de  promulgación 
se  imprimirá  en  las  dos  lenguas  nacio- 
nales, y  se  publicará  en  la  forma  acos- 
tumbrada. 

Dado  en  Kriburgo,  á  3  de  Junio 
de  1857. 

El  Presidente, 

H.  Charles. 

Los  Secretarios, 

Ch.  Vissaula,  Ad.  Monnerat. 
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Decreto  federal  acerca  de  la  garantía 
de  la  Constitución  del  cantón  de 
Friburgo. 

(De  30  de  Julio  de  1857) 

La  Asamblea  federal  de  la  Confede- 
ración suiza. 

Vista  la  Constitución  del  cantón  de 
Friburgo  de  7  de  Mayo  de  1857; 

Visto  el  decreto  del  Gran  Consejo  del 
cantón  de  Friburgo  de  3  de  Junio  y  el 
informe  y  proposición  del  Consejo  fe- 
deral de  24  de  Junio  de  1867; 

CONSIDERANDO 

1.°  Que  el  art.  2.°  de  la  Constitución 
autorízala  celebración  de  un  concor- 
dato entre  el  Estado  y  la  Iglesia,  de 
donde  se  sigue  que  las  autoridades  fe- 
derales tendrán  derecho  á  que  se  les 
comunique  el  concordato  y  á  exami- 
narlo; 

2.°  Que  según  los  términos  en  que 
se  halla  concebido  el  art.  16,  los  ciuda- 
danos suizos  habitantes  en  el  cantón, 
se  hallan  obligados  al  servicio  militar. 
Esta  disposición  no  es  posible  inter- 
pretarla ni  aplicarla  en  otro  sentido 
que  en  el  de  la  legislación  federal; 

3.°  Que  los  artículos  30  y  32  sólo 
pueden  ser  aplicados  en  conformidad 
con  el  41  y  42  de  Ja  Constitución  fede- 
ral que  garantizan  ciertos  derechos  á 
los  ciudadanos  suizos  domiciliados,  no 
ciudadanos  del  cantón; 

4.°  Que  esta  Constitución  reúne, 
además,  las  condiciones  que  el  art.  6.° 
de  la  Constitución  federal  exige  para 
otorgarle  la  garantía  federal; 


DECRETA 

Articulo  1.°  Se  concede  la  garantía 
federal  á  la  Constitución  del  cantón  de 
Friburgo  de  7  de  Mayo  de  1857,  tal 
como  ha  sido  presentada,  redactada  en 
idioma  francés,  con  la  reserva  de  los 
considerandos  1.°  y  3.°,  y  en  el  sentido 
del  considerando  2.° 

Art.  2.°  El  Consejo  federal  queda 
encargado  de  la  ejecución  del  presente 
decreto. 

Así  ha  sido  decretado  por  el  Consejo 
nacional  suizo. 

Berna,  29  de  Julio  de  1857. 

En  nombre  del  Consejo  nacional, 

El  Presidentef 
P.  MlGY. 

El  Secretario, 
SCHIESS. 

i 

Así  ha  sido  decretado  por  el  Consejo 
de  los  Estados  de  Suiza. 

Berna,  30  de  Julio  de  1857. 

En  nombre  del  Consejo  de  los  Esta- 
dos de  Suiza, 

El  Presidente, 

D.  Weder. 

El  Secretario, 

J.  Kem  Germann. 

Decreto  federal  de  1.°  de  Diciembre 
de  1874,  dividiendo  el  cantón  de  Fri- 
burgo en  siete  circuios  electorales 
para  la  elección  de  diputados  para 
el  Gran  Consejo. 

El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Fri- 
burgo, 

Visto  el  artículo  1.°  del  decreto  de  17 
de  Agosto  de  1874; 
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Vistos  los  artículos  78  y  79  de  la  Cons- 
titución cantonal; 

Visto  el  decreto  de  ejecución  de  7  de 
Septiembre  de  1874,  convocando  los 
círculos  electorales  para  emitir  su  voto 
aceptando  ó  rechazando  las  disposi- 
ciones contenidas  en  el  art.  1.°  del  cita- 
do decreto; 

Visto  el  resultado  de  la  votación  po- 
pular de  27  de  Septiembre  último; 

Considerando  que  el  pueblo  fribur- 
gués  ha  aceptado  por  una  gran  mayo- 
ría las  disposiciones  arriba  mencio- 
nadas; 

A  propuesta  del  Consejo  de  Estado, 

DECRETA 

Articulo  único.  El  art.  22  de  la  Cons- 
titución cantonal  vigente  de  7  de  Mayo 
de  1857,  se  adicionará  con  las  disposi- 
ciones siguientes: 

El  cantón  de  Friburgo  queda  dividido 
en   siete  circuios  electorales  para  la 
elección  de  diputados  para  el  Gran  Con- 
sejo. 
Estos  círculos  son: 
1.°    El  círculo  de  la  Sarine; 
ídem  de  la  Singine; 
ídem  de  la  Gruyere; 
ídem  de  Lac; 
ídem  de  la  Glane; 
ídem  de  la  Broye; 
ídem  de  la  Veveyse; 
Estos  círculos  electorales  tendrán  la 
misma  extensión  que  los  distritos  ad- 
ministrativos, y  la  votación  se  verifica- 
rá en  el  municipio. 

Dado  en  Gran  Consejo,  en  Friburgo, 
el  1.°  de  Diciembre  de  1874. 

El  primer  Vicepresidente, 

C.  Clerc. 

El  primer  Secretario, 
L.    BOÜRGKNECHT. 


2.° 
3.° 
4.° 

5.° 
6.° 
7.° 


Decreto  federal  de  17  de  Septiembre 
de  1875,  dando  la  garantía  &  la  re- 
visión parcial  de  la  Constitución  del 
cantón  de  Friburgo. 

La  Asamblea  federal  de  la  Confedera- 
ción suiza, 

Visto  el  informe  del  Consejo  federal 
de  15  de  Enero  de  1875,  sobre  un  decre- 
to del  Gran  Consejo  del  cantón  de  Fri- 
burgo de  17  de  Diciembre  de  1874,  por 
el  que  se  ha  completado  el  art.  22  de  la 
Constitución  del  cantón  de  Friburgo  di- 
vidiéndolo en  siete  círculos  electorales; 

CONSIDERANDO 

Que  esta  modificación  del  art.  22  de 
la  Constitución  de  Friburgo  no  encie- 
rra nada  que  sea  contrario  á  las  dispo- 
siciones de  la  Constitución  federal; 

Que  ha  sido  aceptada  por  el  pueblo 
del  cantón  de  Friburgo  en  la  votación 
de  27  de  Septiembre  de  1874, 

DECRETA 

1.°  Se  concede  la  garantía  federal  á 
la  mencionada  revisión  del  art.  22  de  la 
Constitución  del  cantón  de  Friburgo; 

2.°  El  Consejo  federal  es  el  encarga- 
do de  la  ejecución  del  presente  decreto. 

Así  ha  sido  decretado  por  el  Consejo 
de  los  Estados. 

Berna,  16  de  Septiembre  de  1875. 

El  Presidente, 
RlNGIER. 

El  Secretario, 
J.  L.  LÜTSCHER, 
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Así  lo  ha  decretado  el  Consejo  na- 
cional. 
Berna,  17  de  Septiembre  de  1875. 

El   Presidente, 

Staempfli. 

El  Consejo  de  Estado  del  cantón  de 
Fr ¿burgo, 

Ordena  la  publicación  del  decreto 
de  1.°  de  Diciembre  de  1874  y  de  la  or- 


denanza federal  de  17  de  Septiembre 
de  1875  para  su  registro  é  inserción  en 
el  boletín  de  las  leyes.' 

Dado  en  el  Consejo  de  Estado,  en  Fri- 
burgo,  el  27  de  Septiembre  de  1875. 

Kl   Presidente, 

Waillant. 

El  Vicecanciller, 

A.  Veitzel. 


CONSTITUCIÓN  DEL  CANTÓN  DE  VALAIS 


DE  25  DE  NOVIEMBRE  DE  1875 


En  nombre  de  Dios  Todopoderoso. 
TÍTULO  PRIMERO 

PRINCIPIOS    GENERALES 

Artículo  1.°  El  Valais  es  una  repú- 
blica soberana  en  los  límites  de  la  Cons- 
titución federal,  é  incorporada  como 
cantón  á  la  Confederación  suiza. 

La  soberanía  reside  en  el  pueblo. 

La  forma  de  gobierno  es  la  dem* orá- 
tica representativa. 

Art.  2.°  La  religión  católica  apostó- 
lica romana  es  la  religión  del  Estado. 

Quedan  garantidas,  dentro  de  los  lí- 
mites compatibles  co2  el  orden  público 
y  con  las  buenas  costumbres,  la  liber- 
tad de  creencia,  la  de  conciencia  y  la  de 
cultos. 

Art.  3.°  Todos  los  ciudadanos  son 
iguales  ante  la  ley. 

En  el  Valais  no  hay  privilegio  alguno 
de  lugar,  de  nacimiento  de  personas  ni 
de  familias. 

Art.  4.°  Quedan  garantidas  la  liber- 
tad individual  y  la  inviolabilidad  del  do- 
micilio. 

Sólo  en  los  casos  previstos  por  la  ley 


y  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la 
misma,  se  podrá  perseguir  ó  arrestar  á 
una  persona  y  girar  visitas  domicilia- 
rias. 

Art.  5.°  Ningún  ciudadano  podrá  ser 
sustraído  á  su  juez  natural. 

Art.  6.°    La  propiedad  es  inviolable. 

No  se  podrá  faltar  á  este  principio 
sino  por  causa  de  utilidad  púbica,  en 
los  casos  previstos  por  la  ley,  mediante 
justa  y  previa  indemnización. 

Sin  embargo,  la  ley  podrá  determinar 
los  casos  de  expropiación  sin  indemni- 
zación de  los  terrenos  pertenecientes  á 
poblaciones  y  municipios  por  causa  de 
utilidad  pública. 

Art.  7.°    La  propiedad  no  podrá  ser 
|  gravada  con  censo  alguno  perpetuo  é 
irredimible. 

Art.  8.°    Habrá  libertad  de  imprenta. 

La  ley  penal  reprimirá  los  abusos  que 
por  este  medio  se  cometan. 

Art.  9.°  Queda  garantido  el  derecho 
de  petición.  La  ley  reglamentará  su 
ejercicio. 

Art.  10.    Quedan  garantidos  el  dere- 
cho de  libre  establecimiento,  la  liber- 
tad de  comercio,  de  industria  y  de  las 
artes. 
I      La  ley  reglamentará  el  ejercicio  de 
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estos  derechos  en  los  límites  de  la 
Constitución  federal. 

Art.  11.  La  instrucción  pública  es- 
tará colocada  bajo  la  dirección  y  alta 
inspección  del  Estado. 

La  instrucción  pública  será  obligato- 
ria y  gratuita. 

Queda  garantida  la  libertad  de  ense- 
ñanza con  sujeción  á  las  disposiciones 
de  la  ley. 

Art.  12.  El  servicio  militar  será  obli- 
gatorio para  todos  los  ciudadanos. 

La  aplicación  de  este  principio  estará 
sujeta  á  lo  que  disponga  la  legislación 
federal  y  cantonal. 

Art.  13.  Todo  funcionario  público 
será  responsable  de  su  gestión. 

Toda  persona  encargada  de  percibir 
las  rentas  públicas  estará  obligada,  an- 
tes de  empezar  á  ejercer  sus  funciones, 
á  prestar  caución,  cuyo  importe  será 
determinado  por  una  ley. 

Art.  14.  Los  ingresos  del  Estado  los 
forman: 

a)  Las  rentas  de  los  bienes  del  Es- 
tado; 

b)  El  producto  de  las  contribuciones 
y  derechos  del  fisco; 

c)  Las  indemnizaciones  federales; 

d)  Los  impuestos. 

Art.  15.  Toda  decisión  del  Gran  Con- 
sejo que  tenga  por  objeto  un  gasto  ex- 
traordinario de  6  millones  de  francos 
al  año,  ó,  en  el  término  medio  de  tres 
años  un  gasto  medio  de  20  millones  de 
francos,  deberá  ser  sometido  á  la  apro- 
bación del  pueblo,  si  estos  gastos  no 
pudiesen  ser  cubiertos  con  los  ingresos 
ordinarios  del  presupuesto. 

La  votación  se  verificará  siguiendo 
el  procedimiento  marcado  por  la  ley, 
en  los  cincuenta  días  siguientes  á  la 
publicación  de  las  medidas  decretadas. 

Art.  10.  La  tasa  del  impuesto  sobre 
el  capital  y  la  renta  será  de  uno  y  medio 


por  mil,  cuyo  medio  por  mil,  cuando 
menos,  se  destinará  á  la  amortización. 

Art.  17.  Se  declara  obligatoria  la 
amortización  de  la  Deuda  pública,  que 
se  llevará  á  efecto  por  anualidades  re- 
gulares y  será  objeto  de  una  contabi- 
lidad especial. 

Se  atendrá  á  esta  amortización  con 
el  producto  procedente  de  laliquidación 
del  Banco  cantonal  y  con  el  medio  por 
mil  de  que  queda  hecha  mención. 

Art.  18.  Si  en  la  fecha  de  la  discu- 
sión del  presupuesto  de  1878,  ó  sea  en 
Noviembre  de  1877,  se  hubiere  eviden- 
ciado que  el  uno  y  medio  por  mil  es  in- 
suficiente para  atender  á  los  servicios 
ordinarios  de  la  Administración  y  de  la 
amortización  ordenada,  esta  tasa  se 
podrá  aumentar,  pero  sin  que  pueda 
exceder  del  2  por  1.000. 

Art.  19.  Todo  otro  aumento  del  im- 
puesto sobre  el  capital  ó  la  renta  nece- 
sitará ser  votado  por  el  pueblo,  en  los 
casos  previstos  en  el  art.  15,  ó  si  se 
considera  necesario  para  las  cargas 
extraordinarias  impuestas  al  cantón 
por  la  Confederación. 

Art.  20.  Las  lenguas  francesa  y  ale- 
mana quedan  declaradas  nacionales. 

título  segundo 

DIVISIÓN  DEL  CANTÓN 

Art.  21.  El  cantón  se  divide  en  dis- 
tritos. 

Los  distritos  se  componen  de  muni- 
cipios. 

El  Gran  Consejo  podrá,  por  medio  de 
una  ley,  modificar  el  número  y  la  cir- 
cunscripción de  los  distritos,  y  por  un 
decreto  los  de  los  municipios. 

El  Gran  Consejo  designará  también 
las  poblaciones  que  han  de  ser  cabeza 
de  los  distritos. 
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Art.  22.  La  capital  del  cantón  es 
Sión.  Un  decreto  determinará  las  pre- 
eminencias que  le  corresponden. 

TÍTULO  TERCERO 

ESTADO  POLÍTICO  DE  LOS  CIUDADANOS 

Art.  23.    Son  valesanos: 

1.°  Los  vecinos  de  un  municipio  del 
cantón; 

2.°  Aquellos  á  quienes  se  haya  con- 
cedido la  naturalización. 

Art.  24.  Los  extranjeros  no  podrán 
ser  incorporados  definitivamente  á  una 
municipalidad  sin  haber  sido  antes  na- 
turalizados en  el  Valais. 

Art.  25.  Todo  ciudadano  del  cantón 
podrá  adquirir  el  derecho  de  vecindad 
en  otro  municipio  diferente  con  las 
condiciones  determinadas  por  la  ley. 

TITULO    CUARTO 

PODERES    PÚBLICOS 

Art.  26.    Los  poderes  públicos  son: 
El  Poder  legislativo; 
El  Poder  ejecutivo  y  administrativo; 
El  Poder  judicial. 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Poder  legislativo 

Art.  27.  El  Gran  Consejo  ejerce  el 
Poder  legislativo. 

Art.  28.  El  Gran  Consejo  se  reunirá 
de  pleno  derecho  en  sesión  ordinaria, 
el  tercer  lunes  de  Mayo  y  el  tercer  lu- 
nes de  Noviembre. 

Se  reunirá  en  sesión  extraordinaria 
cuantas  veces  sea  convocado  por  el 


Consejo  de  Estado  por  su  iniciativa,  ó 
á  petición  escrita  y  motivada  de  20  di- 
putados. 

Art.  29.  Cada  reunión  ordinaria 
dura,  cuando  más,  trece  días  consecu- 
tivos; sin  embargo  podrá  ser  prorroga- 
da en  los  casos  de  suma  gravedad  é 
interés.  El  Gran  Consejo  será  el  que 
decida  sobre  este  punto . 

Art.  30.  Las  sesiones  del  Gran  Con- 
sejo serán  públicas. 

Se  reunirán,  no  obstante,  en  sesión 
secreta  cuando  las  circunstancias  asi 
lo  exijan. 

Art,  31.  Los  acuerdos  del  Gran  Con- 
sejo se  tomarán  por  mayoría  absoluta. 

El  Gran  Consejo  no  podrá  deliberar 
cuando  los  diputados  presentes  no  for- 
men la  mayoría  absoluta  del  número 
total  de  sus  miembros. 

Art.  32.  El  Gran  Consejo  nombrará 
entre  sus  miembros,  en  la  primera  se- 
sión ordinaria  de  cada  año,  su  Presi- 
dente, dos  Vicepresidentes,  dos  Secre- 
tarios, uno  que  posea  el  francés  y  el 
otro  el  alemán,  y  dos  escrutadores. 

Art.  33.  El  Gran  Consejo  elegirá,  en 
la  primera  sesión  ordinaria  de  cada  le- 
gislatura, el  Consejo  de  Estado  y  el  Tri- 
bunal de  Apelación  del  cantón. 

Art.  34.  El  Gran  Consejo  tendrá  las 
atribuciones  siguientes: 

1.°  Examinar  los  poderes  de  sus 
miembros  y  fallar  sobre  la  validez  de  la 
elección; 

2.°  Aceptar,  corregir  ó  rechazar  los 
proyectos  de  ley  ó  de  decreto; 

3.°  Ejercer  el  derecho  de  amnistía, 
el  de  indulto  y  el  de  conmutación  de 
pena; 

4.°    Conceder  la  naturalización; 

5.°  Examinar  la  gestión  del  Consejo 
de  Estado  y  decidir  sobre  su  aproba- 
ción. 

Podrá  también  en  todo  tiempo  exigir- 
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le  cuenta  de  cualquier  acto  de  su  admi- 
nistración; 

6.°  Fijará  el  presupuesto,  examina- 
rá y  aprobará  las  cuentas  del  Estado, 
así  como  también  el  inventario  del  pa- 
trimonio del  Estado. 

El  presupuesto  y  las  cuentas  serán 
publicadas;  un  reglamento  fijará  la  for- 
ma de  su  publicación; 

7.°  Nombrará  las  dignidades  y  bene- 
ficios eclesiásticos  cuya  provisión  sea 
de  cuenta  del  Estado; 

8.°  Nombrará  en  la  reunión  del  mes 
de  Mayo  el  Presidente  y  Vicepresidente 
del  Consejo  de  Estado,  el  Presidente  y 
el  Vicepresidente  del  Tribunal  de  Ape- 
lación; 

9.°  Designará  cada  dos  años,  en  la 
reunión  de  Mayo,  los  diputados  para  el 
Consejo  de  los  Estados; 

10.  Nombrará,  á  propuesta  del  Con- 
sejo de  Estado,  los  oficiales  de  gradua- 
ción superior  á  la  de  capitán; 

11.  Concluirá  los  tratados  con  los 
cantones  y  con  los  Estados  extranjeros, 
dentro  de  los  límites  de  la  Constitución 
federal; 

12.  Acordará  las  concesiones  de  mi- 
nas; 

13.  Fijará  el  sueldo  de  los  funciona- 
rios públicos  y  señalará  la  suma  nece- 
saria para  el  de  ios  empleados  del  Con- 
sejo de  Estado; 

14.  Autorizará  la  adquisición  de  in- 
muebles, la  enagenación  ó  hipoteca  de 
las  propiedades  nacionales  y  los  em- 
préstitos por  cuenta  del  Estado; 

15.  Ejercerá  la  soberanía  en  todo 
aquello  que  la  Constitución  no  haya 
reservado  al  pueblo  ó  atribuido  á  algún 
otro  poder. 

Art.  35.  Podrá  invitar  al  Consejo  de 
Estado  á  preparar  un  proyecto  de  ley  ó 
decreto,  y  fijar  el  término  durante  el 
cual  deba  ser  presentado. 


Si  se  declarase  urgente  un  decreto,  el 
Consejo  de  Estado  deberá  presentarlo 
en  la  misma  legislatura. 

Art.  36.  Los  proyectos  de  ley  y  de 
decreto  se  discutirán  en  dos  debates  v 
en  dos  sesiones  ordinarias. 

Si  se  declarase  urgente  un  decreto,  el 
segundo  debate  tendrá  lugar  en  la  mis- 
ma legislatura. 

Art.  37.  Los  diputados  deberán  vo- 
tar por  el  bien  general,  con  arreglo  á 
su  conciencia,  y  no  recibirán  mandato 
imperativo. 

Art.  38.  Fuera  de  los  casos  de  fla- 
grante delito,  los  miembros  del  Gran 
Concejo  no  podrán  ser  arrestados  ni 
perseguidos  durante  las  sesiones  sin 
autorización  de  este  cuerpo. 

Art.  39.  El  cargo  de  diputado  en  el 
Gran  Consejo  será  incompatible  con 
las  funciones  y  los  empleos  del  Consejo 
de  Estado. 

Esta  disposición  será  también  apli- 
cable á  los  recaudadores  de  los  dis- 
tritos. 

Art.  40.  No  podrán  tomar  asiento  á 
un  mismo  tiempo  en  el  Gran  Consejo: 
el  Prefecto  y  su  sustituto,  el  Presidente 
y  el  Vicepresidente  de  un  tribunal  de 
distrito,  el  Conservador  de  hipotecas  y 
su  sustituto,  el  Registrador  de  hipote- 
cas y  su  sustituto,  el  oficial  encargado 
de  llevar  el  Registro  civil  y  su  sustituto. 

Art.  41.  Las  vacantes  que  ocurran 
en  el  Gran  Consejo  antes  del  último 
año  de  la  legislatura,  se  deberán  cu- 
brir en  los  treinta  días  siguientes  al  en 
que  haya  ocurrido. 

CAPÍTULO  II 

Poder  ejecutivo  y  administrativo 

Art.  42.  El  Poder  ejecutivo  y  admi- 
nistrativo estará  confiado  á  un  Consejo 
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de  Estado  compuesto  de  cinco  miem- 
bros. 

De  estos  cinco  miembros  dos  serán 
elegidos  en  la  parte  del  cantón  que  com- 
prende los  actuales  distritos  de  Con- 
ches, Brigue,  Vieg,  Barogne,  Loeche  y 
Sierre;  uno  de  los  distritos  de  Sión, 
Herens  y  Conthey,  y  dos  en  los  distri- 
tos de  Martigny,  Entremont,  Saint 
Maurice  y  Monthey. 

Art  43.  Las  atribuciones  del  Conse- 
jo de  Estado  serán  las  siguientes: 

1.°  Presentar  los  proyectos  de  ley  y 
de  decreto; 

2.°  Promulgar  y  ejecutar  las  leyes 
y  decretos  y  dictar  al  efectolas  medidas 
necesarias; 

3.°  Proveer  á  la  Administración  pú- 
blica en  todos  sus  ramos  y  á  la  conser- 
vación del  orden  público; 

4.°  Disponer  de  las  fuerzas  militares 
cantonales  en  los  límites  fijados  por  la 
Constitución  y  las  leyes  federales. 

Deberá  informar  inmediatamente  á 
los  diputados  de  las  medidas  que  haya 
tomado,  y,  si  las  circunstancias  lo  exi- 
gieren, convocar  el  Gran  Consejo. 

Este  cuerpo  será  convocado  inmedia- 
tamente cuando  el  efectivo  de  las  tro- 
pas movilizadas  exceda  de  600  hombres 
y  su  servicio  dure  más  de  cuatro  días. 

El  Consejo  de  Estado  solamente  po- 
drá llamar  á  las  armas  las  tropas  orga- 
nizadas por  la  ley; 

5.°  Sostener  las  relaciones  del  can- 
tón con  las  autoridades  federales  y  los 
Estados  confederados; 

6.°  Nombrar  los  funcionarios,  los 
empleados  y  los  agentes  cuyo  nombra- 
miento no  confiere  la  Constitución  ó  la 
ley  á  otra  autoridad,  y  que  puede  revo- 
car en  virtud  de  decisión  motivada; 

7.°  Vigilar  las  autoridades  inferiores 
y  dar  instrucciones  sobre  todos  los  ra- 
mos de  la  Administración; 


8.°  Podrá  suspender  á  las  autorida- 
des administrativas  que  se  nieguen  á 
ejecutar  sus  órdenes.  Sin  embargo,  de- 
berá ponerlo  en  conocimiento  del  Gran 
Consejo  en  la  primera  sesión. 

ArL  44.  El  Consejo  de  Estado  será 
responsable  de  su  gestión;  rendirá 
anualmente  cuentas  y  pasará  á  la  vez 
al  Gran  Consejo  un  inventario  com- 
pleto y  detallado  del  patrimonio  del  Es- 
tado. 

Art.  45.  Son  incompatibles  las  fun- 
ciones de  consejero  de  Estado  y  el  car- 
go de  diputado  para  el  Gran  Consejo. 

Los  consejeros  de  Estado  toman  par- 
te en  las  discusiones  del  Gran  Consejo 
pero  sólo  con  voz  consultiva. 

Las  funciones  de  consejero  de  Esta- 
do serán  incompatibles  con  las  de 
miembro  de  un  Consejo  de  Administra- 
ción de  un  Banco  ó  de  una  Sociedad  de 
ferrocarriles. 

Art.  46.  Los  miembros  del  Consejo 
de  Estado  no  podrán  desempeñar  nin- 
gún otro  cargo  federal  ó  comunal. 

Les  estará  igualmente  prohibido  el 
ejercicio  de  las  profesiones  liberales. 

Art.  47.  No  podrá  tomar  asiento  en 
las  Cámaras  federales  más  de  un  miem- 
bro del  Consejo  de  Estado. 

Art.  48.  Para  el  desempeño  de  los 
negocios,  el  Consejo  de  Estado  se  divi- 
dirá en  departamentos. 

Un  reglamento  aprobado  por  el  Gran 
Consejo  fijará  el  número  de  departa- 
mentos y  precisará  sus  atribuciones. 

Art.  49.  Para  la  ejecución  de  las  le- 
yes y  el  servicio  de  la  Administración, 
el  Gobierno  tendrá  en  cada  distrito  un 
representante  con  el  nombre  de  prefec- 
to y  un  prefecto  sustituto. 
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CAPÍTULO  III 
Poder  Judicial 

Art.  50.  El  Poder  judicial  es  inde- 
pendiente. 

Ningún  empleado  del  Estado  que  pue- 
da ser  separado  por  el  Gobierno  podrá 
desempeñar  las  funciones  de  juez  en  el 
Tribunal  de  Apelación  ó  en  el  de  dis- 
trito. 

Esta  prescripción  no  será  aplicable  á 
los  suplentes. 

Art.  51.  Habrá,  cuando  menos,  en 
cada  municipio  ó  por  cada  círculo  un 
juez  y  un  sustituto. 

En  cada  distrito  un  tribunal  para  lo 
correccional,  para  lo  civil  y  para  lo  cri- 
minal. 

Y  en  el  cantón  un  Tribunal  de  Apela- 
ción y  de  Casación. 

Art.  52.  Una  ley  sobre  organización 
judicial  determinará  el  número  de  los 
distritos,  las  atribuciones  de  los  jueces 
y  tribunales,  el  nombramiento  y  forma 
de  retribución,  así  como  también  la  in- 
compatibilidad entre  las  funciones  judi- 
ciales y  otros  cargos. 

No  podrá  haber  más  de  siete  tribuna- 
les de  distrito. 

Los  jueces  de  círculos  ó  de  munici- 
pios y  sus  sustitutos  serán  nombrados 
por  los  electores  del  círculo  ó  del  muni- 
cipio. 

La  votación  tendrá  lugar  en  cada  mu- 
nicipio. 

Para  la  formación  de  los  círculos  se 
tendrá  en  cuenta  la  población  de  los 
municipios  y  su  posición  topográfica. 

Art.  53.  Habrá  un  tribunal  para  lo 
contencioso-administrativo  y  otro  en- 
cargado de  dirimir  los  conflictos  de 
competencia  entre  el  Poder  administra- 
tivo y  el  Poder  judicial. 


Estos  tribunales  serán  organizados 
por  medio  de  leyes  especiales. 

TITULO   QUINTO 

RÉGIMEN  DE  DISTRITO  Y  DE  MUNICIPIO 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Consejo  de  distrito 

Art.  54.  En  cada  distrito  habrá  un 
Consejo  de  distrito  nombrado  por  cua- 
tro años. 

El  Consejo  de  municipio  nombrará 
los  diputados  para  el  Consejo  de  distri- 
to, á  razón  de  uno  por  cada  300  almas 
de  población. 

La  fracción  de  151  se  contará  por  un 
entero. 

Cada  municipio  tendrá  un  delegado, 
cualquiera  que  sea  su  población. 

Art.  55.  La  ley  determinará  la  or- 
ganización y  atribuciones  de  este  Con- 
sejo. 

CAPÍTULO  II 
Régimen  comunal 

Art.  56.    En  cada  municipio  habrá. 

1.°    Una  asamblea  primaria; 

2.°  Un  Consejo  municipal  (munici- 
palidad); 

3.°    Una  asamblea  de  los  vecinos. 

Si  el  número  de  los  no  vecinos  cons- 
tituyese la  mitad  de  la  asamblea  pri- 
maria, ó  si  el  Consejo  comunal  se  com- 
pusiese de  los  no  vecinos,  la  asamblea 
de  los  que  lo  sean  tendrá  derecho  á  pe- 
pedir  la  formación  de  Consejo  aparte. 

Art.  57.  Los  terrenos  comunales  que 
con  anterioridad  á  la  ley  de  2  de  Junio 
de  1851  sobre  régimen  comunal  estaban 
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afectos  al  servicio    público,   deberán 
continuar  con  la  misma  aplicación. 

La  ejecución  de  esta  disposición  será 
regulada  por  la  ley. 

Art.  58.  La  asamblea  primaria  se 
compondrá: 

1.°    De  los  vecinos; 

2.°  De  los  valesanos  y  de  los  suizos 
que  tengan  derecho  electoral  en  virtud 
de  la  legislación  federal. 

Art.  59.  La  asamblea  primaria  nom- 
brará el  Consejo,  el  Presidente  y  el  Vi- 
cepresidente del  municipio. 

Art.  60.  La  asamblea  comunal  se 
compondrá  exclusivamente  de  los  veci- 
nos; nombrará,  cuando  llegue  el  caso, 
sus  consejeros,  cuyo  número  fijará  ella 
misma,  el  Presidente  y  el  Vicepresiden- 
te, y  deliberará  acerca  de  la  admisión 
de  nuevos  vecinos. 

Art.  61.  Estas  asambleas  delibera- 
rán en  lo  que  competa  á  cada  una,  so- 
bre los  Reglamentos  de  policía  ó  los  re- 
lativos al  disfrute  de  sus  haberes,  ó  de 
otros  asuntos  locales;  sobre  la  enage- 
nación  y  la  hipoteca  de  sus  bienes,  y 
sobre  las  apelaciones;  y  el  Consejo  pre- 
sentará anualmente  ante  ellas  una  Me- 
moria relativa  á  las  cuentas  y  gestión 
administrativa  del  mismo. 

Art.  62.  El  Consejo  comunal  se  com- 
pondrá de  cinco  miembros  cuando  me- 
nos y  de  quince  á  lo  sumo. 

Dictará  los  reglamentos  locales  y 
cuidará  de  su  ejecución;  nombrará  sus 
empleados;  fijará  el  presupuesto  de  in- 
gresos y  de  gastos  y  hará  los  reparti- 
mientos. 

Art.  63.  El  Consejo  vecinal  se  com- 
pondrá de  tres  miembros  como  míni- 
mum y  de  nueve  como  máximum.  Cui- 
dará de  Jos  intereses  de  la  comunidad 
y  administrará  los  bienes  de  ésta;  pro- 
pondrá á  la  asamblea  el  reglamento 
sobre  el  disfrute  de  los  bienes  comuna- 


les, y  dará  cuenta  de  su  gestión  anual- 
mente. 

Art.  64.  En  las  localidades  en  donde 
no  haya  Consejo  vecinal,  desempeñará 
el  comunal  las  funciones  correspon- 
dientes á  aquél. 

Art.  65.  En  Jos  Comunes  ó  munici- 
pios que  cuenten  400  votantes,  que  es- 
tén ya  divididos  en  secciones  y  cuya 
población  no  esté  reunida,  podrán  vo- 
tar por  secciones  las  asambleas  prima- 
rias y  municipales. 

Art.  66.  La  organización  y  demás 
atribuciones  de  estos  diversos  Conse- 
jos, serán  determinadas  por  la  ley. 

Art.  67.  El  Consejo  de  Estado  ejer- 
cerá la  vigilancia  sobre  la  administra- 
ción de  los  municipios. 

Los  reglamentos  que  emanen  de  es- 
tas administraciones  estarán  someti- 
dos á  la  aprobación  del  Consejo  de  Es- 
tado, el  cual  intervendrá  además  siem- 
pre que  se  presente  una  reclamación 
por  parte  de  un  interesado. 

Art.  68.  Los  municipios  deberán  so- 
meter á  la  aprobación  del  Consejo  de 
Estado  todo  proyecto  de  venta,  de  cam- 
bio ó  de  división  de  inmuebles,  de  ena- 
genación  de  capitales  ó  de  préstamos 
hipotecarios. 

TITULO    SEXTO 

MODO  DE  ELECCIÓN,  CONDICIONES  DE  ELE- 
GIBILIDAD, DURACIÓN  DE  LAS  FUNCIONES 
PÚBLICAS. 

Art.  69.  Los  diputados  suplentes  del 
Gran  Consejo  serán  nombrados  direc- 
tamente por  el  pueblo  en  cada  distrito, 
á  razón  de  un  diputado  y  un  suplente 
por  cada  1.000  almas  de  población,  con- 
tándose por  1.000  la  fracción  que  exce- 
da de  500. 

La  votación  del  pueblo  se  verificará 
en  los  Comunes. 
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La  elección  se  hará  por  distritos  ó 
por  círculos. 

Esta  última  sólo  se  verificará  á  peti- 
ción de  uno  ó  más  Comunes  del  mismo 
distrito  que  tenga  la  población  necesa- 
ria para  elegir  uno  ó  más  diputados. 

Art.  70.  El  Gran  Consejo,  el  Consejo 
de  Estado,  las  municipalidades  y  los 
Consejos  vecinales,  serán  nombrados 
por  cuatro  años. 

El  Presidente  y  Vicepresidente  del 
Consejo  de  Estado  estarán  sometidos  á 
reelección  anual.  El  Presidente  no  será 
reelegible  inmediatamente. 

Art.  71.  Los  funcionarios  del  orden 
judicial  serán  nombrados  por  un  perío- 
do de  cuatro  años. 

Art.  12  El  nombramiento  de  los 
miembros  y  suplentes  del  Gran  Conse- 
jo se  verificará  el  primer  domingo  de 
Marzo  para  cada  renovación  de  la  Cá- 
mara. 

El  lugar  de  los  suplentes  estará  de- 
terminado por  el  orden  de  su  nombra- 
miento, si  han  sido  elegidos  en  muchos 
escrutinios,  entre  los  elegidos  en  la 
misma  votación  por  el  número  de  vo- 
tos obtenido. 

Elegido  el  Gran  Consejo,  entrará  en 
funciones  al  abrirse  las  sesiones  del 
mes  de  Marzo  que  siga  á  su  elección. 

Art.  73.  Las  elecciones  municipales 
y  vecinales  se  verificarán  cada  cua- 
tro años,  el  segundo  domingo  de  Di- 
ciembre. 

Los  Presidentes  de  municipio  estarán 
sometidos  á  reelección  cada  dos  años. 

Las  autoridades  comunales  entrarán 
en  funciones  el  primer  día  del  año  que 
siga  á  su  elección. 

Si  hubiese  protestas  ó  reclamaciones, 
el  Consejo  de  Estado  será  el  encargado 
de  decidir  cuáles  serán  las  autoridades 
que  deban  funcionar  hasta  que  la  cues- 
tión se  resuelva. 


Art.  74.  El  ciudadano  podrá  ejercer 
sus  derechos  políticos  á  la  edad  de  vein- 
te años*  cumplidos. 

Todo  elector  es  elegible  para  los  car- 
gos públicos. 

Art.  75.  Nadie  podrá  votar  en  dos 
municipios. 

Art.  76.  Serán  incompatibles  las  fun- 
ciones civiles  y  eclesiásticas. 

Art.  77.  No  podrán  tomar  asiento  al 
mismo  tiempo  en  el  Consejo: 

1.°    El  padre  y  el  hijo; 

2.°    El  suegro  y  el  yerno; 

3.°    Los  hermanos; 

4.°    Los  cuñados; 

5.°    El  tío  y  el  sobrino. 

Estas  incompatibilidades  serán  tam- 
bién aplicables  á  los  Consejos  comuna- 
les, á  los  tribunales  y  á  los  escribanos. 

Art.  78.  Los  casos  de  exclusión  del 
derecho  electoral  activo  ó  pasivo  serán 
determinados  por  la  legislación  canto- 
nal ó  federal. 

Art.  79.  El  prefecto  no  podrá  des- 
empeñar las  funciones  del  orden  judi- 
cial. 

Art.  80.  No  podrán  acumularse  en 
una  misma  persona  dos  ó  más  funcio- 
nes del  orden  judicial  ó  administrativo, 
una  de  las  cuales  esté  subordinada  ó 
sea  superior  á  la  otra. 

Art.  81.  Nadie  podrá  ser  al  mismo 
tiempo  Presidente  del  municipio  y  juez 
de  paz. 

Art.  82.  Nadie  podrá  al  mismo  tiem- 
po formar  parte  de  las  administracio- 
nes municipal  y  vecinal  del  mismo  mu- 
nicipio. 

Art.  83.  Los  abogados  que  ejerzan, 
no  podrán  formar  parte  de  los  tribuna- 
les ni  defender  litigios  ante  el  tribunal 
en  que  desempeñen  las  funciones  de 
escribano. 

Art.  84.  Nadie  podrá  acumular  va- 
rias funciones  ó  empleos  retribuidos 
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por  el  Estado,  cuyos  emolumentos  re- 
unidos excedan  de  2.000  francos. 

Art.  85.  La  ley  determinará  los  de- 
más casos  de  incompatibilidad. 

TÍTULO    SÉPTIMO 

DISPOSICIONES  GENERALES  Y  MODO 
DE  REVISIÓN 

Art.  86.  El  Poder  ejecutivo  proveerá 
á  la  promulgación  de  las  leyes  y  decre- 
tos y  fijará  el  día  en  que  ha  de  comen- 
zar su  ejecución,  á  no  ser  que  el  Gran 
Consejo  lo  haya  fijado  por  si  mismo. 

Art.  87.  La  presente  Constitución  de- 
berá ser  revisada  cuando  lo  pida  la 
mayoría  de  los  ciudadanos  que  tengan 
derecho  electoral. 

La  petición  de  revisión  hecha  por 
6.000  ciudadanos,  deberá  ser  sometida 
á  la  decisión  del  pueblo  reunido  en 
asambleas  primarias. 

En  caso  afirmativo,  estas  asambleas 
deberán  decidir  al  mismo  tiempo  si  la 
revisión  ha  de  ser  total  ó  parcial,  y  si 
ha  de  hacerse  por  el  Gran  Consejo  ó 
por  una  Constituyente. 

Toda  petición  de  revisión  deberá  di- 
rigirse al  Gran  Consejo.  Las  firmas 
que  la  apoyen  irán  ordenadas  por  mu- 
nicipios, certificando  de  la  capacidad 
electoral  de  los  firmantes  la  autoridad 
municipal  correspondiente. 

Art  88.  El  Gran  Consejo  podrá  tam- 
bién revisar  la  Constitución,  con  arre- 
glo á  las  formas  fijadas  para  la  con- 
fección de  las  leyes,  después  de  haber 
votado  Ja  oportunidad  de  la  revisión 
en  dos  legislaturas  ordinarias. 

Art.  89.  La  Constitución  revisada 
será  sometida  á  la  votación  del  pueblo. 

Art.  90.  La  ley  sobre  la  organización 
da  los  tribunales,  la  ley  electoral,  y  el 
decreto  previsto  en  el  art.  13  de  la  pre- 
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senté  Constitución,  deberán  ser  pues- 
tos en  vigor  en  1.°  de  Diciembre  de  1876, 
y  la  ley  prevista  en  el  art.  57,  será  pues- 
ta en  vigor  en  1.°  de  Enero  de  1878. 

TÍTULO    OCTAVO 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

Art.  91.  Las  elecciones  indidadas  en 
la  presente  Constitución  sólo  se  verifi- 
carán al  espirar  los  términos  fijados 
por  la  legislación  actual, 

La  duración  de  las  funciones  judicia- 
les se  fijará  excepcional  mente  en  dos 
años  para  el  primer  período. 

Dado  en  el  Gran  Consejo,  en  Sión,  el 
26  de  Noviembre  de  1875. 

El  Presidente  del  Gran  Consejo, 
V.  DE  CHASTONAY. 

Los  Secretarios, 

J.  Thovex,  L.  L.  Roten. 

El  Gran  Consejo  del  cantón  del  Va* 
la¿8, 

Visto  el  escrutinio  de  la  votación  de 
las  asambleas  primarias  reunidas  el  13 
de  Febrero  corriente  para  decidir  so- 
bre el  proyecto  de  revisión  de  la  Cons- 
titución de  23  de  Diciembre  de  1852,  de 
cuyo  escrutinio  resulta  que  este  pro- 
yecto es  aceptado  por  la  mayoría  de  los 
ciudadanos  que  en  la  votación  han  to- 
mado parte. 

En  ejecución  del  art.  5.°  de  la  ley 
de  26  de  Noviembre  de  1875  que  acom- 
paña al  proyecto  de  la  nueva  Constitu- 
ción; 

A  propuesta  del  Consejo  de  Estado, 

DECRETA 
Artículo  1.°    La  Constitución  de  2Q  de 

2" 
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Noviembre  de  1875  es  proclamada  ley 
fundamental  del  Estado. 

Art.  2."  El  Consejo  de  Estado  es  el 
encargado  de  la  promulgación  del  pre- 
sente decreto. 

Dado  en  el  Gran  Consejo,  en  Sión, 
á  22  de  Febrero  de  1876. 

El  Presidente  del  Gran  Consejo, 
V.  DE  CHASTONAY. 

Los  Secretorios, 
J.  Thovex,    L.  L.  Roten. 

El  Consejo  de  Estado  del  cantón  del 
Voláis, 

DECRETA 

Que  el  precedente  decreto  y  la  Cons- 
titución del  26  de  Noviembre  de  1875  se 
publicarán  y  fijaran  en  los  sitios  de, 
costumbre  en  todos  los  municipios  del 
cantón  el  domingo  23  de  Abril  de  1876. 

Dado  en  Sión,  á  24  de  Marzo  de  1S76. 


CONSIDERANDO 

1."  Que  el  art.  2.°,  párrafo  1.°,  no 
debe  interpretarse  ni  aplicarse  Bino  en 
consonancia  con  los  artículos  49,  50 
y  53  de  la  Constitución  federal; 

2.°  Que,  según  el  art.  27  de  la  Cons- 
titución federal,  la  instrucción  prima- 
ria debe  estar  bajo  la  dirección  del  Es- 
tado, y  que  el  art.  11  de  la  Constitución 
del  Valais  no  puede  tener  por  objeto  en 
manera  alguna  restringir  esta  pres- 
cripción; 

3."  Que  esta  Constitución  no  contie- 
ne por  lo  demás  nada  contrario  á  las 
disposiciones  de  la  Constitución  fe- 
deral; 

4.°  Que  consagra  el  ejercicio  de  los 
derechos  políticos  según  las  formas 
republicanas;  que  ha  sido  aceptada  por 
la  mayoría  del  pueblo  y  que  puede  ser 
revisada  en  todo  tiempo; 

En  cumplimiento  del  art.  6."  de  la 
Constitución  federal. 


El  Presidente  del  Consejo  de  Estada, 
J.  Chapex. 


El  Secretorio, 
Em.  Barbehtm. 

Decreto  federal  concediendo  la  garan- 
tía federal  á  la  nueva  Constitución 
del  cantón  del  Taláis  (29  de  Junio 
de  1878). 

La  Asamblea  federal  de  la  Confede- 
ración suiza, 

Visto  ei  informe  y  las  proposiciones 
del  Consejo  federal  concernientes  á  la 
nueva  Constitución  del  cantón  del  Va- 
lais del  26  de  Noviembre  de  1875; 


.°    Concede  la  garantía  federal  a  la 
Constitución    del   cantón  del    Valais 

Í6  de  Noviembre  de  1875,  con  las  re- 
servas antes  citadas; 

.°    Este  decreto  será  comunicado  al 
Consejo  federal  para  su  ejecución- 
Así  lo  decreta  el  Consejo  de  los  Esta- 
dos en  Berna,  á  21  de  Marzo  de  1876. 


El  Presidente, 
D.   J.    SUL2ER. 


El  Secretario, 

J.    L.    LÜSCHER. 
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Decretado   así    por   el  Consejo  na- 
cional. 
Berna,  29  de  Junio  de  1876. 


El  Presidente, 

Aepli. 


El  Secretario, 
SCHIESS. 

El  Consejo  federal, 


DECRETA 

La  ejecución  del  anterior  decreto  fe- 
deral. 
Berna,  1.°  de  Julio  de  1876. 

El  Presidente  de  la  Confederación. 

Welti. 

El  Canciller, 

Schiess. 


CONSTITUCIÓN  DE  LA  REPÚBLICA  Y  CANTÓN  DE  NEFCHATEL 


DEL  21  DE  NOVIEMBRE  DE  1858 
CON  LAS  REFORMAS  INTRODUCIDAS  EN  DICIEMBRE  DE  1873 

Y  NOVIEMBRE  DE  1879 


título  primero 

ESTADO  POLÍTICO 

Artículo  1.°  El  cantón  de  Nefchatel 
es  una  república  democrática  y  uno  de 
los  Estados  de  la  Confederación  suiza. 

Art.  2.°  La  soberanía  reside  en  el 
pueblo,  que  la  ejercerá  en  la  forma  de- 
terminada por  la  Constitución. 

TÍTULO  SEGUNDO 

TERRITORIO 

Art.  3.°  El  territorio  del  cantón  es 
inalienable. 

Art.  4.°  El  cantón  se  divide  en  seis 
distritos,  compuestos  de  cierto  número 
de  Comunes  ó  municipios.  La  ley  deter- 
minará y  regulacá  la  circunscripción 
y  las  demás  divisiones  territoriales  que 
se  juzguen  necesarias. 

Los  seis  distritos  establecidos  por  la 
Constitución  son:  los  de  Nefchatel, 
Boudri,  Val-de-Traven,  Val-de-Ruz,  Ló- 
eles y  Chaux-de-Fonds. 


La  ciudad  de  Nefchatel  es  la  capital 
del  cantón  y  la  residencia  de  las  auto- 
ridades. 

TITULO  TERCERO 

DERECHO  PÚBLICO  NEFCHATELÉ8 

Art.  5.°  Todos  los  ciudadanos  son 
iguales  ante  la  ley.  No  existe  en  el  can- 
tón privilegio  de  lugar,  de  nacimiento, 
de  persona  ni  de  familia. 

El  Estado  no  reconoce  ninguna  cali- 
dad nobiliaria. 

Art.  6.°  Todos  los  ciudadanos  son 
igualmente  admisibles  á  los  empleos 
públicos. 

Art.  7.°  Queda  garantida  la  libertad 
individual  y  la  inviolabilidad  del  domi- 
cilio: nadie  podrá  ser  perseguido  ni  de- 
tenido ó  preso,  ni  puede  verificarse  vi- 
sita alguna  domiciliaria,  sino  en  los 
casos  previstos  por  la  ley  y  en  las  for- 
mas que  ésta  prescribe. 

A  todo  individuo  detenido  deberá  re= 
cibírsele  declaración  en  el  término  pre- 
ciso de  tres  días,  y  en  este  mismo  plazo 
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revocarse  ó  mantenerse  el  arresto  por 
la  autoridad  judicial  competente. 

Art.  8.°  La  propiedad  es  inviolable. 
Sin  embargo,  el  Estado  podrá  exigir  la 
enagenación  forzosa  de  una  propiedad 
por  causa  de  utilidad  pública  legalmen- 
te  comprobada,  mediante  una  justa  y 
previa  indemnización,  sin  perjuicio  de 
las  disposiciones  de  las  leyes  federales 
sobre  la  materia. 

Art.  9.°  La  prensa  es  libre  y  su  ejer- 
cicio no  podrá  ser  reglamentado,  sus- 
pendido ni  estorbado  por  ley  alguna. 

La  represión  de  los  abusos  cometi- 
dos por  este  medio  entran  en  el  domi- 
nio del  derecho  común. 

Art.  10.  Queda  garantido  el  derecho 
de  petición.  Las  peticiones  deberán  ir 
firmadas  por  una  ó  varias  personas 
como  individuos.  Sin  embargo,  las  mu- 
nicipalidades y  otras  personas  morales 
podrán,  como  tales,  dirigir  peticiones 
en  asuntos  de  su  administración. 

Art.  11.  Las  reuniones  públicas,  asi 
como  las  asociaciones  que  no  tengan 
nada  de  ilegales  en  su  fin  ni  en  sus  me- 
dios, no  podrán  ser  restringidas  ni  pro- 
hibidas. 

Art.  12.  Nadie  podrá  ser  juzgado 
sino  por  sus  jueces  naturales.  No  po- 
drán establecerse  nunca  tribunales 
temporales  ó  excepcionales. 

Art.  13.  Cada  cual  puede  profesar 
su  religión  con  la  misma  libertad  y  ob- 
tener la  misma  protección  para  su  cul- 
to, conformándose  á  las  prescripciones 
de  la  ley,  encargada  de  regular  su  ejer- 
cicio exterior. 

Sin^émbargo,  no  se  permitirá  el  ejer- 

/-tício  público  de  otro  culto  que  el  de  las 

comuniones  cristianas  y  el   israelita, 

x  sino  en  los  limites  compatibles  con  el 

\jrden  público  y  las  buenas  costum- 

bres.  La  ley  podrá  dictar  disposiciones 

especiales  con  este  objeto. 


Art.  14.  El  Estado  no  admite  distin- 
ción alguna  entre  los  ciudadanos  por 
razón  del  culto  que  profesen. 

Art.  15.  Están  garantidos  á  todos 
los  nefchateleses  la  libertad  de  ense- 
ñanza y  el  derecho  de  libre  estableci- 
miento é  industria  en  todo  el  país,  con 
tal  que  se  ajusten  á  las  leyes  de  policía 
relativas  al  ejercicio  de  ciertas  profe- 
siones y  que  satisfagan  las  cargas  pú- 
blicas. 

Todo  suizo  ó  extranjero  gozará  de 
los  mismos  derechos  con  arreglo  á  las 
mismas  condiciones  determinadas  por 
la  Constitución  federal  y  por  los  tra- 
tados. 

Art.  16.  Todas  las  personas  domici- 
liadas en  el  cantón,  las  corporaciones, 
por  la  porción  de  sus  bienes  no  afecta 
á  los  establecimientos  de  utilidad  pú- 
blica ó  á  instituciones  benéficas,  con- 
tribuirán á  las  cargas  del  Estado  en 
proporción  á  su  fortuna  y  á  sus  recur- 
sos; todas  las  personas  que,  sin  estar 
domiciliadas  en  el  cantón,  posean  en  él 
algún  inmueble  ó  crédito  hipotecario, 
contribuirán  en  proporción  al  valor  del 
inmueble  ó  del  crédito.  Los  antiguos 
impuestos  feudales  abolidos  desde  1848, 
no  podrán  restablecerse  bajo  ninguna 
forma  ni  concepto. 

El  Estado  renuncia  á  todo  derecho  de 
reversión  en  cuanto  á  los  inmuebles  y 
capitales  que  poseía  á  título  de  feudos 
del  cantón.  Las  regias  de  derecho  co- 
mún serán  las  únicas  aplicables  á  es- 
tos inmuebles  y  capitales. 

La  ley  proveerá  á  la  supresión  del 
impuesto  del  Lodio  (1).  Esta  supresión 
se  verificará  por  reducciones  graduales 


(1)  Lods,  del  alemán  Lod,  carga,  era  el  dere- 
cho de  traslación  de  dominio  debido  al  señor  por 
la  venta  de  un  inmueble  cualquiera  que  tuviera 
en  su  favor  un  censo.  (N.  del   T.) 
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de  modo  que  no  se  perjudique  el  equi- 
librio de  las  rentas  del  Estado. 

No  podrá  establecerse  impuesto  al- 
guno sobre  la  renta. 

Art.  17.  Todo  ciudadano  nefchatelés 
y  todo  ciudadano  suizo  establecido  en 
el  cantón,  está  sujeto  al  servicio  mili- 
tar en  los  límites  determinados  por  las 
leyes  federales  y  cantonales. 

Nadie  podrá  rehusar  un  grado  mili- 
tar cualquiera. 

TITULO  CUARTO 

FORMA    DE    GOBIERNO 

Art.  18.  El  pueblo  ejerce  la  sobera- 
nía por  el  concurso  de  tres  Poderes  dis- 
tintos y  separados,  á  saber: 

El  Poder  legislativo; 

El  Poder  ejecutivo  y  administrativo; 

El  Poder  judicial. 

Art.  19.  Ninguna  función  podrá  con- 
ferirse vitaliciamente;  pero  todo  ciuda- 
dano puede  ser  reelegido  ó  confirmado 
en  sus  funciones. 

Art.  20.  Ningún  funcionario  podrá 
aceptar  títulos,  pensiones,  presentes, 
condecoraciones  ni  funciones  de  una 
potencia  extranjera  sin  la  autorización 
del  Poder  legislativo,  so  pena  de  ser  de- 
puesto de  su  cargo. 

Art.  21.  Todo  funcionario  será  res- 
ponsable de  su  gestión. 

Esta  responsabilidad  será  determi- 
nada y  regulada  por  la  ley. 

Art.  22.  La  ley  determinará  los  gra- 
dos de  parentesco  que  no  permitan  for- 
mar al  mismo  tiempo  parte  de  una  cor- 
poración ó  asamblea. 


TITULO    QUINTO 

DEL  GRAN  CONSEJO 

Art.  23.  El  Poder  legislativo  será, 
ejercido  por  un  Gran  Consejo,  com- 
puesto de  diputados  elegidos  directa- 
mente por  el  pueblo  en  la.  proporción 
de  uno  por  cada  1.000  almas  de  pobla- 
ción. Toda  fracción  que  exceda  de  50O 
se  contará  por  1.000. 

Art.  24.  Estos  diputados  serán  ele- 
gidos por  tres  años  y  reelegibles;  pero 
sus  funciones  sólo  cesarán  en  el  mo- 
mento en  que  sea  elegida  la  nueva  Cá- 
mara. 

Art.  25.  El  Presidente  del  Gran  Con- 
sejo será  nombrado  por  un  año  y  no 
podrá  ser  reelegido  en  la  misma  legis- 
latura. 

Art.  26.  Los  diputados  representa- 
rán al  cantón  y  no  al  colegio  que  los 
ha  nombrado.  No  podrán  recibir  man- 
dato imperativo. 

Art.  27.  Toda  vacante  en  el  Gran 
Consejo  deberá  ser  provista  inmedia- 
tamente. 

Art.  28.  Ningún  miembro  del  Gran 
Consejo  podrá  ser  perseguido  por  una 
opinión  emitida  en  la  Asamblea  y  sólo 
será  responsable  ante  esta  corpora- 
ción. 

Art.  29.  Mientras  duren  las  sesiones 
del  Gran  Consejo,  ninguno  desús  miem- 
bros podrá  ser  detenido  ó  sometido  á 
un  proceso  criminal  sin  la  autorización 
de  la  Cámara,  salvo  el  caso  de  flagran- 
te delito. 

Art.  30.  Todos  los  ciudadanos  nef- 
chateleses  que  hayan  cumplido  veinte 
años  y  todos  los  suizos  de  la  misma 
edad,  nacidos  en  el  cantón  ó  que  ten- 
gan en  él  su  principal  domicilio  con 
tres  meses  de  anticipación  á  la  fecha 
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marcada  por  la  ley  para  la  formación 
de  listas  definitivas,  serán  electores. 
Ejercerán  su  derecho  en  el  colegio 
electoral  en  donde  se  hallen  domicilia- 
dos. Una  ley  regulará  las  condiciones 
del  domicilio  (1). 

Art.  31.  Todo  elector  de  veinticinco 
años  cumplidos  será  elegible. 

Las  funciones  eclesiásticas,  las  de 
consejero  de  Estado  y  las  de  represen- 
tante directo  del  Consejo  de  Estado  en 
los  distritos  serán  incompatibles  con 
el  mandato  de  diputado  del  Gran  Con- 
sejo. 

Art.  32.  Todo  miembro  del  Gran 
Consejo  que  no  estuviere  revestido  de 
funciones  públicas  en  el  momento  de 
su  elección  y  que  durante  el  tiempo  de 
su  mandato  acepte  cargos  públicos  re- 
tribuidos, sean  administrativos  ó  ju- 
diciales; 

Todo  miembro  del  Gran  Consejo  que, 
revestido  ya  de  funciones  públicas  en 
el  momento  de  su  elección,  acepte  du- 
rante el  tiempo  de  su  mandato  otros 
cargos  públicos  retribuidos; 

Será  reputado  como  dimisionario,  en 
lo  que  se  refiere  á  su  mandato  de  dipu- 
tado del  Gran  Consejo;  pero  es  reele- 
gible. 

Art.  33.  No  podrán  ser  electores  ni 
elegibles: 

1.°  Los  que  ejerzan  derechos  políti- 
cos fuera  del  cantón; 

2.°  Los  que  estén  al  servicio  de  una 
potencia  extranjera; 

3.°  Los  que  hayan  sido  condenados 
por  bancarrota;  simple  ó  fraudulenta; 

4.°  Los  contribuyentes  morosos  que 
estén  en  descubierto  en  sus  pagos  al 
Estado  por  más  de  un  año,  sin  contar 
el  corriente; 


(1)     Este  artículo  ha  sido  modificado  por  la  Re- 
forma constitucional  de  28  de  Octubre  de  18"3. 


5.°  Los  que  se  hallen  en  entredicho 
ó  estén  bajo  el  peso  de  una  sentencia 
infamante; 

6.°  Aquellos  á  quienes  los  tribunales 
hayan  condenado  á  la  privación  tem- 
poral de  los  derechos  civiles,  mientras 
dure  la  pena  (1). 

Art.  34.  La  ley  regulará  la  forma  en 
que  deberá  ejercerse  el  derecho  electo- 
ral, y  determinará  el  número  y  la  cir- 
cunscripción de  los  colegios. 

Art.  35.  No  podrá  verificarse  ningu- 
na votación  del  Gran  Consejo,  siempre 
que  no  se  hallen  presentes  la  mitad 
mas  uno  de  la  totalidad  de  sus  miem- 
bros. 

En  circunstancias  graves  serán  cita- 
dos y  tendrán  el  deber  de  asistir  á  las 
sesiones  los  miembros  del  Gran  Con- 
sejo. 

Art.  36.  Las  sesiones  serán  públi- 
cas, pero  la  Asamblea  podrá  consti- 
tuirse en  sesión  secreta  cuando  la  ín- 
dole de  la  liberación  así  lo  requiera. 

Art.  37.  El  Gran  Consejo  se  reunirá 
regularmente  dos  veces  por  año;  pero 
podrá  ser  convocado  extraordinaria- 
mente por  el  Poder  ejecutivo,  y  deberá 
serlo  cuando  así  lo  reclame  la  tercera 
parte  de  los  miembros  del  Gran  Con- 
sejo. 

Art.  38.  El  derecho  de  iniciativa  co- 
rresponde á  los  miembros  del  Gran 
Consejo  y  al  Poder  ejecutivo. 

Art.  39.  El  Gran  Consejo  decretará 
y  derogará  las  leyes,  votará  los  im- 
puestos, los  gastos,  los  empréstitos,  las 
compras  y  la  enagenación  del  dominio 
público;  arregla  el  presupuesto  del  Es- 
tado, fija  los  sueldos  de  los  funciona- 
rios, ratifica  los  tratados  y  los  Concor- 
datos en  los  limites  de  la  Constitución 


(1)     Así  redactado  en  la  Reforma  constitucional 
de  28  de  Octubre  de  18~3, 
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federal,  y  nombra  los  diputados  encar- 
gados de  representar  el  cantón  en  el 
Consejo  de  los  Estados;  concede  la  na- 
turalización y  regula  sus  condiciones; 
ejerce  el  derecho  de  indulto  y  de  am- 
nistía; decide  los  conflictos  entre  los 
Poderes  ejecutivo  y  judicial;  examina 
anualmente  la  gestión  del  Consejo  de 
Estado,  que  está  obligado  á  rendirle 
cuentas,  y  aprueba  las  de  los  gastos, 
que  deberán  ponerse  al  público. 

Cuando  se  pida  por  3.000  electores,, 
por  lo  menos,  deberán  someterse  las  le- 
yes á  la  aprobación  del  pueblo,  que  po- 
drá aceptarlas  ó  rechazarlas. 

Lo  mismo  sucede  con  los  decretos 
que  tienen  cierto  carácter  general  y  no 
son  urgentes.  Esta  urgencia  habrá  de 
declararla  el  Gran  Consejo  por  una  ma- 
yoría de  dos  terceras  partes  de  los  di- 
putados que  concurran  ala  votación. 

La  ley  determinará  las  formas  y  los 
plazos  que  deben  observarse  para  las 
votaciones  populares  (1). 

Art.  40.  Son  de  nombramiento  del 
Gran  Consejo: 

1.°  Los  miembros  del  Poder  ejecu- 
tivo; 

2.°    Los  de  los  tribunales; 

3.°  Confiere  los  grados  militares  de 
capitán  en  adelante. 

Art.  41.  Los  miembros  del  Gran  Con- 
sejo recibirán  una  indemnización,  cuya 
cifra  será  determinada  por  la  ley. 

TÍTULO  SEXTO 

DEL  CONSEJO  DE  ESTADO 

Art.  42.  El  Poder  ejecutivo  y  el  ad- 
ministrativo general  del  cantón  estarán 
confiados  á  un  Consejo  de  Estado  com- 


(1)  Este  artículo  ha  sido  redactado  de  este 
modo  en  la  Reforma  constitucional  de  29  de  Mayo 
de  189}. 


puesto  de  siete  miembros  nombrados 
por  el  Gran  Consejo. 

Art.  43.  El  Consejo  de  Estado  será 
nombrado  por  tres  años  al  principio  de 
cada  legislatura,  pudiendo  ser  reelegi- 
dos los  consejeros  salientes. 

Art.  44.  El  Consejo  de  Estado  nom- 
brará cada  año  su  Presidente,  que  no 
será  reelegióle  durante  la  misma  legis- 
latura. 

Art.  45.  Cuando  en  el  Consejo  ocu- 
rra una  vacante,  será  provista  en  la 
primera  sesión  del  Gran  Consejo;  pero 
si  ocurrieran  dos  ó  más,  deberá  pro- 
veérselas inmediatamente. 

Art.  46.  La  administración  del  Esta- 
do se  dividirá  en  departamentos,  colo- 
cados cada  cual  bajo  la  dirección  inme- 
diata de  un  miembro  del  Consejo.  La 
organización  de  las  oficinas  y  sus  atri- 
buciones, el  número  y  las  ocupaciones 
de  los  empleados,  serán  determinadas 
por  el  Consejo  de  Estado,  que  fijará 
también  sus  sueldos,  si  bien  con  la 
aprobación  del  Gran  Consejo. 

Art.  47.  El  cargo  de  consejero  de 
Estad.o  es  incompatible  con  toda  otra 
función  retribuida. 

Art.  48.  Los  miembros  del  Consejo 
de  Estado  tendrán  voz  consultiva  en  el 
Gran  Consejo,  así  como  el  derecho  de 
presentar  proposiciones  acerca  de  los 
asuntos  que  se  sometan  á  la  delibera- 
ción de  la  Cámara.  También  podrán 
ser  nombrados  miembros  de  las  comi- 
siones, con  voto  consultivo. 

Art.  49.  El  Consejo  de  Estado  pro- 
mulgará las  leyes,  prorveerá  á  su  eje- 
cución y  á  la  de  las  sentencias  de  los 
tribunales,  tomando  al  efecto  las  medi- 
das necesarias  para  ello.  Nombrará  y 
depondrá  á  los  empleados  y  funciona- 
rios cuyo  nombramiento  no  esté  reser- 
vado á  otros  cuerpos  por  la  Constitu- 
ción. 
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Art.  50.  El  Consejo  de  Estado  dirigi- 
rá las  autoridades  inferiores  y  ejercerá 
la  vigilancia  y  la  policía  sobre  los  cul- 
tos y  la  instrucción  pública;  hará  los 
reglamentos  de  policía  en  los  límites 
fijados  por  la  ley,  y  vigilará  para  que 
los  tribunales  llenen  perfectamente  sus 
funciones. 

Art.  51.  Dispondrá  de  la  fuerza  ar- 
mada para  el  mantenimiento  del  orden 
público  y  la  seguridad  del  Estado;  pero 
sólo  podrá  emplear  para  este  efecto  los 
cuerpos  organizados  con  arreglo  á  la 
ley. 

Art.  52.  El  Consejo  de  Estado  será 
el  encargado  de  las  relaciones  federa- 
les y  extranjeras,  dentro  de  los  límites 
de  las  Constituciones  federal  y  can- 
tonal. 

Art.  53.  Autorizará  la  adquisición  ó 
laenagenación  de  inmuebles  por  los  Co- 
munes ó  municipios,  ejercerá  sobre  su 
administración  una  vigilancia  directa 
y  podrá  hacerse  representar  siempre 
en  sus  asambleas  con  voto  consultivo. 
Podrá  suspender  provisionalmente  las 
corporaciones  comunales  ó  municipa- 
les, previo  expediente,  y  sustituirlas, 
dando  cuenta  de  esta  medida,  á  la  ma- 
yor brevedad  posible,  al  Gran  Consejo. 

TÍTULO    SÉPTIMO 

DEL  PODER  JUDICIAL 

Art.  54.  El  Poder  judicial  estará  se- 
parado del  legislativo  y  del  ejecutivo  ó 
administrativo. 

Art.  55.  La  justicia  civil  y  penal  será 
administrada  por  jueces  de  paz  y  por 
tribunales. 

La  ley  determinará  su  número,  su  or- 
ganización, su  jurisdicción  y  su  com- 
petencia. 

Art.  56.     Los  jueces  de  paz  y  sus  ase- 


sores serán  nombrados  por  los  electo- 
res del  distrito  correspondiente. 

El  Consejo  de  Estado  declarará  la  le- 
galidad de  estas  elecciones;  pero  el  de- 
recho de  anularlas  como  viciosas  co- 
rresponderá al  Gran  Consejo. 

Art.  57.  Los  miembros  de  los  Tribu- 
nales serán  nombrados  por  el  Gran 
Consejo  con  arreglo  á  lo  que  para  este 
caso  prescriba  la  ley. 

Art.  58.  Los  funcionarios  del  orden 
judicial  serán  nombrados  por  tres  años 
al  principio  de  cada  legislatura  y  reele- 
gióles. 

Art.  59.  En  materia  penal,  podrá  in- 
troducirse la  institución  del  Jurado,  y 
su  organización  será  determinada  por 
la  ley.  En  todo  caso  deberá  el  juicio 
público  sustituir  al  que  en  la  actualidad 
existe. 

Art.  60.  Las  audiencias  serán  públi- 
cas, salvo  el  caso  en  que  exija  una  res- 
tricción el  interés  de  las  buenas  cos- 
tumbres. 

Art.  61.  Las  sentencias  de  todos  los 
tribunales  deberán  ser  motivadas,  so 
pena  de  nulidad. 

Art.  62.  Las  funciones  judiciales  se- 
rán incompatibles  con  las  funciones 
administrativas  asalariadas. 

Art.  63.  Ningún  funcionario  del  or- 
den judicial  podrá  ser  destituido  sino 
previo  el  juicio  y  sentencia  correspon- 
diente. 

TÍTULO  OCTAVO 

DE  LOS  COMUNES  Y  MUNICIPALIDADES 

Art.  64.  La  Constitución  no  recono- 
ce ningún  poder  fuera  ni  al  lado  de  los 
tres  por  ella  establecidos.  Es  la  ley  co- 
mún de  todos  los  ciudadanos  y  de 
todas  las  corporaciones    del  Estado, 
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cualesquiera  que  sean  sus  denomina- 
ciones. 

Queda  abolido  todo  privilegio,  toda 
franquicia  y  todo  derecho  político  fue- 
ra de  los  consagrados  en  la  presente 
Constitución. 

La  ley  regulará  los  derechos  de  poli- 
cía ijue  hayan  de  ejercerlos  Comunes 
ó  municipalidades. 

Art.  65.  Todas  las  corporaciones  co- 
nocidas bajo  el  nombre  de  burguesías 
y  de  Comunes  tomarán  en  adelante  es- 
ta última  denominación  y  estarán  so- 
metidas á  la  misma  ley. 

Art.  66.  La  Constitución  garantiza 
los  bienes  de  los  municipios  y  de  las 
corporaciones,  y  les  reserva  su  admi- 
nistración. 

Art.  67.  El  producto  de  estos  bienes 
deberá  emplearse  para  satisfacer,  ante 
todo,  los  gastos  locales  ó  generales  im- 
puestos por  la  ley  á  los  Comunes  ó  á 
las  corporaciones;  sin  embargo,  aque- 
llos bienes  que  tengan  un  destino  par- 
ticular, continuará  empleándose  su  pro- 
ducto según  la  voluntad  de  los  do- 
nantes. 

Queda  abolida  la  tasa  de  habitación 
que  percibían  los  Comunes. 

Art.  68.  Los  bienes  de  los  Comunes 
y  corporaciones  estarán  bajo  la  vigi- 
lancia directa  del  Estado,  al  cual  se 
dará  cuenta  anual  de  su  administra- 
ción. Esta  vigilancia  se  ejercerá  de  una 
manera  uniforme  en  todo  el  cantón. 

Se  hará  un  inventario  y  una  tasación 
de  los  bienes  comunales.  Esta  opera- 
ción se  hará  por  iniciativa  y  bajo  la  vi- 
gilancia del  Consejo  de  Estado. 

Art.  69.  La  ley  determinará  la  orga- 
nización más  especial  de  los  Comunes 
y  sus  atribuciones;  podrá  crear  munici- 
palidades, si  las  necesidades  lo  exigen, 
respetando  los  derechos  garantidos  á 
Jos  Comunes  respecto  de  sus  bienes. 


Art.  70.  Todos  los  reglamentos  co- 
munales ó  municipales,  de  cualquier 
clase  que  sean,  estarán  sometidos  á  la 
aprobación  del  Consejo  de  Estado. 

TÍTULO  NOVENO 

DE  LOS  CULTOS 

Art.  71.  La  ley  regulará  las  relacio- 
nes del  Estado  con  los  cultos;  pero  no 
podrán  nunca  reconocer  ó  constituirse 
corporaciones  eclesiásticas  indepen- 
dientes del  poder  soberano. 

Todo  cambio  en  las  bases  fundamen- 
tales de  la  actual  organización  ecle- 
siástica será  sometido  á  la  ratificación 
del  pueblo. 

Art.  72.  Ninguna  corporación  reli- 
giosa podrá  establecersa  en  el  cantón 
sin  una  autorización  expresa-  y  siem- 
pre revocable  del  Gran  Consejo. 

Art.  73.  Las  rentas  de  los  bienes  de 
la  Iglesia,  sometidas  en  1848  al  dominio 
del  Estado,  no  podrán  ser  invertidas  en 
otras  atenciones  que  en  las  de  su  des- 
tino primitivo. 

TÍTULO  DÉCIMO 

DE  LA   EDUCACIÓN 

Art.  74.  La  dirección  superior  y  la 
alta  inspección  de  la  instrucción  públi- 
ca serán  de  dominio  del  Estado. 

El  servicio  de  la  instrucción  pública 
comprenderá  todos  los  establecimien- 
tos de  educación  que  procedan,  ora  de 
la  administración  cantonal,  ora  de  las 
administraciones  comunales  ó  munici- 
pales. 

Art.  75.  El  Estado  y  los  Comunes  ó 
municipalidades  estarán  obligados  á 
elevar  los  establecimientos  de  instruc- 
ción pública  en  su  circunscripción  te- 
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rritorial,  al  grado  de  perfección  de  que 
sean  susceptibles. 

Art.  76.  Estos  establecimientos  for- 
marán un  conjunto  que  comprenda: 

1.°    La  enseñanza  primaria; 

2.°  La  enseñanza  secundaria  (clási- 
ca, industria]  y  comercial); 

3.°  La  enseñanza  superior,  en  corre- 
lación con  los  estudios  universitarios  ó 
las  escuelas  politécnicas. 

La  organización  de  la  instrucción  pú- 
blica queda  reservada  á  la  ley. 

Art.  77.  La  instrucción  primaria  es 
obligatoria. 

Todo  ciudadano  está  obligado  á  cui- 
dar de  que  sus  hijos  ó  pupilos  frecuen- 
ten las  escuelas  primarias  públicas,  ó 
á  proveer  á  que  reciban  una  instruc- 
ción igual,  por  lo  menos,  á  la  que  se  dé 
en  estos  establecimientos. 

Art.  78.  La  instrucción  primaria  pú- 
blica será  gratuita  y  correrá  á  cargo 
del  Estado,  de  los  Comunes  ó  de  las  mu- 
nicipalidades, en  las  proporciones  de- 
terminadas por  la  ley. 

Art.  79.  La  enseñanza  religiosa  será 
distinta  y  se  dará  separadamente  de 
las  demás  partes  de  la  instrucción. 

Disposiciones  particulares 

Art.  80.  La  ley  sobre  la  naturaliza- 
ción será  revisada  en  sentido  de  hacer 
más  accesible  la  nacionalidad  nefcha- 
telense. 

Los  heimatloses  y  nefchatelenses 
sin  vecindad  fija  serán  incorporados  á 
los  Comunes  del  Estado,  á  tenor  de  la 
ley  federal  de  3  de  Diciembre  de  1850. 

Disposición  final 

Art.  81 .  Los  decretos,  leyes,  costum- 
bres, reglamentos  y  ordenanzas  actual- 
mente existentes  y  que  no  sean  contra- 


rios á  la  presente  Constitución,  conti  • 
nuarán  vigentes  hasta  que  sean  de- 
rogados ó  modificados  por  los  poderes 
competentes. 

TITULO    DÉCIMOPRIMERO 

REVISIÓN  DE  LA  CONSTITUCIÓN 

Art.  82.  Esta  Constitución  podrá  ser 
revisada  en  todo  tiempo,  y  lo  será 
siempre  que  así  lo  decida  la  mayoría 
de  los  electores. 

Art.  83.  Si  el  Gran  Consejo,  ó  por  lo 
menos  3.000  electores,  cuyas  firmas  se- 
rán debidamente  legalizadas,  creyeren 
oportuno  reclamar  una  revisión  total  ó 
parcial,  se  someterá  la  cuestión  á  los 
colegios  electorales  reunidos  al  efecto, 
los  cuales  decidirán: 

1.°    Si  debe  tener  lugar  la  revisión; 

2.°  Si  debe  hacerla  una  Asamblea 
Constituyente  ó  el  Gran  Consejo. 

En  caso  de  revisión  parcial,  la  auto- 
ridad encargada  de  llevarla  á  efecto 
sólo  podrá  ocuparse  de  los  artículos 
cuya  revisión  se  haya  reclamado  y  de- 
cidido. 

Art.  84.  Si  el  pueblo  se  pronunciase 
á  favor  de  la  revisión  por  una  Asamblea 
Constituyente,  esa  Asamblea  será  nom- 
brada del  modo  que  establece  la  Cons- 
titución para  la  elección  del  Gran  Con- 
sejo. 

Art.  85.  La  Constitución  será  some- 
tida á  la  sanción  del  pueblo  en  la  for- 
ma que  la  Asamblea  ó  el  Gran  Consejo 
Constituyente  haya  determinado. 

Art.  86.  Al  tiempo  de  entrar  en  fun- 
ciones, prestarán  los  miembros  del 
Gran  Consejo,  del  Consejo  de  Estado  y 
del  Poder  judicial  el  siguiente  jura- 
mento: 

«Prometo  delante  de  Dios  respetar  los 
derechos  y  las  libertades  del  pueblo  y  d,e 
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los  ciudadanos,  observar  estrictamente 
la  Constitución  y  las  leyes  constitucio- 
nales, y  cumplir  fielmente  y  á  conciencia 
los  deberes  de  mi  cargo.» 

Disposic  iones  transitorias 

a)  Después  de  la  votación  del  pueblo 
y  cuando  el  resultado  de  ésta  sea  co- 
nocido y  publicado,  se  convocará  la 
Asamblea  constituyente  para  formar 
una  ley  electoral,  á  fin  de  que  se  pro- 
ceda inmediatamente  á  la  elección  del 
Gran  Consejo,  ó  para  trabajar  de  nue- 
vo en  la  constitución  si  ésta  no  obtu- 
viese la  sanción  del  pueblo; 

b)  Las  funciones  del  Gran  Consejo  y 
del  Consejo  de  Estado  sólo  cesarán  á 
partir  de  la  instalación  de  la  nue^a  le- 
gislatura y  del  nuevo  Poder  ejecutivo; 

c)  Los  funcionarios  que  dependan 
del  Poder  ejecutivo  serán  sometidos  á 
nuevo  nombramiento  desde  la  fecha  de 
la  reconstitución  de  este  poder; 

d)  Las  disposiciones  de  la  Constitu- 
ción concernientes  á  la  organización 
judicial,  deberán  ser  ejecutadas  en  el 
plazo  de  un  año,  á  contar  desde  la  aper- 
tura de  la  primera  legislatura.  El  Poder 
judicial,  tal  como  ahora  está  constituí- 
do,  subsistirá  hasta  la  nueva  organiza- 
ción. El  personal  que  lo  compone  per- 
manecerá en  funciones  hasta  la  mis- 
ma época. 

Nefchatel,  26  de  Octubre  de  1858. 
En  nombre  de  la  Asamblea  constitu- 
yente, 

Kl  Presidente, 

Ed.  Robert-Theurer. 

Los  Secretarios, 

Alf.  Dubois,  C.-H.  Jeanneret. 

Los  Secretarios  Redactores, 
EVGÉNE  BOREL,  WlLLlAM  PARÍS- 


La  Asamblea  constituyente  de  la  repú- 
blica y  cantón  de  Nefchatel, 

Habiendo  examinado  las  actas  rela- 
tivas á  la  votación  del  pueblo,  verifica- 
da el  21  de  Noviembre  último,  y  que 
confirman  la  Constitución  aprobada 
por  la  Asamblea  constituyente  el  26  de 
Octubre  de  1858,  ha  sido  aceptada  por 
5.730  ciudadanos  de  9.115  votantes, 

DECRETA 

Que  la  Constitución  aceptada  por  el 
pueblo  en  dicha  fecha,  comienza  á  re- 
gir desde  este  día. 

El  Consejo  de  Estado  queda  encar- 
gado de  promulgar  el  presente  decreto. 

Nefchatel,  26  de  Noviembre  de  1858. 

En  nombre  de  la  Asamblea  constitu- 
yente, 

El  Presidente, 

Ed.  Robert-Theurer. 

Los  Secretarios, 

Alf.  Dubois,  G.-H.  Jeanneret. 

El  Consejo  de  Estado  promulga  el 
anterior  decreto.    " 
Nefchatel,  26  de  Noviembre  de  1858. 
En  nombre  del  Consejo  de  Estado, 

El  Presidente, 

Piaget. 

El  Secretario, 

George  Guillaume. 
Ratificada  el  20  de  Enero  de  1859. 


CONSTITUCIÓN  OE  LA  REPÚBLICA  Y  CANTÓN  DEL  TICINO 


DE  4  DE  JULIO  DE  1830,  CON  LAS  REFORMAS  SUCESIVAS 

HASTA  1878 


Nos  el  Landaman  Presidente  y  el  | 
Gran  Consejo  de  la  república  y  cantón 
del  Ticino. 

A  propuesta  del  Consejo  de  Estado; 

Considerando;  que  el  bien  de  la  pa- 
tria exige  modificar  la  Constitución  de 
19  de  Diciembre  de  1814, 

Decretamos  lo  siguiente: 

TÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES    GENERALES   Y   GARANTÍAS 

Artículo  l.Q  La  religión  del  cantón 
es  la  católica  apostólica  y  romana. 

Art.  2.°  La  soberanía  del  cantón  re- 
side esencialmente  en  la  universalidad 
de  los  ciudadanos,  y  será  ejercida  por 
sus  representantes,  elegidos  con  arre- 
glo á  las  prescripciones  de  la  Constitu- 
ción. 

Art.  3.°  Todo  habitante  del  cantón 
es  soldado. 

Art.  4.°  No  existirá  en  el  cantón  nin- 
gún privilegio  de  lugar,  de  nacimiento, 
de  personas,  de  fuero  ni  de  familia. 

Art.  5.°  Los  eclesiásticos  no  podrán 
formar  parte  del  Poder  ejecutivo  ni  del 


judicial*,  salvo  la  excepción  del  art.  23, 
párrafo  14  (1). 

Art.  6.°  Queda  garantida  la  libertad 
de  comercio  y  el  libre  ejercicio  de  la 
industria  y  de  las  artes  bajo  la  discipli- 
na de  las  leyes. 

Art.  7.°  Habrá  en  el  cantón  un  solo 
peso,  una  sola  clase  de  medidas  y  de 
monedas,  pudiendo  la  ley  modificar  lo 
que  se  crea  conveniente  para  los  inte- 
reses públicos. 

Art.  8.°  Habrá  un  Código  criminal, 
correccional,  civil  y  de  procedimiento, 
uniforme  en  todo  el  cantón.  La  ley  pro- 
veerá á  esto  á  la  mayor  brevedad  po- 
sible. 

Art.  9.°  Habrá  aduanas  solamente 
para  procurar  la  seguridad  y  facilidad 
del  comercio.  La  ley  determinará  su 
número,  su  lugar  y  las  reglas  á  que 
han  de  estar  sometidas. 

Art.  10.  Nadie  puede  ser  detenido  ni 
procesado  sino  en  virtud  y  con  arreglo 
á  las  leyes,  ni  puede  ser  sustraído  á  su 


(1)     Derogado  por   el   art.  1.°  de  la   Reforma 
constitucional  del  4  de  Marzo  de  1855. 
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juez  natural,  ni  detenido  por  más  de 
veinticuatro  horas  sin  ser  presentado 
ante  el  juez  competente. 

Art.  11.  Está  garantida  la  libertad 
de  la  imprenta,  con  tal  que  no  se  ofen- 
da á  Jas  buenas  costumbres,  la  religión 
del  cantón  ni  las  relaciones  con  la  Con- 
federación y  con  las  potencias  amigas. 
La  ley  reprimirá  estos  abusos. 

Art.  12.  Queda  garantido  el  derecho 
de  petición. 

Art.  13.  La  ley  procurará  que  se  pu- 
bliquen inmediatamente  las  correspon- 
dientes instrucciones. 

TITULO  SEGUNDO 

TERRITORIO    DEL    CANTÓN 

Art.  14.  El  cantón  del  Ticino  se  di- 
vidirá en  distritos  y  círculos. 

Los  distritos  serán  ocho,  á  saber: 
Mendrisio  (con  el  círculo  de  la  Ribera 
de  San  Vital),  Lugano,  Locarno,  Valle- 
maggia,  Bellinzona,  Riviera,  Bienio  y 
Leventina. 

Estos  distritos  se  subdividirán  en  38 
círculos,  á  saber:  Mendrisio,  con  Sta- 
bio,  Balerna,  Caneggio  y  Ribera  de  San 
Vital. -Lugano,  con  Ceresio,  Carona, 
Agna,  Magliasina,  Sesa,  Breno,  Ta- 
berne  de  Abajo,  Tesserete,  Sonvico, 
Pregasona  y  Vezia. —  Locarno,  con 
Gambarono,  Osernone,  Meleza,  Isole, 
Navegna  y  Berzazca.— Maggia,  con  Ro- 
bona  y  Laizara.— Bellinzona,  Ticino  y 
Giubiasco.— Riviera.  -  -Malvaglia,  con 
Castro  y  Olivone.-  Giórnico,  Faido, 
Quinto  y  Airólo. 

La  ley  rectificará  esta  división  cuan- 
do lo  exijan  las  localidades  ó  las  nece- 
sidades de  la  población. 

Art.  15.  El  Gran  Consejo  y  el  Con- 
sejo de  Estado  residirán  alternativa- 
mente durante  seis  años  en  las  ciuda- 


des de  Bellinzona,  Locarno  y  Lugano, 
estableciéndose  el  turno  por  la  suer- 
te (1). 

TÍTULO  TERCERO 

ESTADO  POLÍTICO  DE  LOS  CIUDADANOS 

Art.  16.  Para  ejercer  los  derechos 
de  ciudadano  activo  será  necesario: 

a)  Ser  patricio  de  cualquier  muni- 
cipio del  cantón  (2); 

b)  Tener  la  edad  de  veinticinco  años 
cumplidos  (3); 

c)  Poseer  bienes  raices  por  valor 
de  200  francos,  ó  el  usufructo  de  300  en 
bienes  raices  en  el  cantón; 

d)  Llevar  por  lo  menos  dos  años  de 
domicilio  fijo  y  hallarse  inscrito  en 
el  Registro  civil  del  municipio  en  que 
se  pretende  ejercer  el  derecho  de  ciu- 
dadanía. Además  de  esto  se  conside- 
ran vigentes  las  condiciones  relativas 
al  domicilio,  exigidas  por  la  ley  de  10 
de  Diciembre  de  1819. 

Art.  17.  El  extranjero  que  aspire  á 
conseguir  la  ciudadanía  nacional,  ne- 
cesita: 

a)  Haber  adquirido  antes  el  patri- 
ciado. 

La  adquisición  de  éste  sólo  podrá  ha- 
cerse, por  contrato  voluntario,  con  un 
municipio  del  cantón,  previo  el  asenti- 
miento de  las  tres  cuartas  partes  del 


(1)  Este  artículo  ha  sido  derogado  por  el  de- 
creto de  10  de  Febrero  de  18*78,  designando  á  Be- 
llinzona como  la  capital  del  cantón  ó  residencia 
fija  del  Gobierno. 

(2)  Este  párrafo  ha  sido  derogado  por  el  de- 
creto federal  de  1.°  de  Octubre  de  1878,  por  ha- 
llarse en  oposición  con  los  artículos  41  y  42  de  la 
Constitución  federal. 

(3)  Derogado  por  la  reforma  del  4  de  Marzo 
de  1855. 
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número  de  patricios  que  tienen  derecho 
electoral; 

b)  Haber  obtenido  la  naturalización 
cantonal  mediante  un  acto  legislativo, 
del  cual  no  podrá  dispensarse  á  nin- 
gún extranjero,  cualquiera  que  sea  el 
tiempo  que  haya  de  permanecer  en  el 
cantón; 

c)  Haber  renunciado  á  toda  otra  ciu- 
dadanía; 

d)  Ningún  extranjero  podrá  ejercer 
los  derechos  de  ciudadano  sino  después 
de  cinco  años  desde  la  fecha  en  que 
obtuvo  el  decreto  de  naturalización. 

La  ley  determinará  las  demás  condi- 
ciones. 

Art.  18.  Se  perderá  el  derecho  de 
ciudadanía,  ó  queda  en  suspenso  su 
ejercicio,  en  los  casos  siguientes: 

a)  Si  un  ciudadano  es  condenado  á 
una  pena  infamante; 

b)  Si  llegare  á  probársele  que  ha 
empleado  medios  ilícitos  para  elegir  ó 
ser  elegido  para  cualquier  cargo  públi- 
co al  que  vaya  aneja  alguna  autoridad; 

c)  Si  ha  quebrado  fraudulentamente 
ó  por  culpa  suya; 

d)  Si  estáinhabilitado  judicialmente. 

La  ley  proveerá  acerca  de  estos  ca- 
sos y  podrá  determinar  otros,  á  título 
de  pena,  en  que  se  pierda  ó  se  suspen- 
da el  derecho  de  ciudadanía. 

TÍTULO  CUARTO 

AUTORIDADES  PÚBLICAS 

1 .— Autoridades  municipales 

Art.  19.  En  todo  Común  habrá  una 
municipalidad, compuestade tres  miem- 
bros por  lo  menos  y  de  11  á  lo  sumo, 
incluso  el  síndico,  que  será  su  Presi- 
dente.  Esta  corporación  tendrá  á  su 


cargo  la  administración  comunal  y  la 
policía  local. 

La  ley  fijará  sus  demás  atribuciones. 

Los  miembros  de  la  municipalidad 
permanecerán  en  su  cargo  durante  tres 
años;  se  renovarán  por  terceras  partes 
y  serán  reelegibles. 

2. — Poder  judicial 

Art.  20.  En  todo  circulo  habrá  un 
juez  de  paz,  cuyas  atribuciones  fijará 
la  ley. 

Art.  21.  En  los  distritos  de  Mendri- 
sio,  Vallemaggia,  Bellinzona,  Riviera, 
Bienio  y  Leventina  habrá  un  tribunal 
de  primera  instancia,  compuesto  de 
cinco  miembros,  que  juzgará  en  mate- 
ria civil  y  criminal. 

En  los  distritos  de  Lugano  y  Locar- 
no  habrá  dos  tribunales  de  cinco  miem- 
bros cada  cual,  el  uno  para  lo  civil  y  el 
otro  para  lo  criminal.  La  ley  determi- 
nará sus  atribuciones. 

Art.  22.  Para  todo  el  cantón  habrá 
un  Tribunal  de  Apelación  ó  Supremo 
que  juzgará  en  última  instancia  en  ma- 
teria civil  y  criminal,  y  se  compondrá 
de  13  miembros,  los  cuales  elegirán 
sus  secretarios  (1). 

§  2.°  El  tribunal  sólo  podrá  fallar 
cuando  esté  su  número  completo.  Si 
faltare  algún  miembro  se  llamará  á  su 
suplente. 

§  3.°  Todas  las  sentencias  que  se 
refieran  á  delitos  que  sean  castigados 
con  pena  capital  ó  infamante  deberán 
elevarse  necesariamente  ante  el  Tri- 
bunal de  Apelación. 

§  4.°  Este  tendrá  su  residencia  or- 
dinaria alternativamente  en  Bellinzo- 


(1)    Modificado  por  el  art.   5.a  de   la  Reforma 
de  1855. 
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na,  Locarno  y  Lugano.  Su  residencia 
extraordinaria  para  los  asuntos  crimi- 
nales la  tendrá  en  la  capital  del  distrito 
donde  se  halle  el  acusado  (1). 

3.— Poder  ejecutivo 

Art.  23.  Habrá  un  Consejo  de  Esta- 
do compuesto  de  nueve  miembros,  y 
nombrados  por  el  Gran  Consejo  (2). 

§  2.°  Tendrá  la  iniciativa  en  los  pro- 
yectos de  ley,  de  impuestos,  de  indulto 
y  de  conmutación  de  pena. 

§  3.°  Será  el  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  las  leyes,  decretos  y  reglamen- 
tos; á  cuyo  efecto  expedirá  órdenes  y 
tomará  las  determinaciones  necesa- 
rias. 

§  4.°  Vigilará  á  las  autoridades  in- 
feriores para  el  mantenimiento  del  or- 
den, pero  sin  influir  en  los  juicios  y  sen- 
tencias de  los  tribunales. 

§  5.°  Nombrará  sus  agentes  y  em- 
pleados; pero  su  salario  y  estipendios 
deberán  ser  aprobados  por  el  Gran  Con- 
sejo. 

§  6.°  Rendirá  á  éste  todos  los  años 
cuenta  de  todos  los  ramos  de  Adminis- 
tración; deberá  presentarle  el  balance 
ó  cuadro  de  los  ingresos  y  gastos  del 
año  precedente  y  de  los  que  se  presu- 
me habrá  el  año  siguiente.  Este,  des- 
pués de  la  aprobación  del  Gran  Conse- 
jo, se  imprimirá  y  se  mandarán  ejem- 
plares á  los  municipios. 

§  7.°  Llevará  la  correspondencia  y 
mantendrá  las  relaciones  con  los  de- 


(1)  Este  artículo  y  el  anterior  han  sido  modi- 
ficados por  la  Reforma  constitucional  de  4  de 
Marzo  de  1855  (V.  Apéndice  I),  y  por  el  4.°  de  la 

Reforma  de  20  $e  Noviembre  de  1875. 

(2)  Derogado  por  el  art.  1.°  de  la  Reforma  de  4 
de  Marzo  de  1855. ' 


más  cantones  y  con  los  Estados  ex- 
tranjeros. 

§  8.°  Dispondrá  de  la  fuerza  arma- 
da para  el  mantenimiento  del  orden 
público. 

§  9.°  Podrá  prorrogar  la  duración 
de  las  sesiones  ordinarias  del  Gran 
Consejo  y  convocar  las  extraordina- 
rias. Deberá,  sin  embargo,  en  ambos 
casos,  Ajar  un  limite  á  las  sesiones,  in- 
dicando los  asuntos  que  han  de  tratar- 
se y  determinando  los  días  que  habrán 
de  ocuparse  de  ellos. 

§  10.  Deberán  hallarse  en  la  capi- 
tal é  intervenir  en  las  deliberaciones 
por  lo  menos  cinco  miembros,  siendo 
nulas  las  que  se  verifiquen  sin  este  re- 
quisito. 

Ninguna  revocación,  variación  ó  sus- 
pensión de  un  decreto  podrá  verificar- 
se sin  el  voto  afirmativo  de  seis  miem- 
bros (1). 

§  11.  El  Consejo  de  Estado  deberá 
asistir  en  corporación  ó  por  comisio- 
nes á  las  discusiones  del  Gran  Consejo 
y  tomar  parte  en  ellas,  pero  sin  voto, 
debiendo  retirarse  cuando  se  vote  so- 
bre su  administración  ó  sus  cuentas. 
Cuando  se  trate  de  estos  asuntos  no 
votarán  tampoco  los  miembros  del 
Gran  Consejo  que  tengan  con  alguno 
del  primero  uno  de  I03  grados  de  paren- 
tesco que  se  determina  en  el  art.  38. 

§  12.  El  Consejo  de  Estado  se  retira- 
rá además  del  Gran  Consejo  cuando 
éste  proceda  al  nombramiento  de  los 
que  han  de  sucederle. 

£  13.  El  Secretario  de  Estado  podrá 
intervenir  y  tomar  parte  en  las  discu- 
siones del  Gran  Consejo,  pero  no  vota- 


(1)  Este  párrafo  ha  sido  modificado  por  la  Re- 
forma constitucional  de  4  de  Marzo  de  1855  que 
transcribimos  como  Apéndice  al  final  de  esta 
Constitución, 
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rá  y  se  retirará  en  los  casos  antes  ex- 
presados. 

§  14.  Los  eclesiásticos  podrán  for- 
mar parte  del  Consejo  de  Estado  (1). 

§  15.  Este  Consejo  será  presidido 
por  uno  de  sus  miembros  con  el  título 
de  Presidente.  En  la  presidencia  alter- 
nan todos  por  turnos  mensuales  (2).  En 
caso  de  impedimento  legítimo  se  supli- 
rá por  el  más  próximo  á  la  presidencia, 
teniendo  en  cuenta  que  ninguno  puede 
presidir  el  Consejo  de  Estaño  dos  me- 
ses consecutivos. 

4.— Poder  legislativo 

Art.  24.  El  Poder  soberano  será  ejer- 
cido por  un  Gran  Consejo  compuesto 
de  114  diputados,  nombrados  por  cua- 
tro años  y  siempre  reelegibles.  El  Gran 
Consejo  se  reunirá  de  pleno  derecho  to- 
dos los  años  el  primer  lunes  de  Mayo 
en  la  capital  del  cantón  (3). 

Sus  legislaturas  ordinarias  serán  de 
un  mes,  á  no  ser  que  el  Consejo  de  Es- 
tado las  prorrogue  conforme  al  párra- 
fo 9.°  del  artículo  precedente. 

§  1.°  El  Gran  Consejo  aceptará  ó  re- 
chazará los  provectos  de  ley  ó  de  im- 
puesto que  se  le  presenten  por  el  Con- 
sejo de  Estado.  Ninguna  ley  de  impues- 
tos ó  de  aumento  de  éstos  podrá  san- 
cionarse sin  haberla  votado  afirmati- 
vamente por  lo  menos  66  miembros. 

§  2.°-  Ejercitará  el  derecho  de  indul- 
to, en  materia  criminal,  á  propuesta 
del    Consejo    de    Estado,  que  deberá 


(1)  Modificado  por  la  Reforma  constitucional 
antes  citada  y  por  el  art.  5.°  de  la  Reforma  de  20 
de  Noviembre  de  1815.  (Véase  apéndice  II.) 

(2)  También  este  párrafo  ha  sido  modilicado 
por  la  Reforma  constitucional  antes  citada 

(3)  Modificado  por  la  Reforma  antes  citada. 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídicas. 


unir  á  él  el  dictamen  previo  del  Tribu- 
nal de  Apelación.  Para  el  decreto  de  in- 
dulto deberán  concurrir  por  lo  menos 
los  votos  de  las  tres  cuartas  partes  del 
número  de  miembros  presentes  en  el 
Gran  Consejo.  La  ley  estatuye  acerca 
del  tiempo,  modo  y  condiciones  necesa- 
rias para  que  sea  admitida  la  demanda 
de  indulto. 

§  3.°  Hará  que  le  rindan  cuentas  de 
la  ejecución  de  las  leyes,  decretos  y  re- 
glamentos, así  como  de  la  administra- 
ción y  del  estado  de  la  Hacienda. 

§  4.°  Fijará  los  honorarios,  estipen- 
dios y  salarios  de  las  autoridades. cons- 
tituidas y  de  los  empleados  públicos. 

§  5.°  Autorizará  y  ratificará  la  ven- 
ta de  los  bienes  cantonales. 

§  6.°  Deliberará  sobre  la  petición  de 
Dieta  extraordinaria,  nombrará  á  los 
diputados  para  la  Dieta  y  dará  sus  ins- 
trucciones, de  las  que  no  podrán  sepa- 
rarse, y  nombrará  además  los  repre- 
sentantes del  Consejo  federal. 

§  7.°  Nombrará  los  individuos  del 
Consejo  de  Estado,  el  Secretario  de  Es- 
tado, los  miembros  y  suplentes  del  Tri- 
bunal Supremo,  el  Tesorero  general,  el 
capitán  general  del  ejército,  los  miem- 
bros y  secretarios  de  los  tribunales  de 
distrito. 

§  8.°  Los  miembros  del  Consejo  de 
Estado  y  el  Secretario  podrán  ser  ele- 
gidos lo  mismo  en  el  seno  del  Gran  Con- 
sejo que  fuera  de  éste;  pero  en  el  pri- 
mer caso  cesarán  de  formar  parte  de  él 
y  serán  reemplazados  por  los  respecti- 
vos distritos. 

§  9.°  El  capitán  general  podrá  ser 
miembro  del  Gran  Consejo,  pero  no  del 
Consejo  de  Estado.  El  Tesorero  gene- 
ral no  podrá  elegirse  en  el  seno  del 
Gran  Consejo  ni  formar  parte  del  de 
Estado. 

§  10.    Los  miembros  y  suplentes  del 
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Tribunal  de  Apelación,  como  los  de  los 
tribunales  de  primera  instancia,  no  po- 
drán ser  elegidos  entre  los  del  Gran 
Consejo. 

§  11.  Los  miembros  del  Gran  Con- 
sejo no  podrán  ocupar  ningún  oficio, 
cargo  ó  empleo  público  retribuido,  ex- 
cepto los  cargos  municipales. 

§  12.  El  Gran  Consejo  votará  en 
nombre  del  cantón. 

§  13.  En  cada  legislatura  elegirá  su 
Presidente  entre  los  individuos  de  su 
seno,  pero  no  podrá  serlo  una  misma 
persona  dos  veces  consecutivas. 

§  14.  Las  sesiones  del  Gran  Con- 
sejo serán  públicas,  excepto  en  los  ca- 
sos en  que  se  acuerde  por  dos  terceras 
partes  de  los  votantes  reunirse  en  se- 
sión secreta. 

§  15.  El  acta  deberá  contener  todas 
las  resoluciones  tomadas,  todas  las 
proposiciones  presentadas  y  lo  demás 
que  ocurra  en  la  sesión.  El  Gran  Conse- 
jo ordenará  su  publicación  con  un  ex- 
tracto oficial. 

§  16.  Todo  nombramiento  que  se 
haga  por  el  Gran  Consejo  se  efectuará 
por  votación  secreta,  pero  no  por  cédu- 
las ó  papeletas. 

§  17.  El  Consejo  de  Estado  pondrá  á 
su  disposición  una  guardia  de  honor  (1). 

Art.  25.  Si  el  Consejo  de  Estado  hu- 
biere rehusado  en  dos  legislaturas  con- 
secutivas ordinarias  y  extraordinarias 
presentar  un  proyecto  de  ley,  de  im- 
puesto, de  indulto  ó  de  conmutación  de 
pena  que  le  hubiese  recomendado  el 
Gran  Consejo,  ó  si  un  proyecto  de  los 
citados,  presentados  por  el  Consejo  de 
Estado,  hubiese  sido  rechazado  en  dos 
legislaturas  consecutivas  por  el  Gran 


(1)  Véanse  las  modificaciones  introducidas  á 
os  párrafos  de  este  artículo  en  la  Reforma  antes 
citada.  (Apéndice  I.) 


Consejo,  en  el  primer  caso  tendrá  éste 
derecho  á  agregar  al  Consejo  de  Esta- 
do, para  la  deliberación  de  este  asunto, 
una  comisión  de  ocho  miembros,  y  de 
esta  unión  emanará  el  proyecto  que  ha 
de  presentarse  á  la  Asamblea;  en  el  se- 
gundo caso,  tendrá  derecho  el  Consejo 
de  Estado  á  pedir  al  Gran  Consejo  que 
se  le  agregue  una  comisión  igual  para 
conferenciar  con  ella. 

TÍTULO   QUINTO 

MODO  DE  ELECCIÓN  Y  CONDICIONES 
DE  ELEGIBILIDAD 

1. — Miembros  del  Poder  judicial 

Art.  26.  Todo  miembro  de  una  auto- 
ridad pública  deberá  ser  necesariamen- 
te ciudadano  activo. 

Art.  27.  Los  miembros  de  la  muni- 
cipalidad serán  nombrados  por  la 
asamblea  comunal  entre  los  ciudada- 
nos activos  que  hayan  cumplido  treinta 
años,  y  sean  propietarios  ó  usufructua- 
rios de  bienes  raíces  por  valor  de  300 
francos  (1). 

Art.  28.  El  juez  de  paz,  el  asesor 
secretario  y  el  suplente  que  reemplace 
á  uno  ó  á  otro  en  enfermedadas,  ausen- 
cias, etc.,  serán  nombrados  directa- 
mente por  los  círculos  respectivos.  De- 
berán ser  ciudadanos  activos,  estar  do- 
miciliados en  el  mismo  círculo,  poseer 
bienes  raíces  por  valor  de  1.000  francos 
y  haber  cumplido  treinta  años.  Perma- 
necerán en  el  cargo  durante  cuatro 
años  y  serán  reelegióles. 

Art.  29.  Los  miembros  de  los  tribu- 
nales de  distrito  serán  nombrados  por 
el  Gran  Consejo  entre  los  propuestos 


(1)    Modificado  por  el  art.  9.°  de  la  Reforma 
antes  mencionada.  (Apéndice  1.) 
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por  los  circuios.  Cada  círculo  propon- 
drá tres  candidatos,  que  deberán  estar 
domiciliados  en  el  mismo,  ser  propie- 
tarios de  bienes  raíces  por  valor  de 
3.000  francos  y  haber  cumplido  trein- 
ta años.  El  círculo  de  Riviera  propon- 
drá nueve  candidatos.  Los  que  no  sean 
elegidos  jueces  serán  suplentes.  Su 
cargo  durará  cuatro  años,  se  renova- 
rán por  cuartas  partes,  y  serán  reele- 
gibles. 

Art.  30.  Los  miembros  del  Tribunal 
Supremo  serán  nombrados  libremente 
por  el  Gran  Consejo  fuera  de  su  seno. 
Su  cargo  durará  cuatro  años,  se  reno- 
varán por  cuartas  partes,  y  serán  reele- 
gibles.  Deberán  tener  treinta  años  cum- 
plidos y  ser  propietarios  de  bienes 
raíces  por  valor  de  5.000  francos  á  lo 
menos. 

§  2.°  Siete  de  ellos,  por  lo  menos,  de- 
berán ser  jurisconsultos,  bachilleres  ó 
licenciados  en  una  universidad  públi- 
ca. Los  demás  bastará  con  que  hayan 
sido  jueces  ó  secretarios  de  apelación 
ó  de  primera  instancia  durante  cinco 
años. 

§  3.°  Todo  tribunal  nombrará  sus 
dependientes. 

2. ^Miembros  del  Consejo  de  Estado 

Art.  31.  Los  miembros  del  Consejo 
de  Estado  serán  nombrados  por  el  Gran 
Consejo  con  arreglo  al  art.  23.  Ejerce- 
rán el  cargo  durante  cuatro  años  y  se- 
rán renovados  por  cuartas  partes. 

§  2.°  Después  de  haber  sido  nombra- 
dos dos  veces  consecutivas,  no  serán 
reelegibles  hasta  después  de  transcu- 
rridos dos  años. 

§  3.°  Deberán  tener  treinta  años 
cumplidos  y  poseer  bienes  raíces  por 
valor  de  8.000  francos. 


3.—  Miembros  del  Gran  Consejo 

Art.  32.  Todo  círculo  nombrará  di- 
rectamente entre  los  ciudadanos  acti- 
vos del  mismo  tres  diputados  para  for- 
mar el  Gran  Consejo. 

§  2.°  Dos  de  ellos  deberán  haber 
cumplido  treinta  años;  el  otro  bastará 
con  que  tenga  veinticinco.  Deberán  po- 
seer en  el  cantón  bienes  raíces  por  va- 
lor de  4.000  francos  á  lo  menos,  ó  go- 
zar el  usufructo  legal  de  ellos. 

§  3.°  Dicho  nombramiento  se  hará 
por  los  ciudadanos  activos  del  cantón, 
reunidos  en  asamblea  cuando  deter- 
mine la  convocatoria  hecha  por  el 
Consejo  de  Estado,  por  lo  menos  quin- 
ce días  antes,  y  publicada  en  todos  los 
municipios  á  lo  menos  con  siete  días 
de  anticipación  á  aquel  en  que  haya 
de  verificarse. 

§  4.o  La  misma  asamblea  nombra- 
rá el  juez  de  paz,  el  secretario  asesor 
y  el  suplente,  á  la  vez  que  los  tres  can- 
didatos para  el  tribunal  de  primera  ins- 
tancia, excepto  el  círculo  de  Riviera, 
que  elegirá  nueve,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 29  (1). 

Art.  33.  Caso  de  ocurrir  la  vacante 
de  uno  ó  más  diputados,  por  defunción, 
dimisión,  etc.,  serán  reemplazados  en 
el  término  de  un  mes  por  los  respecti- 
vos círculos. 

Art.  34.  Cuando  la  dimisión  sea  vo- 
luntaria, deberá  ésta  presentarse  por 
escrito  al  juez  de  paz,  el  cual  la  notifi- 
cará inmediatamente  á  los  municipios 
del  círculo  y  al  Consejo  de  Estado  para 
que  determinen  el  día  del  reemplazo. 

Art.  35.  Todo  reemplazo  que  ocurra 
en  las    corporaciones    ó    autoridades 


(I)    Modificado  por  el  art.  5.°  de  la  Reforma 
antes  citada.  (V.  Apéndice  I.) 
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constituidas,  sólo  se  verificará  por  el 
tiempo  que  aún  restaba  al  reemplaza- 
do, y  con  las  formas  y  condiciones  á 
que  estaba  éste  sujeto. 

TITULO  SEXTO 

DISPOSICIONES  ESPECIALES 

Art.  36.  Las  resoluciones  y  los  de- 
cretos emanados  del  Gran  Consejo,  en 
lo  que  se  refiera  á  indulto  ó  á  la  admi- 
nistración pública,  que  no  sean  objeto 
de  una  ley,  serán  firmes  é  irrevoca- 
bles, y  las  de  la  administración  que- 
darán definitivamente  ratificadas. 

Art.  37.    Será  también  firme  é  irre- 
vocable la  ley  sobre  -la  redención  de* 
diezmos,  laúdennos  y  otras  cargas  aná- 
logas. 

Art.  38.  No  podrán  al  mismo  tiem- 
po formar  parte  del  Consejo  de  Estado 
ó  de  un  mismo  tribunal,  los  ascendien- 
tes y  descendientes,  los  hermanos,  el 
tío  y  el  sobrino  consanguíneos,  el  sue- 
gro y  el  yerno,  los  primos  hermanos  ni 
los  cuñados. 

Art.  39.    Los  secretarios  tampoco  po 
drán  ser  parientes  de  los  miembros  de 
los  respectivos  tribunales  en  los  gra- 
dos incompatibles  entre   los  mismos 
jueces. 

Art.  40.  Será  incompatible  el  des- 
empeño simultáneo  de  las  funciones 
judiciales,  principales  ó  subalternas,  y 
el  ejercicio  de  la  abogacía. 

Art.  41.  Las  leyes,  decretos  y  regla- 
mentos actualmente  vigentes  tendrán 
también  fuerza  después  de  puesta  en 
vigor  la  presente  Constitución,  con  tal 
que  no  sean  contrarios  á  ella  ni  dero- 
gados expresamente  por  leyes  poste- 
riores. 

Art.  42.  Todas  las  partes  que  for- 
man el  cantón  obtendrán  en  la  distri- 


bución de  los  cargos  los  puestos  que 
les  correspondan  con  arreglo  á  su  po- 
blación, en  cuanto  esto  sea  compatible 
con  el  bien  público. 

Art.  43.  Los  tribunales  presentarán 
todos  los  años  el  cuadro  de  sus  traba- 
jos al  Consejo  de  Estado,  el  cual  lo  co- 
municará al  Gran  Consejo. 

Art.  44.  Quedan  prohibidos  todos 
los  juegos  públicos  de  azar,  incluso  la 
lotería,  y  no  podrán  prorrogarse  las 
concesiones  temporales  hechas  expre- 
samente 

Art.  45.  Los  miembros  del  Gran 
Consejo,  del  Consejo  de  Estade,  el  Se- 
cretario de  Estado,  los  miembros  del 
Tribunal  Supremo,  los  diputados  de  la 
Dieta,  el  Tesorero  general  y  el  capitán 
general  prestarán  juramento  ante  el 
Gran  Consejo. 

§  2.°  Los  miembros  de  los  tribuna- 
les de  primera  instancia  y  sus  suplen- 
tes prestarán  juramento  en  sesión  pú- 
blica, á  la  cual  concurrirá  el  comisario 
del  Gobierno,  y  se  registrará  en  el  pro- 
tocolo, y  lo  mismo  harán  los  secre- 
tarios. 

§  3.°  Los  suplentes  y  secretarios 
del  tribunal  de  apelación  lo  prestarán 
ante  el  mismo. 

§  4.°  Los  jueces  de  paz,  sus  aseso- 
res y  suplentes  lo  prestarán  ante  el 
tribunal  de  primera  instancia. 

§  5.°  Los  comisarios  del  Gobierno, 
sus  secretarios  y  empleados,  lo  presta- 
rán ante  el  Consejo  de  Estado. 

§  6.°    La  ley  determinará  Ja  fórmula. 

Art.  46.  No  podrá  verificarse  en  lo 
sucesivo  ninguna  modificación  á  esta 
Constitución,  sino  transcurridos  doce 
años  por  lo  menos  después  de  haberse 
puesto  en  vigor,  y  siempre  con  la  rati- 
ficación del  pueblo,  con  la  mayoría  ab- 
soluta de  los  círculos. 

Art.  47.     Los   miembros   del    Gran 
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Consejo  recibirán  del  Estado  una  in- 
demnización anual  de  cien  francos  (1). 

TÍTULO  SÉPTIMO 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

Lugano,  23  de  Junio  de  1830. 


(1)  Modificado  por  el  párrafo  2.°  del  art.  2.° 
de  la  Reforma  constitucional  de  4  de  Marzo 
de  1855. 


Por  el  Gran  Consejo, 

El  Landaman  Presidente, 

G.  A.  Lotti. 

Los  Consejeros  Secretarios, 

Aw.  Gius.  Trifogli,  Corrado  Molo. 

Sigue  el  decreto  del  Landaman  y  del 
Consejo  de  Estado  mandando  que  se 
imprima,  se  publique  y  se  fije  en  los 
sitios  de  costumbre,  y  á  éste,  otro  del 
Gran  Consejo  declarándola  ley  funda- 
mental del  Estado  el  13  de  Julio  de  1830. 


REFORMAS  Á  LA  ANTERIOR  CONSTITUCIÓN 


APÉNDICE  I 

Reforma  del  4  de  Marzo  de  1855 

7.—  Consejo  de  Estado 

Artículo  1.°  El  Consejo  de  Estado  se 
compondrá  de  siete  miembros,  uno  de 
los  cuales  desempeñará  las  funciones 
de  Secretario  de  Estado . 

§  2.°  El  Presidente  del  Consejo  de 
Estado  será  nombrado  por  el  mismo 
Consejo  entre  sus  propios  miembros,  y 
permanecerá  en  su  cargo  durante  seis 
meses.  Sólo  podrá  ser  elegido  dos  veces 
consecutivas.  Después  no  será  inme- 
diatamente reelegible. 

§  3.°  Para  poder  deliberar  el  Conse- 
jo de  Estado,  será  necesaria  la  presen- 
cia de  cuatro  miembros  por  lo  menos,  y 
no  podrá  decretarse  la  revocación,  va- 
riación ni  suspensión  de  ningún  decre- 
to sin  el  voto  afirmativo  de  cinco  miem- 
bros. 

2.—  Gran  Consejo 

Art.  2.°  Las  legislaturas  ordinarias 
del  Gran  Consejo  serán  dos,  que  co- 
menzarán: la  primera  el  tercer  lunes  de 
Abril,  y  cuando  sea  festivo,  el  primer  día 
no  feriado  inmediato,  y  la  segunda  el  ter- 
cer lunes  de  Noviembre.  No  se  termi- 


narán hasta  que  el  Gran  Consejo  haya 
deliberado  sobre  todos  los  asuntos  pro- 
puestos. 

§  2.°  Los  miembros  del  Gran  Con- 
sejo recibirán  una  indemnización,  que 
nunca  excederá  de  cinco  francos  por 
dia,  durante  las  legislaturas,  pero  esta 
indemnización  no  se  concederá  á  los 
que  no  asistan  á  las  sesiones,  excepto 
cuando  se  hallen  enfermos  en  la  misma 
capital  del  cantón. 

Art.  3.°  También  corresponderá  al 
Gran  Consejo  el  derecho  de  iniciativa 
de  las  leyes  y  decretos  legislativos; 
pero  los  acuerdos  tomados  en  el  ejer- 
cicio de  este  derecho  no  podrán  con- 
vertirse en  ley  si  no  han  tenido  lugar 
en  una  legislatura  ordinaria  y  no  han 
sido  confirmadas  en  otra.  Competirá 
también  al  Gran  Consejo,  bajo  las  mis- 
mas condiciones,  el  derecho  de  modi- 
ficar definitivamente  los  proyectos  de 
ley  presentados  por  el  Consejo  de  Es- 
tado. 

3. — Poder  judicial 

Art.  4.°  Habrá  un  Tribunal  Supremo 
compuesto  de  nueve  miembros,  que  po- 
drá subdividirse  en  secciones  para  los 
asuntos  civiles  y  criminales. 

Art.  5.°  En  todo  distrito  habrá  un 
tribunal  compuesto  de  cinco  miembros, 
tomados  de  la  lista  de  los  candidatos 
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propuestos  por  los  círculos,  á  razón  de 
cinco  por  círculo,  excepto  el  distrito  de 
Riviera,  que  propondrá  triple  número. 

§  2.°  En  los  distritos  de  Lugano  y  de 
Locarno  habrá  dos  tribunales,  uno 
para  lo  civil  y  otro  para  lo  criminal. 

Art.  6.°  Queda  establecido  el  Jurado 
para  las  cuestiones  de  hecho  en  los  de- 
litos graves. 

4. —Eclesiásticos 

Art.  7.°  Los  ciudadanos  consagra- 
dos á  la  carrera  eclesiástica,  seculares 
ó  regulares,  no  podrán  ser  electores 
ni  elegibles  para  los  cargos  constitu- 
cionales. 

5.— Ejercicio  de  los  derechos 
de  ciudadanía 

Art.  8.°  El  ejercicio  de  los  derechos 
de  ciudadanía  activos  se  adquiere  á  los 
veinte  años  cumplidos. 

Art.  9.°  Los  miembros  del  Gran  Con- 
sejo, los  de  los  tribunales  de  distrito, 
los  jueces  de  paz  y  los  individuos  de  las 
corporaciones  municipales,  serán  ele- 
gibles á  los  veinticinco  años  cumpli- 
dos; los  miembros  del  Consejo  de  Esta- 
do y  del  Tribunal  Supremo  serán  elegi- 
bles á  los  treinta  años. 

Art.  10.  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  de  la  Constitución  de  4  de 
Julio  de  1830,  que  no  estén  conformes 
con  la  presente  ó  que  sean  incompati- 
bles con  la  Constitución  federal. 


Sigue  el  decreto  del  Gran  Consejo,  de 
7  de  Marzo,  declarando  vigente  la  re- 
forma decretada  en  1.°  de  Marzo  y 
adoptada  por  31  distritos  .contra  siete, 
el  día  4  del  mismo,  de  1855,  el  del  Con- 
sejo de  Estado  publicándola,  el  de  la 
Asamblea  federal  de  17  de  Julio  con- 


cediéndole la  garantía,  y  la  orden  del 
Consejo  federal  suizo  mandando  incluir- 
la en  la  colección  oficial  de  las  leyes  y 
decretos  de  la  Confederación  de  30  de 
Julio  de  1855. 


APÉNDICE  II 

Decreto  de  la  reforma  de  la  Constitu- 
ción cantonal  de  20  de  Noviembre 
de  1875. 

El  Gran  Consejo  de  la  república  y 
cantón  del  Ticino  ha  deliberado  en  se- 
gunda lectura  el  siguiente  proyecto  de 
revisión  parcial  de  la  Constitución  can- 
tonal. 

Artículo  1.°  Los  nombramientos 
constitucionales,  cantonales  y  comu- 
nales de  la  competencia  popular,  lo  re- 
lativo á  reformas  de  la  Constitución  y 
á  otros  asuntos  de  interés  cantonal  ó 
de  distrito  se  verificarán  en  las  asam- 
bleas de  los  municipios  en  votación  se- 
creta. 

La  ley  regulará  su  ejercicio. 

Art.  2.°  Queda  garantida  la  libertad 
de  enseñanza  privada  dentro  de  los  lí- 
mites que  la  Constitución  federal  esta- 
blece. 

Art.  3.°  Todo  ciudadano  suizo  domi- 
ciliado en  el  cantón  del  Ticino  tendrá 
derecho  á  votar  en  los  asuntos  canto- 
nales y  comunales,  y  ejercerá  todos  los 
demás  derechos  civiles  y  políticos  de 
con'ormidad  con  la  Constitución  fede- 
ral y  las  leyes. 

Art.  4.°  El  Poder  ejecutivo  será  ejer- 
cido por  un  Consejo  de  Estado  com- 
puesto de  cinco  miembros,  uno  de  los 
cuales  desempeñará  las  funciones  de 
Secretario  de  Estado.  Sus  cargos  dura- 
rán cuatro  años  y  son  siempre  reele- 
g ib  les. 

Art.  5.°    Para  toda  deliberación  del 
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Consejo  de  Estado  se  requiere  el  voto 
de  tres  miembros,  no  pudiendo  revo- 
carse, variarse  ni  suspenderse  decreto 
ni  resolución  alguna  sin  el  voto  afirma- 
tivo de  cuatro. 

Art.  6.°  Queda  garantido  el  patricia- 
do,  y  lo  reglamentará  la  ley. 

Art.  7.°  Quedan  suprimidos  los  ac- 
tuales tribunales  correccionales  que 
existen  en  Lugano  y  Locarno. 

Art.  8.°  En  caso  de  acuerdo  de  las 
partes  litigantes,  será  potestativo  en 
las  mismas  ir  directamente  en  única 
instancia  al  Tribunal  de  Apelación. 

Art.  9.°  Se  devuelve  al  Poder  judi- 
cial el  conocimiento  en  los  asuntos 
contencipso-administrativos. 

Art.  10.  Será  de  la  competencia  del 
Gran  Consejo  el  nombramiento  de  los 
oficiales  del  Ministerio  público  y  de  la 
instrucción  ó  procedimiento  judicial. 

Art.  11.  Los  nombramientos  popu- 
lares de  los  candidatos  para  los  tribu- 
nales de  distrito  de  Jos  jueces  de  paz 
y  el  de  los  jurados  se  verificarán  en  una 
época  distinta  de  la  de  las  elecciones 
políticas  cantonales. 

Art.  12.  El  cargo  de  diputado  para 
el  Gran  Consejo  será  incompatible  con 
todo  otro  empleo  público  retribuido 
cantonal,  excepto  los  cargos  municipa- 
les y  la  diputación  para  las  Cámaras 
federales. 

Disposiciones  transitorias 

Los  artículos  13  y  14  tienen  sólo  este 
carácter  y  carecen  de  importancia  ge- 
neral. 

Art.  15.  La  Constitución  cantonal 
podrá  ser  revisada  parcialmente: 

a)  Cuando  lo  pidan  la  mayoría  de 
los  miembros  del  Gran  Consejo; 

b)  Cuando  lo  pidan  7.000  ciudada- 
nos activos  en  la  forma  y  los  modos 
determinados  por  la  ley. 


§  1.°  En  estos  casos  deberá  el  Con- 
sejo de  Estado,  en  el  término  de  un 
mes,  proponer  al  pueblo:  si  entiende 
que  debe  ó  no  revisarse  la  Constitu- 
ción; y  en  caso  afirmativo,  si  el  proyec- 
to de  revisión  debe  proponerlo  el  Gran 
Consejo  ó  una  Constituyente,  la  cual, 
en  su  caso,  será  nombrada  del  mismo 
modo  que  el  Gran  Consejo. 

§  2.°  Las  deliberaciones  relativas  á 
la  revisión  de  la  Constitución,  sean 
preliminares  ó  definitivas,  se  verifica- 
rán en  las  asambleas  de  los  Comunes 
ó  municipios,  por  escrutinio  secreto  y 
por  mayoría  de  los  votos  que  interven- 
gan en  las  asambleas. 

Art.  16.  Quedan  derogadas  las  dis- 
posiciones constitucionales  incompati- 
bles con  la  presente. 

Locarno,  29  de  Noviembre  de  1875. 

Por  el  Gran  Consejo, 

El  Presidente, 
G.   GlANELLA. 

Los  Consejeros  Secretarios, 

S.    Gatti,   P.    Regazzi. 

Aceptado  por  el  pueblo  el  19  de  Di- 
ciembre de  1875  y  convertido  en  ley. 

Sigue  la  resolución  federal  conce- 
diéndole la  garantía  federal  en  20  de 
Diciembre  de  1876,  y  otro  decreto  del 
Consejo  de  los  Estados  del  31  del  mis- 
mo mes  y  año. 

Finalmente,  hay  otro  decreto  consti- 
tucional del  10  de  Febrero  de  1878,  dis- 
poniendo que  la  residencia  permanen- 
te del  Gobierno  sea  Bellinzona,  que 
esta  ciudad  provea  y  sostenga  de  pala- 
cio al  Gobierno,  y  resarciendo  á  Luga- 
no y  Locarno  por  la  pérdida  de  su  capi- 
talidad, alterna  con  establecer  en  ellas 
la  residencia  permanente  del  Tribunal 
Supremo  y  otras  corporaciones. 

Este  decreto  lleva  la  garantía  federal 
de  22  de  Junio  de  1878. 


CONSTITUCIÓN  DE  LA  REPÚBLICA  Y  CANTÓN  DE  GINEBRA 


ACEPTADA  POR  LOS  CIUDADANOS 
EL  24 'DE  MAYO  DE  1847,  CON  LAS   MODIFICACIONES  INTRODUCIDAS 

EN  ELLA  HASTA  1880 


TÍTULO  PRIMERO 

ESTADO  POLÍTICO 

Artículo  1.°  La  república  de  Gine- 
bra forma  uno  de  los  cantones  de  la 
Confederación  suiza. 

La  soberanía  reside  en  el  pueblo:  to- 
dos los  poderes  políticos  y  todas  las 
funciones  públicas  no  son  más  que  una 
delegación  de  su  autoridad  suprema. 

Entiéndese  aquí  por  pueblo  la  Asam- 
blea general  de  los  ciudadanos. 

La  forma  de  gobierno  es  Ja  democra- 
cia representativa. 

TÍTULO  SEGUNDO 

DECLARACIÓN    DE    LOS    DERECHOS 
INDIVIDUALES 

Art.  2.°  Todos  los  ginebrinos  son 
iguales  ante  la  ley. 

Art.  3.°  Queda  garantizada  la  liber- 
tad individual. 

Nadie  podrá  ser  detenido  ó  preso  sino 


en  los  casos  previstos  por  la  ley,  y  con 
las  formalidades  en  ella  prescritas. 

A  todo  individuo  detenido  se  le  reci- 
birá declaración  por  el  juez  competen- 
te en  las  veinticuatro  horas  siguientes 
á  su  arresto. 

Art.  4.°  No  podrá  llevarse  á  cabo  vi- 
sita alguna  domiciliaria  sino  en  los  ca- 
sos previstos  y  con  las  formalidades 
prescritas  por  la  ley  (1). 

Art.  5.°  Todo  acusado  debe  ser  juz- 
gado por  sus  jueces  naturales. 

Art.  6.°    La  propiedad  es  inviolable. 

Sin  embargo,  la  ley  podrá  ordenar  la 
enagenación  de  una  propiedad  inmue- 
ble en  interés  del  Estado  ó  de  un  muni- 
cipio, mediante  una  justa  y  previa  in- 
demnización En  este  caso  declarará  la 
utilidad  pública  ó  comunal  el  Poder  le 


(1)  Ks*,os  dos  artículos  fueron  sustituidos  6 
desarrollados  por  la  ley  constitucional  sobre  la 
libertad  individual  y  la  inviolabilidad  del  domi- 
cilio, adoptada  por  el  pueblo  de  Ginebra  en  23  de 
Abril  de  181!),  que  es  la  vigente  hoy  sobre  la 
materia,  y  que  insertamos  más  adelante. 


■re*;. 
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gislativo  y  fijarán  la  indemnización  los 
tribunales. 

Art.  7.°  No  podrá  ordenarse  la  con- 
fiscación general  de  los  bienes  ni  el  se- 
cuestro de  los  que  posean  los  acusados 
ni  los  condenados  rebeldes. 

Art.  8.°  » Queda  consagrada  la  liber- 
tad de  la  prensa. 

Los  abusos  que  por  medio  de  ella  se 
cometan  serán  reprimidos  por  la  ley. 

No  podrá  establecerse  la  previa  cen- 
sura. 

Ninguna  medida  fiscal  podrá  agravar 
las  publicaciones. 

Art.  9.°  Queda  garantido  á  todos  los 
ciudadanos  el  derecho  de  libre  estable- 
cimiento. Lo  mismo  sucederá  con  la  li- 
bertad de  industria,  con  las  modifica- 
ciones que  la  ley  pueda  introducir  en 
interés  general. 

Art.  10.  Queda  garantida  la  libertad 
de  cultos  en  toda  la  extensión  del  terri- 
torio. 

Todos  los  cultos  tienen  derecho  á  una 
protección  igual  por  parte  del  Estado; 
pero  están  obligados  á  ajustarse  á  las 
leyes  generales  y  á  los  reglamentos  de 
policía  en  lo  que  á  su  ejercicio  se  re- 
fiere (1). 

Art.  11.    Se  garantiza  la  libertad  de 


(1)  Este  artículo  lo  hemos  tomado  de  la  He- 
forma  constitucional  de  29  de  Octubre  de  1868- 
El  primitivo  de  la  Constitución  estaba  redactado 
en  estos  términos: 

«Queda  garantida  la  libertad  de  cultos;  tenien- 
do cada  cual  de  ellos  derecho  á  la  misma  protec- 
ción por  parte  del  Estado. 

•  Mas  esta  libertad  no  puede  derogar  los  trata- 
dos ni  las  condiciones  que  reglamentan,  en  la  pre- 
sente Constitución,  el  ejercicio  de  los  dos  cultos 
reconocidos  y  sostenidos  por  el  Estado.  Todos  los 
cultos  están  obligados  a  ajustarse  á  las  leyes  ge- 
nerales y  á  los  reglamentos  de  policía  acerca  de 
su  ejercicio  exterior. » 


enseñanza  á  todos  los  ginebrinos,  con 
sujeción  á  las  disposiciones  prescritas 
en  las  leyes  en  lo  que  se  refiere  al  or- 
den público  y  á  las  buenas  costumbres. 

Los  extranjeros  sólo  podrán  enseñar, 
después  de  haber  obtenido  autorización 
del  Gobierno. 

Art.  12.  Se  garantiza  la  libertad  de 
dirigir  peticiones  al  Gran  Consejo  y  á 
las  demás  autoridades  competentes. 

La  ley  regulará  el  ejercicio  de  este 
derecho. 

TITULO  TERCERO 

DISPOSICIONES    GENERALES 

Art.  13.  Todo  suizo  que  habite  en  el 
cantón  de  Ginebra  estará  obligado  al 
servicio  militar,  excepto  los  casos  de 
dispensa  ó  excepción  determinados 
por  la  ley. 

Art.  14.  Ninguna  corporación  ni  con- 
gregación podrá  establecerse  en  el  can- 
tón sin  autorización  del  Gran  Consejo, 
el  cual  resolverá  después  de  haber  oído 
al  Consejo  de  Estado. 

Esta  autorización  será  siempre  revo- 
cable. 

Art.  15.  Salvo  los  casos  determina- 
dos por  la  ley,  nadie  podrá  percibir  dos 
sueldos  del  Estado. 

Art.  16.  Ningún  miembro  del  Gran 
Consejo,  funcionario  ni  empleado  que 
pague  el  Estado  podrá  aceptar  título, 
condecoración,  sueldo  ni  pensión  de  un 
Gobierno  extranjero,  sin  la  autoriza- 
ción correspondiente. 

Esta  autorización  deberá  darla  el 
Gran  Consejo  respecto  de  sus  miem- 
bros, y  el  Consejo  de  Estado  para  los 
empleados  y  funcionarios  públicos. 

Art.  17.  El  derecho  de  acuñar  mone- 
da y  de  fijar  el  sistema  de  pesas  y  me- 
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didas  pertenece  exclusivamente  al  Es- 
tado (1). 

TtTULO   CUARTO 

DE  LA  CUALIDAD  DE  CIUDADANOS 

Art.  18.  Serán  ciudadanos  ginebri- 
nos: 

1.°  Los  que  sean  reconocidos  como 
tales  por  las  leyes  políticas  anteriores; 

2.°  Los  que  hayan  nacido  de  padre 
y  madre  ginebrinos; 

3.°  La  mujer  ó  la  viuda  de  un  ciuda- 
dano ginebrino; 

4.°  Los  hijos  naturales  de  madre  gi- 
nebrina,  á  no  ser  que  hayan  sido  reco- 
nocidos por,  un  padre  extranjero  con  la 
indicación  y  confesión  de  la  madre,  si 
ésta  viviere,  y  que  este  reconocimiento 
les  conñera  la  nacionalidad  del  padre; 

5.°  Los  extranjeros  admitidos  á  la 
naturalización  con  arreglo  á  las  condi- 
ciones fijadas  por  la  ley. 

Art.  19.  Todo  suizo  nacido  en  el  can- 
tón, cumplidos  veintiún  años,  podrá  re- 
clamar la  cualidad  de  ciudadano  gine- 
brino, si  reúne  las  condiciones  siguien- 
tes: 

1.°  Haber  residido  en  el  territorio 
del  cantón  durante  cinco  años  ó  duran- 
te los  tres  años  que  han  precedido  á  la 
petición; 

2.°  No  haber  incurrido  en  ninguna 
condena  de  las  que,  según  el  art.  22, 
llevan  consigo  la  privación  ó  suspen- 
sión de  derechos  políticos. 

Los  suizos  que  reúnan  las  cualidades 
anteriormente  enunciadas,  y  que  des- 
pués de  la  edad  de  veinte  años  hayan 
continuado  residiendo  sin  interrupción 


(1)  Este  artículo  está  derogado  por  el  de  la 
Constitución  federal,  que  reserva  estas  atribu- 
ciones al  Poder  central. 


en  el  cantón,  podrán  reclamar  siempre 
la  cualidad  de  ciudadanos  ginebrinos. 

Los  ciudadanos  ginebrinos  admitidos 
en  virtud  de  la  presente  disposición, 
pertenecerán  al  municipio  de  donde 
sean  naturales. 

Todo  el  que,  procediendo  de  padres 
de  origen  ginebrino,  haya  nacido  en  el 
extranjero,  y  todo  heimatlose  (vaga- 
bundo sin  patria)  nacido  en  el  cantón, 
que  lleve  por  lo  menos  diez  años  de  re- 
sidencia en  éste,  podrá  reclamar,  en 
cuanto  cumpla  veintiún  años,  la  cua- 
lidad de  ciudadano  ginebrino,  si  no 
se  halla  dentro  de  ninguno  de  los  ca- 
sos de  exclusión  indicados  anterior- 
mente, y  si  ha  sido  previamente  admi- 
tido por  un  municipio  del  cantón. 

Los  ciudadanos  ginebrinos  admitidos 
en  virtud  de  la  presente  disposición, 
pertenecerán  al  municipio  que  los  haya 
aceptado. 

Los  extranjeros  procedentes  de^pa- 
dres  ginebrinos  y  los  heimatloses  na- 
cidos en  el  cantón  y  reconocidos  ac  • 
tualmente  como  tales,  podrán  desde 
hoy  reclamar  la  cualidad  de  ciudada- 
nos ginebrinos  si  tienen  veintiún  años 
cumplidos  y  si  reúnen  las  condicio- 
nes exigidas  parala  admisión  délos 
suizos  nacidos  en  el  cantón. 

Pertenecerán  al  municipio  de  donde 
sean  naturales. 

La  ley  reglamentará  esta  forma  de 
naturalización. 

Art.  20.  La  mujer  ginebrina  que  se 
case  con  un  extranjero  seguirá  la  con- 
dición del  marido;  pero  á  la  disolución 
del  matrimonio  podrá  recobrar  su  cua- 
lidad primitiva  si  reside  en  el  cantón 
ó  si  después  vuelve  á  declarar  que  de- 
sea fijar  en  él  su  residencia. 

Art.  21.  Los  ciudadanos  que  tengan 
veinte  años  cumplidos  podrán  ejercer 
todos  los  derechos  políticos,  á  no  ser 
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que  se  hallen  excluidos  por  alguna  de 
las  causas  previstas  en  los  tres  artícu- 
los siguientes  (1). 

Art.  22.  Toda  condena  á  una  pena 
infamante  llevará  consigo  la  privación 
de  los  derechos  políticos. 

La  ley  podrá  determinar,  á  título  de 
pena,  otras  causas  de  exclusión  tem- 
poral, excepto  en  materia  política. 

Art.  23.  No  podrán  ejercer  los  de- 
rechos políticos  en  el  cantón: 

1,°  Los  que  estén  en  entredicho  ó 
provistos  de  un  cousejo  judicial; 

2.°  Los  que  ejerzan  derechos  políti- 
cos fuera  del  cantón; 

3.°  Los  que  estén  al  servicio  de  una 
potencia  extranjera. 

Art.  24.  La  ley  podrá  pronunciar  la 
suspensión  de  parte  ó  de  todos  Jos  de- 
rechos políticos  contra  los  que  hayan 
quebrado,  durante  el  curso  de  las  for- 
malidades de  la  quiebra. 

TÍTULO  QUINTO 

DE  LA   ASAMBLEA    GENERAL 

Art.  25.  El  cuerpo  electoral,  obran- 
do colectivamente,  formará  la  Asam- 
blea general;  pero  no  deliberará. 

Art.  26.  La  Asamblea  general  nom- 
brará directamente  el  Poder  ejecutivo, 
y  votará  todos  los  cambios  y  adiciones 
á  la  Constitución  y  al  pacto  federal. 

Art.  27.  Para  la  elección  de  los 
miembros  del  Poder  ejecutivo  se  con- 
vocará á  los  electores  en  Asamblea 
general  en  la  ciudad  de  Ginebra,  en 
donde  procederán  á  esta  elección  me- 
diante votación  secreta  y  por  lista,  se- 


(1)  Ksto  artículo  esta  tomado  de  la  ley  cous- 
titucional  de  21  de  Mayo  de  18T4.  El  primitivo 
exigía  la  edad  de  veintiún  años  para  tener  dere- 
chos políticos. 


gún  las  formalidades  seguidas  en  las 
demás  asambleas  electorales ,  tales 
como  se  indican  eu  el  art,  37.  La  ley 
podrá  determinar  otro  lugar  central  de 
reunión  para  la  Asamblea  general  que 
ha  de  proceder  á  la  elección  del  Poder 
ejecutivo. 

Art.  28.  (Derogado  y  sustituido  por 
el  30  duplicado  y  siguientes.) 

Art.  29.  En  las  elecciones,  si  el  nú  ■ 
mero  de  votantes  no  ha  llegado  á  3.000 
electores,  procederá  el  Gran  Conse- 
jo á  la  elección  sobre  un  número  do- 
ble dp  los  candidatos  que  han  tenido 
más  votos  en  el  Consejo  general. 

Art.  30.  La  ley  reglamentará  lo  que 
se  refiere  á  la  formación  de  la  Mesa  y 
al  nombramiento  de  la  presidencia  de 
la  Asamblea  general,  así  como  todo  lo 
que  se  refiere  á  las  formalidades  que 
deben  seguirse  en  las  elecciones  veri- 
ficadas por  esta  Asamblea. 

TITULO  QUINTO   DUPLICADO  (1) 

DE  LAS  VOTACIONES  Y  ELECCIONES 

Art.  30.  Duplicado.  Para  las  votacio- 
nes constitucionales,  para  las  eleccio- 
nes para  la  Cámara  nacional,  para  el 
Gran  Consejo,  y,  en  general,  para  to- 
das las  elecciones  y  votaciones,  tanto 
federales  como  cantonales,  que  se  ve- 
rifiquen por  el  cuerpo  electoral  del  can- 
tón de  Ginebra,  excepto  la  elección  del 
Consejo  de  Estado,  cada  elector  votará 
en  el  círculo  en  donde  se  halla  domici- 
liado y  en  el  lugar  designado  por  la  ley. 

(Aquí  sigue  la  lista  de  los  municipios 
que  entran  en  cada  cual  de  las  24  cir- 


(1)  Los  dos  artículos  de  este  título  los  hemos 
tomado  de  la  ley  constitucional  de  25  de  Mayo 
de  18*79,  y  ratificada  el  17  de  Diciembre  del  mis- 
mo alto. 
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cunscripciones  electorales  en  que  se 
divide  el  Estado  ó  cantón.) 

Art.  30.  Triplicado.  El  escrutinio  ge- 
neral de  las  votaciones  y  elecciones 
de  los  círculos  se  hará  en  Ginebra,  á  los 
dos  días  de  verificadas,  en  sesión  pú- 
blica, en  los  locales  y  con  las  formali- 
dades que  la  ley  determine. 

TITULO  SEXTO 

DEL    GRAN   CONSEJO 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Composición  y  nombramiento  del  Gran 

Consejo 

Art.  31.  El  Poder  legislativo  será 
ejercido  por  un  Gran  Consejo  compues- 
to de  diputados  elegidos  por  los  cole- 
gios de  distrito  en  proporción  á  su  po- 
blación. 

El  cantón  será  dividido  en  tres  cole- 
gios de  distrito,  uno  para  la  ciudad  de 
Ginebra,  otro  para  la  orilla  izquierda 
del  lago  y  del  Ródano  y  otro  para  la 
orilla  derecha. 

Art.  32.  El  colegio  electoral  de  cada 
distrito  nombrará  para  e!  Gran  Conse- 
jo un  diputado  por  cada  1.000  habitan- 
tes, contándose  por  fracción  completa 
la  que  exceda  de  5(  0. 

Art.  33.  Cuando,  según  esta  dispo- 
sición, el  número  de  diputados  deba 
exceder  de  100,  se  dictará  una  ley  para 
que  se  tome  por  base  para  la  elección 
de  la  cifra  que  corresponda,  dividido 
por  ICO  el  número  de  habitantes  (1). 

Art.  34.    Solamente  los  electores  in- 


(l)  .  Este  artículo  y  el  anterior  han  sido  modi- 
ficados por  la  ley  de  27  de  Octubre  de  1882  en 
la  forma  en  que  los  insertamos. 


cluídos  en  la  lista  de  un  distrito  como 
domiciliados  y  con  derechos  políticos, 
tendrán  derecho  de  emitir  en  él  su 
voto. 

Art.  35.  Son  elegibles  en  todos  los 
colegios  electorales,  sea  cualquiera 
aquel  á  que  pertenezcan,  todos  los  ciu- 
dadanos seglares  que  tengan  derecho 
electoral  y  veinticinco  años  cumplidos. 

Art.  36.    Está  prohibida  toda  delibe 
ración  en  los  colegios  electorales. 

Art.  37.  Serán  elegidos  diputados 
para  el  Gran  Consejo  los  que  hayan 
obtenido  en  el  escrutinio  por  lista  la 
mayoría  relativa  de  votos,  con  tal  que 
esta  mayoría  no  sea  inferior  á  la  terce- 
ra parte  de  los  votantes. 

Si  para  completar  la  elección  es  ne- 
cesario un  segundo  escrutinio,  se  veri- 
ficará á  pluralidad  relativa  de  votos. 

En  caso  de  empate,  será  elegido  el  de 
más  edad . 

Art.  38.  En  caso  de  que  un  diputado 
sea  elegido  por  más  de  un  colegio,  ten- 
drá la  facultad  de  elegir  por  el  que 
quiera. 

Los  colegios  electorales  cuya  repre- 
sentación quede  por  esto  incompleta, 
serán  convocados  en  los  diez  días  que 
sigan  á  la  vacante,  para  proveer  á  los 
reemplazos  necesarios. 

Esta  convocatoria  tendrá  asimismo 
lugar  cuando  se  invalide  una  elección 
ó  cuando  un  diputado  no  acepte  su 
nombramiento. 

Art.  39.  Los  miembros  del  Gran 
Consejo  serán  nombrados  por  dos  años 
y  renovado  éste  en  su  totalidad;  pero 
serán  inmediatamente  reelegibles. 

Art.  40.    La  ley  regulará  lo  relativo: 

1.°  Al  modo  de  hacer  el  censo  de 
población  y  formar  los  distritos  electo- 
rales; 

2.°  A  la  confección  de  las  listas 
de  electores ; 
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3.°  Al  modo  de  reemplazar  los  dipu- 
tados que  fallezcan  ó  dimitan; 

4.°  Al  plazo  en  que  un  diputado  ele- 
gido debe  aceptar  su  nombramiento  y 
decidirse  por  un  distrito,  si  ha  sido  ele- 
gido por  varios; 

5.°  A  la  constitución  de  la  Mesa  de 
los  colegios  electorales  y  al  nombra- 
miento de  su  Presidente; 

6.°  A  las  formas  que  deben  seguirse 
en  las  elecciones. 

Art.  41.  El  Gran  Consejo  decidirá 
acerca  de  la  validez  de  la  elección  de 
sus  miembros. 

Art.  42.  El  Gran  Consejo  nombrará 
entre  sus  miembros,  por  un  año,  un 
Presidente,  dos  Vicepresidentes  y  dos 
Secretarios. 

Art.  43.  Ningún  miembro  del  Conse- 
jo de  Estado  podrá  ser  elegido  Presi- 
dente ó  Vicepresidente  del  Gran  Con- 
sejo. 

Art.  44.  Los  diputados  no  podrán 
ser  elegidos  con  mandato  imperativo. 

CAPÍTULO  II 

Sesiones  y  modo  de  deliberar 
el  Gran  Consejo 

Art.  45.  La  elección  ordinaria  del 
Gran  Consejo  se  hará  de  pleno  derecho 
cada  dos  años,  en  la  primera  quincena 
de  Noviembre. 

Art.  46.  Las  legislaturas  ordinarias 
serán  de  un  mes,  si  el  Consejo  de  Esta- 
do no  prolonga  su  duración. 

El  Gran  Consejo  se  reunirá  de  pleno 
derecho  en  legislatura  ordinaria,  en  la 
ciudad  de  Ginebra,  el  tercer  lunes  de 
Mayo  y  el  primer  lunes  de  Diciembre. 

El  Gran  Consejo  podrá  ser  convoca- 
do extraordinariamente  por  el  Consejo 
de  Estado,  y  por  el  Presidente  de  la  Cá- 


mara á  petición  por  escrito  de  treinta, 
por  lo  menos,  de  sus  miembros. 

Art.  47.  Las  sesiones  del  Gran  Con- 
sejo serán  públicas,  si  bien  podrá  cons- 
tituirse en  sesión  secreta  cuando  lo 
juzgue  conveniente. 

Art.  48.  El  Gran  Consejo  determina- 
rá por  un  reglamento  interior  la  forma 
de  sus  deliberaciones. 

CAPÍTULO  III 

A  tribuciones  del  Gran  Consejo 

Art.  49.  Los  miembros  del  Gran 
Consejo  tendrán  derecho  de  iniciativa, 
lo  mismo  que  los  del  Consejo  de  Es- 
tado. 

Art.  50.  El  Gran  Consejo  nombrará 
en  cada  renovación  una  comisión  legis- 
lativa, á  la  que  podrán  pasar  los  pro- 
yectos de  ley  presentados  individual- 
mente por  los  miembros  de  dicho  Con- 
sejo. 

El  autor  de  una  proposición  será  ad- 
mitido siempre  en  la  comisión  legisla- 
tiva para  deliberar  en  unión  de  ésta  so- 
bre aquélla. 

Art.  51.  Los  miembros  del  Gran 
Consejo  ejercerán  su  iniciativa  del 
modo  siguiente: 

Podrán:  1.°,  proponer  un  proyecto  de 
ley  ó  de  decreto  legislativo;  2.°,  propo- 
ner que  la  comisión  legislativa  ó  una 
comisión  especial  se  encargue  de  pre- 
parar un  proyecto  de  ley  ó  de  decreto 
legislativo;  3.°,  invitar  al  Consejo  de 
Estado  á  presentar  un  proyecto  de  ley 
ó  á  tomar  una  resolución  sobre  un  ob- 
jeto determinado. 

Art.  52.  Cuando  la  invitación  dirigi- 
da al  Consejo  de  Estado  para  que  pre- 
sente un  proyecto  de  ley  ó  tome  una  re- 
solución, haya  sido  apoyada  con  arre- 
glo á  las  formas  citadas  prescritas  por 
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el  reglamento,  estará  obligado  dicho 
alto  Cuerpo  á  responder  á  ella  en  la  se- 
sión ordinaria  siguiente,  motivando  su 
negativa  si  no  acepta  la  proposición. 

Art.  53.  Cuando  el  Gran  Consejo 
haya  preparado  un  proyecto  de  ley  ó 
de  decreto  legislativo  por  medio  de  una 
comisión,  sin  la  intervención  del  Con- 
sejo de  Estado,  se  deliberará  sobre 
este  proyecto  según  las  formalidades 
ordinarias,  y  si  fuese  adoptado  por  la 
Asamblea,  se  transmitirá  al  Consejo 
de  Estado  para  que  éste  lo  promulgue 
como  ley. 

Art.  54.  En  los  casos  previstos  por 
el  artículo  precedente,  podrá  el  Conse- 
jo de  Estado,  antes  de  promulgar  el 
proyecto  de  ley,  devolverlo  al  Gran 
Consejo  con  sus  observaciones,  en  el 
plazo  de  seis  meses. 

Si  después  de  haber  deliberado  de 
nuevo,  confirmase  el  Gran  Consejo  su 
primitivo  acuerdo,  el  Consejo  de  Esta- 
do promulgará  la  ley  así  votada  y  la 
hará  ejecutoria. 

Art.  55.  En  las  sesiones  extraordi- 
narias, no  podrá  el  Gran  Consejo  ocu- 
parse de  otros  asuntos  que  de  aquellos 
para  que  haya  sido  convocado. 

Art.  56.  El  Gran  Consejo  aceptará, 
enmendará  ó  rechazará  los  proyectos 
que  le  sean  presentados  por  el  Consejo 
de  Estado. 

Art.  57.  Cuando  se  haya  presentado 
un  proyecto  por  el  Consejo  de  Estado 
con  arreglo  á  su  iniciativa,  podrá  este 
Cuerpo  retirarlo  hasta  el  momento  de 
su  votación  definitiva. 

Art.  58.  El  derecho  de  indulto  perte- 
necerá al  Gran  Consejo,  el  cual  lo  ejer- 
cerá por  sí  mismo  ó  por  delegación. 

Lo  ejercerá  siempre  directamente 
(por  ministerio  de  la  ley)  cuando  se  tra- 
te de  pena  de  muerte  ó  reclusión  per- 
petua. 


Podrá  llamar  á  sí  toda  petición  de  in- 
dulto. 

La  ley  determinará  en  qué  casos  y 
con  qué  formalidades  se  ejercitará  el 
derecho  de  indulto. 

Art.  59.  Sólo  el  Gran  Consejo  tendrá 
derecho  á  conceder  amnistías  genera- 
les ó  particulares. 

Art.  60.  El  Gran  Consejo  recibirá 
anualmente  una  Memoria  redactada 
por  el  Consejo  de  Estado,  relativa  á  to- 
dos los  puntos  y  partes  de  administra- 
ción; confiará  su  examen  á  una  comi- 

* 

sión,  sobre  cuyo  informe  decidirá  lo 
que  estime  conveniente. 

Art.  61.  El  Gran  Consejo  votará  los 
impuestos,  decretará  los  gastos,  los 
empréstitos  y  las  enagenaciones  del 
dominio  público,  recibirá  y  aprobará 
las  cuentas  del  Estado,  las  cuales  de- 
berán publicarse  y  ser  sometidas  nece- 
sariamente al  examen  de  una  comi- 
sión. 

No  podrá  establecerse  ni  modificarse 
ningún  arbitrio  municipal  sino  con  la 
sanción  del  Gran  Consejo,  que  aproba- 
rá ó  rechazará  la  proposición  sin  poder 
enmendarla. 

Art.  62.  El  Gran  Consejo  determina- 
rá mediante  la  ley  el  haber  de  los  fun- 
cionarios públicos,  cuando  éste  no  se 
haya  fijado  en  la  Constitución. 

Art.  63.  El  Gran  Consejo  nombrará 
los  diputados  para  la  Dieta,  les  dará 
sus  instrucciones,  les  obligará  á  ren- 
dirle cuenta  del  desempeño  de  su  mi- 
sión y  estatuirá  generalmente  sobre 
todas  las  materias  relativas  á  las  Die- 
tas ordinarias  y  extraordinarias  (1). 


(1)  Este  artículo  está  derogado  en  parte  por  el 
73  de  la  Constitución  federal.  Los  diputados  del 
Consejo  nacional  han  de  ser  elegidos  por  sufragio 
universal,  y  no  pueden  ir  con  mandato  imperati- 
vo. Respecto  de  los  miembros  del  Consejo  de  loa 
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Art.  64.  El  Gran  Consejo  aceptará  ó 
rechazará  los  concordatos  y  los  trata- 
dos en  los  límites  fijados  por  el  Pacto, 
federal. 

TÍTULO   SÉPTIMO 

DEL  GRAN  CONSEJO 

CAPÍTULO    PRIMERO 

Composición  y  modo  de  nombrar  el  Con- 
sejo de  Estado 

Art.  65.  El  Poder  ejecutivo  y  la  ad- 
ministración general  del  cantón  esta- 
rán confiados  á  un  Consejo  de  Estado 
compuesto  de  siete  miembros. 

Art.  66.  El  Consejo  de  Estado  será 
elegido  por  el  conjunto  de  los  electores 
reunidos  en  Asamblea  general,  y  se  re- 
novará en  su  totalidad  cada  dos  años, 
sin  que  puedan  ser  inmediatamente  re- 
elegidos los  consejeros  salientes. 

Art.  67.  Son  elegibles  para  el  Conse- 
jo de  Estado  todos  los  electores  segla- 
res que  tengan  veintisiete  años  cum- 
plidos. 

Art.  68.  La  elección-ordinaria  de  los 
miembros  del  Consejo  de  Estado  se  ve- 
rificará en  la  primera  quincena  de  No- 
viembre. Esta  elección  alternará  por 
años  con  la  del  Gran  Consejo. 

Art.  69.  Los  consejeros  de  Estado 
asistirán  á  las  sesiones  del  Gran  Con- 
sejo y  podrán  tomar  parte  en  la  discu- 
sión, y  aun  votar  los  que  sean  al  mis- 
mo tiempo  miembros  del  Gran  Con- 
sejo. 

Art.  70.    La  Administración  de  Esta- 


Estados,  que,  en  cierto  modo,  han  venido  á  susti- 
tuir á  la  antigua  Dieta  á  que  este  artículo  se  re- 
fiere, hay  más  libertad,  pero  no  hasta  el  punto 
de  admitir  el  mandato  imperativo. 


do  se  dividirá  en  departamentos,  al 
frente  de  cada  uno  de  los  cuales  se  co- 
locará un  consejero  de  Estado  respon- 
sable. 

La  Cancillería  de  Estado  estará  con- 
fiada á  un  canciller,  que  no  formará 
parte  del  Consejo,  y  será  nombrado  por 
éste,  teniendo  voto  consultivo  en  las  se- 
siones del  Consejo  de  Estado. 

Art.  71.  El  Consejo  de  Estado  arre- 
glará las  atribuciones  y  la  organización 
de  las  oficinas  de  cada  departamento; 
determinará  el  número  y  las  ocupacio- 
nes de  los  empleados,  fijará  sus  emolu- 
mentos, sujetos  á  la  aprobación  del 
Gran  Consejo  en  los  presupuestos 
anuales. 

Art.  72.  El  Consejo  de  Estado  no  po- 
drá agregarse  como  auxiliares  sino  co- 
misiones nombradas  temporalmente. 

Art.  73.  El  Consejo  de  Estado  nom- 
brará todos  los  años  su  Presidente  y  su 
Vicepresidente  entre  sus  miembros.  El 
Presidente  sólo' será  reelegióle  trans- 
currido un  año. 

Art.  74.  El  Presidente,  ó  en  su  au- 
sencia el  Vicepresidente,  tendrá  el  po- 
der provisional,  con  la  condición  de  re- 
unir en  el  plazo  más  breve  posible  el 
Consejo  de  Estado. 

Art.  75.  Los  consejeros  de  Estado 
nombrados  por  el  Consejo  general  de- 
berán manifestar  si  aceptan  ó  no  las 
funciones  que  les  han  sido  confiadas, 
en  los  ocho  días  siguientes  á  su  elec- 
ción, si  están  en  el  cantón,  y  en  el  pla- 
zo de  un  mes  si  se  hallan  ausentes. 

En  caso  de  no  aceptación,  de  muerte 
6  de  dimisión,  se  proveerá  al  reempla- 
zo de  los  miembros  del  Consejo  de  Es- 
tado dentro  de  las  seis  semanas  que  si- 
gan á  la  vacante.  El  nuevo  consejero 
elegido  lo  será  por  el  tiempo  que  aún 
reste  en  sus  funciones  á  aquel  á  quien 
reemplaza. 
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Si  no  ocurriese  más  que  una  vacante 
en  los  tres  meses  que  preceden  á  la  re- 
novación del  Consejo  de  Estado,  no  se 
proveerá. 

Art.  76.  No  podrán  tomar  asiento  al 
mismo  tiempo  en  el  Consejo  de  Estado 
los  hermanos,  el  padre  y  el  hijo,  el 
abuelo  y  el  nieto,  el  suegro  y  el  yerno. 

Art.  7?.  El  cargo  de  consejero  de 
Estado  es  incompatible  con  toda  otra 
función  pública  retribuida. 

Art.  78.  Ningún  consejero  de  Estado 
podrá  usar  condecoración  ni  recibir 
pensión  alguna  de  una  potencia  extran- 
jera, aun  cuando  las  hubiese  aceptado 
antes  de  su  nombramiento. 

Art.  79.  El  Consejo  de  Estado  nom- 
brado en  las  elecciones  ordinarias  de 
Noviembre,  entrará  en  funciones  ocho 
días  antes  de  la  legislatura  ordinaria 
de  Diciembre  del  Gran  Consejo. 

Art.  80.  Las  funciones  de  los  miem- 
bros del  Consejo  de  Estado  serán  retri- 
buidas. 

El  sueldo  del  Presidente  será  de  6.000 
francos,  y  el  de  los  consejeros  de  5.000. 

CAPÍTULO  II 
A  tribucianes  del  Consejo  de  Estado 

Art.  81.  El  Consejo  de  Estado  ejer- 
cerá la  iniciativa  legislativa  á  la  vez 
que  el  Gran  Consejo,  según  se  estable- 
ce en  los  artículos  49  y  siguientes. 

Art.  82.  El  Consejo  de  Estado  pro- 
mulgará las  leyes,  y  será  el  encargado 
de  su  ejecución,  tomando  al  efecto  las 
medidas  que  estime  necesarias. 

Art.  83.  El  Consejo  de  Estado  nom- 
brará y  destituirá  á  los  funcionarios  y 
empleados  cuya  elección  no  esté  reser- 
vada á  otra  corporación  por  la  Consti- 
tución ó  por  la  ley. 

Tomo  VIH.—  Instituciones  jurídicas. 


Art.  84.  El  Consejo  de  Estado  vigila- 
rá y  dirigirá  las  autoridades  inferiores, 
y  regulará  su  rango  ó  categoría  en  los 
casos  en  que  la  ley  no  determine  otra 
cosa. 

Art.  85.  El  Consejo  de  Estado  velará 
también  para  que  los  tribunales  des- 
empeñen  con  exactitud  sus  funciones. 

Art.  86.  El  Consejo  de  Estado  hará 
los  reglamentos  de  policía  en  los  limi- 
tes fijados  por  la  ley,  y  ordenará  y  vi- 
gilará su  ejecución. 

Art.  87.  El  Consejo  de  Estado  tendrá 
á  su  cargo  la  vigilancia  y  la  policía  de 
los  cultos  y  de  la  instrucción  pública. 

Art.  88.  El  Consejo  de  Estado  dis- 
pondrá de  la  fuerza  armada  para  el 
mantenimiento  del  orden  público  y  la 
seguridad  del  Estado;  pero  sin  poder 
emplear  al  efecto  otras  fuerzas  que  las 
organizadas  por  la  ley.  Nombrará,  se- 
gún las  condiciones  determinadas  por 
las  leyes,  los  oficiales  de  la  milicia, 
cuando  la  ley  no  atribuya  esta  elección 
á  otras  corporaciones. 

Art.  89.  Cuando  el  Consejo  de  Esta- 
do llame  á  un  servicio  activo  extraor- 
dinario de  más  de  cuatro  días,  un  cuer- 
po de  milicia  de  más  de  300  hombres, 
estará  obligado  á  dar  cuenta  de  ello  al 
Gran  Consejo  en  el  término  de  ocho 
días,  á  contar  desde  aquel  en  que  fue- 
ron llamadas  las  tropas. 

Art.  90.  El  Consejo  de  Estado  pre- 
sentará al  Gran  Consejo  todos  los  años 
el  presupuesto  de  ingresos  y  gastos. 

Dará  también  cuenta  anual  de  la  ad- 
ministración y  del  estado  de  la  Hacien- 
da con  arreglo  á  los  artículos  50  y  61. 

Art.  91.  En  los  casos  previstos  por 
los  dos  artículos  anteriores,  no  debe- 
rán presenciar  la  votación  los  miem- 
bros del  Consejo  de  Estado. 

Art.  92.  El  Consejo  de  Estado  será 
el  encargado  de  las  relaciones  exterio- 
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bros de  los  tribunales  encargados  de 
los  delitos  militares. 

Art.  100.  Las  funciones  de  juez,  de 
procurador  general  y  sustituto  de  éste 
serán  incompatibles  con  cualquier  otra 
función  administrativa  retribuida. 

Art.  101.  Las  audiencias  de  los  tri- 
bunales serán  públicas.  Sin  embargo, 
la  ley  podrá  restringir  esta  publicidad: 

1."    En  materia  civil; 

2."  En  materia  criminal,  solamente 
respecto  de  las  mujeres  y  de  los  niños. 

TÍTULO  NOVENO 

DE  LA  ORGANIZACIÓN    DE    LOS  MUNICIPIOS 


Art.  102.  La  circunscripción  actual  de 
los  municipios  sólo  podrá  variarse  me- 
diante una  ley. 

La  ciudad  de  Ginebra  formará  un 
solo  municipio. 

Art.  103.  Cada  Común  ó  municipio 
tendrá  un  Consejo  municipal. 

Art.  104.  Los  miembros  de  los  Con- 
sejos municipales  serán  elegidos  en 
cada  Común  por  un  colegio  compuesto 
de  todos  los  electores  de  la  circunscrip- 
ción comunal. 

Art.  105.  Son  electores  comunales 
los  ciudadanos  suizos,  que  gocen  de 
sus  derechos  políticos  en  el  cantón  de 
Ginebra  si  son  naturales  ó  están  domi- 
ciliados en  el  municipio,  ó  si  son  en  el 
propietarios  ó  llevan  un  año  de  residen- 
cia fija  (1). 

Art.  106.  Nadie  podrá  ser  elector  en 
más  de  un  municipio,  ni,  á  la  vez, 
miembro  dedos  ó  más  Consejos  muni- 
cipales. 


[1)     En  eate   artículo   hemos    introducido    la 
i  hechas  al  primitivo  por  la  ley  cods- 
onal  de  28  de  Febrero  de  1813. 
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Art.  107.  El  Consejo  municipal  de 
la  ciudad  de  Ginebra  se  compondrá  de 
41  miembros. 

La  ley  determinará  el  número  de  los 
demás  Consejos  municipales. 

Art.  108.  Los  Consejos  municipa- 
les se  renovarán  totalmente  cada  cua- 
tro años.  Los  Consejos  municipales  sa- 
lientes serán  inmediatamente  reelegi- 
bles. 

Art.  109.  1.°  En  el  municipio  de  Gi- 
nebra estará  confiada  laadministración 
municipal  aun  Consejo  administrativo 
compuesto  de  cinco  miembros  elegidos 
por  el  cuerpo  electoral  del  mismo.  Si 
el  número  de  votantes  no  llegase  á 
1.500,  el  Consejo  municipal  procederá 
á  la  elección  entre  un  número  doble 
de  los  candidatos  que  hayan  obtenido 
mavcr  número  de  votos; 

2.°  El  Consejo  municipal  de  Ginebra 
podrá  votar  un  sueldo  para  los  miem- 
bros del  Consejo  administrativo; 

3  °  Cada  Consejo  nombrará  su  Pre- 
sidente, Vicepresidente  y  Secretario. 

Ningún  miembro  del  Consejo  admi- 
nistrativo podrá  formar  parte  de  la 
Mesa  del  Consejo  municipal; 

4.°  Las  disposiciones  de  las  leyes 
para  la  elección,  la  elegibilidad,  el  ju- 
ramento y  la  revocación  de  los  alcal- 
des y  tenientes  de  los  demás  Comunes 
del  cantón  serán  aplicables  al  Consejo 
administrativo; 

5.°  En  caso  de  dimisión  ó  defunción 
de  uno  ó  más  miembros  del  Consejo 
administrativo,  se  verificará  el  reem- 
plazo en  el  término  de  seis  semanas. 

Si  no  ocurriese  más  que  una  sola  va- 
cante en  los  tres  últimos  meses  que 
precedan  á  la  renovación  del  Consejo 
administrativo,  no  se  proveerá  á  su 
reemplazo; 

6.°  Los  miembros  del  Consejo  ad- 
ministrativo elegidos  fuera  del  Consejo 


municipal  tendrán  voto  consultivo  en 
este  último; 

7.°  Los  miembros  del  Consejo  admi- 
nistrativo sólo  podrán  ser  nombrados 
entre  los  electores  del  municipio; 

8.°  En  los  demás  municipios  estará 
confiada  la  administración  á  un  alcal- 
de y  tenientes,  que  serán  elegidos  por 
la  asamblea  de  electores  municipales; 

9.°  Los  Consejos  municipales  de  es- 
tos Comunes  podrán  votar  para  los  al- 
caldes y  tenientes  una  indemnización 
por  el  ejercicio  de  sus  funciones  (1). 

Art.  110.  Los  miembros  del  Consejo 
administrativo  de  la  ciudad  de  Ginebra, 
asi  como  los  alcaldes  y  adjuntos,  serán 
elegidos  por  cuatro  años  é  inmediata- 
mente reelegióles. 

Art.  111.  Las  sesiones  de  los  Conse- 
jos municipales  serán  públicas;  pero 
podrán  constituirse  en  sesión  secreta 
cuando  lo  estimen  conveniente. 

Art.  112.  Los  consejeros  municipa- 
les, los  alcaldes  y  tenientes,  sólo  po- 
drán ser  nombrados  entre  los  electores 
del  municipio. 

Art.  113.  La  ley  determinará  con 
arreglo  á  las  disposiciones  anteriores: 

1.°  Las  demás  condiciones  exigidas 
para  ser  elegibles  para  consejeros  mu- 
nicipales; 

2.°  La  forma  de  nombramiento  y  las 
atribuciones  de  estos  Consejos  y  de- 
más autoridades  comunales; 

3.°  El  modo  de  reemplazar  los  con- 
sejeros y  demás  funcionarios  que  mue- 
ran ó  dimitan  sus  cargos; 

4.°  En  qué  casos  y  por  qué  autori- 
dad podrán  ser  suspendidos  ó  disueltos 
los  Consejos  municipales  y  revocados 


(1)  También  este  artículo  está  corregido  con 
arreglo  á  las  reformas  introducidas  en  él  por  la 
ley  constitucional  de  18  de  Marzo  de  18*74. 
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los  nombramientos  de  alcaldes  y  te- 
nientes. 

TÍTULO  DÉCIMO 

DEL  CULTO 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Culto  protestante  (1) 

Art.  114.  La  iglesia  nacional  protes- 
tante se  compondrá  de  todos  los  suizos 
protestantes  que  acepten  las  formas 
orgánicas  de  esta  iglesia,  tal  como  en 
esta  Constitución  se  establecen. 

Art.  115.  La  administración  de  la 
iglesia  nacional  protestante  estará  ex- 
clusivamente confiada  á  un  Consis- 
torio. 

Art.  116.  El  Consistorio  se  compon- 
drá de  25  miembros  seglares  y  de  seis 
pastores,  tomados  todos  del  cuerpo  de 
electores. 

Art.  117.  Este  Consistorio  será  nom- 
brado por  un  colegio  único  formado 
por  todos  los  ciudadanos  suizos  pro- 
testantes que  gocen  de  los  derechos  po- 
líticos en  el  cantón  de  Ginebra. 

La  convocatoria  de  este  colegio,  el 
lugar  de  su  reunión  y  la  designación 
de  su  Presidente  serán  determinados 
por  el  Consejo  de  Estado. 

La  ley  regulará  las  demás  formas  de 
la  elección  á  la  cual  será  aplicable  el 
artículo  37  de  esta  Constitución. 

Nadie  podrá  hallarse  inscrito  en  las 
listas  electorales  de  dos  cultos  dife- 
rentes. 

El  elector  no  podrá  ser  retenido  con- 
tra su  voluntad  en  las  listas  electorales 
de  un  culto. 


(1)     Todo  este  capítulo  está  corregido  con  arre- 
glo á  la  ley  constitucional  de  25  de  Marzo  de  18*74. 


Las  personas  inscritas  en  las  listas 
de  un  culto  no  tendrán  derecho  á  que 
se  las  admita  en  las  de  otro  hasta  dos 
años  después  de  haberse  borrado  de  las 
primeras. 

Art.  118.  Los  miembros  del  Consis- 
torio serán  elegidos  por  cuatro  años,  é 
inmediatamente  reelegióles. 

Art.  119.  Si  en  el  intervalo  de  dos 
elecciones  quedase  reducido  á  20  el 
número  de  miembros  del  Consistorio  á, 
consecuencia  de  defunciones  ó  dimisio- 
nes, serán  convocados  los  electores  á, 
fin  de  completarlo. 

Art.  120.  El  Consistorio  nombrará 
de  su  seno  una  comisión  ejecutiva  com- 
puesta del  Presidente,  que  debe  ser  se- 
glar, y  de  cuatro  vocales. 

Esta  comisión  estará  encargada  de 
proveer  á  la  ejecución  délas  resolucio- 
nes y  decretos  del  Consistorio. 

Art.  121.  El  Consistorio  ejercerá  una 
vigilancia  general  sobre  los  intereses 
de  la  iglesia. 

Regulará  todo  lo  que  se  refiere  al 
culto,  á  la  organización  de  la  enseñan- 
za religiosa  y  administración  de  la 
iglesia. 

Determinará  el  número  y  la  circuns- 
cripción de  las  parroquias,  bajo  reser- 
va de  la  aprobación  del  Consejo  de  Es- 
tado. 

Podrá  confiar  cargos  pastorales  por 
tiempo  limitado  á  los  graduados  en 
teología. 

Podrá,  en  ñn,  dirigir  advertencias  á 
los  pastores. 

Art.  122.  Las  funciones  de  los  miem- 
bros del  Consistorio  serán  gratuitas. 

Art.  123.  El  cantón  se  dividirá  en 
parroquias.  La  ciudad  de  Ginebra  for- 
mará una  sola. 

Los  pastores  serán  nombrados  por 
los  ciudadanos  protestantes  de  la  pa- 
rroquia respectiva. 
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Será  elector  parroquial  todo  elector 
de  la  iglesia  domiciliado  en  la  parro- 
quia por  lo  menos  tres  meses  antes. 

Nadie  podrá  ser  elector  en  más  de 
una  parroquia. 

Para  ser  elegible  á  las  funciones  de 
pastor  se  necesita:  t.°,  tener  por  lo  me- 
nos veinticinco  años;  2.°,  ser  graduado 
en  la  facultad  de  teología  protestante 
de  la  Universidad  de  Ginebra,  ó  tener 
títulos  académicos  reconocidos  por  esta 
Universidad  como  equivalentes 

La  elección  de  los  pastores  se  verifi- 
cará con  arreglo  á  las  formas  prescri- 
tas para  las  elecciones  municipales. 

La  ley  determinará  el  juramento  que 
deben  prestar  los  pastores  á  su  entrada 
en  el  cargo,  así  como  los  casos  y  el 
modo  de  su  revocación. 

Cada  pastor  enseñará  y  predicará  li- 
bremente bajo  su  propia  responsabili- 
dad; esta  libertad  no  podrá  ser  restrin- 
gida ni  por  confesiones  de  fe  ni  por 
formularios  litúrgicos. 

Art.  124  y  125.    Refundidos  en  el 

Art.  126.  La  Compañía  ó  colegio  de 
los  pastores  se  compondrá  de  todos  los 
que  se  hallen  en  funciones,  y  someterá 
al  Consistorio,  por  propia  iniciativa  ó 
á  invitación  de  esta  corporación,  á  tí- 
tulo de  indicación  ó  advertencia,  las 
medidas  que  juzgue  convenientes  á  los 
intereses  de  la  iglesia. 

Art.  127.     (Derogado)  (1). 

Art.  128.  El  culto  de  la  iglesia  pro- 
testante nacional  será  pagado  por  el 
Estado,  excepto  las  cargas  impuestas 
por  el  art.  147  (2). 

(1)  Decía  así:  «Las  decisiones  acerca  del  nom- 
bramiento, la  suspensión  6  la  revocación  de  los 
pastores  ó  profesores  de  teología,  así  como  las  de- 
cisiones acerca  del  número  y  la  circunscripción 
de  las  parroquias,  están  sometidas  á  la  aprobación 
del  Consejo  de  Estado.» 

(2)  Como  disposición  transitoria,  dice,  entre 


CAPITULO  II 
Culto   católico  (1) 

Art.  129.  La  Constitución  garantiza 
el  libre  ejercicio  y  el  sostenimiento  del 
cuito  católico,  á  los  ciudadanos  de  los 
territorios  reunidos  al  cantón  de  Gine- 
bra por  el  tratado  de  París  de  20  de  No- 
viembre de  1815  y  por  el  de  Turín  de  16 
de  Marzo  de  1816. 

Art.  130.  Los  curas  y  vicarios  serán 
nombrados  por  los  ciudadanos  católi- 
cos inscritos  en  las  listas  de  los  electo- 
res cantonales. 

Estos  nombramientos  serán  revo- 
cables. 

Art.  131.  Aun  cuando  la  religión 
protestante  sea  la  mayoría  de  la  anti- 
gua república,  habrá  en  la  ciudad  de 
Ginebra  una  iglesia  destinada  al  culto 
católico,  en  la  que  se  celebrará  lo  mis- 
mo que  anteriormente. 

Art.  132.  (Segundo  de  la  ley  consti- 
tucional de  1873.) 

El  obispo  diocesano  reconocido  por 
el  Estado  será  el  único  que  pueda,  eu 
los  límites  de  la  ley,  realizar  actos  de 
jurisdicción  y  de  administración  epis- 
copales. Si  el  obispo  diocesano  delega- 
re sus  poderes  en  un  mandatario,  sólo 
puede  hacerlo  bajo  su  responsabilidad, 
y  este  delegado  habrá  de  ser  admitido 
ó  del  agrado  del  Consejo  de  Estado. 

El  asentimiento  dado  por  el  Consejo 


otras  cosas,  la  expresada  reforma:  «Son  elegibles 
á  las  funciones  de  pastoras,  y  pueden  ser  llama- 
dos á  desempeñar  caraos  temporales,  los  minis- 
tros consagrados  por  la  Compañía  de  los  pastores 
con  anterioridad  á  la  presente  ley.» 

(1)  Este  capítulo  esta  igualmente  modificado 
con  arreglo  á  la  ley  constitucional  de  19.  de  Fe- 
brero de  18*73. 
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de  Estado  á  este  mandatario,  puede 
serle  retirado  en  todo  tiempo. 

Las  parroquias  católicas  del  cantón 
deberán  formar  parte  de  la  diócesis 
suiza. 

La  residencia  ó  sede  episcopal  no 
podrá  establecerse  en  el  cantón  de  Gi- 
nebra. 

Art.  133.    (Tercero  de  la  ley.) 

La  ley  determinará  el  número  y  la 
circunscripción  de  las  parroquias,  la 
forma  y  las  condiciones  de  la  elección 
de  los  curas  y  vicarios,  el  juramento 
que  han  de  prestar  al  entrar  en  funcio- 
nes, los  casos  y  el  modo  de  su  revoca- 
ción, la  organización  de  los  Consejos 
encargados  de  la  administración  tem- 
poral del  culto,  así  como  la  sanción  de 
las  disposiciones  legislativas  que  le 
conciernan  (1). 

Art.  134.  (Derogado  por  la  ley  cons- 
titucional de  28  de  Agosto  de  1868)  (2). 

TITULO   DÉCIMOPRIMERO 

DE  LA  INSTRUCCIÓN  PÚBLICA 

Art.  135.  La  ley  regulará  la  organi- 
zación de  los  establecimientos  de  ins- 
trucción pública  que  estén  en  todo  ó 
en  parte  á  cargo  del  Estado. 

Estos  establecimientos  formarán  un 
compuesto/que  comprenderá: 


(1)  Decía  así:  «No  estáu  derogadas  en  modo 
alguno  las  disposiciones  del  protocolo  del  Con- 
greso de  Viena  del  29  de  Marzo  de  1815,  ni  las 
del  tratado  de  Turín  del  16  de  Marzo  de  1816,  las 
cuales  continúan  vigentes  en  toda  su  integridad. » 

(2)  La  ley  constitucional  citada  tiene  una  dis- 
posición transitoria  que  dice  así:  «Los  curas  y  vi- 
carios actualmente  en  funciones  y  nombrados  se- 
gún  el  procedimiento  anteriormente  vigente,  no 
están  sometidos  á  la  elección;  pero  les  son  aplica- 
bies  todas  las  demás  disposiciones,  incluso  el  ju- 
ramento.» 


La  enseñanza  primaria; 

La  enseñanza  secundaria,  clásica, 
industrial  y  comercial; 

La  enseñanza  superior  académica  ó 
universitaria. 

Art.  136.  Todo  municipio  estará  pro- 
visto de  establecimientos  para  la  ins- 
trucción primaria,  y  concurrirá,  en 
unión  del  Estado»  á  soportar  los  gastos 
de  su  creación  y  mantenimiento. 

La  instrucción  será  gratuita  en  las 
escuelas  primarias. 

Art.  137.  La  enseñanza  religiosa  es- 
tará separada  de  las  demás  partes  de. 
la  instrucción,  á  fin  de  asegurar  la  ad- 
misión de  todos  los  ginebrinos  en  los 
diversos  establecimientos  de  instruc- 
ción pública  del  cantón. 

Art.  138.  La  ley  determinará  la  pro- 
visión de  la  facultad  de  teología  pro- 
testante en  todos  los  establecimientos 
de  instrucción  pública,  y  la  de  laautori- 
dad  eclesiástica  relativa  á  la  enseñan- 
za religiosa  que  se  dé  en  ella. 

Fijará  además  la  proporción  en  que 
han  de  repartirse  entre  el  Estado  y  los 
municipios  los  gastos  de  creación  y 
sostenimiento  de  los  establecimientos 
de  instrucción  primaria. 

TÍTULO  DÉGIMOSEGUNDO 

DE  LAS   FUNDAQIONES 

Art.  139.  No  podrá  establecerse  fun- 
dación alguna  de  beneficencia  ó  de  uti- 
lidad pública  que  obre  en  nombre  co- 
lectivo, si  no  precede  el  asentimiento 
del  Gran  Consejo. 

Art.    140.     Todas    las    fundaciones 
creadas  ó  reconocidas  por  las  Consti- 
tuciones y  las  leyes  anteriores  deberán 
someter,  en  el  término  de  un  año,  al 
Consejo  de  Estado  las  condiciones  de  su 
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institución  y  la  prueba  de  su  utilidad 
actual. 

Si  el  Consejo  de  Estado  estimare  que 
deben  ser  reconstituidas  ó  disueltas,  lo 
elevará  á  conocimiento  del  Gran  Con- 
sejo, que  decidirá  sobre  esto  en  forma 
de  ley. 

Art.  141.  Las  autorizaciones  de  so- 
ciedades anónimas  que  tengan  por  ob- 
jeto empresa  de  comercio,  de  banca, 
de  industria,  de  agricultura  ú  otras 
análogas,  continuarán  dándose  con 
arreglo  á  las  leyes  vigentes  sobre  la 
materia. 

Art.  142.  Las  autorizaciones  para  las 
fundaciones  mencionadas  en  el  artícu- 
lo 139,  ó  para  sociedades  anónimas,  no 
podrán  concederse  á  perpetuidad. 

Se  indicará  siempre  en  ellas  el  tiem- 
po de  su  duración;  pero  podrán  ser  re- 
tiradas antes  que  espire  el  plazo,  si  las 
fundaciones  ó  sociedades  á  que  se  re- 
fiera faltasen  á  sus  estatutos  ó  al  ob- 
jeto de  su  institución. 

De  la  Sociedad  económica  y  del  Hospital 

Art.  143.  Los  bienes  que,  hasta  la 
fecha  de  la  presente  Constitución,  han 
sido  administrados  por  la  Sociedad 
económica,  serán  repartidos  del  mo- 
do que  se  indica  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  144.  Los  inmuebles  de  la  Socie- 
dad económica  destinados  al  culto  pro- 
testante, á  domicilio  de  los  pastores  y 
de  los  maestros  de  escuela,  á  instruc- 
ción pública,  á  escuelas  y  á  otros  obje- 
tos de  interés  general,  serán  entrega- 
dos con  todos  sus  accesorios  y  depen- 
dencias á  los  Comunes  en  que  se  hallen 
situados. 

Todos  los  edificios  destinados  al  culto 
no  podrán  destinarse  á  otro  objeto  que 
al  culto  protestante. 


(Artículos  145, 146,  147  y  148.  Deroga- 
dos, y  sustituidos  por  la  ley  constitu- 
cional de  26  de  Agosto  de  1888,  que  for- 
ma el  segundo  Apéndice  de  esta  Cons- 
titución.) 

Art.  149.  La  Biblioteca  pública  será 
entregada  á  la  ciudad  de  Ginebra. 

(Artículos  150  y  151.  Derogados.) 

TITULO  DECIMOTERCERO 

REVISIÓN   DE  LA   CONSTITUCIÓN 

Art.  152.  Todo  proyecto  que  tienda 
á  modificar  ó  variar  la  Constitución, 
será  primeramente  deliberado  y  vota- 
do, con  arreglo  á  las  formalidades 
prescritas  por  las  leyes  ordinarias. 
Será,  además,  presentado,  en  el  térmi- 
no de  un  mes,  á  la  sanción  del  Consejo 
general,  que  decidirá  por  mayoría  ab- 
soluta de  votantes  si  acepta  ó  rechaza 
lo  propuesto. 

Art.  153.  Cada  quince  años  se  pre- 
sentará al  Consejo  general  la  cuestión 
de  revisión  total  de  la  Constitución.  Si 
el  Consejo  general  vota  la  revisión,  se 
verificará  ésta  por  una  Asamblea  cons- 
tituyente. 

La  Constitución,  así  revisada,  será 
sometida  á  la  votación  del  Consejo  ge- 
neral, que  decidirá  también  por  mayo- 
ría absoluta  de  votantes. 

TITULO   DECIMOCUARTO 

DISPOSICIONES   ADICIONALES 

Art.  154.  Podrán  introducirse  para 
las  primeras  elecciones  algunas  modi- 
ficaciones á  las  disposiciones  de  los  tí- 
tulos precedentes  acerca  de  la  duración 
de  las  funciones  de  las  diversas  autori- 
dades constituidas  y  de  la  época  de  su 
elección. 
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Los  antiguos  pastores  que  forman 
actualmente  parte  de  la  Compañía  ó 
colegio  de  los  pastores,  continuarán  en 
ella  con  voto  consultivo. 

Art.  155.  En  el  plazo  de  un  año,  á 
contar  desde  la  aceptación  de  esta 
Constitución,  presentará  el  Gran  Conse- 
jo á  la  aprobación  de  la  Asamblea  gene- 
ral  una  ley  constitucional  acerca  de  las 
formas  que  deben  seguirse  en  caso  de 
arresto,  de  la  casación  en  materia  cri- 
minal y  correccional,  de  las  garantías 
de  que  deben  ir  acompañadas  las  visi- 
tas domiciliarias  y  del  abono  de  daños 
y  perjuicios  á  que  dieren  lugar  los 
arrestos  ilegales  ó  prolongados  sin  mo- 
tivo grave,  así  como  los  abusos  de  au- 
toridad en  caso  de  visita  domiciliaria. 

Art.  156.  Dentro  del  mismo  plazo  re- 
visará el  Gran  Consejo: 

1.°  La  ley  sobre  elecciones  para  el 
mismo; 

2.°  La  ley  sobre  los  Consejos  muni- 
cipales y  la  administración  de  los  Co- 
munes. 

Art.  157.  El  Consejo  de  Estado  so- 
meterá al  examen  del  Gran  Consejo  los 
proyectos  de  ley  siguientes,  dentro  de 
los  plazos  á  continuación  enunciados, 
á  contar  desde  la  fecha  de  su  entrada 
en  funciones,  á  saber: 

En  el  plazo  de  cuatro  meses,  las  le- 
yes sobre  organización  judicial; 

En  el  de  seis  meses,  las  relativas  á  la 
instrucción  pública; 

En  el  de  dos  años  á  lo  sumo,  un  pro- 
yecto de  ley  sobre  la  creación  de  un 
hospital  cantonal  y  de  una  casa  de  asi- 
lo para  los  ancianos; 

En  el  mismo  plazo,  un  proyecto  de 
ley  sobre  fortificación  de  la  ciudad  de 
Ginebra. 

Mientras  se  ultima  un  sistema  de 
fortificación  de  esta  ciudad,  los  arma- 
mentos de  la  plaza  se  distribuirán  en- 


tre las  dos  partes  de  la  misma,  sitas  en 
en  ambas  orillas  del  Ródano,  según  las 
disposiciones  que  la  autoridad  militar 
crea  necesarias. 

Art.  158  y  último.  Todas  las  dispo- 
siciones de  la  Constitución  de  1814  y 
las  leyes  constitucionales  posteriores 
que  no  sean  contrarias  á  la  presente 
Constitución ,  continuarán  vigentes, 
como  leyes  ordinarias,  hasta  que  se 
disponga  otra  cosa  por  el  Poder  legis- 
lativo. 

Las  leyes  ordinarias,  reglamentos  y 
decretos  no  derogados  por  la  presen- 
te Constitución,  continuarán  vigentes 
mientras  no  sean  modificados  por  los 
Poderes  competentes. 

Ginebra,  21  de  Abril  de  1847. 

El  Presidente  del  Gran  Consejo  Constituyente, 

Antonio  Karteret. 

El  Ponente  de  la  Comisión, 

James  Tazy. 

Los  Secretarios  del  Gran  Consejo  Constituyente,    • 

P.  E.  Raisin,  F.  Goy. 

El  Gobierno  provisional  declara: 

Que  la  Constitución  que  precede, 
aprobada  por  el  Gran  Consejo  constitu- 
yente, ha  sido  aceptada  por  la  mayoría 
de  los  votantes  en  los  colegios  electo- 
rales reunidos  el  24  del  presente  mes, 
según  consta  del  escrutinio  general,  en 
vista  de  las  actas  de  los  tres  colegios, 
verificado  en  el  día  de  hoy  á  presencia 
del  Gran  Consejo  Constituyente. 

Dado  en  Ginebra,  á  25  de  May  o  de  1847. 

En  nombre  del  Gobierno  provisional, 

El  Canciller  Delegado, 

Th.  Piguet. 


A  esta  Constitución  sigue  una  serie 
de  disposiciones  transitorias  para  po- 
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nerla  en  ejecución,  decretadas  por  el  | 
Gran  Consejo  en  28  de  Abril  de  1848,  y 
que  vienen  á  reducirse  á  lo  siguiente: 

Respecto  del  Consejo  general,  que 
en  el  término  de  diez  dias  se  reunirá 
para  proceder  á  la  elección  de  los 
miembros  del  Consejo  de  Estado  con 
las  mismas  listas  electorales  que  ha- 
bían servido  para  la  Constitución;  que 
se  abriría  la  votación  á  las  ocho  y  du- 
rarla diez  horas  después  de  la  consti- 
tución de  la  Mesa,  haciendo  un  llama- 
miento general  á  los  ciudadanos  antes 
de  comenzar  la  votación;  que  el  Presi- 
dente y  el  Vicepresidente  del  Consejo 
geneTal  serían  designados  por  el  Go- 
bierno provisional;  que  la  Mesa  se 
compondría  de  21  escrutadores  saca- 
dos a  la  suerte  entre  los  electores 
presentes  que  supiesen  leer  y  escribir, 
pudiendo  la  Mesa  designar  secretarios 
fuera  de  su  seno  entre  los  electores. 
Las  demás  disposiciones  relativas  al 
Consejo  general»  se  refieren  á  las  pre- 
caucjones  que  debían  tomarse  para 
garantizar  la  libertad  y  la  verdad  de  la 
elección. 

Respecto  del  Gran  Consejo,  estable- 
ce que  continuaría  en  funciones  el  mis- 
mo que  había,  hasta  año  y  medio  des- 
pués, enque  se  renovaría  totalmente,  y 
la  fórmula  del  juramento  que  había  de 
prestar  en  la  primera  sesión  después 
de  aceptada  la  Constitución. 

En  cuanto  al  Consejo  de  Estado,  es- 
tablece que  será  elegido  después  de 
aceptada  la  Constitución;  que  entrará 
en  funciones  ocho  días  después  de  su 
elección,  y  durante  este   plazo  elegirá 


su  Presidente,  etc.,  dividirá  la  Admi- 
nistración en  departamentos  y  señala- 
rá el  consejero  que  se  ha  de  colocar  al 
frente  de  cada  uno;  que  entre  tanto  con- 
tinuará funcionando  el  Gobierno  pro- 
visional; que  los  miembros  del  Consejo 
de  Estado  prestarán  juramento  ante  el 
Consejo  de  Estado  antes  de  entrar  en 
su  cargo,  y  que  en  el  término  de  tres 
meses  después  de  su  entrada,  arregla- 
rá las  atribuciones  y  organización  de 
cada  departamento,  fijando  el  número, 
funciones  y  sueldo  de  los  empleados,  á 
reserva  de  la  aprobación  del  Gran  Con- 
sejo. 

En  cuanto  al  Poder  judicial,  las  dis- 
posiciones del  decreto  tienen  mero  in- 
terés local. 

Respecto  de  los  Comunes  ó  munici- 
pios, indica  la  ley  que  ha  de  aplicarse 
provisionalmente,  y  la  formación  de 
nuevas  listas  electorales;  marca  el 
término  de  dos  meses  para  la  elección 
de  los  Consejos  municipales  y  el  núme- 
ro de  concejales  (9, 12  y  15),  según  la 
importancia  de  los  municipios;  marca 
el  término  de  ocho  días  después  de  la 
elección  de  los  Consejos  municipales, 
para  que  se  verifique  la  de  los  alcaldes 
y  tenientes,  los  cuales  no  serán  miem- 
bros del  Consejo  municipal  y  sólo  ten- 
drán voto  consultivo. 

En  los  dos  últimos  capítulos  se  ocu- 
pa de  dar  algunas  reglas  para  la  elec- 
ción y  para  la  aplicación  de  los  precep- 
tos constitucionales  relativos  al  culto 
protestante,  á  la  Sociedad  económica  y 
al  Hospital. 


APÉNDICE  I 


Ley  constitucional  sobre  la  libertad 
individua]  y  la  inviolabilidad  del 
domicilio,  adoptada  por  el  pueblo  gi- 
nebrlno  en  23  de  Abril  de  1849. 


El  Consejo  de  Estado  de  la  república 
y  cantón  de  Ginebra  hace  saber  que: 

Visto  el  art.  155  de  la  Constitución, 

El  Gran  Consejo  ha  votado,  y  el  pue- 
blo ginebrino  ha  decretado,  la  siguien- 
te ley  constitucional: 

Artículo  1."  Nadie  podrá  ser  priva- 
do de  su  libertad  sino  en  virtud  de  jui- 
cio y  sentenciadel  tribuna!  competente 
ó  de  mandato  expedido,  para  asegurar 
la  instrucción  de  un  proceso  criminal  ó 
correccional,  por  una  autoridad  com- 
petente para  ello,  con  arreglo  á  la  pre- 
sente ley. 

Sin  embargo,  en  caso  de  flagrante 
delito,  cualquier  persona  podrá  llevar 
á  cabo  la  detención  del  delincuente.  El 
individuo  detenido  de  este  modo  deberá 
ser  conducido  inmediatamente  ante 
una  de  las  autoridades  compenles. 

Art.  2.°  Califícase  dejlagrante  el  de- 
lito que  se  comete  en  el  momento,  ó 
que  acaba  de  cometerse. 

Será  también  considerado  como  fla- 
grante delito  el  caso  en  que  el  detenido 
sea  perseguido  por  el  clamor  público  ó 
sea  hallado  con  efeelos,  armas,  instru- 


mentos ó  papeles  que  muestren  que  es 
autor  ó  cómplice,  siempre  que  esto  su- 
ceda poco  tiempo  después  de)  en  que 
se  cometió  el  delito. 

Art.  3.°  Orden  de  detención  es  aque- 
lla por  la  que  un  magistrado  ó  funcio- 
nario competente  manda  arrestar  y  re- 
tener en  la  prisión  durante  veinticuatro 
horas  al  individuo  acusado  de  un  cri- 
men ó  de  un  delito. 

Art.  4.''  Los  magistrados  ó  funcio- 
narios que  pueden  dar  esta  orden,  son: 

El  juez  de  instrucción; 

El  consejero  de  Estado  encargado  del 
departamento  de  Justicia  y  de  Policía; 

El  director  de  la  policía  central. 

Y  en  caso  de  flagrante  delito: 

El  procurador  general; 

Los  jueces  de  paz; 

Los  comisarios  de  policía; 

Los  alcaldes. 

En  los  casos  especiales  previstos  por 
lá  ley: 

Los  presidentes  de  los  tribunales. 

Art.  5.u  Orden  de  arresto  es  aquella 
por  laque  el  juez  de  instrucción  manda 
arrestar  y  detener  en  la  prisión  duran- 
te ocho  días  á  lo  sumo,  ó  retenerle  en 
ella  durante  este  plazo  si  ya  ha  sido 
arrestado,  á  un  individuo  acusado  de 
un  crimen  ó  de  un  delito. 

Art.  6."  Orden  de  prisión  preventiva 
es  aquella  por  la  que  la  Sala  de  ins- 
trucción ordena  retener  en  prisión  á  uii 
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individuo  arrestado  como  acusado  de 
un  crimen  6  de  un  delito. 

Art.  7.°  A  todo  individuo  arrestado 
en  virtud  de  un  mandamiento  deberá 
lomársele  declaración  durante  las  pri- 
meras veinticuatro  horas  por  el  magis- 
trado que  haya  ordenado  su  arresto,  y, 
si  no  procede  su  libertad,  será  enviado 
á  la  autoridad  judicial  competente- 
La  autoridad  judicial  deberá  confir- 
mar la  orden  de  arresto  ó  mandar  po- 
ner en  libertad  al  acusado  durante 
las  veinticuatro  primeras  horas  siguien- 
tes á  la  de  su  detención. 

Sin  embargo,  los  individuos  deteni- 
dos como  mendigos  ó  vagabundos,  ó 
por  haber  contravenido  á  las  leyes  de 
policía  sobre  los  extranjeros,  podrán 
no  ser  entregados  á  la  autoridad  judi- 
cial, sino  puestos  en  libertad  ó  condu- 
cidos fuera  del  cantón,  si  son  extranje- 
ros, en  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes á  la  de  su  arresto  y  por  orden  del 
departamento  de  Justicia  y  de  Policía. 

Art.  8.°  Los  mandamientos  irán  fe- 
chados y  firmados  por  la  autoridad  que 
los  expida. 

En  ellos  se  designará  al  acusado  lo 
más  claramente  posible. 

Contendrán  la  enunciación  del  hecho 
por  que  se  manda  detenerlos. 

La  orden  de  arresto  y  de  prisión  pre- 
ventiva contendrán  además  la  cita  de 
la  ley  que  califica  el  hecho  de  crimen  ó 
delito. 

Deberá  presentarse  la  orden  ó  man- 
damiento al  individuo  detenido  y  darle 
copia  de  él  inmediatamente  después  de 
encarcelado. 

Art.  9.°  Cuando  la  instrucción  de  un 
proceso  lo  exija,  tendrá  el  juez  de  ins- 
trucción derecho  á  mantener  incomu- 
nicado al  acusado  por  espacio  de  ocho 
días. 

La  medida  de  la  incomunicación  no 


podrá  prolongarse  más  de  este  plazo 
sino  por  autorización  de  la  Sala  de  ins- 
trucción. 

Art.  10.  Todo  individuo  detenido  en 
virtud  de  un  mandamiento,  tendrá  de- 
recho: 

1.°  A  elegir  un  defensory  á  conferen- 
ciar con  él,  aunque  sólo  después  de  ha- 
ber sido  oído  por  el  magistrado  ó  fun- 
cionario competente  en  el  interrogato- 
rio que  éste  deberá  hacerle  durante  las 
veinticuatro  horas  siguientes  á  su 
arresto,  y  salvo  el  caso  de  incomunica- 
ción; 

2.°  De  .pedir,  en  cualquier  estado  en 
que  se  halle  la  causa,  que  se  le  ponga 
en  libertad  provisional  bajo  fianza  y 
con  la  obligación  de  presentarse  á  to- 
das las  diligencias  del  procedimiento  y 
para  la  ejecución  de  la  sentencia  tan 
pronto  como  para  ello  sea  requerido. 

La  libertad;provisional  bajo  fianza  se 
concederá  siempre  que  se  trate  de  de- 
litos correccionales,  á  no  ser  que  el  de- 
tenido hay$  sufrido  una  condena  por 
un  crimen  ó  haya  dado  lugar  á  que  pa- 
gue su  fiador. 

Art.  11.  La  Sala  de  instrucción  fija- 
rá la  suma  á  que  haya  de  ascender  la 
fianza,  teniendo  en  cuenta  las  circuns- 
tancias del  crimen  ó  delito  y  el  perjui- 
cio que  se  presuma. 

Admitirá  como  fianza: 

El  depósito  de  la  suma  fijada; 

La  hipoteca  de  bienes  suficientes; 

La  fianza  solidaria  de  tres  personas 
que  sean  solventes. 

Art.  12.  Cuando  en  una  sesión  del 
Consejo  federal  ó  del  Gran  Consejo,  ó 
en  un  lugar  cualquiera  en  donde  se  esté 
verificando  públicamente  una  elección, 
una  instrucción  judicial  ó  cualquier 
otro  acto  de  la  incumbencia  de  una 
corporación  ó  de  un  magistrado  del  or- 
den administrativo  ó  judicial,  uno  ó  va- 
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ríos  asistentes  faltasen  gravemente  al 
respeto  á  la  autoridad  pública  ó  causa- 
sen cualquier  desorden  ó  tumulto,  po- 
drá el  Presidente  ó  el  magistrado  orde- 
nar que  el  delincuente  ó  los  delincuen- 
tes sean  detenidos  y  conducidos  á  la 
prisión  por  un  término  que  no  podrá 
exceder  de  veinticuatro  horas. 

La  orden  de  arresto  irá  fechada  y  fir- 
mada, hará  las  veces  de  mandamiento, 
deberá  designar  lo  más  claramente  po- 
sible al  delincuente  ó  delincuentes,  y  ex- 
presará el  motivo  por  que  se  haya  dado. 

Art.  13.  El  domicilio  es  inviolable. 
Los  agentes  de  la  policía  administrati- 
va y  judicial  no  podrán  penetrar  en  él 
para  llevar  á  cabo  un  arresto  sino  de 
día  y  con  la  asistencia  de  un  magistra- 
do ó  de  un  funcionario  á  quien  la  pre- 
sente ley  confiera  el  poder  de  dictar  una 
orden  de  detención,  salvo  las  tres  ex- 
cepciones siguientes: 

1.a    En  caso  de  flagrante  delito; 

2.a  En  caso  de  incendio,  de  inunda- 
ción ó  de  reclamación  de  auxilio  desde 
el  interior; 

3.a  Cuando  se  trate  de  un  lugar  pú- 
blico ó  de  un  domicilio  notoriamente 
conocido  por  servir  de  punto  de  reunión 
para  orgías. 

Art.  14.  No  podrá  verificarse  ningu- 
na visita  domiciliaria  ni  registro,  sino 
para  asegurar  la  instrucción  de  un  pro- 
cedimiento criminal  ó  correccional;  y 
esto  por  el  juez  de  instrucción,  acom- 
pañado del  procurador  general. 

Si  uno  de  estos  magistrados  estuvie- 
se impedido,  podrá  delegar  por  escrito 
su  representación  en  un  juez  de  paz,  un 
comisario  de  policía  ó  un  alcalde. 

La  visita  domiciliaria  ó  el  registro  en 
un  domicilio  se  verificará  siempre 
de  día. 

En  los  tres  casos  excepcionales  enu- 
merados en  el  artículo  precedente,  y  en 


el  caso  de  buscar  al  que  ocupa  el  domi- 
cilio, podrá  todo  magistrado  ó  funcio- 
nario, que  tenga  derecho  de  dar  la  or- 
den de  detención,  proceder  solo,  hasta 
de  noche. 

Art.  15.  Las  visitas  domiciliarias  ó 
registros  deberán  hacerse  en  presencia 
del  que  ocupe  el  domicilio  ó  de  su  apo- 
derado, á  no  ser  en  caso  de  ausencia, 
de  negarse  á  acompañar  al  magistrado 
ó  á  designar  quien  lo  haga. 

Art.  16.  Toda  detención  ilegal  ó  to- 
da prolongación  ilegal  del  arresto  dará 
lugar,  respecto  del  que  sea  culpable  de 
ella,  á  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios, que  serán  arreglados  á  las  cir- 
cunstancias de  la  persona  y  al  perjui- 
cio sufrido,  sin  que  en  ningún  caso  pue- 
dan aquéllos  exceder  de  25  francos  por 
cada  día  de  detención  ilegal  y  por  cada 
individuo  ilegalmente  detenido. 

Art.  17.  Toda  violación  del  domici- 
lio dará  lugar,  respecto  del  que  se  haga 
culpable  de  ella,  á  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  que  se  ajustarán  á 
las  circunstancias  y  al  perjuicio  sufri- 
do, sin  que  en  ningún  caso  puedan  ex- 
ceder aquéllos  de  25  francos  por  hora 
del  tiempo  que  haya  durado  la  viola- 
ción del  domicilio  ó  por  cada  domici- 
lio violado. 

Art.  18.  Los  daños  y  perjuicios  á 
que  se  refieren  los  artículos  preceden- 
tes podrán  ser  exigidos,  ora  por  el  pro- 
cedimiento criminal,  ora  por  el  proce- 
dimiento civil. 

Art.  19.  Las  leyes  ordinarias  arre- 
glarán lo  relativo: 

1.°  A  los  arrestos  y  prisiones  mili- 
tares; 

2.°  A  las  medidas  administrativas 
respecto  de  los  dementes; 

3.°  Respecto  á  la  detención  de  los 
menores,  exigidas  por  sus  padres,  ma- 
dres ó  tutores; 
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4.°    A  las  mujeres  públicas; 

5.°    A  los  casos  de  extradición; 

6.°    Al  embargo  de  muebles; 

7.°  A  las  visitas  domiciliarias  para 
la  salubridad  pública,  comprobación 
de  pesos  y  medidas,  y  la  vigilancia  del 
ganado; 

8.°    A    las   visitas    domiciliarias  en 


caso  de  construcciones  peligrosas  ó 
perjudiciales  al  público. 

Art.  20.  Queda  abolida  la  prisión 
por  deudas. 

Está  conforme  con  el  original  que 
obra  en  los  registros  del  Gran  Conse- 
jo correspondientes  al  21  de  Marzo 
de  1849. 


APÉNDICE  II 


Ley  constitucional  dictando  varias 
disposiciones  y  creando  un  Hospicio 
general. 

(26  de  Agosto  de  1868) 

El  Gran  Consejo, 

A  propuesta  del  Consejo  de  Estado, 
decreta  lo  siguiente: 

Artículo  1.°  El  preblo  ginebrino  re- 
nuncia á  toda  distinción  de  territorios 
y  á  toda  desigualdad  de  derechos  que 
puedan  resultar  de  los  tratados  ó  de  la 
diferencia  de  origen  entre  los  ciudada- 
nos del  cantón.  Quedan  en  su  conse- 
cuencia derogados  los  artículos  de  la 
Constitución  que  se  opongan  á  esta 
disposición. 

Art.  2.°  Queda  garantida  la  libertad 
de  cultos  en  toda  la  extensión  del  te- 
rritorio, teniendo  todos  ellos  derecho 
á  una  protección  igual  por  parte  del 
Estado;  pero  están  igualmente  obliga- 
dos á  ajustarse  á  las  leyes  generales 
y  álos  reglamentos  de  policía  sobre  su 
ejercicio  exterior. 

Art.  3.°    El  sostenimiento  del  culto 


de  la  Iglesia  nacional  protestante  y  del 
culto  católico  quedan  á  cargo  del  Es- 
tado. 

Art.  4.°  Se  conserva  la  Caja  Hipo- 
tecaria con  las  siguientes  modifica- 
ciones: 

El  capital  será  distribuido  en  for- 
ma de  títulos  no  enagenables  entre  los 
municipios  de  (siguen  los  nombres  de 
losmunieipios  delcantónj;  esta  distribu- 
ción se  verificará  sobre  la  base  actual- 
mente fijada  para  la  de  las  rentas  anua- 
les entre  esos  mismos  municipios. 

De  la  renta  de  este  capital  se  tomará 
anualmente  en  favor  del  Consistorio 
una  suma  de  4.000  francos;  el  res- 
to, deduciendo  lo  que  haya  que  dejar 
para  fondo  de  reserva,  se  repartirá  en- 
tre los  municipios  propietarios,  en  pro- 
porción al  importe  de  sus  títulos. 

Queda  á  cargo  de  los  municipios  el 
sostenimiento  y  reparación  de  los  edi- 
ficios destinados  al  culto  y  á  la  instruc- 
ción pública,  de  los  cuales  sean  propie- 
tarios. 

Art.  5  o  La  dirección  general  y  la  vi* 
gilancia  de  la  Caja  Hipotecaria  estarán 
confiadas  á  una  comisión  compuesta 
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de  once  miembros,  cinco  de  los  cuales 
son  nombrados  por  la  ciudad  de  Gine- 
bra, tres  por  los  Consejos  municipales 
de  los  otros  Comunes  propietarios,  y 
tres  por  el  Consejo  de  Estado. 

Esta  comisión  se  renovará  cada  cua- 
tro años,  y  sus  miembros  serán  inme- 
diatamente reelegibles. 

La  misma  comisión  nombrará  los  ad- 
ministradores de  laCaja,  y  rendiráanual- 
mente  cuentas  al  Consejo  de  Estado. 

Art.  6.°  Se  declara  propiedad  del  Es- 
tado la  parte  del  capital  del  Banco  de 
Ginebra,  que  proviene  de  los  fondos  de 
la  antigua  Sociedad  económica. 

Art.  7.°  Los  bienes  del  Hospital  de 
Ginebra,  los  de  los  de  la  oficina  de  Be- 
neficencia, la  fundación  Tronchin,  los 
fondos  de  los  huérfanos,  los  del  Hospi- 
cio civil  de  Carouge,  y  en  general  todos 
los  bienes  de  beneficencia  administra- 
dos hoy  por  los  municipios,  se  reunirán 
en  una  sola  masa  bajo  el  nombre  de 
Hospicio  General,  el  cual  será  regido  y 
administrado  por  una  comisión  de  17 
individuos,  de  la  manera  siguiente: 

Siete  nombrados  por  el  Consejo  mu- 
nicipal de  la  ciudad  de  Ginebra; 


Cinco  por  los  Consejos  municipales 
de  la  orilla  izquierda  del  Ródano; 

Dos  por  los  de  la  orilla  derecha; 

Tres  por  el  Consejo  de  Estado. 

Esta  comisión  se  renovará  cada  cua- 
tro años,  y  sus  miembros  serán  inme- 
diatamente reelegibles. 

Los  recursos  del  Hospicio  General 
estarán  afectos  al  cuidado  de  los  enfer- 
mos, de  los  ancianos,  de  los  huérfanos, 
de  los  imposibilitados,  y,  en  general,  de 
los  ginebrinos pobres. 

Los  bienes  del  Hospicio  General  no 
podrán  ser  distraídos  de  su  destino  pro- 
pio y  estarán  perfectamente  separados 
de  los  bienes  del  Estado. 

La  ley  regulará  las  atribuciones  de  la 
comisión  del  Hospicio  y  estatuirá  acer- 
ca de  la  gestión  de  los  donativos  y  le- 
gados que  puedan  hacerse  á  ios  muni- 
cipios con  un  fin  caritativo. 

Las  disposiciones  transitorias  se  re 
fieren  á  la  fecha  y  modo  de  poner  en 
ejecución  el  decreto  que  antecede  y  no 
tienen  interés  general  alguno. 

Este  decreto  fué  ratificado  el  16  de 
Diciembre  de  1868. 
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Reglamento  del  Consejo  municipal 
de  Ginebra 

(3  de  Julio  de  1874) 
TÍTULO  PRIMERO 

DE  LA  MESA  Y  DEL  CONSEJO  MUNICIPAL 

Artículo  1.°  Todos  los  años,  en  la 
primera  sesión  del  mes  de  Junio,  pro- 
cederá el  Consejo  municipal  á  la  elec- 
ción de:  1.°,  de  un  Presidente;  2.°,  de  un 
Vicepresidente;  3.°,  de  dos  Secretarios. 

Art.  2.°  El  Presidente,  el  Vicepresi- 
dente y  los  dos  Secretarios  compon- 
drán la  Mesa  del  Consejo  municipal. 

Ningún  miembro  del  Consejo  admi- 
nistrativo podrá  formar  parte  de  esta 
Mesa. 

Art.  3.°  La  Mesa  será  elegida  por 
un  año.  El  Presidente  sólo  será  reele- 
gible  después  de  transcurrido  un  año 
de  intervalo. 

Art.  4.°  En  caso  de  defunción  ó  di- 
misión de  uno  de  los  individuos  de  la 
Mesa,  se  proveerá  á  su  reemplazo  du- 
rante el  mes  que  siga  á  la  vacante. 


En  este  caso,  el  que  lo  reemplace 
sólo  será  elegido  por  el  tiempo  durante 
el  cual  el  individuo  reemplazado  debía 
permanecer  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  5.°    Corresponderá  á  la  Mesa: 

1.°  La  dirección  é  inspección  de  los 
archivos  del  Consejo  municipal; 

2.°  Ordenar  la  impresión  de  los  pro- 
yectos y  demás  documentos  necesarios 
para  la  discusión,  así  como  la  de  las 
Memorias  y  actas  cuando  así  se  acuer- 
de por  el  Consejo.  Podrá  entenderse  á 
este  efecto  con  el  Consejo  administra- 
tivo. 

TITULO  SEGUNDO 

DE  LA  PRESIDENCIA  Y  DE   LA    SECRETARÍA 

Art.  6.°  La  presidencia  del  Consejo 
municipal  se  ejercerá  por  el  Presiden- 
te, y,  en  caso  de  ausencia,  por  el  Vice- 
presidente. 

Si  ambos  tuviesen  impedimento  para 
asistir  á  la  sesión,  ocupará  la  presi- 
dencia el  individuo  de  más  edad  de  ios 
que  se  hallen  presentes. 

Art  7.°  Si  los  dos  Secretarios  se  ha- 
llaren ausentes,  desempeñará  sus  fun- 
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ciernes  un  individuo  del  Consejo  desig- 
nado por  el  Presidente. 

Art.  8.°  El  Presidente  será  el  encar- 
gado de  la  policía  de  la  Asamblea,  y 
estará  autorizado  para  llamar  al  orden 
al  individuo  que  se  extralimite. 

Art.  9.°  El  Presidente  no  tendrá  voz 
deliberativa;  no  obrará  ni  hablará  sino 
como  órgano  de  la  Asamblea,  para 
mantener  en  ella  el  orden  y  hacer  que 
se  cumpla  el  reglamento. 

Art.  10.  Si  el  Presidente  quisiere  ha- 
cer uso  de  su  derecho  como  miem- 
bro de  la  Asamblea,  abandonará  su 
puesto  para  discutir,  siendo  reemplaza- 
do durante  este  tiempo,  con  arreglo  á 
lo  que  dispone  el  art.  6.° 

Art.  11.  El  Presidente  sólo  votará 
cuando  haya  empate. 

Art.  12.  Los  Secretarios  extenderán 
las  actas  de  las  sesiones.  Estas  actas 
contendrán  los  nombres  de  los  miem- 
bros presentes  y  los  de  los  ausentes, 
los  incidentes  que  merezcan  ser  nota- 
dos, el  enunciado  de  las  proposiciones 
ó  proyectos  de  decreto,  el  texto  de  és- 
tos y  el  número  de  votantes  en  pro  y  en 
contra,  cuando  se  havan  contado.  Des- 
pues  de  aprobada  el  acta,  será  firmada 
por  el  Presidente  y  Secretario  que  la 
haya  redactado. 

Art.  13.  Al  fin  de  la  sesión  indicará 
el  Presidente  la  orden  del  día  de  la  se- 
sión siguiente.  Esta  indicación  podrá 
ser  modificada  por  la  Asamblea. 

Si  en  el  intervalo  de  una  á  otra  sesión 
ocurriere  algo  que  deba  ser  sometido  á 
la  deliberación  del  Consejo  municipal, 
podrá  el  Consejo  administrativo  agre- 
garlo á  la  orden  del  día  fijada  por  la 
*  Asamblea,  con  arreglo  á  lo  que  pres- 
criben los  artículos  18  y  19. 


TÍTULO  TERCERO 

DE    LA    REUNIÓN  Y  DE    LA    CONVOCATORIA 
DEL  CONSEJO  MUNICIPAL 

Art.  14.  En  las  sesiones  periódicas 
podrá  el  Consejo  municipal  ocuparse 
de  todas  las  materias  que  entren  en  sus 
atribuciones. 

En  caso  de  reunión  extraordinaria 
sólo  podrá  ocuparse  de  los  asuntos 
para  que  haya  sido  especialmente  con- 
vocada. 

Art.  15.  Las  convocatorias  se  harán 
por  el  Presidente  del  Consejo  muni- 
cipal. 

Las  papeletas  de  convocatoria  para 
la  primera  sesión  de  las  reuniones  pe- 
riódicas ó  de  una  reunión  extraordina- 
ria, deberán  contener  la  indicación  de 
la  orden  del  día,  tal  como  se  haya  fija- 
do por  el  Consejo  administrativo. 

Estas  papeletas  deberán  enviarse  por 
lo  menos  dos  días  antes  del  fijado  para 
la  reunión. 

El  Consejo  municipal  podrá  ser  con- 
vocado extraordinariamente  por  el  Con- 
sejo administrativo. 

Art.  16.  La  convocatoria  para  la 
apertura  de  las  reuniones  periódicas 
deberá  ir  acompañada  de  un  cuadro 
sumario  de  los  asuntos  de  que  deba 
ocuparse  el  Consejo  municipal  en  di- 
chas reuniones,  é  indicar  la  duración 
de  éstas,  tal  como  se  haya  determinado 
por  el  Consejo  de  Estado. 

Sin  embargo;  el  Consejo  administra- 
tivo podrá  someter  al  Consejo  munici- 
pal, cuando  lo  juzgue  necesario,  los 
proyectos  que  no  hayan  podido  ser  in- 
dicados en  el  citado  cuadro. 
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TÍTULO  CUARTO 


FORMA  DE  LAS  PROPOSICIONES 

Sección  primera 

De  las  proposiciones  del  Consejo  administrativo 

Art.  17.  Toda  proposición  presenta- 
da por  el  Consejo  administrativo  al  mu- 
nicipal, deberá  ir  motivada  en  una  Me- 
moria redactada  por  aquel  Consejo. 

Art.  18.  Toda  proposición  del  Con- 
sejo administrativo  deberá  ser  anun- 
ciada á  lo  menos  tres  días  antes  y  en- 
viada á  los  miembros  del  Consejo  mu- 
nicipal; si  se  tratase  de  trabajos  para 
los  cuales  haya  un  plan,  deberá  éste  ir 
unido  á  aquélla  si  es  posible. 

Art.  19.  En  los  casos  de  poca  impor- 
tancia, ó  en  los  urgentes,  podrá  el  Con- 
sejo municipal  dispensar  al  administra- 
tivo de  todas  ó  de  parte  de  las  obliga- 
ciones impuestas  por  el  artículo  prece- 
dente. 

Sección  segunda 

De  las  proposiciones  individuales 

Art.  20.  Las  proposiciones  indivi- 
duales sólo  podrán  presentarse  en  las 
sesiones  ordinarias. 

Art.  21.  Toda  proposición  individual 
deberá  ser  redactada  por  escrito  y  leí- 
da textualmente  á  la  asamblea.  Si  fue- 
se apoyada  por  tres  individuos  de  ésta, 
deberá  señalarse  para  su  discusión  la 
sesión  siguiente. 

En  esta  sesión  se  invitará  al  autor 
para  que  la  motive  y  apoye;  después  el 
Presidente  abrirá  discusión  sobre  ella, 
y  el  autor  declarará,  por  último,  si  per- 
siste ó  no  en  su  proposición  y  si  la  di- 
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rige  al  Consejo  municipal  ó  al  adminis- 
trativo. 

Art.  22.  Si  la  proposición  fuese  di- 
rectamente al  Consejo  municipal,  deci- 
dirá éste  si  la  toma  ó  no  en  considera- 
ción, y,  en  caso  afirmativo,  pasará  ne- 
cesariamente á  una  comisión  de  que 
el  autor  forme  parte,  ó  al  Consejo  ad- 
ministrativo. 

La  asamblea  podrá  fijar  el  dia  en  que 
se  ha  de  dar  lectura  del  dictamen  de  la 
comisión  ó  del  Consejo. 

Art.  23.  Si  la  proposición  se  dirigie- 
se al  Consejo  administrativo,  se  depo- 
sitará sobre  la  mesa,  se  transcribirá 
en  un  registro  titulado:  Registro  de  las 
proposiciones  individuales  de  los  miem- 
bros del  Consejo  municipal,  y  se  trans- 
mitirá por  el  Presidente  al  Consejo  ad- 
ministrativo, que  deberá  contestar  á 
ella  en  la  segunda  sesión  de  las  reunio- 
nes periódicas  siguientes,  lo  más  tarde. 

Art.  24.  La  forma  y  plazos  indicados 
no  serán  obligatorios  para  las  simples 
interpelaciones  ni  para  las  comunica- 
ciones. 

TÍTULO  QUINTO 

DEL  MODO  DE  DELIBERAR  * 

Art.  25.  Comenzada  la  deliberación 
sobre  una  proposición,  no  podrá  inte- 
rrumpirse sino  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Para  pedir  que  pase  aquélla  á 
una  comisión; 

2.°    Para  presentar  una  enmienda; 

3.°  Para  proponer  que  se  aplace 
para  otra  sesión; 

4.°  Para  reclamar  la  observancia  de 
un  articulo  del  reglamento  en  el  mo- 
mento de  su  violación. 

Art.  2ti.  El  primero  que  pida  la  pala- 
bra sobre  el  asunto  puesto  á  discusión, 
será  el  primero  que  usará  de  ella.  Sin 
embargo,  después  de  leído  el  dictamen 
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de  una  comisión,  si  los  individuos  de 
ésta  pidieren  la  palabra,  tendrán  el  de- 
recho de  preferencia. 

Art.  27.  Cuando  nadie  pida  ya  la 
palabra,  el  Presidente  enunciará  de 
nuevo  la  cuestión  y  dispondrá  que  se 
proceda  ala  votación.  Cualquier  indi- 
viduo podrá  reclamar  acerca  del  modo 
como  la  cuestión  ha  sido  enunciada,  y 
decidirá  la  Asamblea. 

Art.  28.  Cuando  se  haya  comenzado 
una  votación  no  podrá  nadie  hacer  uso 
de  la  palabra  hasta  haberse  indica- 
do por  el  Presidente  el  resultado  de 
aquélla. 

Art.  29.  El  presupuesto  y  las  modifl- 
cacionesdel  reglamento  estarán  sujetos 
á  tres  debates.  Las  demás  proposicio- 
nes sólo  se  someterán  á dos,  ano  ser 
que,  antes  de  la  votación  prescrita  por 
el  art.  33,  se  reclame  un  tercer  debate 
por  la  tercera  parte  de  los  miembros 
presentes,  ó  por  el  Consejo  administra- 
tivo. 

Art.  30.  El  primer  debate  versará 
sobre  la  conveniencia  del  proyecto  en 
general,  y  terminará  con  la  siguiente 
pregunta:  ¿Acuerda  la  asamblea  que  el 
proyecto  sea  sometido  á  un  segundo  de- 
bate? 

Si  la  asamblea  se  pronunciase  por  la 
negativa,  la  proposición  se  considerará 
rechazada  en  principio. 

Art.  31.  El  objeto  particular  del  se- 
gundo debate  será  el  examen  de  la  pro- 
posición, articulo  por  articulo,  y  la  dis- 
cusión de  las  enmiendas,  siendo  some- 
tidos uno  y  otras  á  votación  separada. 

Antes  de  la  votación  prescrita  por  el 
articulo  33,  preguntará  el  Presidente  á 
la  asamblea  si  exige  un  tercer  debate. 

Art.  32.  En  este  tercer  debate  po- 
drán reproducirse  todas  las  cuestiones 
tratadas  en  el  segundo,  y  la  discusión 
versará  sobre  cada  articulo,  tal  como 


haya  sido  votada  en  el  segundo  de- 
bate. 

Art.  33.  El  último  debate  terminará 
con  esta  pregunta:  ¿Admítela  asam- 
blea la  proposición  tntegrat 

Art.  34.  En  el  primero  y  tercer  deba- 
te estará  permitida  la  réplica,  pero  na- 
die podrá  hablar  más  de  dos  veces.  En 
el  segundo  debate,  podrá  hacerse  uso 
de  la  palabra  hasta  tres  veces;  pero 
esta  restricción  no  es  aplicable  álos 
que  presentan  el  dictamen  ni  á  los  au- 
tores de  las  proposiciones. 

Art.  35.  Esta  regla  no  quita  á  nin- 
gún individuo  el  derecho  de  volverá, 
hacer  uso  de  la  palabra,  ya  para  pre- 
sentar á  la  asamblea  un  dato  ó  un  he- 
cho nuevo,  ya,  en  fin,  para  explicar  sus 
palabras  ó  rectificar  erróneas  aprecia- 
ciones. 

Art.  36.  Los  dos  primeros  debates 
podrán  tener  lugar  en  una  misma  se- 
sión; pero  si  hubiese  tercer  debate  se 
aplazará  para  una  de  las  sesiones  in- 
mediatas. 

Art.  37.  Sólo  deberá  dirigirse  la  pa- 
labra al  Presidente  ó  á  la  asamblea. 

Art.  33.  No  se  permitirá  la  lectura 
de  los  discursos  sino  previa  la  autoriza- 
ción de  la  asamblea. 

Esta  regla  no  excluirá  las  notas  to- 
madas para  auxiliar  á  la  memoria. 

Art.  39.  Los  oradores  hablarán  de 
pie,  salvo  el  caso  en  que  el  Presidente 
dé  permiso  para  lo  contrario. 

Art.  40.  Toda  imputación  de  mala 
intención  se  considerará  como  una  vio- 
lación del  orden,  ora  recaiga  sobre  un 
individuo  de  la  asamblea  en  particu- 
lar, ora  se  dirija  á  muchos  miembros 
colectivamente. 

Art.  41.  Si  el  orador  se  saliese  de  la 
cuestión,  le  llamará  á  ella  el  Presi- 
dente. 

Art.  42.    Ninguna  enmienda  se  pon- 
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drá  á  discusión  si  no  estuviese  apoyada 
por  cinco  individuos  por  lo  menos. 

TÍTULO  8EXTO 

DE    LAS    ENMIENDAS 

i 

Art.  43.  Las  sub-enmiendas  serán 
sometidas  á  la  votación  antes  que  las 
enmiendas,  y  éstas  antes  que  la  propo- 
sición principal. 

Art.  44.  Durante  el  debate  podrá  todo 
individuo  proponer  su  aplazamiento, 
con  tal  que  no  interrumpan  un  discur- 
so alguno.  Si  esta  proposición  fuese 
apoyada  por  cinco  miembros,  ocupará 
eUugar  de  la  que  se  está  discutiendo. 

Art.  45.  La  proposición  de  aplaza- 
miento podrá  presentarse  aun  en  el  in- 
tervalo que  media  entre  el  último  dis- 
curso y  la  votación.  El  aplazamiento 
podrá  ser  indefinido  ó  por  tiempo  de- 
terminado. 

título  séptimo 

DE  LA  VOTACIÓN 

Art.  46.  Terminado  el  debate,  el  Pre- 
sidente ordenará  proceder  á  la  vota- 
ción en  pro  ó  en  contra. 

Art.  47.  Después  que  el  Presidente 
haya  manifestado  el  resultado  de  la 
votación,  todo  miembro  tendrá  dere- 
cho á  exigir  la  votación,  la  cual  se  ve- 
rificará permaneciendo  sentados  unos 
y  levantándose  otros,  contando  des- 
pués los  votantes  de  una  y  otra  parte. 

Si  lo  piden  cinco  miembros  se  proce- 
derá á  la  votación  nominal. 

título  octavo 

Dfe  LAS  VOTACIONES 

Art.  4S.  El  Consejo  municipal  podrá 
siempre  formar  de  su  seno  comisiones 


particulares  para  el  examen  de  todas  ó 
parte  de  las  proposiciones. 

Las  Memorias  sobre  asuntos  finan- 
cieros deberán  ser  sometidas  al  exa- 
men de  una  comisión  nombrada  por 
la  asamblea. 

Art.  49.  La  petición  de  que  se  nom- 
bre una  comisión  para  el  examen  de 
las  proposiciones,  deberá  ir  apoyada 
por  otros  cinco  miembros  si  ha  de  ser 
sometida  á  votación. 

Art.  50.  Luego  que  la  asamblea  ha- 
ya decidido  nombrar  una  comisión, 
abrirá  el  Presidente  el  primer  debate 
á  que  se  refiere  el  art.  30. 

Cerrado  este  debate  fijará  la  asam- 
blea el  número  de  miembros  de  que 
habrá  de  constar  la  comisión  y  se  pro- 
cederá á  su  nombramiento. 

Art.  51.  Las  comisiones  serán  nom- 
bradas de  dos  modos:  ó  por  escru- 
tinio por  lista  y  á  pluralidad  relativa  de 
votos,  ó  bien  mediante  una  propuesta 
hecha  por  el  Presidente  y  sometida  á 
la  aprobación  de  la  asamblea.  * 

Esta  será  previamente  consultada 
para  saber  cuál  de  ambos  modos  pre- 
fiere. 

Art.  52.  Si  un  individuo  forma  parte 
de  dos  comisiones  podrá  oponerse  á 
su  nombramiento  para  una  tercera. 

Art.  53.  Los  individuos  de  cada  co- 
misión serán  convocados  para  su  pri- 
mera sesión  por  el  Presidente  Abierta 
ésta,  nombrará  la  comisión  misma  su 
Presidente  y  su  Secretario,  y  designará 
después  el  ponente. 

Art.  54.  Cuando  el  Presidente  de 
una  comisión  haya  terminado  su  man- 
dato, depositará  en  la  mesa  el  dicta- 
men y  los  documentos  de  que  se  ha  ser* 
vido. 
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TÍTULO  NOVENO 

DE  LA  PUBLICIDAD  DE  LAS  SESIONES 

Art.  55.  Las  sesiones  del  Consejo 
municipal  serán  públicas;  pero  en  la 
tribuna  sólo  tendrán  entrada  las  perso- 
nas que  hayan  cumplido  por  lo  menos 
dieciocho  años. 

El  Presidente  tomará  todas  las  medi- 
das necesarias  para  el  mantenimiento 
del  orden  en  la  tribuna. 

Art  56.  El  Consejo  municipal,  á  pe- 
tición de  cinco  miembros,  podrá  cons- 
tituirse en  sesión  secreta  para  delibe- 
rar sobre  un  asunto  determinado. 

En  este  caso  será  evacuada  la  tribu- 
na, y  los  individuos  del  Consejo  debe- 
rán guardar  el  secreto  acerca  de  la  de- 
liberación, á  no  ser  que  les  releve  de 
esta  obligación  un  voto  de  la  asamblea. 

TÍTULO  DÉCIMO 

DEL  MEMORIAL  DE  LAS  SESIONES 

Art.  57.  La  Mesa  estará  encargada 
de  hacer  que  se  publique  el  Memorial 
de  las  sesiones  del  Consejo  municipal. 

La  ciudad  de  Ginebra  proveerá  á  este 
gasto. 

Art.  58.  El  Memorial  deberá  ser  una 
exposición  sucinta  y  fiel  de  las  delibe- 
raciones del  Consejo  municipal;  pero 
no  tendrá  carácter  oficial. 

Art.  59.  Los  convenios  con  el  editor 
responsable  se  harán  por  un  año. 

TÍTULO  DÉCIMOPRIMERO 

DE  LAS  PETICIONES 

Art.  60.  Toda  petición  dirigida  al 
Consejo  municipal  deberá  ir  firmada 
individualmente  por  Jos  peticionarios. 

Art.  61     Las  peticiones  deberán  en- 


tregarse á  la  presidencia  del  Consejo 
municipal,  y  el  Presidente  deberá  anun- 
ciarlas en  la  sesión  más  próxima. 

Art.  62.  En  cada  serie  ordinaria  de 
sesiones,  se  nombrará  una  comisión 
encargada  de  examinar  las  peticiones 
y  dar  dictamen  sobre  cada  una. 

Art.  63.  Esta  comisión  podrá  propo- 
ner la  formación  de  una  comisión  espe- 
cial, ó  que  pasen  á  ella,  si  está  forma- 
da, las  peticiones  que  estime  conve- 
niente. 

Podrá  proponer  también: 

1.°  Que  la  petición  pase  al  Consejo 
administrativo; 

2.°    Que  se  deposite  en  la  mesa; 

3.°  Que  sea  retirada  ó  aplazada  por 
la  orden  del  día. 

El  Consejo  municipal  estatuirá  ó  de- 
cretará sobre  el  dictamen  de  la  comi- 
sión. 

Art.  64.  Sin  embargo,  cuando  la  pe- 
tición se  refiera  á  un  objeto  sometido  á 
las  deliberaciones  del  Consejo  munici- 
pal, no  será  obligatorio  que  pase  á  la 
comisión. 

TÍTULO  DÉCIMOSEGUNDO 

FORMA  DE  LAS  ELECCIONES 

Art.  65.  Cuando  haya  de  procederse 
á  una  elección,  deberá  anunciarse  por 
la  orden  del  día  de  la  asamblea. 

Art.  66.  Toda  cédula  electoral  debe- 
rá ir  firmada  por  el  Presidente  ó  por  el 
Vicepresidente,  y  llevar  la  indicación 
del  número  de  votos  que  deban  emi- 
tirse. 

Art.  67.  Deberá  procederse  por  se- 
parado para  cada  plaza  de  las  que  haya 
que  proveer.  Sin  embargo,  en  el  caso 
en  que  sean  muchas  análogas,  se  pro- 
cederá á  esta  elección  por  escrutinio 
por  lista,  observando  las  reglad  pres- 
critas por  los  artículos  siguientes. 
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Art.  68.  Las  elecciones  tendrán  lu- 
gar por  mayoría  absoluta  de  votos. 

Art.  69.  Si  fuese  necesaria  una  ter- 
cera votación,  se  verificará  la  elección 
entre  los  candidatos  que  hayan  obteni- 
do mayor  número  de  votos  en  la  ¿se- 
gunda,  tomando  un  número  doble  al  de 
las  plazas  que  haya  que  proveer. 

Art.  70.  En  caéo  de  empate  será  ele- 
gido el  candidato  de  más  edad. 

Art.  71.  El  Presidente  declarará,  an- 
tes de  proceder  á  abrir  la  urna,  el  nú- 
mero de  papeletas  entregadas. 

Art.  72.  Si  el  número  de  las  que  se 
hallaren  sólo  excediese  en  una  á  las 
entregadas,  se  procederá  á  la  opera- 
ción definitiva;  pero  en  este  caso,  si  la 
elección  se  decidiese  por  un  voto,  será 
anulada  y  volverá  á  comenzar  inmedia- 
tamente. Si  el  número  fuese  inferior  al 
de  las  entregadas,  la  votación  será  vá- 
lida. 

Art.  73.  La  operación  final  se  verifi- 
cará públicamente  por  dos  secretarios 
ad  actum  nombrados  por  el  Presidente, 
bajo  la  inspección  de  la  Mesa,  y  de  cua- 
tro escrutadores  sacados  á  la  suerte. 

Art.  74.  La  mayoría  se  calculará 
por  el  número  de  papeletas  válidas. 

Art.  75.    Serán  nulas: 

1.°  Las  papeletas  que  contengan 
menos  votos  que  el  número  que  se 
exige; 

2.°  Las  que  contengan  un  voto  para 
una  persona  notoriamente  inelegible. 

3.°  Por  último,  las  que  comprendan 
más  de  un  voto  para  la  misma  persona. 

Art.  76.  En  las  papeletas  que  con- 
tengan más  votos  que  los  exigidos,  sólo 
se  contarán  los  primeros,  hasta  llenar 
dicho  número. 

Art.  77.  Las  dificultades  á  que  die- 
sen lugar  los  artículos  anteriores  serán 
resueltas  por  las  personas  designadas 
en  el  art.  73. 


Art.  78.  Antes  de  proceder  á  una 
elección,  hará  presente  la  presidencia 
á  la  asamblea  las  disposiciones  de  los 
artículos  70,  75  y  76  del  presente  regla- 
mento. 

Art.  79.  Después  del  escrutinio,  se 
participará  á  la  asamblea: 

1.°  El  número  de  papeletas  halladas 
en  la  urna; 

2.*  El  de  las  anuladas,  si  las  hu- 
biere; 

3  o    El  número  de  las  válidas; 

4.°  El  número  que  equivalga  á  la 
mayoría  absoluta. 

5.°  La  distribución  de  los  votos  en- 
tre los  candidatos  y  el  resultado  de  la 
votación. 

TÍTULO  DECIMOTERCERO 

DE  LA  ADMISIÓN  Á  LA  NATURALIZACIÓN 

Art.  80.  Cuando  el  Consejo  de  Esta- 
do haya  remitido  al  municipal  cierto 
número  de  peticiones  de  naturalización 
serán  repartidas,  á  medida  y  en  el  or- 
den que  Jas  vaya  remitiendo,  entre  los 
individuos  del  Consejo  municipal  por 
orden  alfabético,  y  de  manera  que  haya 
un  comisionado  para,  cada  tres  aspi- 
rantes. 

Para  el  examen  de  estas  tres  peticio- 
nes se  reunirán  los  miembros  del  Con- 
sejo municipal  en  Mesas  de  cinco  indi- 
viduos, los  cuales  se  constituirán  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  53. 

Art.  81.  El  Consejo  administrativo 
cuidará  de  que  se  vaya  formando  un 
cuadro  de  los  candidatos,  que  conten- 
drá su  nombre,  apellidos,  edad,  domi- 
cilio, profesión  y  lugar  de  su  natura- 
leza. 

Este  cuadro  deberá  fijarse  en  un  si- 
tio público  é  insertarse  dos  veces  por 
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lo  menos  en  el  Boletín  de  Avisos  con 
ocho  días  de  intervalo,  é  irá  acompa- 
ñado de  un  aviso  dirigido  al  público  y 
concebido  en  estos  términos: 

Los  ciudadanos  ginebrinos  que  tengan 
que  hacer  algunas  observaciones  acerca 
de  la  admisión  de  los  solicitantes,  se  les 
invita  áque  las  dirijan  por  escrito  y  fir- 
madas al  Presidente  del  Consejo  admi- 
nistrativo. Las  observaciones  se  recibi- 
rán durante  quince  días,  á  contar  de 

Art.  82.  Cuando  el  Consejo  munici- 
pal sea  llamado  á  entender  en  el  dicta- 
men de  las  Mesas  y  á  delibrar  sobre 
las  peticiones  de  naturalización,  debe- 
rá enterarse  á  sus  individuos,  por  lo 
menos  con  una  semana  de  anticipa- 
ción, del  número  de  candidatos  y  del 
día  en  que  se  verificará  la  votación. 

En  este  caso  las  cédulas  de  convoca- 
toria deberán  llevar  el  siguiente  aviso: 
«Es  necesaria  la  presencia  de  la  mayo- 
ría de  los  individuos  del  Consejo  mu- 
nicipal para  deliberar  acerca  de  las  de- 
mandas de  naturalización.» 

Art.  83.  Antes  de  pasar  á  la  lectura 
del  dictamen  hará  constar  el  Presiden- 
te la  presencia  de  la  mayoría  de  los 
individuos  del  Consejo  municipal,  y  se 
despejará  la  tribuna. 

Art.  84.  Después  de  la  lectura  del 
dictamen  abrirá  el  Presidente  debate 
acerca  de  las  conclusiones  de  la  Mesa. 

Art.  85.  El  Consejo  municipal  vota- 
rá en  un  mismo  acto,  pero  separada- 
mente, sobre  cada  candidato,  con  arre- 
glo á  las  formalidades  prescritas  en  los 
artículos  71,  72,  73,  74,  77,  78  y  79. 

Art.  86.  Las  papeletas  sólo  deberán 
contener  las  palabras  si  ó  nó,  al  lado 
del  nombre  de  cada  solicitante,  según 
que  el  que  vota  acepte  ó  rechace  la  pe- 
tición. 

Toda  papeleta  que  contenga  otra 
cosa  será  nula. 


Art.  87.  Los  candidatos  que  hayan 
obtenido  la  mayoría  absoluta  quedarán 
admitidos. 

Art.  88.  Inmediatamente  después  de 
la  votación  definitiva,  se  abrirá  la  deli- 
beración acerca  de  la  suma  que  debe- 
rán pagar  los  candidatos  admitidos,  y 
el  Consejo  municipal  votará  separada- 
mente para  cada  cual  de  ellos. 

Art.  89.  En  el  caso  en  que  el  Conse- 
jo de  Estado  invite  al  Consejo  munici- 
pal á  deliberar  segunda  vez  sobre  una 
ó  más  peticiones  de  naturalización, 
esta  nueva  deliberación  quedará  some- 
tida á  las  formalidades  prescritas  en  el 
artículo  82  y  siguientes. 

Art.  90.  Los  documentos  no  oficiales 
concernientes  á  las  peticiones  de  natu- 
ralización serán  destruidos  después  de 
la  votación  de  los  aspirantes. 


TÍTULO  DECIMOCUARTO 


DE  LAS  PROPOSICIONES  RELATIVAS 
AL  REGLAMENTO 

Art.  91.  Toda  proposición  que  tenga 
por  objeto  modificar  el  presente  regla- 
mento deberá  ser  anunciada  al  Consejo 
municipal  con  tres  días  de  anticipación 
cuando  menos. 

Art.  92.  La  proposición  deberá  ser 
redactadlt  por  escrito;  y  si  fuere  apoya- 
da por  cinco  miembros,  será  desarro- 
llada por  su  autor  y  se  abrirá  debate 
sobre  la  misma. 

Si  el  Consejo  decidiere  que  la  propo- 
sición debe  ser  tomada  en  considera- 
ción, nombrará  una  comisión  para  que 
emita  su  dictamen;  y  no  podrá  estatuir 
definitivamente  sobre  dicha  proposi- 
ción hasta  después  de  haberla  someti- 
do al  debate  por  tres  veces. 


LEYES  ADMINISTRATIVAS 


Extracto  de  la  ley  sobre  las  atribucio- 
nes de  los  Consejos  municipales  y  so- 
bre la  administración  de  los  Co- 
munes. 

(Del  5  de  Febrero  de  1849) 

CAPÍTULO  II 
Sección  primera 

De  los  Consejos  municipales 

Art.  5.°  Antes  de  entrar  en  funcio- 
nes, prestarán  los  consejeros  munici- 
pales en  manos  del  Presidente,  y  en 
presencia  del  Consejo,  el  juramento 
que  sigue:  «Juro  ser  fiel  á  la  república 
y  cantón  de  Ginebra,  obedecer  la  Cons- 
titución y  las  leyes  y  desempeñar  mi 
cargo  con  exactitud,  honor  y  celo. 

CAPÍTULO  III 

Atribuciones  de  los  Consejos  munici- 
pales 

Art.  12.  El  Consejo  municipal  deli- 
berará: 

1.°  Sobre  el  presupuesto  del  munici- 
pio, cuyo  proyecto  presentará  todos  los 
años  el  alcalde,  excepto  en  la  ciudad 


de  Ginebra,  que  correrá  esto  á  cargo 
del  Consejo  administrativo; 

2.°  Sobre  los  gastos  comunales  ex- 
traños al  presupuesto  y  los  medios  de 
atender  á  ellos; 

3."  Sobre  las  cuentas  anuales  pre- 
sentadas por  el  Consejo  administrativo 
en  ei  municipio  de  Ginebra,  y  en  los 
demás  por  el  alcalde,  como  adminis- 
tradores de  los  ingresos  y  ordenadores 
de  los  gastos; 

4.°  Sobre  el  modo  de  administrar  y 
disfrutar  los  bienes  comunales,  y  sobre 
lo  demás  que  interese  ó  se  refiera  á  la 
conservación  y  mejora  de  estas  propie- 
dades; 

5.°  Sobre  los  arrendamientos  de  to- 
dos ó  parte  de  los  bienes  comunales,  y 
sobre  el  modo,  las  condiciones  y  la  du- 
ración de  estos  arrendamientos; 

6.°  Sobre  las  transacciones  y  las  ac- 
ciones judiciales  relativas  á  los  intere- 
ses comunales,  salvo  los  casos  previs- 
tos en  el  párrafo  5.°  del  art.  17  y  el  7.° 
del  art.  20; 

7.°  Sobre  las  enagenaciones,  cam- 
bios, distribuciones  ó  adquisiciones  de 
inmubles; 

8.°  Sobre  las  donaciones  ó  legados 
hechos  al  municipio,  con  ó  sin  destino 
determinado,  excepto  lo  que  se  refiere 
al  párrafo  9.°  del  art.  17  y  al  5.°  del  ar- 
tículo 20; 

9.'    Sobre  los  proyectos  de  construc- 
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ción  ó  demolición  de  los  edificios  co- 
munales, sobre  la  apertura  ó  supresión 
de  los  caminos  ó  calles,  sobre  la  ex- 
propiación forzosa  por  causa  de  utili- 
dad comunal,  sobre  los  proyectos  ge- 
nerales de  alineación  é  inspección  de 
caminos  municipales,  y  sobre  todos  los 
demás  trabajos  de  utilidad  ó  de  ornato; 

10.  Y  en  general,  sobre  todos  los  in- 
tereses y  necesidades  propias  del  mu- 
nicipio, sobre  las  mejoras  de  que  son 
susceptibles  su  administración  y  los  di- 
versos establecimientos  que  de  él  de- 
penden, así  como  sobre  los  demás 
asuntos  que  les  estén  sometidos  por 
las  leyes  ó  los  reglamentos. 

Art.  15.  Los  Consejos  municipales 
de  los  Comunes  de  Ginebra  y  de  Carou- 
ge  podrán  estatuir  por  medio  de  regla- 
mentos sobre  todo  lo  que  se  refiera  á 
la  forma  de  sus  deliberaciones  y  al 
modo  de  hacerlas  constar. 

Art.  16.  Las  deliberaciones  de  los 
Consejos  municipales  deberán  ser 
transmitidas  al  Consejo  de  Estado. 

Serán  ejecutorias  de  pleno  derecho, 
sin  necesidad  de  la  autorización  ó  apro- 
bación del  Consejo  de  Estado,  á  no  tra- 
tarse de  los  asuntos  siguientes  para 
los  cuales  esta  autorización  será  nece- 
saria: 

1.°  Del  presupuesto  anual  y  de  las 
cuentas; 

2.°  De  los  gastos  votados  en  el  año 
fuera  del  presupuesto,  y  que  reunidos 
excedan  de  la  décima  parte  de  los*  in- 
gresos del  municipio;  pero  si  no  llega- 
sen á  ese  límite  serán  ejecutorios  de 
pleno  derecho  esos  gastos,  si  el  munici- 
pio tiene  recursos  disponibles  para 
atender  á  ellos.  No  entrarán  en  la  eva- 
luación de  estos  ingresos  las  sumas 
entregadas  por  el  Estado  ni  el  producto 
de  los  subsidios  votados  para  objetos 
especiales; 


3.°    De  las  enagenaciones,  cambios 
ó  distribuciones  de  inmuebles,  de  las 
acciones  judiciales  relativas   á  estos 
asuntos,  ó  de  los  arrendamientos  cuya 
duración  exceda  de  nueve  años; 

4.o  De  los  legados  ó  donaciones  que 
contengan  algunas  cargas  ó  condi- 
ciones; 

5.°  De  la  apertura  ó  supresión  de 
caminos  ó  calles,  y  de  los  proyectos 
generales  de  alineación  y  ornato  muni- 
cipal; 

6.°  De  la  expropiación  forzosa  por 
causa  de  utilidad  comunal. 

El  Consejo  de  Estado  podrá  en  todos 
los  casos  citados  conceder  una  autori- 
zación parcial  cuando  lo  estime  conve- 
niente. 

CAPÍTULO  IV 

Atribuciones  del  Consejo  administrativo 
de  la  ciudad  de  Ginebra 

Art.  17.  El  Consejo  administrativo 
estará  encargado: 

1.°  De  la  administración  y  conser- 
vación de  las  propiedades  de  la  ciudad 
de  Ginebra; 

2.°  De  la  preparación  y  de  la  confec- 
ción de  los  presupuestos,  y  de  la  admi- 
nistración de  los  fondos  de  la  ciudad; 

3.°  De  la  ejecución  de  las  delibera- 
ciones del  Consejo  municipal,  con  arre- 
glo al  art.  16  de  la  presente  ley; 

4.°  De  arrendar  las  propiedades  y 
las  rentas  de  la  ciudad,  fijar  la  dura- 
ción y  las  condiciones  de  los  arrenda- 
mientos con  arreglo  á  las  decisiones 
generales  ó  especiales  tomadas  por  el 
Consejo  municipal; 

5.°  De  perseguir  ante  los  Tribunales 
á  los  que  no  hagan  efectivas  las  su- 
mas debidas  por  arrendamientos  ó  al- 
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quileres,  obligaciones  y  créditos  de 
cualquiera  especie; 

6.°  De  tomar  todas  las  medidas  pro- 
visionales en  asuntos  que  no  puedan 
retardarse  sin  comprometer  los  intere- 
ses de  la  ciudad; 

7.°  De  nombrar  y  vigilar  á  todos  los 
agentes  de  la  Administración  munici- 
pal, y  revocar  su  nombramiento; 

8.°  De  la  dirección  de  los  trabajos 
municipales; 

9.°  De  aceptar  las  donaciones  ó  le- 
gados hechos  á  la  ciudad  de  Ginebra, 
con  ó  sin  destino  determinado,  si  no 
contienen  carga  ó  condición  alguna,  y 
sólo  consisten  en  bienes  muebles  que 
no  excedan  de  2.500  francos. 

Art.  18.  El  Consejo  administrativo 
estará  además  encargado: 

1.°  De  dar  las  autorizaciones  exigi- 
das por  el  art.  24  de  la  ley  de  25  de 
Marzo  de  1816,  en  lo  que  se  refiere  á 
construcciones  ó  reconstrucciones,  ó 
la  construcción  de  estribos  ó  macho- 
nes, establecimiento  de  puestos  ó  case- 
tas en  las  plazas,  calles  ó  callejuelas  de 
la  ciudad  de  Ginebra,  quedando  dero- 
gados los  artículos  32  y  34  de  dicha  ley. 
Tendrá,  además,  derecho  á  mandar 
destruir  las  construcciones  no  autori- 
zadas; 

2.°  De  velar  por  que  no  se  cometa 
ninguna  usurpación  ó  deterioro  en  las 
calles,  plazas  ó  paseos  públicos; 

3.°  De  vigilar  la  ejecución  de  los  re- 
glamentos en  todo  lo  concerniente: 

a)  A  los  edificios  y  establecimientos 
municipales  y  á  los  baños  públicos; 

b)  A  los  mercados  y  puestos  de  car- 
ne en  la  ciudad  de  Ginebra; 

e)    A  los  almacenes  de  madera; 

d)  Al  puerto  de  comercio  y  á  las 
avenidas  de  los  muelles; 

e)  Al  orden  de  los  mercados,  á  la  sa- 
ubridad  de  los  objetos  en  ellos  expues- 


tos á  la  venta,  á  la  distribución  de  los 
puestos  arrendados  y  de  toda  industria 
que  se  ejerza  en  la  vía  pública; 

h)  Al  modo  de  disfrutar  las  aguas 
conducidas  por  la  máquina  hidráulica, 
al  uso  y  la  limpieza  de  las  fuentes. 

i)  A  los  depósitos  de  material  y  otros 
objetos; 

k)  A  la  circulación  y  paradas  de  co- 
ches, carros  ó  bestias,  etc.; 

1)  A  los  objetos  expuestos  en  las 
ventanas,  ó  pendientes  en  el   exterior; 

m)    A  las  degradaciones  de  edificios; 

n)  A  la  limpieza  de  las  nieves  hasta 
las  afueras  de  las  puertas  de  la  ciudad; 

o)  A  la  limpieza  de  las  calles,  calle- 
juelas, puentes,  etc.; 

p)  Al  alumbrado  de  las  calles  y  pla- 
zas públicas; 

q)  A  hacer  constar  la  contravención 
á  las  leyes  y  reglamentos  concernien- 
tes á  las  disposiciones  de  los  párrafos 
anteriores. 

Los  juicios  de  los  agentes  municipa- 
les serán  celebrados  en  el  término  de 
cuarenta  y  ocho  horas  ante  uno  de  los 
comisarios  de  policía,  que  los  tramitará 
si  no  se  consigue  la  conciliación. 

Las  disposiciones  generales  de  los  ar- 
tículos 26,  36  y  37  de  la  ley  de  16  de 
Marzo  de  1816,  serán  aplicadas  por  de- 
nunciadel  Consejo  administrativo  á  todo 
el  que  contravenga  á  las  disposiciones 
de  los  dos  primeros  párrafos  de  este  ar- 
tículo; 

4.°  De  proponer  al  Consejo  de  Esta- 
do cuanto  crea  útil  á  la  policía  munici- 
pal de  la  ciudad  de  Ginebra,  y  emitir  su 
parecer  sobre  todos  los  reglamentos 
relativos  á  este  objeto. 
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CAPÍTULO  VI 

Del  registro  del  estado  civil 

Art.  24.  Dos  miembros  del  Consejo 
administrativo  desempeñarán,  en  re- 
presentación ó  por  delegación  de  este 
Cuerpo,  las  funciones  de  oficiales  del 
estado  civil  en  el  municipio  de  Gi- 
nebra. 

Art.  25.  El  Consejo  administrativo 
nombrará  y  destituirá  á  los  empleados 
de  la  oficina  del  estado  civil. 

Art.  27.  Los  registros  del  estado  ci- 
vil estarán  colocados  bajo  la  autoridad 
del  Consejo  de  Estado,  sin  que  esto  de- 
rogue las  disposiciones  del  Código  civil 
en  lo  que  concierne  á  la  competencia 
del  Procurador  general. 

CAPÍTULO  VII 

De  las  asambleas  del  Consejo  municipal 

Art.  28.  Los  Consejos  municipales 
tendrán  cada  año  dos  series  de  sesio- 
nes periódicas,  cuya  serie  y  duración 
se  fijarán  por  el  Consejo  de  Estado. 

Art.  29.  Podrán  ser  además  convo- 
cados extraordinariamente  cuando  lo 
estime  necesario  dicho  Consejo. 

Art.  30.  También  podrán  serlo  del 
mismo  modo  por  el  alcalde,  ó,  en  la 
ciudad  de  Ginebra,  por  el  Consejo  ad- 
ministrativo, en  cuyo  caso  deberá  dar- 
se parte  de  la  convocatoria  y  de  su  ob- 
jeto al  Consejo  de  Estado,  con  tres  días 
de  anticipación  por  lo  menos  á  aquel 
en  que  la  sesión  se  hubiese  fijado. 

Art.  31.  Los  miembros  del  Consejo 
municipal  serán  convocados  por  cédula 
dos  días  antes  de  aquel  en  que  se  fijase 
la  reunión,  excepto  en  caso  de  urgencia 
motivada. 


Para  toda  reunión  extraordinaria  de- 
berán indicar  las  cédulas  de  convoca- 
toria el  objeto  especial  de  la  misma. 

Art.  32.  Al  comenzar  cada  serie  de 
sesiones  fijarán  los  Consejos  municipa- 
les los  días  y  horas  de  las  mismas,  dan- 
do cuenta  al  público  por  medio  de  anun- 
cios fijados  en  el  lugar  ordinario. 

Art.  33.  En  estas  reuniones  periódi- 
cas podrá  el  Consejo  municipal  ocupar- 
se de  todas  las  materias  que  entren  en 
sus  atribuciones.  En  caso  de  reunión 
extraordinaria  sólo  podrá  ocuparse  de 
los  asuntos  para  que  haya  sido  espe- 
cialmente convocado. 

Art.  38.  Los  alcaldes,  tenientes  y 
consejeros  municipales  que  por  sí  mis- 
mos, por  sus  mujeres  ó  sus  parientes 
en  línea  recta,  sus  hermanos,  herma- 
nas ó  cuñados  tengan  un  interés  direc- 
to en  el  asunto  objeto  de  la  delibera- 
ción del  Consejo  municipal,  no  podrán 
asistir  á  ella. 

Art.  39.  Las  actas  del  Consejo  mu- 
nicipal se  transcribirán  á  un  libro  de 
registro,  y  contendrán  los  nombres  de 
los  individuos  presentes  en  cada  deli- 
beración. No  deberán  transmitirse  al 
Consejo  de  Estado  sino  después  de  ha- 
ber sido  aprobadas;  pero,  á  ser  posible, 
en  la  sesión  en  que  la  deliberación  se 
haya  verificado.  Esta  aprobación  será 
confirmada,  bajo  la  responsabilidad  del 
alcalde,  por  su  firma  y  la  de  un  conse- 
jero municipal. 

En  la  ciudad  de  Ginebra  lo  serán  por 
el  Presidente  y  el  Secretario  que  las  ha- 
ya redactado. 

Art.  40.  Todos  los  electores  ó  con- 
tribuyentes de  un  municipio  podrán,  en 
presencia  del  alcalde  ó  de  una  persona 
designada  por  éste,  sacar  copia  de  las 
actas  del  Consejo  municipal  en  los  días 
y  horas  que  la  autoridad  determine. 

Art.  41.    El  Consejo  de  Estado  anu- 
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Jará  toda  deliberación  que  se  haya  to- 
mado: 

1.°    Fuera  de  ]as  sesiones  legales; 

2.°  Sobre  objetos  extraños,  ora  á 
sus  atribuciones,  ora  al  objeto  especial 
para  que  se  convocó  una  sesión  ex- 
traordinaria; 

3.°  En  oposición  con  las  disposicio- 
nes del  art.  38. 


CAPÍTULO  VIII 

Disposiciones  especiales  sobre  algunos 
punios  de  la  administración  de  los 
Comunes. 

Art.  44.  Cuando  los  gastos  de  un 
municipio  excedan  á  los  ingresos  ordi- 
narios, podrá  el  Consejo  municipal  vo- 
tar por  adición  y  sobre  la  base  de  las 
contribuciones  territorial,  personal,  in- 
dustrial ó  cualquier  otra  directa,  la  su- 
ma necesaria  para  atender  á  estos  gas- 
tos. Las  contribuciones  adicionales  no 
podrán  percibirse  sino  en  virtud  de  una 
ley,  salvo  el  caso  previsto  en  el  artículo 
siguiente. 

Art.  45.  Cuando  las  contribuciones 
adicionales  votadas  de  la  manera  antes 
indicada  sean  destinadas  á  proveer  los 
gastos  del  sueldo  de  los  guardas  de 
campo,  el  de  los  maestros  de  instruc- 
ción primaria,  la  reparación  y  conser- 
vación de  los  caminos,  fuentes  ó  bom* 
bas  de  incendio,  ó  la  separación  de  las 
nieves  de  los  sitios  de  tránsito,  bastará 
la  aprobación  del  Consejo  de  Estado 
para  autorizarlas. 

Art.  46.  No  podrá  establecerse  ni 
modificarse  ningún  impuesto  munici- 
pal sino  con  la  sanción  del  Gran  Con- 
sejo, que  aprobará  ó  rechazará  la  pro- 
posición, sin  poder  enmendarla. 

Art.  17.    No  podrá  contratar  un  mu- 


nicipio empréstito  alguno  sino  en  vir- 
tud de  una  ley. 

Art.  48.  Los  presupuestos  de  los  mu- 
nicipios serán  decretados  en  definitiva 
por  el  Consejo  de  Estado. 

Cuando  un  gasto  que  sea  obligatorio 
por  la  ley  haya  sido  omitido  en  el  presu- 
puesto de  un  municipio,  dirigirá  el  Con- 
sejo de  Estado  al  municipal  la  exigen- 
cia de  que  se  le  incluya. 

En  caso  de  negativa,  deberá  el  Con- 
sejo de  Estado  incluirle  de  oficio,  pro- 
veyendo, en  este  caso,  al  gasto  obliga- 
torio omitido,  reduciendo  por  sí  mismo 
los  demás  artículos  de  gastos  que  le 
parezcan  susceptibles  de  ello,  ó  propo- 
niendo al  Gran  Consejo  que  imponga 
al  municipio  algunos  céntimos  adicio- 
nales. 

Art.  49.  El  Consejo  administrativo 
designará  los  miembros  de  su  seno  que 
deben  representar  al  municipio  de  Gi- 
nebra en  la  aprobación  de  sus  ventas, 
arrendamientos  y  actos  de  toda  espe- 
cie, así  como  en  toda  adjudicación  en 
las  subastas. 

Art.  50.  El  Consejo  de  Estado  deter- 
minará por  medio  de  reglamentos: 

1.°  La  forma  en  que  deben  llevar  la 
contabilidad  los  Comunes; 

2.°  La  de  sus  registros  y  la  conser- 
vación de  sus  archivos. 

Ley  de  6  de  Junio  de  1863,  modificando 
el  art.  1.°  de  la  ley  de  13  de  Diciem- 
bre de  1856,  que  determina  en  qué 
casos  y  por  qué  autoridad  pueden 
ser  suspendidos  ó  disueltos  los  Con- 
sejos municipales  ó  revocado  el  nom- 
bramiento de  alcaldes  y  tenientes. 

El  Consejo  de  Estado  podrá  suspen- 
der los  acuerdos  de  un  Consejo  muni- 
cipal siempre  que  éste  se  extralimite 
del  círculo  de  sus  atribuciones  consti- 
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tucionales  ó  legales,  informando  al 
Qran  Consejo,  dentro  de  los  ocho  días 
siguientes,  acerca  de  los  motivos  que 
han  provocado  esta  decisión. 

Si  estos  motivos  son  aprobados,  el 
Consejo  municipal  será  declarado  di- 
suelto y  convocados  los  electores  del 
municipio  para  proceder  á  una  nueva 
elección  en  el  plazo  de  un  mes. 

Ley  del  13  de  Diciembre  de  1856,  de- 
terminando en  qué  casos  y  por  qué 
autoridad  pueden  ser  suspendidos  ó 
disueltos  los  Consejos  municipales  y 
revocado  el  nombramiento  de  los  al- 
caldes y  tenientes. 

Art.  2.°  La  disolución  del  Consejo 
municipal  podrá  verificarse  sin  llevar 
consigo  la  revocación  del  nombramien- 
to de  alcaldes  y  tenientes. 

Art.  3.°  Durante  el  intervalo  entre  la 
disolución  de  un  Consejo  municipal  y 
el  nombramiento  de  un  nuevo  Consejo, 
quedarán  encargados  de  la  administra- 
ción provisional  del  municipio  el  al- 
calde ó  el  Consejo  administrativo. 

Ley  de  18  de  Mayo  de  1864,  sobre 
las  elecciones 

Art.  144.  Los  alcaldes  y  tenientes 
podrán  ser  depuestos:  por  el  Consejo  de 
Estado  cuando  se  nieguen  á  obedecer 
las  órdenes  que,  dentro  de  los  límites 
de  la  Constitución  y  de  las  leyes,  les 
hayan  sido  dirigidas  por  la  autoridad 
ejecutiva  del  cantón;  por  malversación 
probada;  por  negarse  á  desempeñar 
sus  funciones;  por  negligencia  en  el 
ejercicio  de  las  mismas;  por  ausencia 
prolongada  por  más  de  dos  meses  sin 
autorización  del  Consejo  de  Estado, 
dada  de  acuerdo  con  el  parecer  del 


Consejo  municipal;  por  la  inobservan- 
cia de  las  leyes  y  reglamentos. 

Extracto  de  las  leyes  sobre  la  natura- 
lización de  los  extranjeros  y  de  los 
suizos  de  otros  cantones. 

(Del  23  de  Junio  de   1860,   3   de   Diciembre   del 
mismo  año,  27  de  Junio  de  1864  y  5  de  Enero 

de  1870) 

Articulo  1 .°  Para  ser  admitida  la  d  e- 
manda  de  naturalización  de  un  extran- 
jero, deberá  haber  nacido  en  el  cantón 
ó  residir  en  él  con  dos  años  de  anterio- 
ridad por  lo  menos  (ley  de  27  de  Junio 
de  1864). 

Art.  2.°  No  podrá  presentarse  nin- 
guna demanda  de  naturalización  si  el 
que  la  presenta  no  es  mayor  de  vein- 
tiún años  ó  se  halla  en  uno  de  los  ca- 
sos que,  según  la  Constitución  y  las 
leyes,  imposibilitan  de  un  modo  per- 
manente para  ejercer  los  derechos  po- 
líticos. 

Art.  3.°  El  extranjero  que  pida  la 
naturalización  deberá  dirigirse  al  Con- 
sejo de  Estado,  enunciando  en  su  soli- 
citud el  nombre  de  sus  hijos  menores 
de  veintiún  años,  el  suyo  y  su  edad, 
designando  además  el  municipio  del 
cantón  á  que  desea  pertenecer. 

Art.  4.°  La  naturalización  de  un  pa- 
dre de  familia  dará  la  cualidad  de  gine- 
brinosásu  mujer  y  á  sus  hijos  meno- 
res de  veintiún  años  (ley  de  23  de  Ju- 
nio de  1860.) 

Cuando  durante  el  tiempo  necesario 
para  las  formalidades  de  la  naturaliza- 
ción algunos  de  los  hijos  del  demandan- 
te hayan  llegado  á  la  mayor  edad,  se- 
rán, lo  mismo  que  aquél,  considerados 
como  ciudadanos  ginebrinos,  con  la 
condición  de  pagar  los  derechos  de 
Cancillería  y  de  prestar,  en  los  plazos 
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fijados  por  la  ley,  el  juramento  exigido 
ú.  los  nuevos  ciudadanos  (ley  de  3  de 
Diciembre  de  1860). 

Art.  5.°  Si  el  Consejo  de  Estado  re- 
conoce que  el  solicitante  reúne  las  con- 
diciones legales  y  que  su  admisión  no 
perjudica  los  intereses  del  cantón, 
transmitirá  la  petición  al  Consejo  mu* 
nicipal  designado  en  ésta. 

En  caso  contrario,  no  continuará  la 
tramitación  de  la  instancia  (ley  de  23 
de  Junio  de  1860). 

Toda  petición  de  naturalización  re- 
mitida á  un  Consejo  municipal  deberá 
ser  anunciada  por  dos  veces  en^el  Bole- 
an de  Avisos  un  mes  antes  que  el  Con- 
sejo municipal  proceda  á  la  votación  de 
esta  solicitud  (ley  de  29  de  Junio  de 
18(54). 

Art.  6.°  Si  el  Consejo  municipal  ad- 
mitiera la  petición,  fijará  la  suma  que 
el  solicitante  deba  pagar,  y  participará 
al  Consejo  de  Estado  el  resultado  de  su 
deliberación;  esta  suma  variará  de  200 
á  400  francos.  Podrá  ser  menor  de  200 
francos  mediante  la  autorización  pre- 
via del  Consejo  de  Estado. 

Art.  7.°  Si  el  Consejo  municipal  re- 
chazase la  petición,  lo  participará  asi 
al  Consejo  de  Estado. 

En  este  último  caso  podrá  el  Consejo 
de  Estado  invitar  al  Consejo  municipal 
á  deliberar  segunda  vez;  pero  si  insis- 
tiere en  su  negativa,  no  habrá  contra 
ella  recurso  alguno,  y  el  demandante 
tendrá  que  dirigirse,  si  le  conviene,  á 
otro  municipio. 

Art.  8.°  Para  deliberar  sobre  las  so- 
licitudes de  naturalización  será  nece- 
saria la  presencia  de  la  mayoría  de  los 
individuos  del  Consejo  municipal;  ade- 
más cada  consejero  deberá  recibir  avi- 
so por  lo  menos  una  semana  antes  del 
día  en  que  ha  de  verificarse  Ja  votación 
del  nombre  de  los  candidato  s. 


Art.  14.  La  duración  previa  de  la 
residencia  exigida  á  los  extranjeros 
por  el  art.  1.°  de  la  presente  ley  para 
obtener  la  naturalización  en  el  cantón 
de  Ginebra  será  de  un  año  por  lo  me- 
nos para  los  suizos  de  los  demás  can- 
tones. 

Art.  15.  Los  suizos  de  los  otros  can- 
tones que  hayan  residido  sin  interrup- 
ción durante  un  año  en  el  cantón  de  Gi- 
nebra, estén  provistos  de  un  permiso 
de  establecimiento  y  no  gocen  del  bene- 
ficio del  art!  19  de  la  Constitución,  no 
necesitarán,  para  ser  admitidos  como 
ciudadanos  del  cantón,  sino  serlo  por 
un  municipio,  por  más  que  la  demanda 
deba  ir  por  conducto  del  Consejo  de 
Estado,  que  la  transmitirá  al  municipio 
en  el  plazo  de  quince  días. 

El  precio  de  recepción  que  habrán  de 
pagar  y  que  fijará  el  municipio  será  de 
100  á  200  francos. 

Esta  suma  podrá  ser  inferior  al  míni- 
mum, mediante  la  autorización  previa 
del  Consejo  de  Estado. 

Art.  20.  Toda  admisión  ala  natura- 
lización será  nula  si  en  el  término  de 
tres  meses  no  ha  llenado  el  solicitante 
las  condiciones  que  hayan  sido  im- 
puestas en  virtud  de  la  presente  ley. 

Art.  21.  El  Consejo  de  Estado  podrá 
enviar  directamente  al  Gran  Consejo 
la  proposición  de  conceder  gratuita- 
mente la  naturalización  al  extranjero 
que  hubiese  prestado  al  cantón  ó  á  Sui- 
za en  general  servicios  importantes, 
por  más  que  no  se  halle  en  ninguno  de 
los  casos  previstos  por  los  artículos 
precedentes. 

El  Consejo  de  Estado  determinará  de 
oficio,  en  este  casor  antes  de  la  vota- 
ción del  Gran  Consejo,  el  municipio  á 
que  habrá  de  pertenecer  el  extranjero 
así  naturalizado. 

El  Gran  Consejo  estatuirá  por  decre- 
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to  legislativo  sobre  la  proposición  del 
Consejo  de  Estado. 

Art.  22.  Las  solicitudes  de  las  per- 
sonas que  se  hallen  en  los  casos  pre- 
vistos por  el  art.  19  de  la  Constitución, 
se  dirigirán  al  Consejo  de  Estado,  que 
comprobará  los  hechos  y  estatuirá  de- 
finitivamente conforme  á  las  disposi- 
ciones, de  dicho  artículo.  Las  negativas 
serán  siempre  motivadas  (ley  de  23 
de  Junio  de  1860). 

Ley  de  5  de  Enero  del870,úu>diflcando 

la  anterior 

La  suma  que  deberá  pagar  el  aspi- 


rante á  la  naturalización,  admitido  por 
un  Consejo  municipal,  se  reducirá  á, 
los  simples  derechos  de  Cancillería, 
cuando  el  solicitante  extranjero  haya 
nacido  en  el  cantón  y  resida  en  él  con 
cuatro  años  de  anticipación  á  la  fecha 
de  su  solicitud.  Esta  misma  reducción 
será  aplicable  á  todo  ciudadano  suizo, 
cualquiera  que  sea  el  lugar  de  su  naci- 
miento, que  llene  las  condiciones  exigi- 
das en  el  artículo  que  precede. 


leí  i  los  municipios  í  mrüs  del  aun  i  fugo 


DE  10  DE  FEBRERO  DE  1880 


El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Fri- 
burgo, 

Vistas  las  disposiciones  de  la  Consti- 
tución federal: 

Considerando  que  es  necesario  revi- 
sar muchos  puntos  de  la  ley  sobre  los 
municipios  y  parroquias  dada  en  7  de 
Mayo  de  1864  para  ponerlas  en  harmo- 
nía con  la  Constitución  mencionada; 

A  propuesta  del  Consejo  de  Estado, 

DECRETA 
Disposiciones  generales 

Artículo  1.°  Los  distritos  adminis- 
trativos se  dividirán  en  Comunes  ó  mu- 
nicipios (art.  23  de  la  Constitución).  La 
delimitación  ulterior  comunal  será  del 
dominio  de  la  Administración. 

Art.  2.°    Habrá  en  cada  municipio: 

a)  Una  asamblea  comunal; 

b)  Un  Consejo  comunal; 

e)  Un  síndico  que  presidirá  una  y 
otro,  y  que  será  al  mismo  tiempo  el 
agente  del  Gobierno  en  el  municipio, 
(art..  76  de  la  Constitución). 

Art.  3.°  Todos  los  municipios  se  ha- 
llarán sometidos  á  la  alta  vigilancia 
del  Estado. 


Tendrán,  sin  embargo,  la  libre  ad- 
ministración de  sus  bienes,  colocados, 
además,  bajo  la  garantía  del  art.  12  de 
la  Constitución.  La  presente  ley  regula 
lo  que  se  refiere  á  la  organización  po- 
lítica y  administrativa  de  los  munici- 
pios (art.  77  de  la  Constitución). 

Art.  4.°  Las  parroquias  se  constitui- 
rán en  interés  religioso  de  los  ciudada- 
nos en  ellas  establecidos  y  para  la  ad- 
ministración de  los  intereses  materia- 
les que  á  ellas  se  refieren;  serán  regi- 
das, por  consiguiente,  [por  las  [leyes, 
convenios  ó  usos  relativos  á  cada  una 
de  las  confesiones  cristianas  reconoci- 
das por  la  Constitución. 

PRIMERA  PARTE 

DE  LOS  COMUNES  Ó   MUNICIPIOS 


título  primero 

ASAMBLEAS    MUNICIPALES 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Derecho  á  asistir  á  ellas  y  modo 
de  probarlo 

Art.  5.°    Todo  vecino,  ciudadano  ac* 
tivo,  domiciliado  en  un  municipio,  ten-» 
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drá  derecho  á  asistirá  sus  asambleas 
con  voz  deliberativa,  y  a  votar  en  ellas. 

Art.  6."  Serán  además  admitidos  á 
tomar  parte  en  las  asambleas  comuna- 
les, salvo  la  excepción  indicada  en  el 
articulo  10  de  la  presente  ley,  lodos  los 
suizos,  sean  6  nofriburgueses,que  sean 
ciudadanos  activos  establecidos  en  el 
municipio  con  tres  meses  de  anterio- 
ridad por  lo  menos. 

Los  hijos  y  los  hermanos  de  los  ciu- 
dadanos establecidos,  y  que  habiten  en 
el  municipio  como  natural  consecuen- 
cia del  establecimiento  de  los  primeros 
por  vivir  en  familia  con  ellos,  tendrán, 
como  estos  últimos,  si  son  ciudadanos 
activos  y  domiciliados  en  el  municipio 
con  tres  meses  de  anticipación,  dere- 
cho á  tomar  parte  en  dichas  asam- 
bleas. 

Art.  7.°  La  prueba  del  estableci- 
miento resultará: 

a)  Para  los  friburgueses,  cualquiera 
que  sea  su  condición,  de  la  presenta- 
ción y  depósito  del  acta  de  nacimiento 
de  origen  en  poder  de  la  autoridad  co- 
munal con  tres  meses  de  anterioridad 
por  lo  menos;  , 

b)  Para  los  suizos  de  fuera  del  can- 
tón, de  la  presentación,  con  tres  meses 
de  anticipación,  de  un  permiso  de  esta- 
blecimiento expedido  por  la  Dirección 
de  la  política  cantonal,  ó  por  lo  menos 
del  depósito  del  acta  de  origen  en  vista 
de  haber  obtenido  dicho  permiso. 

A  los  funcionarios  y  empleados  de- 
signados en  el  art.  224,  párrafo  último, 
de  la  presente  ley,  no  podrá  excluír- 
seles del  ejercicio  de  los  derechos  poli- 
ticos,  porque  no  hayan  llenado  los  re- 
quisitos antes  indicados,  siempre  que 
hayan  avisado  á  la  autoridad  comunal 
del  hecho  de  su  establecimiento  en 
el  municipio  y  presenten  la  creden- 
cial, si  seles  exigiere,  siéndoles  apli- 


cables los  plazos  mencionados  en  el 
articulo  14. 

Art.  8."  Cuando  en  una  asamblea 
comunal  se  trate  de  tomar  una  decisión 
de  tal  naturaleza  que  pueda  compro- 
meter considerablemente  los  recursos 
ordinarios  del  municipio  y  provoca" 
consecuencias  pecuniarias  onerosas 
para  los  contribuyentes,  ó  cuando  se 
trate  de  crear  un  impuesto  ó  de  la  apro- 
bación de  cuentas  que  á  él  se  refieran, 
tendrán  derecho  á  asistir  á  ella  con 
voz  deliberativa  los  contribuyentes  del 
municipio  domiciliados  en  el  cantón  y 
ciudadanos  activos. 

A  SBte  efecto  tendrá  lugar  una  doble 
inserción  de  la  convocatoria  en  el  Bo- 
letín Oficial,  y  el  envió  de  papeletas  á 
domicilio,  si  el  Consejo  comunal  lo  juz- 
ga necesario. 

Este  Consejo  será  el  encargado  de 
convocar  la  asamblea  de  los  contribu- 
yentes. En  caso  de  duda  ü  de  reclama- 
ción, decidirá  el  Consejo  de  Estado. 

Art.  9.°  Toda  persona  individual  ó 
colectiva,  contribuyente  del  municipio 
y  domiciliada  en  el  cantón,  podrá  ser 
representada  en  las  asambleas  comu- 
nales indicadas  en  el  articulo  anterior 
por  su  representante  legal  6  por  otro 
cualquiera  provisto  de  poderes. 

Este  mandato  podrá  darse  por  un 
acta  privada  legalizada  por  el  sindico 
del  domicilio  del  mandante,  sin  ser  ne- 
cesaria la  formalidad  del  registro  y  el 
uso  del  timbre. 

De  cualquier  modo,  téngase  en  cuen- 
ta que  ningún  ciudadano  presente  en 
la  asamblea  podrá  emitir  más  que  un 
solo  voto. 

Art.  10.  Cuando  en  una  asamblea 
comunal  ó  municipal  se  trate  de  cues- 
tiones relativas  al  disfrute  de  los  bene- 
ficios comunales,  de  recepción  de  veci- 
nos, del  examen  del  presupuesto  y  de 
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la  aprobación  de  las  cuentas  de  las 
fundaciones  municipales,  tales  como 
los  hospicios,  hospitales,  rentas,  fun- 
daciones especiales  y  co-propiedades 
de  cualquier  clase,  etc.,  así  como  de  las 
autorizaciones  de  compra  ó  venta  de 
inmuebles,  enagenación  de  capitales, 
autorización  de  los  empréstitos  que  les 
conciernen,  sólo  tendrán  derecho  á  to- 
mar parte  en  la  votación  los  vecinos 
del  municipio  que  sean  ciudadanos  ac- 
tivos domiciliados  en  el  mismo. 

Art.  11.  La  edad  del  elector  podrá 
probarse  por  la  presentación  de  una 
nota  extracto  del  acta  de  nacimiento  ó 
de  cualquier  otro  documento  oficial  que 
contenga  la  indicación  cierta  del  día, 
mes  y  año  de  su  nacimiento. 

Art.  12.  El  domicilio  se  determinará 
por  las  disposiciones  del  título  1,  ca- 
pítulo IV  del  Código  civil. 

Cuando  se  trate  de  la  aplicación  de  la 
presente  ley,  el  domicilio  deberá  ser 
además  efectivo  durante  la  mayor  par- 
te del  año,  ó  sea  de  seis  meses  y  un  día 
en  adelante. 

Art.  13.  Los  funcionarios  y  emplea- 
dos públicos  que  tengan  un  domicilio 
forzoso  en  un  municipio  de  que  no  sean 
vecinos,  disfrutarán  durante  sus  fun- 
ciones de  la  facultad  de  conservar  el 
domicilio  político  que  antes  tenían. 

Deberán,  sin  embargo,  declarar  su 
intención  á  los  Consejos  comunales 
respectivos,  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  el  artículo  siguiente. 

Art.  14.  El  ciudadano  que  abandone 
un  municipio  para  fijarse  en  otro,  de- 
berá presentar,  en  los  diez  días  siguien- 
tes al  de  su  llegada,  ante  el  Consejo  co- 
munal del  lugar  á  donde  se  haya  tras- 
ladado, sus  papeles  de  legitimación. 

La  fecha  de  este  depósito  servirá  de 
punto  de  partida  para  calcular  la  dura- 
ción previa  del  domicilio  durante  tres 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídicas. 


meses,  necesaria  al  ciudadano  extraño 
al  municipio  para  adquirir  el  derecho 
de  tomar  parte  en  las  asambleas  co- 
munales. 

Conservará,  durante  los  diez  días  que 
sigan  al  de  su  partida,  el  derecho  de 
votar  en  el  municipio  que  haya  dejado. 

Art.  15.  El  ciudadano,  vecino  de  un 
municipio,  que  vuelva  á  él,  adquirirá  el 
derecho  de  tomar  parte  en  las  asam- 
bleas comunales,  por  el  hecho  de  la 
traslación  de  su  principal  residencia,  á 
los  diez  días  de  su  regreso. 

Art.  16.  Para  determinar  los  dere- 
chos respectivos  de  los  ciudadanos,  ha- 
brá en  cada  municipio: 

a)  Un  gran  libro  vecinal,  en  donde 
continuarán  inscribiéndose  todos  los 
reconocimientos  que  se  hagan  en  ade- 
lante; 

b)  Un  registro  de  los  vecinos  activos 
en  donde  consten  de  oficio  los  ciudada- 
nos que,  con  arreglo  al  art.  5.°  de  esta 
ley,  tengan  derecho  á  asistir  á  todas 
las  asambleas  del  municipio. 

Este  registro  podrá  completarse  con 
una  columna  especial,  en  donde  se  ins- 
cribirán todos  los  ciudadanos  á  que  se 
refiere  el  art.  8.°; 

e)  Un  registro  civil  en  donde  serán 
inscritos,  de  oficio,  todos  los  ciudada- 
nos activos  aptos  para  asistir  á  las 
asambleas  electorales  y  políticas  (ar- 
tículos 28  y  29  de  la  Constitución). 

Art.  17.  Antes  de  verificarse  cada 
asamblea  comunal,  electoral  ó  política, 
estarán  depositados  estos  registros,  du- 
rante tres  días,  en  la  secretaria  del 
Consejo  comunal,  los  cuales  podrán  ser 
consultados  por  los  ciudadanos  y  recla- 
mar su  inclusión  si  procediere. 

Este  depósito  se  anunciará  al  público 
en  las  formas  de  costumbre. 

Art.  18.  En  los  casos  prescritos  en 
el  art.  8.°  de  la  ley,  y  cuando  el  Congre- 
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so  municipal  lo  juzgue  necesario,  se 
presentará  una  cédula  de  capacidad 
como  los  vecinos. 

Los  contribuyentes  no  domiciliados 
en  el  municipio  podrán  proveerse  de 
una  papeleta  en  la  mesa  del  Consejo, 
desde  que  comience  el  plazo  de  la  con- 
vocatoria de  la  asamblea  hasta  que  se 
cierre. 

Art.  19,  El  Consejo  comunal  dará  á 
los  excluidos,  si  lo  exigieren,  un  ex- 
tracto de  sus  deliberaciones,  que  con- 
tenga los  motivos  de  esta  exclusión. 

Art.  20.  Las  reclamaciones  dirigidas 
contra  los  acuerdos  del  Consejo  comu- 
nal en  virtud  de  la  presente  ley,  se  pre- 
sentarán á  la  Mesa  de  la  asamblea  para 
que  decida. 

CAPÍTULO  II 

Organización  y  atribuciones  de  las 
asambleas  comunales 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  21.  El  síndico  será  el  encafgado 
de  convocar  las  asambleas  comunales. 

Art.  22.  Nombrará  por  lo  menos  dos 
escrutadores  encargados  de  reunir  y 
contar  los  votos  emitidos. 

Art.  23.  La  Mesa,  constituida  de  este 
modo,  resolverá  todas  las  dificultades 
que  puedan  surgir  en  la  asamblea  re- 
lativamente á  la  manera  cómo  deben 
verificarse  las  operaciones. 

Art.  24.  El  síndico  será  el  encarga- 
do de  mantener  el  orden  en  la  asam- 
blea; y  en  caso  de  resistencia  podrá 
expulsar  de  ella  á  los  perturbadores. 
Todo  ciudadano  estará  obligado  á  pres- 
tarle auxilio. 

Art.   25.    Toda   asamblea    comunal 


será  convocada  por  papeletas,  entrega 
das  á  domicilio  por  el  hujier  (ó  alguacil) 
por  lo  menos  con  veinticuatro  horas  de 
anticipación. 

Las  papeletas  indicarán  sumariamen- 
te los  asuntos  que  han  de  tratarse,  so 
pena  de  nulidad  de  lo  que  se  haga. 

Sección   segunda 

Asambleas  electorales 

Art.  26.  La  asamblea  electoral  del 
municipio,  compuesta  de  los  ciudada- 
nos designados  en  los  artículos  5.e  y 
6.°,  se  convocará  en  las  épocas  deter- 
minadas por  la  ley. 

Art.  27.  Esta  asamblea  nombrará  el 
Consejo  comunal  y  proveerá  las  va- 
cantes accidentales. 

Art.  28.  Cada  elector  recibirá  para 
esos  nombramientos,  al  mismo  tiempo 
que  su  papeleta  de  convocatoria,  otra, 
sobre  la  que  inscribirá  tantos  nombres 
como  miembros  deban  nombrarse. 

Esta  papeleta  sólo  servirá  para  el 
primer  escrutinio. 

Art.  29.  Los  nombramientos  se  veri- 
ficarán por  mayoría  absoluta  de  votos. 

Art.  30.  Si  en  la  primera  votación 
no  han  obtenido  mayoría  absoluta  uno 
ó  más  candidatos,  se  procederá  á  una 
segunda  en  la  misma  forma  que  la  pri- 
mera. 

Art.  31.  Si  de  esta  segunda  votación 
no  resulta  mayoría  absoluta,  se  abrirá 
una  tercera  entre  los  candidatos  que 
han  obtenido  mayor  número  de  votos 
en  número  doble  al  que  deban  conte- 
ner las  papeletas,  eliminando  todos  los 
demás. 

Si  ocurriere  empate  entre  dos  ó  más 
candidatos  de  los  que.  tengan  menos 
votos,  se  decidirá  á  la  suerte  el  que 
haya  de  eliminarse. 
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Art.  32.  Si  de  la  tercera  votación  no 
resultare  mayoría  absoluta,  se  elimi- 
narán los  que  hayan  obtenido  menos 
votos,  y  así  sucesivamente  hasta  que 
resulte  aquélla. 

En  caso  de  empate  entre  dos  candi- 
datos, decidirá  la  suerte. 

Art.  33.  Para  las  votaciones  poste- 
riores á  la  primera,  se  entregarán  en 
plena  sesión  y  por  llamamiento  nomi- 
nal, nuevas  papeletas. 

Todo  ciudadano  será  libre  de  escri- 
bir en  ellas  por  sí  mismo  los  nombres 
de  los  candidatos  que  quiera  votar  ó 
hacer  que  los  escriba  una  persona  de 
su  elección.  ♦ 

Art.  34.  Las  papeletas  escritas  se 
doblarán  y  entregarán  á  uno  de  los  in- 
dividuos de  la  Mesa,  que  las  depositará 
inmediatamente  en  la  urna. 

Art.  35.  Los  individuos  de  la  Mesa 
estarán  obligados  á  guardar  el  mayoc 
secreto  sobre  los  votos  y  comproba- 
ción de  Jas  papeletas  cuya  letra  hubie- 
sen reconocido  en  el  escrutinio,  bajo  la 
multa  de  10  á  30  francos  en  beneficio  de 
las  arcas  municipales. 

Art.  36.  En  ei  escrutinio  de  la  vota- 
ción considerará  la  Mesa  como  nulos: 

a)  Todo  voto  que  no  esté  escrito  en 
una  papeleta  de  las  entregadas  para  la 
votación  de  que  se  trate; 

b)  Toda  papeleta  que,  además  del 
nombre  y  los  apellidos  necesarios  para 
designar  á  la  persona,  contenga  algu- 
na palabra  inconveniente  ó  extraña  al 
objeto; 

e)    Toda  papeleta  en  blanco; 

d)  Toda  papeleta  escrita  con  carac- 
teres ilegibles  ó  dudosos. 

Art.  37.  Las  papeletas  nulas  no  se 
contarán  en  el  número  de  los  votantes 
para  determinar  la  mayoría. 

Art.  38.  En  los  municipios  cuya  po- 
blación exceda  de  1.000  habitantes,  po- 


drá dividirse  la  asamblea  electoral  en 
secciones. 

Cada  sección  tendrá  su  Mesa,  y  cada 
Mesa,  después  del  escrutinio  parcial, 
transmitirá  el  resultado  á  la  Mesa  ge- 
neral. 

Art.  39.  Después  de  cada  votación 
manifestará  el  Presidente  á  la  asam- 
blea el  resultado  del  escrutinio. 

Art.  40.  Terminadas  las  elecciones 
se  extenderá,  leerá  y  firmará  el  acta  en 
plena  sesión  por  los  individuos  de  la 
Mesa,  después  de  lo  cual  declarará  el 
Presidente  disuelta  la  asamblea. 

Art.  41.  El  acta  deberá  enunciar  es- 
pecialmente el  número  total  de  los  ciu- 
dadanos aptos  para  votar  y  el  de  los 
votantes  en  cada  acto,  so  pena  de  nu- 
lidad de  las  operaciones  electorales. 

Art.  42.  En  el  plazo  más  breve  posi- 
ble se  dirigirá  al  prefecto  un  duplicado 
del  acta. 

Art.  43.  En  caso  de  nulidad  de  las 
operaciones  electorales  comunales,  co- 
nocerá de  ello  el  Consejo  de  Estado. 
Todo  recurso  deberá  dirigirse  á  este 
alto  Cuerpo  en  el  término  de  seis  días, 
á  contar  desde  aquel  en  que  la  elección 
se  haya  verificado. 

Sección  tercera 

De  las  demás  asambleas  municipales 

Art.  44.  La  asamblea  municipal, 
compuesta  de  los  ciudadanos  indicados 
en  los  artículos  5.°  y  siguientes,  forma- 
rá la  Mesa  en  la  forma  indicada  en  el 
artículo  22. 

Art.  45.  Dicha  asamblea  se  ocupará, 
por  regla  general,  á  reserva  de  lo  indi- 
cado en  el  art.  8.°: 

a)    De  las  concesiones  de  vecindad; 

6)  De  la  autorización  de  adquisicio- 
nes, ventas,  cambios  ó  distribuciones 
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de  bienes  inmuebles,  del  empleo  de  ca- 
pitales, de  los  pleitos  que  deben  enta- 
blarse, déla  constitución  de  hipotecas, 
del  abono  de  créditos  extraordinarios; 
e)  De  las  contribuciones  directas  ó 
indirectas; 

d)  Del  presupuesto  anual  de  ingre- 
sos y  gastos; 

e)  De  la  aprobación  de  las  cuentas 
del  Consejo  comunal,  del  Tesoro,  de 
los  diferentes  ramos  de  la  Administra- 
ción, como  fondos  ó  bienes  de  la  Escue- 
la, del  Hospital  de  pobres,  etc.; 

/)  De  lafijación  de  los  sueldos  comu- 
nales, si  los  hay,  y  en  casode  insuficien- 
cia decidirá  el  Consejo  de  Estado; 

g)  Del  nombramiento  de  una  comi- 
sión revisora  de  las  cuentas,  compues- 
ta de  tres  ó  cinco  miembros  nombra- 
dos por  tres  años. 

Art.  46.  Las  decisiones  de  las  asam- 
bleas municipales  estarán  sujetas  á  la 
ratificación  del  Consejo  de  Estado, 
cuando  tengan  por  objeto: 

a)  La  compra,  venta,  cambio  ó  dis- 
tribución de  inmuebles  ó  una  caución 
cualquiera; 

6)  Una  construcción  cuyo  presu- 
puesto exceda  de  5.000  francos  para  los 
Comunes  urbanos  y  de  3.000  para  los 
rurales; 

c)  El  empleo  de  un  capital  de  1.000 
francos  en  adelante; 

d)  Un  empréstito  que  exceda  de  esta 
misma  cantidad; 

é)    El  cobro  de  un  nuevo  impuesto. 

Art.  17.  Estas  mismas  decisiones  se- 
rán sometidas  á  la  aprobación  del  pre- 
fecto cuando  se  trate: 

a)  De  una  construcción  cuyo  presu- 
puesto sea  de  1.000  á  5.0,00  francos; 

b)  Del  empleo  de  un  capital  ó  de  un 
empréstito  de  300  á  1.000  francos; 

c)  De  un  pleito  que  tenga  por  objeto 
un  derecho  real  ó  un  disfrute  comu- 


nal ó  un  reconocimiento  de  vecindad. 

Art.  48.  La  asamblea  comunal  se 
reunirá  por  lo  menos  dos  veces  al  año* 
en  el  día  designado  por  el  Consejo  mu- 
nicipal. 

Art.  49.  El  sindico  estará  obligado  á, 
convocar  la  asamblea  comunal: 

a)    Por  una  orden  del  prefecto; 

6)  Por  una  decisión  del  Consejo  co- 
munal; 

e)  Cuando  treinta  vecinos,  ciudada- 
nos activos,  en  los  municipios  cuya  po- 
blación exceda  de  1.000  almas,  y  diez  en 
los  que  no  lleguen  á  esta  cifra,  le  diri- 
jan una  petición  por  escrito  motivada 
y  firmada  con  dicho  objeto. 

Art.  50.  El  prefecto  tendrá  derecho 
á  asistir  á  las  deliberaciones  de  las 
asambleas  y  Consejos  comunales  siem- 
pre con  voz  deliberativa. 

Art.  51.  Las  modificaciones  presen- 
tadas durante  la  sesión  y  por  escrito, 
podrán  ser  inmediatamente  tomadas  en 
consideración  con  tal  que  se  refieran  a 
la  competencia  de  la  asamblea;  en 
cuyo  caso  serán  enviadas  al  Consejo 
comunal  para  que  las  examine  y  emita 
su  dictamen. 

Art.  52.  Una  decisión  sólo  será  vali- 
da cuando  reúna  los  votos  de  la  mayo- 
ría absoluta  de  los  individuos  pre- 
sentes. 

El  protocolo  deberá  hacer  mención 
siempre  bajo  pena  de  nulidad: 

a)  Del  número  de  individuos  pre- 
sentes; 

b)  De  la  cifra  que  forme  la  mayoría 
que  haya  obtenido  una  decisión. 

Art.  53.  La  protesta  motivada  de  un 
ciudadano  contra  una  decisión  cual- 
quiera no  podrá  ser  jamás  rechazada, 
y  deberá  consignarse  en  el  acta  ó  pro- 
tocolo. 

Art.  54.  El  Presidente  dirigirá  los 
debates,  provocará  las  observaciones 
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de  la  asamblea  y  cerrará  la  discusión. 

La  palabra  será  libre  mientras  se 
respeten  las  conveniencias. 

Art.  55.  En  el  caso  en  que  un  muni- 
cipio se  niegue  exigir  á  sus  funciona- 
rios ó  empleados  la  responsabilidad  en 
que  hubieren  incurrido  con  arreglo  ala 
presente  ley,  encargará  el  prefecto  á 
una  comisión,  tomada  del  municipio, 
que  entable  la  acción  á  que  la  transgre- 
sión pueda  dar  lugar. 

Si  esta  comisión  no  cumpliera  su  en- 
cargo, el  prefecto  se  dirigirá  al  Conse- 
jo de  Estado,  el  cual  encargará  al  Mi- 
nisterio público  que  incoe  una  acción. 

Art.  56.  Los  casos  de  recusación, 
previstos  en  los  artículos  81  y  82  de  la 
presente  ley,  serán  aplicables  á  los  de 
las  asambleas  comunales. 

título  segundo 

DE  LOS  CONSEJOS  GENERALES  Y  DE  SUS 

ASAMBLEAS 

Art.  57.  Habrá  un  Consejo  general 
en  los  municipios  de  Friburgo,  Bulla, 
Morat,  Stavayer  y  Chatel-Saint-Denís. 

Cualquier  otro  municipio,  cuya  po- 
blación exceda  de  1.000  almas,  podrá 
también  constituir  un  Consejo  general 
con  tal  que  los  autorice  el  Consejo  de 
Estado  y  lo  pidan  la  mayoría  de  los 
contribuyentes,  de  los  cuales  habrán 
de  ser  vecinos  una  tercera  parte  por  lo 
menos. 

Art.  58.  El  Consejo  general  se  com- 
pondrá, proporcionalmente  á  la  pobla- 
ción, de  25  individuos  por  lo  menos  y 
de  80  á  lo  sumo,  con  un  número  de  su- 
plentes determinado  en  la  siguiente 
forma: 

El  de  los  municipios  de  1.000  á  1.500 
almas  tendrá  25  miembros  y  cuatro  su- 
plentes; 


De  1.500  á  5.000,  50  miembros  y  ocho 
suplentes; 

De  5.000  en  adelante,  80  miembros 
y  12  suplentes. 

Art.  59.  Los  miembros  del  Consejo 
general  serán  nombrados  directamente 
por  la  asamblea  comunal,  compuesta 
como  se  ha  dicho  en  los  artículos  5.° 
y  6°  de  la  presente  ley.  Se  procederá  á 
la  elección  de  sus  miembros  y  suplen- 
tes por  papeletas  de  lista  y  en  la  forma 
prescrita  en  el  cap.  II,  sección  segun- 
da de  la  presente  ley. 

Art.  60.  Para  ser  individuo  ó  suplen- 
te del  Consejo  general  se  necesitará: 

a)  Ser  ciudadano  activo; 

b)  Ser  miembro  de  la  asamblea  de 
contribuyentes; 

c)  Estar  domiciliado  en  el  muni- 
cipio. 

No  existirá  motivo  alguno  de  exclu- 
sión por  parentesco  ó  incompatibilidad. 

Art.  61.  Los  suplentes  serán  llama- 
dos al  seno  del  Consejo  general,  en 
cada  vacante  extraordinaria,  con  arre- 
glo al  orden  de  su  elección. 

Cuando  la  lista  se  haya  votado  no  ha- 
brá lugar  á  elecciones  suplementarias. 

Art.  62.  Nadie  estará  obligado  á 
aceptar  las  funciones  de  individuo  del 
Consejo  general. 

Estas  funciones  serán  gratuitas. 

Art.  63.  Los  individuos  y  los  suplen- 
tes del  Consejo  general  serán  nombra- 
dos por  cuatro  años  y  reelegibles. 

La  renovación  periódica  será  total. 

Art.  64.  El  Consejo  general  será 
convocado  mediante  papeletas  entrega- 
das á  domicilio,  cuantas  veces  el  Con- 
sejo comunal  lo  juzgue  necesario,  ó  por 
petición  motivada  de  la  tercera  parte 
de  sus  miembros,  pero  celebrará  por  lo 
menos  dos  sesiones  anuales. 

Art.  65.  Este  Consejo  será  presidido 
por  el  síndico  del  municipio. 
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Nombrará  su  Mesa,- cuyos  miembros 
no  podrán  ser  parientes-entre  sí  ni  del 
síndico  en  los  grados  prohibidos  pa- 
ra la  formación  del  Consejo  muni- 
cipal. 

El  secretario  y  el  hujier  del  municipio 
lo  serán  al  mismo  tiempo  del  Consejo 
general. 

Art.  66.  En  los  municipios  donde  el 
Consejo  general  funcione,  tendrá  esta 
autoridad  las  atribuciones  siguientes: 

a)  Las  que  por  regla  general  se  re- 
conocen á  las  asambleas  comunales 
previstas  en  los  artículos  5.°  y  6.°  de  la 
presente  ley; 

b)  La  aprobación  de  los  reglamen- 
tos de  administración  y  policía; 

c)  El  examen  previo  de  las  proposi- 
ciones que  deban  ser  sometidas  á  las 
asambleas  comunales,  á  excepción  de 
las  que  conciernan  á  los  objetos  men- 
cionados en  el  art.  10  de  la  presente 
ley,  las  cuales  serán  sometidas  directa- 
mente por  el  Consejo  comunal  á  la 
asamblea  formada  con  arreglo  á  la  dis- 
posición antes  citada. 

Se  reservará  además  á  la  asamblea 
comunal  prevista  en  el  art.  8.°  de  la 
presente  ley,  la  votación  de  los  impues- 
tos ordinarios  y  extraordinarios  del 
municipio. 

Art.  67.  Las  decisiones  del  Consejo 
general  serán  sometidas  á  la  ratifica- 
ción del  Consejo  de  Estado  ó  del  prefec- 
to del  distrito,  en  todos  los  casos  pre- 
vistos por  los  artículos  46  y  47. 

Art.  68.  Las  votaciones  tendrán  lu- 
gar por  mayoría  absoluta  de  votos  de 
Jos  miembros  presentes;  y  en  caso  de 
empate  decidirá  el  Presidente. 

Art.  69.  Los  miembros  del  Consejo 
general  no  podrán  tomar  parte  en  nin- 
guna deliberación  ó  elección  que  les 
interese  personalmente  ó  que  concier- 
na á  uno  de  sus  parientes  hasta  el 


cuarto  grado  de  consanguinidad  y  el 
segundo  de  afinidad  inclusive. 

título  tercero 

CONSEJOS     COMUNALES 

CAPÍTULO    PRIMERO 

Su  organización 

Art.  70.  El  Consejo  general  se  com- 
pondrá: 

a)  De  dos  miembros  en  los  Comu- 
nes de  menos  de  100  almas; 

b)  De  cuatro  miembros  en  los  de  100 
á600; 

c)  De  seis  en  los  de  600  á  1.200; 

d)  De  ocho  en  los  que  excedan  de 
esta  cifra. 

Art.  71.  Todo  ciudadano  miembro 
de  las  asambleas  comunales  será  apto 
para  ejercer  los  cargos  y  empleos  del 
municipio. 

Art.  72.  No  podrán  ser  al  mismo 
tiempo  miembros  del  Consejo  comunal: 

a)  Los  parientes  en  línea  recta; 

b)  El  suegro  y  el  yerno; 

c)  Los  hermanos. 

Art.  73.  Los  consejeros  comunales 
serán  nombrados  por  un  período  de 
cuatro  años  y  reelegibles. 

Se  proveerán  inmediatamente  las  va- 
cantes accidentales,  pero  la  renovación 
periódica  será  íntegray  tendrá  lugar  en 
la  misma  época  en  todos  los  municipios 
del  cantón.  # 

Art.  74.  Nadie  podrá,  sin  motivos 
graves  de  que  conocerá  el  prefecto,  ne- 
garse por  primera  vez  á  desempeñar 
las  funciones  de  individuo  de  un  Conse- 
jo comunal  durante  el  tiempo  fijado 
por  la  ley. 

Art.  75.  En  caso  de  negativa  obstina- 
da, si  el  recalcitrante  no  alegare  moti- 
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vos  admisibles  y  bastantes  ajuicio  del 
prefecto,  perderá  sus  derechos  políti- 
cos é  incurrirá  en  una  multa  de  20  á  50 
francos,  según  la  importancia  del  mu- 
nicipio. Esta  multa  ingresará  en  los 
fondos  de  las  escuelas  del  municipio,  ó 
cuando  sea  el  mínimum  legal,  quedará 
en  favor  de  los  pobres. 

Art.  7ü.  Los  consejeros  comunales 
prestarán  juramento  ante  el  prefecto 
en  los  quince  días  siguientes  á  su  elec- 
ción definitiva. 

Art.  77.  El  Consejo  comunal  sólo 
podrá  reunirse  en  sus  sesiones  ordina- 
rias, ó  cuando  sea  legalmente  convo- 
cado. 

Art.  78.  Los  Consejos  comunales  no 
podrán  tomar  decisión  alguna  sin  estar 
presente  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  que  los  compongan. 

Art.  79.  Toda  determinación  6  reso- 
lución deberá  tomarse  por  mayoría  ab- 
soluta de  los  individuos  presentes. 

Art.  80.  El  Presidente  emitirá  su 
opinión  como  cualquier  otro  miembro, 
pero  su  voto  sólo  se  contará  en  caso  de 
empate. 

Art.  81.  Ningún  individuo  del  Con- 
sejo comunal  podrá  tomar  parte  en  una 
deliberación  que  le  interese  personal- 
mente ó  que  concierna  á  uno  de  sus 
parientes  hasta  el  cuarto  grado  de  con- 
sanguinidad y  el  segundo  de  afinidad. 

Art.  82.  Tampoco  podrá  tomar  par- 
te en  el  nombramiento  para  un  cargo 
cuando  su  pariente,  en  uno  de  los  gra- 
dos mencionados  en  el  anterior  artícu- 
lo, sea  candidato  ó  se  halle  en  la  lista 
de  los  candidatos  para  obtener  dicha 
plaza. 

Art.  83.  Cuando  muchos  individuos 
se  vean  obligados  á  retirarse,  se  com- 
pletará el  número  legal  haciendo  que 
entren  sucesivamente  sus  parientes 
más  lejanos, 


Art.  84.  El  Consejo  comunal  podrá 
dividirse  en  secciones  ó  comisiones 
permanentes  para  los  asuntos  adminis- 
trativos de  su  competencia,  respetando 
la  administración  separada  de  las  fun- 
daciones piadosas  sobre  las  que  tengan 
la  alta  vigilancia. 

CAPÍTULO  11 

ATRIBUCIONES    Y    DEBERES    DEL    CONSEJO 

COMUNAL 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

Art.  85.  Las  atribuciones  del  Conse- 
jo comunal  serán  las  siguientes: 

a)  La  administración  de  los  bienes 
comunales; 

b)  La  administración  de  los  bienes 
y  fundaciones  de  utilidad  pública  del 
municipio,  como  bienes  de  escuelas  y 
de  instrucción,  de  hospitales  y  de  po- 
bres, de  fábrica,  hasta  donde  la  ley  no 
determine  otra  cosa; 

c)  La  policía  local; 

d)  Todas  las  que  le  confieren  las  le- 
yes ó  decretos  especiales. 

Art.  86.  Hará  todos  los  reglamentos 
locales,  á  reserva  de  la  sanción  del  pre- 
fecto, que  podrá  remitirlos  al  Consejo 
de  Estado  si  lo  cree  necesario. 

En  lo  que  concierne  á  la  policía,  po- 
drá imponer  una  multa  de  1  á  10  fran- 
cos ó  arresto  de  una  á  veinticuatro  ho- 
ras, á  expensas  del  condenado. 

Art.  87.  Los  reglamentos  comunales 
de  los  municipios  urbanos  podrán  es- 
tablecer que  el  jefe  de  policía  local  se 
halle  investido  del  poder  de  imponer  las 
penas  previstas  en  el  art.  298  del  Códi- 
go de  procedimiento  criminal,  en  lugar 
del  síndico, 
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Art.  88.  Nombrará  por  el  término 
de  cuatro  años  las  comisiones  perma- 
nentes en  los  casos  previstos  por  la 
ley,  como  comisiones  de  escuelas,  de 
incendios  y  otras  permanentes  ó  tempo- 
rales que  las  necesidades  de  la  Admi- 
nistración exijan. 

Art.  89.  Los  individuos  de  estas  co- 
misiones deberán  ser  ciudadanos  acti- 
vos, salvo  los  casos  exceptuados  por 
las  leyes  especiales. 

Art.  90.  Nombrará  su  cajero  y  su 
secretario,  su  hujier  y  todos  los  demás 
agentes  ó  empleados  que  el  servicio  pú- 
blico requiere,  conforme  á  los  regla- 
mentos. 

Art.  91.  Será  responsable  de  su  ges- 
tión. 

Art.  92.  Deberá  ser  retribuido  por  la 
Caja  municipal.  El  sueldo  deberá  fijar- 
se antes  de  su  nombramiento. 

Sección  segunda 

A.  —  Contabilidad 

Art.  93.  Los  gastos  comunales  de- 
berán ajustarse: 

a)    Al  presupuesto; 

6)  A  una  autorización  especial  ó  ge- 
neral de  la  asamblea  comunal  ó  del 
Consejo  general  cuando  lo  requiera. 

Art.  94.  El  Consejo  comunal  some- 
terá todos  los  años  en  el  mes  de  No- 
viembre ala  asamblea  municipal  ó  al 
Consejo  general  los  presupuestos  del 
municipio  y  de  sus  diversas  funciones. 

Art.  95.  Someterá  anualmente  en  los 
tres  primeros  mese§  del  año  las  cuen- 
tas de  su  administración,  primero  á  la 
asamblea  comunal  ó  al  Consejo  gene- 
ral y  después  á  la  aprobación  de  la  di- 
rección del  Interior  con  copia  del  pre- 
supuesto. 

Art.  96.    Los  municipios  estarán,  por 


regla  general,  obligados  á  extinguir 
sus  deudas  por  medio  de  la  amortiza- 
ción, á  no  ser  que  prefieran  recurrir  á 
medios  más  prontos. 

El  Consejo  de  Estado  determinará  el 
número  de  anualidades  en  que  ha  de 
distribuirse  el  pago  de  la  deuda. 

Art.  97.  El  excedente  de  la  Caja  co- 
munal deberá  capitalizarse  ó  agregar- 
se al  ejercicio  siguiente  si  no  excediese 
de  l. 000  francos. 

Art.  98.  Las  multas  percibidas  por 
contravención  á  los  reglamentos  de  po- 
licía ingresarán  en  los  fondos  de  la  Es- 
cuela municipal,  hasta  que  alcance  el 
mínimum  legal,  y  en  otro  caso  en  la 
Caja  de  los  pobres. 

B.—  Inmuebles 

Art.  99.  El  Consejo  comunal  cuida- 
rá de  la  conservación  del  dominio  pú- 
blico. 

La  dirección  del  Interior  y  el  prefec- 
to tendrán  en  todo  tiempo  derecho  á 
ejercer  una  comprobación  acerca  de 
estos  puntos. 

Art.  100.  Toda  enagenación  de  in- 
muebles, cuyo  valor  exceda  de  300  fran- 
cos, deberá  hacerse  en  subasta  pública, 
precedida  de  dos  anuncios. 

Art.  101.  Esta  disposición  será  apli- 
cable á  los  arrendamientos  que  exce- 
dan de  500  francos. 

Sin  embargo,  en  interés  de  la  agri- 
cultura, podrán  renovarse  estos  arren- 
damientos de  tiempo  en  tiempo,  en 
caso  que  el  arrendatario  que  ocupe  el 
dominio  público  consienta  en  renovarlo 
mediante  un  aumento  convenido. 

Art.  102.  Deberán  presenciar  y  vigi- 
lar á  las  subastas  uno  ó  muchos  dele- 
gados del  Consejo  comunal. 

Art.  103.    No  podrá  formar  parte  de 
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éstos  el  que  esté  explotando  un  arren- 
damiento. 

Art.  104.  Las  condiciones  de  los 
arrendamientos  serán  iguales  para  to- 
dos los  que  concurran  á  la  subasta,  sin 
que  pueda  excluirse  de  ella  anadie;  sin 
embargo,  cuando  se  trate  de  arrenda- 
miento de  terrenos,  podrá  reservarse 
el  Consejo  comunal  la  elección  entre 
los  tres  últimos,  y  en  igualdad  de  pre- 
cio, dará  la  preferencia  al  arrendatario 
saliente,  si  no  hubiere  contra  él  ningún 
motivo  grave  de  descontento. 

Art.  105.  Las  actas  de  los  arrenda- 
mientos levantadas  por  notario  ó  por 
el  secretario  del  municipio  ó  por  un 
hujier,  serán  documentos  auténticos  y 
que  llevarán  aparejada  ejecución. 

Los  arrendamientos  no  podrán  tener 
lugar  en  domingo  ni  día  festivo. 

Art.  106.  Todo  miembro  del  Consejo 
comunal  estará  excluido  de  la  partici- 
pación directa  ó  indirecta  en  un  asunto 
oneroso  ó  en  una  empresa  del  muni- 
cipio. 

Si  el  arrendatario  fuere  de  inmuebles 
pertenecientes  al  municipio,  le  será 
aplicable  siempre  que  las  deliberacio- 
nes se  refieran  á  los  inmuebles  en  cues- 
tión. 

C— Bosques 

Art.  107.  No  podrá  verificarse  venta 
alguna  de  maderas  en  los  bosques  co- 
munales, sino  por  vía  de  adjudicación 
en  subasta  pública,  que  deberá  anun- 
ciarse de  la  manera  más  conveniente  y 
dar  parte  de  ella  al  inspector  del  dis- 
trito ocho  días  antes  de  la  publicación. 

Toda  venta  de  maderas  fijada  por  el 
inspector  forestal  en  un  valor  de  300  ó 
más  francos,  deberá  ser  anunciada  por 
una  doble  inserción  en  el  Boletín  Ofi- 
cial del  cantón. 


La  omisión  de  estas  prescripciones 
traerá  consigo  la  nulidad  de  la  venta, 
sin  perjuicio  de  las  penas  que  el  Código 
forestal  determine. 

Art.  108.  Las  condiciones  de  la  ad- 
judicación no  podrán  contener  nada  en 
contrario  á  las  disposiciones  del  Código 
forestal,  bajo  la  pena  de  nulidad 

Art.  109.  El  modo  de  disfrute,  distri- 
bución ó  venta  pública  entre  los  que 
tengan  derecho  á  los  montes  municipa- 
les, será  determinado,  en  su  caso,  por 
reglamentos  municipales  bajo  la  apro- 
bación del  Consejo  de  Estado. 

Art.  110.  El  Consejo  comunal  tendrá 
derecho  á  prohibir  por  estos  reglamen- 
tos la  venta,  fuera  del  municipio,  de 
maderas  ó  leñas  procedentes  de  estas 
distribuciones,  por  los  vecinos  á  quie- 
nes hayan  correspondido. 

Art.  111.  Las  cortas  comunales,  y 
las  que  se  hagan  con  un  destino  espe- 
cial, se  determinarán  por  la  cantidad 
de  moldes  ó  patrones,  y  serán  prepara- 
das en  el  bosque  antes  de  la  entrega. 
Los  restos  de  ramaje,  etc.,  serán  utili- 
zados mediante  la  venta  ó  la  distribu- 
ción, ó  formará^  parte  del  contrato,  á 
razón  de  200  gavillas  por  un  molde. 

Art.  112,  Las  reglas  prescritas  en  el 
título  III,  capítulo  II  del  Código  de 
Montes,  deberán  observarse  para  todo 
lo  concerniente  al  régimen,  desmonte, 
cortas  extraordinarias,  cultivo  y  poli- 
cía de  los  montes  comunales. 

D. — Préstamo  á  interés 

Art.  113.  Todo  préstamo  en  metáli- 
co sólo  podrá  hacerse  al  interés  co- 
rriente y  mediante  garantía  con  hipote- 
ca ó  en  obligaciones  del  Estado  de  Fri- 
burgo,  exigiendo  siempre  el  doble  del 
valor  catastral  para  los  inmuebles  con 
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edificios  y  la  tercera  parte  menos  para 
los  terrenos  en  general. 

Estas  condiciones  sólo  podrán  eludir- 
se con  autorización  de  la  dirección  del 
Interior. 

Los  individuos  del  Consejo  comunal 
serán  personalmente  responsables  de 
los  préstamos  hechos  fuera  de  estas 
prescripciones. 

Art.  114.  Ningún  individuo  del  Con- 
sejo comunal  podrá  tomar  ni  garanti- 
zar préstamo  alguno. 

Art.  115.  Todo  reembolso  de  un  ca- 
pital hecho  á  un  empleado  que  no  esté 
provisto  de  título  para  ello  deberá  con- 
siderarse como  nulo  y  no  realizado. 

Art.  116.  Todo  empleado  que  reciba 
la  devolución  de  un  capital  cualquiera 
deberá  avisarlo  inmediatamente  al  Con- 
sejocomunal.  el  cual  tomará  en  seguida 
las  medidas  convenientes  para  reem- 
plazar al  deudor.  En  caso  de  morosi- 
dad, deberá  pagar  el  empleado  un  in- 
terés á  razón  del  5  por  100. 

Art.  117.  El  Consejo  comunal  deci- 
dirá si  ha  de  haber  ó  no  una  caja  sepa- 
rada para  los  capitales,  el  lugar  donde 
habrá  de  colocarse  y  la  persona  ó  per- 
sonas á  quienes  será  confiada. 

En  este  caso  el  empleado  que  reciba 
un  capital  lo  entregará  inmediatamen- 
te al  cajero,  bajo  la  pena  de  pagar  el 
interés  de  demora  á  que  antes  nos  he- 
mos referido. 

Sección  tercera 

Policía 

A. — Caminos  y  trabajos  públicos 

Art.  118.  El  Consejo  comunal  recla- 
mará la  expropiación  forzosa  por  cau- 
sa de  utilidad  pública  en  su  término 
municipal, 


Art.  1 19.  Velará  por  la  conservación 
de  los  caminos,  puentes  y  diques  colo- 
cados por  la  ley  á  cargo  del  municipio. 

Ordenará  las  rectificaciones  útiles, 
mediante  la  autorización  del  prefecto. 

Art.  120.  En  las  localidades  en  don- 
de la  circulación  ó  el  ornato  lo  exija, 
podrá  obligar  á  los  propietarios  á  qui- 
tar, ó  hacerlo  por  sí  mismo  á  sus  ex- 
pensas, los  porches,  galerías,  poyos  y 
todo  otro  obstáculo  de  este  género,  y 
hasta  podrá  exigir  que  se  rellenen  las 
cuevas  practicadas  bajo  la  calle,  todo 
mediante  la  indemnización  conveniente, 
á  no  ser  que  esta  construcción  se  haya 
hecho  sin  autorización  suficiente. 

En  las  ciudades,  cuando  la  anchura 
de  las  calles  lo  permita,  podrá  ordenar- 
se el  establecimiento  de  aceras,  con 
arreglo  á  un  plan  uniforme,  costeando 
la  mitad  los  propietarios  de  las  casas 
respectivas. 

Art.  ,121.  El  Consejo  municipal  ten- 
drá la  superior  vigilancia  de  las  cons- 
trucciones privadas,  y  podrá  obligar  á 
que  se  le  presenten  los  planos  corres- 
pondientes, pudiendo  oponerse  á  su 
ejecución  en  caso  en  que  así  lo  exijan 
la  seguridad,  la  solidez,  la  alineación  ó 
la  estética. 

Art.  122.  Establecerá  los  canales  y 
cloacas  necesarias,  y  podrá,  según  las 
circunstancias,  imponer  el  pago  de  los 
gastos  á  los  propietarios  interesados, 
sin  perjuicio  de  lo  que  el  Código  civil 
establece. 

Art.  123.  Establecerá  depósitos  de 
agua  contra  incendios,  surtirá  á  éstos 
de  las  aguas  necesarias,  no  obstante  el 
derecho  de  posesión  contrario,  median- 
te indemnización.  Si  es  posible,  á  la 
salida  de  los  depósitos  volverán  las 
aguas  al  propietario  que  tenga  derecho 
á  ellas.  , 

Art.   124.     Establecerá    fuentes    en 
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cuarteles  ó  barrios  donde  la  necesidad 
lo  exija. 

En  caso  de  insuficiencia  de  los  fon- 
dos comunales,  se  repartirán  los  gas- 
tos entre  los  ciudadanos  domiciliados 
en  la  localidad,  teniendo  en  cuenta  las 
ventajas  que  cada  cual  reporte. 

Art.  125.  Podrá  construir  hornos 
comunales,  y  en  caso  de  insuficiencia 
de  fondos,  repartirá  los  gastos  en  la 
forma  indicada  en  el  artículo  prece- 
dente. 

Art.  126.  Podrá  ordenar  trabajos  de 
encauzamiento  y  desecación  con  arre- 
glo á  un  plan  común  y  de  conformidad 
con  las  leyes  especiales. 

Art.  127.  Preparará  los  planos  gene- 
rales de  las  nuevas  construcciones  y 
vigilará  por  la  conservación  de  los  edi- 
ficios. 

Art.  128.  En  casos  extraordinarios, 
podrá  exigir  prestaciones  personales 
generales. 

B.— Medidas  diversas 

Art.  129.  Vigilará  por  la  disciplina 
y  la  asistencia  á  las  escuelas  munici- 
pales, y  llenará  todas  las  obligaciones 
que  le  imponen  á  este  propósito  las  le- 
yes y  reglamentos. 

Art.  130.  El  Consejo  comunal  cuida- 
rá de  la  limpieza  y  el  alumbrado  de  las 
calles  y  plazas  públicas;  ejercerá  la 
policía  y  proveerá  á  la  seguridad,  co- 
modidad y  ornato. 

Art.  131.  Tomará  las  precauciones 
necesarias  contra  los  incendios,  con 
arreglo  á  las  leyes  existentes. 

Art.  132.  Establecerá,  si  le  es  posi- 
ble ,  serenos  y  policías  ,  guardas  de 
campo  y  de  montes. 

Art.  133.  Vigilará  por  que  los  pesos 
y  medidas  estén  siempre  arreglados  á 
Ja  ley. 


Art.134.  Vigilará  también  la  calidad 
de  las  subsistencias,  secuestrando  y 
destruyendo  las  que  sean  contrarias  á 
la  salud. 

Art.  135.  Inspeccionará  las  tabernas 
y  demás  sitios  públicos. 

Cuidará  de  que  las  bebidas  no  tengan 
ninguna  sustancia  extraña. 

En  caso  de  cuestión,  nombrará  el 
juez  de  paz  peritos. 

Entre  otras  medidas,  hará  verter  en 
la  calle  los  vinos  falsificados  ó  adulte- 
rados. 

Con  este  objeto  visitará  anualmente, 
y  cuantas  veces  lo  juzgue  necesario, 
las  bodegas. 

Art.  136.  Inspeccionará  la  conducta 
pública  de  los  extranjeros  y  de  todas 
las  personas  que  residan  en  el  munici- 
pio en  virtud  de  autorización  ó  permi- 
sos. Ejercerá  especialmente  la  policía 
sobre  los  vagabundos  y  mendigos,  con 
arreglo  á  las  leyes  existentes. 

Art.  137.  Ejecutará  las  medidas  or- 
denadas contra  las  enfermedades  con- 
tagiosas de  las  personas  ó  de  ios  gana- 
dos, y  tomará  las  precauciones  necesa- 
rias contra  los  animales  peligrosos  ó 
dañinos. 

Art.  138.  Ejercerá  la  policía  general 
concerniente  á  la  salubridad  pública,  y 
vigilará  la  observancia  de  las  leyes  sa- 
nitarias en  su  territorio. 

Art.  139.  Autorizará,  si  lo  cree  con- 
veniente, los  espectáculos,  juegos  y  re- 
gocijos públicos,  á  reserva  de  las  atri- 
buciones conferidas  á  las  autoridades 
superiores  por  las  leyes  especiales. 

Art.  140.  Proveerá  á  los  alojamien- 
tos militares  y  á  la  repartición  y  ejecu- 
ción de  las  requisas,  teniendo  en  cuen- 
ta la  fortuna  de  sus  convecinos. 

Art.  141.  Vigilará  el  ejercicio  de  las 
artes  ú  oficios. 

Art.  142.    Cuidará  especialmente; 
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a)  De  que  los  establecí  mi  en  íós,  ma- 
nufacturas y  talleres  que  despidan  ma- 
los olores  sean  colocados  auna  distan- 
cia conveniente  de  las  habitaciones,  ó 
en  todo  caso,  que  las  operaciones  se 
ejecuten  de  manera  que  no  incomoden 
á  la  vecindad  ni  la  causen  perjuicios; 

b)  De  que  los  talleres  ruidosos  sean 
colocados  en  puntos  lejanos  de  la  po- 
blación. 

Art.  143.  Expedirá  certificados  de 
origen  de  conducta,  de  pobreza  y  otros 
de  este  género. 

Art.  144.  Ejercerá  la  policía  tutelar 
con  arreglo  á  la.3  disposiciones  del  Có- 
digo civil,  y  la  conservación  de  los  pa- 
trimonios, provocará  sin  demora  la  in- 
terdicción de  los  pródigos  ó  disipadores 
y  de  todos  los  habitantes  del  municipio 
que,  por  su  conducta  ó  capacidad,  no 
se  hallen  en  estado  de  arreglar  sus  ne- 
gocios. 

Art.  145.  Dará  de  oficio,  siempre 
que  se  le  exija,  su  pareceracerca  de 
las  autorizaciones  pedidas  en  los  casos 
previstos  por  el  libro  primero  del  Códi- 
go civil. 

Art.  146.  Denunciará  á  la  autoridad 
competente  los  crímenes  y  delitos  de 
que  tengan  indicios.  Citará  á  su  pre- 
sencia á  las  personas  que  falten  á  la 
decencia  ú  ofendan  la  moral  pública, 
les  dirigirá  las  reprensiones  necesa- 
rias, y  si  llega  el  caso  los  denunciará  al 
prefecto. 

Las  personas  que  no  comparezcan  á 
la  segunda  citación  del  Consejo  'Comu- 
nal serán  denunciadas  al  prefecto,  que 
deberá  obligarles  á  ello  con  medidas 
más  ó  menos  rigurosas. 


CAPÍTULO  III 

Deberes  de  los  empleados  del  municipio 

Sección  primera 

Disposiciones    geperaleg 

Art.  147.  Todo  ciudano  activo  será 
apto  para  desempeñar  los  empleos  del 
municipio  en  donde  tiene  su  domicilio. 

Art.  148.  La  duración  de  los  empleos 
del  municipio  será,  por  regla  general, 
de  cuatro  años. 

Art.  149.  Los  empleos  retribuidos 
del  municipio  no  podrán  ser  acumula- 
dos, salvo  las  excepciones  establecidas 
por  el  prefecto. 

Art.  150.  Está  prohibido  á  todo  em- 
pleado interesarse  de  un  modo  cual- 
quiera en  una  compra  ó  empresa  en  el 
ramo  de  administración  á  que  su  em- 
pleo corresponda. 

Art.  151.  íodo  empleado  estará  obli- 
gado á  suministrar  una  garantía  pro- 
porcional á  la  importancia  especial  de 
su  cargo. 

Art.  152.  Los  empleados  serán  res- 
ponsables de  todo  perjuicio  ocasionado 
por  su  falta,  dolo  ó  negligencia. 

Sección  segunda 

Cajero 

Art.  153.  El  Consejo  comunal  nom- 
brará su  cajero  por  el  término  de  dos  á 
cuatro  años. 

Será  reelegióle,  y  podrá  tomarse  en- 
tre los  individuos  del  Consejo  comunal. 

Art.  154.  Los  síndicos  no  podrán 
ejercer  en  ningún  caso  las  funciones 
de  cajero  del  municipio. 

Art.  155.     La6  disposiciones  de  los 


INSTITUCIONES  MUNICIPALES  DE  PRIBURGÓ 


m 


artículos  74  y  75  serán  también  aplica- 
bles al  cajero. 

Art.  156.  La  dimisión  de  un  indivi- 
duo del  Consejo  comunal,  nombrado 
para  desempeñar  las  funciones  de  ca- 
jero, sólo  será  admisible  cuando  ale- 
gue motivos  suficientes  á  juicio  del 
prefecto. 

Art.  157.  El  cajero  será  el  encargado 
*  de  los  ingresos  y  gastos  del  municipio 
en  general  y  en  particular: 

a)  De  la  percepción  de  las  contribu- 
ciones comunales; 

b)  De  la  custodia  de  los  fondos  de 
las  rentas  de  las  diversas  fundaciones 
piadosas  ó  de  utilidad  pública; 

c)  De  hacer  efectivas  las  multas  por 
contravenciones  á  los  reglamentos  de 
policía  y  falta  de  asistencia  á  las  es- 
cuelas de  instrucción  primaria. 

Art.  158.  Los  títulos  estarán  deposi- 
tados en  las  arcas  municipales. 

El  cajero  cuidará  de  los  ingresos 
procedentes  de  los  intereses. 

Art.  159.  El  Consejo  comunal  le  su- 
ministrará una  caja  ó  arca  donde  de- 
positará dichos  ingresos,  teniendo  se- 
parados y  con  su  etiqueta  respectiva 
los  fondos  de  las  distintas  proceden- 
cias. 

Art.  160.  El  cajero  no  podrá  aplicar 
á  su  uso  particular  los  fondos  que  tenga 
á  su  cargo,  y  en  caso  de  contraven- 
ción, sufrirá,  á  título  de  multa,  la  im- 
posición de  un  interés  del  6  por  100,  y 
será  inmediatamente  depuesto;  todo 
sin  perjuicio  de  las  penas  establecidas 
por  el  Código. 

Art.  161.  El  Consejo  comunal  exa- 
minará, cuantas  veces  lo  crea  conve- 
niente, el  estado  de  los  fondos,  coteján- 
dolo con  los  documentos  correspon- 
dientes. 

Art.  162.  El  cajero  estará  obligado 
á  llevar  una  cuenta  rigurosa  y  separa- 


da para  cada  clase  de  ingresos,  que  ten- 
drá además  un  libro  de  caja  distinto,  y 
para  el  cual  se  ajustará  á  los  modelos 
que  le  sean  suministrados. 

Art.  163.  No  podrá  percibir  ningún 
capital  ni  realizar  ningún  préstamo  sin 
la  autorización  del  Consejo  comunal. 

Art.  164.  No  podrán  conceder  plazo 
alguno á  los  contribuyentes  ó  deudores; 
los  atrasos  sólo  le  serán  pasados  en 
cuenta  cuando  justifique,  en  el  curso 
del  año  siguiente,  que  han  sido  infruc- 
tuosos los  procedimientos  para  hacer- 
los efectivos, 

Art.  165.  Si  él  mismo  llevase  á  cabo, 
en  nombre  del  municipio,  los  procedi- 
mientos de  apremio,  podrá  percibir  la 
mitad  de  los  emolumentos  asignados  á 
los  agentes  ordinarios;  pero  no  podrá 
hacerlo  éino  con  un  permiso  ó  encargo 
expreso  del  Consejo. 

Art.  166.  Intervendrá  en  los  bene- 
ficios de  inventario  y  en  las  discu- 
siones. 

Art.  167.  Las  cuentas  del  cajero  se 
cerrarán  el  31  de  Diciembre  de  cada 
año. 

En  caso  de  retraso  podrá  el  prefecto, 
por  denuncia  del  Consejo  comunal: 

a)  Destituir  al  cajero; 

b)  Darle  su  casa  por  cárcel,  bajo  la 
*  vigilancia   de  un  gendarme  costeado 

por  él,  hasta  que  las  cuentas  se  den 
por  saldadas  y  arregladas;  estos  arres- 
tos provisionales  podrán  convertirse  en 
verdadera  prisión; 

c)  Hacer  que  arregle  las  cuentas  un 
tercero  ó  una  comisión  á  expensas  del 
cajero. 

Art.  168.  En  los  primeros  meses  de 
cada  año  someterá  el  Consejo  sus  cuen- 
tas á  la  asamblea  comunal,  retirándo- 
se el  cajero  mientras  se  delibera  sobre 
ellas. 

Art.  169.    La  cuenta  de  cada  clase  de 
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ingresos  se  presentará  en  un  registro 
separado. 

Arl.  170.  En  los  municipios  cuya  po- 
blación exceda  de  1.000  almas,  podrán 
nombrarse  varios  cajeros  ó  percep- 
tores. 

Art.  171.  El  cajero  podrá  en  caso  de 
urgencia  pedir  la  ayuda  del  secretario 
del  municipio. 

Art.  172.  Percibirá  indemnización, 
que  habrá  de  fijar  la  asamblea  munici- 
pal ó  el  Consejo  general. 

Sección  tercera 

Secretario 

Art.  173.  El  Consejo  comunal  nom- 
brará su  secretario  por  el  término  de 
cuatro  años,  cuyo  nombramiento  podrá 
ser  revocado,  pero  será  siempre  reele- 
gible.  En  los  municipios  de  mucha  po- 
blación podrán  nombrársele  algunos 
auxiliares. 

Art.  174.  El  secretario  no  podrá  ser 
pariente  del  síndico  en  el  grado  men- 
cionado en  el  art.  72. 

Art.  175.  Será  á  la  vez  secretario  de 
la  asamblea  del  municipio,  del  Conse- 
jo general,  del  síndico  del  Consejo  co- 
munal y  de  las  comisiones  estableci- 
das, y  estará  obligado  á  llevar  un  libro  ' 
diferente  para  cada  clase  de  actas. 

Art.  176.  Llevará  además  un  regis- 
tro, en  el  que  se  inscribirán  los  vecinos 
que  tengan  derecho  al  disfrute  de  los 
bienes  comunales. 

Art.  177.  Será  el  encargado  especial 
de  vigiar  por  la  conservación  de  los 
archivos  comunales,  así  como  de  todos 
los  demás  documentos  que  le  atribu- 
yan las  leyes  especiales  ó  se  le  encar- 
guen por  el  Consejo  comunal  ó  el  ge- 
neral. 

Art.  178.    Al  comenzar  cada  sesión, 


dará  lectura  del  acta  de  la  precedente, 
que  podrá  ser  rectificada;  y  si  se  aprue- 
ba será  firmada  por  el  Presidente  y 
Secretario. 

Art.  179.  Inscribirá  en  cada  sesión 
el  nombre  de  los  miembros  del  Consejo 
comunal  que  se  hallaren  presentes. 

Art.  180.  Todas  las  actas  y  certifica- 
dos del  Consejo  comunal  serán  expedi- 
das por  el  Secretario  con  la  firma  y  el 
sello  del  Presidente. 

Art.  181.  Percibirá  una  indemniza- 
ción de  los  fondos  municipales,  la  cual 
será  fijada  por  el  Consejo  comunal  ó 
por  el  general. 

Sección  cuarta 

Del  hujier 

Art.  182.  El  Consejo  comunal  nom- 
brará el  hujier  por  cuatro  años,  siendo 
reelegióle  al  espirar  este  plazo. 

El  hujier  estará  encargado  de  hacer 
todos  los  servicios  que  le  sean  encarga- 
dos por  la  asamblea  ó  por  el  Consejo 
comunal. 

Será  además  juramentado  por  el  pre- 
fecto á  su  entrada  en  funciones. 

Art  183.  Estará  á  las  órdenes  del 
síndico,  del  cajero  y  del  secretario,  y 
deberá  servirlos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Art.  184.  Llevará  nota  de  las  opera- 
ciones de  que  se  encarguen  y  prestará 
también  servicios  para  las  convocacio- 
nes  de  la  parroquia. 

Art.  185.  Recibirá  un  sueldo  y  emo- 
lumentos fijados  por  el  Consejo  comu- 
nal ó  por  el  Consejo  general. 

Art.  186.  En  caso  de  impedimento 
del  hujier  de  una  autoridad  judicial,  po- 
drá desempeñar  su  puesto  el  municipal 
por  delegación  del  juez. 


Instituciones  municipales  de  friburgo 
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Sección  quinta 

Guardas  de  montes  y  otros  empleados 
del  municipio 

Art.  187.  Los  municipios  que  posean 
montes  comunales  nombrarán  un  guar- 
da entre  los  individuos  de  una  terna 
propuesta  por  el  inspector  de  un  distri- 
ó  por  su  inspector  particular. 

Art.  188.  Los  guardas  de  montes  se- 
rán nombrados  por  cuatro  años  y  reele- 


rr 


ibles. 


Prestarán  juramento  en  manos  del 
prefecto. 

Art.  189.  Su  sueldo  lo  fijará  el  Con- 
sejo comunal  ó  el  general,  y  será  some- 
tido á  la  aprobación  del  inspector  de 
distrito.  En  caso  de  no  aprobarlo  deci- 
dirá el  director  del  Interior. 

Art.  190.  Sus  deberes  y  sus  atribu- 
ciones están  determinados  en  el  títu- 
lo l,  capítulo  11  de  la  lev  de  montes. 

Art.  191.  Las  atribuciones  de  los 
guardas  de  campo,  inspectores  de  ga- 
nados, etc.,  serán  las  que  determinen 
las  leyes,  decretos  ó  reglamentos  espe- 
ciales. 

TÍTULO  CUARTO 

SÍNDICO 

Art.  192.  En  cada  municipio  nom- 
brará el  Consejo  de  Estado,  por  cuatro 
años,  entre  los  ciudadanos  activos  do- 
miciliados en  el  municipio,  síndico  que 
será  á  la  vez  agente  del  Gobierno  y  del 
municipio. 

Art.  193.  El  ciudadano  que  se  niegue 
por  primera  vez,  sin  motivo  grave,  que 
apreciará  el  Consejo  de  Estado,  á  ad- 
mitir las  funciones  del  síndico,  durante 


el  plazo  fijado  por  la  ley,  perderá  sus 
derechos  políticos  y  se  le  impondrá  una 
multa  de  30  á  80  francos,  en  favor  de 
los  fondos  de  la  escuela  del  municipio, 
hasta  que  aquéllos  lleguen  á  la  canti- 
dad prevista  por  la  ley,  pasando  cuando 
esto  suceda  á  los  fondos  de  pobres. 

Art.  194.  Vigilará  especialmente  por 
la  ejecucón  de  las  leyes  y  decretos  del 
Gobierno,  y  por  los  intereses  del  muni- 
cipio, tomando  la  iniciativa  en  las  me- 
joras que  deban  introducirse. 

Art.  195.  Convocará  y  presidirá  el 
Consejo  comunal,  el  Consejo  general  y 
las  asambleas  del  municipio,  firmando 
todas  las  actas  que  de  ellos  emanen,  y 
pondrá  ademas  el  visto  bueno  á  las 
cuentas  del  cajero  y  de  todos  los  demás 
individuos  que  administren  fondos  del 
municipio. 

Art.  196.  No  podrá  negarse  á  convo- 
car el  Consejo  municipal  cuando  lo 
exijan  por  lo  menos  dos  de  sus  indivi- 
dúos. 

Art.  197.  Estará  especialmente  en- 
cargado de  velar  por  que  el  Consejo 
municipal  que  presida  cumpla  estric- 
tamente los  deberes  que  la  ley  le  im- 
pone. 

Art.  198.  Será  responsable  de  su 
gestión  y  especialmente  de  todo  perjui- 
cio que  resulte  por  su  dolo,  por  su  falta 
ó  por  su  negligencia. 

Art.  199.  Recibirá  del  Estado  una 
indemnización,  independientemente  de 
la  que  anualmente  le  señale  el  muni- 
cipio. 

Art.  200.  Tendrá  el  deber  de  aplicar 
las  penas  establecidas  por  los  regla- 
mentos del  municipio,  en  cuanto  aqué- 
llas no  caigan  bajo  la  competencia  de 
otra  autoridad.  ' 

Art.  201.  Ejercerá  todas  las  demás 
atribuciones  que  le  asignen  las  leyes. 

Art.  202.    El  suplente  del  síndico  será 
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nombrado  por  el  Consejo  comunal  en- 
tre los  individuos  de  su  seno. 


TITULO   QUINTO 

ADMINISTRACIÓN  ESPECIAL    DE    LOS 
MUNICIPIOS 

Art.  203.  El  Consejo  de  Estado  po- 
drá disolver  un  Consejo  municipal  y 
proceder  á  nuevas  elecciones: 

a)  Cuando  éste  oponga  resistencia  á 
la  ejecución  de  las  leves,  decretos  ú  ór- 
denes del  Consejo  de  Estado; 

b)  Cuando  haya  desórdenes  en  la 
Administración  comunal. 

Art.  204.  El  Consejo  de  Estado  podrá 
poner  la  administración  del  municipio 
en  manos  de  uno  ó  varios  administra- 
dores interinos: 

a)  En  los  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo anterior  cuando  se  produzcan 
reiteradamente  durante  el  mismo  pe- 
ríodo cuadrienal; 

b)  Cuando  el  municipio  encuentra 
graves  dificultades  para  constituirse; 

c)  Cuando  se  le  apremie,  ó  su  situa- 
ción financiera  sea  muy  apurada. 

Art.  205.  Los  administradores  tem- 
porales serán  nombrados  por  el  Conse- 
jo de  Estado,  por  el  término  de  cuatro 
años,  y  podrán  ser  elegidos  fuera  del 
municipio,  siendo  designado  uno  de 
ellos  para  ejercer  las  funciones  de  sín- 
dico. Desempeñarán  los  cargos  y  ten- 
drán las  atribuciones  del  Consejo  co- 
munal bajo  la  vigilancia  del  Consejo 
de  Estado,  que  la  ejercerá  por  medio  de 
la  dirección  del  Interior. 

Si  al  espirar  el  plazo  de  cuatro  años 
se  ju/gase  necesaria  la  prolongación 
de  esta  medida  excepcional  ,  podrá 
mantenerla  por  un  nuevo  período  de  la 
misma  duración,  quedando  á  los  inte- 


resados el  recurso  de  apelar  al  Gran 
Consejo. 

Art.  206.  Mientras  dure  la  medida 
excepcional  prevista  en  el  art.  104,  de- 
berán ser  sometidos  á  la  sanción  del 
Consejo  de  Estado  todos  los  actos  de 
la  Administración  comunal,  cuya  apro- 
bación competa  á  las  asambleas  co- 
munales, según  la  ley. 

La  asamblea  de  los  contribuyentes 
conservará,  sin  embargo,  sus  atribu- 
ciones. 

Art.  207.  Por  último,  un  municipio 
podrá  reunirse  administrativamente  á 
otro  municipio  vecino: 

a)  Cuando  lasmedidas  indicadas  en 
los  artículos  203,  204  y  205  sean  inútiles 
ó  insuficientes; 

b)  Cuando  tenga  una  población  in- 
ferior á  150  habitantes; 

c)  Cuando  la  mitad  de  los  contribu- 
yentes así  lo  pidan. 

En  los  municipios  así  reunidos  deberá 
nombrarse  un  Consejo  comunal,  cuyos 
miembros  correspondan,  hasta  donde 
sea  posible,  á  todos  los  municipios  en 
proporción  á  su  población  respectiva. 

El  Consejo  de  Estado  determinará  Ja 
forma  de  esta  repartición. 

Art.  208.  A  pesar  de  esta  reunión, 
cada  municipio  continúa  siendo  propie- 
tario de  sus  bienes  comunales,  admi- 
nistrándolos separadamente  el  Consejo* 
comunal,  sin  perjuicio  de  las  disposi- 
ciones del  art.  233. 

TITULO  SEXTO 

ADMISIÓN  Y  RECONOCIMIENTO    DE  VECÍNOS 

Art.  209.  Todo  el  que  desee  que  se 
le  admita  como  vecino  de  un  municipio, 
debe  dirigir  su  petición  por  escrito  al 
Consejo  comunal.  El  extranjero  al  can- 
tón debe,  además,  habitar  en  el  cantón 
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ó  en  el  territorio  suizo  con  dos  años  de 
anticipación;  en  este  último  caso  debe 
el' aspirante  haber  habitado  en  el  can- 
tón durante  dos  años  por  lo  menos,  de 
los  diez  que  precedan  á  su  demanda,  y 
adquirir  la  naturalización  ó  ciudadanía 
friburguesa. 

El  Consejo  comunal,  antes  de  pre- 
sentar ala  asamblea  municipal  la  peti- 
ción prescrita  en  el  art.  10  de  la  pre- 
sente ley.  deberá  asegurarse  de  que  el 
aspirante  presenta  garantías  suficien- 
tes de  moralidad  y  subsistencia,  de  lo 
cual  se  hará  mención  en  el  informe. 

Art.  210.  Las  condiciones  de  morali- 
dad exigidas  no  se  llenan: 

Cuando  el  aspirante  esté  bajo  el  peso 
de  una  sentencia  judicial  en  materia 
criminal  ó  correccional; 

Cuando  haya  perdido  sus  derechos 
cívicos,  condenado  á  ello  iegalmente; 

Cuando  su  conducta  sea  contraria  á 
las  buenas  costumbres; 

Cuando  haya  sido  castigado  muchas 
veces  por  contravenciones  á  la  ley  de 
policía. 

Art.  211.  La  garantía  de  los  medios 
de  subsistencia  no  se  considerará  pro- 
bada si  el  aspirante  no  pudiere  por  sí 
ó  por  su  familia  demostrar  que  posee 
una  fortuna  de  6.000  francos  por  lo 
menos,  si  es  casado,  y  3.000,  si  es  sol- 
tero ó  viudo  sin  hijos. 

Esta  fortuna,  independientemente  del 
precio  de  admisión,  deberá  poseerse  en 
inmuebles  ó  capitales  cuyos  impues- 
tos ha  de  pagar  con  dos  años  de  anti- 
cipación, ó  en  títulos  extendidos  á  su 
nombre,  durante  el  mismo  tiempo,  en 
los  registros  del  Banco  de  la  caja  Hipo- 
tecaria ó  en  el  gran  libro  de  la  Deuda 
pública. 

No  se  tendráen cuenta  lapresentación 
de  numerario  ni  la  de  títulos  al  porta- 
dor para  los  efectos  de  este  artículo. 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídicas. 


Art.  212.  Los  municipios  no  podrán 
negar  el  derecho  de  ciudadanía  á  los 
friburgueses  que  presenten  las  garan- 
tías exigidas  por  los  artículos  prece- 
dentes. 

En  caso  de  duda  ó  negativa  podrá  re- 
cu  rr  irse  al  Consejo  de  Estado. 

Art.  213.  La  asamblea  comunal  de- 
cidirá acerca  de  las  peticiones  de  ad- 
misión de  personas  extrañas  al  cantón, 
por  mayoría  absoluta  de  los  individuos 
presentes.  La  oposición,  debidamente 
motivada,  de  la  tercera  parte  de  éstos, 
bastará  para  rechazar  la  petición  cuan- 
do existe  una  de  las  causas  menciona- 
das en  el  art.  210. 

Quedará  siempre  á  salvo  el  derecho 
de  apelación  ante  el  Consejo  de  Estado. 

Art  214.  El  máximum  del  precio  de 
admisión  se  fijará  por  el  Consejo  de 
Estado  para  todos  los  Comunes  del 
cantón,  clasificados  por  categorías  de 
800  francos,  1.200,  1.500,  Z000  y  2.500, 
según  las  ventajas  que  presenten  con 
arreglo  al  parecer  del  Consejo  comunal 
y  del  prefecto. 

Art.  215.  El  máximum  del  precio  de 
admisión  podrá  reducirse  á  la  mitad  en 
favor  de  extranjero  casado  con  una 
friburguesa. 

Art.  216.  En  la  admisión  se  com- 
prenderán necesariamente  los  hijos  no 
casados;  pero  podrán  ser  excluidos  los 
que  se  hallen  en  uno  de  los  casos  pre- 
vistos por  el  art.  210. 

Además  del  precio  indicado,  deberá 
pagarse  por  cada  hijo: 

a)  Si  no  excediere  de  quince  años, 
la  décima  parte  de  dicho  precio; 

b)  Si  pasase  de  esta  edad,  la  quinta 
parte. 

Art.  217.  Los  hijos  del  solicitante 
que  tengan  establecimiento  por  separa- 
do ó  sean  jefes  de  familia,  no  serán  ad- 
mitidos sino  mediante  una  petición  for- 
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mal  de  su  parte,  y  el  precio  de  admisión 
legal  se  reducirá  por  lo  menos  a  la  mi- 
tad para  el  y  para  sus  hijos. 

Art.  218.  Podrá  ser  también  admiti- 
da á  los  derechos  de  ciudadanía  una 
familia  de  huérfanos  menores  de  edad, 
representados  por  su  tutor.  Sólo  el  pre- 
cio de  admisión  del  mayor  de  los  hijos 
será  Integro.  Sus  hermanos  y  herma- 
nas disfrutarán  del  beneficio  de  reduc- 
ción previsto  en  el  art.  216. 

Art.  219.  El  precio  de  admisión  se 
destinará  por  terceras  partes  á  bene- 
ficio de  los  fondos  comunales,  de  los  de 
escuela  y  de  los  pobres. 

Art.  220.  La  asamblea  del  municipio 
podrá  acordar,  por  mayoría  de  dos  ter- 
ceras partes  de  los  individuos  presen- 
tes, una  rebaja  en  el  precio  de  admi- 
sión, y  hasta  la  admisión  gratuita  de  la 
persona  que  pueda  reportar  ventajas 
reales  ala  localidad,  ó  de  aquella  que 
hubiere  prestado  servicios  importantes, 
que  deberán  ser  especificados. 

Art.  221.  La  acción  de  reconoci- 
miento de  un  derecho  de  ciudadanía 
será  imprescriptible. 

Art.  222.  La  ley  no  reconoce  distin- 
ción alguna  entre  los  ciudadanos  por 
su  origen  ó  procedencia. 

Los  ciudadanos  que  no  hayan  he- 
cho uso,  en  el  término  de  un  año,  &  con- 
tar desde  la  promulgación  de  esta  ley, 
de  los  derechos  que  les  confieran  bajo 
este  punto  de  vista  las  leyes  anteriores, 
serán  inscritos  necesaria  y  gratuita- 
mente en  el  registro  civil  del  municipio 
del  cantón  de  donde  sean  naturales  ó 
habitaren,  y  donde  hubieren  estado  do- 
miciliados últimamente  ellos  ó  sus  as- 
cendientes en  linea  recta. 

Art.  223.  Las  cuestiones  á  que  pue- 
dan dar  lugar  los  reconocimientos  del 
derecho  de  ciudadanía,  se  ventilarán  en 
los  tribunales  ordinarios. 


TÍTULO  SÉPTIMO 

ESTABLECIMIENTO  Y   DOMICILIO 

Art.  224.  Todo  ciudadano  extraño  al 
municipio  que  desee  habitar  en  él,  de- 
berá inscribirse  en  la  secretaría  muni- 
cipal dentro  de  los  diez  días  siguientes 
al  de  su  llegada,  y  presentar: 

a)  Su  acta  de  origen,  debidamente 
legalizada  si  es  friburgués; 

6)  Si  es  extraño  al  cantón,  un  per- 
miso de  establecimiento  ó  de  domicilio, 
expedido  por  la  dirección  de  la  policía 
cantonal. 

Los  pastores  ó  sacerdotes,  los  fun- 
cionarios y  empleados  federales  ó  can- 
tonales, los  regentes,  los  gendarmes, 
en  una  palabra,  todos  los  ciudadanos 
cuyas  funciones  públicas  les  obliguen  á 
fijar  forzosamente  su  domicilio  en  un 
municipio,  podrán  obtener  su  inscrip- 
ción por  la  simple  presentación  de  su 
credencial. 

Art.  225.  En  todo  municipio  habrá 
obligación  de  llevar ,  independiente- 
mente del  registro  civil  previsto  en  el 
articulo  16  de  la  presente  ley,  un  diario 
de  entrada  y  salida  de  los  documentos 
de  legitimación  entregados  por  ciuda- 
danos extraños  al  municipio. 

Art.  226.  A  las  personas  menciona- 
das en  los  artículos  precedentes  se  les 
entregará  una  declaración  de  inscrip- 
ción, que  hará  al  mismo  tiempo  las  ve- 
ces de  recibo  de  los  documentos  depo- 
sitados y  cuya  fecha  sirva  de  punto  de 
partida  para  calcular  la  duración  del 
domicilio  previo  de  tres  meses,  necesa- 
sario  á  los  ciudadanos  activos  estable- 
cidos para  poder  tomar  parte  en  las 
elecciones  y  votaciones  en  materia  can- 
tonal y  comunal. 

Este  recibo  ó  resguardo  irá  firmado 
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por  el  sindico  deJ  municipio,  y  deberá 
devolverse  para  obtener  la  devolución 
de  los  documentos  depositados. 

La  dirección  de  policía  determinará 
la  forma,  que  debe  ser  la  misma  para 
todos  los  municipios  del  cantón. 

Art.  227.  El  permiso  de  estableci- 
miento podrá  ser  negado  ó  retirado  á 
todo  ciudadano  que,  á  consecuencia  de 
un  juicio  penal,  no  goce  de  sus  dere- 
chos de  ciudadanía. 

Podrá  ser  retirado  además: 

a)  A  aquel  que  haya  sido  reiteradas 
veces  castigado  por  delitos  graves; 

b)  Al  que  se  coloque  de  una  manera 
permanente  al  amparo  de  la  beneficen- 
cia pública,  y  al  que  su  municipio  ó 
cantón  de  origen  niegue  una  asistencia 
suficiente  después  de  haber  sido  invita- 
do oficialmente  á  concedérsela. 

Art.  228.  El  permiso  de  domicilio 
podrá  ser  negado  ó  retirado  indepen- 
dientemente de  los  casos  citados,  en  los 
siguientes: 

a)  Cuando  un  ciudadano  haya  sido 
reiteradas  veces  castigado  por  contra- 
venciones á  las  leyes  y  reglamentos  de 
policía; 

b)  Cuando  por  su  conducta  desarre- 
glada perjudique  la  decencia  y  la  mora- 
lidad pública,  ó  no  cumpla  bajo  este 
punto  de  vista  sus  deberes  de  jefe  de 
familia  sobre  sus  hijos,  criados  ú  otras 
personas  de  su  casa; 

e)  Cuando  se  entregue  á  la  mendi- 
cidad ó  consienta  que  lo  hagan  sus  hi- 
jos ú  otras  personas  de  su  familia; 

d)  Cuando  descuide  la  instrucción 
de  sus  hijos  ó  su  asistencia  ala  es- 
cuela. 

Art.  229.  Toda  reclamación  relativa 
á  la  aplicación  de  los  cinco  artículos 
últimos  deberá  hacerse  al  prefecto  ver- 
balmente,  pudiendo  además  apelar  al 
Consejo  de  Estado. 


TITULO  OCTAVO 

BIENES   COMUNALES 

Art.  230.  Los  bienes  comunales  for- 
marán el  dominio  público  del  muni- 
cipio. 

Art.  231.    Comprenderán  éstos: 

a)  Los  bienes  muebles,  como  el 
mobiliario  de  las  casas  municipales, 
Biblioteca,  Museo  y  demás  colecciones! 
los  créditos  y  las  acciones  ó  rentas; 

b)  Los  bienes  inmuebles,  adquiridos 
por  una  posesión  inmemorial,  ó  por  los 
títulos  por  que  se  adquiere  la  propiedad 
privada. 

Art.  232.  A  falta  de  una  propiedad 
probada  por  los  medios  que  la  ley  pre- 
viene, pertenecerán  al  municipio  los 
terrenos  baldíos, los  laudos  ó  bienes  va- 
cantes, exceptuando  los  derechos  de  re- 
galía. 

Art.  233.  Los  bienes  comunales  se 
destinarán  esencialmente  á  proveer  á 
los  gastos  locales  ó  generales  de  que 
la  ley  encargue  á  los  municipios.  Los 
Consejos  comunales  podrán,  si  las  ne- 
cesidades de  la  Administración  lo  exi- 
gen, establecer  sobre  los  beneficios  co- 
munales un  impuesto,  que  no  deberá  al- 
canzar nunca  á  los  ciudadanos  que  de- 
penden de  la  asistencia  pública. 

El  Consejo  de  Estado  podrá  también 
ordenar  este  impuesto,  previo  el  infor- 
me del  prefecto,  después  de  examinar 
la  situación  administrativa  y  las  nece- 
sidades públicas  del  municipio. 

Art.  234.  En  los  casos  extraordina- 
rios en  que  lo  exijan  los  intereses  pú- 
blicos del  municipio,  podrá  el  Consejo 
de  Estado  ordenar  la  venta  de  inmue- 
bles comunales,  con  las  condiciones 
que  las  leyes  determinen. 

Podrá  también  ordenar,  con  objeto 
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de  favorecer  el  progreso  de  la  agricul- 
tura, la  distribución  por  treinta  años 
de  tierras  baldías  ó  de  prados  suscep- 
tibles de  cultivo. 

Art.  235.  Queda  prohibida  la  distri- 
bución de  fondos  en  un  municipio  que 
tenga  deudas  ó  que  se  halle  en  el  caso 
de  establecer  un  impuesto. 

Cuando  se  pruebe  que  los  recursos 
ordinarios  del  municipio  son  insufi- 
cientes para  hacer  frente  á  los  gastos 
públicos,  ó  que  se  hace  indispensable 
un  impuesto  permanente,  podrá  el  Con- 
sejo de  Estado,  según  las  circunstan- 
cias, restringir  ó  suprimir  la  distribu- 
ción de  lotes  de  leña  ó  madera  y  el  dis- 
frute de  parcelas  comunales  á  los  ciu- 
dadanos del  municipio  que  fueren  in- 
digentes. 

Art.  236.  Todo  ciudadano  que  quie- 
ra ser  admitido  al  disfrute  de  los  bene- 
ficios comunales  deberá  poder  confir- 
mar que  es  mayor  de  edad,  jefe  de  fa- 
milia ó  de  establecimiento,  y  que  está 
domiciliado  en  el  municipio  durante  la 
mayor  parte  del  año. 

Art.  237.  Sin  embargo,  el  jefe  de  fa- 
milia ó  de  un  establecimiento,  cuyo 
padre  ó  madre  disfruten  todavía  de  los 
beneficios  comunales,  no  será  admiti- 
do á  participar  de  ellos  hasta  la  edad  de 
veinticinco  años  cumplidos,  siempre 
que  reúna  además  las  condiciones  exi- 
gidas en  el  artículo  precedente.  Por 
más  que  una  familia  viva  dividida,  sólo 
tendrá  derecho  á  un  lote. 

Art.  238.  Toda  ciudadana  viuda  ó 
soltera,  y  toda  familia  de  huérfanos  re- 
presentada por  su  tutor  será  también 
admitida  al  goce  de  los  beneficios  co- 
munales, siempre  que  se  halle  dentro 
de  las  prescripciones  establecidas  en 
el  art.  230. 

Art.  239.  En  todos  estos  casos,  so- 
portará el  ciudadano  todas  las  presta-  j 


ciones  ordinarias  del  municipio  ó  de  la 
parroquia,  bajo  la,  pena  de  perder  sus 
derechos  durante  todo  el  tiempo  que 
no  cumpla  estos  deberes. 

Art.  240.  Para  la  participación  en  los 
beneficios  comunales  se  aplicará  el 
principio  de  la  completa  igualdad  entre 
todos  los  derecho-habientes. 

Art.  241.  Si  un  ciudadano  admitido 
al  disfrute  de  los  beneficios  comunales 
muriese  sin  dejar  hijos  ú  otros  parien- 
tes que  formen  su  familia,  aptos  para 
continuar  su  disfrute,  si  los  trabajos 
de  cultivo  se  han  ejecutado  ya  para 
la  próxima  cosecha,  tendrán  sus  here- 
deros derecho  á  recoger  ésta  y  parti- 
cipar en  el  corriente  año  de  las  distri- 
buciones que  se  hagan,  siempre  que  se 
cumplan  las  obligaciones  del  difunto  y 
paguen  una  suma  equivalente  al  valor 
del  arrendamiento  del  lote  y  al  de  las 
distribuciones  de  que  participan,  cal- 
culado á  prorrata  del  tiempo  que  aún 
falta. 

Si  no  hubiere  acuerdo  en  esto,  se  ape- 
lará á  los  peritos. 

Art.  242.  Las  parcelas  de  terrenos 
comunales  arrendados  sólo  podrán  ser 
embargadas  por  las  deudas  que  los 
arrendatarios  hagan  al  municipio,  por 
los  impuestos,  censos  ú  otras  prestacio- 
nes públicas. 

Art.  243.  El  que  descuide  el  cultivo 
de  una  parcela  podrá  ser  privado  de 
ella  por  decisión  del  Consejo  comunal, 
pudiendo  recurrir  ante  el  prefecto  con- 
tra esta  medida. 

Art.  244.  El  que  no  gozando  de  los 
beneficios  comunales  desee  ser  ad- 
mitido á  su  disfrute,  deberá  hacer  su 
petición  al  síndico  antes  de  1.°  de  Ene- 
ro de  cada  año,  y  llenar  desde  1.°  de 
Enero  siguiente  las  condiciones  exi- 
gidas. 

Art.  245.    En  los  municipios  en  don- 
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de  el  fondo  de  Escuelas  sea  menor  al 
mínimum  legal,  tendrá  derecho  este 
ramo  á  dos  partes  de  los  beneficios  co- 
munales. 

También  podrá  reservarse  una  ó  dos 
partes  á  la  Caja  de  los  pobres,  en  los 
municipios  que  se  vean  en  la  necesidad 
de  hacerlo. 

Art.  246.  La  distribución  de  parcelas 
comunales  entre  las  familias  que  ten- 
gan derecho  á  su  disfrute,  será  someti- 
da á  una  revisión  general  por  lo  menos 
cada  treinta  años. 

Art.  247.  Las  disposiciones  de  este 
título  serán  aplicables  á  los  bienes  co- 
munales de  aldea,  donde  existan. 

Art.  248.  Las  dificultades  á  que  pue- 
da dar  lugar  el  derecho  de  disfrute  de 
los  bienes  comunales,  serán  de  la  com- 
petencia de  los  tribunales  ordinarios. 

TITULO  NOVENO 

DE    LAS  CONTRIBUCIONES  Y  CARGAS 
MUNICIPALES 

Art.  249.  Los  impuestos  ordinarios 
del  municipio  gravarán,  en  una  propor- 
ción que  será  determinada  para  cada 
caso  especialmente  y  de  modo  que  cada 
clase  subsiguiente  esté  menos  gravada 
que  la  precedente: 

a)  Todos  los  inmuebles  situados  en 
el  territorio  del  municipio  á  excepción 
de  los  que  pertenezcan  al  Estado  ó  á  las 
fundaciones  y  establecimientos  que  de 
él  dependan  cuando  estén  directamente 
afectos  á  un  servicio  público,  de  los 
edificios  y  terrenos  que  sirvan  directa- 
mente para  el  ejercicio  de  un  culto 
oficialmente  reconocido  ó  para  la  ins- 
trucción pública.  En  los  municipios  ru- 
rales los  edificios  estarán  menos  recar- 
gados que  las  tierras. 


No  deberán  deducirse  las  deudas  hi- 
potecarias. 

Sin  embargo,  los  inmuebles,  de  cual- 
quier clase  que  sean,  pertenecientes  al 
Estado,  no  serán  jamás  sometidos  al 
impuesto  para  la  construcción  y  la  con- 
servación de  los  caminos  cantonales; 

6)  Los  capitales  inscritos  como  con- 
tribuyentes en  el  registro  del  munici- 
pio para  el  impuesto  cantonal; 

e)  Las  ventas  del  comercio  de  la  in- 
dustria; 

d)  Los  sueldos  fijos  de  los  funciona- 
rios y  empleados  en  el  municipio; 

e)  Las  rentas  vitalicias,  pensiones, 
etcétera; 

/)  Todo  capital  mueble  existente  en 
el  territorio  municipal. 

Art.  250.  Los  impuestos  extraordi- 
narios del  municipio  serán,  en  primer 
lugar,  los  determinados  por  la  ley  de  24 
de  Noviembre  de  1877;  podrán  también 
establecerse  impuestos  en  forma  de  ca- 
pitación sobre  todas  las  personas  á 
quienes  no  alcancen  los  ordinarios,  pre- 
vistos en  el  artículo  precedente. 

Estos  impuestos  serán  autorizados  en 
el  caso  y  de  la  manera  prevista  por  la 
ley  mencionada.  Son,  además,  aplica- 
bles á  dichos  impuestos  las  prescripcio- 
nes de  la  presente  ley  concernientes  al 
impuesto  general. 

Art.  251.  En  el  caso  en  que  un  muni- 
cipio se  negare  á  establecer  ó  á  au- 
mentar un  impuesto  para  cubrir  una 
obligación  legal,  podrá  obligarle  á  ello 
el  Consejo  de  Estado. 

Art.  352.  El  ciudadano  que  posea 
varios  derechos  de  ciudadanía  estará 
sujeto  á  la  contribución  personal  en  el 
municipio  en  donde  tenga  su  domicilio 
en  1.°  de  Enero  de  cada  año. 

Art.  253.  El  impuesto  sobre  inmue- 
bles se  fundará  en  el  valor  catastral  y 
no  en  su  extensión  y  contenido. 
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Queda  exceptuado  el  decreto  de  6  de 
Junio  de  1849,  concerniente  á  la  evalua- 
ción de  los  bosques  o  montes  del  Es- 
tado. 

Art.  254.  Antes  de  decretar  la  co- 
branza de  un  impuesto  avisará  de  ello 
el  Consejo  comunal  á  todos  los  intere- 
sados, por  la  doble  inserción  en  el  Bo- 
letín Oficial,  indicando  la  cuota  y  dura- 
ción del  impuesto  proyectado. 

Después  someterá  la  decisión  de  la 
asamblea  comunal  de  todoslos  intere- 
sados, por  la  doble  inserción  en  el  Bo- 
letín Oficial,  indicando  la  cuota  y  la  du- 
ración del  impuesto  proyectado. 

Luego  será  sometida  la  decisión  de  la 
asamblea  ^comunal  á  la  ratificación  del 
Consejo  de  Estado  (art.  46,  letra  e,  de  la 
ley).  Examinará  este  los  argumentos 
de  los  que  se  hayan  opuesto,  y,  según 
las  circunstancias,  sancionará,  modi- 
ficará ó  rechazará  las  decisiones  de  la 
asamblea.  Toda  autorización  de  im- 
puesto se  comunicará  inmediatamente 
a  loa  interesados  mediante  el  Boletín 
Oficial. 

Art.  255.  Inmediatamente  después 
de  esta  publicación,  procederá  el  Con- 
sejo comunal  &  la  distribución  del  im- 
puesto; cada  contribuyente  tendrá  el 
término  preciso  de  un  mes  para  hacer 
valer  sus  reclamaciones  por  su  mote 
personal.  La  autoridad  local  tendrá 
el  deker  de  oírlos  y  atenderlos  si  proce- 
diere, y  el  prefecto  fallará  definitiva- 
mente acerca  del  asunto,  siendo  ejecu- 
torio lo  que  determine. 

Art.  256.  Toda  contribución  deberá 
ser  pagada  antes  del  último  dta  de  Di- 
ciembre de  cada  año,  á  no  ser  que  el 
Consejo  comunal  fije  un  término  ó  pla- 


zo n 


Los  morosos  pagarán  un  interés  del 
5  por  100. 
Si  la  demora  llegase  á  tres  meses 


después  del  vencimiento,  podrá  ade- 
más el  Consejo  comunal: 

a)  Privarle  de  su  participación  en 
los  beneficios  comunales  del  año  si- 
guiente; 

b)  Suspenderle,  durante  el  siguien- 
te año,  del  derecho  de  asistir  á  la  asam- 
blea comunal. 

Art.  257.  El  Consejo  comunal  podrá 
cobrar  el  importe  del  impuesto  de  la 
parte  que  corresponda  al  contribuyen- 
te en  los  beneficios  cumunales,  sin  que 
sea  válido  ningún  convenio  ó  contrato 
por  el  que  el  contribuyente  haya  dis- 
puesto de  ellos. 

Art,  258.  Si  el  contribuyente  no  fue- 
se de  los  admitidos  á  los  beneficios  co- 
munales ó  su  parte  no  fuera  suficiente, 
estará  antorizado  el  cajero  recaudador 
para  proceder  judicialmente  contra  el 
moroso  en  las  formas  excepcionales 
establecidas  en  el  titulo  II,  capitulo  II, 
sección  segunda,  de  la  ley  de  20  de  Sep- 
tiembre de  1848,  concerniente  al  im- 
puesto sóbrelos  bienes. 

Art.  259.  En  ningún  caso  podrá  el 
Consejo  comunal  negarse  á  presentar 
las  cuentas  al  ciudadano  que  esté  obli- 
gado á  pagar  el  impuesto  comunal. 

SEGUNDA  PARTE 

DE  LAS  PAKROQUIAS 


CAPITULO    PRIMERO 


Organ 


¡ación  de  las  mismas 


Art.  260.  El  territorio  parroquial  será 
determinado,  para  las  parroquias  cató- 
licas, por  acuerdo  y  decisión  de  las  au- 
toridades civiles  y  eclesiásticas  compe- 
tentes, y  para  las  protestantes,  por  la 
ley  ó  por  un  decreto  del  Gran  Consejo. 
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Art.  261.  La  circunscripción  de  las 
parroquias  deberá  concordar,  en  cuan- 
to sea  posible,  con  la  de  los  municipios 
administrativos. 

Art.  262.  No  se  reconocerá  por  la 
autoridad  civil  ninguna  parroquia  an- 
tes de  exponer,  con  arreglo  á  ley  de 
22  de  Noviembre  de  1851,  los  medios 
por  los  cuales  ha  de  atender  á  sus 
gastos. 

CAPÍTULO  II 
Asambleas  parroquiales 

Art.  263.    Habrá  en  cada  parroquia: 

a)  Una  asamblea  parroquial; 

b)  Un  Consejo  parroquial; 

c)  Un  presidente  de  parroquia. 
Art.  264.    La  asamblea  parroquial  se 

compondrá: 

a)  De  todos  los  ciudadanos  activos 
del  municipio  ó  municipios  que  formen 
la  circunscripción  parroquial,  que  es- 
tén en  ella  domiciliados  y  profesen  la 
religión  para  que  se  constituye  la  pa- 
rroquia; 

b)  De  todos  los  suizos,  friburgueses 
ó  no,  ciudadanos  activos,  estableci- 
dos con  tres  meses  de  anterioridad  en 
el  municipio  ó  municipios  que  formen 
la  circunscripción  parroquial  y  profe- 
sen la  religión  para  que  la  parroquia 
se  haya  constituido. 

Los  hijos,  hermanos,  etc.,  de  los  ciu- 
dadanos que  habiten  uno  de  los  Comu- 
nes pertenecientes  á  la  parroquia  por 
los  mismos  títulos  que  los  jefes  de  su 
familia  y  vivan  con  ellos,  tendrá,  como 
estos  últimos,  si  son  ciudadanos  acti- 
vos, domiciliados  con  tres  meses  de 
anticipación  y  profesan  la  misma  reli- 
gión, el  derecho  de  tomar  parte  en  di- 
chas asambleas. 


Deberá  llevarse  un  registro  especial 
para  cada  parroquia. 

Art.  265.  Cuando  en  una  asamblea 
parroquial  se  trate  de  tomar  una  deci- 
sión que  pueda  comprometer  conside- 
rablemente lors  recursos  ordinarios  de 
la  parroquia  y  provocar  consecuencias 
pecuniarias  onerosas  para  los  contri- 
buyentes, así  como  cuando  se  trate  de 
cobrar  un  impuesto  ó  de  la  aprobación 
de  las  cuentas  que  á  éste  se  refieran, 
los  contribuyentes  de  la  parroquia  do- 
miciliados en  el  cantón  que  sean  ciuda- 
danos activos  tendrán  derecho  á  asis- 
tir á  ella  con  voto  deliberativo. 

Al  efecto  se  hará  la  convocatoria  por 
inserción  en  el  Boletín  Oficial  y  por  la 
entrega  de  papeletas  á  domicilio,  si  el 
Consejo  parroquial  lo  juzgare  nece- 
sario. 

El  Consejo  parroquial  apreciará  la 
necesidad  de  convocar  la  asamblea  de 
los  contribuyentes;  y  en  caso  de  duda  ó 
de  reclamación,  decidirá  el  Consejo  de 
Estado. 

Art.  266.  Toda  persona,  individual  ó 
colectiva,  que  sea  contribuyente  de  la 
parroquia,  profese  el  mismo  culto  y 
esté  domiciliada  en  el  cantón,  podrá  ser 
representada  en  las  asambleas  parro- 
quiales previstas  en  el  art.  265  de  la 
presente  ley  por  un  representante  legal 
provisto  de  poderes. 

El  mandato  podrá  darse  por  un  sim- 
ple oficio,  legalizado  por  el  síndico  del 
mandante.  No  se  exigirá  la  formalidad 
del  registro  ni  el  uso  del  timbre.  Sin 
embargo,  ningún  ciudadano  podrá  emi- 
tir más  de  un  voto  en  la  asamblea. 

Art.  267.  La  asamblea  parroquial 
será  convocada  y  presidida  por  el  pre- 
sidente de  la  parroquia. 

En  caso  de  creación  de  una  nueva 
parroquia,  y  hasta  la  constitución  del 
Consejo  parroquial,  presidirá  la  asam- 
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blea  el  síndico  del  municipio  corres- 
pondiente. 

El  lugar  de  reunión  será  el  municipio 
en  cuya  jurisdicción  esté  situada  la  pa- 
rroquia. 

Art.  268.  La  convocatoria  se  verifi- 
cará por  papeletas  entregadas  á  domi- 
cilio, por  lo  menos  con  cuarenta  y  ocho 
horas  de  anticipación,  por  medio  de  los 
hujieres  de  los  municipios  respectivos. 

Art.  269.  Las  asambleas  parroquia- 
les, á  excepción  de  los  derechos  parti- 
culares, usos  antiguos,  etc.,  se  ocupa- 
rán exclusivamente: 

a)  De  las  obligaciones  que  les  co- 
rrespondan relativamente  á  los  gastos 
del  culto; 

6)  De  los  intereses  administrativos 
que  los  conciernan; 

c)  De  las  atribuciones  especiales 
que  les  confiere  la  presente  ley. 

Art.  270.  Serán  aplicables  á  los  elec- 
tores parroquiales,  en  todo  lo  que  con- 
cierna al  establecimiento  v  á  los  recur- 
sos  en  materia  electoral,  las  prescrip- 
ciones relativas  á  los  electores  munici- 
pales y  especialmente  los  artículos  7.°, 
11, 14  y  15  de  la  presente  ley. 

Art.  271.  Serán  además  aplicables  á 
las  parroquias  las  disposiciones  del  tí- 
tulo I,  capítulo  II,  de  esta  ley. 

CAPÍTULO  III 

Consejos  parroquiales 

Sección  primera 

Organización 

Art.  272.  En  cada  parroquia  habrá 
un  Consejo  parroquial  compuesto  de 
cinco  miembros  elegidos  por  la  asam- 
blea de  la  parroquia  por  el  término  de 
cuatro  anos.  Si  la  parroquia  se  compu- 


siere de  varios  municipios,  se  tomarán, 
en  cuanto  sea  posible,  de  todos  ellos,  en 
proporción  á  la  población  respectiva, 
pero  de  tal  suerte  que  cada  cual  tenga 
por  lo  menos  un  representante,  excep- 
ción hecha  de  los  casos  previstos  en  el 
párrafo  2.°  del  art.  291  de  la  presente  ley. 

En  las  parroquias  compuestas  demás 
de  cinco  municipios,  el  Consejo  parro- 
quial constará  por  lo  menos  de  tantos 
individuos  cuantos  sean  los  municipios, 
y,  en  caso  de  desacuerdo  entre  los  inte- 
resados sobre  la  proporción  de  la  re- 
presentación, decidirá  el  Consejo  de 
Estado. 

En  las  parroquias  formadas  de  veci- 
nos diseminados  en  un  territorio  deter- 
minado, se  compondrá  el  Consejo  pa- 
rroquial de  cinco  miembros,  cualquiera 
que  sea  por  lo  demás  el  número  de  mu- 
nicipios que  formen  la  circunscripción 
parroquial,  á  reserva  de  las  disposicio- 
nes especiales  de  la  ley  eclesiástica  re- 
formada. 

Art.  273.  El  Consejo  parroquial  asi 
constituido  elegirá  de  su  seno  su  presi- 
dente, y  nombrará  su  secretario,  su  te- 
sorero y  su  hujier. 

Todas  estas  funciones  serán  retribui- 
das de  los  fondos  parroquiales. 

Art.  274.  En  las  parroquias  católi- 
cas formarán  parte'del  Consejo  los  cu- 
ras párrocos,  y  serán  designados  los 
primeros  siguiendo  en  rango  al  presi- 
dente. 

En  las  parroquias  del  culto  evangéli- 
co reformado,  se  arreglará  por  el  Síno- 
do el  derecho  del  pastor  á  asistir  al 
Consejo  con  voto  consultivo. 

Art.  275.  Serán  aplicables  á  los  in- 
dividuos del  Consejo  parroquial  las  dis- 
posiciones del  tít.  III,  cap.  I,  y  á  sus 
empleados  las  del  cap.  III  del  mismo 
título. 

Art.  276.    No  existirá  incompatibili- 
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dad  al  gima  entre  las  funciones  ó  car- 
gos municipales  y  parroquiales.  Sin 
embargo,  el  elegido  podrá  optar  sólo 
por  uno  de  ellos. 

Sección  segunda 

Atribuciones 

Art.  277.  El  Consejo  parroquial  de- 
berá ocuparse: 

a)  De  la  administración  de  los  inte- 
reses comunes  á  los  municipios  que 
compongan  la  parroquia,  con  arreglo  á 
los  principios  establecidos  respecto  de 
los  Consejos  comunales  (tit.  III,  cap.  II, 
sección  segunda); 

b)  De  las  proposiciones  que  deban 
hacerse  á  la  asamblea  parroquial  en  lo 
concerniente  á  esta  administración. 

Art.  278.  Nombrará  todos  los  em- 
pleados de  la  parroquia  y  fijará  su  suel- 
do. Cuidará  de  consultar  las  convenien- 
cias de  los  ministros  del  culto  respec- 
tivo en  lo  que  se  refiere  á  la  elección  de 
los  adscritos  al  servicio  religioso  ó  de 
los  que  hayan  de  desempeñar  ciertas 
funciones  en  el  interior  de  la  iglesia  ó 
del  cementerio. 

Art.  279.  Vigilará,  con  arreglo  á  las 
leyes  y  convenios  existentes,  por  la  con- 
servación de  las  iglesias  y  presbiterios 
y  de  las  propiedades  y  rentafe  de  los  be- 
neficios ó  fundaciones  especiales. 

Art.  280.  Bajo  la  sanción  del  prefec- 
to podrá  también  establecer  reglamen- 
tos sobre  todas  las  materias  propias  de 
sus  atribuciones,  de  conformidad  al  ar- 
tículo 86  de  la  presente  ley. 

Art.  281.  Estará  especialmente  en- 
cargado del  mantenimiento  del  orden  y 
de  la  policía  en  todo  lo  que  concierna 
al  culto  y  á  su  ejercicio. 

Art.  282.  Las  multas  impuestas  por 
el  Consejo  parroquial  ingresarán  en  los 


fondos  de  la  parroquia  y  se  harán  efec- 
tivos por  el  tesorero. 

Art.  283.  No  podrán  hacerse  en  las 
iglesias,  sin  el  previo  permiso  de  las 
dos  autoridades,  civil  y  eclesiástica,  las 
colectas  que  no  tengan  por  objeto  un 
fin  religioso. 

Art.  284.  Las  iglesias,  lugares  y  ob- 
jetos destinados  aun  culto,  estarán  ex- 
clusivamente afectos  á  éste,  sin  que 
pueda  hacerse  excepción  alguna  sin  el 
consentimiento  de  la  autoridad  ecle- 
siástica. 

Art.  285.  En  las  parroquias  en  don- 
de no  haya  un  local  destinado  á  las  re- 
uniones parroquiales,  se  celebrarán  és- 
tas en  los  mismos  locales  destinados  á 
los  diversos  servicios  públicos  comu- 
nales de  la  capital  de  la  parroquia,  sal- 
vo la  previa  inteligencia  entre  las  dos 
autoridades. 

Art.  286.  Todo  ciudadano,  individuo 
de  una  asamblea  parroquial,  será  apto 
para  desempeñar  todos  los  cargos  y 
empleos  parroquiales. 

CAPÍTULO  IV 

Cargas  y   contribuciones  parroquiales 

Art.  287.  Las  parroquias  quedan  au- 
torizadas para  establecer  los  impues- 
tos ordinarios  previstos  en  el  art.  249 
de  la  presente  ley  y  con  arreglo  á  las 
disposiciones  legales  aplicables  á  los 
impuestos  comunales.  Sin  embargo,  no 
podrán  ser  gravados  por  la  parroquia 
los  inmuebles  del  Estado,  las  fundacio- 
nes ni  los  establecimientos  que  de  él 
dependan,  cuando  estén  directamente 
afectos  á  un  servicio  público;  los  edifi- 
cios ni  los  terrenos  que  sirvan  directa- 
mente para  el  ejercicio  de  un  culto  ofi- 
cialmente reconocido;  ó  para  instruc- 
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ción  pública  y  demás  servicios  del  mu- 
nicipio. 

Art.  288.  Cuando  en  una  parroquia 
formada  por  varios  municipios  haya  de 
cobrarse  en  uno  de  ellos  por  impuesto 
especial  la  parte  de  contribución  parro- 
quial que  le  correspóndase  reunirán  en 
sección  de  asamblea  parroquial,  bajo 
la  presidencia  del  individuo  más  an- 
ciano que  represente  al  municipio  en 
el  Consejo  parroquial,  todos  los  contri- 
buyentes parroquiales  del  municipio 
interesado,  procediéndose  en  estas 
asambleas  de  sección  en  la  misma  for- 
ma que  en  las  asambleas  completas 
ó  generales. 

Art.  289.  Las  parroquias  y  los  que 
en  ellas  sean  propietarios  soportarán, 
entre  otras  cargas,  sin  perjuicio  de  los 
títulos  especiales,  usos  y  demás: 

1.°  Los  gastos  de  construcción,  de 
reparación  y  conservación  del  presbi- 
terio, de  la  iglesia  y  del  cementerio; 

2.°    El  sueldo  de  cura  ó  pastor; 

3.°  Los  gastos  de  culto  propiamente 
dichos; 

4.°  Los  gastos  de  administración  pa- 
rroquiales. 

Art.  290.  Estarán  exentos  de  las 
cargas,  contribuciones  é  impuestos  pa- 
rroquiales previstos  por  la  presente  ley 
todos  los  ciudadanos  que  no  pertenez- 
can á  la  religión  para  que  la  parroquia 
se  constituye. 

Art.  291 .  Los  municipios  continua- 
rán contribuyendo,  como  antes,  á  las 
cargas  parroquiales  que  en  la  actuali- 
dad estén  impuestas. 

No  cambiará  en  nada  la  situación  de 
los  municipios  ó  localidades  que,  á  con- 
secuencia de  antiguos  usos  ó  conve- 
nios no  sean  llamados  á  los  gastos  del 
culto  de  la  parroquia  de  que  formen 
parte. 

Art.  29?.    Las   reglas   expuestas  en 


el  tít.  IX  serán  generalmente  aplica- 
bles á  las  parroquias. 


Disposiciones  finales  y  transitoria* 

Art.  293.  El  Consejo  de  Estado  con- 
vocará, con  arreglo  á  la  nueva  ley,  los 
electores  para  el  nombramiento  de  los 
individuos  de  los  nuevos  Consejos  pa- 
rroquiales en  las  parroquias  formadas 
de  un  solo  municipio,  de  modo  que  los 
nuevos  consejeros  puedan  entrar  en 
funciones  para  1.°  de  Enero  de  1880, 
pero  éstas  espirarán  en  la  fecha  en  que 
terminarán  las  de  los  individuos  de  los 
Consejos  nombrados  anteriormente. 

Hasta  esa  fecha  continuará  el  Con- 
sejo comunal  desempeñando  las  fun- 
ciones del  Consejo  parroquial. 

Art.  294.  El  Consejo  de  Estado  de- 
terminará por  medio  de  un  reglamento 
el  modo  de  convocar  los  Consejos  ge- 
nerales, de  formar  la  Mesa,  etc.,  etc. 

Art.  295.  A  cada  nueva  elección  pres- 
tarán el  juramento  constitucional  en 
manos  del  prefecto  los  síndicos,  los 
presidentes  de  parroquia  y  los  conseje- 
ros comunales  y  parroquiales. 

Art.  296.  Los  bienes  parroquiales 
que  actualmente  se  hallen  administra- 
dos por  la  autoridad  comunal,  debe- 
rán ser  entregados  á  la  autoridad  pa- 
rroquial en  el  más  breve  plazo  posi- 
ble. 

Si  estos  bienes  se  hallan  confundidos 
con  los  del  municipio,  se  verificará  la 
división  y  restitución  en  el  plazo  que  el 
Consejo  de  Estado  determina.  Hasta 
esa  fecha  deberá  el  municipio  dar  una 
renta  anual  á  la  parroqnia. 

Artículos  297,  298  y  299.  (Determinan 
los  artículos  y  leyes  que  quedan  dero- 
gados por  la  presente  y  la  fecha  en  que 
ésta  se  pondrá  en  vigor.) 
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Dado  en  Gran  Consejo,  en  Friburgo, 
el  26  de  Mayo  de  1879. 


El  Presidente, 
L.   WüILLERET. 

Ei  Secretario, 
L.    BOURGKNECHT. 

El  Consejo  de  Estado  del  cantón  de 
Friburgo, 

DECRETA 

Que  la  presente  ley  sea  impresa  en 
las  dos  lenguas  oficiales  (alemana  y 
francesa)  y  publicada,  depositándola  en 


la  secretaría  de  cada  municipio  y  en 
cada  parroquia,  á  fin  de  que  entre  en 
vigor  el  día  4  de  Abril  de  1880. 

Un  decreto  ulterior  fijará  la  fecha  en 
que  haya  de  hacerse  la  elección  de  los 
Consejos  parroquiales. 

Dada  por  el  Consejo  de  Estado,  en 
Friburgo,  á  25  de  Febrero  de  1880. 


El  Presidente, 
MENOUD. 

El  Canciller, 
L.  BOURGKNECHT. 

Esta  ley  ha  sido  aprobada  por  el  Con- 
sejo Federal  el  10  de  Febrero  de  1880. 


1  *«í 
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LEY    DE    1852,    CON    LAS    REFORMAS    POSTERIORES 


El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Berna, 
A  propuesta  del  Consejo  ejecutivo, 


DECRETA 


PRIMERA  PARTE 


DE  LOS  DERECHOS  DE  VECINDAD 


Artículo  1.°  El  derecho  de  vecindad 
es  la  base  del  derecho  de  ciudadanía. 
Nadie  podrá  ser  ciudadano  del  cantón 
sin  ser  vecino  de  un  municipio  bernés; 
y  recíprocamente,  nadie  podrá  ser  ve- 
cino de  un  municipio  sin  ser  á  la  vez 
ciudadano  del  cantón. 

Mientras  exista  la  clase  ó  corpora- 
ción bernesa  de  los  incorporados,  sus 
miembros  serán  reputados  como  veci- 
nos de  un  municipio. 

Art.  2.°  Continúa  autorizada  como 
anteriormente  la  posesión  de  diferentes 
derechos  de  ciudadanía. 

La  naturalización  sólo  podrá  ser  con- 
cedida á  los  extranjeros  mediante  la 
presentación  de  un  documento  auténti- 
co que  confirme  que  han  perdido  la  de 
su  país  natal,  ó  con  protesta  y  á  condi- 
ción de  que  este  documento  se  presen- 
tará más  tarde. 


SEGUNDA  PARTE 


DE  LOS  COMUNES  Ó   MUNICIPIOS 


Art.  3.°  Las  corporaciones  públicas 
comunales  serán: 

1.°  Los  Comunes  municipales  ó  Co- 
munes de  habitantes; 

2.°    Los  Comunes  parroquiales; 

3.°    Los  Comunes  burgueses. 

Art.  4.°  Continuará  subsistente  para 
todos  los  asuntos  de  Administración 
local  la  actual  división  en  parroquias, 
Comunes  y  secciones  de  éstos,  y  sólo 
podrá  ser  modificada  por  una  ley. 

TÍTULO  PRIMERO 

DEL  COMÚN  MUNICIPAL 

A..—  Objeto  y  organización  de  la  Administración 

comunal 

Art.  5.°  Respeto  de  aquellos  asuntos 
que  se  relacionen  más  estrictamente 
j  con  la  Administración  pública,  forma- 
rá municipio  toda  circunscripción  co- 
munal. 

Art.  6.°    Estos  asuntos  son: 
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1.° 

2.° 
3.° 
4.° 
5.° 


La  policía  local; 

Los  de  tutela; 

El  pauperismo; 

Los  asuntos  escolares; 

La  administración  de  los  bienes 
comunales. 

Todo  en  cuanto  estos  intereses  sean, 
en  general,  de  la  competencia  de  la  ad- 
ministración  local,  á  tenor  de  las  dispo- 
siciones y  ordenanzas  vigentes  sobre  la 
materia  y  principalmente  de  la  presen- 
te ley  y  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes especiales  de  los  artículos  si- 
guientes. 

Policía  local 

Art.  7.°  Una  ley  especial  y  ordenan- 
zas gubernativas  determinarán  de  un 
modo  más  preciso  las  atribuciones  y  la 
organización  de  la  policía  local.  Entre 
tanto  continuará  subsistente  el  estado 
actual  de  cosas  en  este  punto,  quedan- 
do á  voluntad  de  cada  municipio  el  es- 
tablecer los  reglamentos  locales  que 
juzgue  necesarios. 

La  policía  local  será  también  la  en- 
cargada de  prestar  los  primeros  cui- 
dados ó  socorros  á  las  victimas  de 
accidentes,  á  los  extranjeros  (no  sui- 
zos) y  á  los  heimatloses  enfermos,  así 
como  de  la  inhumación  de  los  que  ca- 
rezcan de  fortuna. 

Asuntos  de  tutela 

Art.  8.°    En  las  localidades  en  donde 

•J 

la  administración  tutelar  se  halle  ac- 
tualmente en  manos  de  los  municipios 
ó  corporaciones  burguesas,  continua- 
rá siendo  ejercida  por  éstas;  por  el  con- 
tracio,  en  aquéllas  en  que  ya  pertenez- 
ca á  los  Comunes  de  habitantes,  y  en 
aquellas  en  donde  el  Común  ó  la  cor- 
poración burguesa  renuncie  á  ella  vo- 


luntariamente, será  ejercida  por  el 
Común. 

En  ambos  casos  se  extenderá  la  ad- 
ministración tutelar  á  todos  los  bur- 
gueses de  la  localidad,  con  tal  que  resi- 
dan en  Suiza  ó  posean  bienes  en  ella. 

En  cuanto  á  los  naturales  no  domi- 
ciliados en  Suiza,  que  posean  bienes 
en  el  extranjero,  las  autoridades  tute- 
lares sólo  tendrán  la  obligación  moral 
de  asistirles  de  hecho  y  con  consejo 
hasta  donde  les  sea  posible. 

Art.  9.°  La  autoridad  tutelar  de  ca- 
da municipio  estará  obligada,  respecto 
de  los  naturales  de  otros  municipios 
del  cantón  domiciliados  en  su  territo- 
rio, á  auxiliar,  á  su  instancia,  á  las  au- 
toridades tutelares  de  dichos  Comunes 
ó  municipios,  representándoles  en  to- 
das las  operaciones  que  deban  verifi- 
carse en  el  lugar  del  domicilio,  y  para 
las  cuales  exija  la  ley  el  concurso  de 
los  delegados  de  la  autoridad  tutelar, 
como  por  ejemplo,  cuando  se  trate  de 
la  formación   de   inventarios,  etc. 

Pauperismo 

Art.  10.  Cuando  las  rentas  de  los 
bienes  destinados  á  los  pobres  no  bas- 
ten para  su  objeto,  se  fundará  la  asis- 
tencia de  los  pobres  en  el  principio  de 
la  caridad  voluntaria,  y  tendrá  por  con- 
siguiente un  carácter  puramente  local. 

Art.  11.  La  asistencia  local  de  los 
pobres  deberá,  en  cuanto  sea  posible, 
confiarse  á  las  asociaciones  caritati- 
vas. Las  autoridades  comunales  ten- 
drán el  deber  de  trabajar  en  la  crea- 
ción de  estas  asociaciones  y  secundar- 
las ó  auxiliarlas  en  el  cumplimiento  de 
su  misión.  Si  no  se  formase  asociación 
alguna  de  caridad  en  una  localidad  de- 
terminada, ó  fuese  insuficiente  la  que 
se  haya  formado,  desempeñará  provi- 
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las  localidades  en  donde  existan  distri- 
tos escolares  particulares  que  abracen, 
ya  un  solo  municipio,  ya  un  territorio 
más  extenso,  estos  distritos  se  manten- 
drán en  su  estado  actual.  En  este  caso 
las  relaciones  que  deban  mantener  en- 
tre sí  ó  con  los  Comunes  continuarán 
arreglándose,  como  antes,  por  pres- 
cripciones establecidas  6  por  el  uso, 
tanto  en  lo  que  se  refiere  á  la  circuns- 
cripción y  á  los  gastos  escolares,  cuan- 
to en  lo  concerniente  &  la  administra- 
ción de  los  fondos  ó  bienes  de  las  es- 
cuelas, salvo  los  cambios  que  se  intro- 
duzcan por  la  ley  ó  por  los  convenios. 

Administración  de  los  bienes  comunales 

Art.  16.  El  municipio  administrará 
todos  los  bienes  públicos  que  tengan 
un  destino  municipal.  Continuará  tam- 
bién administrando  los  bienes  comuna- 
les que  tengan  un  destino  no  muni- 
cipal. 

Art.  17.  El  municipio  cuidará  tam- 
bién de  los  demás  asuntos  de  interés 
general  que  la  ley  ó  las  ordenanzas  es- 
peciales confieran  ala  administración 
local,  tales  como  las  medidas  quede- 
ban  tomarse  para  tas  cargas  militares, 
el  alojamiento  de  tropas,  bagajes  y  pro- 
visiones de  toda  especie. 

B.— Autoridades  comunales 

Art.  18.  La  administración  de  cada 
municipio  estará  dividida  entre  dos  au- 
toridades: 

l.1    La  asamblea  municipal; 

2."     El  Consejo  comunal. 

l.—De  la  asamblea  municipal 

Art.  19.  En  las  localidades  donde  al 
presente  no  exista  más  que  un  Común 
de  habitantes,  se  conservará  esle.  En 
las  que  exista  simultáneamente  un  Co- 
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mún  de  habitantes  y  un  Común  bur- 
gués, les  estará  permitido  reunirse  para 
formar  un  Común  mixto. 

En  las  localidades  en  donde  no  se  ve- 
rifique esta  reunión,  que  deppnde  del  li- 
bre consentimiento  de  ambas  partes, 
continuará  existiendo  el  Común  de  ha- 
bitantes, en  cuyo  caso  su  administra- 
ción estará  completamente  separada 
de  la  del  Común  burgués,  según  se  in- 
dica en  el  art.  42. 

Art.  20  El  derecho  de  votar  en  el 
municipio  pertenecerá  á  todos  los  ciu- 
dadanos berneses: 

1.°    Que  sean  mayores  de  edad; 

2.°  Que  tengan  la  libre  administra- 
ción de  sus  bienes; 

3.°  Que  gocen  de  los  derechos  civi- 
les y  políticos; 

4.°  Que  paguen  una  contribución  di- 
recta pública  de  cualquiera  especie,  ó 
una  tasa  cualquiera  destinada  á  sub- 
venir á  los  gastos  generales  de  la  admi- 
nistración comunal; 

5.°  Que  sean  vecinos  de  la  localidad 
ó  que  se  hallen  establecidos  en  el  mu- 
nicipio durante  dos  años. 

Estarán  dispensados  de  la  condición 
que  exige  dos  años  de  establecimiento, 
los  habitantes  que  paguen  una  tasa  con 
arreglo  al  núm.  4.°  de  este  artículo  (1). 

Art.  21.  Podrán  también  ejercer  el 
derecho  de  sufragio  en  el  municipio: 

a)  El  hijo  que  viva  con  sus  padres, 
siempre  que  éstos  paguen  una  contri- 
bución directa  pública  ó  una  tasa  des- 

* 

tinada  á  atender  álos  gastos  generales 
de  la  administración  comunal,  con  tal 
que  llenen  los  requisitos  exigidos  en 
los  números  1.°,  3.°  y  5.°  del  artículo  an- 
terior; 

b)  Los  ciudadanos  del  cantón  que 


(1)    Véase  más  adelante  la  ley  de  2C  de  Agosto 
de  1886,  que  deroga  ó  modifica  este  artículo. 


habiten  fuera  del  municipio,  siempre 
que  paguen  las  contribuciones  comuna- 
les y  posean  además  las  cualidades  exi- 
gidas por  los  tres  primeros  números 
del  art.  20; 

c)  Los  ciudadanos  suizos  que  inde- 
pendientemente de  las  cualidades  exi- 
gidas por  el  art.  20,  posean  propieda- 
des inmuebles  en  el  municipio; 

d)  Los  arrendatarios  de  propieda- 
des situadas  en  la  jurisdicción  munici- 
pal, con  tal  que  éstas  paguen  un  im- 
puesto ó  tasa  destinada  á  atender  á  los 
gastos  generales  de  la  administración 
comunal. 

Los  que  sólo  ejerzan  el  derecho  elec- 
toral en  su  cualidad  de  propietarios,  de- 
berán poseer  ésta  por  lo  menos  con 
seis  meses  de  anticipación  el  día  de  la 
votación  (1). 

Art.  22.  Tendrán  también  derecho 
electoral,  pero  estarán  obligados  á  ha- 
cerse representar  en  el  ejercicio  de  este 
derecho: 

a)  Todos  los  individuos  que  estén 
bajo  tutela,  ya  habiten  dentro  ó  fuera 
del  municipio,  con  tal  que  paguen  los 
impuestos  á  que  antes  se  ha  hecho  re- 
ferencia; 

b)  Las  corporaciones  que  paguen  al 
municipio  contribuciones  comunales; 

c)  Las  mujeres  que  tengan  la  libre 
administración  de  sus  bienes  y  paguen 
dichas  contribuciones  comunales. 

Las  personas  que  estén  bajo  tutela 
serán  representadas  de  derecho  por  sus 
tutores. 

Art.  23.  Salvo  los  casos  prescritos 
por  el  art.  22,  no  se  permitirá  la  repre- 
sentación en  estos  actos,  y  nadie  podrá 
emitir  por  sí  ni  por  otros  más  de  un 
voto.. 

Para  poder  votar  por  medio  de  pro- 


(1)    Véase  la  nota  anterior. 
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curador,  es  necesario  gozar  los  dere- 
chos civiles  y  políticos  y  tener  la  libre 
administración  de  sus  bienes.  Está  pro- 
hibida en  materia  ejectoral  toda  re- 
presentación por  tutores  ó  apoderados. 

Los  votantes  domiciliados  fuera  del 
municipio  estarán  obligados'  á  estable- 
cer en  él  su  domicilio. 

Art.  24.  Estarán  excluidos  del  dere- 
cho electora]  en  el  municipio: 

1."  Los  que  no  posean  las  cualidades 
indicadas  en  los  artículos  20,  21  y  22; 

2."  Aquellos  &  quienes  esté  prohibi- 
do que  frecuenten  las  tabernas; 

3."    Los  pobres  de  solemnidad; 

4."  Las  personas  que,  tres  meses 
después  de  haber  sido  obligadas  jurí- 
dicamente á  pagar  contribuciones  pú- 
blicas ó  comunales  vencidas  (articulo 
número  4.°),  no  hayan  satisfecho  sus 
atrasos,  estaran  en  suspenso  respecto 
del  ejercicio  del  derecho  electoral  has- 
ta que  salden  bu  cuenta. 

Art.  25.  En  cada  municipio  se  lleva- 
rá un  registro  de  todos  loe  ciudadanos 
que  tengan  derecho  electoral,  cuyo  re- 
gistro ae  presentará  á  todo  el  que  lo 
exija,  y  se  colocará  sobre  la  mesa  de 
las  asambleas  comunales  si  alguno  asi 
lo  pidiere. 

Art.  26.  Serán  de  la  competencia  ex- 
clusiva de  la  asamblea  comunal,  que 
no  podrá  delegarlos  en  otras  autorida- 
des, los  siguientes  ramos  de  la  admi- 
nistración local: 

1."  La  elección  de  su  Presidente,  del 
Secretario  comunal,  del  Presidente  y 
de  los  individuos  del  Consejo  muni- 
cipal; 

2."  La  creación  de  plazas  permanen- 
tes y  retribuidas,  y  la  fijación  de  los 
sueldas; 

3.°  La  aceptación  ó  modificación  de 
todos  los  reglamentos  comunales,  con 
exclusión  de  las  simples  instrucciones; 


4.°  La  fundación  de  iglesias,  esta- 
blecimientos de  caridad,  hospitales,  es- 
cuelas y  casas  ó  talleres  de  trabajo; 

5."  El  establecimiento  de  contribu- 
ciones comunales; 

6.°  Las  contribuciones  cuyos  gastos 
excedan  á  la  suma  fijada  por  el  regla- 
mentó; 

7.a  La  venta  y  adquisición  de  propie- 
dades inmuebles  cuyo  precio  no  exceda 
de  la  suma  Ajada  por  el  reglamento; 

8.°  Las  cauciones  y  préstamos  que 
haya  que  contratar  en  nombre  del  mu- 
nicipio; 

9.°  La  decisión  relativa  á  la  prose- 
cución de  un  proceso  cuya  cuantía  ex- 
ceda de  la  competencia  fijada  por  el  re- 
glamento cantona],  asi  como  también 
la  decisión  que  tienda  a  terminar  una 
cuestión  de  la  misma  naturaleza  por 
transacción  ó  por  arbitros; 

10.  La  fijación  del  presupuesto 
anual; 

11.  La  aprobación  de  todas  las 
cuentas  del  municipio. 

Para  que  una  decisión  conveniente  á 
los  asuntos  designados  en  los  números 
7.°  y  8.°,  ó  á  la  disminución  del  capital 
del  municipio  sea  válida,  deberá  tomar- 
se por  la  mayoría  de  dos  terceras  par- 
tes de  los  votos  de  los  individuos  pre- 
sentes, y  ser  además  aprobada  por  el 
Consejo  ejecutivo.  También  estarán 
sometidas  á  la  aprobación  de  dicho 
Consejo  la  adopción  de  nuevos  regla- 
mentos comunales  y  la  modificación  de 
los  existentes  (núm.  3.°). 

Asambleas  comunales 

Art.  27.  Las  convocatorias  se  harán 
con  arreglo  á  las  formalidades  pres- 
critas, y  tendrán  lugar,  para  las  reunio- 
nes ordinarias,  en  las  épocas  fijadas 
por  el  reglamento,  y  para  las  extraor- 
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diñarías,  cuantas  veces  lo  exijan  las 
circunstancias. 

Cuando  se  trate  de  una  reunión  ex- 
traordinaria, se  indicará  en  la  convoca- 
toria—que se  insertará  por  lo  menos 
ocho  días  antes  en  el  Boletín  Oficial— 
el  asunto  que  habrá  de  someterse  á  la 
deliberación  de  la  asamblea  comunal. 

Esta  indicación  é  inscripción  se  ha- 
rán también  para  las  reuniones  ordi- 
narias cuando  el  asunto  de  que  se  haya 
de  tratar  comprenda  los  objetos  desig- 
nados en  los  nueve  primeros  números 
del  artículo  precedente. 

En  los  casos  urgentes,  podrá  convo- 
carse por  papeletas  á  domicilio,  pero 
con  la  autorización  del  prefecto,  que 
fijará  la  época  en  que  haya  de  hacerse 
la  convocatoria. 

2.— Del  Consejo  comunal 

Art.  28.  El  Consejo  comunal  se  com- 
pondrá del  Presidente  y  de  otros  cua- 
tro miembros  por  lo  menos. 

Art.  29.  Será  elegible  para  el  Con- 
sejo comunal  todo  ciudadano  personal- 
mente apto  para  votar  en  la  asamblea 
y  domiciliado  en  la  jurisdicción  del 
municipio. 

Art.  30.  El  Presidente  y  los  demás 
individuos  del  Consejo  comunal  serán 
nombrados  por  un  tiempodeterminado, 
que  no  podrá  ser  menos  de  dos  años 
ni  más  de  seis. 

Art.  31.  El  Consejo  comunal  será 
la  autoridad  administrativa  legal  del 
municipio. 

En  esta  cualidad  será  el  encargado 
de  la  administración  de  todos  los  asun- 
tos comunales  y  de  la  elección  de  todos 
los  funcionarios  y  empleados  del  muni- 
cipio, á  no  ser  que  la  ley  y  el  regla- 
mento comunal  hayan  reservado  esta 
administración   y   esta   elección  á  la 

Tomo  VIII.—  iNSTmciONRs  jurídicas. 


asamblea  comunal  ó  las  hayan  confe- 
rido á  otra  autoridad  ó  funcionario. 

El  Consejo  comunal  administrará  en 
particular  los  distintos  ramos  de  poli- 
cía local,  y  nombrará  todos  los  funcio- 
narios y  empleados  en  este  servicio. 

Art.  32.  Para  que  sea  válida  una  de- 
cisión del  Consejo  comunal,  deberá  to- 
marse á  presencia  de  la  mitad  de  sus 
individuos,  del  Presidente  ó  del  que  lo 
sustituya,  y  por  mayoría  absoluta  de 
los  individuos  presentes. 

Cuando  haya  empate  en  la  votación, 
la  decidirá  el  Presidente. 

C— Disposiciones  transitorias 

2.— De  la  obligación  de  aceptar  las  fun- 
ciones comunales  y  de  los  motivos  de 
excusa. 

Art.  33.  Todo  vecino  natural  del  mu- 
nicipio, al  ser  elegido  miembro  de  una 
autoridad  comunal,  ó  designado  para 
desempeñar  cualquier  función  ó  for- 
mar parte  de  una"  comisión  de  benefi- 
cencia, con  arreglo  al  art.  11,  estará 
obligado  á  desempeñarlas  durante  dos 
años,  á  no  ser  que  alegue  excusas  le- 
gítimas. 

Exceptúanse  aquellas  funciones  cuyo 
ejercicio  exige  conocimientos  espe- 
ciales. 

Art.  34.  Los  motivos  de  excusa  se- 
rán: 

1.°  Ejercer  funciones  públicas,  prin- 
cipalmente las  de  miembros  del  Conse- 
jo ejecutivo,  del  Tribunal  Supremo,  de 
prefecto,  del  Presidente  del  tribunal,  ó 
de  Procurador  general; 

2.°    La  edad  de  sesenta  años; 

3.°  Hallarse  delicado  de  salud  ó  en 
circunstancias  que  impidan  al  elegido 
desempeñar  las  funciones  para  que  se 
le  ha  designado. 
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Todo  el  qufc,  durante  dos  años,  haya 
sido  miembro  de  una  autoridad  comu- 
nal, podrá  negarse  á  desempeñar  las 
mismas  funciones  en  los  dos  años  si- 
guientes. 

Art.  35.  Cuando  la  asamblea  del 
municipio,  ó.  en  su  lugar,  el  Consejo 
comuna],  crea  que  son  insuficientes  los 
motivos  alegados,  podrá  apelar  el  ele- 
gido al  Consejo  ejecutivo. 

Art.  36.  Todo  el  que,  sin  estar  dis- 
pensado, se  niegue,  durante  dos  años,' 
á  ejercer  las  funciones  de  miembro  de 
una  autoridad  ó  función  comunal,  para 
la  que  haya  sido  designado,  sufrirá  las 
penas  establecidas  contra  los  que  se 
niegan  á  la  gestión  de  una  tutela  (ar- 
tículo 251  del  Código  penal  bernés). 

2.— El  juramento  de  los  funcionarios 
comunales,  de  los  casos  en  que  éstos 
deben  retirarse  y  modo  de  llevar  los 
libros  de  actas  de  las  deliberaciones. 

Art.  37.  Los  Presidentes  de  las  asam- 
bleas comunales,  los  Presidentes  é  in- 
dividuos de  los  Consejos,  los  Secreta- 
rios y  los  hujieres  de  estas  asambleas 
y  Consejos,  serán  juramentados  por  el 
prefecto,  con  arreglo  á  la  fórmula  ex- 
puesta en  la  presente  ley,  por  todo  el 
tiempo  que  permanezcan  en  sus  fun- 
ciones. 

Art.  38.  Todo  individuo  deuna  asam- 
blea ó  de  una  autoridad  municipal  es- 
tará obligado  á  retirarse  cuando  se  de- 
libere sobre  asuntos  que  le  interesen 
personalmente  ó  que  interesen  á  sus 
padres  ó  parientes  en  línea  recta,  ó  en 
la  colateral  hasta  el  grado  de  primo 
hermano  inclusive,  subsista  ó  no  el  ma- 
trimonio que  haya  producido  la  alianza. 

Art.  39.  Las  deliberaciones  de  las 
asambleas  y  autoridades  comunales 
las  hará  constar  en  el  acta  el  Secreta-  | 


rio,  con  la  indicación  del  día  y  año,  en 
un  registro  foliado  y  ordenado,  sin 
blancos  de  ninguna  especie,  después 
de  lo  cual  serán  aprobadas  por  la  auto- 
ridad ó  por  la  comisión  que  hubiere  de- 
signado á  este  efecto,  y  firmadas  des- 
pués por  el  Presidente  y  Secretario,  así 
como  las  anotaciones  que  en  caso  de 
necesidad  se  hiciesen. 

Los  nombres  de  los  individuos  que 
hubiesen  asistido  á  la  sesión  deberán 
constar  en  el  libro  de  actas  del  Consejo 
comunal. 

3. — De  los  bienes  comunales,  de  su  clasi- 
ficación y  de  su  contabilidad 

Art.  40.  Todos  los  bienes  comuna- 
les, fundaciones  y  establecimientos  pú- 
blicos, etc.,  estarán  registrados  según 
su  destino,  y  su  producto  estará  exclu- 
sivamente afecto  al  mismo. 

Los  bienes  de  los  municipios  no  de- 
berán ser  repartidos;  á  los  que  en  cier- 
tos municipios  deban  aplicarse  á  un  fin 
particular  y  hayan  sido  hasta  el  pre- 
sente administrados  separadamente,  no 
deberá  dárseles  otro  destino,  ni  confun- 
dírseles con  otros  bienes  sin  la  autori- 
zación del  Consejo  ejecutivo. 

Art.  41.  En  las  localidades  en  donde 
los  bienes  y  fundaciones  de  estable- 
cimientos públicos  estén  legal  mente 
gravados  por  derechos  de  disfrute  es- 
pecial en  provecho  de  particulares  ó  de 
clases  enteras  de  ciudadanos,  así  como 
en  aquellas  en  que,  en  virtud  de  títulos 
ó  del  uso,  los  municipios,  las  fundacio- 
nes ó  establecimientos  públicos  tuvie- 
ren que  formular  pretensiones  contra 
otros  municipios,  particulares  ó  clases 
de  ciudadanos,  se  conservarán  esos  de- 
rechos en  todo  su  vigor  actual. 

Quedan  particularmente  garantidos, 
salvo  las  modificaciones  que  la  ley  es 
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tablezca  por  causa  de  abusos  probados, 
los  disfrutes  conocidos  con  el  nombre 
de  bonos  comunales  ó  bonos  de  vecin- 
dad, en  las  localidades  en  donde  los 
bienes  ó  el  dominio  público  se  hallen 
gravados  actualmente  con  esa  carga. 

Art.  42.  Para  asegurar  mejor  la 
aplicación  de  los  bienes  públicos  á  su 
destino,  y  prevenir  hasta  donde  sea  po- 
sible toda  dificultad,  deberá  compro- 
barse y  determinarse  oficialmente,  si 
antes  no  se  ha  hecho,  el  destino  de  to- 
dos los  bienes  comunales.  Se  estable- 
cerá, además,  respecto  de  cada  porción 
de  la  fortuna  comunal,  si  está  afecta  á 
un  servicio  puramente  vecinal. 

Si  los  bienes  tuviesen  un  destino  en 
parte  municipal  y  en  parte  vecinal,  se 
hará  constar  igualmente,  asi  como  la 
medida  que  se  aplican  á  cada  cual  de 
festos  servicios. 

Art.  43.  El  cuidado  de  establecer 
esta  clasificación  corresponderá  en  pri- 
mer término  á  los  mismos  municipios 
en  las  localidades  en  donde  no  exista 
más  que  una  corporación  comünal^y 
se  verificará  por  una  decisión  de  esta 
corporación,  que  será  sometida  á  la 
aprobación  del  Gobierno.  Por  el  con- 
trario, en  aquellas  en  que  exista  un 
Común  municipal  y  un  Común  burgués, 
se  llevará  á  cabo  la  clasificación  por  un 
convenio,  que  se  someterá  á  la  ratifica- 
ción del  Gobierno. 

Si  ambos  Comunes  no  pudieren  en- 
tenderse en  todo  ó  en  parte,  los  puntos 
litigiosos  serán  ventilados  por  arbitros. 
Una  ley  especial  establecerá  las  dispo- 
siciones más  precisas  respecto  de  este 
punto. 

Art.  44.  El  arreglo  amistoso,  ó  en  su 
caso  el  juicio  arbitral  que  determine 
el  destino  de  los  bienes  comunales,  se 
fundarán  en  primer  término  en  los  títu- 
los que  puedan  existir,  y  á  falta  de  és- 


tos, en  la  posesión  y  en  el  uso.  Sin  em- 
bargo, cuando  estas  dos  especies  de 
pruebas  jurídicas  dejaren  subsistentes 
algunas  dudas,  se  procurará  que  la  de- 
cisión se  ajuste  al  derecho,  á  las  cir- 
cunstancias y  á  las  necesidades  exis- 
tentes, sin  perder  de  vista  que  los  bie- 
nes comunales  están  ante  todo  destina- 
dos á  satisfacer  las  necesidades  pú- 
blicas. 

Art.  45.  Determinado  el  destino  de 
los  bienes,  todos  los  que  sean  comuna- 
les serán  administrados  por  el  Común 
mixto,  en  las  localidades  en  donde 
exista. 

Por  el  contrario,  en  aquellas  otras 
en  donde  se  conserve  ó  se  restablezca 
la  separación  en  Común  municipal  y 
Común  burgués,  pasará  la  administra- 
ción y  la  propiedad  de  todos  los  bienes 
comunales  afectos  á  un  servicio  públi- 
co al  Común  municipal,  mientras  que 
los  bienes  que  hayan  estado  á  cargo 
del  otro  y  tengan  un  destino  puramen- 
te vecinal,  continuarán  siendo  adminis- 
trados exclusivamente  por  este  último, 
así  como  también  las  fundaciones  ó  es- 
tablecimientos que  le  pertenezcan. 

En  cuanto  á  los  bienes  que  tengan 
un  destino  mixto  (art.  42),  serán  dis- 
tribuidos donde  esto  no  ofrezca  difi- 
cultad, de  un  modo  conforme  con  las 
pretensiones  de  las  corporaciones  in- 
teresadas, ó  permanecerán  indivisos, 
en  cuyo  caso  estará  obligada  la  corpo- 
ración á  que  la  sean  devueltos,  respecto 
de  la  otra,  en  el  sentido  que  establece 
el  art.  41. 

Art.  46.  Los  bienes  vecinales  con- 
servarán, aun  después  de  la  clasifica- 
ción, el  carácter  de  bienes  de  corpora- 
ción; y  por  consecuencia  serán  indivi- 
sibles, permanecerán  colocados  bajo  la 
superior  vigilancia  del  Gobierno,  y  no 
podrán  ser  administrados  y  explotados, 
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si  tienen  un  destino  especial,  de  un  mo- 
do que  no  esté  conforme  con  el  mismo. 

En  particular,  todos  los  bienes  desti- 
nados á  los  pobres  de  los  municipios 
respectivos  conservaránconstantemen- 
te  su  carácter. 

Art.  47.  Los  Comunes  burgueses  y 
otras  corporaciones  de  la  misma  clase 
no  podrán,  bajo  pretexto  alguno,  impo- 
ner contribuciones  para  atender  á  los 
gastos  de  su  administración.  En  cam- 
bio, cuando  el  producto  de  los  bienes 
afectos  á  la  administración  local  fuere 
insuficiente  para  hacer  frente  á  las  ne- 
cesidades de  esta  administración,  el 
Común  ó  municipio,  sea  ó  no  mixto,  es- 
tará autorizado,  para  cubrir  el  déficit, 
á  imponer  contribuciones  (excepto  á  los 
pobres,  que  está  prohibido  por  la  ley), 
cuyas  contribuciones  se  repartirán,  de 
una  manera  uniforme,  entre  los  veci- 
nos y  los  habitantes  que  no  lo  sean. 

Las  contribuciones  comunales  serán 
reglamentadas  por  una  ley  especial. 

4.— De  la  alta  vigilancia  del  Estado  so- 
bre los  municipios  y  las  autoridades 
municipales. 

Art.  48.  Todos  los  municipios  y  sus 
autoridades  quedan  colocados  bajo  la 
superior  vigilancia  del  Gobierno,  que  la 
ejercerá  por  medio  de  sus  direcciones, 
del  Ministerio  público  y  de  los  prefectos. 

Si  alguna  de  estas  autoridades  nota- 
re un  desorden  en  la  administración  de 
los  bienes  comunales  ú  otras  irregula- 
ridades en  la  gestión  de  los  negocios 
de  los  municipios,  deberá  entablar  ú  or- 
denar de  oficio  las  indicaciones  nece- 
sarias y  denunciar  el  hecho  al  Consejo 
ejecutivo,  á  ñn  de  que  se  tomen  las  me- 
didas convenientes.  Todas  las  cuentas 
comunales  deberán  ser  sometidas  á  la 
comprobación  del  Gobierno. 


Art.  49.  Si  un  funcionario  del  muni- 
cipio encargado  de  una  gestión  comu- 
nal, no  rindiere  sus  cuentas  en  la  épo- 
ca en  que  está  obligado  á  hacerlo,  de- 
berá el  Consejo  municipal  instarle  por 
escrito  y  bajo  su  responsabilidad,  á 
que  dé  las  cuentas  en  el  término  de 
seis  semanas. 

Art.  50.  Si  el  funcionario  dejare  trans- 
currir este  plazo  sin  dar  cumplimiento 
al  anterior  exhorto  ó  sin  presentar  ex- 
cusas admisibles,  el  Consejo  comunal 
deberá  ponerlo  en  conocimiento  del 
prefecto,  y  se  procederá  contra  el  fun- 
cionario moroso  de  la  manera  prescri- 
ta por  las  leyes  civiles  contra  los  tuto- 
res que  se  hallen  en  el  mismo  caso. 

Si  el  moroso  no  pudiere  arreglarlas 
por  sí  mismo,  ordenará  el  Consejo  eje- 
cutivo que  lo  verifiquen  personas  enten- 
dida» en  la  materia. 

Art.  51.  Si  un  individuo  de  la  auto- 
ridad municipal  ó  un  funcionario  co- 
munal á  quien  el  municipio,  ó  un  ter- 
cero á  nombre  de  la  corporación,  hu- 
biere confiado  fondos  ó  efectos,  no  los 
entrega  á  la  primera  intimación,  se 
procederá  contra  él  de  la  manera  pres- 
crita por  las  leyes  civiles  contra  los  tu- 
tores morosos. 

Art.  52.  El  Consejo  ejecutivo  tendrá 
derecho  á  suspender  los  miembros  de 
las  autoridades  comunales  v  á  los  fun- 
cionarios  del  municipio  incapaces  ó 
que  falten  á  su  deber,  y  proponer  la 
revocación  de  su  nombramiento. 

En  caso  de  suspensión  proveerá  el 
Consejo  ejecutivo  al  reemplazo  provi- 
sional del  funcionario  y  tomará  en  ge- 
neral, lo  mismo  en  caso  de  suspensión 
que  en  el  de  revocación,  todas  las  me- 
didas necesarias,  á  ñn  de  poner  á  salvo 
los  intereses  del  municipio. 

Art.  53.  El  prefecto  tendrá  derecho 
y  estará  obligado,  si  recibe  la  orden,  á 
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asistir  á  las  asambleas  comunales  y  á  I 
las  sesiones  de  los  Consejos  y  de  las 
demás  autoridades  municipales,  asi 
como  también,  en  caso  de  necesidad, 
podrá  intervenir  oficialmente  para  el 
mantenimiento  del  orden  y  el  cumpli- 
miento de  las  leyes. 

Art.  54.  El  Presidente  de  la  asam- 
blea comunal  y  el  del  Consejo  munici- 
pal estarán  obligados,  según  las  cir- 
cunstancias, ora  á  comunicar  á  la  au- 
toridad que  presiden,  ora  á  ejercitar 
por  sí  mismos,  las  órdenes  que  reciban 
de  las  autoridades  y  de  los  funciona- 
rios superiores.  Estarán  igualmente  en- 
cargados déla  ejecución  de  las  decisio- 
nes de  la  asamblea  comunal  y  del  Con- 
sejo,  á  no  ser  que  esta  autoridad  lo 
haya  confiado  á  otra  persona. 

Arl.  55.  Cuando  los  vecinos  de  un 
municipio  creyeren  tener  derecho  á 
quejarse  de  una  decisión  de  la  asam- 
blea ó  del  Consejo  por  violación  de  los 
derechos  privados  legalmente  garanti- 
dos, presentarán  su  queja  ante  los  tri- 
bunales, observando  las  formalidades 
y  las  prescripciones  establecidas  por 
el  Código  de  procedimiento  civil. 

Art.  56.  Cuando  algunos  vecinos  de 
un  municipio  creyeren  tener  derecho 
aquejarse  de  una  decisión  de  la  asam- 
blea ó  del  Consejo,  que  interese  al  mu- 
nicipio en  general  ó  á  una  de  sus  sec- 
ciones, como,  por  ejemplo,  por  la  viola- 
ción de  una  disposición  legal  ó  regla- 
mentaria en  una  deliberación  ó  en  una 
elección,  por  una  decisión  relativa  á  la 
repartición  ó  cobranza  de  una  contri- 
bución comunal,  etc.,  etc.,  dirigirán  su 
queja  al  prefecto,  que  procurará  conci- 
liar las  partes,  y  que,  á  falta  de  con- 
ciliación, decidirá  la  cuestión,  después 
de  haber  examinado  el  asunto,  objeto 
de  la  misma,  y  haber  oído  á  la  auto- 
ridad acusada. 


Art.  57.  Las  mismas  prescripciones 
y  formalidades  deberán  observarse  en 
todas  las  cuestiones  que  surjan  entre 
los  vecinos  y  las  autoridades  del  muni- 
cipio en  materia  de  administración  co- 
munal propiamente  dicha.  Entran  es- 
pecialmente en  esta  categoría  todas  las 
quejas  dirigidas  contra  los  tutores  ó 
contra  las  autoridades  tutelares  relati- 
vamente alas  cuestiones  de  adminis- 
tración corriente  y  á  las  quejas  que  se 
refieran  al  disfrute  de  los  bienes  comu- 
nales. 

Art.  58.  Toda  queja  contra  la  Admi- 
nistración, ya  sea  de  autoridades  co- 
munales, ya  de  funcionarios  del  muni- 
cipio (artículos  56,  y  57),  deberá  presen- 
tarse, á  más  tardar,  á  los  catorce  días 
de  tomarse  la  decisión  ó  verificarse  la 
operación  que  haya  dado  lugar  á  ella, 
á  menos  que  el  recurrente  pueda  pro- 
bar que  no  ha  tenido  conocimiento  has- 
ta después  de  este  plazo,  ó  que  motivos 
plausibles  le  hayan  impedido  reclamar 
antes.  En  este  caso  no  comenzará  á 
correr  el  tiempo  marcado  hasta  el  día 
en  que  ha  tenido  conocimiento  del  asun- 
to, objeto  de  ia  queja,  ó  en  que  ha  ce- 
sado el  impedimento  que  tenía  para 
presentarla. 

Art.  59.  La  apelación  al  Consejo  eje- 
cutivo estará  expedita  contra  todas  las 
decisiones  del  prefecto  que  conciernan 
á  la  administración  de  los  negocios  co- 
múñales  (artículos  56  y  57). 

La  apelación  tendrá  también  lugar 
por  vía  de  queja,  y  se  observarán  los 
plazos  prescritos  por  el  art.  58. 
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TÍTULO    SEGUNDO 

DE  LAS  PARROQUIAS 

Autoridades  parroquiales 

Art.  60.  En  cada  parroquia  reforma- 
da habrá,  para  la  administración  de 
los  negocios  que  se  refieren  especial- 
mente al  culto: 

Una  asamblea  parroquial; 

Un  Consejo  parroquial. 

Asamblea  parroquial 

Art.  61.  La  asamblea  parroquial  se 
compondrá  de  todos  los  habitantes  de 
la  parroquia  que  sean  miembros  de  la 
Iglesia  evangélica  reformada,  y  que  ten- 
gan derecho  á  votar  en  las  asambleas 
de  habitantes. 

Consejo  parroquial 

Art.  62.  El  Consejo  parroquial  será 
elegido  por  la  asamblea  parroquial,  y 
se  compondrá  del  pastor  ó  pastores  que 
sirvan  la  parroquia,  de  los  sufragáneos 
y  además  de  cuatro  á  doce  miembros 
(antigua  iglesia). 

Art.  63.  El  Consejo  parroquial  esta- 
rá encargado: 

1.°  De  la  elección  de  los  represen- 
tantes de  la  parroquia  para  las  corpora- 
ciones eclesiásticas  superiores,  confor- 
me á  las  disposiciones  de  la  ley  sobre 
la  organización  del  Sínodo  eclesiástico 
(19  de  Enero  de  1852); 

2.°  De  la  policía  de  las  costumbres. 
Bajo  esta  relación  reemplaza  el  Con- 
sejo parroquial  al  tribunal  de  las  cos- 
tumbres públicas  y  le  competen  todos 
los  derechos  y  obligaciones  que  tienen 
en  la  actualidad  ó  puedan  corresponder 


en  adelante  á  los  tribunales  de  costum- 
bres; 

3.°  De  la  administración  de  todos 
los  demás  negocios  eclesiásticos  que  no 
estén  confiados  á  otras  autoridades  ó 
funcionarios,  particularmente; 

4.°  De  la  vigilancia  de  los  registros 
del  estado  civil. 

Art.  64.  En  las  parroquias  que  com- 
prendan muchos  Comunes  municipales 
y  en  las  que  hayan  estado  al  cuidado 
de  la  parroquia  entera  ó  por  secciones 
otros  ramos  de  la  administración  co- 
munal, particularmente  los  asuntos 
escolares,  el  pauperismo  y  los  de  tute- 
la, se  conservará  esta  misma  organiza- 
ción; en  cuanto  á  las  parroquias  que 
I  comprendan  muchos  Comunes  muni- 
cipales, sin  tener  una  administración 
común  para  estos  diversos  ramos,  de- 
ben procurar  establecerla  la  autoridad 
legislativa  y  las  autoridades  adminis- 
trativas, hasta  donde  las  circunstan- 
cias lo  permitan,  sobre  todo  para  el 
pauperismo,  para  los  negocios  de  tute- 
la y  para  la  vigilancia  de  todo  lo  con- 
cerniente alas  escuelas. 

Continuarán  igualmente  en  vigor  la 
organización  parroquial  de  ciertos  ra- 
mos de  policía  local  y  del  régimen  de 
las  homologaciones. 

Consejo  de  fábrica 


Art.  65.  La  administración  de  los 
demás  intereses  comunes  de  las  parro- 
quias estará  confiada  á  un  Consejo  co- 
munal, en  las  parroquias  que  se  com- 
pongan de  un  solo  Común  municipal; 
en  aquellas  que  abracen  dos  ó  más,  en- 
tenderá de  ello  un  Consej  o  de  fábrica, 
en  cuyo  seno  estará  representado  cada 
Común  en  la  proporción  de  la  cantidad 
con  que  contribuya  á  los  gastos  comu- 
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nes,  á  no  ser  que  resulte  otra  cosa  de 
los  derechos  ya  adquiridos. 

Art.  66.  En  las  localidades  católicas, 
serán  únicamente  admitidos  á  tomar 
parte  en  las  deliberaciones  de  estas  au- 
toridades que  tengan  por  objeto  asun- 
tos del  culto,  los  individuos  de  la  asam- 
blea ó  del  Consejo  de  habitantes  que 
profesen  la  religión  católica.  También 
podrá  el  Consejo  ejecutivo  establecer, 
do  acuerdo  con  la  autoridad  eclesiásti- 
ca, Comunes  parroquiales  y  Conse- 
jos de  fábrica  especiales  en  aquellas 
localidades  que  se  deje*  sentir  la  nece- 
sidad de  los  mismos. 

TÍTULO  TERCERO 

DE  LOS  COMUNES   Y  CORPORACIONES 
BURGUESES 

Art.  67.  Los  Comunes  burgueses 
existentes  continuarán  como  hasta 
ahora,  y  lo  mismo  sucederá  con  sus 
corporaciones. 

Art.  68.  Tendrán  aptitud  para  votar 
en  estos  Comunes  todos  los  vecinos: 

1.°    Que  sean  mayores  de  edad; 

2.°  Que  tengan  la  libre  administra- 
ción de  sus  bienes; 

3.°  Que  gocen  los  derechos  civiles  y 
políticos; 

4.°  Que  no  sean  pobres  de  solemni- 
dad ni  les  esté  prohibida  la  asistencia 
á  las  tabernas  (1). 

Art.  69.  Será  potestativo  en  el  Co- 
mún burgués  reunirse  al  municipal 
para  formar  uno  mixto.  En  este  caso  se 
compondrá  la  asamblea  comunal  de 
todos  los  burgueses  aptos  para  votar, 
reunidos  á  los  habitantes  que  con  arre- 
glo á  los  artículos  20  al  24  tengan  de- 


(1)    Véase  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1867,   in- 
serta más  adelante. 


recho  electoral  en  el  municipio.  El 
Común  burgués  participará  de  la  ad- 
ministración municipal  y  no  continua- 
rá existiendo  como  autoridad  adminis- 
trativa particular  sino  en  los  casos  si- 
guientes: 

a)  Cuando  tenga  que  decir  acerca 
de  la  formación  ó  mantenimiento  de  un 
Común  mixto; 

b)  Cuando  tenga  que  votar  sobre  la 
admisión  de  nuevos  vecinos  (1). 

Art.  70.  Si  se  formase  un  Común 
mixto,  determinará  el  reglamento  orgá- 
nico la  manera  como  habrán  de  deli- 
berar los  vecinos  en  los  asuntos  que 
sean  de  su  exclusiva  competencia,  á  te- 
nor de  lo  prescrito  en  el  artículo  ante- 
rior. 

Art.  71.  Si  el  Común  burgués  se  pro- 
nunciase contra  el  establecimiento  de 
un  Común  mixto  ó  después  de  formado 
éste  renunciare  á  esta  organización,  se 
procederá  á  la  separación  general  de 
las  atribuciones  respectivas,  de  tal 
suerte,  que  todos  los  negocios  de  interés 
público  se  devuelvan  al  Común  munici- 
pal, y  no  quede  al  Común  burgués  más 
que  el  cuidado  de  los  asuntos  que  le 
sean  propios  en  la  localidad. 

La  influencia  de  la  separación  de  am- 
bas corporaciones  en  lo  que  se  relacio- 
na á  los  bienes  comunales  se  determi- 
nará según  lo  prescrito  en  los  artículos 
42  y  siguientes. 

Art.  72.  El  Común  y  las  demás  cor- 
poraciones burguesas  investidas  de  la 
administración  y  de  los  asuntos  tute- 
lares y  de  los  pobres,  continuarán  en- 
cargados de  estos  ramos,  pero  sólo  en 
lo  que  concierne  á  sus  miembros  y  sin 
perjuicio  de  la  administración  munici- 
pal de  los  asuntos  de  los  pobres,  que, 


(1)    Véase  la  ley  citada  en  la  nota  anterior. 
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en  este  caso,  deberá  organizarse  al  lado 
de  la  administración  burgués. 

Art.  73.  Todas  las  prescripciones  de 
los  artículos  25  á  32  inclusive,  concer- 
nientes á  la  organización  especial  de  la 
administración  del  Común,  así  como 
las  del  capítulo  «Disposiciones  genera- 
les,» artículos  33  al  59  inclusive,  serán 
también  aplicables,  salvo  las  modifica- 
ciones que  se  indiquen,  á  los  Comunes 
burgueses  y  á  las  demás  corporaciones 
de  esta  misma  clase;  pero  entiéndase 
bien  que  independientemente  de  los 
asuntos  que  el  art.  26  atribuye  á  la 
competencia  exclusiva  del  municipio, 
el  Común  burgués  y  las  demás  corpo- 
raciones sólo  podrán  estatuir  exclusi- 
vamente sóbrela  admisión  de  nuevos 
vecinos  ó  comuneros,  asi  como  sobre 
la  fijación  del  precio  de  admisión. 

Art.  74.  En  las  localidades  en  donde 
no  exista  Común  burgués,  serán  el  Co- 
mún de  habitantes  y  el  Común  munici- 
pal los  representantes  legales  de  los 
vecinos;  sin  embargo,  todas  las  deci- 
siones que  tome  el  Consejo  comunal 
ó  el  Común  de  habitantes  en  este  pun- 
to, serán  sometidas  á  la  ratificación 
del  Consejo  ejecutivo. 

Art.  75.  Todos  los  municipios  esta- 
rán obligados,  en  el  plazo  que  se  fije 
por  dicho  Consejo,  á  poner  sus  re- 
glamentos administrativos  en  harmo- 
nía con  las  disposiciones  de  esta  ley,  y 
á  someterlos  á  la  sanción  de  la  autori- 
dad superior. 

Después  de  la  sanción  serán  someti- 
dos á  reelección  todos  los  Consejos  co- 
munales, así  como  los  funcionarios 
cuya  posición  se  modifique  por  los  nue- 
vos reglamentos. 

Art.  76.  La  presente  ley,  que  dero- 
ga la  del  20  de  Diciembre  de  1833  y 
todas  las  demás  leyes  ú  ordenanzas 
contrarias    á    su    contenido,    entrará 


en  vigor  desde  1.°  de  Enero  de  1853. 
•  Sin  embargo,  las  disposiciones  con- 
cernientes á  los  asuntos  de  los  pobres 
sólo  serán  aplicables  en  la  parte  anti- 
gua del  cantón. 

Fórmula  de  juramento  para  los  funcio- 
narios municipales 

A  su  entrada  en  funciones,  prestarán 
todos  el  siguiente  juramento: 

«Juro  respetar  los  derechos  del  pueblo 
y  de  los  ciudadanos,  observar  estricta- 
mente la  Constitución  y  las  leyes  ema- 
nadas de  las  autoridades  constitucio- 
nales, obedecer  puntualmente  las  ór- 
denes de  las  autoridades  superiores, 
contribuir  con  todas  mis  fuerzas  al  bien 
del  municipio,  asistir  asiduamente  á 
las  sesiones,  cuidar  á  conciencia  de 
todos  sus  negocios,  dar  en  todo  buen 
ejemplo  á  mis  convecinos,  y,  en  gene- 
ral, desempeñar  fielmente  y  cumplir 
todos  los  deberes  de  mi  cargo. 

»¡Asi  Dios  me  asista!  Sin  engaño  ni 
fraude.» 

Dado  en  Berna,  á  6  de  Diciembre 
de  1852. 

En  nombre  del  Gran  Consejo, 

El  Presidente, 

Kurz. 

El  Canciller, 
M.  DE  ESTÜRLER 

El  decreto  de  promulgación  lleva  la 
fecha  del  9  del  mismo  mes  y  año. 
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Ley  sobre  la  extensión  del  derecho 
electoral  en  los  Comunes  municipa- 
les y  burgueses. 

(26  de  Agosto  de  1861) 

El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Berna, 
A  propuesta  del  Consejo  ejecutivo, 

DECRETA 

Artículo  1.°  El  derecho  electoral  per- 
tenecerá, en  el  Común  municipal,  á  to- 
dos los  ciudadanos  berneses  ó  suizos 
que  llenen  las  tres  condiciones  si- 
guientes: 

a)  Que,  en  los  términos  prescritos 
por  las  leyes  bernesas,  tengan  la  libre 
administración  de  sus  bienes  y  disfru- 
ten de  los  derechos  civiles  y  políticos; 

6)  Que  paguen  una  contribución  pú- 
blica ó  un  impuesto  cualquiera  destina- 
do á  atender  á  los  gastos  generales  de 
la  Administración  municipal; 

c)  Que  se  hallen  establecidos  en  el 
municipio  por  lo  menos  con  un  año  de 
anterioridad  á  la  fecha  en  que  la  elec- 
ción se  verifique. 

Estarán  dispensados  de  esta  última 
condición  los  habitantes  que-  paguen 
una  tasa  comunal  de  las  antes  indi- 
cadas. 

Serán  también  aptos  para  votar  en  la 
parte  nueva  del  cantón  los  ciudadanos 
berneses  ó  suizos  que,  independiente- 
mente de  las  condiciones  exigidas  en 
los  párrafos  aycde  este  artículo,  po- 
sean bienes  ó  rentas  imponibles  en  la 
parte  antigua  del  cantón. 

Art.  2.°  Podrán,  además,  ejercer  el 
derecho  electoral  en  el  Común  muni- 
cipal, si  son  ciudadanos  berneses  ó 
suizos: 

a)    Los  hijos  que  vivan  con  los  pa- 


dres que  paguen  una  contribución  pú- 
blica directa  ó  una  tasa  destinada  á 
atender  á  los  gastos  generales  de  la 
Administración  comunal,  con  tal  que, 
á  tenor  de  lo  prescrito  por  las  leyes  ber- 
nesas,  sean  mayores  de  edad,  gocen  de 
les  derechos  civiles  y  políticos  y  estén 
domiciliados  con  un  año  de  anteriori- 
dad en  el  municipio; 

b)  Los  ciudadanos  que  permanezcan 
fuera  del  municipio,  pero  que  estén 
obligados  á  pagar  en  él  las  contribu- 
ciones comunales,  á  los  cuales  confiera 
la  legislación  bernesa  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes,  así  como  el  goce 
de  los  derechos  civiles  y  políticos; 

c)  Los  arrendatarios  de  propiedades 
situadas  en  el  municipio,  por  las  cua- 
les se  pague  un  impuesto  ó  tasa  desti- 
nada á  atender  á  los  gastos  generales 
de  la  Administración  comunal,  con  tai 
que,  según  las  leyes  del  cantón,  tengan 
la  libre  administración  de  sus  bienes  y 
gocen  de  los  derechos  civiles  y  polí- 
ticos. 

Se  exceptúan  los  que  tengan  en  sub- 
arrendamiento bienes  comunales  que 
les  hayan  sido  arrendados  por  los  que 
tenían  el  primitivo  derecho. 

Art.  3.°  El  derecho  electoral  en  el 
Común  burgués  pertenecerá: 

a)  A  los  vecinos  de  la  localidad  que 
tengan  la  libre  administración  de  sus 
bienes  y  disfruten  de  los  derechos  civi- 
les y  políticos; 

b)  A  los  hijos  de  vecinos  que  vivan  en 
unión  con  ellos,  si  son  mayores  de  edad 
y  se  hallan  en  pleno  goce  de  los  men- 
cionados derechos. 

Quedan  excluidos  del  ejercicio  del  de- 
recho electoral  en  el  Común  burgués, 
los  vecinos  de  la  localidad  que  sean  po- 
bres de  solemnidad  y  aquellos  á  quie- 
nes les  esté  prohibido  frecuentar  las 
tabernas, 
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Sólo  serán  aptos  para  votar  en  el  Co- 
mún mixto  los  vecinos  de  la  localidad 
que  posean  las  cualidades  que  deben 
justificar  los  habitantes. 

Art.  4."  La  presente  ley,  que  deroga 
los  artículos  20,  21  y  68  de  la  ley  comu-' 
nal  del  6  de  Diciembre  de  1852,  así  como 
también  el  art.  69  de  la  misma  ley,  en 
cuanto  sea  contrario  al  art.  3.°  de  la  pre- 
sente, se  pondrá  en  vigor  desde  1.°  de 
Octubre  de  1861.  El  Consejo  ejecutivo 
es  ei  encargado  de  su  cumplimiento,  y 
está  autorizado  particularmente  para 
decretar  las  medidas  necesarias  para 
la  aplicación  de  la  disposición  del  ar- 
tículo 1.°,  relativas  al  derecho  electoral 
en  los  distritos  del  Jura. 

Berna,  26  de  Agosto  de  1861. 

En  nombre  del  Gran  Consejo, 

El  Presidente} 

Kurz. 

El  Canciller, 
M.  DE  Sturler. 

Ordenanza  para  la  ejecución  de  la  ley 
concerniente  á  la  extensión  del  dere- 
cho electoral  en  los  Comunes  munici- 
pales y  burgueses. 

El  Consejo  ejecutico  del  cantón  de 
Berna, 

Para  la  ejecución  de  la  ley  de  26  de 
Agosto  concerniente  á  la  extensión  del 
derecho  electoral  en  los  Comunes  mu- 
nicipales y  burgueses; 

A  propuesta  de  la  dirección  del  In- 
terior, 

DECRETA 

Artículo  1.°  Desde  esta  fecha  al  15 
de  Octubre  próximo  se  someterán  á  una 
revisión  las  listas  electorales  de  todos 


los  Comunes  municipales  y  burgueses 
del  cantón. 

Antes  de  proceder  á  esta  revisión,  á 
todos  los  habitantes  que  quieran  tener 
derecho  electoral  en  uno  de  estos  Co- 
munes, y  que  no  se  encuentren  en  las 
listas  actuales,  deberá  avisárseles  me- 
diante edictos  insertos  en  el  Boletín  de 
las  leyes,  para  que  justifiquen,  dentro 
de  un  plazo  determinado,  que  llenan  las 
condiciones  prescritas  por  la  ley. 

Art.  2.°  De  la  exactitud  de  las  listas 
electorales  revisadas  se  certificará  por 
un  acta  que  deberá  indicar  el  núme- 
ro de  ciudadanos  que  posean  este  de- 
recho. 

Las  listas  electorales  se  fijarán,  sin 
perjuicio  de  las  decisiones  que  la  asam- 
blea comunal  pudiera  tomar,  en  el  caso 
de  que  en  ellas  surgieran  dudas  respec- 
to del  derecho  electoral  de  un  ciudada- 
no en  ellas  incluido,  ó  que  un  ciudada- 
no cuyo  nombre  no  figurase  en  las  lis- 
tas reclamare  contra  su  exclusión;  é 
igualmente  sin  perjuicio  de  las  decisio- 
nes délas  autoridades  del  Estado  en 
caso  de  queja. 

Art.  3.°  En  lo  sucesivo  se  revisarán 
anualmente  las  listas  electorales  de  los 
Comunes  municipales  y  burgueses. 
Cada  cual  de  estas  operaciones  irá  pre- 
cedida del  aviso  prescrito  en  el  art.  1.°, 
relativamente  á  los  que  deseen  que 
figure  su  nombre  en  la  lista  electoral, 
que  deberá  certificarse  igualmente  de 
la  manera  prescrita  en  el  art.  2.° 

Las  listas  electorales  no  deberán  su- 
frir cambio  ni  modificación  alguna  has 
ta  la  revisión  siguiente.  Si  en  este  in- 
tervalo adquieren  algunos  ciudadanos 
el  derecho  electoral  y  lo  pierden  otros, 
tomará  nota  de  ello  el  encargado  de 
formar  las  listas  en  un  registro  espe- 
cial, que  deberá  cerrar  antes  de  la  re- 
unión de  cada  asamblea  municipal,  cer- 
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tincando  de  su  exactitud.  La  compro- 
bación así  hecha  tendrá  el  mismo  valor 
que  la  lista  electoral.  Las  inscripciones 
de  dicho  registro  se  transcribirán  á 
esta  lista  á  tiempo  de  la  revisión  ordi- 
naria. 

Art.  4.°  La  presente  Ordenanza  se 
pondrá  en  vigor  inmediatamente,  y  se 
insertará  en  el  Boletín  de  las  leyes,  que 
se  fijará  públicamente  en  los  lugares  de 
costumbre,  y  además  se  entregará  á 
todas  las  autoridades  comunales. 

Berna,  12  de  Septiembre  de  1861. 

En  nombre  del  Consejo  ejecutivo, 

El  Presidente, 
P.  MlGY. 

El  Secretario, 
BlRCHER. 

Ordenanza  concerniente  al  derecho 
electoral  en  los  Comunes  municipa- 
les ó  Comunes  de  habitantes  en  la 
parte  nueva  del  cantón. 

El  Consejo  ejecutivo  del  cantón  de 
Berna, 

En  ejecución  del  art.  1.°,  párrafo  últi- 
mo, de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1861, 
concerniente  á  la  extensión  del  derecho 
electoral  en  los  Comunes  municipales 
y  burgueses,  y  en  virtud  de  la  autoriza- 
ción que  le  confiere  el  art.  4.°  de  di- 
cha ley; 

A  propuesta  de  la  dirección  del  In- 
terior, 

.    DECRETA 

Artículo  1.°  En  laparte  nueva  del  can- 
tón tendrá  derecho  electoral  en  el  Co- 
mún municipal  todo  ciudadano  que,  in- 
dependientemente  de  las  condiciones 


exigidas  en  las  letras  a  y  c  del  art.  1.° 
de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1861: 

1.°  Pague  al  Estado  una  cantidad 
por  bienes  inmuebles,  ó 

2.°  Una  tasa  cualquiera  destinada  á 
atender  á  los  gastos  generales  de  la 
Administración  comunal,  ó 

3.°  Sea  propietario  de  un  capital  ga- 
rantido por  hipoteca  ó  de  una  renta  vi- 
talicia asegurada  con  una  propiedad 
Inmueble,  ó,  en  fin, 

4.°  Posea  una  renta,  procedente  de 
una  profesión  científica  ó  artística,  de 
una  industria  ó  de  un  oficio,  de  una  fa- 
bricación ó  de  un  comercio,  de  un  em- 
pleo público  ó  privado,  de  una  renta  vi- 
talicia, aunque  no  esté  asegurada  con 
una  propiedad  inmueble,  ó  de  capitales 
colocados  fuera  del  cantón. 

Art.  2.°  Todo  el  que  reclame  el  dere- 
cho electoral  como  contribuyente  del 
Estado  ó  del  municipio,  deberá  justi- 
ficar por  el  extracto  certificado  del  li- 
bro ó  lista  del  impuesto,  que  lo  tiene 
satisfecho  ó  que  se  halla  corriente  en 
sus  pagos. 

Art.  3.°  Todo  ciudadano  que  desee 
t  adquirir  un  derecho  electoral  fundán- 
dose en  la  posición  de  un  capital  garan- 
tido por  hipoteca,  ó  de  una  renta  vita- 
licia asegurada  por  una  propiedad  in- 
mueble, deberá  presentar  el  título  co- 
rrespondiente, y,  á  petición  de  la  auto- 
ridad encargada  de  poner  el  visto  bue- 
no ó  certificar  la  lista  de  los  votantes, 
declarar  solemnemente  ante  su  Presi- 
dente que  será  propietario  con  estos 
títulos. 

Art.  4.°  Todo  ciudadano  que  aspire 
á  tener  derecho  electoral,  fundándose 
en  la  posesión  de  una  renta,  deberá  de- 
clarar ante  la  autoridad  encargada  de 
decretar  la  lista  de  votantes,  todo  lo 
necesario  para  fundar  su  derecho,  y  si 
se  le  exigiere,  confirmar  la  exactitud 
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de  sus  afirmaciones  con  una  declara- 
ción solemne  ante  el  Presidente  de  di- 
cha autoridad. 

La  autoridad  encargada  de  decretar 
la  lista  de  votantes  deberá  decidir,  fun- 
dándose en  estas  declaraciones,  si  el 
interesado  es  ó  no  realmente  apto  para 
tomar  parte  en  las  elecciones.  Conven- 
drá observar,  hasta  donde  sea  posible, 
para  el  examen  de  esta  cuestión,  las 
prescripciones  de  los  artículos  27,  28 
y  29  de  la  ley  de  24  de  Abril  de  1847  (1), 
los  artículos  6.°,  10, 11  y  12  de  la  cuarta 
Ordenanza  del  8  de  Septiembre  de  1847, 
relativa  á  esta  ley,  y  las  disposiciones 
de  la  tarifa  del  16  de  Septiembre  del 
mismo  año  (2),  que  va  como  Apéndice 
para  la  computación  de  los  gastos  de 
mantenimiento.  Las  prescripciones  ci- 
tadas son  las  siguientes: 

(Transcribe  aquí  los  artículos  de  la 
ley  mencionada,  que  tratan  del  impues- 
to sobre  las  rentas;  los  de  la  Ordenanza, 


(1)  Es  digno  de  ser  conocido  el  primero  de  los 
artículos  citados,  y  lo  transcribimos  aquí  en  for- 
ma de  nota. 

Dice  así: 

c Art.  27.     Están  sometidas  al  impuesto: 

»La  renta  líquida  de  las  profesiones  científicas  y 
artísticas,  de  un  oficio,  de  una  fabricación  ó  de  un 
comercio,  de  un  empleo  público  ó  privado,  de 
una  renta  vitalicia,  y,  por  último,  el  producto  li- 
quido de  los  bienes  raices  que  se  posean  fuera  del 
cantón, 

» Están  exceptuadas: 

j»l.°  La  renta  de  las  industrias  sometidas  á  un 
dorccho  de  patente  que  deba  renovarse  todos  los 
anos; 

»2.°  El  salario  de  los  criados,  de  los  jornaleros 
6  de  los  obreros.» 

(2)  Hé  aquí  la  tarifa,  que  es  en  extremo  cu- 
riosa, por  la  frugalidad  que  revela  respecto  de  la 
vida  de  los  suizos. 

Dice  así: 

«En  toda  la  extensión  de  la  parte  antigua  del 
cantón,  los  gastos  de  manutención  y  demás  de 


que  tratan  de  la  clasificación  de  los 
contribuyentes,  y  la  tarifa  mencionada). 

Art.  5.°  La  presente  Ordenanza  sólo 
será  aplicable  á  la  parte  nueva  del 
cantón  y  se  pondrá  en  vigor  inmediata- 
mente. Deberá  insertarse  en  el  Boletín 
de  las  leyes,  fijarse  públicamente  en 
todos  los  distritos  del  Jura,  y  entregar- 
se además  á  todas  las  autoridades  co- 
munales de  la  parte  nueva  del  cantón. 

Berna,  12  de  Septiembre  de  1861. 

En  nombre  del  Consejo  ejecutivo, 

El  Presidente, 
P.  MlGY. 

El  Secretario  de  Estado, 
BlRCHER. 

Ley  sobre  los  impuestos  comunales 
del  2  de  Septiembre  de  1867 

El  Gran  Consejo  del  cantón  de  Berna, 

Deseando  regularizar  el  sistema  de 

impuestos  comunales  con  arreglo    al 

principio  de  una  repartición  tan  igual 

y  equitativa  como  sea  posible; 

A  propuesta  del  Consejo  ejecutivo, 

DECRETA 

Artículo  1.°  Quedan  autorizados  pa- 
ra establecer  impuestos  los  municipios 
legalmente  organizados,  que  se  hallen 
encargados  de  la  Administración  muni- 
cipal ó  de  cualquiera  de  sus  ramos. 


una  familia  se  computarán  como  ajustados  á  la 
siguiente  escala: 

»Para  la  primera  persona  250  francos  al  año; 

»Para  la  segunda  ídem,  150  ídem. 

«Respecto  de  los  criados  y  las  personas  que  se 
emplean  en  las  industrias  y  profesiones,  no  se  de- 
ducirá gasto  alguno,  porque  éstos  van  incluidos  en 
los  de  producción,» 
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Art.  2.°  Se  procederá  á  establecer 
impuestos  comunales  cuando  los  ingre- 
sos ordinarios  del  municipio  no  sean 
suñcientes  para  cubrir  los  gastos  in- 
dispensables. 

Art.  3.°  Se  reputan  gastos  indispen- 
sables del  municipio  todos  los  que  éste 
se  haya  obligado  á  hacer  para  llenar 
su  misión  legal,  y  especialmente  para 
asegurar  la  marcha  próspera  de  la  Ad- 
ministración municipal.  No  se  permite 
al  municipio  establecer  tasas  para  cu- 
brir gastos  cuyo  objeto  no  es  pro- 
pio de  sus  atribuciones  ó  de  su  misión, 
sino  cuando,  de  no  proceder  así,  deja- 
se de  cubrir  ó  atender  necesidades  de 
su  administración  ó  comprometiese  sus 
intereses. 

Art.  4.°  La  percepción  de  los  im- 
puestos comunales  tendrá  por  base  las 
listas  del  impuesto  público,  es  decir, 
que  estas  listas  harán  fe  en  lo  que  se 
refiera  ala  estimación  de  los  bienes  y 
rentas  imponibles  y  á  la  obligación  de 
las  personas  y  de  las  cosas  que  se  de- 
claren sujetas  al  impuesto. 

Se  exceptúan  las  modificaciones  pre- 
vistas por  Ja  presente  ley. 

La  repartición  de  los  impuestos  co- 
munales se  verificará  con  arreglo  á  la 
escala  admitida  por  el  impuesto  pú- 
blico. 

Art.  5.°  Los  inmuebles  sujetos  á  im- 
puesto sufrirán  la  tasa  por  la  totalidad 
de  su  valor  estimado,  sin  que  el  propie- 
tario esté  autorizado  para  deducir  de 
ella  las  deudas  con  que  estén  gra- 
vados. 

Art.  6.°  La  tasa  sobre  la  renta  se 
pagará  á  los  municipios,  aun  por  loa 
capitales  garantidos  por  hipotecas  si- 
tuadas en  el  cantón  que  no  estén  suje- 
tas al  pago  del  impuesto  público,  cuya 
disposición  se  aplicará  igualmente  á 
las   sumas  depositadas  en  la  Caja  ó 


Banco  Hipotecario  y  en  las  Cajas  de 
Ahorros. 

Art.  7.°  Los  capitales,  las  rentas  y 
los  ingresos  en  general  de  los  contri' 
buyentes  que  se  hallen  bajo  tutela  y 
que  tengan  su  domicilio  en  otro  muni- 
cipio que  el  de  su  tutor,  sufrirán  el  im- 
puesto en  el  domicilio  de  sus  contribu- 
yentes. 

En  cuanto  á  la  renta  de  los  capitales 
que  produzcan  intereses  (obligaciones, 
cédulas,  acciones,  depósitos),  por  los 
cuales  paguen  el  impuesto  al  Estado 
las  corporaciones,  establecimientos  pú- 
blicos (tales  como  las  Cajas  de  Aho- 
rros, etc.),  ó  sociedades  anónimas,  en 
vez  del  propietario,  pagará  éste  la  tasa 
comunal  en  el  lugar  de  su  domicilio. 

Respecto  de  las  empresas  cuya  in- 
dustria se  ejerza  en  muchos  municipios 
se  pagará  el  impuesto  en  cada  cual 
proporcionalmente  á  la  extensión  de  la 
industria  en  su  territorio. 

Art.  8.°  Todo  municipio  estará  obli- 
gado á  enviar  á  los  demás,  si  asi  lo  pi- 
dieren, extractos  de  sus  listas,  concer- 
nientes á  los  bienes  y  rentas  imponi- 
bles en  el  mismo. 

Si  esto  no  pudiese  hacerse,  deberán 
los  contribuyentes  indicar  á  los  muni- 
cipios el  total  á  que  asciende  la  renta 
de  que  se  trate,  y  entonces  se  hace 
aplicación  por  analogía,  de  las  disposi- 
ciones de  la  ley  del  impuesto  sobre  las 
rentas  concernieres  á  este  punto  (ar- 
tículo 10  y  siguientes). 

Art.  9.°  Están  completamente  exen- 
tos  de  este  impuesto:  los  capitales,  ren- 
tas é  ingresos  de  las  corporaciones  y 
establecimientos  públicos  que,  tenien- 
do la  residencia  de  su  administración 
en  el  municipio,  no  puedan,  sin  embar- 
go, sacar  ventaja  alguna  de  las  institu- 
ciones comunales,  particularmente  las 
Cajas  de  Ahorros,  las  fundaciones  para 
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las  viudas,  et,;.,  así  como  también  las 
de  las  corporaciones  y  establecimien- 
tos públicos  que,  si  bien  participan  de 
las  ventajas  de  las  instituciones  comu- 
nales, tienen  un  deslino  provechoso  al 
municipio  mismo,  tales  como  los  bienes 
de  la  Iglesia,  los  de  las  escuelas,  hospi- 
cios, hospitales  y  otros  establecimien- 
tos semejantes. 

Art.  10.  No  se  autoriza  para  la  tasa 
comunal  de  la  renta  la  deducción  de  los 
derechos  de  concesión  ó  de  patente, 
admitida  para  el  impuesto  público. 

Art.  11.  Cuando  un  particular  que 
haya  pagado  á  un  municipio  la  tasa 
correspondiente  á  su  capital  ó  á  su  ren- 
ta en  un  ejercicio  económico,  traslade 
su  domicilio  a  otro  municipio,  no  podrá 
éste  obligarle  á  pagar  la  misma  tasa 
para  el  mismo  ejercicio. 

Art.  12.  Los  municipios  que  ten- 
gan que  imponer  tasas  para  hacer  fren- 
te á  sus  gastos,  deberán  siempre  fijar 
el  total  de  los  impuestos  que  deben 
percibir  durante  el  año,  en  la  asam- 
blea en  que  se  discuta  el  ejercicio,  ba- 
sándose en  el  presupuesto. 

Art.  13.  Las  decisiones  relativas  á 
los  impuestos  necesarios  para  atender 
á  los  gastos  extraordinarios  no  previs- 
tos en  el  presupuesto,  deberán  tomar- 
se con  arreglo  á  las  formas  prescritas 
por  la  ley  comunal  para  tratar  los 
asuntos  importantes. 

Cuando  no  pueda  obtenerse  el  pago 
de  un  contribuyente  moroso  por  una 
orden  de  apremio  después  de  los  pro- 
cedimientos necesarios,  le  prohibirá  el 
juez  que  frecuente  las  tabernas  hasta 
que  baya  pagado  el  importe  y  los 
gastos. 

Art.  14.  Los  contribuyenles  que  no 
cuiden  de  que  se  les  inscriba  en  la  lista 
del  impuesto  capitales  imponibles,  así 
como  aquéllos  que  no  declaren  su  renta 


ó  lo  hagan  de  una  manera  incompleta, 
serán  condenados,  en  caso  de  descu- 
brirse el  fraude,  á  pagar  al  municipio 
el  doble  del  importe  de  la  tasa  corres- 
pondiente durante  los  diez  últimos 
años.  Los  herederos  del  contribuyente 
serán,  en  su  caso,  responsables  ante  el 
municipio  del  pago  de  esta  suma. 

Art.  15.  Los  impuestos  sobre  las  ren- 
tas se  considerarán  garantidos  hipote- 
cariamente por  el  valor  del  inmueble. 

Esta  garantía  tendrá  preferencia  para 
el  año  corriente  y  para  dos  á  lo  sumo, 
sobre  todos  los  demás  créditos  hipóte-  . 
carios,  excepto  el  del  Estado  por  el 
pago  del  impuesto  público.  No  existe 
solidaridad  alguna  entre  inmuebles  se- 
parados. En  los  casos  .de  beneficio  de 
inventario  y  de  liquidaciones' judicia- 
les, se  admitirán  las  reclamaciones  de 
impuestos  sin  procedimiento  especial. 

Art.  16.  Los  municipios  no  podrán 
cobrar  otros  impuestos  ó  tasas  que  los 
que  la  presente  ley  les  permite  estable- 
cer, á  no  ser(que  la  percepción  de  estos 
impuestos  se  funde  en  una  disposición 
especial  de  la  ley  ó  en  una  autorización 
de  la  autoridad  competente,  librada  en 
virtud  de  una  disposición  análoga. 

Sin  embargo,  los  municipios  en  que 
se  hayan  cobrado,  para  atender  á  cier- 
tos gastos  municipales,  ó  de  culto,  im- 
puestos particulares  no  autorizados  por 
ninguna  prescripción  legal,  podrán  por 
excepción  continuar  cobrándolos  en 
virtud  de  reglamentos  especiales  suje- 
tos á  la  sanción  del  Consejo  ejecutivo. 

Art.  17.  Las  prestaciones  persona- 
les, los  bagajes,  los  alojamientos  de 
tropas  y  otras  cargas  por  el  estilo,  in- 
cumbirán á  aquellos  á  quienes  se  las 
impongan  las  autoridades  municipales 
en  virtud  de  Ordenanzas  y  de  leyes  es- 
peciales ó  de  reglamentos  ya  sanciona- 
dos. Sin  embargo,  los  contribuyentes 
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podrán  ser  indemnizados  de  estas  pres- 
taciones por  la  Caja  comunal  con  arre- 
glo á  una  escala  equitativa,  apropiada 
á  las  circunstancias  locales. 

Exceptúanse  las  prestaciones  perso- 
nales que  se  funden  en  títulos  pri- 
vados. 

Art.  18.  En  el  año  siguiente  al  en 
que  se  ponga  en  vigor  la  presente  ley, 
deberán  todos  los  municipios  del  can- 
tón que  se  hallen  en  el  caso  de  imponer 
tasas,  ajustar  sus  reglamentos  de  im- 
puestos á  las  prescripciones  de  esta 
ley,  mediante  la  fórmula  que  decrete  el 
Consejo  ejecutivo. 

Los  reglamentos  de  impuestos  de  los 
Comunes  municipales,  serán  también 
aplicables  á  las  secciones  en  que  se  ha- 
llen divididos. 

Art.  19.  Durante  los  diez  días  que 
precedan  y  los  diez  que  sigan  á  su  dis- 
cusión por  el  municipio,  se  hallarán  los 
nuevos  reglamentos  en  la  secretaría 
municipal  para  que  puedan  enterarse 
de  ellos  los  interesados  que  lo  deseen; 
anunciando  esto  á  tiempo  mediante  la 
inserción  de  la  noticia  en  el  Boletín 
Oficial,  indicando  á  los  interesados  que 
pueden  presentar  sus  observaciones 
en  la  secretaría  diez  días,  á  lo  sumo, 
después  de  la  espiración  del  plazo  an- 
tes fijado. 

Después  que  hayan  espirado  estos 
plazos,  el  Secretario  comunal  certifica- 
rá al  pie  del  reglamento  de  haber  teni- 
do lugar  dicha  exposición,  é  indicará  al 
mismo  tiempo  las  observaciones  que  se 
hayan  presentado,  si  las  ha  habido,  y 
cuál  es  su  naturaleza. 

Si  el  reglamento  no  se  separa  de  la 
fórmula  y  no  ha  habido  oposición  ni  se 
ha  hecho  observación  alguna,  será  ex- 
tendido por  duplicado,  para  remitir  un 
ejemplar  por  conducto  del  prefecto,  á  la 
dirección  del  Interior,  sección  de  Asun- 


tos municipales,  que  lo  someterá  á  la 
sanción  del  Consejo  ejecutivo.  Pero  si 
hubiere  hecho  oposición  ú  observación 
y  no  estuvieren  ventiladas  al  adoptarse 
el  reglamento,  irán  unidas  al  proyecto 
con  la  respuesta  ó  el  informe  de  la  au- 
toridad comunal  para  que  la  superior 
decida. 

Art.  20.  La  presente  ley  entrará  en 
vigor  á  contar  desde  1.°  de  Enero 
de  1868. 

Quedan  derogadas  la  ley  de  6  de  Abril 
de  1862  y  el  reglamento  para  su  ejecu- 
ción del  28  del  mismo  mes. 

Dado  en  Berna  á  2  de  Septiembre 
de  1867. 

En  nombre  del  Gran  Consejo. 

El  Presidente, 

R.   Brunner. 

El  Canciller, 
M.  DE  Sturler. 

Ordenanza  sobre  la  Administración 
de  los  asuntos  comunales  de  15  de 
Junio  de  1869. 

El  Consejo  ejecutivo  del  cantón  de 
Berna, 

Haciendo  uso  de  su  derecho  de  alta 
vigilancia  sobre  los  municipios  y  sus 
autoridades;  en  ejecución  de  las  dispo- 
siciones prescritas  por  el  art.  69  de  la 
Constitución,  el  65  y  67  de  la  ley  del  31 
de  Julio  de  1847  sobre  la  organización 
de  las  autoridades  judiciales,  y  el  48  de 
la  ley  municipal  del  6  de  Diciembre 
de  1852; 

A  propuesta  de  la  Dirección  de  Asun- 
tos comunales  y  socorros  públicos, 

DECRETA 

Articulo  1.°  El  derecho  de  alta  vigi- 
lancia del  Gobierno  sobre  la  Adminis* 
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tración  comunal  en  general,  y  espe- 
cialmente sobre  la  administración  y 
empleo  ó  disfrute  de  los  bienes  comu- 
nales y  sobre  la  contabilidad  de  las  cor- 
poraciones comunales  públicas,  se 
ejercerá  particularmente  por  la  Direc- 
ción de  Asuntos  comunales  y  de  auxi- 
lios públicos,  así  como  también  por  los 
sustitutos  del  Procurador  general  y  por 
los  prefectos. 

Art.  2.°  La  Dirección  de  Asuntos  co- 
munales y  auxilios  públicos  examina- 
rá é  informará  sobre  todos  loe  asuntos 
administrativos  y  de  contabilidad  comu- 
nales que  deban  ser  discutidos  y  apro- 
bados por  el  Consejo  ejecutivo.  Vigi- 
lará además  esta  administración  y  con- 
tabilidad con  el  concurso  de  los  susti- 
tutos del  Procurador  general  y  de  los 
prefectos,  á  quienes  encargará,  al  efec- 
to, que  le  remitan  los  informes  y  las 
proposiciones  necesarias. 

Art.  3.°  En  cuanto  les  sustitutos  y 
los  prefectos  noten  algunos  abusos  ó 
irregularidades  en  la  gestión  de  los 
bienes  comunales  ó  en  la  tramitación 
y  arreglo  de  los  asuntos  del  municipio, 
estarán  obligados  á  dar  cuenta  de  ellos, 
á  la  Dirección  de  Asuntos  comunales  y 
de  auxilios  públicos.  Al  mismo  tiempo 
que  su  memoria  ó  informe,  someterán 
estos  funcionarios  á  la  dirección  men- 
cionada las  medidas  que  en  su  sentir 
puedan  poner  remedio  á  las  irregula- 
ridades señaladas. 

Art.  4.°  Los  sustitutos  del  Procura- 
dor general  deberán  examinar  además 
cada  semestre  todas  las  comprobacio- 
nes, protocolos,  registros  y  otros  docu- 
mentos oficiales  de  las  prefecturas  que 
se  refieran  á  la  Administración  comu- 
nal; dar,  si  son  necesarias,  las  instruc- 
ciones convenientes  para  que  se  lleven 
con  regularidad,  y  vigilar  para  que  se 
ajusten  á  estas  instrucciones. 


Art.  5.°  Los  sustitutos  estarán  auto- 
rizados para  examinar  las  cuenta  de 
los  municipios,  y  deberán  dar  parte  á 
la  Dirección  de  Asuntos  comunales, 
caso  de  advertir  que  el  examen  y  Jas 
proposiciones  del  prefecto  no  ponen 
remedio  á  las  irregularidades  que  en  la 
Administración  comunal  ocurran. 

Art.  6.°  En  la  segunda  mitad  de  cada 
año  procederán  los  sustitutos,  en  las 
oficinas  de  los  prefectos,  á  una  inspec- 
ción escrupulosa,  á  fin  de  cerciorarse 
cuáles  son  los  municipios  cuyas  cuen- 
tas no  están  corrientes.  Al  mismo  tiem- 
po emitirán  su  parecer  acerca  de  las 
medidas  que  los  prefectos  hayan  toma- 
do contra  los  municipios  morosos. 

El  resultado  de  esta  revisión  deberá 
elevarse  á  conocimiento  de  la  dirección 
de  Asuntos  comunales,  á  más  tardar  á 
fin  de  Enero  del  año  siguiente.  A  esta 
comunicación  irá  unido  un  estado  de 
las  cuentas  comunales  atrasadas,  indi- 
cando los  motivos  de  retraso  en  la  en- 
trega de  las  mismas. 

Estos  funcionarios. darán  en  general 
una  cuenta  exacta  de  todas  sus  inves- 
tigaciones á  la  Dirección  de  Asuntos 
comunales. 

Art.  7.°  El  prefecto  ejercerá  la  vigi- 
lancia inmediata  sobre  la  administra- 
ción y  la  contabilidad  de  los  municipios 
de  su  distrito. 

Art.  8.°  Examinará  todos  los  regla- 
mentos comunales  (reglamento  de  or- 
ganización, de  administración,  de  dis- 
frute de  bienes,  etc.).  Toda  aceptación 
de  nuevos  reglamentos  ó  modificación 
de  los  ya  existentes  deberá  ser  someti- 
da al  Consejo  ejecutivo. 

Art.  9.°  Los  municipios  estarán  obli- 
gados á  depositar  en  la  secretaria  co- 
munal los  reglamentos  que  hayan  de 
someterse  á  la  sanción  del  Consejo  de 
Estado,  diez  días  antes  y  diez  dias  des- 
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pues  de  su  discusión,  para  que  cada  ve- 
cino que  á  ello  tenga  derecho  pueda 
enterarse  de  su  contenido  y  hacer  las 
observaciones  que  tenga  por  conve- 
niente, debiendo  dar  cuenta  oportuna- 
mente al  público  mediante  un  aviso  in- 
serto en  el  Boletín  Oficial,  y  por  papele- 
tas á  domicilio,  advirtiendo  además  que 
podrán  presentar  sus  observaciones 
hasta  diez  días  después  de  espirar  el 
segundo  plazo. 

Art.  10.  Después  de  espirar  estos 
plazos,  certificará  el  Secretario  del  mu- 
nicipio al  pie  del  reglamento  que  se  ha 
cumplido  esta  prescripción  de  la  ley,  é 
indicará  al  mismo  tiempo  si  se  han 
presentado  ó  no  observaciones  ó  protes- 
tas, y  cuáles  hayan  sido.  Acto  continuo 
el  proyecto  de  reglamento  acompaña- 
do del  informe  del  prefecto,  de  las  ob- 
servaciones, y  de  las  contraobserva- 
ciones del  municipio,  si  las  hubiere,  se 
remitirá  á  la  Dirección  de  Asuntos  co- 
munales para  que  ésta  tome  las  medi- 
das que  estime  convenientes. 

Art.  11.  Todos  los  reglamentos  co- 
munales estarán  exentos  del  derecho 
de  timbre.  Expediránse  de  ellos  tres 
ejemplares:  uno  para  los  archivos  de 
la  Dirección  mencionada,  otro  para  los 
archivos  de  la  prefectura,  y  el  tercero 
para  los  del  municipio. 

Art.  12.  El  prefecto  emitirá  dictamen 
respecto  de  las  decisiones  de  los  muni- 
cipios que,  con  arreglo  á  la  ley,  deban 
ser  sometidas  á  la  aprobación  del  Con- 
sejo ejecutivo  (art.  26,  párrafo  último, 
y  artículos  40  y  74  de  la  ley  municipal). 
Estas  decisiones  serán  transmitidas 
con  el  informe  y  las  proposiciones  del 
prefecto  á  la  Dirección  de  Asuntos  co- 
munales, que  las  presentará  al  Consejo 
ejecutivo. 

Art.  13.  El  prefecto  deberá  exami- 
nar y  aprobar  todas  las  cuentas  muni- 
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cipales,  reservándose  á  los  municipios 
el  derecho  de  interponer  apelación  ó  re- 
curso de  queja  ante  el  Consejo  ejecu- 
tivo. 

Art.  14.  El  prefecto  fallará  en  prime- 
ra instancia  todas  las  cuestiones  en 
materia  de  Administración  municipal. 

Art.  15.  En  cuanto  se  presente  una 
queja  contra  las  decisiones  comunales 
que  no  tenga  un  carácter  privado  ni 
deban  ser  por  tanto  juzgadas  por  los 
tribunales  civiles  (art.  55  de  la  ley  mu- 
nicipal), el  prefecto  dará  copia  de  la 
queja  al  demandante  y  citará  á  su  au- 
diencia alas  partes  litigantes,  procu- 
rando conciliarias.  Si  no  hubiere  acuer- 
do ó  conciliación  después  de  la  exposi- 
ción de  los  interesados,  pronunciará 
inmediatamente  el  prefecto  el  fallo  y  lo 
comunicará  á  las  partes.  La  decisión 
no  podrá  aplazarse  sino  cuando  haya 
necesidad  y  se  ofrezcan  pruebas  para 
aclarar  ios  hechos  esenciales;  en  este 
caso  las  pruebas  se  someterán  al  prin- 
cipio de  la  información  de  oficio  (ar- 
tículo 56  de  la  ley  municipal). 

Art.  16.  Si  se  presentaren  al  prefec- 
to por  vía  de  queja  cuestiones  de  dere- 
cho privado,  las  remitirá  este  funcio- 
nario al  juez  civil. 

Art.  17.  Si  la  decisión  del  prefecto 
respecto  de  cuestiones  incidentales  ó 
privadas,  ó  sobre  el  fondo  del  litigio, 
fuese  objeto  de  apelación,  este  funcio- 
nario deberá  enviar  todos  los  documen- 
tos, así  como  también  el  escrito  de  ape- 
lación y  su  réplica  á  la  Dirección  de 
Asuntos  comunales,  que  los  presentará 
al  Consejo  ejecutivo. 

Art.  18.  El  prefecto  dirigirá  órde- 
nes oficiales  á  los  contadores  morosos 
y  á  los  administradores  negligentes 
(artículos  55  y  56  de  la  ley  municipal). 
Estas  órdenes  serán  siempre  expedidas 
por  duplicado,  uno  de  cuyos  ejempla- 
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res  entregará  e)  hujier  al  funcionario 
inculpado.  El  mismo  procedimiento  de- 
berá seguirse  cuando  la  queja  emane 
de  una  autoridad  comunal.  Si  no  se 
obedeciere  su  orden,  enviará  el  prefec- 
to al  Consejo  ejecutivo,  por  conducto 
de  la  Dirección  de  Asuntos  comunales, 
su  informe  acerca  de  la  cuestión,  acom- 
pañado de  una  de  las  órdenes  ó  avisos 
de  las  autoridades  comunales  ó  de  las 
que  él  expida. 

Art.  19.  Cuando  el  prefecto  observe 
ilegalidades  ó  irregularidades  en  la  Ad- 
ministración comunal  estará  en  el  deber 
de  dar  cuenta  de  ello  á  la  Dirección  de 
Asuntos  comunales.  En  su  Memoria  á 
la  autoridad  superior,  declarará  el  pre- 
fecto si  cree  que  convendrá  á  la  Admi- 
nistración suspender  ó  deponer  á  los 
individuos  de  las  autoridades  y  á  los 
funcionarios  comunales  evidentemen- 
te incapaces  ó  culpables  de  resistencia 
ó  de  haber  olvidado  sus  deberes.  En 
este  caso  se  procederá  á  una  investi- 
gación detenida  para  confirmar  la  exis- 
tencia de  los  hechos  señalados,  y  las 
actas  de  esta  indagatoria,  acompaña- 
das de  las  proposiciones  del  prefecto,  se 
elevarán  á  la  Dirección  de  Asuntos  co- 
munales. 

Art.  20.  El  prefecto  procederá,  por 
lo  menos  una  vez  cada  dos  años,  á  una 
inspección  exacta  de  todos  los  libros  y 
papeles  de  los  municipios. 

Esta  inspección  tendrá  especialmen- 
te por  objeto: 

1.°  Los  registros  de  las  deliberacio- 
nes del  municipio,  del  Consejo  comunal 
y  demás  autoridades  (comisiones  de 
escuelas,  de  tutela,  etc.,  etc.); 

2.°  Los  registros  de  oficios  y  circu- 
lares, reglamentos,  registros  de  ins- 
trucciones, etc.; 

3.°  Los  registros  concernientes  al 
estado  de  las  personas  (registros  de 


ciudadanía,  de  establecimiento  y  do- 
micilio, registro  de  actas  de  nacimien- 
to y  de  votantes,  tanto  en  las  asambleas 
políticas  como  en  las  comunales); 

4.°  Los  libros  concernientes  á  la  ad- 
ministración y  rendición  de  cuentas; 

5.°  Las  listas  de  impuesto  público  y 
de  tasas  comunales. 

Además  inspeccionará  el  prefecto 
las  oficinas,  los  archivos  y  las  cárceles 
de  los  municipios  para  certificar  de  su 
estado;  asegurándose  particularmente 
del  modo  de  conservar  los  títulos  y  de- 
más valores  pertenecientes  al  munici- 
pio ó  á  las  personas  que  se  hallen  bajo 
tutela. 

Art.  21.  Si  en  estas  inspecciones  no- 
tare el  prefecto  desórdenes  en  la  admi- 
nistración en  general  ó  en  la  manera 
de  llevar  los  libros,  ú  otras  irregulari- 
dades, tomará  por  sí  mismo  las  medi- 
das provisionales  necesarias  al  resta- 
blecimiento del  orden,  y  enviará  siem- 
pre á  la  Dirección  de  Asuntos  comuna- 
les una  Memoria  ó  informe  acompa- 
ñada de  la  propuesta  de  las  medidas 
que  exijan  las  circuntancias. 

Art.  22.  Todas  las  publicaciones  de 
convocatoria  de  asambleas  comunales 
deberán  ir  autorizadas  por  el  prefecto. 

Art.  23.  El  Secretario  de  la  asam- 
blea municipal  y  el  del  Consejo  comu- 
nal deberán,  á  ser  posible,  redactar  y 
leer,  antes  de  levantar  la  sesión,  las 
actas  de  las  deliberaciones,  que  serán 
firmadas  inmediatamente  después  de 
su  aprobación.  Si  por  una  excepción  no 
pudiera  extenderse  definitivamente  el 
acta  durante  la  sesión,  lo  será  antes  de 
la  próxima  reunión  de  la  asamblea  co- 
munal ó  del  Consejo,  y  será  firmada  in- 
mediatamente, previa  su  lectura. 

Si  la  autoridad  deliberante  fuese  la 
asamblea  comunal,  tendrá  derecho  á 
encargar  á  una  comisión  la  redacción 
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del  acta,  debiendo  consignarse  indefec- 
tiblemente en  ella  el  número  de  votan- 
tes presentes  y  los  nombres  del  Presi- 
dente y  del  Secretario. 

Art.  24.  Las  asambleas  comunales 
convocadas  extraordinariamente  sólo 
podrán  tratar  de  los  asuntos  expresa- 
dos en  la  convocatoria. 

Art.  25.  El  municipio  designará  para 
la  administración  de  todos  sus  bienes, 
receptores  ó  administradores  especia- 
les, que  prestarán  la  fianza  fijada  por 
el  reglamento  ó  por  la  decisión  espe- 
cial de  la  asamblea. 

La  gestión  de  muchos  fondos  comu- 
nales podrá  confiarse  á  una  misma  per- 
sona, con  tal  que  lleve  libros  separa- 
dos para  cada  clase  de  cuentas 

Art.  26.  El  Consejo  comunal  entre- 
gará á  cada  administrador  las  listas 
de  percepción  necesarias  para  el  cobro 
de  todos  los  ingresos. 

También  le  entregará  un  estado  de 
los  créditos  que  produzcan  ó  no  intere- 
ses y  que  pertenezcan  á  los  fondos  que 
ha  de  administrar. 

Art.  27.  Los  fondos  comunales  de- 
berán ser  colocados  con  seguridad  y  de 
modo  que  produzcan,  por  lo  menos,  un 
interés  del  4  por  100.  Está  prohibido 
todo  auxilio  en  calidad  de  préstamo. 

Art.  28.  La  autoridad  municipal  com- 
petente estará  obligada  á  proceder  á 
una  revisión  anual  de  los  títulos  de  cré- 
dito relativamente  á  las  garantías  que 
representan. 

Art.  29.  La  autoridad  velará  por  que 
los  inmuebles  comunales  que  no  estén 
afectos  al  servicio  público  ó  al  disfrute 
de  los  vecinos,  se  conviertan  sucesiva- 
mente en  títulos  de  crédito.  Toda  venta 
de  inmuebles  por  un  precio  inferior  á  la 
estimación  catastral  será  sometida  á  la 
ratificación  del  Consejo  ejecutivo.  Esta 
ratificación  es  también  necesaria  para 


las  adquisiciones  de  inmuebles  hechas 
á  un  precio  superior  á  la  estimación  ca- 
tastral. 

Art.  30.  Si  con  ocasión  del  examen 
de  cuentas  notare  el  prefecto  que  una 
corporación  comunal  ha  empleado  una 
parte  de  sus  capitales  en  pago  de  gas- 
tos de  la  administración  corriente,  no 
deberá  aprobar  la  cuenta  sino  después 
que  el  Consejo  ejecutivo  haya  tomado 
las  decisiones  oportunas. 

Art.  31.  El  receptor  ó  administrador 
estará  obligado  á  cobrar  todas  las  ren- 
tas vencidas  durante  el  ejercicio  de  su 
cargo,  y  es  responsable  de  las  sumas 
no  reintegradas  y  que  figuren  como 
atrasos  en  su  cuenta,  si  el  vencimiento 
de  aquéllas  tuvo  lugar  tres  meses  antes 
de  la  rendición  de  cuentas,  á  no  ser  que 
pueda  probar  que  la  pérdida  que  resul- 
te no  es  imputable  á  su  falta  ni  á  su  ne- 
gligencia. 

Art.  32.  Dicho  administrador  llevará 
un  libro  de  ingresos  y  gastos  con  tal 
cuidado,  que  en  todo  tiempo  pueda  ver- 
se sin  dificultad  el  estado  de  la  Caja  y 
de  su  gestión,  y  comprobar  la  cuenta 
inmediatamente  después  de  finalizar  el 
año. 

Deberá  llevar  un  libro  de  caja  espe- 
cial para  cada  clase  de  fondos,  en  que 
consten  ios  gastos  y  los  ingresos  dia- 
rios. El  municipio  suministrará  los  li- 
bros necesarios,  ora  de  fondos  del  mu- 
nicipio, ora  de  aquellos  ácuyo  servicio 
se  destinen  los  libros. 

Art.  33.  Después  de  cerrado  cada 
ejercicio,  se  presentará  una  cuenta  de 
cada  administración,  á  no  ser  que  la 
ley  autorice  para  ampliarla  á  muchos 
años.  La  cuenta  se  redactará  con  arre- 
glo á  la  fórmula  oficial.  Las  autorida- 
des encargadas  de  la  revisión  no  permi- 
tirán que  se  falte  á  esta  regla  sino  en  el 
caso  de  circunstancias  excepcionales. 
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Art.  34.  La  entrega  y  el  examen  de 
Jas  cuentas  se  activarán  de  manera  que 
tres  meses  después  de  finalizar  el  año 
estén  indefectiblemente  en  manos  de 
los  prefectos. 

Art.  35.  La  presente  Ordenanza,  que 
se  insertará  en  el  Boletín  de  las  leyes 
deroga  la  circular  de  2  de  Junio  de  1837 
y  27  de  Mayo  de  1830,  27  de  Marzo 
de  1844  y  la  Ordenanza  de  16  de  Junio 
de  1849. 


Berna,  15  de  Junio  de  1867. 
En  nombre  del  Gran  Consejo, 


El  PresiWt 

Kurz. 


El  Secretario  de  Estado, 

R.  Raechsel. 


PENAL  DEL  CANTÓN  DE  GINEBRA  " 


El  Consejo  de  Estado  de  la  república 
y  cantón  de  Ginebra  hace  saber  que: 

El  Gran  Consejo, 

A  propuesta  de  uno  de  sus  miembros, 
decreta  lo  siguiente: 

LIBRO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 


TÍTULO  PRIMERO 

DE  LAS  INFRACCIONES 

Artículo  1.°  La  infracción  que  las 
leyes  castigan  con  una  pena  aflictiva 
(criminal),  deberá  calificarse  de  crimen. 

La  infracción  que  las  leyes  castigan 
con  pena  correccional,  deberá  calificar- 
se de  delito. 

La  infracción  que  las  leyes  castigan 
con  una  pena  de  policía,  deberá  cali- 
ficarse de  Jaita. 

Art.  2.°  La  ley  sólo  dispone  para  el 
porvenir  y  no  tiene  efecto  retroactivo. 
Si  la  pena  establecida  en  la  sentencia 
se  diferenciase  de  la  que  correspondía 
en  el  momento  en  que  se  cometió  la 
infracción,  se  aplicará  la  menos  grave. 

Art.  3.o  Las  disposiciones  del  pre- 
sente Código  serán  aplicables: 


(1)    Traducción  de  D.  Luciano  Gisbyrt. 


1.°  A  todas  las  infracciones  cometi- 
das en  el  territorio  del  cantón; 

2.°  A  los  crímenes  cometidos  contra 
la  seguridad  de  éste  por  ginebrinos  y 
aun  por  extranjeros,  cuando  éstos  sean 
detenidos  en  el  territorio  del  cantón  ó 
cuando  obtenga  su  extradición  el  Go- 
bierno; 

3.°  A  los  crímenes  cometidos  por 
ginebrinos  fuera  del  territorio  del  can- 
tón, cuando  inste  la  parte  lesionada,  si 
el  culpable  no  ha  sido  procesado  y  sen- 
tenciado en  el  país  en  donde  el  crimen 
se  haya  cometido,  si  se  castiga  la  infrac- 
ción por  Jas  leyes  de  dicho  país; 

4.°  A  los  delitos  cometidos  por  gine- 
brinos fuera  del  cantón,  cuando  inste  la 
parte  lesionada  y  el  delito  se  haya  co- 
metido en  el  territorio  de  uu  Estado  con 
el  cual  haya  tratado  de  extradición  que 
mencione  este  delito. 

En  los  casos  de  los  números,  2.°,  3.° 
y  4.°,  no  podrá  incoarse  procedimiento 
contra  un  ausente  ni  por  simple  ten- 
tativa. 

Art.  4.°  Quedan  exceptuadas  las 
prescripciones  de  los  tratados  interna- 
cionales y  de  los  concordatos,  así  como 
las  disposiciones  federales,  las  de  las 
leyes  y  reglamentos  particulares  y  las 
de  las  leyes  y  reglamentos  militares, 


INSTITUCIONES  POLf TICAS  Y  JURÍDICAS 


TÍTULO  SEGUNDO 


DE  LA  TENTATIVA 


Art.  5."  Toda  tentativa  de 
delito  manifestada  por  actos  exteriores 
que  constituyan  un  principio  de  ejecu- 
ción, y  que  no  haya  sido  suspendido  ú 
no  haya  producido  su  efecto  sino  por 
circunstancias  fortuitas  ó  independien- 
tes de  la  voluntad  de  su  autor,  será  cas- 
tigado  con  pena  inferior  á  la  del  cri- 
crimen  ó  delito,  a  saber: 

Con  la  de  reclusión  de  diez  á  veinte 
años,  si  el  crimen  se  castiga  con  reclu- 
sión perpetua; 

Con  reclusión  de  tres  a  diez  años,  si 
el  crimen  se  castiga  con  reclusión  de 
diez  á  veinte  años; 

Con  lade  prisión  de  uno  á  cinco  años, 
si  el  crimen  se  castiga  con  cualquier 
otra  pena  aflictiva.  Si  se  tratase  de  un 
delito,  el  máximum  y  el  mínimum  de  la 
pena  se  reducirán  á  la  mitad, 

Art.  6."  Cuando  la  tentativa  se  haya 
suspendido  por  voluntad  del  agente,  el 
acto  ejecutado  sólo  se  castigará  cuan- 
do por  st  mismo  constituya  una  infrac- 
ción. 

Art.  7  °  Las  tentativas  de  delito  sólo 
serán  castigadas  cuando  estén  previs- 
tas por  una  disposición  de  la  ley. 

TÍTULO  TERCERO 

DE  LAB  PENAS 

Sección  primera 

De  las  penas  en  materia  criminal 

Art.  8.*    Las  penas  en  materia  crimi- 
nal son: 
1.a    La  reclusión  perpetua; 


2."  La  reclusión  temporal,  que  debe- 
rá imponerse  por  un  término  de  tres 
años  por  lo  menos  y  de  veinte  á  lo  su- 
mo, salvo  los  casos  exceptuados  por 
la  ley; 

3.°  El  destierro,  cuya  duración  será 
de  dos  años  por  lo  menos  y  de  diez  & 
lo  sumo. 

Sección  segunda 

De  las  penas  en  materia  correccional 

Art.  9."  Las  penas  en  materia  co- 
rreccional serán: 

1."  La  prisión,  cuya  duración  será 
de  seis  días  por  lo  menos  y  de  cinco 
años  á  lo  sumo,  salvo  los  casos  previs- 
tos por  la  ley.  La  pena  de  un  día  de  pri- 
sión será  de  veinticuatro  horas,  la  de 
un  mes  será  de  treinta  días; 

2.°  La  multa,  que  será  de  30  fran- 
cos por  lo  menosyde  5.000  como  máxi- 
mum. 

Sección  tercer» 


De  las   penas   comunes  aplicables    a    la  materia 
criminal  y  corrección  ni 

Art.  10.  Las  penas  comunes  aplica- 
cables  á  los  crímenes  y  delitos  son: 

t."  La  expulsión  del  territorio  del 
cantón.  En  los  casos  en  que  la  ley  im- 
ponga la  pena  de  prisión,  podrá  el  juez 
convertir  una  parte  de  esta  pena  en 
destierro  del  cantón  por  triple  tiempo; 
pero  no  podrá  ser  impuesta  contra  gi- 
nebrinos; 

2.°  La  interdicción  temporal  de  cier- 
tos derechos  políticos,  civiles  y  de  fa- 
milia, y  la  privación  de  ciertas  funcio- 
nes. Cuando  se  trate  de  delitos  sólo 
podrá  imponerse  en  casos  especialmen- 
te previstos  por  la  ley. 
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Esta  pena  podrá  imponerse  por  dos 
años  como  mínimum  y  por  veinte  á  lo 
sumo.  Si  va  aneja  á  otra  pena  privati- 
va de  libertad  no  comenzará  á  correr 
hasta  el  día  en  que  comience  la  libertad 
del  condenado.  En  caso  de  condena  en 
rebeldía,  comenzará  á  correr  desde  el 
día  de  la  sentencia. 

Art.  ti.  Los  tribunales,  al  juzgar  un 
crimen,  podrán  privar,  en  todo  6  en 
parte,  á  los  condenados  á  reclusión, 
del  ejercicio  de  los  derechos  mencio- 
nados en  el  art.  12.  Los  condenados  lo 
serán  siempre  á  la  interdicción  de  la 
totalidad  de  estos  derechos  mientras 
dure  la  pena. 

Art.  12.  En  virtud  de  los  artículos 
anteriores,  podrán  los  jueces  imponer 
á  los  condenados  la  privación  del  de- 
recho: 

1.°  De  desempeñar  funciones,  em- 
pleos ó  cargos  públicos; 

2.°  Del  derecho  electoral  activo  y  pa- 
sivo; 

3.°  Del  de  ser  jurado,  perito  y  testi- 
go en  documentos;  declarar  en  juicio  á 
no  ser  para  suministrar  datos; 

4.°  De  formar  parte  de  un  cuerpo 
militar; 

5.°  De  desempeñar  los  cargos  de  tu- 
tor, sustituto  ó  curador,  así  como  de  des- 
empeñar las  funciones  de  consejero 
judicial  ó  de  administrador  provisional. 
Art.  13.  Cuando  se  trate  de  críme- 
nes ó  delitos,  podrá  el  juez  imponer  la 
confiscación,  ya  del  cuerpo  del  delito, 
cuando  la  propiedad  del  mismo  perte- 
nezca al  condenado,  ya  de  las  cosas 
que  haya  producido  la  infracción,  ó  de 
aquellas  que  hayan  servido  ó  estuvie- 
ren destinadas  á  cometerlo. 

Si  el  cuerpo  de  un  delito  fuere  de  un 
tercero,  decretará  el  juez  su  restitución 
al  legítimo  propietario. 
Art.  14.    No  se  decretará  la  confisca-  | 


ción  por  las  faltas,  sino  en  los  casos  de- 
terminados por  la  ley. 

Sección  cuarta 

De  las  penas  de  policía 

Art.  15.    Las  penas  de  policía  son: 
1.°  El  arresto,  cuya  duración  será  de 
un  día,  por  lo  menos,  y  de  un  mes  á  lo 
sumo; 

2.°  La  multa,  que  será  de  un  franco 
como  mínimum  y  de  50  como  máxi- 
mum, salvo  los  casos  exceptuados  por 
la  ley. 

Sección  quinta 

De  la  ejecución  de  las  penas 

Art.  16.  Los  individuos  de  uno  ú 
otro  sexo  condenados  á  reclusión,  se- 
rán encerrados  en  una  casa  de  fuerza  y 
empleados  en  los  trabajos  que  se  les 
impongan. 

Las  mujeres  serán  encerradas  en  un 
departamento  especial.  Parte  del  pro- 
ducto de  este  trabajo  podrá  aplicarse 
en  su  beneficio,  en  la  forma  que  se  de- 
terminará por  una  ley. 

Art.  17.  Estarán  incapacitados 
mientras  dure  su  condena: 

1.°  Los  condenados  á  reclusión  per- 
petua; 

2.°  Los  condenados  á  reclusión  tem- 
poral. 

Les  será  nombrado  por  el  tribunal 
civil,  á  instancia  de  cualquier  parte  in- 
teresada ó  del  Ministerio  público,  un 
curador  para  gobernar  y  administrar 
sus  bienes  (ad  bona).  La  incapacidad  le- 
gal privará  al  condenado  de  la  capaci- 
dad de  administrar  sus  bienes  y  de  dis- 
poner de  ellos,  á  no  ser  por  testamento. 
Esta  incapacidad  comenzará  desde  la 
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fecha  de  la  sentencia.  La  mujer  podrá 
desempeñar  las  funciones  de  curadora 
de  los  bienes  del  marido. 

Art.  18.  Mientras  dure  la  incapaci- 
dad legal  no  podrá  entregarse  al  con- 
denado suma  ni  porción  alguna  de  sus 
bienes  ó  de  sus  rentas. 

Sin  embargo,  podrá  determinar  el 
tribunal  civil,  si  hubiere  lugar  á  ello, 
qué  porción  de  bienes  ó  rentas  del  con- 
denado deberá  emplear  el  curador  para 
educar  ó  dotar  los  hijos  de  aquél  ó  para 
atender  á  su  subsistencia  y  á  la  del  cón- 
yuge. 

Art.  19.  Los  bienes  del  condenado 
le  serán  entregados  después  que  haya 
sufrido  la  pena,  y  el  curador  le  dará 
cuentas  de  su  administración,  siendo 
aplicables  al  curador  las  reglas  del  Có- 
digo civil  y  de  las  leyes  cantonales  con- 
cernientes á  la  exclusión,  destitución, 
administración  v  cuentas  del  tutor,  con 
la  diferencia  de  que  aquí  el  tribunal  ci- 
vil reemplazará  al  Consejo  de  familia. 

Art.  20.  Todo  el  que  haya  sido  con- 
denado al  destierro  será  conducido  fue- 
ra del  territorio  del  cantón.  El  conde- 
nado á  destierro  que  entre  en  el  territo- 
rio del  cantón  y  sea  detenido,  será  con- 
denado á  reclusión  por  un  tiempo  que 
no  podrá  exceder  del  que  le  quedaba 
que  cumplir  de  su  condena. 

Art.  21.  El  condenado  á  prisión  co- 
rreccional será  encerrado  en  el  estable- 
cimiento correspondiente.  Las  mujeres 
y  personas  de  menos  de  dieciséis  años 
serán  encerradas  en  un  departamento 
especial.  Los  condenados  podrán  ele- 
gir la  clase  de  trabajo  que  les  conven- 
ga, entre  los  autorizados  por  la  Admi- 
nistración, correspondiéndoles  parte 
del  producto  de  este  trabajo. 

Art.  22.  El  que  haya  sido  condenado 
á  la  pena  de  arresto,  cumplirá  su  con- 
dena en  un  departamento  especial  del 


correccional  (casa  de  detención),  y  no 
se  le  obligará  á  dedicarse  á  trabajo  al- 
guno. 

Art.  23.  Al  dictar  la  sentencia  tendrá 
en  cuenta  el  juez,  en  cuanto  sea  posi- 
ble, la  prisión  preventiva  sufrida  antes 
de  la  condena. 

Art.  24.  El  condenado  á  expulsión 
será  conducido  fuera  del  cantón  á  la 
frontera  que  designe.  Si  el  condenado 
á  expulsión  volviere  á  entrar  en  el  can- 
tón y  fuere  detenido  antes  de  la  espira- 
ción de  su  pena,  será  condenado  á  pri- 
sión por  un  tiempo  que  no  podrá  exce- 
der del  que  le  quedaba  que  cumplir,  te- 
niendo también  el  juez  la  facultad  de 
convertir  parte  de  esta  prisión  en  una 
expulsión  de  doble  tiempo. 

Art.  25.  Se  impondrá  la  multa  indi- 
vidualmente á  cada  condenado  por  ra- 
zón de  una  misma  infracción  y  se  co- 
brará en  beneficio  del  Estado. 

Art.  26.  No  se  impondrán  las  penas 
de  reclusión  perpetua  ni  temporal  á 
ningún  individuo  de  setenta  años  cum- 
plidos en  el  momento  de  la  sentencia, 
sino  que,  respecto  de  ellos,  se  sustitui- 
rán, á  saber:  la  reclusión  perpetua  con 
la  pena  de  prisión  de  diez  á  veinte  años, 
y  la  reclusión  temporal  con  la  de  pri- 
sión de  uno  á  diez  años. 

Se  levantará  la  pena  al  condenado  á 
reclusión perpetuaó  temporal  en  cuanto 
haya  cumplido  los  setenta  años,  y  se  le 
encerrará  en  un  establecimiento  co- 
rreccional por  todo  el  tiempo  que  falte 
de  su  condena,  como  si  sólo  hubiere 
sido  condenado  á  la  de  prisión. 

Art.  27.  Se  impondrá  á  los  condena- 
dos á  pena  privativa  de  libertad,  que 
durante  su  detención  hubieren  cometi- 
do un  crimen  ó  delito,  el  máximum  de 
pena  sancionada  para  dicho  crimen  ó 
delito,  Ja  cual  sólo  comenzará  á  correr 
desde  el  día  en  que  espire  la  que  cum- 
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pila  el  condenado.  Si  el  que  haya  come- 
tido dicho  crimen  ó  delito  fuere  un  con- 
denado á  reclusión  perpetua,  podrá  el 
juez  convertir  parte  de  la  reclusión  en 
celular  por  un  mes,  como  mínimum, 
y  por  cinco  años  á  lo  sumo. 

Sección  sexta 

De  las  condenas  pecuniarias  y  de  la  de   restitu- 
ción de  objetos  muebles 

Art.  28.  Se  decretarán  siempre  las 
condenas  á  las  penas  establecidas  en 
la  ley  sin  perjuicio  de  las  restituciones 
ó  indemnizaciones  que  por  daños  y  per- 
juicios puedan  corresponder  á  las 
partes. 

Art.  29.  Cuando  la  ley  no  haya  regu- 
lado los  daños  y  perjuicios,  determina- 
rá su  importe  la  Sala  ó  el  tribunal,  con- 
formándose con  las  disposiciones  del 
Código  civil  (libro  III,  tít.  IV,  capítu- 
lo II).  Sólo  podrá  decretarse  su  aplica- 
ción en  favor  de  la  parte  lesionada. 

Art.  30.  Cuando  haya  condena  á  la 
restitución  de  objetos  muebles  no  em- 
bargados, podrán  los  jueces  determi- 
nar, á  título  de  indemnización,  una  can- 
tidad en  efectivo,  que  será  exigible  por 
aquel  en  cuyo  favor  se  haya  dictado  la 
sentencia,  en  el  caso  en  que  no  le  sea 
restituido  el  objeto  en  cuanto  sea  firme 
aquélla. 

Art.  31.  Toda  persona  condenada  á 
una  pena  lo  será  además  en  costas. 

La  liquidación  de  éstas  se  hará  en  la 
misma  sentencia. 

Art.  32.  Serán  solidariamente  res- 
ponsables de  las  costas  é  indemnizacio- 
nes y  de  los  daños  y  perjuicios,  todos 
los  individuos  condenados  por  un  mis- 
mo crimen  ó  delito. 

Art.  33.  En  caso  de  concurrencia  de 
la   multa  con  las   indemnizaciones  y 


daños  y  perjuicios,  se  observará  el  or- 
den siguiente: 

1.°,  las  indemnizaciones;  2.°,  los  da- 
ños y  perjuicios;  3.°,  las  costas;  4.°,  la 
multa. 

Sección  séptima 

De  la  reincidencia 

Art.  34.  Se  aumentará  en  diez  años 
el  máximum  de  la  pena  cuando  come- 
ta un  crimen  un  individuo  que  haya  si- 
to ya  condenado  á  pena  aflictiva,  en  el 
término  de  diez  años,  á  contar  desde  la 
espiración  de  su  condena  ó  de  su  pres- 
cripción. 

Art.  35.  Se  duplicarán  el  mínimum 
y  máximum  de  la  pena,  cuando  cometa 
un  delito  un  individuo  que  haya  sido 
condenado  ya  á  pena  aflictiva,  en  los 
diez  años  anteriores  á  contar  desde  la 
espiración  de  su  condena  ó  de  la  pres- 
cripción de  ésta. 

Art.  36.  Se  aumenta  en  cinco  años 
el  máximum  de  la  pena,  cuando  ha- 
biendo sido  ya  condenado  un  individuo 
por  un  crimen  ó  delito  á  la  de  más  de 
un  año  de  prisión  ó  de  dos  años  de  ex- 
pulsión, cometa  un  nuevo  crimen  en 
los  cinco  años  á  contar  desde  la  espira- 
ción de  la  prescripción  de  la  pena. 

Si  hubiere  cometido  un  delito,  se  du- 
plicarán el  mínimum  y  máximum. 

Art.  37.  Las  anteriores  disposicio- 
nes no  serán  aplicables  á  los  crímenes 
y  delitos  políticos. 

Sección  octava 

Concurrencia  de  varias  infracciones 

Art.  38.  El  convicto  de  varias  fal- 
tas incurrirá  en  la  pena  correspondien- 
te á  cada  una  de  ellas. 
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instituciones  políticas  y  jurídicas 


Art.  39.  Sólo  se  impondrá,  en  caso 
de  que  concurran  varios  crímenes  ó 
delitos,  la  pena  más  grave,  sin  perjuicio 
de  las  de  confiscación  especial,  que  se 
acumularán  siempre. 

Sección  novena 

De  las  circunstancias  atenuantes  y  muy 
atenuantes 

Art.  40.  Cuando  el  jurado  haya  aña- 
dido á  su  declaración  que  el  acusado  ha 
obrado  en  circunstancias  atenuantes,  si 
la  pena  que  establece  la  ley  es  la  de  re- 
clusión perpetua,  la  Sala  impondrá  la 
de  reclusión  de  tres  á  quince  años;  si 
la  que  establece  la  ley  es  la  de  reclusión 
temporal,  decretará  la  Sala  la  de  pri- 
sión correccional  de  uno  á  cinco  años; 
si  la  pena  que  establece  la  ley  es  el 
destierro  ó  una  pena  correccional,  se 
reducirán  á  la  mitad,  al  máximum  y 
mínimum. 

Art.  41.  Cuando  haya  añadido  el  ju- 
rado á  su  declaración  que  ha  obrado  el 
acusado  en  circunstancias  muy  ate- 
nuantes, si  la  pena  que  establece  la  ley 
es  la  de  reclusión  perpetua,  impondrá 
la  Sala  la  de  prisión  por  cuatro  años  ó 
por  menos  sin  mínimum;  si  la  que  es- 
tablece la  ley  es  la  de  reclusión  tem- 
poral, impondrá  la  Sala  la  de  prisión 
por'  dos  años  ó  por  menos,  sin  mí- 
nimum. Si  la  pena  que  establece  la  ley 
es  la  de  destierro  ó  una  pena  correccio- 
nal, impondrá  la  Sala  una  pena  que  no 
podrá  pasar  de  la  cuarta  parte  del  má- 
ximum determinado  en  la  ley. 

Art.  42.  En  todos  los  casos  en  que  el 
Código  penal  impone  las  penas  de  pri- 
sión y  de  multa,  si  parecieren  ser  ate- 
nuantes las  circunstancias,  siempre 
podrán  los  tribunales  imponer  separa- 
damente una  ú  otra  de  dichas  penas  y 


aun  sustituir  la  multa  á  la  prisión,  sin 
que  en  ningún  caso  pueda  ser  inferior 
á  las  de  policía. 

Los  tribunales  que  sentencien  sin  el 
concurso  del  jurado  estarán  autoriza- 
dos, aun  en  caso  de  reincidencia,  si  pa- 
recieren ser  atenuantes  las  circunstan- 
cias, para  reducir  la  prisión  hasta  un 
día,  y  la  multa  hasta  diez  francos. 

TÍTULO  CUARTO 

DE  LAS  PERSONAS  PUNIBLES 

Sección  primera 

De  los  autores 

Art.  43.  Serán  castigados  como  au- 
tores de  un  crimen  ó  de  un  delito: 

1.°  Los  que  lo  hayan  ejecutado  ó  di- 
rectamente hayan  cooperado  á  su  eje- 
cución; 

2.°  Los  que  hayan  dado  orden  para 
cometerlo; 

3.°  Los  que  con  dádivas,  promesas, 
amenazas,  abuso  de  autoridad  ó  de  po- 
der, hayan  provocado  directamente  á 
que  se  cometa  dicho  crimen  ó  delito. 

Sección  segunda 

De  los  cómplices 

Art.  44.  Los  cómplices  de  un  crimen, 
de  un  delito  ó  de  tentativa  de  crimen  ó 
delito,  serán  castigados  de  la  manera 
siguiente: 

1.°  Si  la  pena  para  el  autor  princi- 
pal fuere  la  de  reclusión  perpetua,  se 
impondrá  al  cómplice  la  de  reclusión 
de  diez  á  veinte  años; 

2.°  Si  la  pena  fuere  divisible,  se  cas- 
tigará al  cómplice  con  la  cuarta  parte, 
por  lo  menos,  y  con  las  tres  cuartas 
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partes,  á  lo  sumo,  de  la  misma  pena. 

Art.  45.  Los  cómplices  de  una  falta 
de  policía  sólo  serán  castigados  en  los 
casos  previstos  por  una  disposición  es- 
pecial de  la  ley. 

Art.  46.  Serán  considerados  como 
cómplices  de  un  crimen,  de  un  delito  ó 
de  una  tentativa  de  crimen  ó  delito: 

1.°  Los  que  hayan  dado  instruccio- 
nes para  cometerlo; 

2.°  Los  que  hayan  facilitado  armas, 
instrumentos  ú  otro  medio  cualquiera 
que  haya  servido  para  la  acción,  sa- 
biendo que  debía  servir  para  eso; 

3.°  Los  que,  fuera  del  caso  previsto 
en  el  párrafo  3.°  del  art.  43,  hayan  ayu- 
dado 6  auxiliado,  con  conocimiento  de 
causa,  al  autor  ó  autores  de  la  infrac- 
ción, en  los  hechos  que  la  hayan  pre- 
parado ó  facilitado,  ó  en  los  que  hayan 
servido  para  consumarla; 

4.°  Los  que  hayan  excitado  ó  provo- 
cado, expresa  y  directamente,  á  que  se 
cometa  la  infracción  cuando  ésta  haya 
sido  cometida  y  haya  sido  consecuen- 
cia de  la  provocación. 

Disposición  particular 

Art.  47.  Si  la  infracción  fuera 
acompañada  de  circunstancias  que  la 
agraven  ó  la  caliñquen,  no  serán  éstas 
imputables  al  cómplice,  á  no  ser  que 
haya  tenido  conocimiento  de  ellas  ó 
que  dichas  circunstancias  sólo  hayan 
sido  consecuencias  probables  de  la  in- 
fracción. 

La  agravación  ó  atenuación  resultan- 
tes de  circunstancias  personales  de 
alguno  de  los  autores  ó  cómplices  de  la 
infracción,  sólo  será  aplicable  á  aquel 
á  quien  dichas  circunstancias  con- 
ciernan. 


TlTUIiO   QUINTO 

DE  LAS  CAUSAS  QUE  EXCLUYEN  Ó  ATENÚAN 
LA  CULPABILIDAD 

Sección  primera 

Edad 

Art.  48.  No  podrá  decretarse,  por  ra- 
zón de  crímenes  ó  delitos,  condena  al- 
guna contra  individuos  de  uno  ú  otro 
sexo  que  tengan  menos  de  diez  años. 

Podrá,  en  ese  caso,  el  departamento 
de  justicia  y  policía,  si  no  son  reclama- 
dos por  sus  padres  ó  tutores,  en  vista 
de  las  conclusiones  conformes  del  Mi- 
nisterio público,  encerrarlos  en  una 
casa  de  corrección  ó  en  una  colonia 
agrícola,  por  un  tiempo  que  no  podrá 
pasar  de  diez  años. 

Art.  49.  Será  absuelto  el  acusado  ó 
inculpado  que  no  haya  cumplido  dieci- 
séis años  al  cometer  la  infracción,  si  se 
conviene  en  que  ha  obrado  sin  discer- 
nimiento. 

En  ese  caso  podrá  ponerse,  con  el 
consentimiento  de  los  padres  ó  tutores, 
á  disposición  del  Consejo  de  Estado, 
que  lo  hará  ingresar  en  una  casa  de 
corrección  ó  en  una  colonia  agrícola,  de 
conformidad  con  las  conclusiones  del 
Ministerio  público,  y  por  un  tiempo 
que  no  deberá  pasar  de  la  época  en  que 
cumpla  los  veinte  años. 

Art.  50.  Cuando  se  acuerde  que  un 
acusado  ó  inculpado  que  tenga  menos 
de  dieciséis  años  al  cometer  la  infrac- 
ción ha  obrado  con  discernimiento, 
será  castigado  como  sigue: 

Si  ha  incurrido  en  la  pena  de  reclu- 
sión perpetua,  se  le  condenará  á  la  de 
prisión  de  diez  á  veinte  años; 

Si  ha  incurrido  en  la  pena  de    re- 
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clusión  temporal,  se  le  condenará  á  la 
de  dos  á  diez  años  de  prisión. 

En  ambos  casos  podrán  los  jueces 
privarle  también  de  todo  ó  parte  de  los 
derechos  previstos  en  el  art.  12,  por  un 
tiempo  que  no  deberá  exceder  de  diez 
años;    . 

Siha  incurrido  en  la  pena  de  destie- 
rro, se  le  condenará  á  la  de  uno  á  cin- 
co años  de  prisión; 

Si  ha  cometido  un  delito,  la  pena  que 
se  le  imponga  no  podrá  elevarse  más 
allá  de  la  mitad  de  aquella  á  que  hubie- 
ra podido  condenarse  si  hubiese  cum- 
plido los  dieciséis  años. 

Art.  51.  El  individuo  de  menos  de 
dieciséis  años  que  no  tenga  cómplices 
presentes  de  más  edad  y  se  le  atribu- 
yan otros  crímenes  distintos  de  los  que 
castiga  la  ley  con  la  pena  de  reclusión 
perpetua  ó  con  la  de  destierro,  será  juz- 
gado por  los  tribunales  correccionales, 
que  se  conformarán  á  lo  prescrito  en 
los  artículos  que  preceden. 

Sección    segunda 

Enagenación  mental 

Art.  52.  No  habrá  infracción  cuando 
el  acusado  ó  inculpado  se  hallase  en  es- 
tado de  enagenación  mental  al  cometer 
el  hecho  criminal,  ó  si  ha  sido  compelí- 
do  por  una  fuerza  á  que  no  pudo  re- 
sistir. 

Sección  tercera 

Autoridad  y  legítima  defensa       * 

Art.  53.  No  habrá  infracción  cuan- 
do el  hecho  esté  ordenado  por  la  ley  y 
haya  sido  mandado  por  Ja  autoridad  le- 
gítima. 

Art.  SI.    No  habrá  infracción  cuando 


el  hecho  haya  sido  impuesto  por  la  ne- 
cesidad actual  de  la  legitima  defensa, 
de  si  mismo  ó  de  otros. 

Art.  55.  Estarán  comprendidos  en 
los  casos  de  necesidad  actual  de  legíti- 
ma defensa  los  dos  siguientes: 

1.°  Si  el  hecho  tuviese  lugar  recha- 
zando durante  la  noche  el  escalo  ó  frac- 
tura de  las  vallas,  muros  ó  puertas  de 
una  casa  ó  de  un  cuarto  habitado  ó  de 
sus  dependencias; 

2.°  Si  el  hecho  tuviese  lugar  defen- 
diéndose contra  los  autores  de  robo  ó 
de  saqueo  ejecutado  ó  intentado  con 
violencia. 


Sección  cuarta 

Excusas  legales 

Art.  56.  No  podrá  excusarse  ningún 
crimen  sino  en  los  casos  determinados 
por  la  ley. 

Art:  57.  Serán  excusables  el  homi- 
cidio y  las  lesiones  corporales  si  han 
sido  provocados  inmediatamente  por 
golpes  ó  violencias  graves  hacia  las 
personas. 

Serán  excusables  los  golpes  y  violen- 
cias leves  previstos  en  el  art.  258,  si 
han  sido  provocados  inmediatamente 
por  injurias  ó  difamaciones  graves  con- 
tra las  personas. 

Art.  58.  Serán  excusables  los  críme- 
nes  y  delitos  mencionados  en  el  artícu- 
lo anterior  si  han  sido  cometidos  al  re- 
chazar durante  el  día  el  escalo  ó  fractu- 
ra de  vallas,  muros  ó  entradas  de  una 
casa,  de  un  cuarto  habitado  ó  de  sus  de- 
pendencias. 

Art.  59.  Se  considerará  como  muer- 
te ó  herida  excusable  el  crimen  de  cas- 
tración si  ha  sido  inmediatamente  pro- 
vocado por  un  violento  ultraje  al  pudor. 
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Art  60.  Cuando  se  pruebe  el  hecho 
que  se  alega  como  excusa: 

Sí  se  trata  de  un  crimen  que  lleve 
aparejada  la  pena  de  reclusión  perpe- 
tua, se  reducirá  la  pena  á  la  de  uno  á 
cinco  años  de  prisión,  y  á  la  de  100 
á  500  francos  de  multa; 

Si  se  trata  de  un  crimen  que  lleve 
aparejada  la  pena  de  reclusión  tempo- 
ral, se  reducirá  á  la  de  seis  meses  á  dos 
años  de  prisión,  y  á  la  de  50  á  200 
francos  de  multa; 

Si  se  trata  de  un  delito,  se  reducirá  la 
pena  ala  de  un  díaá  seis  meses  de 
prisión,  ó  á  la  de  10  á  100  francos  de 
multa. 

Art.  61.  No  serán  admisibles  las  ex- 
cusas enumeradas  en  la  presente  sec- 
ción si  el  culpable  hubiese  cometido  el 
crimen  ó  delito  contra  sus  padres  ú 
otros  ascendientes  legítimos,  ó  contra 
sus  padres  naturales  ó  adoptivos. 

TÍTULO  SEXTO 

* 

EXTINCIÓN  Y  PRESCRIPCIÓN  DE  LAS  PENAS 

Sección  primera 

Extinción 

Art.  62.  Se  extinguirán  las  penas 
impuestas  por  decretos  ó  sentencias 
firmes  con  la  muerte  del  condenado,  á 
excepción  de  la  confiscación  de  ciertos 
objetos,  cuya  propiedad  adquirirá  el 
Estado,  no  obstante  el  fallecimiento 
del  condenado. 

Art.  63.  Se  extinguirán  asimismo 
por  el  indulto  que  el  Gran  Consejo  pue- 
de concederles  en  virtud  del  derecho  de 
gracia. 

Art.  64.  Cesará  la  interdicción  legal 
cuando  el  condenado  haya  obtenido  el 
indulto  de  su  pena  ó  su  conmutación  en 


otra  que  na  impliquedicha  interdicción. 

Art.  65.  La  gracia  sólo  tendrá  por 
objeto  el  indulto  de  todo  ó  parte  de  la 
pena  á  que  haya  sido  condenado  un 
individuo,  ó  una  conmutación  de  dicha 
pena. 

Sólo  se  admitirá  el  recurso  de  gracia 
en  los  casos  de  condena  en  rebeldía, 
cuando  el  culpable  se  haya  constituido 
en  prisión. 

Sección  segunda 

Prescripción 

Art.  66.  Prescribirán  las  penas  aflic- 
tivas á  los  veinte  años  cumplidos,  á 
contar  desde  la  fecha  de  los  fallos  ó 
sentencias  que  las  hayan  impuesto. 

Art.  67.  Prescribirán  las  penas  co- 
rreccionales á  los  cinco  años  cumpli- 
dos, á  contar  desde  la  fecha  de  las  sen- 
tencias que  las  hayan  impuesto. 

Prescribirán  las  penas  de  policía  á 
los  dos  años  cumplidos,  á  contar  desde 
la  misma  fecha. 

Art.  68.  Prescribirán,  de  conformi- 
dad con  las  reglas  establecidas  por  la 
ley  civil,  las  condenas  civiles  impues- 
tas por  las  sentencias  firmes  dadas  en 
materia  criminal  correccional  ó  de  po- 
licía. 

Art.  69.  Si  hubiera  logrado  evadirse 
el  condenado  que  cumplía  su  pena,  co- 
menzará á  correr  la  prescripción  des- 
de el  día  de  la  evasión.  Se  imputará, 
sin  embargo,  en  la  duración  de  la  pres- 
cripción, las  dos  terceras  partes  del 
tiempo  durante  el  cual  el  condenado 
haya  cumplido  su  pena.  Se  interrum- 
pirá la  prescripción  de  la  pena  con  la 
detención  del  condenado. 
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TÍTULO  SÉPTIMO 

DÉLA  SIGNIFICACIÓN  DE  ALGUNOS  TÉR- 
MINOS EMPLEADOS  EN  EL  PRESENTE  CÓ- 
DIGO. 

Art.  70.  Cuando  en  materia  penal 
emplee  la  ley  una  ó  varias  expresiones 
de  las  definidas  en  el  presente  titulo, 
sólo  deberán  entenderse  en  el  sentido 
que  respectivamente  se  les  atribuye  en 
los  artículos  siguientes. 

Art.  7t.  Se  comprenden  en  la  pala- 
bra armas,  todos  los  instrumentos  fa- 
bricados para  servir  para  el  ataque  ó 
la  defensa. 

Se  comprenden  asimismo  en  la  pa- 
labra armas  ó  instrumentos,  todas  las 
máquinas,  herramientas,  utensilios, 
bastones,  palos,  piedras  ú  otros  obje- 
tos cortantes,  punzantes  ó  contunden- 
tes de  que  se  haya  servido  cualquiera 
para  matar,  herir,  golpear  ó  amenazar. 

Art.  72.  La  reunión  de  individuos 
para  un  crimen  ó  delito  se  reputará  re- 
unión armada  cuando  más  de  dos  per- 
sonas lleven  armas  ostensibles. 

Las  personas  que  estuvieren  provis- 
tas de  armas  ocultas  y  hubieren  for- 
mado pane  de  un  grupo  ó  reunión  no 
reputada  como  armada,  serán  castiga- 
das individualmente  como  si  hubiesen 
formado  parte  de  un  grupo  ó  reunión 
armada. 

Art.  73.  Se  comprenderá  en  ia  ex- 
presión noche,  el  intervalo  entre  una 
hora  después  de  la  puesta  del  sol  y  una 
hora  antes  de  su  salida. 

Art.  74.  Se  reputará  casa  habitada, 
lodo  edificio,  todo  cuarto,  todo  aloja- 
miento, todo  albergue,  incluso  las  ca- 
banas movibles,  barca  ó  barcos,  ó  cual- 
quier local  que,  sin  estar  actualmente 


habitado  esté  destinado  ó  sirva  de  ha- 
bitación. 

Art.  75.  Se  reputarán  dependencias 
de  una  casa  habitada  los  patios,  corra- 
les, jardines  y  todos  los  demás  terrenos 
cercados,  asi  como  las  granjas,  cuadras 
y  demás  edificios  encerrados  en  ellos, 
cualquiera  que  sea  su  uso,  aun  cuando 
formen  un  cercado  particular  en  el  cer- 
cado general. 

Art.  76.  Se  reputará  parque  ó  cerca- 
do todo  terreno  aun  cuando  no  sea  con- 
tiguo á  una  casa  habitada  ó  que  sirva 
de  habitación,  que  esté  rodeado  de  fo- 
sos, estacas  ó  de  enrejado  de  tablas,  de 
setos  vivos  ó  secos,  ó  esté  rodeado  de 
un  muro  de  cualquier  clase  de  materia- 
les que  sea,  ó  de  una  cerca  de  madera 
labrada  ó  de  metal,  si  dicbomuro  ó  cer- 
ca es  de  un  metro  de  altura  por  lo  me- 
nos por  un  lado  ó  por  otro  sobre  el  sue- 
lo, aun  cuando  no  hubiese  puerta  que 
cierre  con  llave  ó  de  otra  manera,  cuan- 
do la  puerta  fuese  una  cancela  (claire- 
ooie)  y  estuviese  habitualmente  abierta. 

Art.  77.  Serán  calificadas  de  llares 
falsas  las  ganzúas,  palanquetas,  llaves 
maestras,  llaves  imitadas,  contrahe- 
chas ó  alteradas,  las  que  no  hayan  sido 
destinadas  por  el  propietario,  inquilino, 
posadero  ó  huésped  á  las  cerraduras, 
candados  ó  cierres,  cualesquiera  en 
que  el  culpable  las  haya  empleado,  y 
las  llaves  perdidas,  extraviadas  ó  sus- 
traídas, que  hayan  servido  para  come- 
ter el  robo. 

Art.  78.  Se  calificará  de  escalamiento 
la  entrada  en  las  casas,  edificios,  pa- 
tios, corrales,  jardines  cercados  ó  edi- 
ficios cualesquiera  por  otra  vía  que  no 
sea  destinada  al  efecto,  ó  que  se  lleve  á 
cabo  por  encima  de  los  muros,  puertas, 
tejados  ó  cercas  cualesquiera. 

La  entrada  por  una  abertura  subte- 
rránea que  no  sea  la  destinada  para 
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ello,  es  una  circunstancia  de  igual  na- 
turaleza que  el  escalamiento  (escalo). 

Art.  79.  Se  calificará  de  fractura  to- 
do forzamiento,  rotura,  deterioro  y  de- 
rribo, el  quitar  muros,  tejados,  entari- 
mados, puertas,  ventanas,  cerraduras, 
candados  ú  otros  objetos  ó  instrumen- 
tos que  sirvan  para  cerrar  ó  para  im- 
pedir el  paso,  ó  de  cualquier  clase  de 
cerca  exterior  6  interior  de  una  casa,  ó 
de  sus  dependencias,  cualesquiera  que 
sean  los  materiales  con  que  esté  hecha. 

Se  calificará  también  de  fractura  la 
rotura  de  sellos. 

Art.  80.  Las  fracturas  son  exterio- 
res ó  interiores. 

Art.  81.  Fracturas  exteriores  son 
aquellas  mediante  las  cuales  pueden 
introducirse,  ya  en  las  casas,  edificios, 
patios,  corrales,  jardines,  parques,  cer- 
cados ó  dependencias,  coches  y  barcos, 
ya  en  los  cuartos  ó  alojamientos  parti- 
culares. 

Art.  82.  Fracturas  interiores  son 
aquellas  que,  después  de  la  introduc- 
ción en  los  sitios  mencionados  en  el  ar- 
tículo anterior,  se  hacen  en  las  puer- 
tas ó  muros  del  interior,  así  como  en  los 
armarios  ú  otros  muebles  cerrados. 

Se  comprenden  en  las  clases  de  frac- 
turas interiores  el  mero  acto  de  quitar 
cajas  cubiertas  y  fardos  con  cuerdas,  y 
otros  muebles  cerrados  que  contengan 
efectos  cualesquiera,  aun  cuando  la 
fractura  no  se  haya  hecho  en  el  mismo 
sitio. 

Art.  83.  Consiste  la  premeditación 
en  el  designio  firmado  antes  de  la  ac- 
ción de  atentar  contra  la  persona  de 
un  individuo,  aun  cuando  dicho  desig- 
nio dependa  de  alguna  circunstancia  ó 
de  alguna  condición. 

Art.  84.  La  emboscada  6  alevosía 
(guetapens)  consiste  en  esperar  más  ó 
menos  tiempo  en  uno  ó  varios  sitios  á 


un  individuo,  bien  para  darle  muerte, 
bien  para   ejercer  sobre  él  cualquier 
olencia. 


KJ*\sl*      MUÍ  V*  VIVÍ  VVI 

acto  de  violencia. 


LIBRO  SEGUNDO 


DE  LOS  CRÍMENES  Y  DELITOS  Y  DE  Sü  CASTIGO 


TÍTULO    PRIMERO 

CRÍMENES  Y  DELITOS 
CONTRA  LA  SEGURIDAD  DEL  ESTADO 

Sección    primera 

Seguridad  exterior 

Art.  85.  Los  crímenes  y  delitos  con- 
tra la  seguridad  exterior  del  cantón  de 
Ginebra  serán  perseguidos  y  castiga- 
dos de  conformidad  con  las  disposicio- 
nes del  Código  penal  federal. 

Art.  86.  El  que,  bien  por  medio  de 
discursos  pronunciados  en  sitios  ó  re- 
uniones públicas,  bien  por  escritos,  im- 
presos ó  no,  vendidos,  puestos  en  ven- 
ta ó  distribuidos,  bien  por  carteles  6 
anuncios  expuestos  á  la  vista  del  pú- 
blico, haya  provocado  directamente  á 
que  se  cometa  contra  el  Gobierno  de  un 
cantón  confederada  una  acción  que 
pueda  ser  calificada  de  delito  contraía 
seguridad  del  Estado  ó  contra  el  orden 
público,  si  se  hubiere  cometido  contra 
el  Gobierno  del  cantón  de  Ginebra,  será 
castigado  con  la  pena  de  uno  á  cinco 
años  de  prisión  y  la  de  100  á  1.000  fran- 
cos de  multa. 

Si  la  provocación  no  hubiese  produ- 
cido efecto  alguno,  la  pena  será  de  un 
mes  á  un  año  de  prisión  y  de  50  á  500 
francos  de  multa. 
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Sección  segunda 

Seguridad  interior 

Art.  87.  El  que  por  medios  ilegales 
y  violentos  se  haya  opuesto  ala  acción 
regular  de  las  leyes  ó  de  las  autorida- 
des constituidas,  y  el  que  haya: 

1.°  Forzado,  por  medios  ilegales  y 
violentos,  la  voluntad  del  Gran  Conse- 
jo ó  del  Consejo  de  Estado,  impedido 
su  reunión  ó  tratado  de  disolver  algu- 
na de  estas  corporaciones; 

2.°  Hecho  surgir  la  guerra  civil,  ya 
en  el  cantón,  ya  en  la  Confederación, 
armando  á  los  ciudadanos  ó  habitan- 
tes unos  contra  otros; 

3.°  Destruido  ó  saqueado  las  pos- 
tas, edificios,  arsenales,  almacenes, 
cajas  públicas,  depósitos  de  armas, 
víveres  ó  municiones, 

Será  castigado  como  sigue: 

Los  jefes  ó  provocadores,  con  la 
pena  de  tres  á  diez  años  de  reclusión  ó 
de  destierro;  las  demás  personas  con 
la  de  uno  ó  cinco  años  de  prisión. 

La  tentativa  se  castigará  con  arreglo 
á  la  ley. 

Art.  88.  Si  se  hubieren  cometido  ó 
intentado  uno  ó  más  actos  de  los  pre- 
vistos en  el  art.  87,  por  medio  de  re- 
unión armada,  la  pena  será  de  diez  á 
veinte  años  de  reclusión  para  los  jefes 
ó  provocadores  y  de  tres  á  diez  años 
de  reclusión  para  las  demás  personas 
que  hayan  formado  parte  de  la  reunión, 
aun  cuando  no  hayan  hecho  uso  de  las 
armas. 

Art.  89.  Serán  considerados  como 
jefes  los  que  hayan  dirigido  la  empre- 
sa y,  en  el  caso  en  que  ésta  se  haya  co- 
metido con  el  auxilio  de  la  fuerza  ar- 
mada, todos  los  que  hayan  desempeña- 
do un  empleo  ó  un   mando  cualquiera 


en  el  grupo  ó  cuerpo  con  cuya  ayuda 
se  haya  cometido  ó  intentado  la  em- 
presa. 

Art.  90.  Se  castigará  con  la  pena  de 
diez  á  veinte  años  de  reclusión  al  que, 
pudiendo  disponer  de  la  fuerza  públi- 
ca, haya  requerido  ú  ordenado  su  ac- 
ción ó  empleo  con  el  fin  de  ejecutar,  in- 
tentar ó  favorecer  uno  ó  varios  de  los 
actos  previstos  en  el  art.  87. 

Art.  91.  En  el  caso  en  que  uno  ó  va- 
rios de  los  actos  previstos  en  el  art.  87 
se  hayan  llevado  á  cabo  ó  simplemente 
intentado  por  medio  de  una  reunión  ar- 
mada ó  sin  armas,  no  se  decretará, 
pena  alguna  por  razón  de  estos  actos 
contra  los  que  habiendo  formado  parte 
de  dicha  reunión,  se  hayan  retirado  á 
la  primera  intimación  de  las  autorida- 
des civiles  ó  militares,  ó  también  des- 
pués cuando  sólo  hayan  sido  detenidos 
fuera  de  los  lugares  de  la  reunión  sedi- 
ciosa sin  oponer  resistencia  y  sin  ar- 
mas. Sólo  se  les  castigará  en  ese  caso 
por  los  crímenes  ó  delitos  particulares 
que  hayan  cometido. 

título  segundo 

DE  LOS  CRÍMENES  Y  DELITOS  CONTRA  LOS 
DERECHOS  GARANTIDOS  POR  LA  CONSTI- 
TUCIÓN. 

Sección  primera 

De  los  delitos  contra  el  ejercicio  de  los  derechos 

políticos 

Art.  92.  Incurrirán  en  la  pena  de  un 
mes  á  un  año  de  prisión  y  en  la  de  30 
á  1.000  francos  de  multa  los  que,  ha- 
ciendo uso  de  violencias,  hayan  impe- 
dido que  ejerzan  sus  derechos  políticos 
uno  ó  varios  ciudadanos.  Podrá  impo- 
nérseles además  la  interdicción  del  de- 
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recho  electoral  durante  cinco  años  á 
lo  sumo. 

Art.  93.  Cuando  en  el  local  en  que 
públicamente  se  haga  una  elección  se 
hayan  hecho  culpables  uno  ó  varios 
de  los  asistentes  de  una  falta  grave 
de  respeto  á  la  autoridad  pública,  ó  ha- 
yan causado  algún  desorden  ó  tumulto, 
podrá  el  Presidente  ordenar  que  sean 
detenidos  él  ó  los  delincuentes,  y  condu- 
cidos á  la  cárcel  por  un  tiempo  que  no 
podrá  pasar  de  veinticuatro  horas. 

La  orden  de  arresto  irá  fechada  y  fir- 
mada, debiendo  expresar,  con  toda  la 
claridad  posible,  él  ó  los  delincuentes, 
y  contener  el  motivo  por  el  cual  se  haya 
dictado  (art.  12  de  la  ley  constitucio- 
nal del  23  de  Abril  de  1849). 

Art.  94.  Se  castigará  con  la  pena  de 
quince  días  á  seis  meses  de  prisión  y 
multa  de  30  á  500  francos: 

1.°  Al  que  haya  obtenido  ó  intentado 
obtener  su  inscripción  ó  la  de  otro  en 
las  listas  electorales,  presentando  do- 
cumentos ó  alegando  hechos  cuya  fal- 
sedad conocía; 

2.°  Al  que  sea  sorprendido  en  una 
elección  presentándose  con  el  nombre 
de  otro  elector  y  reclamando  el  boletín 
ó  papeleta  á  que  tiene  derecho  aquel 
elector,  ó  falsificando  papeletas  ó  el  re- 
sultado del  escrutinio,  dictando  ó  ins- 
cribiendo nombres  á  un  número  de  vo- 
tos distinto  de  los  inscritos,  ó  haciendo 
desaparecer  una  ó  varias  papeletas; 

3.°  Al  que  en  una  elección  ó  con  mo- 
tivo de  ella  haya  comprado  ó  vendido 
un  voto  por  cualquier  precio; 

4.0  Al  que  haya  resistido  con  violen- 
cias ó  con  ultrajes  al  Presidente,  Vice- 
presidentes ó  individuos  de  la  Mesa  en 
una  elección  y  estando  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  para  asegurar  la 
conservación  del  orden  ó  el  respeto  á  la 
ley,  á  no  ser,  sin  embargo,  que  dichas 
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violencias  deban  calificarse  de  críme- 
nes por  las  disposiciones  del  presente 
Código. 

Art.  95.  Podrá  elevarse  la  pena  al 
doble  del  máximum  prescrito,  si  el  cul- 
pable hubiere  sido  condenado  ya  otra 
vez  por  alguno  de  los  delitos  mencio- 
nados en  los  números  1.°,  2.°  y  3.°  del 
artículo  anterior. 

Art.  96.  En  los  casos  enunciados  en 
los  números  1.°,  2.v  y  3.°  del  art.  94,  po- 
drá condenarse,  además,  á  los  culpa- 
bles á  la  interdicción  del  derecho  elec- 
toral durante  dos  años  por  lo  menos,  y 
cinco  á  lo  sumo. 

Sección   segunda 

Crímenes  y  delitos  contra  los  derechos 
individuales 

Art.  97.  Al  magistrado  del  orden  ad- 
ministrativo ó  judicial,  al  funcionario 
ó  empleado  público,  al  depositario  ó 
agente  de  la  autoridad  ó  de  la  fuerza 
pública  que  ilegal  ó  arbitrariamente 
haya  arrestado  ó  mandado  arrestar, 
detenido  ó  mandado  detener  á  una  ó 
más  personas  fuera  de  los  casos  y  sin 
las  formalidades  que  prescribe  la  ley,  ó 
haya  ordenado  ó  llevado  á  cabo  otro 
acto  arbitrario  cualquiera  atentatorio  á 
la  libertad  individual,  se  le  castigará 
con  la  pena  de  un  mes  á  dos  años  de  pri- 
sión y  de  50  á  500  francos  de  multa. 

Si  la  detención  ilegal  ó  arbitraria  hu- 
biere durado  más  de  ocho  días,  la  pri- 
sión será  de  seis  meses  á  tres  años  y  la 
multa  podrá  elevarse  á  1.000  francos. 

Art.  98.  Cuando  alguna  de  las  per- 
sonas enumeradas  en  el  articulo  ante- 
rior, en  el  ejercicio  ó  con  motivo  del 
ejercicio  de  sus  funciones  y  sin  motivo 
legitimo  haya  empleado  ó  mandado 
que  se  emplee  la  violencia  respecto  de 
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Jas  personas,  incurrirá  en  la  pena  de 
seis  meses  á  cuatro  años  de  prisión. 

Si  el  hecho  tuviere  lugar  á  puertas 
cerradas,  la  pena  será  de  dos  á  cinco 
años  de  prisión. 

Art.  99.  Incurrirán  en  la  pena  de  un 
mes  á  un  año  de  prisión  y  multa  de  30 
á  200  francos,  los  que,  sin  órdenes  de 
las  autoridades  competentes,  y  fuera 
de  los  casos  en  que  permite  ó  dispone 
la  ley  el  arresto  ó  la  detención  de  los 
particulares,  hayan  arrestado  ó  man- 
dado arrestar,  detenido  ó  mandado  de- 
tener á  una  persona  cualquiera. 

Si  la  detención  ilegal  y  arbitraria  hu- 
biere durado  más  de  ocho  días,  la  pri- 
sión será  de  seis  meses  á  tres  años  y 
la  multa  de  100  á  1.000  francos. 

Art.  100.  Se  pedirán  los  daños  y  per- 
juicios que  pudieran  decretarse  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  los  artículos 
anteriores,  ya  en  el  proceso  criminal, 
ya  por  la  vía  civil,  y  se  fijarán  teniendo 
en  cuenta  las  personas,  las  circunstan- 
cias y  el  perjuicio  sufrido,  sin  que  en 
ningún  caso,  y  cualquiera  que  sea  el 
individuo  lesionado,  puedan  dichos  da- 
ños y  perjuicios  ser  inferiores  á  25 
francos  por  cada  individuo  y  por  cada 
día  de  detención  ilegal  y  arbitraria 
(artículo  16,  ley  constitucional  de  213  de 
Abril  de  1849). 

Art.  101.  Cuando  la  persona  arres- 
tada ó  detenida  haya  sido  sometida  á 
tormentos  corporales,  se  castigará  al 
culpable  con  la  pena  de  tres  á  diez  años 
de  reclusión,  siendo  de  diez  á  quince 
años  de  esta  pena  si  hubiere  resultado 
de  ellos,  ora  una  enfermedad  que  pa- 
rezca incurable,  ora  una  permanente 
incapacidad  para  el  trabajo  personal, 
ora  la  pérdida  del  uso  de  un  órgano  ó 
una  mutilación  grave. 

Art.  102.  En  cada  caso  de  los  dos  si- 
guientes; 


1.°  Si  se  hubiere  llevado  á  cabo  el 
arresto  con  falso  uniforme,  con  nom- 
bre supuesto  ó  con  una  orden  falsa  de 
la  autoridad  pública; 

2.°  Si  se  hubiere  amenazado  de  muer- 
te al  individuo  arrestado  ó  detenido. 

En  el  caso  del  art.  99,  párrafo  prime- 
ro, la  pena  será  de  dos  á  cinco  años  de 
prisión,  y  en  el  del  párrafo  segundo 
del  mismo  artículo,  de  tres  á  diez  años 
de  reclusión. 

Art.  103.  Incurrirán  en  la  pena  de 
un  mes  á  un  año  de  prisión  y  estarán 
obligados  al  pago  de  los  daños  y  per- 
juicios previstos  en  el  art.  100,  los  ma- 
gistrados del  orden  administrativo  y 
judicial  y  los  agentes  de  la  policía  ad- 
ministrativa y  judicial  que  hayan  des- 
cuidado ó  denegado  hacer  cesar  una 
detención  ilegal  puesta  en  su  conoci- 
miento, ó  se  hayan  negado  á  atender 
una  reclamación  legal  para  comprobar 
una  detención  ilegal  y  arbitraria,  ya 
en  las  casas  destinadas  á  la  custodia 
de  los  detenidos,  ya  en  cualquiera  otra 
parte,  y  á  denunciarla  á  Ja  autoridad 
competente. 

Art.  104.  Los  directores  ó  alcaides 
de  cárceles  públicas  que  hayan  recibi- 
do un  preso  sin  mandamiento  ó  senten- 
cia, los  que  lo  hayan  detenido,  los  que 
se  hayan  negado  á  volver  á  presentar 
un  preso  al  magistrado  competente  ó  al 
portador  de  sus  órdenes  sin  justificar 
la  prohibición  del  fiscal  ó  del  juez,  los 
que  se  hayan  negado  á  exhibir  sus  re- 
gistros al  magistrado  competente,  se- 
rán castigados  con  la  pena  de  quince 
días  á  dos  años  de  prisión  y  de  30  á 
300  francos  de  multa. 

Art.  105.  Incurrirán  en  la  pena  de 
seis  días  á  seis  meses  de  prisión  y  mul- 
ta de  30  á  500  francos,  los  que  con  vio- 
lencias ó  amenazas  havan  atentado 
contra  la  libertad  de  establecerse- 
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Art.  106.  Incurrirá  en  la  misma 
pena  todo  el  que  con  violencias  ó  ame- 
nazas haya  atentado  al  libre  ejercicio 
de  la  industria  ó  del  trabajo  de  patro 
nos  ú  obreros. 

Art.  107.  En  igual  pena  incurrirá 
todo  el  que  con  violencias  ó  amenazas 
haya  atentado  á  la  libertad  de  cultos,  á 
la  de  enseñanza,  á  la  de  la  prensa  ó  al 
derecho  de  reunión. 

Sección  tercera 

De  los  delitos  contra  la  inviolabilidad 
del  domicilio 

Art.  108.  Incurrirá  en  la  pena  de 
ocho  días  á  seis  meses  de  prisión  y 
multa  de  30  á  300  francos,  el  magistrado 
del  orden  administrativo  ó  judicial,  el 
agente  ó  funcionario  judicial  ó  de  po- 
licía, el  comandante  ó  agente  de  la 
fuerza  pública  que,  obrando  como  tal, 
se  haya  introducido  en  el  domicilio  de 
un  habitante  contra  la  voluntad  del  que 
lo  ocupa,  fuera  de  los  casos  previstos 
y  sin  las  formalidades  prescritas  en 
la  ley. 

Art.  109.  AI  que,  sin  orden  de  las  au- 
toridades competentes  y  fuera  de  los 
casos  en  que  la  ley  lo  permite,  se  haya 
introducido  en  el  domicilio  de  un  ciu- 
dadano ó  haya  permanecido  en  él  sin 
su  autorización  y  contra  su  voluntad, 
se  le  castigará  con  la  pena  de  tres  días 
á  dos  meses  de  prisión  y  con  multa  de 
50  á  300  francos. 

Art.  110.  La  prisión  será  de  seis  me- 
ses á  cinco  años  y  la  multa  de  100  á  500 
francos  si  se  hubiese  cometido  el  delito, 
ya  con  una  orden  falsa  de  la  autoridad 
pública,  ya  con  el  uniforme  ó  con  el 
nombre  de  uno  de  sus  agentes,  ya  con 
el  concurso  de  las  tres  circunstancias 
siguientes: 


1.a    Que  el  hecho  se  hubiere  llevado 
á  cabo  de  noche; 

2.a    Que  se  hubiere  llevado  á  cabo 
por  dos  ó  más  personas; 

3.a    Que  los  culpables  ó  uno  de  ellos 
llevasen  armas. 

Art.  111.  En  el  caso  de  los  artícu- 
los 108  al  110,  se  pedirán  los  daños  y 
perjuicios  que  puedan  decretarse,  ya 
en  el  procedimiento  criminal,  ya  en  el 
civil,  y  se  fijarán  teniendo  en  cuenta 
las  circunstancias  y  el  perjuicio  sufri- 
do, sin  que  en  ningún  caso  puedan  di- 
chos daños  y  perjuicios  ser  inferiores 
á  20  francos  por  cada  hora  que  haya 
durado  la  violación  del  domicilio  y  por 
cada  domicilio  violado  (ley  constitucio- 
nal de  23  de  Abril  de  1849,  art.  17). 

TÍTULO  TERCERO 

DE  LOS  CRÍMENE8  V  DELITOS  CONTRA  LA  FE 

PÚBLICA 

Sección  primera 

Moneda  falsa 

« 

Art.  112.  Incurrirá  en  la  pena  de 
cinco  á  quince  años  de  reclusión  el  que 
haga  moneda  falsa  de  oro  ó  plata  con 
curso  legal  en  el  cantón,  ó  á  sabiendas 
contribuya  á  introducir  en  el  cantón  ta- 
les monedas  falsas. 

La  misma  pena  se  impondrá  á  todo 
el  que  haya  contribuido  en  el  cantón  á 
la  circulación  de  tales  monedas  sabien- 
do que  eran  falsas. 

Art.  113.  Incurrirá  en  la  pena  de  tres 
á  ocho  años  de  reclusión  el  que  haya 
alterado  el  valor  de  dichas  monedas  ó 
contribuido  á  su  introducción  ó  circula- 
ción en  el  cantón  sabiendo  que  se  había 
alterado  su  valor. 

Art.   114.    Incurrirá  en  la  pena  de 
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tres  á  ocho  años  de  reclusión  el  que 
haya  falsificado  monedas  de  otro  metal 
con  curso  legal  en  el  cantón,  ó  á  sa- 
biendas haya  contribuido  á  su  intro- 
ducción en  el  cantón. . 

Art.  115.  Incurrirá  en  la  pena  de  uno 
á  cinco  años  de  prisión  el  que  haya  al- 
terado el  valor  de  dichas  monedas  ó  á 
sabiendas  haya  contribuido  á  su  intro- 
ducción ó  circulación  en  el  cantón. 

Art.  116.  Incurrirá  en  la  pena  de  dos 
á  cinco  años  de  prisión  el  que  haya 
falsificado  monedas  de  oro  ó  plata  que 
no  tengan  curso  legal  en  el  cantón,  ó 
haya  contribuido  á  sabiendas  á  su  in- 
troducción ó  circulación  en  el  cantón. 

El  que  haya  alterado  el  valor  de  di- 
chas monedas,  ó  contribuido  á  sabien- 
das á  su  introducción  ó  circulación  en 
el  cantón,  incurrirá  en  la  pena  de  tres 
meses  á  dos  años  de  prisión. 

Art.  117.  Se  castigará  con  arreglo 
al  art.  5.*  la  tentativa  de  los  delitos 
mencionados  en  los  artículos  115  y  116. 

Art.  118.  El  que  habiendo  recibido 
como  buenas  monedas  falsas  ó  de  va- 
lor alterado,  las  haya  vuelto  á  poner  en 
circulación  después  de  comprobado  ó 
hecho  comprobar  sus  defectos,  incurri- 
rá en  la  pena  de  quince  dias  á  seis  me- 
ses de  prisión  y  multa  de  50  á  1.000 
francos,  ó  en  una  de  estas  penas  sola- 
mente. 

Sección  segunda 

Fabricación  6  falsificación  de  efectos  públicos, 
acciones,  obligaciones,  cupones  y  billetes  de 
Banco  autorizados  por  la  ley. 

Art.  119.  A  los  que  hayan  fabricado 
ó  falsificado  obligaciones  emitidas  por 
la  Confederación,  por  uno  de  los  can- 
tones ó  por  un  municipio  de  la  Confe- 


deración, cupones  de  intereses  unidos 
ó  que  afecten  á  dichas  obligaciones, 
billetes  de  Banco  al  portador  cuya  emi- 
sión esté  autorizada  por  una  ley  ó  en 
virtud  de  una  ley,  se  les  castigará  con 
la  pena  de  cinco  á  quince  años  de  re- 
clusión. 

Art.  120.  A  los  que  hayan  fabricado 
ó  falsificado  obligaciones  de  la  Deuda 
pública  de  un  pais  extranjero,  cupones 
de  intereses  que  afecten  á  dichas  obli- 
gaciones, ó  billetes  de  Banco  al  porta- 
dor, cuya  emisión  esté  autorizada  por 
una  ley  ó  una  disposición  legal  de  di- 
cho país,  se  les  castigará  con  la  pena 
de  tres  á  diez  años  de  reclusión. 

Art.  121.  Incurrirán  en  la  misma  pe- 
na los  que  hayan  fabricado  ó  falsifica- 
do acciones,  obligaciones  ú  otros  títu- 
los legalmente  emitidos  por  autorida- 
des, administraciones  ó  establecimien- 
tos públicos,  por  sociedades  ó  por  par- 
ticulares, ó  cupones  de  intereses  ó  de 
dividendos  que  afecten  á  esos  diversos 
títulos. 

Art.  122.  Incurrirán  en  las  mismas 
penas,  según  las  distinciones  estable- 
cidas en  los  artículos  anteriores: 

1.°  Los  que  hayan  contribuido  á  la 
emisión  ó  introducción  de  dichas  accio- 
nes, obligaciones,  cupones  ó  billetes 
falsos  ó  falsificados,  sabiendo  que  eran 
falsos  ó  estaban  falsificados; 

2.°  Los  que  hayan  hecho  uso  de  di- 
chas acciones,  obligaciones,  cupones  ó 
billetes  falsos  ó  falsificados,  sabiendo 
que  lo  eran  ó  estaban  falsificados. 

Art.  123.  El  que  habiendo  recibido 
como  buenas  acciones,  obligaciones, 
cupones  ó  billetes  falsos  ó  falsificados, 
los  haya  vuelto  á  poner  en  circulación, 
después  de  haber  comprobado  ó  man- 
dado comprobar  su  falsedad,  incurrirá 
en  la  pena  de  quince  dias  á  seis  meses 
de  prisión  y  multa  de  50  á  1.000  fran- 
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eos,  ó  en  una  de  estas   penas  sola- 
mente. 

Sección  tercera 

De  la  fabricación  6  falsificación  de  sellos,  tim- 
bres, punzones,  marcas,  etc.— Fabricación  de 
llaves  falsas. 

Art.  124.  El  que  haya  imitado  el  se- 
llo del  Estado  ó  hecho  uso  del  sello  imi- 
tado, incurrirá  en  la  pena  de  diez  á 
veinte  años  de  reclusión. 

Art.  125.  Los  que  hayan  imitado  ó 
falsificado  el  sello,  timbre,  punzón  ó 
marca  de  una  autoridad  pública,  los 
que  hayan  imitado  ó  falsificado  los 
punzones,  matrices,  clichés,  láminas, 
cuños  ó  cualesquiera  otros  objetos  que 
sirvan  para  la  fabricación,  bien  de  la 
moneda,  bien  de  los  timbres,  bien  de 
acciones,  obligaciones,  cupones  de  in- 
tereses ó  de  dividendos,  bien  de  billetes 
de  Banco  autorizados  por  la  ley,  incu- 
rrirán en  la  pena  de  cinco  á  diez  años 
de  reclusión. 

En  la  misma  pena  incurrirán  los  que, 
á  sabiendas,  hayan  hecho  uso  de  di- 
chos sellos,  timbres,  punzones,  marcas, 
clichés,  láminas  ó  cuños  falsos  ó  falsi- 
ficados. 

Art.  126.  Los  que  á  sabiendas  hayan 
puesto  en  venta  papeles  cualesquiera  ú 
objetos  de  oro  ó  plata  marcados  con 
un  timbre,  sello,  punzón  de  contraste 
falsos  ó  falsificados,  incurrirán  en  la 
pena  de  uno  á  cinco  años  de  prisión. 

Art.  127.  El  que  habiéndose  propor- 
cionado los  verdaderos  sellos,  timbres, 
punzones,  marcas,  clichés  ó  láminas  de 
una  autoridad  pública,  ó  los  que  sirvan 
para  la  fabricación,  bien  de  la  moneda, 
bien  de  timbres,  acciones,  obligacio- 
nes, cupones  de  intereses  ó  de  dividen- 
dos, bien  de  billetes  de  Banco  autoriza- 


dos por  la  ley,  haya  hecho  de  ellos  un 
uso  fraudulento  y  perjudicial  para  ter- 
ceros, incurrirá  en  la  pena  de  uno  á 
cinco  años  de  prisión. 

Art.  128.  Los  que  hayan  imitado  se- 
llos de  correo  ú  otros  cualesquiera,  na- 
cionales ó  extranjeros,  ó  hayan  puesto 
en  venta  ó  en  circulación  dichos  sellos 
imitados,  incurrirán  en  la  pena  de  uno 
á  cinco  años  de  prisión. 

La  tentativa  de  este  delito  se  castiga- 
rá con  arreglo  al  art.  5.° 

Los  que,  habiéndose  proporcionado 
sellos  de  correo  ú  otros  cualesquiera 
imitados,  hayan  hecho  uso  de  ellos  á 
sabiendas,  incurrirán  en  la  pena  de 
ocho  días  á  seis  meses  de  prisión. 

Art.  129.  El  que  sin  motivos  legíti- 
mos haya  imitado  ó  alterado  llaves,  in- 
currirá en  la  pena  de  un  mes  á  un  año 
de  prisión,  sin  perjuicio  de  mayor  pena, 
si  hubiere  lugar  á  ello,  en  caso  de  ten- 
tativa ó  complicidad  de  delito. 

Si  el  culpable  fuere  cerrajero  de  pro- 
fesión, la  pena  será  de  seis  meses  á 
tres  años  de  prisión. 


Disposiciones  comunes  á  las  tres  seccio- 
nes anteriores 


Art.  130.  Estarán  exentas  de  respon- 
sabilidad las  personas  culpables  de  las 
infracciones  previstas  en  los  artícu- 
los 112  á  117, 119  á  122  y  125,  si  antes  de 
cualquier  diligencia  procesal  las  hubie- 
ren puesto  en  conocimiento  de  las  au- 
toridades, revelándoles  sus  autores  ó 
cómplices. 
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Sección  cuarta 

De  la  falsedad  en  documento  público  de  comercio 
ó  de  banca.— Falsedad  en  loa  despachos  tele- 
gráficos. 

Art.  131.  Incurrirá  en  la  pena  de 
diez  á  veinte  años  de  reclusión  el  fun- 
cionario ó  empleado  público  que,  en 
ejercicio  de  sus  funciones,  haya  come- 
tido una  falsedad,  ya  por  firmas  falsas, 
ya  por  alteración  de  las  actas,  escritu- 
ras ó  firmas,  ya  por  suposición  de  per- 
sonas, ya  adiciones  hechas  ó  interca- 
ladas en  registros  ú  otros  documentos 
públicos,  después  que  se  redactaron 
ó  se  cerraron. 

Art.  132.  Incurrirá  en  la  misma  pena 
el  funcionario  ó  empleado  público  que, 
al  redactar  documentos  de  su  ministe- 
rio, haya  desnaturalizado  fraudulenta- 
mente su  sustancia  ó  sus  circunstan- 
cias, ya  escribiendo  distintos  conve- 
nios de  los  que  le  hubieren  dictado  las 
partes,  ya  haciendo  constar  como  ver- 
daderos, hechos  falsos,  ó  como  decla- 
rados hechos  que  no  lo  estaban. 

Art.  133.  Incurrirá  en  la  pena  de 
cinco  á  diez  años  de  reclusión  cualquie- 
ra otra  persona  que  con  un  fin  fraudu- 
lento haya  cometido  una  falsedad  en 
escritura  pública  ó  en  documento  de 
comercio  ó  banca,  ya  por  imitación  ó 
alteración  de  letras  ó  de  firmas,  ya  por 
fabricación  de  convenios,  disposicio- 
nes, obligaciones  ó  descargos,  ó  por  su 
inserción  con  posterioridad  en  los  do- 
cumentos, ya  por  adición  ó  alteración 
de  cláusulas  de  declaraciones  de  dere- 
chos que  dichos  documentos  tenían 
por  objeto  recibir  ó  hacer  constar. 

Art.  134.  En  todos  los  casos  previs- 
tos en  los  artículos  anteriores,  el  que 
haya  hecho  uso  de  documentos  falsos, 


sabiendo  que  lo  eran,  incurrirá  en  las 
penas  previstas  en  el  art.  133. 

Art.  135.  Incurrirán  en  la  pena  de 
tres  á  diez  años  de  reclusión  los  fun- 
cionarios, empleados  y  encargados  de 
un  servicio  telegráfico  que  hayan  come- 
tido una  falsedad  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  ,  simulando  ó  falsificando 
despachos  telegráficos. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que 
haya  hecho  uso  del  despacho  falso  sa- 
biendo que  lo  era. 

Sección  quinta 

Falsedad  en  documento  privado 

Art.  136.  El  individuo  que  de  alguna 
de  las  maneras  expresadas  en  el  ar- 
tículo 133  haya  cometido  fraudulenta- 
mente una  falsedad  en  documento  pri- 
vado, y  causado  por  este  medio  un  per- 
juicio cualquiera,  incurrirá  en  la  pena 
de  uno  á  cinco  años  de  prisión  y  multa 
de  100  á  2.000  francos.  Podrá  imponér- 
sele además,  durante  diez  años  á  lo 
sumo,  la  interdicción  de  los  derechos 
mencionados  en  los  números  1.°,  2.° 
y  3.°  del  art.  12. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que 
haya  hecho  uso  del  documento  falso, 
sabiendo  que  lo  era. 

Art.  137.  Cuando  la  falsificación  de 
la  letra  ó  de  la  firma  se  haya  hecho  sin 
intención  de  imitación  de  la  letra  ó  fir- 
ma de  aquel  cuyo  nombre  se  haya  to- 
mado falsamente,  ó  cuando  la  letra  ó  la 
firma  falsas  se  refieran  á  una  persona 
imaginaria  ó  á  una  que  no  sepa  escri- 
bir, la  pena  será  de  tres  meses  á  tres 
años  de  prisión  y  la  multa  de  100  á  1.000 
francos. 

En  este  caso,  el  que  haya  hecho  uso 
de  los  documentos  falsos,  sabiendo  que 
lo  eran,  incurrirá  en  la  misma  pena. 
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Art.  138.  Si  al  cometer  el  delito  de 
falsedad  previsto  en  los  artículos  ante- 
riores, ó  al  hacer  uso,  á  sabiendas,  del 
documento  falso,  el  culpable  hubiese 
obtenido  ó  intentado  obtener  para  él  ó 
para  otros  la  entrega  de  una  cantidad 
de  dinero  ó  de  objetos  de  un  valor  de 
más  de  500  francos,  la  pena  será  de  tres 
á  ocho  años  de  reclusión. 

Sección  sexta 

Falsedad  de  los  pasaportes,  hojas  de  ruta 
y  certificaciones 

Art.  139.  El  que  haya  imitado  ó  fal- 
sificado un  pasaporte,  un  permiso  de  la 
autoridad,  una  libreta  ó  una  hoja  de 
ruta,  ó  haya  hecho  uso  de  ellos,  sabien- 
do que  eran  imitados  ó  falsificados,  in- 
currirá en  la  pena  de  un.  mes  á  un 
año  de  prisión. 

Art.  140.  El  que  haya  tomado  en  un 
pasaporte,  permiso,  libreta  ú  hoja  de 
ruta  un  nombre  supuesto,  ó  haya  con- 
tribuido á  que  se  extiendan,  á  sabien- 
das, en  dicha  forma,  incurrirá  en  la 
pena  de  ocho  días  á  seis  meses  de 
prisión. 

Art.  141.  El  funcionario  público  que 
á  sabiendas  haya  extendido  un  pasapor- 
te, permiso,  libreta  ú  hoja  de  ruta  bajo 
un  nombre  supuesto,  incurrirá  en  la 
pena  de  tres  meses  á  dos  años  de 
prisión. 

Art.  142.  El  que  para  redimirse  á  sí 
mismo  ó  para  librar  á  otra  persona  de 
un  servicio  público  ó  de  cualquier  otra 
obligación  impuesta  por  la  ley,  falsifi- 
que, con  el  nombre  de  un  médico,  ciru- 
jano ú  otro  funcionario  de  sanidad,  una 
certificación  de  enfermedad  ó  de  acha- 
que, incurrirá  en  la  pena  de  un  mes  á 
un  año  de  prisión. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que, 


á  sabiendas,  haya  hecho  uso  de  una 
certificación  falsa. 

Art.  143.  Incurrirá  en  la  pena  de  dos 
meses  á  dos  años  de  prisión  el  médico, 
cirujano  ú  otro  funcionario  de  sanidad 
que,  para  favorecer  á  uno,  certifique 
falsamente  enfermedades  ó  achaques 
suficientes  para  que  se  le  dispense  un 
servicio  público. 

Si  hubiese  sido  movido  á  ello  por  do- 
nativos ó  promesas,  la  prisión  será  de 
seis  meses  á  tres  años. 

Los  autores  de  los  donativos  ó  pro- 
mesas incurrirán,  en  ese  caso,  en  la 
misma  pena,  así  como  todos  los  indi- 
viduos que  á  sabiendas  hayan  hecho 
uso  de  dichas  certificaciones  falsas. 

Art.  144.  El  que  haya  extendido,  sir- 
viéndose del  nombre  de  un  funcionario 
ó  empleado  público,  una  certificación 
de  buena  conducta»  de  indigencia  ú 
otras  circunstancias  propias  para  exci- 
tar la  benevolencia  de  una  autoridad 
cualquiera,  de  una  administración  de 
beneficencia  ó  de  un  particular,  hacia 
la  persona  designada  en  ella,  ó  para 
proporcionarle  colocación,  crédito  ó  so- 
corros, incurrirá  en  la  pena  de  un  mes 
á  dos  años  de  prisión. 

Se  impondrá  la  misma  pena  al  que 
haya  falsificado  una  certificación  exis- 
tente de  esta  clase  para  apropiarla  á 
distinta  persona  de  aquella  para  quien 
primitivamente  se  extendió,  lo  mismo 
que  á  todo  individuo  que  se  haya  ser- 
vido de  dicha  certificación  sabiendo  que 
es  falsa. 

Art.  145.  Incurrirá  en  la  pena  de  seis 
días  á  seis  meses  de  prisión  el  que 
haya  extendido,  sirviéndose  del  nom- 
bre de  un  simple  particular  ó  de  un 
personaje  imaginario,  una  certificación 
de  la  clase  de  las  expresadas  en  el  ar- 
tículo anterior. 

Incurrirá  en  la   misma  pena  el  que 
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haya  falsificado  dicha  certificación  ó  el 
que  á  sabiendas  haya  hecho  uso  de  una 
certificación  así  falsificada. 

Art.  146.  Incurrirá  en  la  pena  de 
uno  á  cinco'  años  de  prisión  y  multa 
de  100  á  1.000  francos,  el  funcionario  ó 
empleado  público  que,  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  haya  extendido  á  sa- 
biendas, y  con  un  fin  fraudulento,  una 
certificación  falsa  ó  hecho  uso  de  la 
misma. 

Sección  séptima 

Falso  testimonio  y  juramento  miso 

Art.  147.  El  que  en  la  audiencia  de 
un  tribunal  y  en  materia  penal  haya 
prestado  bajo  juramento  un  falso  testi- 
monio, ya  contra  un  acusado  ó  incul- 
pado, ya  en  su  favor,  será  castigado: 

En  materia  criminal,  con  la  pena  de 
tres  á  diez  años  de  reclusión; 

En  materia  correccional,  con  la  de 
dos  á  cinco  años  de  prisión; 

En  materia  de  policía,  con  la  de  uno 
á  tres  años  de  prisión. 

En  los  dos  últimos  casos  podrá  con- 
denarse además  á  los  culpables  á  la 
privación  de  los  derechos  mencionados 
en  los  números  1.°,  2.°  y  3.°  del  art.  12, 
durante  diez  años  como  máximum. 

Si  el  acusado  contra  quien  el  testigo 
falso  ha  declarado  fuese  condenado  á 
reclusión  perpetua,  lo  será  el  testigo 
falso  á  la  de  diez  á  veinte  años. 

Art.  148.  El  que  bajo  juramento  ha- 
ya  declarado  en  falso  como  testigo  en 
materia  civil,  será  castigado  á  la  pena 
de  prisión  de  tres  meses  á  tres  años, 
pudiendo,  además,  ser  privado,  duran- 
te seis  años  á  lo  sumo,  de  los  derechos 
mencionados  en  los  números  1.°  al  3.° 
del  art.  12. 

Ait.  149.    El  culpable  de  falso  testi- 


monio que  haya  recibido  dinero,  una 
recompensa  cualquiera  ó  promesas,  se- 
rá condenado  al  máximum  de  la  pena. 

Se  confiscará  siempre  lo  que  el  testi- 
go falso  haya  recibido. 

Art.  150.  El  intérprete  ó  perito  que  á 
sabiendas  se  haya  hecho  culpable  de 
declaraciones  falsas,  ya  en  materia  cri- 
minal ó  correccional  contra  el  inculpa- 
do, ó  en  su  favor,  ya  en  materia  civil, 
será  castigado  como  testigo  falso,  de 
conformidad  con  las  distinciones  con- 
tenidas en  los  artículos  147  al  149. 

Art.  151.  Las  penas  previstas  en  los 
artículos  149  y  150  se  aplicarán  á  los 
que  hayan  prometido  ó  dado  dinero  ó 
cualquier  otra  recompensa  á  los  testi- 
gos ó  peritos. 

Art.  152.  Incurrirá  en  la  pena  de  tres 
meses  á  tres  años  de  prisión,  aquel  á 
cuyo  juramento  se  haya  deferido  ó  re- 
ferido en  materia  civil  y  haya  jurado 
en  falso,  y  al  cual  podrá  condenársele, 
además,  á  la  privación  de  todo  ó  parte 
de  los  derechos  previstos  en  el  art.  12, 
números  1.°,  2.°  y  3.°,  durante  dos  años 
por  lo  menos  y  ocho  años  á  lo  sumo. 

TÍTULO  CUARTO 

CRÍMENES  Y  DELITOS  CONTRA  EL  ORDEN 
PÚBLICO  COMETIDOS  POR  FUNCIONARIOS 
EN  EL  EJERCICIO  DE  SUS  FUNCIONES 

Sección  primera 

Concusiones  y  malversaciones 

Art.  153.  Todos  los  funcionarios  pú- 
blicos, sus  comisionados  ó  encargados, 
todos  los  recaudadores  de  impuestos  y 
contribuciones,  rentas  federales,  can- 
tonales y  municipales,  y  sus  delegados 
y  encargados,  que  se  hayan  hecho  cu  1- 
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pables  de  concusión,  mandando  cobrar, 
exigiendo  ó  recibiendo  lo  que  sabían 
que  no  era  debido  ó  excediese  de  lo  que 
se  debía  por  impuestos,  contribuciones, 
rentas  é  intereses,  ó  por  salarios  ó 
sueldos,  serán  castigados:  los  funcio- 
narios y  empleados  públicos,  con  la 
pena  de  tres  á  diez  años  de  reclusión,  y 
sus  subordinados  ó  encargados  con  la 
de  uno  á  cinco  años  de  prisión,  si  el 
total  de  las  sumas  indebidamente  exi- 
gidas ó  recibidas,  ó  cuya  recaudación 
se  haya  ordenado,  fuese  superior  á  500 
francos. 

Siempre  que  el  total  de  las  cantida- 
des no  pase  de  500  francos,  los  funcio- 
narios ó  empleados  públicos  antes  de- 
signados serán  castigados  con  la  pena 
de  uno  á  cinco  años  de  prisión,  y  sus 
subordinados  ó  encargados  con  la  de 
tres  meses  á  tres  años. 

Art.  154.  Ea  todos  los  casos  previs- 
tos en  el  artículo  anterior,  serán  conde- 
nados los  culpables  á  una  multa  de  50 
á  1.000  francos,  y  podrá  privárseles, 
además,  de  los  derechos  mencionados 
en  el  art.  12,  durante  dos  años  por  lo 
menos  y  diez  á  lo  sumo. 

Art.  155.  Todo  funcionario  ó  em- 
pleado público,  todo  recaudador,  toda 
persona  encargada  de  un  servicio  pú- 
blico que  haya  defraudado  ó  sustraído 
intereses  públicos  ó  privados,  efectos 
activos  que  hagan  sus  veces,  documen- 
tos, títulos,  escrituras,  efectos  muebles 
que  estuviesen  en  su  poder,  en  virtud  ó 
por  razón  de  sus  funciones,  será  casti- 
gado con  arreglo  á  las  siguientes  dis- 
tinciones: 

Si  las  cosas  defraudadas  ó  sustraídas 
fueren  de  un  valor  de  1.000  francos  ó 
más,  la  pena  será  de  tres  á  diez  años  de 
reclusión; 

Si  las  cosas  defraudadas  ó  sustraídas 
fueren  de  un  valor  inferior  á  1.000  fran- 


cos, la  pena  será  de  dos  á  cinco  años 
de  prisión. 

Art.  156.  En  todos  los  casos  se  con- 
denará siempre  al  culpable  á  una  multa 
de50á  1.000  francos,  y  podrá  conde- 
nársele además  á  la  privación  de  todos 
6  parte  de  los  derechos  previstos  en  los 
números  1.°,  2.°  y  3.°  del  art.  12,  durante 
cinco  años  por  lo  menos  y  diez  á  lo 
sumo. 

Art.  157.  Incurrirá  en  la  pena  de 
tres  á  diez  años  de  reclusión  el  juez, 
administrador,  funcionario  ó  empleado 
público  que  malévola  ó  fraudulenta- 
mente haya  destruido,  suprimido,  sus- 
traído ó  extraviado  documentos  ó  títu- 
los que  se  le  habían  entregado  ó  comu- 
nicado por  razón  de  sus  funciones. 

Sección  segunda 

De  la  prevaricación  de  los  funcionarios  públicos 

Art.  158.  Incurrirá  en  la  pena  de  un 
mes  á  un  año  de  prisión  y  multa  de  30 
á  500  francos,  el  magistrado  del  orden 
administrativo  ó  judicial,  el  funcionario 
ó  empleado  público,  el  agente  ó  encar- 
gado de  una  administración  pública 
que  haya  aceptado  ofrecimientos  ó  pro- 
mesas, que  haya  recibido  dádivas  ó 
presentes  para  realizar  un  acto  de  su 
cargo  ó  empleo,  aun  siendo  justo,  pero 
no  sujeto  á  derechos. 

Incurrirá  en  la  pena  de  seis  meses  á 
tres  años  de  prisión  y  multa  de  50 
á  1.000  francos  si  hubiere  aceptado 
ofrecimientos  ó  promesas,  ó  recibido 
dádivas  ó  presentes  para  abstenerse 
de  realizar  un  acto  á  que  por  su  cargo 
esté  obligado. 

Podrá  condenársele,  además,  á  la  in- 
terdicción del  derecho  de  desempeñar 
funciones,  empleos  ó  cargos  públicos, 
de  conformidad  con  el  art.  12. 
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Art.  159.  El  magistrado  del  orden 
administrativo  ó  judicial,  el  funciona- 
rio ó  empleado  público,  el  agente  ó  en- 
cargado de  una  administración  públi- 
ca, que  por  ofrecimientos  ó  promesas 
aceptadas,  dádivas  ó  presentes  recibi- 
dos, se  haya  abstenido  de  realizar  un 
acto  que  entraba  en  el  círculo  de  sus 
deberes,  incurrirá  en  la  pena  de  uno  á 
cinco  años  de  prisión  y  multa  de  100  á 
1.000  francos,  pudiendo  condenársele 
además  á  la  interdicción  de  los  dere- 
chos previstos  en  los  tres  primeros  pá- 
rrafos del  art.  12,  durante  dos  años  por 
lo  menos  y  diez  á  lo  sumo. 

Art.  160.  La  pena  será  de  tres  á  diez 
años  de  reclusión,  si  el  culpable  hubie- 
re aceptado  ofrecimientos  ó  promesas, 
ó  recibido  dádivas  ó  presentes,  para 
cometer  en  el  desempeño  de  su  cargo 
una  infracción. 

Art.  161.  El  juez,  el  jurado  y  el  arbi- 
tro nombrado,  ya  por  el  tribunal,  yá 
por  las  partes,  que  se  hayan  dejado 
corromper,  serán  castigados:  los  dos 
primeros,  con  la  pena  de  tres  á  diez 
años  de  reclusión,  y  el  último  con  la  de 
uno  á  cinco  años  de  prisión  y  con  la  in- 
terdicción, de  conformidad  con  el  ar- 
ticulo 12. 

Art.  162.  El  que  haya  obligado,  por 
vías  de  hecho  ó  con  amenazas,  ó  co- 
rrompido con  promesas,  ofrecimien? 
tos,  dádivas  ó  presentes  á  un  magis- 
trado, á  un  funcionario  ó  empleado  pú- 
blico, á  un  agente  ó  encargado  de  una 
administración  pública,  á  un  jurado  ó 
á  un  arbitro  para  conseguir,  ya  un  acto 
de  su  cargo  ó  empleo  no  sujeto  á  dere- 
chos, ya  una  opinión  favorable,  ya  ac- 
tas, estados,  certificaciones  ó  estima- 
ciones contrarias  á  la  verdad,  ya  á  la 
abstención  de  un  acto  que  entre  en  el 
círculo  de  sus  deberes,  ya  colocacio- 
nes, empleos,  adjudicaciones,  empre- 


sas ó  cualesquiera  otros  beneficios, 
será  castigado  con  la  pena  de  tres  á. 
diez  años  de  reclusión. 

Si  las  tentativas  de  coacción  ó  de  co- 
rrupción no  hubiesen  producido  efecto 
alguno,  los  autores  de  estas  tentativas 
serán  castigados  simplemente  con  la 
pena  de  uno  á  seis  meses  de  prisión  y 
multa  de  50  á  300  francos. 

Art.  163.  No  se  restituirán  nunca  las 
cosas  entregadas  por  él,  ni  su  valor, 
sino  que  serán  confiscadas. 

Sección  tercera 

De  los  abusos  de  autoridad 

Art.  164.  Fuera  de  los  casos  en  que 
la  ley  determine  especialmente  las  pe- 
nas en  que  se  haya  incurrido  por  crí- 
menes ó  delitos  cometidos  por  funcio- 
narios públicos,  magistrados  del  orden 
administrativo  ó  judicial,  por  coman- 
dantes en  jefe  ó  subordinados  de  la 
fuerza  pública,  los  que  hayan  abusado 
de  su  autoridad,  ya  para  cometer  un 
delito,  ya  provocando  á  dicho  acto  pre- 
parándole ó  facilitando  los  medios,  asf 
como  los  que  hayan  faltado  á  su  deber 
tomando  parte  en  crímenes  ó  delitos 
que  estaban  encargados  de  prevenir, 
comprobar,  perseguir  ó  reprimir,  in- 
currirán en  las  penas  previstas  para 
estos  delitos,  con  la  diferencia  de  que 
el  mínimum  se  elevará  al  doble. 

Art.  165.  Incurrirán  en  la  pena  de 
un  mes  á  dos  años  de  prisión  y  multa 
de  50  á  500  francos: 

1.°  Los  jueces,  los  representantes 
de!  Ministerio  público  y  funcionarios 
de  la  policía  judicial  que  se  hayan  in- 
miscuido en  el  ejercicio  del  poder  le- 
gislativo, ya  con  reglamentos  que  con- 
tengan disposiciones  legislativas,  ya 
deteniendo  ó  suspendiendo  la  ejecución 
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de  una  ó  más  leyes,  ya  deliberando  so- 
bre si  estas  leyes  deberán  ó  no  ser  eje- 
cutadas; 

2.°  Los  jueces,  representantes  del 
Ministerio  público  y  funcionarios  de  la 
policía  judicial  que  hayan  traspasado 
sus  poderes  inmiscuyéndose  en  las 
materias  atribuidas  á  las  autoridades 
administrativas,  ya  haciendo  regla- 
mentos sobre  dichas  materias,  ya  pro- 
hibiendo ejecutar  las  órdenes  emana- 
das de  la  Administración. 

Art.  166.  Incurrirá  en  la  pena  de  uno 
á  cinco  años  de  prisión  el  funcionario 
público,  agente  ó  encargado  del  Go- 
bierno que  haya  requerido  ú  ordenado, 
mandado  requerir  ú  ordenar,  el  empleo 
de  la  fuerza  pública  contra'la  ejecución 
de  una  ley  ó  decreto,  contra  la  recau- 
dación de  un  impuesto  legalmente  es- 
tablecido, ó  contra  la  ejecución  de  una 
ordenanza  ó  mandamiento  judicial  ó  de 
cualquiera  otra  orden  emanada  de  la 
autoridad. 

Podrá  condenarse  además  al  culpa- 
ble á  la  interdicción  de  los  derechos 
mencionados  en  los  números  1.°,  2.° 
y  3.°  del  art.  12,  durante  dos  años  por  lo 
menos  y  diez  á  lo  sumo. 

Art.  167.  Si  dicho  requerimiento  ó 
dicha  orden  hubiese  producido  su  efec- 
to, se  condenará  al  culpable  á  la  pena 
de  tres  á  ocho  años  de  reclusión. 

Art.  168.  Si  las  órdenes  ó  requeri- 
mientos hubieren  sido  causa  directa  de 
otros  delitos  á  que  correspondan  penas 
más  graves  que  las  indicadas,  se  apli- 
carán dichas  penas  más  graves  á  los 
culpables  de  haber  dado  dichas  órde- 
nes ó  hecho  los  mencionados  requeri- 
mientos. 

Art.  169.  Incurrirá  en  la  multa  de  50 
á  500  francos  el  ministro  de  un  culto 
que  proceda  á  las  ceremonias  religio- 
sas de  un  casamiento  sin  que  se  le  haya 


presentado  un  acta  de  matrimonio  pre- 
viamente celebrado  ante  los  funciona- 
rios del  registro  civil. 

En  caso  de  nueva  infracción  de  la 
misma  especie,  podrá  condenársele, 
además,  á  la  pena  de  ocho  días  á  seis 
meses  de  prisión. 

Art.  170.  Incurrirán  en  la  pena  de 
ocho  días  á  dos  años  de  prisión  y  multa 
de  50  á  500  francos,  los  funcionarios 
públicos  que,  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, ya  con  discursos  pronunciados 
en  reuniones  públicas,  ya  con  escritos 
impresos  ó  no,  vendidos  ó  puestos  á  la 
venta,  hayan  provocado  directamente 
á  la  desobediencia  á  las  leyes  ó  á  cual- 
quier mandato  de  la  autoridad  pública. 

Sección  cuarta 

Denegación  de  un  servicio  legalmente  debido 

Art.  171.  El  funcionario  público  que 
habiendo  sido  requerido  en  forma  se 
haya  negado  á  llevar  á  cabo  un  acto  á 
que  le  obligan  sus  funciones,  podrá  ser  ^ 
perseguido  y  castigado  con  la  pena  de 
seis  días  á  un  mes  de  prisión  y  multa 
de  100  á  500  francos,  ó  con  una  de  estas 
penas  solamente.  Podrá  condenársele, 
además,  á  la  interdicción  del  derecho 
de  desempeñar  funciones,  empleos  ó 
cargos  públicos  durante  cuatro  años  á 
lo  sumo. 

Art.  172.  incurrirá  en  la  pena  de 
quince  días  á  seis  meses  de  prisión  el 
comandante  en  jefe  ó  subordinado  de 
la  fuerza  pública  que,  habiendo  sido  le- 
galmente requerido  por  la  autoridad 
civil,  se  haya  negado  á  prestar  auxilio 
con  la  fuerza  que  tenga  á  sus  órdenes. 
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Sección  quinta 

Del  ejercicio  de  la  autoridad  pública  ilegalmente 
anticipado  ó  prolongado 

Art.  173.  Podrá  ser  perseguido  y 
castigado  con  una  multa  de  30  á  200 
francos  todo  funcionario  público  que, 
debiendo  prestar  juramento,  haya  en- 
trado en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
sin  haber  llenado  este  requisito. 

Art.  174.  El  funcionario  público  re- 
vocado, destituido,  suspendido  ó  legal- 
mente  puesto  en  interdicción,  que  des- 
pués de  haberlo  sabido  oficialmente 
haya  continuado  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  ó  que  siendo  electivo  ó  tem- 
poral las  haya  desempeñado  después 
de  haber  sido  reemplazado,  incurrirá 
en  la  pena  de  un  mes  á  un  año  de  pri- 
sión y  multa  de  100  á  500  francos,  pu- 
diendo  ser  condenado,  además,  á  la  in- 
terdicción del  derecho  de  ejercer  em- 
pleos ó  funciones  públicas  durante  diez 
años  á  lo  sumo. 

Sección  sexta 

Violación  del  secreto  de  cartas  y  despachos 

Art.  175.  Incurrirá  en  la  pena  de  un 
mes  á  un  año  de  prisión  y  multa  de  50 
á  500  francos,  el  funcionario  ó  agente 
del  Gobierno,  el  empleado  del  servicio 
de  Correos  y  Telégrafos  que  haya  abier- 
to ó  sustraído  cartas  confiadas  al  co- 
rreo, despachos  telegráficos,  ó  haya  fa- 
cilitado su  apertura  ó  sustracción. 

Art.  176.  Los  que,  siendo  deposita- 
rios de  cartas  ó  despachos  telegráficos, 
hayan  revelado  su  existencia  ó  su  con- 
tenido, fuera  de  los  casos  en  que  estén 
llamados  á  dar  testimonio  en  juicio  y 
el  en  que  les  obliga  la  ley  á  dar  á  cono- 


cer la  existencia  ó  contenido  de  dichas 
cartas  ó  despachos,  serán  condenados 
á  la  pena  de  quince  días  á  seis  meses 
de  prisión  y  multa  de  30  á  300  francos. 

Sección  séptima 

De  los  delitos  relativos  al  modo  de  llevar 
los  libros  del  registro  civil 

Art.  177.  El  funcionario  del  registro 
civil  que  haya  inscrito  sus  actas  en  ho- 
jas sueltas,  incurrirá  en  la  pena  de  seis 
días  á  tres  meses  y  multa  de  50  á  300 
francos. 

Art.  178.  Cuando  prescriba  la  ley, 
para  la  validez  de  un  matrimonio,  el 
consentimiento  de  los  padres  ó  de  otras 
personas,  y  el  funcionario  del  registro 
civil  haya  procedido  á  la  celebración 
del  matrimonio  sin  haberse  asegurado 
de  la  existencia  de  dicho  consentimien- 
to ó  de  los  actos  respetuosos  prescri- 
tos, incurrirá  en  la  pena  de  ocho  días 
á  seis  meses  de  prisión. 

Art.  179.  Incurrirá  en  la  multa  de  30 
á  300  francos  el  funcionario  del  registro 
civil  que  haya  autorizado,  antes  del 
término  prescrito  por  el  art.  228  del 
Código  civil,  el  acta  de  matrimonio  de 
una  mujer  que  esté  ya  casada. 

Art.  180.  Incurrirá  en  la  pena  de  tres 
meses  á  un  año  de  prisión  y  multa  de 
50  á  500  francos,  el  funcionario  del  re- 
gistro civil  que  haya  celebrado  un  ma- 
trimonio contra  la  voluntad  de  las  per- 
sonas cuyo  consentimiento  se  requiere. 

Art.  181.  Las  penas  sancionadas  en 
los  artículos  anteriores  contra  los  fun- 
cionarios del  registro  civil,  se  aplica- 
rán aun  cuando  no  se  hubiere  podido  ó 
se  hubiere  corregido  el  vicio  de  nulidad 
de  sus  actos;  todo  sin  perjuicio  de  ma- 
yores penas  decretadas  encaso  de  otros 
crímenes  ó  delitos  y  sin  perjuicio  de  las 
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disposiciones  penales  del  titulo  V,  li- 
bro I,  del  Código  civil. 

TITULO   QUINTO 

CRÍMENES    Y   DELITOS   CONTRA   EL  ORDEN 
PÚBLICO  COMETIDOS  POR  PARTICULARES 

Sección  primera 

Impedimentos  puestos  al  cumplimiento  de  las 
obligaciones  impuestas  por  la  ley 

Art.  182.  Los  que  con  violencia  ha- 
yan impedido  que  una  ó  más  personas, 
llamadas  por  la  autoridad  competente 
á  cumplir  con  un  deber  cívico  ó  una 
obligación  impuesta  por  la  ley,  va- 
yan al  sitio  donde  dicho  deber  los  lla- 
ma ó  que  cumplan  la  misión  de  que  es- 
tán encargados,  incurrirán  en  la  pena 
de  seis  días  á  seis  meses  de  prisión  y 
multa  de  30  á  200  francos. 

Sección  segunda 

Ultrajes  y  violencias  contra  los  depositarios  de  la 
autoridad  6  de  la  fuerza  pública  y  los  funcio- 
narios. 

Art.  183.  El  que  con  palabras,  ges- 
tos ó  amenazas  haya  ultrajado  á  uno  ó 
varios  magistrados  del  orden  adminis- 
trativo ó  judicial ,  á  un  diputado,  al 
Gran  Consejo,  á  un  ministro  de  un  cul- 
to, á  un  jurado  en  el  ejercicio  ó  con 
motivo  del  ejercicio  de  sus  funciones, 
incurrirá  en  la  pena  de  seis  días  aun 
año  de  prisión. 

Si  el  ultraje  hubiere  tenido  lugar  en 
una  vista  ó  sesión  pública,  la  pena  será 
de  dos  meses  á  dos  años  de  prisión. 

Art.  184.  El  que  con  palabras,  ges- 
tos ó  amenazas  haya  ultrajado  á  un 
empleado  ministerial,  á  un  agente  de 


policía  administrativa  ó  judicial,  ó  á 
cualquier  ciudadano  encargado  de  un 
cargo  público,  en  el  ejercicio  ó  con  mo- 
tivo del  ejercicio  de  sus  funciones,  in- 
currirá en  la  pena  de  seis  días  á  un 
mes  de  prisión  y  multa  de  30  á  200 
francos,  ó  en  una  de  estas  dos  penas 
solamente. 

Art.  185.  El  que,  aunque  sin  armas 
y  sin  que  hayan  resultado  heridas, 
haya  golpeado  á  un  magistrado  del  or- 
den administrativo  ó  judicial,  á  un  di- 
putado, á  un  jurado  ó  al  ministro  de  un 
culto  en  el  ejercicio  ó  con  motivo  del 
ejercicio  de  sus  funciones,  incurrirá  en 
la  pena  de  dos  meses  á  tres  años  de 
prisión  y  multa  de  50  á  500  francos. 

En  caso  de  premeditación  ó  dé  alevo- 
sía, la  pena  será  de  seis  meses  á  cinco 
años  de  prisión. 

Se  aplicará  la  misma  pena  al  que 
haya  cometido  cualquier  otra  violencia 
ó  vía  de  hecho  contra  una  de  las  per- 
sonas antes  designadas  en  las  mismas 
circunstancias. 

Si  la  vía  de  hecho  hubiere  tenido  lu- 
gar en  una  vista  ó  sesión  pública,  la 
pena  será  de  seis  meses  á  cinco  años 
de  prisión. 

En  caso  de  premeditación  6  de  alevo- 
sía, la  pena  será  de  tres  á  diez  años  de 
reclusión. 

Art.  186.  El  que  haya  maltratado  á 
un  empleado  ministerial,  aun  agente  de 
la  policía  administrativa  ó  judicial,  ó  de 
la  fuerza  pública,  ó  á  cualquier  ciuda- 
dano investido  de  un  cargo  público  en 
el  ejercicio  ó  con  motivo  del  ejercicio 
de  sus  funciones,  incurrirá  en  la  pena 
de  un  mes  á  un  año  de  prisión  y  multa 
de  50  á  300  francos. 

En  caso  de  premeditación  6  de  alevo- 
sía, la  pena  será  de  seis  meses  á  tres 
años  de  prisión. 

Art.  187.    Si  los  golpes  dados  ó  las 
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violencias  llevadas  á  cabo  hubieren 
sido  causa  de  heridas,  enfermedad  ó 
incapacidad  para  el  trabajo,  se  impon- 
drá al  culpable  el  máximum  de  la  pena. 
Todo  sin  perjuicio  de  las  más  graves, 
en  los  casos  previstos  en  los  artículos 
262  á  264  del  presente  Código. 

Sección  tercera 

Rebelión 

Art.  188.  Se  calificará  de  rebelión 
cualquier  ataque,  cualquier  resistencia 
con  violencias  y  vías  de  hecho  contra 
los  funcionarios  ministeriales,  los  guar- 
das rurales  ó  forestales,  los  deposita- 
rios ó  agentes  de  la  fuerza  pública,  los 
encargados  de  la  recaudación  de  los 
impuestos  y  contribuciones,  los  agen- 
tes ejecutivos  ó  de  apremios,  los  encar- 
gados de  los  portazgos  ó  consumos, 
los  oficiales  ó  agentes  de  la  policía  ad- 
ministrativa ó  judicial,  los  agentes  de 
los  ferrocarriles,  obrando  en  cumpli- 
miento de  las  leyes,  órdenes  ú  ordenan- 
zas de  la  autoridad  pública,  y  de  los 
mandamientos  judiciales  ó  sentencias. 

Art.  189.  La  rebelión  llevada  á  cabo 
por  una  sola  persona  provista  de  ar- 
mas, se  castigará  con  la  pena  de  dos 
meses  á  un  año  de  prisión,  y  si  hubie- 
re tenido  lugar  sin  armas,  con  la  de 
tres  días  á  tres  meses  de  prisión  y  mul- 
ta de  50  á  300  francos. 

Art.  190.  Si  se  hubiere  llevado  á 
cabo  la  rebelión  por  un  grupo  dedos  ó 
más  personas,  hasta  veinte  inclusive, 
los  rebeldes  que  lleven  armas  incurri- 
rán en  la  pena  de  seis  meses  á  tres  años 
de  prisión  y  los  demás  en  la  de  dos  me- 
ses á  dos  años  de  la  misma  pena. 

Art.  191.  Si  se  hubiere  llevado  á 
cabo  la  rebelión  por  un  grupo  armado, 
de  más  de  veinte  personas,  incurrirán 


los  culpables  en  la  pena  de  tres  á  diez 
años  de  reclusión. 

Si  el  grupo  de  más  de  veinte  perso- 
nas no  estaba  armado,  la  pena  será  de 
seis  meses  á  tres  años  de  prisión. 

Art.  192.  En  caso  de  rebelión,  arma- 
da ó  no,  en  partida  ó  grupo,  será  aplica- 
ble el  art.  91  del  presente  Código  á  los 
rebeldes  sin  cargo  ni  empleo  en  el  gru- 
po ó  partida,  que  á  la  primera  intima- 
ción de  la  autoridad  pública  se  hayan 
retirado,  y  aun  después,  si  hubieren 
sido  cogidos  fuera  del  sitio  de  la  rebe- 
lión sin  nueva  resistencia  y  sin  armas. 

Art.  193.  Los  autores  de  los  críme- 
nes ó  delitos  cometidos  durante  el  cur- 
so y  con  motivo  de  una  rebelión,  incu- 
rrirán en  las  penas  sancionadas  para 
cada  uno  de  dichos  crímenes  ó  delitos, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 39  del  presente  Código. 

Seoción  cuarta 

Usurpación  de  funciones,  títulos  ó  nombres 

Art.  194.  El  que  sin  título  para  ello 
se  haya  inmiscuido  en  los  cargos  pú- 
blicos ó  haya  realizado  los  actos  pro- 
pios de  dichos  cargos,  incurrirá  en  la 
pena  de  un  mes  á  dos  años  de  prisión. 

Art.  195.  El  que,  sin  derecho,  haya 
hecho  uso  de  las  insignias  de  un  cargo 
ó  de  una  autoridad  pública,  incurrirá 
en  la  multa  de  100  á  1.000  francos,  ó 
en  la  pena  de  tres  días  á  dos  meses  de 
prisión.  La  misma  pena  se  aplicará  al 
que,  sin  derecho  y  voluntariamente,  se 
haya  valido  del  nombre  de  un  funcio- 
nario ó  de  una  autoridad  pública. 

Art.  196.  El  que  con  un  fin  fraudu- 
lento haya  tomado  públicamente  un 
nombre  falso  ó  falsas  cualidades  en  las 
actas  del  registro  civil  ó  en  otros  docu- 
mentos públicos  ó  auténticos,  incurri- 
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rá  en  la  pena  de  seis  días  á  tres  meses 
de  prisión  y  multa  de  50  á  1.000  francos. 

Sección  quinta 

De  la  rotura  de  sellos  y  de  la  sustracción  de 
documentos  de  los  archivos  públicos 

Art.  197.  Cuando  el  sello  colocado 
por  un  funcionario  del  orden  adminis- 
trativo ó  judicial  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  haya  sido  roto,  se  impon- 
drá al  encargado  de  su  custodia  la 
pena  de  tres  meses  de  prisión,  si  se 
comprobase  que  el  hecho  proviene  de 
su  negligencia. 

Art.  198.  El  que  con  intención  haya 
roto  ó  intentado  romper  el  sello  puesto 
como  queda  dicho  en  el  articulo  ante- 
rior, incurrirá  en  la  pena  de  tres  me- 
ses á  dos  años  de  prisión. 

Si  fuere  el  encargado  de  la  custodia  el 
que  hubiere  roto  el  sello  ó  tenido  parte 
en  él,  incurrirá  en  la  pena  de  uno  á  tres 
años  de  prisión. 

Art.  199.  Cuando  se  hayan  sustraído, 
destruido  ó  robado  documentos  ó  autos 
de  un  proceso  ú  otros  papeles,  libros, 
actas  ó  efectos  custodiados  en  los  archi- 
vos, secretarías  ó  depósitos  públicos,  ó 
entregados  á  un  depositario  público  en 
calidad  de  tal,  los  archiveros,  secreta- 
rios, notarios  ú  otros  depositarios  in- 
currirán en  la  pena  de  seis  días  á  seis 
meses  de  prisión  y  multa  de  50  á  300 
francos,  si  se  probare  que  el  hecho  pro- 
viene de  su  negligencia. 

Art.  200.  El  que  se  haya  hecho  cul- 
pable de  las  sustracciones,  destruccio- 
nes ó  robos  mencionados  en  el  artículo 
anterior,  incurrirá  en  la  pena  dedos  á 
cinco  años  de  prisión. 

Si  el  delito  fuere  obra  del  mismo  de- 
positario ó  de  sus  agentes,  encargados 


ó  subordinados,  la  pena  será  de  tres  á 
diez  años  de  reclusión. 

Art.  201.  Si  la  rotura  de  sellos,  las 
sustracciones,  robos  ó  destrucción  de 
documentos  se  hubieren  cometido  con 
violencia  contra  las  personas,  el  cul- 
pable incurrirá  en  la  pena  de  tres  á  diez 
años  de  reclusión. 

Sección  sexta 

Impedimentos  puestos  á  la  ejecución  de  obras 
públicas. --Deterioro  de  monumentos 

Art.  202.  El  que  por  vías  de  hecho  se 
haya  opuesto  á  la  ejecución  de  obras 
ordenadas  ó  autorizadas  por  el  Gobier- 
no, incurrirá  en  la  pena  de  quince  días 
á  seis  meses  de  prisión. 

Art.  203.  El  que  voluntariamente 
haya  destruido,  derribado  ó  mutilado 
monumentos,, estatuas,  cuadros  ú  otros 
objetos  que  sirvan  para  ornato  ó  para 
utilidad  pública  y  erigidos  por  la  auto- 
ridad ó  con  su  autorización,  ó  coloca- 
dos en  los  edificios  públicos,  incurrirá 
en  la  pena  de  tres  meses  á  tres  años  de 
prisión. 

Si  no  hubieren  resultado  más  que 
simples  deterioros,  la  pena  será  de  tres 
días  á  tres  meses  de  prisión  ó  una  mul- 
ta de  50  á  500  francos. 

Art.  204.  Los  que  voluntariamente 
hayan  destruido  aparatos  concernien- 
tes al  servicio  telegráfico,  incurrirán  en 
la  pena  de  dos  á  cinco  años  de  prisión. 

Los  que  por  un  medio  cualquiera  ha- 
yan impedido  la  correspondencia  por 
una  línea  telegráfica,  incurrirán  en  la 
pena  de  un  mes  á  tres  años  y  multa 
de  50  á  500  francos. 

Igual  pena  se  aplicará  á  los  que  ha- 
yan destruido  voluntariamente  apara- 
tos destinados  al  servicio  de  agua  ó 
de  gas. 
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Sección  séptima 

Infracciones  relativas  á  las  leyes  sobre 
inhumaciones 

Art.  205.  El  que  sin  previo  permiso 
de  la  autoridad  competente  haya  pro- 
cedido ó  hecho  que  se  proceda  á  la  in- 
humación de  un  cadáver,  incurrirá  en 
la  pena  de  seis  días  á  dos  meses  de  pri- 
sión, sin  perjuicio  de  las  penas  corres- 
pondientes á  otros  delitos  de  que  pueda 
ser  responsable  el  autor  de  éste. 

Igual  pena  se  decretará  contra  los 
que  hayan  faltado  de  cualquier  modo  á 
la  ley  y  á  los  reglamentos  relativos  á 
las  inhumaciones  precipitadas. 

Art.  206.  El  que  haya  encubierto  ó 
mandado  encubrir,  ocultado  ó  manda- 
do ocultar  el  cadáver  de  una  persona 
muerta  violentamente  (homicidée)  ó  á 
consecuencia  de  lesiones  corporales, 
incurrirá  en  la  pena  de  tres  meses  á 
dos  años  de  prisión,  sin  perjuicio  de 
penas  más  graves  si  hubiere  tenido 
parte  en  el  crimen  ó  delito. 

Art.  207.  El  que  se  haya  hecho  cul- 
pable de  violación  de  sepulturas,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  uno  á  seis  meses  de 
prisión. 

Sección  octava 

De  las  infracciones  relativas  a  las  leyes  y  regla- 
mentos sobre  las  casas  de  juego  y  las  loterías 

Art.  208.  El  que  haya  tenido  ó  sub- 
vencionado una  casa  de  juego  de  azar 
y  haya  admitido  en  ella  al  público,  ya 
libremente,  ya  á  presentación  de  los  in- 
teresados ó  afiliados,  los  banqueros, 
administradores,  encargados  ó  agentes 
de  dicha  casa  incurrirán  en  la  pena  de 


tres  días  á  tres  meses  de  prisión  y  mul- 
ta de  100  á  5.000  francos. 

Se  considerará  como  casa  de  juego 
toda  empresa  en  la  que  se  especule  con 
los  juegos  de  azar. 

Se  confiscarán  siempre  todos  los  fon- 
dos ó  efectos  que  se  encuentren  expues- 
tos en  el  juego,  así  como  los  muebles, 
instrumentos,  utensilios  y  aparatos  em- 
pleados ó  destinados  al  servido  de  los 
juegos. 

Art.  209.  Incurrirán  en  la  multa  de  50 
á  2.000  francos: 

Los  autores,  empresarios,  adminis- 
tradores, encargados  ó  agentes  de  lote- 
rías no  autorizadas  por  la  ley. 

Serán  confiscados  los  objetos  mue- 
bles puestos  en  rifa  y  los  empleados  ó 
destinados  á  su  servicio. 

Art.  210.  No  serán  aplicables  las  dis- 
posiciones del  artículo  anterior  á  las 
rifas  de  objetos  muebles  destinados  ex- 
clusivamente á  actos  de  beneíicencia  ó 
al  fomento  de  las  artes  ó  de  la  in- 
dustria. 

Sección  novena 

Ultraje  á  la  moral  pública 

Art.  211.  Incurrirá  en  la  pena  de  seis 
días  á  seis  meses  de  prisión  ó  en  multa 
de  50  á  500  francos,  el  que  haya  ex- 
puesto al  público,  vendido  ó  repartido 
escritos,  canciones,  dibujos,  grabados 
ó  pinturas  obscenas. 

En  todos  los  casos  antes  citados,  se 
confiscarán  los  ejemplares  de  los  es- 
critos, impresos,  dibujos,  grabados, 
pinturas, etc.,  que  hayan  sido  secuestra- 
dos, y  los  que  ulteriormente  pudieran 
serlo  en  casa  de  cualquier  expositor  ó 
vendedor. 

Art.  212.  El  que  con  intención  haya 
ultrajado  las  buenas  costumbres  con 
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acciones  que  ofendan  pública  y  direc- 
tamente el  pudor,  incurrirá  en  la  pena 
de  un  mes  á  un  año  de  prisión. 

Art.  213.  £1  que  haya  atentado  á  la 
moralidad  excitando  habitualmente  al 
libertinaje  ó  ala  corrupción  de  uno  ó 
más  menores  de  uno  ú  otro  sexo,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  tres  meses  á  dos 
años  de  prisión  y  multa  de  50  á  1.000 
francos. 

Si  los  menores  tuvieren  menos  de 
catorce  años,  la  pena  será  de  dos  á 
cinco  años  de  prisión. 

Art.  214.  Los  padres,  tutores,  profe- 
sores ú  otras  personas  encargadas  de 
la  educación  ó  de  la  vigilancia  de  me- 
nores de  uno  ú  otro  sexo,  ó  que  tengan 
autoridad  sobre  ellos,  que  hayan  exci- 
tado, favorecido  ó  facilitado  la  prosti- 
tución ó  corrupción  de  dichos  menores, 
incurrirán  en  la  pena  de  uno  á  cinco 
años  de  prisión. 

Art.  215.  Los  culpables  del  delito 
mencionado  en  los  dos  artículos  que 
preceden,  quedarán  privados  de  toda 
tutela  y  cúratela  y  de  toda  participación 
en  los  consejos  de  familia  durante  dos 
años  por  lo  menos  y  quince  á  lo  sumo. 

Si  hubieren  cometido  el  delito  el  pa- 
dre ó  la  madre,  el  culpable  será  privado 
además  de  los  derechos  y  ventajas  que 
se  le  conceden  sobre  la  persona  y  los 
bienes  del  hijo  en  el  Código  civil,  li- 
bro I,  tít  IX,  de  la  patria  potestad. 

título  sexto 

CRÍMENES  Y   DELITOS    CONTRA    LA   PAZ   Ó 
SEGURIDAD  PÚBLICA 

Sección  primera 

Incendios 

Art.  216.  Se  castigará  con  la  pena 
de  quince  á  veinte  años  de  reclusión  al 

Tomo  VIII. — Instituciones  jurídicas» 


que  voluntariamente  haya  pegado  fue- 
go á  ediñcios,  embarcaciones,  coches, 
convoyes  ó  vagones  habitados  ó  que 
contengan  personas,  almacenes,  talle- 
res ó  cualesquiera  otros  locales  habita- 
dos ó  que  sirvan  de  vivienda,  y  aun  los 
inhabitados,  si,  según  las  circunstan- 
cias, hubiese  previsto  el  autor  que  en 
ellos  se  encontraban  una  ó  más  perso- 
nas al  cometer  el  crimen. 

Art.  217.  Incurrirá  en  la  pena  de  diez 
á  quince  años  de  reclusión  el  que  vo- 
luntariamente haya  prendido  fuego,  ya 
á  edificios,  embarcaciones,  coches,  va- 
gones, almacenes,  talleres  ú  otros  lo- 
cales cualquiera  cuando  no  estén  habi- 
tados ni  sirvan  de  vivienda,  ya  á  bos- 
ques ó  cosechas  pendientes  de  recolec- 
ción cuando  estos  objetos  no  le  perte- 
nezcan y  se  hallen  en  la  proximidad  de 
habitaciones. 

Si  dichos  objetos  pertenecieran  ex- 
clusivamente á  los  que  los  hayan  in- 
cendiado y  no  se  encontrasen  en  la 
proximidad  de  habitaciones,  pero  se 
hubiese  prendido  fuego  con  intención 
malévola,  la  pena  será  de  dos  á  cinco 
años  de  prisión. 

Se  impondrá  la  misma  pena  al  que 
les  haya  prendido  fuego  por  orden  del 
propietario. 

Art.  218.  El  que  voluntariamente 
haya  prendido  fuego  á  paja,  á  cosechas 
hacinadas,  á  parvas  amontonadas,  á  le- 
ñas dispuestas  en  hacina,  á  coches  ó  va- 
gones cargados  ó  no  con  mercancías, 
incurrirá  en  la  pena  de  tres  á  diez  años 
de  reclusión  si  los  citados  objetos  no 
le  pertenecieren  y  si  se  hallaren  en  la 
proximidad  de  edificios  habitados. 

El  que  prendiendo  ó  mandando  pren- 
der fuego  á  alguno  de  los  objetos  antes 
enumerados  de  su  exclusiva  pertenen- 
cia, y  no  hallándose  próximos  á  habi- 
taciones, haya  causado  voluntariamen-» 
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te  un  perjuicio  cualquiera  á  otro,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  seis  meses  á  tres 
años  de  prisión. 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que 
haya  prendido  fuego  por  orden  del  pro- 
pietario. 

Art.  219.  Cuando  se  haya  prendido 
fuego  durante  la  noche,  las  penas  san- 
cionadas por  los  artículos  anteriores 
serán  sustituidas: 

La  de  reclusión  por  quince  á  veinte 
años,  por  la  de  reclusión  perpetua; 

La  de  reclusión  por  diez  á  quince 
años,  por  la  de  quince  á  veinte; 

La  de  reclusión  por  tres  á  diez  años, 
por  la  de  diez  á  quince; 

La  de  prisión,  por  la  (le  reclusión  de 
tres  á  diez  años. 

Art.  220.  El  que  haya  ocasionado  el 
incendio  á  alguno  de  los  objetos  enu- 
merados en  los  artículos  anteriores 
prendiendo  voluntariamente  fuego  á 
objetos  cualesquiera  pertenecientes,  ya 
á  él,  ya  á  otros,  y  colocados  de  manera 
que  seguramente  habían  de  comunicar 
el  fuego,  incurrirá  en  la  misma  pena 
que  si  directamente  hubiese  prendido 
fuego  á  dichos  objetos. 

Art.  221:  Cuando  el  incendio  haya 
causado  heridas  á  una  ó  más  personas 
que  se  hallaren  en  los  lugares  incendia- 
dos al  cometerse  el  crimen  ó  el  delito, 
se  aplicará  el  máximum. 

Se  castigará  al  culpable  con  la  reclu- 
sión perpetua  si  el  incendio  hubiere 
ocasionado  la  muerte  de  una  ó  más  per- 
sonas que  se  hallaran  en  los  lugares  in- 
cendiados en  el  momento  en  que  esta- 
lló el  incendio. 

Art.  222.  La  pena  será  la  misma  con 
arreglo  á  las  distinciones  hechas  en  los 
artículos  anteriores  para  los  que  volun- 
tariamente hayan  destruido  ó  intentado 
destruir  por  medio  de  una  explosión 
edificios,    embarcaciones,  coches,  va- 


gones, almacenes,  talleres  ú  otras  cons- 
trucciones. 

Art.  223.  Cuando  la  ley  decrete  la 
pena  de  prisión  contra  el  delito  de  in- 
cendio, la  tentativa  de  éste  se  castigará, 
con  arreglo  al  art.  5.° 

Art.  224.  Incurrirá  en  la  pena  de 
ocho  días  á  tres  meses  de  prisión  y 
multa  de  50  á  500  francos,  ó  en  una  de 
estas  penas  solamente,  el  que  por  im- 
prudencia, negligencia,  torpeza  ó  in- 
observancia de  los  reglamentos  haya 
prendido  fuego  involuntariamente  á. 
propiedades  muebles  ó  inmuebles  aje- 


nas. 


Sección  segunda 


Infracciones  relativas  á  la  seguridad  de  la  circu- 
lación en  los  ferrocarriles  y  en   los  buques 

Art.  225.  El  que  voluntariamente  y 
á  sabiendas  haya  destruido  ú  obstruido 
la  vía  férrea  colocando  en  ella  un  obje- 
to que  sea  obstáculo  para  la  circula- 
ción, ó  empleado  un  medio  cualquiera 
para  dificultar  la  marcha  de  los  trenes 
ó  para  hacerlos  descarrilar,  será  casti- 
gado en  caso  de  accidente  con  la  reclu- 
sión de  tres  á  diez  años,  y  si  no  hubiese 
habido  accidentes,  con  la  prisión  de 
seis  meses  á  cinco  años. 

Si  hubieren  resultado  una  ó  más  per- 
sonas heridas,  la  pena  será  de  diez  á 
veinte  años  de  reclusión. 

Si  hubiese  habido  muerte  instantánea 
ó  en  los  cuarenta  días  siguientes  al  ac- 
cidente, se  castigará  al  culpable  con  la 
reclusión  perpetua. 

Art.  226.  El  que  por  torpeza,  impru- 
dencia, negligencia  ó  inobservancia  de 
las  leyes  ó  reglamentos  haya  ocasiona- 
do involuntariamente  en  la  vía  férrea 
ó  en  los  apartaderos  y  estaciones  ó  en 
un  barco  de  vapor,  un  accidente  que 
haya  ocasionado  heridas  ó  una  enfer- 
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medad,  incurrirá  en  la  pena  de  ocho 
días  á  seis  meses  de  prisión  y  multa  de 
50  á  1.000  francos. 

Si  el  accidente  hubiere  ocasionado  la 
muerte  de  una  ó  más  personas,  la  pri- 
sión será  de  tres  meses  ádos  años  y  la 
multa  de  300  á  2.000  francos. 

Art.  22Í.  Incurrirá  en  la  pena  de  seis 
meses  á  dos  años  de  prisión  el  jefe  de 
tren,  el  maquinista  ó  conductor,  ó  el 
guardafreno  que  haya  abandonado  su 
puesto  durante  la  marcha  del  convoy. 

Art.  228.  Se  castigará  cualquiera 
otra  infracción  de  las  leyes  y  reglamen- 
tos sobre  ferrocarriles  con  una  multa 
de  10  á  1.000  francos  y  con  la  prisión  de 
de  un  dia  á  tres  meses. 

Art.  229.  El  que  voluntariamente  ha- 
ya echado  á  pique,  destruido  en  todo  ó 
en  parte,  por  un  medio  que  no  sea  el 
fuego,  embarcaciones  en  las  que  haya 
personas,  incurrirá  en  la  pena  de  seis 
meses  á  cinco  años  de  prisión. 

Si  por  consecuencia  del  citado  delito 
resultaren  heridas  ó  la  muerte  de  una  ó 
más  personas  que  se  hallaren  en  las  em- 
barcaciones al  cometerse  el  crimen, 
la  pena  será,  en  caso  de  heridas,  de 
diez  á  quince  años  de  reclusión,  y  en  el 
de  muerte,  de  reclusión  perpetua. 

Art.  230.  Se  castigará  cualquier  otra 
infracción  de  las  leyes  y  reglamentos 
sobre  las  embarcaciones  con  la  pena 
de  un  día  á  dos  meses  de  prisión  y 
multa  de  10  á  1.000  francos. 


Sección  tercera 

Amenazas  de  atentados  contra  la  seguridad 
pública,  las  personas  ó  los  bienes 

Art.  231.  El  que  por  medio  de  escri- 
to anónimo  ó  firmado  haya  amenaza- 
do, con  orden  ó  bajo  condición,  con  el 


asesinato,  homicidio,  incendio,  enve- 
nenamiento ó  con  un  atentado  cual- 
quiera contra  la  seguridad  pública,  las 
personas  ó  los  bienes,  punible  con 
pena  de  reclusión,  será  castigado  con 
la  de  tres  meses  á  tres  años  de  prisión. 

Si  dicha  amenaza  no  hubiere  ido 
acompañada  de  ninguna  orden  ó  con- 
dición, la  pena  será  de  un  mes  á  un 
año  de  prisión  y  de  una  multa  de  100 
á  500  francos. 

Art.  232.  Si  la  amenaza  hecha  con 
orden  ó  á  condición  hubiere  sido  ver- 
bal, se  castigará  al  culpable  con  la 
pena  de  un  mes  á  un  año  de  prisión  y 
multa  de  100  á  500  francos . 

Se  castigará  la  amenaza  verbal  he- 
cha sin  orden  ó  condición  con  la  pri- 
sión de  un  día  á  tres  meses  ó  con  una 
multa  de  30  á  300  francos. 

Art.  233.  El  que  por  escrito  anónimo 
ó  firmado,  ó  verbalmente,  haya  amena- 
zado, con  orden  ó  bajo  condición,  con 
un  atentado  cualquiera  contra  la  segu- 
ridad pública,  las  personas  ó  los  bie- 
nes, punible  con  la  pena  de  prisión, 
será  castigado  con  penas  de  policía. 

Sección   cuarta 

De  la  evasión  de  los  detenidos. — Encubrimiento 

Art.  234.  Cuando  haya  tenido  lugar 
la  evasión  de  un  detenido,  las  perso- 
nas encargadas  de  la  conducción  ó  de 
la  custodia  del  evadido  serán  castiga- 
das como  sigue. 

Art.  235.  Si  el  evadido  estaba  pro- 
cesado ó  condenado  por  razón  de  un 
crimen,  la  pena,  en  caso  de  negligen- 
cia, será  de  quince  días  á  un  año  de 
prisión,  y  en  el  de  connivencia,  de  uno 
á  cinco  años  de  prisión. 

Si  la  connivencia  fuese  el  resultado 
de  dádivas  ó  promesas  hechas  y  acep- 
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tadas,  la  pena  será  de  tres  á  diez  años 
de  reclusión. 

Art.  236.  En  cualquier  otro  caso  de 
evasión  que  el  previsto  en  el  artículo 
anterior,  la  pena  para  dichos  encarga- 
dos será: 

En  caso  de  negligencia,  de  seis  días 
á  tres  meses  de  prisión; 

En  el  de  connivencia,  de  seis  meses 
á  tres  años  de  prisión. 

Si  la  connivencia  fuere  el  resultado 
de  dádivas  ó  promesas  hechas  y  acep- 
tadas, la  pena  será  de  dos  á  cinco  años 
de  prisión. 

Art.  237.  El  que  no  estando  encar- 
gado de  la  custodia  ó  conducción  de  un 
preso  haya  procurado  ó  facilitado  su 
evasión,  incurrirá,  en  el  caso  previsto 
en  el  art.  235,  en  la  pena  de  un  mes  á 
dos  anos  de  prisión,  y  en  el  caso  del  ar- 
ticulo 236,  en  la  de  seis  días  á  seis  me- 
ses de  prisión. 

Si  la  evasión  ha  sido  procurada  ó 
facilitada  corrompiendo  con  dádivas  ó 
promesas  á  uno  ó  más  de  los  que  esta- 
ban encargados  de  la  conducción  ó 
custodia  de  los  inculpados  ó  detenidos, 
los  culpables  serán  castigados  con  las 
mismas  penas  que  los  que  lo  estu- 
vieran. 

Art.  238.  Si  hubiere  tenido  lugar  la 
evasión,  ó  se  hubiese  intentado  con 
violencias,  amenazas  ó  quebrantamien- 
to de  prisión,  las  penas  contra  los  que 
la  hayan  favorecido,  ó  hayan  propor- 
cionado á  sabiendas  instrumentos  pro- 
pios para  llevarla  á  cabo  serán:  de  dos 
á  cinco  años  de  prisión,  si  el  detenido 
estaba  acusado  ó  condenado  por  un 
crimen,  y  de  tres  meses  á  dos  años  de 
prisión  en  cualquiera  otro  caso. 

Art.  239.  Si  la  evasión  con  fractura 
ó  violencia  hubiese  sido  favorecida  con 
transmisión  de  armas,  los  vigilantes  ó 
conductores  que  hayan  tomado  parte 


en  ella  serán  castigados  con  la  pena  de 
reclusión  de  cinco  á  quince  años,  y  las 
demás  personas  con  la  de  prisión  de 
dos  á  cinco  años. 

Art.  240.  El  preso  que  se  haya  fuga- 
do ó  haya  intentado  fugarse  con  fractu- 
ra de  puertas,  etc.,  de  la  prisión,  ó  con 
violencia,  será  castigado  por  este  solo 
hecho  con  tres  meses  á  un  año  de  pri- 
sión, cumpliendo  esta  pena  inmediata- 
mente después  de  la  espiración  de  la  en 
que  haya  incurrido  por  el  crimen  ó  de- 
lito por  razón  del  cual  fué  detenido,  é  in- 
mediatamente después  de  la  sentencia 
que  le  haya  absuelto  de  dicho  crimen  ó 
delito,  todo  sin  perjuicio  de  las  penas 
más  graves  en  que  haya  podido  incu- 
rrir por  otros  crímenes  ó  delitos  que 
con  su  violencia  haya  cometido. 

Art.  241.  El  que  haya  ocultado  6 
hecho  ocultar  á  personas  que  sabia  es- 
taban condenadas  ó  procesadas  por  un 
crimen,  incurrirá  en  la  pena  de  un  mes 
á  dos  años  de  prisión. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  los 
ascendientes  ó  descendientes,  esposos 
ó  esposas,  aunque  estén  divorciados, 
hermanos  ó  hermanas,  ó  afínes  en  los 
mismos  grados  de  los  criminales 
ocultos. 

Sección  quinta 

De  las  infracciones  cometidas  por  vagabundos 

y  mendigos 

Art.  242.  Son  vagabundos  los  que 
no  tienen  domicilio  cierto,  medio  de 
subsistencia,  ni  ejercen  habitualmente 
oficio  ni  profesión  alguna. 

Art.  243.  El  que  haya  sido  encontra- 
do mendigando  incurrirá  en  la  pena  de 
un  día  á  un  mes  de  prisión. 

Art.  244.  El  vagabundo  ó  el  mendi- 
go que  sin  permiso  del  propietario  ó  de 
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las  personas  de  su  casa,  haya  entra- 
do en  una  habitación  6  sus  dependen- 
cias, incurrirá,  en  la  pena  de  ocho  dtas 
á.dos  meses  de  prisión. 

Art.  245.  Los  mendigos  por  costum- 
bre, los  que  finjan  llagas  ó  achaques,  ó 
los  que  hayan  hecho  uso  de  amenazas, 
incurrirán  en  la  pena  de  seis  días  á  tres 
meses  de  prisión. 

Art.  246.  El  mendigo  ó  vagabundo 
á  quien  se  hayan  encontrado  certifica- 
ciones, pasaportes  ú  hojas  de  ruta  fal- 
sas, ó  que  lleven  armas  ó  se  hallen  pro- 
vistos de  limas,  ganzúas  ú  otros  instru- 
mentos propios,  ya  para  cometer  robos 
ú  otros  crímenes  ó  delitos,  ya  para  pro- 
porcionarse los  medios  de  penetrar  en 
las  casas,  incurrirá  en  la  pena  de  uno 
á  seis  meses  de  prisión. 

Art.  247.  El  mendigo  ó  vagabundo 
que  haya  ejecutado  cualquier  acto  de 
violencia  contra  las  personas,  incurri- 
rá en  la  pena  de  dos  meses  á  dos  años 
de  prisión,  sin  perjuicio  de  mayores  pe- 
nas si  hubiere  lugar  á  ellas,  por  razón 
de  la  clase  y  de  las  circunstancias  de 
la  violencia. 

Art.  248.  Los  padres  ó  tutores  que 
hayan  excitado  á  sus  hijos  á  que  prac- 
tiquen la  mendicidad,  incurrirán  en  la 
pena  de  tres  días  á  tres,  meses  de  pri- 
sión. 

TÍTULO  SÉPTIMO 

DE  LOS  CRÍMENES  Y  DELITOS  CONTRA 
LAS  PERSONAS 

Art.  249.  Se  calificará  de  voluntario 
el  homicidio  cometido  con  la  intención 
de  atentar  contra  una  persona,  aun 
cuando  el  autor  se  haya  equivocado  en 
la  persona  del  que  haya  sido  víctima 
del  atentado. 

Art.  250.    Serán  calificadas  de   vo- 


luntarias las  lesiones  causadas  con  el 
designio  de  atentar  contra  una  perso- 
na, aun  cuando  se  haya  equivocado  el 
autor  en  la  persona  del  que  haya  sido 
víctima  del  atentado. 


Sección  primera 

Atentados  contra    la  vida 

Art.  251.  El  homicidio  voluntaria- 
mente cometido  se  calificará  de  muerte 
violenta  (meurére)  y  se  castigará  con  la 
pena  de  reclusión  de  diez  á  veinte  años. 

Art.  252.  Toda  muerte  violenta  co- 
metida con  premeditación  ó  alevosía  se 
calificará  de  asesinato  y  se  castigará 
con  la  pena  de  reclusión  perpetua. 

Art.  253.  La  muerte  violenta  llevará 
aparejada  la  misma  pena  cuando  la 
haya  precedido,  acompañado  ó  seguido 
otro  crimen. 

Art.  254.  Se  calificará  de  parricida 
y  será  castigado  con  !a  pena  de  reclu- 
sión perpetua,  la  muerte  violenta  de 
los  padres  ú  otros  ascendientes  legíti- 
mos, así  como  la  de  los  padres  natura- 
les ó  adoptivos. 

Art.  255.  Se  calificará  de  envenena- 
miento la  muerte  de  una  persona  por 
el  efecto  de  sustancias  que  pueden  cau- 
sar la  muerte  más  ó  menos  pronto, 
cualquiera  que  sea  el  modo  como  se 
hayan  empleado  ó  administrado  dichas 
sustancias,  y  se  castigará  con  la  re- 
clusión perpetua. 

Art.  256.  Cuando  las  sustancias  em- 
pleadas ó  administradas  con  el  fin  de 
atentar  á  la  vida  de  una  persona  no 
hayan  ocasionado  la  muerte,  se  casti- 
gará al  culpable  con  la  pena  de  reclu- 
sión de  diez  á  veinte  años,  si  hubiere 
resultado  de  esta  tentativa  de  envene- 
namiento una  enfermedad  ó  una  inca*' 
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pacidad  para  el  trabajo  de  más  de  vein- 
te días. 

En  los  demás  casos  se  castigará  con 
la  reclusión  de  cinco  á  diez  años. 

Art.  257.  Se  calificará  de  infan- 
ticidio la  muerte  violenta  dada  á  un 
hijo  al  nacer  ó  inmediatamente  des- 
pués. 

La  madre  culpable  de  infanticidio  in- 
currirá en  la  pena  de  tres  á  diez  años. 

Los  demás  autores  ó  cómplices  serán 
castigados,  según  las  circunstancias, 
como  culpables  de  homicidio  voluntario 
(meurtre),  de  asesinato  ó  de  envenena- 
miento. 

Si  la  muerte  del  niño  fuere  el  resul- 
tado de  la  omisión  voluntaria  de  los 
cuidados  indispensables  para  su  con- 
servación, la  pena  será  do  uno  á  cinco 
años  de  prisión. 

Sección  segunda 

I 

Lesiones  corporales  voluntarias 

Art.  258.  El  que  voluntariamente 
haya  dado  golpes,  causado  heridas  ó 
ejercido  violencias  leves  respecto  de 
una  persona,  incurrirá  en  la  pena  de 
uno  á  quince  días  de  prisión  y  multa 
de  30  á  100  francos,  aun  cuando  di- 
chas violencias  hubieren  dejado  seña- 
les, si  no  hubiere  resultado  ni  enferme- 
dad ni  incapacidad  para  el  trabajo  per- 
sonal, y  no  se  hubiere  hecho  uso  de  nin- 
gún arma  ó  instrumento. 

En  caso  de  premeditación  ó  de  alevo- 
sía, la  pena  será  de  ocho  días  á  tres 
meses  y  multa  de  30  á  200  francos. 

Art.  259.  Si  los  golpes,  heridas  ó 
violencias  hubieren  ocasionado  una 
enfermedad  ó  una  incapacidad  para  el 
trabajo  personal,  de  veinte  días  ó  de 
menos,  incurrirá  el  culpable  en  la  pena 


de  quince  días  á  un  año  de  prisión   y 
multa  de  50  á  300  francos. 

En  caso  de  premeditación  ó  de  ale- 
vosía, la  pena  será  de  un  mes  á  dos 
años  de  prisión. 

Art.  260.  Si  los  golpes,  heridas  ó 
violencias  hubieren  ocasionado  una  en- 
fermedad ó  una  incapacidad  para  el 
trabajo  personal  de  más  de  veinte  días, 
incurrirá  el  culpable  en  la  pena  de  tres 
meses  á  dos  años  de  prisión  y  en  multa 
de  100  á  500  francos. 

En  caso  de  premeditación  ó  de  ale- 
vosía, la  pena  será  de  seis  meses  á  tres 
años  de  prisión. 

Art.  261.  Cuando  el  culpable  haya 
hecho  uso  de  una  arma  ó  instrumen- 
tos, la  pena  será: 

En  el  caso  del  art.  258,  párrafo  1.°,  de 
quince  días  á  tres  meses  de  prisión; 

En  el  del  art.  258,  párrafo  2.°,  de  dos 
á  seis  meses  de  prisión; 

En  el  del  art.  259,  párrafo  1.",  de  tres 
meses  á  dos  años  de  prisión; 

En  el  del  art.  259,  párrafo  2.°,  de  seis 
meses  á  tres  años  de  prisión; 

En  el  del  art.  260,  párrafo  1.°,  de  seis 
meses  á  tres  años  de  prisión; 

En  el  del  art.  260,  párrafo  2.°,  de  uno 
á  cinco  años  de  prisión. 

Art.  262.  Cuando  los  golpes,  heridas 
ó  violencias  hayan  producido,  ya  una 
enfermedad  incurable,  ya  la  pérdida  ó 
mutilación  de  un  miembro  ú  órgano,  ya 
un  achaque  ó  una  deformidad,  perma- 
nente, la  pena  será:  de  dos  á  cinco  años 
de  prisión  si  hubiere  habido  premedita- 
ción y  no  se  hubiere  hecho  uso  de  nin- 
guna arma  ni  instrumento;  de  cinco  á 
diez  años  de  reclusión,  si  el  culpable 
hubiere  obrado  con  premeditación  ó 
con  alevosía,  ó  si  hubiere  hecho  uso  de 
un  arma  ó  de  un  instrumento. 

Art.  263.  Cuando  los  golpes  dados, 
las  heridas  hechas  ó    las   violencias 
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ejercidas  voluntariamente,  pero  sin  in- 
tención de  dar  la  muerte,  la  hayan  oca- 
sionado, sin  embargo,  instantáneamen- 
te ó  en  los  cuarenta  dias  siguientes,  la 
pena  será  de  reclusión  de  tres  á  ocho 
años,  si  no  hubiere  habido  premedita- 
ción y  no  se  hubiere  hecho  uso  de  nin- 
guna arma  ni  instrumento;  la  de  reclu- 
sión de  diez  á  quince  años,  si  el  culpa- 
ble hubiere  obrado  con  premeditación 
ó  con  alevosía  ó  hubiere  hecho  uso  de 
arma  ó  instrumento. 

Art.  264.  El  que  voluntariamente  y 
con  intención  de  perjudicar  haya  co- 
metido en  una  persona  una  mutilación 
ó  la  haya  privado  de  un  miembro  ó  de 
un  órgano,  incurrirá  en  la  pena  de  diez 
á  quince  años  de  reclusión. 

Art.  265.  Cuando  el  culpable  haya 
golpeado  ó  herido  á  sus  padres  legíti- 
mos ,  naturales  ó  adoptivos,  la  pena  será: 

En  el  caso  de  los  artículos  258  á  260, 
de  uno  á  cinco  años  de  prisión,  si  no 
hubiere  habido  premeditación  ni  ale- 
vosía y  no  se  hubiere  hecho  uso  de 
ningún  arma  ni  instrumento;  de  tres  á 
diez  años  de  reclusión,  si  hubiere  habido 
premeditación  ó  alevosía  ó  si  el  culpa- 
ble hubiere  hecho  uso  de  arma  ó  ins- 
trumento. 

En  el  caso  de  los  artículos  262,  263 
y  264,  la  reclusión  será  de  diez  á  veinte 
años. 

Art.  266.  El  que  le  haya  causado  á 
otro  una  enfermedad  ó  una  incapacidad 
para  el  trabajo  personal,  administrán- 
dole de  cualquiera  manera,  pero  volun- 
tariamente y  con  la  intención  de  dañar, 
sustancias  que,  sin  ser  propias  para 
causar  la  muerte,  puedan,  sin  embar- 
go, alterar  gravemente  la  salud,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  seis  meses  á  cinco 
años  de  prisión. 

La  tentativa  de  este  delito  se  castiga- 
rá con  arreglo  al  art.  5.° 


Art.  267.  La  pena  será  de  tres  á  diez 
años  de  reclusión  cuando  dichas  sus- 
tancias hayan  causado  una  enferme- 
dad incurable  ó  una  incapacidad  per- 
manente para  el  trabajo  personal,  6  la 
pérdida  del  uso  de  un  órgano. 

Art.  268.  La  pena  será  de  diez  á 
quince  años,  cuando  estas  sustancias 
administradas  voluntariamente,  pero 
sin  intención  de  causar  la  muerte,  la 
hayan  ocasionado  sin  embargo. 

Art.  269.  El  que  con  alimentos,  bre- 
bajes, medicamentos,  violencias  ó  por 
cualquier  otro  medio  haya  procurado 
hacer  abortar  á  una  mujer  en  cinta, 
será  condenado  á  la  pena  de  prisión  de 
uno  á  cinco  años  si  la  mujer  hubiere 
consentido  en  ello,  y  á  la  reclusión  de 
tres  á  diez  años,  si  la  mujer  no  lo  hu- 
biere consentido. 

Art.  270.  Cuando  los  medios  em- 
pleados con  el  fin  de  hacer  que  aborte 
la  mujer  hayan  causado  la  muerte  de 
ésta,  el  que  los  haya  indicado  ó  admi- 
nistrado será  condenado  á  la  pena  de 
reclusión  de  tres  á  diez  años  si  la  mu- 
jer hubiere  consentido  el  aborto,  y  á  la 
de  reclusión  de  diez  á  quince  años,  si  no 
hubiere  consentido. 

Art.  271.  Incurrirá  en  la  pena  de 
tres  meses  á  dos  años  de  prisión  la 
mujer  que  voluntariamente,  por  sí  mis- 
ma ó  con  la  ayuda  de  otros,  haya  pro- 
curado abortar,  ó  haya  consentido  en 
hacer  uso  de  los  medios  que  se  le  ha- 
yan indicado  ó  administrado  con  este 
objeto,  si  lo  hubieren  producido. 

Art.  272.  En  el  caso  de  los  artículos 
269  y  270,  si  el  culpable  fuere  médico  ó 
cirujano,  partera  ó  farmacéutico,  y  hu- 
biere administrado  voluntariamente  ó 
indicado  á  sabiendas  un  medio  de  ha- 
cer abortar,  fuera  de  los  casos  en  que 
la  ciencia  médica  exija  el  empleo  de 
alguno  de  esos  medios  para  evitar  un 
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mal  mayor,  incurrirá  en  la  pena  de 
tres  á  diez  años  de  reclusión  si  la  mu- 
jer lo  hubiere  consentido;  de  diez  á 
quince  años  de  reclusión,  si  no  lo  hu- 
biere consentido,  y  de  quince  á  veinte 
años  de  reclusión,  si  dichos  medios 
hubieren  causado  la  muerte  de  la 
mujer. 

Sección  tercera 

Homicidio  y  lesiones  corporalos  involuntarias 

Art.  273.  El  que  por  torpeza,  impru- 
dencia, negligencia  ó  inobservancia  de 
los  reglamentos,  involuntariamente  ha- 
ya cometido  un  homicidio  ó  en  esa 
misma  forma  haya  sido  causa  de  él, 
incurrirá  en  la  pena  de  seis  días  á  seis 
meses  de  prisión  y  multa  de  50  á  1.000 
francos. 

Art.  274.  Si  de  la  falta  de  destreza, 
previsión  ó  precaución,  sólo  hubieren 
resultado  golpes  ó  heridas,  una  enfer- 
medad ó  una  lesión  cualquiera,  incu- 
rrirá el  culpable  en  la  pena  de  un  día  á 
un  mes  de  prisión  y  multa  de  30  á;300 
francos,  ó  en  una  sola  de  estas  penas. 

Art.  275.  El  que  por  falta  de  vigilan- 
cia sobre  animales  de  su  propiedad  ó 
confiados  á  su  custodia,  ó  por  falta  de 
precaución,  haya  causado  lesiones  cor- 
porales seguidas  de  muerte,  incurrirá 
en  las  penas  previstas  en  el  art.  273.  Si 
de  esta  falta  de  vigilancia  ó  de  precau- 
ción sólo  hubieren  resultado  heridas, 
una  enfermedad  ó  una  lesión  cualquie- 
ra, se  impondrán  al  culpable  las  penas 
previstas  en  el  art.  274. 

Art.  276.  El  que  involuntariamente 
haya  causado  á  otro  una  enfermedad  ó 
una  incapacidad  para  el  trabajo  perso- 
nal, administrándole  sustancias  pro- 
pias para  producir  la  muerte  ó  altera- 
ran gravemente  la  salud,  incurrirá  en 


la  pena  de  uno  á  seis  meses  de  prisión 
y  multa  de  30  á  500  francos. 

Sección  cuarta 

Atentados  á  la   moral 

§  1.°— Atentados  al  pudor 

Art  277.  El  que  con  violencia  haya 
cometido  un  atentado  al  pudor  contra 
personas  de  uno  ú  otro  sexo,  incurrirá 
en  la  pena  de  uno  á  cinco  años  de  pri- 
sión. 

La  tentativa  de  este  delito  se  castiga- 
rá de  conformidad»  con  el  art.  5.° 

Si  se  hubiere  cometido  el  atentado  en 
la  persona deun  menor  de  catorce  años, 
la  pena  será  de  tres  á  ocho  años  de  re- 
clusión. 

Art.  278.  Incurrirá  en  la  pena  de  un 
mes  á  dos  años  de  prisión  el  que  sin 
violencia  haya  cometido  un  atentado  al 
pudor  en  la  persona  de  un  menor  de 
catorce  años. 

Art.  279.  Incurrirá  en  la  pena  de  tres 
á  diez  años  de  reclusión  el  que  haya 
cometido  el  crimen  de  violación,  ya  por 
medio  de  violencias  ó  amenazas  gra- 
ves, ya  abusando  de  una  persona  que, 
á  consecuencia  de  una  enfermedad,  de 
la  alteración  de  sus  facultades  ó  de  cual- 
quiera otra  causa  accidental,  hubiese 
perdido  el  uso  de  sus  sentidos  ó  la  hu- 
biesen privado  de  ellos  por  artificio. 

Art.  280.  Si  se  hubiere  cometido  el 
delito  en  la  persona  de  un  menor  de  ca- 
torce años,  la  pena  será  de  diez  á  vein- 
te años  de  reclusión. 

Art.  281.  Si  el  culpable  fuere  un  as- 
cendiente de  la  persona  contra  quien  se 
haya  cometido  el  atentado,  si  es  de  la 
clase  de  las  que  tienen  autoridad  sobre 
ella,  si  fuere  su  profesor  ó  su  servidor 
asalariado,  ó  si  hubieren  ayudado  al 
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culpable  una  ó  más  personas,  la  pena 
será: 

En  el  caso  de  los  artículos  277  y  278, 
de  tres  á  diez  años  de  reclusión; 

En  el  del  art.' 279,  la  reclusión  será  de 
diez  á  quince  años; 

En  el  del  art.  280,  la  reclusión  de  quin- 
ce á  veinte  años. 

Art.  282.  Si  del  atentado  previsto  en 
los  artículos  279  á  281  hubiere  resulta- 
do una  enfermedad  incurable,  un  pade- 
cimiento ó  una  deformidad  permanente 
ó  una  absoluta  incapacidad  de  trabajo 
persona],  Ja  pena  será  de  quince  á  vein- 
te años  de  reclusión. 

Si  del  atentado  se  hubiere  seguido  la 
muerte  dé  la  persona  objeto  de  él,  ya 
inmediatamente,  ya  en  los  cuarenta 
días  siguientes,  la  pena  será  de  reclu- 
sión perpetua. 

§  2.°— Bigamia 

Art.  283.  El  que  estando  ligado  por 
lo^  lazos  del  matrimonio,  haya  con- 
traído otro  antes  de  la  disolución  del 
anterior,  incurrirá  en  la  pena  de  uno  á 
cinco  años  de  prisión. 

Igual  pena  se  impondrá  al  funciona- 
rio del  registro  civil  que  haya  prestado 
su  ministerio  á  dicho  matrimonio  sa- 
biendo la  existencia  del  anterior. 

Sección  quinta 

Delitos  contra  la  condición  6  estado  civil  de  las 

personas 

Art.  284.  El  que  habiendo  asistido  á 
un  parto  no  haya  hecho  la  declaración 
prescrita  por  el  art.  56  del  Código  civil 
y  en  el  plazo  fijado  por  el  art.  55  del 
mismo  Código,  incurrirá  en  la  pena  de 
seis  días  á  tres  meses  de  prisión  y  mul- 
ta de  30  á  300  francos. 


Art.  285.  En  la  misma  pena  incurri- 
rá el  que  habiendo  encontrado  un  niño 
recién  nacido  no  haya  hecho  ó  manda- 
do hacer  la  declaración  á  uno  de  los  co- 
misarios de  policía,  si  el  niño  ha  sido 
encontrado  en  la  ciudad  de  Ginebra,  ó 
al  alcalde  si  lo  ha  sido  en  otro  munici- 
pio del  cantón. 

Art.  286.  Los  culpables  de  supresión 
de  estado  civil  de  un  niño,  de  sustitu- 
ción de  uno  por  otro  ó  de  suposición  de 
parto,  incurrirán  en  la  pena  de  tres  á 
diez  años  de  reclusión. 

Si  no  se  probare  que  el  niño  ha  vivi- 
do, la  pena  será  de  seis  meses  á  cinco 
años  de  prisión. 

Si  se  probare  que  el  niño  no  ha  vivi- 
do, la  pena  será  de  seis  días  á  un  mes 
de  prisión. 

Art.  287.  Incurrirá  en  la  pena  de 
tres  meses  á  cinco  años  de  prisión  el 
quede  un  modo  cualquiera  haya  cam- 
biado ó  suprimido  el  estado  civil  de  una 
persona. 

Art.  288.  El  que  haya  robado  ó  man- 
dado robar,  ocultado  ó  mandado  ocul- 
tar á  un  niño  menor  de  siete  años,  in- 
currirá en  la  pena  de  tres  á  diez  años 
de  reclusión,  aun  cuando  el  niño  hubie- 
re seguido  voluntariamente  al  raptor. 

Art.  289.  Los  que  estando  encarga- 
dos de  un  niño  no  lo  vuelvan  á  presen- 
tar á  las  personas  que  tienen  derecho  á 
reclamarlo,  incurrirán  en  la  pena  de 
dos  á  cinco  años  de  prisión. 

Sección  sexta 

Atentados  contra  la  persona  de  un  menor 

§  l.c— Violación  de  los  deberes  para 
con  la  familia.— Malos  tratamientos 
ó  negligencia  para  con  los  niños. 

Art.  290.  Los  padres  que,  para  des- 
hacerse de  ellos,  abandonen  á  sus  hi- 
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jos  en  una  edad  y  en  un  estado  en  que 
no  puedan  bastarse  á  si  mismos,  incu- 
rrirán en  la  pena  de  un  mes  á  tres  años 
de  prisión,  pudiendo  privárseles,  ade- 
más, durante  diez  años  alo  sumo: 
.  1.°  De  los  derechos  de  la  patria  po- 
testad; 

2.°  De  los  derechos  m  encionados  en 
el  art.  12,  párrafos  1.°,  2.°  y  4.° 

Si  el  acto  hubiese  producido  la  muer- 
te ó  una  lesión  permanente  para  el 
cuerpo  ó  la  salud,  se  impondrá  al  cul- 
pable la  pena  de  tres  á  diez  años  de  re- 
clusión. 

Art.  291.  Incurrirá  en  la  pena  de 
ocho  días  á  un  año  de  prisión  el  que, 
pudiendo  atender  con  su  trabajo  á  las 
necesidades  de  sus  hijos  ó  de  su  cón- 
yuge, los  deje  en  la  desnudez  á  conse- 
cuencia de  la  privación  de  alimentos  ó 
ropas  indispensables. 

Podrá  privársele,  además,  durante 
cinco  años  á  lo  sumo,  de  los  derechos 
de  la  patria  potestad. 

Art.  292.  Los  autores  de  malos  tra- 
tamientos graves,  respecto  á9  niños 
menores  de  doce  años,  y  los  que  hayan 
abusado  del  derecho  de  corrección  que 
les  compete  ejerciendo  sobre  los  niños 
colocados  bajo  su  autoridad  violencias 
perjudiciales  para  sus  cuerpos  ó  su  sa- 
lud, incurrirán  en  la  pena  de  quince 
díasá  un  año  de  prisión,  sin  perjuicio 
de  las  peuas  más  graves  previstas  en 
los  artículos  260  y  siguientes,  pudiendo 
privárseles,  además,  duran  te  cinco  años 
á  lo  sumo,  de  los  derechos  de  la  patria 
potestad. 

Art.  293.  Los  saltimbanquis,  los  em- 
presarios de  juegos,  espectáculos  pú- 
blicos de  cierta  clase,  y,  en  general, 
cualquiera  persona  que  exhiba  públi- 
camente, sin  permiso  de  la  autoridad 
competente,  aun  menor  de  diez  años, 
incurrirá  en  la  pena  de  ocho  días  á  un 


año  de  prisión  ó  en  una  multa  de  30  & 
300  francos. 

La  misma  pena  será  aplicable  á  los 
que  hayan  contratado  niños  de  dicha 
edad. 

§  2.°— Exposición  y  abandono  de  niños 

Art.  294.  El  que  haya  expuesto  ó 
mandado  exponer,  abandonado  ó  man- 
dado abandonar,  en  sitio  solitario,  á. 
un  niño  menor  de  siete  años,  incurrirá, 
en  la  pena  de  tres  meses  á  dos  años  de 
prisión. 

La  pena  será  de  uno  á  cinco  años  de 
prisión  si  hubieren  cometido  el  deli- 
to los  padres  legítimos  ó  naturales,  ó 
personas  á  quienes  estaba  confiado  el 
niño. 

Art.  295.  El  que  haya  expuesto  ó 
mandado  exponer  en  sitio  no  solitario 
á  un  niño  que  no  haya  cumplido  siete 
años,  incurrirá  en  la  pena  de  quince 
días  á  un  año  de  prisión. 

Si  hubieren  cometido  el  delito  los  pa- 
dres legítimos  ó  naturales,  ó  personas 
á  quienes  estaba  conñado  el  niño,  la 
pena  será  de  tres  meses  á  dos  años  de 
prisión. 

Art.  296.  Si  de  resultas  de  la  exposi- 
ción hubiere  quedado  mutilado  ó  estro- 
peado el  niño,  la  pena  será,  en  el  caso 
del  art.  294,  de  tres  á  diez  años  de  re- 
clusión; en  el  caso  del  art.  295,  de  seis 
meses  á  cinco  años  de  prisión. 

Si  el  abandono  ó  la  exposición  hu- 
biere causado  la  muerte  del  niño,  la 
pena  será  de  diez  á  quince  años  de  re- 
clusión en  el  caso  del  art.  294,  y  de  tres 
á  diez  años  de  reclusión  en  el  del  ar- 
tículo 295. 

Art.  297.  Exposición  en  sitio  solita- 
rio es  el  acto  de  dejar  al  niño  expuesto 
en  peligro  de  perecer  por  falta  de  so- 
corros, ya  por  razón  de  la  situación  del 
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lugar  en  que  el  niño  ha  sido  expuesto, 
ya  por  razón  de  la  hora  del  día  ó  de  la 
estación  en  que  el  niño  ha  sido  aban- 
donado. 

§  3.°— Rapto  de  menores 

Art.  298.  El  que  con  engaño,  astu- 
cia, violencias  ó  amenazas  haya  robado 
ó  mandado  robar  á  un  menor  ó  lo  haya 
arrebatado,  alejado,  cambiado  de  lugar 
6  mandado  arrebatar,  alejar  ó  cambiar 
de  los  lugares  en  que  haya  sido  puesto 
por  aquellos  á  cuya  autoridad  estaba 
sometido  ó  confiado,  incurrirá  en  la 
pena  de  uno  á  cinco  años  de  prisión. 

Art.  299.  Si  la  persona  robada  ó  se- 
cuestrada fuere  una  joven  menor  de 
dieciséis  años  cumplidos,  la  pena  será 
de  tres  ádiez  años. 

Art.  300.  Cuando  la  joven  menor  de 
dieciseis  años  haya  consentido  su  rapto 
ó  seguido  voluntariamente  al  raptor,  si 
éste  fuera  mayor  de  veintiún  años  in- 
currirá en  la  pena  de  dos  á  cinco  años 
de  prisión. 

Si  el  raptor  fuere  menor  de  veintiún 
años,  incurrirá  en  la  pena  de  tres  me- 
ses á  dos  años  de  prisión. 

Art.  301.  En  el  caso  en  que  se  hubie- 
re desposado  el  raptor  con  la  joven  que 
ha  robado,  sólo  podrá  ser  procesado 
después  de  haber  sido  definitivamente 
declarada  la  nulidad  del  matrimonio,  y 
á  instancias  de  los  que,  según  el  Código 
civil,  tienen  el  derecho  á  solicitar  dicha 
nulidad. 

Sección  séptima 

Denuncia  difamante.— -Difamaciones.— Injurias 

Art.  302.  El  que  haya  hecho,  á  sa- 
biendas, una  denuncia  difamante  por 
escrito  contra  uno  ó  más  individuos  á 


los  funcionarios  judiciales  ó  de  policía 
administrativa  ó  judicial,  incurrirá  en 
la  pena  de  quince  días  á  un  año  de  pri- 
sión y  multa  de  100  á  1.000  francos,  ó 
en  una  sola  de  estas  penas. 

Art.  303.  Toda  alegación  ó  imputa- 
ción de  un  hecho  preciso  que  ofenda  el 
honor  ó  la  consideración  de  la  persona 
ó  de  la  corporación  á  quien  se  impute 
el  hecho,  ó  que  pueda  exponerle  á  un 
proceso  criminal  ó  correccional,  ó  so- 
lamente á  la  odiosidad  ó  al  desprecio 
público,  será  calificada  de  difamación. 

Art.  304.  La  difamación  llevada  á 
cabo  mediante  discursos,  gritos  ó  ame- 
nazas proferidos  en  sitios  ó  reuniones 
públicas  ó  mediante  escritos,  impresos 
ó  no,  dibujos,  grabados,  pinturas,  ven- 
didos ó  repartidos,  puestos  en  venta  ó 
expuestos  en  sitios  ó  reuniones  públi- 
cas, ó  mediante  carteles  ó  anuncios  ex- 
puestos al  público,  será  castigada  con 
la  prisión  de  seis  días  á  un  año  y  multa 
de  30  á  500  francos. 

La  presente  disposición  no  es  aplica- 
ble á  los  hechos  cuya  publicidad  auto- 
rice la  ley  ni  á  los  que  el  autor  de  la 
imputación,  por  la  naturaleza  de  sus 
funciones  ó  de  sus  deberes,  estuviera 
obligado  á  revelar  ó  reprimir. 

Art.  305.  Toda  expresión  ultrajante 
ó  despreciativa  que  no  contenga  la  im- 
putación de  ningún  hecho  preciso,  será 
calificada  de  injuria, 

Art.  306.  La  injuria  cometida  de  he- 
cho por  escrito,  pintura,  dibujos  ó  em- 
blemas, en  cualquiera  de  las  circuns- 
tancias indicadas  en  el  art.  304,  y  con- 
teniendo la  imputación  de  un  determi- 
nado vicio,  será  castigada  con  la  pena 
de  prisión  de  un  día  á  un  mes  y  multa 
de  30  á  300  francos,  ó  con  una  sola  de 
estas  penas. 

Art.  307.  La  difamación  y  la  injuria 
contra   cualquier  cuerpo  constituido, 
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serán  castigadas  de  la  misma  manera 
que  la  difamación  y  la  injuria  dirigidas 
contra  los  individuos. 

Art.  308.  El  inculpado  de  un  delito 
de  difamación  por  imputaciones  dirigi- 
das por  razón  de  los  hechos  relativos  á 
sus  funciones,  ya  contra  los  deposita- 
rios ó  agentes  de  la  autoridad  pública 
ó  contra  cualquier  persona  con  carác- 
ter público,  ya  contra  cualquier  corpo- 
ración, será  admitido  á  probar  por  to- 
doslos  medios  ordinarios  los  hechos  im- 
putados, salvo  la  prueba  contraria  por 
los  mismos  medios.  Si  se  tratare  de  un 
hecho  relativo  á  la  vidaprivada,  el  autor 
de  la  imputación  no  podrá  hacer  valer 
para  su  defensa  ninguna  otra  prueba 
que  la  que  resulte  de  una  sentenciaó  de 
cualquiera  otro  documento  auténtico. 

La  prueba  de  los  hechos  imputados 
en  esos  casos  pondrá  al  autor  de  la 
imputación  al  abrigo  de  toda  pena. 

Cuando  los  hechos  imputados  sean 
punibles  según  la  ley,  y  los  haya  de- 
nunciado el  autor  de  la  imputación,  se 
sobreseerá,  durante  la  instrucción  ó 
averiguación  de  estos  hechos,  en  el 
procesamiento  y  sentencia  del  delito 
de  difamación. 

Art.  309.  Cuando  exista  al  cometer- 
se el  delito  una  prueba  legal  de  los  he- 
chos imputados,  si  se  probase  que  el 
inculpado  ha  hecho  la  imputación  con 
el  único  objeto  de  perjudicar  y  sin  nin- 
gún motivo  de  interés  público  ni  priva- 
do, incurrirá  en  la  pena  de  uno  á  ocho 
días  de  prisión  ó  en  una  multa  de  30  á 
300  francos. 

En  la  misma  pena  incurrirá  todo  el 
que,  después  de  cumplida  ó  de  haber 
prescrito  su  condena,  haya  reprochado 
públicamente,  ya  al  mismo  condenado, 
ya  á  alguno  de  sus  parientes  consan- 
guíneos ó  por  afinidad  en  primero  ó  se- 
gundo grado, 


Art.  310.  En  todos  estos  casos  po- 
drán ordenar  los  jueces  que  se  impri- 
ma y  se  fije  en  público  la  sentencia  á. 
costa  del  condenado. 

Podrán  ordenar  asimismo  la  confis- 
cación de  los  dibujos,  grabados,  pintu- 
ras, carteles,  anuncios  y  escritos  im- 
presos ya  recogidos  ó  de  los  que  ulte- 
riormente puedan  hallarse  en  casa  de 
cualquier  vendedor  ó  repartidor. 

Art.  311.  Si  la  difamación  ó  la  inju- 
ria se  hubiere  llevado  á  cabo  en  un  pe- 
riódico  ó  en  otro  escrito  impreso  y  pu- 
blicado en  el  cantón,  podrá  condenar- 
se al  editor  á  que  inserte  en  él  el  ex- 
tracto de  la  sentencia  conteniendo  ios 
motivos  y  la  parte  dispositiva,  y  esto 
en  uno  de  los  primeros  números  que 
vean  la  luz  después  de  la  condena,  so 
pena  de  multa  de  25  francos  por  cada 
dia  de  retraso. 

Art.  312.  La  injuria  que  no  se  haya 
proferido  en  sitios  ó  reuniones  públi- 
cas, ó  que  no  contenga  la  imputación 
de  ningún  vicio  determinado,  sólo  dará, 
lugar  á  penas  de  policía. 

Art.  313.    No  darán  lugar  á  procesa- 

■ 

miento  represivo  los  discursos  pronun- 
ciados ó  los  escritos  presentados  ante 
los  tribunales,  cuando  dichos  discursos 
ó  escritos  sean  relativos  ala  causa  ó  á, 
las  partes. 

Podrán,  sin  embargo,  decretar  los 
jueces  que  conozcan  de  la  causa,  al 
estatuir  sobre  el  fondo,  la  supresión  de 
los  escritos  injuriosos  ó  difamatorios 
y  condenar  á  quien  proceda  á  daños  y 
perjuicios.  También  podrán  los  jueces, 
en  el  mismo  caso,  hacer  las  corres- 
pondientes intimaciones  á  los  abo- 
gados y  funcionarios  del  Ministerio  pú- 
blico. 

No  obstante,  los  hechos  difamatorios 
extraños  á  la  causa  ó  á  las  partes  po- 
drán dar  lugar  á  que  se  incoe  la  acción 
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pública,  6  la  acción  civil  por  las  partes 
ó  por  terceros. 

Art.  314.  Guando  la  difamación  ó  in- 
juria que  se  haya  dirigido  contra  el  Go- 
bierno del  cantón  de  Ginebra,  6  de  uno 
de  los  cantones  confederados,  contra 
Gobiernos  extranjeros,  cuerpos  cons- 
tituidos ó  administraciones  publicas 
del  cantón,  magistrados  del  orden  ad- 
ministrativo ó  judicial,  ó  contra  los  mi- 
nistros de  un  culto  por  hechos  relativos 
á  sus  atribuciones,  funciones  ó  minis. 
terio,  el  Procurador  general  sólo  perse- 
guirá esos  delitos  cuando  hayan  sido 
denunciados  por  el  Consejo  de  Estado 
ó  á  instancia  de  las  partes  que  se 
crean  difamadas  ó  injuriadas. 

Art.  315.  Si  se  hubieren  dirigido  la 
difamación  ó  la  injuria  contra  particu- 
lares, la  parte  que  se  crea  difamada  ó 
injuriada  perseguirá  directamente  á 
los  culpables  ante  los  tribunales  com- 
petentes. 

TITULO  OCTAVO 

CRÍMENES    Y  DELIT08  CONTRA  LO^  BIENES 

Sección  primera 

De  los  robos 

Art.  316.  El  que  fraudulentamente 
sustraiga  una  cosa  que  no  le  pertenez- 
ca será  culpable  de  ro6o. 

Art.  317.  Sólo  darán  lugar  á  repara- 
ciones civiles  las  sustracciones  cometi- 
das por  los  mandos  en  perjuicio  de  sus 
mujeres,  ó  por  éstas  en  perjuicio  de 
aquéllos,  por  un  viudo  ó  viuda  en  cuan- 
to á  las  cosas  que  habían  pertenecido  al 
cónyuge  difunto;  por  descendientes  en 
perjuicio  de  sus  ascendientes,  por  éstos 
en  perjuicio  de  aquéllos,  ó  por  afines 
en  los  mismos  grados. 


Cualquiera  otra  persona  que  haya  te- 
nido parte  en  esos  robos  ó  encubierto 
todo  ó  parte  de  los  objetos  robados, 
será  castigada  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  318.  Incurrirán  en  la  pena  de 
diez  á  quince  años  de  reclusión  los  in- 
dividuos autores  de  robos  cometidos 
concurriendo  las  cinco  circunstancias 
siguientes: 

1.°    Que  se  haya  cometido  de  noche; 

2.°  Que  se  haya  cometido  por  dos  ó 
más  personas; 

3.°  Que  los  culpables,  ó  uno  de  ellos, 
llevasen  armas  ostensibles  ú  ocultas; 

4.0  vQue  hayan  cometido  el  crimen 
con  violencia  ó  amenaza  de  hacer  uso 
de  sus  armas; 

5.°  Que  hayan  cometido  el  crimen 
por  medio  de  fractura,  escalo  ó  llaves 
falsas,  en  una  casa,  cuarto  ó  alojamien- 
to habitados  ó  que  sirvan  de  vivienda, 
ó  en  sus  dependencias,  ó  bien  tomando 
el  titulo  ó  las  insignias  de  un  funciona- 
rio público,  ó  alegando  una  orden  falsa 
de  la  autoridad  pública. 

Art.  319.  Se  impondrá  la  pena  de  re- 
clusión de  cinco  á  diez  años  á  los  indi- 
viduos culpables  de  robo  cometido  con 
la  reunión  de  tres  de  las  circunstancias 
mencionadas  en  el  articulo  anterior. 

Art.  320.  Si  se  hubiere  cometido  el 
robo  con  violencia  ó  por  medio  de  es- 
calo, fractura  ó  llaves  falsas,  será  cas- 
tigado con  la  reclusión  de  tres  á  ocho 
años,  aun  cuando  la  fractura,  escalo  ó 
empleo  de  llaves  falsas  hayan  tenido 
lugar  en  edificios,  parques  ó  cercados 
que  no  sirvieran  de  vivienda  ni  depen- 
diesen de  casas  habitadas. 

Art.  321.  La  pena  será  siempre  Ja  de 
reclusión  de  diez  á  veinte  años  si  las 
violencias  hubieren  dejado  huellas  de 
heridas  ó  contusiones,  ó  hubieren  pro- 
ducido una  enfermedad  ó  lesión  perma- 
nente. 
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Si  las  violencias  llevadas  á  cabo  sin 
intención  de  producir  la  muerte,  la  hu» 
biere  ocasionado  sin  embargo,  la  pena 
será  de  reclusión  perpetua. 

Se  asimilirá  al  caso  de  robo  cometido 
por  medio  de  violencia  el  en  que  el  la- 
drón, sorprendido  en  flagrante  delito, 
haya  llevado  á  cabo  violencias,  ya  para 
mantenerse  en  posesión  de  los  obje- 
tos sustraídos,  ya  para  asegurar  su 
fuga. 

Art.  322.  Se  impondrá  la  pena  de  re- 
clusión de  tres  á  diez  años  á  todo  indi- 
viduo culpable  de  robo  cometido  en  uno 
de  los  casos  siguientes,  cuando  el  valor 
de  los  objetos  robados  pasare  de  200 
francos: 

1.°  Si  el  ladrón  fuere  un  criado  ó  un 
servidor  asalariado,  aun  cuando  haya 
cometido  el  robo  respecto  de  personas 
á  quienes  no  sirviera,  pero  que  se  ha- 
llaran en  casa  de  su  amo  ó  en  la  en  que 
le  acompañaba,  ó  si  fuere  un  obrero, 
escribiente,  empleado  ó  aprendiz  en  la 
casa,  taller  ó  almacén  de  su  principal, 
ó  un  individuo  que  trabajara  habitual- 
mente  en  la  habitación  donde  haya  ro- 
bado; 

2.°  Si  hubieren  cometido  el  robo  un 
posadero,  fondista,  carretero,  batelero 
ó  uno  de  sus  encargados,  cuando  ha- 
yan robado  todo  ó  parte  de  las  cosas 
que  se  les  hubiere  confiado  como  tales, 
ó,  por  último,  si  el  culpable  hubiere  co- 
metido el  robo  en  la  posada  ó  fonda 
donde  se  hospedaba. 

Art.  323.  En  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo 322,  si  el  valor  de  los  objetos  ro- 
bados fuere  inferior  á  200  francos,  será 
la  pena  de  uno  á  cinco  años  de  prisión. 

Se  castigará  la  tentativa  de  este  deli- 
to con  arreglo  al  art.  5.° 

Art.  324.  El  que  en  los  campos  haya 
robado  caballos  ó  bestias  de  carga,  de 
tiro  ó  de  montar,  reses  mayores  ó  me- 


nores, incurrirá  en  la  pena  de  tres  me- 
ses á  tres  años. 

Si  se  hubiere  llevado  á  cabo  el  robo 
de  noche  y  por  dos  6  más  individuos , 
la  pena  será  de  seis  meses  á  cinco 
años. 

Art.  325.  El  que  haya  robado  en  el 
campo  instrumentos  de  agricultura, 
cosechas  ú  otros  productos  útiles  de  la 
tierra,  ya  separados  del  suelo  y  no  re- 
cogidos todavía  ni  puestos  en  la  era,  ó 
maderas  en  montón,  incurrirá  en  la 
pena  de  dos  meses  á  dos  años  de  pri- 
sión. 

Lo  mismo  sucederá  con  las  piedras 
en  las  canteras  ó  con  los  peces  en  los 
estanques,  viveros  ó  depósitos. 

Si  el  robo  se  hubiere  cometido  de  no- 
che ó  por,dos  ó  más  personas,  con  ca- 
rro ó  con  bestias  de  carga,  la  pena 
será  de  tres  meses  á  cuatro  años. 

Art.  326.  Cuando  el  robo  de  cose- 
chas ú  otros  productos  útiles  de  la  tie- 
rra, que  antes  de  ser  sustraídos  no  ha- 
bían sido  todavía  separados  del  suelo, 
se  haya  llevado  á  cabo  con  cestas,  sa- 
cos ú  Stros  envases  equivalentes,  ó 
utilizando  para  ello  carros  ó  bestias  de 
carga,  ó  de  noche  y  por  dos  ó  más  per- 
sonas, la  pena  será  de  un  mes  á  un  año 
de  prisión. 

Art.  327.  Se  castigará  con  arreglo 
al  art.  5.°  la  tentiva  de  los  delitos  men- 
cionados en  los  artículos  324  á  326. 

Art.  328.  Se  castigarán  con  penas 
de  policía  las  demás  sustracciones  de 
cosechas  ó  productos  de  la  tierra. 

Art.  329.  Los  demás  autores  de  ro- 
bos no  especificados  en  la  presente 
sección,  de  hurtos  ó  de  raterías,  serán 
castigados  con  la  pena  de  prisión  de 
tres  meses  á  cinco  años. 

Podrá  imponerse  además  á  los  cul- 
pables la  interdicción,  durante  diez 
años,  á  lo  sumo,  de  todo  ó  parte  de  los 
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derechos  mencionados  en  el  art.  12. 

Se  castigará  con  arreglo  al  art.  5.°  la 
tentativa  de  estos  delitos. 

Si  el  valor  de  los  objetos  sustraídos 
pasase  de  500  francos,  la  pena  será  de 
tres  á  ocho  años  de  reclusión. 

Art.  330.  Incurrirán  en  la  pena  de 
un  mes  á  dos  años  de  prisión: 

1.°  Los  que  habiéndose  encontrado 
una  cosa  mueble  perteneciente  á  otro, 
ó  habiendo  logrado  su  posesión  por 
casualidad  se  la  hayan  apropiado  frau- 
dulentamente ó  la  hayan  entregado  á 
terceros  del  mismo  modo; 

2.°  Los  que  habiendo  descubierto 
un  tesoro  se  lo  hayan  apropiado  con 
perjuicio  de  las  personas  á  quienes  la 
ley  atribuye  parte  de  él. 

Sección  segunda 

Extorsión 

.  Art.  331.  El  que  con  violencias,  por 
la  fuerza  ó  por  otro  medio  violento  ha- 
ya arrancado  la  firma  ó  la  entrega,  ya 
de  un  escrito,  de  una  acta,  de  un  título, 
ó  de  un  documento  cualquiera  que  con- 
tenga ó  constituya  obligación,  disposi- 
ción ó  descargo,  ya  de  fondos,  valores, 
billetes  ú  objetos  muebles,  incurrirá 
en  la  pena  de  tres  á  diez  años  de  reclu- 
sión. 

Si  la  violencia  por  cuyo  medio  se  co- 
metió el  crimen  hubiere  dejado  huella 
de  heridas  ó  contusionos,  la  pena  será 
de  diez  á  quince  años  de  reclusión. 

Art.  332.  El  que  por  medio  de  ame- 
naza, escrita  ó  verbal,  de  revelaciones 
ó  de  imputaciones  difamantes  haya  lo- 
grado que  se  le  entreguen  fondos  ó  va- 
lores, ó  la  firma  ó  entrega  de  los  escri- 
tos enumerados  en  el  artículo  anterior, 
incurrirá  en  la  pena  de  seis  meses  á 
cinco  años  de  prisión. 


La  tentativa  de  este  delito  se  castiga- 
rá con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  333.  El  que  haya  abusado  de 
las  necesidades,  debilidades  ó  pasiones 
de  un  menor  para  hacerle  suscribir  en 
su  perjuicio  obligaciones,  recibos  ó  des- 
cargos por  préstamo  de  dinero  ó  de  co- 
sas muebles  ó  cualesquiera  otros  efec- 
tos obligatorios  bajo  cualquier  forma 
que  se  haya  hecho  ó  simulado  esta  ne- 
gociación, incurrirá  en  la  pena  de  dos 
meses  á  cinco  años  de  prisión. 

Sección  tercera 

Del    encubrimiento 

Art.  334.  Los  que  á  sabiendas,  pero 
sin  concierto  previo,  hayan  ocultado  en 
todo  ó  en  parte  las  cosas  robadas,  sus- 
traídas ó  logradas  por  medio  de  un  de- 
lito, incurrirán  en  la  pena  de  un  mes  á 
cinco  años  de  prisión. 

La  pena  será  de  tres  á  ocho  años  de 
reclusión,  si  se  hubieren  logrado,  roba- 
do ó  sustraído  las  cosas  ocultas  por 
medio  de  un  crimen. 

Art.  335.  Serán  condenados  á  la  re- 
clusión de  diez  á  veinte  años  los  encu- 
bridores designados  en  el  artículo  an- 
terior, en  el  caso  en  que  la  reclusión 
perpetua  sea  aplicable  á  los  autores  del 
crimen,  si  fueren  convictos  de  haber  te- 
nido conocimiento  al  hacer  el  encubri- 
miento, de  las  circunstancias  á  que  la 
ley  aplica  la  pena  de  reclusión  per- 
petua. 

Art.  336.  Los  encubridores  por  cos- 
tumbre, los  que  tienen  por  oficio  el  ser 
encubridores  de  los  objetos  robados, 
sustraídos  ó  logrados  por  medio  de  un 
crimen  ó  delito,  los  que  se  presten  á 
serlo  después  de  haberse  concertado 
con  el  autor  del  crimen  ó  delito,  incurrí- 
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rán  en  la  pena  de  reclusión  de  tres  á 
quince  años. 

Sección  cuarta 

Destrucciones.— Deterioros.— Daños 

§  1.°— En  bienes  inmuebles 

Art.  337.  El  que  voluntariamente 
haya  destruido  ó  derribado,  por  cual- 
quier medio  que  sea,  en  todo  ó  en  par- 
te, edificios,  puentes,  diques,  calzadas 
ú  otras  construcciones  no  menciona- 
das en  el  art.  203,  sabiendo  que  pertene- 
cían á  otro,  incurrirá  en  la  pena  de  un 
mes  á  dos  años  de  prisión. 

Si  á  consecuencia  del  delito  anterior 
hubieren  resultado  heridas  ó  una  enfer- 
medad para  una  ó  más  personas  que 
se  hallaran  allí,  con  conocimiento  del 
autor,  al  llevarse  á  cabo  la  destrucción, 
la  pena  será  de  tres  á  diez  años  de  re- 
clusión. 

La  pena  será  de  diez  á  quince  años  de 
reclusión  si  de  resultas  hubiere  muerto 
alguna  de  estas  personas. 

Art.  338.  Incurrirán  en  la  multa  de 
50  á  500  francos  los  propietarios  ó  arren- 
datarios, ó  cualquiera  otra  persona  que 
disfrute  de  molinos,  fábricas  ó  estan- 
ques que  de  resultas  de  la  elevación  del 
vertedero  de  sus  aguas  sobre  la  altura 
determinada  por  la  autoridad  compe- 
tente, hayan  inundado  los  caminos  ó 
fincas  ajenas. 

Se  aplicará  la  misma  pena  á  los  que 
voluntariamente  hayan  puesto  algún 
obstáculo  á  la  libre  salida  de  las  aguas 
de  las  fincas  colindantes,  de  conformi- 
dad con  la  ley  de  18  de  Mayo  de  1857. 

Si  de  dichos  hechos  hubieren  resulta- 
do algunos  deterioros,  la  pena  será, 
además  de  la  multa,  la  de  seis  días  á 
un  mes  de  prisión. 


Art.  339.  Incurrirá  en  las  mismas 
penas,  según  las  distinciones  estable- 
cidas en  el  artículo  anterior,  el  que  ma- 
lévola ó  intencionalmente  haya  inunda- 
do casa,  propiedad  ajena  ó  le  haya  cer- 
cado las  aguas  de  una  manera  perju- 
dicial. 

$2."— En  bienes  muebles 

Art.  340.  Toda  destrucción,  destro- 
zo, deterioro  de  géneros,  mercancías, 
efectos  ú  otros  bienes  muebles  ajenos 
llevada  á  cabo  por  medio  de  violencia 
ó  amenazas,  se  castigará  con  la  prisión 
de  tres  meses  á  cinco  años. 

Si  el  hecho  se  hubiere  cometido  en 
grupo  ó  en  banda,  la  pena  será  de  tres 
á  diez  años  de  reclusión,  todo  sin  per- 
juicio de  penas  mayores  si  de  estas  vio- 
lencias hubieren  resultado  heridas,  una 
enfermedad  ó  la  muerte. 

Art.  341.  El  que  voluntariamente 
haya  destruido  una  máquina  que  servía 
para  las  artes,  la  industria  ó  la  agricul- 
tura y  perteneciente  á  otro,  incurrirá  en 
la  pena  de  quince  días  á  tres  años  de 
prisión  y  multa  de  50  á  500  francos. 

Art.  342.  Incurrirá  en  la  pena  de  un 
mes  á  un  año  de  prisión  y  multa  de 
30  á  300  francos,  el  que  por  medio  de  un 
licor  corrosivo  ó  por  cualquiera  otro, 
haya  alterado  ó  deteriorado  voluntaria- 
mente mercancías  ó  materias  que  sir- 
van para  la  fabricación. 

La  prisión  será  de  seis  meses  á  tres 
años  si  hubiere  cometido  el  delito  un 
aprendiz,  obrero,  subordinado,  ó  cual- 
quiera otra  persona  empleada  en  la  fá- 
brica, taller  ó  casa  de  comercio. 

Art.  313.  Incurrirá  en  la  pena  de  un 
mes  á  dos  años  de  prisión  el  que  volun- 
tariamente haya  echado  á  pique  ó  des- 
truido, por  un  medio  que  no  sea  el  fue- 
go, barcas  ó  buques. 
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§  3.°— En  papeles  y  títulos 

Art.  344.  El  que  voluntariamente  y 
con  un  fin  malévolo  haya  quemado  ó 
destruido,  de  un  modo  cualquiera,  li- 
bros, minutas,  ó  documentos  originales 
de  la  autoridad  pública,  títulos,  billetes, 
letras  de  cambio,  efectos  de  comercio  ó 
de  banca,  que  contengan  ó  constituyan 
obligación,  disposición  ó  descargo  será 
castigado  como  sigue: 

Si  los  documentos  destruidos  fueren 
actas  de  la  autoridad  pública,  un  tes- 
tamento ológrafo  ó  efectos  de  comercio 
ó  de  banca,  la  pena  será  de  tres  á  ocho 
años  de  reclusión; 

Si  se  tratare  de  cualquier  otro  docu- 
mento, la  pena  será  de  seis  meses  á  tres 
años  de  prisión. 

§  4.°— En  animales 

Art.  345.  El  que  voluntariamente 
haya  envenenado  caballos  ú  otros  ani- 
males, de  tiro,  de  silla  ó  de  carga,  re- 
ses  mayores,  carneros,  cabras  ó  cer- 
dos, peces  en  estanques,  viveros  ó  de- 
pósitos, aun  cuando  no  hubieren  pere- 
cido dichos  animales,  incurrirá  en  la 
pena  de  tres  meses  á  tres  años  de  pri- 
sión y  multa  de  30  á  300  francos. 

Art.  346.  El  que  haya  arrojado  en  un 
río,  arroyo,  en  el  Lago,  en  un  canal, 
riachuelo,  estanque,  vivero  ó  depósito, 
sustancias  que  puedan  destruir  la  pes- 
ca y  con  el  fin  de  conseguir  este  resul- 
tado, incurrirá  en  la  pena  de  ocho  días 
á  tres  meses  de  prisión  y  multa  de  30 
á.  300  francos,  ó  en  una  sola  de  estas 
penas. 

Art.  347.  El  que  voluntariamente  y 
sin  necesidad  haya  matado  alguno  de 
los  animales  mencionados  en  el  art.  345 

Tomo  VIII.— Inktiti  cionfs  jurídicas. 


ó  haya  causado  una  lesión  grave,  in- 
currirá en  las  penas  siguientes: 

Si  se  hubiere  cometido  el  delito  en 
edificios,  cercados  y  dependencias,  ó 
en  las  tierras  de  que  sea  propietario,  in- 
quilino,  colono  ó  arrendatario  el  dueño 
del  animal  muerto  ó  herido,  la  pena 
será  de  uno  á  seis  meses  de  prisión  y 
multa  de  50  á  500  francos; 

Si  se  hubiere  cometido  en  los  lugares 
de  que  era  propietario,  inquilino,  colo- 
no ó  arrendatario  el  culpable,  la  pena 
será  de  ocho  días  á  un  mes  de  prisión  y 
multa  de  30  á  100  francos; 

Si  se  hubiere  cometido  en  cualquier 
otro  lugar,  la  pena  será  dé  quince  días 
á  dos  meses  de  prisión  y  multa  de  50 
á  200  francos. 

Art.  348.  El  que  intencionalmente  y 
sin  necesidad  haya  matado  un  animal 
doméstico  cualquiera,  distinto  de  los 
antes  enumerados,  ó  le  haya  causado 
una  lesión  grave  en  un  lugar  de  que  sea 
propietario,  inquilino,  usufructuario, 
granjero  ó  arrendatario  aquel  á  quien 
el  animal  pertenezca,  incurrirá  en  la 
pena  de  ocho  días  á  tres  meses  de  pri- 
sión y  multa  de  30  á  200  francos. 

Si  el  hecho  se  hubiere  llevado  á  cabo 
de  noche,  el  máximum  se  elevará  al 
doble. 


§  5.°  —  Delitos  rurales.  —  Destrucción 
ó  deterioro  de  cercas 

Art.  349.  Toda  rotura,  destrucción 
de  instrumentos  agrícolas,  de  majadas 
ó  de  cabanas  de  guarda,  hecha  con  in- 
tención de  perjudicar,  será  castigada 
con  la  prisión  de  seis  días  á  un  año. 

Art.  350.  El  que  con  intención  malé- 
vola haya  cortado  ó  devastado  cose- 
chas en  pie  ó  plantas  que  hayan  brota- 
do naturalmente  ó  plantadas  por  mano 
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de  hombre,  incurrirá  en  la  pena  de  un 
mes  á  dos  años  de  prisión. 

Art.  351.  Incurrirá  en  la  pena  de 
ocho  días  á  tres  meses  de  prisión  y  mul- 
ta de  30  á  200  francos,  todo  el  que  con 
mala  intención  haya  segado  mieses  ó 
forraje  sabiendo  que  pertenecían  á 
otro,  devastado  un  campo  sembrado  ó 
esparcido  en  un  campo  simiente  de  ci- 
zaña ó  de  cualquier  otra  planta  perju- 
dicial. 

Art.  352.  El  que  intencionalmente 
haya  derribado,  cortado,  mutilado  ó 
descortezado,  de  manera  que  los  haga 
secarse  ó  estropee  gravemente,  uno  ó 
más  árboles,  sabiendo  que  pertenecían 
á  otro,  incurrirá  en  la  pena  de  seis  días 
á  seis  meses  de  prisión  y  multa  de  30 
á  300  francos. 

Si  hubiere  destrucción  de  uno  ó  más 
ingertos,  la  pena  será  de  tres  días  á 
tres  meses  de  prisión  y  multa  de  30 
á  300  francos. 

Si  los  árboles  estuvieren  plantados 
en  paseos  ó  plazas  públicas,  la  pena 
será  de  quince  dias  á  un  año  de  pri- 
sión. 

Art.  353.  Incurrirá  en  la  pena  de 
ocho  días  á  un  año  de  prisión  y  multa 
de  30  á  300  francos,  ó  en  una  sola  de 
estas  penas,  el  que  en  todo  ó  en  parte 
haya  cegado  fosos,  destruido  cercas 
rurales  ó  urbanas,  cualesquiera  que 
fueren  los  materiales  con  que  estuvie- 
ren hechas,  roto  ó  estropeado  facha- 
das, cortado  ó  arrancado  setos  vivos  ó 
secos,  variado  de  lugar  ó  suprimido  mo- 
jones, árboles,  arbustos,  etc.,  planta- 
dos, ó  que  sirvan  para  establecer  el  lí- 
mite entre  diferentes  heredades. 

La  misma  pena  se  aplicará  á  los  que 
hayan  destruido  tuberías  para  agua  ó 
zanjas  de  desagüe,  establecidas  de  con- 
formidad con  la  ley  de  10  de  Mayo 
de  1857. 


Art.  354.  Incurrirá  en  la  pena  de  tres 
días  á  un  mes  de  prisión,  ó  en  una  mul- 
ta de  30  á  300  francos,  el  poseedor  ó 
guarda  de  animales  ó  de  ganados  sos- 
pechosos de  estar  infestados  de  enfer- 
medad contagiosa,  que  no  haya  avisado 
en  seguida  al  alcalde  del  municipio 
donde  se  hallen,  y  que,  antes  de  que 
haya  contestado  el  alcalde  al  aviso,  no 
los  haya  tenido  encerrados. 

Art.  355.  Incurrirán  en  la  pena  de 
quince  dias  á  tres  meses  de  prisión  y 
multa  de  100  á  500  francos  los  que  con 
menosprecio  de  las  prohibiciones  de  la 
Administración  hayan  dejado  que  sus 
animales  ó  ganados  infestados  se  co- 
municasen con  otros. 

Art.  356.  Si  de  la  comunicación 
mencionada  en  el  articulo  anterior  hu  - 
biere  resultado  un  contagie  entre  los 
demás  animales,  los  que  hayan  faltado 
á  las  prohibiciones  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa incurrirán  en  la  pena  de 
tres  meses  á  tres  años  de  prisión  y 
multa  de  100  á  1.000  francos;  todo  sin 
perjuicio  de  la  ejecución  de  las  leyes  y 
reglamentos  relativos  á  las  enferme- 
dades epizoóticas. 

Sección  quinta 

Trabas  puestas  á  la  libertad  de  subastas  públi- 
cas.— Sustracción  ó  destrucción  de  objetos  em- 
bargados ó  dados  en  prenda. 

Art.  357.  Los  que  en  las  adjudica- 
ciones públicas  de  la  propiedad,  usu- 
fructo ó  alquiler  de  cosas  muebles  ó 
inmuebles  de  una  empresa,  de  un  su- 
ministro, de  una  explotación  ó  de  un 
servicio  cualquiera,  hayan  puesto  tra- 
bas ó  dificultado  la  libertad  de  la  su- 
basta ó  impedido  presentar  proposicio- 
nes, por  vías  de  hecho,  violencias  ó 
amenazas,  ya  antes,  ya  durante  las 
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subastas  ó  presentación  de  las  propo- 
siciones, incurrirán  en  la  pena  de  quin- 
ce días  á  tres  meses  de  prisión  y  multa 
de  50  á  500  francos. 

Art.  358.  El  ejecutado  que  haya  des- 
truido ó  sustraído  objetos  embargados 
en  perjuicio  suyo  y  confiados  á  su  cus- 
todia, incurrirá  en  la  pena  de  un  mes  á 
un  año  de  prisión. 

Si  los  objetos  estaban  confiados  á  la 
custodia  de  tercero,  la  pena  será  de  dos 
meses  ádos  años  de  prisión. 

Se  castigará  con  arreglo  al  art.  5.° 
la  tentativa  de  estos  delitos. 

Art.  359.  Incurrirá  en  la  pena  de 
dos  meses  á  dos  años  de  prisión  el  deu- 
dor, el  que  tom  a  á  préstamo,  ó  el  terce- 
ro donante  de  prenda  que  haya  destruí- 
do  ó  sustraído  objetos  dados  por  él  en 
este  concepto. 

Se  castigará  con  arreglo  al  art.  5.°  la 
tentativa  de  este  delito. 

TÍTULO    NOVENO 

DE  LA8  DIFERENTES   CLASES  DE   FRAUDES 

Sección  primera 

Abuso  de  confianza 

Art.  360.  El  que  abusando  de  la  fir- 
ma en  blanco  que  se  le  haya  confiado 
haya  escrito  fraudulentamente  por  en- 
cima una  obligación  ó  descargo,  ó  cual- 
quiera otro  acto  que  pueda  comprome- 
ter la  persona  ó  la  fortuna  del  firman- 
te, incurrirá  en  la  pena  de  seis  meses 
á  cinco  años  de  prisión. 

En  el  caso  en  que  la  firma  en  blanco 
no  hubiere  sido  confiada  al  que  abusó 
de  ella,  se  procesará  á  éste  como  falsi- 
ficador, y  se  le  castigará  como  tal. 

En  todos  los  casos,  el  que  haya  he- 
cho uso  de  una  firma  en  blanco  sabien- 


do que  se  había  abusado  de  ella,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  tres  meses  á  tres 
años  de  prisión. 

Art.  361.  El  que  haya  sustraído  ó 
disipado  en  perjuicio  del  propietario, 
poseedor  ó  detentador,  efectos,  dinero, 
mercancías,  billetes,  recibos  ó  cuales- 
quiera otros  escritos  que  contengan  ó 
constituyan  obligación  ó  descargo,  que 
sólo  le  hubieren  sido  entregados  á  títu- 
lo de  alquiler,  depósito,  mandato,  prés- 
tamo de  uso  ó  para  un  trabajo  asala- 
riado ó  no,  con  obligación  de  devolver- 
los ó  de  presentarlos,  ó  de  hacer  un  uso 
ó  un  empleo  determinado  de  ellos,  in- 
currirá en  la  pena  de  dos  meses  á  tres 
años  de  prisión. 

Si  hubiere  cometido  el  abuso  de  con- 
fianza un  funcionario  público  ó  minis- 
terial, ó  un  criado,  persona  asalaria- 
da, alumno,  escribiente,  subordinado, 
obrero  ó  aprendiz,  en  perjuicio  de  su 
amo,  la  pena  será  de  dos  á  cinco  años 
de  prisión. 

Todo  sin  perjuicio  de  lo  dicho  en  los 
artículos  199  y  200  respecto  de  las  sus- 
tracciones y  robos  cometidos  en  los  de- 
pósitos públicos. 

La  disposición  del  art.  317  será  apli- 
cable al  delito  anterior. 

Art.  362.  Incurrirá  en  la  pena  de  dos 
meses  á  tres  años  de  prisión  todo  el  que 
haya  dispuesto  de  objetos  que  se  le  Hu- 
bieren entregado  en  prenda,  con  me- 
nosprecio de  las  disposiciones  del  ar- 
ticulo 2.078  del  Código  civil  y  del  art  6.° 
de  la  ley  de  2  de  Noviembre  de  1864  so- 
bre la  prenda  en  materia  comercial. 

Quedan  exceptuadas  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  12  y  13  de  la  ley 
de  22  de  Junio  de  1872  sobre  la  creación 
de  una  Caja  pública  de  préstamos  sobre 
prenda. 

Art.  363.  Todo  el  que^después  de  ha- 
ber presentado  en  un  litigio  algún  tí- 
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tulo,  documento  ó  Memoria,  la  haya 
sustraído,  de  cualquier  modo  que  sea, 
incurrirá  en  la  multa  de  30  á  300 
francos. 

Decretará  esta  pena  el  tribunal  que 
conoza  en  ei  asunto. 

Sección  segunda 

Estafas  y  otros  engaños 

Art.  364.  El  que  con  el  objeto  de 
apoderarse  de  una  cosa  perteneciente 
á  otro,  ya  haciendo  uso  de  nombres  fal- 
sos ó  de  falsas  cualidades,  ya  emplean- 
do manejos  fraudulentos  para  persua- 
dir acerca  de  la  existencia  de  falsas  em- 
presas, de  un  poder  ó  de  un  crédito  ima- 
ginario para  producir  la  esperanza  ó  el 
temor  de  un  suceso,  de  un  accidente  ó 
de  cualquier  otro  acontecimiento  qui- 
mérico, ó  para  abusar  de  otro  modo  de 
la  confianza  ó  de  la  credulidad  se  haya 
hecho  entregar  ó  remitir  fondos,  mue- 
bles, obligaciones,  disposiciones,  bille- 
tes,, promesas,  recibos  ó  descargos,  y 
por  alguno  de  estos  medios  haya  esta- 
fado todo  ó  parte  de  la  fortuna  ajena, 
incurrirá  en  Ja  pena  de  dos  meses  á 
cinco  años  de  prisión.  La  tentativa  de 
este  delito  se  castigará  con  arreglo  á 
la  ley. 

Será  aplicable  á  dicho  delito  la  dis- 
posición del  art.  317. 

Art.  365.  Si  para  conseguir  su  objeto 
el  culpable  hubiere  hecho  uso  de  un  do- 
cumento falso,  será  procesado  y  casti- 
gado como  falsificador. 

Art.  366.  Incurrirán  en  la  pena  de  un 
mes  á  tres  años  de  prisión: 

1.°  Los  que  hayan  emitido  ó  intenta- 
do emitir,  como  monedas  de  oro  ó  de 
plata,  medallas  que  tengan  la  aparien- 
cia de  éstas  ó  pedazos  de  metal  que  no 
tengan  ninguna  acuñación  monetaria; 


2.°  Los  que  hayan  emitido  ó  intenta- 
do emitir,  como  billetes  de  Banco,  pa- 
peles que  tengan  la  apariencia  de  éstos. 

Art.  367.  Incurrirá  en  la  pena  de  un 
mes  á  dos  años  de  prisión  y  multa  de  30 
á  1.000  francos,  todo  el  que  fraudulenta- 
mente se  haya  proporcionado  fondos, 
valores  ó  descargos  por  medio  de  un 
efecto  girado  "contra  una  persona  que 
no  exista,  ó  sabiendo  que  no  era  su  deu- 
dor ó  que  no  debía  serlo  al  vencimiento 
y  que  no  lo  habia  autorizado  á  girar 
contra  ella. 

Art.  368.  Incurrirá  en  la  pena  de 
quince  dias  á  dos  años  de  prisión  y 
multa  de  50  á  1.000  francos,  ó  en  una 
sola  de  estas  penas: 

El  que  haya  engañado  al  comprador 
sobre  la  ley  de  las  materias  de  oro  6 
plata,  sobre  la  calidad  de  una  piedra 
falsa  vendida  como  fina;  sobre  la  iden- 
tidad, naturaleza  ú  origen  de  la  cosa 
vendida,  si  el  engaño  hubiere  sido  la 
causa  determinante  de  la  compra-venta. 

Art.  369.  Incurrirá  en  la  pena  de 
quince  días  á  un  año  y  multa  de  50  á 
500  francos,  ó  en  una  sola  de  estas 
penas,  el  que  haya  engañado  al  com- 
prador sobre  la  cantidad  de  las  cosas 
vendidas,  ó  haciendo  uso  de  pesos  ó 
de  medidas  falsas,  ó  de  otros  pesos  ó 
medidas  que  las  que  reconoce  la  ley,  ó 
de  instrumentos  inexactos  para  pesar  ó 
medir,  ya  empleando  manejos  ó  proce- 
dimientos que  tiendan  á  falsear  la  ope- 
ración de  pesar  ó  medir,  ó  á  aumentar 
fraudulentamente  el  peso  ó  el  volumen 
de  Ja  mercadería,  ya,  en  fin,  con  indi- 
caciones fraudulentas  que  tiendan  á 
hacer  creer  en  un  peso  ó  en  una  medi- 
da anterior  y  exacta. 

En  este  caso  y  en  el  del  artículo  an- 
terior, se  confiscarán  los  objetos  del 
delito»  si  todavía  pertenecieren  al  ven- 
dedor» 
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Art.  370.  Incurrirán  en  la  pena  de 
ocho  días  á  un  año  de  prisión  y  multa 
de  50  á  500  francos: 

1.°  Los  que  hayan  falsificado  ó  man- 
dado falsificar  bebidas,  sustancias  ali- 
menticias 6  medicamentos  destinados 
áser  vendidos  ó  despachados; 

2.°  Los  que  hayan  vendido,  despa- 
chado ó  puesto  en  venta  dichos  objetos, 
sabiendo  que  estaban  falsificados  ó  co- 
rrompidos. 

En  el  caso  en  que  las  bebidas  ó  mer- 
caderías contuvieren  mixturas  ó  mate- 
rias nocivas  para  la  salud,  la  pena  será 
de  dos  meses  á  tres  años  de  prisión. 

Art.  371.  Incurrirán  en  la  pena  de 
ocho  días  á  un  año  de  prisión,  el  que 
haya  destinado  á  la  venta  ó  despachado 
en  su  almacén,  tienda  ó  en  cualquiera 
otro  lugar,  comestibles,  bebidas,  géne- 
ros ó  sustancias  alimenticias,  sabien- 
do que  contenían  materias  nocivas 
para  la  salud. 

Art.  372.  En  los  casos  de  los  dos  ar- 
tículos que  preceden,  los  objetos  cuya 
venta,  uso  ó  posesión  constituyan  el  de- 
lito, serán  embargados  y  confiscados. 

El  tribunal  ordenará,  según  los  casos, 
que  se  pongan  á  disposición  de  la  Ad- 
ministración para  entregarlos  á  los 
establecimientos  de  beneficencia,  ó 
para  que  se  inutilicen. 

Art.  373.  En  el  caso  de  los  artículos 
368  á  371,  el  tribunal  podrá  ordenar  que 
se  fije  la  sentencia  en  los  sitios  que  de- 
signe, y  su  inserción  íntegra  ó  por  ex- 
tracto en  los  periódicos  que  indique;  y 
todo  por  cuenta  del  condenado. 

Art.  374.  Las  empresas  de  transpor- 
tes, carreros,  bateleros  ó  sus  encarga- 
dos, que  hayan  adulterado  vinos  ó  cual- 
quiera otra  especie  de  líquidos  ó  mer- 
caderías cuyo  transporte  se  les  hubie- 
re confiado,  y  hayan  llevado  á  cabo 
dicha  adulteración  por  la  mezcla  de 


sustancias  nocivas,  incurrirán  en  la 
pena  de  uno  á  cinco  años  de  prisión. 

Si  no  hubiere  habido  mezcla  de  sus- 
tancias nocivas,  la  pena  será  de  un 
mes  á  dos  años  de  prisión  y  multa  de 
30  á  500  francos. 

Se  castigará  con  arreglo  á  la  ley  la 
tentativa  de  estos  delitos. 


Sección  tercera 

Bancarrota  y  fraudes  en  las  quiebras 

Art.  375.  Los  que  en  los  casos  pre- 
vistos por  la  ley  del  19  de  Octubre  de 
1861,  sobre  las  quiebras,  hayan  sido 
declarados  culpables  de  bancarrota, 
serán  castigados: 

Los  que  hubieren  hecho  bancarrota 
fraudulenta,  incurrirán  en  la  pena  de 
tres  á  diez  años  de  reclusión; 

Los  que  hubieren  hecho  simple  ban- 
carrota, incurrirán  en  la  pena  de  ocho 
días  á  seis  meses  de  prisión. 

Art.  376.  Incurrirán  en  la  pena  de 
un  mes  á  dos  años  de  prisión  y  multa 
de  100  á  1.000  francos:    * 

1.°  El  síndico  de  una  quiebra,  cul- 
pable de  malversación  en  su  gestión; 

2.°  El  acreedor  que  haya  extipulado, 
ya  con  el  quebrado,  ya  con  cualquiera 
otra  persona,  ventajas  particulares  por 
razón  de  su  voto  en  las  deliberacio- 
nes de  la  quiebra,  ó  haya  hecho  un  con- 
venio particular,  del  que  resultase  en 
su  favor  una  ventaja  cualquiera  á  car- 
go del  activo  del  quebrado. 

Art.  377.  Serán  condenados  á  la  pri- 
sión de  tres  meses  á  cinco  años: 

1.°  Los  individuos  convictos  de  ha- 
ber sustraído,  ocultado  ó  disimulado  á 
sabiendas,  en  favor  del  quebrado,  todo 
ó  parte  de  sus  bienes  muebles  ó  inmue- 
bles, y  todo  eso  sin  perjuicio  de  los  de- 
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más  casos  previstros  en  las  disposicio- 
nes sobre  los  cómplices; 

2.°  Los  individuos  convictos  de  ha- 
ber presentado  fraudulentamente  en  la 
quiebra  y  afirmado,  ya  en  su  nombre, 
ya  por  interposición  de  personas,  cré- 
ditos supuestos; 

3.°  Los  individuos  que,  ejerciendo 
el  comercio  con  el  nombre  de  otro  ó 
con  un  nombre  supuesto,  se  hayan 
hecho  culpables  de  los  hechos  previs- 
tos en  los  artículos  585,  586  y  591  de  la 
ley  sobre  quiebras. 

Sección  coarta 

Revelación  de  secretos 

Art.  378.  Los  médicos,  cirujanos, 
asi  como  los  farmacéuticos,  parteras  y 
cualesquiera  otras  personas  deposita- 
rías por  su  estado  ó  profesión  de  los 
secretos  que  se  les  confie,  que  fuera 
del  caso  en  que  la  ley  les  obligue  á  ha- 
cerse denunciadores,  los  hayan  reve- 
lado, incurrirán  en  la  pena  de  uno  á 
seis  meses  de  prisión  y  multa  de  100  á 
500  francos. 

Art.  379.  El  que  esté  convicto  de 
haber  sustraído  una  carta  confiada  al 
correo  ó  depositada  por  un  cartero,  ó 
de  haberla  abierto  para  violar  su  se- 
creto, incurrirá  en  la  prisión  de  ocho 
días  á  un  mes  y  en  la  multa  de  30  á  200 
francos,  ó  en  una  de  estas  penas  sola- 
mente, sin  perjuicio  de  otras  más  gra- 
ves si  el  culpable  fuere  un  funcionario 
ó  un  empleado  de  la  Administración  de 
Correos. 

Sección  quinta 

Imitaciones. — Usurpación  de  marcas   de  fábrica 

ó  de  comercio 

Art.  380.  Toda  edición  de  escritos, 
de  composición  musical,  dibujo,  gra- 


bado, pintura  ó  de  cualquiera  otra  pro- 
ducción, impresa,  grabada  ó  reproduci- 
da por  otros  procedimientos  en  el  can- 
tón de  Ginebra,  en  todo  ó  en  parte,  sin 
autorización  del  autor  ó  de  sus  cesiona- 
rio ó  herederos,  será  una  imitación 
cuando  dichos  autores  y  derecho-ha- 
bientes se  hayan  ajustado  á  las  dispo- 
siciones de  la  ley  para  qué  conste  su 
propiedad.  Toda  imitación  será  un 
delito. 

Art.  381.  La  venta  de  obras  imitadas 
ó  la  introducción  en  el  cantón  de  Gine- 
bra de  obras  que  después  de  haber  sido 
impresas  en  Ginebra  hayan  sido  imita- 
das en  el  extranjero,  será  un  delito  de 
la  misma  especie. 

Art.  382.  La  pena  para  el  imitador  ó 
para  el  introductor  será  una  multa  de 
100  á  1.000  francos,  y  para  el  expende- 
dor una  multa  de  50  á  500  francos. 

Se  decretará  la  confiscación  de  la 
edición  imitada,  tanto  contra  el  imita- 
dor como  contra  el  introductor  y  el  ex- 
pendedor. Se  confiscarán  también  las 
láminas,  moldes  ó  matrices  de  las 
obras  imitadas. 

Art.  383.  Serán  culpables  de  usur- 
pación de  marcas  de  fábrica  ó  de  co- 
mercio: 

1.°  Los  que  hayan  imitado  una  mar- 
ca ó  hecho  uso  de  una  marca  imitada; 

2.°  Los  que  fraudulentamente  ha- 
yan puesto  en  sus  productos  ú  objetos 
de  su  comercio  una  marca  pertene- 
ciente á  otro; 

3.°  Los  qué  á  sabiendas  hayan  ven- 
dido ó  puesto  en  venta  uno  ó  varios 
productos  con  una  marca  imitada  ó 
fraudulentamente  imitada, 

Incurrirán  en  la  prisión  de  quince 
días  á  un  año  y  multa  de  50  á  1.000 
francos. 

Art.  384.  Serán  castigados  con  la 
pena  de  prisión  de  ocho  días  á  seis 
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meses  y  multa  de  50  á  500  francos: 
1.°  Los  que,  sin  falsificar  una  marca 
hayan  hecho  una  imitación  fraudulenta 
que  pueda  engañar  al  comprador,  ó  ha- 
yan hecho  uso  de  una  marca  fraudu- 
lentamente imitada; 

2.°  Los  que  hayan  hecho  uso  de  una 
marca  con  indicaciones  propias  para 
engañar  al  comprador  sobre  la  natu- 
raleza del  producto; 

3.°  Los  que  á  sabiendas  hayan  ven- 
dido ó  puesto  en  venta  uno  ó  más  pro- 
ductos con  una  marca  fraudulentamen- 
te imitada  ó  con  indicaciones  propias 
para  engañar  al  comprador  sobre  la  na- 
turaleza del  producto. 

LIBRO  TERCERO 

DÉLAS  FALTAS  DE  POLICÍA  YDE  Sü REPRESIÓN 


Art.  385.  Incurrirán  en  la  multa  de 
1  á  50  francos  y  en  la  detención  ó  arres- 
to de  uno  á  ocho  días,  ó  en  una  de  es- 
tas penas  solamente,  sin  perjuicio  de 
penas  más  graves  en  caso  de  crímenes 
ó  delitos: 

1.°  Los  que  hayan  faltado  á  las  leyes 
y  reglamentos  sobre  la  seguridad  pú- 
blica y  la  libertad  de  circulación; 

2.°  Los  que  hayan  faltado  á  las  leyes 
y  reglamentos  sobre  limpieza  y  salubri- 
dad pública; 

3.°  Los  autores  ó  cómplices  de  riñas 
ó  reyertas,  sin  perjuicio  de  mayores 
penas  para  los  detenidos  por  golpes  ó 
heridas; 

4.°  Los  autores  ó  cómplices  de  tu- 
multos escandalosos  ó  nocturnos  que 
turben  la  tranquilidad  de  los  habi- 
tantes. 

Están  particularmente  comprendidos 
en  esta  disposición  los  tumultos  desig- 


nados con  el  nombre  de  cencerradas 
(charivaris); 

5.°  Los  que  hayan  faltado  á  las  leyes 
y  reglamentos  sobre  el  tránsito,  resi- 
dencia y  policía  de  los  extranjeros; 

6.°  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  carreteras  y 
comunicaciones; 

7.°  Los  que  hayan  faltado  á  las  leyes 
y  reglamentos  sobre  construcciones 
peligrosas  ó  nocivas  y  sobre  estable- 
cimientos ó  industrias  insalubres; 

8.°  Los  que  hayan  faltado  á  las  leyes 
y  reglamentos  sobre  fondas,  posadas, 
tabernas,  círculos  alojadores,  etc.,  asi 
como  sobre  el  ejercicio  de  profesiones; 

9.°  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  el  empleo  ó  el 
uso  del  fuego  y  de  las  armas,  y  para  el 
deshollinamiento  de  chimeneas; 

10.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  la  venta  de 
comestibles  y  los  mercados; 

11.  Los  que  sin  necesidad  y  en  pú- 
blico se  hayan  hecho  culpables  de  ac- 
tos de  crueldad  ó  de  malos  tratamien- 
tos graves  con  un  animal  doméstico; 

12.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  la  venta  y  em- 
pleo del  petróleo  y  sus  derivados,  ú 
otras  sustancias  explosivas; 

13.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  policía  y  con- 
servación de  carreteras  y  de  los  monu- 
mentos objetos  de  utilidad  ó  de  ornato 
público; 

14.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  pesas  y  me- 
didas; 

15.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  policía  rural; 

16.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  ferrocarriles, 
barcos  de  vapor  y  barcas; 

17.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le-. 
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yes  y  reglamentos  sobre  los  coches; 

18.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  carnicerías  y 
triperías; 

19.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  la  venta  y  fun- 
dición de  materias  de  oro  y  plata  y  so- 
bre la  oficina  de  garantía; 

20.  Los  que  hayan  faltado  á.  Jas  le- 
yes y  reglamentos  sobre  la  venta  y 
transporte  de  la  pólvora  de  cañón,  so- 
bre los  pirotécnicos  y  el  disparo  de 
arma  de  fuego; 

21.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  el  ejercicio 
del  arte  de  curar,  sobre  el  ejercicio  de 
la  farmacia  y  sobre  la  venta  de  drogas 
y  medicamentos; 

22.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  los  prenderos, 
la  venta  y  compra  de  objetos  muebles 
y  los  prestamistas  sobre  prendas; 

23.  Los  que  voluntaria  ó  impruden- 
temente hayan  arrojado  sobre  una 
persona  cuerpos  duros,  inmundicias 
ó  una  cosa  cualquiera  que  pueda  inco- 
modarla ó  mancharla,  sin  perjuicio  de 
penas  más  graves  en  caso  de  herida, 
enfermedad  ó  muerte; 

24.  Los  que  hayan  arrojado  contra 
los  edificios  y  cercas  ajenas  ó  en  los 
jardines  y  cercados  ó  en  los  paseos  pú- 
blicos piedras  ú  otros  cuerpos  resis- 
tentes ó  inmundicias; 

25.  Los  que  sin  ser  provocados  ha- 
yan proferido  en  sitios  ó  reuniones  no 
públicas,  injurias  distintas  de  las  pre- 
vistas en  el  art.  306; 

26.  Los  que  hayan  proferido  contra 
una  ó  más  personas  amenazas  distin- 
tas de  las  previstas  en  los  artículos 
231  y  232; 

27.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  las  precau- 
ciones para  dejar  discurrir  libremente 


á  los  locos  y  á  los  animales  peligrosos 
y  sobre  las  medidas  contra  la  hidro- 
fobia; 

28.  Los  que  hayan  excitado  ó  uo  ha- 
yan contenido  sus  perros  cuando  ata- 
quen, persigan  ó  asusten  á  los  tran- 
seúntes por  la  vía  pública, 'aun  cuando 
no  haya  resultado  mal  ni  daño  alguno; 

29.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  el  puerto  y  la 
rada  y  sobre  la  navegación; 

30.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  anuncios  pú- 
blicos, editores,  impresores  y  anun- 
ciantes; 

31.  Los  que  hayan  faltado  alas  leyes 
y  reglamentos  sobre  los  vendedores 
ambulantes,  forasteros,  etc.,  y,  en  ge- 
neral, sobre  el  ejercicio  de  una  in- 
dustria; 

32.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  los  mozos  de 
cuerda  y  cargadores; 

33.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  la  vigilancia 
sanitaria,  sobre  el  ganado  y  las  epi- 
zootias; 

34.  Los  que  hayan  faltado  á  las  leyes 
y  reglamentos  sobre  la  venta  de  leña  y 
carbón  y  sobre  los  depósitos  de  ma- 
dera; 

35.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  la  pesca; 

36.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  la  caza; 

37.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
yes y  reglamentos  sobre  los  derechos 
de  puerta,  de  la  ciudad  de  Ginebra  y  los 
de  la  ciudad  de  Carouge; 

38.  Los  que  fuera  de  los  casos  pres- 
critos en  los  artículos  337  á  356,  ha- 
yan causado  voluntariamente  daños  en 
las  propiedades  muebles  ó  inmuebles 
ajenas; 

39.  Los  que  hayan  faltado  á  las  le- 
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yes  y  reglamentos  sobre  vagabundos. 

Art.  386.  Podrán  además  ser  embar- 
gados y  confiscados  los  objetos  y  cuer- 
po del  delito  en  los  diferentes  casos 
antes  enumerados. 

Art.  387.  En  caso  de  reincidencia,  la 
pena  de  detención  podrá  elevarse  has- 
ta treinta  días,  y  la  multa  hasta  200 
francos. 

Art.  388.  En  materia  de  falta  de  po- 
licía habrá  reincidencia,  si  el  autor  de 
la  falta  hubiere  sido  condenado  ya  por 
una  falta  de  la  misma  clase  en  los  doce 
meses  que  preceden  á  la  nueva  falta. 

Disposición  general 

El  Consejo  de  Estado  queda  encarga- 
do de  redactar  las  leyes  y  reglamentos 
concernientes  á  las  materias  de  policía 
previstas  en  el  presente  Código. 

En  los  reglamentos  y  ordenanzas 
que  publique  podrá  el  Consejo  de  Esta- 
do hacer  una  aplicación  especial  ó  lo- 
cal de  todo  ó  de  parte  del  producto  de 
las  multas  y  de  las  confiscaciones  en 
ellos  sancionados. 

En  su  defecto  el  producto  de  las  mul- 
tas y  confiscaciones  será  aplicable  al 
fisco. 

Disposiciones  transitorias 

Hasta  la  promulgación  del  futuro  re- 
glamento general,  de  policía  quedarán 
vigentes,  etc.,  etc. 

Se  concede  al  Consejo  de  Estado  un 
plazo  máximo  de  dos  años  para  la  su- 


cesiva aplicación  de  las  disposiciones 
de  los  artículos  16  y  21  del  presente  Có- 
digo. 

Cláusula  derogatoria 

Quedan  derogados:  (Aquí  consigna 
veinte  disposiciones,  leyes  y  cuerpos  le- 
gales, que  deroga  el  presente  Código.) 

El  Consejo  de  Estado  está  encargado 
de  hacer  promulgar  las  presentes  en  la 
forma  y  términos  prescritos. 

Hecho  y  dado  en  Ginebra  á  veintiuno 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  cuatro,  con  el  sello  de  la  república  y 
las  firmas  del  Presidente  y  Secretario 
del  Gran  Consejo. 

El  Presidente  del  Gran  Consejo, 

Emile  Gola  y. 

El  Secretario  del  Oran  Consejo, 

Jules  Boissier. 

El  Ponente  de  la  Comisión, 

Albert  Dunaut. 

El  Consejo  de  Estado  promulga  di- 
cho Código  para  que  sea  ejecutivo  en 
todo  el  cantón  desde  el  día  de  mañana, 
á  reserva  de  las  disposiciones  prescri- 
tas en  las  disposiciones  transitorias. 

Ginebra,  á  29  de  Octubre  de  1874. 

En  nombre  del  Consejo  de  Estado. 

El  Canciller, 

Moisés  Piguet. 


ADVERTENCIA   DE  KA  DIRECCIÓN 


La  tendencia  que,  según  en  otro  lugar  indicamos,  existe  en  Suiza  á  es- 
trechar los  lazos  políticos  entre  los  diversos  Estados  confederados,  pro- 
curando generalizar  ciertos  principios  fundamentales  y  traducirlos  en 
preceptos  legales  federales,  ha  invadido  también  el  campo  del  derecho 
civil,  y  ha  comenzado  á  dar  sus  frutos.  Ha  concluido  aquella  autonomía 
casi  absoluta  de  que  los  cantones  hacían  gala  aun  en  las  ramas  del  De- 
recho civil  que  exigen,  por  su  índole,  cierta  uniformidad  en  pueblos  que 
contituyen  un  Estado  nacional. 

En  1872,  creyendo  algunos  llegado  el  caso  de  acometer  de  frente  la 
empresa  defederalizar  este  derecho,  lo  propusieron  así  en  un  proyecto 
de  reforma  constitucional,  que  fué  rechazado,  y  sólo  se  consiguió  la 
aprobación  de  la  Constitución  federal  revisada  de  1874,  que  reducía  esta 
uniformidad  á  los  límites  que  el  pueblo  suizo  creía  que  debía  tener  por 
ahora,  y  que  se  consignaron  en  los  artículos  53, 54  y  64  de  la  referida 
reforma  constitucional,  redactándose  y  aprobándose  en  su  consecuen- 
cia, la  ley  del  Registro  civil,  el  Código  federal  de  las  Obligaciones ,  la  ley 
sobre  la  Capacidad  civil,  y  otras  que  en  su  lugar  oportuno  hemos  inser- 
tado. 

No  siendo  viable,  á  juicio  nuestro,  la  codificación  civil  nacional  suiza, 
no  sólo  por  lo  apegada  que  la  población  rural,  sobre  todo,  está  á  sus  tra- 
dicionales usos  y  costumbres,  sino  también  por  la  diversidad  de  los 
principios  del  derecho  en  que  se  traducen  y  consignan  las  de  pueblos  de 
tan  distinto  origen,  debíamos  publicar  algún  Código  cantonal  que  nos 
diera  idea  de  los  que  rigen  en  la  nación  de  que  se  trata. 

Admitida  esta  necesidad,  y  siendo  conocido  de  todos  el  sistema  de  los 
Códigos  que  se  informan  en  los  principios  del  Derecho  romano,  debíamos 
descartar  los  de  los  cantones  de  origen  francés  é  italiano,  y  elegir  uno 
de  los  que  siguen  los  principios  del  derecho  germánico,  y  ninguno  de 
ellos  reunía  los  títulos  que  el  del  cantón  de  Zurich. 

Obra  maestra  de  uno  de  los  más  esclarecidos  jurisconsultos  y  escrito- 
res de  nuestro  siglo,  del  inmortal  Bluntschli,  une  á  este  recomendable 
mérito  el  de  haber  servido  de  modelo  á  casi  todos  los  Códigos  de  los 
cantones  de  origen  germánico,  y  el  de  haber  sido  recientemente  revisa- 
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do  y  acomodado  á  las  exigencias  de  los  progresos  realizados  en  los  úl- 
timos cuarenta  años  y  de  las  modificaciones  introducidas  en  la  legisla- 
ción federal  suiza,  por  otra  eminencia  jurídica  contemporánea,  por  el 
profesor  Schneider.   • 

Por  último,  tomándolas  casi  todas  de  los  comentarios  hechos  á  su 
obra  por  los  dos  referidos  jurisconsultos,  hemos  puesto  á  la  versión 
castellana  algunas  notas  aclaratorias,  explicativas  y  comparativas  ó 
de  referencia,  á  fin  de  hacer  más  comprensible  este  cuerpo  legal,  sobre 
todo  en  aquellos  preceptos  que  se  fundan  en  un  principio  jurídico  que 
difiere  de  los  corrientes  en  el  sistema  del  Derecho  romano,  que  es  entre 
nosotros  el  más  conocido.  • 

Madrid,  Febrero,  1892. 
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(PRIVATRECHTLICHES  GESETZBUCH  FÜR  DEN  KANTON  ZURICH) 

VIGENTE  DESDE  1888 


INTRODUCCIÓN 

APLICACIÓN   DE    LAS    LEYES 


Artículo  1.°  El  derecho  civil  de  Zurich 
se  aplicará  esencial  y  exclusivamente 
á  todas  las  personas,  regnícolas  y  ex- 
tranjeras, que  habiten,  residan  ó  com- 
parezcan en  juicio  en  el  cantón,  y  á  to- 
das las  relaciones  privadas  que  causen 
efecto  en  él,  cuando,  en  un  caso  dado, 
no  exija  la  naturaleza  especial  de  la 
relación  jurídica  la  aplicación  de  un 
derecho  extranjero  en  el  territorio  de 
Zurich,  ó  la  extensión  del  derecho  de 
Zurich  á  un  territorio  extranjero. 

Art.  2.°  Los  derechos  inmobiliarios 
se  regirán  por  la  ley  del  lugar  en  que 
se  hallen  situados  los  inmuebles.  Del 
mismo  modo,  para  los  derechos  mobi- 
liarios, se  tendrá  en  cuenta  el  lugar  en 
que  se  hallen  actualmente  los  muebles, 
asi  como  también  la  relación  natural 


(1)    Traducción  de  D.  Luciano  Gisburt. 


que  exista  entre  dichos  muebles  y  los 
diferentes  derechos  locales  y  nacio- 
nales (1). 

Art.  3.°  Las  relaciones  de  familia  de 
los  ciudadanos  del  cantón  (por  ejemplo, 
la  tutela  marital  y  el  régimen  de  los 
cónyuges  en  cuanto  á  los  bienes,  la 
tutela  paterna  y  la  de  la  autoridad),  se 
regirán  por  la  ley  del  lugar  de  su  pro- 
cedencia (2). 

Las  relaciones  de  familia  de  los  ex- 


(1)  Según  Bluntchli,  no  puede  aplicarse  el 
principio  de  la  lex-rei  sitae  á  los  muebles  de  un 
modo  tan  absoluto  como  á  los  inmuebles,  y  por 
esto  se  ha  redactado  la  ley,  en  lo  que  á  aquéllos 
se  refiere,  de  un  modo  menos  preciso. 

(2)  En  virtud  de  un  principio  absoluto  del 
derecho  público  suizo,  todo  ciudadano  suizo  está 
unido  por  lazos  de  vecindad  á  un  municipio,  que 
aunque  no  habite  en  él  tiene,  en  relación  al  mis- 
rao,  ciertos  derechos  y  ciertas  obligaciones*   La 
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tranjeros  en  el  cantón,  pero  que  habi- 
ten en  él,  se  regirán  por  la  ley  del  Esta- 
do á  que  pertenezcan,  cuando  dicha  ley 
lo  prescriba. 

Art.  4.°  En  materia  de  sucesiones, 
se  aplicará  la  ley  del  lugar  de  proce- 
dencia del  difunto. 

La  sucesión  de  los  extranjeros  en  el 
cantón,  pero  que  habiten  en  él,  será 
regida  por  su  ley  nacional,  en  la  medi- 
da en  que  prescriba  que  lo  sea  el  dere- 
cho del  Estado  á  que  pertenezcan. 

No  se  aplicarán  estas  disposiciones  á 
la  devolución  de  los  inmuebles  depen- 
dientes de  una  fundación  (1). 

Art.  5.°  La  forma  exterior  de  un 
contrato  ó  de  un  acto  jurídico  (Rechis- 
handlung)  se  regirá,  por  regla  general, 
por  la  ley  del  lugar  en  que  se  haga  el 
contrato  ó  se  lleve  á  cabo  el  acto.  Des- 
de el  punto  de  vista  de  la  eficacia,  un 
documento  otorgado  en  el  extranjero 
podrá  ser  considerado  válido,  aunque 


ley  de  origen  desempeña  en  el  derecho  suizo  el 
mismo  papel  que  en  otros  lugares  la  ley  nacional 
ó  la  del  domicilio. 

(1)  Estos  inmuebles,  y  en  particular  los  que 
dependen  de  un  mayorazgo,  se  rigen  por  la  ley 
del  lugar  en  donde  están  situados  y  no  por  la  ley 
personal  del  fundador  6  del  último  beneficiario. 


irregular  según  la  ley  extranjera,  si  re- 
une  las  condiciones  de  forma  prescri- 
tas para  el  caso  por  las  leyes  del 
cantón . 

No  obstante,  aun  siendo  legales  con 
arreglo  al  derecho  extranjero,  podrán 
anularse  los  documentos  que,  para 
otorgarlos,  hayan  ido  fuera  del  cantón 
á  fin  de  sustraerse  á  las  formalidades 
exigidas  por  la  ley  zuriquense,  ó  los 
que,  por  motivos  de  orden  público,  no 
puedan  producir  efecto  en  el  cantón  si- 
no mediante  la  observancia  de  ciertas 
prescripciones  imperativas  (por  ejem- 
plo, los  derechos  de  prenda  sobre  los 
muebles,  los  contratos  de  alimentos 
vitalicios  [Leíbdingsoertrogge]),  etc. 

Art.  6.°  Quedan  exceptuadas,  res- 
pecto de  todas  las  reglas  que  preceden: 

1.°  Las  estipulaciones  de  los  trata- 
dos internacionales; 

2°  Las  prescripciones  del  derecho 
federal; 

3.°  Las  prescripciones  de  las  leyes 
cantonales  en  ciertos  casos  especiales; 

4.°  Las  cláusulas  contrarias  de  un 
convenio  ó  de  un  acto  de  disposición, 
ya  sean  expresas,  ya  resulten  de  hechos 
concluyentes,  siempre  que  no  violen  nin- 
guna prescripción  imperativa  de  la  ley. 
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Sección  primera 

De  los  hombres  considerados  aisladamente 

Art.7.°  Todo  ser  humano  (\){Mensch) 
tiene,  en  principio,  capacidad  para  el 
conjunto  de  los  derechos  civiles.  No 
hay  ningún  ser  humano  sin  derechos. 

Art.  8.°  La  personalidad  (capacidad 
jurídica)  del  ser  humano  comienza  con 
su  nacimiento-  (2)  y  termina  con  su 
muerte. 

Art.  9.°  El  niño  tiene  ya,  en  el  seno 
de  su  madre,  en  el  supuesto  de  que  lle- 
gue á  nacer  vivo,  la  espectativa  de  la 
personalidad  y  de  la  adquisición  de  de- 
rechos civiles,  y  por  lo  mismo  deberá 
ser  provisionalmente  protegido  (3). 

Art.  10.    El  niño  llega  á  la  edad  del 


(1)  £1  objeto  de  traducir  la  palabra  menach 
por  la  expresión  ser  humano,  es  el  de  evitarla 
confusión  entre  los  términos  vir  y  homo . 

(2)  Siguiendo  la  doctrina  del  Código  austría- 
co, admiten  varios  Códigos  civiles  suizos,  como 
presunción  legal,  que  el  niño  nacido  á  su  debido 
tiempo  ha  nacido  vivo.  El  Código  de  Zurich  deja 
á  cargo  de  los  interesados  el  cuidado  de  probar 
que  la  criatura  de  que  se  trata  ha  nacido  viva. 

(3)  Los  Códigos  de  Berna,  Argovia,  Friburgo 
y  otros,  reconocen  al  hijo  que  se  encuentra  en  el 
seno  materno  la  personalidad  desde  la  época  de 
la  concepción,  á  condición  de  que  nazca  vivo. 


discernimiento  {Mündigkeit)  á  los  die- 
ciséis años  cumplidos  (1). 

Art.  11.  El  ausente,  cuyo  estado  no 
pueda  determinarse,  se  reputará  vivo 
durante  quince  años,  á  contar  desde  el 
día  á  que  se  remonten  las  últimas  no- 
ticias positivas  que  se  hayan  tenido  de 
su  existencia. 

Art.  12.    Se  exceptuarán: 

1.°  Los  casos  en  que  sea  imposible 
probar  el  fallecimiento  del  ausente, 
pero  en  que  la  verosimilitud  de.  dicho 
fallecimiento  pueda  deducirse  racional- 
mente dejas  circunstancias; 

2.°  Los  casos  en  que  el  ausente,  si 
viviese  aún,  tendría  más  de  noventa 
años. 

En  estos  casos,  la  presunción  de  vida 
desaparecerá  ante  la  prueba  de  la  vero- 
similitud del  fallecimiento  ó  de  la  de 
una  edad  de  más  de  noventa  años,  y  se 
considerará  el  ausente  deñnitivamente 
desaparecido  (oerschollen). 

Art.  13.  Al  cabo  de  quince  años,  aun 
fuera  de  los  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo 12,  cesará  toda  presunción  de 
vida  y  en  adelante  se  considerará  al 
ausente  como  deñnitivamente  desapa- 
recido. 


(1)  Acerca  de  la  mayor  edad  véase  el  artícu- 
lo 1.°  de  la  ley  federal  dé  23  de  Junio  de  1881 
sobre  la  capacidad  civil. 
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Art.  14.  Cuando  desde  el  momento 
en  que,  según  los  artículos  12  y  13  deba 
cesar  la  presunción  de  vida,  hayan 
transcurrido  quince  años  más  sin  que 
se  haya  tenido  noticia  alguna  cierta 
de  la  vida  del  desaparecido,  prevalece- 
rá la  presunción  de  su  muerte,  y  los 
tribunales  pronunciarán  la  declaración 
de  fallecimiento. 

Art.  15.  La  declaración  de  falleci- 
miento indicará  con  precisión  el  día 
desde  el  cual  debe  presumirse  fallecido 
el  desaparecido. 

Art.  16.  Independientemente  de  las 
excepciones  previstas  en  el  art.  12,  la 
presunción  de  vida  quedará  destruida 
con  la  prueba  de  que  el  ausente  ha  fa- 
llecido en  una  época  anterior;  la  de 
muerte  con  la  prueba  de  que  el  ausente, 
considerado  como  desaparecido,  ha  fa- 
llecido en  otra  fecha  ó  vivía  todavía  en 
una  fecha  posterior. 

Sección  segunda 

De  las  corporaciones  de  derecho  privado 

Art.  17.  Las  corporaciones  (1)  y  aso- 
ciaciones (Gennossenschaften)  de  dere- 
cho privado  que  no  caen  bajo  la  acción 
de  los  artículos  612  á  715,  títulos  XXVI 
y  XXVII  del  Código  federal  de  las  Obli- 
gaciones, y  las  sociedades  (Vereine)  que 
tengan  un  fin  intelectual  ó  moral  (zui- 
dealen  Zwecken),  que  no  se  hayan  he- 
cho inscribir  en  el  Registrode  Comercio 
de  conformidad  con  el  art.  716  de  dicho 
Código,  se  regirán  por  sus  estatutos,  á 


r 


(1)  En  las  legislaciones  de  la  Suiza  alemana 
Be  designan  con  el  nombre  de  corporaciones  las 
personas  morales,  constituidas  por  la  reunión  de 
cierto  número  de  personas  físicas,  en  oposición 
&  las  fundaciones,  que  consisten  en  un  conjunto 
de  bienes  que  tienen  un  destino  determinado. 


reserva  de  las  prescripciones  imperati- 
vas enunciadas  en  los  artículos  30,  31, 
34, 35  y  siguientes. 

Cuando  los  estatutos  no  contengan 
disposiciones  en  contrario,  se  les  apli- 
carán las  reglas  establecidas  en  los 
artículos  18  á  29,  32,  33,  y  36  á  39. 

Art.  18.  Las  corporaciones  y  socie- 
dades ( Vereine)  de  esta  clase  (1)  sólo 
necesitarán,  para  formarse,  la  confor- 
midad, tal  como  se  determine  en  los 
estatutos,  de  cierto  número  de  miem- 
bros, adquiriendo  con  esto  de  pleno 
derecho  la  personalidad  jurídica. 

Art.  19.  Las  asociaciones  (Gennos- 
sensehaften)  previstas  y  reglamentadas 
por  leyes  especiales  que  les  atribuyan 
derechos  de  obligar,  como  las  asocia- 
ciones de  riegos,  de  draga  je  ó  de  ga- 
rantía (2),  las  asociaciones  para  los 
caminos  rurales,  etc.,  adquirirán  la 
personalidad  jurídica  en  cuanto  se 
constituyan  de  conformidad  con  dichas 
leyes. 

Art.  20.  Las  corporaciones  de  po- 
seedores de  derechos  territoriales  (Ge- 
reehtigkeitsbesitzer)  que  procedan  de 
la  unión  comunal  primitiva,  cuyos  bie- 
nes se  hayan  separado  por  completo 
de  los  comunales,  serán  asimiladas  á 
las  demás  corporaciones  civiles  ó  de 
derecho  privado,  salvo  en  lo  concer- 
niente á  las  disposiciones  de  las  leyes 
forestales  sobre  los  montes  que-  les 
pertenezcan  (3). 


(1)  Pueden  ponerse  como  ejemplo  las  socieda- 
des de  biblioteca,  las  de  caridad  ó  benéficas,  los 
círculos,  etc. 

(2)  Las  asociaciones  de  garantía  por  corpora- 
ciones le^r-almente  establecidas,  tienen  por  objeto 
garantir  á  los  acreedores  el  valor  real  de  loa  in- 
muebles que  se  les  dan  en  hipoteca. 

(:J)  Las  leyes  forestales  de  este  cantón  con- 
tienen una  serie  de  disposiciones  que  asimilan  la 
explotación  de  los  montes  poseídos  por  aaoriu- 
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Art.  21.  En  las  corporaciones  que 
constituyan  una  unidad  sin  derechos 
individuales  para  sus  miembros  (una 
persona  jurídica,  en  el  sentido  estricto 
de  esta  expresión),  todos  los  individuos 
varones,  mayores  de  edad  y  que  gozen 
de  sus  derechos  civiles,  tendrán  el  de 
asistir  y  votar  en  las  asambleas.  Cada 
miembro  votará  personalmente,  sin 
poder  hacerlo  por  representación. 

Art.  22.  Cuando,  por  el  contrario, 
tenga  cada  miembro  de  la  corporación 
una  parte  de  derechos  sobre  el  haber 
común  (Gerechtigkeíien),  se  votará  en 
fas  asambleas,  no  por  individuos,  sino 
por  partes. 

Art.  23.  Todo  poseedor,  varón  y 
mayor  de  edad,  de  una  parte  de  dere- 
chos, tendrá  el  de  asistir  personalmente 
á  las  asambleas  y  votar  por  su  parti- 
cipación. Podrá  asimismo  hacerse  re- 
presentar por  un  mandatario. 

Art.  24.  Deberá  admitirse  como 
mandatario  á  toda  persona  mayor  de 
edad,  que  goce  de  sus  derechos  civiles 
y  políticos,  aun  cuando  por  si  misma 
no  forme  parte  de  la  corporación,  te- 
niendo aquella  la  obligación  de  justi- 
ficar sus  poderes. 

Art.  25.  Corresponderá  á  cada  parte 
integra  de  derechos  un  voto;  y  á  cada 
fracción  de  parte  corresponderá  una 
fracción  proporcional  de  voto(l). 

Art.  26.  Nadie  podrá,  en  una  asam- 
blea de  los  miembros  de  la  corpora- 
ción, representar,  al  procederse  á  la 
votación,  más  de  la  tercera  parte  del 
total  de  las  partes  ó  acciones  (2). 


ciernes  de  vecinos  á  la  de  los  montes  del  Estado  v 
de  los  municipios,  y  que  limiten  los  derechos  de 
libre  disposición  de  los  propietarios. 

(1)  El  Código  federal  de  las  Obligaciones,  ar- 
tículo 614,  dispone  que  las  acciones  de  las  socie- 
dades Bon  indivisibles. 

(2)  El  mencionado  Código  federal  de  las  Obli- 
Tomo  VIII. —Instituciones  jurídicas. 


Art.  27.  Las  condiciones  para  la  ad- 
misión y  salida  de  los  miembros  se  re- 
girán por  los  estatutos  de  la  corpora- 
ción. 

Las  partes  de  derechos,  cuando  las 
haya,  serán  transmisibles  por  vía  de 
enagenación  y  sucesión. 

Art.  28.  El  Director  ó  Presidente 
(Vorstand  oder  Praesident)  y  los  miem- 
bros  del  Consejo  directivo  serán  elegi- 
dos por  la  corporación,  en  junta  gene- 
ral, entre  los  miembros  que  tengan  de- 
recho de  voto. 

Art.  29.  Señarán  las  elecciones  y  los 
acuerdos  se  tomarán  por  simple  mayo- 
ría de  los  municipios  de  la  corporación 
presentes  en  la  junta,  ó  cuando  haya 
partes  de  derechos,  por  mayoría  de  las 
partes  representadas  en  la  junta. 

Art.  30.  No  será  permitido  suprimir 
ó  rebajar  arbitrariamente,  con  un  voto 
de  la  mayoría,  los  derechos  legítima- 
mente adquiridos  á  uno  de  los  miem- 
bros de  la  corporación  (1). 

Art.  31.  Las  elecciones  y  los  acuer- 
dos que  sin  caer  bajo  la  acción  del  ar- 
ticulo 30,  salgan  de  la  esfera  de  las  atri- 
buciones de  la  corporación  ó  compro- 
metan su  fin,  ó  sean  contrarias  por  la 
forma  á  la  ley  ó  á  los  estatutos,  podrán 
impugnarse  por  la  minoría;  la  acción 
deberá  entablarse  en  el  término  de  un 
mes  (2)  ante  el  juez  de  paz  competente 
ó  ante  el  tribunal  de  arbitros. 

Art.  32.  Todo  miembro  de  una  aso- 
ciación ó  corporación,  tenga  ó  no  parte 
en  los  derechos,  podrá  darse  de  baja, 


gaciones  dioe  que  una  misma  persona  no  podrá 
representar  más  de  la  quinta  parte  *de  los  votos 
(artículo  640). 

(1)  Confr.  Código  federal  de  las  Obligaciones, 
artículo  62"},  párrafo  1/ 

(2)  Este  plazo  se  refiere  sólo  á  las  acciones 
que  se  deducen  del  presente  artículo,  no  á  las  del 
artículo  anterior. 
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una  vez  cumplidas  todas  sus  obligacio- 
nes con  ella. 

Art.  33.  Los  miembros  de  una  cor- 
poración no  podrán  exigir  individual- 
mente el  reparto  material  de  su  haber, 
ni  si  poseen  partes  de  derechos,  la  de- 
tracción de  dichas  partes. 

Art.  34.  Cuando  haya  sido  votada  la 
disolución  de  una  asociación  ó  corpo- 
ración por  la  mayoría  de  sus  miem- 
bros, podrá  impugnar  el  acuerdo  la 
minoría,  de  conformidad  con  el  art.  31, 
si  lo  juzga  contrario  á  sus  propios  inte- 
reses ó  al  interés  público. 

Art.  35.  Cuando  haya  degenerado 
una  corporación  ó  comprometa,  ora  el 
crédito  público,  ora  otros  intereses  pú- 
blicos, tendrá  el  Consejo  ejecutivo  del 
cantón  derecho  á  intervenir  para  refor- 
marla. 

Además  tendrá  derecho  el  Consejo 
cantonal  para  disolver  las  corporacio- 
nes ó  asociaciones  que  tengan  un  fin 
ilícito,  inmoral  ó  perjudicial  para  el 
bien  público. 

No  obstante,  deberá  previamente  po- 
nerse á  la  corporación  en  condiciones 
de  justificarse,  y  el  decreto  de  disolu- 
ción deberá  ser  motivado. 

Art.  36.  En  caso  de  disolución  de 
una  corporación  cuyos  diferentes 
miembros  posean  partes  de  derechos, 
se  repartirá  el  haber  de  la  corporación 
entre  sus  miembros,  proporcionalmen- 
te  á  sus  respectivas  partes. 

Art.  37.  Por  el  contrario,  en  el  caso 
en  que  la  corporación  disuelta  esté 
constituida  sin  partes  de  derechos  ó  de 
que  no  exista  acuerdo. válido  sobre  el 
destino  que  haya  de  darse  á  sus  bienes, 
corresponderán  éstos  al  municipio  ó  al 
Estado,  según  que  la  corporación  se 
haya  fundado  en  interés  de  dicho  muni- 
cipio ó  en  el  de  sus  habitantes  ó  de  sus 
burgueses,  ó  bien  con  otro  fin  de  inte- 


rés general;  fuera  de  estos  dos  casos, 
se  repartirá  por  individuos  entre  los 
últimos  miembros  de  la  corpora- 
ción (1). 

Art.  38.  Cuando  en  virtud  del  artícu- 
lo anterior  correspondan  los  bienes  de 
una  corporación  al  municipio  ó  al  Es- 
tado, se  incorporarán  aquellos  bienes 
cuyo  destino  tenga  más  analogía  con  su 
anterior  destino. 

Asi,  pues,  los  bienes  de  corporación 
que  tengan  por  objeto  el  alivio  de  los 
pobres  ó  de  los  enfermos  de  un  muni- 
cipio, de  una  clase  de  habitantes,  de  un 
municipio  ó  de  las  personas  pertene- 
cientes á  un  establecimiento  de  caridad 
en  el  municipio,  serán  reunidos  á  los 
bienes  de  los  pobres  (á  los  establecí* 
mientos  de  beneficencia)  del  municipio 
interesado;  los  destinados  á  socorrer  á 
los  habitantes  de  una  circunscripción 
más  extensa  ó  á  favorecer  institucio- 
nes cantonales,  serán  atribuidos  á  la 
institución  (Anstalt)  del  Estado,  que 
tenga  más  afinidad  con  su  destino. 

Art.  39.  Quedará  disuelta  de  derecho 
pleno  una  corporación  por  el  becho  de 
abrirse  respecto  de  dichos  bienes  un 
concurso  (Konkursoerfahren),  procedi- 
miento de  concurso. 

Sección  tercera 

De  las  fundaciones 

Art.  40.  Las  fundaciones  ( Stiftun- 
gen),  por  las  cualáfe  se  crea  un  es- 
tablecimiento duradero  ó  se  da  á  cier- 
tos bienes  un  destino  especial  y  dis- 
tinto después  del  fallecimiento  del  fun- 
dador, sólo  podrán  constituirse  por  las 


(1)  Completan  el  presente  artículo  los  núme- 
ros 3.°  y  4.°  del  716  del  Código  federal  de  las 
Obligaciones. 
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personas  que  hayan  llegado  á  la  edad 
de  discernimiento  y  tengan  libre  volun- 
tad. Además,  las  mujeres  casadas,  los 
niños  sometidos  á  la  tutela  paterna  y 
las  personas  colocadas  bajo  la  tutela 
déla  autoridad,  necesitarán  respectiva- 
mente el  consentimiento  del  marido, 
del  padre  ó  de  la  autoridad  tutelar  su- 
perior (Obervormundscha/t). 

Las  personas  jurídicas  podrán  cons- 
tituir una  fundación. 

Art.  41.  La  fundación  que  deba  ya 
surtir  efecto  en  vida  de  su  autor  ó  que 
sea  creada  por  una  persona  jurídica, 
necesita  para  su  validez: 

1.°  Que  se  otorgue  la  escritura  ante 
notario; 

2.°  Que  se  le  constituya  una  dotación 
especial  (abgesondertes  Sti/tungsgui); 

3.°  Que  se  dé  aviso  á  la  autoridad 
superior  de  vigilancia  (art.  44). 

Art.  42.  Las  fundaciones  que  no  de- 
ban comenzar  sino  después  del  falleci- 
miento de  su  autor,  sólo  podrán  hacer- 
se por  testamento  público  y  mediante 
la  constitución  de  una  dotación.  Los 
herederos  del  testador  podrán  impug- 
nar tales  fundaciones  si  exceden  de  la 
cantidad  á  que  ascienda  la  parte  alícuo- 
ta disponible. 

Art.  43.  Al  constituirse  una  funda- 
ción será  necesario,  no  sólo  precisar  su 
naturaleza  y  objeto,  sino  también  indi- 
car el  modo  cómo  ha  de  ser  regida  y 
representada. 

Art.  44.  Las  fundaciones  estarán 
desde  luego  colocadas  bajo  la  alta  ins- 
pección del  municipio  de  que  dependan. 

Si  no  tienen  relación  con  ningún  mu- 
nicipio en  particular,  estarán  bajo  la 
inmediata  vigilancia  de  las  autoridades 
competentes  del  Estado. 

Art.  45.  Los  estatutos  de  una  funda- 
ción sólo  podrán  modiñcarse  con  las 
siguientes  condiciones: 


1.a  Que  haya  sido  acordada  la  mo- 
dificación por  mayoría  en  una  junta 
compuesta  de  las  personas  que  tengan 
el  derecho  de  administrar  ó  de  repre- 
sentar la  fundación; 

2.°  Que  haya  sido  aceptada  por  la 
corporación  ó  por  el  funcionario  á  quien 
competa  la  vigilancia,  ó  si  se  trata  de 
una  fundación  colocada  bajo  la  inme- 
diata inspección  del  Estado  por  el  Con- 
sejo ejecutivo; 

3.°  Que  no  sea  contraria  al  objeto 
de  la  fundación. 

Respecto  de  este  último  punto,  tendrá 
la  minoría,  durante  un  año,  á  contar 
del  acuerdo  tomado  en  junta  general, 
el  derecho  de  impugnar  dicho  acuerdo 
ante  los  tribunales  y  de  pedir  su  anu- 
lación. 

Incumbe  además  á  todo  interesado  á 
quien  la  modificación  perjudique  en  sus 
derechos  adquiridos,  perseguir  en  jui- 
cio la  protección  de  dichos  derechos. 

Art.  46.  Si  el  sostenimiento  de  una 
fundación  viniere  á  ser  inadmisible  ó 
imposible,  sus  bienes,  salvo  disposi- 
ción contraria  en  los  estatutos,  pasa- 
rán al  municipio  ó  al  Estado,  según 
que  la  fundación  esté  colocada  bajo  la 
inmediata  vigilancia  de  uno  ó  de  otro. 

Pero  deberán  incorporarse  á  aquellos 
bienes  especiales  cuyo  destino  tenga 
más  analogía  con  el  objeto  de  la  fun- 
dación. 

Art.  47.  Independientemente  de  las 
condiciones  determinadas  en  el  art.  45, 
la  supresión  de  una  fundación  nunca 
podrá  efectuarse  sin  el  consentimiento 
del  Consejo  cantonal. 
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LIBRO   SEGUNDO 


DERECHO  DE  LAS  COSAS 


Sección  primera 

De  las  cosas 

A.— Inmuebles 

Art.  48.  Son  inmuebles  (Liegens- 
chaften)  las  fincas  rústicas  y  los  edifi- 
cios y  obras  hidráulicas  construtdas  en 
ellas  y  unidas  á  las  mismas  de  un  modo 
permanente. 

Se  considerarán  como  muebles  las 
construcciones  ligeras,  colocadas  tem- 
poralmente sobre  el  suelo  (tiendas  de 
feria,  garitas,  etc.),  lo  mismo  que  los 
materiales  de  construcción  aún  no  in- 
corporados al  edificio  á  que  están  des- 
tinados, y  los  materiales  desprendidos 
del  mismo. 

Art.  49.  Todas  las  partes  integran- 
tes (Theüe)  de  un  inmueble  deberán 
considerarse  por  todos  conceptos  como 
inmuebles. 

Se  considerarán  como  partes  inte- 
grantes de  un  inmueble: 

1.°  Los  objetos  que  estén  en  correla- 
ción natural  con  la  superficie  del  suelo, 
como  tierras  que  se  hallan  debajo  de 
dicha  superficie,  las  rocas,  piedras,  fó- 
siles (minerales,  carbones)  y  los  ma- 
nantiales; pero  no  el  tesoro  enterrado; 
las  plantas,  árboles  y  arbustos  que  ten- 
gan su  raíz  en  el  suelo,  asi  como  los 
frutos  pendientes  de  ellos,  mientras  los 
árboles  y  plantas  no  hayan  sido  arran- 
cados de  la  tierra,  ni  los  frutos  separa- 
dos de  la  planta  que  los  lleva; 

2.°  Todos  los  objetos  unidos  al  sue- 
lo por  la  mano  del  hombre  de  un  modo 


que,  por  razón  de  su  destino,  deba 
ser  duradero,  como  son:  los  muros  y 
vallas  enclavados  en  la  tierra;  todo  lo 
que  se  haya  colocado  en  un  edificio  con 
clavos  y  clavijas;  los  armarios,  espejos 
ó  cuadros  que  formen  cuerpo  con  el  de- 
corado; las  estufas  ú  hornillos  coloca- 
dos en  el  suelo  ó  adheridos  á  una  pared 
(Feuermauer);  las  máquinas  y  aparatos 
adheridos  al  edificio  por  su  modo  de 
construcción,  como  motores  (ruedas 
hidráulicas ,  turbinas  ,  transmisores, 
máquinas  de  vapor),  ascensores,  cam- 
panillas, calderas,  ventiladores,  tube- 
rías, martinetes,  prensas  grandes 
(Trottwerke),  etc. 

Art.  50.  Se  considerarán  como  de- 
pendencias {Zubehaerde)  de  un  in- 
mueble: 

Los  objetos  que  por  su  naturaleza 
se  hallen  afectos  á  un  inmueble  y  que 
sólo  tienen  verdadera  importancia  para 
su  dueño,  principalmente  las  llaves 
pertenecientes  á  una  casa  ó  á  una 
valla;  los  planos  y  títulos  relativos  al 
inmueble;  las  estacas  y  defensas,  etcé- 
tera, clavadas  en  el  suelo;  las  dobles 
ventanas,  persianas,  transparentes  (sto- 
res), barras  y  cortinas,  mecheros  de 
gas,  bancos  en  las  bodegas,  etc. 

Los  estiércoles  procedentes  de  una 
finca  rural  que  hayan  permanecido  en 
su  sitio; 

En  un  inmueble  que  sirva  para  la  ex- 
plotación de  una  industria  ó  de  un  ofi- 
cio (fábrica,  molino,  fábrica  de  aserrar, 
batán,  prensa  (Trotte),  quesería,  taller, 
etcétera),  los  aparatos  construidos  es- 
pecialmente para  dicha  explotación, 
adaptados  á  su  particular  instalación  ó 
destinados  al  uso  permanente  que  deba 
hacerse  de  él,  como  aparatos  para  hilar 
con  sus  brocas  y  sus  bobinas,  telares 
mecánicos,  máquinas  para  bordar,  mue- 
las, etc. 
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Art.  51.  Dichos  objetos  sólo  toma- 
rán el  carácter  de  una  cosa  aneja  ó  de- 
pendiente cuando  se  hallen  en  ó  sobre 
el  inmueble,  y  lo  pierdan  en  cuanto 
haya  cesado  deñnitivamente  (auf  die 
Dauer)  de  derecho  ó  de  hecho,  su 
anexión  ó  dependencia  de  dicho  in- 
mueble. 

Art.  52.  Podrán  (1),  por  otra  parte, 
considerarse  como  anejos  ó  dependien- 
tes los  siguientes  objetos: 

El  heno  y  la  paja  que  hayan  nacido 
en  la  finca; 

Los  aparatos  para  extinguir  el  fuego; 

Las  prensas  móviles  para  frutas  y 
uvas  (Obstmühlen,  Most-und  Weinpres- 
sen),  los  cables  para  levantar  fardos  y 
otras  análogas; 

Las  provisiones  de  tejas,  tablas,  es- 
tacas ó  piquetes  (Sliekeln),  etc.,  desti- 
nados á  ser  empleados  en  el  inmueble; 

Las  estufas,  armarios  y  andamiajes 
movibles; 

Los  aparatos  y  herramientas  que  sir- 
van para  la  explotación  de  una  fábrica, 
molino,  fábrica  de  aserrar,  batán,  que- 
sería, taller,  etc.; 

Los  muebles  que  sirvan  para  la  ex- 
plotación de  un  hotel. 

Art.  53.  Por  el  contrario,  no  podrán 
considerarse  como  anejos  dependien- 
tes de  un  inmueble: 

Los  objetos  afectos,  no  al  inmueble, 
sino  únicamente  al  uso  personal  de  su 
dueño,  ó  destinados  á  ser  vendidos,  al- 
quilados, etc.; 

Especialmente  las  cosas  destinadas 
á  ser  utilizadas  ó  consumidas,  como 
las  provisiones  de  víveres  ó  de  prime- 
ras materias. 

Art.  54.    Los  objetos  enumerados  en 


(1)  Esta  palabra  se  halla  subrayada  en  el  texto 
oficial,  sin  duda  para  indicar  su  oposición  con 
el  art*  50, 


el  art.  50,  se  reputarán  de  pleno  dere- 
cho sin  necesidad  de  mencionarlos  ni 
tenerlos  especialmente  en  cuenta  en  el 
contrato,  como  enagenados  ó  hipoteca- 
dos con  la  cosa  principal. 

Podrán  ser  embargados  judicialmen- 
te por  la  vía  de  la  ejecución  mobi- 
liaria. 

Si  se  quiere  que  no  sigan  la  suerte  de 
la  cosa  principal,  será  preciso  quitarles 
definitivamente  el  destino  indicado  en 
el  art.  50,  y  formular  reserva  expresa. 

Art.  55.  Por  el  contrario,  los  objetos 
enumerados  en  el  art.  52  sólo  se  repu- 
tarán enagenados  ó  hipotecados  con  la 
cosa  principal: 

1.°  Si  las  partes  hubieren  convenido 
en  ello  en  la  forma  requerida  para  la 
enajenación  ó  empeño  del  inmueble; 

2.°  Si  los  diferentes  objetos  han  sido 
especificados  y  descritos  de  suerte  que 
su  identidad  esté  fuera  de  duda; 

3.°  Si  su  unión  con  el  inmueble  prin- 
cipal fuere  certificada  por  el  notario  ó 
por  el  funcionario  municipal  (Gemein- 
dammann)  de  la  localidad  en  que  estén 
sitos. 

Art.  56.  No  podrá  hipotecarse  un  ob- 
jeto anejo  sin  la  cosa  principal. 

No  podrá  darse  aisladamente  en  ga- 
rantía de  un  crédito,  sino  bajo  forma  de 
garantía  mobiliaria  (Faustpfand),  de 
conformidad  con  las  disposiciones  del 
Código  federal  de  las  Obligaciones  (1), 
6  respecto  de  los  objetos  enumerados 
en  el  art.  52,  bajo  la  forma  de  garantía 
judicial. 

Art.  57.  Pasará  la  hipoteca,  sin  ne- 
cesidad de  disposición  especial  de  un 
objeto  anejo  que  haya  perecido,  sobre 
otro  de  la  misma  especie  que  lo  haya 
sustituido. 


(1)    V.  el  art.  211   del  Código  federal  de 
Obligaciones. 
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£.—  Cosas  muebles 

Art.  58.  Bajo  la  expresión  «bienes 
muebles»  (bewegliches  Gut)  se  com- 
prende no  sólo,  en  general,  todo  los  ob- 
jetos muebles  en  el  sentido  propio  de 
la  palabra,  sino  también  toda  aquella 
parte  de  la  fortuna  que  se  halla  en  el 
comercio  y  que  consiste  en  derechos 
(créditos,  deudas),  á  excepción  de  la 
propiedad  inmueble  ó  de  los  objetos 
anejos  á  ella,  y  de  otros  derechos  rela- 
cionados activa  ó  pasivamente  con  los 
predios  rústicos,  así  como  los  derechos 
sobre  aguas. 

La  expresión  «efectos  muebles»  (fah- 
rende  Habe)  comprende,  en  general,  to- 
dos los  objetos  muebles  corporales,  ex- 
cepto el  dinero  y  valores  en  papel 
(  Werthschriften). 

Art.  59.  La  expresión  «mobiliario» 
(Moebeln)  comprende  todos  los  objetos 
destinados  al  uso  ó  decorado  de  un 
cuarto  ó  habitación:  camas,  sofás,  si- 
llas, mesas,  armarios,  cuadros,  espe- 
jos, relojes,  etc. 

La  expresión  «ajuar»  (Hausrath) 
comprende,  además,  fuera  del  mobilia- 
rio, los  objetos  necesarios  al  servicio 
de  la  casa:  vajilla,  utensilios  de  coci- 
na, etc. 

Las  palabras  «herramientas  ó  instru- 
mentos profesionales»  (Werkzeug, 
Schif/und  Geschirr)  designan,  en  ge- 
nera), todos  los  objetos  é  instrumentos 
necesarios  para  el  ejercicio  de  una  pro- 
fesión. 

C-  Cosas  que  están  en  el  comercio  y 
cosas  que  no  lo  están 

Art.  60.    No  son  susceptibles  de  apro- 
piación individual: 
1.°  Las  cosas  que,  por  su  naturaleza, 


se  las  puede  apropiar  el  individuo,  por 
ejemplo,  el  aire; 

2.°  Las  cosas  públicas  destinadas  al 
uso  común,  como  son  los  lagos,  ríos, 
caminos,  puentes,  plazas,  etc.,  cuando 
estén  destinados  al  uso  general. 

Art.  61.  Sin  embargo*  podrán  cons- 
tituirse y  adquirirse  derechos  privados 
sobre  ciertas  cosas  públicas  tomadas 
aisladamente;  por  ejemplo,  derechos 
de  uso  sobre  aguas  dependientes  del 
dominio  público. 

Art.  62.  Las  cosas  sin  dueño,  como 
son  la  caza  en  los  montes,  el  pescado  en 
el  agua,  y  las  aves  en  el  aire,  no  perte- 
necen á  nadie,  ni  siquiera  al  Estado, 
pero  son  susceptibles  de  apropiación 
individual. 

Sección  segunda 

De  la  posesión 

A .  — A  dquisición  de  la  posesión 

Art.  63.  Se  adquirirá  la  posesión,  en 
el  caso  de  la  transmisión  de  cosas  mue- 
bles, de  conformidad  con  los  artículos 
200  y  siguientes  del  Código  federal  de 
las  Obligaciones.  Los  demás  casos  de 
adquisición  se  regirán  por  las  siguien- 
tes disposiciones. 

Art.  64,  En  principio,  la  adquisición 
de  la  posesión  está  subordinada  á  dos 
condiciones: 

1.a  La  manifestación  de  un  poder 
material  sobre  la  cosa; 

2.a  La  voluntad  de  ejercitar  dicho 
poder  en  su  propio  interés. 

Art.  65.  La  manifestación  de  un  po- 
der material  sobre  la  cosa  no  presupo- 
ne necesariamente  el  contacto  corpo- 
ral con  la  cosa,  sino  la  posibilidad 
comprobada  de  obrar  inmediatamente 
sobre  ella,  posibilidad  que  existirá  des- 
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de  el  momento  en  que  haya  llegado  al 
domicilio  ó  almacén  del  adquirente, 
aun  cuando  él  no  esté  ni  personalmen- 
te presente  ni  representado. 

Art.  66.  El  usufructuario,  el  acree- 
dor por  préstamo  sobre  prenda  y  de- 
más personas  que,  aun  detentando  la 
cosa  en  nombre  del  propietario,  tienen 
sobre  ella  un  derecho  independiente, 
principalmente  el  arrendatario,  el  que 
tiene  una  cosa  en  alquiler,  etc.,  es  in- 
dudable que  no  tienen  la  posesión  á  ti- 
tulo de  propietarios,  sino  que  la  tienen 

en  concepto  de  usufructuarios,  de  acree- 
dores por  préstamo  sobre  prenda,  de 
arrendatarios  ó  de  inquilinos,  y  son 
protegidos  en  ella  en  la  medida  del  de- 
recho que  ejercitan  por  medio  de  dicha 
posesión  (1). 

Art.  67.  También  puede  una  perso- 
na adquirir  la  posesión  por  medio  de 
un  representante  que  se  apodere  de  ella 
por  su  orden  ó  en  virtud  de  sus  poderes. 


(1)  Este  artículo  consagra,  respecto  de  la  po- 
sesión, una  teoría  absolutamente  distinta  vi e  la 
consignada  en  la  mayor  parte  de  los  Códigos  de 
Europa,  que  la  han  tomado  del  Derecho  romano. 
Se  reconoce  y  protege  aquí  como  poseedores  li- 
mitados, pero  legítimos,  á  una  serie  de  detenta- 
dores, aun  precarios,  con  tal  que  tengan  un  de- 
recho independiente  y  en  la  medida  de  este  de- 
recho. Es  indispensable  que  tengan  derecho  á  de- 
tentar la  cosa  por  sí  mismos,  aunque  sea  4  título 
temporal  ó  precario;  si  sólo  la  tienen  por  cuenta 
del  propietario,  no  tienen  el  derecho  independien- 
te que  la- ley  procura  proteger.  Así  es  que  mien- 
tras el  arrendatario  es  un  poseedor,  en  el  sentido 
de  este  Código,  no  lo  es  el  criado  respecto  de  los 
objetos  que  su  amo  le  entrega,  el  artesano  res- 
pecto de  los  útiles  6  primeras  materias  que  le 
haya  confiado  su  patrono,  ni  el  depositario  en  lo 
concerniente  á  la  cosa  depositada.  Cuando  coexis- 
ten varias  de  estas  posesiones,  no  se  excluyen  ne- 
cesariamente, pudiendo  cada  cual  defender  su  de- 
recho hasta  donde  se  vean  perjudicados  sus  inte- 
reses y  contra  cualquiera  que  los  perjudique. 


Cuando  el  representante  obre  sin  man- 
dato, el  representado  no  adquirirá  la 
posesión  por  su  mediación  sino  después 
de  haber  ratiñcado  la  toma  de  pose- 
sión. 

Art.  68.  La  posesión  de  una  ñnca 
rústica  ó  urbana  implica,  en  general, 
la  de  los  objetos  muebles  que  en  ella  se 
encuentren  y  que  hayan  ido  á  parar 
con  dicha  ñnca  á  poder  del  poseedor 
del  inmueble. 

Art.  69.  El  legítimo  heredero  conti- 
nuará poseyendo,  inmediatamente  des- 
pués del  fallecimiento,  en  las  condicio- 
nes en  que  poseía  el  difunto. 

Cuando  el  heredero  testamentario  ó 
contractual  (1)  adquiere  la  posesión 
después  de  la  adición  de  la  herencia,  se 
admitirá  que  continúa  él  también  la 
posesión  del  difunto. 

Art.  70.  Si  la  toma  de  posesión  lleva 
en  sí  violencia,  dolo  ó  abuso  de  confian- 
za, se  reputará  viciosa  y  de  mala  fe. 

Art.  71.  La  posesión  legítima  presu- 
pone, no  sólo  una  toma  de  posesión 
exenta  de  vicios  (art.  70),  sino  también 
un  título  que  la  justifique;  por  ejemplo, 
compra,  donación  ó  derecho  heredi- 
tario. 

Art.  72.  En  principio  no  tendrá  de- 
recho, ni  aun  el  que  tenga  un  título  vá- 
lido, para  tomar  posesión  de  una  cosa, 
de  apoderarse  violentamente  de  ella  si 
el  poseedor  actual  de  la  cosa  se  opone 
á  la  toma  de  posesión,  sino  que  deberá 
acudir  álos  tribunales. 

Art.  73.    Sólo  será  de  buena  fe  el  po- 


(1)  Según  el  derecho  de  Zurich,  no  está  reser- 
vado el  título  de  heredero  á  los  miembros  de  la 
familia  que  recoge  la  sucesión  en  virtud  de  la  ley, 
sino  que  pertenece  igualmente  á  las  personas 
cuyo  derecho  á  la  sucesión  so  funda  en  un  testa- 
mento ó  en  un  contrato 
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seedor  cuando  ignore  los  vicios  de  que 
adolece  su  posesión. 

Art.  74.  No  se  reputará  de  buena  fe 
el  que,  al  apoderarse  de  una  cosa,  de- 
bía, con  una  mediana  atención,  conce- 
bir dudas  sobre  la  validez  de  su  título, 
y  sin  embargo  ha  torneado  indebida- 
mente posesión  sin  más  comprobación. 

Art.  75.  Por  el  contrario,  la  pose- 
sión, de  buena  fe  al  principio,  no  pierde 
este  carácter  por  el  solo  hecho  de  que 
más  tarde  conciba  dudas  el  poseedor 
sobre  la  legitimidad  de  su  posesión, 
perdiéndola  sólo  desde  el  momento  que 
detenta  la  cosa  indebidamente,  con  de- 
trimento del  verdadero  poseedor. 

Art.  76.  En  la  duda,  se  presumirá  la 
buena  fe,  pero  no  la  legitimidad  de  la 
posesión  (1). 

B. — Efectos  de  la  posesión 

Art.  77.  Todo  poseedor  de  buena  ó 
mala  fe,  con  ó  sin  justo  titulo,  tendrá, 
como  tal,  el  derecho  de  defender  su 
posesión  contra  toda  indebida  violencia 
y  contra  toda  perturbación  que  consti- 
tuya delito,  y  de  reclamar  con  este  fin 
la  protección  del  juez. 

Art.  78.  Cuando  las  dos  partes  se 
disputen  la  cualidad  de  actual  posee- 
dor, se  dará  provisionalmente  la  prefe- 
rencia á  la  que  de  hecho  detente  la 
cosa,  sino  está  comprobado  que  ha  des- 
pojado de  ella  á  la  parte  contraria  de 
un  modo  contrario  al  derecho. 

Art.  79.  El  poseedor  de  buena  fe 
tendrá,  además,  derecho  á  la  protec- 
ción del  juez,  contra  toda  molestia  arbi- 
traria, aunque  sea  parcial  en  su  po- 


(1)  Varios  Códigos  suizos,  siguiendo  el  ejem- 
plo del  Código  austríaco  (art.  323),  admiten  que 
el  justo  título  debe  presumirse,  lo  mismo  que  la 
buena  fe. 


sesión,  aun  cuando  dicha  molestia  no 
constituya  delito. 

Art.  80.  En  virtud  de  la  queja  del 
querellante,  podrá  obligarse  al  deman- 
dado á  reparar  el  daño,  y  si  hubiere 
motivo  para  temer  de  parte  de  éste  mo- 
lestia ulterior,  á  prestar  fianza. 

Art.  81.  El  poseedor  de  buena  fe 
desposeído  en  forma  contraria  al  dere- 
cho (por  violencia,  dolo  ó  abuso  de  una 
concesión  graciosa),  tendrá  derecho 
á  perseguir  al  que  lo  haya  desposeído 
y  á  sus  herederos  para  la  restitución  y 
daños  y  perjuicios. 

Art.  82.  Se  competirá  esta  acción 
aun  cuando  el  demandado  que  le  haya 
desposeído  tuviese  un  derecho  á  la  po- 
sesión superior  al  suyo;  pudiendo 
aquél  hacer  valer  dicho  derecho  por 
las  vias  ordinarias. 

Art.  83.  Podrá  también  entablarse 
la  acción  de  restitución  contra  el  ter- 
cero detentador  que  no  haya  desposeí- 
do al  querellante,  cuando,  al  adquirir 
dicho  tercero  la  posesión,  aun  siendo 
sin  vicio  alguno,  sabía  que  la  cosa  ha- 
bía sido  arrebatada  al  querellante  de 
un  modo  contrario  al  derecho. 

Art.  84.  Las  acciones  posesorias  de 
que  se  ha  tratado  hasta  ahora,  y  que 
tiendan,  ya  á  proteger,  ya  á  recobrar 
la  posesión,  deberán  entablarse  dentro 
de  los  seis  meses  á  contar  desde  la  mo- 
lestia ó  de  la  evicción,  y  se  transmitirán 
generalmente  según  las  reglas  del  pro- 
cedimiento de  mandamiento  (Befehls- 
verfahren)  (1).  Transcurrido  ese  plazo, 


(1)  El  procedimiento  de  mandamiento  (Be- 
fehlsverfakren)  es  una  institución  sumarísima 
especial  de  los  Códigos  de  Zurich  (procesal,  ar- 
tículos 5*77  y  siguientes).  El  demandante  pide 
audiencia  y  comparece  ante  el  Presidente  del 
tribunal  y  le  expone  de  viva  voz  sus  quejas  ó  sus 
pretensiones;  el  Presidente  contesta  con  un  man- 
damiento simple  ó  condicional  dirigido  al  que  ha. 
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sólo  serán  admisibles  cuando  el  deman- 
dado se  haya  enriquecido  á  consecuen- 
cia del  perjuicio  causado  al  querellan* 
te,  y  entonces  estarán  sometidas  al  pro- 
cedimiento ordinario. 

Art.  85.  El  poseecor  de  buena  fe  no 
deberá  indemnización  alguna,  ni  al  pro- 
pietario, ni  á  otra  persona  que  tenga 
sobre  la  cosa  un  derecho  preferente, 
por  los  frutos  que  haya  percibido  y  con- 
sumido por  razón  de  su  posesión,  ni  es- 
tará tampoco  obligado  á  restituir  los 
frutos  separados,  pero  no  consumidos 
todavía. 

Por  excepción  podrá  obligarle  el  juez 
á  restituir  los  que  aún  no  haya  consu- 
mido ó  á  reintegrar  el  valor  de  los  fru- 
tos consumidos,  en  los  casos  en  que  di- 
chos frutos  hayan  sido  para  él  causa 
de  ilegítimo  enriquecimiento  (unge- 
hoerig)  (1). 


perturbado  el  derecho.  Si  éste  entiende  que  no 
debe  conformarse  6  que  el  Presidente  ha  sido 
mal  informado,  se  dirige,  á  su  vez,  á  dicho  ma- 
gistrado pidiendo  la  revocación  ó  la  modificación 
del  mandamiento,  y,  en  caso  necesario,  puede 
aDelar  por  escrito  ante  el  tribunal  superior,  que 
estatuye  á  su  vez,  en  el  más  breve  plazo  posible, 
ora  oyendo  por  escrito  á  la  otra  parte,  ora  sin 
ningún  otro  trámite  ni  diligencia.  Este  procedi- 
miento, tan  sencillo  como  rápido,  produce  allí  ex- 
celentes resultados. 

(1)  Aunque  el  principio  consignado  en  el  pri- 
mer párrafo  está  tomado  del  Derecho  romano, 
tanto  por  éste  como  los  demás  Códigos  suizos; 
pero  la  excepción  ó  restriccióu  consignada  en  el 
párrafo  segundo  obedece  á  un  indiscutible  crite- 
rio de  equidad;  puesto  que  cuando  la  duración 
sea  muy  breve  y  los  productos  percibidos  muy 
considerables,  no  parece  justo  que  uno  se  enri- 
quezca contra  el  derecho  de  otro  Supongamos 
que  uno,  creyéndose  de  buena  fe  con  derecho  á 
una  herencia  cuando  ya  el  fruto  está  en  su  ma- 
durez, toma  posesión  de  un  extenso  viñedo  y  en 
dos  semanas  coge  el  fruto  y  lo  vende,  realizando 
una  considerable  ganancia,  y  al  cabo  de  este 


Art.  86.  Cuando  se  intente  una  ac- 
ción de  eviccion  (Entwehrungsklage, 
Evietionsklage)  contra  el  poseedor  de 
buena  fe,  tendrá  éste  obligación  de  res- 
tituir, si  se  reconoce  que  la  acción  es 
fundada,  los  frutos  que  haya  percibido, 
ó  que,  según  las  circunstancias,  habría 
debido  percibir  desde  que  se  le  comu- 
nicó la  demanda,  si  dichos  frutos  exis- 
tieran aún,  ó  de  abonar  su  importe  si 
los  hubiere  consumido. 

Art.  87.  No  estará  obligado  el  po- 
seedor de  buena  fe  que  haya  hecho 
gastos  parala  cosa,  á  restituirla  antes 
que  le  hayan  sido  íntegramente  reem- 
bolsados dichos  gastos  necesarios  y 
los  útiles  hasta  compensar  el  mayor 
valor  que  la  cosa  tenga  por  este  mo- 
tivo. 

Art.  88.  No  tendrá  derecho  á  indem- 
nización alguna  por  los  gastos  de  mero 
embellecimiento;  pero  será  dueño  de 
quitar  los  adornos,  si  puede  hacerlo, 
sin  perjuicio  para  la  cosa,  y  si  la  par- 
te contraria  no  prefiere  abonarle  equi- 
tativamente su  valor. 

Art.  89.  No  podrá  tampoco  el  posee- 
dor de  buena  fe  hacerse  reembolsar 
los  gastos  ordinarios  que  haya  exigido 
la  buena  administración  de  la  cosa,  ni 
los  concernientes  á  los  frutos  que  que- 
den en  su  beneficio. 

Podrá,  por  excepción,  obligarse  al 
propietario  á  abonar  los  gastos  de  cul- 
tivo ú  otros  análogos,  en  proporción  al 
beneficio  ilegítimo   que   obtuviese   en 


tiempo  sabe  que  es  otro  el  heredero  legítimo.  ¿Es 
equitativo  que  por  la  posesión  de  quince  días 
perciba  y  haga  suyo  el  producto  de  los  frutos  en 
tolo  un  año?  El  legislador  de  Zurich  ha  entendi- 
do que  no,  y  ha  consignado  esta  excepción  al 
principio  general  admitido,  dejando  á  la  pruden- 
cia del  juez  la  porción  que  ha  de  dejarle,  según 
las  circunstancias. 
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detrimento  del  poseedor  de  buena  fe. 

Art.  90.  El  poseedor  de  mala  fe  res- 
ponderá de  todos  los  frutos  percibidos, 
consumidos  ó  no,  asi  como  de  los  que 
el  propietario  hubiera  podido  percibir 
si  no  hubiese  sido  privado  por  el  po- 
seedor de  mala  fe  del  disfrute  de  la 
cosa. 

Art.  91.  El  poseedor  de  mala  fe  po- 
drá cargar  en  cuenta  sus  gastos  nece- 
sarios. En  cuanto  á  los  útiles  ó  de  em- 
bellecimiento, será  dueño,  si  no  prefie- 
re abonárselos  equitativamente  el  pro- 
pietario con  arreglo  á  su  valor  actual, 
de  llevarse  les  objetos  á  que  se  refieran, 
siempre  que  pueda  hacerlo  sin  perjui- 
cio para  la  cosa. 

Art.  92.  El  poseedor  de  buena  fe 
que  tenga  un  justo  titulo  y  cuyo  dere- 
cho correspondiente  á  su  posesión  esté 
garantido  por  una  acción  real,  tendrá 
análoga  acción  posesoria  real  contra 
toda  persona  que  moleste  ó  turbe  inde- 
bidamente su  posesión  ó  le  despoje  de 
la  cosa. 

Art.  93.  Cuando  el  demandado  ten- 
ga á  la  posesión  de  la  cosa  un  derecho 
igual  ó  superior,  no  producirá  efecto 
contra  él  la  demanda  (1),  á  no  ser  que 
esté  el  demandante  en  condiciones  de 
oponer  á  dicho  derecho  de  posesión 
igual  ó  superior  derecho  real  ó  conven- 
cional capaz  de  restringirlo. 

Art.  94.  Dicha  acción  protegerá  asi- 
mismo la  posesión  ideal  (ideelles  Besitz- 
recht),  por  ejemplo,  la  del  heredero  (ar- 
tículo 69)  y  no  ampara  sólo  contra  las 
perturbaciones  de  una  posesión   real. 

Art.  95.    Estará  sometida  la  acción 


(1)  Queda  sin  efecto  la  acción  posesoria  del 
poseedor  legítimo:  1.°,  respecto  del  demandado, 
que  es  á  su  vez  poseedor  legítimo;  2.°,  respecto 
del  propietario  6  de  cualquier  otra  persona  que 
tenga  mejor  derecho,  y  que  esté  en  posesión. 


posesoria  á  las  mismas  excepciones 
que  la  acción  resultante  del  derecho 
correspondiente. 

C—  Pérdida  de  la  posesión 

Art.  96.  En  principio  se  pierde  la  po- 
sesión cuando  cesa  la  posibilidad  de 
ejercer  un  poder  material  sobre  la  cosa 
ó  la  voluntad  de  ejercerla  en  interés 
propio. 

Art.  97.  Preséntase  principalmente 
el  primer  caso  cuando  parece  la  cosa  ó 
se  pierde  definitivamente,  ó  cuando  se 
ha  apoderado  de  ella  otra  persona  y 
la  detente  en  detrimento  del  poseedor. 

Art.  98.  La  mera  ausencia  del  po- 
seedor ó  el  hecho  de  quedarse  incapa- 
citado para  adquirir  una  posesión  no 
le  hace  perderla  anteriormente  adqui- 
rida. 

Art.  99.  Los  animales  salvajes  sólo 
se  poseerán  mientras  se  tengan  bajo 
nuestra  custodia  ó  dominio,  ó  mientras, 
sin  custodiarlos,  se  pueda  ejercer  un 
poder  material  sobre  ellos. 

Los  amansados  se  asimilan  á  los  do- 
mésticos, si  conservan  la  costumbre 
de  volver  á  casa  de  su  dueño. 

Art.  100.  El  poseedor  de  un  enjam- 
bre que  haya  volado  podrá  perseguirlo 
durante  tres  días,  y  si  consiguiese  apo- 
derarse de  él  otra  vez,  se  reputará  que 
ha  estado  siempre  en  su  posesión. 

A|t.  101.  No  bastará  para  perder  la 
posesión  de  un  inmueble,  que  se  haya 
apoderado  de  él  un  tercero;  necesitase 
además  que  haya  tenido  conocimiento 
de  ello  el  poseedor  y  no  se  haya  cuida- 
do de  expulsar  inmediatamente  al  usur- 
pador. 

Art.  102.  El  poseedor  que  en  vez  de 
continuar  poseyendo  en  su  propio  be- 
neficio, comienza  á  poseer  por  cuenta 
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ajena,  se  entenderá  que  renuncia  con 
esto  á  su  posesión. 

Art.  103.  Perderá  asimismo  la  po- 
sesión si  renuncia  á  ella,  aun  cuando 
nadie  la  adquiera  en  su  lugar. 

Art.  104.  Perderá  también  el  po- 
seedor su  posesión  por  el  hecho  de  su 
representante,  cuando  éste  transfiera 
á  otro  ó  se  niegue  á  restituirle  á  él 
mismo  la  cosa,  pero  no  por  la  mera  re-  „ 
nuncia  del  representante. 

D.— Posesión  de  derechos 
(cuasi  posesión) 

Art.  105.  La  posesión  de  servidum- 
bres ú  otros  derechos  reales  que  se 
manifiestan,  no  por  un  poder  material 
sobre  la  cosa,  sino  por  el  ejercicio  efec- 
tivo y  consciente  del  derecho  de  que  se 
trate,  estará  protegida,  como  la  pose- 
sión de  las  cosas  propiamente  dichas, 
tanto  por  el  procedimiento  de  mandato 
como  por  las  acciones  posesorias. 

Art.  106.  La  posesión  de  servidum- 
bres negativas,  es  decir,  de  servidum- 
bres que  prohiban  ciertos  actos  al  pro- 
pietario del  predio  sirviente,  se  adqui- 
rirá, á  falta  de  titulo  expreso,  no  por  el 
mero  hecho  de  la  abstención  del  pro- 
pietario, sino  solamente  por  la  oposi- 
ción que  haga  el  poseedor  á  un  acto  de 
aquél,  contrario  á  la  servidumbre,  y 
sólo  desde  que  dicha  oposición  se 
produzca. 

Art.  107.  Cuando  el  derecho  corres- 
pondiente á  la  posesión  es  de  tal  natu- 
raleza que  no  se  manifiesta  sino  por 
actos  accidentales  ó  periódicos,  como 
son  el  paso  por  un  camino  ó  el  pago 
de  una  renta  territorial,  será  preciso, 
para  establecer  la  posesión,  una  suce- 
sión de  actos  semejantes,  más  ó  menos 
numerosos,  según  permitan  las  demás 
circunstancias,  que  prejuzgan  con  me- 


nos ó  más  facilidad  la  voluntad  de  los 
interesados  respecto  del  pretendido  de- 
recho (1). 

Sección  tercera 

De  la  propiedad 

CAPÍTULO    PRIMERO 

Derecho  del  propietario 

Art.  108  Consiste  la  propiedad  en 
un  derecho  absoluto  y  exclusivo  sobre 
una  cosa  corporal. 

Puede  competir  á  una  sola  persona 
(propiedad  individual),  ó  á  varias  con 
partes  ideales  (¿deelle  Theilé)  (co -pro- 
piedad) (Miteigenthum). 

Art.  109.  El  co-propietario  tendrá  el 
derecho  de  disponer  libremente  de  su 
parte,  de  enagenarla  y  de  empeñarla. 

Art.  110.  Cada  co-propietario  podrá 
usar  libremente  de  la  cosa  común  en 
la  medida  en  que  no  perjudique  con  su 
goce  el  derecho  similar  de  sus  co-inte- 
resados,  y  tomar  una  parte  proporcio- 
nal de  los  productos. 

Art.  111.  El  co-propietario  estará 
obligado  á  contribuir  en  proporción  á 
su  parte,  á  los  gastos  y  medidas  que 
necesite  la  conservación  de  la  cosa  co- 
mún y  á  soportar  proporcionalmente 
las  cargas  que  graven  dicha  cosa. 

Si  no  cumpliere  con  esta  obligación, 


(1)  «Este  artículo,  dice  Bluntchli  en  su  co- 
mentario, contiene  una  regla  de  interpretación 
muy  amplia,  y  que  se  ha  consignado  así  con  in- 
tención, pues  es  necesario  no  establecer  prescrip- 
ciones demasiado  estrictas  en  una  materia  en 
que  las  especies  son  esencialmente  diferentes. 
Podrá  ocurrir  que,  en  ciertos  casos,  baste  con  la 
prueba  de  un  solo  acto  que  presuponga  una  ser- 
vidumbre, mientras  en  otros  se  necesiten  veinte 
ó  ciento. » 
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cada  cual  de  los  co-propietarios  tendrá 
el  derecho  de  exigirle  el  abandono  de 
su  parte  de  propiedad  mediante  una 
equitativa  indemnización. 

Art.  112.  En  lo  concerniente  á  la 
administración  ordinaria  y  al  modo  de 
disfrute  de  la  cosa  común,  correspon- 
derá la  decisión  á  aquel  ó  aquellos  de 
los  co-propietarios  que  tengan  la  mayo- 
ría de  las  partes. 

Pero  bajo  todos  Jos  demás  aspectos, 
las  resoluciones  de  la  mayoría  de  los 
co-propietarios  no  obligarán  á  la  mi- 
noría. 

Art.  113.  Responderán  los  co-propie- 
tarios, los  unos  respecto  de  los  otros, 
como  asociados,  de  los  daños  ocasio- 
nados por  su  negligencia  (Código  fede- 
ral de  las  Obligaciones,  art.  538). 

Art.  114.  Excepto  en  los  casos  en 
que  el  destino  de  la  cosa  común  ponga 
obstáculo  á  ello,  tendrá  en  todo  tiem- 
po cada  co-propietario  el  derecho  de  pe- 
dir el  reparto  material  de  dicha  cosa, 
ó,  en  otros  términos,  órala  conversión 
de  su  derecho  de  co-propiedad  sobre  el 
conjunto  en  un  derecho  de  propiedad 
exclusiva  sobre  una  parte  proporcio- 
nal, ora  el  pago  del  importe  de  su  par- 
te mediante  abandono  de  su  derecho 
de  co-propiedad  á  otro  de  los  co-intere- 
sados. 

Art.  115.  En  las  acciones  de  parti- 
ción ó,  siendo  la  cosa  indivisible,  de 
venta  en  pública  subasta,  si  no  estu- 
viesen de  acuerdo  las  partes,  podrá  el 
juez  disponer,  según  lo  estime  razona- 
ble, ya  la  partición  efectiva  de  la  cosa, 
va  la  atribución  de  su  totalidad  á  uno 
de  los  co-propietarios  mediante  el  pago 
de  una  indemnización  á  los  demás.  En 
este  último  caso  podrá  también,  si 
fuere  necesario,  gravar  con  una  servi- 
dumbre en  provecho  de  una  de  las  par- 
tas la  finca  atribuida  á  la  otra. 


Art.  116.  Asimismo  podrá  el  tribu- 
nal, para  poner  término  á  la  indivisión, 
mandar  vender  la  finca  en  subasta,  bien 
entre  los  co-propietarios  únicamente, 
bien,  si  lo  estima  conveniente,  en  pú- 
blica licitación. 

CAPÍTULO  II 

De  la  propiedad  inmobiliaria 

A.— Adquisición  de  la    propiedad   inmobiliaria 

Art.  117.  La  propiedad  inmobiliaria 
se  transmite: 

1.°  Entre  vivos,  por  el  cumplimiento 
de  las  formalidades  de  cancillería 
(durch  karualiiesche  Fertigung); 

2.*  Después  del  fallecimiento  del 
propietario,  por  derecho  hereditario. 

Quedan  exceptuadas: 

1.°  Las  disposiciones  relativas  á  la 
transmisión  de  la  propiedad  en  caso  de 
expropiación  forzosa,  con  arreglo  á  la 
legislación  federal  ó  cantonal; 

2.°  Las  disposiciones  de  la  ley  sobre 
la  inscripción  de  servidumbres  terri- 
toriales relativas  á  la  adquisición  de  la 
co-propiedad  de  caminos  rurales. 

I.— Transmisión  por  cumplimiento  de 
las  formalidades  de  cancillería 

Art.  118.  Para  transmitir  la  propie- 
dad por  el  cumplimiento  de  las  forma- 
lidades de  cancillería,  se  requiere: 

1.°  Que  el  que  la  transmite  sea  el 
mismo  propietario  del  inmueble  ó  esté 
autorizado  para  disponer  de  él; 

2.°    Que  goce  de  la  capacidad  civil; 

3.°  Que  la  transmisión  se  funde  en 
un  hecho  jurídico  que  tenga  por  objeto 
realizar  la  venta,  cambio,  partición  de 
herencia,  etc.; 

4.0    Que  la  escritura  en  que  QonstQ 
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dicho  acto  esté  inscrita  en  el  registro 
territorial  (Grundprotokoll). 

Art  119.  La  cuestión  de  saber  cuán- 
do pierde  el  propietario  demandado  por 
sus  acreedores  la  facultad  de  enagenar 
sus  inmuebles,  se  regirá,  por  la  legisla- 
ción de  procedimiento  y  persecución 
por  deudas. 

Art.  120.  La  transmisión  de  la  pro- 
piedad territorial  se  determinará  por  la 
fecha  con  que  se  ha  inscrito  el  docu- 
mento en  el  registro  de  la  propiedad,  á 
no  ser  que  dicha  acta  fije  expresamente 
otra.  La  mera  estipulación  de  una  toma 
de  posesión  posterior  no  equivaldrá  á 
tal  fijación. 

En  principio,  la  inscripción  debe  lle- 
var la  fecha  del  día  en  que  el  acto  jurí- 
dico que  la  motiva  se  ha  puesto  en  co" 
nocimiento  del  notario  y  ha  sido  con- 
signado por  él  en  su  diario. 

Si  el  que  ha  enagenado  se  declarase 
en  concurso  en  el  intervalo  que  media 
entre  la  anotación  en  el  diario  y  la  ins- 
cripción efectiva  en  el  registro  territo- 
rial, y  sólo  fuese  imputable  al  notario  el 
retraso  en  la  inscripción,  habiendo  que- 
dado todo  lo  demás  como  estaba,  debe- 
rá efectuarse  la  inscripción  con  poste- 
rioridad. 

II.— Prescripción  adquisitiva 

Art.  121.  El  que  posea  un  inmueble 
de  buena  fe  y  con  justo  título,  podrá 
prescribir  su  propiedad  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.°  Cuando  la  escritura,  por  la  cual 
se  efectúa  la  transmisión,  adolezca  de 
algunos  vicios,  principalmente  cuando 
por  equivocación  se  haya  cedido  y  atri- 
buido una  finca  á  alguno  sin  ser  el  que 
de  ella  ha  dispuesto  el  legítimo  propie- 
tario ó  no  gozase  de  la  capacidad  civil, 
ó  la  escritura  no  haya  sido  aprobada 


por  el  juez  en  los  casos  en  que  dicha 
formalidad  sea  necesaria; 

2.°  Cuando  creyéndose  uno  heredero 
de  buena  fe,  se  haya  apropiado  un  in- 
mueble dejado  por  el  difunto,  no  siendo 
heredero; 

3.°  Cuando  con  justo  título  haya  to- 
mado uno  posesión  de  un  inmueble 
cuyo  propietario  no  indique  el  registro 
territorial  ó  no  lo  indique  de  un  modo 
suficiente. 

Art.  122.  En  estos  casos,  la  prescrip- 
ción es  causa  legítima  de  adquisición 
de  la  propiedad,  á  condición  de: 

1.°  Que  al  derecho  de  posesión  ideal 
vaya  unido  una  posesión  efectiva  de 
diez  años; 

2.°  Que  el  verdadero  propietario  ó 
sus  causa-hab'ientes  dejen  transcurrir 
diez  años  sin  reivindicar  el  inmueble  ó 
sin  hacer  reconocer  sus  derechos  por 
el  poseedor. 

Art.  123.  Por  otra  parte,  podrá  el  po- 
seedor de  buena  fe,  aun  á  falta  de  título 
que  tenga  por  objeto  la  adquisición  de 
la  propiedad,  prescribir  un  inmueble 
cuyo  propietario  no  permita  determi- 
nar el  registro  territorial,  cuando  lo 
haya  poseído  durante  treinta  años,  en 
concepto  de  propietario,  sin  interrup- 
ción ni  contradicción. 

Será  innecesaria  la  prescripción  si 
las  circunstancias  bastasen  para  de- 
mostrar claramente  la  antigua  y  tradi- 
cional propiedad  del  poseedor. 

Art.  124.  El  poseedor  que  se  halle  en 
las  condiciones  requeridas  para  pres- 
cribir, tendrá  el  derecho  de  añadir  á  su 
propia  posesión  la  de  su  causante,  con 
tal  que  éste  se  hallase  en  las  mismas 
condiciones. 

Art.  125.  Cuando  se  haya  ganado  la 
prescripción,  el  poseedor  podrá  preva- 
lerse de  ella  para  pedir  al  tribunal  de 
distrito  autorización  para  hacerse  in$* 
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cribir  como  propietario  en  el  registro 
territorial  y  de  provocar  así  una  propie- 
dad regular  mediante  un  documento  de 
cancillería  (escritura  ó  acta  notarial). 
Concederá  el  tribunal  dicha  autoriza- 
ción después  de  haberse  convencido  de 
que  el  impetrante  s&  halla  en  las  condi- 
ciones requeridas  en  materia  de  pres- 
cripción (artículos  121  á  124),  pudiendo, 
para  formar  su  convicción  poner,  me- 
diante publicación  previa,  á  los  preten- 
dientes eventuales  en  la  precisión  de 
presentarse  y  hacer  las  oportunas  re- 
clamaciones. 

III— Aluvión 

Art.  126.  Los  aumentos  que  sucesi- 
vamente sobrevienen  en  forma  de  alu- 
vión ó  sedimento  permanente  en  las 
fincas  confinantes  con  aguas  pertene- 
cientes al  dominio  público,  pertenece- 
rán á  los  propietarios  de  estas  fincas. 

Art.  127.  Si  por  el  contrario,  un  cur- 
so de  agua  segrega  una  parte  en  un  solo 
trozo  de  un  predio  ribereño  y  lo  lleva 
hacia  otro  inferior  ó  á  la  orilla  opuesta, 
el  propietario  de  la  parte  segregada  po- 
drá reclamar  su  propiedad,  á  no  ser 
que  el  del  campo  inferior  esté  dispuesto 
á  darle  por  él  un  precio  conveniente. 

Si  en  el  término  de  un  año  no  hiciere 
uso  de  esta  facultad,  se  extinguirá  su 
derecho,  y  el  otro  propietario  será  due- 
ño de  apropiarse  la  parte  segregada, 
siempre  que  se  haya  incorporado  á  su 
finca. 

Art.  128.  Los  islotes  que  se  forman 
en  el  cauce  de  un  curso  de  agua  perte- 
necen á  los  dueños  de  las  márgenes  en 
proporción  á  su  proximidad  y  á  longi- 
tud marginal  de  sus  fincas. 

Art.  129.  No  obstante  el  derecho  re- 
conocido á  los  ribereños  en  los  ar- 
tículos 126  al  128,  tendrán  durante  diez 


años  el  Estado  y  el  municipio  la  facul- 
tad de  disponer  de  las  acumulaciones 
de  arrastres  en  provecho  de  la  rectifi- 
cación del  curso  de  agua,  ó,  en  gene- 
ral, de  la  defensa  de  las  orillas  y  en  re- 
lación con  la  policía  de  las  aguas. 

IV.— Accesión  inmobiliaria 

Art.  130.  Cuando  á  consecuencia  de 
arrastre  caiga  tierra  de  una  finca  supe- 
rior á  otra  inferior,  el  dueño  de  la  finca 
superior  tendrá  derecho  de  quitarlo  en 
breve  plazo  y  mediante  el  abono  del  da- 
ño ocasionado  para  llevársela.  Si  no  hi- 
ciere caso  de  este  derecho,  se  incorpo- 
rará definitivamente  á  la  finca  en  que 
se  halla. 

Art.  131.  Las  plantas  extrañas  que 
hayan  echado  raices  en  una  finca,  en- 
trarán, como  accesorias  de  dicha  finca, 
á  formar  parte  de  la  propiedad  de  aquel 
á  quien  pertenezcan;  pero  éste  tendrá 
obligación  de  autorizar  á  la  persona  á 
quien  pertenecían  antes  para  volvérse- 
las á  llevar,  á  condición  de  que  las  quite 
en  breve  plazo  y  sin  causar  daños,  ó  á 
darle  una  indemnización  si,  permane- 
ciendo las  plantas  en  el  lugar  en  que  se 
hallan,  realizare  por  ese  concepto  un 
beneficio  ilegitimo. 

Art.  132.  Asimismo  la  obra  levanta- 
da por  un  tercero  en  terreno  ajeno  per- 
tenece al  dueño  del  suelo,  á  reserva  de 
las  disposiciones  del  art.  133.  Pero  éste 
tendrá  obligación,  á  su  elección,  á  auto- 
rizar al  propietario  de  los  materiales 
para  volverlos  á  retirar  ó  á  pagarle  una 
indemnización  equitativa,  en  propor- 
ción al  beneficio  ilegítimo  que  pudiera 
obtener. 

Art.  133.  Por  excepción,  podrá  con- 
tinuar subsistente,  donde  tal  estado  de 
cosas  exista  en  la  actualidad,  una  divi- 
sión de  la  propiedad  en  virtud  de  la  que 
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los  diversos  pisos  de  una  casa,  ó  toda 
la  casa  y  el  solar  en  que  está  edificada 
pertenezcan á  diferentes  personas.  Pero 
se  prohibe  establecer  en  adelante  seme- 
jantes divisiones  de  la  propiedad. 

V. —Creación  artificial  de  terrenos 

Art.  134.  Sólo  se  llegará  á  ser  pro- 
pietario de  los  terrenos  recientemente 
tomados  en  el  antiguo  cauce  de  un  cur- 
so de  agua  ó  en  la  antigua  cuenca  de  un 
lago,  cuando  se  haya  sido  autorizado 
para  rellenar  esas  depresiones,  y  se 
haya  llevado  realmente  á  cabo  el  tra- 
bajo de  terraplén  ó  relleno. 

8. — Derechos  del  propietario  de  inmuebles 

Art.  135.  El  derecho  del  propietario 
de  un  inmueble  se  extenderá  no  sólo  á 
la  superficie  del  suelo,  sino  también  al 
subsuelo  y  al  espacio  que  sobre  el  sue- 
lo existe. 

Quedan  á  salvo  las  disposiciones  de 
la  sección  cuarta  sobre  los  derechos 
de  regalía  (Regalien)  y  las  prerrogati- 
vas (Gerechtigkeiten)  que  de  ellos  se  de- 
rivan. 

Art.  136.  Cuando  una  persona,  en 
virtud  de  una  facultad  de  que  está  re- 
vestida, se  proponga  emprender  en  fin- 
ca ajena  obras  que  puedan  ocasionar 
ciertos  daños,  el  dueño  de  la  finca  ten- 
drá derecho  á  exigirle  garantías  sufi- 
cientes y  previas  para  la  indemnización 
del  daño  que  le  amenaza. 

El  mismo  derecho  tendrán  los  habi- 
tantes de  una  casa  que  se  hallen  ame- 
nazados. 

Art.  137.  Ningún  co-propietario  de 
una  finca  podrá  emprender  nuevas 
obras  en  ella  oponiéndose  á  ello  alguno 
de  sus  interesados.  No  se  considerarán 
obras  nuevas  las  indispensables  para 


conservar  un  edificio  existente  ó  para 
restaurar  un  edificio  desplomado  ó  in- 
cendiado. 

Art.  138.  Tampoco  podrá  ninguno 
de  ellos  modificar  el  cultivo  del  suelo, 
ni  el  destino  de  ciertas  parcelas  de  la 
finca,  si  se  opusiere  alguno  de  sus  co- 
interesados. 

C.  —Derechos  de  vecindad 
I. —  Paso  por  causa  de  incomunicación 

Art.  139.  Cuando  una  construcción 
existente  ó  una  heredad  en  explotación 
esté  enclavada  dentro  de  otras  de  dis- 
tintos dueños  que  no  tenga  salida  algu- 
na á  una  vía  pública,  el  dueño  podrá 
reclamar  un  paso  por  las  heredades  de 
sus  vecinos,  si  le  fuere  necesario  ese 
paso  para  tener  acceso  á  su  construc- 
ción ó  para  explotar  su  predio. 

Pero  tendrá  obligación  de  dirigirse 
ante  todo  á  su  causante,  si  estuviere 
éste  en  condiciones  de  poder  facilitarle 
una  salida;  en  su  defecto,  deberá  recla- 
mar el  paso  de  aquellos  de  sus  vecinos 
que  menos  se  perjudiquen  con  ello. 

Quedan  á  salvo  las  disposiciones  de 
la  ley  sobre  la  inscripción  de  las  servi- 
dumbres concernientes  á  las  heredades 
que  se  hallen  en  la  proximidad  de  un 
camino  rural. 

Art.  140.  El  propietario  que  haya  te- 
nido necesidad  de  reclamar  paso  por 
causa  de  incomunicación,  estará  obli- 
gado á  indemnizar  al  vecino  por  el  per- 
juicio ocasionado  por  la  concesión  de 
un  camino  ó  por  el  ejercicio  del  dere- 
cho de  paso. 

Art.  141.  Si  por  culpa  suya  hubiere 
perdido  un  derecho  de  paso  que  le  co- 
rrespondía antes,  no  dejará  de  tener 
por  ello  la  facultad  de  reclamar  una 
salida;  pero  en  ese  caso  deberá  doble 
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indemnización  al  vecino  que  sufra  la 
servidumbre. 

Art.  142.  Cuando  por  la  supresión 
de  una  vía  pública,  pierda  su  salida 
una  heredad,  conservará  el  dueño  su 
derecho  de  paso  necesario  por  la  por- 
ción de  vía  suprimida,  hasta  el  punto 
en  que  dicha  vía  enlace  con  un  ca- 
mino público  y  mientras  no  se  le  haya 
proporcionado  gratuitamente  otra  sa- 
lida suficiente. 

II.— Derecho  de  arado 

Art.  143.  En  los  puntos  en  que  el  uso 
local  conserve  aún  el  derecho  de  arado 
(Tretrecht),  el  labrador,  al  llegar  al  fin 
de  su  surco,  tiene  el  derecho  de  pene- 
trar tres  metros  y  medio  en  el  campo 
no  plantado  de  su  vecino. 

III.—  Desagüe 

Art.  144.  El  dueño  del  predio  inferior 
está  obligado  á  recibir  el  agua  de  lluvia 
que  caiga  naturalmente  de  un  predio 
más  elevado.  Si  el  dueño  de  este  predio 
hiciese  obras  artificiales  para  asegurar 
su  salida,  por  ejemplo,  por  medio  de  un 
foso  ó  de  una  zanja  ó  canal,  deberá  to- 
mar sus  medidas  para  no  causar,  si 
fuere  posible,  ningún  perjuicio  al  pre- 
dio inferior. 

Art.  145.  Lo  mismo  sucederá  con 
todas  las  demás  aguas  que  no  hayan 
sido  traídas  artificialmente  al  predio 
superior,  por  ejemplo,  por  medio  de  ca- 
nales ó  á  consecuencia  de  afloramien- 
tos sino  que  por  el  contrario  surjan  en 
él  naturalmente  ó  hayan  llegado  allí 
por  efecto  de  su  curso  natural. 

El  propietario  inferior  no  estará  obli- 
gado á  recibir  las  aguas  traídas  artifi- 
cialmente al  predio  superior,  salvas  las 


disposiciones    que    siguen    sobre    los 
acueductos. 

IV.  — Acueductos 

Art.  146.  A  fin  de  facilitar  la  instala- 
ción de  fuentes  públicas  ó  privadas,  to- 
do el  que  adquiera  un  manantial  tendrá 
el  derecho  de  exigir  de  los  propietarios 
intermedios,  previa  indemnización,  la 
cesión  del  sitio  necesario  para  poner 
los  tubos  de  traída  ó  de  desagüe,  con 
tal  que  estas  obras  puedan  ejecutarse 
sin  causar  considerable  daño  á  los  edi- 
ficios ó  á  las  plantaciones  de  dichos 
propietarios.  El  trazado  de  la  canaliza- 
ción deberá  hacerse  de  modo  que  se 
tenga  en  debida  cuenta  la  configura- 
ción del  terreno  que  se  haya  de  atrave- 
sar y  los  deseos  expresados  por  los 
propietarios. 

Art.  147.  El  propietario  de  una  ex- 
plotación agrícola  estará  obligado  tam  - 
bien  á  permitir  que  el  que  disponga  de 
agua  corriente  establezca  á  través  de 
sus  terrenos  las  acequias  ó  canales  ne- 
cesarios para  utilizarla  como  fuerza 
motriz,  ó  á  cederle  el  terreno  que  haya 
menester  para  el  establecimiento  ó  en- 
sanche de  un  estanque.  El  terreno  que 
ceda  con  dicho  objeto  deberá  pagár- 
sele en  el  doble  de  su  valor  y  tendrá, 
derecho,  además,  á  una  indemnización 
por  cualquiera  otro  perjuicio  posible. 

Art.  148.  El  mismo  principio  se  apli- 
cará á  la  colocación  de  tuberías  de 
desagüe  ó  de  riegos,  en  cuyos  casos  el 
propietario  gravado  tendrá  derecho  á 
una  indemnización  completa,  pero  sen- 
cilla. 

Quedan  á  salvo  las  disposiciones  de 
la  ley  sobre  riegos  y  desagüe  de  gran- 
des superficies. 

Art.  149.  Incumbe  á  la  jurisdicción 
administrativa  la  cuestión  de  averigua^ 
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y  declarar  si  la  canalización  proyecta- 
da (artículos  146  á  148)  responde  real- 
mente á  una  necesidad. 

Para  las  demás  diñcultades  se  apli- 
carán las  disposiciones  de  la  ley  proce- 
sal de  Zurich. 

V.— Plantación  de  árboles 

Art.  150.  Los  árboles  de  j  ardí n,  ar- 
bustos de  adorno  y  matas  de  poca  ele- 
vación no  podrán  plantarse  sin  el  con- 
sentimiento del  vecino,  á  menos  de 
sesenta  centímetros  del  limite  de  las 
dos  heredades. 

Además,  hasta  una  distancia  de  cua- 
tro metros  de  dicho  límite  deberán  cor- 
tarse de  modo  que  su  altura  no  pase 
nunca  del  doble  de  la  distancia. 

Art.  151.  No  se  permitirá  plantar 
árboles  forestales  ó  grandes  árboles  de 
ornato,  como  álamos,  castaños  ó  pláta- 
nos, ni  nogales  y  cerezos,  á  menos  de 
ocho  metros  del  limite,  y  los  demás  ár- 
boles frutales  ó  arbustos  de  ornato  que 
no  estén  sometidos  á  una  poda  perió- 
dica, á  menos  de  cuatro  metros.  Cuan- 
do sea  una  plantación  de  viña  el  predio 
contiguo,  la  distancia  deberá  ser  de 
ocho  metros  aun  para  los  árboles  de 
estas  dos  últimas  clases  (i). 

Art.  152.  Cuando  sea  un  bosque  el 
terreno  contiguo,  los  árboles  y  arbus- 
tos deberán  estar  á  cincuenta  centíme- 
tros por  lo  menos  del  limite;  no  habrá 
obligación  de  podarlos. 

Art.  153.  La  acción  para  que  se  qui- 
ten árboles  plantados  sin  observar  las 
distancias  que  acaban  de    indicarse, 


(1)  Este  principio  lo  consagran  todas  las  le- 
gislaciones cantonales  de  Suiza;  pero  con  gran 
variedad  en  lo  que  se  refiere  á  las  distancias, 
pues  hay  cantones,  como  el  de  Lucerna,  en  donde 
basta  con  la  distancia  de  dos  metros  cuarenta 
centímetros, 
Tomo  VIII. -«-Instituciones  jurídica». 


prescribirá  á  los  cinco  años,  á  contar 
desde  la  plantación  de  dichos  árboles. 

Art.  154.  El  vecino  no  podrá  exigir 
que  se  quiten  árboles  que  se  hallen  á 
menos  distancia  que  la  legal,  bien  en 
virtud  de  un  derecho  anterior,  bien  con 
su  permiso  (art.  153).  Pero  cuando  pe- 
rezcan, la  regla  general  será  aplicable 
á  su  renovación,  salvo  acuerdo  en  con- 
trario, y  á  no  ser  que  se  trate  de  terre- 
nos de  monte  ó  de  bosque. 

Art.  155.  Cuando  el  tronco  de  un 
árbol  se  halle  en  la  misma  linde,  per- 
tenecerá en  común  á  los  dos  vecinos. 
Se  determinará  su  parte  respectiva  se- 
gún la  porción  de  superficie  de  poda 
del  tronco  que  se  halle  en  cada  predio. 

Art.  156.  Salvo  acuerdo  contrario, 
todo  propietario  tendrá  el  derecho  de 
cortar,  para  utilizar  su  terreno,  las  raí- 
ces de  los  árboles  que  penetren  en 
su  predio. 

Art.  157.    Quedan  á  salvo: 

1.°  Las  disposiciones  relativas  á  los 
árboles  que  se  hallen  en  las  vías  y 
plazas  públicas  regidas  por  el  regla- 
mento sobre  construcciones  (Bauord- 
nung); 

2.°  Las  reglas  de  policía  de  la  ley  de 
carreteras  (StrassengeseU)) 

3.°  Las  disposiciones  del  Código  fo- 
restal. 

VI. — Derechos  sobre  las  ramas 
salientes 

Art.  158.  Cuando  las  ramas  de  un 
árbol  frutal,  forestal  ó  de  un  arbusto 
que  se  hallen  en  terreno  cultivado  se 
extiendan  sobre  el  predio  del  vecino, 
tendrá  éste  la  elección  entre  exigir  que 
se  corten  (Kappung)  ó  utilizar  los  fru- 
tos cuyo  derecho  es  conocido  con  el 
nombre  de  Anries. 

Art.  159.    No  podrá  exigirse  la  poda 
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va  en  el  muro  levantado  ya  por  el  veci- 
no en  el  limite  de  las  dos  heredades. 

Art.  169.  Cuando  un  solar  no  esté 
todavía  completamente  edificado,  no 
será  lícito  construir  en  él,  sin  el  con- 
sentimiento del  vecino,  un  nuevo  edifi- 
cio, ó  apoyar  en  él  una  parte  de  edifi- 
cio (como  son  repisas,  escaleras,  zóca- 
los) á  menos  de  metro  y  medio  de  la 
linde. 

Exceptúanse  las  construcciones  en 
hilada  continua  que  hayan  de  hacerse 
á  lo  largo  de  las  vías  públicas. 

Art.  170.  Las  cuadras,  pocilgas, 
cloacas,  fosos,  pudrideros,  los  esterco- 
leros y  otras  instalaciones  que  puedan 
perjudicar  las  construcciones  vecinas, 
deberán  estar  á  metro  y  medio,  por  lo 
menos,  de  dichas  construcciones. 

Art.  171.  El  propietario  de  un  edifi- 
cio tendrá  el  derecho  de  oponerse  á  la 
obra  proyectada  por  su  vecino  cuando 
pueda  quitarle  la  luz  á  dicho  edificio, 
de  tal  suerte  que  una  ó  dos  de  sus  ha- 
bitaciones ó  locales  que  haya  en  él  no 
puedan  ya  dedicarse  al  objeto  á  que  es- 
taban destinadas,  á  no  ser  con  luz  arti- 
ficial, ó  cuando  el  edificio  perdiese,  por 
lo  menos,  la  décima  parte  de  su  valor. 

Art.  172.  El  propietario  de  un  pre- 
dio tendrá  el  derecho  de  oposición  si 
al  quitarle  la  luz  del  sol  se  le  causase 
notable  perjuicio  desde  el  punto  de  vis- 
ta de  la  producción  agrícola. 

Art.  173.  El  derecho  de  oposición 
consagrado  en  los  dos  artículos  que 
preceden  se  perderá  cuando  la  distan- 
cia entre  los  dos  puntos  más  próximos 
del  edificio  por  construir  ó  por  cambiar 
y  de  la  casa  ó  del  terreno  vecino,  hori- 
zontal mente  medida,  sea  mayor  que  la 
altura  de  la  obra  proyectada,  contada 
perpendicularmente  desde  el  suelo  has- 
ta la  línea  de  remate  y  referida  al  pun- 
to más  próximo.   Lo  mismo  sucederá  I 


cuando  entre  ambos  inmuebles,  haya 
una  carretera  de  primera  clase  con  la 
anchura  legal. 

Art.  174.  Cuando  un  edificio  existen- 
te sea  destruido  ó  disminuya  en  exten- 
sión, tendrá  el  dueño,  durante  diez 
años,  el  derecho  de  restablecerlo  á  su 
estado  primitivo  sin  necesidad  de  tener 
en  cuenta  las  disposiciones  restrictivas 
de  los  artículos  171  y  172,  y  durante  los 
tres  primeros  años  el  de  oponerse  alas 
nue  vas  construcciones  proyectadas  por 
sus  vecinos,  como  si  su  edificio  existie- 
se aún  en  su  primitiva  forma. 

Art.  175.  El  dueño  de  un  solar  ó  de 
un  edificio  podrá  dentro  de  los  diez 
años,  á  contar  desde  el  momento  en 
que  el  vecino  haya  construido  ó  au- 
mentado la  altura  de  su  casa  y  abier- 
to ventanas  en  la  pared  que  mira  á 
su  propiedad,  edificar  á  su  vez  ó  au- 
mentar la  altura  de  sus  construcciones 
existentes  sin  cuidarse  de  respetar  las 
ventanas  del  vecino,  aun  cuando  vinie- 
sen á  quedar  tapadas  con  sus  obras. 
Transcurrido  ese  plazo,  estará  some- 
tido á  las  restricciones  usuales  del  dere- 
cho de  edificar. 

Art.  176.  El  dueño  de  un  edificio 
amenazado  con  la  instalación  de  chi- 
meneas, hogares,  hornos,  etc.,  en  el  edi- 
ficio contiguo,  estará  autorizado,  si  el 
peligro  no  puede  evitarse  con  una  me- 
dida de  policía,  á  acudir  á  los  tribuna- 
les para  proteger  su  propiedad. 

Art.  177.  No  es  lícito  apoyar  en  una 
medianería  ó  en  una  pared  pertenecien- 
te al  vecino,  sin  su  consentimiento, 
hornos,  hornazas,  hornos  de  fundición 
ó  de  forja,  etc. 

Art.  178.  Esta  disposición  no  se  apli- 
cará á  los  fogones  de  cocina  ni  á  las 
chimeneas  sencillas  (Sehornsteinen  und 
Kamineri). 

Art.  179.    Todo  co-propietario  de  una 
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medianería  podrá  utilizarla  hasta  la  mi- 
tad de  su  espesor,  con  tal  que  no  com- 
prometa al  hacerlo  el  fín  de  separación 
y  seguridad  para  que  se  estableció  en 
beneficio  de  ambos  ediñcios  contiguos. 
Pero  el  que  quiera  hacer  uso  de  este 
derecho,  deberá  avisar  previamente  al 
otro  respecto  de  las  modificaciones  que 
proyecta. 

Art.  180.  Además  no  podrá  uno  de 
los  co-propietarios  hacer  en  ella,  sin 
el  asentimiento  del  otro,  armarios  ú 
otros  huecos  de  esta  clase,  precisa- 
mente enfrente  de  huecos  análogos 
existentes  ya  en  la  pared  del  lado  de 
este  último. 

Art.  181.  Se  prohibirán  las  instala- 
ciones que  puedan  hacer  impuras  ó  im- 
propias para  su  uso  las  aguas  de  pozo 
ó  fuente  ya  existentes  y  pertenecientes 
á  otro. 

Art.  182.  Tampoco  tendrá  el  propie- 
tario derecho,  haciendo  calicatas  en  su 
propio  terreno,  á  quitar  al  pozo  ó  ma- 
nantial ya  existente  de  otro,  el  agua 
necesaria.  Pero  le  será  licito  hacer  di- 
chas calicatas  aun  cuando  á  conse- 
cuencia de  ellas  resulte  disminuida  la 
cantidad  de  agua  del  otro  pozo  ó  ma- 
nantial. 

Art.  183.  Todo  propietario  tendrá 
obligación  de  permitir  que  su  vecino 
penetre  en  su  propiedad  y  use  tempo- 
ralmente de. ella  cuando  sea  indispen- 
sable para  el  reparo  ó  limpieza  de  la 
casa  de  dicho  vecino. 

Art.  184.  Si  experimentare  algún 
perjuicio  por  dicho  concepto,  tendrá 
derecho  á  una  completa  indemniza- 
ción. 

Art.  185.  Por  lo  demás,  el  vecino 
tendrá  el  deber  de  hacer  uso  de  la  fa- 
cultad que  se  le  reconozca,  del  modo 
menos  molesto  posible  para  el  propie- 
tario del  predio  contiguo,  y  de  darle 


parte  previamente,  y  en  tiempo  oportu- 
no, de  sus  proyectos. 

Art.  186.  Los  mismos  principios  se 
aplicarán  en  caso  de  limpieza  ó  repa- 
ración de  cloacas,  letrinas  y  pozos  ya 
existentes. 

Art.  187.  En  lo  concerniente  á  las 
poblaciones,  continuarán  aplicándose 
las  disposiciones  del  reglamento  sobre 
construcciones  (Bauofidnung),  y  res- 
pecto de  las  construcciones  á  los  lados 
de  las  carreteras,  la  de  la  ley  de  carre- 
teras (Strassengeseü) . 

XI» —  Uso  perjudicial  de  la  propiedad 

Art.  188.  El  dueño  de  una  casa-ha- 
bitación, cuadras  ó  establos,  tendrá 
derecho  á  reclamar  la  protección  de  la 
policía,  y,  en  caso  de  necesidad,  de  los 
tribunales,  si  su  vecino  hiciere  uso  de 
su  casa  ó  de  su  terreno  de  un  modo  que 
comprometa  la  salud  de  los  hombres  ó 
de  los  animales,  por  ejemplo,  por  la 
producción  de  gases  nocivos. 

Art.  189.  El  mero  hecho  de  hacer 
uso  de  su  casa  ó  de  su  terreno  de  una 
manera  lícita  en  si  misma,  pero  que 
perjudique  la  vista,  el  oído  ó  el  olfato 
del  vecino,  no  confiere  á  éste  derecho 
alguno  de  reclamación.  Podrá,  no  obs- 
tante, reclamar  la  protección  de  la  po- 
licía ó,  si  fuere  necesario,  dirigirse  á 
los  tribunales  en  el  caso  en  que  estos 
inconvenientes  llegaran  á  ser  excesi- 
vos ó  se  produjesen  con  mala  intención 
y  con  el  fin  de  molestarle. 

Exceptúanse  en  las  poblaciones  las 
disposiciones  del  Reglamento  de  poli- 
cía sobre  las  construcciones  {Bauord- 
nung). 

Art.  190.  El  dueño  de  una  finca  rús- 
tica ó  de  un  campo  podrá  acudir  ante 
los  tribunales  contra  el  uso  que  haga 
el  vecino  de  su  propia  finca,  si  de  él  re- 
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sultare  notorio  perjuicio  desde  el  pun- 
to de  vista  agrícola;  lo  mismo  sucederá 
con  el  dueño  de  una  casa,  si  los  ele- 
mentos constitutivos  de  aquélla,  ó  los 
objetos  de  uso  indispensables  que  haya 
en  ella  estuvieren  bastante  deteriora- 
dos por  causa  del  vecino. 

D.— Pérdida  de  la  propiedad  inmobiliaria 

Art.  191.  El  actual  dueño  de  un  in- 
mueble perderá  su  propiedad: 

1.°  Por  enajenación  que  de  él  haga 
mediante  el  cumplimiento  de  las  for- 
malidades de  cancillería; 

2.°    Por  su  muerte; 

3.°    Por  destrucción  de  la  cosa; 

4.°  Por  el  hecho  de  salirse  la  cosa 
del  dominio  privado  (art.  60). 

Quedan  á  salvo: 

1.°  Las  disposiciones  relativas  á  la 
transmisión  de  la  propiedad  en  caso  de 
expropiación  forzosa,  de  conformidad 
con  el  derecho  cantonal  ó  con  el  fe- 
deral; 

2.°  Las  disposiciones  de  la  ley  sobre 
inscripción  de  las  servidumbres  terri- 
toriales, concernientes  á  la  transmi- 
sión de  la  copropiedad  de  caminos  ru- 
rales. 

Art.  192.  La  simple  renuncia  del  pro- 
pietario, sin  la  observancia  de  las  for- 
malidades de  cancillería,  no  le  hará 
perder  su  derecho  de  propiedad.  Pero 
si  dicha  renuncia  estuviese  menciona- 
da en  el  Registro  de  la  propiedad,  sur- 
tirá su  efecto  aun  cuando  por  excep- 
ción no  tenga  como  corolario  la  tras- 
lación de  la  propiedad  á  otro. 

Art.  193.  En  caso  de  usucapión  de 
una  cosa  por  otra  persona  (art.  125), 
perderá  su  derecho  el  propietario  ante- 
rior desde  el  momento  en  que  el  hecho 
de  la  prescripción  esté  consignado  en 
el  Registro  de  la  propiedad, 


Art.  194.  En  nada  modificará  los  de- 
rechos del  propietario  una  pasajera 
inundación  ó  el  hecho  de  hallarse  cu- 
bierto el  predio  por  un  derrumbamien- 
to. No  sucederá  lo  mismo  si,  estando 
cubierto  el  predio  de  un  modo  perma- 
nente por  aguas  pertenecientes  al  do- 
minio público  ó  por  el  derrumbamiento 
de  un  monte,  viniera  á  ser  imposible 
volverlo  á  su  primitivo  estado  ó  uti- 
lizarlo en  adelante  como  propiedad  pri- 
vada. 

CAPÍTULO  III 

De  la  propiedad  mobiliaria.—De  la  ad- 
quisición y  pérdida  de  esta  propiedad 

A  —Ocupación 

Art.  195.  Todo  el  que  se  apodere  de 
una  cosa  sin  dueño  con  intención  de 
apropiársela,  se  hará  propietario  de 
ella  por  el  mero  hecho  de  dicha  ocupa- 
ción. 

I.— Objetos  hallados 

Art.  196.  El  que  se  encuentre  un  ob- 
jeto perdido  estará  obligado  á  restituir- 
lo á  su  legítimo  poseedor  anterior. 

Art.  197.  Cuando  no  sea  conocido 
dicho  poseedor  anterior,  deberán  ha- 
cerse investigaciones  para  descubrirlo. 

El  que  haya  efectuado  el  hallazgo  de- 
berá principalmente,  si  el  valor  de.  la 
cosa  no  pasa  de  50  francos,  pregonar 
su  hallazgo  en  el  municipio  en  que  lo 
haya  hecho,  y  si  pasare  de  50  francos, 
declararlo  al  tribunal  (1),  á  fin  de  que 
se  proceda  á  una  publicación  judicial. 

Art.  198.    El  que  restituya  un  objeto 


(1)    Según  el    comentario  de   Bluntchli,  .s«  r*»« 
fiere  al  tribunal  de  distrito. 
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encontrado  por  él  tendrá  derecho  al 
reembolso  de  sus  gastos,  y  además, 
á  una  recompensa  prudencial  si  no  ha 
ocultado  su  hallazgo  ni  tardado  en  pu- 
blicarlo ó  declararlo. 

II.— Tesoro 

Art.  199.  El  que  descubra  objetos 
preciosos,  como  son:  dinero,  alhajas, 
etcétera,  que  al  parecer  hayan  perma- 
necido mucho  tiempo  ocultos,  estará 
obligado,  si  la  cosa  descubierta  es  im- 
portante, á  dar  parte  al  tribunal,  que 
mandará  hacer,  según  las  circunstan- 
cias, ulteriores  diligencias  á  fin  de  en- 
contrar al  propietario,  ó  declarará  in- 
mediatamente que  el  hallazgo  constitu- 
ye un  tesoro. 

9 

Art.  200.  Cuando  no  pudiendo  ya 
descubrirse  el  propietario,  deba  consi- 
derarse la  cosa  encontrada  como  un 
tesoro,  pertenecerá  por  mitad  al  que  lo 
haya  encontrado  y  al  propietario  del 
terreno  ó  cosa  en  que  lo  haya  sido. 

Art.  201.  Si  el  que  ha  descubierto  el 
tesoro  hubiere  hecho  sin  derecho  in- 
vestigaciones para  descubrirlo,  ó  si 
ocultare  su  hallazgo,  corresponderá  su 
parte  á  la  Caja  de  beneficencia  del  mu- 
nicipio en  el  que  estaba  oculto  el  te- 
soro. 

III.— Captura  de  animales 

Art.  202.  El  que  se  apodere  dg  ani- 
males que  no  pertenezcan  á  nadie,  ven- 
drá á  ser  propietario  de  ellos  por  dere- 
cho de  ocupación,  á  no  ser  que  los  haya 
cogido  de  un  modo  ilícito  ó  con  menos- 
precio de  los  derechos  de  otro,  por 
ejemplo,  por  la  caza,  estando  prohi- 
bida. 

Art.  203.  El  propietario  de  una  col- 
mena tendrá  el  derecho  de  perseguir  el 


enjambre  que  se  marche  de  la  colmena 
(artícuU)  100).  Si  renuncia  á  hacerlo, 
ó  si  no  consigue  apoderarse  de  nue- 
vo de  sus  abejas  en  el  término  de  tres 
días,  se  considerarán  como  animales 
sin  dueño. 

B.— Producción  de  frutos 

Art.  204.  Los  frutos  naturales  del 
suelo  y  las  crias  del  ganado  pertene- 
cerán al  dueño  del  suelo  ó  de  los  ani- 
males, á  no  ser  que,  por  excepción,  ten- 
ga otra  persona,  tai  como  el  poseedor 
de  buena  fe,  el  usufructuario,  el  arren- 
datario, el  derecho  de  apropiárselos. 

C.— Especificación 

Art.  205.  El  que  trabajando  ó  trans- 
formando una  materia  crea  una  cosa 
nueva,  es  propietario  de  ella  si  la  ma- 
teria empleada  le  pertenecía  en  todo  ó 
en  parte. 

Art.  206.  Si  sólo  hubiere  empleado 
una  materia,  perteneciente  por  com- 
pleto á  otro,  la  cosa  nueva  pertenecerá, 
al  dueño  de  la  materia,  cuando  por  lo 
menos  pueda  ponerse  otra  vez  en  su 
estado  primitivo.  En  el  caso  contrario 
pertenecerá  la  cosa  al  que  la  haya  tra- 
bajado ó  transformado  con  intención 
de  crearla  para  sí  mismo,  sin  que  haya 
necesidad  de  averiguar  si  al  hacerlo 
obraba  de  buena  ó  de  mala  fe. 

Art.  207.  En  ambos  casos,  la  parte 
perjudicada  tendrá  derecho  á  una  in- 
demnización proporcionada  á  las  cir- 
cunstancias. 

D. — Mezcla  y  adjunción 

Art.  208.  Cuando  se  junten  ó  mez- 
clen sin  transformación  cosas  pertene- 
cientes á  diversos  propietarios,  conti- 
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nuarán  perteneciendo  á  sus  primitivos 
dueños,  si  es  posible  desunirlas  ó  sepa- 
rarlas. Si  esto  no  fuere  posible  sino 
mediante  gastos  excesivos  ó  de  un  per- 
juicio considerable,  los  propietarios 
poseerán  el  todo  pro-indiviso  en  propor- 
ción al  valor  relativo  de  su  cosa. 

Art.  209.  Si  uno  de  los  propietarios 
fuere  el  culpable  de  haber  llevado  á 
cabo  la  mezcla  ó  adjunción  de  mala  fe, 
la  parte  no  culpable  tendrá  además  la 
facultad  de  conservar  el  todo  dándole 
una  compensación  equitativa  ó  de  de- 
jarle el  todo  á  cargo  de  recibir  de  él 
completa  indemnización. 

Sección  cuarta 

Derechos  de  regalía  (regalieu)  y  derechos  priva- 
dos (Gerechtigkeiten)  que  de  ellos  se  derivan 

CAPÍTULO    PRIMERO 
Derechos  sobre  las  aguas 

A. — Disposiciones  generales 

Art.  210.  Los  lagos,  ríos,  arroyos 
(Boeche),  forman  parte  del  dominio  pú- 
blico, á  no  ser  que  se  justifiquen  dere- 
chos privados  existentes  sobre  ellos  de 
fecha  remota. 

Los  estanques  y  canales  excavados 
por  la  mano  del  hombre  forman  parte 
del  dominio  privado. 

Art.  211.  El  agua  de  manantial  que 
brota  en  un  predio  se  considera  como 
parte  integrante  del  mismo  mientras 
permanezca  en  él. 

B. —Obras  hidráulicas  y  riego  de  los  prados 

Art.  212.  El  establecimiento,  recons- 
trucción y  ampliación  de  obras  hidráu- 
licas á  lo  largo  de  corrientes  de  agua 


(públicas  ó  privadas)  estará  subordina- 
do á  la  vigilancia  y,  si  se  trata  de 
aguas  del  dominio  público,  al  permiso 
de  las  autoridades  del  Estado. 

Art.  213.  Los  ribereños  colindantes 
tendrán  derecho  á  oponerse  cuando  la 
obra  proyectada  comprometa  ó  amena- 
ce sus  propiedades. 

Art.  214.  Los  poseedores  de  obras 
hidráulicas  instaladas  con  anterioridad 
sobre  la  misma  corriente  de  agua,  go- 
zarán igualmente  de  un  derecho  de 
oposición  si  la  nueva  obra  les  impide 
hacer  uso  del  agua  como  antes  ó  les 
causa  daño  sensible. 

Tendrán  el  mismo  derecho  de  oposi- 
ción los  dueños  de  una  presa  ú  otras 
'obras  colindantes  para  el  riego  de 
prados. 

Art.  215.  El  juez  llamado  á  estatuir 
sobre  las  cuestiones  entre  una  persona 
que  instala  una  nueva  obra  hidráulica 
y  los  usuarios  de  antiguas  obras  hi- 
dráulicas ó  de  riegos,  deberá  tratar  de 
conciliar  equitativamente  el  manteni- 
miento del  antiguo  disfrute  con  la  libre 
extensión  del  uso  de  la  cosa  común, 
deslindando  con  precisión  para  cada 
interesado  el  modo  de  ejercitar  sus  de- 
rechos. 

Art.  216.  El  poseedor  de  una  obra 
hidráulica  que  haga  uso  de  las  aguas 
de  una  corriente  de  agua  perteneciente 
al  dominio  público  estará  obligado,  aun 
cuando  la  obra  esté  instalada  en  un 
canal  y  en  la  medida  en  que  lo  permi- 
tan las  necesidades  de  esta  obra,  á  de- 
jar al  agua  su  curso  natural  y  á  no  ha- 
cer ningunos  trabajos  propios  para  im- 
pedir ó  disminuir  el  uso  ulterior  del 
agua. 

Art.  217.  No  podrá  hacerse  volver 
el  agua  rio  arriba  ni  impulsarla  rio 
abajo  con  detrimento  de  obras  hidráu- 
licas ya  existentes, 
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aunque  fuera  de  su  circunscripción, 
causen  terceros,  ya  por  nuevas. obras 
ejecutadas  en  una  corriente  de  agua, 
ya  por  su  manera  de  utilizarla,  grave 
perjuicio  á  su  pesca. 

Art.  229.  Sin  embargo,  no  tendrá  de- 
recho á  oponerse  por  esa  razón  á  las 
obras  destinadas  á  facilitar  la  navega- 
ción, ni  á  la  instalación  de  obras  hi- 
dráulicas ó  á  la  creación  de  presas 
con  el  fin  de  regar  las  praderas;  tendrá, 
no  obstante,  en  estos  dos  últimos  casos, 
mas  no  en  el  primero,  el  derecho  de  re- 
clamar una  indemnización. 

CAPÍTULO  II 

De  la  regalía  ó  derecho  de  caza 

Art.  230.  La  regalía  ó  derecho  de 
caza  se  regirá  por  las  siguientes  dis- 
posiciones, á  reserva  de  las  prescrip- 
ciones de  policía  federales  y  cantonales 
relativas  á  la  caza  y  á  la  protección  de 
las  aves. 

Art.  231.  Nadie  podrá  cazar  si  no  ha 
obtenido  el  derecho  de  caza  (1). 

Art.  232.  Los  cazadores  deberán 
usar  de  sus  derechos  de  modo  que  res- 
peten las  fincas  rústicas  y  no  ocasionen 
daño  en  ellas,  y  serán  responsables  del 
daño  que  causen.  No  será  licito  cazar 
en  fincas  ajenas  que  hayan  sido  cerca- 
das por  sus  propietarios  precisamente 
para  guardar  la  caza. 

Art.  233.  El  dueño  de  una  finca,  no 
siendo  bosque,  tendrá  siempre  derecho 
á.  apoderarse  en  su  beneficio  (2)  de  los 
animales  salvajes  que  encuentre  en  él, 
con  tal  que  con  esto  no  comprometa  el 

(1)  Ni  aun  el  propietario,  como  tal,  tiene  de- 
recho á  cazaren  sus  fincas.  (Y.  la  nota  siguiente.) 

(2)  El  sentido  de  las  palabras  empleadas  es 
un  tanto  vago,  á  fin  de  evitar  la  contradicción 
con  las  disposiciones  déla  ley  de  caza,  que  niegan 


orden  ni  la  seguridad  pública,  ni  infrin- 
ja los  reglamentos  de  caza. 

CAPÍTULO  III 

De  la  regalía  de  las  minas 

Art.  234.  La  regalía  délas  minas  se 
extiende  á  todos  los  minerales  aprove- 
chables encerrados  en  el  seno  de  la  tie- 
rra, á  las  diferentes  especies  de  sustan- 
cias salinas,  inclusos  los  manantiales 
salinos,  al  azufre,  á  la  hulla,  al  lignito 
y  á  la  antracita  {Schieferkohlen). 

Art.  235.  Por  el  contrario,  no  estarán 
comprendidos  en  la  regalía  de  las  mi- 
nas las  canteras,  las  piedras  que  se 
encuentren  aisladas  en  la  superficie 
del  suelo,  aun  cuando  contengan  meta- 
les, turba  y  nitro,  ni  los  manantiales 
medicinales. 

Art.  236.  Cuando  en  un  terreno  se 
descubran  minerales  á  lofe  cuales  se 
extienda  la  regalía  y  sean  bastante  im- 
portantes para  permitir  una  explota- 
ción en  regla,  el  que  los  haya  legítima- 
mente descubierto  tendrá,  de  conformi- 
dad con  la  ley  de  minas,  el  derecho  de 
hacerse  conceder  la  autorización  para 
explotarlos  (die  Berggerechügkeit).  Si 
no  le  conviniere  emprender  dicha  ex- 
plotación, podrá  el  Estado  consagrarse 
á  ella  por  su  propia  cuenta  ó  conceder- 
la á  un  tercero. 

Art.  237.  En  ambos  casos,  el  dueño 
cuyo  suelo  se  explote,  tendrá  derecho 
á  una  completa  indemnización,  tanto 
por  el  daño  que  pueda  ocasionarle 
la  explotación,  como  por  las  partes 
de  su  dominio  que  se  vea  obligado  á 
abandonar  al  empresario. 


á  los  propietarios  rurales  el  derecho  de  dedicarse, 
aun  en  sus  mismas  tierras,  á  la  caza  propiamente 
dicha,  si  no  tienen  licencia  expedida  en  debida, 
forma 
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Sección  quinta 

De  las  servidumbres 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Servidumbres  rústicas  (Grunddienst- 
barkeiten) 

A.— Noción  y  disposiciones  preliminares 

Art.  238.  Las  servidumbres  rústicas 
presuponen  necesariamente  un  predio 
sirviente,  á  cuyo  propietario,  por  la 
misma  razón  de  la  servidumbre,  se  le 
impide  hacer  ó  está  obligado  á  sufrir 
una  cosa  que  como  propietario  no  su- 
jeto hubiera  sido  dueño  de  hacer  ó  de 
no  sufrir. 

Art.  239.  En  general,  establécense 
las  servidumbres  rústicas  en  provecho 
de  una  heredad  dominante,  de  la  que 
son  inseparables. 

Sin  embargo,  por  excepción,  podrán 
establecerse  en  provecho  de  una  aso- 
ciación ó  hasta  de  un  individuo  (1). 

Art.  240.    Nunca  podrá  consistir  una 


(1)  Como  puede  observarse,  este  artículo  de- 
roga la  teoría  que  del  Derecho  romano  ha  pasado 
á  la  mayor  parte  de  los  Códigos  modernos,  en 
virtud  de  la  cual  sólo  tiene  un  derecho  el  carác- 
ter propio  de  una  servidumbre  real  cuando  se  ha 
constituido  en  beneficio  de  una  herencia,  con  ex- 
clusión de  todo  derecho  análogo  sobre  un  inmue- 
ble constituido  en  beneficio  de  una  persona  ó  de 
una  colectividad.  Bluntchli  ha  creído  que  debía 
tener  en  cuenta  intereses  locales  existentes  tiem- 
po há  en  el  cantón  y  que  habrían  sido  sacrifica- 
dos si  el  Código  hubiese  hecho  de  la  existencia 
de  una  herencia  dominante  la  condición  sine  qua 
non  del  reconocimiento  de  una  servidumbre  rús- 
tica. Ciertos  predios  estaban  gravados  desde 
muy  antiguo  con  la  servidumbre  negativa  de  no 
edificar  en  beneficio  de  sociedades  de  tiro  que  no 


servidumbre  en  la  obligación  para  el 
propietario  del  predio  sirviente  de  ha- 
cer directamente  algo  en  virtud  de  la 
servidumbre. 

Art.  241.  Tal  obligación  no  puede 
imponérsele  en  concepto  de  obligación 
real  que  grave  la  misma  heredad  sino 
cuando  los  actos  ó  labores  que  implica 
deban  servir  para  hacer  posible  ó  faci- 
litar el  ejercicio  de  la  servidumbre, 
como  sucedería  en  el  caso,  por  ejem- 
plo, de  conservación  de  una  pared  que 
sostuviere  en  parte  la  casa  á  la  que  se 
debe  la  servidumbre,  ó  de  un  camino 
que  utilice  el  poseedor  del  predio  domi- 
nante. 

B.— Establecimiento  de  las  servidumbres 

Art.  242.  Las  servidumbres  que  no 
se  manifiesten  por  una  instalación  ma- 
terial que  sea  su  afirmación  permanen- 
te, sólo  podrán  establecerse  por  medio 
de  inscripción  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad •({). 

Art.  243.  Los  contratos  por  sí  mis- 
mos, y,  en  general,  cualquier  otro  título 


siempre  eran  propietarias  del  Stand,  para  cuya 
utilidad  existía  la  servidumbre.  Además,  los  habi- 
tantes de  algunos  municipios  tenían  desde  ha- 
cía siglos  el  derecho  de  recoger  lena  seca  en  un 
monte  perteneciente  á  otro.  En  estos  casos,  y  en 
otrcs  análogos,  había  un  derecho  permanente 
que  se  fundaba  en  una  heredad  sirviente;  y  el 
legislador  ha  creído  que  la  falta  de  un  predio 
dominante  no  basta  para  quitar  á  este  derecho  el 
carácter  de  una  verdadera  servidumbre,  y  se  la 
ha  atribuido  expresamente.  Hasta  ha  llegado  á 
reconocerse  el  carácter  de  derecho  real  inmobi- 
liario y  de  servidumbre  el  concedido  á  ciertas 
personas  ó  á  los  miembros  de  una  familia  deter- 
minada, de  servirse  gratuitamente  de  la  prensa 
instalada  en  una  finca  ajena. 

(1)  Los  Códigos  de  Berna  y  Lucerna  llegan 
hasta  exigir  la  inscripción  aun  para  las  servi- 
dumbres aparentes. 
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jurídico  que  tienda  al  establecimiento  de 
una  servidumbre,  como  una  sentencia 
y  un  legado,  obligarán  personalmente 
al  que  haya  prometido  la  servidumbre, 
ó  á  aquel  á  quien  se  haya  impuesto,  así 
como  á  sus  herederos,  á  procurar  su 
disfrute  al  que  tenga  derecho  á  ellas,  y 
á  mandar  hacer  en  el  registro  territo- 
rial la  anotación  á  que  está  subordina- 
do el  establecimiento  del  derecho  real; 
pero  no  bastarán  para  crear  en  el  mis- 
mo predio  una  servidumbre  que  lo 
grave. 

Art.  244.  Las  servidumbres  de  esta 
clase  podrán  adquirirse  por  prescrip- 
ción, á  condición: 

1.°  De  que  la  inscripción  ó  anotación 
se  hayan  efectuado  realmente  en  el  re- 
gistro territorial,  pero  contenga  un  vi- 
cio intrínseco,  bien  por  no  ser  la  per- 
sona que  consentía  en  el  establecimien- 
to de  la  servidumbre  el  propietario  del 
predio  sirviente,  bien  por  no  gozar  de 
la  capacidad  civil; 

2.°  Que  se  haya  continuado  su  po- 
sesión durante  diez  años,  de  buena  fe 
y  sin  impugnación. 

La  prescripción  asi  ganada  permitirá 
á  aquel  en  cuyo  beneficio  se  haya  lle- 
vado á  cabo,  proceder  á  la  inscripción, 
definitiva  y  regular  entonces,  en  el  re- 
gistro territorial. 

Art.  245.  Las  servidumbres  que  se 
manifiesten  por  una  obra  aparente  po- 
drán establecerse,  sin  inscripción  ni 
anotación  en  el  registro  territorial, 
por  un  título  constitutivo,  como  un 
contrato  con  el  propietario  de  la  here- 
dad que  haya  de  gravarse,  con  tal  que 
se  proceda  al  mismo  tiempo  á  la  ejecu- 
ción de  las  obras  materiales  destinadas 
á  hacer  constar  su  existencia. 

Se  clasificarán  dentro  de  estas  obras 
las  canales,  una  construcción  saliente, 
cañería  para  el  agua  ó  el  gas,    aun 


cuando  esté  oculta,  ó  también  puertas, 
ventanas,  escalera,  ya  en  una  casa,  ya 
en  un  muro  6  cercado,  con  tal  que  no 
pueda  caber  duda  acerca  de  su  objeto 
y  destino. 

Art.  246.  Podrán  constituirse  ade- 
más servidumbres  de  esta  clase,  aun 
sin  título,  mediante  una  posesión  con- 
tinuada durante  diez  años,  de  buena  fe 
y  sin  impugnación  (art.  73). 

El  que  haya  adquirido  esta  servidum- 
bre podrá  exigir  su  inscripción  en  el 
Registro  de  la  propiedad. 

C.  —Extinción  de  las  servidumbres  rústicas 

Art.  247.  Fuera  de  los  casos  de  ex- 
propiación forzosa  previstos  por  las  le- 
yes federales  ó  cantonales  especiales, 
las  servidumbres  inscritas  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  no  se  extinguirán 
respecto  de  terceros  sino  por  anulación 
de  la  inscripción. 

Art.  248.  El  dueño  del  predio  sirvien- 
te podrá  obligar  á  la  persona  á  quien 
corresponda  la  servidumbre  á  consen- 
tir en  su  anulación  y  en  que  se  proceda 
á  ella: 

1.°  Cuando  dicha  persona  haya  re- 
nunciado á  la  servidumbre; 

2.°  Cuando  se  trate  de  una  servidum- 
bre de  paso  constituida  para  atender 
una  necesidad  á  la  que  ha  de  atenderse 
en  lo  sucesivo  por  la  apertura  de  una 
carretera  ó  camino  público; 

3.°  Cuando  el  propietario  sirviente 
hava  rescatado  la  servidumbre,  de  con- 
formidad  con  las  disposiciones  del  Re- 
glamento sobre  construcciones  urba- 
nas (Bauordnung). 

Art.  219.  Se  extinguirán  las  servi- 
dumbres territoriales: 

1.°  Por  la  reunión  del  predio  domi- 
nante con  el  sirviente  en  poder  del  mis* 
mo  dueño; 
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2.°  Por  la  destrucción  ó  desapari- 
ción de  las  obras  que  manifestaban  su 
existencia,  con  tal  que  resulte  dicha  su- 
presión de  un  contrato  ó  de  otro  titulo 
expreso  cualquiera,  ó,  á  falta  de  título, 
que  se  haya  mantenido  durante  diez 
años;  cuando  las  servidumbres  extin- 
guidas así  se  inscriban  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  el  contrato  que  las 
extinga  ó  la  espiración  del  plazo  de 
diez  años  sin  que  se  hayan  reconstrui- 
do dichas  obras,  solamente  conferirá 
al  dueño  de  la  heredad  sirviente  un  tí- 
tulo para  hacer  que  se  Heve  á  cabo  su 
anulación. 

Art.  250.  Si  el  predio  dominante  es- 
tuviere gravado  con  una  hipoteca  y 
mencionada  la  servidumbre  en  la  escri- 
tura hipotecaria,  para  llevar  á  cabo  la 
anulación  de  dicha  servidumbre,  fuera 
de  los  casos  previstos  en  el  art.  248, 
números  2.° y  3.°,  se  necesitad  consen- 
timiento previo  del  acreedor  hipote- 
cario. 

D.— Principios  generales 

Art.  251.  En  la  duda,  deberá  más 
bien  reputarse  un  inmueble  franco  que 
sujeto  á  una  servidumbre. 

Art.  252.  Tendrá  derecho  aquel  á 
quien  se  debala  servidumbre,  á  ejecu- 
tar todas  las  obras  necesarias  para 
hacer  uso  de  ella  y  conservarla. 

Art.  253.  Por  regla  general,  se  harán 
estas  obras  por  cuenta  del  que  las  ne- 
cesite y  no  por  la  del  dueño  del  predio 
gravado. 

Art.  254.  En  el  caso  excepcional  en 
que  el  propietario  del  predio  gravado 
deba  hacer  las  obras  necesarias  para 
el  uso  ó  conservación  de  la  servidum- 
bre, ya  exclusivamente  por  su  cuenta, 
ya  por  cuenta  común,  por  ejemplo,  por 
tener  derecho  de  couso,  siempre  podrá 


librarse  de  la  carga  abandonando  el 
predio,  en  plena  propiedad  (art.  260)  á 
la  persona  á  quien  se  deba  la  servi- 
dumbre. 

Art.  255.    El  dueño  del  predio  eirvien 
te  no  podrá  hacer  nada  que  tienda  á 
impedir  el  ejercicio  de  la  servidumbre 
ó  á  hacerla  más  onerosa. 

Art.  256.  Si  la  servidumbre  pudiere 
trasladarse  de  un  sitio  á  otro  sin  incon- 
veniente para  el  dueño  del  predio  domi- 
nante, no  podrá  éste  oponerse  al  cam- 
bio pedido  por  el  dueño  del  predio  sir- 
viente. 

Art.  257.  El  ejercicio  de  toda  servi- 
dumbre establecida  en  provecho  de  un 
predio  se  limitará,  á  falta  de  usos  cons- 
tantes ó  de  razones  jurídicas  particula- 
res que  extiendan  su  alcance,  á  las 
necesidades  de  dicho  predio. 

Art.  258.  Si  aumentaren  esas  necesi- 
dades por  razón  de  cambios  realizados 
en  el  modo  de  cultivo  del  predio  domi- 
nante, el  dueño  del  sirviente  deberá 
prestarse  á  la  extensión  de  la  servi- 
dumbre, pero  en  el  caso  de  sensible 
agravación,  tendrá  derecho  á  una  in- 
demnización. 

Art.  259.  Si  por  el  contrario  aumen- 
taren las  necesidades  por  razón  de 
cambio  realizado  en  la  manera  misma 
de  utilizar  el  predio  dominante,  por 
ejemplo,  por  razón  de  la  construcción 
de  una  casa  en  terreno  consagrado 
antes  ai  cultivo,  el  dueño  del  predio 
sirviente  no  estará  obligado  á  prestarse 
á  la  extensión  de  la  servidumbre. 

Art.  260.  Constituyendo  las  servi- 
dumbres fústicas  derechos  indivisibles, 
subsistirán,  en  caso  de  partición,  en 
provecho  de  cada  porción  del  predio  do- 
minante, y  continuarán  gravando  cada 
porción  del  predio  sirviente,  á  no  ser 
que  por  su  naturaleza  ó  destino  espe- 
cial se  apliquen  exclusivamente  á  una 
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parte  determinada  de  uno  de  los*  dos 
predios. 

Art.  261.  En  caso  de  partición  de  un 
predio  perteneciente  en  común  á  varias 
personas  ó  en  general,  en  caso  de  frac- 
cionamiento de  un  inmueble  entre  va- 
rios dueños,  cada  uno  de  los  propieta- 
rios de  parcelas  se  entenderá  que  pue- 
de disfrutar,  en  concepto  de  servidum- 
bre, de  las  obras  que  por  su  naturaleza 
ó  destino  existan  para  uso  ó  utilidad  de 
dichas  parcelas. 

E.— -De  ciertas  servidumbres  en  particular 

Art.  262.  El  derecho  de  paso  á  pie 
(Fusswegrecht)  implicará  el  de  llevar 
carga  ó  el  de  hacerse  llevar  á  hombros 
á  través  del  predio  gravado,  ó  por  la 
senda  destinada  al  paso,  si  la  hubiere, 
pero  no  el  de  pasar  á  caballo,  en  coche 
ó  con  ganado.  A  no  ser  que  de  las  cir- 
cunstancias resulte  una  agravación  de 
la  carga,  el  dueño  del  predio  sirviente 
no  estará  obligado  á  arrancar  ó  dejar 
arrancar  para  facilitar  el  paso  con  far- 
dos grandes,  las  ramas  de  los  árboles 
á  lo  largo  de  la  senda,  á  más  de  dos 
metros  de  altura. 

Art.  263.  No  habiendo  expresa  pro- 
hibición, el  que  vaya  á  pie  tendrá  dere- 
cho á  hacer  uso  de  todo  camino  abierto 
á  campo  atraviesa  ó  en  un  bosque.  No 
obstante,  la  existencia  y  el  libre  uso  de 
tal  camino  no  bastan  para  probar  que 
el  predio  atravesado  esté  gravado  con 
una  servidumbre. 

Art.  264.  El  que  tenga  derecho  de 
paso  con  coche  (Fahrwegreeht)  podrá 
igualmente  ir  á  caballo  por  el  camino  ó 
llevar  ganado  sujeto  con  rienda,  pero 
no  á  arrastrar  por  el  suelo  fardos  pe- 
sados ó  hacer  pasar  por  él  ganado 
suelto. 

Art.  265.    Salvo  acuerdo  en  contra- 


rio, el  derecho  de  paso  en  carro,  cono- 
cido con  el  nombre  de  camino  de  in- 
vierno, se  ejercerá  desde  la  San  Martín 
hasta  mediados  de  Marzo,  y  en  princi- 
pio sólo  cuando  el  suelo  esté  helado  ó 
cubierto  de  nieve.  Por  excepción,  cuan- 
do por  razón  de  lo  templado  del  invier- 
no no  se  haya  realizado  dicha  circuns- 
tancia hasta  mediados  de  Febrero,  será 
permitido,  á  contar  de  esta  época,  atra- 
vesar con  carros  los  campos  abiertos 
(ueber  offenen  [abern]  Boden),  si  no  pue- 
de tomarse  otro  camino  sin  notable 
aumento  del  trayecto  ó  de  la  dificultad 
del  tránsito.    ' 

Art.  266.  Por  regla  general,  los  ca- 
minos particulares,  puentes  y  ponta- 
nillas  que  sirven  para  varios  propieta- 
rios territoriales,  deberán  conservarse 
por  cuenta  de  todos. 

Art.  267.  El  ancho  de  los  caminos  y 
la  altura  del  espacio  que  por  encima 
debe  dejarse  libre  se  regirán  por  los 
usos  locales  y  según  las  necesidades. 

Art.  268.  Siempre  podrá  rescatarse 
por  el  dueño  del  predio  gravado  el  de- 
recho de  pasto,  á  condición  de  abonar 
al  que  lo  disfruta  una  indemnización, 
ya  en  forma  de  pago  inmediato  de  una 
cantidad  proporcionada  al  valor  esti- 
mativo del  derecho,  ya  de  suscripción 
de  un  crédito  debidamente  garantido  y 
productivo  de  intereses,  ya  abandonan- 
do en  plena  propiedad  una  parte  del 
predio  gravado. 

Art.  269.  Cuando  el  derecho  de  pas- 
tos se  extienda  á  varios  predios  conti- 
guos pertenecientes  á  diferentes  due- 
ños, no  podrá  uno  de  ellos  rescatarlo 
aisladamente  en  lo  que  le  concierne, 
contra  la  voluntad  de  la  mayoría,  sino 
á  condición  de  poner,  mediante  el  esta- 
blecimiento de  vallados,  sus  predios  al 
abrigo  de  las  incursiones  del  ganado. 
Pero  si  la  mayoría  de  los  propietarios 
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acordara  el  rescate,  la  minoría  estará 
obligada  á  prestarse  á  ello. 

Art.  270.  Asimismo  los  derechos  de 
uso  de  la  leña  en  los  montes  (Holtungs- 
reehté)  podrán  rescatarse  por  los  due- 
ños de  los  montes  gravados. 

Estos  derechos  se  regirán  por  las  le- 
yes forestales  federales  y  cantonales. 

Art.  271.  Cuando  el  derecho  de  pas- 
tos ó  los  de  uso  de  la  leña  en  los  mon- 
tes procedan  de  la  primitiva  unión  co- 
munal y  pertenezcan  á  una  asociación 
de  usuarios  ( Gerechtig-keit&be&iteer), 
siendo,  como  eran,  los  prados  y  los 
bosques  primitivamente  comunes  y  hoy 
propiedad  de  un  municipio,  será  lícito 
que  tanto  el  municipio  como  la  corpo- 
ración de  los  usuarios  exijan  la  liqui- 
dación de  sus  respectivos  derechos  por 
la  división  del  suelo,  y  ninguna  de  las 
dos  partes  estará  obligada  á  aceptar 
un  rescate  por  dinero. 

Art  272.  En  estas  clases  de  liquida- 
ciones, el  valor  de  la  propiedad,  abs- 
tracción hecha  de  aquello  de  que  tenga 
el  propietario  además  el  derecho  de  go- 
zar y  disfrutar  en  especie,  deberá  fijar- 
se del  octavo  á  la  duodécima  parte  del 
conjunto  del  predio,  según  la  mayor  ó 
menor  importancia  de  los  derechos  con 
que  esté  gravado  el  predio  y  las  restric- 
ciones impuestas  á  los  usuarios;  ya  por 
término  medio  en  la  décima  parte  del 
total. 

Art.  273.  Los  derechos  de  uso  en  un 
monte  no  podrán  jamás  traspasar  el 
rendimiento  anual  del  monte,  tal  como 
se  determine  por  un  arreglo  estableci- 
do, de  conformidad  con  los  principios 
de  la  ciencia  forestal. 

Art,  274.  Cuando  el  rendimiento  nor- 
mal del  monte  haya  disminuido  á  con- 
secuencia de  acontecimientos  extraor- 
dinarios, como  incendio  ó  hechos  de 
guerra,  deberán  reducirse  los  derechos 


de  uso  proporcionalmente  durante  todo 
el  tiempo  que  sea  necesario. 

Art.  275.  Cuando  el  rendimiento  nor- 
mal haya  disminuido  en  detrimento  de 
los  usuarios,  á  consecuencia  de  cor- 
tas de  madera  excesivas  hechas  por 
el  propietario,  estarán  igualmente  obli- 
gados los  usuarios,  en  cuanto  sea  ne- 
cesario, á  sufrir  una  rebaja  proporcio- 
nal en  su  derecho  de  uso;  pero  tendrán 
contra  el  propietario  una  acción  por 
daños  y  perjuicios. 

CAPÍTULO    II 

Del  usufructo 

A— Noción  y  modo  de  constituirse 

Art.  276.  El  usufructo  puede  recaer 
sobre  inmuebles  ó  sobre  muebles,  so- 
bre el  conjunto  ó  sobre  ciertas  partes 
de  un  patrimonio. 

Art.  277.  El  usufructo  sobre  inmue- 
bles, fuera  de  los  casos  en  que  tenga  el 
carácter  de  derecho  de  familia  ó  de  de- 
recho hereditario,  sólo  podrá  consti- 
tuirse por  medio  de  inscripción  en  el 
Registro  de  la  propiedad. 

Un  legado  equivaldrá,  como  modo  de 
constitución,  á  un  derecho  hereditario. 

Art.  278.  Pero  cuando  el  usufructo 
no  haya  sido  objeto  de  una  inscripción 
ó  de  una  anotación  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  no  podrá  oponerse  á  un  ter- 
cero adquirente  de  buena  fe,  ni  á  un 
acreedor  hipotecario  posteriores. 

No  estará  cohibido  un  acreedor  hipo- 
tecario  en  el  ejercicio  de  su  derecho 
real  por  la  existencia  de  un  usufructo 
inscrito  con  posterioridad. 

B.— Derechos  del  usufructuario 

Art.  279.    El  usufructuario  tendrá  el 
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derecho  de  usar  y  disfrutar  de  la  cosa, 
con  la  obligación  de  conservar  su  sus- 
tancia. 

Art.  280.  Tendrá  el  derecho  de  admi- 
nistrar la  cosa  6  patrimonio  cuyo  usu- 
fructo tenga. 

Art.  281.  Cuando  el  usufructo  recai- 
ga sobre  títulos  de  crédito  (Schuldbrle- 
fe  oder  ühnliche  kapitalforderungen), 
tendrá  derecho  el  usufructuario  á  ges- 
tionar su  reembolso  y  á  volver  á  colo- 
car su  importe.  Pero  las  colocaciones 
que  haga  serán  por  su  cuenta  y  riesgo, 
en  el  sentido  de  que  el  propietario,  si 
no  hubiere  dado  su  consentimiento, 
tendrá  el  derecho,  al  cesar  el  usufruc- 
to, de  exigir  el  dinero  en  efectivo  en 
vez  de  nuevos  créditos. 

Art.  282.  Cuando  el  usufructo  recai- 
ga sobre  valores  como  rentas  del  Esta- 
do, acciones,  etc.,  cuya  cotización  sea 
muy  variable,  no  podrá  efectuarse  la 
enajenación  sino  á  consecuencia  de 
acuerdo  tomado  por  el  propietario  y  el 
usufructuario. 

Art.  283.  Los  frutos  pendientes  de 
ramas  ó  rafees,  al  comenzar  el  usu- 
fructo, las  cosechas  en  pie,  las  frutas 
no  separadas  de  los  árboles,  pertene- 
cen al  usufructuario;  los  que  se  encuen- 
tren en  el  mismo  estado  al  terminar  el 
usufructo,  pertenecerán  al  propietario, 
sin  compensación,  por  una  ni  por  otra 
parte,  de  los  gastos  de  cultivo. 

Art.  284.  Las  crías  de  los  animales 
pertenecerán  al  usufructuario,  descon- 
tando la  parte  necesaria  para  mante- 
ner en  su  primitivo  estado  el  ganado 
que  se  le  haya  entregado. 

Art.  285.  Los  intereses  del  capital 
devengados  al  comenzar  el  usufructo 
pertenecerán  al  propietario;  los  deven- 
gados al  concluir  el  usufructo  pertene- 
cerán al  usufructuario. 

Art.  286.    El  usufructuario  es  dueño 


de  explotar  por  sí  mismo  el  predio  ó  de 
arrendarlo;  pero  no  le  será  lícito  tras- 
tornar el  modo  del  cultivo  contra  la  vo- 
luntad del  propietario,  á  no  ser  que  dis- 
frute por  otro  concepto,  por  ejemplo, 
como  esposo  ó  como  padre,  de  comple- 
ta libertad  en  dicha  materia. 

Art.  287.  Las  cosas  de  que  no  pueda 
hacerse  uso  sin  consumirlas,  serán  in- 
mediatamente propiedad  del  usufruc- 
tuario, pero  con  la  obligación  de  aban- 
donar al  propietario,  al  concluir  el  usu- 
fructo, igual  cantidad  de  cosas  de  la 
misma  especie  y  calidad,  ó,  en  su  de- 
fecto, su  valor  en  metálico  en  dicha 
época. 

Art.  288.  Si  se  hiciere  un  avalúo  de 
las  cosas  de  esta  naturaleza,  se  admi- 
tirá, salvo  acuerdo  en  contrario,  que  el 
usufructuario  está  obligado  á  restituir 
el  importe  de  la  tasación. 

C.  —Obligaciones  del  usufructuario 

Art.  289.  El  propietario  podrá  en 
todo  tiempo  obligar  al  usufructuario  á 
entregarle  un  inventario  de  las  cosas 
sometidas  al  usufructo. 

Art.  290.  Deberá  hacer  uso  de  las 
cosas  como  buen  padre  de  familia  y 
velar  para  que  se  conserven  en  buen 
estado.  • 

Art.  291.  Estará  obligado  á  suminis- 
trar seguridades  al  propietario,  tanto 
desde  ese  punto  de  vista,  como  para 
asegurar  la  restitución  íntegra  que 
debe  hacerle  al  terminar  el  usufructo. 

Estará  libre  de  dicha  obligación  el 
donante  que  haya  conservado  el  goce 
de  la  cosa  donada. 

Quedan  á  salvo  las  disposiciones  es- 
peciales sobre  la  fianza  que  haya  de 
poner  el  marido  y  el  padre. 

Art.  292.  El  usufructuario  que  no 
pueda  ó  no  quiera  poner  suficiente  fian-: 
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za,  perderá,  en  cuánto  sea  necesario,  el 
derecho deadministrar  por  si  mismo  las 
cosas  sometidas  al  usufructo,  aun  cuan- 
do su  derecho  deba  resentirse  de  eso. 

En  ese  caso,  las  cosas  de  que  no 
puede  usarse  sin  consumirlas  sé  ven- 
derán, para  colocar  su  importe  con  las 
demás  especies  metálicas;  y  los  valo- 
res en  papel  (títulos  de  crédito,  etc.),  se 
pondrán  en  depósito  en  poder  de  un  ter- 
cero imparcial.  Pero  el  usufructuario 
tendrá  derecho  á  los  intereses,  descon- 
tados los  gastos  de  depósito  y  adminis- 
tración. 

Art.  293.  El  usufructuario  que  obre 
como  buen  padre  de  familia,  no  deberá 
recompensa  por  los  efectos  muebles, 
como  objetos  de  ajuar  de  casa  ó  ropas 
que  se  deterioren  forzosamente  con  el 
uso,  ni  por  los  animales  domésticos 
que  pierdan  valor  envejeciendo. 

Art.  294.  Los  reparos  ordinarios  de 
conservación,  asi  como  el  pago  de  las 
contribuciones  territoriales  debidas  al 
Estado  ó  al  municipio,  cuando  estén  en 
correlación  con  la  explotación  del  pre- 
dio, incumben  al  usufructuario. 

Art.  295.  Los  grandes  reparos  serán 
de  cuenta  del  propietario. 

El  usufructuario  no  deberá  interés 
por  el  capital  que  exijan,  sino  cuando 
sean  necesarios  ó  si  aumentaren  los 
rendimientos  de  que  disfruta. 

Art.  296.  El  usufructuario  de  la  to- 
talidad ó  de  una  parte  alícuota  de  un 
patrimonio,  estará  obligado  á  pagar 
proporcionalmente  el  interés  de  las 
deudas  que  graven  ese  patrimonio,  así 
como  el  impuesto  correspondiente. 

Art.  297.  Cuando  recaiga  el  usufruc- 
to sobre  un  objeto  aislado  ó  sobre  par- 
te de  dicho  objeto,  la  cuestión  de  saber 
quién,  entre  el  propietario  y  el  usufruc- 
tuario, está  obligado  al  pago  del  interés 
de  las  deudas  garantidas  por  dicho  ob- 


jeto, se  resolverá  con  arreglo  á  la  vo- 
luntad expresa  ó  tácita  del  constitu- 
yente. 

Art.  298.  El  propietario  no  estará 
obligado  á  reconstruir  un  edificio  des- 
truido por  caso  fortuito.  Si  lo  hiciere, 
renacerá  el  usufructo  sobre  el  nuevo 
edificio;  si  no  lo  hiciere,  el  usufructua- 
rio tendrá  el  goce  de  la  indemnización 
que  pueda  haberse  abonado  al  propie- 
tario en  virtud  de  seguro. 

D.—  Extinción  del  usufructo 

Art.  299.  Se  extingue  el  usufructo 
con  la  muerte  del  usufructuario,  por  el 
transcurso  del  tiempo  por  el  que  se 
constituyó,  ó  por  cesar  las  circunstan- 
cias que  dieron  lugar  á  él. 

Art.  300.  El  usufructo  constituido  en 
provecho  de  una  persona  moral  ó  de 
una  corporación,  se  extinguirá  con  su 
disolución,  ó  aun  independientemente 
de  este  acontecimiento,  al  cabo  de  cien 
años,  contados  desde  el  momento  en 
que  comenzó. 

CAPÍTULO  III 

Del  derecho  de  habitación 

Art.  301.  El  derecho  de  habitación  se 
adquiere  por  medio,  ya  de  una  inscrip- 
ción en  el  Registro  de  la  propiedad,  ya 
de  un  legado,  sin  inscripción.  Pero  en 
el  último  caso,  si  no  se  ha  hecho  men- 
ción del  derecho  en  el  Registro,  no  será 
oponible  á  un  tercero  adquirente  de 
buena  fe  ni  al  acreedor  hipotecario 
cuando  realice  su  prenda  (artículos  277 
y  278). 

Art.  302.  El  que  tenga  exclusivo  de- 
recho de  habitación  sobre  la  totalidad 
de  una  vivienda  ó  sobre  ciertos  locales 
aislados  y  distintos,  podrá  hacer  uso 
de  él,  con  su  familia,  como  inquilino, 
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mas  no  podrá  ceder  ni  arrendar  su  de- 
recho. 

Art.  303.  El  que  sólo  tenga  el  co-dis- 
frute  de  una  vivienda,  ó  lo  que  se  lla- 
ma derecho  á  un  rincón  de  la  casa 
( Winkel  im  Haus)  podrá  pretender  para 
sí  mismo  una  habitación  que  responda 
ásu  situación  y  á  sus  necesidades;  pero 
si  no  se  le  ha  concedido  ese  derecho  con 
la  espectativa  de  que  constituya  fami- 
lia, no  le  será  lícito,  al  casarse,  hacer 
participar  de  él  á  su  familia. 

Art.  304.  En  el  caso  previsto  en  el 
art.  302,  los  grandes,  reparos  serán  de 
cuenta  del  propietario,  los  de  conser- 
vación de  cuenta  del  que  tenga  el  de- 
recho de  habitación.  En  el  caso  previs- 
to en  el  art.  303,  los  reparos  de  conser- 
vación son  también  de  cuenta  del  pro- 
pietario. 

Art.  305.  Cuando  se  haya  constituí- 
do  el  derecho  de  habitación  en  favor 
de  persona  que  haya  hecho  un  contra- 
to de  sostenimiento  vitalicio  (Seibdin- 
guehmer),  ya  del  viudo  ó  viuda  del  di- 
funto propietario,  corresponderá  la 
elección  de  los  locales,  en  la  medida 
de  la  equidad,  á  aquel  á  quien  competa 
dicho  derecho. 

Sección  sexta 

De    las   cargas  reales    (Reallasten) 

A.— Modo  de  constituirse 

Art.  306.  No  podrá  gravarse  la  pro- 
piedad territorial  con  cargas  irredimi- 
bles. 

Las  antiguas  cargas,  llamadas  per- 
petuas (diezmos,  rentas  territoriales), 
son  redimibles. 

Art.  307.  En  adelante  no  podrá  cons- 
tituirse ninguna  carga  territorial  sino 
por  inscripción  en  el  Registro  de  la  pro- 

Tümo  VIII.—  Instituciones  jurídicas. 


piedad  por  conducto  de  la  cancillería 
{Kantzleiische  Eintragung). 

Art.  308.  Los  legados  sóloconñeren 
un  titulo  para  constituir  la  carga;  pero 
no  la  crean  por  sí  mismos.  Solo  podrá 
invocarse  la  usucapión  excepcional- 
mente  y  en  los  límites  Ajados  para  la 
adquisición  por  prescripción  de  las  ser- 
vidumbres que  exijan  para  su  creación 
el  cumplimiento  de  las  formalidades 
de  cancillería  (art.  244). 

B.— Efectos  jurídicos 

Art.  309.  La  carga  real  pesa  sobre 
el  predio  gravado,  en  el  sentido  de  que 
todo  poseedor  actual  del  predio  está 
obligado  á  cumplirla,  pero  sólo  mien- 
tras esté  en  su  posesión. 

Art.  310.  Si  aquel  á  quien  se  debe  la 
carga  deja  de  exigir  su  cumplimiento 
al  vencimiento,  el  poseedor  que  no 
haya  cumplido  con  ella  quedará,  en  ge- 
neral, personalmente  obligado;  pero  el 
predio,  ó  respectivamente  el  que  más 
tarde  lo  adquiera  de  buena  fe,  no  esta- 
rá gravado  con  las  pensiones  atra- 
sadas. 

Sin  embargo,  cuando  el  censo  con- 
sista en  pagos  fijos  y  periódicos,  por 
ejemplo,  en  una  renta  territorial,  el 
poseedor  actual  estará  obligado  subsi- 
diariamente por  los  tres  últimos  plazos 
devengados  en  tiempo  de  su  poseedor, 
asi  como  de  la  pensión  corriente. 

Art.  311.  Cuando  exista  el  derecho 
á  una  carga  real  (das  Realrecht)  en  pro- 
vecho de  un  predio  dominante,  se  trans- 
mite á  todo  nuevo  adquirente  de  dicho 
predio.  Cuando  no  es  la  accesoria  de 
un  predio  dominante,  podrá  enajenarse 
sin  el  cumplimiento  de  las  formalida- 
des de  cancillería.  Pero  si  se  hubiere 
hecho  constar  su  existencia  por  una 
escritura  de  cancillería,  la  persona  que 

40 


626 


ÍNSTÍTUCiONÉé  EOLÍTICAS  Y  JURIdIÓAS 


adquiere  el  derecho  deberá  ser  puesta 
en  posesión  de  dicha  escritura. 

Art.  312.  En  caso  de  partición  entre 
varios  herederos  ó  de  enajenación  par- 
cial del  predio  gravado,  continuará  la 
carga  real  pesando  sobre  todas  las  par- 
celas, á  no  ser  que  por  su  naturaleza 
se  refiera  sólo  á  una  ó  varias  de  ellas. 

Art.  313.  Cuando  el  servicio  de  una 
renta  territorial  se  reparta  entre  los  di  • 
ferentes  poseedores  de  parcelas  del 
predio  gravado  (Eiminser),  deberá 
calcularse  la  parte  correspondiente  á 
cada  uno  en  proporción  al  valor  res- 
pectivo de  las  parcelas,  de  modo  que 
se  den  al  acreedor  suficientes  garan- 
tías. 

C— Servicio  de  la  carga  por  un  repre- 
sentante de  los  co-obligados  (Tra- 
gerei). 

Art.  314.  Los  poseedores  de  par- 
celas co-obligados  al  pago  de  una 
renta  territorial  (Einzinser),  podrán  de- 
signar entre  ellos  un  representante 
(Trager),  con  el  que  se  entenderá  el 
acreedor  por  ej  importe  total  de  la  ren- 
ta, y  que,  por  su  parte,  se  encargará  de 
cobrar  á  sus  co-obligados  su  parte  con- 
tributiva. 

Art.  315.  Si  los  co-obligados  no  es- 
tuvieren de  acuerdo  sobre  la  elección 
de  un  representante  ó  no  lo  nombraren 
á  tiempo,  el  acreedor  de  la  renta  ten- 
drá derecho  á  elegirlo  entre  ellos  y  á 
designarlo  por  si  mismo. 

Art.  316.  En  la  duda,  corresponderá 
al  representante,  y  no  al  acreedor  de  la 
renta,  formar  la  lista  de  los  co-obliga- 
dos (Tragerrodel)  y  buscarlos  indivi- 
dualmente. 

Art.  317.  Los  demás  co-obligados  de- 
berán al  representante,  independiente- 
mente de  sus  partes  contributivas,  una 
indemnización  equitativa  y  proporcio- 


nal por  el  trabajo  de  cobrar  dichas  par- 
tes y  por  los  gastos  de  pago  de  la  renta 
al  acreedor. 

Si  el  representante  recibiere  grati- 
ficación (Trinkgeld)  del  acreedor,  no 
tendrá  que  repartirla  con  sus  co  deu- 
dores. 

Art.  318.  Si  habiéndose  cobrado  to- 
das las  partes,  resultare  que  la  canti- 
dad es  mayor  que  la  cifra  total  de  la 
renta,  sin  que  el  exceso  deba  conside- 
rarse como  constituyendo  la  indemni- 
zación del  representante  (art.  317),  se 
repartirá  dicho  exceso  entre  los  co-obli- 
gados á  prorrata  de  sus  participacio- 
nes respectivas. 

Por  otra  parte,  son  responsables  los 
co-obligados,  según  la  misma  propor- 
ción de  la  parte  de  la  renta  que  faltare 
y  que  no  lograsen  afectar  á  una  deter- 
minada parcela. 

D.~Extinción 

Art.  319.  Independientemente  de  los 
casos  de  expropiación  regidos  por  las 
leyes  federales  ó  cantonales,  se  extin- 
guirán los  censos  territoriales  por 
efecto: 

1.°    De  redención; 

2.°    De  renuncia; 

3.°    De  prescripción. 

Art.  320.  Redimido  un  predio,  siem- 
pre tendrá  su  dueño  la  facultad  de  ha- 
cer que  se  cancele  la  inscripción  en  el 
Registro  de  la  propiedad.  Si  se  hubiere 
hecho  constarla  carga  por  escritura  pú- 
blica, será  indispensable  que  se  cance- 
le para  redimir  definitivamente  el  pre- 
dio, teniendo  todo  adquirente  de  buena 
fe  de  dicha  escritura,  mientras  no  haya 
sido  cancelada,  el  derecho  de  sostener 
que  continúa  subsistiendo  la  carga  (1). 


(1)    Como  la  nulidad  del  título  es  condición 
sirte  qua  non  de  la  cancelación   en   el  registro,  y 
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Art.  321.  Prescribirá  la  carga  ó  de- 
recho real  cuando  aquel  á  quien  corres- 
ponda deniegue  su  pago  y  aquel  en  cu- 
yo beneficio  exista  deje  transcurrir 
treinta  años  sin  exigirle  el  cumplimien- 
to de  la  obligación. 

En  cuanto  á  los  meros  atrasos,  pres- 
cribirán cuando  no  estén  especialmen- 
te garantidos,  de  conformidad  con  las 
disposiciones  del  art.  147  del  Código  fe- 
deral de  las  Obligaciones. 

E.— Redención  de  rentas  constituidas 

Art.  322.  El  pago  de  una  renta  cons- 
tituida (Gült)  (1)  incumbe  de  pleno  de- 
recho á  todo  nuevo  adquirente  del  pre- 
dio gravado.  Los  atrasos  que  existan 
estarán  garantidos  por  el  predio  como 
en  materia  de  rentas  territoriales. 

Art.  323.  Aun  cuando  la  renta  se  ha- 
ya estipulado  como  perpetua,  tendrán 
en  todo  tiempo  el  deudor  y  acreedor  la 
facultad  de  pedir  su  redención,  á condi- 
ción de  observar  los  plazos  de  aviso  y 
los  fijados  para  las  cartas  de  crédito 
hipotecarias  (Sehuldbriefe)  (art.  379  y 
siguientes). 

Si  se  hubiere  constituido  la  renta  an- 
tes del  año  1601,  la  parte  que  quiera  ha- 
cer uso  de  la  facultad  de  redención  es- 
tará obligada,  por  razón  del  cambio  so- 
brevenido en  el  régimen  monetario,  á 
añadir  veinte  por  ciento  al  precio  de 
redención;  calculado  sobre  la  base  de 
veinte  veces  el  importe  de  la  renta 
anual.  No  se  aplicará  esta  disposición  ' 
á  las  simples  cartas  de  crédito  hipo- 


no  bastaría  aquélla  sin  ésta,  se  habla  aquí  sólo 
de  la  cancelación 

(1)  Este  artículo  se  refiere  á  las  rentas  perpe- 
tuas constituidas  (Renten  Kant)  en  oposición  á 
las  reservadas  ó  rentas  territoriales  propiamente 
dichas  (Grundzinae). 


tecarias,    aun    siendo    anteriores    al 
año  1601. 

Art.  324.  En  caso  de  incoarse  un 
concurso  contra  el  deudor  ó  la  venta 
por  expropiación  forzosa  de  sus  bienes, 
el  importe  de  la  renta  capitalizada  ten- 
drá prioridad  sobre  los  créditos  á  cuya 
seguridad  el  mismo  inmueble  ha  sido 
afectado  posteriormente. 

Sección  séptima 

De  la  hipoteca 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  constitución  de  la  hipoteca 

A.— Disposiciones   generales 

Art.  325.  La  hipoteca,  salvo  las  le- 
gales, sólo  podrá  constituirse  por  via 
de  inscripción  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad (Grundprotokoll). 

Art.  326.  Independientemente  de  los 
inmuebles  propiamente  dichos,  sólo 
podrán  hipotecarse  los  derechos  reales 
permanentes  y  que  se  r eneran  á  la  po- 
sesión de  un  predio  ó  de  una  fuente, 
como  el  de  uso  de  la  leña  en  un  monte 
(Holzgerechtigkeiten),  el  derecho  ( Was- 
serrechte)  de  obras  hidráulicas  sobre 
aguas  ( Wasserwke)y  el  de  pesca  6  de- 
rechos perpetuos  de  taberna  y  de  car- 
nicería; pero  nunca  se  podrá  hipotecar 
el  derecho  á  un  diezmo  y  á  una  renta 
reservada  ó  constituida,  ni  á  un  do- 
cumento de  constitución  de  prenda 
(Pfandbrief). 

Art.  327.  El  propietario  tendrá  el 
derecho  de  hipotecar  su  ñnca  aun  en 
garantía  de  la  deuda  de  otra. 

Art.  328.  El  crédito  para  cuya  segu- 
ridad se  constituye  una  hipoteca  debe- 
rá consistir  en  una  cantidad  determi* 
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nada  de  dinero  ó  por  lo  menos  limitar- 
se á  tal  cantidad. 

Sólo  con  esta  condición  podrá  ulte- 
riormente afectarse  un  inmueble  á  la 
seguridad  de  otros  créditos. 

Art.  329.  En  caso  de  constitución  de 
una  hipoteca  para  seguridad  de  una 
renta  vitalicia,  de  una  obligación  de 
alimentos  vitalicios  (Leibgedingé)  ú 
otras  prestaciones  en  especie,  es  nece- 
sario indicar,  en  capital,  la  cantidad 
por  la  que  ó  hasta  la  que  se  constituye 
la  hipoteca. 

Art.  330.  Cnando  el  importe  del  cré- 
dito sea  cierto  y  determinado  de  un 
modo  irrevocable,  como  en  materia 
de  préstamos  de  dinero  efectuados,  ó 
cuando  cualquiera  que  sea  el  origen  del 
crédito,  su  cifra  haya  sido  expresamen- 
te determinada  por  la  inscripción,  pro- 
cederá la  emisión  de  una  cédula  de  cré- 
dito hipotecario  (Sehuldbrief)  propia- 
mente dicha  (1). 

Art.  331.  Cuando  tenga  el  deudor  el 
derecho,  según  las  circunstancias,  de 
hacer  experimentar  reducciones  al  im- 
porte indicado  de  su  deuda,  por  ejem- 
plo, si  se  trata  del  importe  de  una  ven- 
ta, por  razón  de  los  vicios  de  la  cosa 
comprada  por  él  ó  por  otra  causa  cual- 
quiera nosea  el  importe  del  crédito  cier- 
to y  determinado,  deberá  hacerse  men- 
ción expresa  de  esta  circunstancia  en 
las  escrituras;  y  en  vez  de  ser  exterior- 
mente  asimilada  á  una  carta  de  crédi- 
to hipotecario  propiamente  dicha,  no 
deberá,  por  el  contrario,  designarse 
esta  clase  de  seguridades  inmobiliarias 


(1)  Esta  clase  de  cédulas  ó  cartas  de  crédito 
hipotecario  son  muchas  y  muy  solicitadas  en  el 
cantón  do  Zurich  por  la  suma  facilidad  de  su 
transmisión  y  la  seguridad  que  ofrecen  al  porta- 
dor, siendo  uno  de  los  modos  preferidos  por  los 
rentistas  para  colocar  sus  capitales. 


sino  con  los  nombres  de  acta  de  crédito 
de  venta  (Kaufsechuldbrief),  certifica- 
ción de  crédito  (Kreditoersicherung*- 
brief),  acta  de  caución  (Kauüonsurkun- 
de),  carta  de  redención  de  derechos  he- 
reditarios (Au8rich(ung8brief),  etc.  (1). 

B. —Título  jurídico 

Art.  332.  Exis  tiran  en  virtud  de  la 
misma  ley,  sin  contrato  y  sin  el  cumpli- 
miento de  las  formalidades  (Karuleiis- 
che  Fertigung): 

1.°  El  derecho  del  municipio  ó  del 
adquirente,  para  reclamar  durante  un 
año  á  contar  de  la  espiración  del  plazo 
de  cobro,  el  reembolso  de  la  prima 
anual  que  hayan  pagado  á  la  Caja  de 
seguro  contra  incendios,  del  que  era  al 
vencimiento  propietario  del  inmueble 
asegurado; 

2.°  El  derecho  del  acreedor  de  una 
renta  territorial  ó  del  canon  de  un 
arrendamiento  hereditario  (Grunduncd 
Erblehenzins)  de  cobrar  sobre  el  inmue- 
ble has  ta  tres  años  de  atrasos,  ade- 
más del  corriente; 

3.°  La  hipoteca  destinada  á  garantir 
los  gastos  para  obras  ejecutadas  en 
interés  de  la  policía  del  fuego,  en  virtud 
de  la  ley  sobre  seguro  de  edificios  con- 
tra incendios  en  el  cantón  de  Zurich; 

4.°  La  hipoteca  del  Estado  ó  de  los 
municipios  para  el  reembolso  de  anti- 
cipos hechos  á  particulares  en  materia 
de  obras  de  encauzamiento  ó  de  con- 
servación de  aguas,  de  conformidad 
con  la  ley  de  aguas  pertenecientes  al 
dominio  público; 

5.°  La  hipoteca  sobre  predios  de  vi- 
ñas (Rebfonds)  para  las  contribuciones 
debidas  por  razón  de  medidas  prescri- 
tas contra  la  filoxera. 


(1)    Véanse  los  artículos  385  y  1.054. 
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Art.  333.  Las  hipotecas  menciona- 
das en  el  articulo  anterior,  números 
4.°  y  5.°,  podrán  constituirse  con  arre- 
glo á  las  leyes  existentes,  en  el  término 
de  seis  meses,  á  contar  del  nacimiento 
del  derecho,  por  medio  de  simple  men- 
ción (Aufprotokollirung)  en  el  Registro 
de  la  propiedad  sin  el  concurso  del 
deudor.  * 

Art.  334.  En  todos  los  demás  casos 
en  que,  ya  de  pleno  derecho,  ya  en  vir- 
tud de  contrato,  de  disposición  testa- 
mentaria ó  de  sentencia,  que  pueda 
reclamarse  una  hipoteca,  no  engendra- 
ra por  si  sólo  dicho  titulo  la  hipoteca, 
sino  que  confiere  únicamente  el  dere- 
cho de  apremiar  para  constituirla  me- 
diante la  observancia  de  las  formali- 
dades de  cancillería. 

Art.  335.  Tendrán  de  pleno  derecho, 
y  sin  convenio  especial  con  el  deudor, 
el  derecho  á  reclamar  la  constitución 
de  una  hipoteca: 

1.°  El  vendedor  de  un  inmueble,  por 
el  importe  que  no  haya  pagado  el  com- 
prador; 

2.°  El  heredero  (hermano  ó  herma- 
na) renunciante  ó  cedente,  por  el  im- 
porte de  la  renuncia  ó  cesión,  sobre  los 
inmuebles  que  hayan  correspondido  al 
co-heredero  en  cuyo  favor  se  haya  he- 
cho renuncia  ó  cesión; 

3.°  Los  contratistas  de  argamaso- 
nes ó  defensas  en  los  municipios  de 
Zurich,  Riesbach,  Enge  y  Wollishofeu, 
por  el  canon  ó  cuota  que  les  adeuden 
los  propietarios  ribereños  con  arreglo 
á  los  reglamentos  existentes; 

4.°  Los  sindicatos  del  riego  ó  dese- 
cación de  tierras,  por  el  importe  de  sus 
anticipos,  sobre  las  fincas  á  que  se 
apliquen. 

Art.  336.  Cuando,  no  obstante  la 
existencia  de  un  título  legitimo,  se  nie- 
gue el  propietario  á  llenar  por  su  parte 


las  formalidades  de  cancillería  necesa- 
rias para  la  constitución  regular  de  la 
hipoteca  ó  esté  materialmente  impedi- 
do, podrá  el  Presidente  del  tribunal, 
previo  examen  de  las  circunstancias, 
y  si  hubiere  peligro  en  demorarlo,  or- 
denar á  instancia  del  acreedor  la  cons- 
titución provisional  de  la  hipoteca  en 
su  favor,  con  tal  que  el  crédito  y  la 
obligación  de  suministrar  esa  clase  de 
seguridades  le  parezcan  líquidos  y  cier- 
tos. Pero,  aun  en  ese  caso,  conservará 
el  deudor  el  derecho  de  provocar  por 
medio  de  un  procedimiento  una  deci- 
sión de  los  tribunales  sobre  la  cuestión 
de  si  está  ó  no  obligado  á  consentir  la 
hipoteca. 

Art.  337.  Si  hubiere  duda,  no  sobre 
la  existencia  y  calidad  de  la  deuda  ni 
sobre  la  obligación  del  deudor  á  cons- 
tituir una  hipoteca,  sino  sobre  la  im- 
portancia de  la  deuda,  el  Presidente  del 
tribunal,  en  las  condiciones  antes  men- 
cionadas, deberá  ordenar  una  inscrip- 
ción provisional  en  el  Registro  de  la 
propiedad  por  el  importe  probable  de  la 
deuda;  salvo  el  derecho  de  las  partes 
para  hacer  que  judicialmente  se  fije  di- 
cho importe. 

C— Inscripción  y  clasificación  de   las  hipotecas 

Art.  338.  No  podrá  inscribirse  hipo- 
teca alguna  sino  con  conocimiento  del 
propietario  del  inmueble  ó  de  su  repre- 
sentante legítimo  y  debidamente  acre- 
ditado. 

Art.  339.  La  cuestión  de  saber  cuán- 
do el  propietario  perseguido  por  deudas 
pierde  el  derecho  de  hipotecar  su  finca, 
se  regirá  por  la  legislación  sobre  pro- 
cedimiento por  deudas. 

Una  limitación  por  esta  causa  no 
será  obstáculo  ni  al  nacimiento  de  las 
hipotecas  legales  del  art.  332,  ni  á  las 
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menciones  previstas  en  el  art.  333,  ni  a] 
derecho  para  reclamar  la  constitución 
de  la  hipoteca,  de  conformidad  con  el 
articulo  335. 

Art.  340.  El  inmueble  ó  derecho  real 
hipotecado  deberá  designarse  especial- 
mente. 

Para  los  edificios,  será  necesario  in- 
dicar su  número  y  valor  con  arreglo  á 
las  tasaciones  de  la  Caja  de  seguros 
contra  incendios. 

Art.  341.  La  eñcacia  de  las  hipote- 
cas legales  se  apreciará  con  arreglo  al 
momento  en  que  haya  nacido  el  cré- 
dito. 

Tendrán  prioridad  aun  en  caso  de 
mención  (Aufproiokollirung)  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  sobre  todas  las 
hipotecas  constituidas  en  virtud  del  ar- 
ticulo 334,  y  se  clasiñcarán  entre  sí  por 
el  orden  en  que  el  artículo  332  las  enu- 
mera. 

Art.  342.  La  eñcacia  y  colocación  de 
las  hipotecas  constituidas  de  conformi- 
dad con  el  art.  334,  se  apreciarán  por 
la  fecha  de  la  inscripción,  á  no  ser  que 
los  acreedores  hipotecarios  anteriores 
hayan  consentido  en  ceder  su  derecho 
de  prioridad  á  una  hipoteca  posterior 
y  se  haya  hecho  mención  de  esta  sub- 
rogación, tanto  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad como  en  sus  títulos  hipoteca- 
rios. 

Art.  343.  La  fecha  de  la  inscripción 
en  el  Registro  de  la  propiedad  quedará 
determinada  por  la  en  que  el  documen- 
to judicial  que  confiere  la  hipoteca  ha- 
ya sido  mencionado  como  definitivo  en 
el  diario. 

Si  se  abriere  un  concurso  (Koncurs) 
contra  el  deudor  entre  la  época  en  que 
se  haga  dicha  mención  en  el  diario  y 
la  de  la  inscripción  efectiva  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad,  y  sólo  fuere  impu- 
table al  notario  el  retraso  en  la  inscrip- 


ción, habiendo  quedado  por  otra  parte 
todas  las  cosas  en  su  ser  y  estado,  no 
por  eso  deberá  dejar  de  hacerse  la  ins- 
cripción con  posterioridad  (1). 

Art.  344.  Los  derechos  hipotecarios 
consentidos  simultáneamente  é  inscri- 
tos en  la  misma  fecha  ocuparán  el  mis- 
mo rango,  á  no  ser  que  se  haya  conve- 
nido otra  cosa;  pero  deberá  hacerse 
mención  de  ello  en  el  Registro  {im  Pro- 
tokolle)  á  la  vez  que  en  las  cartas  de 
crédito. 

D.— Redacción  del  título  hipotecario 

Art.  345.  A  no  ser  que  hayan  conve- 
nido las  partes  contentarse  con  una 
simple  mención  (AufprotokolUrung)  en 
el  Registro,  ó  que  la  ley  prescriba  sólo 
esa  mención,  deberá  hacerse  constar 
cada  gravamen  hipotecario  en  docu- 
mento notarial  especial,  carta  de  cré- 
dito (SehuldbrieJ)y  carta  de  prenda 
(Versieherungsbrief),  que  se  entregará 
al  acreedor  y  en  el  que  se  hará  men- 
ción, no  sólo  de  las  anteriores  hipotecas, 
sino  también  de  las  demás  cargas  rea- 
les que  graven  el  inmueble,  tal  como 
resulten  de  las  mismas  indicaciones 
del  Registro  de  la  propiedad. 

Art.  346.  Si  el  notario  tuviere  cono- 
cimiento de  que  el  préstamo  para  el 
que  debe  redactarse  una  carta  de  cré- 
dito no  se  ha  efectuado  aún  y  que  el  di- 
nero no  debe  entregarse  sino  á  cambio 
de  la  escritura,  no  podrá  entregar  la 
carta  al  acreedor  hasta  haberse  asegu- 
rado de  la  entrega  del  dinero,  ó  por  or- 
den expresa  del  deudor.  Pero  le  será  lí- 
cito, en  este  caso,  entregar  la  carta  de 
crédito  al  mismo  deudor  para  que  éste 
la  entregue  al  acreedor. 

Art.  347.    La  posesión  del  titulo  hipo- 


(1)    Véanse  los  artículos  120  y  342. 
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tecario  adquirida  regularmente,  engen- 
drará en  beneficio  del  acreedor  y  de 
sus  herederos  la  presunción  de  que  su 
contenido  es  verdadero;  pero  podrá  el 
deudor  impugnar  esta  presunción  pro- 
bando que  en  realidad  no  hay  deuda. 

Art.  348.  Cuando  una  hipoteca  sólo 
haya  sido  objeto  de  una  simple  men- 
ción, y  constituyéndose  luego  una  nue- 
va hipoteca  se  otorgue  para  ésta  un 
título  hipotecario,  procederá,  ya  cance- 
lar la  primera,  ya  informar  al  acreedor 
interesado  y  entregarle  también,  á  pe- 
tición suya,  un  titulo  de  esta  clase. 

Esta  disposición  no  será  aplicable  á 
los  casos  previstos  en  los  articulos  333 
y  335,  núm.  4.° 

Art.  349.  El  acreedor  de  una  carta 
de  crédito  hipotecario  (Kreditversiche- 
rungsbrief)  (1)  tendrá  en  todo  tiempo  el 
derecho  de  pedir  que  se  convierta  di- 
cha carta,  á  costa  suya,  en  carta  de 
crédito  hipotecaria  (Schuldbrief)  pro- 
piamente dicha  (art.  330).  Mas  si  hubie- 
re hipotecas  posteriores,  no  podrá  efec- 
tuarse la  conversión  sin  el  consenti- 
miento de  los  acreedores  que  tengan 
derecho  á  ella,  sino  en  cuanto  el  im- 
porte de  la  carta  de  crédito  hipoteca- 
ria sea  inferior,  por  lo  menos  en  el  20 
por  100,  al  importe  máximo  de  la  carta 
de  crédito. 

Art.  350.  En  caso  de  pérdida  de  un 
titulo  hipotecario,  sólo  podrá  otorgarse 
otro  nuevo  con  la  autorización  de  los 
tribunales,  y  después  de  la  anulación 
judicial  (Amortisation)  del  título  per- 
dido. 


(1)  Desígnase  en  Zurich  con  el  nombre  de  tí- 
tulo hipotecario  el  que  garantiza,  no  un  crédito 
ya  existente,  sino  uno  puramente  eventual  que 
puede  resultar  del  U30  que  haya  hecho  una  de 
las  partes  de  un  crédito  que  le  haya  abierto  la 
otra. 


Art.  351.  Tampoco  podrá  reempla- 
zarse un  titulo  existente  todavía,  pero 
deteriorado,  sino  con  la  autorización 
de  los  tribunales. 

CAPÍTULO  II 
De  los  efectos  de  la  hipoteca 

A. —Objeto 

Art.  352.  La  hipoteca  afectará  á  la 
cosa  en  totalidad,  y  á  lo  unido  á  ella  de 
un  modo  permanente;  por  consiguien- 
te, la  hipoteca  sobre  un  solar  se  exten- 
derá al  edificio  construido  en  él,  así 
como  á  sus  dependencias  (Zubeh&rde). 

Tocante  alas  dependencias  de  un  so- 
lar, son  aplicables  las  disposiciones  de 
los  articulos  50  á  57. 

Art.  353.  Cuando  un  edificio  asegu- 
rado sea  destruido  ó  deteriorado  por 
un  incendio,  no  podrá  percibir  el  pro- 
pietario la  indemnización  de  la  Caja  de 
seguro  sin  el  asentimiento  de  los  acree- 
dores hipotecarios.  Si  quisiere  reedi- 
ficar en  el  terreno  hipotecado  con  el 
edificio,  no  podrán  impedirle  los  acree- 
dores que  emplee  en  dicha  obra  el  im- 
porte de  la  indemnización. 

Si  el  propietario  declarase  que  no 
quiere  dedicar  la  indemnización  á  la 
reedificación,  y  prefiriere  abandonarla 
á  sus  acreedores,  estarán  obligados  á 
aceptarla,  á  imputar  su  importe  en  sus 
créditos  y  á  disponer  que  se  haga  men- 
ción en  sus  cartas  de  crédito  (Pfand- 
briefe)  de  estar  la  casa  quemada. 

Se  regularán  las  pretensiones  de  los 
acreedores  á  la  indemnización,  á  falta 
de  acuerdo  especial  entre  ellos,  por  el 
rango  de  sus  respectivos  derechos  hi- 
potecarios. 

Art.  354.    En  caso  de  expropiación 
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forzosa,  se  aplicarán  las  leyes  sobre  la 
cesión  de  derechos  privados. 

Art.  355.  Si  por  negligencia  del  deu- 
dor ó  deterioro  de  la  cosa  hubiere  dis- 
minuido visiblemente  el  valor  de  la 
prenda  6  estuviere  en  peligro,  podrá  el 
acreedor,  aun  antes  del  vencimiento, 
exigir  el  reembolso  de  la  deuda  ó  soli- 
citar la  intervención  de  los  tribunales 
para  atajar  el  mal. 

El  co-obligado  (Müeinxinser)  tendrá 
también  derecho  á  dirigirse  álos  tribu- 
nales con  esos  fines  (1). 

Art.  356.  Afecta  la  hipoteca  al  in- 
mueble y  á  todas  sus  partes,  aun  en 
poder  de  terceros  que  hayan  adquirido 
su  posesión  total  ó  parcial. 

B.— Efectos  respecto  de  terceros  detentadores  no 
obligados  personalmente  [Geachreiung) 

Art.  357.  Cuando  el  tercero  detenta- 
dor no  haya  sido  encargado  del  pago 
total  ni  parcial  de  la  deuda,  y  no  se 
haya  puesto  ésta  en  su  conocimiento  ó 
sólo  se  le  haya  indicado  como  forman- 
do un  anejo  (Anhang)  del  inmueble; 
cuando,  en  otros  términos,  de  uno  ú 
otro  modo  no  sea  personalmente  res- 
ponsable de  la  deuda,  el  propietario  del 
inmueble  hipotecado  tendrá  aquél,  co- 
mo Gesehreiter  (2),  en  caso  de  quiebra  ó 
de  ruina,  y  en  el  concurso  abierto  so- 
bre los  bienes  del  deudor,  la  elección 
entre  hacerse  cargo  de  la  deuda  y  pa- 
garla ó  de  abandonar  el  inmueble. 

Si  con  relación  á  una  misma  deuda 
hubiere  varios  terceros  detentadores  no 
obligados  personalmente  y  optaren  por 
el  pago  de  la  deuda,  serán  respectiva- 


(1)  Véanse  los  artículos  364  y  siguientes. 

(2)  Término  técnico  sin  equivalencia  en  Diies- 
tra  lengua  y  que  significa  que  el  tercero  deten- 
tador no  es  deudor. 


mente  responsables,  proporcionalmen- 
te  al  valor  de  sus  partes  de  inmueble 
al  efectuar  la  opción  (Geschreiung). 

Art.  358.  Si  asumiere  la  deuda,  que- 
dará subrogado  el  tercero  detentador  en 
los  derechos  del  crédito  y  de  la  hipote- 
ca del  acreeedor,  salvo  las  restriccio- 
nes resultantes  de  la  presencia  de  otros 
terceros  detentadores  no  obligados 
tampoco  personalmente  (art.  357). 

Art.  359.  Si  por  el  contrario,  prefi- 
riere dejar  el  inmueble,  los  acreedores 
posteriores  para  quienes  dicho  inmue- 
ble sirva  de  prenda,  comenzando  por  el 
último  en  rango,  tendrán  derecho  á 
sustituirse  á  él,  y  la  elección,  ó  de  tomar 
el  inmueble  abandonado,  con  todas  las 
deudas  que  lo  graven  (¿ieheri),  6  de  re- 
nunciar á  su  hipoteca  (Jliehen),  sin  per- 
juicio de  su  derecho  personal  contra  el 
deudor. 

Art.  360.  En  ambas  hipótesis  con- 
servará el  tercero  detentador  su  recur- 
so contra  el  verdadero  deudor  por  el 
perjuicio  que  ha  experimentado,  ora 
pagando  la  deuda,  ora  abandonando  el 
inmueble. 

C. — Efectos  respecto  de  terceros  detentadores  en 
caso  de  delegación  de  deudas  [Eintinserei) 

Art.  361.  Cuando  la  propiedad  de  un 
inmueble  hipotecado  pase  indiviso  á 
un  nuevo  adquirente,  estará  éste  obli- 
gado á  encargarse,  con  el  inmueble,  de 
las  deudas  que  lo  graven. 

Es  absoluta  esta  obligación  para  las 
cartas  de  crédito  hipotecarias  (Schuld- 
briefé)  propiamente  dichas  (art.  340); 
para  las  demás  seguridades  mobilia- 
rias  (art.  341)  sólo  existe  en  la  medida 
que  lo  requiere  la  naturaleza  de  las  re- 
laciones jurídicas. 

Exceptúase  el  caso  de  expropiación 
forzosa. 


CÓDIGO  CIVIL  DEL  CANTÓN   DE  ZURICH 


633 


Art.  362.  La  adquisición  de  un  in- 
mueble hipotecado  por  medio  de  una 
carta  de  crédito  hipotecario  (Kreditver- 
sieherungsbrief),  y  el  hecho  de  hallarse 
encargado  de  la  deuda  el  adquirente, 
no  implicarán  que  entre  dicho  adqui- 
rente en  la  relación  de  créditos. 

Art.  363.  Los  notarios  deberán  dar 
aviso  al  acreedor  de  las  enajenaciones 
totales  que  lleven  consigo  el  paso  de 
toda  la  deuda  á  cargo  del  adquirente,  y 
en  caso  de  enajenación  parcial,  de  la 
delegación  de  una  parte  de  la  deuda,  si 
se  trata  de  más  de  la  mitad  de  ésta.  El 
acreedor  así  avisado  podrá  elegir  entre 
atenerse  á  su  primitivo  deudor  ó  acep- 
tar en  su  puesto  y  lugar  al  nuevo.  En 
el  primer  caso  deberá  hacerse  reem- 
bolsar su  deuda  dentro  de  dos  años  á 
más  tardar,  á  contar  desde  el  venci- 
miento más  próximo  previsto  en  el 
contrato  ó  en  la  ley  (art.  379  y  siguien- 
tes), so  pena  de  perder  su  derecho  á 
recurrir  contra  el  antiguo  deudor,  que 
quedará  liberado  de  pleno  derecho  y  de 
verse  obligado  en  lo  sucesivo  á  conten- 
tarse con  el  nuevo. 

Art.  364.  En  caso  de  partición  ó  ena- 
jenación parcial  del  inmueble,  el  nota- 
rio deberá  tratar  de  arreglar  las  rela- 
ciones entre  los  diversos  interesados  lo 
más  sencillamente  posible  y  de  suerte 
que  coincidan  la  calidad  de  deudor  per- 
sonal con  la  de  detentador  de  una  par- 
te correspondiente  del  inmueble. 

Art.  365.  Para  este  efecto  ordenará, 
según  las  circunstancias  y  las  intencio- 
nes de  las  partes: 

Ya  el  reembolso  de  la  deuda  en  uno 
de  los  más  próximos  vencimientos,  con 
ó  sin  asistencia  del  liquidador; 

Ya  el  reparto  de  la  deuda  entre  las  di- 
ferentes parcelas,  en  el  sentido  de  que 
forme  en  lo  sucesivo  otras  tantas  deudas, 
independientes  las  unas  de  las  otras;  ó 


Ya  el  reparto  de  la  deuda,  conservan- 
do un  lazo  entre  los  co-deudores  (Ein- 
zinserschaft). 

Art.  366.  Hasta  el  reembolso  íntegro 
de  la  deuda,  los  diversos  adquirentes 
de  parcelas,  provisionalmente  encarga- 
dos del  pago  de  partes  correspondien- 
tes de  dicha  deuda,  quedarán  unidos 
por  un  lazo  de  solidaridad  subsidiaria. 

Art.  367.  Si  se  entendieren  las  par- 
tes para  que  se  proceda  á  una  liquida- 
ción, sin  poder  ponerse  de  acuerdo  so- 
bre la  manera  de  hacerla,  prescribirá 
el  Presidente  del  tribunal  de  distrito, 
visto  el  informe  del  notario,  las  medi- 
das necesarias. 

Art.  368.  La  exclusiva  concentración 
de  toda  la  deuda  en  una  parcela  del 
primitivo  inmueble,  con  liberación  de 
las  demás  ó  la  división  de  la  deuda  pri- 
mitiva en  varias  deudas  fraccionadas, 
independientes  las  unas  de  las  otras, 
afectando  exclusivamente  á  cada  par- 
cela cada  una  de  ellas,  sólo  podrá  te- 
ner lugar  con  el  consentimiento  de  los 
acreedores  hipotecarios  interesados  y 
deberá  ser  objeto  de  una  anotación  en 
las  cartas  de  crédito.  En  la  segunda 
hipótesis,  tendrá  el  acreedor  derecho  á 
exigir  que  se  le  entregue,  á  costa  del 
deudor  y  en  sustitución  de  la  primitiva 
carta  de  crédito,  tantas  cartas  parcia- 
les como  créditos  distintos  haya  en  lo 
sucesivo. 

Art.  369.  Cuando  se  reparta  la  deu- 
da entre  los  adquirentes  de  parcelas, 
sin  que  en  lo  sucesivo  formen  sus  frac- 
ciones deudas  independientes  las  unas 
de  las  otras,  serán,  ante  todo,  respon- 
sables de  una  parte  de  la  deuda  pro- 
porcional al  valor  aproximado  de  sus 
parcelas  y  subsidiariamente  de  toda  la 
deuda. 

Podrá  el  acreedor  obligarles  á  que  se 
1  constituyan  en  sindicato,  representado, 
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respecto  de  él,  por  uno  de  ellos  (Trage- 
rei)  (art.  314  y  siguientes). 

Art.  370.  Soló  excepcionalmente  po- 
drá dispensarse  que  se  delegue  parte 
de  la  deuda  en  una  parcela  enajenada, 
y  solamente  en  los  casos  en  que,  vistas 
las  circunstancias,  el  resto  del  inmue- 
ble garaniice  sobradamente  la  deuda 
en  pri  cipal,  intereses  y  costas,  ó  en 
que,  or  razones  particulares,  como  son 
el  m  :nor  valor  de  la  parcela  enajena- 
da,!.i  creación  de  una  relación  de  co- 
obligación personal  con  solidaridad 
subsidiaria  (Eiruinserverband),  tenga 
más  inconvenientes  para  el  acreedor 
que  el  peligro  á  que  lo  expone  el  dere- 
cho del  tercero  adquirente  de  pagar  ó 
de  abandonar  {Gesehreiung). 

Quedan  exceptuadas  las  disposicio- 
nes legales  sobre  expropiación  forzosa. 

Art.  371.  l!n  todos  los  casos  en  que 
los  có  adqui  entes  queden  subsidiaria- 
mente solidarios  unos  de  otros  (Einzin- 
serverbindung)  deberá  tratar  el  notario 
de  traerlos  á  una  inteligencia  sobre  el 
ulterior  desenlace  del  lazo  que  los  une 
y  principalmente  sobre  el  reembolso 
integro  de  la  deuda  en  el  curso  de  los 
seis  años  siguientes,  en  época  fijada 
por  ellos. 

Deberá  hacerse  mención  de  este  arre- 
glo tanto  en  el  registro  territorial  como 
en  las  escrituras,  y  por  el  notario  se 
dará  aviso  de  ello  á  los  acreedores  al 
mismo  tiempo  que  de  la  delegación  be- 
cha  en  las  diferentes  parcelas.  Cada  co- 
obligado tendrá  el  derecho  de  obligar  á 
los  demás  á  que  se  conformen. 

Art.  372.  Siempre  que  exista  seme- 
jante lazo  de  co-obligación  (Einzinsc- 
rei),  la  mayoría  de  los  adquirentes  co- 
obligadus  (Eizinser)  sobre  quienes  pese 
al  mismo  tiempo  más  de  la  mitad  de  la 
deuda  tot.il,  tendrán  derecho  á  ofrecer 
el  reembolso  de  la  deuda  y  á  obligar  á 


la  minoría  á  contribuir  por  su  parte. 
Tal  decisión  autorizará  á  cada  co-obli- 
gado  á  exigir  de  los  demás  su  cumpli- 
miento. 

Art.  373.  Cuando  el  lazo  de  que  se 
trata  esté  formado  desde  la  promulga- 
ción del  presente  Código  y  no  se  haya 
roto  en  los  seis  años,  á  contar  desde  su 
formación,  ó  cuando  formado  con  ante- 
rioridad, no  haya  sido  roto  en  los  seis 
años  después  de  entrar  en  vigor  el  Códi- 
go, por  efecto,  ya  del  reembolso,  ya  de 
una  contratación  pura  y  simple  de  aqué- 
lla, el  notario  estará  obligado  á  hacer 
mención,  de  oflcio,  en  la  carta  de  cré- 
dito, que  éste  se  halla  bajo  la  amenaza 
de  un  fraccionamiento,  ó  en  otros  tér- 
minos, que  los  adquirentes  de  parcelas 
dejarán  de  ser  subsidiariamente  res- 
ponsables, ellos  y  sus  ñncas,  unos  por 
otros. 

Si  en  el  término  de  dos  años,  conta- 
dos defcde  dicha  fecha,  no  se  hubiere 
liquidado  la  situación,  se  dará  curso  á 
la  conminación,  y  el  acreedor  estará 
obligado  á  dejar  que  se  lleven  á  cabo 
los  cambios  necesarios  en  su  carta  de 
crédito. 

Art.  374.  En  el  caso  en  que  el  acree- 
dor se  negase  á  presentar  su  título 
para  que  se  hagan  en  él  esas  anotacio- 
nes, podrá  el  notario  hacer  que  se  le 
obligue  á  ello  por  justicia;  y,  por  otra 
parte,  los  deudores  tendrán  derecho  á 
consignar  judicialmente  los  intereses 
devengados  en  vez  de  abonárselos  á  él. 

Art.  375.  Ora  exista  la  relación  de 
co-obligación  de  antiguo,  ora  sea  de  fe- 
cha reciente,  cada  co-obligado  tendrá 
derecho,  aun  contra  la  voluntad  de  los 
demás,  á  desligarse,  él  y  su  finca,  de 
ese  lazo,  y  á  liberarse,  pagando  toda  la 
deuda,  capital  é  intereses,  en  uno  de  los 
plazos  de  reembolso  previstos  en  el 
contrato  ó  en  la  ley.  En   ese  caso,  el 
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acreedor  desinteresado  estará  obliga- 
do á  subrogarle  en  todos  sus  dere- 
chos personales  y  reales  contra  los 
co-obligados  que  no  hayan  concurrido 
al  pago  con  su  parte;  pero  éstos  deja- 
rán de  estar  obligados  por  la  solidari- 
dad subsidiaria,  y  sólo  lo  estarán  res- 
pecto del  subrogado  por  la  parte  que  á 
cada  cual  corresponda. 

Art.  376.  Si  uno  de  los  co-obligados 
fuere  objeto  de  un  concurso,  los  demás 
que  tengan  obligación  de  pagar  en  su 
lugar  no  podrán  liberarse  abandonan- 
do su  participación  en  el  inmueble  hi- 
potecado. Mas  para  indemnizarse  po- 
drán ejercitar  en  la  parcela  hipotecada 
y  comprendida  en  la  masa,  todos  ios 
derechos  que  hubieran  correspondido 
al  acreedor.  No  tendrán  derecho  algu- 
no sobre  los  inmuebles  de  terceros  de- 
tentadores que  no  sean  á  la  vez  perso- 
nalmente responsables  de  la  deuda 
(Geschretie). 

Art.  377.  Cuando  la  hipoteca  esté 
concentrada  en  uno  solo  de  los  inmue- 
bles primitivamente  gravados,  ó  cuan- 
do los  co-obligados  sean  relevados  de 
su  solidaridad  subsidiaria  (artículos  373 
y  375),  los  terceros  detentadores —no 
responsables  personalmente  ( Gesch- 
rette)—de  inmuebles,  en  los  que  no  se 
haya  concentrado  parte  de  la  deuda, 
adquirirán  simultáneamente  derecho  á 
á  la  liberación  de  dichos  inmuebles. 

Art.  378.  El  acreedor  que  renuncie 
á  su  hipoteca  sobre  una  parcela  aislada 
de  los  bienes  gravados  en  detrimento 
de  los  demás  deudores  responsables 
ante  él  personal  ó  hipotecariamente 
{Einzinser  oder  Geschreite),  y  sin  el  con- 
sentimiento de  dichos  deudores,  será 
responsable  ante  ellos  del  perjuicio  que 
con  su  renuncia  les  haya  causado. 


D. — Aviso  para  el  reembolso  de  las  cédulas  6 
cartas  de  crédito. 

Art.  379.  Salvo  disposición  en  con- 
trario en  la  carta  ó  cédula  de  crédito, 
la  demanda  ó  la  oferta  de  pago  (Kündi- 
gung  der  Forderung)  deberá  hacerse 
seis  meses  antes  del  vencimiento.  Sin 
embargo,  el  aviso  de  seis  meses  para 
el  1.°  de  Mayo  se  reputará  dado  á 
tiempo  si  se  hubiere  comunicado  antes 
del  12  de  Noviembre  del  año  anterior. 

Art.  380.  Cuando  la  cédula  ó  carga 
de  crédito  no  indique  ningún  plazo  de 
pago,  se  admitirán  como  tales  las  épo- 
cas convenidas  para  el  pago  de  intere- 
ses y  las  dos  consagradas  por  el  uso 
local:  el  día  de  Mayo  (Maitag)  y  la  San 
Martín  (1). 

Art.  381.  Cuando  el  crédito  sea  paga- 
dero en  fecha  determinada,  sin  previo 
aviso,  ó  su  reembolso  sea  ofrecido  ó 
pedido  para  una  determinada  fecha, 
podrá  exigirse  ó  efectuarse  su  pago  en 
todo  tiempo,  sin  más  aviso,  durante 
todo  el  año  siguiente  á  dicha  fecha. 
Transcurrido  ese  año,  será  necesario 
un  nuevo  aviso,  dado  en  los  plazos  de- 
bidos. 

Se  aplicará  asimismo  este  principio 
á  los  pagos  parciales  convenidos  entre 
las  partes. 

Art.  382.  El  deudor  no  podrá  pri- 
varse, ni  aun  por  contrato,  por  más  de 
seis  años,  ni  el  acreedor  por  más  de 
veinticuatro,  del  derecho  de  ofrecer  ó 
exigir  el  reembolso  de  la  deuda  ó  del 
crédito. 

E.—  Realización  de  la  hipoteca 

Art.  383.     La  realización  de  la  hipo- 


(1)    Es  decir,  el  1.°  de   Mayo  y  el    11   de    No- 
viembre. 
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teca  tendrá  lugar  de  conformidad  con 
las  leyes  sobre  la  persecución  por  deu- 
das y  quiebras. 

Art.  384.  La  hipoteca  constituida 
por  un  capital  que  produzca  interés,  no 
garantizará  más  que  tres  años  de  inte- 
reses, además  del  año  corriente. 

No  obstante,  los  intereses  que  ven- 
zan durante  la  quiebra  ó  venta  forzosa 
estarán  garantidos  por  la  hipoteca,  aun 
cuando,  añadiéndose  á  los  que  sufren 
por  falta  de  pago  al  abrirse  la  quiebra 
ó  al  comenzar  las  diligencias,  en  total 
excedan  de  tres  años. 

CAPÍTULO  III 

De  la  cesión  de  cédulas  y  eartas 
de  crédito  hipotecarias 

Art.  385.  Las  cédulas,  cartas  de  cré- 
dito hipotecarias  (Schuldbriefe)  y  las 
cartas  de  constitución  de  prenda  (Pfand- 
briefe)  podrán  ser  enajenadas  y  empe- 
ñadas por  el  acreedor,  como  mejor  le 
parezca,  sin  conocimiento  y  sin  con- 
sentimiento del  deudor.  Sólo  se  hará 
una  excepción  respecto  de  las  cartas 
de  seguridad  (Versicherungsbriefe) otor- 
gadas á  las  mujeres  casadas  para  se- 
guridad de  sus  bienes  (art.  592,  3.°). 

Art.  386.  También  tendrá  el  deudor 
el  derecho  de  enajenar  ó  empeñar  un 
título  de  crédito  contra  él  mismo,  re- 
embolsado pero  intacto  en  su  poder. 

Art.  387.  La  adquisición  de  una  cé- 
dula ó  carta  de  crédito  hipotecario 
(Kreditversicherungsbrief)  no  obliga  al 
adquirente  á  conceder  al  deudor  un 
crédito  superior  al  importe  de  la  suma 
adquirida. 

Art.  388.  La  enajenación  y  empeño 
de  las  cartas  ele  crédito  se  efectuarán 
de  conformidad  con  las  reglas  prescri- 
tas para  la  enajenación  y  empeño  de 


cosas  muebles,  en  el  sentido  de  que  la 
transmisión  y  aprehensión  del  crédito 
garantido  estarán  subordinadas  á  la, 
posesión  efectiva  del  titulo,  y  la  trans- 
misión de  la  propiedad  del  crédito  ó  su 
empeño  dependerán  de  la  escritura  en 
que  se  hagan  constar. 

No  será  necesario  hacer  mención  de 
la  cesión  en  la  misma  carta  de  crédito. 

Art.  389.  El  que,  de  conformidad 
con  las  disposiciones  del  art.  386,  haya 
recibido  del  propio  deudor  una  cédula  ó 
carta  de  crédito  reembolsada,  aunque 
extinguida  ó  cancelada,  estará  expues- 
to, lo  mismo  que  en  el  caso  previsto  en 
el  art.  347,  á  que  se  oponga  á  su  pre- 
tensión la  no  existencia  del  derecho  de 
que  se  prevale. 

Art.  390.  Por  lo  demás,  toda  persona 
que  reciba  y  adquiera  de  buena  fe  una 
cédula  ó  carta  de  crédito  hipotecario, 
podrá  prevalerse,  contra  el  deudor,  de 
todos  los  derechos  que  confiera  el  texto 
de  dicho  documento,  sin  que  ese  deudor 
pueda  oponerle,  como  hubiera  podido 
hacerlo  al  cedente,  ciertas  excepciones 
cuya  causa  no  se  halle  en  el  mismo  ti- 
tulo. Por  eso  principalmente  no  podrá 
ser  admitido  el  deudor  á  pretender 
contra  un  tercero,  adquirente  de  buena 
fe,  que  la  cantidad  para  cuya  seguri- 
dad se  haya  constituido  la  hipoteca,  no 
se  ha  abonado,  ó  que  la  deuda  es  pura- 
mente simulada,  ni  tampoco  que  haya 
sido  total  ó  parcialmente  reembolsada. 

Art.  391.  La  posesión  de  buena  fe  de 
una  cédula  ó  carta  de  crédico  hipote- 
cario engendrará,  respecto  del  deudor, 
á  no  ser  que  surja  alguna  duda  de  las 
circunstancias,  la  presunción  de  que 
tiene  el  poseedor  sobre  el  título  el  de- 
recho que  pretende.  Por  lo  demás,  las 
cartas  de  crédito  no  podrán  conside- 
rarse como  títulos  al  portador. 
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CAPÍTULO  IV 
De  la  extinción  de  la  hipoteca 

Art.  392.  Se  extinguen  por  sí  mis- 
mas las  hipotecas  legales  transcurri- 
do el  tiempo  por  el  que  fueron  conce- 
didas,  salvo  el  derecho,  para  los  casos 
previstos  en  el  art.  331,  números  4.° 
y  5.°,  de  asegurar  su  conservación  por 
medio  de  una  mención  (Aufprotokolli- 
rung)  en  el  registro  territorial. 

Art.  393.  Asimismo  un  derecho  hi- 
potecario que  expresamente  haya  sido 
concedido  por  un  tiempo  dado,  como 
una  caución  limitada  á  determinado 
número  de  años,  se  extinguirá  de  pleno 
derecho  al  espirar  dicho  plazo. 

Art.  394.  Abstracción  hecha  del  caso 
previsto  en  el  art.  393  y  del  de  una  ex- 
propiación forzosa  del  inmueble  hipo- 
tecado, sólo  podrá  cancelarse  una  hi- 
poteca en  virtud  de  un  acta  de  canci- 
llería. 

Art.  395.  En  caso  de  pagos  parciales, 
podrá  exigir  el  deudor  que  se  hagan 
constar  oficialmente  en  el  título  y  en  el 
registro  correspondiente.  Mientras  no 
se  haya  hecho  constar  así,  el  poseedor 
de  buena  fe  de  la  cédula  ó  carta  de  cré- 
dito hipotecario  ó  de  la  carta  de  pren- 
da estará  autorizado  á  sostener  contra 
el  deudor  y  los  terceros  detentadores, 
que  el  título  debe  surtir  su  pleno  y  to- 
tal efecto  por  todo  su  contenido. 

Art.  396.  En  caso  de  reembolso  ín- 
tegro de  la  deuda  por  capital  é  intere- 
ses, el  acreedor  estará  obligado  á  res- 
tituir al  deudor  el  título  no  anulado,  y 
además,  á  petición  y  elección  de  éste,  á 
entregarle  un  recibo  aparte  6  una  cer- 
tificación de  abandono  del  crédito,  ha- 
ciendo mención  del  reembolso. 

En  este  último  caso,  el  que  expida  la 


certiñcación  no  deberá  garantía  algu- 
na al  adquirente. 

Art.  397.  En  caso  de  pérdida,  des- 
trucción ó  robo  de  una  carta  de  prenda 
no  extinguida,  ó  si,  según  el  Registro 
de  la  propiedad,  estuviere  gravado  un 
inmueble  en  favor  de  un  acreedor  que 
ya  no  sea  posible  encontrar,  no  podrá 
tener  lugar  la  extinción  de  la  hipoteca 
sino  después  de  anulación  judicial  (ge- 
richtliche  amor(isirung). 

En  la  primera  hipótesis,  y  hasta  defi- 
nitiva anulación,  estará  obligado  el 
deudor,  no  á  hacer  el  pago  en  manos 
del  acreedor  de  la  deuda  reconocida 
por  él,  sino  solamente  á  hacer  su  de- 
pósito judicial. 

Art.  398.  Un  acreedor  hipotecario 
posterior  no  podrá  oponerse  á  que  uno 
ó  varios  títulos  nuevos  sean  sustituidos 
á  otro  que  tenga  prioridad  sobre  él  y 
deba  ser  amortizado,  á  condición,  sin 
embargo,  de  que  el  dueño  del  inmueble 
hipotecado  anuncie,  al  hacerse  la  amor- 
tización, su  intención  de  llevar  á  cabo 
dicha  sustitución,  y  que  los  nuevos  títu- 
los, en  su  conjunto,  no  excedan  del  im- 
porte del  crédito  primitivo. 

Cuando  no  se  llene  esta  doble  condi- 
ción, el  acreedor  subsiguiente  adelan- 
tará un  lugar  á  consecuencia  de  la  ex- 
tinción de  la  hipoteca  que  precede  á  la 
suya. 

Sección  octava 

De  la  inscripción  de  contratos  de  alquiler  y  de 
arrendamiento  en  el  Registro  de  la  propiedad 

Art.  399.  El  arrendador  y  el  inqui- 
lino  ó  arrendatario  podrán,  respecto  de 
terceros,  hacer  eficaces,  mediante  una 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad, sus  particulares  convenios,  ya 
para  la  extinción  ó  la  prolongación  del 
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contrato,  ya  respecto  de  los  plazos  para 
despedirse. 

Art.  400.  Si  el  inquilino  ó  arrendata- 
rio se  hubiere  asegurado  por  ese  medio 
respecto  de  un  nuevo  adquirente  de  la 
cosa  alquilada,  la  continuación  del  con- 
trato hasta  la  espiración  del  tiempo 
convenido,  no  podrá  ser  expulsado  an- 
tes, aun  en  caso  de  concurso,  abierto 
contra  el  arrendador,  á  no  ser  que  la 
venta  en  subasta  pública  produzca, 
para  el  caso  que  continuase  subsis- 
tiendo el  contrato,  una  oferta  suficien- 
te para  cubrir  los  créditos  anteriores  á 
la  inscripción  del  contrato. 

Sección  novena 

Del  derecho  de  prenda  sobre  cosas  muebles  (1) 

A. — Constitución  de  la  prenda  por  si 
misma  (Selbstpfaendung) 

Art.  401.  Los  fondistas  y  expendedo- 
res de  bebidas  podrán  hacer  un  embar- 
go preventivo  cuando  tengan  motivos 
para  temer  que  los  consumidores  no 
paguen  exactamente  y  á  su  debido  tiem- 
po los  alimentos,  bebidas  y  otros  sumi- 
nistros que  se  les  hayan  entregado  al 
contado. 

Art.  402.  La  realización  de  los  obje- 
tos embargados  se  regirá  por  las  mis- 
mas reglas  que  las  de  la  prenda  volun- 
tariamente constituida. 

B.—Consiitución  de  la  prenda  por  via  de 
inscripción  (Pfandverschreibung)  (2) 

Art.  403.    Con    la  autorización    del 


(1)  La  prenda  propiamente   dicha  se  rige  hoy 
por  el  Código  federal  de  las  Obligaciones. 

(2)  Después  de  publicado  el  Código  federal 
de  las  Obligaciones,  no  se  admite  la  hipoteca 
mueble  sino  en  lo  que  se  refiere  al  ganado. 


Presidente  del  tribunal  de  distrito,  po- 
drá constituirse  un  derecho  de  prenda 
sobre  cabezas  de  ganado,  aun  sin  trans- 
misión de  su  posesión  al  acreedor,  me- 
diante una  inscripción  en  el  registro 
oficial  de  prendas  (Pfandbuch)  del  fun- 
cionario municipal  (Gemeindammann). 

Esta  forma  de  empeño  será  válida 
aunque  el  que  la  constituya  sólo  sea 
poseedor  y  no  propietario,  cuando  el 
acreedor  vaya  de  buena  fe  al  consti- 
tuirlo y  las  cabezas  de  ganado  empeña- 
das no  sean  robadas  ni  perdidas. 

Art.  404.  Sólo  se  autorizará  (por  el 
Presidente)  la  inscripción  de  la  consti- 
tución del  empeño  cuando  el  deudor  no 
esté  bajo  el  peso  de  acciones  judiciales, 
ó  los  actores  hayan  dado  su  asenti- 
miento. 

Art.  405.  Nacerá  el  derecho  de  pren- 
da con  la  inscripción  en  el  registro  de 
empeños. 

Podrá  efectuarse  libremente  la  ins- 
cripción en  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes, á  contar  desde  la  autoriza- 
ción dada  por  el  Presidente,  aun  cuan- 
do en  el  intervalo  se  hayan  incoado 
acciones  judiciales  contra  el  deudor. 

Art.  406.  La  constitución  de  esta 
prenda  exigirá  que  los  animales  objeto 
de  ella  se  designen  con  tanta  precisión 
como  sea  posible,  dada  su  especie, 
edad,  sexo,  color  ú  otras  señales  distin- 
tivas. No  será  válido  el  empeño  si  hay 
duda  racional  sobre  la  identidad  del 
animal. 

Art.  407.  El  derecho  de  prenda  esta- 
rá desde  luego  limitado  á  una  duración 
de  dos  años,  contados  desde  la  autori- 
zación judicial.  Pero  podrá  renovarse 
antes  de  la  espiración  de  este  plazo  por 
otros  dos  años  en  virtud  de  simple  pe- 
tición del  acreedor. 

Transcurrido  el  plazo,  sólo  podrá 
restablecerse  la  inscripción  del  empeño 
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con  el  consentimiento  expreso  del  deu- 
dor y  con  la  observancia  de  las  reglas 
prescritas  para  una  nueva  constitución 
de  prenda,  y  aun  en  ese  caso  será  pre- 
ciso que,  en  el  intervalo,  no  hayan  sido 
objeto  de  otro  empeño  esos  mismos 
animales. 

Art.  408.  Los  animales  de  igual  es- 
pecie comprados  para  sustituir  á  los 
que  hayan  perecido  ó  hayan  sido  ven- 
didos con  la  autorización  del  acreedor, 
no  ocuparán  el  lugar  de  éstos  en  el 
contrato  de  prenda  sino  después  de 
haber  sido  inscritos,  de  conformidad 
con  el  art.  406,  tanto  en  el  registro  de 
prendas  como  en  el  documento;  no  se 
exigirán  para  esta  modiñcación  en  la 
composición  de  la  prenda,  las  formali- 
dades que  se  requieren  para  la  consti- 
tución de  una  nueva. 

Art.  409.  El  deudor  no  podrá,  sin  el 
consentimiento  del  acreedor,  enajenar 
el  ganado  empeñado. 

Art.  410.  Si  pudiera  demostrarse  que 
el  deudor  trata  de  vender  los  animales 
empeñados,  ó  exponer  al  acreedor  con 
su  negligencia  á  un  perjuicio,  tendrá 
éste  el  derecho  de  solicitar  que  los  ani- 
males sean  encerrados  en  casa  de  un 
tercero  (secuestro)  y  á  exigir  además 
el  reembolso  del  crédito,  aunque  no  ha- 
ya vencido  todavía  el  plazo. 

Art.  411.  La  realización  de  la  pren- 
da se  efectuará  con  la  venta  de  la  cosa 
por  un  procedimiento  de  concurso  con  - 
tra  el  deudor  ó  mediante  una  acción 
judicial  ejercitada  contra  el  mismo» 

C— Constitución  de  la  prenda  por  la  vía 
judicial  (Gerichtliche  Pfaendung) 

Art.  412.  La  prenda  judicial  nace  de 
procedimientos  por  deudas,  y  se  esta- 
blece según  las  reglas  por  que  se  rigen 
dichos  procedimientos. 


Art.  413.  En  lo  concerniente  á  su 
rango  respectivo,  el  empeño  volunta- 
rio por  vía  de  inscripción  y  el  empeño 
judicial  están  en  la  misma  linea,  en  el 
sentido  de  que,  el  más  antiguo  de  los 
dos,  tiene  prioridad  sobre  el  otro. 

LIBRO  TERCERO 

DERECHOS  DE  LAS  OBLIGACIONES 


DISPOSICIONES  RESERVADAS  POR  EL  CÓDI- 
GO FEDERAL  DE  LAS  OBLIGACIONES  Á  LA 
LEGISLACIÓN  CANTONAL. 

Sección  primera 

Disposiciones  generales 

A.— Contrato 

Art.  414.  Los  contratos  relativos  á 
la  enajenación  ó  á  la  hipoteca  de  un  in- 
mueble (1)  sólo  serán  válidos  cuando 
hayan  sido  redactados  por  escrito  y  fir- 
mados (art.  11  y  siguientes  del  Código 
federal  de  las  Obligaciones). 

Queda  exceptuada  la  venta,  en  públi- 
ca subasta,  de  los  inmuebles  (art.  460, 
463  y  siguientes). 

Art.  415.  Las  personas  que  vivan  en 
común  con  el  jefe  de  la  familia  ó  con 
el  dueño  de  la  casa  podrán,  sin  su  au- 
torización, adquirir  un  crédito  en  su 
favor,  si  han  obrado  en  su  nombre  y  en 
su  lugar.  Tal  es  el  caso  de  la  mujer  res- 
pecto del  marido,  y  de  los  hijos  que  vi- 
ven en  la  casa  paterna  respecto  del 
padre  yde  los  criados  respecto  del  amo. 


(1)    Véase  el  art.  35  del  Código  federal  de  las 
Obligaciones. 
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B.— Perjuicio  causado  por  empleados 
ó  funcionarios  públicos 

Art.  416.  Las  siguientes  disposicio- 
nes se  aplicarán  á  los  perjuicios  cau- 
sados por  actos  de  empleados  ó  funcio- 
narios públicos  que  no  caigan  bajo  la 
acción  del  art.  64,  párrafo  2.°,  del  Có- 
digo federal  de  las  Obligaciones. 

Art.  417.  Toda  persona  perjudicada 
en  un  proceso  ó  en  la  administración 
de  la  justicia  voluntaria,  por  falta 
intencional  ó  punible  negligencia  de 
un  juez  ó  de  cualquier  funcionario  ju- 
dicial (Gerichtsperson),  tendrá  contra 
el  culpable  una  acción  por  daños  y  per- 
juicios, á  no  ser,  sin  embargo,  que  ha- 
biendo tenido  á  su  disposición  recursos 
de  derecho  que  hubieran  podido  evitar 
el  perjuicio  de  que  se  queja,  haya  des- 
cuidado hacer  uso  de  ellos. 

Art.  418.  Las  personas  encargadas, 
en  interés  de  los  particulares,  de  llevar 
los  registros  públicos,  principalmente 
los  notarios,  deberán  reparar  el  daño 
causado  á  otros  aun  por  un  simple  des- 
cuido leve  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  419.    Los  mienbros  y  empleados 

de  las  Administracciones  públicas  res- 
ponderán á  los  particulares  del  daño 
que  les  hayan  causado,  con  intención 
ó  á  consecuencia  de  punible  negligen- 
cia, en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  á 
no  ser  que  los  lesionados  hayan  tenido 
á  su  disposición  ciertas  vías  de  derecho 
para  evitar  el  perjuicio  .y  hayan  des- 
cuidado el  hacer  uso  de  ellas. 

Están  y  quedan  reservadas  las  dispo- 
siciones especiales  relativas  á  la  res- 
ponsabilidad de  las  autoridades  tutela- 
res (artículo  816  y  siguientes). 

Art.  420.  Cuando  á  consecuencia  del 
ejercicio  de  la  autoridad  pública  haya 


experimentado  algún  particular,  por 
razones  de  interés  general,  un  perjuicio 
que  no  le  imponga  la  ley  la  obligación 
de  sufrir  personalmente  y  que  no  tenga 
que  imputarse  á  si  mismo,  por  ejem- 
plo, á  consecuencia  de  ejercicios  milita- 
res ó  por  razón  de  medidas  prescritas 
para  la  policía,  tendrá  una  acción  por 
daños  y  perjuicios,  no  contra  el  autor 
del  daño,  sino  contra  el  Estado,  pero  á 
condición  de  que  su  caso  sea  asimila- 
ble á  una  expropiación  ó  privación  for- 
zosa de  derechos  por  causa  de  utilidad  * 
pública.  En  el  caso  contrario,  no  podrá 
pretender  que  le  indemnicen. 

Art.  421.  Si,  con  ocasión  del  ejerci- 
cio de  la  autoridad  pública,  se  hubiere 
perjudicado  auna  persona  por  efecto 
de  dolo  ó  de  la  punible  negligencia  de 
un  empleado  ó  funcionario  público, 
sólo  tendrá  aquélla  derecho  á  recurrir 
contra  el  culpable. 

Art.  422.  La  respectiva  responsabi- 
lidad de  los  municipios  ó  de  los  em- 
pleados municipales  por  razón  de  da- 
ños causados  á  particulares,  se  apre- 
ciará de  análoga  manera. 

Art.  423.  Cuando  varias  personas 
sean  simultáneamente  responsables 
por  razón  de  un  daño  de  esta  clase,  su 
solidaridad  será  directa  é  inmediata,  si 
hubiere  habido  falta  intencional;  en 
caso  de  simple  negligencia,  responde- 
rán colectivamente,  pero,  en  primer  tér- 
mino, cada  una  por  su  parte,  y  subsi- 
diariamente sólo  por  el  todo. 

Art.  424.  Quedan  á  salvo  los  casos 
en  que  leyes  especiales  impongan  ma- 
yor responsabilidad,  ya  al  Estado  ó  á 
los  municipios,  ya  á  los  funcionarios  y 
empleados. 

C— Prescripción 

Art.  425.    Los    créditos    garantidos 
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por   hipoteca  no  se  extinguirán    por 
efecto  de  la  prescripción. 

Sección  segunda 

De  la  donación  (l) 

Art.  426.  Habrá  donación  cuando 
una  persona  (el  donante),  impulsada 
por  un  sentimiento  de  liberalidad,  quie- 
ra proporcionar  (Zuwendet)  de  sus  pro- 
pios bienes  un  beneficio  á  otra  (el  dona- 
tario) y  ésta  reciba  efectivamente  di- 
cho beneficio. 

La  donación  podrá  aplicarse  á  toda 
clase  de  derechos  y  bienes,  y  se  reali- 
zará de  varias  maneras,  por  ejemplo, 
por  la  liberación  de  una  cosa,  por  la 
promesa  de  tal  liberación  ó  de  un  traba- 
jo, ó  por  la  condonación  de  una  deuda. 

Art.  427.  Cuando  los  padres  ó  abue- 
los señalen  alimentos  á  sus  hijos  ó  nie- 
tos, se  presumirá,  en  caso  de  duda,  que 
lo  han  hecho  á  titulo  de  donación. 

Art.  428.  No  se  aplicarán  á  las  do- 
naciones entre  vivos  las  restricciones  á 
que  están  sometidas  las  liberalidades 
testamentarias  en  interés  de  la  reserva 
ó  legítima  de  los  herederos  (2). 


(1;    Véase  el  art.  10  del  Código  federal  de  las 
Obligaciones. 

(2)  Este  principio,  contrario  al  que  estable- 
cen la  mayor  parte  de  los  Códigos  de  los  pueblos 
latinos,  es  muy  común  en  los  de  los  pueblos  ger- 
mánicos, justificándosele  por  la  consideración  de 
que,  en  una  donación  entre  vivos,  el  donante  se 
despoja  á  sí  mismo  en  beneficio  del  donatario, 
mientras  que,  por  una  liberalidad  puramente 
testamentaria,  no  se  priva  personalmente  de  nada, 
sino  que  priva  á  sus  herederos  en  beneficio  de  un 
tercero;  la  donación  entre  vivos  es,  pues,  sólo 
el  ejercicio  legítimo  por  el  propietario  del  dere- 
cho de  libre  disposición  de  que  disfruta  respecto 
de  sus  bienes,  al  paso  que  los  legados  que  exceden 
de  la  cuota  disponible  constituyen  una  violación 
de  los  derechos  garantidos  por  la  ley  á  sus  here- 
deros. 
Tomo  VIII. —Instituciones  jurídicas. 


Art.  429.  Las  donaciones  serán  per- 
mitidas aun  entre  esposos.  Su  forma 
se  regirá  por  los  artículos  600  y  601. 

Art.  430.  Tendrán  capacidad  para 
aceptar  una  donación,  aun  las  perso- 
nas que  están  sujetas  á  tutela  (mujeres 
casadas,  menores),  siempre  que  sean 
aptas  para  comprender  de  qué  se  trata 
(artículos  30  y  31  del  Código  federal  de 
las  Obligaciones),  y  les  sea  realmente 
ventajosa  la  operación. 

No  obstante,  tendrá  el  tutor  derecho 
á  prohibirles  que  acepten  una  donación 
ó  á  desaprobar  Ja  aceptación  intenta- 
da sin  reconocimiento,  y  á  anularla,  es 
decir,  á  hacer  que  se  restituya  el  objeto 
al  donante. 

Art.  431.  Sólo  podrá  revocarse  por 
el  donante  una  donación  válidamente 
efectuada: 

1.°  Por  causa  de  ingratitud  del  do- 
natario; 

2.°  Por  causa  de  prodigalidad  en  el 
sentido  del  art.  433. 

Queda  reservado  el  derecho  de  los 
acreedores  de  impugnar  una  donación 
al  abrirse  el  concurso  sobre  los  bienes 
del  donante  (art.  1.104). 

Art.  432.  La  revocación  por  causa 
de  ingratitud  del  donatario  se  aplicará 
solamente  á  donaciones  de  alguna  im- 
portancia (erheblich),  y  presupone  de 
su  parte  actos  ó  procedimientos  que 
den  pruebas  de  manifiesta  ingratitud. 

Art.  433.  Si  el  donante,  por  su  dona- 
ción se  hubiese  portado  como  pródigo 
y  se  hubiere  intentado  contra  él  una 
acción  con  objeto  de  ponerle  bajo  tu- 
tela por  causa  de  prodigalidad,  la  do- 
nación, aun  después  de  efectuada,  po- 
drá revocarse  en  su  nombre  por  el  tu- 
tor en  el  plazo  de  un  año  después  de 
puesto  bajo  tutela. 

Art.  434.  No  corresponderá  á  los  he- 
rederos del  donante  revocar  la  dona- 

41 
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ción;  pero  podrán  continuar  la  acción 
en  restitución  intentada  por  él. 

Art.  435.  En  caso  de  restitución,  el 
donatario  está  obligado  á  disolver  todo 
aquello  de  que  en  ese  momento  se 
halle  todavía  enriquecido. 

Art.  436.  Una  promesa  de  donación 
engendrará  para  el  donante  respecto 
del  donatario  que  la  haya  aceptado,  la 
obligación  de  hacer  aquello  á  que  se 
haya  comprometido. 

Art.  437.  La  promesa  de  donación 
puramente  verbal  no  podrá  servir  de 
base  á  una  acción  judicial.  Para  que 
una  promesa  de  donación  pueda  ser 
objeto  de  un  recurso  ante  los  tribuna- 
les, es  preciso  que  haya  sido  redactada 
por  escrito  (art.  437). 

Mas  si  la  cosa  prometida  de  palabra 
fuere  luego  entregada  por  el  donante 
al  donatario  y  se  hallase  así  confirma- 
da la  donación,  ya  no  podrá  el  donante 
reclamar  la  restitución  de  la  cosa,  so 
pretexto  de  que  la  donación  era  viciosa 
en  la  forma. 

Art.  438.  Mientras  la  promesa  de 
donación  no  haya  sido  seguida  de  eje- 
cución, podrá  el  donante,  independien- 
temente de  los  dos  casos  de  ingratitud 
y  prodigalidad  previstos  en  el  art.  431, 
revocar  la  donación: 

3.°    Si  fuere  excesiva; 

4.°  Si  él  mismo  hubiere  caído  en  la 
indigencia; 

5.°  Si  hubiere  tenido  uno  ó  más  hi- 
jos y  no  los  tenía  al  hacer  la  donación. 

La  cuestión  de  saber  si  una  promesa 
de  donación  es  excesiva,  dependerá 
absolutamente  de  las  circunstancias  y 
de  la  libre  apreciación  del  juez. 

Art.  439.  La  apertura  de  un  procedi- 
miento de  concurso  contra  el  donante 
extinguirá  de  pleno  derecho  los  proce- 
dimientos dirigidos  contra  él  por  razón 
de  una  promesa  de  donación. 


j  Art.  440.  Cuando  se  haya  compro- 
metido el  donante  á  una  prestación  pe- 
riódica, por  ejemplo„á  suministrar  ali- 
mentos ó  á  pagar  sumas  anuales  en 
favor  de  obras  de  beneficencia,  la  obli- 
gación que  haya  contraído  no  pasa- 
rá de  pleno  derecho  á  sus  herederos, 
si  expresamente  no  se  la  hubiere  im- 
puesto. 

Sección  tercera 

De  la  deuda  alimenticia 

Art.  441.  La  obligación  para  una  fa- 
milia de  auxiliar  á  uno  de  sus  miembros 
indigentes,  se  regirá  por  las  leyes  de 
asistencia  á  los  pobres  (Armenwesen). 

Sin  embargo,  cuando  las  personas 
sobre  quienes  pese  estaobligación  sean 
parientes  en  línea  recta  (art.  441)  de  las 
que  tengan  derecho  á  la  asistencia,  no 
se  limitará  la  obligación  de  prestarla 
á  Jos  casos  en  que  se  pueda  reclamar 
la  asistencia  pública.  Existirá  asimis- 
mo cuando  los  hábitos  de  vida  y  las  re- 
laciones de  familia  creen  por  una  par- 
te una  urgente  necesidad  de  ayuda  y 
asistencia,  y  haya,  por  otra  parte,  posi- 
bilidad de  satisfacerla. 

Art.  442.  Esta  más  amplia  obliga- 
ción que  incumbe  á  la  familia  cesara 
en  el  caso  de  una  grave  falta  á  los  de- 
beres de  familia  (Familienpietaet)  y  á 
consecuencia  de  actos  ó  procedimien- 
tos propios  para  perder  ó  por  lo  menos 
perjudicar  gravemente  el  honor  perso- 
nal ó  el  de  la  familia.  Mas,  aun  en  es- 
tos casos,  el  deber  legal  de  asistencia 
por  causa  de  indigencia  continuará 
subsistente. 
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Sección  cuarta 

De  la  venta  (1) 

A Disposiciones  generales 

• 

Art.  443.  La  venta  de  un  inmueble 
por  un  ascendiente  (padres  ó  abuelos) 
á  sus  descendientes  (hijos,  hijas,  nie- 
tos), ó  por  un  cónyuge  al  otro,  sólo 
será  válida  á  condición  de  que  ningún 
otro  descendiente  del  vendedor,  ó  nin- 
guno de  los  hijos  de  dichos  cónyuges, 
tenga  fundamentos  para  oponerse  á 
ello  en  interés  de  su  reserva  y  de  hecho 
no  se  oponga. 

Por  consiguiente,  antes  de  llenar  las 
formalidades  de  cancillería  [Kanzleiis- 
ehe  Fertigung)  tendrá  el  notario  obliga- 
ción de  cerciorarse  de  que  los  descen- 
dientes han  dado  su  asentimiento  ó  por 
lo  menos  de  que,  avisados  oñcialmente 
por  la  comunicación  del  contrato  é  in- 
vitados á  explicarse,  haí  guardado  si- 
lencio. 

Si  en  vista  de  la  invitación  que  se  les 
dirige  quieren  negar  su  consentimien- 
to, deberán  dar  á  conocer  inmediata- 
mente sus  intenciones  á  este  respecto, 
y  solicitar  la  nulidad  del  contrato,  como 
inoficioso,  ante  el  tribunal  del  domici- 
lio del  vendedor. 

De  no  presentar  al  tribunal  en  las 
seis  semanas  siguientes  á  dicha  invi- 
tación el  auto  del  juez  de  paz  que  los 
remite  á  los  tribunales  (die  friedens- 
riehterliehe  Weisung),  perderán  su  de- 
recho de  oposición.  Si  estuvieren  bajo 
tutela,  la  invitación  deberá  dirigirse 
al  tutor  ó  á  las  autoridades  tutelares,  y, 
en  este  caso,  el  plazo  durante  el  cual 


(1)    Véase  el  art.  231  del  Código  federal  de  laa 
Obligaciones. 


podrán  guardar  silencio  será  de  tres 
meses. 

Art.  444.  En  el  comercio  de  animales 
de  la  raza  caballar  ó  bovina,  se  aplica- 
rá en  lo  concerniente  á  vicios  redhibi- 
torios  y  al  procedimiento  particular  que 
haya  de  seguirse  en  tal  materia,  las  re- 
glas especiales  fijadas  en  los  concor- 
datos. 

Art.  445.  Si  al  vender  animales  de 
esas  dos  especies,  y  abstracción  hecha 
de  la  garantía  de  los  vicios  redhibito- 
rios  previstos  por  la  ley,  hubiere  pro- 
metido el  vendedor  que  el  animal  ten- 
drá ciertas  cualidades  cuya  ausencia 
lleve  aparejada  una  acción  de  garan- 
tía, se  aplicarán  las  reglas  del  derecho 
común  respecto  de  la  materia. 

Art.  446.  En  el  comercio  de  otros 
animales,  domésticos  ó  no,  se  aplica- 
rán igualmente  las  disposiciones  del 
derecho  común  sobre  la  garantía  (1). 

B.— Reservas  en  la  venta  de  inmuebles 

Art.  447.  Cuando  el  vendedor  de  un 
inmueble  se  reserve  su  propiedad  has- 
ta el  cumplimiento  de  una  condición, 
no  podrá  procederse  á  las  formalidades 
de  cancillería  (kanMeiisehe  Fertigung), 
sino  después  de  realizada  dicha  con- 
dición. 

Art.  448.  Si  el  vendedor  se  reservase 
la  facultad  de  volver  á  tomar  la  cosa 
(Vorkaufsrechf)  en  el  caso  en  que  más 
adelante  quisiera  el  comprador  volver- 
la á  vender,  este  último  estará  obligado 
á  darle  por  igual  precio  la  preferencia 
sobre  un  tercero. 

Art.  449.  En  general  esta  reserva 
sólo  creará  un  derecho  personal  en  fa- 
vor del  vendedor  contra  el  primer  com- 
prador y  no  un  derecho  oponible  al  ter- 


(1)    Véase  el  art.  890  del  Código  federal. 
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cero  que  adquiriese  el  inmueble  del  úl- 
timo. Podrá,  sin  embargo,  tomar  el  ca- 
rácter de  derecho  real  por  su  inscrip- 
ción en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Art.  450.  Salvo  estipulación  expresa 
en  contrario,  el  derecho  de  preferencia 
no  pasará  á  los  herederos  del  ven- 
dedor. 

Art.  451.  No  podrá  constituirse  un 
derecho  real  de  retracto  (dingltches 
Noeherrecht)  sino  mediante  el  cumpli- 
miento de  las  formalidades  de  cancille- 
ría (kanzleiische  Fertigung)  y  por  cien 
años  á  lo  sumo. 

Art.  452.  Si  la  persona  á  quien  co- 
rresponda dicho  derecho  no  lo  ejercita- 
se en  el  plazo  de  seis  semanas  á  contar 
desde  el  día  en  que  tuvo  conocimiento 
de  la  venta  del  inmueble  gravado,  se 
reputará  que  por  esa  vez  ha  renunciado 
á  ejercitarlo. 

Art.  453.  Cuando  se  haya  reserva- 
do el  vendedor  el  derecho  de  volver  á 
comprar  (Wiederkauf) ,  en  caso  de  du- 
da se  reputará  que  las  partes  han  con- 
venido que  podría  volver  á  comprar  el 
inmueble  por  el  precio  en  que  lo  haya 
vendido. 

Art.  454.  El  retracto  es  una  segunda 
venta  que  se  regifla  por  la  primera, 
pero  que  no  anula  aquélla.  Por  consi- 
guiente, no  implica  la  restitución  de  los 
frutos  percibidos  ni  de  las  ventajas 
(NuUungen)  que  se  hayan  obtenido  en 
el  intervalo. 

Art.  455.  Si  entre  tanto  hubiere  au- 
mentado el  valor  del  inmueble  por  ra- 
zón de  los  gastos  del  comprador,  el  ven- 
dedor que  quiera  volverlo  á  comprar 
estará  obligado  á  pagar  el  aumento  con 
arreglo  á  un  justiprecio  equitativo.  En 
cambio  será  responsable  el  comprador 
de  una  baja  considerable  de  valor  im- 
putable á  su  dolo  ó  grave  negligencia. 

Art.  456.    Salvo  estipulación  expresa 


en  contrario,  el  derecho  de  retracto  no 
pasará  á  los  herederos  del  vendedor. 

Art.  457.  No  podrá  reservarse  este 
derecho  por  más  de  diez  años  á  contar 
desde  la  primera  venta. 

Haciéndolo  constar  en  acta  de  canci- 
llería (kanzleiisehe  Fertigung)  podrá, 
atribuírsele  el  carácter  de  derecho  real. 

C.—De  la  venta  en  subasta  (Versteige- 

rung,  Gant) 

Art.  458.  En  la  venta  en  pública  su- 
basta se  adjudicará  la  cosa  al  mejor 
postor. 

Art.  459.  Las  ventas  de  inmuebles 
en  pública  subasta  no  podrán  tener 
lugar  sino  con  el  concurso  de  la  auto- 
ridad. En  el  acta  de  venta  (Gantproto- 
koll)  se  indicarán  los  mejores  postores, 
los  cuales  deberán  firmarla. 

Art.  460.  Salvo  cláusulas  especiales 
del  pliego  de  condiciones,  todo  el  que 
puje  estará  ligado  por  su  puja  bajo  la 
doble  condición  de  que  no  haya  sobre- 
puja y  se  adhiera  á  aquella  el  vendedor. 

Art.  461.  El  mejor  postor  será  el 
propietario  de  la  cosa,  y  quedará  ce- 
rrado el  contrato  con  el  hecho  de  la 
adjudicación  pronunciada  en  su  favor 
después  de  una  triple  excitación  en 
vano  á  la  sobrepuja. 

Art.  462.  El  vendedor  ó  su  represen- 
tante, antes  de  la  tercera  llamada  so- 
bre una  oferta  que  juzgue  inaceptable  ó 
insuficiente,  podrá  negar  expresamen- 
te su  consentimiento  é  impedir  asi  la 
tercera  llamada  y  la  adjudicación.  En 
ese  caso,  el  que  puja  dejará  igualmen- 
te (art.  460)  de  estar  ligado  por  su 
oferta. 

No  tendrá,  sin  embargo,  este  dere- 
cho el  propietario  de  la  cosa  en  las  ven- 
tas de  objetos  empeñados  ó  hipoteca- 
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dos,  cuando  se  trate  de  realizar  la  pren- 
da  ó  la  hipoteca. 

Art.  463.  Si  el  vendedor  no  hiciere 
uso  de  su  derecho  antes  de  la  tercera 
llamada,  seguirá  inmediatamente  la 
adjudicación,  y  quedará  ligado  á  no  ser 
que  en  el  pliego  de  condiciones  de  la 
venta  se  haya  expresamente  reservado 
mayor  tiempo  para  reflexionar. 

Art.  464.  Cuando  se  haya  reservado 
el  vendedor  tiempo  para  reflexionar, 
quedará  ligado  por  su  oferta  el  mejor 
postor  hasta  que  se  haya  decidido  el 
vendedor;  pero  tendrá  derecho  á  exigir 
que  adopte  pronto  una  decisión. 

Art.  465.  De  no  tomar  resolución  el 
vendedor  en  el  plazo  que  se  haya  reser- 
vado ó  que  judicialmente  se  le  haya 
concedido,  tendrá  el  mejor  postor  de- 
recho á  interpretar  ese  silencio,  según 
sus  conveniencias,  y  desistir  ú  obligar 
al  vendedor  á  la  ejecución. 

Art.  466.  No  quedará  desligado  el 
mejor  postor  por  la  sobrepuja  de  un 
tercero,  hecha  durante  el  tiempo  que 
el  vendedor  se  haya  reservado  para 
reflexionar,  sino  después  de  cerrado  el 
procedimiento  de  adjudicación.  Debe- 
rá, no  obstante,  ponerse  en  su  conoci- 
miento esta  tardía  sobrepuja.  Si  decla- 
rase querer  pagar  tan  toó  más  que  el  que 
sobrepuja,  habrá  lugar,  si  no  para  recu- 
rrir á  una  segunda  adjudicación  públi- 
ca, por  lo  menos  á  reanudar  y  terminar 
la  adjudicación  entre  el  último  que  pu- 
ja y  el  que  sobrepuja.  Esta  disposición 
no  se  aplicará  á  las  ventas  por  la  au- 
toridad judicial. 

Art.  467.  En  general,  las  ventas  en 
subasta  se  harán  al  contado,  y  el  que 
obtenga  la  adjudicación  estará  obliga- 
do á  efectuar  el  pago  en  el  acto. 

Art.  468.  Las  ventas  forzosas  y  por 
la  autoridad  judicial  no  implicarán  ga- 
rantía alguna  de  parte  del  vendedor, 


salvo  el  caso  de  especiales  compromi- 
sos ó  de  engaño  por  su  parte  respecto 
de  los  que  pujan. 

Art.  469.  En  las  adjudicaciones  vo- 
luntarias, responderá  el  vendedor  de 
los  vicios  jurídicos  (rechtliche  maengel) 
como  otro  vendedor  cualquiera;  pero 
sólo  será  responsable  de  los  defectos 
materiales  (saechUche  Maengel),  si  á 
sabiendas  ha  engañado  al  adquirente. 
La  cláusula  «sin  garantía»  (voiezu  bese- 
hen)  se  reputará  sub-en tendida  en  mate- 
ria de  ventas  en  subasta. 

Sección  quinta 

Del  Ckeptel  6  arrendamiento  de  ganados 

Art.  470.  El  Cheptel  podrá  pactarse 
por  las  partes,  de  tal  suerte,  que  el  que 
toma  (Einsteller)  se  encargue  de  ali- 
mentar y  cuidar,  durante  determinado 
tiempo,  cierto  número  de  cabezas  de 
ganado,  cuyos  productos  recogerá  á 
condición  de  dar  al  arrendador  (Wers- 
teller)  una  renta,  ya  en  dinero,  ya  en 
queso,  en  manteca,  ó  en  otras  entregas 
de  productos  naturales. 

Art.  471.  Si  se  tratase  de  vacas,  se 
presumirá  que  las  partes  han  conveni- 
do atribuir  la  leche  y  el  estiércol  al  que 
toma,  siendo  de  cargo  de  éste,  no  sólo 
el  guardarlas  y  proporcionar  al  forraje 
y  la  paja  para  el  suelo  de  los  establos, 
sino  también  el  alimentar  durante  las 
cuatro  primeras  semanas  á  los  bece- 
rros recién  nacidos,  salvo  el  entregar- 
los después  al  arrendatario  á  quien  per- 
tenezcan. Cuando  con  arreglo  al  uso 
local,  deba  alimentarse  á  los.  becerros 
con  leche  durante  más  tiempo,  seis  se- 
manas por  ejemplo,  se  aplicará  tam- 
bién dicho  uso  al  Cheptel. 

Art.  47 ¿.  Si  el  arrendador  dejase 
los  becerros  durante  más  tiempo  en 
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casa  del  arrendatario,  deberá  abonarle 
su  alimentación,  á  no  ser  que  hayan 
convenido  lo  contrario,  ó  que  un  uso 
constante  deba  hacer  que  se  interpre- 
te su  silencio  en  sentido  diferente. 

Art.  473.  A  falta  de  pacto  expreso 
respecto  de  la  duración  del  contrato, 
deberá  admitirse  que  la  restitución  del 
ganado  no  podrá  ser  ni  pedida  ni  efec- 
tuada fuera  de  tiempo,  sino  que  bajo 
esta  reserva,  cada  parte  tendrá  el  de- 
recho de  denunciar  el  contrato  cuando 
mejor  le  parezca  y  ponerle  en  seguida 
un  término. 

Art.  474.  La  cuestión  de  saber  si  la 
restitución  ha  sido  pedida  ú  ofrecida 
fuera  de  tiempo,  se  resolverá  según  las 
circunstancias,  que  deberán  apreciar- 
se según  las  reglas  de  la  buena  fe  y  de 
la  lealtad. 

Art.  475.  El  arrendatario  no  respon- 
derá de  los  daños  que  sobrevengan  sin 
culpa  suya;  pero  deberá  dedicarles  una 
atención  preferente. 

Sección   sexta 

Del  contrato  de  alimentos  vitalicios 
(Leibgeding)  (1) 

Art.  476.  El  de  alimentos  vitalicios 
es  un  contrato  por  el  cual  una  de  las 
partes,  el  \)eri8Íonisia.(Leibdingnehmer), 
se  compromete  á  entregar  todo  ó  par- 
te de  su  patrimonio  al  otro,  el  constitu- 
yente (Lefbdinggeber,  P/rundanstalt); 
que  se  encarga,  en  cambio,  de  alimen- 
tarle y  cuidarle  mientras  viva. 

Art.  477.  Será  válido  solamente  á 
condición  de  haber  sido  examinado  y 
aprobado  judicialmente.  No  estarán 
ligadas  las  partes  mientras  no  se  haya 
llenado  dicha  condición. 


(1)    Véase  el  art.  523  del  Código  federal  de  las 
Obligaciones. 


Art.  478.    El  examen  del  juez  versará: 

1.°  Sobre  la  capacidad  civil  y  la  libre 
voluntad  de  las  partes; 

2.°  Sobre  la  claridad  de  las  disposi- 
ciones del  contrato; 

3.°  Sobre  la  conveniencia  de  las  dis- 
posiciones, teniendo  en  cuenta  la  res- 
pectiva situación  y  relaciones  de  las 
partes; 

4.°  Sobre  las  garantías  dadas  al 
pensionista  para  el  porvenir; 

5.°  Sobre  los  efectos  del  contrato 
tocante  á  los  derechos  hereditarios  (ar- 
tículo 481  y  siguientes); 

6.°  También  deberá  tenerse  en  cuen- 
ta la  situación  conyugal  del  pensio- 
nista (art.  487). 

Art.  479.  No  son  necesarios  el  exa- 
men y  aprobación  judicial  del  contrato 
cuando  el  pensionista  haya  tratado  con 
un  hospicio  cantonal  ó  municipal,  ó 
con  un  hospicio  particular,  cuyos  es- 
tatutos haya  aprobado  el  Estado   (1). 

Pero,  aun  en  esos  casos,  será  de  ri- 
gor la  forma  escrita;  será  preciso,  6 
una  escritura  privada,  ó  una  inscrip- 
ción en  los  registros  del  hospicio. 

Art.  480.  En  los  contratos  que  le 
sean  sometidos,  deberá  velar  el  juez, 
por  una  parte,  porque  las  formalidades 
de  cancillería  (Jkanzleiisehe  Fertigung) 
se  hayan  llenado;  por  otra,  porque  se 
den  al  pensionista  suñcientes  seguri- 
dades para  la  permanente  ejecución  de 
los  compromisos  contraídos. 

Si  el  pensionista  cediere  un  inmueble, 
dichos  compromisos  deberán  garantir- 
se con  una  inscripción  sobre  dicho  in- 
mueble hecha  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, y,  si  procediere,  deberá  cons- 
tituírsele sobre  la  Anca  cedida  un  de- 
recho real  de  habitación. 


(1)    Véase  el  art   14  del  Código  federal  de  las 
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Art.  481.  Antes  de  aprobar  el  con- 
trato, deberá  poner  el  tribunal  á  los 
más  próximos  herederos,  á  excepción 
del  pensionista,  en  condiciones  de  que 
se  cercioren  de  los  pactos  celebrados, 
y  preguntarles  si  se  adhieren  á  ellos. 

Art.  482.  En  caso  de  adhesión  por 
su  parte,  nada  se  opondrá  á  la  aproba- 
ción. 

Podrán  prestar  su  adhesión  personal- 
mente por  justicia  ó  por  medio  de  firma 
legalizada  puesta  al  pie  del  contrato. 
También  podrá  inferirse  del  silencio 
guardado  por  los  herederos  después 
que  hayan  sido  debidamente  advertidos. 

Art.  483.  El  tribunal  del  domicilio 
del  pensionista  tendrá  el  derecho,  á  pe- 
tición suya,  de  fijar  á  los  herederos 
forzosos  un  plazo  para  que  formulen  su 
oposición,  por  razón  de  la  lesión  inferi- 
da á  su  legitima,  y  esto  so  pena  de  ca* 
ducidad  (artículos  981  y  982). 

Art.  484.  En  caso  de  oposición,  ci- 
tará el  tribunal  ante  sí  al  heredero 
de  quien  proceda,  contradictoriamente 
con  las  partes,  y  oirá  las  alegaciones 
de  todos.  Los  herederos  ausentes  po- 
drán hacerse  representar  por  un  apo- 
derado. 

Si  los  interesados  no  llegaren  á  po- 
nerse de  acuerdo,  el  heredero  que  quie- 
ra llevar  adelante  su  oposición  estará 
obligado  á  entablar  inmediatamente 
ante  el  mismo  tribunal  una  acción  para 
que  sea  denegada  la  aprobación  (Unzu- 
lii88igerklürung)\  si  no  lo  hiciese  se  re- 
putará que  ha  renunciado  á  su  derecho 
de  oposición. 

Art.  485.  La  justificación  que  el 
contrato  tendría  por  efecto  sustraer  á 
los  herederos  naturales  todo  ó  parte 
del  haber  del  pensionista,  no  basta  por 
sí  sola  para  hacer  que  se  considere 
como  inoficioso;  es  preciso,  además, 
que  resulte  de  las  circunstancias  que 


el  pensionista  ha  desconocido,  sin  mo- 
tivo válido,  lo  que,  como  pariente,  de- 
bía á  sus  herederos. 

Art.  486.  También  podrán  los  más 
próximos  herederos  forzosos  impugnar 
en  juicio,  por  la  misma  razón,  un  con- 
trato hecho  con  un  hospicio  (art.  479) . 
Prescribirá  la  acción  á  las  seis  sema- 
nas, á  contar  desde  el  día  en  que  tuvie- 
ron conocimiento  del  contrato,  y,  á  lo 
sumo,  á  los  seis  meses,  á  contar  desde 
el  momento  en  que  el  pensionista  entró 
en  el  establecimiento. 

Art.  487.  Si  el  cónyuge  del  pensio- 
nista diere  su  consentimiento  al  contra- 
to sometido  á  la  aprobación  judicial, 
nada  se  opondrá,  desde  este  segundo 
punto  de  vista,  á  dicha  aprobación. 
Pero  si  negare  su  consentimiento,  el 
tribunal,  oídos  los  esposos  y  pesadas 
las  circunstancias,  podrá  negar  la  apro- 
bación ó  subordinarla  á  ciertas  condi- 
ciones. 

Aquel  cuyo  cónyuge  haya  entrado 
en  un  hospicio  (art.  479),  tendrá  igual- 
mente el  derecho  de  formular  oposi- 
ción, á  condición  de  que  proceda  en  el 
plazo  fijado  á  los  herederos  en  el  ar- 
tículo 486. 

Art.  488.  El  abandono  que  haga  el 
pensionista  de  todo  ó  parte  de  su  haber, 
no  habrá  de  considerarse  como  suceso- 
rio, sino  que  deberá  efectuarse  por  la 
transmisión  de  cada  derecho  en  parti- 
cular. 

El  que  constituya  la  pensión  como 
tal,  no  responderá  de  las  deudas  del 
pensionista  que  sean  anteriores  ó  pos- 
teriores al  contrato. 

Art.  489.  Si  se  vieren  los  acreedores 
amenazados  en  sus  derechos  por  la 
formación  del  contrato,  tendrán  la  fa- 
cultad de  oponerse  á  él,  por  analogía, 
con  las  disposiciones  del  art.  1.104. 

Art.  490.    No  serán  válidas  las  modi- 
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flcaciones  importantes  que  se  introduz- 
can en  el  contrato  ó  su  rescisión,  sino 
cuando  hayan  sido  aprobadas  por  jus- 
ticia como  la  formación  del  contrato. 

Art.  491.  El  pensionista  deberá  ser 
considerado  como  miembro  de  la  fami- 
lia del  que  se  haya  encargado  de  pro- 
veer á  sus  necesidades. 

Este  tendrá  obligación,  en  la  medida 
de  dichas  necesidades  y,  según  lo  per- 
mitan las  circunstancias,  principalmen- 
te, de  albergarlo,  alimentarlo  y  cuidar- 
lo en  caso  de  enfermedad.  En  cuanto  á 
los  detalles,  se  atendrán  á  las  cláusu- 
las del  contrato  ó  al  uso,  y,  en  caso  ne- 
cesario, corresponderá  al  juez  resolver 
cualquier  diñcultad. 

Art.  492.  Cuando  á  consecuencia  del 
incumplimiento  de  dichas  obligaciones 
y  de  falta  grave  á  los  miramientos 
(Pietaetsrueksichten)  debidos  al  pensio- 
nista; llegue  á  serle  intolerable  la  con- 
tinuación de  las  relaciones  nacidas  del 
contrato,  podrá  el  tribunal,  á  instancia 
de  aquél,  pronunciar  la  rescisión  y 
condenar  al  constituyente  á  una  indem- 
nización pecuniaria  fija  ó  al  señala- 
miento de  una  renta  vitalicia  anual.  Si 
no  fuere  posible  proveer  de  este  modo 
á  las  necesidades  del  pensionista,  podrá 
también  el  tribunal,  teniendo  en  cuenta 
los  gastos  hechos  ya  y  las  necesidades 
por  satisfacer  aún,  ordenar  la  restitu- 
ción de  la  ñnca  dada  por  él  (des  Leib- 
dingkapitals). 

Art.  493.  Si  falleciere  el  constituyen- 
te ó  fuere  concursado,  ó  si,  bien  por 
marcharse,  bien  enajenando  el  objeto 
afecto  á  la  seguridad  de  la  pensión  ó  al 
alojamiento  del  pensionista,  se  coloca- 
re en  la  imposibilidad  de  cumplir  las 
condiciones  esenciales  del  contrato, 
tendrá  igualmente  derecho  el  pensio- 
nista á  pedir  la  rescisión  del  contrato 
y  daños  y  perjuicios. 


Art.  494.  El  pensionista  no  podrá  ce- 
der sus  derechos  á  terceros,  ni  agravar 
las  cargas  que  procedan  del  contrato 
para  el  constituyente,  ora  casándose  ó 
de  cualquier  otro  modo. 

Art.  495.  Si  por  su  conducta  hiciere 
insoportable  la  vida  común  bajo  un 
mismo  techo  al  constituyente,  podrá, 
igualmente  el  tribunal,  á  instancia  de 
éste,  rescindir  el  contrato  y  convertir  la 
pensión  en  indemnización  pecuniaria. 

Sección  séptima 

De  los  contratos  de  seguros 

CAPÍTULO    PRIMERO 

Del  seguro  en  general 

A— Forma  y  objeto  del  contrato 

Art.  496.  Es  el  de  seguro  un  contra- 
to por  el  cual  una  de  las  partes,  el  ase- 
gurador, se  compromete,  mediante  una 
prima  pagada  ó  por  pagar  por  otro,  el 
asegurado,  á  indemnizarle  del  daño 
que  resulte  de  ciertos  y  determinados 
riesgos. 

Art.  497.  Sólo  será  obligatorio  para 
ambas  partes  el  contrato  á  condición 
de  hacerlo  por  escrito.  Bastará,  sin 
embargo,  á  este  efecto  que  entregue  el 
asegurador  al  asegurado  la  certifica- 
ción conocida  con  el  nombre  de  póliza 
ó  que  hágala  mención  usual  de  la  ope- 
ración en  sus  registros. 

Art.  498.  El  contrato  de  seguro  de- 
berá precisar: 

1.°  El  riesgo  por  razón  del  cual  se 
hace; 

2.°  El  valor  en  que  la  cosa  está  ase- 
gurada (der  Versicherungswerih); 

3.°    La  prima  del  seguro. 

Art.  499.    El  riesgo  que  el  seguro  tie- 
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ne  por  objeto  atenuar  ó  cubrir  podrá 
ser  determinado  especialmente:  incen- 
dios, inundación,  granizo,  etc.,  ó  pue- 
de hacerse  en  general  para  todo  riesgo 
que  pudiera  sobrevenir  á  la  cosa  ase- 
gurada durante  tiempo  determinado  ó 
por  lo  menos  limitado. 

Art.  500.  Será  nulo  el  contrato  cuan- 
do el  riesgo,  por  razón  del  cual  se  trata 
de  asegurarse,  esté  relacionado  con  un 
acto  ilícito. 

Art.  501.  No  podrá  asegurarse  una 
cosa  por  más  de  su  valor,  ni  por  consi- 
guiente dos  ó  más  veces  contra  el  mis- 
mo riesgo,  salvo  los  usos  contrarios  en 
materia  de  seguros  marítimos. 

Art.  502.  Cuando  la  cantidad  asegu- 
rada exceda  del  valor  de  la  cosa,  en  to- 
do tiempo,  y  aun  después  de  la  entrega 
de  la  póliza,  tendrá  el  asegurador  el  de- 
recho de  exigir  la  reducción  de  dicha 
cantidad,  y  asimismo  el  asegurado  el 
de  la  prima,  sin  perjuicio  de  las  pres- 
cripciones más  severas  que  pudieran 
dictarse  por  razón  del  peligro  de  cier- 
tos seguros,  desde  el  punto  de  vista  del 
interés  general.  Si  se  hubiere  hecho 
uso  de  ese  derecho  de  reducción  con  an- 
terioridad ai  siniestro,  sólo  estará  obli- 
gado  el  asegurador,  cuando  haya  ocur- 
rido éste,  á  pagar  la  cantidad  rebajada 
á  su  valor  real,  y  á  restituir  lo  que  hu- 
biese cobrado  de  más  en  las  primas. 

Art.  503.  Si  el  asegurado  hubiere 
obrado  de  mala  fe  al  asegurar  la  cosa 
por  un  valor  excesivo,  el  contrato  no 
obligará  al  asegurador. 

Art.  504.  Asimismo  no  será  válido 
un  seguro  subsiguiente  de  la  misma 
cosa,  y  ambas  partes  podrán  solicitar 
su  anulación.  El  segundo  asegurador 
que  no  tenga  conocimiento  del  primer 
contrato,  tendrá  el  derecho  de  negarse 
al  pago  de  lo  que  exceda  al  valor  real, 
aun  cuando  el  contrato  no   haya  sido 


impugnado  con  anterioridad  al  sinies- 
tro, y  no  podrá  obligársele  al  reembolso 
de  las  primas  percibidas. 

Art.  505.  Las  personas  y  facultades 
personales  podrán  estimarse  en  un  va- 
lor de  seguro  y  asegurarlas  contra  cier- 
tos riesgos,  por  ejemplo,  de  defunción 
ó  imposibilidad  para, el  trabajo. 

Art.  506.  En  el  caso  de  seguro  per- 
sonal, ambas  partes  podrán  ñjar  como 
les  eonvenga  el  importe  del  seguro,  y  el 
mismo  interés  podrá  asegurarse  váli- 
damente en  pleno  por  varias  partes  á 
la  vez. 

Art.  507.  El  importe  de  las  primas 
se  dejará  á  la  libre  convención  de  las 
partes.  En  caso  de  seguro  proyectado 
con  una  Caja  ó  Compañía  cuyos  estatu- 
tos ñjen  ese  tanto,  se  presumirá  que 
las  partes  han  convenido  tratar  con 
arreglo  á  la  tarifa  de  los  estatutos. 

Art.  508.  En  el  momento  en  que  tra- 
ten ambas  partes,  deberán  ser  sinceras 
y  obrar  de  buena  fe. 

Art.  509.  El  asegurado  deberá  abs- 
tenerse de  inducir  á  error  al  asegura- 
dor y  de  determinarle  á  que  trate  con 
falsos  alegatos  ú  ocultando,  á  sabien- 
das, circunstancias  propias  para  pesar 
en  sus  determinaciones. 

En  caso  de  falta  grave  {erheblieh)  per- 
derá todo  derecho  á  la  cantidad  asegu- 
rada, y  no  podrá  ni  reclamar  la  resti- 
tución de  las  primas  abonadas,  ni  ne- 
garse á  pagar  las  vencidas  ó  corrientes 
al  descubrirse  la  falta. 

Art.  510.  Si  se  hubiere  hecho  el  se- 
guro en  nombre  del  asegurado  por  un 
representante,  responderá  el  asegura- 
do para  con  el  asegurador  de  las  malas 
consecuencias  que  pudiera  acarrear  la 
falta  del  representante  desde  el  punto 
de  vista  de  la  validez  del  contrato. 

Art.  511.  El  asegurador  que  sepa,  al 
hacer  el  contrato,  que  ha  pasado  el  pe- 
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ligro  por  razón  del  que  se  busca  el  se- 
guro, y  no  obstante  lo  celebre,  estará 
obligado  á  reembolsar  en  el  doble  las 
primas  por  él  percibidas. 

Art.  512.  La  póliza  deberá  indicar  el 
nombre  del  que  jse  ha  hecho  asegurar 
ó  de  su  representante. 

No  podrá  ser  al  portador. 

Se  exceptúan  los  casos  en  que  se  tra- 
te de  seguros  mínimos  y  los  en  que  se 
justifique  una  excepción  á  la  regla  ge- 
neral por  los  usos  y  en  interés  de  la  ra- 
pidez de  las  transacciones. 

Art.  513.  La  póliza  deberá  indicar 
la  fecha  de  la  celebración  del  contrato 
por  año,  mes  y  día.  A  falta  de  más  pre- 
cisas estipulaciones,  se  reputará  que 
el  seguro  es  válido  por  todo  el  día 
cuya  fecha  lleve. 

B.— Obligaciones  del  asegurado 

Art.  514.  Está  obligado  el  asegurado 
á  abonar  la  prima  convenida. 

El  asegurador  no  estará  obligado  á 
entregarle  la  póliza  si  no  recibe  en 
cambio  la  prima  vencida. 

Art.  515.  El  asegurado,  aun  sin  ha- 
ber sido  apremiado,  deberá  intereses 
por  las  primas  atrasadas. 

Art.  516.  Si  el  asegurado  fuese  con- 
cursado y  se  hubiere  atrasado  en  el 
pago  de  las  primas,  ó  si  más  tarde  ven- 
cieran otras,  el  asegurador  no  estará 
obligado  á  responder  de  los  riesgos  ul- 
teriores, ni  siquiera  de  los  sobrevenidos 
después  de  la  clausura  del  procedi- 
miento, sino  cuando  se  hayan  pagado 
las  primas  atrasadas  y  se  encargue  la 
administración  de  la  masa  ó  el  adqui- 
rente  de  la  póliza  de  pagar  las  primas 
por  vencer. 

En  todos  los  casos  queda  obligado 
por  la  indemnización  referente  á  un  si- 
niestro anterior. 


Art.  517.  El  hecho  de  no  haber  ocu- 
rrido el  riesgo  por  razón  del  cual  se 
había  celebrado  el  contrato,  no  dispen- 
sará al  asegurado  de  la  obligación  de 
pagar  las  primas. 

Quedan  á  salvo  las  reglas  especiales 
del  derecho  marítimo  en  materias  de- 
terminadas. 

Art.  518.  Nunca  podrá  reclamar  el 
asegurador  aumento  de  primas,  si  no 
hay  reservas  expresas  en  el  contrato, 
aun  cuando  haya  aumentado  el  riesgo 
de  un  modo  no  previsto  en  el  momento 
de  la  conclusión  de  la  póliza. 

Art.  519.  Mientras  esté  vigente  el 
contrato,  se  prohibe  que  el  asegurado 
haga  ó  deje  hacer  nada  que  sea  de  tal 
naturaleza  que  aumente  los  riesgos  en 
detrimento  del  asegurador  y  en  contra 
de  las  previsiones  del  contrato,  so  pena 
de  que  se  le  considere  como  habiendo 
asumido  sobre  sí  todos  los  riesgos  con 
completo  descargo  del  asegurador. 

Art.  520.  Del  mismo  modo,  si  inci- 
dentes imprevistos  que  puedan  aumen- 
tar los  riesgos  se  produjeran  sin  culpa 
suya,  el  asegurado  estará  obligado, 
por  poco  graves  que  sean,  á  dar  inme- 
diatamente parte  de  ello  al  asegurador, 
so  pena,  como  en  el  caso  anterior,  de 
correr  él  sólo  todos  los  riesgos. 

Art.  521.  No  obstante,  en  ambos 
casos,  la  solución  judicial  que  pueda 
pedirse  no  deberá  inspirarse  en  pre- 
ocupaciones pueriles  (mit  kleinlicher 
Aeng8tlichkeit),  sino  que  convendrá 
colocarse  en  el  terreno  de  la  equidad 
y  de  la  recíproca  buena  fe  que  se  deben 
las  partes. 

Art.  522.  En  caso  de  siniestro,  el 
asegurado  deberá  avisarlo  al  asegura- 
dor en  cuanto  tenga  él  mismo  conoci- 
miento de  ello. 

Una  grave  negligencia  en  el  cumpli- 
miento de  este  deber  relevará  al  ase- 
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gurador  de  su  obligación  en  los  casos 
en  que  un  aviso  inmediato  pudiera  te- 
ner interés  para  aquél. 

C.  —-Obligaciones  del  asegurador 

Art.  523.  El  asegurador  estará  obli- 
gado á  bonificar  en  metálico  al  asegu- 
rado el  daño  proviniente  del  riesgo 
asumido,  y,  según  las  circunstancias,  á 
abonarle  integra  la  cantidad  asegu- 
rada. 

Art.  524.  En  la  duda  se  presumirá 
que  el  asegurador  no  ha  entendido  obli- 
garse á  reparar  los  daños  provenientes 
de  vicios  intrínsecos  de  la  cosa  asegu- 
rada. 

Art.  525.  Cuando  se  haya  hecho  un 
seguro  en  vista  de  determinado  riesgo, 
como  incendio,  granizo,  epizootia,  et- 
cétera, el  asegurador  no  responderá 
del  daño  proveniente  de  otro  riesgo. 

Art.  526.  Pero,  aun  en  este  caso,  es- 
tará obligado  el  asegurador  á  la  indem- 
nización si  el  daño,  sin  provenir  direc- 
tamente del  riesgo  previsto,  es  su 
consecuencia  indirecta;  así,  pues,  res- 
ponderá, en  caso  de  incendio,  de  los  de- 
terioros causados  por  las  medidas  to- 
madas para  extinguirlo,  de  los  gastos 
de  salvamento  de  objetos  que  sólo  par- 
cialmente hayan  perecido,  etc.  Quedan 
á  salvo  las  disposiciones  particulares 
insertas  en  la  póliza. 

Art  527.  Cuando  el  objeto  asegura- 
do haya  sido  estimado  en  un  valor  de- 
terminado y  asegurado  por  el  importe 
de  dicha  estimación,  estará  obligado 
el  asegurador,  en  caso  de  pérdida,  y  en 
la  duda,  á  pagar  la  totalidad  de  la  can- 
tidad asegurada;  por  el  hecho  de  ese 
pago  quedará  descargado  de  su  obliga- 
ción. Quedan  á  salvo  las  restricciones 
puestas  en  los  artículos  502  y  504. 

Art.  528.    El  derecho  al  seguro  pue- 


de transmitirse  á  un  tercero  como  ac- 
cesorio de  la  transmisión  de  la  propie- 
dad ó  del  empeño  de  la  cosa;  fuera  de 
estos  dos  casos,  sólo  podrá  cederse  á 
tercero,  de  conformidad  con  los  pactos 
hechos  con  el  asegurador,  ó  con  los 
enunciados  de  la  póliza. 

Art.  529.  En  caso  de  siniestro,  podrá 
el  asegurador  hacer  valer,  en  contra 
del  causa-habiente  del  asegurado,  to- 
das las  excepciones  que  hubiera  podido 
oponer  á  éste  en  virtud  del  contrato  de 
seguro. 

Art.  530.  Si  el  asegurador  se  decla- 
rase en  quiebra  antes  que  haya  desapa- 
recido el  riesgo,  el  asegurado  tendrá 
derecho  á  asegurarse  en  otra  parte  y 
negarse  al  pago  de  las  primas  atra- 
sadas. 

D.— Prescripción  de  la  acción 

Art.  531.  Toda  acción  procedente  de 
un  contrato  de  seguro  prescribirá  al 
año  cuando  las  partes  y  el  riesgo  se 
hallen  en  Europa,  incluso  el  mar  Medi- 
terráneo, el  mar  Negro  y  las  comarcas 
que  bañan;  á  los  dos  años  en  los  demás 
casos. 

Art.  532.  Correrá  la  prescripción  des- 
de el  día  en  que  el  demandante  tuvo 
conocimiento  de  los  hechos  en  que  apo- 
ya su  acción  ó  habría  podido  tenerlo 
prestando  la  debida  atención  ó  dili- 
gencia. 

CAPÍTULO  II 

Del  seguro  mutuo 

Art.  533.  El  seguro  podrá  organizar- 
se de  tal  modo,  que  cierto  número  de 
asociados  se  obliguen  á  sufrir  en  co- 
mún el  daño  experimentado  por  uno  de 
ellos  por  razón  de  riesgo  corrido  por 
todos. 
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Art.  534.  La  colectividad  de  los  ase- 
gurados formará,  en  ese  caso,  una  aso- 
ciación que  hará  oficio  de  asegurador. 

Art.  535.  En  lugar  de  primas,  los 
asociados  deberán  las  cotizaciones  ó 
dividendos  pasivos  necesarios  para  ha- 
cer frente  á  los  gastos  de  administra- 
ción y  á  los  daños  que  hayan  de  abo- 
narse. 

Por  regla  general,  el  tipo  de  las  coti- 
zaciones se  determinará  por  la  cuenta 
anual. 

Art.  536.  Sin  embargo,  está  igual- 
mente permitido  establecer,  en  materia 
de  seguros  mutuos,  primas  fijas.  Sólo 
que,  si  la  cantidad  que  producen  no 
basta  á  cubrir  los  gastos  del  seguro, 
los  asegurados  estarán  obligados  á  pa- 
gar un  suplemento  proporcional. 

Si  por  el  contrario  hubiere  un  exce- 
dente de  ingresos,  se  repartirá  entre 
los  asegurados  en  concepto  de  dividen- 
do, á  no  ser  que  prefieran  emplearlo  en 
formar  y  sostener  un  fondo  de  reserva 
conveniente. 

Art.  537.  Los  suplementos  y  dividen- 
dos serán  proporcionales  á  las  cotiza- 
ciones adeudadas  por  los  asegurados. 

Art.  538.  El  importe  de  las  cotizacio- 
nes se  regulará,  en  primer  lugar,  por 
la  importancia  de  la  suma  asegurada; 
pero  podrá  también  tenerse  en  cuenta 
la  diferencia  de  los  riesgos  asegurados, 
y,  por  consiguiente,  establecer  clases  ó 
categorías. 

CAPÍTULO  III 

De  las  diferentes  especies  de  seguro 
en  particular 

A. — Seguros   contra   incendios 

Art.  539.  El  seguro  contra  incendios 
de  edificios  ó  de  los  muebles  que  con- 


tengan, se  regirá  por  disposiciones  le- 
gales especiales. 

B.  —Seguros  contra  el  granizo  * 

Art.  540.  La  estimación  de  los  da- 
ños causados  por  el  granizo  se  hará 
comparando  la  parte  destruida  de  los 
frutos  con  la  totalidad  de  la  cosecha 
que  se  podía  esperar  sacar  de  la  finca 
asegurada. 

Si  fuese  probable  que  todo  ó  parte  de 
las  cosechas  perjudicadas  se  repon- 
gan, se  procederá  antes  de  recogerlas  á. 
una  nueva  estimación,  destinada  á  rec- 
tificar la  primera. 

Art.  541.  Experimentará,  asimis- 
mo, una  rebaja  proporcional  la  indem- 
nización si  el  asegurado  pudiera,  ha- 
ciendo nuevas  siembras,  atenuar  de  un 
modo  más  ó  menos  completo  la  pérdida 
sufrida. 

Art.  542.  En  general,  la  cifra  de  la 
indemnización  se  hallará,  con  el  im- 
porte integro  del  seguro,  en  la  misma 
relación  que  la  parte  destruida  de  fru- 
tos con  la  totalidad  de  la  cosecha  de  la 
finca  asegurada. 

Art.  543.  Cuando  se  aseguren  mer- 
caderías contra  los  riesgos  que  puedan 
correr  durante  el  viaje,  desde  el  mo- 
mento de  la  expedición  hasta  el  de  la 
llegada  á  su  destino,  se  aplicará  el  se- 
guro, en  la  duda,  exclusivamente  álos 
casos  de  fuerza  mayor,  pero  á  todos 
los  que  entran  bajo  esta  denominación. 

Art.  544.  Será  lícito  que  el  agente 
expedidor  ó  el  cosario  se  asegure  tam- 
bién por  razón  de  los  daños  de  que  res- 
ponda, pero  que  no  sean  imputables  á 
su  negligencia  personal.' 

Art.  545.  Los  principios  especiales 
por  que  se  rigen  los  seguros  marítimos 
se  determinarán  por  el  derecho  mariti- 
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mo  en  lo  concerniente  al  transporte  de 
mercaderías  por  mar. 

Art.  54t>.  Los  ferrocarriles  tendrán 
el  derecho  de  dar  para  el  seguro  de  las 
mercaderías  que  se  les  confien  talones 
de  seguro  ( Versicherungsscheine )  al 
portador. 

C— Seguros  sobre  la  vida 

Art.  547.  Los  seguros  sobre  la  vida, 
destinados,  en  caso  de  fallecimiento,  á 
asegurar  cierta  cantidad  á  los  herede* 
ros  del  difunto  ó  á  otras  personas  su- 
pervivientes, pueden  hacerse  por  toda 
la  vida  de)  asegurado  ó  por  un  periodo 
determinado. 

Art.  548.  El  que  trate  con  la  Compa- 
ñía podrá  hacer  el  seguro  sobre  su  pro- 
pia vida  ó  sobre  la  de  un  tercero;  pero, 
en  este  último  caso,  será  preciso  que 
tenga  un  interés  en  la  continuación  de 
la  vida  de  dicho  tercero,  pues  si  no  se 
considerará  la  operación  como  un  jue- 
go (Código  federal  de  las  Obligaciones, 
artículos  512  á  516). 

Art.  549.  Salvo  las  disposiciones  es- 
peciales de  la  póliza,  podrá  el  asegura- 
do transmitir  entre  vivos  á  otrapersona 
el  derecho  á  la  cantidad  asegurada,  y 
el  asegurador  tendrá  á  la  vez  el  dere- 
cho y  el  deber,  sin  preocuparse  de  los 
herederos  del  asegurado,  de  pagar,  des- 
pués del  fallecimiento  de  éste,  el  capi- 
tal asegurado  á  la  persona  que  justifi- 
que estar  legítimamente  en  posesión  de 
la  póliza. 

D.— Seguro  en  caso  de  supervivencia 

Art.  550.  Puede  también  hacerse  el 
seguro  de  tal  suerte,  que  una  determi- 
nada persona  deba  cobrar  la  cantidad 
asegurada  si  llega  á  cierta  edad  ó  vive 
todavía  en  cierta  época. 


Art.  551.  Este  seguro  será  también 
un  seguro  personal,  y  su  importe  podrá 
ñjarse  en  la  cantidad  que  las  partes 
quieran  determinar  (art.  506). 

E.—  Seguro  del  ganado 

Art.  552.  Cuando  se  haya  asegurado 
la  vida  de  una  cabeza  de  ganado  en  el 
valor  estimativo  del  animal,  se  deter- 
minará dicho  valor  por  el  precio  medio 
del  momento,  ya  de  un  animal  aislado, 
ya  de  toda  una  clase  de  animales  de  la 
misma  especie. 

Sección  octava 

De  la  comunidad  entre  hermanos  (1) 

Art.  553.  Fórmase  una  comunidad 
(especie  de  sociedad  familiar)  cuando 
dos  ó  más  hermanos  ponen  en  común 
todo  su  patrimonio,  ó  por  lo  menos,  to- 
dos sus  bienes  muebles,  con  el  fin  de 
repartirse  las  ganancias  y  pérdidas,  la 
buena  y  la  mala  fortuna,  y  tener  entre 
si  una  sociedad  de  bienes. 

Por  lo  demás,  se  permitirá  excluir  de 
la  indivisión  y  reservarse  como  pro- 
pios (Sondergut)  ciertos  bienes  expre- 
samente indicados  en  el  contrato. 

Art.  554.  Podrá  también  establecer- 
se ó  continuarse  la  comunidad  con  los 
hijos  de  hermanos  premuertos. 

Art.   555.    No    existirá   válidamente 


(1)  Esta  institución  de  una  especie  de  socie- 
dad entre  parientes  próximos  y  co-herederos, 
conocida  en  los  cantone*  de  la  Suiza  francesa 
con  el  nombre  de  indivisión,  es  una  de  las  más 
antiguas  del  derecho  suizo  y  tiene  cierta  analo- 
gía con  la  sociedad  familiar  de  algunas  regiones 
del  Norte  de  nuestra  Península,  encontrándose 
más  perfeccionada  en  los  pueblos  de  origen 
eslavo 
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sino  cuando  haya  sido  aprobada  por  el 
tribunal  y  hecho  constar  por  escritura 
pública. 

El  examen  del  tribunal  versará: 

1.°  Sobre  la  capacidad  y  libre  volun- 
tad de  las  partes; 

2.°  Sobre  la  claridad  de  las  cláusu- 
las del  contrato; 

3.°  Sobre  la  conveniencia  de  esas 
cláusulas,  teniendo  en  cuenta  la  rela- 
ción de  parentesco  y  la  respectiva 
posición  de  las  partes; 

4.°  Sobre  la  situación  que  resulte 
para  los  herederos  reservatarios. 

Art.  556.  Los  herederos  reservata- 
rios  deberán  ser  puestos  por  el  tribu- 
nal en  condiciones  de  formular  even- 
tualmente  sus  objeciones.  Pero  el  tri- 
bunal tendrá  el  derecho  de  apreciar  li- 
bremente las  circunstancias  y  otorgar 
su  aprobación,  aun  cuando  por  el  he- 
cho de  la  comunidad  de  los  bienes, 
puedan  los  intereses  de  dichos  herede- 
ros verse  lesionados  en  lo  sucesivo;  la 
comunidad  por  él  autorizada  no  podrá 
ser  impugnada  después  del  fallecimien- 
to de  una  de  las  partes,  por  el  motivo 
de  que  los  herederos  quedan  privados 
de  sus  derechos  á  una  reserva  ó  legí- 
tima. 

Art.  557.  La  autorización  dada  para 
formarse  á  una  comunidad,  deberá  po- 
nerse en  conocimiento  del  público  por 
medio  de  anuncios  judiciales,  mediante 
su  inserción  en  el  Diario  Oficial. 

Art.  558.  Salvo  el  caso  de  reserva 
expresa,  todos  los  bienes  de  los  asocia- 
dos, presentes  y  futuros,  incluso  los  que 
les  correspondan  por  sucesión,  se  re- 
putarán y  formarán  parte  de  los  de  la 
comunidad. 

Art.  559.  El  contrato  deberá  preci- 
sar á  quién  pertenece  la  administra- 
ción del  caudal  común  y  quién  tiene 
calidad  para  representar  la  comunidad 


para  con  terceros  ó  ante  los  tribunales, 
ora  la  administración  y  representación 
se  confíen  á  uno  solo  de  los  asociados, 
ora  les  pertenezcan  colectivamente, 
ora,  en  fln,  esté  admitido  cada  uno  de 
ellos  á  ejercerla  aisladamente. 

Art.  560.  La  propiedad  del  caudal 
común  no  podrá,  mientras  dure  la  co- 
munidad, ser  dividida  en  partes,  y  se 
explotará  en  común  sin  ninguna  consi- 
deración á  la  parte  ideal  de  cada  uno. 

Art.  561.  No  podrá  pedir  ningún  aso- 
ciado la  liquidación  de  la  comunidad 
sino  por  razones  válidas  y  pertinentes. 

Tales  serían  su  casamiento,  el  naci- 
miento de  un  hijo,  si  antes  no  tenía  pos- 
teridad, etc. 

Art.  562.  El  fallecimiento  de  uno  de 
los  asociados  llevará  aparejada  la  di- 
solución de  la  comunidad  si  el  contra- 
to no  estipulase  que  continúe  entre  los 
que  sobrevivan. 

Art.  563.  Si  se  hubiere  estipulado 
que  después  del  fallecimiento  de  uno  de 
los  asociados  continuara  la  comunidad 
con  sus  hijos,  podrán  éstos  elegir  entre 
quedarse  en  la  indivisión  ó  salirse  de 
aquélla.  Si  optaren  por  lo  primero,  con- 
tinuará subsistiendo  la  comunidad  en 
el  sentido  de  que  la  parte  del  asociado 
difunto  se  tomará  colectivamente  por 
sus  herederos. 

Art.  564.  En  general,  y  salvo  las  de- 
más estipulaciones  del  contrato,  los 
asociados  que  sobrevivan  tendrán  el 
derecho  contractual,  si  uno  de  ellos  mu- 
riere sin  posteridad,  de  recoger,  á  títu- 
lo de  herederos,  su  parte  del  fondo  co- 
mún, con  exclusión  de  los  demás  here- 
deros que  no  formen  parte  de  la  asocia 
ción.  Los  bienes  propios  que  el  difunto 
se  haya  reservado  se  regirán  por  las 
reglas  de  la  sucesión  ordinaria. 

Art.  565.  En  caso  de  disolución  de  la 
comunidad,  se  repartirá  el  fondo  co- 
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mún  entre  los  asociados,  ó  respectiva- 
mente entre  sus  herederos,  según  las 
partes  de  cada  uno,  y,  en  la  duda,  en 
tantas  partes  iguales  como  comunis- 
tas haya  realmente. 

Sección  novena 

De  la  acción  para  la  exhibición  de  una  cosa 

A.— Disposiciones  generales 

Art.  566.  Toda  persona  que  tenga  un 
interés  jurídico  en  que  se  exhiba  una 
cosa  mueble,  podrá  exigir  que  lo  haga 
el  detentador  de  la  misma. 

Art.  567.  Bastará  que  aparezca  de  in- 
terés jurídico,  para  que  la  cuestión  deba 
resolverse  por  la  vía  sumaria  sobre  la 
base  de  una  equitativa  apreciación. 

Art.  568.  Podrá  entablarse  la  acción 
contra  toda  persona  que  materialmen- 
te se  halle  en  condiciones  de  exhibir  la 
cosa. 

Art.  569.  Tiende  esta  acción  á  obte- 
ner que  sea  exhibida  la  cosa  de  modo 
que  pueda  ser  examinada  por  el  de- 
mandante. 

Art.  570.  La  exhibición  tendrá  lugar 
por  cuenta  y  riesgo  del  demandante. 

Art.  571.  El  demandado  que,  sin  mo- 
tivo suficiente,  se  niegue  á  la  exhibi- 
ción ó  con  dolo  la  haga  imposible,  será 
responsable  de  daños  y  perjuicios  para 
con  el  demandante. 

B.— Exhibición  de  documentos 

Art.  572.  Toda  persona  que  en  ello 
tenga  un  interés  jurídico  patente  ten- 
drá derecho  á  tomar  vista  de  actas  y 
protocolos  judiciales  ó  notariales,  ó  de 
cualesquiera  otros  documentos  oficia- 
les y  públicos.  Las  escrituras  que  sólo 
se  conserven  en  archivos  públicos,  por- 


que pertenezcan  á  personas  bajo  tute- 
la, habrán  de  considerarse  como  sim- 
ples documentos  privados. 

Art.  573.  Cuando  por  su  contenido 
tenga  un  documento  privado  carácter 
colectivo,  las  diferentes  personas  á 
quienes  concierna,  tendrán  el  derecho 
de  pedir  su  exhibición,  si  en  ello  tienen 
un  interés  jurídieo  aparente,  aun  cuan- 
do no  sean co-propietarias del  documen- 
to, ni  estén  autorizadas  por  contrato 
para  hacerlo  comunicar. 

Art.  574.  Deberán  considerarse  prin- 
cipalmente como  teniendo  por  su  con- 
tenido  un  carácter  colectivo,  indepen- 
dientemente de  los  libros,  cartas  y  te- 
legramas de  comercio,  mencionados  en 
el  art.  879  del  Código  federal  de  las  Obli- 
gaciones: 

1.°  El  testamento  respecto  de  todas 
las  personas  nombradas  en  él  y  los  he- 
rederos naturales; 

2.°  Los  documentos,  corresponden- 
cias, recibos  y  resguardos  relativos  á 
una  operación  jurídica,  respecto  de  las 
partes  contratantes; 

3.°  Las  cuentas  con  sus  documentos 
justificativos,  respecto  de  los  que  las 
rinden  y  de  aquéllos  á  quienes  se  rin- 
den; 

4.°  Los  Registros  de  la  propiedad 
(Urbare)  también  respecto  de  las  per- 
sonas gravadas  con  cargas  en  ellos 
nombradas; 

5.°  Los  cuadernos  de  vencimientos 
(Zinsbücher)  de  los  acreedores  respec- 
to de  los  deudores; 

6.°  Los  libros  de  los  corredores 
Sensalen)  y  agentes  de  cambio  (Boer- 
senagenten)  respecto  de  las  personas  á 
quienes  sirven  de  intermediarios; 

7.°  Los  libros  diarios  y  demás  de  los 
industriales  y  artesanos  que,  con  arre- 
glo al  Código  federal  de  las  Obligacio- 
nes, no  están  obligados  á  hacerse  ins- 
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cribir  en  el  Registro  de  Comercio,  aun 
respecto  de  terceros  vendedores  ó  com- 
pradores 6  de  los  obreros  y  oficiales 
que  tengan  empleados. 

Art.  575.  Por  el  contrario,  nadie  po- 
drá ser  obligado  á  exhibir  documentos 
que  tengan  carácter  estrictamente  per- 
sonal, como  son  cuadernos  de  notas, 
un  diario  (no  comercial),  aun  cuando 
contengan  indicaciones  sobre  negocios 
tratados  con  otras  personas,  salvo  el 
caso  en  que  el  reclamante  justificare 
que  tiene  un  derecho  real  sobre  el  do- 
cumento cuya  presentación  exige. 

LIBRO   CUARTO 

DERECHO  DE  FAMILIA 


Sección  primera 

Del  matrimonio 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De    los   esponsales 

Art.  576.  Los  esponsales  (promesas 
de  matrimonio),  por  los  cuales  un  hom- 
bre y  una  mujer  no  casados  se  com- 
prometen á  desposarse,  crean  entre 
ellos  una  relación  de  familia  especial. 

Art.  577.  Los  esponsales  presupo- 
nen el  consentimiento  libre  y  personal 
de  ambas  partes. 

Serán  nulos  en  todos  los  casos  en 
que  el  matrimonio  entre  las  partes  no 
seaücito. 

Art.  578.  Cuando  una  de  las  partes 
niegue  que  haya  habido  promesa  de 
matrimonio,  no  se  reputará  que  ha  sido 
hecha  sino  cuando  exista  un  reconoci- 
miento escrito  de  ella  que  emane  de 
aquella  de  las  partes  que  la  niega,  si 


la  familia  de  dicha  parte  atestiguare 
que  se  le  ha  dado  conocimiento  de  di- 
cha promesa,  si  se  prueba  que  se  han 
ajustado  á  los  usos  y  costumbres  ha- 
bituales en  materia  de  esponsales — 
por  ejemplo,  que  haya  habido  cambio 
de  anillos—ó,  en  fin,  á  falta  de  tales 
usos,  si  la  conducta  y  relaciones  habi- 
tuales de  las  partes  durante  mucho 
tiempo  ponen  fuera  de  duda  la  existen- 
cia de  los  esponsales  (1). 

Art.  579.  Todo  prometido  es  dueño 
de  desligarse  unilateralmente  de  su 
promesa;  por  consiguiente,  tal  promesa 
no  puede  servir  de  base  á  una  acción 
para  obligar  á  la  celebración  del  matri- 
monio. 

Es  asimismo  nula  toda  cláusula  pe- 
nal estipulada  para  el  caso  en  que  no 
se  lleve  á  efecto  el  matrimonio. 

Art.  580.  En  principio,  la  ruptura  de 
los  esponsales  llevará  consigo  la  devo- 
lución recíproca  de  los  presentes  ó  re- 
galos. 

Art.  581.  Cuando  sin  motivo  suficien- 
te se  hayan  roto  los  esponsales  por  una 
de  las  partes,  tendrá  la  otra  el  derecho 
de  retener  los  presentes  que  haya  reci- 
bido y  de  pedir  los  daños  y  perjuicios 
que  haya  experimentado,  cuyo  importe 
corresponderá  el  fijarlo  al  juez  (2). 

Podrá  pedir,  además,  una  indemniza- 
ción, que  fijará  el  juez,  teniendo  en 
cuenta  la  fortuna  y  posición  de  las  par- 


(1)  La  familia  no  está  obligada  á  declarar 
contra  uno  de  sus  miembros  ni  sería  válido  el 
testimonio  que  diese. 

(2)  Los  daños  y  perjuicios  se  refieren  única- 
mente al  damnum  emergería,  esto  es,  á  la  repara- 
ción  de  un  perjuicio  real  y  efectivo. 

La  indemnización  se  aplica  también  al  lu- 
crum  cesaría,  cuya  doctrina  es  distinta  á  la  de 
nuestros  Códigos,  y  ha  prevalecido  en  casi  todos 
los  de  la  Suiza  alemana. 

En  algunos  cantones  suizos  se  llega  hasta  im- 
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tes,  asi  como  la  gravedad  de  los  perjui- 
cios. 

Art.  582.  La  acción  de  restitución  de 
presentes,  de  daños  y  perjuicios  ó  de 
indemnización,  se  extinguirá  si  la  par- 
te á  quien  correspondía  muere  antes 
de  haberla  entablado,  y  prescribirá  á 
los  seis  meses,  á  contar  desde  la  rup- 
tura. 

CAPÍTULO  II 
De  los  efectos  jurídicos  del  matrimonio 

A.  —Efectos  respecto  de  las  personas 

Art.  583.  Los  esposos  estarán  obli- 
gados á  vivir  juntos  como  marido  y 
mujer,  y  se  deben  la  ñdelidad  con- 
yugal. 

Art.  584.  Por  el  matrimonio  se  con- 
vierte la  mujer  en  compañera  de  su 
marido,  tomando  su  apellido  y  adqui- 
riendo su  ciudadanía. 

Art.  585.  El  marido  es  el  jefe  de  la 
sociedad  conyugal. 

Art.  586.  Estará  obligado  á  asegurar 
á  su  mujer  un  bienestar  conveniente  en 
harmonía  con  la  posición  personal  de 
los  esposos  y  á  protegerla  contra  todo 
ataque. 

Art.  587.  El  marido  estará  al  frente 
de  la  casa,  siendo  los  gastos  de  su 
cuenta.  Pero  la  mujer  tendrá  obliga- 
ción de  ayudarle  y  asistirle  con  arreglo 
á  sus  medios  y  á  su  condición  per- 
sonal. 


poner  pena  de  prisión  al  que  rompe  el  pacto  de 
promesa  de  matrimonio  por  capricho  6  con  escán- 
dalo público.  Bluntchli,  en  un  comentario  sobre 
esta  materia,  se  muestra,  en  principio,  partidario 
de  este  rigor,  pero  en  la  práctica  se  ve  que  lo 
templa  adoptando  un  término  medio  * 
Tomo  VIII. —Instituciones  jubídicas. 


Art.  588.  La  mujer  deberá  seguir  al 
marido  á  su  morada;  pero  no  es  permi- 
tido obligarla  por  la  fuerza. 

Si  existieren  motivos  imperiosos, 
tales  que  puedan  comprometer  seria- 
mente la  dicha  y  bienestar  de  la  mu- 
jer, podrá  el  juez  dispensarla  de  que 
siga  á  su  marido. 

B.  —Efectos  respecto  de  los  bienes 

Art.  589.  El  marido  es  de  derecho  el 
tutor  marital  de  la  mujer,  cuyos  bienes 
administrará,  representándola  cerca 
de  terceros. 

Art.  590.  Tendrá  capacidad  para 
enajenar  ó  empeñar,  aun  sin  el  consen- 
timiento de  la  mujer,  los  bienes  mue- 
bles pertenecientes  á  ésta. 

Art.  591.  En  cuanto  á  los  inmuebles 
pertenecientes  á  la  mujer,  no  podrá 
enajenarlos  ni  hipotecarlos  el  marido 
sin  el  consentimiento  de  aquélla. 

Art.  592.  Necesitará  el  marido,  no 
sólo  el  consentimiento  de  la  mujer,  sino 
también  el  de  un  tutor  extraordinario 
nombrado  ad  hoc  (art.  601): 

1.°  Para  enajenar  un  derecho  de  su- 
cesión que  corresponda  á  su  mujer, 
salvo  las  disposiciones  de  los  artículos 
1.054  y  1.078; 

2.°  Para  enajenar  ó  hipotecar  un 
objeto  ó  finca  de  que  no  tenga  la  nuda 
propiedad  ó  cuyo  usufructo  correspon- 
da al  quejsobreviva  de  sus  padres; 

3.°  Para  enajenar,  empeñar  ó  modi- 
ficar una  carta  de  seguridad  de  los  bie- 
nes de  la  mujer  (Weibergutsoersiche- 
rungsbriej), 

Art.  593.  El  marido  tendrá  el  uso  y 
el  disfrute  de  los  bienes  de  la  mujer  y 
le  pertenecerán  todos  sus  frutos  y 
rentas,  así  como  el  producto  del  traba- 
jo de  la  mujer;  salvo  lo  dispuesto  en  el 
artículo  622. 

42 
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Art.  594.  El  derecho  del  marido  so- 
bre las  ganancias  de  la  mujer  y  la  ren- 
ta de  sus  bienes  estará  subordinado  á 
la  condición  de  que  provea  de  un  modo 
conveniente  á  las  necesidades  de  la  fa- 
milia y  á  los  compromisos  ordinarios  de 
la  mujer. 

Cuando  el  marido  falte  de  un  modo 
persistente  á  los  deberes  que  impone  la 
tutela  marital,  el  Consejo  de  distrito 
(Bexirksrath)  podrá  privarle  de  ella,  en 
vista  del  informe  y  á  propuesta  de  la 
Dirección  de  los  huérfanos  ( Waisenamt), 
que  previamente  debe  oírle  en  persona 
y  examinar  en  detalle  todas  las  cir- 
cunstancias del  asunto.  La  mujer,  en 
ese  caso,  asi  como  su  fortuna,  se  colo- 
carán bajo  la  tutela  de  la  autoridad. 

Art.  595.  Si  el  marido  negase  que 
haya  motivo  para  quitarle  la  tutela,  de- 
berá informar  de  ello  por  escrito  al 
Consejo  de  distrito  en  el  término  de 
seis  semanas,  á  contar  desde  la  notifi- 
cación del  acuerdo;  y  entonces  dicho 
Consejo  provocará  una  sentencia  judi- 
cial de  conformidad  con  las  reglas  da- 
das por  el  Código  de  procedimiento  de 
Zurich. 

La  mujer  quedará  entre  tanto  some- 
tida á  la  tutela  de  la  autoridad. 

Art.  596.  La  privación  de  la  tutela  y 
del  usufructo  marital  deberá  publicarse 
oficialmente. 

Art.  597.  Se  exceptúan  de  la  tutela  y 
del  usufructo  del  marido  los  bienes  re- 
servados á  la  mujer,  ya  expresamente, 
ya  por  la  costumbre,  los  propios  (Son- 
dergut)  y  los  ahorros  (Spargut)áe  la  mu- 
jer, y  lo  que  el  marido  le  entregue  en 
concepto  de  alfileres  ó  de  dinero  de 
juego.  Las  donacioneshechas  áJamujer 
á  condición  de  ser  de  su  exclusiva  dis- 
posición entrarán  igualmente  en  la  ca- 
tegoría de  los  ahorros  (Spargut).  Res- 
pecto de  esas  diversas  clases  de  bienes, 


la  mujer  es  independiente  del  marido  y 
dispondrá  de  ellos  libremente. 

Art.  598.  Salvo  lo  dicho  en  el  ar- 
ticulo anterior,  la  mujer  no  podrá 
transmitir  válidamente  á  terceros  sus 
bienes  ó  sus  derechos  sin  el  consenti- 
miento de  su  marido.  En  los  casos  en 
que  el  marido  necesite  para  sus  actos 
de  disposición  relativos  á  los  bienes  de 
la  mujer  el  consentimiento  de  un  tutor 
extraordinario  (art.  592),  se  requiere 
igualmente  dicho  consentimiento  para 
los  actos  de  disposición  de  la  mujer. 
Queda  reservado  el  derecho  de  la  mu- 
jer para  dirigir  por  si  misma  (Selbsts- 
taendig)  un  pleito,  cuando  su  interés 
sea  contrario  al  del  marido. 

Art.  599.  No  podrá  la  mujer  con- 
traer deudas  personales  sin  el  consen- 
timiento del  marido  y  de  un  tutor  ex- 
traordinario. 

No  será  responsable,  ni  siquiera  con 
sus  ahorros  (Spargut),  de  las  que  pue- 
da contraer  sin  ese  doble  consenti- 
miento. 

Art.  600.  Para  hacer  con  el  marido 
un  contrato  por  el  cual  le  ceda  ella  sus 
derechos  ó  asuma  con  él  obligaciones, 
ó  para  litigar  contra  él,  no  siendo  por 
divorcio,  necesitará  la  mujer  la  asis- 
tencia y  consentimiento  de  un  tutor  ex- 
traordinario. 

No  se  aplicará  esta  disposición  á  los 
pequeños  donativos  que  se  usan  entre 
esposos  con  ocasión,  por  ejemplo,  de 
ciertas  fiestas  ó  de  acontecimientos  de 
familia. 

Art.  601.  En  el  caso  en  que  la  mujer 
necesite  la  asistencia  de  un  tutor  ex- 
traordinario, la  Dirección  de  los  huér- 
fanos ( Waisenamt)  deberá  examinar, 
ante  todo,  la  naturaleza  del  asunto,  y 
particularmente  tomar  informes  sobre 
la  manera  de  ver,  no  sólo  de  la  mujer, 
sino  también,  en  los  casos  graves!  de 
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sus  parientes  más  cercanos;  y  mandar 
después  su  dictamen  y  sus  proposicio- 
nes al  Consejo  de  distrito,  que  nombra- 
rá el  tutor  extraordinario,  dándole  las 
instrucciones  y  poderes  necesarios. 

Art.  602.  En  la  medida  en  que  está 
llamada  la  mujer  á  proveer  á  las  nece- 
sidades ordinarias  y  diarias  de  la  casa, 
deberá  el  marido  reconocer  los  com- 
promisos que  contraiga  y  encargarse  de 
los  gastos  correspondientes. 

Art.  603.  Si  hubiere  motivos  particu- 
lares para  restringir  por  excepción  las 
atribuciones  que  tiene  la  mujer  en  su 
condición  de  dueña  de  la  casa,  no  po- 
drá oponerse  contra  los  terceros  que 
traten  con  ella  la  limitación  de  sus  atri- 
buciones, sino  cuando  el  marido  haya 
cuidado  de  dar  á  conocer  dichas  limi- 
taciones por  medio  de  aviso  público. 

Este  aviso  público  estará  subordina- 
do á  un  examen  previo  de  las  circuns- 
tancias por  las  autoridades  tutelares, 
que  deberá  emitir  oficialmente  el  Con- 
sejo de  distrito  á  petición  del  marido, 
si  acaso  aprueba  dicho  Consejo  las 
restricciones  propuestas. 

Art.  604.  La  mujer  tendrá  siempre 
el  derecho  de  reclamar  del  marido  un 
inventario  de  sus  aportaciones,  debida- 
mente firmado  por  él,  certificado  y  le- 
galizado, tanto  desde  el  punto  de  vista 
de  la  fecha  como  del  de  la  firma,  y  ade- 
más una  garantía  de  seguridad  para 
todas  ó  parte  de  sus  aportaciones. 

Art.  605.  Por  otra  parte,  la  Direc- 
ción de  los  huérfanos  del  municipio  de 
origen  ó  eventualmente  la  del  domi- 
cilio de  la  mujer  tendrá  el  derecho, 
aun  sin  el  consentimiento  de  ésta,  á 
pedirle  al  marido  seguridades  para  sus 
aportaciones  cuando  Je  parezca  com- 
prometida su  conservación  y  no  se  jus- 
tifique su  empleo  parcial  y  hasta  total 
por  consideraciones  de  orden  superior. 


Art.  606.  La  Dirección  de  los  huér- 
fanos dirigirá  con  este  objeto  un  exhor- 
to al  Consejo  de  distrito. 

Dicho  Consejo  tomará  las  medidas 
que  juzgue  necesarias  para  la  protec- 
ción de  los  bienes  de  la  mujer;  ordena- 
rá, por  ejemplo,  que  se  depositen  en  po- 
der de  tercero  los  títulos  ú  otros  obje- 
tos preciosos,  ó  hará  que  estén  cerra- 
dos para  el  marido,  mediante  la  inter- 
vención del  tribunal,  los  Registros  nota- 
riales é  hipotecarios,  etc.  Si  en  contra 
del  acuerdo  del  Consejo  pretendiese 
que  no  debe  prestar  garantías,  deberá 
notificárselo  por  escrito  en  las  seis 
semanas  siguientes  á  Ja  notificación  del 
acuerdo;  y  entonces  provocará  el  Con- 
sejo una  sentencia  judicial,  de  confor- 
midad con  las  reglas  consignadas  en  el 
Código  de  procedimientos  de  Zurich. 

Los  tribunales  deberán  confirmar  el 
acuerdo  del  Consejo  siempre  que  les 
parezca  demostrado  que  á  la  mujer  le 
son  indispensables  las  seguridades  de 
que  se  trata  por  razón  del  carácter  ó 
de  la  situación  de  fortuna  del  marido. 

Art.  607.  La  mujer  tendrá  derecho 
á  depositar  sus  cartas  de  seguridad 
en  la  Caja  de  la  Dirección  de  los  huér- 
fanos. 

Art.  608.  Se  tratará  como  litigio  ju- 
dicial la  cuestión  de  saber  si  las  segu- 
ridades ofrecidas  por  el  marido  son  ó 
no  suficientes. 

Cuando  el  marido  no  se  halle  en  con- 
diciones de  suministrar  las  segurida- 
des exigidas,  la  mujer,  ó  en  su  caso  la 
autoridad  tutelar  superior,  tendrá  el 
derecho  de  desposeer  al  marido  del 
capital  mueble  que  haya  aportado  y 
depositarlo  en  la  Caja  de  la  Dirección 
de  los  huérfanos.  Por  su  parte  el  mari- 
do estará  autorizado  para  sustraerse 
á  la  obligación  de  suministrar  segura 
dades,  renunciando  de  hecho  á  la  po- 
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sesión  de  las  aportaciones  muebles  de 
su  mujer  y  restituyéndolos  en  su  inte- 
gridad. 

Por  lo  demás,  y  aparte  de  las  medi- 
das de  precaución  que  se  hayan  juzga- 
do necesarias,  conservará  el  marido 
sus  derechos  de  libre  disposición  en 
toda  su  plenitud. 

Art.  609.  En  caso  de  cesar  la  tutela 
marital,  deberá  el  marido  restituir  á  su 
mujer  la  totalidad  de  sus  aportacio- 
nes. 

Si  los  inmuebles  ú  otros  bienes  que 
tengan  el  carácter  de  capital  (Kapital- 
vermaegen)  (cartas  hipotecarias  de  cré- 
dito, objetos  inventariados,  etc.),  no 
existiesen  ya  en  especie,  estará  obliga- 
do á  bonificar  su  valor  íntegro,  á  no  ser 
que  pruebe  que  la  pérdida  ha  sido 
completamente  fortuita  y  no  puede  im- 
putársele, ó  que  se  han  empleado  los 
bienes  en  interés  de  la  mujer  ó  para 
deberes  de  familia  {Pietaetsbezichun- 
gen)  que  incumbían  á  la  mujer,  y  sin 
que  personalmente  haya  él  faltado  á 
ninguna  de  sus  obligaciones. 

Art.  610.  En  cuanto  á  los  efectos 
muebles,  principalmente  á  los  de  mo- 
biliario y  á  las  ropas,  que  se  hayan 
destruido  ó  deteriorado  con  el  uso,  no 
tendrá  que  devolver  el  marido,  salvo 
pacto  en  contrario,  cosa  alguna  en 
equivalencia,  ala  mujer. 

Pero  tendrá  ésta  el  derecho  de  vol- 
ver á  tomar  los  objetos  de  esta  clase 
aportados  por  ella  que  existan  todavía 
en  su  estado  primitivo,  y  los  que  ha- 
biendo sido  adquiridos  durante  el  ma- 
trimonio, deberán  ser  considerados 
como  habiéndolo  sido  para  sustituir 
los  objetos  consumidos  por  el  uso. 

Art.  611.  En  caso  de  concurso  con- 
tra el  marido,  disfrutará  la  mujer 
de  privilegio  para  recobrar  sus  apor. 
taciones,  de  conformidad  con  las  dis- 


posiciones de  la  legislación  sobre  di- 
cho procedimiento. 

Art.  6.12.  La  mujer  ó  sus  causa-ha- 
bientes nunca  podrán  provocar  el  pro- 
cedimiento de  concurso  contra  el  ma- 
rido por  razón  del  crédito  que  les  co- 
rresponda por  sus  aportaciones  ni  por 
razón  de  cualquier  otro  crédito  adquiri- 
do durante  el  matrimonio  ó  á  conse- 
cuencia de  relaciones  nacidas  del  ma- 
trimonio. 

Art.  613.  La  tutela  marital  y  el  usu- 
fructo del  marido  sebre  los  bienes  de 
la  mujer  cesarán  al  mismo  tiempo  que 
el  matrimonio. 

En  caso  de  apertura  de  concurso  con- 
tra el  marido,  quedarán  en  suspenso 
dichos  derechos,  pero  sólo  hasta  la 
clausura  del  concurso  cuando  éste  sea 
sobreseído  con  el  consentimiento  de 
todos  los  acreedores  ó  á  consecuencia 
de  abandono  forzoso,  ó  que  haya  dado 
por  resultado  saldar  por  completo  con 
los  acreedores;  en  todos  los  demás  ca- 
sos, quedarán  en  suspenso  hasta  que  el 
marido  haya  justificado  ante  el  tribu- 
nal que  haya  estatuido  sobre  el  concur- 
so (Konkursgericht)  que,  con  posterio- 
ridad, ha  saldado  con  sus  acreedores 
lesionados  ó  hasta  que  dichos  acreedo- 
res hayan  definitivamente  renunciado 
á  hacer  valer  sus  créditos. 

Por  lo  demás,  las  autoridades  tutela- 
res podrán  reintegrar,  en  todo  ó  en 
parte,  al  deudor  común  en  los  derechos 
de  tutela  y  de  disfrute  que  le  correspon- 
dan como  marido,  aun  cuando  no  pue- 
da éste  hacer  dicha  justificación. 

Art.  614.  Si  cayere  el  marido  bajo 
la  tutela  de  la  autoridad,  los-  derechos 
que  resulten  para  él  de  la  tutela  ma- 
rital los  ejercerá  dicha  autoridad.  No 
por  eso  dejará  de  subsistir  en  su  pro- 
vecho el  usufructo  marital,  conser- 
vando  la   mujer   todos   los  derechos 
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que  le  competan  como  mujer  casada. 

Art.  615.  El  régimen  matrimonial 
descrito  en  los  artículos  589  y  604  será 
el  legal  para  todos  los  que  estén  bajo 
la  jurisdicción  del  cantón,  aun  estando 
domiciliados  fuera  de  él,  así  como  para 
los  extranjeros  que  en  él  residan,  en 
todo  lo  que  no  se  oponga  á  ello  la  ley 
del  Estado  á  que  pertenezcan  (artícu- 
lo 3.°). 

No  serán  válidos  los  contratos  entre 
esposos  ó  prometidos  en  que  se  dero- 
guen principios  esenciales  de  este  régi- 
men, sino  cuando  hayan  obtenido  la 
aprobación  judicial. 

Art.  616.  Los  contratos  de  esta  na- 
turaleza deberán  someterse  al  examen 
y  ratificación  del  tribunal  de  distrito 
del  domicilio.  Si  el  tribunal  concede  su 
aprobación  y  el  régimen  adoptado  ha 
de  oponerse  también  contra  terceros, 
deberá  ordenarse  que  se  haga  una  pu- 
blicación oficial. 

Art.  617.  Sólo  se  concederá  la  apro- 
bación: 

1.°  Si  la  adopción  de  un  régimen 
esencialmente  diferente  fuese  conve- 
niente para  los  cónyuges  por  razón  de 
circunstancias  especiales  ó  individua- 
les, por  ejemplo,  porque  el  matrimonio 
se  haya  contraído  bajo  el  imperio  de  un 
régimen  diferente; 

2.°  Si  el  contrato  no  contiene  nada 
en  contra  de  la  esencia  y  de  la  dignidad 
del  matrimonio. 

Art.  618. .  La  disolución  de  tal  con- 
trato y  la  vuelta  de  los  cónyuges  al  de- 
recho de  Zurich  no  podrán  tener  lugar 
sino  con  el  consentimiento  de  ambos, 
manifestado  ante  el  tribunal;  si  la  ce- 
lebración del  contrato  se  hubiere  pues- 
to oficialmente  en  conocimiento  del 
público,  deberá  serlo  igualmente  su  di- 
solución. 

Art.  619.    Los  contratos  que  no  dero- 


guen los  principios  del  régimen  matri- 
monial de  Zurich  ni  las  reglas  relativas 
á  la  tutela  del  marido  y  su  usufructo, 
no  necesitan  la  aprobación  judicial. 

Tales  son,  por  ejemplo,  los  contratos 
por  los  cuales  se  evalúa  la  aportación 
de  la  mujer  en  una  cantidad  determi- 
nada y  el  marido  está  obligado  á  resti- 
tuir dicha  suma  al  disolverse  el  matri- 
monio; los  contratos  relativos  á  la  épo- 
ca y  al  modo  de  restitución  de  las  apor- 
taciones, etc. 

Art.  620.  El  contrato  que  con  su  ma- 
rido celebra  una  mujer  que  quiere  aso- 
ciarse con  él  para  ejercer  un  comercio 
tomando  personalmente  parte  en  las 
ganancias  y  pérdidas,  estará  subordi- 
nado á  las  formalidades  presentasen 
el  art.  616. 

Art.  621.  Cuando  una  mujer,  con  el 
consentimiento  expreso  ó  tácito  del 
marido,  ejerza  por  sí  misma  una  pro- 
fesión ó  industria,  el  marido  respon- 
derá con  ella  de  las  obligaciones  que 
resulten  del  ejercicio  de  dicha  profe- 
sión ó  industria,  mientras  no  se  haya 
hecho  inscribir  la  mujer  en  el  Registro 
de  Comercio  como  ejerciéndolas  sola 
y  de  una  manera  independiente. 

Art.  622.  No  podrá  ser  requerido  el 
marido  por  razón  de  la  baja  que  resulte 
en  el  haber  de  la  mujer  por  el  ejercicio 
de  tal  profesión  ó  industria,  como  tam- 
poco por  razón  de  los  gastos  que  haga 
la  mujer  de  sus  ganancias  personales 
en  interés  del  hogar  común;  pero,  del 
mismo  modo,  no  tendrá  ningún  derecho 
á  las  ganancias  que  tengan  este  origen. 

Art.  623.  Para  renunciar  á  su  profe- 
sión ó  industria,  no  necesitará  la  mujer 
el  consentimiento  de  su  marido. 

Pero  el  marido,  por  su  parte,  podrá 
retirar  la  autorización  que  le  haya  dado 
para  ejercer  una  profesión  ó  industria 
independiente,  prohibiéndole  de   este 


662 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


modo  hasta  continuarla,  con  tal  que  no 
lo  haga  fuera  de  tiempo,  ni  con  inten- 
ción malévola.  Quedan  á  salvo  las 
medidas  quq  deban  de  tomarse  para  ga- 
rantir los  intereses,  tanto  de  los  acree- 
dores existentes  como  del  público  co- 
merciante. 

CAPÍTULO  III 

De  las  consecuencias  del  divorcio 

Art.  624.  En  el  caso  de  separación 
de  cuerpos  (Trennung  zu  Tisch  und 
Beit)  fijará  el  tribunal,  como  lo  estime 
oportuno,  teniendo  en  cuenta  la  fortu- 
na y  la  posición  social  de  los  cónyuges, 
y  á  petición  de  la  mujer,  la  cantidad 
que,  mientras  dure,  estará  obligado 
el  marido  á  entregar  á  la  mujer  para 
su  sostenimiento  y  el  de  los  hijos  con- 
fiados á  sus  cuidados;  y,  cuando  lo  crea 
necesario,  pondrá  su  decisión  en  cono- 
cimiento de  la  Dirección  de  los  huérfa- 
nos, á  fin  de  que  pueda  ejercer  su  vigi- 
lancia tutelar  en  interés  de  la  mujer  y 
de  los  hijos. 

Por  lo  demás,  el  marido  conservará, 
durante  este  tiempo,  sus  derechos  de 
tutela  y  usufructo. 

Art.  625.  La  mujer  divorciada  con- 
servará el  derecho  de  ciudadanía  que 
adquirió  con  su  matrimonio,  pero  per- 
derá el  apellido  del  marido. 

Art.  626.  Tendrá,  en  principio,  el 
derecho  de  reclamar  inmediatamente 
la  restitución  de  sus  aportaciones. 

Cuando  deban  ser  objeto  de  un  largo 
procedimiento  cuestiones  sobre  el  im- 
porte de  las  aportaciones,  podrá  el  tri- 
bunal aplazar  el  fallo  hasta  que  defini- 
tivamente se  haya  decretado  el  di- 
vorcio. 

Art.  627.  Cada  parte  tendrá  dere- 
cho á  reclamar  de  la  otra  la  restitución 


de  los  presentes  que  le  haya  hecho  con 
motivo  de  los  esponsales  y  del  matri- 
monio, cuando  existan  aún  los  objetos 
dados  ó  estén  representados  por  un 
contravalor. 

Art.  628.  Se  repartirán  por  mitad 
entre  los  dos  cónyuges  los  demás  pre- 
sentes de  boda,  á  no  ser  que  se  hayan 
hecho  especialmente  á  uno  de  ellos  por 
un  pariente  suyo  ó  por  sus  amigos  par- 
ticulares. 

Art.  629.  Cuando  los  agravios  que 
den  lugar  al  divorcio  hayan  sido  inferi- 
dos entera  ó  principalmente  por  el  ma- 
rido, tendrá  además  la  mujer  derecho 
á  una  indemnización. 

Consistirá  esta  indemnización,  según 
las  circunstancias,  en  una  cantidad 
que  pagará  una  vez  por  todas  el  mari- 
do á  la  mujer,  ó  en  una  pensión  ali- 
menticia anual  y  regular. 

Art.  630.  En  ningún  caso  podrá  la 
indemnización,  consistente  en  una  su- 
ma pagada  de  una  vez,  exceder  de  la 
cuarta  parte  de  la  actual  fortuna  del 
marido. 

La  indemnización  consistente  en  una 
renta  anual  no  podrá  exceder  de  la 
cuarta  parte  de  las  rentas  anuales  y 
regulares  del  marido  en  la  época  del 
divorcio  (incluyendo  en  dichas  rentas 
sus  ganancias  y  los  intereses  de  su 
fortuna). 

Art.  631.  Silos  agravios  fueren  en- 
tera ó  principalmente  de  parte  de  la 
mujer,  tendrá  el  marido,  respecto  de 
ella,  derecho  á  una  indemnización. 

Consistirá  ésta,  según  las  circuns- 
tancias, ya  en  una  parte  de  la  fortuna 
actual  de  la  mujer  (propios  y  aporta- 
ciones), que  se  atribuirá  al  marido  en 
plena  propiedad,  ó  en  el  usufructo  vita- 
licio ó  temporal  de  parte  de  dicha  for- 
tuna. 

Art.  632.    Aun  en  los  casos  más  gra- 
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ves,  la  indemnización  no  podrá  pasar, 
ya  de  la  cuarta  parte  en  plena  propie- 
dad, ya  de  la  tercera,  en  usufructo  vi- 
talicio, de  la  fortuna  de  la  mujer. 

Art.  633.  Se  fijará  el  importe  de  la 
indemnización  con  arreglo  á  la  grave- 
dad de  la  falta  personal  y  á  la  impor- 
tancia del  perjuicio  que  debe  causar  el 
divorcio  á  la  parte  inocente  y  á  los  hi- 
jos. En  caso  de  adulterio,  deberá  ele- 
varse siempre,  por  regla  general,  la  in- 
demnización al  máximum. 

La  naturaleza  de  la  indemnización 
se  fijará  principalmente  teniendo  en 
cuenta  la  situación  económica  de  la 
parte  culpable  y  las  necesidades  econó- 
micas de  la  parte  inocente. 

Art.  634.  En  la  sentencia  en  que  se 
decrete  el  divorcio,  podrá  el  tribunal  re- 
servar á  la  parte  inocente  la  facultad 
de  pedir  más  tarde  un  suplemento  de 
indemnización  en  el  caso  en  que  la 
parte  culpable  venga,  á  consecuencia 
de  una  herencia  ó  de  otro  modo,  á  me- 
jor fortuna.  Sin  dicha  reserva  no  será 
admisible  esta  demanda  formulada  ul- 
teriormente. 

Art.  635.  El  cónyuge  inocente  que 
vuelva  á  casarse  no  perderá  con  el  ma- 
trimonio el  derecho  á  hacer  que  se  le 
abone  la  indemnización  que  se  le  haya 
asignado. 

Art.  636.  La  indemnización  impues- 
ta á  la  parte  culpable,  aun  siendo  en 
forma  de  usufructo  ó  de  renta,  conti- 
nuará pesando  sobre  sus  herederos, 
siempre  que  afecte  al  capital  de  la  for- 
tuna de  su  causante;  por  el  contrario, 
se  extinguirá  á  su  fallecimiento,  cuan- 
do esté  basada  en  sus  ganancias. 

La  sentencia  que  ñje  la  indemniza- 
ción deberá  tener  en  cuenta  esta  doble 
consideración. 

Art.  637.  Cuando  haya  hijos  habidos 
en  el  matrimonio  disuelto  por  el  divor- 


cio, en  principio  quedarán  confiados  á 
los  cuidados  de  la  madre  hasta  la  edad 
en  que  comience  para  ellos  la  obliga- 
ción de  asistir  á  la  escuela. 

A  petición  de  las  partes,  decidirá  el 
tribunal  si  tiene  que  contribuir  el  pa- 
dre durante  ese  periodo  á  los  gastos  de 
su  sostenimiento  y  en  qué  medida. 

Art.  638.  Pasada  la  edad  en  que  co- 
mienza la  obligación  escolar,  los  niños 
se  entregarán,  por  regla  general,  al 
padre  para  su  educación. 

Cuando  tenga  la  madre  suficiente 
fortuna  y  el  padre  sea  pobre,  podrá 
obligarse  á  la  madre,  á  petición  del 
padre,  á  que  contribuya  de  una  manera 
equitativa  á  los  gastos  de  la  educación. 

Art.  639.  Por  excepción,  y  con  el  fin 
de  asegurar  á  los  niños  los  consiguien- 
tes cuidados  y  una  buena  educación, 
podrá  el  tribunal,  de  oficio  ó  á  petición 
de  los  padres,  entregar  los  niños  antes 
de  la  edad  en  que  comienza  para  ellos 
la  obligación  escolar,  al  padre,  ó  des- 
pués de  dicha  edad,  á  la  madre. 

Art.  640.  A  petición  de  las  partes,  el 
tribunal  podrá  insertar  en  la  sentencia 
de  divorcio  disposiciones  que  tengan 
por  objeto  decidir  si  aquel  de  los  padres 
que  no  tenga  la  custodia  de  los  hijos  po- 
drá verlos  y  hablarles  y  fijar  la  fre- 
cuencia y  el  lugar  de  estas  entrevistas. 
Por  lo  demás,  corresponderá  al  Presi- 
dente del  tribunal  de  distrito  el  estatuir 
lo  que  juzgue  conveniente  en  cada  caso 
especial. 

Art.  641.  Si  con  motivo  de  un  pleito 
de  divorcio,  resultase  que  racionalmen- 
te no  puede  confiarse  al  padre  la  edu- 
cación de  los  hijos,  deberá  el  tribunal 
ponerlo  en  conocimiento  de  la  Direc- 
ción de  huérfanos  para  que  tome  las 
necesarias  medidas  tutelares. 


binato.  Las  municipalidades,  cuando 
llegue  un  caso  semejante  á  su  conocí 
miento,  deberán  dar  parte  a  la  prefec- 
tura, la  que  prescribiré.,  so  pena  de 
proceder   criminalmente  en    caso    de 


del  nacimiento,  no  ha  cohabitado  con 


paternidad  se  extinguirá  si  no  ha  sido 

presentada  en  el  juzgado  de  pazcom- 
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pétente  en  el  mes  siguiente  al  día  en 
que  el  nacimiento  llegó  á  conocimiento 
del  marido  ó  de  sus  herederos. 

Art.  652.  Los  herederos  del  marido 
sólo  podrán  impugnar  la  legitimidad 
del  hijo  cuando  el  mismo  marido  haya 
interpuesto  su  acción  rechazando  la 
paternidad,  ó  haya  muerto  antes  de  la 
espiración  del  plazo  en  que  deba  for- 
mularla y  durante  este  plazo  no  haya 
sido  reconocido  el  hijo  de  ningún  modo. 

Art.  653.  La  prueba  ó  declaración 
de  que  la  madre  ha  cometido  adul- 
terio durante  el  período  en  que  era 
posible  la  concepción,  no  influirá  en 
nada  en  lo  concerniente  á  la  legitimi- 
dad del  hijo. 

Art.  654.  Los  padres  tendrán  el  de- 
recho y  el  deber  de  criar  á  sus  hijos. 

Los  gastos  de  sostenimiento  y  educa- 
ción de  los  hijos  incumben,  en  primer 
término,  al  padre,  y  en  segundo  tér- 
mino á  la  madre,  si  la  fortuna  pro- 
pia de  los  hijos  no  basta  para  ello. 

Art.  655.  La  educación  comprende- 
rá ala  vez  los  cuidados  corporales  y  el 
desarrollo  normal  del  espíritu  y  del  co- 
razón, principalmente  la  cultura  reli- 
giosa y  moral,  la  enseñanza  escolar  y 
la  preparación  para  una  profesión. 

Art.  656.  En  la  elección  de  profesión, 
los  padres  deberán  tener  en  cuenta  los 
gustos  y  aptitudes  del  hijo. 

Art.  657.  Si  el  padre  y  la  madre  no 
estuvieren  de  acuerdo  sobre  el  modo 
de  educación  de  los  hijos  ó  sobre  la  pro- 
fesión que  conviene  darles,  prevalecerá 
la  voluntad  del  padre. 

Art.  658.  El  mismo  principio  se  apli- 
cará á  la  instrucción  religiosa  de  los 
hijos  habidos  en  matrimonios  mixtos, 
no  estando  ligados  los  cónyuges  por 
compromisos,  contraídos  antes  ó  du- 
rante el  matrimonio,  de  educar  á  sus 
hijos  en  determinada  religión. 


Art.  659.  El  hijo  llegado  á  la  edad 
del  discernimiento  tendrá  derecho  á 
adherirse  libremente,  según  sus  pro- 
pias convicciones,  á  la  comunión  reli- 
giosa que  mejor  le  parezca. 

Art.  660.  Mientras  estén  bajo  tutela 
deberán  ayudar  los  hijos,  en  la  medida 
de  sus  fuerzas,  á  los  padres  á  subvenir 
á  las  cargas  del  hogar;  cuando  sean 
mayores  de  edad,  estarán  obligados,  si 
sus  padres  están  en  la  indigencia,  á 
sostenerlos  convenientemente,  según 
sus  medios,  de  conformidad  con  los 
artículos  441  y  442. 

Art.  661.  Los  hijos  no  podrán  nun- 
ca provocar  el  concurso  contra  sus 
padres. 

Art.  662.  Cuando  para  buscar  á  los 
hijos  que  se  hayan  fugado  de  la  casa 
paterna,  para  ejercer  su  poder  disci- 
plinario, ó,  en  general,  para  obtener  la 
obediencia  que  se  les  debe,  necesiten 
los  padres  la  asistencia  oficial  ó  el  con- 
curso del  Estado,  procederá  concedér- 
selo, pero  en  una  medida  prudente,  des- 
pués de  una  información  y  según  la 
apreciación  de  las  corporaciones  ó  fun- 
cionarios competentes. 

Art.  663.  En  los  casos  en  que  los 
derechos  é  intereses  de  los  hijos  estu- 
vieren manifiesta  y  sensiblemente  le- 
sionados ó  comprometidos  por  dispo- 
siciones ó  medidas  desacertadas,  ó  por 
negligencia  manifiesta  y  culpable,  las 
autoridades  tutelares  tendrán  el  dere- 
cho de  intervenir  de  oficio  ó  á  instancia 
de  parte,  y  después  de  haber  examina- 
do los  hechos  y  oído,  no  sólo  á  los  pa- 
dres, sino  también,  si  fuere  menester,  á 
otros  parientes  y  á  los  maestros  de  los 
niños,  á  prescribir  lo  necesario,  y  es- 
pecialmente á  constituir  una  tutela  ex- 
traordinaria. 
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B.— Derechos  y  deberes  particulares  del  padre 
(tutela  paterna) 

Art.  664.  El  padre  es  de  derecho  tu- 
tor de  sus  hijos  legítimos,  administran- 
do, como  tal,  su  fortuna  y  representán- 
dolos en  sus  relaciones  con  terceros, 
en  todo  aquello  en  que  no  estén  sus 
atribuciones  limitadas  por  la  ley. 

Art.  665.  Tendrán  facultad  para  ena- 
jenar ó  empeñar  los  bienes  muebles 
de  los  hijos. 

Art.  666.  No  podrán  enajenar  ó  hipo- 
tecar inmuebles,  sucesiones  ó  bienes  de 
los  que  todavía  no  tengan  más  que  la 
nuda  propiedad,  sino  con  el  consenti- 
miento de  un  tutor  extraordinario  nom- 
brado ad  hoc  á  los  hijos  (art.  601).  Se 
exceptúan  los  contratos  de  venta  en 
materia  de  sucesiones  celebrados  con 
un  coheredero,  en  los  términos  del  ar- 
tículo 1.078. 

Art.  667.  El  padre  tendrá  el  uso  y 
disfrute  de  la  fortuna  de  sus  hijos  mien- 
tras estén  bajo  su  tutela. 

Art.  668.  Todo  lo  que  gane  el  niño 
por  medio  de  un  ira  bajo  legal  pertene- 
cerá al  padre,  siempre  que  éste  corra 
con  los  gastos  de  su  sostenimiento. 

Art.  669.  Cuando  un  hijo  provea  por 
si  mismo  á  su  sostenimiento,  guardará 
para  sí  lo  que  gane  por  su  trabajo,  sal- 
vo lo  prescrito  en  el  art.  660. 

Art.  670.  Llegado  á  la  edad  del  dis- 
cernimiento, dispondrá  de  todo  lo  que 
se  le  haya  dado  con  esta  intención  ó  de 
lo  que  adquiera  merced  á  un  trabajo 
excepcional. 

Art.  671.  Se  exceptúan  del  usufruc- 
to del  padre,  aunque  permaneciendo 
subordinados  á  su  tutela,  los  ahorros 
del  hijo  y  los  bienes  que  le  hayan  sido 
donados  ó  legados  bajo  la  condición 
expresa  de  que  el  padre  no  tendrá  su 
disfrute. 


Art.  672.  La  autoridad  tutelar  supe- 
rior tendrá  el  derecho,  cuando  los  inte- 
reses de  los  hijos  parezcan  comprome- 
tidos, sin  que  consideraciones  de  orden 
moral  justiñquen,  en  interés  de  la  fa- 
milia, recurrir  á  su  fortuna,  de  obligar 
al  padre  á  dar  seguridades  por  todo  ó 
parte  de  dicha  fortuna  en  la  medida 
que  sea  esto  posible  y  conveniente. 

La  cuestión  de  saber  si  son  necesa- 
rias las  seguridades  y  en  qué  grado,  es 
de  la  incumbencia  de  la  autoridad  tu- 
telar. Pero  la  misma  apreciación  de  las 
seguridades  ofrecidas  por  el  padre  co- 
rresponderá álos  tribunales  ordinarios 
y  deberá  provocarse  su  decisión  de  la 
misma  manera  que  en  los  casos  previs- 
tos en  los  artículos  606  y  608. 

Art.  673.  Si  se  trata  de  contraer  deu- 
das, no  se  reputará  legal  mente  repre- 
sentado el  hijo,  en  el  sentido  del  art.  30 
del  Código  federal  de  las  Obligaciones, 
sino  cuando  al  consentimiento  del  pa- 
dre se  añada  el  de  un  tutor  extraordi- 
nario. 

Cuando  falte  este  doble  consenti- 
miento y  se  hayan  contraído  las  deu- 
das sólo  con  el  consentimiento  del  pa- 
dre, será  éste  el  responsable  de  ellas. 

Sucederá  lo  propio  en  los  casos  en 
que  el  padre,  sin  haber  autorizado  ex- 
presamente la»  deudas,  deba  racional- 
mente presumirse  que  las  ha  consenti- 
do; debiendo  aplicarse  este  principio 
aun  cuando  se  hayan  empleado  los  fon- 
dos útilmente  para  el  hijo. 

Queda  reservada  la  responsabilidad 
personal  del  hijo,  en  la  medida  deter- 
minada por  el  art.  33  del  Código  fede- 
ral de  las  Obligaciones. 

Art.  674.  El  hijo  podrá  ejercer  una 
profesión  ó  industria  por  su  propia 
cuenta,  con  sólo  la  autorización  de  su 
padre. 

En  los  casos  en  que  se  haya  dado  di» 
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cha  autorización,  será  responsable  el 
hijo  délas  deudas  hasta  el  importe  de 
su  fortuna  personal  y  el  padre  lo  será, 
del  resto. 

Art.  675.  El  padre  responderá  á  su 
hijo  de  la  restitución  íntegra  de  su  for- 
tuna. 

Art.  676.  Deberá  una  indemnización 
por  los  bienes  que  falten,  á  no  ser  que 
pueda  probar  que  se  han  destruido  por 
puro  accidente,  ó  se  han  empleado  en 
interés  del  mismo  hijo  y  sin  que  el  pa- 
dre haya  desatendido  ninguno  de  sus 
deberes,  ó  hayan  servido  para  aliviar 
á  la  familia,  en  un  momento  de  apuro 
y  en  forma  que  moralmente  justifica- 
ban las  circunstancias. 

Art.  677.  En  el  procedimiento  de 
concurso  abierto  contra  el  padre,  el 
crédito  del  hijo  para  la  restitución  de 
sus  bienes  gozará  de  un  privilegio,  de 
conformidad  con  las  reglas  especifica- 
das en  la  ley  spbre  el  concurso. 

Art.  678.  Cesará  la  tutela  paterna 
cuando  el  hijo  llegue  á  ser  mayor  de 
edad  (ley  federal  de  22  de  Junio  de  1881 
sobre  la  capacidad  civil,  art.  1.°). 

Si  hubiere  suficientes  motivos  para 
prolongar  la  tutela  más  allá  de  dicha 
edad,  procederá  provocar  la  constitu- 
ción de  una  tutela  de  la  autoridad. 

Art.  679.  Cesará  la  tutela  con  una 
declaración  anticipada  de  mayor  edad. 

Se  hallará  subordinada  en  principio 
esta  declaración  al  consentimiento  del 
padre  y  se  hará  por  las  autoridades 
tutelares  de  conformidad  con  el  articu- 
lo 832  y  siguientes. 

Art.  680.  Cesará  la  tutela  paterna 
con  el  casamiento  del  hijo,  y  no  rena- 
cerá por  el  hecho  de  la  disolución  de 
este  matrimonio  antes  que  el  hijo  sea 
mayor  de  edad. 

Art.  681.  La  apertura  de  un  concur- 
so contra  el  padre  suspenderá  sus  de- 


rechos de  tutela  y  usufructo  paterno, 
del  mismo  modo  que  quedan  suspen- 
didos, según  el  art.  613,  sus  derechos 
de  tutela  y  usufructo  maritales. 

Art.  682.  Cuando  el  mismo  padre 
caiga  bajo  la  tutela  de  la  autoridad,  y 
mientras  dure  ésta,  estará  privado  de 
la  tutela  paterna,  pasando  los  hijos 
también  bajo  la  tutela  de  la  autoridad. 

Art.  683.  Cuando  el  padre  desconoz- 
ca sus  deberes  de  un  modo  permanen- 
te y  desatienda  gravemente  el  sosteni- 
miento y  educación  de  sus  hijos,  el 
Consejo  de  distrito  tendrá  el  derecho 
de  quitarle  la  tutela,  previo  informe  y 
á  propuesta  del  municipio,  que  ante 
todo  deberá  oir  las  explicaciones  per- 
sonales del  padre  y  examinar  á  fondo 
todas  las  circunstancias  del  asunto. 
Los  hijos,  en  ese  caso,  serán  puestos 
con  sus  bienes  bajo  la  tutela  de  la  au- 
toridad, como  lo  serian  los  huérfanos 
menores. 

Art.  684.  Si  el  padre  negase  que  pro- 
cede quitarle  la  tutela,  deberá  dar  cuen- 
ta de  ello  por  escrito  al  Consejo  de  dis- 
trito en  las  seis  semanas  siguientes  á 
contar  desde  la  notificación  del  acuer- 
do, debiendo  entonces  provocar  una 
resolución  judicial,  de  conformidad 
con  las  reglas  del  Código  de  procedi- 
miento. 

En  el  intervalo,  quedarán  los  hijos 
sometidos  á  la  tutela  de  la  autoridad. 

Art.  685.  La  autoridad  deberá  cui- 
dar de  la  publicación  de  la  cesación  de 
la  tutela  paterna. 

CAPÍTULO  II 

De  los  hijos  de  prometidos  esposos 

Art.  686.  Los  hijos  nacidos  antes 
del  matrimonio,  pero  concebidos  des- 
pués de  esponsales  regulares,  y  conocí- 
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dos  con  el  nombre  de  hijos  de  prome- 
tidos esposos  (Brautkinder)  tomarán, 
cuando  haya  sido  reconocida  la  pater- 
nidad del  prometido  esposo  ó  haya  sido 
establecida  después  de  una  acción  ju- 
dicial para  comprobación  de  la  paterni- 
dad (art.  697  y  siguientes),  el  apellido  y 
ciudadanía  del  padre,  siendo  atribuidos 
al  municipio  de  donde  proceda  la  ma- 
dre solamente  en  el  caso  en  que  el  pa- 
dre no  sea  de  la  jurisdicción  del  cantón 
y  su  municipio  de  origen  no  pueda  ser 
obligado  á  reconocer  al  hijo. 

No  obstante,  incumbirá  eventual- 
mente  al  municipio  del  punto  de  ori- 
gen del  padre  impugnar  un  reconoci- 
miento de  esponsales  que  no  sean  ver- 
daderos. 

Art.  687.  El  municipio  de  origen  del 
hijo  estará  llamado  á  cuidar  de  que 
tenga  un  tutor. 

Art.  688.  Abstracción  hecha  de  las 
relaciones  que  se  derivan  de  la  tutela 
paterna,  los  hijos  de  prometidos  espo- 
sos gozarán  de  todos  los  derechos  de 
los  hijos  legítimos,  estando  el  padre 
por  consiguiente  obligado,  en  primer 
término,  á  soportar  los  gastos  de  su 
sostenimiento  y  educación. 

Art.  689.  Para  que  obtenga  el  padre 
la  tutela  de  un  hijo  nacido  de  él  y  de 
su  prometida,  deberá  acudir  ante  la 
Dirección  de  huérfanos,  que  examina- 
rá su  instancia  desde  el  punto  de  vista 
del  valer  personal  del  padre,  transmi- 
tiéndola con  su  informe  y  sus  conclu- 
siones al  Consejo  de  distrito,  que  re- 
solverá lo  que  estime  procedente. 

Si  más  adelante  contrajeren  matri- 
monio los  prometidos,  pasará  inmedia- 
tamente el  hijo  bajo  la  tutela  del  padre. 


CAPÍTULO  III 
De  los  hijos  naturales 

A.— Situación  jurídica  de  los  hijos  naturales 

Art.  690.  Los  hijos  naturales  (une- 
heliche  Kinder),  aun  cuando  sea  cono- 
cido su  padre,  llevan  el  apellido  de  la 
madre  y  son  vecinos  del  municipio  que 
lo  es  ésta. 

Art.  691.  Si  la  madre  fuere  viuda, 
llevarán  su  apellido  de  soltera  y  no  el 
adquirido  por  su  matrimonio. 

Art.  692.  Los  hijos  naturales  disfru- 
tarán de  los  mismos  derechos  persona- 
les que  los  legítimos. 

Art.  693.  El  cuidado  de  criar  y  sos- 
tener al  hijo  natural  incumbe  en  primer 
término  á  la  madre,  salvo  el  derecho 
que  tiene  ésta  á  reclamar  con  este 
objeto  subsidios  del  padre  natural  (ar- 
tículo 701  á  706). 

Art.  694.  El  padre  y  la  madre  están 
recíproca  y  subsidiariamente  obligados 
á  atender  al  sostenimiento  del  hijo. 

Si  no  estuvieren  en  condiciones  de 
proveer  á  dicho  sostenimiento,  pesará 
la  carga  sobre  los  padres  de  ambos,  en 
el  sentido  de  que  desde  luego  son  res- 
ponsables de  la  obligación  que  incumbe 
á  sus  propios  hijos  y  subsidiariamente 
por  la  totalidad. 

Art.  695.  A  la  muerte  del  padre  la 
obligación  de  atender  al  sostenimiento 
del  hijo  natural  pasa,  sin  perjuicio  de 
las  disposiciones  del  art.  694  concer- 
nientes á  los  padres,  á  los  herederos 
del  padre  hasta  el  importe  de  la  heren- 
cia y  en  la  medida  en  que  no  sea  con- 
trario á  la  equidad  el  imponerles  esta 
carga. 

Art.  696.    El  municipio  de  origen  del 
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hijo  natural  estará  obligado  á  proveer 
á  la  tutela  de  éste. 


B.— Acción  para  la  indagación  de  paternidad 

Art.  697.  La  mujer  embarazada  fue- 
ra  del  matrimonio  tendrá  el  derecho  de 
entablar  contra  el  autor  de  su  embara- 
zo una  acción  para  la  indagación  ó 

comprobación  de  paternidad  (Vaiers- 
chaj'tsklage). 

No  obstante,  si  fuere  extranjera,  sólo 
será  admisible  su  instancia  cuando  lo 
extipulen  tratados  internacionales  ó 
cuando  en  su  país  natal  sean  admitidas t 
las  suizas,  llegado  el  caso,  á  interponer 
una  acción  análoga. 

Art.  698.  Por  regla  general  la  ac- 
ción para  investigación  de  la  paterni- 
dad sólo  podrá  entablarse  ante  el  juez 
de  paz  duran  te  el  embarazo  de  la  madre. 

Excepcionalmente,  sin  embargo, 
cuando  entre  la  mujer  y  el  autor  de  su 
embarazo  medie  promesa  de  matrimo- 
nio (art.  576  y  siguiente)  ó  cuando  exis- 
ta un  reconocimiento  de  paternidad 
expreso  ó  por  escrito  por  parte  del  pa- 
dre, podrá  también  entablársela  ac- 
ción en  las  seis  semanas  siguientes  al 
nacimiento  del  hijo. 

Art.  699.  La  acción  no  compete  á  los 
herederos  de  la  demandante  sino  cuan- 
do haya  sido  entablada  durante  su 
vida,  cuando  medie  promesa  de  ma- 
trimonio entre  las  partes,  ó  cuan  do  el 
padre  haya  reconocido  por  escrito  su 
paternidad. 

Art.  700.  No  podrá  seguirse  la  ac- 
ción contra  los  herederos  del  deman- 
dado sino  cuando  haya  sido  entablada 
durante  su  vida  ó  antes  que  la  deman- 
dante haya  tenido  conocimiento  del 
fallecimiento,  á  no  ser  que  medie  entre 
las  partes  promesa  de  matrimonio  ó 


esté  reconocida  por  escrito    la  pater- 
nidad. 

Art.  701.  Deberá  desestimarse  la  de- 
manda de  investigación  de  la  pater- 
nidad: 

1.°  Cuando  el  demandado  no  había 
cumplido  todavía  dieciséis  años  en  la 
época  en  que  la  mujer  pretenda  haber 
quedado  embarazada  de  él; 

2.°  Cuando  en  dicha  época  estaba 
casado  y  la  mujer  tenía  notoriamente 
conocimiento  de  ello; 

3.°  Cuando  en  la  misma  época  esta- 
ba casada  la  demandante; 

4.°  Cuando  con  anterioridad  había 
designado  ya  ante  el  juzgado  de  paz 
ó  ante  el  tribunal  á  otra  persona  como 
autor  de  su  embarazo,  á  no  ser  que  ha- 
ya sido  impulsada  á  hacerlo  por  las 
amenazas  ó  el  engaño  del  verdadero 
autor; 

5.°  Cuando  en  los  dos  últimos  años 
haya  estado  en  casas  de  lenocinio  ó  se 
haya  entregado  á  los  hombres  por  di- 
nero; 

6.°  Cuando  en  el  mismo  período  ha- 
ya permanecido,  durante  un  tiempo 
considerable,  en  un  sitio  de  libertinaje 
ó  lo  haya  frecuentado  de  una  manera 
sospechosa; 

7.°  Cuando  por  razón  de  la  vida  li- 
cenciosa que  lleva,  por  ejemplo,  cuan- 
do haya  dado  á  luz  varios  hijos  natura- 
les, por  razón  de  una  condena  por 
adulterio,  ó  por  el  hecho  de  haber 
impulsado  ella  misma  al  demandado 
al  libertinaje,  la  demandante  parezca 
indigna  del  derecho  de  acudir  á  los  tri- 
bunales. 

Art.  702.  En  principio,  un  hijo  naci- 
do en  tiempo,  no  deberá  reputarse  con- 
cebido antes  de  las  cuarenta  y  dos  se- 
manas ni  después  de  las  treinta  y  ocho 
antes  de  su  nacimiento. 

Art.  703.    Si  la  acción  para  investí* 
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gación  de  paternidad  fuese  denegada, 
quedará  el  hijo  por  todos  conceptos  á 
cargo  exclusivo  de  la  madre. 

Art.  704.  Si  por  el  contrario  se  re- 
conociere fundada  la  acción,  deberá 
abonar  el  padre  á  la  madre  los  gastos 
de  alumbramiento  ó  parto  y  de  bautizo. 

Art.  705.  Además,  y  abstracción  he- 
cha del  caso  en  que  el  niño  se  le  atri- 
buya como  hijo  de  prometidos  esposos, 
el  demandado,  cuya  paternidad  haya 
comprobado  el  juez,  tendrá  el  deber 
de  suministrar  á  la  madre  para  contri- 
buir á  los  gastos  de  sostenimiento  y 
educación  del  hijo,  y  hasta  que  éste 
haya  cumplido  doce  años,  una  canti- 
dad anual,  cuyo  importe  fijará  el  tribu- 
nal libremente,  según  las  circuns- 
tancias. 

Esta  cantidad  no  deberá  ser  inferior 
á  la  mitad  de  lo  que  cueste  criar  y  edu- 
car (Kostgeld)  al  hijo. 

Art.  706.  Cuando  el  hijo  tenga  doce 
años  cumplidos,  el  padre  estará  obli- 
gado á  tomar  á  su  cargo  exclusivo  to- 
dos los  gastos  de  mantenimiento,  edu- 
cación é  instrucción  profesional. 

C. — Legitimación  de  loa  hijos  naturales 

Art.  707.  Los  hijos  naturales,  sien- 
do menores  todavía,  pasarán  bajo  la 
tutela  de  su  padre  á  consecuencia  de  la 
legitimación  que  les  confiere  el  subsi- 
guiente matrimonio  de  sus  padres. 

Art.  708.  Los  legítimos  descendien- 
tes de  un  hijo  natural  fallecido  antes 
del  matrimonio  de  sus  padres,  adquiri- 
rán mediante  este  matrimonio  todos 
los  derechos  de  legítimos  descendien- 
tes de  sus  abuelos. 

Art.  709.  A  la  muerte  de  la  madre 
podrá  el  hijo  natural,  á  instancias  del 
padre,  ser  legitimado  por  sentencia  ju- 
dicial (ehelieh  gesprochen)  y  pasar  bajo 


la  tutela  paterna,  con  la  obligación  para 
el  padre  de  justificar  que  no  existía 
ningún  obstáculo  legal  para  su  matri- 
monio con  la  madre,  y  á  condición 
también  de  que  las  autoridades  tutela- 
res superiores  le  den  su  asentimiento 
en  interés  del  hijo.  Si  el  padre  estuviere 
casado,  esas  autoridades  deberán  pre- 
viamente oír  el  parecer  de  su  mujer. 

Art.  710.  Los  parientes  herederos 
y  la  corporación  correspondiente  del 
municipio  de  origen  del  pretendido  pa- 
dre tendrán  derecho  á  formular  oposi- 
ción contra  un  reconocimiento  de  pa- 
ternidad ficticia. 

CAPÍTULO  IV 

De  los  expósitos 

Art  711.  Los  hijos  cuyos  padres  no 
sean  conocidos  (Findelkinder)  tendrán 
el  derecho  de  vecindad  en  el  munici- 
pio en  que  fuerou  expuestos;  salvo  el 
investigar  y  el  hacer  que  se  determine 
ulteriormente  la  ciudadanía  que  pueda 
corresponderles  por  derecho  de  naci- 
miento. 

Art.  712.  La  manutención,  tutela  y 
educación  délos  expósitos  incumbirá,  al 
municipio  cuya  vecindad  les  correspon- 
da; salvo  un  recurso  contra  los  padres, 
parientes  ó  municipio  á  quienes  pudie- 
ra corresponder  más  adelante,  á  conse- 
cuencia del  descubrimiento  de  su  ver- 
dadera filiación. 

Art.  713.  Cuando  un  municipio  ha- 
ya provisto  durante  cuatro  años  al  sos- 
tenimiento de  un  expósito  sin  haber 
descubierto  su  origen,  estará  obligado 
el  Estado  á  abonarle  una  cantidad,  pa- 
gada de  una  vez,  de  400  francos,  á  título 
de  concurso,  para  los  gastos  de  dicho 
sostenimiento. 
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CAPÍTULO  V 
De   la   adopción 

Art.  714.  En  lo  que  concierne  al  pa- 
dre ó  á  la  madre  adoptivos  presupone 
la  adopción: 

1.°    Que  no  tengan  sucesión  legítima; 

2.°  Que  tengan  por  lo  menos  dieci- 
séis años  más  que  el  adoptado; 

3.°  Que  el  padre  adoptivo  tenga  por 
lo  menos  cincuenta  años,  y  la  madre 
adoptiva  cuarenta.  Cuando  se  efectúe 
la  adopción  de  concierto  por  ambos 
cónyuges  y  haga  diez  años  que  estén 
casados  sin  haber  tenido  hijos,  basta- 
rá, aun  para  el  marido,  que  tenga  cua- 
renta años  cumplidos. 

Art.  715.  Si  el  adoptante  estuviese 
casado,  podrá  hacerse  la  adopción  por 
él  solo  ó  por  ambos  cónyuges  de  con- 
cierto. Pero,  aun  en  el  primer  caso,  es 
indispensable  el  consentimiento  del 
otro  cónyuge. 

Art.  716.  La  adopción  de  un  menor 
estará  subordinada  á  la  condición  de 
que,  durante  seis  años  por  lo  menos, 
haya  provisto  el  adoptante  á  su  educa- 
ción y  sostenimiento,  ó  de  alguna  otra 
manera  haya  manifestado  su  interés 
personal  y  su  solicitud. 

Art.  717.  La  adopción  de  un  mayor 
no  podrá  tener  lugar  sino  cuando  la 
creación  de  tal  lazo  de  familia  se  justi- 
fique con  motivos  serios,  y  que,  además, 
durante  tres  años  por  lo  menos,  hayan 
hecho  ambas  partes  vida  común  ó  haya 
manifestado  la  una  un  interés  y  una  so- 
licitud especial  por  la  otra. 

Art.  718.  Fuera  del  caso  previsto  en 
el  art.  715,  nadie  podrá  ser  adoptado 
por  varias  personas  á  la  vez. 

Art.  719.  Está  permitido  adoptar  á 
varias  personas. 


Art.  720.  La  instancia  de  adopción 
deberá  presentarse  á  la  Dirección  de 
huérfanos  del  municipio  de  origen  del 
adoptante. 

Art.  721.  La  Dirección  oirá  al  adop- 
tante y  al  futuro  adoptado  personal- 
mente, y  se  informará  si  han  resuelto 
unirse  en  la  plenitud  de  su  libertad  con 
lazos  de  paternidad  y  de  filiación. 

Si  el  adoptado  no  hubiese  llegado  to- 
davía á  la  edad  de  discernimiento,  la 
Dirección  deberá  citar  ante  sí  á  su  pa- 
dre ó  tutor. 

La  adopción  de  un  menor  exige  el 
consentimiento  de  su  padre  natural,  ó 
si  no  estuviese  sometido  á  la  tutela  pa- 
terna, el  consentimiento  de  un  tutor  ad 
hoc  nombrado  por  el  Consejo  de  distri- 
to. El  padre  ó  el  tutor  deberá  también 
ser  citado  personalmente. 

Art.  722.  La  Dirección  de  huérfanos 
deberá  asegurarse  de  si  se  han  obser- 
vado las  prescripciones  de  la  ley  y  de  si 
el  adoptante  merece  personalmente 
confianza,  y  remitirá  los  documentos 
al  Consejo  de  distrito  con  su  dictamen 
y  sus  conclusiones. 

Art.  723.  Dicho  Consejo  procederá, 
si  há  lugar,  á  una  nueva  información, 
dirigiendo  luego  su  dictamen  y  conclu- 
siones á  la  Dirección  de  justicia,  la  que, 
salvo  recurso  ante  el  Consejo  ejecutivo, 
autorizará  ó  prohibirá  definitivamente 
la  adopción. 

Art.  724.  En  caso  de  autorización,  el 
Consejo  de  distrito  mandará  que  com- 
parezcan ante  él  ambas  partes,  y  si 
persisten  en  su  resolución  de  contraer 
lazos  de  paternidad  y  de  filiación,  acor- 
dará que  tenga  efecto  la  adopción. 

La  adopción  acordada  deberá  ser  pu- 
blicada oficialmente. 

Art.  725.  El  adoptado  tomará  el  ape- 
llido de  sus  padres  adoptivos,  al  cual 
podrá  añadir  el  suyo  propio;  entrará 
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en  su  familia  y  se  hallará  colocado  res- 
pecto de  ellos,  desde  el  doble  punto  de 
vista  de  sus  derechos  y  obligaciones, 
en  la  situación  de  hijo  legítimo,  pero 
sin  perjuicio  de  las  disposiciones  espe- 
ciales relativas  á  la  reserva  ó  legitima. 

Art.  726.  La  adopción  no  crea  nin- 
gún derecho  de  sucesión  recíproca  en- 
tre el  adoptado  y  los  demás  parientes 
de  sus  padres  adoptivos. 

Art.  727.  La  adopción  no  ataca  el 
derecho  de  sucesión  recíproca  entre  el 
adoptado  y  los  individuos  de  su  familia 
natural,  salvo  las  restricciones  previs- 
tas en  el  Libro  de  las  Sucesiones. 

Art.  728.  La  tutela  del  padre  natu- 
ral termina  en  el  momento  en  que  co- 
mienza la  del  padre  adoptivo. 

Art.  729.  El  lazo  de  adopción  podrá 
romperse  y  ser  restablecido  el  derecho 
primitivo  de  la  familia  natural: 

1.°  'Cuando  ambas  partes  se  pongan 
de  acuerdo  con  ese  objeto  mediante  el 
cumplimiento  de  las  formalidades  que 
se  habían  exigido  para  la  adopción; 

2.°  Cuando  el  adoptado,  durante  su 
menor  edad,  pida  su  restitución  en  el 
año  siguiente  á  su  mayoría  de  edad, 
y  por  razones  atendibles; 

3.°  Cuando  el  padre  ó  la  madre 
adoptiva  pida  la  cesación  de  la  adop- 
ción porque  el  hijo,  por  su  conducta, 
se  haya  hecho  indigno  de  ella. 

Sección  tercera 

De  la  tutela  de  la  autoridad 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  las  diversas  clases  de  tutela 

Art.  730.  Están  sometidos  á  la  tutela 
ordinaria  (ordenüiche  Vormundschaft) 
del  Estado; 


1.°  Los  menores,  salvo  las  disposi- 
ciones del  art.  731; 

2.°  Las  personas  declaradas  pródi- 
gas judicialmente; 

3.°  Los  individuos  condenados  á  re- 
clusión; 

4.°  Las  personas  á  quienes  impidan 
administrar  sus  bienes  por  sí  mismas 
enfermedades  mentales  ó  corporales 
permanentes; 

5.°  Las  personas  que  voluntaria- 
mente se  hayan  puesto  bajo  tutela. 

Estarán  representados  además  por  la 
autoridad  tutelar: 

6.°    Los  ausentes. 

Art.  731.  La  tutela  del  marido  sobre 
la  mujer  y  la  del  padre  sobre  sus  hijos 
legítimos,  excluye  la  tutela  ordinaria 
del  Estado. 

Cuando  el  marido  ó  el  padre  se  hallen 
á  su  vez  bajo  tutela,  ó  cuando  se  haya 
abierto  contra  ellos  un  concurso,  se 
ejercerán  por  la  autoridad  las  tutelas 
marital  ó  paterna  (artículos  613,  614, 
681  y  682). 

Art.  732.  Procederá  el  nombramien- 
to de  tutores  extraordinarios  (Kura- 
toren): 

1.°  En  todos  los  casos  en  que,  por 
razones  especiales,  la  tutela  del  marido 
sobre  la  mujer,  del  padre  sobre  los  hi- 
jos, ó  del  tutor  ordinario  sobre  alguna 
de  las  personas  designadas  en  el  articu- 
lo 730,  sea  insuficiente  para  el  objeto 
que  se  ha  de  conseguir,  y  sólo  se  ejer- 
cite con  manifiesta  negligencia,  ó  en 
que  proceda  asegurar  á  estas  perso- 
nas una  protección  especial; 

2.°  Para  los  hijos  que  están  aún  en 
el  seno  de  su  madre  (art.  736); 

3.°  Cuando  sea  necesario  que  se  re- 
presente pasajeramente  á  una  persona 
que  no  pueda  obrar  por  sí  misma  y  no 
esté  defendida  por  algún  otro  represen- 
tante habiendo  peligro  en  la  demora. 
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CAPÍTULO  II 
De  la  manera  como  nace  la  tutela 

Art.  733.  Todos  los  tutores  y  cura- 
dores oficiales  serán  nombrados  en  re- 
presentación del  Estado  por  las  autori- 
dades tutelares. 

Art.  734.  En  cuanto  la  municipali- 
dad (Gemeindrath)  sepa  de  un  modo 
cualquiera  que  procede  la  constitución 
de  una  tutela  oficial,  nombrará,  de  ofi- 
cio, un  tutor  ó  curador  provisional, 
teniendo  en  cuenta,  si  hubiera  razón 
para  ello,  los  deseos  expresados  por  el 
difunto  padre  ó  por  los  deudos  de  la 
persona  que  debe  asesorarse,  y  proce- 
derá de  parte  del  Consejo  de  distrito  el 
nombramiento  de  un  tutor  definitivo. 

Art.  735.  Los  parientes  más  cerca- 
nos del  padre  que  muera  dejando  hijos 
menores  ó  una  mujer  en  cinta,  tendrán 
la  obligación  de  notificar,  en  cuanto 
sea  posible,  su  fallecimiento,  tanto  al 
municipio  del  domicilio  como  al  de 
origen  de  los  hijos.  Tendrán  también  el 
deber  de  dar  parte  al  municipio  del 
pueblo  de  origen,  cuando  el  estado  fí- 
sico ó  mental,  ó  la  ausencia  de  uno  de 
sus  deudos  exija  la  constitución  de  una 
tutela. 

Cuando  se  abra  un  concurso  contra 
un  marido  ó  un  padre,  la  cancillería 
notarial  competente  tendrá  la  obliga- 
ción de  dar  parte  de  ello  al  municipio 
del  cantón  de  origen,  ó,  cuando  se  trate 
de  un  extranjero  al  cantón,  al  del  domi- 
cilio, á  fin  de  que  se  nombre  un  tutor  á 
la  mujer  y  á  los  hijos  menores  del  deu- 
dor y  se  provea  á  la  defensa  de  sus  in- 
tereses en  la  distribución  de  la  masa. 

La  omisión  de  estos  diversos  trámi- 
tes se  castigará,  en  caso  de  grave  ne- 

Tomo  VIII.  —  Instituciones  jurídicas. 


gligencia  ó  de  punible  disimulo,  con 
una  multa  de  5  á  500  francos. 

Art.  736.  Deberá  nombrarse  un  cu- 
rador ai  vientre  mientras  dure  el  em- 
barazo de  la  madre  para  el  niño  no 
nacido  aún;  si  hubiere  nacido  ya,  por 
razón  de  su  estado  de  menor  edad  pro- 
cederá nombrarle  un  tutor. 

Art.  737.  No  podrá  constituirse  una 
tutela  por  causa  de  enfermedad  men- 
tal ó  física,  sino  después  de  escrupulo- 
sa información  hecha  por  el  médico  de 
distrito  en  unión  con  el  que  haya  tra- 
tado al  enfermo  ó  por  un  médico  agre- 
gado á  los  hospitales  cantonales.  Las 
propuestas  relativas  á  la  constitución 
de  una  tutela  serán  remitidas  por  la 
autoridad  tutelar  inferior  á  la  superio- 
ridad. El  acuerdo  tomado  por  el  Con- 
sejo de  distrito  podrá  impugnarse  ante 
el  Consejo  ejecutivo,  tanto  por  el  mu- 
nicipio como  por  la  persona  interesa- 
da ó  por  sus  parientes  más  cercanos. 

Art.  738.  Se  pondrá  á  los  pródigos 
bajo  tutela,  bien  á  instancia  de  sus 
deudos  ó  de  la  oficina  de  beneficencia 
competente,  ya  de  oficio  á  propuesta 
de  la  autoridad  tutelar  de  primera  ins- 
tancia. En  todos  los  casos  en  que  ten- 
ga la  citada  autoridad  motivos  para 
creer  que  una  persona  por  sus  hábitos 
de  disipación  ó  la  manera  extravagante 
de  dirigir  sus  asuntos  se  expone  á 
arruinarse,  tendrá  el  deber  de  mandar- 
la comparecer  ante  ella,  y,  según  las 
circunstancias,  tratar  de  obviar  el  mal 
con  simples  amonestaciones,  ó  pedir 
inmediatamente  que  sea  puesto  bajo 
tutela. 

Si  la  persona  de  que  se  trata  con- 
siente en  que  se  la  ponga  bajo  tutela, 
se  procederá  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  art.  741.  Si  no  consin- 
tiere en  ello,  el  municipio  dirigirá  al 
Consejo  de  distrito  un  informe  detalla* 

43 


6*74 


IN8TITUCI0NE8  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


do,  proponiendo  el  nombramiento  de 
un  tutor. 

Art.  739.  Previa  información,  podrá 
el  Consejo  de  distrito  mandar  que  se 
haga  inventario  de  la  fortuna  del  pró- 
digo. También  podrá,  hasta  que  recai- 
ga acuerdo,  tomar  en  depósito  los  ob- 
jetes ó  documentos  de  mucho  valor  y 
hacer  que  por  el  tribunal  se  prohiba  al 
pródigo  el  acceso  á  los  Registros  nota- 
riales y  de  prendas. 

Art.  740.  Por  regla  general,  el  Con- 
sejo de  distrito  tendrá  la  obligación  de 
recibir  las  explicaciones  de  la  misma 
persona  que  debe  ponerse  bajo  tutela; 
si  estimase  que,  en  el  caso  en  que  di- 
cha persona  fuese  judicialmente  decla- 
rada pródiga,  procedería  tomar  dicha 
medida  contra  ella,  le  nombrará  un  tu- 
tor provisional,  á  quien  conferirá  los 
poderes  necesarios  para  gestionar  ju- 
dicialmente dicha  declaración  y  la  pro- 
clamación de  prodigalidad  que  es  su 
consecuencia. 

No  habrá  apelación  contraja  deci- 
sión del  Consejo  de  distrito,  que  deberá 
publicarse,  debiendo  dar  aviso  á  los 
terceros  para  que  se  abstengan  de  tra- 
tar con  la  persona  asesorada,  so  pena 
de  que,  si  el  tribunal  la  declarase  efec- 
tivamente pródiga,  de  ver  asimilado 
todo  asunto  tratado  con  ella  con  poste- 
rioridad á  la  publicación  de  las  escritu- 
ras otorgadas  con  posterioridad  á  la 
proclamación  (Verrufung)  definitiva  y 
judicial  de  ponerla  bajo  tutela. 

Art.  741.  Las  personas  que  volunta- 
riamente quieran  ponerse  bajóla  tute- 
la de  la  autoridad  deberán  afirmar  por 
escrito  dicha  resolución  y  declarlo  ade- 
más ellas  mismas  ante  la  autoridad  tu- 
telar de  primera  instancia.  Si  el  Conse- 
jo de  distrito,  en  vista  del  informe  del 
municipio,  se  convence  de  que  la  peti- 
ción de  un  tutor  es  expresión  de  la 


libre  voluntad  del  solicitante  y  de  que 
hay  motivos  suficientes  para  atenderla, 
dictará  la  resolución  de  que  sea  puesta 
bajo  tutela,  y  nombrará  el  tutor  á  pro- 
puesta del  municipio. 

Art.  742.  El  hecho  de  ser  puesto  ba- 
jo tutela,  ya  por  causa  de  enfermedad 
mental  ó  de  achaques  corporales,  ya 
en  vista  de  la  petición  personal  del  in- 
teresado, deberá  publicarse  por  cuenta 
del  Consejo  de  distrito. 

Art.  743.  Se  organizará  por  las  auto- 
ridades tutelares  la  tutela  de  los  ausen- 
tes, cuando  durante  todo  un  año  haya 
sido  desconocida  la  residencia  del  au- 
sente y  éste  no  haya  cuidado  de  nom- 
brar un  mandatario  autorizado  en  debi- 
da forma. 

Art.  744.  La  época  á  que  se  refieran 
las  últimas  noticias  ciertas  de  la  vida 
del  ausente  (art.  11)  deberá  indicarse 
en  el  registro  de  la  Dirección  de  huér- 
fanos al  nombrar  un  curador. 

Art.  745.  Si  hubiere  peligro  en  la  de- 
mora, podrá  nombrarse  un  tutor  para 
el  ausente  no  representado  y  sin  resi- 
dencia conocida,  aun  antes  de  que  ha- 
ya transcurrido  el  primer  año  de  au- 
sencia. 

Del  mismo  modo  se  procederá  cuan- 
do sea  absolutamente  necesario  que 
pasajeramente  sea  representada  una 
persona  ausente  cuya  residencia  sea 
conocida,  pero  que  no  esté  en  condicio- 
nes de  poder  designar  por  si  misma  á 
tiempo  un  apoderado. 

Art.  746.  Deberán  elegirse  los  tuto- 
res entre  las  personas  honradas,  inteli- 
gentes, dignas  de  la  confianza  de  las 
autoridades  á  la  vez  que  de  la  persona 
puesta  bajo  tutela,  y  ante  todo  entre  los 
parientes  debidamente  autorizados  de 
esta  última. 

Art.  747.  Será  para  todos  un  deber 
cívico  aceptar  las  funciones  de  tutor  ó 
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curador,  que  sólo  podrá  declinarse  por 
causas  legítimas;  incumbirá  apreciar 
estas  causas,  en  primera  instancia,  al 
Consejo  de  distrito,  y,  en  segunda,  á  la 
Dirección  de  justicia.  Nadie  estará  obli- 
gado á  encargarse  de  más  de  dos  tu- 
telas á  la  vez. 

Art.  748.  En  el  intervalo  que  medie 
entre  la  notiñcación  oficial  de  su  nom- 
bramiento y  el  examen  de  sus  excusas, 
tendrá  el  tutor  provisional  la  obliga- 
ción de  administrar  aquellos  asuntos 
de  la  persona  asesorada  para  los  que 
haya  recibido  mandato  especial  de  las 
autoridades,  ó  en  cuya  demora  sepa  ó 
pueda  saber  que  hay  peligro. 

Art.  749.  Cuando,  ya  la  persona 
cuya  colocación  bajo  tutela  se  gestiona 
antes  de  que  se  interponga  la  demanda, 
ya  el  pupilo  (Voegíling),  sustraigan 
ciertos  efectos  muebles,  ó  los  oculten 
al  ir  á  hacer  el  inventario,  ó  intencio-  * 
nalmente  aleguen  deudas  ficticias,  in- 
currirá el  culpable  en  una  pena  de  poli- 
cía, es  decir,  de  tres  meses  de  cárcel  á 
lo  sumo,  ó  en  la  de  multa,  que  podrá 
elevarse  hasta  1.000 francos,  ó  acumula- 
das ambas  penas. 

Incurrirán  en  la  misma  pena  los  ter- 
ceros que  cometan  tales  actos  ó  tengan 
participación  en  ellos. 

Queda  á  salvo  la  aplicación  del  Códi- 
go penal  á  los  actos  que  caigan  bajo 
la  acción  de  sus  disposiciones. 

Art.  750.  A  las  personas  llamadas 
á  asistir  al  inventario  deberá  llamár- 
seles la  atención  sobre  las  disposicio- 
nes del  art.  749. 

Art.  751.  Si  un  tutor  se  obstinase 
en  negarse  á  cumplir  este  deber  cívico, 
responderá,  ante  la  persona  asistida, 
de  todos  los  daños  resultantes  del  in- 
cumplimiento de  dicho  deber,  y  deberá, 
además,  previo  aviso  sin  resultado  (Có- 
digo penal,  art.  80);  ser  sometido  á  la 


jurisdicción  competente  como  reo  de 
desobediencia. 

Durante  todo  el  tiempo  que  un  tutor 
sea  desobediente,  será  sustituido  por 
un  curador  nombrado  á  sus  expensas 
por  las  autoridades  tutelares. 

Art.  752.  Los  tutores  ordinarios  (ar- 
tículo 730)  podrán  ser  obligados  á  des- 
empeñar, durante  cuatro  años  por  lo 
menos,  las  funciones  que  se  les  hayan 
conferido. 

CAPÍTULO  III 

De  los  derechos  y  deberes  de  los  tutores 

Art.  753.    Todo  tutor  tendrá  el  deber: 

1.°  De  reclamar  un  inventario  de 
los  bienes  que  deba  administrar  y  de 
velar  personalmente  para  que  dicho 
inventario  sea  exacto  y  completo; 

2.°  De  entregar  á  la  Dirección  de 
huérfanos,  para  que  se  depositen  en  la 
caja  confiada  á  su  custodia,  los  títu- 
los de  renta  y  los  de  crédito,  y  otros 
documentos  análogos  pertenecientes  á 
la  persona  que  esté  bajo  tutela; 

3.°  De  administrar,  como  buen  pa- 
dre de  familia,  los  bienes  de  la  perso- 
na puesta  bajo  tutela,  de  tomar  á  su 
cargo  sus  intereses  y  librarla  de  cual- 
quier perjuicio;  con  este  objeto  estará 
obligado  principalmente  á  conservar 
en  buen  estado  los  edificios  y  fincas 
rústicas,  á  cuidar  de  que  los  capitales 
se  coloquen  de  una  manera  segura  y 
productiva,  y  á  hacer  ingresar  los  in- 
tereses y  los  atrasos  vencidos,  etc.; 

4.°  De  llevar  una  contabilidad  rela- 
tiva á  su  gestión  y  de  presentar  sus 
cuentas  de  tiempo  en  tiempo,  cada 
dos  años  por  lo  menos; 

5.°  De  deferir  á  los  consejos  de  las 
autoridades  tutelares  y  ejecutar  con- 
cienzudamente sus  instrucciones; 
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6.°  En  los  casos  en  que  se  necesite 
una  autorización  especial,  de  dirigir 
un  informe  circunstanciado  á  la  auto- 
ridad tutelar  competente  y  someter 
sus  disposiciones  á  su  aprobación; 

7.°  Cuando  haya  llegado  al  término 
de  sus  funciones»  de  entregar  los  bie- 
nes al  que  le  suceda  ó  á  la  persona 
que  antes  estaba  bajo  tutela,  sobre  la 
base  del  inventario  y  de  las  cuentas 
que  lo  hayan  seguido. 

Art.  754.  Por  otra  parte,  el  tutor  es- 
tará obligado,  en  la  medida  de  sus 
fuerzas,  á  tener  cuidado  de  la  persona 
bajo  tutela,  desde  el  doble  punto  de 
vista  de  la  salud  del  cuerpo  y  del  espí- 
ritu. El  tutor  de  menores,  principal- 
mente, tendrá  el  deber  de  velar,  como  un 
padre,  por  su  instrucción,  su  educación 
moral  y  religiosa  y  su  preparación  para 
una  carrera,  oficio  ó  profesión  que  co- 
rresponda á  sus  aptitudes,  á  sus  me- 
dios de  fortuna  y  al  conjunto  de  su 
situación . 

Art.  755.    El  tutor  tendrá  derecho: 

1.°  A  exigir  de  su  pupilo  respeto  y 
obediencia; 

2.°  A  administrar  la  fortuna  de  la 
persona  que  esté  bajo  su  tutela  y,  como 
representante  del  pupilo,  á  obrar  y 
contratar  en  su  puesto  y  lugar,  dentro 
de  los  límites  de  los  poderes  generales 
que  tiene  por  sus  mismas  funciones  y 
de  los  especiales  recibidos  de  las  auto- 
ridades tutelares; 

3.°  A  pedir,  en  los  casos  difíciles, 
consejos  é  instrucciones  á  las  autori- 
dades tutelares. 

Art.  756.  El  pupilo  menor,  una  vez 
llegado  á  la  edad  del  discernimiento 
deberá,  cuando  se  halle  presente,  ser 
llamado  á  asistir  á  la  formación  y  re- 
conocimiento del  inventario,  asi  co- 
mo á  todas  las  deliberaciones  impor- 
tantes  concernientes  á  sus  asuntos, 


y  ser  invitado  á   emitir  su   parecer. 

Mas  este  parecer  no  obligará  al  tutor 
ni  á  las  autoridades  tutelares. 

Art.  757.  Cuando  se  haya  confiado 
á  un  menor  la  gestión  de  sus  ahorros 
(de  su  hucha),  dispondrá  de  ellos  como 
quiera.  También  dispondrá  con  la  mis- 
ma independencia  que  un  mayor,  de 
los  regalos  que  con  esa  intención  se  le 
hayan  hecho  ó  de  lo  que  haya  ganado 
con  su  trabajo,  por  lo  menos  cuando 
no  esté  ligado  por  restricciones  espe- 
ciales que,  por  excepción,  hayan  juz- 
gado oportuno  imponerle  las  autorida- 
des tutelares  respecto  de  este  punto. 

Art.  758.  El  tutor  de  un  ausente  ten- 
drá análogos  derechos  y  deberes  á  los 
de  los  demás  tutores,  con  la  diferencia 
esencial,  sin  embargo,  de  que  no  estan- 
do disminuida  ni  suspendida  la  capa- 
cidad jurídica  del  ausente,  las  medidas 
tomadas  para  administrar  su  fortuna  ó 
representarle,  sólo  subsistirán  cuando 
y  mientras  no  haya  cuidado  de  hacerlo 
por  sí  mismo. 

Art.  759.  Los  mayores  que,  aunque 
estando  bajo  tutela,  parezcan  aptos 
para  administrar  por  si  mismos  sus 
negocios  corrientes,  deberán,  en  gene- 
ral, ser  admitidos  á  percibir  por  si 
mismos  el  producto  de  su  trabajo  y  la 
renta  de  sus  bienes,  y  á  disponer  de 
ellos. 

Pero  no  podrán  contraer  deuda  algu- 
na sin  el  consentimiento  del  tutor,  ex- 
cepto en  los  casos  previstos  en  el  ar- 
tículo 6.°  de  la  ley  federal  (de  22  de  Ju- 
nio de  1881)  sobre  la  capacidad  civil,  ó 
en  el  art.  34  del  Código  federal  de  las 
Obligaciones,  ó  también  en  la  medida 
que  lo  requieran  las  necesidades  ordi- 
narias y  diarias  del  hogar. 

El  deber  del  tutor  en  estos  diferentes 
casos,  consistirá  en  cuidar  de  conser- 
var intacta,  en  cuanto  sea  posible,  la 
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fortuna  de  la  persona  que  está  bajo  su 
tutela. 

Art.  760.  Cuando  los  hijos  sean 
huérfanos  de  padre,  tendrá  el  Consejo 
de  distrito  el  derecho  de  conceder,  en 
todo  ó  en  parte,  dicha  tutela  á  su  ma- 
dre con  la  misma  amplitud,  en  cuanto 
á  la  gestión  de  los  asuntos  corrientes, 
si  entiende  que  merece  esta  confianza. 
También  podrá  dejarse  á  la  madre  en 
ese  caso  el  usufructo  del  sexto  de  la 
fortuna  del  hijo,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  que  le  reconoce  el  art.  903. 

Art.  761.  En  el  caso  de  los  dos  ar- 
tículos que  preceden,  en  vez  de  una 
cuenta  de  tutela  propiamente  dicha, 
sólo  tendrá  que  presentar  el  tutor  todos 
los  años  una  nota  sobre  el  estado  de  la 
fortuna  del  pupilo  y  un  informe  sobre 
la  marcha  de  los  negocios  en  general. 

Art.  762.  La  autoridad  tutelar  supe- 
rior tendrá  siempre  el  derecho  de  su- 
primir las  facilidades  concedidas  y  de 
restablecer  la  administración  tutelar 
en  todo  su  rigor,  si  lo  juzga  necesario 
en  interés  del  pupilo. 

Art.  763.  Los  tutores  y  curadores 
responderán  ante  las  personas  á  quie- 
nes auxilien  ó  representen,  de  todos  los 
daños  provenientes  de  su  culpa  ó  ne- 
gligencia. 

Art.  764.  Independientemente  del 
reembolso  de  los  gastos  hechos  por  el 
tutor  de  sus  fondos  propios  por  cuenta 
del  pupilo,  las  autoridades  tutelares  le 
asignarán,  por  la  administración  de  la 
fortuna  de  éste,  un  salario  (Vogtgebühr), 
que  variará  según  la  importancia  y  di- 
ficultad de  su  gestión,  sin  que  pueda 
pasar  del  2  por  1.000  anual  de  la  fortu- 
na neta.  Las  gestiones  relativas  á  un 
haber  de  menos  de  200  francos  de  ca- 
pital no  implicarán  remuneración  al- 
guna. 

Cuando  la  fortuna  de  la  persona  bajo 


tutela  esté  gravada  con  un  usufructo 
total  ó  parcial  en  provecho  de  tercero, 
el  salario  correspondiente  al  tutor  es- 
tará á  cargo  del  usufructuario,  pero  no 
se  deberá  si  éste  administra  por  sí 
mismo  la  fortuna. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  tutela  superior  ó  de  las  autorida- 
des (Obervormundschaft) 

Art.  765.  Ejercerán  la  tutela  supe- 
rior: en  primera  instancia,  la  corpora- 
ción municipal  del  pueblo  de  que  sea 
vecina  la  persona  puesta  bajo  tutela; 
en  segunda  instancia,  el  Consejo  de 
distrito  á  cuya  jurisdicción  pertenezca 
dicho  pueblo,  y  en  tercera  instancia,  el 
Consejo  ejecutivo  ó  sea  la  Dirección 
de  justicia. 

Art.  766.  El  municipio,  como  Direc- 
ción de  huérfanos  (Waisenamt),  podrá 
delegar  el  ejercicio  de  sus  atribuciones 
en  una  comisión  permanente  de  tres 
á  cinco  individuos  tomados  de  su  seno. 
Pero  si  la  constitución  de  tal  comi- 
sión no  ofreciese  suficientes  garantías 
desde  el  punto  de  vista  de  una  buena  y 
segura  administración  de  los  asuntos 
de  la  tutela,  corresponderá  al  Consejo 
de  distrito,  de  oficio  ó  á  instancia  de 
cualquier  individuo  de  la  corporación 
municipal,  exigir  que  se  ponga  reme- 
dio, y  si  fuere  menester  que  se  disuelva 
la  comisión. 

Art.  767.  Si  consideraciones  espe- 
ciales impusieren  la  derogación  de  la  re- 
gla general,  los  interesados  podrán  su- 
plicar á  la  autoridad  tutelar  superior  ó 
encargada  por  las  autoridades  tutela- 
res del  domicilio  que  vigilen  la  gestión 
del  tutor  en  el  puesto  y  lugar  de  las  del 
municipio  de  origen.  Los  inventarios  y 
cuentas,  en  ese  caso,  deberán  ponerse 
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también  en  conocimiento  de  la  corpora- 
ción municipal  de  esta  última  localidad. 

Art.  768.  La  corporación  municipal 
del  domicilio  estará  obligada  princi- 
palmente, cuando  muera  un  habitante 
que  no  sea  vecino,  dejando  hijos  meno- 
res, á  hacer  las  diligencias  necesarias 
para  la  formación  de  un  inventario  y 
el  nombramiento  provisional  de  un  tu- 
tor, dando  parte  de  ello  lo  más  pronto 
posible  al  municipio  del  punto  de  ori- 
gen, á  fin  de  que  pueda  éste  proceder 
á  tomar  las  medidas  ulteriores. 

Art.  769.  En  lo  concerniente  á  los 
zuriquenses  establecidos  fuera  del 
cantón  tendrán,  por  excepción,  las  au- 
toridades de  Zurich  el  derecho  de  renun- 
ciar al  ejercicio  de  la  alta  tutela,  si  con 
arreglo  á  la  legislación  vigente  en  el 
punto  de  domicilio  se  provee  de  otro 
modo  á  los  intereses  de  los  pupilos,  ó 
si  por  falta  de  comunicaciones  suficien- 
tes 6  por  otros  motivos  presentare  di- 
ficultades excesivas  el  ejercicio  y  cum- 
plimiento de  los  deberes  tutelares.  En 
este  caso,  sin  embargo,  deberá  interve- 
nir autorización  del  Consejo  ejecutivo. 

Art.  770.  Estas  mismas  autoridades 
tendrán  la  obligación  de  hacer  extensi- 
va su  alta  tutela  sobre  las  personas 
que,  no  dependiendo  de  la  jurisdicción 
del  cantón,  pero  residiendo  en  él,  ten- 
gan necesidad  de  dicha  tutela,  cuando 
sus  autoridades  nacionales  no  provean 
á  esto  y  no  se  atienda  de  otro  modo  á 
sus  intereses. 

Art.  771.  Se  llevará  en  cada  munici- 
pio un  libro  de  actas  especial  para  los 
asuntos  de  tutela  y  se  formará  una  lis- 
ta de  las  personas  que  estén  á  ella  so- 
metidas. 

Art.  772.  La  alta  tutela  se  manifes- 
tará tanto  bajo  la  forma  de  coopera- 
ción á  la  gestión  y  representación  de 
las  personas  bajo  tutela  como  de  vigi- 


lancia sobre  la  administración  tutelar. 

Art.  773.  El  primer  deber  de  la  Di- 
rección de  huérfanos  será  mandar  ha- 
cer un  inventario  de  la  fortuna  de  las 
personas  que  se  han  de  poner  bajo  tu- 
tela y  provocar  la  constitución  de  la 
misma. 

Deberán  describirse  y  evaluarse 
exactamente  los  bienes  muebles  é  in- 
muebles, tratando  de  establecer  con 
claridad  una  noticia  y  estado  compara- 
tivo del  activo  ó  del  pasivo. 

Art.  774.  En  cuanto  sea  informada 
la  autoridad  tutelar  de  que  acaba  de 
morir  un  padre  dejando  hijos  menores 
ó  una  viuda  en  cinta,  mandará  proceder 
á  la  imposición  de  sellos,  si  las  cir- 
cunstancias lo  exigen,  y  encargará  des- 
pués al  actuario  que  haga  el  inventario 
de  la  sucesión  bajo  la  vigilancia  de 
uno  de  sus  individuos  y  en  presencia 
del  pupilo  (de  conformidad  con  el  ar- 
ticulo 756),  de  la  viuda  y  de  los  parien- 
tes más  cercanos,  presentes  y  mayores 
de  edad,  del  difunto. 

Art.  775.  A  la  muerte  de  la  madre, 
el  padre  superviviente  seguirá  siendo 
el  tutor  natural  de  sus  hijos,  pero  á  pe- 
tición de  la  familia,  y  aun  de  oficio,  po- 
drá la  Dirección  de  huérfanos  exigir 
un  inventario  de  la  sucesión  materna 
y,  además,  obligar  al  padre,  si  proce- 
diere, á  dar  seguridades,  de  conformi- 
dad con  las  disposiciones  del  art.  672. 

Contra  estos  acuerdos  tendrá  el  pa- 
dre un  recurso  ante  el  Consejo  de  dis- 
trito y,  en  último  término,  ante  el 
Consejo  ejecutivo.  La  cuestión  de  sa- 
ber si  las  seguridades  ofrecidas  por  el 
padre  son  ó  no  suficientes,  será  de  la 
competencia  de  los  tribunales  ordina- 
rios, cuya  declaración  deberá  provocar- 
se en  la  forma  prescrita  en  los  artícu* 
los  606  y  608. 

Art.  776.    Cuando    sea  dudoso    que 
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baste  el  activo  para  cubrir  el  pasivo,  y 
el  peligro  que  de  ello  pueda  resultar 
para  los  menores,  como  herederos,  rio 
se  haya  evitado  desde  el  principio,  de 
otro  modo,  por  ejemplo,  por  medio  de 
ñanza,  deberá  la  Dirección  de  huérfa- 
nos pedir  con  urgencia  el  beneficio  de 
inventario  judicial,  ó,  si  lo  creyere  útil, 
ordenar  ensayos  de  subasta  y  dar  par- 
te de  ello  al  Consejo  de  distrito. 

Los  gastos  de  inventario  judicial  y 
de  ensayos  de  subasta  se  adiciona- 
rán, si  ulteriormente  llegara  á  abrirse 
un  concurso,  á  los  de  este  procedi- 
miento. 

Art.  777.  Cuando  esté  demostrado 
que  el  pasivo  es  mayor  que  el  activo, 
la  Dirección  de  huérfanos  deberá  dar 
cuenta  de  ello  incontinenti  al  Consejo 
de  distrito,  y,  en  el  caso  en  que  no  le 
parezca  posible  llegar  á  un  acuerdo 
con  los  acreedores,  proponerle  que  se 
renuncie  á  la  sucesión  en  nombre  de 
los  menores. 

Si  el  Consejo  estimase  que  la  renun- 
cia es  conveniente  al  interés  de  los 
menores,  autorizará  á  la  Dirección  para 
que,  en  su  nombre,  haga  una  declara- 
ción en  este  sentido  en  la  secretaría 
del  tribunal  competente. 

Art.  778.  El  inventario  formado  por 
los  cuidados  de  la  autoridad  tutelar  (ar- 
tículo 773),  estará  sometido  en  lo  con- 
cerciente  á  los  inmuebles  á  la  revisión 
de  la  competente  cancillería  notarial; 
al  mismo  tiempo  esta  autoridad  exigirá 
del  funcionario  municipal  una  certifi- 
cación en  que  se  haga  constar  si  los  bie- 
nes muebles  del  difunto  han  sido  ó  no 
empeñados  y  por  cuánto.  Luego  el  in- 
ventario será  examinado  y  comproba- 
do por  la  Dirección  de  huérfanos  en 
presencia  de  las  personas  designadas 
en  el  art.  774,  y  después  de  rectificar  los 
errores,  si  los  hubiere,  será  devuelto  al 


Consejo  de  distrito  para  que  definitiva- 
mente lo  apruebe. 

Art.  779.  En  caso  de  ponerse  bajo 
tutela  un  mayor,  por  cualquier  causa 
que  sea,  podrán  las  autoridades  tutela- 
res, á  fin  de  establecer  su  situación  pe- 
cuniaria, reclamar  al  competente  tri- 
bunal de  distrito  que  se  publique  un 
llamamiento  oficial  y  judicial  á  los 
acreedores.  El  tribunal  cuidará  de  que, 
ya  por  invitaciones  generales  y  colec- 
tivas, ya  personales,  dirigidas  á  aque- 
llos acreedores  cuya  existencia  sea  re- 
velada por  las  declaraciones,  libros  ó 
papeles  de  la  persona  puesta  bajo  tutela, 
llegue  este  llamamiento,  en  cuanto  sea 
posible,  á  los  acreedores,  so  pena,  para 
ellos,  de  perder  aquellos  créditos  su- 
yos que  no  declaren  y  cuya  existencia 
no  aparezca  con  certeza  en  los  Re- 
gistros notariales  ni  en  los  de  prenda, 
ó  no  estén  garantidos  por  un  depósito. 

Art.  780.  La  Dirección  de  huérfanos 
entregará  al  tutor  nombrado  una  copia 
del  inventario  y,  si  hubiere  lugar  á 
ello,  de  la  última  cuenta,  y  además  el 
acta  de  su  nombramiento  expedida  por 
el  Consejo  de  distrito.  Con  este  motivo 
se  mandará  comparecer  al  tutor  ante 
la  Dirección  ó  su  Presidente,  que  le  re- 
cordará los  deberes  de  su  cargo,  to- 
mándose nota  de  todo  ello  en  el  acta. 

Art.  781.  El  acta  de  su  nombramien- 
to conferirá  al  tutor  el  derecho  y  le  im- 
pondrá la  obligación  de  ejercer  sus 
funciones. 

Sin  embargo,  aun  antes  de  tenerla 
en  su  poder,  el  tutor  nombrado  provi- 
sionalmente y  que  haya  sido  informado 
de  este  nombramiento,  tendrá  el  dere- 
cho y  el  deber  de  administrar  aquellos 
negocios  de  la  persona  puesta  bajo  tu- 
tela de  que  haya  sido  encargado  espe- 
cialmente por  la  autoridad  tutelar  ó 
para  los  cuales  sabía  ó  podía  saber 
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que  hay  peligro  en  la  demora  (articu- 
lo 748). 

Art.  782.  Para  ligar  jurídicamente 
al  pupilo  los  actos  siguientes,  necesita- 
rán por  lo  menos  la  autorización  de  la 
Dirección  de  huérfanos,  á  saber: 

1.°  Todas  las  enajenaciones  (ven- 
tas, cambios,  empeños)  que  no  entren 
en  la  gestión  normal  de  los  bienes  del 
pupilo  y  las  compras  de  objetos  pre- 
ciosos; 

2.°  Todos  los  contratos  de  préstamo 
(empréstitos  y  préstamos); 

3.°  Todas  Jas  construcciones  de  al- 
guna importancia  (erhebliche); 

4.°  Los  contratos  relativos  al  soste- 
nimiento y  educación  de  la  persona  que 
esté  bajo  tutela,  su  colocación  en  casa 
de  un  maestro  como  aprendiz  ó  en  una 
casa  de  educación; 

5.°  Los  contratos  de  arriendo  y  de 
alquiler  por  uno  ó  más  años; 

6.a  El  otorgamiento  ó  denegación  de 
un  poder  para  seguir  un  litigio  ante  el 
juez  de  paz,  ó  ante  el  juez,  que  actúa 
sólo  (Einzelriehier),  del  tribunal  de 
distrito,  asi  como  la  autorización  para 
someterse  á  una  sentencia  arbitral. 

Art.  783.  Independientemente  de  los 
casos  expresamente  previstos  en  el  ar- 
tículo anterior,  deberá  el  tutor  some- 
ter á  la  aprobación  de  la  Dirección 
de  huérfanos  todos  los  demás  contra- 
tos ú  operaciones  que  sean  propias 
para  disminuir  la  fortuna  ó  ejercer 
gran  influencia  en  el  conjunto  de  la 
gestión  de  aquélla,  y  esto  so  pena  de 
ser  personalmente  responsable  del  daño 
que  pudiera  resultar  para  la  persona 
puesta  bajo  tutela. 

Art.  784.  Estarán  subordinados  á  la 
autorización  del  Consejo  de  distrito: 

1.°  La  adquisición  de  un  derecho  de 
ciudadanía  ó  la  renuncia  de  tal  derecho 
por  el  pupilo; 


2.°  La  adopción  de  una  persona  bajo 
tutela  (art.  721); 

3.°  Las  enajenaciones  de  inmuebles 
(ventas,  cambios,  constitución  de  hipo- 
tecas, etc.); 

4.°    La  compra  de  inmuebles; 

5.°  Los  empréstitos  garantidos  con 
seguridades; 

6.°  Las  fianzas  y  demás  interven- 
ciones; 

7.o    Las  fundaciones  (art.  40); 

8.°  Las  construcciones  importantes 
(Hauptbauten); 

9.°  La  empresa  ó  liquidación  de  una 
fábrica,  comercio  ó  industria,  ó  el  in- 
greso en  una  sociedad  comercial; 

10.  Los  contratos  de  arrendamiento 
relativos  al  conjunto  de  una  explota- 
ción agrícola  ó  industrial; 

11.  Los  contratos  de  alimentos  vi- 
talicios (Leibdingsvertraegé)\ 

12.  La  aceptación  ó  repudiación  de 
una  sucesión; 

13.  Las  constituciones  de  dote  y  las 
particiones  de  herencia; 

14.  El  otorgamiento  ó  denegación 
de  un  poder  para  entablar  un  pleito  ci- 
vil fuera  de  los  casos  previstos  en  el 
artículo  782,  núm.  6.° 

Art.  785.  La  denegación  de  poderes 
para  litigar  en  nombre  de  la  persona 
bajo  tutela  cuando  sea  demandada  por 
un  tercero,  llevará  en  sí  el  reconoci- 
miento en  nombre  de  dicha  persona  de 
las  pretensiones  del  demandante. 

Art.  786.  Por  regla  general  los  in- 
muebles  y  demás  objetos  de  valor  sólo 
podrán  ser  vendidos  en  subasta  pú- 
blica. 

Las  autoridades  tutelares  podrán, 
sin  embargo,  autorizar  una  renta  sin 
las  formalidades  de  subasta  cuando 
haya  motivos  especiales  para  obrar 
asi;  dichos  motivos  deberán  indicarse 
en  el  acta. 
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Art.  787.  La  Dirección  de  huérfanos 
tendrá  la  facultad  de  someter  á  la  apro- 
bación del  Consejo  de  distrito  cual- 
quiera otra  operación  de  especial  im- 
portancia, aun  fuera  de  los  casos  pres- 
critos en  el  art.  784. 

Art.  788.  Del  mismo  modo  el  Conse- 
jo de  distrito  podrá  ordenar  de  oficio 
las  operaciones  de  ésta  naturaleza  que 
le  han  de  ser  sometidas  antes  de  con- 
traerlas definitivamente,  pero  la  Direc- 
ción de  huérfanos  podrá  someter  su 
acuerdo  á  la  Dirección  de  justicia,  que 
estatuirá  en  última  instancia. 

Art.  789.  Cuando  un  asunto  judicial 
haya  sido  tratado  por  el  mismo  pupilo 
sin  la  autorización  del  tutor,  ó  en  su 
nombre  por  el  tutor  sin  la  autorización 
de  la  Dirección  de  huérfanos,  en  los  ca- 
sos en  que  según  el  art.  782  sea  necesa- 
ria dicha  autorización,  ó  también  sin  la 
autorización  del  Consejo  de  distrito, 
cuando  se  exige  ésta  con  arreglo  á  los 
artículos  784  y  788,  se  regirá  su  validez 
por  las  disposiciones  del  Código  federal 
de  las  Obligaciones  y  de  la  ley  federal 
sobre  la  capacidad  civil. 

Art.  790.  El  Consejo  de  distrito  ten- 
drá el  derecho,  si  lo  exige  el  interés  del 
pupilo,  á  aumentar  por  excepción  las 
atribuciones  del  tutor  ó  de  la  Dirección 
de  huérfanos. 

El  acuerdo  en  virtud  del  cual  conce- 
da ó  designe  dicha  extensión  de  atribu- 
ciones podrá  ser  llevado  en  apelación 
ante  el  Consejo  ejecutivo,  bien  por  el 
pupilo  ó  por  individuos  de  su  familia, 
bien  por  el  tutor  ó  por  la  Dirección  de 
huérfanos. 

Art.  791.  En  los  casos  en  que  un  acto 
jurídico  esté  subordinado  ala  autoriza- 
ción de  la  Dirección  de  huérfanos  ó 
del  Consejo  de  distrito,  podrán  estas 
corporaciones,  ora  autorizarlo  pura  y 
simplemente,  ora  prohibirlo,  ora  dar 


instrucciones  para  ulteriores  negocia- 
ciones y  poderes  para  tratar. 

Art.  792.  El  recurso  ante  la  inmedia- 
ta autoridad  tutelar  superior  para  im- 
pedir la  terminación  de  un  asunto  jurí- 
dico contra  el  acto  ó  el  acuerdo  del  tu- 
tor ó  de  la  autoridad  tutelar  inferior, 
podrá  interponerse  hasta  el  momento 
en  que  se  efectúe  el  arreglo  definitivo 
del  asunto  por  la  autoridad  competen- 
te ó  hasta  que  la  comunicación  hecha 
con  ese  objeto  á  los  terceros  interesa- 
dos no  haya  creado  en  su  favor  un  de- 
recho adquirido. 

En  los  casos  en  que  la  terminación 
del  asunto  sea  de  la  competencia  del 
Consejo  de  distrito  (artículos  784  y  788), 
la  ratificación  dada  por  esta  corpora- 
ción no  será  válida  hasta  que  haya 
transcurrido  el  plazo  durante  el  cual 
es  permitido  notificarle  cualquier  re- 
curso (art.  815). 

Art.  793.  Por  consiguiente,  el  mis- 
mo pupilo  ó  su  mad  re,  ú  otros  parientes, 
podrán  apelar  del  tutor  á  la  Dirección 
de  huérfanos;  dichas  personas  y  el  tu- 
tor, de  la  Dirección  de  huérfanos  ante 
el  Consejo  de  distrito,  y  aquéllas  y 
la  Dirección  de  h  uérfanos,  del  Conse- 
jo de  distrito,  ante  el  Consejo  ejecu- 
tivo. 

Art.  794.  En  ese  caso  tendrá  de- 
recho la  autoridad  tutelar  respectiva- 
mente superior,  aun  cuando  el  asunto 
sea  de  la  competencia  de  la  autoridad 
inferior,  á  dar  á  ésta  las  instrucciones 
necesarias  y  oponerse  á  la  termina- 
ción del  asunto  en  tanto  que  no  se  si- 
gan dichas  instrucciones. 

Art.  795.  Los  litigios  sobre  la  vali- 
dez y  fuerza  obligatoria  de  asuntos  de- 
finitivamente terminados  deberán  con- 
siderarse como  litigios  judiciales. 

Art.  796.  Toda  Dirección  de  huérfa- 
nos estará  obligada  á  proveerse,  bajo 
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la  vigilancia  del  Consejo  de  distrito,  de 
una  caja  en  buen  estado. 

Dicha  caja  deberá  colocarse  en  lugar 
seguro  y  en  lo  posible  al  abrigo  del  fue- 
go, debiendo  estar  provista  de  tres  ce- 
rraduras por  lo  menos.  Una  de  las  lla- 
ves quedará  en  poder  del  Presidente  de 
la  Dirección,  y  las  otras  dos  en  el  de 
dos  individuos  de  dicha  corporación. 
La  apertura  y  clausura  de  la  caja  no 
podrán  tener  lugar  sino  en  presencia 
de  estas  tres  personas  ó  de  los  que  las 
reemplacen,  y  del  secretario  de  la  Di- 
rección. 

Art.  797.    Se  conservarán  en  la  caja: 

1.°  Todos  los  inventarios,  cuentas  de 
tutela,  títulos  de  valor  y,  en  general, 
todos  los  documentos  importantes  per- 
tenecientes á  las  personas  que  estén 
bajo  tutela; 

2.°  Los  objetos  preciosos  que  habría 
inconveniente  en  dejarlos  en  poder  del 
pupilo,  de  su  familia  ó  del  tutor. 

Art.  798.  Deberá  hacerse,  en  un  re- 
gistro especial,  una  relación  exacta  y 
completa  de  los  objetos  conservados 
en  la  caja,  consignándose  en  él  la  fe- 
cha de  las  entradas  y  salidas  de  cada 
objeto. 

Art.  799.  La  Dirección  de  huérfanos 
deberá  dar  un  recibo  de  todo  documen- 
to que  se  le  confíe  para  ser  depositado 
en  la  caja,  debiendo  asimismo  hacerse 
entregar  uno  para  todo  objeto  de  que 
se  desprenda. 

Art.  800.  De  tiempo  en  tiempo  y  por 
lo  menos  una  vez  al  año,  la  Dirección 
hará  un  arqueo,  comparando  el  conte- 
nido de  la  caja  con  las  inscripciones 
del  Registro,  y  dará  cuenta  de  los  resul- 
tados de  su  comprobación  al  Consejo 
de  distrito. 

Art.  801.  También  de  tiempo  en 
tiempo,  y  por  lo  menos  una  vez  cada 
dos  años,  el  Consejo  de  distrito  manda- 
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rá  comprobar,  por  medio  de  delegados, 
las  diversas  cajas  de  su  circunscrip- 
ción, ordenará  las  medidas  necesarias 
y  dará  cuenta  de  los  resultados  de  su 
comprobación  ala  Dirección  de  justicia. 

Art.  802.  La  Dirección  de  huérfanos 
hará  que  le  presente  el  tutor,  regular- 
mente; una  vez  cada  dos  años,  y  con 
más  frecuencia  si  lo  juzga  necesario, 
una  cuenta  sobre  el  conjunto  de  su 
gestión. 

Cuando  el  tutor  sea  incapaz  de  for- 
mar por  sí  mismo  dicha  cuenta,  la  cor- 
poración municipal,  á  petición  suya  ó 
de  oficio,  le  dará  con  ese  objeto  un 
sustituto,  que  tendrá  que  pagar  con  sus 
propios  fondos. 

Art.  803.  Las  cuentas  de  tutela  debe- 
rán formarse  sobre  la  base  del  inven- 
tario' de  Ja  última  cuenta,  y  presen- 
tar un  estado  claro  de  las  modificacio- 
nes que  hayan  ocurrido  desde  entonces 
en  el  haber  del  pupilo.  Los  ingresos  y 
gastos  deberán  indicarse  en  él,  en 
cuanto  sea  posible,  con  documentos 
justificativos.  Toda  cuenta  se  formará 
por  duplicado,  quedando  una  en  poder 
del  tutor  y  conservando  la  otra  la  Di- 
rección de  huérfanos. 

Art.  804.  La  Dirección  de  huérfanos 
examinará  la  cuenta,  hará  introducir 
en  ella  rectificaciones  necesarias,  é  in- 
vitará, para  que  las  examinen,  al  pu- 
pilo que  tenga  la  edad  de  discernimien- 
to (art.  756),  á  su  madre  ó  á  ios  demás 
parientes  más  cercanos,  tanto  para 
obtener  de  ellos  más  amplios  informes, 
como  para  deliberar  con  ellos. 

Art.  805.  El  resultado  del  examen 
de  la  Dirección  de  huérfanos  se  unirá 
á  la  cuenta,  bajo  la  forma  de  liquida- 
ción, y  luego  se  remitirán  los  docu- 
mentos al  Consejo  de  distrito  para  un 
examen  y  comprobación  de  cuentas  en 
segunda  instancia. 
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Art.  806.  Las  cuentas  examinadas 
y  comprobadas  por  las  autoridades  tu- 
telares se  presumirá  que  son  exactas, 
aun  cotí  relación  á  los  cargos  que  ulte- 
riormente pudieran  formularse. 

Art.  807.  Con  ocasión  de  la  rendi- 
ción de  cuentas,  las  autoridades  tutela- 
res estarán  obligadas  á  indagar  con 
cuidado  todo  lo  que  interese  al  pupilo 
por  otros  conceptos,  principalmente 
por  el  de  la  instrucción  religiosa  y  mo- 
ral de  los  menores  y  de  sus  adelantos 
desde  el  punto  de  vista  de  su  futura 
profesión  ó  carrera.  Deberán  exigir, 
respecto  de  esto,  informes  precisos  y 
deliberar  acerca  de  ello,  tanto  con  los 
interesados  como  con  otras  personas 
experimentadas,  si  fuere  necesario. 

Las  quejas  del  pupilo  ó  de  sus  deu- 
dos contra  los  procedimientos  ó  la  ad- 
ministración del  tutor  ó  de  la  Dirección 
de  huérfanos,  se  regirán  por  el  articu- 
lo 793. 

Art.  808.  Si  el  tutor  dejase  pasar 
seis  semanas  después  de  la  época  re- 
glamentaria sin  presentar  su  cuenta, 
la  Dirección  de  huérfanos  le  fijará  un 
plazo  conveniente  para  que  se  ejecute. 

Art.  809.  Transcurrido  ese  plazo 
incurrirá  en  una  multa  (Ordnungsbus- 
se),  y  las  autoridades  tutelares  darán 
encargo,  de  oficio,  á  un  perito, para  que 
forme  la  cuenta  á  costa  del  tutor  que 
esté  en  falta. 

Art.  810.  Si  el  tutor  se  negase,  en 
ese  caso,  á  suministrar  á  su  sustituto 
los  documentos  y  datos  necesarios, 
será  entregado,  previa  intimación  (Có- 
digo penal,  art.  80),  por  el  prefecto  al 
tribunal  competente  para  que  le  cas- 
tigue. 

Además,  en  vista  del  acuerdo  del 
Consejo  de  distrito,  sus  bienes  serán 
embargados  por  el  tribunal  y  se  man- 
tendrá el  embargo  hasta  que  cumpla 


con  las  prescripciones  de  la  autoridad 
tutelar. 

Art.  811.  Al  tutor  sospechoso  de  ha- 
ber sustraído  fondos  ú  otros  efectos 
pertenecientes  al  pupilo,  ó  que  sin  cau- 
sa legítima  tarde  en  entregar  los  bie- 
nes del  pupilo  á  su  sucesor  ó  á  la  auto- 
ridad tutelar,  deberá  dar  parte  inme- 
diatamente la  Dirección  de  huérfanos 
al  Consejo  de  distrito,  el  cual  podrá  pe- 
dir que  se  proceda  criminalmente. 

Examinadas  las  circunstancias,  ten- 
drá el  prefecto  el  derecho  de  mandarlo 
arrestar,  de  ordenar  embargar  preven- 
tivamente sus  bienes  y  de  incoar  con- 
tra él  el  procedimiento  criminal  ordi- 
nario. 

Art.  812.  En  todo  tiempo  tendrá  el 
Consejo  de  distrito  la  facultad  de  rele- 
var de  sus  funciones  á  un  tutor,  de  ofi- 
cio ó  á  propuesta  de  la  Dirección  de 
huérfanos;  salvo  recurso  de  los  intere- 
sados contra  este  acuerdo  ante  !a  Di- 
rección de  justicia. 

Art.  813.  En  caso  de  faltas  ó  irregu- 
laridades, que  sin  constituir  precisa- 
mente delitos  deban,  sin  embargo,  re- 
primirse en  interés  del  buen  orden,  po- 
drá imponerse  una  multa  al  tutor  por 
la  Dirección  de  huérfanos,  y,  en  gene- 
ral, á  cada  autoridad  tutelar  inferior 
por  la  que,  jerárquicamente,  se  halle 
colocada  por  encima  de  ella.  Pero  las 
personas  á  quienes  se  haya  impuesto 
esta  pena  tendrán  contra  esa  decisión 
el  derecho  de  recurrir  ante  la  autori- 
dad respectivamente  superior. 

Art.  814.  Las  multas  especiales  im- 
puestas por  la  Dirección  de  huérfanos 
ingresarán  en  la  Caja  de  los  pobres  del 
municipio;  las  impuestas  por  las  auto- 
ridades tutelares  de  categoría  más  ele- 
vada ingresarán  en  las  del  Estado. 

Art.  815.  El  plazo  normal  del  recur- 
so en  cuestiones  de  tutela  será  de  quin* 
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ce  días  á  contar  desde  la  notificación 
por  escrito.  Si  hubiere  peligro  en  la  de- 
mora, tendrán  el  derecho  las  autorida- 
des tutelares,  ya  de  abreviar  el  plazo, 
ya  de  declarar  que  no  tendrá  efecto 
suspensivo  el  recurso.  En  ambos  casos 
quedarán  á  salvo  las  disposiciones  del 
artículo  792. 

Art.  816.  Los  miembros  de  las  auto- 
ridades tutelares  serán  responsables 
del  perjuicio  causado  voluntariamente 
ó  por  negligencia. 

Cuando  la  corporación  municipal  ha- 
ya constituido  una  comisión  especial 
de  huérfanos  (art.  766),  los  individuos 
de  ésta  serán  responsables  en  primer 
término,  y  sólo  cuando  sean  éstos  insol- 
ventes podrán  ser  requeridos  los  demás 
individuos  de  la  corporación. 

Art.  817.  Cuando  la  negligencia  sea 
á  la  vez  imputable  al  tutor  y  á  los  indi- 
viduos de  las  autoridades  tutelares,  los 
últimos  sólo  serán  responsables  subsi- 
diariamente en  la  medida  en  que  el  tu- 
tor sea  insolvente.  Del  mismo  modo 
los  individuos  del  Consejo  de  distrito, 
si  han  tenido  parte  en  la  negligencia  de 
losmiembros  de  la  Dirección  de  huérfa- 
nos, no  podrán,  sin  embargo,  ser  reque- 
ridos sino  en  la  medida  en  que  éstos  no 
estén  en  condiciones  de  reparar  el  daño. 

Art.  818.  En  caso  de  daño  volunta- 
riamente causado,  pesará  la  responsa- 
bilidad solidariamente  sobre  los  culpa- 
bles, es  decir,  que  cada  uno  podrá  ser 
requerido  directamente  por  el  todo.  En 
caso  de  daño  causado  por  negligencia, 
las  personas  que  pueden  ser  requeri- 
das con  arreglo  á  los  artículos  816  y  817, 
tendrán  la  obligación  de  reparar  juntas 
y  por  completo  dicho  daño,  pero  en  el 
sentido  de  que  cada  una  no  sufragará 
desde  luego  más  que  su  parte  de  la  deu- 
da total  y  sólo  será  responsable  subsi- 
diariamente por  el  todo. 


CAPÍTULO  V 

De  la   tutela   de  la   familia 
(FamilierbevogtigungJ 

Art.  819.  La  tutela  ordinaria  de  la 
autoridad  podrá  excepcionalmente  ser 
sustituida  por  una  tutela  de  familia: 

1 .°  Cuando  razones  particulares  j  us- 
tifiquen  una  excepción  en  interés  de  los 
pupilos; 

2.°  Cuando  los  parientes  que  ofrecen 
su  garantía  (art.  822)  y  el  tutor  por  ellos 
propuesto  ó  por  el  difunto  padre,  me- 
rezcan, por  su  honradez,  su  instrucción 
y  su  posición,  la  absoluta  confianza  de 
las  autoridades  tutelares. 

Art.  820.  La  instancia  relativa  á  la 
constitución  de  una  tutela  de  familia 
será,  ante  todo,  objeto  de  detenido  exa- 
men de  parte  de  la  Dirección  de  huér- 
fanos, que  oirá  el  parecer  del  pupilo,  si 
hubiere  llegado  á  la  edad  de  discerni- 
miento (art.  756),  y  el  de  sus  parientes 
más  cercanos,  transmitiendo  luego  la 
instancia  con  su  dictamen  al  Consejo 
de  distrito.  Este,  á  su  vez,  la  mandará 
con  su  dictamen  á  la  Dirección  de  justi- 
cia, que  estatuirá,  salvo  recurso,  ante 
el  Consejo  ejecutivo. 

Art.  821.  Cuando  sea  admitida  la 
instancia  se  hará  un  inventario,  con 
asistencia  de  la  familia,  de  un  individuo 
delegado  del  Consejo  de  distrito  y  del 
secretario  del  mismo,  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  el  art.  773,  y  llevan- 
do cuenta  exacta  de  las  variaciones 
eventuales  de  valor  de  las  cosas  inscri- 
tas en  él.  El  inventario  firmado  por  esas 
diversas  personas  se  someterá  al  Con- 
sejo de  distrito.  Si  fuere  declarado 
exacto,  se  devolverá  el  original  ala  fa- 
milia, conservando  una  copia,  sellada, 
en  los  archivos  del  Consejo. 
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Los  individuos  delegados  del  Conse- 
jo, salvo  siempre  las  prescripciones  le- 
gales especiales,  tendrán  el  deber  de 
guardar  silencio  acerca  del  contenido 
del  inventario. 

Art.  822.  El  Consejo  de  distrito  con- 
firmará en  su  cargo  al  tutor  propuesto 
por  la  familia,  á  no  ser  que  tenga  es- 
crúpulos respecto  de  su  personalidad  ó 
de  sus  aptitudes;  y  se  exigirá  á  la  fami- 
lia que  dé  seguridades  bajo  la  forma  de 
certificación  de  garantía  (Garanties- 
chein),  firmada  por  dos  parientes  por  lo 
menos.  Los  fiadores  serán  responsa- 
bles en  común  con  el  tutor,  de  todo  el 
daño  causado  al  pupilo,  ya  por  su  pro- 
pia negligencia,  ya  por  la  personal  del 
tutor,  ya  por  la  común  de  todos.  Sin 
embargo,  en  el  caso  en  que  la  negli- 
gencia sea  sólo  imputable  al  tutor,  ten- 
drán los  fiadores  contra  él  una  acción 
para  el  reembolso,  teniendo  aquél  el 
mismo  derecho  con  relación  á  aquéllos 
si  fueren  ellos  solos  los  autores  del 
daño. 

Art.  823.  En  estas  condiciones,  los 
parientes  firmantes  del  acta  de  garan- 
tía, mientras  dure  la  tutela  de  familia, 
ocuparán  el  lugar  de  las  autoridades  tu- 
telares en  el  sentido  de  que  es  á  ellos 
á  quienes  debe  dar  cuentas  el  tutor  to- 
dos los  años  y  pedir  la  autorización  que 
necesita  para  los  asuntos  más  impor- 
tantes, á  no  ser  que  respecto  de  esto 
haya  recibido  poderes  más  amplios. 

Art.  824.  Cada  dos  años  el  tutor  ten- 
drá el  deber  de  presentar  al  Consejo  de 
distrito  la  cuenta  de  la  fortuna  del  pu- 
pilo. 

Los  fiadores  tendrán  obligación  de 
dar  parte  todos  los  años  á  dicho  Conse- 
jo de  la  presentación,  por  el  tutor,  de  su 
cuenta  y,  aun  en  el  intervalo,  de  dirigir- 
le un  informe  en  caso  de  pérdidas  con- 
siderables de  fortuna.  De  no  dar  los 


parientes  estos  partes  ó  de  no  presen- 
tarlos en  tiempo  oportuno,  el  Consejo 
de  distrito  les  intimará  para  que  lo  ve- 
rifiquen en  un  plazo,  que  fijará,  so  pena 
de  multa  especial;  si  dejaren  pasar  este 
nuevo  plazo,  pedirá  la  supresión  de  la 
tutela  de  familia. 

Art.  825.  Cuando  la  tutela  esté  con- 
fiada á  la  familia,  sólo  será  necesario 
el  asentimiento  del  Consejo  de  distrito 
para  las  enajenaciones  de  inmuebles, 
constitución  de  hipoteca  ó  de  dote, 
particiones,  aceptación  ó  repudiación 
de  herencia,  para  emprender  ó  liqui- 
dar una  empresa,  comercial  ó  indus- 
trial, cambiar  de  fiadores  ó  de  tutor. 
Quedan  á  salvo,  sin  embargo,  desde  el 
punto  de  vista  de  las  atribuciones  del 
tutor  ó  de  los  fiadores,  las  disposicio- 
nes del  art.  790. 

Art.  826.  Cuando  no  parezca  ya  ven- 
tajoso el  mantenimiento  de  la  tutela  de 
familia,  corresponderá  al  Consejo  de 
distrito,  así  como  á  los  parientes  y  al 
mismo  pupilo,  solicitar  de  la  Dirección 
de  justicia  su  supresión  y  conversión 
en  una  tutela  ordinaria. 

Art.  827.  Toda  conversión  de  tutela 
de  familia  en  tutela  ordinaria  dará  lu- 
gar á  un  examen  minucioso  de  la  ad- 
ministración anterior  y  de  sus  resul- 
tados. 

Art.  828.  Cuando  la  tutela  de  familia 
acabe  por  completo,  se  hará  con  la  fe- 
cha de  su  extinción  otro  inventario  de 
la  fortuna  del  pupilo  en  las  formas 
prescritas  en  el  art.  821,  y  se  remitirá 
una  copia  al  Consejo  de  distrito,  que  la 
conservará  en  sus  archivos. 

Cuando  se  convierta  en  tutela  ordi- 
naria, la  corporación  municipal,  proce- 
derá al  inventario  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  el  art.  773. 

Art.  829.  La  cancelación  de  una  tu- 
tela de  familia  exigirá,  como  la  de  una 
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tutela  ordinaria,  el  concurso  de  las  au- 
toridades tutelares  superiores. 

CAPÍTULO  VI 

Delfín  de  la  tutela 

Art.  830.  La  tutela  de  los  menores 
terminará: 

1.°  Con  su  mayoría  de  edad  (ley  fe- 
deral sobre  la  capacidad  civil,  22  de 
Junio  de  1881,  art.  1.°); 

2.°  A  consecuencia  de  una  declara- 
ción anticipada  de  mayor  de  edad  (la 
misma  ley,  art.  2.°  y  art.  832  del  pre- 
sente Código). 

Art.  831.  Al  cumplir  un  pupilo  los 
veintiún  años,  la  tutela  de  menores  se 
hará  imposible  para  él  de  pleno  dere- 
cho. Si  hubiere  otras  razones  para 
mantenerlo  bajo  tutula,  será  preciso 
organizar  una  nueva,  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  el  cap.  II. 

Árt.  832.  La  instancia  relativa  á  una 
declaración  de  mayoría  de  edad  deberá 
remitirse  á  la  Dirección  de  huérfanos, 
que  hará  una  información  preliminar  y 
mandará  el  expediente  al  Consejo  de 
distrito  con  su  dictamen;  si  después 
del  nuevo  examen  estimase  dicho  Con- 
sejo que  procede  atender  la  instancia, 
la  transmitirá  con  su  dictamen  á  la  Di- 
rección de  justicia,  que  estatuirá  en  de- 
finitiva. 

Art.  833.  La  información  versará, 
tanto  sobre  las  circunstancias  exterio- 
res que  motiven  la  instancia,  como,  so- 
bre todo,  acerca  de  la  aptitud  del  me- 
nor para  administrar  su  fortuna  y  con- 
ducirse en  lo  sucesivo  por  sí  mismo  de 
un  modo  conveniente  y  conforme  con 
sus  intereres.  Deberán  tenerse  muy  en 
cuenta,  acerca  de  esto,  las  manifesta- 
ciones del  tutor,  parientes  más  cerca- 
nos presentes  y  de  los  que  hayan  sido 


superiores  suyos  (maestros,  patronos, 
instructores,  etc.). 

Art.  834.  Cesará  la  tutela  por  causa 
de  prodigalidad  cuando  la  persona  su- 
jeta á  ella  se  haya  portado  bien  duran- 
te dos  años  por  lo  menos,  y  haya  sufi- 
cientes razones  para  pensar  que  se  ha 
enmendado,  y  se  hallará  en  adelante  en 
condiciones  de  poder  administrar  sus 
bienes  de  un  modo  conveniente.  El 
Consejo  de  distrito  tomará  acuerdo  en 
estas  cuestiones  después  de  minuciosa 
información  y  en  vista  del  informe  del 
tutor  y  de  la  Dirección  de  huérfanos, 
salvo  recurso  ante  el  Consejo  ejecutivo. 
La  cancelación  de  la  tutela  deberá  po- 
nerse en  conocimiento  del  público  por 
los  cuidados  del  Consejo  de  distrito. 

Art.  835.  La  tutela  de  los  condena- 
dos á  reclusión  cesará  cuando  sean 
puestos  en  libertad. 

Art.  836.  La  sujeción  á  tutela  por 
causa  de  enfermedad  mental  ó  física 
cesará  cuando  la  persona  sujeta  á  tu- 
tela esté  bastante  restablecida  para 
que  pueda  devolvérsele,  con  toda  con- 
fianza, la  gestión  de  sus  negocios.  Se 
pronunciará  por  el  Consejo  de  distrito 
la  cancelación  en  vista  de  una  certifi- 
cación del  médico  de  distrito  y  después 
de  oído  el  parecer  del  médico  que  asis- 
tía al  enfermo,  salvo  recurso  ante  el 
Consejo  ejecutivo. 

Art.  837.  Cesará  la  tutela  de  una 
persona  que  se  haya  sometido  á  ella 
voluntariamente  cuando  ya  no  exista 
razón  alguna  para  mantenerla,  en  vir- 
tud de  un  acuerdo  del  Consejo  de  dis- 
trito y  salvo  recurso  ante  el  Consejo 
ejecutivo. 

Art.  838.  Se  interrumpirá  ó  termina- 
rá la  tutela  de  la  mujer  ó  de  los  hijos 
menores  de  una  persona  que  sea  obje- 
to de  un  concurso,  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  en  los  artículos  613  y  681. 
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Art.  839.  El  recurso  mencionado  en 
los  artículos  834,  836  y  837  contra  el 
acuerdo  cancelando  la  tutela,  corres- 
ponderá al  mismo  pupilo,  á  sus  parien- 
tes, á  su  tutor  y  á  la  Dirección  de  huér- 
fanos. Si  no  se  hubiere  significado  al 
Consejo  de  distrito  ningún  recurso  en 
la  quincena  siguiente  á  la  notificación 
del  acuerdo  al  pupilo,  surtirá  efecto  el 
acuerdo  y  la  persona  sujeta  á  tutela  re- 
cobrará su  plena  capacidad  civil.  En  el 
caso  contrario  no  la  recobrará  sino  á 
contar  del  momento  en  que  se  haya 
estatuido  sobre  el  recurso. 

Art.  840.  Cuando  haya  terminado  la 
tutela,  los  bienes  puestos  bajo  la  admi- 
nistración del  tutor  serán  entregados 
contra  recibo  al  expupilo,  poniendo  á 
su  disposición  el  inventario  y  las  cuen- 
tas, con  facultad  de  sacar  copia. 

El  tutor  deberá  entregarle  las  cuen- 
tas de  la  tutela  con  sus  documentos  jus- 
tificantes contra  un  recibo  general,  en 
el  momento  en  que  esté  completamen- 
te relevado  de  su  responsabilidad  (ar- 
tículos 842, 843  y  845).  Cuando  la  mis- 
ma administración  tutelar  concierna  á 
varios  pupilos  unidos  por  lazo  común, 
sólo  tendrá  esta  obligación  el  tutor  lue- 
go que  su  responsabilidad  haya  cesa- 
do respecto  de  todos. 

Art.  841.  En  general,  deberá  rendir- 
se la  cuenta  final  en  las  seis  semanas 
siguientes  á  la  cesación  de  la  tutela. 
En  los  casos  en  que,  por  Jaita  de  bie- 
nes que  administrar,  no  haya  cuentas 
que  rendir,  deberá  darse  comunicación 
al  expupilo  de  la  liquidación  final  diri- 
gida al  Consejo  de  distrito. 

Art.  842.  En  el  año  siguiente  á  la  co- 
municación que  se  le  haga  de  la  copia 
de  la  cuenta  ó  de  la  liquidación  final 
(artículo  841),  el  expupilo  estará  obliga- 
do á  dar  su  aprobación  á  la  gestión  del 
tutor  y  á  descargar  de  toda  responsabi- 


lidad, asi  á  los  miembros  de  las  autori- 
dades tutelares  y  á  los  fiadores,  como 
al  tutor,  ó  á  formular  sus  cargos. 

No  podrá  válidamente  descargarse  al 
tutor  de  su  responsabilidad  mientras 
no  haya  sido  aprobada  su  cuenta  final. 

Art.  843.  En  principio  prescribirá 
toda  acción  de  indemnización  por  la 
administracción  tutelar,  si  no  se  inter- 
pone ante  la  Dirección  de  justicia  en  el 
mismo  plazo  de  un  año  (art.  842). 

Deberá  informarse  por  escrito  al  pu- 
pilo de  esta  disposición  y  de  la  del  ar- 
tículo anterior  al  recibir  comunicación 
de  la  cuenta  ó  de  la  liquidación  final 
(articulo  841). 

Art.  844.  No  caerán  bajo  la  acción 
de»  esta  prescripción  (artículos  842  y 
843)  los  casos  en  que  resulte  el  daño  de 
actos  punibles  del  tutor,  de  un  fiador 
de  familia  ó  de  los  individuos  de  una 
autoridad  tutelar,  ó  si  no  se  descubrie- 
se sino  con  posterioridad  á  la  cesación 
de  la  tutela.  En  este  caso  sólo  correrá 
el  plazo  de  prescripción  desde  el  día  en 
(^ue  fué  posible  descubrir  el  dolo  ó 
culpa. 

Art.  845.  Antes  de  proceder  contra 
el  tutor  ó  contra  los  individuos  de  la 
autoridad  tutelar,  deberá  el  expupilo 
presentar  sus  cargos  á  la  Dirección  de 
justicia,  que  dispondrá  que  se  abra 
una  información  y  tratará  de  enmen- 
dar las  malas  interpretaciones  ó  los 
errores  que  pueden  haberse  cometido. 
Si  las  partes  no  se  conciliaren  sobre 
los  resultados  de  esta  información,  se- 
rá licito  que  lleven  entonces  el  litigio 
ante  los  tribunales  ordinarios,  á  condi- 
ción de  que  se  dirijan  á  la  jurisdicción 
competente,  dentro  de  seis  semanas  á 
contar  desde  la  notificación  del  acuer- 
do de  la  Dirección  de  justicia. 

Art.  846.  Las  disposiciones  de  los 
artículos  841  á  845  se  aplicarán  igual- 
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mente  á  los  casos  en  que  los  bienes 
deban  entregarse  y  rendirse  la  cuenta, 
no  al  mismo  expupilo,  sino  á  sus  here- 
deros ú  otros  representantes,  por  ejem- 
plo, al  marido. 

Art.  847.  Cesará  la  tutela  constitui- 
da en  interés  de  un  ausente  cuya  resi- 
dencia se  ignore: 

1.°  Cuando  reaparezca  y  vuelva  á 
tomar  por  si  mismo  la  gestión  de  sus 
bienes  ó  la  entregue  á  un  mandatario; 

2.°  Con  la  declaración  de  falleci- 
miento. 

Art.  848.  Los  créditos  provenientes 
de  la  gestión  tutelar  y  que  competen  al 
pupilo  contra  el  tutor,  contra  los  indivi- 
duos de  las  autoridades  tutelares,  con- 
tra el  tutor  de  familia  y  contra  sus  fia- 
dores, en  el  caso  en  que  se  abra  un 
concurso  contra  dichas  personas,  goza- 
rán de  privilegio  de  conformidad  con 
las  reglas  que  rigen  dicho  procedi- 
miento. 

LIBRO  QUINTO 

DERECHOS  DE  SUCESIÓN 


Sección  primera 

De  la  sucesión  legítima 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  sucesión  legitima  de  los  individuos 

de  la  familia 

A.— Sucesión  de  los  descendientes 

Art.  849.    Los  más  próximos  herede- 
ros del  difunto  son  sus  hijos  legítimos 


supervivientes,  ó  si  hubieren  fallecido 
antes,  sus  nietos  legítimos,  y  respecti- 
vamente sus  legítimos  descendientes. 
Art.  850.  De  esta  primera  parente- 
la (1)  se  heredará,  no  por  cabezas,  sino 
por  extirpes;  y  existirá  un  derecho .  de 
representación  ilimitada  en  virtud  del 
cual  los  legítimos  descendientes  de  un 
hijo  ó  nieto  fallecido  con  anterioridad 
ocuparán  su  lugar  y  recogerán  la  parte 
de  sucesión  que  hubiese  correspondi- 
do á  su  causante  si  él  mismo  hubiese 
heredado  al  difunto. 


(1)  La  palabra  parentela,  se  emplea  en  derecho 
germánico  en  análogo  sentido  al  que  se  le  da 
vulgarmente  en  español,  incluyendo  en  ella  á 
todas  las  personas  que  proceden  de  un  causante 
común,  sea  éste  un  matrimonio  ó  una  sola  perso- 
na (padre  6  madre),  colocándolas  por  este  orden: 
1.°,  los  descendientes  del  difunto;  2.°,  los  des- 
cendientes de  su  padre  y  de  su  madre  ó  de  cual- 
quiera de  éstos  (hermanos  germanos,  uterinos  6 
consanguíneos  y  sus  descendientes);  3.°,  los  des- 
cendientes de  sus  abuelos  (sus  tíos  y  tías  y  sus 
descendientes),  y  así  sucesivamente. 
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F  ¡  g  Lomarán  una  parte;  6  temar*  otra,  y  h,  i  y  h,  otra. 

En  ciso  de  haber  fallecido  antea  b,  [y  g  tomarán  una  parte,  y  h,  ¡  j  h  la  otra. 


Art.  851.  En  la  sucesión  del  padre 
los  hijos  tendrán  el  derecho  de  tomar, 
con  preferencia  á  las  hijas,  los  inmue- 
bles dejados  por  el  padre  (art.  48),  con 
sus  dependencias  (art.  50),  por  un  pre- 
cio de  estimación  reducido. 

Art.  852.  Se  determinará  el  precio 
de  estimación  reducido  para  las  fincas 
rústicas  y  los  establecimientos  indus- 
triales, rebajando  de  una  sexta  a  una 
cuarta  parle  el  valor  mercantil  Integro; 
para  los  inmuebles  y  principalmente 
para  las  casas  que  no  dependan  de  una 
explotación  rural,  rebajando  del  valor 
menean  ti  I,  de  una  octava  á  una  cuarta 
parte;  el  precio  asi  reducido  ingresará 
en  la  masa  hereditaria. 

En  cada  caso  dado  se  fijará  el  impor- 
te exacto  de  la  rebaja  mediante  una 
apreciación  equitativa  con  arreglo  á  las 
circunstancias  especiales  del  caso.  No 
obstante,  el  precio  de  estimación  nun- 
ca deberá  ser  inferior  á  lacantidad  en 
que  están  hipotecados  los  inmuebles 
por  capital  e  intereses. 

Art.  853.  Tendrán  los  hijos,  además, 
el  derecho  de  tomar  por  preferencia  á 
Tomo  VIH.— Inbtitdciomhs  jobIdioaí. 


las  hijas  los  objetos  muebles  pertene- 
cientes al  comercio  ó  industria  del  pa- 
dre, que  ellos  continúen  (art.  58),  como 
son  las  herramientas,  las  provisiones 
de  mercancías  ó  primeras  materias,  el 
ganado  que  haya  en  la  finca  heredada, 
etcétera;  pero  sin  rebaja  del  valor  en 
venta. 

Art.  854.  No  habrá  derecho  de  pre- 
ferencia éntrelos  hijos  que  tengan  to- 
dos igual  derecho  A  la  adquisición  de 
los  inmuebles  y  á  la  preferencia  conce- 
dida á  los  hijos. 

Art,  855.  Los  hijos  tomarán,  ade- 
más, en  la  sucesión  paterna  por  mejo- 
ra y  sin  recompensa  á  la  masa,  las  ro- 
pas, armas,  equipos,  sellos,  y  tim- 
bres. 

Tendrán,  además,  el  derecho  de  to- 
mar la  biblioteca,  las  demás  coleccio- 
nes, los  recuerdos,  los  premios  de 
honor,  los  relojes  con  sus  cadenas,  las 
sortijas  y  demás  joyas  del  padre  sin 
reintegrar  á  la  masa,  si  el  valor  total 
de  estos  objetos  no  pasa  de  las  cinco 
centésimas  partes  de  la  sucesión  neta 
(articulo  897),  y  si  pasare  de  estacanti- 
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dad,  mediante  reintegro  a  la  sucesión 
por  el  exceso. 

Art.  856.  Los  papeles  de  familia  de- 
berán entregarse  al  hijo  primogénito 
sin  reintegro  á  la  masa,  y  salvo  el  de- 
recho de  los  demás  hijos  y  nietos  de 
sacar  copias  6  extractos. 

Art.  857.  La  masa  de  la  sucesión 
así  compuesta  se  repartirá  por  igual 
entre  los  hijos  varones  y  hembras  (1). 

Art.  858.  En  la  sucesión  materna  to- 
marán las  hijas  por  mejora,  y  sin  re- 
compensa á  la  masa,  los  vestidos,  la 
ropa  blanca  cortada,  los  instrumentos 
de  trabajo  y  los  libros  de  la  madre. 


(!)  Este  artículo  ha  introducido  una  radical 
innovación  en  el  Derecho  civil  de  Zurich,  y  por 
tanto  se  le  sometió  i  votación  especial  del  pue- 
blo. Según  el  derecho  ó  la  costumbre  antigua, 
el  hijo  tenía  derecho  4  tomar  en  la  sucesión  do- 
ble cantidad  que  la  hija.  En  el  Código  de  1855 
{articulo  1.V95),  ja  se  redujo  6  un  quinto  la 
ventaja  de  los  hijos  varones,  Bluntchli  propuso 
ahora  la  mas  completa  igualdad,  y*  su  proposi- 
ción fue  aprobada  en  votación  popular  por  25.251 
votos  contra  16.236. 


Tomarán,  además,  sus  aderezos 
(Sehmuek)  y  alhajas  y  sus  ahorros 
{Sparhafen)  hasta  las  cinco  centésimas 
partes  de  la  sucesión  neta  (art.  897). 

Si  el  valor  de  estos  últimos  objetos 
fuese  superior  á  esta  cantidad,  deberán 
recompensar  &  la  masa  por  el  exceso. 

Art.  859.  La  masa  de  la  sucesión 
materna,  después  de  deducidos  estos 
objetos,  se  dividirá  por  partes  iguales 
entre  los  hijos  varones  y  hembras. 

Pero  los  hijos  varones  tendrán  el  de- 
recho de  tomar  en  sus  lotes  los  inmue- 
bles, pagándolos  por  bu  valor  integro. 

Art.  860.  Las  prerrogativas  concedi- 
das por  la  ley  &  los  hijos  ó  á  las  hijas 
se  transmitirán  respectivamente  á  sus 
propios  hijos,  no  sólo  cuando  éstos 
vengan  á  la  sucesión  por  derecho  de 
representación,  sino  también  cuando 
no  haya  más  que  nietos  para  recoger 
la  herencia;  y  sin  que  en  ambos  casos 
baya  lugar  á  preocuparse  acerca  de  si 
un  hijo,  fallecido  con  anterioridad,  no 
ha  dejado  más  que  hijas,  ó  de  si  una 
hija  ha  dejado  sólo  hijos. 


ACLARACIONES 


El  nieto  c  y  la  nieta  d  toman  juntos  la  mitad  de  la  herencia,  y  en  esta  parte  loa  inmueble!  i  pre- 
cio reducido.  El  nieto  f  toma  la  otra  mitad. 


CÓDIGO  CIVIL  DEL  CANTÓN  DE  ZUfttCH 


u  verdadero  valor  ai 

Art.  861.    Cuando  una  misma  rama  I  nietas,  no  existirá  entre  ellos  derecho 
esté  representada  á  la  vez  por  nietos  y  I  alguno  de  preferencia. 
ACLARACIONES 


(.',  d  J  ¡  reciben  cada  cual  un  seito  da  la  herincia;  (7  J  ft  reciben  cada  u 


Cu  indo  la  herencia  neta  sea  de  15.  000  francos  y  haya  una  biblioteca  que  valga  750  francos,  éata, 
por  lo  mismo  que  no  vale  más  del  5  por  100  de  la  herencia  total,  corresponderá  ain  recota  pena»  i  la 
masa,  i  la  rama  del  difunto  hijo  b.  De  los  14.350  francos  matan t«s,  e,  f  y  g,  hijos  de  6,  reciben  junto* 
un  tercio;  h  toma  el  segundo  tercia,  ¿  i  el  tercero.  La  parta  correspondiente  a  la  rama  b,  y  que  ascien- 
de i  4. ISO  +  150  =  5.500  francos,  se  reparte  por  igual  entre  «I  hermano  y  la»  dos  harmanaa,  a  raxón 
da  1.883  francos  33  céntimos  cada  uno. 


m 
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Art.  802.  Cuantió  hijos  (varones  ó 
hembras)  que  hayan  recibido  donacio- 
nes entre  vlvob  quieran  hacer  valer,  en 
concurrencia  con  sus  hermanos,  varo- 
nes ó  hembras,  sus  derechos  á  la  suce- 
sión del  causa  nte]común,  deberán  traer 
otra  vez  a  la  masa  el  valor  en  capital 
de  lo  que  han  recibido  &  Ululo  de  dote 
ó  de  fondo  de  establecimiento.  * 

Art.  863.  En  la  duda,  el  pago  hecho 
por  el  padre  de  deudas  del  hijo,  en 
cuanto  constituye  un  gasto  en  capital, 
habrá  de  considerar  como  una  liberali- 
dad' sujeta  ¿aportación;  por  el  contra- 
rio, no  estarán  sometidas  á  ella  las  do- 


naciones periódicas,  aun  cuando  tras- 
pasen el  limite  de  la  asistencia  obliga- 
toria (art.  441);  todo,  salvo  disposicio- 
nes tomadas  legalmente  por  el  padre. 

Art.  884.  Cuando  se  haya  constitui- 
do una  dote  por  la  madre,  la  aportación 
deberá  hacerse  á  la  sucesión  materna. 

Art.  865.  La  aportación,  debida  por 
los  hijos  varones  y  hembras,  si  se  pre- 
sentaren como  herederos,  lo  será  tam- 
bién por  los  nietos  cuando  vengan  á  la 
sucesión,  y  aun  cuando  el  beneficio  de 
la  liberalidad  hecha  á  su  causante  no 
haya  llegado  hasta  ellos. 


ACLARACIÓN 


B  ha  recibido  lo  mismo  que  a,  2.000  francos  de  dote,  y  m 
esta  cantidad  sobreieu  parte  en  la  sucesión  de  su  abuelo  lo 
pudre  a  les  habla  dejado  efectivamente  loe  2.01)0  francos  re< 


t  adelante  quiebra;  f  debe  dejar  imputar 
¡amo  que  Sus  primos  J  y  e,  á  quienes  su 
bidoe  por  él. 


Art.  866-  Los  gastos  de  educación  de 
un  hijo  ó  hija,  aun  cuando  se  hayan 
elevado  á  una  cantidad  importante,  no 
estarán,  en  general,  sujetos  á  aporta- 
ción, á  no  ser  que  el  padre  haya  dis- 
puesto otra  cosa,  ya  por  testamento, 
ya  de  algún  otro  modo. 

Art.  867.  Si  al  lado  de  los  hijos  ya 
criados  hubiere  otros  cuya  educación 
no  estuviere  terminada  todavía,  se  to- 
mará de  la  masa  hereditaria  una  canti- 
dad conveniente,  tehiendo  en  cuenta  la 


circunstancia  y  la  fortuna  para  aten- 
der á  la  educación  de  los   últimos. 

Art.  868.  Son  admitidos  á  heredar 
los  hijos  postumos, siempre  que  su  con- 
cepción pueda  ser  referida  á  una  épo- 
ca anterior  al  fallecimiento  del  difunto 
(articulo  648). 

Art.  869.  Los  hijos  adoptivos  y  sus 
legítimos  descendientes  heredarán  de 
su  padre  ó  de  su  madre  adoptados  como 
hijos  legítimos  (artículos  849  y  si- 
guientes). 


CÓDIOO  CIVIL   DEL  CANTÓN  DE  ZURICH 


Art.  870.  Lo  concerniente  á  la  suce- 
sión de  los  padres  naturales,  el  derecho 
hereditario  do  los  hijos  adoptivos,  cuan- 
do al  lado  de  ellos  haya  otros  legítimos 
descendientes  que  no  lo  han  sido,  esta- 
rá restringido  en  el  sentido  de  que  no 
disfrutan  de  las  prerrogativas  mencio- 
nadas en  los  artículos  851  á  853,  855, 
850,  858  y  85P,  y  no  tomarán  sino  media 
parte  de  la  masa  (media  parte  de  hijo 
ó  de  hija,  según  su  sexo). 

Si  no  concurriesen  con  otros  legíti- 
mos descendientes  disfrutarán,  hasta 
en  la  sucesión  de  sus  pad  res  naturales, 
de  la  plenitud  de  los  derechos  heredita- 
rios reconocidos  á  los  hijos  legítimos. 

B.— Sucesión  de  los  ascendientes  palomos 


Art.  871.  A  falta  de  legítimos  des- 
cendientes del  difunto,  corresponderá 
la  sucesión  á  sus  padres  legítimos  si 
viviesen  todavía. 


Art.  872.  Disfrutará  el  padre,  con' 
relación  á  la  sucesión  de  su  hijo,  de . 
las  mismas  prerrogativas  que  los  hijos 
con  relación  á  la  de  su  padre  (artículos' 
851  á  853,  855  y  856).  !- 

No  disfrutará  de  prerrogativa  alguna 
en  cuanto  á  la  sucesión  de  su  hija. 

Art.  873.  Disfrutará  la  madre  con 
relación  á  la  sucesión  de  su  hija  de  las 
mismas  prerrogativas  que  las  hijas 
con  relación  á  la  de  su  madre  (ar- 
ticulo 858). 

Art.  874.  Por  lo  demás,  la  masa  he- 
reditaria se  repartirá  por  mitad  entra 
el  padre  y  Ja  madre. 

Art.  875.  En  caso  de  haber  fallecido 
antes  el  padre,  ó  la  madre,  el  que  so- 
breviva tomará  la  parte  que  le  corres- 
ponda en  propiedad,  y  los  legítimos 
descendientes  del  que  haya  muerto  an- 
tes recogerán  la  parte  que  hubiese  co- 
rrespondido á  este  último. 


La  mitad  de  1»  sucesión  con  lo  prerrog *üva  paterna  (art.  812)  corresponderá  por  partes   iguales  a 
d,  (  y  j;  la  otra  mitad  a  la  madre  que  sobrevive,  O. 


Art.  876.  Si  en  el  mismo  caso  el 
premuerto  no  hubiere  dejado  legítimos 
descendientes,  recogerá  toda  la  heren- 
cia el  que  sobreviva. 

Art.  877.  Si  los  padres  hubieren 
muerto  con  anterioridad,  pero  hubiere 
algunos  legítimos  descendientes  suyos 
(hermanos  y  hermanas  del  difunto,  ó 
hijos  ó  nietos  de  hermanos   y  herma- 


nas), la  parte  de  la  sucesión  que  ha- 
bría correspondido  al  padre  pasará  á 
sus  descendientes  y  la  de  la  madre  á 
los  descendientes  de  ésta. 

Art.  878.  Por  consiguiente,  los  her- 
manos y  hermanas  uterinos  ó  consan- 
guíneos del  difunto  concurrirán  con 
los  germanos  en  el  sentido  de  que  es- 
tos suceden  á  la  vez  á  la  parte  del  pa- 
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dre  y  ala  de  la  madre,  en  tacto  que  los 
consanguíneos  y  uterinos  solo  llegan  á 
la  sucesión  por  el  causante  que  les  es 
común  con  el  difunto. 
-  Art.  879.  Cuando  los  padres  hayan 
muerto  con  anterioridad  y  corresponda 
la  sucesión  por  completo  á  hermanos 


y  hermanas  o  á  sus  descendientes,  no 
habrá  prerrogativa  que  ejercer. 

Los  hermanos  y  hermanas  de  la  mis- 
ma línea  se  repartirán  por  porciones 
iguales  la  parte  de  sucesión  que  les 
corresponde. 


L»  mitad  paterna  de  la  sueeaión   corresponderá,  nin  prerrogativa,  i   c,  d  y   f;   la  mitad  materna  á 
a<  U  0  y  fi.    Por  consig-uienta,  c  recibe  4\U   da  la  herencia  total;  dy  f  1[31  cada  uno;  g  y  h  BjM 

Art.  880.    En  la  parentela  paterna  y  I  la  representación   y  partición   por  11- 
materna  se  admitirán  hasta  el  infinito  |   nea. 


¡o,  6  sean  6[18;— u  yj>  3[18  cada  ui 


I,  (;  g  y  h  recibirán  í[18  cada  uno  de  la 


Art.  881.  En  caso  de  fallecimiento 
de  un  hijo  adoptivo  sin  descendencia 
que  pueda  sucederle,  se  repartirá  por 
igual  su  sucesión  entre  los  padres 
adoptivos  si  uno  ú  otra  estuviere  vivo 
todavía  y  bus  herederos. 


Los  padres  adoptivos  no  podrán  pre- 
tender respectivamente  tener  prerro- 
gativa alguna. 

Si  ambos  hubieren  fallecido  con  an- 
terioridad, corresponderá  la  sucesión 
toda  á  la  familia  natural. 
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C.~ Sucesión  de  loa  abuelos  paterno»  y  maternos 
.  Art.  882.  A  falta  de  legítimos  des- 
cendientes 6  de  herederos  paternos  ó 
maternos,  pasará  la  sucesión  á  los 
abuelos  del  difunto  y  &  sus  legítimos 
descendientes. 


Art  883.  Corresponderá,  una  mitad 
a  los  abuelos  de  la  linea  paterna  y  & 
sus  legítimos  descendientes,  y  la  otra  a 
los  abuelos  de  la  linea  materna  y  a  sus 
legítimos  descendientes,  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  887. 


ACLARACIÓN 


La  mitad  da  la  sucesión  corresponderá  á  la  descendencia  de  los  abuelos  paternos  C  y  D,  y  se  repar- 
tirá por  igual  entre  las  dos  ranas  salidas  del  tío  m  y  de  la  tía  n.  Corresponderá  la  otra  mitad  £  la 
posteridad  de  los  abuelos  maternos  F  y  C,  y  será  recogida,  ya  por  la  tía  o,  si  vive  todavía,  ya  por  sus 
hijos,  t,  t,  ii,  sí  ha  muerto  antes;— o,  w  y  x  percibirán  2(24  de  la  sucesión  cada  uno;  4  y  r  3¡24;  o  12(24; 
eventual  mente  sus  hijos  a,  I  y  u,  4(21  cada  uno. 


Art.  884.  Si  sólo  hubiere  herederos 
en  la  linea  paterna  ó  en  la  materna, 
recogerán  estos  herederos  toda  la  su- 
cesión. 

Art.  885.  Los  abuelos  excluyen  á 
sus  descendientes,  y  entre  éstos  los 
más  próximos  excluyen  a  los  más  re- 
motos entre  los  descendientes  de  la  mis- 
ma linea. 


(Véase  la  aclaración  al  art  883). 

Art  886.  SÍ  hubiere  en  la  linea  pa- 
terna ó  materna  herederos  de  dos  lí- 
neas diferentes,  lamitad  correspondien- 
te á  cada  uno  se  repartirá  entre  sus 
diversas  ramas. 
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ACLARACIÓN 


Una  de  las  mitades  corresponde  a  la  línea  paterna,  6  sea  á  los  descendientes  de  los  abuelas  pater- 
nos C  y  D;  la  otra  mitad  corresponde  á  la  linea  materna,  6  sea  á  los  descendientes  de  los  abuelos  FyG. 
La  cuarta  parte  del  abuela  Cse  reparte  entre  sus  nietos  n,  o,  p,  q;  la  de  la  abuela  D  corresponde  á  q. 
La  cuarta  parle  de]  abuelo  Fse  reparte  entre  su  hijo  Kj  sus  nietos  r,  i;  la  de  la  abuela  G  entre  bus 
nietos r,  $,  t,  u,  b,  w.  JV,  o,»  toman  cada  uno  l[24;q,  3(24  +  6[24,  osenn9[a4;— ft  toma  4j33;  r  y  s  coda 
uno  £[83  -r![83,  6  sean  4  [32  cada  uno;  í,  u,  t>,  w  1[32  cada  uno. 


Art.  887,  Cuando  un  heredero  perte- 
nezca &  la  vez  &  la  linea  paterna  y  la 
materna,  heredera  en  ambas;  cuando 
pertenezca  ¿diferente  rama  de  una  o 


de  otra  de  estas  lineas,  heredará  según 
su  posición  en  estas  ramas  cuando  la 
partición  se  lleva  á  cabo  por  ramas. 


ACLARACIÓN 


Una  de  las  mitades  corresponde  á  la  lii.oa  paterna  C  l),  y  pasa  á  I,  primo  liermano,  y  á<j,r,  hijos  del 
primo  m.  Corresponde  la  otra  mitad  a  l¡i  linca  materna  i-',  O,  y  pasa  ái/y  "'i  que  repretentan  á  n,  muer- 
to antes,  á  o  y  á  í,  ciue  re  pro  ¡o  n  Un  i  p,  L  rjcilis  l\3,  ■)  1[M  t  l[S;pl<>  mismo; o  y  Macada  uno. 
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Art.  888.    En  linea  de  los  abuelos  pa-  j  grado  de  primo  hermano  inclusive  del 
temos  jr  maternos  se  admitirá  la  repre-     difunto  los  herederos  se  reparten   por 
sentador]  hasta  lo  infinito.   Hasta  el  I  rama. 
ACLARACIÓN 


I*  mitad  correspondiente  á  la  linea  paterna  (A,  <:,D,)sereparlirépor  tercios  entro  i  (representado por 
)'y  porq),  kyl. 

La  mitad  correspodiante  ¿U  línea  materna  pertenece,  1[4  a  la  abuela  //,   l  [4    por   partea  iguales  4 
tíi,  n,  o,  que  representan  i  padre  F  muerto  antea. 

Art.  889.    Sisólo  hubiere  herederos  |  grado  heredan  por  cabezas,  cualquiera 
en  grado  más  lejano,  los  del  mismo  I  que  sea  la  linea  á  que  pertenezcan. 
ACLARACIÓN 


Si  p,  primo  hermano  del  difunto  DP,  q  y  r  vienen  por  derecho  de  representación  en  lu^ar  de  m,  s  de 
n,  I,  u,  o  de  o.— üi  por  el  contrario,  p  hubiera  muerto,  se  repnrte  la  sucesión  entre  Ion  ocho  hijos  de 
primos  q,  r,  s,  I,  u,  u,  w  y  x.  Si  q  hubiere  fallecido  antes,  <j  y  :  je  repartiría  au  pirte. 
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D.— Sucesión  dolos  bisabuelos 

Art.  890.  A  falta  de  abuelos  y  de 
descendientes  de  abuelos,  corresponde- 
rá la  sucesión  á  los  bisabuelos. 

Art.  891.  El  derecho  de  sucesión  no 
se  extiende  más  allá  de  los  bisabuelos. 

E.— Derecho  hereditario  de  los  hijos  de  prometi- 
dos esposos  y  de  los  hijos  naturales,  y  orden  de 
sus  sucesores. 

Art.  892.  Los  hijos  de  prometidos 
esposos  (Brautkindef)  heredarán  y  son 
heredados  como  hijos  legítimos. 

Art.  893.  Los  hijos  naturales  tienen 
en  la  sucesión  de  su  madre  y  de  sus  as- 
cendientes  maternos  los  mismos  dere- 
chos hereditarios  y  de  legítima  que  los 
hijos  legítimos  de  su  madre. 

Art.  894.  El  hijo  natural  no  disfruta* 
rá  de  derecho  hereditario  alguno  res- 
pecto del  padre  y  de  los  ascendientes 
paternos. 

Art.  895.  La  sucesión  del  hijo  natu- 
ral muerto  sin  sucesión  apta  para  he- 
redarle corresponderá  á  la  linea  ma- 
terna* 

CAPÍTULO  II 

Del  derecho  hereditario  de  los  prometí- 
dos  esposos  y  de  los  cónyuges 

A.— DÍ8po8Í ciones  comunes 

Art.  896.  El  prometido  esposo  ó  el 
cónyuge  superviviente  sólo  tendrá  de- 
recho hereditario  en  la  sucesión  neta 
del  que  haya  muerto,  salvo  lo  dispues- 
to en  el  art.  905. 

Art.  897.  Para  determinar  el  impor- 
te de  la  sucesión  neta  no  se  deducirán 
los  legados  y  se  contarán  los  inmuebles 


por  su  vaíor  en  el  mercado,  aun  cuando 
algunos  hijos  hayan  hecho  valer  su 
prerrogativa  legal  de  tal  suerte  que  la 
cantidad  correspondiente  á  la  ventaja 
sacada  de  esta  prerrogativa  esté  gra- 
vada con  el  derecho  hereditario  del  pro- 
metido esposo  ó  del  cónyuge  en  la  pro- 
porción del  importe  de  dicha  cantidad 
á  lo  de  toda  la  herencia. 

Pero,  por  otra  parte,  deberá  dedu- 
cirse de  la  masa  de  la  herencia: 

1 .°    Las  deudas  del  difunto; 

2.°  Los  gastos  de  entierro  cuando 
los  herederos  deban  correr  con  ellos; 

3.°  Los  gastos  de  casa  durante  los 
treinta  dias  siguientes  al  fallecimiento 
(artículo  923;. 

4.°  El  costo  de  las  medidas  de  con- 
servación y  el  del  inventario  hecho  en 
interés  común  de  los  diferentes  here- 
deros. 

* 

B.  —Derecho  hereditario  de  los  prometidos 

esposos 

Art.  898.  En  caso  de  fallecimiento 
de  uno  de  los  prometidos  antes  de  que 
se  celebre  el  matrimonio,  obtendrá  el 
otro  en  propiedad: 

1.°  Los  regalos  de  esponsales  he- 
chos al  fallecido  si  existieren  todavía 
en  su  estado  natural; 

2.°  Si  el  fallecido  no  dejase  deseen-* 
dientes  legítimos,  una  décima  parte  de 
la  sucesión  neta. 

C— Derecho  hereditario  de  los  cónyuges 

Art.  899.  En  caso  de  fallecimiento 
del  marido,  tiene  la  mujer  supervivien- 
te, en  primer  lugar,  el  derecho  de  re- 
clamar su  fortuna  personal  (Wetber* 
gut).  Por  excepción,  si  la  inmediata 
restitución  de  los  capitales  pertene- 
cientes á  la  mujer  suscitare  serias  difi~ 
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cuitadas,  podrá  el  tribunal  conceder 
un  plazo  adecuado  á  las  circunstancias, 
á  condición  de  que  los  herederos  del 
marido  den  seguridades  para  el  ulte- 
rior cumplimiento  de  sus  obligaciones 
y  paguen  entre  tanto  el  interés  de  las 
cantidades  por  ellos  retenidas. 

Art.  900.  £1  esposo  superviviente  to- 
mará en  concepto  de  mejora  (zum  Vo- 
rau8): 

1.°  Sin  cuenta  los  regalos  de  boda 
hechos  al  difunto  cuando  existan  to- 
davía. 

2.°  Los  objetos  del  ajuar  (Hausrath) 
del  difunto,  exceptuando  lo  que  los  hi- 
jos ó  parientes  tienen  el  derecho  de  lle- 
varse (artículos  855,  858,  872,  873);  pero 
si  el  valor  de  esos  objetos  pasa  de  la 
cuarta  parte  de  la  herencia  neta,  el  es- 
poso superviviente  sólo  podrá  tomarlos 
mediante  abono  del  excedente. 

Art.  901.  El  esposo  superviviente 
tendrá  además  derecho: 

1.°  A  su  elección,  cuando  los  here- 
deros legítimos  sean  descendientes  del 
difunto,  á  la  mitad  del  resto  de  la  he- 
rencia neta  en  usufructo,  ó  auna  octa- 
va parte  en  plena  propiedad; 

2.°  A  su  elección,  cuando  los  here- 
deros legítimos  pertenezcan  á  la  línea 
paterna  ó  materna,  á  todo  el  resto  de 
la  herencia  en  usufructo  ó  á  una  cuar- 
ta parte  en  plena  propiedad; 

3.°  Cuando  los  herederos  legítimos 
pertenezcan  á  la  parentela  del  abuelo 
paterno  ó  materno,  á  la  mitad  en  plena 
propiedad  y  á  la  otra  en  usufructo; 

4.°  Cuando  la  sucesión  corresponda 
á  los  bisabuelos,  á  las  tres  cuartas  par- 
tes en  plena  propiedad  y  al  usufructo 
de  lo  demás. 

Si  el  esposo  superviviente  se  volviere 
á  casar,  el  usufructo  quedará  reducido 
á  la  mitad. 

Art.  902.    Cuando  quedan  en  la  .casa 


del  padre  superviviente  hijos  menores 
nacidos  en  el  último  matrimonio,  ten- 
drá el  padre,  aun  cuando  elija  la  octa- 
va parte  en  plena  propiedad,  de  con- 
formidad con  el  art.  901,  núm.  ).°,  en 
usufructo  á  la  mitad  de  las  partes  here- 
ditarias correspondientes  á  los  hijos 
mayores  hasta  que  todos  lo  sean  ó  es- 
tén establecidos  fuera  y  dotados. 

Art.  903.  La  madre  superviviente 
gozará  del  mismo  derecho  mientras  las 
autoridades  tutelares  le  abandonen  el 
sostenimiento  y  educación  por  su  cuen- 
ta de  los  hijos  menores  dejados  por  el 
padre.  Durante  todo  ese  tiempo  tendrá 
el  usufructo  de  la  totalidad  de  las  par- 
tes hereditarias  correspondientes  á  los 
hijos  menores  nacidos  del  matrimonio 
común. 

Art  934.  La  viuda  que  vuelva  á  ca- 
sarse perderá  su  derecho  de  usufructo 
de  las  partes  correspondientes  á  los  hi< 
jos  (art.  903),  y  las  autoridades  tutela- 
res toman,  si  han  lugar,  y  según  las 
circunstancias,  nuevas  disposiciones 
en  interés  de  los  hijos. 

Art.  905.  A  falta  de  parientes  que 
puedan  suceder,  corresponderá  toda  la 
herencia  al  esposo  que  sobreviva. 

CAPÍTULO  III 

De  las  herencias  vacantes  (Erbloses  Gut) 

Art.  906.  A  falta  de  parientes  en 
grado  que  puedan  suceder  y  de  esposo 
superviviente,  corresponderán  al  Esta- 
do las  herencias  vacantes,  con  cargo  de 
entregar  la  mitad  del  activo  neto  al 
municipio  del  cantón  de  donde  era  ve- 
cino el  difunto. 

Art.  907.  El  derecho  del  Estado  á 
las  sucesiones  vacantes  difiere  del  de 
los  demás  herederos  en  que  el  Estado 
sólo   está  obligado  i  respecto    de   los 
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acreedores  hereditarios  por  el  importe 
del  activo  de  la  sucesión. 

CAPÍTULO  IV 
De  la  transmisión  de  la  herencia 

A.— Cualidades  personales  exigidas 

Art.  908.  No  se  heredará  sino  de  un 
muerto,  y  sólo  podrá  heredar  un  vivo. 

Art.  909.  Por  excepción,  el  hijo  ya 
concebido  al  fallecer  el  causante,  pero 
que  no  ha  nacido  todavía,  vendrá  á  ser 
heredero  en  el  momento  mismo  en  que 
nazca  vivo  y  deberá  ser  provisional- 
mente protegido  por  razón  de  este  de- 
recho de  sucesión  eventual. 

Art.  910.  El  heredero  que  muera  des- 
pués que  la  personade  quien  ha  hereda- 
do, pero  antes  de  haber  aceptado  efec- 
tivamente la  sucesión,  transmitirá  sus 
derechos  á  sus  herederos. 

Art.  911.  Mientras  no  se  considere 
como  desaparecido  (oerschollen)  (ar- 
tículos 11, 12  y  13)  un  ausente  de  quien 
no  se  tengan  noticias,  corresponderá  á 
la  autoridad  tutelar  hacer  valer  sus  de- 
rechos á  una  sucesión  abierta  en  su  fa- 
vor en  el  intervalo. 

Art.  912.  Cuando  haya  lugar  á  con- 
siderar como  desaparecido  al  ausente, 
sus  herederos  más  próximos  tendrán 
el  derecho  de  reclamar  el  disfrute  de 
los  bienes  que  le  pertenezcan  y  se  ha- 
llen colocados  bajo  la  custodia  de  la 
autoridad  tutelar. 

Art.  913.  Con  este  objeto  presenta- 
rán los  herederos  en  el  tribunal  del 
distrito  de  la  circunscripción  donde  te- 
nía su  vecindad  el  ausente,  una  instan- 
cia para  que  se  dirija  por  medio  de  pu- 
blicaciones oñciales  un  llamamiento 
judicial  al  ausente  y  para  que  se  le 
conceda  el  disfrute  de  sus  bienes.  El 
tribunal  del  distrito,  previo  examen  de 


las  circunstancias,  presentará  sus  con- 
clusiones al  tribunal  superior  (oberge- 
rieh),  el  cual  autorizará  las  publica- 
ciones. 

Art.  914.  Cuando  haya  transcurrido 
el  plazo  ñjado  sin  que  el  ausente  ni 
otros  herederos  desconocidos  hayan 
contestado  á  dicho  llamamiento  judi- 
cial, el  tribunal  superior  declarará  des- 
aparecido al  ausente  y  concederá  el 
disfrute  de  sus  bienes  á  los  herederos 
más  próximos  conocidos  que  hayan 
justificado  su  calidad,  y  esto  en  los  ca- 
sos ordinarios  de  desaparición  desde 
el  momento  en  que  comenzó.  El  tribu- 
nal de  distrito  deberá  poner  este  acuer- 
do en  conocimiento  del  Consejo  de  dis- 
trito. 

Art.  915.  Los  herederos  no  están 
nunca  obligados  á  abonar  los  frutos 
consumidos  ni  á  restituir  los  que  toda- 
vía existan,  aun  cuando  en  lo  sucesivo 
reaparezca  el  ausente  que  no  tenga 
residencia  conocida. 

Art.  916.  Por  excepción  nacerá  el 
derecho  de  los  más  próximos  herede- 
ros al  disfrute  en  el  caso  previsto  en  el 
articulo  12,  núm.  1.°,  en  el  momento  de 
la  muerte  probable,  y  en  el  caso  pre- 
visto del  art.  12,  núm.  2.°,  en  cuanto  el 
ausente  haya  llegado  á  la  edad  de 
ochenta  años  por  lo  menos. 

Art.  917.  La  declaración  de  falleci- 
miento del  desaparecido  producirá  el 
efecto  de  abrir  su  sucesión  (art.  15). 

El  tribunal  superior  declarará  el  fa- 
llecimiento á  petición  de  los  herederos, 
después  de  haber  mandado  compare- 
cer, por  medio  de  un  llamamiento  pú- 
blico y  oficial  (acffenclicher  Aufruf),  al 
desaparecido  y  á  sus  herederos  even- 
tuales desconocidos. 

Art.  918.  Se  publicará  dicho  llama- 
miento á  petición  de  los  herederos  y 
con  autorización  del  tribunal  superior 
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por  conducto  del  tribunal  del  distrito 
en  la  circunscripción  donde  tenia  su 
vecindad  el  ausente  desaparecido. 

Art.  919.  Los  herederos  más  próxi- 
mos existentes  al  terminar  el  dia  ad- 
mitido como  el  del  fallecimiento  ten- 
drán el  derecho  de  repartirse  la  fortuna 
del  desaparecido  en  razón  de  su  res- 
pectiva situación  hereditaria. 

Art.  920.  Todo  heredero  de  un  des- 
aparecido cuyo  fallecimiento  haya  sido 
declarado,  podrá  ser  obligado,  durante 
los  veinte  años  siguientes,  á  restituir 
(hafletjur  Küekgabe)  los  bienes  que  le 
han  correspondido;  pasado  este  plazo 
quedará  descargado  de  toda  obliga- 
ción por  este  concepto. 

Art.  921.  El  que  intencionalmente  y 
contra  derecho  cause  la  muerte  del  di- 
funto pierde  todo  derecho  á  su  heren- 
cia y  la  sucesión  pasará  como  si  no  le 
hubiese  sobrevivido. 

B.—  Medidas  conservatorias 

Art.  922.  En  general  los  herederos 
tendrán  derecho  á  tomar  posesión  de 
la  herencia  sin  intervención  del  tri- 
bunal. 

Art.  923.  Las  personas  que  hasta  el 
fallecimiento  del  difunto  vivían  en  la 
misma  casa  que  él  y  á  su  cargo,  prin- 
cipalmente la  viuda  ó  los  hijos  meno- 
res, tendrán,  en  principio,  el  derecho 
de  permanecer  hasta  treinta  días  des- 
pués del  fallecimiento  disfrutando  del 
alojamiento  y  de  los  objetos  que  lo 
adornan,  y  de  hacerse  alimentar  por 
cuenta  de  la  masa  hereditaria. 

Art.  924.  Cuando  entre  los  herederos 
haya  personas  puestas,  ya  bajo  la  tute- 
la de  la  autoridad,  ó  que  deban  estarlo, 
la  Dirección  de  huérfanos  tendrá  la 
obligación,  en  cuanto  tenga  conoci- 
miento del  fallecimiento,  de  hacer  in- 


mediatamente, y  de  oficio,  el  inventario 
de  la  sucesión,  y  si  fuere  necesario  se 
procederá  á  poner  los  sellos  correspon- 
dientes. 

Art.  925.  El  juez  mandará  poner  los 
sellos  cuando,  por  ejemplo,  haya  moti- 
vos suficientes:  t 

1.°  A  petición  de  uno  de  los  herede- 
ros ó  del  cónyuge  que  sobreviva; 

2.°  Cuando  sea  verosímil  que  no  ha- 
ya herederos; 

3.°  Cuando  se  haya  solicitado  el  be- 
neficio de  inventario; 

4.°  Cuando  la  medida  parezca  exigi- 
da por  el  interés  de  los  acreedores  he- 
reditarios y  á  petición  de  éstos; 

5.°  Cuando  uno  de  los  herederos  se 
halle  bajo  la  acción  de  un  concurso  y 
sus  acreedores  reclamen  esta  medida 
(artículo  1.108). 

Art.  926.  En  todos  los  casos  en  que 
se  haya  procedido  judicialmente  á  po- 
ner los  sellos,  la  autoridad  (amtlich) 
deberá  cuidar  de  que  se  haga  un  in- 
ventario. 

Art.  927.  El  tribunal  tendrá,  además, 
el  derecho,  en  el  caso  de  imposición  de 
sellos,  de  designar,  si  fuere  necesario, 
un  administrador  de  todo  ó  parte  de  la 
sucesión,  y  darle  los  poderes  é  instruc- 
ciones necesarios  con  el  fin,  ante  todo, 
de  conservar  intactos  los  bienes  here- 
ditarios y  poner  á  salvo  los  derechos 
de  los  herederos  y  de  los  acreedores. 

C. — Aceptación  y  repudiación  de  la  herencia 

Art.  928.  Los  herederos  llamados  á 
la  sucesión  por  la  ley  pasarán  inme- 
diatamente á  serlo  por  el  mertf  hecho 
de  la  muerte  del  difunto  y  sin  ningún 
acto  de  su  parte. 

Art.  929.  Cuando  sea  muy  difícil  ha- 
llar los  herederos  más  próximos,  podrá 
el  tribunal,  mediante    publicación  de 
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edictos,  mandar  que  comparezcan  los 
herederos  á  hacer  valer  sus  pretensio- 
nes en  un  plazo  dado  si  quieren  evitar 
cualquier  consecuencia  desagradable 
respecto  del  ejercicio  de  sus  derechos 
(Rechtsnachtheile). 

Art.  930.  Todo  heredero  tendrá  de- 
recho á  repudiar  la  herencia  mientras 
no  haya  entrado  de  hecho  en  posesión 
de  ella  y  esté  dentro  de  los  plazos  fija- 
dos para  hacerlo. 

Art.  931.  Cuando  un  heredero  para 
defraudar  á  sus  acreedores  (art.  1.103) 
repudie  una  herencia  que  le  haya  co- 
rrespondido y  se  abra  luego  un  con- 
curso contra  él,  podrá  impugnarse  la 
repudiación  por  los  medios  que  previe- 
ne la  ley  sobre  dicho  procedimiento 
para  llegar  á  la  anulación  de  los  actos 
ejecutados  por  un  deudor  común. 

Art.  932.  El  heredero  que  quiera  re- 
pudiar la  herencia  ó  por  lo  menos  que 
vacile  en  aceptarla  deberá,  en  general, 
mandar  su  declaración  de  renuncia  ó 
pedir  el  beneñcio  de  inventario  al  tri- 
bunal de  distrito  donde  estaba  domici- 
liado el  difunto,  y  esto  dentro  de  los 
treinta  días  á  contar  desde  el  falleci- 
miento. 

Transcurrido  este  plazo,  tendrán  de- 
recho los  acreedores  de  la  sucesión  á 
entenderse  con  él  como  heredero  de  su 
deudor,  y  sus  coherederos  tendrán  fun- 
damento para  considerarle  como  ha- 
biendo aceptado  por  su  parte  la  sucesión. 

Art.  933.  Si  á  consecuencia  de  una 
ausencia,  ó  por  no  haber  sabido  la 
muerte  del  difunto,  por  no  haber  cono- 
cido las  relaciones  hereditarias  que  le 
unían  con  él,  ó  por  cualquiera  otra  ra- 
zón, no  le  hubiere  sido  posible  mandar 
al  tribunal  en  dicho  plazo  su  declara- 
ción ó  su  instancia,  sólo  comenzará  á 
correr  el  plazo  desde  el  momento  en 
que  desaparezca  el  impedimento. 


Art.  934.  Por  lo  demás,  si  hubiere 
serias  razones,  y  principalmente  á  peti- 
ción dé  la  autoridad,  podrá  el  tribunal 
conceder,  ora  á  uno  de  los  huérfanos, 
ora  á  todos,  la  prórroga  de  este  plazo 
que  exijan  las  circunstancias,  ó  habili- 
tarles de  nuevo  si  hubiesen  decaído  de 
su  derecho.  Pero,  en  tales  casos,  debe- 
rá tener  también  en  cuenta  los  intere- 
ses de  los  acreedores. 

Art.  935.  Si  al  morir  estaba  el  difun- 
to pendiente  de  un  concurso,  si  vivía 
de  las  limosnas  ó  en  la  mendicidad  ó 
como  vagabundo,  ó  también  si  al  fa- 
llecer no  dejaba  bienes,  se  presumirá, 
que  sus  herederos  han  renunciado  á  la 
herencia,  á  no  ser  que  expresamente 
hagan  actos  de  herederos. 

Sin  embargo,  podrán  exigir  los  aeree* 
dores  del  difunto  que  declaren  judicial- 
mente y  de  un  modo  categórico  sus  in- 
tenciones. 

Art.  936.  Cuando  haya  varios  here- 
deros y  repudie  uno  de  ellos  la  heren- 
cia, corresponderá  su  parte  á  los  demás 
y  se  le  considerará  como  si  nunca  hu- 
biere sido  heredero. 

Art.  937.  Cuando  no  haya  herederos 
ó  repudien  todos  la  herencia,  el  cónyu- 
ge supérstite  tendrá  el  derecho  á  decla- 
rar que  la  acepta. 

De  oficio  ó  á  petición  de  los  acreedo- 
res del  difunto,  podrá  el  tribunal  fijar- 
le con  este  objeto  un  plazo,  si  proce- 
diere. 

Art.  938.  Si  la  herencia  repudiada 
por  todos  los  herederos  no  hubiere  si- 
do aceptada  por  el  cónyuge  supervi- 
viente, deberá  emplearse  cuando  baste 
para  ello  su  paga  á  los  acreedores. 

Si  hubiere  sobrante,  podrán  los  des- 
cendientes ó  el  cónyuge  supérstite,  no 
obstante  su  anterior  repudiación,  ser 
admitidos,  á  petición  suya,  á  aceptar  la 
herencia  en  lo  sucesivo. 
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Art.  939.  Todo  el  que,  creyéndose  de 
buena  fe  heredero,  haya  tomado  pose* 
sión  de  una  herencia  y  la  haya  conser- 
vado durante  diez  años,  deberá  consi- 
derarse desde  entonces  como  tal  here- 
dero en  contra  de  todo  pretendiente  que 
no  haya  entablado  y  seguido,  en  dicho 
plazo,  una  acción  de  petición  de  he- 
rencia. 

Queda  á  salvo  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 920. 

Art.  940.  El  que  de  buena  fe  posea 
una  sucesión,  tendrá  sobre  los  frutos  el 
mismo  derecho  que  el  que  compete  al 
poseedor  de  buena  fe  de  una  cosa  ais* 
lada  (art.  85  y  siguientes). 

D.—  Inventario  público  (1) 

Art.  941.  Todo  heredero  tiene  el  de- 
recho de  dirigirse  en  tiempo  hábil  (ar- 
tículos 932  y  933)  al  tribunal  para  obte- 
ner el  beneficio  de  inventario. 

Cuando  haya  varios  herederos  y  ema- 
ne la  instancia  de  uno  solo,  no  por  eso 
será  menos  válido  el  inventario  para 
todos,  y  se  hará  por  cuenta  común;  á 
no  ser  que  desde  ese  momento  declare 
uno  de  los  coherederos  que  está  dis- 


(1)  En  derecho,  el  germánico  no  produce  el 
beneficio  de  inventario  los  mismos  efectos  que 
en  general  en  el  de  los  pueblos  latinos.  No  le- 
vanta allí  unn  barrera  entre  el  patrimonio  del 
difunto  y  el  del  heredero;  es  sólo  un  medio  que 
éste  se  cerciore  de  la  relación  que  existe  entre 
los  créditos  y  los  débitos,  y  por  esto  se  obliga  á 
los  acreedores  á  presentar  los  que  tengan  contra 
la  sucesión;  pero  si  después  de  esta  operación  no 
renuncia  á  la  sucesión,  está  obligado  á  pagar, 
aun  ultra  virea  hereditarios.  En  tal  estado  las  co- 
sas, no  tiene  más  remedio  que  optar  entre  repu- 
diar la  herencia  ó  hacerse  solidario  de  las  deudas 
y  créditos  existentes  contra  el  difunto,  con  las 
modificaciones  que  se  indican  en  el  articulado. 


puesto  á  aceptar  la  sucesión  pura  y 
simplemente,  y  quiera  sustraerse  asi 
aun  á  los  gastos  de  inventario. 

Art.  942.  Se  hará  el  inventario  bajo 
la  inspección  de  la  competente  canci- 
llería notarial.  Podrá  unírsele,  á  peti- 
ción de  uno  de  tos  herederos  y  por  su 
cuenta,  una  estimación  de  los  objetos 
de  la  sucesión,  según  su  probable  valor 
en  el  mercado. 

Art.  943.  Los  acreedores  y  deudores 
de  la  sucesión  podrán  ser  apremiados 
mediante  anuncios  generales,  ó,  si  hu- 
biere lugar  á  ello,  mediante  avisos  per- 
sonales, para  que  manifiesten  exacta- 
mente en  la  cancillería  notarial,  en  un 
plazo  dado,  el  importe  de  sus  créditos 
y  de  sus  deudas. 

Art.  944.  Se  considerarán  los  crédi- 
tos que  no  hayan sidodebidamen te  noti- 
ficados y  que  no  estén  claramente  com- 
probados por  los  Registros  notariales 
ó  por  los  de  prenda,  ni  garantidos  por 
un  depósito  mobiliario,  como  extingui- 
dos con  relación  á  los  herederos  que 
hayan  aceptado  la  sucesión  sobre  la 
base  del  inventario.  No  obstante,  no  po- 
drá prevalerse  de  esta  disposición  el 
heredero  que  haya  obrado  fraudulenta- 
mente. 

Art.  945.  Aceptada  la  herencia,  no 
podrán  los  créditos  hacerse  valer  sino 
Acepcionalmente  por  serias  razones,  y 
esto  sólo  en  el  caso  en  que  aparezca  la 

sucesión  como  suficiente  para  pagarlos, 
Art.  946.  También  podrán  perseguir- 
se contra  los  herederos  los  créditos 
cuya  existencia  no  se  compruebe  hasta 
después  de  transcurrido  el  plazo  de  la 
notificación;  pero  sólo  en  la  medida  en 
que  aquéllos  hayan  encontrado  en  la 
sucesión  con  qué  reembolsarlos. 

Art.  947.  Hecho  el  inventario,  man- 
dará el  tribunal  que  sea  comunicado  á 
los  herederos  y  les  invitará  á  que  de- 
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claren,  en  un  determinado  plazo,  si 
aceptan  ó  repudian  la  herencia. 

Art.  948.  Si  fuere  litigiosa  una  parte 
importante  de  la  sucesión,  y  estuviese 
subordinada  la  aceptación  ó  repudia- 
ción para  los  herederos  al  resultado 
del  pleito,  podrá  prorrogarse  el  plazo 
hasta  su  terminación.  Convendrá,  sin 
embargo,  tener  también  en  cuenta,  al 
hacer  esto,  los  derechos  de  los  acree- 
dores de  la  sucesión.  Podrá  asignarse, 
en  particular  á  los  reclamantes,  cuyas 
pretensiones  se  hayan  impugnado,  un 
plazo  para  hacerlos  valer  judicialmen- 
te, so  pena  de  decaer  de  su  derecho. 

Art.  949.  Si  los  herederos  dejaren 
pasar  el  plazo  que  se  les  ha  Ajado  para 
deliberar  sin  decidirse,  se  reputará  que 
han  aceptado  la  herencia. 

No  obstante,  corresponderá  al  tribu- 
nal interpretar,  según  las  circunstan- 
cias, su  silencio  como  una  negativa. 

Art.  950.  En  caso  de  aceptación,  los 
herederos  que  hayan  reclamado  el  in- 
ventario estarán  obligados  por  las 
deudas  convenientemente  notificadas  y 
por  las  asimiladas  á  ellas  (art.  944),  co- 
mo en  cualquier  otro  caso  de  acepta- 
ción de  una  herencia,  no  sólo  hasta  el 
importe  del  activo  hereditario,  sino  in- 
definidamente. 

Art.  951.  El  cónyuge  supérstite  que 
acepta  la  sucesión  después  de  haber  si- 
do repudiada  por  los  herederos  que  ha- 
yan reclamado  el  inventario  (art.  937), 
entrará  en  posesión  de  todos  los  dere- 
chos que  el  inventario  hubiera  propor- 
cionado á  dichos  herederos. 

Art.  952.  Los  gastos  del  inventario 
serán  de  cuenta  de  los  herederos  que 
renuncien,  á  no  ser  que  dicho  inventa- 
rio pueda  servir  de  base  al  concurso. 
Queda  á  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 776. 


CAPÍTULO  V 

Délos  efectos  de  la  aceptación  d*  una 

herencia 

A.— Representación  del  difunto 

Art.  953.  Los  herederos  ocuparán, 
en  general,  el  puesto  del  difunto  por  lo 
que  toca  á  su  patrimonio. 

Art.  954.  Cuando  haya  varios  cohe- 
rederos, vendrán  á  ser,  en  general,  co- 
propietarios indivisos  de  todos  los  ob- 
jetos de  la  sucesión  en  proporción  á  su 
porción  hereditaria. 

Art.  955.  Antes  de  la  partición  ten- 
drán los  hijos  el  derecho  de  declarar 
su  intención  de  tornar  los  inmuebles, 
adquiriendo  así  la  administración  y  dis- 
frute de  Jos  frutos  antes  de  que  defini- 
tiva y  legalmente  se  les  haya  atribuido 
su  propiedad.  Se  estimarán  los  inmue- 
bles, en  ese  caso,  con  arreglo  á  su  va- 
lor el  día  de  la  declaración. 

Art.  956.  Los  créditos  de  i  a  sucesión 
se  transmitirán  á  los  coherederos  de 
tal  suerte  que  cada  uno,  mientras  no 
haya  sido  atribuido  un  crédito  especial- 
mente á  cada  cual  de  ellos,  pueda  ha- 
cer valer  una  fracción  proporcional  de 
ellos  en  su  porción  hereditaria. 

Art.  957.  En  lo  concerniente  á  las 
deudas  de  la  sucesión,  cada  heredero 
sólo  responderá,  en  primer  lugar,  por 
una  fracción  proporcional  á  su  parte 
hereditaria;  mas  si  alguno  de  los  cohe- 
rederos fuere  insolvente,  estarán  obli- 
gados proporcionalmente  á  su  respec- 
tiva parte  de  la  porción  que  les  corres- 
ponda. 

Cada  heredero,  en  general,  respon- 
derá personalmente  de  las  deudas  de 
la  sucesión,  sin  que  haya  que  preocu- 
parse si  han  encontrado,  y  hasta  qué 
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punto,  lo  necesario  en  la  sucesión  para 
efectuar  el  pago. 

Art.  958.  Si  los  acreedores  del  difun- 
to tuvieran  motivos  para  temer  algún 
perjuicio  á  consecuencia  de  la  confu- 
sión del  patrimonio  de  su  deudor  con 
el  de  los  herederos,  tendrá  derecho  á 
pedir  al  tribunal  la  separación  de  los 
patrimonios  en  la  medida  en  que  sea 
necesaria  para  asegurar  el  pago  de  sus 
créditos. 

Podrá  formularse  la  demanda  dentro 
de  los  tres  meses  á  contar  desde  el 
fallecimiento  del  difunto. 

Prescribirá  el  tribunal,  previo  exa- 
men de  la  situación,  lo  que  convenga 
para  lograr  el  objeto,  velando  en  par- 
ticular, si  el  heredero  estuviere  concur- 
sado, porque  se  haga  una  liquidación 
á  parte  de  la  masa  hereditaria. 

D.— Partición  de  la  herencia 

Art.  959.  Cada  heredero  tendrá  en 
todo  tiempo  derecho  á  pedir  la  parti- 
ción de  la  herencia,  cuanto  sea  ne- 
cesario pana  sacar  su  parte  de  la  masa. 

Será  licito  que  los  demás  herederos 
continúen  en  estado  de  comunidad  por 
el  resto  indiviso. 

Art.  960.  En  general,  tendrán  los 
herederos  iguales  derechos  sobre  los 
objetos  dependientes  de  la  sucesión,  y 
podrán,  por  consiguiente,  reclamar  su 
parte  en  especie,  cuando  las  circuns- 
tancias lo  permitan. 

Art.  961.  En  principio,  un  trance  de 
tierra  de  labor  de  un  solo  tenedor,  de 
menos  de  cuarenta  áreas  de  superficie, 
se  considerará  como  no  siendo  suscep- 
tible de  partición,  á  no  ser  que  estén 
de  acuerdo  todos  los  herederos  para 
fraccionarla,  debiendo  ser  adjudicado 
todo  á  uno  de  ellos,  salvo  el  reintegro 
á  los  demás. 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídica». 


Asimismo,  al  repartirse  trances  de 
tierra  más  extensos,  deberá  cuidarse 
de  que  las  parcelas  de  un  solo  tenedor 
no  tengan  menos  de  veinte  áreas. 

Los  viñedos  podrán  fraccionarse  has- 
ta en  trozos  de  cinco  áreas. 

La  presente  disposición  no  será  apli- 
cable á  los  jardines  ni  á  las  parcelas 
de  tierra  conocidas  con  el  nombre  de 
Punten  (1)  ni  á  los  terrenos  para  edi- 
ficar. 

Art.  962.  Si  por  excepción  hubiere 
motivos  para  llevar  más  adelante  el 
fraccionamiento  de  una  heredad,  el 
tribunal  tendrá  facultad  para  autori- 
zarla aun  cuando  algún  heredero  se 
oponga. 

Art.  963.  Si  los  coherederos  no  lle- 
garen á  ponerse  de  acuerdo  sobre  la 
partición,  ya  de  toda  la  herencia,  ya 
de  ciertos  objetos,  ni  sobre  la  atribu- 
ción de  cierta  parte  de  la  sucesión  ó  de 
ciertos  objetos  particulares  de  una  por- 
ción hereditaria,  ni  sobre  el  procedi- 
miento de  la  suerte,  habrá  lugar  á  que 
se  proceda  á  la  partición  judicial  (ar- 
tículos 115  y  116). 

Art.  964.  En  principio,  cada  crédito 
hereditario  deberá  atribuirse  en  totali- 
dad  á  un  mismo  heredero. 

Art.  965.  Cuando  un  heredero  sea 
deudor  del  difunto,  deberá,  ante  todo, 
tomar  en  su  lote  dicho  crédito. 

Art.  966.  Si  de  las  circunstancias 
resultare  que  el  difunto,  teniendo  en 
cuenta  la  parte  que  correspondería  á 
uno  de  sus  presuntos  herederos  en  la 
sucesión,  ha  hecho  gastos  de  importan- 
cia para  dicho  heredero  ó  ha  descuida- 
do con  este  pensamiento  exigirle  el  im- 
porte de  un  anticipo,  se  habrá  de  des- 
contar el  total  de  estas  cantidades  á  di- 


(1)    Se  da  en  Zurich  este  nombre  á  las  parce* 
las  de  2  á  4  áreas  contiguas  á  las  casas  de  campo» 
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cho  heredero  cuando  se  haga  la  parti- 
ción. 

Art.  967.  Cada  heredero  tendrá,  res- 
pecto de  los  demás,  el  derecho  de  in- 
sistir para  que  las  deudas  sean  solven- 
tadas, á  ser  posible,  antes  de  la  parti- 
ción, ó  por  lo  menos  que  se  atribuya 
cada  una  en  totalidad  á  un  mismo  he- 
redero. Pero  en  este  último  caso  los 
demás  coherederos  no  quedarán  des- 
cargados respecto  déla  deuda  que  haya 
correspondido  á  uno  de  ellos,  sino 
cuando  el  acreedor  haya  aceptado  á 
este  último  como  único  deudor. 

Mientras  no  tenga  lugar  esta  atribu- 
ción individual,  el  acreedor  podrá  de- 
signar á  cualquiera  de  los  herederos 
co-deudores  como  representante  de  los 
demás  (Trager)  para  con  él  (artícu- 
lo 314  y  siguientes).  Sin  embargo,  para 
que  surta  efecto  dicha  designación,  de- 
berá preceder  á  toda  diligencia  judi- 
cial. 

Respecto  de  la  obligación  por  deudas 
hipotecarias,  son  aplicables  las  disposi- 
ciones del  art.  361  y  siguientes. 

Art.  9t>8.  Abstracción  hecha  de  las 
causas  generales  de  rescisión  de  con- 
trato (Código  federal  de  las  Obligacio- 
nes, art.  18  y  siguientes),  podrá  todo 
coheredero  impugnar  una  partición 
convencional,  si  demuestra  que  hay  en 
perjuicio  suyo  una  lesión  de  más  de  la 
tercera  parte  de  su  porción  neta.  Pero 
deberá  reclamar  con  este  objeto  dentro 
del  año  siguiente  al  de  la  partición,  so 
pena  de  decaer  de  su  derecho. 


Sección  segunda 

Disposiciones  de  última  voluntad  (testamentos 
y  contratos  de  sucesión) 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  la  legitima  (Pflichtheil) 

A.-— Importe  de  la  reserva  6  legítima 

Art.  969.  Sólo  serán  válidas  las  dis- 
posiciones de  última  voluntad  del  di- 
funto en  cuanto  no  toquen  á  la  legítima 
correspondiente  á  aquellos  individuos 
de  la  familia  que  tienen  derecho  á 
ella(l). 
Art.  970.  Asciende  la  legitima: 
1.°  En  favor  de  los  descendientes 
del  difunto,  á  las  tres  cuartas  partes 


(1)  En  esta  materia  rige  en  el  derecho  ger- 
mánico un  principio  diametral  mente  opuesto  al 
que  se  consigna  en  los  Códigos  que  se  inspiran  en 
el  Derecho  romano.  En  éstos,  la  libertad  es  la  re- 
gla, y  la  reserva  6  legitima,  la  excepción;  en  los  Có- 
digos germánicos,  puede  decirse  que  la  prohibi- 
ción de  disponer  es  todavía  la  regla,  y  la  cuota 
disponible  una  simple  excepción  á  aquélla.  El 
Código  de  Zurich  es  uno  de  los  que  más  se  apro- 
ximan, en  este  punto,  á  los  Códigos  de  los  pueblos 
latinos,  habiendo  otros  cantones  en  que  se  redu- 
ce extraordinariamente  la  cuota  disponible,  lle- 
gando hasta  ser  nula,  si  hay  herederos  legítimos, 
como  sucede  en  los  Códigos  de  Schwitz  y  Unter- 
walden,  siendo  en  otros,  como  el  de  Appencells, 
el  dos  por  ciento. 

La  razón  de  esta  oposición  de  principios  se  en- 
cuentra en  la  historia  de  ambos  derechos  Todos 
conocemos  la  del  Derecho  romano;  pues  bien,  el 
antiguo  derecho  germánico  negaba  al  causante 
todo  derecho  de  disponer  por  testamento  en  per- 
juicio de  sus  herederos  legítimos,  y  sólo  á  partir 
del  siglo  XIII  se  concedió  á  aquél  libertad  para 
disponer  de  una  pequeña  fracción  de  su  patri- 
monio. 
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de  lo  que  les  correspondería  en  la  su- 
cesión legal  ó  abintestato; 

2.°  En  favor  de  los  padres,  á  la 
mitad; 

3.°  En  favor  de  herederos  más  leja- 
nos de  la  linea  paterna  ó  materna  y  en 
favor  de  los  abuelos,  á  la  cuarta  parte 
de  la  misma  sucesión. 

Los  parientes  más  lejanos  no  goza- 
rán de  legitima  alguna. 

Art.  971.  La  legitima  del  hijo  adop- 
tivo en  la  sucesión  de  sus  padres  adop- 
tivos será  de  la  mitad  y  la  de  los  padres 
adoptivos  en  la  sucesión  del  hijo  adop- 
tivo de  la  cuarta  parte  de  lo  que  les  co- 
rrespondería abintestato. 

Art.  972.  Los  herederos  que  vengan 
á  la  sucesión  por  representación,  por 
ejemplo,  los  descendientes  del  padre 
que  haya  fallecido  antes,  ó  de  la  ma- 
dre en  el  jnismo  caso,  en  concurrencia 
con  el  cónyuge  supérstite  de  su  cau- 
sante, tendrán  derecho  á  la  legitima 
atribuida  á  la  persona  cuyo  lugar 
ocupan. 

Art.  973.  Es  indiferente  que  los  he- 
rederos con  legítima  reciban  lo  que  les 
corresponde  abintestato,  en  virtud  de 
testamento,  ó  á  consecuencia  de  pacto 
de  sucesión.  Por  lo  demás,  se  hará  en- 
trar en  cuenta  lo  que  ha  recibido  entre 
vivos  á  título  de  dote  ó  de  anticipo  para 
establecerse,  ó  lo  que  se  haya  emplea- 
do en  su  interés,  á  condición  de  impu- 
társelo en  su  porción  hereditaria  (ar- 
tículos 863  y  966). 

Art.  974.  El  cónyuge  supérstite  ten- 
drá derecho  á  Jas  tres  cuartas  partes  de 
los  derechos  de  sucesión  determina- 
dos en  su  favor  en  los  artículos  900,  901 
y  905  contra  las  disposiciones  de  última 
voluntad  del  difunto  que  pudieran  le- 
sionarlos. 

Los  prometidos  esposos  no  podrán 
pretender  análogo  derecho. 


Art.  975.  Independientemente  de  los 
bienes  que  en  plena  propiedad  corres- 
pondan al  cónyuge  supérstite  en  virtud 
de  la  ley  ó  de  disposiciones  testamen- 
tarias, el  difunto  tendrá  derecho  á  atri- 
buirle el  usufructo  de  toda  la  sucesión 
incluyendo  en  ella  las  partes  reserva- 
das á  los  herederos  legítimos,  pero  con 
la  siguiente  restricción:  si  los  herede- 
ros más  próximos  fuesen  descendien- 
tes legítimos,  el  usufructo  sólo  podrá 
ejercerse  sobre  la  totalidad  de  sus  par- 
tes mientras  sean  menores  y  no  estén 
casados,  pues  cuando  sean  mayores  ó 
se  casen,  el  usufructo  del  cónyuge  su- 
pérstite se  reducirá  á  la  mitad  de  di- 
chas partes. 

B.—  Causas  por  las  cuales  se  puede  ser  excluido 
de  la  legítima  (Desheredación) 

Art.  976.  El  difunto  puede  excluir 
por  completo  de  su  legitima  al  here- 
dero: 

1.°  Cuando  éste  le  haya  abandonado 
en  casos  de  penuria  con  menosprecio 
de  sus  deberes  de  afecto,  ó  haya  falta- 
do gravemente  á  las  atenciones  que 
debía  al  difunto  ú  obstinadamente  las 
haya  desconocido; 

2.°  Cuando  el  heredero  haya  sido 
castigado  por  un  delito  de  derecho  co- 
mún (no  político)  que  denote  en  él  sen- 
timientos bajos  y  total  ausencia  de  sen- 
tido moral; 

3.°  Cuando  lleve  una  vida  desarre- 
glada ó  deshonrosa. 

Art.  977.  El  difunto  deberá  indicar 
en  sus  disposiciones  de  última  volun- 
tad los  motivos  por  los  cuales  quiere 
privar  de  su  legitima  á  un  heredero, 
pues  sería  nula  una  exclusión  inmoti- 
vada. 

Art.  978.  Son  nulas,  respecto  del  he- 
redero con  derecho  á  la  legítima,  las 
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disposiciones  testamentarias  del  difun- 
to cuando  perjudiquen  su  legitima. 

Dicho  heredero  tendrá  la  facultad  de 
ejercer  su  derecho  hereditario  por  el 
importe  de  su  legítima,  y,  si  fuere  me- 
nester, impugnar  judicialmente  las  dis- 
posiciones inoficiosas. 

Art.  979.  En  la  duda,  la  legítima  per- 
judicada deberá  completarse  por  medio 
de  reducciones  proporcionales  llevadas 
á  cabo  en  las  partes  de  sucesión,  regu- 
ladas por  las  últimas  disposiciones  del 
difunto,  asi  como  en  los  legados  parti- 
culares. 

Cuando  por  el  contrario  se  haya  ami- 
norado la  legitima  de  un  heredero  por 
legados  de  que  personalmente  haya 
sido  encargado,  se  hará  la  reducción 
ante  todo  sobre  dichos  legados. 

Art.  980.  Asimismo  el  heredero  re- 
servatario  tendrá  derecho  á  impugnar, 
pero  en  general,  sólo  después  del  falle- 
cimiento del  difunto,  los  actos  y  dispo- 
siciones entre  vivos  cuando  revelen  la 
intención  de  eludir  las  reglas  sobre  la 
legítima,  y  de  privar  al  heredero  de  la 
parte  que  la  ley  le  garantiza. 

Art.  981.  Especialmente  cuando  ha- 
ya recurrido  el  difunto  á  la  forma  de 
donación  entre  vivos  para  eludir  las 
disposiciones  relativas  á  la  legitima, 
podrá  impugnarse  como  inoficiosa  des- 
pués de  su  muerte  dicha  donación  por 
los  herederos  con  derecho  á  legítima,  é 
incumbirá  á  los  tribunales  invalidarla 
en  la  medida  en  que  pueda  exceder  la 
liberalidad  de  la  cantidad  disponible,  y 
ordenarla  restitución  de  las  cosas  do- 
nadas. 

No  obstante,  el  donatario  de  buena 
fe  sólo  estará  obligado  por  valor  del 
beneficio  con  que  todavía  se  halle  en- 
riquecido. 

Art.  982.  Se  reputará,  en  particular, 
que  se  ha  hecho  la  donación  con  inten- 


ción de  eludir  las  prescripciones  sobre 
la  legítima: 

1.°  Cuando  haya  tenido  lugar  en  la 
víspera  del  fallecimiento  ya  previsto; 

2.°  Cuando  el  donante  se  haya  reser- 
vado hasta  su  muerte  el  derecho  de  re- 
vocarla; 

3.°  Cuando  se  haya  arreglado  de 
modo  que,  sin  reservarse  ese  derecho, 
la  disminución  de  su  fortuna  sea  sensi- 
ble, no  para  él  mismo,  sino  sólo  para 
sus  herederos. 

Art.  983.  Pero,  aun  en  ese  caso,  no 
podrán  los  herederos  más  próximos,  en 
vida  del  donante,  pedir  ni  la  anulación 
de  la  donación  ni  la  restitución  de  los 
objetos  donados. 

Sin  embargo,  será  lícito  que  garanti- 
cen su  derecho  por  una  notificación  al 
donatario,  y  si  hubiere  apremiantes 
motivos  para  considerar  como  inoficio- 
sa la  donación  y  para  temer  que  los  ob- 
jetos donados  sean  sustraídos  ó  disipa- 
dos, podrán,  además,  reclamar  del  juez 
aquellas  medidas  conservatorias  que 
puedan  parecer  convenientes. 

Art.  984.  fc  n  caso  de  donación  inofi- 
ciosa (artículos  981  y  982),  se  conside- 
rará en  totalidad  como  formando  parte 
de  la  sucesión  para  el  cálculo  de  la 
cantidad  disponible. 

Art.  985.  La  designación  de  una  can- 
tidad ala  constitución  de  un  seguro  so- 
bre la  vida  sólo  podrá  impugnarse  por 
causa  de  inoficiosidad  por  el  heredero 
con  derecho  á  legítima  cuando  resulte 
de  las  circunstancias  que,  en  previsión 
de  su  próxima  muerte,  ha  inscrito  el 
asegurado  la  póliza  con  el  fin  de  sus- 
traer á  sus  herederos  naturales  el  im- 
porte de  la  prima  que  tenía  que  pagar. 
Art.  986.  El  contrato  de  renta  vitali- 
cia sólo  podrá  impugarse  por  los  he- 
rederos del  pensionista  cuando  el  capi- 
tal de  la  renta  pueda  haberse  sustraído 
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á  su  legitima.  No  podrá  serlo  sino 
excepcionalmente  cuando  resulte  de  la 
manifiesta  desproporción  entre  el  ca- 
pital dado  y  la  renta  estipulada,  asi  co- 
mo de  otras  circunstancias,  que  el  pen- 
sionista ha  hecho  el  contrato,  no  para 
asegurarse  una  renta,  sino  para  privar 
á  un  heredero  de  su  legitima. 


Art.  987.  Cuando  un  heredero  sea 
excluido  de  la  reserva,  se  establecerá 
en  la  sucesión  legitima  y  se  determina- 
ra para  los  restantes  herede  roe  la  im- 
portancia de  la  legitima,  como  si  ese 
heredero  no  hubiese  sobrevivido  al  di- 
funto. 


ACLARACIÓN 


B  es  desheredado;  a  recoge  u 
moa  desee  adié  atea. 


i  mitad;  c  y  d  la  otra;  cyd  tienen  derecho  4  la  ti 


Art.  988.  Cuando  un  procedimiento 
de  concurso  haya  dado  como  resultado 
la  liquidación  de  los  bienes  del  herede- 
ro ó  se  hayan  abandonado  las  diligen- 
cias sólo  por  la  falla  de  activo,  podrá 
el  difunto  desheredarlo  é  instituir  á  sus 
descendientes  en  su  lugar.  Se  entende- 
rá en  ese  caso,  como  entrando  en  la 
intención  presunta  del  difunto,  que  los 
hijos  sustituidos  al  heredero  excluido 
tendrán  que  repartir  eventualmente 
sus  partes  con  aquellos  hermanos  que 
pudieran  nacer  en  adelante. 

Art.  9S9.  Si  durante  un  concurso 
abierto  contra  un  heredero  hubiese  si- 
do éste  declarado  culpable  de  falla  (ais 
oersckuldet  erklaert)  y  no  tuviere  hijos, 
su  legitima  se  reducirá  á  la  mitad. 

Art.  990.  El  causante  que  tenga  se- 
rios motivos  para  temer  que  su  herede- 
ro disipe  su  parte  de  sucesión,  tend  rá  el 
derecho  de  tomarlas  medidas  necesa- 


rias para  que  esta  parte  se  ponga  bajo 
la  custodia  de  las  autoridades  tute- 
lares. 

Si  hubiere  más  adelante  suficientes 
motivos  para  poner  al  heredero  bajo 
tutela,  la  autoridad  deberá  gestionar  de 
oficio  esta  medida,  á  no  ser  que  volun- 
tariamente se  sujete  á  ella. 

Art.  991.  Por  otra  parte,  cuando  el 
heredero  no  se  halle  en  condiciones  de 
administrar  de  un  modo  conveniente  su 
parte  de  sucesión  y  no  pueda  atenderse 
á  ello  por  la  constitución  de  una  admi- 
nistración tutelar,  el  causante  tendrá 
derecho  á  confiar  la  administración  de 
esa  parte  á  una  tercera  persona  durante 
todo  el  tiempo  que  estime  puede  durar 
el  peligro. 

Art.  992.  Las  razones  por  las  cuales 
será  permitido  excluir  de  su  legitima  á 
un  heredero  ordinario  (art.  9T6),  se 
aplicarán  por  analogía  á  los  cónyuges 
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favor  ó  en  el  de  la  persona  unida  á  él 
por  los  lazos  de  parentesco,  matrimonio 
ó  esponsales. 

Si  alguno  de  los  testigos  pertenece 
á  las  clases  indicadas  en  el  art.  999  y 
en  el  art.  1.000,  números  2.°  y  3.°,  será 
nulo  el  testamento  en  todo  su  conteni- 
do, á  no  ser  que,  hecha  abstracción  de 
esta  persona,  hayan  concurrido  tam- 
bién al  acto  un  número  suficiente  de 
testigos  capaces. 

Art.  1.002.  La  circunstancia  de  que 
pierda  más  adelante  la  capacidad  re- 
querida una  de  las  personas  que  haya 
servido  de  testigo  para  el  testamento 
no  influirá  en  modo  alguno  sobre  la 
validez  de  éste.  * 

Art.  1.003.  Si  el  testador  no  estuvie- 
re en  estado  de  Armar,  procederá  re- 
querir la  presencia  de  un  tercer  testigo. 
No  será  necesario  que  el  testador  pon- 
ga de  su  propia  mano  un  signo  sobre 
el  acta. 

Art.  1.004.  El  notario  conservará  el 
original  del  testamento  público,  levan- 
tando inmediatamente  acta  (Prolokoll), 
en  la  que  consignará  copia  exacta  y 
completa  de  aquél. 

No  podrá  autorizar  en  vida  del  testa- 
dor, sin  su  consentimiento,  que  un  ter- 
cero lea  el  testamento  ó  saque  copia 
de  él. 

II.  —Testamento  extraordinario 

Art.  1.005.  En  caso  de  repentino 
peligro  de  muerte,  será  permitido  ha- 
cer testamento  de  palabra. 

Art.  1.006.  Sólo  será  válido  el  testa- 
mento de  palabra: 

1.°  Cuando  todas  sus  disposiciones 
se  hayan  enunciado  en  un  solo  acto  y 
en  presencia  de  tres  testigos; 

2.°  Cuando  muera  el  testador  en  los 
cuatro  días  siguientes  al  en  que  hizo  el 


testamento,  ó  cuando  desde  entonces 
hasta  su  muerte  no  haya  estado  en 
condiciones  de  hacer  un  testamento 
ordinario; 

3.°  Cuando  en  dichos  cuatro  días 
uno  de  los  testigos  dé  cuenta  de  ello  á 
un  notario. 

Art.  1.007.  El  notario,  en  ese  caso, 
estará  obligado  á  proceder,  para  llegar 
á  la  redacción  definitiva  del  testamen- 
to ordinario,  ó  cuando  obstáculos  per- 
manentes se  opongan  á  ello,  á  reunir 
inmediatamente  todos  los  testigos,  si 
fuere  posible,  levantar  acta  de  sus  de- 
claraciones y  hacer  que  la  firmen. 

Art.  1.008.  Si  en  tiempo  de  epidemia 
ó  porque  el  mismo  testador  estuviese 
atacado  de  enfermedad  contagiosa,  fue- 
re imposible  la  reunión  simultánea  del 
notario  y  los  testigos,  y  no  se  hallase 
el  testador  en  estado  de  hacer  un  testa- 
mento ológrafo,  bastará  que  firme  de 
su  puño  y  letra  el  testamento  dictado 
por  él  á  una  persona  que  tenga  capa- 
cidad para  ser  testigo  é  inmediatamen- 
te lo  haya  redactado  ó  que  lo  confirme 
sucesivamente  y  de  viva  voz  ante  tres 
testigos  por  lo  menos,  llamados  uno 
después  de  otro,  y  que  en  el  término  de 
cuatro  días  sea  entregado  á  un  notario 
dicho  testamento.  El  notario,  en  ese 
caso,  procederá  como  queda  prescrito 
en  el  art.  1.007. 

Art.  1.009.  El  testamento  extraordi- 
nario de  esta  clase  perderá  todo  su  va- 
lor seis  semanas  después  de  la  desapa- 
rición del  obstáculo  que  se  oponía  á  la 
redacción  de  un  testamento  ordinario. 


C.  —Apertura  del  testamento 

Art.  1.010.  Se  hará  por  el  notario  la 
apertura  del  testamento,  á  no  ser  que 
por  excepción  haya  expresamente  pro- 
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hibido  el  testador  su  apertura  oficial  (1). 

Art.  1.011.  .  El  notario  convocará  con 
ese  objeto,  si  fuere  posible,  en  la  mo- 
rada del  difunto,  á  los  herederos  pre- 
sentes que  conozca,  al  cónyuge  super- 
viviente y  al  ejecutor  testamentario 
cuando  lo  haya  desighado  el  difunto. 

Art.  1.012.  El  testamento  será  pre- 
sentado y  leído  por  el  notario  á  las  per- 
sonas convocadas  que  hayan  acudido 
á  su  invitación. 

Art.  1.013.  Si  el  testamento  fuese 
ológrafo,  comenzará  el  notario  por 
romper  el  lacre  y  hará  constar  por  es- 
crito* en  el  original,  que  hasta  entonces 
ha  permanecido  cerrado,  la  naturaleza 
del  acto. 

Art.  1.014.  Si  el  testamento  contuvie- 
re legados  en  favor  de  personas  no  pre- 
sentes en  la  apertura  ni  representadas, 
y  no  hubiere  ejecutor  testamentario, 
informará  el  notario  á  dichas  personas 
de  las  disposiciones  que  les  con- 
ciernen. 

Si  hubiere  ejecutor  testamentario,  in- 
cumbirá á  éste  el  darles  aviso  de  ello. 

D.  —  Contenido  de  un  testamento 

I.  —Institución   de  heredero 
y  desheredación 

Art.  1.015.  Podrá  el  testador,  cuando 
su  libertad  de  testar  no  esté  restringi- 
da por  las  prescripciones  relativas  á  la 


(1)  En  el  comentario  aclaratorio  de  este  ar- 
tículo, dice  Bluntchli  que  cuando  el  testador  quie- 
ra prohibir  toda  intervención  oficial  en  este  asun- 
to, indicará  al  notario  en  quien  deposite  el  tes- 
tamento ológrafo,  la  persona  á  quien  encargue  su 
apertura.  El  notario  tomará  nota  y  consignará  es- 
tas instrucciones  en  el  sobre  del  testamento,  y 
después  de  la  muerte  del  testador  entregará  el 
pliego  cerrado  y  lacrado  á  la  persona  designada 
para  que  proceda  á  dicha  apertura. 


legitima,  instituir  heredero  á  quien 
mejor  le  parezca,  ya  por  la  totalidad,  ya 
por  una  parte  de  la  sucesión,  ó  privar 
á  uno  de  los  herederos  legítimos  de  to- 
dos ó  de  parte  de  sus  derechos  heredi- 
tarios (desheredarle). 

Art.  1.016.  También  podrá  sustituir 
otra  persona  á  aquel  de  sus  herederos 
legítimos  ó  testamentarios  que  no  pue- 
da venir  á  la  sucesión. 

Art.  1.017.  Por  último,  podrá  tam- 
bién, siempre  en  los  limites  de  la  can- 
tidad disponible,  imponer  á  su  herede- 
ro que  transmita  viviendo  él  y  bajo 
ciertas  condiciones,  la  sucesión  á  un 
heredero  posterior  ó  que  la  deje  á  su 
muerte  á  tal  ó  cual*  heredero  (Na- 
ckerbé). 

Pero  no  se  permitirá  enlazar  una  se* 
gunda  institución  fideicomisaria  á  la 
primera.  Quedan  á  salvo  las  disposi- 
ciones especiales  en  materia  de  mayo- 
razgos (Familien&Uftungen). 

Art.  1.018.  Si  el  heredero  instituido 
en  primer  término  se  negase  á  aceptar 
la  sucesión,  podrá  aceptarla  en  su 
puesto  y  lugar  el  heredero  sustituido. 

Art.  1.019.  Elheredero  sustituido  po- 
drá exigir  del  heredero  instituido  segu- 
ridades para  la  ulterior  transmisión 
gravada  con  fideicomiso,  si  pudiera  te- 
merse que  esté  amenazada  su  conser- 
vación por  los  actos  ú  omisiones  del  úl- 
timo, á  no  ser,  sin  embargo,  que  se  lo 
haya  prohibido  el  difunto. 

Art.  1.020.  El  heredero  testamenta- 
rio, siempre  que  sea  válida  su  institu- 
ción, estará  asimilado  en  principio  al 
heredero  legítimo. 

Art.  1.021.  Sin  embargo,  no  se  pre- 
sumirá, de  parte  de  éste,  la  aceptación 
de  la  sucesión,  sino  que  por  el  contra- 
rio será  preciso  que  efectúe  la  adición, 
la  cual  podrá  ser  expresa  ó  resultar  im- 
plícitamente de  los  actos  del  heredero. 
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Art.  1.022.  Cuando  el  heredero  ins- 
tituido muera  después  que  el  testador, 
pero  antes  de  haber  hecho  acto  alguno 
de  adición,  se  transmitirá  su  derecho  á 
sus  propios  herederos. 

Art.  1.023.  Podrá  el  tribunal,  á  peti- 
ción de  otros  herederos  legítimos  ó  tes- 
tamentarios, de  los  legatarios  ó  de  los 
acreedores  de  la  sucesión,  fijar  un  pla- 
zo al  heredero  instituido  para  que  acep- 
te ó  repudie  la  herencia. 

Art.  1.024.  Cuando  vaque  la  institu- 
ción de  heredero,  ya  porque  muera 
éste  antes  que  el  testador,  ya  porque 
repudie  la  herencia,  la  parte  objeto  de 
ella  acrecerá  la  de  los  herederos  legí- 
timos, si  el  difunto  no  ha  dispuesto 
otra  cosa  en  su  testamento. 


II. —Legados 

Art.  1.025.  El  testador  podrá  hacer 
legados  particulares  en  su  testamento. 

Art.  1.026.  Salvo  disposición  en  con- 
trario, todos  los  herederos,  legítimos 
ó  testamentarios,  estarán  obligados  á 
pagar  los  legados  particulares  en  pro- 
porción á  sus  respectivas  porciones 
hereditarias. 

Art.  1.027.  Si  el  legatario  sobrevivie- 
re al  testador,  le  corresponderá  el  lega- 
do en  el  sentido  de  que  tiene  contra  los 
herederos  legítimos  ó  testamentarios 
una  acción  para  ejecución  del  legado  y 
entrega  de  la  cosa  legada. 

Art.  1.028.  Si  muriese  antes  que  el 
testador,  caducará  el  legado  y  corres- 
ponderá á  los  herederos  legítimos  ó 
instituidos  del  difunto,  á  no  ser  que  re- 
sulte de  los  términos  del  testamento 
que  el  difunto  tenia  otras  intenciones 
respecto  de  esto. 

Art.  1.029.  La  validez  del  legado  es- 
tará subordinada  á  la  del  testamento, 


pero  no  á  la  aceptación  de  la  sucesión 
por  el  heredero  testamentario. 

Art.  1.030.  Si  se  abriera  un  concur- 
so sobre  los  bienes  del  testador,  sólo 
podrán  hacer  valer  sus  derechos  los 
legatarios  después  del  pago  integro  de 
las  deudas  de  la  sucesión. 

Art.  1.031.  Aun  en  los  casos  en  que 
la  atribución  de  una  legitima  no  limite 
el  derecho  de  libre  disposición  del  testa- 
dor, podrán  exigir  los  herederos  legíti- 
mos ó  testamentarios  que  no  se  ejecu- 
ten los  legados  por  más  de  las  nueve 
décimas  partes  de  sus  porciones  here- 
ditarias. 

Por  consiguiente,  sí  tomados  en  jun- 
to los  legados  pasaren  de  esta  can- 
tidad, deberán  reducirse  proporcional- 
m  en  te  de  modo  que  cada  heredero  re* 
ciba  un  décimo  neto  de  su  parte. 

Art.  1.032.  Cuando  uno  de  los  here- 
deros haya  sido  especialmente  encar- 
gado de  abonar  un  legado,  sólo  él  esta- 
rá obligado  con  su  porción  hereditaria; 
pero  sólo  él  se  aprovechará  de  la  cadu- 
cidad ó  anulación  del  legado. 

Art.  1.033.  También  podrá  encar- 
garse á  un  legatario  no  heredero  que 
abone  un  legado  en  favor  de  tercero. 
Pero  sólo  estará  obligado  á  abonarlo 
por  el  importe  de  la  liberalidad  que  á 
él  mismo  le  hayan  hecho. 

Si  rechazase  dicha  liberalidad,  ten- 
drá derecho  el  segundo  legatario  á  so- 
licitar que  se  le  atribuya  en  su  puesto 
y  lugar. 

Art.  1.034.  Cuando  muera  un  lega- 
tario después  que  el  testador,  pero  an- 
tes de  haber  tenido  conocimiento  del 
legado  ó  de  haber  reclamado  su  entre- 
ga ó  también  antes  de  que  fuera  exigí- 
ble  el  legado,  pasará  su  derecho  á  sus 
herederos,  á  no  ser  que  haya  dispuesto 
otra  cosa  el  testador. 

Art.  1.035.    En  el  caso  en  que  un  le- 
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tima  con  el  testamento,  no  por  eso  se- 
rá nulo  éste;  pero  sólo  será  valido  has- 
ta la  parte  ó  porción  disponible. 

A rt.  1.051.  Cualquier  heredero  inte- 
resado y  cualquier  legatario  podrán 
solicitar  que  fije  el  tribunal  un  plazo  á 
los  herederos  para  que  declaren  si  re- 
conocen ó  no  el  testamento. 

CAPÍTULO  III 
De  los  pactos  de  sucesión  (Erbvertrag) 

A.— Forma  del  pacto  de  sucesión 

Art.  1.052.  Sólo  podrán  hacer  un 
pacto  sobre  su  propia  sucesión  las  per- 
sonas  que  hayan  llegado  á  la  edad  de 
discernimiento  y  sean  capaces  para 
disponer,  siendo  necesario  que  existan 
personalmente  al  acto. 

Art.  1.053.  Las  personas  que  no  ten- 
gan capacidad  civil,  sólo  podrán  hacer 
pacto  de  sucesión  cuando  estén  autori- 
zadas ó  representadas  por  la  autoridad 
tutelar. 

Art.  1.054.  Por  excepción  y  en  con- 
tra de  lo  dispuesto  en  los  artículos  592 
y  600,  la  mujer  tendrá  el  derecho  de 
hacer,  sin  más  autorización,  un  pacto 
de  reciproca  sucesión  con  su  marido; 
podrá  también,  con  sólo  la  autorización 
de  su  marido  y  sin  la  intervención  de 
un  tutor  extraordinario,  renunciar  por 
contrato  en  provecho  de  sus  hermanos 
á  la  futura  sucesión  de  sus  padres,  me- 
diante una  ventaja  inmediata (Ausrich- 
tungsvertray). 

Art.  1.055.  Deberán  hacerse  en  for- 
ma de  testamento  ordinario  los  pac- 
tos de  sucesión  por  los  cuales  dos  per- 
sonas, principalmente  los  cónyuges,  se 
instituyen  reciprocamente  herederos  ó, 
recíprocamente  se  aseguren  ciertas 
ventajas  en  su  sucesión. 


Los  demás  pactos  de  sucesión  debe- 
rán hacerse  por  escritura  notarial. 

Art.  1.056.  Cuando  se  haya  hecho  en 
forma  de  testamento  ológrafo  un  pacto 
de  recíproca  sucesión,  podrá  ocurrir,  ó 
que  cada  parte  escriba  de  su  puño  y 
letra,  en  la  misma  escritura,  las  dispo- 
siciones concernientes  á  su  sucesión 
y  que  los  dos  juntos  pongan  su  firma 
al  pie,  ó  que  transcriba,  cada  uno  de 
su  puño  y  letra,  todo  el  contrato  recí- 
proco, en  documento  aparte,  y  firmen 
luego  ambos  documentos.  £1  documen- 
to único  ó  los  dos  documentos  deberán 
confiarse,  su  original,  á  la  custodia  de 
un  notario. 

Art.  1.057.  Cuando  un  pacto  de  re- 
cíproca sucesión  se  haya  hecho  en  for- 
ma de  testamento  público,  se  comple- 
tarán las  reglas  prescritas  para  esa 
clase  de  testamentos  en  el  sentido  de 
que  ambas  partes  deberán  hallarse  si- 
multáneamente presentes  ante  los  tes- 
tigos y  el  notario,  y  firmar  el  documen- 
to- original  que  redacte  dicho  funcio- 
nario. 

Art.  1.058.  Los  demás  pactos  de  su- 
cesión otorgados  ante  notario  no  exi- 
gen la  presencia  de  testigos. 

B.—  Contenido  del  pacto  de  sucesión 

Art.  1.059.  El  pacto  de  sucesión  ten- 
drá influencia  en  la  atribución  de  las 
sucesiones  en  el  sentido  de  que  una  de 
las  partes,  la  que  dispone  de  su  heren- 
cia, asegura  á  la  otra,  en  forma  obliga- 
toria, ya  un  derecho  á  su  sucesión,  ya 
un  legado,  ó  de  que  la  otra  parte  re- 
nuncia, respecto  de  la  primera,  á  todo 
derecho  á  su  sucesión  eventual. 

Art.  1.060.  Siempre  que  se  pueda 
instituir  á  una  persona  como  heredero 
por  cédula  testamentaria,  podrá  tam- 
bién hacerse  de  dicha  persona  por  un 
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pacto  de  sucesión,  un  heredero  con- 
tractual (Vertragserbe). 

Art.  1.061.  Por  excepción,  el  pacto 
de  sucesión  por  el  cual  un  comunista 
(Gemeinder)  asegure  á  otro  comunista, 
ó  el  pensionista  en  virtud  de  un  con- 
trato de  sostenimiento  al  establecimien- 
to que  lo  haya  recogido  (art.  479),  un 
derecho  sobre  su  sucesión,  sólo  podrán 
impugnarlo  después  de  la  muerte  del 
disponente,  por  causa  de  inoficiosidad, 
sus  legítimos  descendientes.  Los  de- 
más herederos  sólo  podrán  impugnar- 
lo por  esa  causa  en  las  condiciones 
previstas  en  los  artículos  485, 486  y  556. 

Art.  1.062.  El  heredero  contractual 
se  halla  investido,  después  del  falleci- 
miento del  disponente,  de  un  derecho 
hereditario  análogo  al  del  heredero  tes* 
tamentario.  Para  convertirse  realmen- 
te en  heredero,  será  preciso  que  haga 
la  adición  de  la  herencia. 

Art.  1.063.  Si  muriese  antes  que  el 
disponente,  se  habrá  de  considerar  el 
pacto  de  sucesión  como  habiendo  falta- 
do á  su  objeto;  á  no  ser  que  haya  esti- 
pulaciones en  contrario  en  el  mismo  con- 
trato, no  tendrán  sus  herederos  dere- 
cho alguno  á  la  expectativa  heredita- 
ria que  dicho  contrato  les  aseguraba. 

Art.  1.064.  Nadase  opondrá  á  que 
un  heredero  contractual  recoja  la  suce- 
sión juntamente  con  los  herederos  le- 
gítimos y  los  testamentarios. 

Art.  1.065.  El  pacto  de  sucesión  po- 
drá tener  por  objeto  un  mero  legado 
particular,  pero  será  preciso  que  inter- 
venga en  el  acto  el  legatario. 

Art.  1.066.  No  será  válida  una  pro- 
mesa de  donación  por  causa  de  muerte, 
sino  á  condición  de  haberse  hecho  en 
forma  de  legado  contractual. 

Art.  1.067.  Cuando  un  pacto  de  re- 
cíproca sucesión  contenga  disposicio- 
nes en  favor  de  terceros  que  no  sean 


partes  en  el  acto,  dichas  disposiciones 
tendrán  el  valor  de  meros  legados  tes- 
tamentarios. 

Art.  1.068.  El  que  haya  hecho  insti- 
tución de  heredero  ó  un  legado  con- 
tractual, perderá  el  derecho  de  supri- 
mir ó  disminuir  con  otras  disposiciones 
de  última  voluntad  las  ventajas  que  ha- 
ya asegurado  por  el  contrato  al  here- 
dero ó  al  legatario  contractual. 

Art.  1.069.  Para  proteger  su  dere- 
cho, disfrutará  el  heredero  ó  legatario 
contractual  de  análogo  derecho  al  que 
compete  á  los  herederos  reservatarios 
para  salvaguardia  de  su  legítima. 

Art.  1.070.  Cuando  renuncie  una 
persona,  por  contrato  con  otra,  al  de- 
recho  eventual  que  tuviera  sobre  la  su- 
cesión de  la  última,  romperá  la  renun- 
cia, hasta  la  debida  concurrencia,  los 
lazos  hereditarios  que  los  unían,  de  tal 
suerte,  que  ni  ella  ni,  si  sobreviviere  á 
aquél  de  cuya  sucesión  se  trata  (Erblas- 
ser),  sus  descendientes  podrán  preten- 
der tener  derecho  alguno  á  dicha  suce- 
sión. 

Art.  1.071.  En  general,  nadie  podrá 
renunciar  más  que  á  sus  propios  dere- 
chos hereditarios.  La  renuncia  hecha 
por  un  heredero  por  cuenta  de  sus  hijos 
ó  sucesores,  no  podrá  oponerse  contra 
éstos,  si  se  presentasen  á  la  sucesión 
en  su  nombre  personal. 

Pero  si  habiendo  aceptado  la  suce- 
sión de  su  causante  pretendieren.  sin  te- 
ner en  cuenta  su  renuncia,  hacer  valer 
un  derecho  á  la  sucesión  á  que  hubie- 
ren renunciado,  estarán  obligados  res- 
pecto de  Jos  demás  herederos  á  devol- 
ver la  cantidad  percibida  por  su  autor 
como  precio  de  su  renuncia  (Ausrich- 
tungssumme). 

Art.  1.072.  Por  excepción  á  esta  re- 
gla, los  contratos  de  renuncia  á  la  su- 
cesión eventual  de  una  persona  hechos 
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con  ó  sin  compensación  pecuniarias 
por  descendientes  legítimos  de  dicha 
persona  en  provecho  de  otros  descen- 
dientes legítimos,  se  reputarán,  en  la 
duda,  obligatorios  para  los  hijos  ó  he- 
rederos del  renunciante. 

C.— Anulación  del  pacto  de  sucesión 

Art.  1.073.  Podrá  anularse  un  pacto 
de  recíproca  sucesión  de  la  misma  ma- 
nera que  un  testamento,  á  condición  de 
que  ambas  partes  cooperen  á  la  anula- 
ción. 

Art.  1.074.  Tal  pacto,  celebrado  en- 
tre esposos,  quedará  anulado  de  pleno 
derecho  por  el  hecho  del  divorcio. 

Art.  1.075.  Un  legado  contractual 
por  el  cual  no  se  haya  dado  ni  prome- 
tido á  quien  haya  dispuesto  de  su  he- 
rencia ventaja  alguna  á  titulo  de  com- 
pensación y  que  lo  ha  hecho  sólo  por 
pura  liberalidad  podrá  ser  revocado 
por  él  unilateralmente  por  medio  de  un 
documento  en  forma  de  testamento  (ar- 
tículo 1.073): 

1.°  Por  causa  de  ingratitud  del  be- 
neficiado; 

2.°  Por  causa  del  nacimiento  de  un 
hijo,  si  no  tenía  posteridad  al  hacer  el 
contrato; 

Art.  1.076.  Los  demás  pactos  de  su- 
cesión sólo  podrán  ser  revocados  por 
escritura  notarial. 

Sección  tercera 

De  los  pactos  relativos  á  la  sucesión  de  tercero 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  adquisición  entre  coherederos  de 
sus  derechos  de  sucesión  (Erbauskauf) 

Art.  1.077.  Todo  heredero  tendrá  de- 
recho á  enajenar,  ya  á  todos  sus  cohe- 


rederos, ya  á  algunos  de  ellos,  sus  de- 
rechos eventuales  á  una  sucesión  á 
la  que  conjuntamente  deban  ser  lla- 
mados, ó  sus  derechos  á  una  sucesión 
efectuada. 

No  será  necesaria  la  intervención  de 
notario  para  esta  operación,  bastando 
hacer  que  conste  por  escrito. 

Art.  1.078.  Si  fueren  mujeres  casa- 
das las  que  de  este  modo  enajenan  sus 
derechos  á  otros  cohederos,  sólo  ne- 
cesitarán la  autorización  de  sus  mari- 
dos y  no  la  intervención  ó  asistencia 
extraordinaria  de  que  se  habla  en  el 
artículo  592. 

Si  fuesen  hijos  sujetos  todavía  á  la 
tutela  paterna  aquéllos  cuyos  derechos 
hereditarios  sean  adquiridos  por  otros 
herederos  de  su  línea  paterna  ó  mater- 
na, será  indispensable  la  asistencia  ex- 
traordinaria prevista  en  el  art.  666, 
siendo  supérflua,  por  el  contrario,  si 
los  coherederos  adquirentes  pertene- 
cieren á  más  lejana  parentela  ó  no  es- 
tuvieren unidos  á  los  hijos  por  ningún 
lazo  de  parentesco,  en  cuyo  caso  será 
suñciente  el  consentimiento  del  padre. 

Art.  1.079.  Cuando  la  adquisición 
tenga  por  objeto  una  sucesión  futura, 
se  reputará  que  el  heredero  vende- 
dor ha  querido  renunciar  á  sus  dere- 
chos de  sucesión  en  favor  del  heredero 
adquirente,  de  tal  suerte  que,  al  abrirse 
la  sucesión,  pase  ésta  al  último  en  su 
puesto  y  lugar,  y  ya  no  tenga  el  que 
enajena  que  repudiar  la  herencia  ni 
que  responder  de  las  deudas. 

En  la  duda,  esta  renuncia  podrá 
igualmente  oponerse  á  los  descendien- 
tes y  herederos  del  vendedor  (art.  1.072), 
y  comprenderá  toda  la  sucesión  enaje- 
nada, aun  cuando  desde  la  celebración 
del  contrato  de  adquisición  haya  acrecí* 
do  dicha  sucesión  á  consecuencia  de 
herencias  ó  de  otro  modo* 
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Art.  1.080  Cuando  la  enajenación 
tenga  per  objeto  una  sucesión  efectiva, 
deberá,  considerarse  al  heredero  que 
vende  como  el  verdadero  heredero.  El 
coheredero  adquirente  estará  obligado 
á  atender,  en  su  puesto  y  lugar,  al  pa- 
go délas  deudas;  pero  los  acreedores 
de  la  sucesión  podrán  también  en  este 
caso  dirigirse  contra  el  que  enajena. 

Art.  1.081.  Un  contrato  de  esta  clase 
sólo  podrá  ser  impugnado  por  una  de 
las  causas  generales  de  nulidad  de  los 
contratos. 

CAPÍTULO  II 

Oíros  contratos  relativos  a  la  herencia 
de  tercero 

Art.  1.082.  Los  demás  contratos  re- 
lativos á  la  herencia  de  tercero  y  en  los 
que  dicho  tercero  no  concurra  perso- 
nalmente, se  hallarán  sometidos  en  ge- 
neral, no' al  derecho  de  sucesión,  sino 
al  de  obligaciones. 


Art.  1.083.  Se  regirá  la  adquisición 
de  semejante  herencia  por  las  disposi- 
ciones sobre  cesión  de  créditos.  Si  al 
abrirse  la  sucesión  aceptase  la  heren- 
cia el  adquirente,  estará  obligado  res- 
pecto á  los  acreedores  hereditarios. 

Art.  1.084.  Los  contratos  sobre  una 
herencia  futura  de  tercero  celebrados 
en  vida  de  éste  deberán,  para  su  vali- 
dez, otorgarse  ante  notario  y  notificar- 
se á  diclia  persona. 

Art.  1.085.  Cuando  se  hayan  cele- 
brado después  de  su  fallecimiento  y 
tengan  por  objeto  una  sucesión  efecti- 
va ó  la  futura  sucesión  de  un  ausente, 
bastará  otorgarlos  por  escrito  y  que 
lleven  la  firma  de  las  partes  contra- 
tantes. 

Art.  1.086.  El  heredero  que  en  vida 
de  su  causante  venda  sin  su  coopera- 
ción sus  derechos  de  sucesión  eventua- 
les á  un  tercero,  perderá  por  este  solo 
hecho  el  derecho  de  impugnar  por  cau- 
sa de  inoflciosidnd  las  disposiciones  de 
última  voluntad  del  difunto. 


Las  reservas  Je  a,  by  c  ascienden  juntos  á  0.(1(1(1  francos;  peroc  ha  vendido  bus  derechos  ti eredi ti- 
rios á  m;  el  de  cujus  T>  V,  ha  liedlo  legados  que  exceden  en  3.000  francos  la  cantidad  disponible.  A  tie- 
ne el  derecho  ríe  exigir  que  se  reduzcan  los  legados  en  !  .00(1  francos,  de  modo  que  su  reserva  de  3.000 
Troncos  quede  intacta;  b  tiene  el  mismo  derecho.  Tero  c  6  m  en  su  lugar,  po  podrán  alegar  tete  ni 
otro  derecho.  Sigúese  que  los  legados  sólo  se  reducirán  en  2.000  francos.  También  podría  disponer 
el  testador  que  todos  los  legados  sean  imputados  en  primer  lugar  en  la  reserva  de  c. 


Art.  1,087.  Si  muriere  el  vendedor  i  reputará  que  el  objeto  del  contrato  ha 
de  una  sucesión  futura  antes  que  la  perecido  por  caso  fortuito,  y  los  here- 
persona  de  cuya  sucesión  se  trata,  se  |  daros  del  vendedor  no  tendrán  ninguna 
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obligación  ulterior  respecto  del  adqui- 

rente. 

Art.  1.088.  No  podrán  ser  objeto  de 
un  derecho  de  prenda  ó  de  hipoteca 
fPfandrecht)  una  sucesión,  una  parte 
de  ella,  ó  una  espectativa  de  sucesión. 

Disposiciones  transitorias 

Art.  1.089.  Las  prescripciones  del 
Código  federal  de  las  Obligaciones  son 
igualmente  aplicables  á  las  materias 
regidas  por  el  derecho  cantonal  en  todo 
aquello  en  que  el  presente  Código  no 
contenga  disposiciones  especiales. 

Art.  1.090.  La  constitución  de  pren- 
da voluntaria  por  vía  de  inscripción 
vigente  en  la  actualidad  y  que  no  caiga 
bajo  la  acción  del  art.  403,  se  extingui- 
rá antes  déla  época  fijada  en  el  art.  885 
del  Código  federal  de  las  Obligaciones, 
si  el  acreedor  no  promoviese  su  reno- 
vación un  año  antes  de  la  espiración 
del  año  por  el  cual  fué  consentida. 

Art.  1.091.  Las  hipotecas  generales 
existentes  todavía  se  extinguirán  seis 
meses  después  del  vencimiento  de  la 
obligación  ó  del  día  en  que  puedan  de- 
nunciarse, y  á  más  tardar  el  31  de  Di- 
ciembre de  1892,  á  no  ser  que  antes  de 
esta  fecha  se  haya  abierto  un  concurso 
contra  el  deudor  y  se  realice  la  hipote- 
ca durante  el  curso  del  procedimiento, 
ó  que  el  crédito  sea  impugnado,  se 
haya  comenzado  á  hacerlo  valer  judi- 
cialmente para  llegar  á  la  realización 
de  la  hipoteca  y  se  haya  seguido  la  ins- 
tancia sin  interrupción. 

El  poseedor  de  un  crédito  garantido 
con  tal  hipoteca  tendrá  derecho,  desde 
el  1.°  de  Diciembre  de  1892,  y  aun  cuan- 
do venza,  ó  no  pueda  denunciarse  sino 
más  tarde,  á  reclamar  judicialmente 
otras  seguridades  del  deudor. 

Art.  1.092.  No  estando  ya  vigentes, 
serán  aplicables  las  disposiciones  del 


presente  Código  desde  el  1.°  de  Enero 
de  1888. 

Quedan  derogadas  desde  el  mismo 
día: 

1.°  Todas  las  disposiciones  del  Có- 
digo civil  anterior  para  el  cantón  de 
Zurich  que  no  hayan  sido  reproducidas 
en  el  presente  Código; 

2.°  Todas  las  disposiciones  de  las 
leyes  y  ordenanzas  de  Zurich  que  sean 
contrarias  al  presente  Código,  y  princi- 
palmente: 

a)  Los  artículos  141, 146,  151,  155  á 
158  de  la  ley  sobre  concursos  de  29  de 
Octubre  de  1871; 

b)  La  primera  disposición  del  art.  20, 
aparte  primero,  de  la  ley  de  12  de  Junio 
de  1882  relativa  á  las  medidas  contra  la 
filoxera) 

c)  El  art.  17  de  la  ley  19  de  Diciem- 
bre de  1839  sobre  policía  de  los  domin- 
gos y  días  feriados,  posadas  y  juego. 

Art.  1.093.  Hasta  que  se  ponga  en 
vigor  una  ley  federal  sobre  la  persecu- 
ción por  deudas  y  el  procedimiento  de 
concurso,  se  aplicarán  las  siguientes 
disposiciones. 

Art.  1.094.  El  deudor  que  mediante 
un  procedimiento  haya  sido  obligado  á 
pagar  una  deuda  que  no  reconocía,  ten- 
drá el  derecho  de  reclamar  su  reem- 
bolso si  prueba  que  no  debía  su  im- 
porte. 

Concurso  de  acreedores 

Art.  1.095.  Cuando  se  abra  un  con- 
curso contra  un  deudor  insolvente,  se 
pagará  á  ios  diversos  acreedores  con 
cargo  á  la  masa,  en  cuanto  ésta  sea  su- 
ficiente para  ello,  según  la  naturaleza  y 
la  importancia  de  sus  respectivos  cré- 
ditos, quedando  el  deudor  obligado  para 
con  ellos  por  el  excedente. 

Art.  1.096.    Existirá  privilegio  (Vor* 


L  —  CANTÓN  DE  BERNA 


CASAS  DE  TRABAJO 

(Ley  de  11  de  Mayo  de  1884) 

Artículo  1.°  El  Estado,  según  las  ne- 
cesidades, creará  casas  de  trabajo.  Es- 
tos establecimientos  serán  destinados  á 
recibir: 

a)  A  los  adultos  capaces  de  traba- 
jar, pero  que  vivan  en  la  holganza,  y 
hagan  una  vida  desarreglada; 

b)  A  las  personas  menores  viciosas, 
especialmente  á  aquellas  que  hayan 
incurrido  en  condenas  penales. 

Art.  2.°  Habrá  establecimientos  dis- 
tintos para  las  dos  clases  de  personas 
anteriormente  indicadas.  Los  pensio- 
nistas ó  reclusos  de  las  casas  de  traba- 
jo estarán  rigurosamente  separados 
por  sexos. 

Art.  3.°  La  admisión  en  las  casas 
de  trabajo  tendrá  lugar  por  la  vía  ad- 
ministrativa. 

Sin  embargo,  hasta  que  esté  termi- 
nada la  reorganización  de  estableci- 
mientos penitenciarios,  se  podrá  colo- 
Tomo  VIII.— Instituciones  jurídicas. 


car  también  á  las  personas  que  hayan 
sido  condenadas  á  detención  en  una 
casa  de  trabajo  obligatorio. 

Art.  4.°  La  reclusión  por  la  vía  ad- 
ministrativa podrá  ser  ordenada  con- 
tra  las  siguientes  personas,  á  saber: 

1.°  Los  interdictos  ó  las  personas 
sometidas  á  la  patria  potestad  que  no 
hagan  caso  de  los  avisos  y  adverten- 
cias de  sus  padres  ó  tutores  ni  de  las 
autoridades  de  vigilancia,  y  respecto 
de  los  cuales  se  consideren  ineficaces 
los  medios  disciplinarios; 

2.°  Los  individuos  que  se  dediquen 
habitualmente  á  la  ociosidad  ó  á  la 
embriaguez,  ó  lleven  una  vida  desorde- 
nada, y  que  hayan  de  recurrir  á  la 
asistencia  pública,  ó  sean  causa  de  es- 
cándalo público; 

3.°  Los  padres  ó  aquellos  cuya  mi- 
sión sea  de  igual  Índole  que  la  de  los 
padres,  que,  habitualmente  y  á  pesar 
de  las  amonestaciones,  no  cumplan 
sus  deberes  para  con  sus  hijos  ó  perso- 
nas á  ellos  confiadas,  las  abandonen, 
las  inciten  á  robar  ó  á  cometer  delitos 
forestales  y  rurales,  ó  no  hagan  nada 
|  para  impedirlos,  los  envíen  ó  les  dejen 
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¡r  á  mendigar,  impidiéndoles  de  esta 
manera  frecuentar  los  escuelas; 

4,°  Las  personas  respecto  de  las 
cuales  haya  sido  llamado  el  Consejo 
ejecutivo,  con  arreglo  a  lo  prescrito  en 
el  arl.  47  del  Código  penal,  á  tomar 
medidas  de  seguridad. 

Art.  5.°  El  internado  por  la  via  ad- 
ministrativa tendrá  lugar  mediante  un 
decreto  del  Consejo  ejecutivo,  y  previo 
el  pago  de  los  gastos  de  manutención, 
etcétera. 

Cuando  estos  gastos  incumban  á  los 
ayuntamientos,  serán  de  50  á  150  fran- 
cos. Podrá  hacerse  una  reducción  á 
favor  de  aquellos  ayuntamientos  que 
se  hayan  comprometido  á  pagar  una 
cuota  fija. 

En  casos  excepcionales,  el  internado 
podrá  ser  gratuito. 

Art.  8.°  Tendrán  personalidad  para 
presentar  demandas  de  detención:  los 
padres,  tutores,  consejeros  tutelares  y 
las  demás  autoridades  de  vigilancia; 
en  lo  que  concierne  á  las  personas  de- 
signadas en  el  art.  4.",  núm.  1.°,  los 
consejeros  tutelares,  las  autoridades 
encargadas  de  la  asistencia  ó  policía 
local,  y  las  comisiones  escolares,  en  lo 
que  corresponda  á  las  personas  desig- 
nadas en  el  art.  4.°,  números  2."  y  3.a 

Los  prefectos  tendrán  siempre  el  de- 
recho de  intervenir  de  oficio. 

La  demanda,  convenientemente  mo- 
tivada y  acompañada  de  las  pruebas 
correspondientes,  será  dirigida  al  pre- 
fecto del  distrito  donde  los  recurrentes 
estén  domiciliados. 

Art.  7."  El  prefecto  oirá  á  la  persona 
que  sea  objeto  de  la  demanda  y  exam 
nará  las  pruebas;  si  las  encuentra  in- 
suficientes, podrá  completarlas  él  mis- 
mo de  la  manera  que  juzgue  convenien- 
te, ya  procediendo  á  oir  á  las  autori- 
dades y  personas  demandadas  de  in 


tornado,  ya  interrogando  á  los  testigos 
ó  procurando  otros  medios  de  prueba, 
ya  devolviéndolas  para  completarlas. 
La  persona  cuyo  internado  se  reclame, 
podrá  también  pedir  un  complemento 
de  información.  El  prefecto  transmitirá 
enseguida  las  pruebas  acompañadas 
de  su  informe  á  la  Dirección  de  policía, 
la  cual  someterá  el  expediente  al  Con- 
sejo ejecutivo.  En  casos  urgentes,  el 
prefecto  estará  autorizado  para  tomar 
medidas  provisionales. 

Art.  8."  El  Consejo  ejecutivo  esta- 
tuirá definitivamente,  oyendo  á  la  Di- 
rección de  policía,  sobre  el  internado  y 
sus  condiciones. 

Art.  9.°  La  detención  sólo  será  or- 
denada, por  primera  vez,  por  un  año  á 
lo  sumo;  en  caso  de  reincidencia,  la  du- 
ración de  la  detención  podrá  llegar  á 
dos  años. 

A  petición  del  detenido  ó  á  propues- 
ta del  director  del  establecimiento,  el 
Consejo  ejecutivo,  después  de  avisar  á 
los  interesados,  podrá  poner  en  liber- 
tad á  un  detenido  antes  del  tiempo  fija- 
do por  el  decreto  de  detención. 

De  igual  modo  podrá  el  Consejo  eje- 
cutivo, después  de  avisar  á  los  intere- 
sados, prolongar  el  internado  cuando 
la  conducta  del  detenido  dé  lugar  á 
quejas,  ó  cuando  esta  medida  parezca 
justificada  en  atención  áotras  circuns- 
tancias. Los  detenidos  que  resulten  ab- 
solutamente incapaces  para  trabajar 
no  podrán  quedar  en  el  establecimiento. 

La  libertad  podrá  ser  ordenada  tam- 
bién condicionatmenle. 

Podrán  acumularse  ala  de  internado 
en  una  casa  de  trabajo,  las  penas  si- 
guientes: 

1.*  La  interdicción  de  asistencia  du- 
rante dos  años  á  lo  sumo; 

2."  La  privación  de  la  autoridad  pa- 
terna. 
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Art.  10.  Las  ocupaciones  de  los  de- 
tenidos serán  esencialmente  de  natura- 
leza agrícola.  Podrán,  sin  embargo,  in- 
troducirse otras  industrias  en  las  ca- 
sas de  trabajo. 

Art.  11.  El  Gran  Consejo  regulará 
por  decretos  las  medidas  de  ejecución 
necesarias,  especialmente  aquellas  que 
conciernen  á  la  creación,  ya  sea  exclu- 
sivamente por  el  Estado,  ya  con  la  coo- 
peración de  asociaciones  de  distrito,  de 
nuevos  establecimientos  ó  la  transfor- 


mación de  los  existentes,  asi  como  el 
número  de  empleados,  el  modo  de  su 
nombramiento  y  la  fijación  de  sus  suel- 
dos y  fianzas. 

El  Consejo  ejecutivo  formará  los  re- 
glamentos necesarios,  fijará  el  precio 
de  las  pensiones  y  determinará  lav  par- 
te que  los  detenidos  podrán  tener  en  el 
producto  de  su  trabajo,  así  como  las 
condiciones  bajo  las  cuales  serán  pues- 
tos en  libertad  provisional  ó  definitiva- 
mente. 


II.— CAHTÓH  DEL  TESSIHO 


REORGANIZACIÓN  DE  LA  ENSEÑANZA 

(Extracto  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1879) 

Artículo  1.°  La  enseñanza  es  pú- 
blica ó  privada.  Es  pública  cuando  está 
costeada  por  el  Estado  ó  los  ayunta- 
mientos. Privada  cuando  los  gastos  son 
sufragados  por  los  particulares.  Res- 
pecto de  su  objeto,  la  enseñanza  se  di- 
vidirá en  primaria  y  secundaria. 

Art.  2.°  La  enseñanza  privada  será 
libre  dentro  de  los  límites  fijados  por  la 
Constitución  federal. 

Art.  3.°  La  enseñanza  primaria  com- 
prenderá las  escuelas  elementales. 

Art.  4.°  La  enseñanza  secundaria  es 
aquella  que  se  da  en  las  escuelas  supe- 
riores, escuelas  técnicas»  gimnasio  y 
liceo  cantonal. 

El  Estado  proveerá  á  la  instrucción 
de  los  maestros  de  escuelas  primarias 
y  superiores  por  medio  de  Escuelas 
Normales. 


Art.  5.°  La  dirección  superior  de  en- 
señanza primaria,  pública  ó  privada, 
enseñanza  pública  secundaria  y  Escue- 
las Normales,  corresponderá  al  Conse- 
jo de  Estado,  que  ejercerá  este  cargo  de 
conformidad  con  las  leyes,  por  medio 
del  Departamento  de  instrucción  pú- 
blica. El  Consejo  de  Estado  hará  los 
reglamentos  para  la  disciplina  interior 
de  las  escuelas  y  establecerá  los  pro- 
gramas para  los  distintos  ramos  de  la 
enseñanza. 

Art.  6.°  La  autoridad  eclesiástica 
velará  por  la  enseñanza  religiosa. 

Los  artículos  7.°  y  8.°  prescriben  las 
atribuciones  del  Departamento  en  lo  re- 
lativo al  personal  de  enseñanza,  y  del 
Consejo  de  Estado.  Los  artículos  9.°  y 
siguientes  le  adjuntan  una  Comisión 
cantonal  de  estudios,  que  comprende: 
otro  jefe  de  departamento,  seis  miem- 
bros que  nombra  el  Consejo  de  Estado 
por  espacio  de  cuatro  años,  que  se  divide 
en  secciones  correspondientes  á  los  di- 
versos ramos  de  la  enseñanza  y  que  tie* 
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ne  por  misión:  1.°,  examinar  los  infor- 
mes de  los  directores  é  inspectores  de 
las  escuelas  y  proponer  las  modificacio- 
nes que  deben  llevarse  á  cabo  en  las  le- 
yes, reglamentos  ó  programas;  2.°,  apre- 
ciar, por  ella  misma,  ó  por  medio  de  de- 
legados, la  capacidad  de  los  aspirantes 
á  la  segunda  enseñanza,  proponer  los 
diversos  funcionarios  cuyo  nombra- 
miento pertenece  al  Consejo  de  Estado, 
elegir  los  libros  de  clase,  etc. 

Los  miembros  de  esta  comisión  reci- 
birán, aparte  de  sus  gastos  de  viaje, 
una  indemnización  de  10  francos  por 
cada  día  de  camino  ó  estancia,  y  debe- 
rán celebrar  por  la  menos  dos  reunio- 
nes por  año. 

La  enseñanza  primaria  en  las  escue- 
las públicas  es  gratuita,  y  está  á  car- 
go de  los  ayuntamientos  (art.  19).  Es 
obligatoria,  en  los  limites  de  Ja  presen- 
te ley,  para  los  niños  de  seis  á  catorce 
años  (artículos  30  y  50);  puede  ser  dada 
en  las  escuelas  privadas,  á  condición  de 
ser  equivalente  á  la  otra;  todo  profesor 
primario  particular,  está  obligado  á 
presentarse  al  Consejo  de  Estado,  exhi- 
bir certificado  de  aptitud  é  indicar  el 
local  donde  quiere  abrir  la  escuela  (ar- 
ticulo 21).  En  principio,  cada  ayunta- 
miento debe  sostener  una  escuela  pri- 
maria para  niños  y  otra  para  niñas  (ar- 
tículo 22). 

Las  materias  de  enseñanza  son,  unas 
estrictamente  obligatorias,  y  otras  fa- 
cultativas; las  obligatorias  son:  1.a,  re- 
ligión é  historia  sagrada;  2.a,  lectura; 
3.',  escritura;  4.a,  lengua  italiana  con 
ejercicios  de  composición;  5.',  aritmé- 
tica con  ejercicios  de  cálculos  de  me- 
moria; 6.a,  elementos  de  geografía  é 
historia  nacional;  7.a,  canto  popular;  I 
8.a,  gimnasia  elemental  para  los  niños 
de  más  de  diez  años  (art.  28),  La  asis- 
tencia á  la  lección  de  religión  es  obli- 


gatoria para  todos  los  niños  que  profe- 
sen el  culto  común,  á  menos  que  sus 
padres  ó  tutores  hayan  declarado  á  la 
comisión  local  su  voluntad  de  que  se 
jes  exima  de  aquella  obligación.  En 
las  escuelas  frecuentadas  por  niñas, 
los  trabajos  de  su  sexo  son  obligatorios 
para  ellas,  asi  como  la  enseñanza  de  la 
economía  doméstica,  allí  donde  les  pue- 
da ser  dada  (art.  30). 

La  ley  establece:  1.°,  para  los  niños 
menores  de  seis  años,  escuelas  de  pár- 
vulos, asilos  ó  jardines  de  la  infancia 
establecidos  por  los  ayuntamientos  ó 
particulares  (artículos  33  y  34);  2.°,  para 
los  niños  de  catorce  á  dieciocho,  escue- 
las de  repetición,  destinadas  á  conser- 
var  la  instrucción  recibida  en  las  es- 
cuelas  primarias  (artículos  35  y  si- 
guientes). La  frecuentación  de  estos  úl- 
timos cursos  es  obligatoria  en  todo 
ayuntamiento  donde  haya  diez  niños  en 
edad  de  seguirlos. 

Cuando  un  niño,  en  edad  de  frecuen- 
tar la  escuela  primaria,  no  acude  áella 
regularmente,  la  delegación  escolar  co- 
mienza por  dirigir  una  seria  amonesta- 
ción á  sus  padres  ó  tutores  (art.  56); 
después,  en  caso  de  reincidencia,  les 
condena  á  una  multa  de  10  á  20  cén- 
timos por  cada  medio  día  de  ausencia 
injustificada  (art.  57).  Los  padres  que 
no  paguen  esta  multa,  incurrirán  en  la 
pena  de  cuatro  horas  de  prisión  (artícu- 
lo 59). 

La  delegación  tiene  el  derecho  de 
conceder  dispensas  de  asistencia:  i.°, 
á  los  niños  cuyos  padres  justifiquen  te- 
ner imperiosamente  necesidad  de  ellos, 
si  está  reconocido  que  tienen  una  ins- 
trucción suficiente;  2.°,  á  los  niños  que 
abandonen,  antes  de  la  edad,  la  escue- 
la primaria  para  frecuentar  la  secun- 
daria (art.  63). 
Los  artículos  65  á  144,  tratan  de  la 
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instalación  de  Jas  escuelas,  de  los  debe- 
res de  los  maestros,  del  modo  de  su 
nombramiento  y  destitución,  de  las 
condiciones  de  aptitud,  de  sus  emolu- 
mentos, de  la  inspección  de  escuelas 

primarias,  etc.,  etc.  Los  artículos  más 
importantes  son  los  siguientes: 

«Art.  67.  Los  golpes,  los  castigos 
perjudiciales  á  la  salud,  las  penas  que 
degraden  ó  desmoralicen  al  niño,  están 
absolutamente  proscritas  de  las  es- 
cuelas. 

»Art.  77.  El  ayuntamiento  deberá 
surtir  gratuitamente  á  los  niños  pobres 
de  todo  lo  que  necesiten  para  leer  y  es- 
cribir, sin  que  esta  provisión  pueda  en 
ningún  caso  ser  descontada  como  asis- 
tencia á  ios  pobres. 

)>Art.  79.  Los  aspirantes  á  la  ense- 
ñanza pública  ó  privada  deberán  estar 
provistos  dé  título  de  libre  ejercicio  ex- 
pedido por  la  Escuela  Normal;  aquéllos 
que  no  hayan  frecuentado  esta  escuela 
podrán  ser  admitidos  á  su  costa  á  un 
examen  especial  ante  una  comisión 
nombrada  por  el  departamento  de  Ins- 
trucción Pública.» 

Este  examen,  escrito  y  oral,  se  hace 
exclusivamente  con  arreglo  á  los  pro- 
gramas de  la  Escuela  Normal,  y  dará 
derecho,  en  caso  de  éxito,  á  un  título 
provisional  que  no  se  hace  deñnitivo 
hasta  después  de  cuatro  años  de  ejer- 
cicio; el  departamento  ó  el  Consejo  de 
Estado  estatuye  respectivamente  sobre 
la  equivalencia  de  títulos  procedentes 
de  otros  cantones  suizos  ó  del  extran- 
jero (art.  80  y  siguientes);  nadie  puede 
enseñar  sin  titulo,  bajo  pena  de  multa 
(artículo  87).  Los  maestros  son  elegidos  | 


por  las  municipalidades  por  concurso; 
pero  su  suspensión  ó  revocación  exige 
el  concurso  de  la  autoridad  superior; 
están  colocados  bajo  la  vigilancia  de 
inspectores  de  distrito  (circondario)  y 
de  un  inspector  general;  además,  hay 
en  cada  ayuntamiento  una  comisión  de 
escuelas  nombrada  por  la  municipa- 
lidad (artículos  88  á  144.) 

Después  de  las  escuelas  primarias, 
como  primer  escalón  de  la  enseñanza 
secundaria,  se  encuentran  las  escuelas 
superiores  de  niños  y  niñas,  destinadas 
á  completar  la  enseñanza  dada  en  las 
primeras  y  á  preparar  á  los  alumnos, 
tanto  para  los  cursos  literarios  ó  técni- 
cos, como  paralas  Escuelas  Normales 
(articulo  145).  Estas  escuelas  son  cos- 
teadas por  el  Estado  con  el  concurso  de 
los  ayuntamientos;  los  maestros  son 
nombrados  por  cuatro  años  y  retribuí- 
dos  por  el  Estado;  los  locales  están  á 
cargo  de  los  ayuntamientos  (art.  147  y 
siguientes.)  Hay  al  menos  una  escuela 
superior  de  niños  en  cada  distrito  del 
cantón,  que  no  está  puesta  más  que 
con  el  objeto  de  aprovechar  á  cualquier 
establecimiento  público  de  enseñanza 
secundaria.  En  cada  escuela  hay  tres 
clases  ó  secciones.  Las  superiores  pa- 
gan siete  francos  por  año,  salvo  dis- 
pensa; deben  tener  dieciséis  años  y  jus- 
tificar que  tienen  terminados  los  estu- 
dios primarios  (art.  156  y  siguientes). 
Tiene  asimismo  una  escuela  superior 
de  niñas  por  distrito;  la  retribución  es- 
colar es  de  cinco  francos  por  año.  Por 
último,  cada  distrito  tiene  su  escuela  de 
dibujo  (artículos  165  á  177). 
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III.-CAHTÓN  DE  GINEBRA 


CONVENIO  DE  ACREEDORES 

(Ley  del  2  de  Diciembre  de  1880) 

Artículo  1.°  Todo  comerciante  que 
se  halle  en  la  imposibilidad  de  atender 
y  pagar  sus  vencimientos,  podrá,  para 
evitarla  declaración  de  quiebra,  pedir 
al  Tribunal  de  Comercio  una  prórroga 
con  el  ñn  de  proponer  á  sus  acreedores 
un  convenio. 

Art.  2.°  La  admisión  de  esta  peti- 
ción estará  subordinada  al  previo  de- 
pósito, en  la  secretaría  del  Tribunal  de 
Comercio,  de  las  piezas  siguientes: 

a)  De  un  balance  conforme  con  las 
prescripciones  del  art.  439  del  Código 
de  Comercio,  indicando  individualmen- 
te, los  nombres  de  los  acreedores,  sus 
domicilios  y  las  cantidades  que  se  les 
deben; 

b)  De  los  libros  de  contabilidad  arre- 
glados y  al  día; 

e)  De  un  escrito  dirigido  al  tribunal, 
ñrmado  por  el  solicitante  y  con  la  apro- 
bación escrita  de  la  mayoría,  en  núme- 
ro y  cantidades,  de  los  acreedores  qui- 
rográficos. 

Art.  3.°  En  vista  de  estas  piezas  y 
de  las  conclusiones  del  Ministerio  pú- 
blico, el  tribunal  otorgará  ó  denegará 
la  petición. 

Se  estatuirá  en  Sala  del  Consejo,  y 
si  se  acordare  conceder  la  prórroga,  el 
tribunal  delegará  en  uno  de  sus  miem- 


bros para  que  vigile  sus  operaciones,  y 
nombrará  un  subdelegado  para  prórro- 
gas; su  decisión  no  es  susceptible  de 
apelación. 

A  partir  de  esta  decisión,  de  la  cual 
deberá  insertarse  un  extracto  en  el  Bole- 
tín de  Avisos  Oficiales,  todas  las  diligen- 
cias y  procedimientos  de  ejecución  con- 
tra el  deudor  concursado  quedarán  en 
suspenso,  á  excepción: 

1.°  De  las  diligencias  de  expropia- 
ción ya  comenzadas  antes  del  referido 
juicio; 

2.°  Del  derecho  adquirido  por  el  pro- 
pietario de  recuperar  la  posesión  de  los 
locales  arrendados,  en  virtud  de  juicio 
celebrado  antes  de  la  declaración  de 
prórroga  y  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada; 

3.°  De  las  acciones  relativas  al  esta- 
do y  capacidad  de  las  personas  y  á  la 
separación  de  bienes; 

4.°  De  la  acción  del  acreedor  asala- 
riado para  hacer  efectivo  su  salario; 

5.°  De  la  acción  de  declaración  de 
quiebra,  por  hechos  que  acusen  la  ban- 
carrota fraudulenta. 

Art.  4.°  A  partir  del  fallo  en  que  se 
conceda  la  prórroga  hasta  el  de  apro- 
bación del  convenio,  todo  acto  transla- 
tivo  de  propiedad  mueble  ó  inmueble, 
por  cualquier  título  ó  causa  que  sea, 
consentido  por  el  deudor,  así  como  to- 
do pago  hecho  por  él  en  especies,  efec- 
tos de  comercio  ó  de  mercaderías  ó 
por  compensación,  toda  garantía  hipo- 
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tecaria  6  simple  constitución  de  pren- 
da, anticresis,  aval,  fianza  y  recibo,  se- 
rán nulos  de  pleno  derecho,  si  no  están 
autorizados  expresa  y  especialmente 
por  el  subdelegado. 

En  caso  de  que  el  deudor  contravi- 
niese las  disposiciones  del  presente  ar- 
tículo, el  subdelegado  informará  al  tri- 
bunal, el  cual  podrá  decretar  de  oficio 
la  quiebra,  oído  aquél  ó  citado  previa- 
mente ante  la  Sala  del  Consejo. 

Los  actos  enumerados  en  el  presen- 
te artículo,  aunque  hayan  sido  autori- 
zados por  el  subdelegado,  podrán  ser 
anulados  si  están  hechos  en  fraude  de 
los  derechos  de  los  acreedores,  ó  si 
tienden  á  favorecer  á  ciertos  acreedo- 
res en  perjuicio  de  otros. 

Art.  5.°  Desde  su  entrada  en  funcio- 
nes, el  comisario  procederá  al  inventa- 
rio del  activo,  tomará  las  medidas  ne- 
cesarias para  garantir  los  intereses  de 
los  acreedores  y  continuar  la  explota- 
ción del  comercio,  si  hubiese  lugar  á 
ello. 

No  podrá  procederse  ala  liquidación 
del  activo  hasta  después  de  la  Asam- 
blea prevista  en  el  art.  8.°,  del  consen- 
timiento del  juez  delegado  y  del  deu- 
dor. 

El  subdelegado  exigirá  la  exhibición 
de  todas  las  cuentas,  por  cartas  dirigi- 
das á  los  acreedores  conocidos,  y  por 
una  triple  inserción  en  el  Boletín  de 
Avisos  Oficiales,  á  los  interesados  des- 
conocidos. 

Art.  6.°  El  subdelegado  será  respon- 
sable civil  y  criminalmente  de  sus  ac- 
tos, lo  mismo  que  los  síndicos  de 
quiebra. 

Art.  7.°  A  partir  del  fallo  en  que  se 
conceda  la  prórroga,  no  podrá  seguir- 
se ninguna  acción  mueble  ó  inmueble, 
que  no  sea  la  intentada  ó  representada 
por  la -demanda  del  subdelegado.  No 


obstante,  el  tribunal  podrá  admitir  al 
deudor  como  parte. 

Art.  8.°  En  los  ocho  días  siguientes 
á  la  inserción  prevista  en  el  art.  3.°, 
todos  los  acreedores  serán  convoca- 
dos, por  aviso  escrito  del  subdelegado, 
á  la  secretaría  del  Tribuna  de  Comer- 
cio, bajo  la  presidencia  del  juez  dele- 
gado, con  objeto  de  oir  el  informe  del 
subdelegado  sobre  la  situación  del 
deudor  de  emitir  sus  pareceres  acerca 
de  las  conclusiones  del  informe  y  del 
mantenimiento  ó  del  cambio  del  sub- 
delegado, y  de  fijar  un  subsidio  para  el 
deudor,  si  hubiese  lugar  á  ello.  El  deu- 
dor deberá,  si  para  ello  fuese  reque- 
rido, asistir  á  esta  sesión. 

Art.  9.°  La  secretaría  levantará  ac- 
ta indicando  los  nombres  de  los  acree- 
dores ó  de  sus  mandatarios  presentes 
á  esta  sesión,  y  sus  observaciones. 

El  poder  resultará  de  una  autoriza- 
ción bajo  firma  particular,  especial  á 
cada  acreedor;  no  estará  sujeto  á  los 
derechos  de  timbre  y  de  registro,  y  será 
depositado  en  la  secretaría  para  que 
sirva  para  todas  las  operaciones  de  pró- 
rroga y  convenio. 

Art.  10.  En  el  espacio  de  treinta  y 
cinco  días,  á  contar  de  la  inserción  pre- 
vista en  el  art.  3.°,  los  acreedores  de- 
berán remitir  al  subdelegado,  contra 
recibo,  sus  títulos,  con  factura  indica- 
tiva de  las  cantidades  por  ellos  recla- 
madas. 

Art.  11.  Las  exhibiciones  de  los 
acreedores  serán  comprobadas,  admi- 
tidas ó  contestadas  por  el  subdelegado, 
bajo  la  vigilancia  del  juez  delegado. 

Art.  12.  En  el  espacio  de  cuarenta 
días,  á  contar  de  la  inserción  prevista 
en  el  art.  3.°,  el  subdelegado  deberá  in- 
formar, por  carta,  á  cada  acreedor  ó 
mandatario,  de  la  decisión  que  haya 
tomado  en  el  asunto  de  su  crédito. 
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Art.  13.  Si  fuere  admitido  el  pasivo, 
el  juez  delegado  y  el  subdelegado  firma- 
rán un  recibo  de  admisión  que  será  en- 
tregado al  acreedor. 

Art.  14.  Si  fuese  impugnada,  el  juez 
delegado  podrá  fijar  la  cantidad  por  la 
cual  el  acreedor  deberá  ser  admitido  á 
votar  para  proveer  acerca  de  las  propo- 
siciones del  convenio. 

Esta  decisión  no  será  apelable,  y  que- 
darán reservados  al  acreedor  todos  los 
derechos  para  pedir  que  se  decida  so- 
bre su  admisión  por  el  Tribunal  de  Co- 
mercio. 

Art.  15.  Los  acreedores  que  no  se 
hayan  presentado  en  el  tiempo  pres- 
crito, ó  cuyo  crédito  haya  sido  impug- 
nado, podrán  pedir  que  se  decrete  so- 
bre su  admisión  por  el  Tribunal  de  Co- 
mercio hasta  el  día  de  la  votación  defi- 
nitiva del  convenio.  Esta  acción  deberá 
ser  intentada  conjuntamente  contra  el 
subdelegado  y  el  deudor.  En  todo  caso, 
las  decisiones  del  Tribunal  de  Comer- 
cio ó  del  juez  delegado,  al  cual  concier- 
na la  decisión  acerca  de  los  créditos  im- 
pugnados por  el  subdelegado,  sólo  ten- 
drán efecto  en  lo  relativo  á  tomar  par- 
te en  la  votación  para  el  convenio. 

Estas  cuestiones  deberán  llevarse 
después  ante  el  tribunal  competente. 

Art.  16.  La  lista  de  acreedores  ad- 
mitidos y  de  las  cantidades  que  repre- 
sentan, deberá  ser  firmada  por  el  sub- 
delegado y  depositada  en  la  secretaria 
tres  días  antes  de  la  asamblea. 

En  un  espacio  de  tiempo  que  no  po- 
drá exceder  de  sesenta  días,  á  contar 
de  la  inserción  prevista  en  el  art.  3.°, 
pero  que  podrá  abreviarse  por  decisión 
del  juez  delegado,  los  acreedores  admi- 
tidos serán  convocados  en  la  secreta- 
ría, por  cédula  del  subdelegado,  para 
oir  el  nuevo  informe  de  este  último  res- 
pecto de  la  situación  del  deudor,  y  las 


proposiciones  de  convenio  de  éste;  el 
deudor  deberá  comparecer  en  persona, 
y  no  podrá  hacerse  representar  sino  por 
motivos  reconocidos  como  válidos  por 
el  juez  delegado.  En  todo  caso,  su  man- 
datario deberá  ser  portador  de  un  po- 
der notarial. 

Todo  acreedor  admitido  ó  que  lleve 
su  balance,  podrá  formular  en  esta 
asamblea  su  oposición  á  las  admisio- 
nes hechas;  esta  oposición  no  podrá 
impedir  á  los  acreedores  así  impugna- 
dos tomar  parte  en  la  votación  del  con- 
venio. 

El  acta  del  secretario  indicará  par- 
ticularmente los  nombres  de  los  acree- 
dores ó  de  sus  mandatarios  que  asistan 
á  esta  sesión,  las  cantidades  que  repre- 
sentan, el  resultado  de  la  votación  y  las 
oposiciones  que  hayan  sido  formu- 
ladas. 

Art.  17.  El  convenio  sólo  podrá  ser 
tratado  por  la  reunión  de  un  número  de 
acreedores  admitidos  que  formen  la 
mayoría  y  representen  las  tres  cuartas 
partes  de  la  totalidad  de  créditos  admi- 
tidos ó  votados  interinamente.  Será, 
bajo  pena  de  nulidad,  firmada  el  acta 
de  la  sesión  celebrada  por  los  acreedo- 
res y  por  el  deudor. 

Art.  18.  Si  el  convenio  sólo  fuere  vo- 
tado por  una  de  las  dos  mayorías,  la 
votación  definitiva  se  someterá  á  un 
último  plazo,  que  no  podrá  exceder  de 
quince  días. 

Los  acreedores  admitidos  serán  con- 
vocados á  esta  nueva  asamblea  por  cé- 
dula del  subdelegado. 

Art.  19.  En  el  caso  previsto  por  el 
artículo  anterior,  quedarán  sin  efecto 
las  adhesiones  de  la  primera  asamblea. 

Art.  20.  Si  el  convenio  no  fuere  con- 
sentido por  ninguna  de  las  mayorías 
indicadas  en  el  art.  17,  ó  si,  en  la  se- 
gunda asamblea, .  sólo  fuere  admitido 
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por  una  de  estas  dos  mayorías,  se  de- 
cretará la  quiebra  por  fallo  del  Tribu- 
nal de  Comercio,  previo  acuerdo  toma- 
do en  la  Sala  de  Consejo,  y  decretará 
la  suspensión  de  pagos  desde  la  focha 
del  juicio  en  que  se  acuerde  la  prórro- 
ga, sin  perjuicio  del  derecho  de  hacer 
remontar  la  quiebra  á  una  época  ante- 
rior. 

Art.  21.  Todos  los  interesados  po- 
drán formular  oposición  al  convenio;  la 
oposición  será  motivada,  y  deberá,  bajo 
pena  de  nulidad,  ser  notificada*  al  sub- 
delegado y  al  deudor  en  los  quince  días, 
lo  más  tarde,  que  siguen  á  la  inserción 
del  voto  en  el  Boletín  de  Avisos  O/I- 
dales. 

Art.  22.  La  aprobación  del  convenio 
deberá  pedirse  al  Tribunal  de  Comer- 
cio, constituido  en  la  Sala  de  Consejo, 
por  la  parte  más  diligente  ó  por  el  sub- 
delegado; el  tribunal  no  podrá  estatuir 
hasta  que  espire  el  plazo  de  los  quince 
dias  fijados  por  el  articulo  prece- 
dente. 

Si  durante  este  plazo  no  se  hubiese 
formulado  oposición  alguna,  decretará 
el  tribunal  en  Sala  de  Consejo. 

Si  se  han  formulado  oposiciones,  el 
tribunal  estatuirá  en  audiencia  públi- 
ca respecto  de  las  oposiciones  y  de  la 
aprobación,  en  un  solo  y  mismo  juicio. 

Si  la  oposición  fuese  admitida,  el 
convenio  quedará  anulado. 

La  anulación  del  convenio  será  dic- 
tada de  oficio,  en  vista  del  informe  del 
juez  delegado,  haciendo  constar  que  la 
aprobación  no  ha  sido  solicitada  dentro 
del  plazo  de  los  treinta  dias,  á  contar 
desde  la  inserción  prescrita  en  el  ar- 
tículo 21. 

En  caso  de  anulación  del  convenio,  se 
decretará  de  oficio  la  quiebra  por  el 
Tribunal  de  Comercio. 

Art.  23.    Un  extracto  de  la  sentencia 


de  aprobación  será  publicado  por  el  se- 
cretario en  el  Boletín  de  Avisos  Ofi- 
ciales. 

Art.  24.  En  caso  de  inobservancia 
de  las  reglas  arriba  ordenadas,  ó  de 
oposición  por  parte  del  Ministerio  pú- 
blico, de  conformidad  con  el  art.  10  de 
la  ley  del  27  de  Marzo  de  1880  (1),  ó 
cuando  los  motivos  tomados,  ya  de 
la  ley,  ya  del  interés  de  los  acreedores, 
fueren  obstáculo  á  la  aprobación  del 
convenio,  el  tribunal  podrá  rechazarla. 

Art.  25.  La  aprobación  del  convenio 
se  hará  obligatoria  para  todos  los  inte- 
resados, sin  excepción. 

Art.  26.  La  anulación  del  convenio 
después  de  su  aprobación,  podrá  perse- 
guirse ante  el  Tribunal  de  Comercio  ó 
decretarse  de  oficio: 
•  1.°  En  caso  de  dolo  ó  fraude  por 
parte  del  concordatario; 

2.°  Si  está  probado  que  ha  alterado 
fraudulentamente  la  verdad  respecto 
de  su  situación  real,  violado  las  pres- 
cripciones del  art.  4.°,  ó  que  se  halla 
comprendido  en  uno  de  los  casos  pre- 
vistos en  el  art.  591  de  la  ley  de  quie- 
bras; 

3.°  Si  no  ha  cumplido  los  compro- 
misos por  él  contraidos  en  el  acto  del 
convenio. 

Esta  declaración  entrañará,  en  dere- 
cho, la  declaración  de  quiebra  del  deu- 
dor, la  cual  será  decretada  de  oficio 
por  sentencia  del  Tribunal  de  Comercio. 

Art.  27.  La  resolución  del  convenio 
por  causa  de  dolo  ó  de  fraude,  librará 
de  pleno  derecho  á  los  fiadores  que  ha- 
bían intervenido  para  garantir  la  eje- 
cución total  ó  parcial,  salvo  el  caso  de 
complicidad  ó  de  dolo  por  su  parte. 

Art.  28.    La  resolución  del  convenio 


(1)    Esta  ley  se  refiere  á  la  organización  judi- 
cial. 
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renuncia  á  bus  funciones  cantonales,  á 
menos  que  en  el  espacio  de  veinte  días, 
á  contar  desde  la  fecha  de  su  elección, 
haga  renuncia  al  cargo  de  diputado. 

Art.  3.°  El  presente  decreto  sobera- 
no se  pondrá  inmediatamente  en  vigor. 

Los  funcionarios  que  estén  en  la  ac- 
tualidad en  uno  de  los  casos  previstos 
en  el  art.  1.°,  harán  la  declaración  pres- 
crita en  el  art.  2.°,  en  el  plazo  de  un 
me3,  á  contar  desde  la  votación  del 
presente  decreto  por  el  pueblo. 

Asistencia   de  pobres  y   educación   de 
niños  desgraciados  y  abandonados 

(Ley  de  24  de    Agosto  de  1888} 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Disposiciones  generales 

Artículo  1.°  La  asistencia  legal  se 
ejercerá,  bajo  la  alta  vigilancia  del  Es- 
tado, en  favor  de  los  vaudenses  que  se 
encuentren  en  las  circunstancias  si- 
guientes : 

a)  Los  huérfanos  pobres  y  los  niños 
á  quienes  sus  padres  abandonen  ó  des- 
cuiden, ó  de  cuya  educación  no  puedan 
cuidar; 

b)  Los  indigentes  á  los  cuales  la 
edad,  los  achaques  ó  enfermedades  ha- 
yan incapacitado  para  el  trabajo; 

c)  Las  personas  que,  por  circuns- 
tancias independientes  de  su  voluntad, 
hayan  quedado  reducidas  á  la  miseria 
y  tengan  necesidad  de  socorros  urgen- 
tes y  transitorios. 

Art.  2.°  La  asistencia  no  podrá  re- 
clamarse por  la  vía  judicial. 

Art.  3.°  Salvo  el  caso  de  imposibili- 
dad comprobada,  la  asistencia  tendrá 
lugar  en  el  hogar  doméstico,  ó  en  el  de 


otras  familias,  ó  en  los  establecimien- 
tos fundados  al  efecto. 

Art.  4.°  La  asistencia  tendrá  por 
objeto : 

a)  La  manutención  de  los  niños,  su 
educación,  el  desarrollo  de  sus  fuerzas 
físicas,  intelectuales  y  morales,  y  su 
instrucción  profesional; 

b)  El  cuidado  de  los  enfermos  y  con- 
valecientes; el  mantenimiento  de  los 
ancianos  y  enfermos,  con  los  cuidados 
propios  de  su  estado,  sin  perder  de  vis- 
ta, sin  embargo,  el  darles  ocupación 
según  sus  fuerzas  y  aptitudes; 

c)  El  proveer  de  trabajo  á  aquellos 
que  no  lo  tengan,  y  socorrer  á  los  indi- 
gentes. 

CAPÍTULO  II 

Deberes  de  la  familia,  del  municipio  de 
origen  y  del  Estado 

Art.  5.°  De  conformidad  con  las  dis- 
posiciones del  derecho  civil  respecto 
del  matrimonio  y  patria  potestad,  la 
asistencia  será  debida  mutuamente  por 
los  esposos,  ascendientes  y  descendien- 
tes, suegros  y  suegras,  yernos  y  nueras 
(Código  civil,  artículos  104  al  108). 

Art.  6.°  La  asistencia  será  debida, 
en  proporción  á  la  necesidad  de  aquel 
que  la  reclama  y  de  los  recursos  del 
que  la  presta. 

Art.  7.°  En  caso  de  cuestión,  el  im- 
porte de  la  pensión  que  han  de  sumi- 
nistrar los  parientes  será  fijado  en  jui- 
cio civil. 

Art.  8.°  Si  los  parientes  menciona- 
dos en  el  art.  5.°  no  pudiesen  proveer  á 
la  asistencia,  este  deber  incumbirá  en- 
tonces al  ayuntamiento  de  origen  y  al 
Estado. 

Art.  9.°  Si  el  auxiliado  dependiese 
de  varios  ayuntamientos,  cada  uno  de 
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ellos  contribuirá  á  la  asistencia  según 
sus  medios,  salvo  convenio  en  con- 
trario. 

Art.  10.  En  caso  de  urgencia  6  de 
oposición  por  parte  de  los  parientes,  el 
ayuntamiento  proveerá  á  la  asistencia. 
Éste  tendrá  contra  aquéllos  una  acción 
para  el  reembolso  de  los  socorros  que 
haya  suministrado. 

Art.  11.  La  asistencia  sólo  se  conce- 
derá á  las  personas  que  sean  incapa- 
ces por  si  mismas,  ó  á  aquellas  respec- 
to de  las  cuales  la  ley  impone  la  obliga- 
ción de  subvenir  á  su  manutención  y  á 
la  de  su  familia. 

Esta  disposición  no  se  aplicará  á  los 
subsidios  concedidos  á  los  jóvenes  para 
facilitar  ó  fomentar  su  instrucción  ó 
aprendizaje. 

Art.  12.  Cuando  una  persona  que 
haya  recibido  socorros  de  su  municipio 
ó  del  Estado  adquiera  más  tarde  bie- 
nes, podrá  ser  obligada  á  reembolsar 
lo  que  haya  recibido. 

Art.  13.  La  asistencia  de  pobres  que 
sean  extraños  al  cantón,  se  ejercerá  de 
conformidad  con  la  legislación  federal 
relativa  á  gastos  de  manutención  y  se- 
pultura. 

Estas  prestaciones  serán  sufragadas 
por  el  Estado. 

El  socorrer  á  los  indigentes  da  trán- 
sito incumbe  á  los  ayuntamientos, 
conforme  al  art.  4.°  del  decreto  de  26  de 
Noviembre  de  1836,  y  al  art.  19,  párra- 
fo 3.°,  de  la  ley  del  18  de  Mayo  de  1876 
sobre  atribuciones  y  deberes  de  las  au- 
toridades comunales. 

Art.  14.    El  Estado  fundará  ó  sosten- 

» 

drá  las  instituciones  de  beneficencia. 

Podrá  fomentar,  por  medio  de  subsi- 
dios ó  subvenciones,  las  instituciones 
privadas  que,  por  medio  de  la  previsión 
y  beneficencia,  persigan  el  mismo  fin 
que  la  asistencia  legal. 


Entrará  á  la  parte  con  ellas  en  los 
beneficios,  á  fin  de  evitar  abusos. 

.      .  CAPÍTULO  III 

Organización  de  la  asistencia 

Art.  15.  Las  autoridades  de  la  bene- 
ficencia serán: 

Las  corporaciones  municipales; 

Los  prefectos; 

El  Ministro  del  Interior; 

El  Consejo  de  Estado. 

Art.  16.    La  autoridad  comunal  ad- 
ministrará la  Caja  de  los  pobres  del 
ayuntamiento,  redactará  el  presupues- 
to, formará  las  cuentas  de  asistencia, 
y  después  las  someterá  al  prefecto. 

Art.  17.  Los  prefectos  vigilarán  la 
asistencia,  se  informarán  de  los  cuida- 
dos concedidos  y  prestados  á  los  po- 
bres y  velarán  por  la  ejecución  de  la 
ley  y  de  los  decretos  relativos  á  la  asis- 
tencia. 

Tendrán  la  obligación  de  redactar 
una  Memoria  que  dirigirán  al  Ministro 
del  Interior. 

Art.  18.  El  Ministro  del  Interior 
tendrá  la  dirección  dé  la  asistencia,  y 
dará  las  instrucciones  necesarias  para 
la  ejecución  de  la  ley. 

Decidirá,  tanto  sobre  los  casos  litigio- 
sos como  sobre  los  conflictos  de  los 
ayuntamientos  entre  si,  ó  de  éstos  con 
los  necesitados,  salvo  el  recurso  al 
Consejo  de  Estado. 

Dirigirá  y  vigilará  los  establecimien- 
tos cantonales. 

Art.  19.  El  Consejo  de  Estado  tendrá 
la  dirección  superior  de  la  beneficencia. 

Tomará  con  este  objeto  los  acuerdos 
que  estime  necesarios. 

Fallará,  sin  apelación,  sobre  todos 
los  casos  que  excedan  la  competencia 
del  Ministro  del  Interior. 
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Art.  20.  Los  Consejos  de  parroquia 
se  ocuparán  de  los  pobres  y  de  los  en* 
fermos,  de  conformidad  con  la  le}'  ecle- 
siástica. 

Art.  21.  Labeneficencia  tendrá  como 
recursos: 

a)  Las  prestacicnes  de  los  parientes; 

b)  Las  rentas  de  las  Cajas  de  los  po- 
bres de  los  ayuntamientos,  parroquias 
y  cofradías; 

c)  Las  dotaciones  especiales  afectas 
á  los  hospicios  cantonales  y  á  la  insti- 
tución de  incurables  y  ancianos  enfer- 
mos, incluso,  además,  un  reparto  anual 
entre  las  instituciones  reconocidas, 
personas  morales  que  persigan  un  fin 
caritativo  y  benéfico  en  el  cantón,  de 
una  cantidad  al  menos  triple  del  im- 
puesto pagado  por  el  conjunto  de  estas 
instituciones; 

d)  El  auxilio  de  los  ayuntamientos  y 
cofradías; 

e)  El  producto  de  la  Caja  de  pebres 
y  de  las  colectas; 

/)    Los  reembolsos; 
g)    Los  donativos,  legados  y  heren- 
cias; 
h)    Los  subsidios  del  Estado. 

CAPÍTULO  IV 

Niños  desgraciados  y  abandonados 

Art.  22.  El  Estado  protegerá  á  los 
niños  desgraciados  y  abandonados.  Re- 
gistrará la  colocación  de  los  niños  asis- 
tidos y  dará,  si  há  lugar  á  ello,  Jas  ór- 
denes necesarias  á  tal  objeto. 

Art.  23.  Se  creará  una  institución  en 
favor  de  la  infancia  desgraciada  y  aban- 
donada. 

Dicha  institución  será  administrada 
por  el  Estado. 

Art.  24.  Esta  institución  tomará  á  su 
cuidado  Jos  niños  vaudenses  desgra- 


ciados y  abandonados;  estará  obligada 
á  alimentarlos,  sostenerlos  y  educarlos 
hasta  la  edad  de  dieciséis  años  ó  hasta 
el  fin  de  su  aprendizaje. 

Art.  25.  Estará  afecta  á  esta  institu- 
ción una  dotación  especial,  que  se  com- 
pondrá: 

a)  De  la  décima  parte  del  producto 
neto  anual  del  monopolio  federal  sobre 
espíritus,  destinado  á  combatir  el  alco- 
holismo; 

6)  De  una  suma  presupuestada 
anualmente,  que  no  podrá  ser  inferior 
á  30.000  francos; 

c)  De  las  herencias,  legados  y  dona- 
ciones en  su  favor; 

d)  De  los  reembolsos  de  todo  ó  par- 
te de  los  gastos  hechos  por  la  institu- 
ción en  favor  de  aquellos  niños  que 
después  hayan  adquirido  bienes; 

e)  De  los  inmuebles  y  de  las  rentas 
procedentes  de  la  sucesión  de  Julio  Au- 
gusto Chappuis,  en  Cuarnens,  destina- 
dos á  los  huérfanos,  conforme  á  las 
disposiciones  del  testador. 

Art.  26.  Los  bienes  de  esta  dotación 
serán  absolutamente  distintos  y  sepa- 
rados de  los  del  Estado.  Estarán  irre- 
vocablemente afectos  á  la  institución, 
y  no  podrán  ser  sustraídos  á  su  des- 
tino. 

Art.  27.  El  Consejo  de  Estado  podrá 
ordenar,  en  favor  de  la  institución,  co- 
lectas ó  suscripciones,  cuyo  producto 
será  aplicado  á  los  gastos  corrientes,  y 
no  podrá  ser  capitalizado. 

Art.  28.  Los  ayuntamientos  contri- 
buirán, en  proporción  á  sus  medios,  á 
los  gastos  de  manutención  de  los  po- 
bres de  su  jurisdicción. 

Un  reglamento  determinará  la  parte 
que  cada  ayuntamiento  deberá  pagar, 
así  como  las  condiciones  de  admisión 
de  niños. 

Art.  29.    El  Ministro  del  Interior  pro- 


instrucción  primaria  y  una  educación 
profesional  conveniente. 

Art.  30.  La  colocación  en  poder  de 
una  familia  sólo  tendrá  lugar  después 
de  un  atento  examen  de  las  condiciones 
en  las  cuales  se  encuentra,  estable- 
ciendo entre  otras: 

a)  Cual  sera  el  medio  de  subvenir, 
de  una  manera  suficiente,  á  la  manu- 
tención corporal  del  niño; 

b)  Si  podrá,  ejercer  sobre  él  una  in- 
fluencia educativa  favorable  y  cons- 
tante; 

c)  Si  estará  en  estado  de  sustraer  el 
niño  á  toda  influencia  peligrosa  de  las 
personas  encargadas  hasta  entonces 
de  su  educación. 

Art.  31.  El  jefe  de  la  familia  recibirá 
una  indemnización,  si  él  la  exige,  para 
cumplir  con  sus  obligaciones. 

Art.  32.  Para  la  elección  de  la  colo- 
cación se  tendrá  en  cuenta  el  sexo, 
la  edad,  la  confesión  del  niño,  asi  como 
el  lugar  de  su  domicilio,  el  fin  de  aten- 
der á  su  desarrollo  y  el  grado  de  aban- 
dono en  que  se  encuentre. 

Art.  33.  Los  jefes  de  establecimien- 
tos tendrán  las  mismas  obligaciones 
que  los  jefes  de  familia. 

Art.  34,  Antes  que  el  niño  haya  ter- 
minado su  tiempo  de  escuela,  elegi- 
rá, si  há  lugar,  una  profesión  en  har- 
monía con  sus  aptitudes. 

Art.  35.  El  Estado  protegerá  á  los 
niños  menores  contra  los  padres  des- 
naturalizados ,  especialmente  contra 
aquellos  que  den  á  sus  hijos  menores 
malos  tratamientos,  los  exciten  á  men- 
digar ó  comprometan  su  moralidad,  ó 
desatiendan  de  una  manera  grave  los 


denunciar  al  prefecto  los  hechos  <jue 
lleguen  á  su  conocimiento  y  que  por  su 
naturaleza  motiven  la  aplicación  délas 
disposiciones  del  art.  38, 

El  prefecto  se  dirigirá  al  Ministro  del 
Interior  dándole  previo  aviso. 

El  Ministro  remitirá,  si  há  lugar,  las 
denuncias  al  juzgado  de  paz. 

Art.  37.  El  juez  de  paz  procederá  á 
una  información,  en  la  cual  oirá  á  los 
denunciados,  á  sus  más  próximos  pa- 
rientes, asi  como  á  las  autoridades  an- 
tes citadas,  si  lo  juzga  necesario. 

Esta  información  será  sometida  al 
Ministerio  público,  previo  aviso. 

Art.  38.  En  vista  de  las  pruebas  y 
después  de  haber  oído  á  los  parientes 
denunciados,  el  juez  de  paz  decreta- 
rá, si  hubiere  lugar  á  ello,  que  los  ni- 
ños deben  ser  sustraídos  á  la  autori- 
dad de  sus  padres  y  encargados,  los 
cuales  perderán  su  derecho  de  custo- 
dia, vigilancia  y  educación. 

El  juez  de  paz  comunicará  su  deci- 
sión á  los  padres  denunciados  y  al  Mi- 
nistro del  Interior. 

Todo,  salvo  el  recurso  al  Tribunal 
cantonal. 

Este  recurso  se  ejercerá  en  la  forma 
prevista  por  los  artículos  507  á  513  del 
Código  de  procedimiento  civil. 

Art.  39.  En  tanto  que  se  dicta  sen- 
tencia, y  en  caso  urgente,  podrá  el  juez 
de  paz  ordenar,  como  medida  provisio- 
nal, y  después  de  oir  á  los  padres  de- 
nunciados, que  los  niños  sean  sustraí- 
dos inmediatamente  ala  autoridad  de 
sus  padres. 

El  juez  de  paz  comunicará  su  decisión 
á  los  padres  y  al  Ministro  del  Interior. 
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En  este  caso  la  decisión  del  juez  de 
paz  deberá  dictarse  en  el  término  de 
treinta  días. 

Art.  40.  Los  emolumentos  y  otros 
gastos,  á  los  cuales  den  lugar  las  ope- 
raciones previstas  en  los  artículos  37, 
38  y  39,  serán  sufragados  por  los  pa- 
dres, y  en  su  defecto,  repartidos  de 
conformidad  con  las  disposiciones  del 
artículo  28. 

Art.  41.  El  Ministro  del  Interior  pro- 
veerá á  la  colocación  del  niño,  confor- 
me á  las  disposiciones  del  art.  29. 

Art.  42.  El  juez  de  paz  nombrará  un 
tutor  al  niño  sustraído  de  la  autoridad 
paterna.  Este  tutor  estará  encargado 
de  vigilar  la  conducta  del  niño  y  el 
cumplimiento  de  los  deberes  de  la  fa- 
milia ó  del  establecimiento  donde  esté 
colocado. 

Art.  43.  Los  niños  podrán  ser  de- 
vueltos á  sus  padres  por  decisión  del 
juez  de  paz,  cuando  aquéllos  prueben 
que  las  causas  que  han  provocado  la 
sentencia  de  esta  autoridad  han  dejado 
de  existir. 

Art.  44.  La  demanda  de  reintegra- 
ción será  dirigida  al  Ministro  del  Inte- 
rior, que  la  transmitirá,  con  las  prue- 
bas en  su  apoyo,  al  juez  de  paz. 

Éste  fallará  después  de  haber  oído 
á  los  padres  recurrentes. 

Quedará  á  salvo  el  recurso  ante  el 
Tribunal  cantonal  en  la  forma  prevista 
en  el  art .  38. 

Art.  45.  Las  actas  y  documentos  re- 
sultantes de  la  aplicación  de  los  artícu- 
los 36  al  38  no  estarán  sometidos  al  de- 
recho de  timbre. 


CAPÍTULO  V 

Enfermos,  ancianos  enfermos 
é  incurables 

Art.  46.  El  Estado  fundará,  para  los 
enfermos,  establecimientos  hospitala- 
rios semejantes  á  aquellos  que  están 
regidos  y  dotados,  entre  otras,  por  las 
leyes  y  decretos  siguientes: 

a)  Ley  del  17  de  Enero  de  1851  sobre 
organización  de  establecimientos  de  be* 
neñcencia  pública; 

b)  Decretos  de  20  de  Febrero  de  1874 
y  21  de  Enero  de  1875,  relativos  á  la 
construcción  de  un  hospital  cantonal; 

c)  Decretos  de  dotación  para  la 
construcción  de  un  establecimiento 
para  dementes,  de  26  de  Mayo  de  1865  y 
18  de  Enero  de  1867; 

d)  Decretos  de  15  de  Mayo  de  1884 
transmitiendo  á  los  hospicios  cantona- 
les la  propiedad  del  Asilo  de  dementes 
del  bosque  de  Cery  y  la  del  hospital 
cantonal. 

Los  hospicios  cantonales  serán  ade- 
más propietarios  de  la  fuente  termal 
y  del  establecimiento  de  Lavey,  así 
como  de  los  inmuebles  y  de  las  rentas 
procedentes  de  la  sucesión  Contesse* 

Art.  47.  El  Estado  dispondrá  en  fa- 
vor de  los  incurables  y  de  los  ancianos 
enfermos  del  establecimiento  institui- 
do en  1850,  de  conformidad  con  las  le- 
yes y  decretos  siguientes: 

a)  Decreto  del  5  de  Junio  de  1850, 
creando  el  establecimiento; 

b)  Ley  del  17  de  Enero  de  1851  sobre 
organización  de  socorros  públicos; 

c)  Decretos  del  6  de  Diciembre  de 
1859  y  21  de  Noviembre  de  1861,  autori- 
zando la  venta  de  las  propiedades  de 
incurables  y  de  la  renta  procedente  de 
la  sucesión  Cottier-Boys« 
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Art.  48.  El  Estado  sostendrá,  por 
medio  de  subsidios,  las  enfermerías  lo- 
cales y  les  reembolsará  los  gastos  he- 
chos para  los  enfermos  que  corran  por 
cuenta  del  Estado,  previo  acuerdo  de 
una  y  otra  parte. 

CAPÍTULO  VI 

Soeorros  transitorios 

Art.  49.  Los  menesterosos  que  ten- 
gan necesidad  de  auxilios  transitorios 
serán ,  según  costumbre  ,  socorridos 
con  el  trabajo  que  los  ayuntamientos, 
y  en  ocasiones  el  Estado,  deberán  cons- 
tantemente buscar,  á  fin  de  procurár- 
selo á  aquellos  que  lo  demanden. 

Los  mendigos  reincidentes  incurrirán 
en  las  penas  previstas  en  los  artículos 
55  y  56  de  la  presente  ley. 

Art.  50.  Los  menesterosos  á  quienes 
no  se  les  pueda  proporcionar  trabajo, 
deberán  ser  socorridos,  en  lo  posible, 
en  forma  análoga. 

CAPÍTULO  VII 
Disposiciones  penales 

Art.  51.  Quedan  prohibidas  la  va- 
gancia y  la  mendicidad. 

Art.  52.  Los  mendigos  y  los  vaga- 
bundos socorridos  que  sean  dependien- 
tes de  un  ayuntamiento  del  cantón,  po- 
drán ser  conducidos  á  su  municipio  de 
origen,  con  los  gastos  á  cargo  de  éste, 
previa  decisión  del  Ministro  del  Inte- 
rior. 

Art.  53.  Los  mendigos  y  vagabun- 
dos extraños  al  cantón  serán  llevados 
ante  el  prefecto  por  la  autoridad  de  po- 
licía local. 

Serán  expulsados  del  cantón. 

Art.  54.    Las  personas  bajo  la  auto- 


ridad inmediata  de  las  cuales  se  hallen 
los  niños  menores  de  dieciséis  años 
que  se  encuentren  mendigando,  serán 
responsables  de  los  actos  de  estos 
niños 

Art.  55.  Aquellos  que  pudiendo,  con 
su  trabajo  ó  por  cualquier  otro  medio, 
subvenir  á  las  necesidades  de  sus  pa- 
rientes en  linea  directa,  ó  de  sus  afi- 
nes, los  dejen  en  la  desnudez,  abando- 
nen su  familia  ó  la  dejen  sin  socorros, 
serán  castigados  con  las  penas  previs- 
tas en  el  art.  144  del  Código  penal  mo- 
dificado. 

Art.  56.  Podrá  prohibirse  frecuentar 
los  establecimientos  públicos  destina- 
dos al  consumo  de  bebidas  espirituo- 
sas, á  aquellos  que  estén  habitualmente 
á  cargo  de  la  asistencia  pública,  así 
como  á  los  padres  que  hayan  sido  pri- 
vados del  cuidado  y  educación  de  sus 
hijos  por  decisión  del  juez  de  paz. 

Esta  prohibición  será  impuesta  por 
el  tribunal  de  policía.   * 

En  el  caso  de  quebrantar  esta  prohi- 
bición, el  tribunal  podrá  ordenar  que 
se  les  coloque  en  una  colonia  discipli- 
naria. 

Art.  57.  Queda  prohibido  á  toda  au- 
toridad ó  funcionario  público  expedir 
certificados  de  pobreza  que  sirvan  para 
mendigar.  El  que  demande  la  caridad 
será  conducido  á  su  municipio,  co- 
rriendo los  gastos  por  cuenta  de  la  au- 
toridad ó  funcionario  que  haya  expedi- 
do el  certificado  ó  la  recomendación. 

Art.  58.  Las  medidas  ordenadas  por 
los  artículos  35, 36, 38, 39,  52,  53  y  57  de 
la  presente  ley  serán  independientes  de 
las  penas  previstas  en  el  Código  penal, 
entrañando,  entre  otras,  la  privación 
de  los  derechos  de  la  patria  potestad, 
así  como  aquellas  del  mismo  Código 
reprimiendo  la  vagancia  y  al  abandono 
de  la  familia. 
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CAPÍTULO  VIII 

Disposiciones  finales 

Art.  59.  El  orfanato  de  Cuaruens, 
la  enfermería  de  Romainmótier  y  el 
asilo  de  incurables  y  ancianos  enfer- 
mos, establecimientos  debidos  á  la  ge- 
nerosidad de  Julio  Augusto  Chappins, 
Jorge  Luis  Contesse  y  Carlos  Luis  Da- 
vid Cottier-Boys,  serán  organizados 
por  decretos  especiales. 


Art.  60.  El  Consejo  de  Estado  será 
competente  para  regular,  por  medio  de 
decretos,  reglamentos  ó  circulares,  el 
ejercicio  de  la  asistencia  pública,  de 
conformidad  con  las  disposiciones  de 
la  presente  ley,  salvo  las  decisiones  del 
Gran  Consejo  en  cuanto  á  la  creación 
de  empleos  retribuidos  que  sean  nece- 
sarios. 

Art.  61.  El  Consejo  de  Estado  queda 
encargado  de  la  ejecución  de  la  pre- 
sente ley. 


Y -CANTÓN  DE  LUCERNA 


LA    POTESTAD    MARITAL 

(Ley  de  26  de  Noviembre  de  1880,  puesta  en  vigor 
el  1/  de  Enero  de  1881} 

Artículo  1.°  Los  esposos  se  deben 
mutuamente  cohabitación,  fidelidad  y 
respeto. 

Art.  2.°  El  marido  es  el  jefe  de  la  fa- 
milia. Tiene  el  derecho  de  dirigir  los 
negocios  domésticos  y  el  deber  de  aten- 
der á  la  manutención  de  su  familia. 

Art.  3.°  La  mujer  adquiere  el  apelli- 
do y  el  derecho  de  vecindad  de  su  ma- 
rido. Está  obligada  á  seguirle  á  donde 
quiera  que  establezca  su  residencia,  á 
ayudarle,  según  sus  fuerzas,  en  el  ejer- 
cicio de  su  profesión,  y  á  ejecutar  ó  ha- 
cer ejecutar  las  disposiciones  que  tome 
para  la  gestión  de  los  quehaceres  do- 
mésticos. 

Art.  4.°  Ei  marido  es  el  tutor  legal 
Tomo  VIII.— iNSTttcciONRs  jurídicas. 


de  su  mujer.  Deberá  representarla  en 
los  asuntos  judiciales,  salvo  el  caso  de 
delito. 

Art.  5.°  La  mujer  permanecerá  sien- 
do la  propietaria  del  capital  que  aporte 
al  matrimonio,  aunque  este  capital  se 
halle  en  poder  del  marido. 

Art.  6.°  El  marido  tiene  el  derecho 
de  tomar  posesión  de  los  bienes  de  la 
mujer  sin  intervención  oficial  ni  recibo, 
de  administrarlos  y  disfrutarlos,  ena- 
jenarlos y  darlos  en  prenda.  Sin  em- 
bargo, estos  dos  últimos  derechos  po- 
drán restringirse,  en  cuanto  á  la  pro- 
piedad de  la  mujer,  por  un  contrato 
celebrado  antes  del  matrimonio.  En 
este  caso,  los  títulos  de  propiedad  de- 
berán ser  colocados  en  la  Caja  de  De- 
pósitos. Un  contrato  de  esta  naturaleza 
podrá  revocarse  durante  el  matrimo- 
nio, con  arreglo  á  las  disposiciones 
del  art.  16  de  la  presente  ley. 

Art.  7.°    El  marido  no  podrá  adquirir 
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á  título  oneroso  un  inmueble  por  cuen- 
ta de  su  mujer,  ni  enajenar  ó  hipotecar 
un  inmueble  que  á  ella  pertenezca,  sin 
su  consentimiento,  dado  por  escrito  y 
provisto  de  su  firma  legalizada.  Si  la 
mujer  se  opusiere  á  que  sus  bienes 
vuelvan  á  manos  de  su  marido,  el  Con- 
sejo comunal  del  municipio  de  origen 
decidirá  si  el  marido  puede  administrar 
los  bienes  de  la  mujer,  ya  sean  todos 
ó  parte  de  ellos,  por  qué  cantidad,  y, 
si  fuese  necesario,  contra  qué  seguri- 
dades. 

El  Consejo  comunal  podrá  tomar  una 
decisión  de  esta  naturaleza,  de  oficio, 
si  tiene  sospecha  fundada  de  que  la 
fortuna  de  la  mujer  corre  riesgo  de  per- 
derse en  manos  del  marido.  Si  la  deci- 
sión fuese  contraria  al  marido,  los  tí- 
tulos de  propiedad  serán  entregados 
en  la  Caja  de  Depósitos.  La  mujer  po- 
drá ejercitar  una  acción  de  indemniza- 
ción por  los  bienes  enajenados. 

Art.  8.°  Los  esposos  deberán  hacer 
y  firmar  un  inventario  del  capital  de 
la  mujer  que  se  entrega  al  marido. 
La  fecha  y  las  firmas  del  inventario 
estarán  visadas  por  el  Presidente  de 
la  corporación  municipal  correspon- 
diente. Será,  por  último,  inscrito  con 
el  V.°  B.°  en  un  registro  que  se  llevará 
al  efecto.  El  inventario  contendrá  un 
estado  especificado  del  activo  aportado 
y  de  las  deudas  de  la  mujer,  si  las  tie- 
ne. Los  bienes  muebles  é  inmuebles 
deberán  ser  descritos  y  valorados.  La 
formación  del  inventario,  así  como 
el  V.°  B.°  de  la  fecha  y  firmas,  deberán 
efectuarse  lo  más  tarde  en  el  término 
de  tres  meses,  á  contar  de  la  fecha  del 
matrimonio. 

Art.  9.°  Los  esposos  casados  antes 
de  la  publicación  de  esta  ley,  tendrán 
igualmente  el  derecho  de  hacer  pro- 
ceder á  la  formación  del  inventario  de- 


signado en  el  art.  8.°,  durante  los  tres 
meses  siguientes  á  la  entrada  en  vigor 
de  la  ley.  Sin  embargo,  los  estados  for- 
mados según  la  ley  vigente  y  relativos 
al  capital  de  la  mujer  continuarán  sien- 
do válidos.  Los  esposos  extranjeros 
que  vengan  á  residir  en  el  cantón  po- 
drán también  formar  un  inventario  du- 
rante los  tres  primeros  meses  de  su  re- 
sidencia. 

La  disposición  del  art.  8.°,  relativa 
al  V.°  B.°  y  á  la  inscripción,  se  aplica- 
rá igualmente  á  los  casos  previstos 
en  este  artículo. 

Art.  10.  Si  durante  el  matrimonióla 
mujer  adquiriese  bienes  por  vía  de  su- 
cesión ó  de  otro  modo,  los  esposos  es- 
tarán obligados  á  formar  un  inventario 
de  ellos  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes del  art.  8.°,  en  los  tres  meses  que  si- 
gan á  la  adquisición.  La  disposición 
del  art.  8.°,  relativa  al  V.°  B.°  y  á  la  ins- 
cripción, se  aplicará  también  á  este 
caso. 

Art.  11.  Los  bienes  dótales  de  la 
mujer  estarán  excluidos  del  poder  ma- 
rital y  quedarán  á  la  libre  disposición 
de  aquélla. 

Estos  bienes  se  compondrán: 

a)  De  las  ropas,  alhajas  y  objetos 
destinados  por  su  naturaleza  á  su  uso 
personal; 

b)  De  los  presentes  reservados  á  su 
disposición  exclusiva  por  orden  de  ter- 
cer donante; 

e)  De  la  parte  de  capital  de  la  mu- 
jer que  el  marido  deje  á  su  libre  dispo- 
sición por  contrato  hecho  antes  del 
matrimonio;  esta  parte  no  podrá  exce- 
der, sin  embargo,  del  tercio  de  la  for- 
tuna déla  mujer: 

d)  De  las  ganancias  procedentes  de 
un  comercio  ejercido  por  la  mujer  en 
su  nombre  y  por  su  propia  cuenta. 

Art.  12.    El  capital  adquirido  duran- 
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te  el  matrimonió  pertenecerá  al  marido, 
á  excepción  de  los  ahorros  y  ganancias 
procedentes  de  los  bienes  reservados  á 
la  mujer. 

Art.  13.  La  mujer  no  podrá  con- 
traer deudas  personales  mientras  dure 
el  poder  marital.  Si  alguna  vez  le  ha 
sido  transmitido  cualquier  objeto  ó  fin- 
ca á  título  oneroso  por  un  tercero,  este 
último,  cuando  no  haya  recibido  de 
ella  el  precio,  podrá  reivindicarlos.  La 
mujer  será  responsable  con  todo  su 
haber  de  todas  las  deudas  contraidas 
por  ella  antes  del  matrimonio.  El  mari- 
do estará  obligado  á  pagarlas  hasta 
donde  alcancen  los  bienes  de  la  mujer 
percibidos  por  él.  De  igual  modo  todo 
el  capital  de  la  mujer  responderá  pie 
las  deudas  resultantes  de  sus  deli- 
tos. 

Los  bienes  reservados  responderán 
de  las  deudas  que  la  mujer  contraiga 
empeñando  sus  bienes. 

Art.  14.  La  mujer  podrá,  sin  el  con- 
curso del  marido  ó  de  un  tutor  ad  hoe, 
hacer  testamento  respecto  á  su  capital, 
variarlo  ó  revocarlo. 

Art.  15.  Las  obligaciones  contraidas 
por  la  mujer  y  que  tengan  por  objeto 
los  asuntos  de  la  casa  y  no  estén  ma- 
nifiestamente fuera  de  proporción  con 
su  posición  y  sus  medios,  obligarán  al 
marido.  De  igual  modo  el  marido  esta- 
rá obligado  por  los  actos  de  su  mujer 
si  ella  misma,  con  su  consentimiento, 
le  asiste  en  el  ejercicio  de  una  profe- 
sión, y  si  se  ocupa  en  un  asunto  con- 
cerniente á  esta  profesión.  £1  marido 
no  podrá  disminuir  los  poderes  y  capa- 
cidad de  su  mujer  sino  previa  una  pu- 
blicación ordenada  por  el  Consejo  co- 
munal del  lugar  del  domicilio,  después 
de  oir  á  la  mujer  y  examinar  las  cau- 
sas. Si  el  marido  se  aprovechase  de  un 
contrato  concluido  por  la  mujer,  será 


responsable  hasta  el  completo  del  be- 
neficio realizado. 

Art.  16.  La  mujer  deberá  estar  asis- 
tida de  un  tutor  ad  hoe  para  contratar 
válidamente  con  su  marido,  ó  del  con- 
sentimiento del -mismo,  para  contratar 
con  un  tercero  en  un  negocio  por  el 
cual  ella  ceda  sus  derechos  ó  cambien 
de  manera  de  ser  sus  deudas;  lo  mis* 
mo  sucederá  en  caso  de  procesamien- 
to contra  su  marido,  salvo  instancia 
de  divorcio.  La  mujer  no  podrá,  en 
ningún  caso,  prestar  fianza  por  su  ma- 
rido ni  por  ninguna  otra  persona. 

Art.  17.  Si  el  marido  permitiere  á  la 
mujer  ejercer  un  comercio  ó  profesión 
bajo  su  propio  nombre  y  por  su  cuenta, 
tendrá  ésta  el  derecho,  para  todo  lo 
concerniente  á  su  industria,  de  con- 
cluir contratos,  obligarse  y  vender.  En 
este  caso  la  mujer  responderá  perso- 
nalmente y  con  todo  su  haber  res- 
pecto de  los  acreedores  y  de  las  deu- 
das relativas  á  su  comercio  ó  profe- 
sión. El  beneficio  que  de  ello  resulte 
será  para  ella  (art.  11,  d).  La  mujer  que 
comercie  públicamente  deberá  hacerse 
inscribir  en  el  Registro  de  comercio,  y 
poner  en  su  razón  comercial  la  desig- 
nación plena  de  que  es  mujer.  Si  ésta 
ejerciere  con  conocimiento  del  marido 
una  profesión  sin  que  estas  formalida- 
des se  hayan  cumplido,  el  marido  será 
responsable  de  los  actos  de  la  mujer 
relativos  á  su  industria  juntamente 
con  este  último. 

Art.  18.  Si  se  abrigase  temor  funda- 
do de  que  la  fortuna  de  la  mujer  corra 
peligro,  el  Consejo  comunal  del  lugar 
de  origen  podrá  ordenar,  á  petición  de 
la  mujer  ó  de  oficio,  pero  siempre  deso- 
piles de  oir  al  marido,  que  el  capital  de 
la  mujer  sea  restituido  ó  garantido  en 
lo  posible.  En  este  caso,  los  títulos  de 
propiedad  deberán  colocarse  en  la  Caja 
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de  Depósitos.  £1  marido  no  podrá  ser 
declarado  en  quiebra  por  la  mujer  ó 
los  interesados  por  causa  de  créditos 
procedentes  de  Ja  profesión  de  la  mu- 
jer, si  hiciese  cesión  de  bienes  hasta  el 
completo  de  lo  que  sea  necesario. 

Art.  19.  El  poder  marital  y  el  usu- 
fructo del  marido  sobre  el  haber  de  la 
mujer  cesarán: 

a)  Si  el  matrimonio  ha  sido  entera- 
mente disuelto  por  el  divorcio  ó  por  la 
muerte  de  uno  de  los  esposos; 

b)  En  caso  de  separación,  por  todo 
el  tiempo  que  dure; 

c)  Desde  la  declaración  de  quiebra 
del  marido  hasta  el  convenio  judicial  ó 
la  revocación  de  aquélla; 

d)  Durante  la  detención  del  marido 
por  consecuencia  de  procedimiento  cri- 
minal ó  en  virtud  de  una  sentencia 
penal; 

e)  Si  el  marido  no  cumpliese  con  el 
deber  de  sostener  á  su  familia,  y  si  la 
corporación  del  municipio  de  origen, 
de  oficio  ó  á  petición  de  la  mujer,  des- 
pués de  hader  oído  al  marido,  le  decla- 
rase privado  de  sus  derechos  sobre  el 
capital  de  la  mujer. 

Art.  20.  Si  el  marido  estuviese  colo- 
cado bajo  tutela,  la  corporación  del 
municipio  de  origen  deberá  decidir  si 
los  derechos  y  deberes  del  poder  mari- 
tal, en  lo  que  concierne  á  la  fortuna  de 
la  mujer,  deberán  ser  deferidos  al  tu- 
tor del  marido,  ó  si  la  mujer  podrá  ad- 
ministrar su  fortuna  y  gozar  de  ella. 

Art.  21.  Si  el  poder  marital  cesare 
(artículo  19),  el  activo  aportado  por  la 
mujer  deberá  restituirse  sin  reducción, 
si  la  autoridad  tutelar  no  considera  ne- 
cesario ponerla  bajo  su  tutela. 

El  capital  mueble  que  la  mujer  tenía 
ya  antes  del  matrimonio,  ó  el  adquirido 
durante  éste  por  donación,  herencia  ó 
accidente  imprevisto,  deberá  restituir* 


sele  como  su  propiedad,  si  el  marido  la 
posee  todavía.  Para  las  demasías  de  su 
fortuna,  la  mujer  tendrá  una  acción  de 
indemnización  contra  su  marido,  si  él 
mismo  no  puede  probar  que  los  bienes 
se  hubieran  perdido  sin  su  falta  ó  que 
han  sido  empleados  exclusivamente 
en  interés  de  la  mujer.  El  marido  no 
deberá  indemnizar  á  la  mujer  de  los 
utensilios  domésticos  y  de  las  ropas 
que  por  el  uso  en  la  casa  hayan  perdido 
su  valor  ó  se  hayan  destruido. 

Los  bienes  inmuebles  deberán  ser 
restituidos  á  la  mujer.  El  marido  sólo 
podrá  pedir  indemnización  en  el  caso 
i  en  que  él  pueda  probar  que  ha  emplea- 
do parte  de  su  capital  para  el  mejora- 
miento de  los  inmuebles  de  la  mujer  y 
también  que  ha  aumentado  su  valor.  El 
importe  procedente  de  sus  gastos  debe- 
rá, en  caso  de  litigio,  ser  justificado 
judicialmente.  La  mujer  deberá  recom- 
pensar al  marido  por  las  deudas  que 
éste  haya  pagado  por  ella. 

Art.  22.  Con  la  cesación  del  poder 
marital  (art.  19),  la  mujer  se  convertirá 
en  jefe  y  tomará  la  administración  y  el 
usufructo  de  todo  su  capital;  deberá 
tener  lo  suficiente  para  las  cargas  do- 
mésticas con  las  rentas  de  la  fortuna  y 
la  pensión  que  tenga  de  su  marido, 
para  servirse  de  ello  durante  el  matri- 
monio, y  responderá  á  los  terceros  de 
todas  las  obligaciones  que  contraiga 
desde  este  momento. 

Art.  23.  Si  el  marido  fuese  declara- 
do en  quiebra,  el  capital  de  la  mujer,  si 
existe  todavía,  volverá  á  ella  como  su 
propiedad.  Si  existe  menos  de  la  mitad 
de  este  capital  ó  está  asegurado  con 
garantía,  la  mujer,  hasta  el  importe  de 
esta  mitad,  disfrutará  para  sus  recla- 
maciones de  privilegio  en  la  cuarta 
clase;  por  cualquier  otro  motivo  será 
colocada  en  la  quinta  clase.  Si  en  el 
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año  que  preceda  á  la  apertura  de  la 
quiebra,  el  marido,  en  sus  propios  bie- 
nes, reemplaza  ó  garantiza  más  de  la 
mitad  del  capital  de  la  mujer,  lo  que 
exceda  de  la  mitad  podrá  reunirse  al 
total. 

Para  hacer  valer  el  privilegio  de  la 
mujer  en  la  quiebra  del  marido,  serán 
los  únicos  admisibles  los  medios  de 
prueba  siguientes: 

a)  El  inventario  hecho  según  los  ar- 
tículos 8.°,  9.°  y  10; 

b)  Los  títulos  auténticos  que  prue- 
ben que  la  mujer  ha  poseído  realmente 
el  capital  reclamado,  por  ejemplo,  los 
extractos  de  la  partición,  cuando  el 
marido  haya  reconocido  por  escrito,  so- 
bre los  mismos  títulos,  que  él  ha  recibi- 
do los  bienes  indicados. 

Si  las  condiciones  para  el  examen 
del  privilegio  no  se  han  llenado,  la  mu- 
jer será  colocada,  para  todas  sus  re- 
clamaciones, en  la  quinta  clase,  y  se- 
rán admisibles  los  medios  de  prueba 
ordinarios. 

Art.  24.  Los  esposos  separados  ó  di- 
vorciados no  tendrán  ningún  derecho 
de  sucesión  respectivo  durante  la  se- 
paración. 

Art.  25.  En  caso  de  separación  de 
cuerpos,  así  como  en  caso  de  divorcio, 
el  tribunal  ñjará,  con  arreglo  á  la  cul- 
pabilidad y  álos  medios  de  subsistencia 
de  cada  uno  de  los  esposos,  qué  indem- 


nización deberá  una  de  las  partes  á  la 
otra,  qué  esposo  deberá  encargarse  de 
los  hijos  y  en  qué  proporción  el  otro 
esposo  habrá  de  contribuir  á  su  soste- 
nimiento. 

Art.  26.  La  mujer  divorciada  conser- 
vará el  derecho  de  vecindad  del  mari- 
do; pero  recobrará  el  apellido  de  su  fa- 
milia. 

Art.  27.  Los  contratos  de  matrimo- 
nio serán  nulos  cuando  sean  contrarios 
á  las  disposiciones  de  la  presente  ley. 

Art.  28.  Contra  todas  las  decisiones 
que,  con  arreglo  á  la  presente  ley,  sean 
de  la  compelencia  del  Consejo  comunal 
como  autoridad  tutelar,  se  podrá,  en  el 
término  de  veinte  días,  recurrir  ante  el 
Consejo  de  Estado. 

Art.  29.  Las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley  son  aplicables  á  todos  los 
ciudadanos  del  cantón,  aunque  estén 
domiciliados  fuera  de  él. 

Serán  igualmente  aplicables  á  la  si- 
tuación pecuniaria  de  los  esposos  ex- 
tranjeros residentes  en  el  cantón  cuan- 
do se  trate  de  su  responsabilidad  por 
deudas  contraidas  por  ellos  en  el  can- 
tón, y  cuando  la  legislación  de  éste  sea 
más  favorable  á  los  acreedores. 

Art.  30.  Los  oficiales  del  Registro 
civil  deberán,  después  de  celebrado  el 
matrimonio,  dar  conocimiento  á  los  es- 
posos del  contenido  de  los  artículos  8.° 
y  23  de  la  presente  ley. 
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ADVERTENCIA 


Como  podrá  observarse,  a  fin  de  no  hacer  extensísimo  este  índice,  sólo  hemos 
incluido  en  él  los  epígrafes  generales  de  las  materias;  pues  de  haber  descendido 

a  las  subdivisiones,  habría  ocupado  varios  pliegos. 
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